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Concierto Económico

Marco legal




Introducción. 


 La Disposición Adicional Primera de la Constitución española establece:

"La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral, se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía."

Al mismo tiempo en su Disposición Derogatoria, apartado 2, derogó las Leyes de 1839 y 1876, que podían considerarse "límites" de esos derechos históricos.

El Estatuto de Autonomía del País Vasco, aprobado por la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, supuso la materialización dentro del ordenamiento jurídico de la actualización de los derechos históricos de los territorios forales, dedicando el Título III (artículos 40 a 45) a la materia de Hacienda, que junto con otras disposiciones del propio Estatuto, constituyen los principios y bases del Concierto Económico, aprobado por la Ley, de artículo único, de 23 de mayo de 2002 VFG), previo acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo del 6 de marzo de 2002, integrada por representantes de la Administración del Estado y del País Vasco (Gobierno Vasco y Diputaciones Forales), el cual surte efecto desde el uno de enero de 2002, renovándose así el Concierto Económico aprobado por la Ley de 13 de mayo de 1981.

Conviene resaltar la doble vertiente tributaria y financiera (FFB de diciembre/2001, ref. 015.376) (FFG de febrero/2002, ref. 026.028) de este nuevo Concierto Económico. En la primera se define el marco en el que se determinan las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco y en la segunda, dedicada a las relaciones financieras entre el Estado y el País Vasco, destaca la figura del Cupo como contribución del País Vasco al sostenimiento de las cargas generales del Estado que no asuma la Comunidad Autónoma Vasca.







Concepto y entrada en vigor del Concierto Económico.


 El artículo 41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco señala que el sistema foral de Concierto regulará las relaciones de orden tributario entre el País Vasco y el Estado.

No obstante, las instituciones vascas protagonistas del sistema del Concierto son las Diputaciones Forales o, mejor dicho, las Instituciones competentes de los Territorios Históricos, al corresponderles tanto la exacción de los tributos, como el establecimiento y regulación de su régimen tributario, como ha ocurrido históricamente, sin perjuicio del papel de coordinación, armonización y colaboración que se atribuye al Parlamento Vasco.

La Ley del Concierto Económico de 2002 entró en vigor el día 25 de mayo de 2002, si bien surtió efectos desde el 1 de enero de 2002, como señala la Disposición final única de la Ley. No obstante, las Disposiciones Transitorias segunda y tercera del texto del Concierto establecieron el régimen transitorio para los tributos devengados antes del día 25 de mayo de 2002, los procedimientos no finalizados a dicha fecha y los órganos competentes para analizar los asuntos pendientes de resolución entre la Administración del Estado y las del País Vasco.

El Concierto de 2002 fue modificado por la Ley 28/2007, de 25 de octubre, que entró en vigor el 27 de octubre de 2007. No obstante, la Disposición Transitoria Primera de dicha Ley modificó la cifra del volumen de operaciones que sirve para determinar la tributación exclusiva a una sóla administración, que pasó de 6 a 7 millones de euros, aplicándose este nuevo importe a los períodos impositivos o de liquidación, según el impuesto de que se trate, que se iniciaran a partir del 1 de enero de 2008.

Dicha cifra ha sido nuevamente modificada por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, que fija la misma en 10 millones de euros, con efectos para los períodos impositivos o de liquidación, según el impuesto de que se trate, que se inicien a partir del día 30 de diciembre de 2017.






Naturaleza pactada.


 Independientemente de las apreciaciones doctrinales sobre el carácter de pacto del Concierto, desde un punto de vista político o jurídico, lo cierto es que el Concierto Económico, además de aprobarse por Ley de artículo único, lo cual supone la imposibilidad de introducir enmiendas en su contenido, se aprobó previo acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo integrada por representaciones del Estado y del País Vasco. En esa misma línea de acuerdo o pacto, la Disposición Adicional segunda del Concierto de 2002, exige para la modificación del mismo la existencia de un acuerdo entre la Administración vasca y estatal, como ha ocurrido en las distintas adaptaciones y modificaciones del Concierto que se produjeron desde la Ley de 1981, con la excepción de la prórroga del Concierto Económico de 1981, aprobada por la Ley de 27 de diciembre de 2001, que no fue previamente acordada y que amplió la vigencia del Concierto de 1981 hasta la aprobación de un nuevo Concierto Económico.






Duración.


 El Concierto Económico de 2002 tiene carácter indefinido a diferencia de lo previsto en el Concierto de 1981, que conforme disponía en su artículo 1 tuvo un plazo de vigencia hasta el 31 de diciembre del año 2001.






Modificaciones y adaptaciones del Concierto Económico de 1981.


 Desde la aprobación del Concierto en 1981 se han producido, de conformidad con lo previsto en la Disposición Adicional segunda, las siguientes modificaciones y adaptaciones del Concierto:


	
- Ley 49/1985, de 27 de diciembre, de adaptación del Concierto Económico al Impuesto sobre el Valor Añadido. 

	
- Ley 2/1990, de 8 de junio, de adaptación del Concierto Económico a las Leyes reguladoras de las Haciendas Locales y de Tasas y Precios Públicos. 

	
- Ley 27/1990, de 26 de diciembre, de modificación del Concierto Económico. 

	
- Ley 11/1993. de 13 de diciembre, de adaptación del Concierto Económico a las Leyes del Impuesto sobre el Valor Añadido y de Impuestos Especiales. 

	
- Ley 38/1997, de 4 de agosto, de modificación del Concierto Económico. 









Capítulo I. Tributos

Sección 1ª. Normas generales

Competencias de las Instituciones de los Territorios Históricos




Instituciones de los Territorios Históricos.


 A.  Instituciones forales.

El Concierto a lo largo de su articulado utiliza la denominación de Instituciones competentes de los Territorios Históricos, concepto que integra a las Juntas Generales de cada Territorio Histórico como órgano máximo de representación popular del Territorio, es decir, como órgano legislativo y a las Diputaciones Forales como órgano ejecutivo.

Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos, a través de la actualización del régimen foral prevista en el Estatuto de Autonomía, quedaron habilitadas para la configuración de su propio ordenamiento foral, lo cual se materializó a través de disposiciones forales que regularon la Organización Institucional de cada Territorio Histórico.

[En el Territorio Histórico de Álava se ha aprobado la Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de organización, funcionamiento y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava.]


B.  Sistema de fuentes.

De esta forma, el sistema de fuentes del ordenamiento de los Territorios Históricos, que guarda paralelismo con el del Estado, es el siguiente:

a.  Potestad normativa.


	
- Normas Forales (aprobadas por las Juntas Generales de cada Territorio Histórico). 

	
- Decretos Forales Normativos. 

	
- Decretos Forales de Urgencia Fiscal (en Alava), Decretos Forales Normativos (en Bizkaia) y Decretos Forales-Norma (en Gipuzkoa), que dependiendo de qué Diputación Foral se trate, sirven para adaptar la normativa foral a la de territorio común o para dictar disposiciones con rango de Norma Foral. Estos Decretos Forales son dictados al amparo del artículo 8 de la Norma Foral General Tributaria de cada uno de los Territorios Históricos. 



b.  Potestad reglamentaria:


	
- Decretos Forales (adoptados en Consejo de Diputados). 

	
- Decretos del Diputado General (que preside el Consejo de Diputados). 

	
- Ordenes Forales (dictadas por los Diputados Forales de cada Departamento). 









Las Normas Forales. Concierto Económico. Álava


 El sistema de fuentes del derecho de los Territorios Históricos está diseñado de forma muy semejante al del Estado o de las Comunidades Autónomas y toma como punto de partida la distinción entre potestad normativa y potestad reglamentaria, atribuyéndose la primera a las Juntas Generales y la segunda a la Diputación Foral.

A las disposiciones de carácter general emanadas de las Juntas Generales se les denomina Normas Forales y son de superior rango en relación con los Decretos Normativos, con los Decretos Forales del Consejo de Diputados, con los Decretos Forales emanados del Diputado General y con las Ordenes Forales dictadas por los Diputados Forales titulares de los diferentes Departamentos en que se estructura la Diputación Foral.

En cuanto al control de las Normas Forales fiscales, éste se efectúa de una manera compartida entre la jurisdicción ordinaria y la constitucional (Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de junio de 2016).

Además, las Normas Forales Generales Tributarias de los diferentes Territorios Históricos prevén la existencia de unas disposiciones de carácter urgente que adoptan, inicialmente, la forma de Decretos Forales (el artículo 8 de la NFGT), recoge esta posibilidad, aunque presentan algunas diferencias de redacción) y que tienen fuerza para modificar Normas Forales, si bien han de dictarse para la adaptación de normas tributarias estatales y en algunos Territorios deben ser convalidados por las Juntas Generales del Territorio Histórico (Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 1999).

En cualquier caso, se requiere que la urgencia esté justificada y que no constituya una simple adición circunstancial a la conveniencia de regular libre y subjetivamente apreciada por el ejecutivo  (Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 30 de noviembre de 2007).

Nulidad normativa estatal, influencia en normativa foral.

Se ha planteado si los efectos de la declaración de nulidad por Sentencia del Tribunal Constitucional de una disposición general del Estado alcanzan a la normativa foral, cuando ésta sea mera trasposición de la normativa estatal. En esta cuestión el TSJPV se ha pronunciado señalando, en su Sentencia de 27 de febrero de 1998, que la censura constitucional no se extiende a la normativa foral cuando la misma vaya dirigida no a la modificación en si misma, sino al instrumento elegido para dar cauce a una modificación de la Ley. En decir, que en el supuesto de que el Tribunal Constitucional declare la inconstitucionalidad y, por tanto, la nulidad de una disposición contenida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, por haber utilizado indebidamente ese instrumento normativo, sin entrar a analizar la constitucionalidad de su contenido, ello no implicaría la automática nulidad de la normativa foral que hubiere traspuesto la disposición estatal declarada inconstitucional.

Las Normas Forales y el principio de Reserva de Ley.

Si bien la naturaleza jurídica de las Normas Forales ha planteado numerosas disquisiciones entre la doctrina, lo fundamental de esta categoría jurídica no es si cumple o no con el principio de legalidad, sino que lo relevante es examinar si la norma está dictada en el ámbito de las competencias atribuidas al Territorio Histórico, ya que si es así las Normas Forales, a pesar de ser normas reglamentarias, desplazan en su ámbito territorial a la ley, como se deriva de la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero.

En este sentido, el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 23 de diciembre de 2004 señala al respecto "Se trata, pues, de disposiciones normativas que, aunque no tienen naturaleza de meros reglamentos de ejecución de la Ley estatal, carecen de rango de Ley...".

La Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de mayo de 2001 afirma que las Juntas Generales disfrutan, a través de las Normas Forales, de la plena capacidad para realizar lo mismo que la Ley tributaria estatal, al ser equiparable dicha capacidad normativa del Territorio Histórico, en el ámbito de sus competencias, a la del legislador estatal, convirtiéndose la reserva de Ley en el ámbito estatal en reserva de Norma Foral en el ámbito del Territorio Histórico (asimismo véase el FJ 9 de la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2004).

La Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, ha venido a reconocer que las normas forales, al carecer del rango de ley, resultan más vulnerables y, por lo tanto, ha procedido a reforzar la garantía constitucional de la foralidad, de manera que las normas forales reguladoras de los diferentes impuestos que suplen a las leyes estatales, tienen un régimen procesal de impugnación equivalente al de dichas leyes estatales.


	
◆ - La Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de noviembre de 2010, aprecia la posibilidad del recurso de casación en relación con la normativa foral, al reproducir ésta la normativa estatal sobre la que ya ha recaido jurisprudencia.

	
◆ - La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 5 de julio de 2012 analiza la naturaleza reglamentaria de las Normas Forales. 

	
◆ La Sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de enero de 2016, considera que desde la entrada en vigor de la L.O. 1/2010, aunque los órganos jurisdiccionales pueden fiscalizar la validez de las Normas Forales fiscales, en caso de considerarlas contrarias a las normas que integran el bloque de la constitucionalidad, carecen de competencia para expulsarlas del ordenamiento jurídico.








Competencias para mantener, establecer y regular. Concierto Económico


 Independientemente de las diferencias de matiz existentes entre el texto del Estatuto de Autonomía y el artículo 1 del Concierto, su contenido constituye el núcleo fundamental del Concierto Económico. (Véase el artículo de opinión de Javier Armentia: Concierto Economico: posibilidades y límites internos e internacionales del poder tributario concertado")

Se prevé la posibilidad de mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, con lo que ha de entenderse la posibilidad de los Territorios Históricos de dotarse de una normativa foral (Sentencias del TS de 19-07-91, del TSJ del País Vasco de 7 de abril de 2001 y del TSJ de Navarra de 21-03-94). La competencia normativa derivada del Concierto Económico constituye nucleo intangible del contenido del régimen foral (Sentencias del T.S. de 28 de octubre de 1995 y de 24 y 31 de enero de 2000), surgiendo una presunción de validez de la regulación foral (Sentencia del TSJPV de 27 de septiembre de 1999), incluso en los casos en los que el Concierto prevea que se ha de regir por las mismas normas que el Estado.

	
Comisión Arbitral del País Vasco


	 La Decisión 1/2011, de 13 de mayo de 2011 de la Comisión Arbitral, aborda la cuestión de la titularidad de las competencias de los Territorios Históricos para el mantenimiento, establecimiento y regulación de los tributos que integran el sistema del Concierto Económico.

	 Tribunal Superior de Justicia del País VascoLa Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 3 de febrero de 2015, considera que el artículo 1 del Concierto limita a su demarcación territorial las atribuciones competenciales de los Territorios Históricos.



	 Comentarios doctrinalesEn su artículo “La creación de nuevas figuras tributarias en el sistema tributario estatal y las competencias de los territorios históricos vascos”, el autor Iñaki Alonso expone la situación de incertidumbre que se crea ante nuevas figuras tributarias al hilo de la futura concertación del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas y el dilema sobre la forma de incorporación al Concierto del Gravamen temporal energético aplicable a las personas o entidades que tengan la consideración de operador principal en los sectores energéticos y del Gravamen temporal de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito. Refiere el autor que el retraso en la incorporación al ordenamiento jurídico de las modificaciones del Concierto Económico genera situaciones de inseguridad jurídica para los contribuyentes y anomalías en el funcionamiento del sistema tributario, precisamente porque los términos del régimen de Concierto Económico no dependen de la concertación de cada figura tributaria, que es un aspecto práctico importante, pero el reconocimiento de la competencia de las Haciendas Forales no deriva de esa incorporación al Concierto Económico de los puntos de conexión sino que nace directamente de las normas fundamentales integrantes del bloque de la constitucionalidad, la disposición adicional primera de la Constitución y el artículo 41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco. (Forum fiscal nº 292. Diciembre 2022)..








No obstante, existen unas materias que son competencia exclusiva del Estado (art. 5 del Concierto):


	
- los derechos de importación, y 

	
- los gravámenes a la importación en los Impuestos Especiales y en el IVA, es decir, de los tributos vinculados a las Aduanas. 



Por ello, con independencia de lo previsto en la Disposición adicional segunda y las salvedades previstas en el propio Concierto, han de entenderse concertados todos los tributoscon las matizaciones señaladas por la Sentencia del Tribunal Constitucional 208/2012, de 14 de noviembre.

Tras las modificaciones del Concierto Económico aprobadas por la Ley 7/2014, de 21 de abril y por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, la normativa aplicable, con sus especificidades más importantes tanto en cuanto a límites o a puntos de conexión, resulta la siguiente:

NORMATIVA APLICABLE EN LOS TERRITORIOS HISTORICOS DEL PAIS VASCO








	IMPUESTO
	Normativa aplicable
	Observaciones




	A) IMPUESTOS DIRECTOS
	 
	 



	- IRPF
	Foral
	
Se aplican idénticos tipos de retención e ingreso a cuenta que los de territorio común en relación con los rendimientos de capital mobiliario, de actividades profesionales y empresariales.

Se aplican idénticos tipos de retención e ingreso a cuenta que los de territorio común en relación con el Gravamen especial sobre los premios de determinadas loterias y apuestas, y aquellos otros juegos, concursos, rifas o combinaciones aleatorias.





	- I. Patrimonio
	Foral
	 



	- I. Sociedades
	Foral
	
Normativa foral:

1. Si el volumen operaciones > 10 millones en el ejercicio anterior:

a) Cuando tenga su domicilio fiscal en el País Vasco y haya  realizado en el mismo en el ejercicio anterior más del 25% de sus operaciones. 

b) Cuando tenga su domicilio fiscal en territorio común, no forme parte de un grupo fiscal y y haya  realizado en el ejercicio anterior en  el Pais Vasco el 75% o más de sus operaciones. 

c) Cuando tenga su domicilio fiscal en territorio común, forme parte de un grupo fiscal y haya realizado en el Pais Vasco en el ejercicio anterior el 100%  de sus operaciones.

2. Si el volumen operaciones ≤ 10 millones en el ejercicio anterior: cuando el domicilio fiscal esté situado en el País Vasco.





	- I. sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito.
	Común
	 



	- I. Renta de no residentes
	Común
	Salvo establecimientos permanentes de no residentes domiciliados en el País Vasco que se rigen por la normativa foral.



	- I. Sucesiones y Donaciones
	Foral
	 



	- I. sobre el Valor de la Producción de la Energía Eléctrica.
	Común
	 



	- I. sobre la Producción de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radioactivos Resultantes de la Generación de Energía Nucleoeléctrica.
	Común
	 



	- I. sobre el Almacenamiento de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radioactivos en Instalaciones Centralizadas.
	Común
	 



	B) IMPUESTOS INDIRECTOS
	 
	 



	- IVA
	Común
	 



	- ITP Y AJD
	Foral
	Salvo operaciones societarias, letras de cambio y documentos con función de giro.



	- I. Especiales
	Común
	
Salvo tipos de gravamen, dentro de los límites vigentes en territorio común.

En el I.E. sobre Determinados Medios de Transporte, los Territorios Históricos pueden incrementar hasta el 15% de los tipos del Estado.





	- I. Primas de Seguros
	Común
	 



	- I. sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero.
	Común
	 



	- I. sobre Actividades de Juego.
	Común
	Salvo actividades ejercidas por operadores, organizadores o por quienes desarrollen la actividad gravada por este impuesto, con residencia fiscal en el País Vasco, en cuyo caso los TTHH podrán elevar los tipos hasta un máximo del 20% de los tipos del Estado.



	- Otros tributos sobre el juego
	Foral
	Salvo hecho imponible y sujeto pasivo que se regirán por la misma normativa del Estado.



	- Otros I. indirectos
	Común
	 



	C) TRIBUTOS LOCALES
	 
	 



	- IBI
	Foral
	 



	- IAE
	Foral
	 



	- Otros tributos locales
	Foral
	 










Competencias de las Instituciones de los Territorios Históricos. Exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y recaudación.


 A lo largo del texto del Concierto hay que tener muy presente la distinción entre competencias para regular una materia y las competencias relativas a la recaudación y gestión, entendida en términos generales. Por ello, hay que prestar especial atención a:


	
a) Las competencias para regular. 

	
b) Los puntos de conexión (elementos como la residencia habitual, el domicilio fiscal, el lugar de otorgamiento de una escritura pública, etc.) que determinan la competencia (véase también la Disposición adicional quinta y la Disposición transitoria segunda del Concierto Económico) de una u otras Administraciones tributarias para la: 
	
- exacción. 

	
- gestión. 

	
- liquidación. 

	
- inspección. 

	
- revisión. 

	
- recaudación. 







El apartado Dos del artículo 1 del Concierto Económico se refiere al concepto de sistema tributario de los Territorios Históricos (Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de diciembre de 2004, FJ 2), lo cual siempre ha generado una cierta confusión en cuanto a su alcance. Sin embargo, como señalaba la Memoria del Proyecto de Ley del Concierto Económico de 1981, el País Vasco tiene potestad para establecer, regular y mantener, dentro de su territorio, el régimen tributario y aunque un tributo concertado tenga que regularse por una normativa igual a la del Estado, ello no quiere decir que se deban aplicar las normas comunes, sino que se podrá dictar la normativa foral, la cual deberá aplicarse.

La Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de junio de 2016 analiza el régimen especial de los territorios forales, así como la naturaleza de las Normas Forales, cuyo contenido y alcance es fruto de un poder tributario derivado.

En el comentario doctrinal “El poder tributario residual de los Territorios Históricos en el marco del Concierto Económico” Iñaki Alonso Arce analiza la posibilidad de que los Territorios Históricos puedan establecer impuestos diferentes a los que se han concertado con el Estado ( Forum Fiscal mayo/2021)







Principios generales




Principios generales del Concierto Económico


 El Concierto establece, en línea con lo establecido en el artículo 41 del Estatuto de Autonomía, como principios generales, una serie de límites a las facultades que tienen los Territorios Históricos.

1.  Respeto a la solidaridad.

De conformidad con lo establecido en el artículo 41.2.f) del Estatuto, se recoge el respeto a la solidaridad en los términos previstos en la Constitución, la cual hace referencia a dicho principio en los artículos 2, 138 y 156.1 (Sentencias del Tribunal Constitucional de 5 de abril de 1990, del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2004 y del TSJ del País Vasco de 2 de noviembre de 2004). No obstante, la solidaridad no es exigencia de uniformidad ni impide la diferencia, de manera que resulta posible "cierta" competencia fiscal.

2.  Atención a la estructura general impositiva del Estado.

Aunque en este principio general se utilizan conceptos indeterminados, se trata de establecer una fórmula de coordinación entre el sistema tributario foral y estatal, de manera que esta referencia a la "estructura general impositiva" deba entenderse en el sentido de que el conjunto de la normativa foral no puede presentar diferencias esenciales en su estructura en relación con la del Estado. Por ello, siempre que el conjunto del sistema tributario foral se atenga a lo que se considere como estructura general impositiva del Estado, existirá la posibilidad de ejercer la potestad de innovación normativa foral que puede traducirse en la creación o, incluso, la supresión por la normativa foral de gravámenes, al margen de los establecido en el ámbito del Estado (Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de noviembre de 2012). Esta afirmación tiene un especial reconocimiento en materia de nuevos tributos locales, de conformidad con lo previsto en el artículo 42 del Concierto.

Diversas Sentencias del TSJPV (de 11 de mayo y 21 de julio de 1998, de 20 de mayo, 25 de mayo y 19 de noviembre de 1999) han analizado este principio armonizador, resaltando la inaplicabilidad de este principio a cualquier divergencia que surja, sino que exige que las características técnicas de los impuestos regulados en el País Vasco permitan su identificación, como tributos de la misma naturaleza, con los correlativos estatales, afirmandose la existencia de una amplísima facultad foral de articular tributos de "estructura particular" y diferente a la figura de referencia en la concertación.

Entre las citadas Sentencias del TSJPV, la de 20-05-99 añade una matización a lo anteriormente expuesto, al señalar que en la lógica del Concierto actual no existe algo equiparable al tradicional "encabezamiento" de los primitivos Conciertos decimonónicos, que faculte para recaudar en función de figuras impositivas diversas, pero si una amplísima facultad foral de articular tributos de estructura particular.


	
•  La Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de junio de 2016 acota el objeto de control por parte del Tribunal Constitucional de las normas forales fiscales, consideradas como núcleo competencial exclusivo de los Territorios Históricos.

	
•  Sobre la creación de nuevos tributos, nos remitimos a las importantes Sentencias del Tribunal Constitucional de 14 de noviembre de 2012 y de 26 de junio de 2014 que, aunque referidas a la Comunidad Foral de Navarra, efectúan diversas consideraciones aplicables al País Vasco.

	
•  La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 11 de diciembre de 2013, considera que el mantenimiento del Impuesto sobre el Patrimonio en Gipuzkoa (y no en los otros territorios forales, ni en territorio común), como pieza complementaria, no básica o única, de la imposición directa de las personas físicas, no difumina los rasgos generales que informan la estructura impositiva del Estado fundada en el IRPF.

	
•  La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 24 de febrero de 2016, considera que el sistema tributario foral debe atender a la estructura general impositiva del Estado y no a la estructura impositiva "en particular" vigente, configurada por un conjunto determinado de figuras tributarias,



3.  Coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado.

Para determinar el contenido y alcance de estos conceptos habrá que estar a lo dispuesto en el propio Concierto Económico que, especialmente en sus artículos 3 y 4 recoge las normas de armonización y el principio de colaboración con el Estado.

Tribunal Supremo

La Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de febrero de 2011, considera que en virtud del principio de coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado, establecido en el artículo 2 del Concierto Económico, en relación con el artículo 64, no se puede obviar el procedimiento establecido para la resolución de consultas que afectan a la aplicación de los puntos de conexión.

Junta Arbitral del Concierto Económico.

La Resolución 8/2012, de 2 de julio de 2012, de la Junta Arbitral, resalta en una cuestión relativa a la valoración de operaciones vinculadas, que el intercambio de información y el dialogo para evitar una doble imposición , deriva de los principios generales del Concierto, evitando que del ejercicio de las competencias concurrentes se deriven perjuicios para los ciudadanos.

4.  Normas del Parlamento Vasco sobre coordinación, armonización fiscal y colaboración entre los Territorios Históricos.

A.  Leyes de coordinación y armonización.

El Concierto establece dos fórmulas paralelas de coordinación, armonización y colaboración, por una parte, entre los territorios forales y el Estado y, por otra, entre los propios territorios forales, introduciendo en esa labor la competencia del Parlamento de la Comunidad Autónoma del País Vasco, lo cual constituye una novedad en el sistema de Concierto desde 1981.

Como desarrollo de esta previsión del Concierto y también del Estatuto de Autonomía, el Parlamento Vasco aprobó la denominada Ley de Territorios Históricos de 1983, la cual prevé únicamente que se deberían regular de modo uniforme en los diferentes Territorios Históricos los elementos sustanciales de los diferentes impuestos (artículo 14.3), siendo la Ley del Parlamento Vasco de 30 de mayo de 1989, de Armonización, Coordinación y Colaboración Fiscal de Euskadi, modificada por la Ley de 6 de marzo de 1998 para adaptarla a lo previsto en la modificación del Concierto Económico de 1997, la que contiene una regulación marco de esta materia.

Se considera esta Ley como una regulación marco porque, tras establecer los diferentes aspectos de cada uno de los impuestos que han de ser objeto de armonización, deja tal labor a una futura Ley del Parlamento Vasco. Sin embargo, este desarrollo que no se ha producido por el momento, por lo cual no existen normas armonizadoras aplicables a ninguno de los impuestos de los sistemas tributarios de los Territorios Históricos.

Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 24 de febrero de 2016 analiza la armonización interforal y señala que no puede establecerse un paralelismo entre regulación uniforme de los elementos definitorios de una figura y el mantenimiento de la misma figura tributaria, por lo que debe haber coherencia.

Comisión Arbitral del País Vasco

La Decisión 1/2011, de 13 de mayo de la Comisión Arbitral, analiza las características y limitaciones de las funciones de coordinación, armonización fiscal y colaboración del Parlamento Vasco.

B.  Aspectos coordinados entre los Territorios Históricos.

Sin embargo, sí hay determinados aspectos, más en la línea de coordinación y colaboración entre los Territorios Históricos, que tienen aplicación inmediata, como son los siguientes:


	
a.  Centralización de las obligaciones fiscales.Los sujetos pasivos del IVA y del Impuesto sobre Sociedades, así como los retenedores o los obligados a ingresar a cuenta del IRPF y del Impuesto sobre Sociedades que realicen actividades en más de un Territorio Histórico, pueden centralizar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, previa la presentación de una solicitud en los territorios afectados, en el territorio de su domicilio fiscal o, si el citado domicilio está situado en territorio común, en el territorio vasco donde esté situada su principal instalación. En defecto de ambos, se deja a elección del contribuyente el territorio vasco donde centralizar las obligaciones fiscales.

La centralización de las obligaciones fiscales supone:


	
-  La presentación en uno de los territorios vascos de todas las declaraciones liquidaciones de IVA, IRPF e Impuesto sobre Sociedades citadas, lo cual no afecta a las liquidaciones provisionales o definitivas que efectúe la Administración tributaria.Asimismo, también pueden presentarse de forma centralizada los resumenes anuales de retenciones e ingresos a cuenta y las declaraciones informativas, según el informe del Organo de Coordinación Tributaria de Euskadi (OCTE) de 22 de octubre de 2001, en relación con una consulta planteada.



	
-  El ingreso por el saldo neto, en el caso de que haya simultáneamente cantidades a ingresar y a devolver como consecuencia de un cambio del volumen de operaciones en el IVA o en el Impuesto sobre Sociedades.





	
b.  Consultas vinculantes.Las consultas vinculantes emitidas por las Diputaciones Forales requieren informe previo del Organo de Coordinación Tributaria de Euskadi, que es un organismo creado por la citada Ley de 30 de mayo de 1989, en el que están representados el Gobierno Vasco y las tres Diputaciones Forales. Estas consultas se inscriben en un registro creado al efecto.

En consecuencia, las consultas no vinculantes que se emiten por las Diputaciones Forales no han de ser informadas por el Organo de Coordinación Tributaria, pero carecen de los efectos de las vinculantes.



	
c.  Disposiciones forales de carácter general.




El Organo de Coordinación Tributaria de Euskadi deberá informar los proyectos de disposiciones de carácter general en materias que hayan sido objeto de armonización, es decir, en relación con los elementos sustanciales del IRPF, Impuesto sobre el Patrimonio, Impuesto sobre Sociedades, Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y la Tasa Fiscal sobre el Juego.

Sin embargo, resulta elocuente la falta de referencia armonizadora en relación con las disposiciones que regulan los principios básicos comunes a todos los tributos que integran el sistema tributario del Territorio Histórico (contenidos principalmente en la Norma Foral General Tributaria de cada uno de los Territorios Históricos), con la excepción de las materias relativas (artículo 3 de la Ley de Armonización) a la delimitación de las relaciones jurídico tributarias entre los Territorios Históricos y un tema tan accesorio como los plazos y modelos de declaración.

5.  Sometimiento a los Tratados o Convenios Internacionales suscritos por España.

Se establece explícitamente la obligación del sistema tributario de los Territorios Históricos de atenerse a los Convenios internacionales suscritos por España para evitar la doble imposición y en las normas de armonización fiscal de la Unión Europea, incluyendo una regla, más propia del ámbito de gestión, relativa a la asunción de las devoluciones derivadas de esos Convenios y normas de armonización.

Esta previsión tiene especial importancia debido al, cada día, mayor número de Tratados con algún contenido fiscal y a la relevancia de los Convenios para evitar la doble imposición suscritos por España, que tienen primacía sobre el derecho interno.

6.  Interpretación de las normas del Concierto.

Para interpretar el propio contenido del Concierto habrá que estar a lo dispuesto en la Ley General Tributaria en cuanto a interpretación de las normas tributarias (artículo 12 de dicha Ley).

7.  Otros principios de carácter constitucional.

Además de los principios señalados anteriomente, es necesario tener presentes los principios constitucionales que afectan al ámbito tributario, en la medida en que pueden resultar de aplicación. Así, resultan trascendentales el derecho fundamental de igualdad, el deber de contribuir, el principio de seguridad jurídica, generalidad, justicia y capacidad económica, como han puesto de manifiesto diversas Sentencias, entre las cuales destacan las Sentencias del Tribunal Constitucional de 5 de abril de 1990, de 25 de febrero de 2002 y de 18 de enero de 2016, así como las anteriores Sentencias del T.S. de 30 de octubre de 1999 y las del TSJPV de 17 de mayo y 7 de octubre de 1999 y de 2 de noviembre de 2004.


	
•  La Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de julio de 2010, señala que el principio de igualdad resulta compatible con el trato diverso que reciben sujetos en tesituras no comparables, y no lo son las coyunturas de sujetos sometidos a poderes diferentes. La unicidad del orden económico nacional no padece porque en relación con un aspecto singular de un tributo un sujeto soporte una carga distinta que otro sometido a diferente poder tributario.

	
•  La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 11 de diciembre de 2013, considera que el mantenimiento del Impuesto sobre el Patrimonio en Gipuzkoa (y no en los otros territorios forales, ni en territorio común), como pieza complementaria, no básica o única, de la imposición directa de las personas físicas, no difumina los rasgos generales que informan la estructura impositiva del Estado fundada en el IRPF. 

	
•  La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 24 de febrero de 2016, considera que el mantenimiento del Impuesto sobre el Patrimonio en un territorio aparece justificada por el ejercicio legítimo de sus competencias, sin extralimitaciones que comporten la vulneración del principio de igualdad.










Armonización Fiscal




Introducción. 


 Partiendo de la competencia normativa de los Territorios Históricos, la existencia de unos criterios armonizadores no puede conllevar una intención uniformizadora (Sentencia del T.S. de 31 de enero de 2000), ya que precisamente tratan de armonizar lo diverso y, por ello, el Tribunal Supremo en su Sentencia de 12-09-96 señaló que "...en los tributos concertados de normativa autónoma, es necesario ponderar con sumo cuidado las limitaciones que puedan tener su origen y fundamento en el artículo 4 del (anterior) Concierto Económico".

Las dificultades ínsitas a la interpretación de unos principios armonizadores de carácter general provocaron que la Comisión Mixta de Cupo de 18 de enero de 2000 adoptase un Acuerdo por el que, sin perjuicio de lo previsto en el Concierto Económico, se considerará adecuada a los principios de armonización fiscal la normativa que se adapte a las siguientes bases de cooperación:


	
a) Las medidas fiscales reguladas por las Instituciones competentes serán proporcionadas a los objetivos de política económica perseguidos en cada caso. 

	
b) Las Administraciones Tributarias representadas en la Comisión Mixta de Cupo se abstendrán de adoptar y proponer medidas fiscales potencialmente perjudiciales para las otras Administraciones. 



Ese sumo cuidado que ha de utilizarse al considerar las limitaciones de las normas armonizadoras, motivó que esta materia experimentase un profundo cambio con ocasión de la modificación del Concierto Económico, aprobada por la Ley de 4 de agosto de 1997, que implicó una reducción importante de las reglas armonizadoras, de manera que de las doce anteriormente existentes han pasado a las cuatro siguientes:







Principios del Concierto Económico. La Armonización Fiscal. La normativa foral se adecuará a la Ley General Tributaria en cuanto a terminología y conceptos.


 Con esta redacción vigente desde 1997, además de aproximar el texto al vigente en el Convenio con Navarra, se recoge una redacción más acorde con la capacidad normativa prevista en el artículo 1 del actual Concierto (anterior artículo 2) y se evitan las interpretaciones extensivas que se habían producido con la redacción de la anterior norma armonizadora que señalaba "Se aplicarán la Ley General Tributaria y las normas que la desarrollan...", lo cual podía suponer una limitación muy importante a la capacidad de los Territorios Históricos para regular todos los aspectos generales que, en materia de gestión, recaudación, etc., afectan a los diferentes tributos que forman parte del sistema tributario foral, si bien el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco ya había señalado en diversas Sentencias (21-10-93; 7-2-1994; 18-05-1994; 31-12-1998; 29-1-1999) y 14-1-2000) que la expresada norma armonizadora no supone la obligación de las Haciendas Forales de regular la gestión y la recaudación de los tributos de forma idéntica a la prevista en la Ley General Tributaria . (Véase el artículo de opinión de Javier Armentia: Concierto Economico: posibilidades y límites internos e internacionales del poder tributario concertado")

A pesar de lo señalado en el párrafo anterior, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 13 de junio de 2008, ratificada por el Tribunal Supremo en Sentencia de de 26 de enero de 2012, así como posteriores Sentencias del TSJPV, en relación con la regulación del sistema de revisión de los actos en via administrativa, considera que la Constitución asigna a la Ley General Tributaria una función reguladora de todas las Administraciones Tributarias, constituyendo una normativa procedimental común en la materia. Esta afirmación ha sido matizada por diferentes sentencias en la medida en que las singularidades forales respecto al régimen general previsto en la Ley General Tributaria no “afecten sustancialmente” a lo regulado en la LGT. Siendo concluyente la Sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de enero de 2016 que considera que esa adecuación a la LGT en cuanto a terminología y conceptos, no puede entenderse como una obligación de trasposición mimética de la normativa que rige el impuesto en territorio común.

En este mismo sentido ya se habían pronunciado diversos tribunales, así la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de octubre de 2014, en relación con el procedimiento de declaración de responsabilidad. En este mismo sentido abunda la Sentencia del TSJPV de 3 de febrero de 2015, al considerar que la no fijación de un plazo de caducidad no puede estimarse una alteración sustancial de un concepto básico del régimen tributario común a todas las administraciones. 


	
◆ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 23 de octubre de 2014 (y también las Sentencias del TSJPV de 2-12-2014 y 20-1-2015), considera que la estimación objetiva por signos, índices o módulos del Territorio Histórico de Gipuzkoa puede tener, y de hecho lo tiene, un contenido distinto que en el Territorio Común, pero no puede subvertir el concepto de estimación objetiva derivado de la Ley General Tributaria desconociendo sus características intrínsecas.

	
◆ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 2 de diciembre de 2014, confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de junio de 2016, señala que la regla armonizadora del art. 3. a) del Concierto Económico, no comporta uniformidad normativa en la cuestión relativa a las normas de determinación de los rendimientos (módulos del IRPF), de manera que la opción establecida de posibilitar la determinación objetiva de los rendimientos estableciendo la cautela de que no impedirá el sometimiento a gravamen de los rendimientos reales, constituye una opción legítima, en el marco de su competencia en materia tributaria.

	
◆ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 4 de marzo de 2015, confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de junio de 2016, al efectuar una comparación entre la normativa estatal y foral, considera que lo que debe justificarse no es que la normativa foral no sea fiel reflejo de la norma estatal, sino si esta concreta norma estatal contemplaba un trámite, actuación o plazo que de no observarse en la norma foral daba lugar a un quebranto del procedimiento administrativo común y, siguiendo la Sentencia del TSJPV de 17 de diciembre de 2014, señala que la cuestión de los plazos de prescripción en los procedimientos tributarios no forma parte del concepto básico del régimen tributario común y tratándose del procedimiento de inspección, el margen de autonomía permitía en aquel momento una regulación peculiar y diferenciada.

	
◆ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 22 de noviembre de 2016, considera que el Concierto Económico no excluye la competencia de los Territorios Históricos para configurar el régimen de la responsabilidad solidaria, de manera que la definición de un supuesto de responsabilidad solidaria distinto a los previstos en la Ley General Tributaria, no contraviene el principio de reserva de ley tributaria ni entraña trato diferencial constitutivo de infracción del principio de igualdad.

	
◆ La Sentencia del Tribunal Constitucional de 1 de diciembre de 2016, considera que al poner en relación la terminología y conceptos que, para el sistema de estimación objetiva ha establecido la LGT, con el diseño establecido or la normativa foral, si bien el contenido de la estimación objetiva por signos, índices y módulos del Territorio Histórico puede ser diferente al establecido en Territorio Común, las Normas Forales deberán en todo caso respetar las características intrínsecas del concepto de estimación objetiva ofrecido por la LGT.





Por otra parte, el Tribunal Supremo en su Sentencia de 1 de febrero de 2008 abrió la posibilidad para que el Tribunal Supremo, a través del recurso de casación para la unificación de doctrina, unifique la interpretación de las leyes estatales con la interpretación que hayan dado los Tribunales Superiores de Justicia a Normas Forales, siempre que exista plena coincidencia entre el derecho estatal y foral. Sin embargo, en la posterior Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de julio de 2010, se considera que no es discriminatoria la existencia de criterios administrativos adversos sobre idénticos conceptos, entre la administración común y la administración foral, cuando dimanan del ejercicio autónomo de las competencias tributarias.






Los Territorios Históricos mantendrán una presión fiscal efectiva global equivalente a la existente en el resto del Estado.


 La norma armonizadora existente antes de la modificación del Concierto de 1997, relativa a la presión fiscal precisaba de una nueva redacción para adecuarla, al menos, a la reforma adoptada en la normativa reguladora de la financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común, puesto que al tener éstas capacidad normativa para modificar diversos elementos de los tributos, el mantener la anterior redacción de la norma armonizadora del Concierto, hubiera colocado al País Vasco en peores condiciones que cualquier otra Comunidad Autónoma.

Evaluación de la presión fiscal

En cuanto al concepto de presión fiscal, resulta evidente señalar la variedad de métodos existentes para su determinación. Sin embargo, el Tribunal Supremo, en su Sentencia de 19-07-91 señaló que en la medición de la presión fiscal se ha de tener en cuenta la recaudación por el conjunto de los tributos en relación con uno o varios ejercicios y que por esta norma armonizadora no puede sostenerse que un Territorio Histórico esté obligado a mantener ni los mismos tipos ni las mismas bonificaciones existentes en el resto del Estado (Véase el artículo de opinión de Javier Armentia: Concierto Economico: posibilidades y límites internos e internacionales del poder tributario concertado" (FFA de marzo/2012)), porque lo contrario supondría negar la capacidad normativa. En esta misma línea, ya asentada, se han pronunciado las Sentencias del Tribunal Supremo de 28-05-2008, 22-01-2009, 18-01-2010, 19-07-2010 y 03-04-2012.

También la Sentencia del TSJPV de 17-05-99 señala que "...el parámetro de igualdad entre sistemas o subsistemas que establece el principio de presión fiscal global equivalente no es trasladable a términos de comparación de carga tributaria entre individuos o sujetos aislados en relación con un solo tributo de los que integran el sistema...". En esta misma línea la Sentencia del TSJ del País Vasco de 26 de diciembre de 2003 y la de 24 de febrero de 2016.

A este respecto, resulta interesante recordar la Sentencia del TC 116/1994, de 18 de abril, relativa al régimen de Convenio Económico de Navarra, que señala "el sistema tributario debe estar presidido por un conjunto de principios generales comunes capaz de garantizar la homogeneidad básica que permita configurar el régimen jurídico de la ordenación de los tributos como un verdadero sistema y asegure la unidad del mismo, que es exigencia indeclinable de la igualdad de los españoles y no resulta incompatible con las competencias tributarias de las CCAA y con la autonomía financiera y presupuestaria de las mismas".

Disparidad de criterios

No obstante, las Sentencias del Tribunal Supremo de 7 de febrero y de 13 y 22 de octubre de 1998 han apreciado la existencia de una menor presión fiscal en el País Vasco, aunque con unos argumentos sumamente endebles y criticados por la doctrina, puesto que dichas Sentencias debieran haber basado sus fundamentos en el derecho interno que, precisamente, no prohibe las diferencias de trato en las diversas Comunidades Autónomas, sino que por el contrario las permite como lo pone de manifiesto el Tribunal Constitucional.

Sin embargo, las citadas Sentencias del Tribunal Supremo han apreciado la existencia de una menor presión fiscal en el País Vasco por el mero hecho de la existencia de la Disposición Adicional Octava en la Ley 42/1994, de 30 de diciembre (Disposición Adicional que ha sido declarada nula por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 25 de febrero de 2002), en la que se contemplaba un posible reembolso (aunque en realidad no se ha producido ningún caso) a los no residentes que, por las limitaciones derivadas de la propia redacción del Concierto Económico, no podían aplicar la normativa foral, por el exceso de tributación que se hubiere derivado de la imposibilidad de aplicar dicha normativa foral.

En cualquier caso, hay que tener en cuenta que el presupuesto de hecho tenido en cuenta en las tres referidas Sentencias del Tribunal Supremo ha cambiado, en la medida en que la modificación del Concierto Económico de 1997 y el actual Concierto de 2002 otorga al País Vasco competencia en materia de tributación de los residentes en el extranjero, con lo cual la citada Disposición Adicional Octava había perdido su razón inicial antes de su anulación.

Por último, para profundizar más en la confusión la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2004 , en su FJ 11º, tras señalar la dificultad de acreditar la presión fiscal, introduce un nuevo factor (la equivalencia financiera) que incluye el Cupo a pagar al Estado para calcular el saldo neto.

En definitiva, nos encontramos ante una situación en la que el concepto de presión fiscal va evolucionando conforme se van dictando nuevas Sentencias,, aunque ya se ha consolidado una linea jurisprudencial a la que hace referencia la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de enero de 2010.

Por otra parte, la novedad que incorporó la citada modificación del Concierto en materia de la presión fiscal, está representada por la utilización del término "equivalente" como elemento delimitador de la presión fiscal, lo cual no supone precisamente aportar ninguna clarificación al respecto, por lo que el debate sigue abierto.






Las ayudas de estado comunitarias y la normativa fiscal foral. Concierto económico. Álava


 Aunque el Concierto Económico no contiene ninguna referencia a las normas sobre la competencia de la Unión Europea (en especial los artículos 87 a 89 del Tratado relativos a las ayudas de estado), las mismas resultan de aplicación, en virtud de lo previsto en el apartado quinto, número Uno del artículo 2 del Concierto Económico.

Principales disposiciones

La actuación de la Comisión Europea en materia de ayudas de estado se ha intensificado notablemente a lo largo de la década de los años 90, lo cual ha originado la necesidad de incrementar la seguridad jurídica, para lo cual se han aprobado, en desarrollo del artículo 87 del Tratado, diversas disposiciones en forma de Reglamentos, Comunicaciones, etc. entre los que destacan los siguientes:


	
1. Reglamento 659/1999 del Consejo de 22 de marzo de 1999, por el que se establecen disposiciones de aplicación del artículo 93 del Tratado CE (DO L 83, de 27.3.1999). 

	
2. Reglamento de la Comisión 794/2004, de 21 de abril de 2004, por el que se establecen disposiciones de aplicación del artículo 93 del Tratado CE (DO L 140, de 30.4.2004). 

	
3. Reglamentos 68/2001, 1407/2013 y 70/2001, de 12 de enero de 2001, sobre ayudas a la formación, a las ayudas de minimis y a las ayudas a las pequeñas y medianas empresas, respectivamente. Asimismo el Reglamento 2204/2002, de 12 de diciembre de 2002, regula las ayudas para el empleo. 

	
4. Comunicación de la Comisión relativa a la plicación de las normas sobre ayudas estatales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas (DO C 384, de 10.12.1998) y sobre ayudas estatales para promover las inversiones financieras de riesgo (DOUE 22.1.2014).

	
5. Normas comunitarias sobre pequeñas y medianas empresas, la investigación y el desarrollo, la protección del medio ambiente, la creación de empleo o la formación. Asimismo las normas sectoriales relativas a las empresas de sectores snesibles, actividades de producción, transformación y comercialización de productos agrícolas, la pesca, la industria del carbón, la siderurgia, los aeropuertos y companías aereas, la construcción naval, las fibras sintéticas y la industria del automóvil. 



Decisiones de la Comisión Europea sobre normativa foral

Como consecuencia de la actuación de la Comisión Europea en esta materia, se han dictado diversas decisiones relativas a la normativa fiscal foral:


	
1. Decisión 93/337/CEE, de 10 de mayo, relativa a un sistema de ayudas fiscales a la inversión en el País Vasco (DO L 134, de 3.6.93). 

	
2. Decisión 1997/718/CE de la Comisión, de 24 de febrero de 1999 (LCEur 1999, 3576), relativa a la ayuda estatal concedida por España a favor de Daewoo (DO L 292). Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las CE de 6 de marzo de 2002 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 11 de noviembre de 2004. 



	
3. Decisión de 2000/795/CE de la Comisión, de 22 de diciembre de 1999 (LCEur 2000, 3545), relativa a la ayuda estatal ejecutada por España en favor de Ramondín SA y Ramondín Cápsulas SA (DO L 318). Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las CE de 6 de marzo de 2002 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 11 de noviembre de 2004. 



	
4. Decisión de 31 de octubre de 2000 (DO L 60, de 1.3.2001), relativa a las leyes españolas sobre el impuesto de sociedades. Sobre esta Decisión ha recaido Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 15 de julio de 2004. 



	
5. Decisión de 11 de julio de 2001 (DO L 174, de 4.7.2002), relativa al régimen de ayudas estatales aplicado por España a algunas empresas de reciente creación en Guipúzcoa. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 28 de julio de 2011, confirmando la Decisión.



	
6. Decisión de 11 de julio de 2001 (DO L 279, de 17.10.2002), relativa al régimen de ayudas estatales aplicado por España a algunas empresas de reciente creación en Vizcaya. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 28 de julio de 2011, confirmando la Decisión.



	
7. Decisión de 11 de julio de 2001 (DO L 296, de 30.10.2002), relativa al régimen de ayudas estatales ejecutado por España a favor de empresas de Alava en forma de crédito fiscal del 45% de las inversiones. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 28 de julio de 2011, confirmando la Decisión.



	
8. Decisión de 11 de julio de 2001 (DO L 314, de 18.11.2002), relativa al régimen de ayudas estatales aplicado por España a algunas empresas de reciente creación en Alava. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009, 09-09-2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 28 de julio de 2011 y 28-07-2011, confirmando la Decisión.



	
9. Decisión de 11 de julio de 2001 (DO L 314, de 18.11.2002), relativa al régimen de ayudas estatales ejecutado por España a favor de empresas de Guipúzcoa en forma de crédito fiscal del 45% de las inversiones. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009, 09-09-2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 28 de julio de 2011 y 28-07-2011, confirmando la Decisión.



	
10. Decisión de 20 de diciembre de 2001 (DO L 17, de 22.1.2003), relativa al régimen de ayudas estatales aplicado por España en 1993 a algunas empresas de reciente creación en Alava. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009, 09-09-2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 9 de junio de 2011, confirmando la Decisión.



	
11. Decisión de 11 de julio de 2001 (DO L 17, de 22.1.2003), relativa al régimen de ayudas estatales ejecutado por España a favor de empresas de Vizcaya en forma de crédito fiscal del 45% de las inversiones. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009, 09-09-2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 28 de julio de 2011, confirmando la Decisión.



	
12. Decisión de 20 de diciembre de 2001 (DO L 77, de 24.3.2003), relativa a un régimen de ayudas ejecutado por España en 1993 a favor de algunas empresas de reciente creación en Guipúzcoa. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 9 de junio de 2011, confirmando la Decisión.



	
13. Decisión de 20 de diciembre de 2001 (DO L 40, de 14.2.2003), relativa a un régimen de ayudas ejecutado por España en 1993 a favor de algunas empresas de reciente creación en Vizcaya. Sobre esta Decisión han recaido Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 2009 y del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 9 de junio de 2011, confirmando la Decisión.



	
14. Decisión de 22 de agosto de 2002 (DO L 31, de 6.2.2003), relativa al régimen de ayudas estatales aplicado por España a los "centros de coordinación de Vizcaya". 



Notas características de las ayudas de estado

Además de los criterios que veremos para calificar una medida como ayuda de estado, hay que tener presente las circunstancias siguientes:


	
- Si en su ámbito territorial existen ayudas estatales de finalidad regional. 

	
- Que las ayudas de estado son acumulables (por ejemplo las de carácter fiscal y las subvencionadoras). 

	
- El distinto tratamiento de las ayudas que van ligadas a una inversión o a la creación de empleo y las que son ayudas de funcionamiento, ya que su objeto es liberar a una empresa del coste que entraña su normal actividad o su gestión corriente. 

	
- La existencia o no de notificación a la Comisión Europea de las medidas. Para la aplicación de las normas comunitarias en materia de ayudas estatales, el carácter fiscal de las medidas es indiferente, ya que el artículo 87 del Tratado se aplica a las medidas de ayuda "bajo cualquier forma". No obstante, la Comisión (Comunicación de la CE de 10 de diciembre de 1998) señala cuatro criterios para que las medidas sean calificadas de ayudas de estado: 


	
1º. La medida ha de brindar a los beneficiarios una ventaja que reduzca las cargas que normalmente recaen sobre su presupuesto, lo cual puede obtenerse mediante distintas formas de reducción de la carga tributaria de la empresa. 

	
2º. La medida, siendo de carácter fiscal, ha de implicar una pérdida de ingresos fiscales, dando igual que se trate de ayudas basadas en leyes, reglamentos o prácticas administrativas del Estado o de otras entidades regionales o locales. 

	
3º. La medida ha de afectar a la competencia y a los intercambios comerciales entre los Estados miembros. 

	
4º. Las ayudas han de tener carácter específico o ser selectivas, en el sentido de favorecer a determinadas empresas o sectores de actividad. No obstante, el carácter selectivo de una medida puede estar justificado por la naturaleza o economía del sistema. Las ayudas de estado pueden ser compatibles con el mercado común en determinados casos, conforme al artículo 87 del Tratado. Especialmente en determinados casos, las ayudas podrían considerarse compatibles dentro de los límites previstos en los sucesivos mapas de ayudas de finalidad regional desde la adhesión de España (el más reciente es el mapa 2000-2006 adoptado mediante Decisión de 11 de abril de 2000). 









Notificación de las ayudas estatales

El artículo 88 del Tratado y el artículo 2 del Reglamento 659/1999 establecen la obligación de los Estados miembros de notificar a la Comisión con la suficiente antelación cualquier proyecto de concesión de nueva ayuda, sin que ésta pueda llevarse a efectos antes de que la Comisión adopte o deba considerarse adoptada una decisión autorizándola.

La falta de notificación de ayudas (salvo las ayudas recogidas en los Reglamentos, Ej. ayudas de minimis, ayudas existentes, etc.) implica la consideración de las mismas como ayudas ilegales, sin perjuicio de que las mismas pudieran ser consideradas compatibles o no por la Comisión.

Reembolso de las ayudas ilegales

La consecuencia de la declaración de una ayuda como ilegal es el reembolso de la ayuda más los intereses devengados (artículo 14 del Reglamento 659/1999), para lo cual el Estado miembro deberá adoptar las medidas necesarias para obtener del beneficiario la recuperación, salvo que ello fuera contrario a un principio general de derecho comunitario (entre ellos resulta destacable el principio de confianza legítima al que ha acudido la Comisión en repetidos supuestos). Además, la Comunicación de la Comisión 2007/C272/05 (DO C272/4, de 15 de noviembre de 2007) aclara las medidas para facilitar la ejecución de las decisiones de recuperación y para establecer los pasos que deben dar los Estados miembros.

A estos efectos, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en la Sentencia de 11 de noviembre de 2004 relativa al caso Daewoo (en la que se cita además numerosa jurisprudencia), ha señalado que las empresas beneficiarias de una ayuda sólo pueden depositar una confianza legítima cuando ésta se conceda con observancia del procedimiento que prevé el artículo 93 del Tratado (actual art. 88), por lo que cuando se ejecuta una ayuda sin notificación previa a la Comisión, el beneficiario de la ayuda no puede depositar una confianza legítima en la legalidad de la concesión de la ayuda. Este criterio ha sido mantenido en las Sentencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 9 de junio y 28 de julio de 2011, relativas a los regímenes de 1993 sobre ayudas a las empresas de reciente creación, así como a los regímenes de ayudas a empresas de reciente creación y sobre créditos fiscales del 45%.

Tribunal Supremo


	
a) La Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de mayo de 2013, señala que no existe un derecho procedimental de la UE para la ejecución de sus decisiones, pero se ha de garantizar la ejecución de las decisiones respetando los principios constitucionales, como el de audiencia al interesado.

	
b) La Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 2013, destaca que la inexistencia de un procedimiento específico para ejecutar las decisiones comunitarias no puede suponer la inaplicación del plazo de prescripción de 10 años previsto en el Reglamento 659/1999.



Tribunal Superior de Justicia


	
a) La Sentencia del TSJ del País Vasco de 27 de diciembre de 2010, analiza el procedimiento empleado para recuperar las ayudas fiscales consideradas ilegales por la Unión Europea.

	
b) En el mismo sentido las Sentencias del TSJ del País Vasco de 11 de abril de 2011 y de 30 de diciembre de 2011.



Ante la obligación de reembolso de un ayuda por los beneficiarios, determinada doctrina ha sostenido la viabilidad de la exigencia de responsabilidad patrimonial de la administración que haya adoptado las medidas calificadas como ayuda. Ciertamente la consideración como indemnizables de los daños sufridos por el obligado a reeembolsar la ayuda, no es una tesis descartable, aunque por el momento, la doctrina discrepa al trasladar la jurisprudencia existente en materia de responsabilidad administrativa al caso de reembolso de ayudas fiscales y diferentes resoluciones judiciales han desestimado la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración.

Tribunal Superior de Justicia

	 La Sentencia del TSJ del País Vasco de 30 de diciembre de 2011, analiza el procedimiento empleado para promover el resarcimiento patrimonial.


La normativa foral y las ayudas de estado:

la visión de los Tribunales españoles

La primera llamada de atención del Tribunal Supremo en esta materia se produjo con ocasión de diferentes recursos interpuestos contra Normas Forales de incentivos a la inversión, en las Sentencias de 7 de febrero y 13 de octubre de 1998, así como en las de 22 de enero de 2000 y 3 de noviembre de 2004. En dichas Sentencias, el Tribunal Supremo aunque señala su no consideración como ayudas, si destaca la aplicación directa y primacía del derecho comunitario y justifica la anulación de disposiciones forales en la existencia de discriminación entre las empresas tanto a nivel interno como comunitario.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2004 va más allá de la linea abierta por las Sentencias anteriormente citadas (incluida la Sentencia de 3 de noviembre de 2004 y califica diversas medidas de la normativa foral reguladora del Impuesto de Sociedades como ayudas de estado y las anula por no haber sido notificadas a la Comisión Europea.

La doctrina se ha posicionado claramente en contra de la referida Sentencia del Tribunal Supremo y el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco ha planteado una cuestión prejudicial interpretativa ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas sobre la calificación como ayudas de determinadas medidas fiscales, especialmente tras la Sentencia del citado TJCE de 6 de septiembre de 2006 (caso Azores). Las conclusiones de la Abogada General de 8 de mayo de 2008, en relación con la cuestión prejudicial, confirman la tesis mantenida en el caso Azores y abren una puerta para una solución lógica y coherente.

Precisamente es esa la linea mantenida en las Sentencias del Tribunal Supremo de 3 y 4 de abril de 2012 y la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 5 de julio de 2012.






Principios del Concierto Económico. La Armonización Fiscal.Los Territorios Históricos respetarán y garantizarán la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes, capitales y servicios en todo el territorio español, sin que se produzcan efectos discriminatorios, ni menoscabo de las posibilidades de competencia empresarial ni distorsión en la asignación de recursos.


 Esta norma armonizadora recoge, con otra redacción, dos de las normas armonizadoras anteriores a la modificación del Concierto de 1997, estableciendo un principio, como el de libre circulación en el ámbito interno del Estado español, con independencia del correlativo principio refrendado en el Tratado de la CEE para los supuestos en los que concurra un elemento de extranjeria comunitaria.

Menoscabo de la competencia empresarial

Por otra parte, al analizar si la diversidad de regímenes puede suponer un menoscabo de la competencia empresarial, simplemente conviene recordar la existencia de diversas Sentencias del Tribunal Constitucional (1 de julio de 1986, 2 de junio de 1987 y 5 abril de 1990, entre otras) y del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (7 de febrero) y 11 y 18 de mayo de 1994, así como de 17 y 20 de mayo) y de 27 de septiembre de 1999) que, al analizar esta cuestión, plantean la necesidad de que esta diversidad de regímenes, amparada constitucionalmente, mantenga un equilibrio con la unidad económica y que las medidas fiscales adoptadas resulten proporcionadas al objeto legítimo que se persigue, de manera que puedan calificarse como adecuadas y justificadas por su fin. Lógicamente el control por los Tribunales del principio de proporcionalidad exigirá que los mismos, para concluir la concurrencia o no de dicho principio, justifiquen los criterios utilizados. En este sentido la Sentencia del TSJPV de 7 de octubre de 1999 señala "...en la legislación interna no toda diferencia de tratamiento tributario de establecimientos situados en el mismo territorio y motivado por la diferente residencia de su titular pone en cuestión el ejercicio de las competencias establecidas en el Concierto Económico, si no es a riesgo de desdecir la interpretación hecha por la jurisprudencia constitucional...".

Asimismo la Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 1999, al analizar la existencia de normativa foral sobre actualización de balances afirma que aunque no se pueda negar que a la larga existirá una situación más competitiva, no se produce "hic et nunc" menoscabo de la competencia empresarial.

Las nociones de menoscabo de la competencia empresarial y de distorsión en la asignación de recursos, incorporan un grado notable de indeterminación y son susceptibles de una modulación derivada de los principios que rigen nuestro sistema institucional. No puede mantenerse que cualquier manifestación de autonomía local, autonómica o, en este caso, foral que está reconocida en la Constitución, resulte paradójicamente contraria a esa misma Constitución.

Sin embargo, las Sentencias del TS de 7 de febrero de 1999 y de 13 y 22 de octubre de 1998, con la misma argumentación señalada en el apartado anterior, han estimado que existía una discriminación y un menoscabo del principio de libertad de competencia.

Principio de igualdad

En cuanto a la repercusión de los puntos de conexión normativa previstos en el propio Concierto Económico sobre el principio de igualdad, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 25 de marzo de 1987, y posteriormente las de 7 de junio y 8 de julio de 1993 y 23 de diciembre de 1994, han señalado que el principio constitucional de igualdad no impone que todas las Comunidades Autónomas ostenten las mismas competencias, ni menos aún, que tengan que ejercerlas de una manera o con un contenido y unos resultados semejantes. Y así como es lógico, de ese ejercicio derivan desigualdades en la posición jurídica de los ciudadanos residentes en cada una de las Comunidades Autónomas, no por ello resultan necesariamente infringidos los artículos 1, 9.2, 14, 139.1 y 149.1.1.º. de la CE ya que estos preceptos no exigen un tratamiento juridico uniforme de los derechos y deberes de los ciudadanos en todo tipo de materias, sino, a lo sumo, y por lo que al ejercicio de los derechos y al cumplimiento de los deberes constitucionales se refiere, una igualdad de las posiciones jurídicas fundamentales (Sentencia del TSJ del País Vasco de 2 de noviembre de 2004, FJ 3º).

En todo caso, en la aplicación del principio de igualdad deberán tenerse en cuenta las circunstancias específicas de cada caso, como se ha puesto de manifiesto en las diversas consideraciones efectuadas en la Sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de enero de 2016 y en las Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de diciembre de 1999, de 31 de enero de 2000 y de 19 de julio de 2010.






Los Territorios Históricos utilizarán la misma clasificación de actividades que en territorio común.


 Esta norma, que ya existía en la anterior redacción del artículo 4 del Concierto no precisa especiales comentarios, salvo que se justifica desde el punto de vista de mantener una unidad de criterios, a los efectos de poder contar con un análisis estadístico agregado de la actividad económica, sin perjuicio de que los Territorios Históricos puedan contemplar en la clasificación de actividades un mayor desglose, como ya ocurre en las normativas forales del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Concepto de territorio común y la Comunidad Foral de Navarra

En cuanto al ámbito al que se refiere el concepto de territorio común, a pesar de que Navarra junto con el País Vasco son ambos territorios forales por contraposición con el término territorio común, también es cierto que tanto el Concierto Económico con el País Vasco como el Convenio con Navarra están reguladas por Leyes entre el Estado y cada una de estas dos Comunidades Autónomas, por lo cual puede considerarse que todas las referencias efectuadas al territorio común, tanto en el Concierto como en el Convenio, constituyen una referencia a todo el territorio del Estado que no sea aquél a que se refiere la Ley correspondiente, es decir, que desde el punto de vista de las disposiciones contenidas en la Ley del Concierto Económico, se considera a Navarra territorio común; mientras que desde el punto de vista del Convenio con Navarra, el País Vasco es considerado también como territorio común.

Esta es interpretación que se ha mantenido en diferentes supuestos por diversos organismos, así en los informes del OCTE de 6 de abril de 2000 y de  25 de enero de 2006. También se ha pronunciado al respecto el Ministerio de Hacienda, en la consulta de 18 de julio de 2006 de la D.G. de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas, así como la AEAT en la contestación de 7 de abril de 1995 (consulta 090/1995), y también la Junta Arbitral del Convenio Económico entre el Estado y Navarra en su Resolución de 4 de abril de 2008, confirmada en la Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de mayo de 2009.

Aunque se trata de una cuestión que no ha sido pacífica y ha generado diversos conflictos con la regulación del Convenio de Navarra, en la actualidad diversas Aunque se trata de una cuestión que no ha sido pacífica y ha generado diversos conflictos con la regulación del Convenio de Navarra, en la actualidad diversas Sentencias del Tribunal Supremo  (de 26 de mayo de 2009 y de 17 de octubre de 2013) avalan que a los efectos del Concierto Económico, entre los territorios del País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra, ésta debe considerarse “territorio común”.







Principio de colaboración




El principio de colaboración en el Concierto Económico


 1.   Intercambio de información y de proyectos normativos.

El Concierto contempla el intercambio de información entre el Estado y los Territorios Históricos en orden a la gestión, inspección y recaudación de sus tributos. En esta última materia, existen Convenios de recaudación suscritos entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y las Diputaciones Forales de los Territorios Históricos, para la realización de determinadas actuaciones en relación con la gestión recaudatoria ejecutiva de sus ingresos de derecho público, así como de los Municipios con los que la Diputación Foral correspondiente hubiere acordado asumir su recaudación.

Asimismo, se contempla la mutua comunicación, con la debida antelación a su entrada en vigor, de los proyectos de disposiciones que vayan a aprobarse tanto por el Estado como por los Territorios Históricos.

Como desarrollo de las previsiones del Concierto se acordó (en las Comisiones Mixtas de Cupo de 14 de julio de 1999 y 18 de enero de 2000) un sistema de intercambio normativo de los proyectos normativos tanto de los Territorios Históricos como del Estado.

Estos acuerdos, que tenían por objeto tratar de evitar conflictos entre Administraciones, se han recogido en el Concierto Económico de 2002, en cuyo artículo 64.a) se atribuye a la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa la función de evaluar la adecuación de la normativa tributaria al Concierto, previa solicitud de cualquiera de las administraciones, estableciéndose un procedimiento al efecto.

	 SentenciaLa transparencia administrativa obliga al Gobierno Central a facilitar la información sobre el cupo vasco. Sentencia del Juzgado Central de lo Contencioso-administrativo de 12 de julio de 2018, rec. 59/2017.




2.  Planes conjuntos de inspección.

Ya no tiene sentido hablar de planes de inspección conjunta (si lo tenía hasta el momento en que desapareció la tributación en cifra relativa del Impuesto sobre Sociedades) (Véase el artículo de opinión de Iñaki Alonso "Los Planes de Inspección conjunta" FFB de abril/2013), sino que las diferentes Administraciones tributarias puedan actuar cuando lo consideren procedente dentro de sus respectivos ámbitos competenciales, sin tener que hacerlo simultáneamente, por lo tanto es más correcta la actual referencia a los planes conjuntos de inspección entre la Administración del Estado y las Diputaciones Forales, en los que se traten cuestiones como:


	
- Objetivos, sectores y procedimientos selectivos coordinados. 

	
- Contribuyentes que hayan cambiado de domicilio. 

	
- Entidades en régimen de transparencia fiscal. 

	
- Sociedades que tributan en proporción al volumen de operaciones. 



En esta materia, con fecha 18 de mayo de 2006 se adoptaron diversos acuerdos entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y las 3 Diputaciones Forales del País Vasco, en los que se recogen determinados procedimientos de actuación de las administraciones tributarias en materia de cambios de domicilio, ingresos en administración no competente, así como sobre control tributario y actas únicas, y sobre tramas de fraude en el IVA intracomunitario.

♦ La Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de julio de 2010, señala que de la existencia de planes conjuntos de inspección no se puede derivar la obligación de las administraciones tributarias común y foral de realizar al unísono sus actuaciones sobre el mismo sector o colectivo. 

3. Colaboración del País Vasco en los Acuerdos Internacionales que incidan en el Concierto

Al Estado le corresponde arbitrar los mecanismos para que el País Vasco pueda colaborar en aquellos Acuerdos Internacionales que tengan incidencia en el Concierto. Esta cuestión tiene especial relevancia debido a los cada día más importantes avances en materia de armonización fiscal en la Unión Europea.

En consecuencia, la Disposición Adicional Sexta de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales, ha señalado que las Instituciones competentes del País Vasco participarán en la delegación española que negocie un tratado internacional que tenga por ámbito derechos históricos tanto si su actualización general ha sido llevada a cabo por el Estatuto de Autonomía como aquellos otros casos cuya actualización singular lo haya sido por el legislador ordinario en el marco de la disposición adicional primera de la Constitución y, en su caso, del Estatuto de Autonomía para el País Vasco.

4. Procedimiento de intercambio de información para el cumplimiento de Tratados Internacionales

La reforma del Concierto de 2007 ha introducido mecanismos de intercambio de información entre el Estado y las Diputaciones Forales, con objeto de cumplir los Tratados y Convenios Internacionales y, en particular, cumplir la normativa de la U.E. en materia de cooperación administrativa y asistencia mutua.

El nuevo marco normativo de la Unión Europea en materia de cooperación administrativa y asistencia mutua está representado por:


	
- La Directiva 2003/48/CE, de 3 de junio de 2003, relativa a la fiscalidad del ahorro en forma de pago de intereses.

	
- La Directiva 2010/24/CE, del Consejo, de 16 de jmarzo de 2010, sobre la asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes a determinados impuestos, derechos y otras medidas.

	
- La Directiva 2011/16/CE, del Consejo, de 15 de febrero de 2011, sobre cooperación en el ámbito de la fiscalidad.

	
- Reglamento (UE) 904/2010 del Consejo, de 7 de octubre de 2010, relativo a la cooperación administrativa y lucha contra el fraude en el ámbito del IVA.

	
- Reglamento (UE) 389/2012 del Consejo, de 2 de mayo de 2012, sobre cooperación administrativa en el ámbito de los impuestos especiales.










Competencias exclusivas del Estado




Competencias exclusivas del Estado


 El artículo 5 del Concierto Económico constituye un límite general a las competencias de los Territorios Históricos establecidas en el artículo 1 del Concierto, sin perjuicio de la existencia de otras limitaciones específicas contenidas a lo largo del articulado del Concierto. Este límite se configura en base a declarar como competencias exclusivas del Estado las siguientes:

1.  La regulación, gestión, inspección, revisión y recaudación de determinados tributos.

Corresponde al Estado la competencia exclusiva en dichas materias en relación con:


	
-  los derechos de importación, y

	
-  los gravámenes a la importación en los Impuestos Especiales y en el IVA, es decir, de los tributos vinculados a las Aduanas.



En este apartado de los gravámenes a la importación, hay que destacar la competencia exclusiva del Estado para recaudar el IVA de las operaciones gravadas con Impuestos Especiales, habiéndose interpretado que ésta incluye la recaudación del IVA derivado de operaciones asimiladas a la importación, lo que supone la no exigencia por las Diputaciones Forales de los Impuestos Especiales y la exención del IVA de las entregas, prestaciones y operaciones relativas a los bienes que se mantengan en régimen suspensivo.

Ahora bien, desde 1 de abril de 2005 los contribuyentes al liquidar las operaciones asimiladas a la importación, consignan en el mismo impreso las cuotas devengadas y las deducibles, con objeto de garantizar la aplicación del principio de neutralidad del impuesto.

Tribunal Supremo

◆ La Sentencia del Tribunal Supremo de 31 de mayo de 2016, confirmando una Resolución de la Junta Arbitral, señala en relación con la competencia para contestar consultas vinculantes en materia de IVA, que en un marco de competencias exclusivas y excluyentes solamente puede ser competente para emitir un pronunciamiento vinculante en relación con consultas formuladas, aquella administración a quien le corresponda la exacción del impuesto.

◆ La Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de febrero de 2016, trata sobre la exclusión de aquellos que tributen en el País Vasco en relación con la opción por incluir la cuota liquidada en aduanas en la declaración del IVA correspondiente, y afirma que la competencia exclusiva estatal no os obstáculo para que se habiliten los procedimientos necesarios para evitar la discriminación legal que se produce, que carece de cobertura legal.

2.  Alta inspección de la aplicación del Concierto.

Aunque se contempla la emisión anual de un informe por los órganos del Estado con la colaboración del País Vasco, en materia de los resultados derivados de la aplicación del Concierto, la realidad es que no se tiene constancia de que dicha previsión legal se haya cumplido desde 1981.








Sección 2ª. Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas

Normativa aplicable y exacción del IRPF




El IRPF en el Concierto Económico: normativa aplicable y exacción.


 Tras la modificación del Concierto de 1981 a partir de 1 de septiembre de 1997, se amplió la capacidad normativa de los Territorios Históricos en relación con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, puesto que de tener que aplicar las mismas normas que en territorio común, con determinadas excepciones relativas a deducciones de la cuota, se pasó a una situación en que la autonomía para regular está limitada únicamente por las normas generales del Concierto y las limitaciones específicas relativas a los tipos de retención e ingresos a cuenta de los rendimientos de capital mobiliario y de las actividades empresariales, profesionales y por premios.

A.  Ámbito de aplicación.

El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas es un impuesto de normativa autónoma la cual se aplicará a los contribuyentes residentes en el País Vasco, exigiéndose el impuesto a dichos contribuyentes por la Diputación Foral correspondiente por razón del territorio.

B.  Materias cuyo punto de conexión no estaba especificado en el Concierto antes del 2002.

El Concierto Económico del 2002 ha establecido el punto de conexión de determinados rendimientos respecto de los cuales el Concierto vigente anteriormente (tras la modificación de 1997) no había especificado el punto de conexión de la capacidad normativa, bien porque podía entenderse aplicable el mismo punto de conexión de la exacción (como por ejemplo en las retenciones del trabajo), o bien debido a la introducción de modificaciones en la normativa estatal del impuesto, como ocurría con las retenciones sobre ganancias patrimoniales o con las retenciones sobre los rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles urbanos.

Para suplir estas carencias existentes entre 1997 y 2001, las Comisiones Mixtas de Cupo de 14 de julio de 1999 y de 18 de enero de 2000, aprobaron los criterios siguientes:

a.  Retenciones en ingresos a cuenta.

En el caso de retenciones e ingresos a cuenta previstos en los entonces vigentes artículos 10 a 12 del Concierto (por rendimientos del trabajo, rendimientos de actividades profesionales, empresariales y por premios y por rendimientos de capital mobiliario) se consideró aplicable la normativa correspondiente al territorio en el que hubiere de efectuarse el ingreso, de conformidad con lo previsto en los artículos 10 a 12 del Concierto Económico.

El Acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de 14 de julio de 1999, estipuló que las retenciones e ingresos a cuenta reguladas en el artículo 10 del Concierto se exigirían conforme a la normativa de la Administración General del Estado cuando tales retenciones correspondan a la misma y conforme a la de la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando correspondan a ésta. No obstante, se exigirán conforme a la normativa de la Administración General del Estado las correspondientes a las retribuciones que, en su condición de tales, perciban los Presidentes y Vocales de los Consejos de Administración y Juntas que hagan sus veces en toda clase de empresas, cuando a la entidad pagadora le resulte de aplicación la normativa estatal del Impuesto sobre Sociedades y conforme a la de la Diputación Foral competente por razón del territorio, en caso contrario.

b.  Retenciones sobre ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión o reembolso de acciones o participaciones de Instituciones de Inversión Colectiva.

El Acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de 14 de julio de 1999, dispuso que el punto de conexión sería el domicilio fiscal del socio o participe, aplicándose la normativa común o foral, según que éste tenga su domicilio fiscal en uno u otro territorio.

c.  Retenciones sobre rendimientos del capital mobiliario derivados de contratos de seguro percibidos en forma de capital diferido.

La novedad residía en la reforma del IRPF de 1999, ya que anteriormente no constituían rendimientos del capital, sino incrementos o disminuciones patrimoniales. Como consecuencia de esta reforma, el tipo de retención aplicable en los territorios forales a estos rendimientos debe ser idéntico al del Estado, de conformidad con lo previsto en el artículo 12.3. del entonces vigente Concierto.

No obstante, el ingreso de las referidas retenciones deberá realizarse en la Administración del Estado o en la Diputación Foral correspondiente, según que el beneficiario tenga su residencia habitual o su domicilio fiscal en uno u otro territorio (Acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de 14 de julio de 1999).

d.  Retenciones sobre rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles urbanos.

Las retenciones sobre los rendimientos del capital inmobiliario fueron introducidas en el año 1998, acordándose entre la Administración del Estado y las Diputaciones Forales que la retención sería exigida por una u otra administración competente por razón del territorio, según que el obligado a retener esté domiciliado en territorio común o foral.

El Acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de 14 de julio de 1999, supuso aplicar la normativa del territorio en el que haya de efectuarse el ingreso (la del domicilio fiscal del obligado a retener).


Ejemplo.

El arrendatario de un local sito en Burgos tiene su domicilio fiscal en Gipuzkoa.

Partiendo de la obligación de retener, conforme a la normativa del Territorio Histórico de Gipuzkoa, el ingreso deberá efectuarse en la Diputación Foral de Gipuzkoa, sin que sea relevante el lugar donde se encuentre el inmueble ni la residencia del arrendador.



e.  Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos de actividades forestales.

En aplicación del Acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de 18 de enero de 2000, las retenciones por rendimientos de actividades forestales que se efectúen a partir de 1 de enero de 2000 se exigirán por la Administración del Estado o por la Diputación Foral competente por razón del territorio, según que la persona o entidad obligada a retener esté domiciliada fiscalmente en territorio común o foral.

En cuanto a la normativa, será aplicable aquella normativa que resulte de aplicación al obligado a retener.







Normativa aplicable y exacción del IRPF según el Concierto Económico. La residencia habitual como punto de conexión del impuesto. 


 El artículo 6 del Concierto establece como punto de conexión normativo y recaudatorio el territorio en el que esté situada la residencia habitual del contribuyente(Sentencia del TSJPV de 04-12-09), para cuya definición es preciso acudir a lo previsto en el artículo 43 del propio Concierto, a los efectos de determinar si la residencia habitual está situada en territorio común o foral (a cuyo análisis también nos remitimos). En cualquier caso, el contribuyente deberá declarar su renta mundial, es decir, con independencia del lugar en el que la misma se haya obtenido.

Sentencias


	 ◆ La Sentencia del Tribunal Supremo de 22-4-2010 analiza la presunción de residencia cuando radica en uno u otro territorio su vivienda habitual. 

	 ◆El Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en Sentencia de 27-11-2009, analiza el supuesto de una empresa domiciliada en Bizkaia con un empleado residente en Cantabria.



No obstante, contempla el supuesto de una unidad familiar cuyos contribuyentes tuvieran su residencia habitual en territorios distintos y opten por la tributación conjunta. En este caso, será competente la Administración en que tenga su residencia habitual el miembro de la unidad familiar con mayor base liquidable, la cual deberá determinarse aplicando las reglas de individualización del impuesto, así como el resto de las normas aplicables en cada uno de los territorios, que resultan necesarias para determinar la citada magnitud.

Consultas

	 La AEAT en consulta vinculante de 26 de febrero de 2013, analiza el supuesto de contribuyentes integrados en una unidad familiar con residencias en territorios distintos y que optan por la tributación conjunta.


El nuevo Concierto especifica que las bases liquidables se calcularán conforme a su respectiva normativa, lo que supone aplicar valores no homogéneos, dado que la configuración de determinadas deducciones, bonificaciones, etc. es diferente en territorio común y foral.

Consultas.

1. La Dirección General de Tributos del Ministerio de Hacienda ha contestado a diferentes consultas relacionadas con la residencia habitual:

a) Contestación a una consulta vinculante, de 14 de diciembre de 2004 en relación con las prestaciones percibidas de una Entidad de Previsión Social Voluntaria (creada al amparo de la legislación vasca) por una persona con residencia en territorio común, en la que mantiene la aplicación de la normativa estatal relativa a las Mutualidades de Previsión Social.

b) Contestación a una consulta, de 11 de marzo de 2004 en la que se mantiene que en el caso de cambio de residencia de territorio foral a territorio común las pérdidas patrimoniales obtenidas en territorio foral podrán compensarse en territorio común con los límites cualitativos, cuantitativos y temporales previstos en la normativa estatal.

c) Contestación a una consulta, de 5 de marzo de 2004 en la que se mantiene que cuando los contribuyentes integrados en una unidad familiar tuvieran su residencia habitual en territorios distintos y optasen por la tributación conjunta, será competente para la exacción del IRPF la administración del territorio donde tenga su residencia habitual el miembro de la unidad familiar con mayor base liquidable, pudiendo practicar la deducción por vivienda aquellos miembros de la unidad familiar que residan en la misma.

d) Contestación a Consulta Vinculante V1264-19, de 4 de junio de 2019 de la Subdireccion General de Impuestos sobre la Renta de las Personas relativa a determinar la Administración ante la que debe presentarse la declaración por el periodo impositivo 2018 de un residente en Asturias desde 2005 que prevé trasladarse a Vizcaya durante 2018 y transmitir en este mismo ejercicio la oficina de farmacia de la que es titular. 

2. La AEAT también ha contestado a diferentes consultas en esta materia:

a) La consulta 238/2004, de 7 de julio de 2004, considera que los integrantes de una comunidad de bienes con domicilio fiscal en el País Vasco, los cuales tienen su residencia en territorio común, han de determinar la renta atribuible a los comuneros conforme a las normas del IRPF del territorio común.

b) La consulta 218/2001, de 19 de septiembre de 2001, en relación con un supuesto de un residente en el País Vasco que cambia su residencia a territorio común, aunque su conyuge permanece en el País Vasco, y que adquiere una vivienda en su nuevo lugar de residencia (territorio común ), considera admisible la aplicación de la deducción por adquisición de vivienda habitual.

c) La consulta vinculante V1144-11, de 9 de mayo de 2011, mantiene que en el caso de cambio de residencia de territorio foral a común, las aportaciones a una Entidad de Previsión Social Voluntaria ubicada en la CAPV, serán susceptibles de reducción en la base imponible del IRPF de territorio común, siempre que se cumplan los requisitos previstos para las Mutualidades de Previsión Social.







Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del trabajo




Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del trabajo en el Concierto Económico.


 El nuevo texto del Concierto recoge la competencia de las Diputaciones Forales para regular y exigir las retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del trabajo con arreglo a los puntos de conexión previstos en este artículo.

Ingreso de las retenciones por rendimientos del trabajo.

A.  Regla general: Territorio donde se preste el trabajo o los servicios.

En materia de retenciones por rendimientos del trabajo se recoge una regla general, de forma que la exigibilidad de la retención corresponderá de forma exclusiva a la Administración del territorio donde se presten el trabajo o los servicios.

Trabajos prestados en ambos territorios y trabajos con lugar indeterminado de prestación.

Cuando los trabajos se presten en territorio común y vasco o cuando no pueda determinarse el lugar de su realización, se considerarán prestados en el territorio en el que se ubica el centro de trabajo al que esté adscrito el trabajador, lo cual podrá justificarse a través de los distintos medios de prueba admitidos en derecho, entre los que se podría destacar la adscripción a un centro declarada a los efectos de la Seguridad Social. 


Ejemplo.

La sociedad XL, con domicilio fiscal en Madrid, tiene un trabajador (con residencia habitual en Vitoria) que desarrolla las funciones de agente de ventas para la zona norte (Cantabria, Burgos, La Rioja, Bizkaia, Alava, Gipuzkoa y Navarra) y está adscrito a su sucursal situada en Bilbao.

La sociedad XL deberá ingresar las retenciones en la Hacienda Foral de Bizkaia por estar adscrito a la sucursal de Bilbao, aplicando para el cálculo de su importe la normativa foral.



Sentencia del Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo en Sentencia de 25 de septiembre de 2013, confirma la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 4 de noviembre de 2011 y declara que las prestaciones de servicios en distintos lugares obligan a considerar al centro de trabajo al que está adscrito el trabajador, de acuerdo con el contrato de trabajo.

Consultas.

En esta materia existen pronunciamientos de diferentes órganos:

a) La Dirección General de Tributos del Ministerio de Hacienda en contestación de 27 de noviembre de 2001 a una consulta sobre retenciones de trabajo de una empresa radicada en Madrid con trabajadores adscritos a centros de trabajo en territorio foral, manifiesta la procedencia de ingresar esas retenciones en territorio foral.

Asimismo la DGT en la consulta de 22 de mayo de 2012, considera fundamental el centro de trabajo al que se encuentran adscritos los trabajadores, centro que deberá estar recogido en el contrato de trabajo correspondiente.

b) La AEAT en contestación a la consulta 119/1999, de 14 de julio de 1999, sobre las retenciones de trabajo de un representante de comercio que desarrolla su actividad en territorio común y foral, cuya empresa tiene el domicilio fiscal en territorio común y no tiene centros de trabajo en el País Vasco, considera que no tiene relevancia el lugar de residencia de dicho representante y lo importante es el centro de trabajo del que depende.

Asimismo la AEAT, en consulta 93/1995, de 7 de abril de 1995, considera que han de ingresarse en territorio foral las retenciones del personal de la oficina comercial sita en Bilbao, que se encuentra dado de alta en el régimen general de la Seguridad Social en la correspondiente provincia.

Por otra parte, la AEAT, en consulta vinculante V1109-12, de 22 de mayo de 2012, analiza un supuesto en el que señala que el criterio del centro de trabajo sólo opera cuando no sea posible determinar donde se prestan efectivamente los servicios.

c) El Organo de Coordinación Tributaria de Euskadi (OCTE) en el  informe de 6 de abril de 2000 sobre una consulta vinculante efectuada sobre retenciones de trabajo de un representante que depende de una empresa que trabaja en territorio común y foral, manifiesta que cuando no pueda adscribirse a un establecimiento, deberá atenderse al criterio de dependencia orgánica o adscripción a un centro de trabajo.

d) La Diputación Foral de Bizkaia en  contestación de 1 de marzo de 2001 a una consulta sobre una sociedad con sede en territorio común que abre una sucursal en territorio foral y con trabajadores en ella, considera que las retenciones de éstos deberán ingresarse en territorio foral.

e) La Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa del Concierto Económico en la consulta 271/2009, de 29 de julio de 2009, analiza el caso de las retenciones de trabajo de unos delegados comerciales de una entidad con domicilio fiscal en territorio común, que presta servicios por todo el territorio nacional, y señala que cuando los rendimientos sean satisfechos a delegados que ejerzan sus funciones exclusivamente en territorio foral, las retenciones deberán ingresarse en la Administración de dicho territorio; mientras que si desarrollan su trabajo en territorio foral y común, se ingresarán en la Administración competente al lugar donde esté situado su centro de trabajo.

Trabajos prestados en territorio foral y en el extranjero

Hasta la reforma operada en el Concierto Económico por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, en el caso de servicios prestados en territorio foral y en el extranjero, ni en el texto del mismo Concierto ni en la normativa foral se contenía regla alguna en relación con el punto de conexión aplicable a las retenciones de trabajo en caso de prestación del mismo en territorio foral y en extranjero, aunque se entendía razonable que, en estos casos, se atendiese al criterio de dependencia orgánica o de adscripción a un centro de trabajo determinado. 

Dicho criterio ha sido finalmente acogido por la Ley 10/2017.


Consultas

	 La Diputación Foral de Álava en contestación de 8 de marzo de 2011 reitera el referido criterio.




Teletrabajo y trabajos prestados en buques, embarcaciones, artefactos navales y plataformas fijas en el mar.

Tras la modificación llevada a cabo por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, señala el Concierto Económico que en el caso del teletrabajo y trabajos prestados en buques, embarcaciones, artefactos navales y plataformas fijas en el mar, se entenderán prestados asimismo en el centro de trabajo al que esté adscrita la persona trabajadora.


Junta Arbitral


	
• Con anterioridad a la modificación del Concierto Económico llevada a cabo por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, en lo que afecta a las retenciones sobre rendimientos de trabajo de los tripulantes de buques también debía considerarse competente para su exacción a la Administración correspondiente al territorio en el que se ubique su puerto base. Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 6/2018, de 28 de junio.

	
• La Junta Arbitral del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco en sus Resoluciones 11/2021, de 20 de diciembre 13/2021, de 20 de diciembre y 11/2022, de 25 de marzo, acuerda declarar que son extensivos los efectos de la Resolución firme R6/2018, al conflicto analizado, y consecuentemente concluir que la exacción de las retenciones a cuenta del IRPF por rendimientos del trabajo prestado a bordo de un buque, corresponden a la Administración del territorio en el que radique el puerto base al que esté adscrito el buque, porque constituyen retenciones derivadas de servicios prestados en un centro de trabajo ubicado en el ámbito territorial de tal Administración.

	 

	
• La Junta Arbitral en su Resolución de 22 de febrero de 2022 analiza un nuevo supuesto relativo a la competencia de exacción de las retenciones de trabajo correspondientes a trabajos prestados a bordo de un buque. Recuerda la Junta la modificación llevada a cabo en.el Concierto Económico en virtud de la Ley 10/2017 por la que se cubrió el vacío legal hasta entonces existente atribuyendo competencia a la Administración a la que correspondiera al puerto base al que estuviera adscrito el buque, que, a tales efectos, tenía la consideración de centro de trabajo.Finaliza la Junta señalando que la competencia de exacción del trabajador que no presta sus servicios en un buque se regula por la norma general que atribuye la competencia a la Administración correspondiente al lugar donde presta sus servicios. Así en el caso analizado el inspector de descargas presta sus servicios exclusivamente en dos puertos de Galicia por lo que la competencia de exacción de las retenciones de trabajo corresponde a la AEAT(. Forum Fiscal 292. Diciembre 2022. Ref.63421/2022)








Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa del Concierto Económico con el País Vasco 

	 El punto de conexión de las retenciones en concepto de rendimientos del trabajo se localizará en el lugar en el que se ubique el centro de trabajo al que esté adscrita la persona trabajadora. Este mismo criterio será de aplicación en el supuesto de que los trabajadores estén acogidos a la modalidad de teletrabajo. Consulta 382/2020, de 17 de noviembre, de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa del Concierto Económico con el País Vasco.




B.  Reglas especiales.


	
a. Se exigirán por las Diputaciones Forales, conforme a su normativa, las retenciones correspondientes a:
	
i. Pensiones o haberes pasivos.Cuando el perceptor tenga su residencia habitual en el País Vasco, si se trata de pensiones, haberes pasivos y prestaciones percibidas de la Seguridad Social, Clases pasivas, Instituto Nacional de Empleo, Montepíos, Mutualidades, Fondos de Promoción de Empleo, Planes de Pensiones, Entidades de Previsión Social Voluntaria, así como las prestaciones pasivas de empresas y otras entidades, con la excepción de las percibidas por los funcionarios y empleados del Estado en el País Vasco, con las especialidades que posteriormente se señalarán. 

El actual Concierto Económico ha cambiado el punto de conexión normativo existente con anterioridad, que se basaba en el territorio en el que operaba la entidad que satisfacía la pensión. 



	
ii. Retribuciones percibidas por la condición de administradores y miembros de los Consejos de Administración, de las Juntas que hagan sus veces y de otros órganos representativos, cuando el domicilio fiscal de la entidad pagadora radique en el País Vasco.Al practicar las retenciones sobre estas retribuciones se tendrán en cuenta las reglas siguientes: 









	ENTIDAD PAGADORA DE LA RETRIBUCION
	NORMATIVA APLICABLE
	INGRESO DE LA RETENCION
	INSPECCION




	Con tributación exclusiva en el I. Sociedades y domicilio fiscal en el País Vasco
	Foral
	Diputación Foral
	Diputación Foral



	Con tributación conjunta (Estado y Diputaciones Forales) en el I. Sociedades
	Según la normativa (común o foral) del I. Sociedades aplicable a la entidad pagadora
	En las distintas Administraciones en proporción al volumen de operaciones de la última declaración del I. Sociedades de la entidad pagadora
	La Administración competente para la inspección del I. Sociedades de la entidad pagadora





No obstante, las normas relativas a lugar, forma y plazo de presentación de las declaraciones serán las que se establezcan por la administración que las exija. 






Junta Arbitral del Convenio Económico con Navarra

	
• La Junta Arbitral de Navarra, en su resolución de 28 de julio de 2021, recaída en el conflicto 141/2021 se pronuncia sobre la retribución de los miembros de consejo de administración a efectos de determinar la competencia para la exacción de retenciones IRPF. Considera la Junta Arbitral que la traslación sin matices de lo que sean funciones de los administradores “en condición de tales” en los términos del TRLSC introduce disfunciones en la justicia del reparto entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra y que cuando el Convenio se refiere a las retribuciones percibidas por los administradores en condición de tales lo hace con una perspectiva mucho más restrictiva que la que se deduce de la normativa mercantil.





Junta Arbitral del Concierto Económico

	
• En sus Resoluciones 28/2022  y 29/2022, de 28 de julio, considera la Junta Arbitral que en el caso de que el retenedor se integre en un grupo, debe atenderse a la tributación del grupo, resultando irrelevante a estos efectos el volumen de operaciones de cada entidad retenedora individualmente considerada, así como la localización de sus operaciones, por cuanto el sujeto pasivo, el grupo fiscal, tributará en proporción siempre que alguna de las sociedades integrantes del grupo fiscal, realice operaciones en ambos territorios.






	
b. Se exigirán las retenciones por la Administración del Estado en los supuestos de las retribuciones activas y pasivas de funcionarios y empleados en régimen de contratación laboral o administrativa del Estado en el País Vasco satisfechas por éste, incluidas las pensiones generadas por persona distinta del perceptor (véase la Disposición Transitoria Décima en relación con la trasformación de estos organismos en Agencias Estatales). Quedan exceptuados de esta regla y, por lo tanto, se aplicará el criterio general de ingresar la retención en el territorio donde se preste el trabajo, en el caso de los funcionarios y empleados de Organismos autónomos y Entidades públicas empresariales, Sociedades mercantiles estatales, Consorcios de adscripción estatal, Fundaciones estatales, Universidades públicas no transferidas y Autoridades Portuarias de los puertos que se encuentran en el País Vasco.


Doctrina y jurisprudencia:


	
• La Consulta del Organo de Coordinación Tributaria de Euskadi (OCTE) de 17 de julio de 2012 considera que los funcionarios de los Cuerpos Generales de la Administración del Estado que desarrollan sus funciones en Bizkaia, deben presentar las declaraciones del IRPF en la Diputación Foral del territorio en el que residen, aunque las retenciones deban calcularse aplicando la normativa estatal.

	
• La competencia para la exacción de las retenciones aplicables a los rendimientos del trabajo derivados de las retribuciones satisfechas por MUFACE a sus funcionarios y empleados, por trabajos realizados en el País Vasco, corresponde a las Haciendas Forales que en cada caso sean competentes en razón al territorio en el que se presten los servicios. (Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 6 de febrero de 2017. Ref. 7570/2017)

	
• En sentencia 617/2018, de 17 Abril, el Tribunal Supremo viene a fijar como doctrina que todos aquellos organismos de la Administración institucional del Estado que no se puedan catalogar de Administración territorial, tienen que ingresar sus retenciones por el trabajo desarrollado por su personal en la Comunidad Autónoma del País Vasco a las respectivas Diputaciones Forales en lugar de a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, porque «la consecuencia necesaria de una supuesta falta de catalogación como organismo autónomo [o de la categoría de la que se trate de entre el listado incluido en la excepción de la excepción] no nos remitiría a la regla del artículo 7.2, sino a la regla general del lugar o lex loci del artículo 7.1.









Ingresos a cuenta por rendimientos del trabajo.

Se aplican las mismas normas que a las retenciones por rendimientos del trabajo.

Prescripción entre Administraciones del derecho al cobro de retenciones indebidamente ingresadas en un determinado territorio.


Junta Arbitral del Concierto Económico

	
• Resoluciones Junta Arbitral R 40, 41, 42 y 43/2022, de 28 de julio. Entiende la Junta Arbitral en las citadas Resoluciones que el plazo de prescripción del derecho interadministrativo comienza en el momento en que se realiza el ingreso indebido, y no se interrumpe por los actos que se practiquen en el procedimiento tributario que siga la Administración que se considera competente con la persona obligada (que es una tercera en la relación jurídica interadministrativa).











Pagos a cuenta sobre rendimientos de actividades económicas




Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos de actividades económicas. Concierto económico. Álava


 En materia de retenciones e ingresos a cuenta sobre los rendimientos derivados de actividades económicas (profesionales, empresariales, agrícolas, ganaderas y forestales), el punto de conexión previsto en el Concierto Económico, tanto en la normativa aplicable como en la exacción, es la residencia habitual o el domicilio fiscal del obligado a retener o a ingresar a cuenta, de manera que las retenciones o los ingresos a cuenta serán exigibles por la Administración del Estado o de la Diputación Foral correspondiente, aplicando idénticos tipos a los de territorio común, según que dicha residencia o domicilio fiscal esté situado en territorio común o en territorio foral, respectivamente.







	RETENCIONES/ INGRESOS A CUENTA
	PUNTO DE CONEXION




	1. Rendimientos de actividades profesionales.
	Domicilio del obligado a retener.



	2. Rendimientos de actividades empresariales.
	"



	3. Rendimientos de actividades agrícolas o ganaderas.
	"



	4. Rendimientos de actividades forestales.
	"





Por otra parte, cuando sea la Administración del Estado o las Diputaciones Forales las que satisfagan los rendimientos señalados, les corresponderá la exigibilidad de las retenciones y pagos a cuenta.







Pagos fraccionados. Concierto económico. Álava


 De conformidad con lo establecido en el IRPF, los pagos fraccionados son los pagos a cuenta realizados por aquellos contribuyentes que ejercen actividades económicas y habiéndose establecido en el artículo 6 como punto de conexión del IRPF la residencia habitual, resultaba necesario que en el Concierto Económico se especificase el punto de conexión de los pagos fraccionados, como se ha efectuado con las retenciones e ingresos a cuenta.

Atendiendo a un criterio lógico, el Concierto opta por utilizar el punto de conexión general establecido en el citado artículo 6 (VFA), es decir, que el sujeto pasivo que desarrolle las actividades económicas deberá efectuar los pagos fraccionados derivados del desarrollo de todas sus actividades económicas en las correspondientes Diputaciones Forales cuando tenga su residencia habitual en el País Vasco, con independencia del lugar donde se desenvuelva la actividad.


Ejemplo.

La persona física Don C. Barrio con residencia en Vitoria desarrolla una actividad comercial en un local ubicado en la ciudad de Burgos.

El contribuyente deberá ingresar los pagos fraccionados del IRPF derivados del ejercicio de dicha actividad en la Diputación Foral de Alava, con arreglo a la normativa foral de este territorio.




[Consulta.

La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 21 de noviembre de 2000 a una consulta sobre ingreso de lospagos fraccionados en un supuesto de cambio de residencia habitual, considera que los pagos fraccionados del IRPF de la actividad de comercio deben efectuarse en el territorio en el que ha residido.]









Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del capital mobiliario




Introducción. 


 En materia de calificación como rendimientos del capital mobiliario y también en cuanto a su sujeción a retención o ingreso a cuenta se han producido modificaciones importantes en el Concierto Económico de 2002, que, en algún caso, afectan al punto de conexión.







Problemas de interpretación. Concierto económico. Álava


 Carácter residual de la norma Cuarta

El artículo 9 contiene una serie de normas en las que se establecen los puntos de conexión relativos a los diversos rendimientos del capital mobiliario. En la norma 4ª del apartado uno se recoge una regla de carácter residual o cajón de sastre que permite incluir entre los rendimientos sujetos a retención a "...otros rendimientos derivados de la colocación de capitales", estableciendo como punto de conexión el territorio donde se halle situado el establecimiento o la residencia habitual o domicilio fiscal de la entidad o persona obligada a retener (Resolución TEAF de Bizkaia 27-09-12).


[Consulta.

La AEAT en contestación a una consulta 164/1999, de 14 de julio de 1999, considera que las retenciones por derechos de imagen sólo pueden encuadrarse como rentas del capital mobiliario o como rentas de actividades económicas.]



Sin embargo, al contemplarse una regla residual y siendo conscientes de la continua innovación que se produce en materia de productos financieros, se van a plantear problemas interpretativos acerca del punto de conexión aplicable a cada tipo de rendimiento, en la medida en que:


	
a) Los puntos de conexión pueden ser dispares y generar conflictos entre administraciones que afecten al contribuyente. 

	
b) La propia norma residual establece un doble punto de conexión. Por ello, en el caso de plantearse dudas acerca del encaje en los diversos apartados del artículo 9 resulta aconsejable clarificar su aplicación efectuando la pertienente consulta ante la administración. 



Aunque tampoco puede hablarse, estrictamente, de doble punto de conexión (territorio en que esté situado el establecimiento o residencia habitual-domicilio fiscal), sino que más bien pudiera entenderse como un punto de conexión alternativo, de manera que cuando exista cualquier lugar fijo de negocios, donde se realizan actividades económicas, desde el que pueda entenderse efectuada la colocación de capitales, se atribuirá a dicho territorio la competencia para exigir la retención, mientras que en otro caso se atribuirá al lugar del domicilio fiscal o residencia habitual del obligado a retener.

Concepto de establecimiento.

Los problemas planteados por la reiterada norma 4ª se multiplican al ser necesaria una precisión en relación con el término "establecimiento", para determinar si se está refiriendo a establecimiento permanente o no.

Al analizar dicho texto, no parece que la utilización del término establecimiento pueda equipararse a la sede o instalación propia de la persona o entidad sujeta a la relación jurídica tributaria, sino que se trata de un concepto más amplio como cualquier sede de gestión de negocios en que se contrate, como señalaron las Sentencias del Tribunal Supremo de 22 de noviembre de 1999,25 de abril de 2000 y 2 de noviembre de 2002 en relación con determinadas operaciones de aseguramiento.






Puntos de conexión. Concierto económico


 Aunque el apartado dos de este artículo establece que las Diputaciones Forales aplicarán idénticos tipos de retención e ingresos a cuenta a los de territorio común, el primer párrafo del apartado uno establece que las retenciones e ingresos a cuenta se exigirán conforme a la normativa foral o común.

La exigibilidad de las retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del capital mobiliario por las Diputaciones Forales, se efectuarán conforme a los siguientes puntos de conexión:







	RETENCIONES/ INGRESOS A CUENTA
	EXIGIBLES POR LAS DIPUTACIONES FORALES




	1. Rendimientos por participación en fondos propios de cualquier entidad, intereses de obligaciones y títulos similares.
	
a) Al 100% si son satisfechos por entidades que tributan exclusivamente al País Vasco por el I. sobre Sociedades.

b) En proporción al volumen de operaciones si el que los satisface tributa conjuntamente en el I.S.  (1) 





	2. Intereses y contraprestaciones de deudas y empréstitos públicos.
	Emitidos por la CAPV, Diputaciones Forales, Ayuntamientos y demás entes de la Administración territorial e institucional del País Vasco.



	3. Intereses y contraprestaciones de operaciones pasivas de Bancos, Cajas de Ahorro, Cooperativas de Crédito y las realizadas en otros establecimientos de crédito o instituciones financieras.
	Cuando el perceptor del rendimiento tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco.



	4. Rendimientos de operaciones de capitalización y de contratos de seguros de vida o invalidez.
	Cuando el beneficiario o el tomador del seguro, en caso de rescate, tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco.



	5. Rendimientos de la propiedad intelectual, propiedad industrial y asistencia técnica.
	Cuando el domicilio fiscal del que los satisfaga esté en el País Vasco.



	6. Rentas vitalicias y temporales por imposición de capitales.
	Cuando el domicilio fiscal o residencia habitual del beneficiario esté en el País Vasco.



	7. Pensiones generadas por persona distinta del perceptor.
	Cuando el beneficiario tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco, salvo que el pagador sea la Administración del Estado.



	8. Arrendamiento de bienes, derechos, negocios o minas.
	Cuando los bienes estén situados en el País Vasco.



	9. Préstamos con garantía inmobiliaria.
	Cuando el lugar de radicación de los bienes hipotecados sea el País Vasco, mientras que si están en territorio común y foral se prorratea.



	10. Préstamos con hipoteca mobiliaria o prenda sin desplazamiento.
	Cuando la garantía deba inscribirse en el País Vasco.



	11. Préstamos simples y otros rendimientos derivados de la colocación de capitales.
	Cuando la situación del establecimiento o la residencia o domicilio fiscal del obligado a retener esté en el País Vasco.






	 La Resolución del TEAF de Bizkaia, de 27 de septiembre de 2012, pone de manifiesto que el punto de conexión fijado en el apartado c) de este artículo, relativo a los intereses y demás contraprestaciones de operaciones pasivas de bancos, cajas de ahorro, etc., es el domicilio fiscal del perceptor, con independencia del lugar de domiciliación del pagador.

	 En relación con los pagos por pensiones realizados por entidades aseguradoras, tengase en cuenta que:a) El OCTE en su informe de 11 de abril de 2000 sobre el ingreso de retenciones de una entidad aseguradora con domicilio fiscal en territorio común que realiza pagos por pensiones a personas físicas, considera que las retenciones de capital mobiliario serán exigidas por la administración del territorio en el que el beneficiario tenga su residencia habitual.

b) La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 8 de febrero de 2000 a una consulta sobre la administración competente para el ingreso de las retenciones sobre las prestaciones derivadas de un seguro de invalidez, sostiene que la administración competente será la correspondiente a la residencia habitual del beneficiario.





Modificaciones del Concierto del 2002 respecto del anterior

Tomando como referencia el cuadro anterior, se han introducido, en los números arriba referidos, las modificaciones siguientes:

1. Se especifica la normativa aplicable y la competencia inspectora, en el caso de rendimientos satisfechos por entidades que tributen conjuntamente a ambas Administraciones.

3. El punto de conexión para su exacción es la residencia habitual o domicilio fiscal del perceptor de los rendimientos, en lugar de exigir que el lugar de realización de la operación fuese el País Vasco y que su satisfacción se realizase por establecimiento situado en el mismo.

4. Se introduce como novedad derivada de la vigente normativa del IRPF.

7. El punto de conexión para su exacción es la residencia habitual o domicilio fiscal del beneficiario de la pensión, en lugar de exigir que se satisfagan en el País Vasco por entidades que operen en el mismo.





	 (1) 

	
Cuando los rendimientos sean satisfechos por entidades que tributen conjuntamente a ambas Administraciones, la retención les corresponderá aplicándo la proporción de la última declaración presentada del I. sobre Sociedades.

La normativa aplicable en la exigencia de las retenciones será la común o foral, según la que le resulte de aplicación a la entidad pagadora por el I. sobre Sociedades.

La inspección de estas retenciones le corresponderá a la Administración competente para la inspección del I. sobre Sociedades de la entidad pagadora.

Las normas relativas al lugar, forma y plazos de presentación de las declaraciones serán las establecidas por la Administración competente para su exacción.



	 Ver Texto 








Retenciones e ingresos a cuenta por determinadas ganancias patrimoniales y por premios




Retenciones e ingresos a cuenta por determinadas ganancias patrimoniales y por premios. Concierto económico. Álava


 1. Retenciones sobre ganancias patrimoniales y en caso de transmisión de derechos de suscripción

En las retenciones sobre ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión o reembolso de acciones y participaciones de Instituciones de Inversión Colectiva así como en caso de transmisión de derechos de suscripción, la normativa aplicable y el ingreso será de la Administración del territorio en el que esté situada la residencia habitual o domicilio fiscal del accionista o participe.

Consultas.

a) La Diputación Foral de Gipuzkoa en contestación de 30 de junio de 2000 a una consulta sobre la obligación de ingreso de las retenciones practicadas por un Fondo de Inversión, manifiesta que la competencia reside en territorio foral cuando el perceptor tenga su residencia en ese territorio.

b)La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 4 de octubre de 2000 a una consulta, considera que la normativa aplicable a las retenciones derivadas de la venta de participaciones en determinados Fondos es la del domicilio fiscal o residencia habitual del socio o participe.

	
♦ Las resoluciones del TEAF de Bizkaia de 12 de julio y 27 de septiembre de 2012, analizan la competencia para la exacción de las retenciones con independencia de que se hayan ingresado en otra administración..


2.  Retenciones e ingresos a cuenta sobre premios.

La modificación del Concierto Económico, aprobada por la Ley 7/2014, de 21 de abril de 2014 (BOE 22-4-14), entró en vigor el 23 de abril de 2014, si bien su Disposición Final Unica.Dos establece que “los tributos concertados en virtud de la modificación del Concierto Económico que incorpora la presente Ley, se entienden concertados con efectos desde el 1 de enero de 2013”.

Entre estos nuevos tributos concertados, con efectos desde 1-1-13, se encuentran las retenciones sobre el Gravamen Especial sobre los premios de determinadas loterías y apuestas.

En la exacción de las retenciones e ingresos a cuenta sobre premios, se seguirán las siguientes reglas: 


	
a. Retenciones sobre el Gravamen Especial sobre los premios de determinadas loterías y apuestas.Estas retenciones se exigirán por la Diputación Foral competente por razón del territorio, conforme a su normativa aplicando idénticos tipos a los de territorio común, según el territorio en el que el perceptor de los premios tenga su residencia habitual o domicilio fiscal.



	
b. Retenciones e ingresos a cuenta correspondientes a premios distintos a los del apartado a) anterior por la participación en juegos, concursos, rifas o combinaciones aleatorias.Estas retenciones se exigirán por la Diputación Foral competente por razón del territorio, conforme a su normativa aplicando idénticos tipos a los de territorio común, según el territorio en el que el pagador de los premios tenga su residencia habitual o domicilio fiscal.





Consulta.

La AEAT en contestación a la consulta 95/1995, de 7 de abril de 1995, considera que las retenciones e ingresos a cuenta sobre premios repartidos en un concurso de televisión, grabado y emitido exclusivamente en el País Vasco, realizado por una empresa condomicilio fiscal en Madrid, se exigirán por la administración competente según el territorio en el que el obligado a retener tenga su domicilio fiscal.








Otros pagos a cuenta




Retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles.


 En las retenciones e ingresos a cuenta correspondientes a rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles, la normativa aplicable y el ingreso será de la Administración del territorio en el que esté situada la residencia habitual o domicilio fiscal del obligado a retener o ingresar a cuenta (FFB de agosto/2002, ref. 025.294).


Ejemplo.

El arrendatario de un local sito en Burgos tiene su domicilio fiscal en Gipuzkoa.

Partiendo de la obligación de retener, conforme a la normativa del Territorio Histórico de Gipuzkoa, el ingreso deberá efectuarse en la Diputación Foral de Gipuzkoa, sin que sea relevante el lugar donde se encuentre el inmueble ni la residencia del arrendador.




[Consulta.

a) La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 4 de noviembre de 2002 a una consulta, considera que no existe obligación de practicar retenciones de capital inmobiliario en determinados supuestos (FFB de julio/2003, ref. 035.291).

b) La Diputación Foral de Gipuzkoa en contestación a una consulta de 22 de septiembre de 2008, considera que cuando el obligado a retener tenga su domicilio fiscal en Gipuzkoa, deberá efectuar el ingreso en dicho territorio, con independencia de que los locales arrendados estén en Navarra o en otro territorio (FFG de febrero/2009, ref. 096.050).]



Modificaciones del Concierto del 2002 respecto del anterior

Las retenciones sobre los rendimientos del capital inmobiliario fueron introducidas en el año 1998, acordándose entre la Administración del Estado y las Diputaciones Forales que la retención sería exigida por una u otra administración competente por razón del territorio, según que el obligado a retener esté domiciliado en territorio común o foral.

El Concierto no establecía un punto de conexión para determinar la normativa aplicable. Sin embargo, el criterio mantenido tanto por la Administración del Estado como por el Organo de Coordinación Tributaria de Euskadi, refrendado por el Acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de 14 de julio de 1999, fue aplicar la normativa del territorio en el que haya de efectuarse el ingreso (la del domicilio fiscal del obligado a retener).







Retenciones e ingresos a cuenta a entidades en régimen de imputación de rentas. Concierto Económico.


 El Concierto de 2002 introduce un nuevo punto de conexión específico para las cantidades abonadas a entidades en régimen de imputación de rentas que deban ser objeto de retención e ingreso a cuenta, atribuyendo la competencia para la exigibilidad de las mismas a la Administración del territorio en el que tenga su residencia habitual o domicilio fiscal el obligado a retener o ingresar a cuenta, conforme a su normativa.

El apartado Dos del artículo 11 ó 6 plantea diversos interrogantes sobre el alcance de su aplicación, es decir, sobre si se aplica este punto de conexión a todas las retenciones e ingresos a cuenta por cantidades abonadas a entidades en régimen de imputación de rentas o si sólo se aplica cuando no resulten aplicables a las retenciones e ingresos a cuenta las reglas contenidas en los artículos anteriores.

Para dar una respuesta coherente hay que tener en cuenta:


	
a) Los artículos 7 a 10 y el 11.Uno ó 6  contemplan los diferentes puntos de conexión aplicables a las retenciones e ingresos a cuenta en función del tipo de rendimiento, es decir, atendiendo a un criterio objetivo. Por esta razón no parece admisible que únicamente en este apartado Dos del artículo 11 se mantenga un criterio subjetivo sólo para las entidades en régimen de imputación de rentas. 

	
b) Al efectuar un análisis de los artículos anteriores del Concierto referidos a retenciones e ingresos a cuenta, se observa que queda pendiente de determinar el punto de conexión aplicable a las retenciones o ingresos a cuenta de las rentas en régimen de imputación derivadas de la cesión de derechos de imagen. 



A la vista de lo expuesto, consideramos que el punto de conexión previsto en el apartado Dos del artículo 11 del Concierto es aplicable únicamente a las rentas en régimen de imputación derivadas de la cesión de derechos de imagen, de manera que el cesionario del derecho de imagen será quien deba efectuar el ingreso a cuenta.


[Consulta.

La AEAT en contestación de 14 de julio de 1999 a la consulta 164/1999, considera que las retenciones por derechos de imagen sólo pueden encuadrarse como rentas del capital mobiliario o como rentas de actividades económicas.]








Eficacia de los pagos a cuenta en el IRPF. Concierto Económico. Álava


 La finalidad fundamental de la regla recogida en el artículo 12 del Concierto, es facilitar a los contribuyentes el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, sin que ello suponga una renuncia de las Administraciones implicadas a las competencias e ingresos que les corresponden en virtud del sistema del Concierto Económico.

Esta regla consiste en que para la liquidación del IRPF tienen validez todos los pagos a cuenta (retenciones, ingresos a cuenta, pagos fraccionados) que se hubieren efectuado en territorio común o foral (incluso si se hubieren efectuado en administración no competente), si bien es regla sólo es aplicable a la liquidación del IRPF (que deba presentar el retenido).


[Consulta.

En este sentido se pronuncia la AEAT en contestación de 14 de julio de 1999 a la consulta 147/1999.]



Esta regla no puede entenderse extendida a otros impuestos (Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de junio de 2010), ni a las obligaciones que tienen los retenedores o los obligados a efectuar los ingresos a cuenta o los pagos fraccionados, los cuales están obligados a efectuar los pagos a cuenta en la Administración competente. No obstante, caso de producirse este ingreso en administración no competente, las Administraciones pueden optar entre exigirla directamente al contribuyente o reclamarla a la otra administración en la que se ingresó incorrectamente.

Este sistema que estaba contemplado en el Concierto anteriormente vigente únicamente para el IRPF, se ha extendido al Impuesto sobre Sociedades, en virtud de lo previsto en el apartado uno del artículo 17 del Concierto.

En este sentido, las Sentencias del TS de 21-3-1998 y 27-04-1998, referida al Impuesto sobre Sociedades, señaló que las empresas que tributan conjuntamente a la Administración central y a las Diputaciones Forales están obligadas a ingresar en cada una de las Administraciones la cuota correspondiente a la misma, sin que el ingreso de la totalidad de la deuda en una de ellas produzca efecto liberatorio frente a las demás.

Este mismo criterio, aunque referido al IVA, se mantiene por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en su Sentencia  de 6 de julio de 2009.


[Resoluciones de los TEAF.

Diversas Resoluciones de los Tribunales Económico-Administrativos Forales (TEAF) han analizado esta materia:

a) Resolución econ.-adva. del TEAF de Gipuzkoa de 18-9-2002 sobre deducibilidad de los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades ingresados con anterioridad al cambio de su domicilio fiscal.

b) Resolución econ.-adva. del Organismo Jurídico Administrativo (OJA) de Alava de 17-10-2003 en un supuesto en el que la misma deuda ha sido ingresada en dos administracicones, manifiesta que no puede aceptarse la existencia de duplicidad de pago ya que se exige que se trate del mismo concepto y de la misma administración.

c) Resolución econ.-adva. del TEAF de Gipuzkoa de 9-9-2004 sobre retenciones ingresadas en otra administración distinta de la competente, sostiene que el pago realizado en ella carece de efecto liberatorio.

d) Resolución econ.-adva. del TEAF de Gipuzkoa de 27-1-2005 en la que se declara que el pago de liquidaciones por error en otra administración no libera al deudor ante la administración competente, por lo que el pago efectuado ante ésta fuera de plazo, no exime de la obligación de pago del recargo por declaración extemporánea.

e) Resolución econ.-adva. del TEAF de Gipuzkoa de 29-3-2006 en la que se declara que el ingreso de la deuda en una administración no produce efecto liberatorio frente a las demás administraciones.

f) Resolución econ.-adva. del TEAF de Gipuzkoa de 20-9-2007 en la que se declara que el ingreso efectuado en la Administración del Estado no supone la improcedencia del recargo de apremio por falta de ingreso en la Diputación Foral.]




	
- La Resolución del Tribunal Económico Administrativo Regional del País Vasco de 31 de enero de 2012, considera procedente la devolución del pago fraccionado del Impuesto sobre Sociedades realizado en territorio común, en el caso de que, tras el cambio de domicilio a un territorio foral, sólo se tribute en éste último.

	
- La Resolución de 24 de junio de 2020, de la Junta Arbitral de Navarra (Conflicto: 119/2018), analiza la prescripción de la obligación de remesar pagos fraccionados a cuenta del IRPF entre Administraciones considerando que si bien es cierto que en el momento en que se ingresó el pago a cuenta en la Administración incompetente nació el derecho de reintegro de la Administración titular de la competencia, en el momento en que se realiza el pago del impuesto tiene lugar una especie de novación de la obligación de reintegro, en la medida en que el pago a cuenta anteriormente efectuado se convierte en un elemento de cuantificación de la cuota del IRPF.









Entidades en régimen de imputación y atribución de rentas




Introducción. 


 Se procede a la distinción entre los supuestos de Entidades en régimen de imputación de rendimientos (transparencia fiscal) y los supuestos de atribución de rentas:







Entidades en régimen de imputación de rendimientos. Concierto Económico.


 A estas Entidades se les aplica las previsiones generales del Concierto en materia del Impuesto sobre Sociedades (artículos 14 a 20), incluyendo todo lo relativo a comprobación e investigación; mientras que para la tributación de las bases imputadas a los socios se acudirá al IRPF, al Impuesto sobre Sociedades o al Impuesto sobre la Renta de no Residentes, según sean sujetos pasivos de uno u otros impuestos.






Atribución de rentas.


 A.  Competencia normativa.

Las rentas atribuidas a los socios, comuneros o partícipes, tributarán por el IRPF, por el Impuesto sobre Sociedades o por Impuesto sobre la Renta de no Residentes, según se trate de sujetos pasivos de uno u otros impuestos, con arreglo a las normas generales que sobre competencia normativa establece el propio Concierto en relación con dichos Impuestos, aunque si no hay la coordinación necesaria entre la normativa estatal y foral, se pueden generar disfunciones normativas (FFG de junio/2001, ref. 016.132).


[Consulta.

a) El OCTE en su informe de 4 de mayo de 2004 manifiesta que en las entidades en régimen de atribución de rentas hay que atender al domicilio fiscal de los socios o comuneros para determinar la normativa aplicable a la renta atribuible.

b) La AEAT en contestación a la consulta 238/2004, de 7 de julio de 2004, considera que los integrantes de una comunidad de bienes con domicilio fiscal en el País Vasco, los cuales tienen su residencia en territorio común, han de determinar la renta atribuible a los comuneros conforme a las normas del IRPF de territorio común.]



B.  Gestión e inspección.

En cuanto a la gestión e inspección (aunque no se dice expresamente, también hay que entender comprendida la liquidación, revisión y recaudación) de las sociedades civiles, herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyen una unidad económica o un patrimonio separado, susceptibles de imposición, se atribuye a la Administración del domicilio fiscal del ente (de conformidad con lo establecido en el artículo 43.Cuatro d), aunque en la práctica administrativa la gestión e inspección de cada territorio se centra en los socios, comuneros o partícipes con domicilio fiscal en el mismo.


Ejemplo.

Don Juan Perez con residencia habitual en Vitoria y Don Roberto San Vicente con residencia habitual en Logroño, constituyen una comunidad de bienes que consiste en la explotación económica de una bodega situada en la Comunidad de La Rioja, en cuyo territorio está centralizada su gestión administrativa y la dirección del negocio.

En este supuesto, D. Juan Perez deberá aplicar la normativa foral del IRPF vigente en Alava para determinar el rendimiento total, del que se atribuirá el 50 por 100, debiendo satisfacer los impuestos correspondientes a la Diputación Foral de Alava.

D. Roberto San Vicente, por su parte, deberá aplicar la normativa común del IRPF para determinar el rendimiento total, del que se atribuirá el 50 por 100, y deberá presentar las correspondientes declaraciones y realizar los ingresos que procedan en la Agencia Tributaria del Estado.









Sección 3ª. Impuesto sobre Sociedades

Normativa aplicable




Competencia normativa en el Impuesto sobre Sociedades según el Concierto Económico


 El Concierto Económico como instrumento regulador de las relaciones tributarias entre el Estado y el País Vasco, al determinar los puntos de conexión especifica, en algunos casos, las competencias de cada uno de los Territorios Históricos.

Sin embargo, en el Impuesto sobre Sociedades el Concierto distingue únicamente entre territorio común y foral, por lo cual no se especifican las competencias de cada una de las Diputaciones Forales, quedando dicha precisión en manos de las Normas Forales de cada uno de los Territorios Históricos.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de mayo de 2009 analiza el concepto de "territorio de régimen común" en relación con un supuesto de volumen de operaciones en territorio común, navarro y vasco; considera que a los efectos del Convenio Económico con Navarra, el territorio del País Vasco se considera como territorio común.

A.  La competencia normativa foral, en general.

La competencia para regular este impuesto corresponderá a los respectivos Territorios Históricos en los siguientes casos:

1. Si el volumen operaciones > 10 millones en el ejercicio anterior: 


	
a. Cuando la sociedad tenga su domicilio fiscal en el País Vasco y haya  realizado en el mismo en el ejercicio anterior más del 25% de sus operaciones.

	
b. Cuando la sociedad tenga su domicilio fiscal en territorio común, no forme parte de un grupo fiscal y y haya  realizado en el ejercicio anterior en  el Pais Vasco el 75% o más de sus operaciones. 

	
c. Cuando la sociedad tenga su domicilio fiscal en territorio común, forme parte de un grupo fiscal y haya realizado en el Pais Vasco en el ejercicio anterior el 100%  de sus operaciones



2. Si el volumen operaciones ≲ 10 millones en el ejercicio anterior: cuando el domicilio fiscal de la sociedad esté situado en el País Vasco. 

Hay que tener en cuenta que la cifra del volumen de operaciones de 10 millones de euros se aplica a los períodos impositivos que se inicien a partir de la entrada en vigor de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, que tuvo lugar el 30 de diciembre de 2017. Desde el 2008 hasta dicha fecha la cifra fue de 7 millones de euros y en el período 2002-2007, el importe aplicable fue de 6 millones de euros.

Consulta

En este sentido el informe del OCTE de 19 de enero de 2007

Junta Arbitral del Concierto Económico

	 La Resolución de la JACE 7/2013, de 24 de abril de 2013, considera que a efectos del cómputo de los porcentajes de volumen de operaciones, el territorio de Navarra forma parte del territorio común.


En todos estos casos, cuando el ejercicio anterior fuese inferior al año, las operaciones realizadas en dicho ejercicio se deberán elevar al año, siempre que no se esté ante un supuesto de inicio de la actividad, en cuyo caso se aplicará el apartado Cuatro de este  artículo 14.

En cualquier caso, la competencia normativa está estrechamente relacionada con las previsiones contenidas en los artículos 15 a 20 del Concierto dedicado a la competencia para la exacción del impuesto, lugar de realización de las operaciones, pagos a cuenta, gestión e inspección del impuesto.

Las AIE y UTES, como se analiza en el comentario relacionado, aplicarán la normativa foral cuando la totalidad de las entidades que las integren estén sujetas a normativa foral.

Los grupos fiscales aplicarán la normativa foral cuando la sociedad dominante y todas las dependientes estuvieran sujetas a normativa foral en régimen de tributación individual. Para ello, se excluirá del grupo fiscal dominante a las dependientes que estuvieran sujetas a la otra normativa. (Ver comentario relacionado)

B.  Determinación de la normativa foral aplicable. El "intraconcierto".

Si bien el Concierto recoge los puntos de conexión normativos y de exacción entre el Estado y las Diputaciones Forales, en el mismo, no se regulan los puntos de conexión internos (el llamado "intraconcierto") que determinan el ámbito de aplicación de la normativa foral de un Territorio Histórico en relación con los demás Territorios del País Vasco.

Ante la falta de una regulación al respecto por Ley del Parlamento Vasco que resuelva esta cuestión, son las Normas Forales del Impuesto sobre Sociedades de los respectivos Territorios las que establecen dichos puntos de conexión, Normas  Forales que deben ser objeto de adaptación a la modificación del Concierto Económico llevada a cabo por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre.

Determinación del domicilio fiscal. 

Como se ha puesto de manifiesto, el domicilio fiscal de las personas jurídicas constituye un elemento decisivo en la determinación de la normativa aplicable. Su definición está contemplada en el artículo 43.Cuatro (Ver comentario relacionado) del Concierto como "su domicilio social siempre que en el mismo esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso, cuando se realice en el País Vasco dicha gestión o dirección". 

El OCTE en consulta de 7 de octubre de 2008, considera que no existe cláusula alguna de ineficacia del cambio de domicilio fiscal mientras éste no se comunique a las administraciones tributarias implicadas.

Independientemente de los matices existentes en la definición del domicilio social por la legislación mercantil, es importante la regla introducida en el nuevo Concierto de 2002 que ya estaba en la Normas Foral del Impuesto  (y que también existía en el artículo 18.3.b) del anterior Concierto al regular la exacción del Impuesto sobre Sociedades en relación con las entidades no residentes), para los supuestos en los que no pueda establecerse el lugar del domicilio fiscal de acuerdo con los criterios anteriormente señalados, que consiste en que prevalecerá el lugar en que radique el mayor valor del inmovilizado. 

Este criterio supletorio del mayor valor del inmovilizado deberá considerarse en el supuesto de que existan diversas unidades o diversos centros de actividades, procediéndose a su individualización, sin que a estos efectos proceda computar conjuntamente todas la existentes en territorio común o en territorio foral. 


Ejemplo. 

La empresa Emilio S.A. se dedica a la fabricación de ordenadores y a la comercialización mayorista de productos electrónicos. Cuenta con dos fábricas en Bilbao y Madrid y almacenes de distribución en Bilbao, Badalona y Toledo. El domicilio social está en Bilbao, donde también se lleva la contabilidad general y se conservan los libros oficiales, mientras que los justificantes de la contabilidad se encuentran en las diferentes fábricas y almacenes. El inmovilizado neto de la entidad asciende a 9 millones de euros que está distribuido entre la fábrica de Bilbao (3 millones) y Madrid (3 millones) y los almacenes de Bilbao (1 millón), Badalona (1 millón) y Toledo (1 millón). Las ventas del ejercicio ascendieron a 500 millones (en el ejercicio anterior fueron de 300 millones) desglosadas en: 

- Ventas de ordenadores fabricados en Bilbao...................100 

- Ventas de ordenadores fabricados en Madrid..................150 

- Exportaciones de ordenadores fabricados en Bilbao.........50 

- Ventas desde el almacén de Bilbao...................................50 

- Ventas desde el almacén de Badalona...............................70 

- Ventas desde el almacén de Toledo..................................80 

En la determinación del domicilio fiscal prevalece la sede de Bilbao ya que en la fábrica situada en dicha ciudad se lleva la contabilidad y se conservan los libros oficiales. Además el mayor valor del inmovilizado se encuentra en Bilbao aunque en territorio común la suma del inmovilizado supere a la de Bilbao. 

Respecto al volumen de operaciones, que en territorio común es inferior al 75%, se distribuye: 

País Vasco...............200 (40%)[100+50+50] 

Territorio común.....300 (60%)[150+70+80]. 



C.  Créditos fiscales generados al amparo de otra normativa.

En los casos en que una sociedad tenga saldos pendientes de aplicación generados al amparo de una normativa distinta a la aplicable en el ejercicio, los criterios de las distintas administraciones tributarias han sido variados. Sin embargo, de las diferentes consultas, informes y resoluciones emitidas por las diferentes administraciones, se puede extraer como conclusión que dichos créditos fiscales se consideran subsistentes siempre que concurran las siguientes condiciones:


	
a) Que el saldo o crédito pendiente tenga en la normativa de acogida una figura semejante (DGT de 20-09-05 y DGT 15-07-05). 

	
b) Que el plazo para aplicar dicho saldo o crédito pendiente esté amparado por la normativa de origen, aunque será la normativa de acogida la que marcará los límites. 



En línea con lo expuesto, se mantiene la existencia de diferentes interpretaciones entre administraciones, según las circunstancias de cada caso, como sucede con el supuesto de deducciones en las que los porcentajes sean diferentes en una u otra normativa.

Ahora bien, la Resolución del Tribunal Económico Administrativo Central de 12 de marzo de 2009, dictada en un recurso extraordinario para unificación de criterio, considera que las cantidades pendientes de deducción correspondientes a beneficios fiscales generados al amparo de la normativa foral, y que no hayan sido anulados, se seguirán aplicando conforme a lo establecido en la normativa que reguló su nacimiento (normativa foral) aunque el sujeto pasivo pase a estar sometido a la normativa estatal, ya que le legislación común y foral no se deben de contemplar como compartimentos estancos, sino que debe haber entre los mismos la necesaria continuidad, al objeto de cumplir con los principios de justicia tributaria y la libertad de circulación y establecimiento de personas en todo el ámbito nacional.

La Diputación Foral de Bizkaia en consulta de 21 de septiembre de 2009, analiza la posibilidad de practicar las deducciones por reinversión pendientes de aplicar por una sociedad absorbida, siempre que se cumplan los requisitos exigidos en la legislación de origen.


Doctrina y jurisprudencia:

	 El Ministerio de Economía y Hacienda en su consulta vinculante de 19 de abril de 2011 (V1022-11) reitera el criterio de la Resolución de TEAC de 12 de marzo de 2009.










La determinación del volumen de operaciones en el Impuesto sobre Sociedades según el Concierto Económico.


 A.  Cómputo del volumen de operaciones.

El cómputo del volumen de operaciones es el importe total de las contraprestaciones, excluido el IVA y recargo de equivalencia, en su caso, obtenido por las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en la actividad, sin que proceda excluir las operaciones atípicas o no habituales de la entidad.

En consecuencia, el volumen de operaciones está constituido por la suma de las contraprestaciones de las operaciones realizadas por el sujeto pasivo y, por tanto, su reparto entre los distintos territorios viene determinado por la localización de dichas operaciones, conforme a lo previsto en el artículo 16 del Concierto Económico.


	 a) La AEAT en su consulta 264/2008 y el OCTE en informe de 5 de febrero de 2008, considera que la aportación de derechos a una UTE debe computarse también dentro del volumen de operaciones de la entidad, a efectos de la exacción del impuesto y de la normativa aplicable.

	 b) La AEAT en su consulta 269/2007, estima que a los efectos de determinar el volumen de operaciones en cada territorio, no procede excluir las operaciones atípicas o no habituales de la entidad.

	 c) El OCTE en informe a una consulta de 22 de noviembre de 2007, considera que los dividendos no deben incluirse en el volumen de operaciones, al no suponer la contraprestación de ninguna entrega de bienes ni prestación de servicios.



En cuanto al concepto de contraprestación por entrega de bienes o prestaciones de servicios, habrá que determinarlo conforme a la normativa del IVA (art. 78). Por otro lado, la Diputación Foral de Bizkaia ha dictado la Instrucción 7/2005, de 23 de marzo , modificada por la Instrucción 7/2008, de 24 de noviembre, de la que se deriva que las contraprestaciones han de proceder de:


	
a. De la entrega de bienes y prestaciones de servicios, habituales u ocasionales, aunque estén exentas en el IVA, debiendo computarse también las enajenaciones de elementos del inmovilizado.En éstas debe computarse el importe de la venta y no el resultado obtenido en las mismas, no computándose, en ningún caso, las adquisiciones intracomunitarias. 



	
b. Del importe de los pagos anticipados.

	 El Tribunal Supremo, en Sentencia de 9 de julio de 2019, establece que para el cálculo del volumen de operaciones hay que tener en cuenta el importe de los pagos anticipados efectuados con carácter previo a la entrega del bien transmitido.

	
c. De las subvenciones vinculadas al precio de las entregas de bienes y prestaciones de servicios. Por lo tanto, no se incluyen las subvenciones por creación de empleo. 

	
d. No se computarán las operaciones que, de conformidad con el Concierto, deban entenderse realizadas en el extranjero. 




	 ◆ La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 14 de diciembre de 2016, considera que hay que atender al ejercicio en que se produce la obtención por el sujeto pasivo del “importe de la contraprestación” derivada de las entregas de bienes realizadas, lo cual supone incluir en el volumen de operaciones del ejercicio la cantidad percibida anticipadamente con ocasión de la firma del contrato privado de compraventa.

	 ◆ En virtud de Auto de fecha 7 de junio de 2017 el Tribunal Supremo admitió a trámite Recurso de Casación contra Sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco considerando que la cuestión que presenta interés casacional es la de determinar si  para calcular el volumen total de operaciones realizadas durante el ejercicio, conforme a lo previsto en los artículos 14.Dos y 27.Dos del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, aprobado por Ley 12/2002, de 23 de mayo, los pagos anticipados previos a la entrega del bien transmitido se deben computar en el ejercicio de percepción o en el ejercicio de entrega del bien.



B.  Concepto de "operar" en uno u otro territorio.

Para determinar cuándo se opera en territorio común y foral habrá que analizar todas las operaciones una a una, debiéndose tener en cuenta:


	
- El artículo 16 del Concierto en el que se establece el lugar de realización de las operaciones. 

	
- Que para determinar qué se entiende por entrega de bienes y prestaciones de servicios deberá tenerse en cuenta la legislación reguladora del IVA del Estado, dado que la normativa foral del IVA deberá coincidir con la estatal, salvo modelos de declaración y plazos de ingreso, conforme al artículo 26 del Concierto. 



C.  Inicio de actividad y cómputo de la cifra de 10 millones de euros.

Si bien en los supuestos generales deberá tenerse en cuenta el volumen de operaciones del ejercicio anterior (a diferencia de lo que ocurre en el IVA en el que se tienen en cuenta las operaciones realizadas en el año natural), de conformidad con el artículo 14.Uno, en el caso de que se trate del primer ejercicio de actividad, deberán tenerse en cuenta, para el cómputo de la cifra de 10 millones de euros, las reglas siguientes:


	
a. El volumen de operaciones será el correspondiente al ejercicio de inicio de la actividad.

	
b. En el supuesto de que el ejercicio de inicio sea inferior a un año, las operaciones que se realicen entre la fecha de inicio y el 31 de diciembre de ese año, se elevarán al año.

	
c. Hasta que se conozca el volumen y lugar de realización de las operaciones, se tendrán en cuenta las que el sujeto pasivo prevea realizar en ese ejercicio.



Como consecuencia de estas reglas en el supuesto de inicio de actividad, una vez finalizado el ejercicio, se deberá tributar con arreglo a las circunstancias de volumen y lugar de realización de operaciones reales de dicho ejercicio.


Ejemplo.

La sociedad Referencia S.A. constituida el día 1 de diciembre del año en curso tiene su domicilio fiscal en San Sebastián y una planta de fabricación en Valladolid. El día 31 de diciembre del año en curso finaliza su primer ejercicio habiendo realizado operaciones por importe de 200.000 euros.

La sociedad deberá aplicar la normativa foral de Gipuzkoa al tener su domicilio fiscal en San Sebastián y un volumen de operaciones inferior a los 10 millones de euros (los 200.000 euros elevados al año suponen un volumen de operaciones anualizado de 2.354.980 euros) y deberá tributar el 100% de la cuota que resulte por el Impuesto sobre Sociedades en la Diputación Foral de Gipuzkoa.









Exacción del Impuesto sobre Sociedades




Competencia de exacción del Impuesto sobre Sociedades de las Diputaciones Forales según el Concierto Económico.


 Una vez conocidas las anteriores circunstancias, se puede determinar a qué Administración o Administraciones corresponde la exacción del Impuesto sobre Sociedades. En consecuencia, corresponde a las Diputaciones Forales la exacción del Impuesto sobre Sociedades, cuando los sujetos pasivos se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:


	
a.  Cuando tengan su domicilio fiscal en el País Vasco y su volumen total de operaciones en el ejercicio anterior no supere los 10 millones de euros, tributarán únicamente en el País Vasco.

	
b.  Si los sujetos pasivos operan exclusivamente en el ejercicio en el País Vasco y su volumen de operaciones en el ejercicio anterior excede de 10 millones de euros, tributarán únicamente en el País Vasco.

	
c.  En el caso de que el volumen de operaciones en el ejercicio anterior supere los 10 millones de euros y operen en territorio común y foral en el ejercicio, tributarán en las respectivas Administraciones Tributarias en proporción al volumen de operaciones de cada territorio en el ejercicio correspondiente, expresando el porcentaje redondeado con dos decimales.



A.  Esquema de distribución de competencias.

El Impuesto sobre Sociedades y la distribución de competencias entre las distintas Administraciones Tributarias, Vascas y Estatal parte de la distinción siguiente:


	
a)  Sociedades cuyo volumen de operaciones en el ejercicio anterior fue igual o inferior a 10 millones de euros.






	Volumen operaciones ejercicio anterior
	Domicilio Fiscal
	Tributación




	IGUAL O MENOS DE 10 MILLONES
	Territorio común o Navarra
	Estado o Navarra



	P.V.
	P.V.







	
b)  Sociedades cuyo volumen de operaciones en el ejercicio anterior fue superior a 10 millones de euros.





	Domicilio Fiscal
	Tributación




	PAIS VASCO
	% volumen operaciones ej.



	ESTADO
	% volumen operaciones ej.









B.  Determinación de la competencia entre las Diputaciones Forales (el intraconcierto).

Corresponde a las Diputaciones Forales la exacción del Impuesto sobre Sociedades:


	
a.  En exclusiva, cuando el sujeto pasivo tenga su domicilio fiscal en ese Territorio y su volumen de operaciones del ejercicio anterior no haya superado los 10 millones de euros.

	
b.  En proporción al volumen de operaciones realizado en cada Territorio Histórico, cuando el volumen de operaciones del ejercicio anterior haya superado los 10 millones de euros.




Ejemplos. 1. Una sociedad con domicilio fiscal en Bilbao y volumen de operaciones en el ejercicio anterior de 4,5 millones de euros, con instalaciones en Bizkaia (donde realiza operaciones por importe de 2 millones) y Gipuzkoa (con unas operaciones que ascienden a 2,5 millones).

Al no haber superado en el ejercicio anterior el volumen de operaciones de 10 millones de euros, se aplicará la normativa del Territorio Histórico de Bizkaia y deberá liquidar el impuesto y efectuar los ingresos correspondientes únicamente en la Diputación Foral de Bizkaia.

2. Una sociedad con domicilio fiscal en Valladolid y un volumen de operaciones en el ejercicio anterior de 9 millones de euros, tiene instalaciones en Madrid y Alava, además de las ubicadas en Valladolid. En el presente ejercicio las proporción de las operaciones se ha repartido de la siguiente forma: Valladolid 40%, Madrid 40% y Alava 20%.

Esta sociedad deberá aplicar la normativa común y liquidar el impuesto en la Administración estatal, al no haber superado en el ejercicio anterior los 10 millones de euros de volumen de operaciones.

3. Una sociedad con domicilio fiscal en Burgos que desarrolla su actividad íntegramente en San Sebastián tiene un volumen total de operaciones en el ejercicio anterior de 5,5 millones de euros.

Al no superar en el ejercicio anterior los 10 millones de euros de volumen de operaciones, deberá aplicar la normativa fiscal común e ingresar el impuesto en la Administración del Estado.

4. Una sociedad con domicilio fiscal en San Sebastián tuvo un volumen de operaciones en el ejercicio anterior de 12 millones de euros y realiza durante el ejercicio operaciones por un importe total de 10 millones de euros, de las cuales 3,5 millones se realizan en San Sebastián, 5 millones en Barcelona y 1,5 millones se realizan en una sucursal en Francia.

Para determinar la tributación de esta sociedad, deberá calcularse el volumen de operaciones de la forma siguiente:


	
*  No se computan los 1,5 millones correspondientes a Francia, por aplicación de lo previsto en el artículo 16 del Concierto en relación con el lugar de realización de las operaciones.

	
*  Diputación Foral de Gipuzkoa 3,5/8,5..................41,18%

	
*  Administración del Estado 5/8,5..........................58,82%



Esta sociedad aplicará la normativa foral dado que realiza más del 25% de sus operaciones en el País Vasco, efectuando los ingresos mediante la aplicación del porcentaje de volumen de operaciones antes señalado.










Lugar de realización de las operaciones




Lugar de realización de las entregas de bienes a efectos del I. sobre Sociedades en el Concierto Económico. 


 Dentro del concepto de entregas de bienes se consideran expresamente los supuestos siguientes:

A.  Regla general: puesta a disposición del adquirente.

La entrega de bienes muebles corporales se entenderá realizada en el País Vasco cuando desde ese territorio se realice la puesta a disposición del adquirente.

Cuando los bienes hayan de ser objeto de transporte, la puesta a disposición se entenderá realizada en el territorio en que se encuentren los bienes en el momento de iniciarse su expedición.


Doctrina y jurisprudencia


	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de junio de 2015, referida a Navarra aunque perfectamente trasladable al Concierto, considera que una vez asentado el régimen de libre competencia en el sector de la energía eléctrica, en la actividad de comercialización la puesta a disposición de los consumidores, se hace en el lugar donde esté sito el contador, mientras que las actividades de transporte y distribución constituyen operaciones independientes, no estando en estos casos ante entregas de bienes, sino ante prestaciones de servicios de transporte. 

	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de noviembre de 2014, que confirma una Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico, considera en relación con la operación de suministro de energía eléctrica por las empresas distribuidoras a los clientes de tarifa integral, que es artificioso desglosar la entrega de energía de su transporte por la red de distribución  y que es la entrega la que reviste carácter predominante desde el punto de vista del cliente. Además, señala que los ingresos derivados del suministro deben localizarse en función del territorio en que se realiza el último proceso de transformación, esto es, el del lugar donde esté situado el punto de suministro, al ser ahí donde la energía se convierte a la tensión que requiere el cliente. 

	
• La Diputación Foral de Alava en contestación de 22 de abril de 2002 a una consulta sobre un supuesto de comercialización de energía eléctrica, manifiesta que en este caso difícilmente puede existir un transporte, por lo que deberá tenerse en cuenta el lugar en el que se realice la puesta a disposición del adquirente de la energía suministrada.

	
• La AEAT en la consulta 44/1988, de 15 de noviembre de 1988, analiza un supuesto de entrega de bienes, concluyendo que se imputarán a uno u otro territorio en función del lugar en que estén sitos los almacenes desde que se iniciara la expedición o transporte de los bienes en ellos almacenados.

	
• La consulta aprobada por la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa del Concierto Económico 297/2010, de 2 de diciembre, matiza la respuesta de la consulta anterior, al considerar que la regla referida a los bienes que han de ser objeto de transporte, sólo resultará de aplicación en el caso de que las mercancías se expidieran directamente a los clientes desde el almacén central, pero en el caso de que primero se transporten las mercancías a un local comercial (operación logística interna de la empresa sin entrega a terceros) y desde éste se exponen, se venden y se entregan, es decir, desde el mismo se ponen a disposición del adquirente, éste último será el lugar de realización de la operación.

	
• En Resolución 27/2022, de 26 de julio, analiza la Junta la localización de operaciones a efectos del IVA, IS e IRNR sin EP en el caso de fabricación, embotellado, distribución y comercialización de sus productos en España.





B.  Reglas especiales.

a.  Bienes transformados por quien realiza la entrega.

En el caso de entregas de bienes transformados por quien efectúa la entrega las entregas se entenderán efectuadas en el territorio en el que se produzca el último proceso de transformación de los bienes entregados.


	 A los efectos de precisar el concepto de último proceso de transformación, y de acuerdo con el artículo 2.Dos del Concierto, habrá que acudir a lo previsto en la Ley General Tributaria, que en su artículo 11.2 establece que en tanto no se definan por la normativa tributaria, los términos empleados en sus normas, se entenderán conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda.




Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, en la normativa fiscal se encuentran diversas definiciones de transformación, tanto en el IVA (artículo 10 de la Ley 37/92, así como referencias a dicho concepto en los artículos 126, 136 y 149 de dicha Ley), como en relación con los Impuestos Especiales (artículo 4.23 de la Ley 38/92), si bien hay que tener en cuenta que en el presente artículo 16 del Concierto no se contempla la transformación como un todo, sino que la referencia al "último proceso de transformación" implica la existencia de diversas fases, sin que se precise ninguna exigencia en relación con su mayor o menor importancia.

Aunque en esta materia en análisis de cada caso será fundamental para determinar si existe o no transformación, hay que tener en cuenta la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 20 de septiembre de 2002 que considera la existencia de transformación cuando se produzca "...la modificación de los fines específicos para los que sea utilizable el bien".


Doctrina y jurisprudencia


	
• El OCTE en su informe de 14 de mayo de 2003  analiza el concepto de transformación en relación con un proceso de homogeneización de arena silicea.

	
• La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 22 de mayo de 2003  a una consulta, considera la existencia de una operación de transformación.





 b. Entregas con instalación o montaje.

Las entregas con instalación de elementos industriales se entenderán realizadas donde se lleven a cabo los trabajos de preparación y fabricación. Sin embargo, cuando el coste de instalación o montaje exceda del 15% del total de la contraprestación, las entregas se entenderán realizadas en el territorio en el que se efectúe la instalación o montaje.

En los supuestos de instalaciones complejas en las que existan diversas subcontrataciones en los diferentes elementos que las componen, es de muy difícil cumplimiento el que todos los trabajos de preparación y fabricación se realicen en un sólo territorio, común o foral, por ello en este tipo de casos en los que la dirección de la ejecución de dicha instalación constituye un aspecto que tiene la suficiente relevancia en la entrega, debiera predominar el lugar donde se desarrolla la actividad del que realiza los trabajos de preparación, siempre que el coste de la instalación o montaje no exceda del 15% del total. No obstante, nos encontramos ante una interpretación que, si bien tiene una justificación económica, puede que no sea pacífica.

C.  Entregas realizadas por los productores de energía eléctrica.

Estas entregas se entenderán realizadas en el territorio donde radiquen los centros generadores de la energía eléctrica. Sin embargo, las actividades de comercialización de energía eléctrica se deberán localizar conforme a lo señalado en el apartado A anterior.

D.  Entregas de bienes inmuebles.

Las entregas de bienes inmuebles se entienden realizadas en el lugar donde estén situados los inmuebles, no incluyéndose los derechos reales (que en el anterior Concierto si lo estaban) que recaigan sobre los mismos, al ser considerados prestaciones de servicios.

A estos efectos ha de tenerse en cuenta el concepto de entrega de bienes previsto en el IVA en relación con las ejecuciones de obra que tengan por objeto la construcción o rehabilitación de una edificación, en la que el empresario aporte materiales.







Lugar de realización de las prestaciones de servicios en el Impuesto sobre Sociedades según el Concierto Económico. Álava


 Para determinar si las operaciones analizadas son prestaciones de servicios deberá acudirse a la normativa reguladora del IVA, con arreglo a lo previsto en el artículo 14.Dos del Concierto.

En cuanto al lugar donde se entienden realizadas las prestaciones de servicios existen las siguientes reglas:

A.  Regla general: lugar "desde" el que se efectúen las prestaciones de servicios.

Esta regla tiene la virtud de la simplicidad, pero su aplicación a situaciones de gran complejidad, hace que su interpretación no sea pacífica y menos en una sociedad en la que las tecnologías y las telecomunicaciones tienen cada vez más importancia y, por lo tanto, la ubicación del "desde" es cada vez más difícil.


Ejemplo.

La cesión de uso de una marca se entiende realizada en uno u otro territorio cuando esté ubicada en el mismo la sede o lugar del que procedan las órdenes de cesión del citado activo.




[a) Consulta.

La Diputación Foral de Bizkaia contesta el 22 de mayo de 2002 una consulta sobre operaciones de montaje en un territorio que superan el 15% del total de la contraprestación.

b) La D.G. de Coordinación Financiera con las CCAA y con las Entidades Locales en la consulta 273/2009, de 8 de octubre de 2009, pone de manifiesto, en un supuesto de servicios consistentes en la realización de auditorías, inspecciones, análisis y certificaciones de calidad de todo tipo de mercancías sitas en distintos lugares del mundo, que lo importante es determinar, en cada caso, el lugar donde se realiza la parte principal de las tareas que necesita llevar a cabo para prestar sus servicios.

c) La Diputación Foral de Bizkaia contesta el 8 de octubre de 2009 una consulta en la que analiza de forma pormenorizada el lugar de prestación de los servicios realizados por una multinacional dedicada a auditorias, inspecciones, análisis y certificaciones de calidad de todo tipo de mercancías situadas en distintos lugares del mundo.]



B.  Prestaciones de servicios directamente relacionadas con bienes inmuebles.

Lugar donde radiquen los inmuebles.. La aplicación de esta regla especial de localización del servicio en el territorio en que está situado el inmueble, requiere la existencia de una relación muy estrecha con éste. En este sentido, no se puede apreciar una relación directa entre el servicio y un inmueble, en el caso de un servicio consistente en la concesión de un préstamo y el inmueble cuya adquisición está destinado a financiar (Resolución 1/2011, de 20 de enero de 2011, de la Junta Arbitral del Concierto Económico) (Véase el artículo de opinión de Olatz Ereño "Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico con el País Vasco").

C.  Operaciones de seguro y capitalización.

El lugar donde se localice el riesgo o el compromiso, de conformidad con las reglas contenidas en el artículo 32 de Concierto en relación con el Impuesto sobre las Primas de Seguros, que básicamente son las siguientes:


	
- En los seguros sobre inmuebles, el lugar en que radiquen. Si se refiere exclusivamente a bienes muebles situados en un inmueble, con excepción de los bienes en tránsito comercial, en el lugar del inmueble. 

	
- En los seguros sobre vehículos, el lugar de residencia habitual o domicilio fiscal de la persona o entidad a cuyo nombre se encuentre matriculado (el Concierto de 2002 introduce este nuevo punto de conexión, en vez del lugar de matriculación). 

	
- En los seguros referidos a riesgos durante un viaje o fuera del domicilio habitual del tomador y su duración sea inferior o igual a 4 meses, el lugar de la firma del contrato. 

	
- En los demás casos, el lugar de residencia habitual del tomador si es persona física o, si es persona jurídica, el lugar de su domicilio social o sucursal a que se refiere el contrato. 

	
- En los seguros sobre la vida, el lugar de residencia habitual del contratante si es persona física, o de su domicilio social o territorio en que se encuentre la sucursal a que se refiere el contrato, si es una persona jurídica. [En esta materia se produjo un importante cambio a partir de 1 de septiembre de 1997, fecha en la que se introdujo este nuevo apartado relativo a las operaciones de seguro y capitalización, ya que con anterioridad ante la falta de una regulación específica la Dirección General de Tributos, previo acuerdo de la Comisión Coordinadora del Concierto, resolvió (DGT 08-09-92) que "las operaciones de seguros se considerarán prestadas desde el País Vasco cuando se realicen desde la sede central o cualquier establecimiento permanente de la entidad aseguradora radicados en el mismo; y el volumen de operaciones realizado en el mismo se calculará en función del importe de las primas percibidas como contraprestación a las prestaciones de servicios".]











Supuestos especiales en los que prevalece el lugar del domicilio fiscal.


 Hay determinados supuestos especiales en los que no se siguen las reglas generales señaladas para las entregas de bienes y las prestaciones de servicios, sino que consideran que las operaciones se han realizado en el lugar del domicilio fiscal del sujeto pasivo. Estos supuestos son los siguientes:


	
a) Las entregas realizadas por explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras y armadores de buques de pesca de productos naturales no sometidos a procesos de transformación que procedan directamente de sus cultivos, explotaciones o capturas. 

	
b) Los servicios de transporte incluso de mudanza, remolque y grúa. Tribunal Supremo.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de mayo de 2015, en relación con la Comunidad Foral Navarra, señala que la actividad de la transmisión de la energía eléctrica desde la red de transporte hasta los puntos de consumo, constituye genuinamente una actividad de transporte.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de junio de 2015, referida a Navarra aunque perfectamente trasladable al Concierto, considera que una vez asentado el régimen de libre competencia en el sector de la energía eléctrica, en la actividad de comercialización la puesta a disposición de los consumidores, se hace en el lugar donde esté sito el contador, mientras que las actividades de transporte y distribución constituyen operaciones independientes, no estando en estos casos ante entregas de bienes, sino ante prestaciones de servicios de transporte. 



	
c) Los arrendamientos de medios de transporte. 








Operaciones realizadas en el extranjero.


 Las operaciones que se consideren realizadas en el extranjero con arreglo a los criterios contenidos en este artículo del Concierto, se atribuyen a las diferentes administraciones en la misma proporción que el resto de las operaciones, no computándose para el cálculo del volumen de operaciones realizado en uno u otro territorio.






Operaciones distintas de las anteriores.


 En el caso de que se trate de Entidades que no realicen entregas de bienes o prestaciones de servicios, como ocurre por ejemplo con las operaciones financieras de las sociedades de cartera, tributarán en el territorio común o foral en el que esté situado su domicilio fiscal.







Pagos a cuenta del Impuesto




Retenciones e ingresos a cuenta.


 En materia de retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre Sociedades existe una remisión total a los criterios establecidos al efecto en el Concierto para el IRPF. En consecuencia, habrán de entenderse aplicables los criterios establecidos en los artículos 8 (Pagos a cuenta sobre rendimientos de actividades económicas), 9 (Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del capital mobiliario), 10 (Retenciones e ingresos a cuenta por determinadas ganancias patrimoniales) y 11.Uno (Otros pagos a cuenta).

Asimismo es de aplicación el artículo 12 del Concierto respecto de la eficacia de los pagos a cuenta realizados en una u otra Administración, por lo que es necesario remitirse a lo allí expuesto.

En cualquier caso, es necesario distinguir entre los pagos anticipados y los pagos fraccionados. En este sentido deberá tenerse en cuenta la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de octubre de 2011, que confirma la Sentencia del TSJPV de 23-4-2007, que señala que si bien los pagos anticipados a una administración no competente por razón de retenciones e ingresos a cuenta son eficaces frente a la competente, no ocurre lo mismo con los pagos fraccionados respecto de los cuales  la deducción se efectuará sólo si se han realizado de forma efectiva en la competente.

Por su parte, las Sentencias del TS de 27-04-1998 y de 21-3-1998, determinan que las empresas que tributan conjuntamente a la Administración central y a las Diputaciones Forales están obligadas a ingresar en cada una de las Administraciones la cuota correspondiente a la misma, sin que el ingreso de la totalidad de la deuda en una de ellas produzca efecto liberatorio frente a las demás.

Tribunal Superior de Justicia del P.V.

La Sentencia del T.S.J. del País Vasco de 30 de junio de 2005, declara improcedente girar una nueva liquidación del Impuesto sobre Sociedades cuando el ingreso ya se había efectuado, aunque utilizando un modelo de impreso correspondiente a otra administración tributaria.







Pago fraccionado del Impuesto en los supuestos de tributación a ambas Administraciones. Concierto económico. Álava


 A.  Normativa aplicable.

El pago fraccionado del Impuesto sobre Sociedades deberá efectuarse aplicando la normativa común o foral que corresponda, de conformidad con lo expuesto en relación con el artículo 14 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo (ver comentario relacionado), con independencia de que se tenga que tributar en varias administraciones.

Dicha cuestión era relevante hasta el año 2018, dado que a diferencia de la normativa estatal, en el País Vasco la normativa foral no contemplaba la existencia de pagos fraccionados. Sin embargo, dicha normativa foral ha sido objeto de modificación y, en su virtud, se ha incluido dicha obligación de realización de pagos fraccionados para los períodos impositivos iniciados a partir 1 de enero de 2018, si bien únicamente en relación con las medianas y grandes empresas. Quedan así excluidas de la obligación de efectuar pagos fraccionados las microempresas o pequeñas empresas así como las Instituciones de Inversión Colectiva que tributen a un tipo del 1% y los Fondos de Pensiones y EPSVs que tributen al 0%.

En concreto, la regulación de la obligación de realización de pago fraccionado se recoge en el nuevo artículo 130 bis de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre.

Por su parte, la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, recoge dicha obligación en su artículo 40, excluyendo de la misma a las Instituciones de Inversión Colectiva que tributen a un tipo del 1% y los Fondos de Pensiones y EPSVs que tributen al 0%.

	 Resolución del TEAFEl Tribunal Económico Administrativo Foral de Gipuzkoa en Resolución econ.-adva. de 18 de septiembre de 2002, considera deducibles los pagos fraccionados del Impuesto de Sociedades ingresados con anterioridad al cambio de domicilio fiscal.




B.  Cuantía y plazo de ingreso del pago fraccionado.

Con arreglo a la normativa foral, en los primeros 25 días naturales del mes de octubre de cada año, deberá efectuarse el pago fraccionado en proporción al volumen de operaciones realizado en cada territorio en la última autoliquidación del impuesto presentada y su cuantía será el resultado de aplicar a la base imponible el porcentaje del 5%.

Con arreglo a la normativa estatal, la cuantía dependerá de la modalidad por la que se opte. Cualquiera que sea la modalidad de pago fraccionado por la que haya optado el sujeto pasivo, en el pago correspondiente al mes de abril se aplicará el volumen de operaciones del penúltimo ejercicio, mientras que en el de octubre y diciembre se aplicará el del último ejercicio.

C.  Liquidación del Impuesto.

Al efectuar la liquidación del impuesto, primero se calcula la cuota efectiva que se imputa a cada Administración, a continuación se deduce el pago fraccionado ingresado en cada Administración, surgiendo la cuota correspondiente a cada una.

	 Resolución del TEACEl Tribunal Económico Administrativo Central en Resolución de 16 de marzo de 2006 analiza un supuesto en el que unas sociedades transparentes tributaban exclusivamente a la Administración del Estado y considera que al haber ingresado íntegramente en territorio común las cuotas correspondientes del I. sobre Sociedades, deben entenderse que los pagos imputados a la sociedad, socio de las citadas entidades, debe deducirse de la cuota del ejercicio a la Administración del Estado.

Consulta

La AEAT en consulta 257/2007, de 19 de julio de 2007, en relación con el Convenio de Navarra, considera que en los casos de cambio de domicilio fiscal que supongan un cambio de administración a la que corresponde la exacción del impuesto, los pagos fraccionados realizados a la otra administración se consideran ingresados, en forma sobrevenida, en administración no competente, por lo que han de ser remitidos a la administración del nuevo domicilio fiscal.





Ejemplo.

Una entidad con domicilio fiscal en Madrid y que opera en territorio común y en los 3 Territorios Históricos del País Vasco, presenta la autoliquidación del Impuesto sobre Sociedades con una cuota de 900.000 euros, unas retenciones soportadas de 100.000 euros y unos pagos fraccionados de 400.000 euros ingresados en las diferentes Administraciones, deberá efectuar los siguientes cálculos:

Cuota.......................................................................900.000 euros

Retenciones soportadas............................................100.000 "

Diferencia................................................................800.000 "

Cálculo del líquido a ingresar:










	ADMINISTRACION
	% VOLUMEN OPERACIONES
	CUOTA
	PAGOS FRACCIONADOS
	LIQUIDO A INGRESAR




	ESTADO
	70%
	560.000
	-290.000
	270.000



	D.F. ALAVA
	8%
	64.000
	-28.000
	36.000



	D.F. BIZKAIA
	12%
	96.000
	-44.000
	52.000



	D.F. GIPUZKOA
	10%
	80.000
	-38.000
	42.000



	TOTAL
	100%
	800.000
	-400.000
	400.000







Hay supuestos en los que pudieran resultar cantidades a ingresar en una o varias administraciones y a devolver en otra u otras, por lo que conviene resaltar la importancia de la centralización de pagos dentro del País Vasco que permite ingresar únicamente la diferencia, es decir, el saldo correspondiente a las 3 Diputaciones.

D. Supuesto de pago fraccionado en el que, tras el cambio de domicilio, sólo se tribute en uno de los territorios.

Nos encontramos ante un caso no previsto en el Concierto Económico ya que no cabe entender que este supuesto está contemplado en el artículo 12 del Concierto, puesto que el pago fraccionado se llevó a cabo en la administración que resultaba competente en la fecha de ingreso.

El Tribunal Económico Administrativo Regional del País Vasco en su Resolución de 31 de enero de 2012, ha optado por aplicar al caso la doctrina establecida por el Tribunal Supremo, respecto del IVA, en Sentencia de 17 de junio de 2010, y considerar procedente la devolución del pago fraccionado del Impuesto sobre Sociedades realizado en territorio común, en el caso de que, tras el cambio de domicilio a un territorio foral, sólo se tribute en éste último.







Gestión del Impuesto en los supuestos de tributación a ambas Administraciones




Gestión del IS en los supuestos de tributación a ambas Administraciones. Concierto Económico. 


 1.  Liquidaciones y volumen de operaciones.

Cuando el volumen de operaciones supere los 10 millones de euros en el ejercicio anterior y se deba tributar a ambas administraciones, se aplicará el porcentaje del volumen de operaciones del propio ejercicio.


Esta regla difiere de lo previsto para el IVA, al contemplarse en el artículo 29.Dos la aplicación provisional de las proporciones en función de las operaciones del año precedente, procediéndose a su regularización en la declaración anual.



Esta regla supondrá normalmente la necesidad de efectuar una regularización en el momento de liquidar el impuesto, ya que el porcentaje aplicable no coincidirá con el aplicado al efectuar, si procede, los pagos fraccionados conforme a la normativa estatal, ya que en la normativa foral del País Vasco no existen los pagos fraccionados.

Por otra parte, la aplicación de un porcentaje del volumen de operaciones u otro no es sólo relevante a los efectos del pago fraccionado, sino también para determinar la normativa aplicable, por lo que el sistema genera en algunos supuestos una inseguridad que se ha de tener en cuenta.

Cuando se trate del primer ejercicio de la actividad, hasta que se conozca el volumen y el lugar de realización de las operaciones, se aplicará el porcentaje de volumen de operaciones en función de las operaciones que se prevea realizar (artículo 14.Cuatro).


Doctrina y jurisprudencia

	
• El Tribunal Económico Administrativo Central en Resolución de 22 de marzo de 2002, considera que en caso de solicitud de devolución de ingresos indebidos, el plazo de prescripción de las actuaciones realizadas opera únicamente en relación con esa administración.




2.  Administraciones competentes y plazos en las que presentar las autoliquidaciones.

Cuando se haya de tributar en varias administraciones, deberán presentarse en cada Administración las declaraciones correspondientes e ingresar la cuota o solicitar la devolución que proceda en los plazos establecidos en cada una de ellas, para lo cual se utilizarán los modelos de impreso aprobados por cada Administración.


Doctrina y jurisprudencia

	
• El Tribunal Económico Administrativo Central en Resolución econ.-adva. de 13 de octubre de 2004, considera que una entidad al tributar en la hacienda foral y estatal, debe cumplir sus obligaciones formales de manera independiente en ambas administraciones.




No obstante, cuando se trate de entidades que operen en más de un Territorio Histórico, hay que tener en cuenta la posibilidad de centralizar, previa solicitud, las declaraciones liquidaciones del Impuesto sobre Sociedades en un sola Diputación Foral efectuando el ingreso por el saldo neto relativo a las Diputaciones Forales, excluido el ingreso correspondiente a la Administración del Estado, que no forma parte de la centralización.

3.  Devoluciones.

Las devoluciones que procedan deberán efectuarse por cada administración, sin que estén sujetas a otras obligaciones que las establecidas legalmente.


Doctrina y jurisprudencia


	 

	
• En Resolución de 25 de marzo de 2022 analiza la Junta a quien compete la devolución de la monetización de la deducción I+D+i . Considera la Junta que su tratamiento no debe de ser el de una subvención, considerando que compete a la Diputación Foral de Gipuzkoa devolver su proporción en caso de que se inclumplan los requisitos para su disfrute.












Inspección




Administración competente para la Inspección del Impuesto sobre Sociedades. Concierto Económico


 Sin perjuicio de lo comentado en el artículo 15 (Ver comentario relacionado), el Concierto une la competencia para llevar a cabo las inspecciones al sistema de tributación de la entidad y al territorio donde esté situado el domicilio fiscal.

La inspección se realizará aplicando la normativa de la Administración que resulte competente, de acuerdo con los criterios siguientes, fijados en virtud de la nueva redacción dada al Concierto por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, siendo de aplicación, según establece la DT Primera, a los periodos impositivos que se inicien a partir de su entrada en vigor (30 de diciembre de 2017). 

a) Sociedades cuyo volumen de operaciones en el ejercicio anterior fue igual o inferior a 10 millones de euros.










	
Volumen operaciones ejercicio

anterior  (1) 


	Domicilio Fiscal
	Inspección
	 



	IGUAL O MENOS DE 10 MILLONES
	Territorio común o Navarra
	Estado o Navarra



	P.V.
	P.V.





b) Sociedades cuyo volumen de operaciones en el ejercicio anterior fue superior a 10 millones de euros









	Domicilio Fiscal
	
Volumen

Operaciones en ej. anterior


	 Inspección



	PAIS VASCO
	>25% P.V.
	P.V.



	 
	<25% P.V.
	ESTADO



	ESTADO
	≥ 75 P.V.
	P.V.



	>25% ESTADO
	ESTADO





Consultas.

a) El OCTE en su informe de 6 de abril de 2000, considera que Navarra opera como territorio de régimen común.

b) La D.G. de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas en contestación de 18 de julio de 2006 a una consulta formulada estima que una sociedad sujeta a normativa navarra no es asimilable a entidad sujeta a normativa foral del País Vasco, sino a entidad sujeta a normativa común.

c) La AEAT en consulta 090/1995, de 7 de abril de 1995, estima que el territorio de la Comunidad Foral será considerado territorio común.

d) La AEAT en consulta 248/2006, considera que una sociedad sujeta a normativa navarra no es asimilable a entidad sujeta a normativa foral del País Vasco, sino a entidad sujeta a normativa común y quedará excluida del grupo fiscal en régimen de consolidación fiscal foral vasco.





	 (1) 

	
Según la Junta Arbitral del Concierto Económico de 24-4-2013 y 27-05-2013, a efectos del cómputo de los porcentajes de volumen de operaciones, el territorio de Navarra forma parte del territorio común.



	 Ver Texto 








Reglas en materia de Inspección.  Concierto económico. Álava


 Existen determinadas reglas en materia de inspección:


	
1ª. Sólo actúa la inspección de una Administración, sin perjuicio de la colaboración que resulte precisa de las demás administraciones. Esto no impide que otras administraciones realicen actuaciones en relación, por ejemplo, con retenciones de capital mobiliario cuyo ingreso deba efectuarse en las mismas. Tribunal Superior de Justicia del PV.

La Sentencia del TSJPV de 1 de diciembre de 2014, aborda el supuesto de actuaciones de obtención de información de una entidad con domicilio fiscal en otro territorio dentro de un procedimiento inspector y señala que la administración competente será la competente por razón del territorio.



	
2ª. La Administración que realiza la actuación inspectora será la competente para efectuar el cobro de toda la deuda o para proceder a la devolución del importe total que corresponda, con independencia de que se trate de una entidad que tributa en varias administraciones. 

	
3ª. Lo anterior se entiende sin perjuicio de las actuaciones de comprobación e investigación que puedan realizar las Diputaciones Forales dentro de su territorio, siempre que no tengan efectos económicos frente a los contribuyentes. Tribunal Supremo



La Sentencia del TS de 3 de mayo de 2016, aunque referida al IVA, considera que aunque la competencia inspectora es única y que la determinación del volumen de operaciones y la proporción de tributación a la administración está vinculada a la competencia inspectora, las administraciones sin competencia inspectora pueden realizar actuaciones consistentes en una simple toma de datos.

La Sentencia del TS de 11 de mayo de 2015, que confirma la Resolución de la Junta Arbitral 17/2013, de 9 de septiembre de 2013, en relación con las posibles actuaciones de la administración no competente para la inspección, señala que no se justifica pedir a la compañía sus memorias e informes de gestión, ni siquiera la copia de las declaraciones tributarias presentadas por el obligado tributario en otras administraciones, todo lo más el detalle de las operaciones efectuadas en su territorio.



	
4ª. Las proporciones que se hayan fijado en las comprobaciones surtirán efecto para el sujeto pasivo, sin perjuicio de otras que puedan acordarse entre la Administración del Estado y las Diputaciones Forales del País Vasco. 

	
5ª. En el concepto de territorio común se integra todo el territorio español que sea distinto del País Vasco (Sentencias del Tribunal Supremo de 13,14 y 17 de noviembre de 2014).

	
6ª. Las Administraciones Tributarias que no ostenten la competencia inspectora podrán verificar, con independencia de dónde se entendieran realizadas, todas aquellas operaciones que pudieran afectar al cálculo del volumen de operaciones atribuido por aquellas, a los solos efectos de comunicar lo actuado a la Administración tributaria con competencia inspectora, sin que ello produzca efectos económicos para el contribuyente. (Modificación introducida por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre)




	
- La Sentencia del TSJPV de 21 de enero de 2008, aborda el tema de la comprobación de las operaciones llevadas a cabo por las sociedades de un grupo de consolidación y señala que las administraciones competentes para recibir declaraciones podrán comprobar e investigar las operaciones llevadas a cabo por las sociedades del grupo en su territorio, pudiendo determinar incrementos o disminuciones de la base imponible propia de ese ámbito territorial, e incluso modificar las proporciones fijadas por acuerdo entre administraciones. Por contra, no cabe la modificación de bases imponibles de manera general y extraterritorial, cuya competencia corresponderá a una administración, de conformidad con las reglas establecidas en el Concierto Económico.

	
- La Resolución 8/2012, de 2 de julio de 2012, de la Junta Arbitral, resalta en una cuestión relativa a la valoración de operaciones vinculadas, que el intercambio de información y el dialogo para evitar una doble imposición, deriva de los principios generales del Concierto, evitando que del ejercicio de las competencias concurrentes se deriven perjuicios para los ciudadanos.

	
- La Resolución de 9 de septiembre de 2013, de la Junta Arbitral del Concierto Económico, considera que la Diputación Foral puede llevar a cabo actuaciones de verificación y constatación “en su territorio” cuando tenga competencias de exacción, pero no puede recabar copia de las declaraciones presentadas por la entidad en otras administraciones tributarias, en particular, en la administración estatal, ni tampoco pedir las memorias e informes de gestión en la medida en que incluyan datos no referidos a su territorio, porque el requerimiento de esos documentos supone el ejercicio de competencias inspectoras.

	
- La Resolución de 2 de diciembre de 2015, de la Junta Arbitral del Concierto Económico, señala que en materia de gestión la competencia es compartida, pero no resulta conforme al Concierto Económico que, con ocasión de ejercicio de competencias gestoras por una administración, se desconozcan las competencias inspectoras de la otra administración.









Agrupaciones de interés económico, uniones temporales de empresas y grupos fiscales




Agrupaciones de interés económico, uniones temporales de empresas y grupos fiscales en el Impuesto sobre Sociedades, según el Concierto Económico


 1.  Agrupaciones de interés económico y Uniones temporales de empresas.

Del apartado Uno del artículo 20 del Concierto Económico se deriva que:


	
-  Se aplicará la normativa foral a las Agrupaciones de interés económico y Uniones temporales de empresas cuando la totalidad de las entidades que las integren estén sujetas a la normativa foral.

	
-  Estas entidades imputarán a sus socios la parte correspondiente de las operaciones realizadas en uno u otro territorio, que pasarán a formar parte del volumen de operaciones del socio.




Esta imputación no sólo sirve para determinar la proporción en la que el socio tributará en cada una de las Administraciones, sino para establecer los puntos de conexión normativo y exaccionador de su Impuesto sobre Sociedades.

2.  Régimen de tributación de los grupos fiscales.

A.  Régimen de consolidación fiscal foral.

Se aplicará la normativa foral en la tributación consolidada de los grupos fiscales cuando a todas las entidades que forman el grupo fiscal les sea de aplicación la normativa foral en el régimen de tributación individual.

Para cumplir dicho requisito se considerarán excluidas del grupo las que estuvieren sujetas a la normativa común, sin que el hecho de que en caso de que exista un grupo fiscal vasco que sea dependiente de otra sociedad sujeta a normativa común impida la constitución de un grupo fiscal vasco.

Sentencia de la Audiencia Nacional.

La Sentencia de la Audiencia Nacional de 19 de septiembre de 2006 no admite que un grupo de sociedades competencia del Estado (ejercicio de 1995), se aplique una actualización de balances propia de los territorios forales, por el hecho de que dichas medidas sean aplicables a una sociedad individual integrante del grupo, no pudiendo trasladar sus efectos a todo el grupo.

Consulta.

El OCTE en su informe de 5 de febrero de 2008 y la D.G. de Coordinación Financiera con las CCAA y con las Entidades Locales en la consulta 233/2008, de 18 de febrero de 2008, admiten la existencia de grupo fiscal sujeto a normativa común, excluyendo a una sociedad sometida a normativa foral.

No obstante, es conveniente en estos casos efectuar la consulta pertinente, en la medida en que puede ser un tema no pacífico entre las administraciones implicadas.

Consultas.


	
a)  El OCTE en sendos informes, ambos de 14 de mayo de 2003 (Consulta 1) y (Consulta 2), considera que es posible la coexistencia de dos grupos fiscales, mientras las dominantes de cada grupo y las dependientes en régimen de tributación individual estén sujetas a distinta normativa, aún cuando la dominante de uno de los grupos mantenga una participación en la otra dominante superior al 75% (FFA de agosto/2003, y FFG de diciembre/2003).

	
b)  La AEAT en su consulta 248/2006, de 6 de octubre de 2006, admite la posibilidad de que una soiedad holding sea sociedad dominante y que el grupo fiscal constituido por dicha sociedad conviva con la existencia de otro grupo con una sociedad dominante sujeta a normativa distinta de la aplicable al holding.

	
c)  La D.G. de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas en contestación de 18 de julio de 2006 a una consulta formulada, estima que un grupo fiscal sometido a la normativa de territorio común comprada por una entidad sujeta a normativa foral, podrá seguir tributando como anteriormente, pues a estos efectos se excluye la entidad sujeta a normativa diferente.

	
d)  La AEAT en su consulta 262/2007, permite la posibilidad de que una sociedad participada en al menos un 75% por una entidad sujeta a otra normativa y en cuyo grupo no pueda integrarse, constituya un grupo fiscal con aquellas entidades dependientes de ella sujetas a su misma normativa.



En el supuesto de que resulte aplicable la normativa foral y se opere en varios Territorios Históricos, procederá aplicar la normativa del territorio en el que se encuentre el domicilio fiscal de la sociedad dominante, de conformidad con lo previsto en las Normas Forales del Impuesto.

B.  Régimen de consolidación fiscal de territorio común.

Se aplicará la normativa de territorio común en la tributación consolidada de los grupos fiscales cuando a todas las entidades que forman el grupo fiscal les sea de aplicación el régimen tributario de territorio común en régimen de tributación individual.

Para cumplir dicho requisito se considerarán excluidas del grupo las que estuvieren sujetas a la normativa foral, sin que el hecho de que el grupo fiscal sujeto a normativa común que sea dependiente de otra sociedad sujeta a normativa foral impida la constitución de un grupo fiscal sujeto a normativa estatal.

En los supuestos en lo que un grupo fiscal pase de estar sometido de la normativa foral a la común o viceversa, las distintas administraciones mantienen posturas diferenciadas respecto de los saldos de deducciones pendientes de aplicación. Mientras que la administración del Estado no los admite si no están contemplados en su normativa (en contra del criterio recogido en la Resolución del TEAC de 12 de marzo de 2009), los territorios forales si las admiten, como se deriva del informe del OCTE de 6 de abril de 2000.

Normativa

En cualquier caso, la normativa foral deberá ser idéntica a la del Estado en cuanto a la definición de grupo de sociedades, entidad dominante, entidades dependientes, entidad representante, grado de dominio y operaciones internas del grupo.

En el supuesto de que resulte aplicable la normativa foral y se opere en varios Territorios Históricos, procederá aplicar la normativa del territorio en el que se encuentre el domicilio fiscal de la sociedad dominante, de conformidad con lo previsto en las Normas Forales del Impuesto.

Consulta.

La AEAT en consulta 240/2004, de 10 de noviembre de 2004, considera el mantenimiento del régimen de tributación de grupos fiscales, si bien a partir del 31-12-2006 será de aplicación el nuevo régimen, que supondrá la exclusión del grupo de forma automática de las entidades sometidas a normativa distinta.

3.  Presentación de declaraciones.

Sin perjuicio de la obligación de la sociedad dominante y dominadas de presentar las declaraciones correspondientes con arreglo a los criterios generales, la sociedad dominante, deberá presentar la declaración del grupo fiscal en todas las administraciones en cuyo territorio opere el grupo, liquidando la deuda tributaria e ingresando, en su caso, el importe en función del volumen de operaciones realizado en uno u otro territorio.

A estos efectos, el cálculo del volumen de operaciones en cada territorio se realizará mediante la suma de las operaciones de cada una de las sociedades del grupo, antes de las eliminaciones intergrupo. (Consulta de la AEAT 269/2007).

Las sociedades integrantes del grupo deberán presentar la declaración correspondiente, con arreglo al régimen de tributación independiente.

Tribunal Superior de Justicia del PV.

La Sentencia del TSJPV de 21 de enero de 2008, aborda el tema de la comprobación de las operaciones llevadas a cabo por las sociedades de un grupo de consolidación y señala que las administraciones competentes para recibir declaraciones podrán comprobar e investigar las operaciones llevadas a cabo en "su territorio".

Inspección

La competencia inspectora de los grupos fiscales corresponderá a la Administración Tributaria cuya normativa sea aplicable de acuerdo con las normas antes referidas.








Sección 4ª. Impuesto sobre la renta de no residentes

Normativa aplicable




Tributo concertado y normativa aplicable.


 El Impuesto sobre la renta de no residentes (IRNR) es un tributo concertado que se deberá regir por las mismas normas sustantivas y formales establecidas por el Estado.

Sin embargo, existen 2 excepciones a este principio en las que puede aplicarse la normativa foral:


	
A) Establecimientos permanentes de personas o entidades residentes en el extranjero con domicilio fiscal en el País Vasco: se les aplicarán la normativa foral, de acuerdo con las normas generales del Impuesto sobre Sociedades contenidas en el artículo 14 del Concierto. 

	
B) A los contribuyentes del IRNR que cumplan la condiciones siguientes (contenidas en el artículo 46 del Texto Refundido aprobado por RDL 5/2004 y en su desarrollo reglamentario, aprobado por R.D. 1776/2004, de 30 de julio: 
	
a) Que sean personas físicas. 

	
b) Que acrediten residir en un Estado miembro de la Unión Europea. 

	
c) Que acrediten que, al menos, el 75% de la totalidad de su renta en el período impositivo está constituido por la suma de los rendimientos del trabajo y de actividades económicas obtenidos durante el mismo en territorio español. 

	
d) Que las rentas obtenidas en territorio español hayan tributado efectivamente durante el período por el IRNR. Se les aplicará la normativa de la Diputación Foral del Territorio Histórico en el que obtengan mayores rendimientos a los obtenidos en cada uno de los otros Territorios Históricos, siempre que se cumplan los requisitos siguientes: 


	
- ejercitar la opción por la tributación del IRPF. 

	
- la renta obtenida en territorio vasco represente la mayor parte de la totalidad de la renta obtenida en España. Consulta. 

La AEAT en consulta 228/2003, de 27 de febrero de 2003, considera que se aplicará la normativa foral cuando los rendimientos del trabajo y de actividades económicas obtenidos en el País Vasco representen la mayor parte de la totalidad de la renta obtenida en España, aplicándose, en caso contrario, la normativa estatal. 

Resolución del TEAF. 

El Tribunal Económico Administrativo Foral de Gipuzkoa, en Resolución de fecha 28 de febrero de 2007, mantiene que no se cumple el requisito de tributación efectiva por el IRNR por la totalidad de las rentas obtenidas en el ejercicio, al no haberse tributado por la pensión de viudedad percibida del Instituto Nacional de la Seguridad Social.



















Competencia normativa en relación con los residentes en el extranjero con establecimiento permanente en el País Vasco. Concierto Económico.


 A los establecimientos permanentes de personas o entidades residentes en el extranjero con domicilio fiscal en el País Vasco se les aplicarán la normativa foral, de acuerdo con las normas generales del Impuesto sobre Sociedades contenidas en el artículo 14 del Concierto.

La citada referencia a los puntos de conexión generales tiene su fundamento en que una entidad residente en el extranjero puede tener un establecimiento permanente con varios centros de actividad que pueden estar situados en territorio común y foral. También es posible que una misma entidad residente en el extranjero tenga varios establecimientos permanentes en España, en cuyo caso la tributación de cada uno de dichos establecimientos sería independiente, por lo que puede darse el caso de que el mismo no residente tenga establecimientos permanentes sometidos, unos a normativa común y otros a normativa foral.

En cualquier caso, el hecho determinante para aplicar la normativa foral es que el domicilio fiscal del establecimiento permanente esté situado en el País Vasco, es decir, que en dicho territorio radique la gestión administrativa del mismo o la dirección de sus negocios en España y en el supuesto de que con dicho criterio no pudiera establecerse el lugar del domicilio fiscal, se atenderá a lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado, de conformidad con lo previsto en el artículo 43.4.c) del Concierto (ver comentario relacionado).






Concepto de establecimiento permanente.


 El Concierto contiene un concepto de establecimiento permanente igual al recogido en el Texto Refundido del IRNR con alguna diferencia en relación con el límite temporal exigido para las obras de construcción, instalación o montaje, entendiendo que una persona física o una entidad opera mediante establecimiento permanente cuando:


	
- por cualquier título disponga, de forma continuada o habitual, de instalaciones o lugares de trabajo de cualquier índole, en los que se realice toda o parte de su actividad, o 

	
- actúen en él por medio de un agente autorizado para contratar, en nombre y por cuenta del sujeto pasivo no residente, que ejerza con habitualidad dichos poderes. 



En particular, se entenderá que constituyen establecimiento permanente:


	
- las sedes de dirección, las sucursales, las oficinas, las fábrica, los talleres, los almacenes, tiendas u otros establecimientos, 

	
- las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras, 

	
- las explotaciones agrícolas, forestales o pecuarias o cualquier otro lugar de exploración o extracción de recursos naturales, y 

	
- las obras de construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de doce meses. 
[Consulta. 

El OCTE en su informe de 15 de enero de 2002 considera establecimiento permanente la existencia de una base fija en la que se desarrolla la actividad profesional independiente (FFA de marzo/2002, ref. 024.074).]













Exacción del impuesto




Exacción del IRNR en el Concierto Económico. Consideraciones generales.


 De acuerdo con la normativa reguladora del Impuesto sobre no residentes, en numerosos casos el tipo de retención coincide con el de gravamen, por lo que en esos supuestos no resultaría procedente realizar otros pagos ni solicitar devolución. No obstante, en el caso de que procediera devolución, ésta deberá practicarse por la misma Administración competente para la exigibilidad del impuesto, con independencia de la Administración competente para el ingreso de las retenciones.

Aunque normalmente coincide la administración competente para el ingreso de la retención y para la exigibilidad del impuesto, ésto no ocurre en los supuestos de entidades o establecimientos permanentes que tributen conjuntamente a ambas Administraciones en proporción al volumen de operaciones.

Los posibles puntos de conexión que se suelen utilizar para determinar en qué administración ha de tributarse, se pueden clasificar de la manera siguiente:

a.  Territorialidad.

Constituye uno de los criterios fundamentales en la tributación de los residentes en el extranjero, sometiéndose a tributación los rendimientos y los incrementos (ahora ganancias) obtenidos o producidos en territorio vasco.

b.  Lugar de tributación.

Se aplican las reglas contenidas en el artículo 16 referido al Impuesto sobre Sociedades para determinar si las rentas se obtienen o producen en territorio vasco.

c.  Territorio con competencia inspectora en relación con quienes presenten la liquidación en representación del no residente.

Nos encontramos ante un criterio simplificativo de la gestión para aquellos supuestos en los que, en principio, debieran efectuarse ingresos aplicando el volumen de operaciones en uno y otro territorio.

d.  Domicilio fiscal del pagador.

Se aplica si éste es persona física y en el caso de que una vez aplicadas las reglas generales la renta pudiera entenderse obtenida simultáneamente en territorio común y foral.







Exacción del Impuesto sobre la Renta de No Residentes. Concierto Económico.


 Para la exacción del Impuesto de no residentes el Concierto establece 3 reglas:

A.  Rentas obtenidas sin establecimiento permanente.

En este supuesto para determinar a qué Administración corresponde la exacción se aplicarán las reglas contenidas en el artículo 22.Dos del Concierto.

Consultas.

a) La AEAT en consulta 112894 (informa) manifiesta que en el caso de no residente sin establecimiento permanente propietario de una vivienda situada en el País Vasco arrendada a un particular , los rendimientos se consideran obtenidos en el País Vasco, por lo que es competente para su exacción la Diputación Foral correspondiente.

b) La AEAT en consulta 112893 (informa) manifiesta que en el caso de una empresa con domicilio fiscal en el País Vasco que satisface rendimientos del trabajo a un no residente, por un trabajo prestado en territorio común, la renta se considera obtenida en territorio común.

Resoluciones.

a) Resolución del TEAC de 20 de julio de 2022. Analiza el Tribunal Económico Central en este caso la competencia para la devolución de las retenciones practicadas sobre los dividendos satisfechos a una entidad no residente por una entidad que tributa en el I. Sociedades exclusivamente en el País Vasco.  Entiende el TEAC  que la competencia para la exacción y, en su caso, la devolución que corresponda practicar a los no residentes es exclusiva de dicha Comunidad Autónoma, ante quien procede solicitar la correspondiente devolución a través del modelo "ad hoc" articulado en su normativa..( Forum fiscal nº 293. Enero 2023).

B.  Rentas obtenidas mediante establecimiento permanente.

Procede aplicar las reglas generales establecidas para los sujetos residentes, es decir, de conformidad con lo establecido en el artículo 15 del Concierto  (Ver comentario relacionado).

C.  Gravamen Especial sobre Bienes Inmuebles.

Las entidades no residentes propietarias o poseedoras en España de bienes inmuebles o derechos reales de goce o disfrute sobre los mismos, están sujetas a un gravamen especial cuya exacción corresponde a la Administración del territorio en el que esté situado el inmueble.

El Concierto establece para las rentas obtenidas por los residentes en el extranjero, los puntos de conexión siguientes:








	RENTAS OBTENIDAS POR RESIDENTES EN EL EXTRANJERO
	CRITERIOS PARA DETERMINAR EL LUGAR DONDE SE HA DE TRIBUTAR




	1. Rendimientos obtenidos mediante Establecimiento Permanente.

	
Se aplican las reglas del art. 15 (I. Sociedades):

1. Si volumen operaciones ≤ 7 millones de euros: en lugar del domicilio fiscal.

2. Si volumen operaciones > 7 millones de euros:

a) Cuando opere exclusivamente en el País Vasco: en el mismo.

b) Cuando opere conjuntamente en territorio común y foral: en las Administraciones correspondientes, según volumen de operaciones.





	Sin Establecimiento Permanente
	
2. Dividendos.

3. Intereses y rendimientos de capital mobiliario.

4. Ganancias patrimoniales derivadas de valores.

5. Si las rentas se pudieran entender obtenidas simultáneamente en ambos territorios y el pagador es persona jurídica o establecimiento permanente.


	
1. Si las entidades o establecimientos permanentes que los satisfacen:

a) tributan exclusivamente en el País Vasco: en el mismo.

b) tributan conjuntamente: en la residencia habitual o domicilio fiscal de los que presenten la liquidación en representación del no residente.

2. Si corresponden a Entidades Públicas vascas: en territorio vasco.





	6. Rendimientos de explotaciones económicas.
	Territorio donde se realice la actividad.



	7. Prestaciones de servicios.
	Territorio donde se realicen o se utilicen.



	8. Rendimientos del trabajo:
	 



	a) Que provengan de una actividad personal
	Territorio donde se desarrolle la actividad



	b) Pensiones
	Territorio donde se ha desarrollado el empleo del que derivan.



	c) Retribuciones de administradores, miembros de Consejos de Administración, Juntas u órganos...
	
a) Cuando la entidad o establecimiento tribute exclusivamente en el País Vasco: en el mismo.

b) Cuando la entidad o establecimiento tribute conjuntamente en territorio común y foral: en las Administraciones correspondientes, según volumen de operaciones.





	9. Rendimientos de artistas y deportistas.
	Territorio donde se realice la actuación.



	10. Rendimientos de inmuebles.
	Territorio donde estén situados.



	11. Ganancias patrimoniales de bienes inmuebles.
	Territorio donde estén situados.



	12.Rentas imputadas a personas físicas titulares de bienes inmuebles urbanos situados en el P.V.
	Territorio donde estén situados.



	13. Ganancias patrimoniales de otros bienes muebles.
	Territorio donde estén situados o donde deban cumplirse o ejercitarse los derechos.



	14. Si la renta se pudiera entender obtenida simultáneamente en ambos territorios y el pagador es persona física.
	Domicilio fiscal del pagador.






Ejemplos:

1. Una empresa con domicilio fiscal en Alava satisface rendimientos del trabajo a un no residente por un trabajo prestado en territorio común.

En este caso, la renta se considera obtenida en territorio común, con arreglo a lo previsto en el artículo 22 del Concierto, por lo que la exacción corresponderá al Estado.

2. Un no residente percibe dividendos de una Sociedad con domicilio fiscal en Gipuzkoa, cuyo volumen de operaciones es inferior a 7 millones de euros.

La sociedad citada tributa exclusivamente a la Diputación Foral, por lo que la renta se considera obtenida en su totalidad en el País Vasco y, en consecuencia, corresponde la exacción del impuesto a la Diputación Foral de Gipuzkoa.



Junta Arbitral del Concierto Económico

a)	La Resolución de la JACE 15/2015, de 19 de octubre de 2015, analiza el caso de una persona no residente que percibe una pensión en España y considera que se entiende obtenida en el País Vasco, cuando se derive de un empleo prestado en territorio vasco.

b)	La Resolución de la JACE 19/2015, de 1 de diciembre de 2015, analiza el caso de una persona no residente que percibe una pensión en España y considera que se entiende obtenida en el País Vasco, dado que deriva de un trabajo prestado prácticamente de forma exclusiva en el País Vasco es la hacienda foral la competente para la aplicación del régimen de opción, así como para exigir las retenciones correspondientes.







Pagos a cuenta




Pagos a cuenta en el IRNR. Concierto Económico.


 A.  Rentas percibidas por establecimientos permanentes.

En el caso de establecimientos permanentes las reglas y los puntos de conexión de los pagos fraccionados, las retenciones y los ingresos a cuenta que se les hayan de practicar a los no residentes por las rentas que perciban coinciden con las establecidas con carácter general para los residentes sometidos al IRPF o al Impuesto sobre Sociedades.

B.  Rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente.

Cuando se trate de contribuyentes que operen sin establecimiento permanente, en las retenciones e ingresos a cuenta, se aplicarán las reglas siguientes:


	
a) En los supuestos de dividendos, intereses y otros rendimientos del capital mobiliario, ganancias patrimoniales derivadas de valores y en aquellos casos en los que la renta se pudiera entender obtenida simultáneamente en ambos territorios, se ingresará en las diferentes Administraciones en proporción al volumen de operaciones del obligado a retener, para lo cual se aplicarán las reglas contenidas en el Concierto en relación con el Impuesto sobre Sociedades. 

	
b) En el resto de los supuestos se aplicarán las normas establecidas para la exacción del IRNR en el artículo 22 del Concierto (Ver comentario relacionado), correspondiéndole la inspección a la Administración competente en virtud de lo establecido en el referido artículo del Concierto. 



Como consecuencia de la existencia de diferentes puntos de conexión en retenciones y tributación final, se pueden plantear casos en los que al presentar la declaración se solicite la devolución de retenciones que se han ingresado en otra Administración.

C.  Gravamen especial sobre los premios de determinadas loterías y apuestas.

Las retenciones correspondientes al Gravamen especial sobre los premios de determinadas loterías y apuestas realizadas a contribuyentes no residentes sin establecimiento permanente, se exigirán por la administración del Estado o Diputación Foral competente por razón del territorio según que el punto de venta donde se adquiera el décimo, fracción, o cupón de lotería o apuesta premiados se localice en territorio común o vasco.








Gestión e inspección del Impuesto cuando se graven rentas obtenidas mediante establecimiento permanente




Gestión e inspección del IRNR cuando se graven rentas obtenidas mediante establecimiento permanente. Concierto Económico.


 1.  Reglas de gestión de las rentas percibidas mediante establecimiento permanente.

En el caso de rentas obtenidas mediante establecimiento permanente si la tributación corresponde a la Administración del Estado y a las Diputaciones Forales, se aplicarán las reglas de gestión del Impuesto sobre Sociedades previstas en el artículo 18 del Concierto Económico, es decir, las reglas generales del Impuesto.

2.  Reglas de inspección de las rentas percibidas mediante establecimiento permanente.

En el caso de rentas obtenidas mediante establecimiento permanente, la inspección se realizará por la Administración competente (Administración del Estado o Diputaciones Forales), de acuerdo con las reglas previstas en el artículo 19 del Concierto Económico, es decir, las reglas generales del Impuesto sobre Sociedades.








Sección 4ª bis. Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito




Normativa aplicable y exacción del Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito


 1.  Competencia normativa.

El impuesto sobre los Depósitos en Entidades de Crédito es un impuesto concertado, cuya normativa se rige conforme a las reglas siguientes:


	
a.  Es un tributo que se rige por las mismas normas sustantivas y formales que se establezcan por el Estado.

	
b.  No obstante lo anterior, los Territorios Históricos podrán aprobar:
	
-  Tipos de gravamen, dentro de los límites y en las condiciones vigentes en territorio común.

	
-  Modelos de declaración e ingreso, que han de contener al menos los mismos datos que en territorio común.

	
-  Plazos de ingreso, que no diferirán sustancialmente de los establecidos en el Estado.







2.  Exacción del Impuesto y pagos a cuenta.

La exacción del impuesto y los pagos a cuenta corresponden a la administración competente (Administración del Estado o Diputaciones Forales) por razón del territorio donde se sitúe la sede central, sucursales u oficinas donde se mantengan los fondos de terceros.

No obstante, la exacción del impuesto derivada de fondos mantenidos mediante sistemas de comercialización no presenciales y de aquellos otros no susceptibles de territorialización se atribuirá a los Territorios Históricos del País Vasco en la proporción que les corresponda según su participación en los depósitos territorializados.








Sección 4ª ter. Impuesto sobre el Valor de la Producción de Energía Eléctrica




Normativa aplicable y exacción del Impuesto sobre el Valor de la Producción de Energía Eléctrica. Concierto Económico


 1.  Competencia normativa.

El impuesto sobre el Valor de la Producción de la Energía Eléctrica es un impuesto concertado que se rige por las mismas normas sustantivas y formales que se establezcan por el Estado.

No obstante, los Territorios Históricos podrán aprobar:


	
-  modelos de declaración e ingreso, que han de contener al menos los mismos datos que en territorio común. 

	
- plazos de ingreso, que no diferirán sustancialmente de los establecidos en el Estado. 



2.  Exacción del Impuesto, pagos a cuenta y devoluciones.

La exacción del impuesto y los pagos a cuenta corresponden a la administración a la administración competente  (Administración del Estado o Diputaciones Forales) por razón del territorio donde se sitúen las instalaciones de producción de energía eléctrica.

Las devoluciones se efectuarán por cada Administración en la cuantía que corresponda a cada una.








Sección 4ª quater. Impuesto sobre la Producción de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radioactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica e Impuesto sobre el Almacenamiento de Combustible Nuclear gastado y Residuos radioactivos en instalaciones centralizadas




Normativa aplicable y exacción del Impuesto sobre la Producción de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radiactivos Resultantes de la Generación de Energía Nucleoeléctrica e Impuesto sobre el Almacenamiento de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radiactivos en Instalaciones Centralizadas.


 1.  Competencia normativa.

Los impuestos a que se refiere este artículo son:


	
a.  El Impuesto sobre la Producción de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radiactivos Resultantes de la Generación de Energía Nucleoeléctrica.

	
b.  El Impuesto sobre el Almacenamiento de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radiactivos en Instalaciones Centralizadas



Ambos tributos son impuestos concertados que se rigen por las mismas normas sustantivas y formales que se establezcan por el Estado.

No obstante lo anterior, los Territorios Históricos podrán aprobar:


	
-  Modelos de declaración e ingreso, que han de contener al menos los mismos datos que en territorio común.

	
-  Plazos de ingreso, que no diferirán sustancialmente de los establecidos en el Estado.



2.  Exacción de los Impuestos y pagos a cuenta.

La exacción de estos impuestos y los pagos a cuenta corresponden a la administración competente (Administración del Estado o Diputaciones Forales) por razón del territorio donde, respectivamente, se sitúen:


	
a.  Las instalaciones donde se produzca el combustible nuclear gastado y los residuos radioactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica.

	
b.  Las instalaciones donde se almacene el combustible y los residuos.










Sección 4ª Quinquies. Impuesto sobre el valor de la Extracción de Gas, Petróleo y condensados




Normativa aplicable y exacción del Impuesto sobre el valor de la Extracción de Gas, Petróleo y condensados.


 1.  Competencia normativa.

Es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado.

No obstante, las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.

2.  Exacción del Impuesto, pagos a cuenta y devoluciones.

La exacción del Impuesto  y los pagos a cuenta corresponden a la Administración del Estado o a la Diputación Foral competente por razón del territorio en función del lugar donde se ubique el área incluida dentro del perímetro de referencia de la concesión de explotación del yacimiento a que se refiere el artículo 22 de la Ley 8/2015, de 21 de mayo.

En caso de que el área incluida dentro del perímetro señalado en el párrafo anterior se encuentre en territorio común y vasco, la exacción de impuesto se distribuirá proporcionalmente entre ambas administraciones.

 Las devoluciones que procedan serán efectuadas por las respectivas Administraciones en la cuantía que a cada una corresponda.








Sección 5ª. Impuesto sobre el Patrimonio

Normativa aplicable y punto de conexión




El Impuesto sobre el Patrimonio en el Concierto Económico: normativa aplicable y punto de conexión.


 La competencia normativa y de exacción de los Territorios Históricos en relación con el Impuesto sobre el Patrimonio de las Personas Físicas no tiene más límites, que los derivados de las normas generales contenidas en el propio Concierto (artículos 1 a 5 de la Ley 12/2002, del Concierto Económico), resultando aplicable a aquellos contribuyentes que estén sujetos a la normativa foral en el IRPF, con independencia del lugar donde estén situados los bienes o derechos que componen su patrimonio, es decir, que deberá aplicarse la normativa foral y efectuar el ingreso en los Territorios Históricos correspondientes cuando el sujeto pasivo tenga su residencia habitual en el País Vasco .

	 No obstante, deberá considerarse la especificidad existente en el caso de tributación conjunta del IRPF de los sujetos pasivos integrados en una unidad familiar que tuvieran su residencia habitual en territorios distintos, a que hace referencia el apartado Dos del artículo 6, en cuyo caso se aplicará la normativa y será competente la administración del territorio donde resida el miembro de la unidad familiar con mayor base liquidable en el IRPF (véase lo señalado a este respecto en el comentario relacionado).








Tributación de los residentes en el extranjero.


 A.  Normas generales.

En el caso de residentes en el extranjero que deban tributar en España se aplicará la normativa estatal, correspondiendo la exacción a las Diputaciones Forales cuando el mayor valor de los bienes y derechos radiquen en territorio vasco (antes del Concierto de 2002 se exigía que la totalidad de de los bienes y derechos radicasen en territorio vasco).

Se entiende que radican en territorio vasco cuando los bienes y derechos estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en dicho territorio. Sin embargo, no se clarifica qué normas de valoración (de territorio común o foral) se aplican, ya que éstas pueden ser diferentes en relación con determinados bienes o derechos.

[El Concierto no resuelve a qué Diputación Foral le corresponde la exacción del impuesto cuando los elementos patrimoniales radiquen en dos o tres de los Territorios Históricos del País Vasco, en cuyo caso habrá que acudir a las Normas Forales correspondientes, que otorgan la competencia al Territorio en el que radiquen los elementos patrimoniales de superior valor en relación con cada uno de los restantes Territorios Históricos.]


B.  No residentes con última residencia en el País Vasco.

Cuando el no residente hubiera tenido en el País Vasco su última residencia puede optar por tributar por obligación personal bien en territorio común o foral, con arreglo a su normativa común o foral respectiva.







Sección 6ª. Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

Puntos de conexión




Competencia normativa y para la exacción del I. sobre Sucesiones en el Concierto Económico.


 El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones es un tributo concertado de normativa autónoma sin que existan límites en relación con su regulación ya que este Impuesto no está sujeto a regla armonizadora específica alguna, ni siquiera dentro del ámbito del País Vasco, puesto que la Ley del Parlamento Vasco 3/1989, de 30 de mayo, de Armonización, Coordinación y Colaboración Fiscal, no contempla su armonización o coordinación. No obstante, existen los límites derivados de la normativa comunitaria, como por ejemplo la libertad de movimiento de capitales.

Dentro de la normativa foral se distingue entre la tributación por obligación personal, cuando el contribuyente tiene su residencia en España, y por obligación real, cuando el contribuyente resida en el extranjero.

A.  Obligación personal.

Se aplicará la normativa foral y la exacción corresponderá a la Diputación Foral correspondiente:

a)  En las adquisiciones «mortis causa» y cantidades percibidas por los beneficiarios de seguros sobre la vida para caso de fallecimiento, cuando el causante tenga su residencia habitual en el País Vasco a la fecha del devengo. En el caso de que el causante tuviese su residencia en el extranjero, cuando los contribuyentes tengan su residencia en el País Vasco.

No obstante, se aplicarán las normas de territorio común cuando el causante hubiera permanecido en territorio común un mayor número de días del período de los 5 años inmediatos anteriores, contados desde el devengo del impuesto, norma no aplicable a quienes hayan conservado la condición política de vascos con arreglo al artículo 7.2 del EAPV, es decir, para aquellos que residan en el extranjero y para sus descendientes, si éstos últimos así lo solicitan, siempre que:


	
-  hayan tenido como última vecindad administrativa en Euskadi, y


	
-  conserven la nacionalidad española.




En cuanto al concepto de residencia habitual, nos remitimos al comentario correspondiente.



	 Sentencias:
	
a)  La Sentencia del TSJ del País Vasco de 2 de noviembre de 2010, analiza un supuesto en el que se plantea la controversia sobre la residencia efectiva y prolongada durante 5 años y analiza los diferentes medios de prueba aportados al procedimiento (Ref. 297400/2010).

	
b)  La consulta de la AEAT 252/2006, de 27 de noviembre de 2006 y el informe del OCTE de 26 de junio de 2006, ponen de manifiesto que en el supuesto de herencia de un inmueble situado en el País Vasco, cuyo causante reside en el extranjero, resulta aplicable la normativa y la potestad exaccionadora del Estado, ya que el causante no tenía residencia en el País Vasco (FFG de enero/2007. Ref. 3953/2006).

	
c)  La Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 2ª, Sentencia 513/2022, de 3 de mayo, señala que a efectos de determinación de la administración competente para la liquidación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones  la "ausencia temporal" de la residencia habitual (para cursar estudios, en el caso analizado) se computará para determinar el mayor número de días de permanencia en el territorio de una Comunidad Autónoma, como magnitudes temporales diferenciadas.





	 Resoluciones del TEAF.
	
a)  El OJA de Alava en su Resolución econ.-adva. de 13 de diciembre de 2002, sobre la normativa aplicable en el caso de que no se haya residido en el País Vasco en los cinco años precedentes, considera que en estos supuestos la administración competente para liquidar es la del domicilio y la normativa aplicable es la de territorio común.

	
b)  El OJA de Alava en su Resolución econ.-adva. de 2 de febrero de 2007, sobre la normativa aplicable en el caso de que no se haya residido en el País Vasco en los cinco años precedentes, considera que ni la mera adquisición de vivienda ni el empadronamiento de uno de los esposos acredita el lugar de la residencia (Ref. 200012/2007).

	
c)  El TEAF de Gipuzkoa, en su Resolución de 29 de abril de 2010, analiza los elementos de prueba (declaraciones del IRPF, empadronamiento, facturas, etc.) considerados para determinar la permanencia, durante 5 años, de la residencia (Ref. 129398/2010).





	 Consultas.
	
a)  El OCTE en un informe de 25 de enero de 2006 sobre el término "normativa de territorio común", contenida en el Concierto Económico en relación con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, considera que si el causante o donatario hubiera adquirido la residencia en el País Vasco con menos de 5 años de antelación, resultará de aplicación la normativa del territorio desde el que se hubiera trasladado anteriormente, en este caso, la normativa de la Comunidad Foral Navarra.

	
b)  La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 26 de enero de 2006 reproduce el criterio mantenido en el informe del OCTE de 25-1-2006 (Ref. 3684/2006).

	
c)  La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 29 de julio de 2003 a una consulta sobre la competencia para la exacción del impuesto en el caso de renuncia pura y simple de un heredero a favor de otra persona determinada, considera que el impuesto será exigido al renunciante por la existencia de una donación, siendo competente la administración del territorio de la residencia habitual del donatario (Ref. 3393/2003).

	
d)  La consulta vinculante de la AEAT V0010-12, de 11 de enero de 2012, analiza el lugar de exacción del impuesto en el caso de un traslado de residencia (Ref. 62/2012).

	
e)  La consulta vinculante de la AEAT V0378-14, de 1 de febrero de 2014, considera que en el caso de que el fallecimiento se haya producido en territorio común, donde residía el causante en el último año de su vida, si bien en los cuatro años anteriores residía en territorio foral, el competente para exigir el impuesto es la Administración de la Comunidad Autónoma corrrespondiente (Ref. 417/2014).









b)  En las donaciones de bienes inmuebles y derechos sobre los mismos, cuando éstos bienes radiquen en territorio vasco. Si los bienes inmuebles radican en el extranjero, cuando el donatario tenga su residencia habitual en el País Vasco a la fecha del devengo.

A efectos de lo previsto en esta letra, tendrán la consideración de donaciones de bienes inmuebles las transmisiones a título gratuito de los valores a que se refiere el artículo 314 del Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores.

	 Resoluciones del TEAF.La Resolución del TEAF de Bizkaia de 27 de septiembre de 2012, analiza un supuesto en el que bajo la figura de un pacto sucesorio, se ampara una donación, estableciendo la administración competente para la exacción del impuesto (Ref. 196264/2012).




c)  En las donaciones de los demás bienes y derechos, cuando el donatario tenga su residencia habitual en el País Vasco a la fecha del devengo.

No obstante, se aplicarán las normas de territorio común cuando el causante hubiera permanecido en territorio común un mayor número de días del período de los 5 años inmediatos anteriores, contados desde el devengo del impuesto, norma no aplicable a quienes hayan conservado la condición política de vascos con arreglo al artículo 7.2 del EAPV, es decir, para aquellos que residan en el extranjero y para sus descendientes, si éstos últimos así lo solicitan, siempre que:


	
-  hayan tenido como última vecindad administrativa en Euskadi, y


	
-  conserven la nacionalidad española.





	
–  La consulta de la AEAT de 3 de abril de 2013, considera que en las donaciones dinerarias o de bienes muebles deberá atenderse a la residencia habitual del donatario (Ref. 1302/2013).

	
–  La consulta vinculante V2685-13, de 9 de septiembre de 2013 de la Subdirección General de Impuestos Patrimoniales, analiza un caso de donación dineraria y la competencia normativa y recaudatoria (Ref. 3142/2013).

	
–  La contestación de la Hacienda Foral de Bizkaia de 5 de agosto de 2014, en relación a una donación de bienes muebles, considera que a los efectos de determinar la residencia habitual, el computo de la permanencia de los 183 días del año, ha de referirse no al año natural, sino por referencia a los 365 días anteriores al del devengo del impuesto (Ref. 2480/2014).



B.  Obligación real

Se aplicará la normativa foral y la exacción corresponderá a la Diputación Foral correspondiente en el supuesto en el que el contribuyente tuviera su residencia en el extranjero, cuando el mayor valor de los bienes o derechos radique en territorio vasco, así como por la percepción de cantidades derivadas de contratos de seguros sobre la vida, cuando el contrato haya sido realizado con entidades aseguradoras residentes en el territorio vasco, o se hayan celebrado en el País Vasco con entidades extranjeras que operen en él.

A efectos de esta letra se entenderá que radican en territorio vasco los bienes y derechos que estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en dicho territorio.


	 Junta Arbitral del Concierto Económico.La Resolución 6/2015, de 4 de mayo de 2015, de la Junta Arbitral considera que le resulta aplicable la normativa foral vizcaína y la competencia para su exacción a la adquisición, bien por herencia o bien por donación, por un hijo residente en Estado Unidos, exclusivamente de participaciones en una sociedad con domicilio fiscal y social en Bizkaia, que le transmite una residente en Bizkaia.



	 Resolución del TEAF.El Tribunal Económico Administrativo Foral de Gipuzkoa, con fecha 28 de julio de 2005 dictó resolución en la que, tras excluir la aplicación del Convenio de Doble Imposición con la República Argentina, determina la competencia foral para la exacción del impuesto, al tratarse de una donación llevada a cabo por personas residentes en el extranjero respecto de bienes sitos en su integridad en el Territorio Histórico de Gipuzkoa.



	 Consulta.La AEAT en consulta 252/2006, de 27 de noviembre de 2006, analiza el supuesto de una fallecida residente en Francia, cuyo conyuge y descendiente residen en el País Vasco, donde se encuentra un local adquirido a título ganancial.



	 Comentarios doctrinales.“El Concierto Económico: tributación por el ISYD de no residentes” (Begoña Segovia Zabaleta). Forum Fiscal  nº 281 de diciembre de 2021.











Supuestos especiales.


 Dentro del propio Concierto se contemplan dos situaciones en las que resulta conveniente clarificar el punto de conexión:

A.  Donaciones de las que resulte la tributación en varias administraciones.

Cuando en un documento se donen por un mismo donante a un mismo donatario, bienes o derechos y el rendimiento se entienda producido, aplicando las reglas generales, en varios territorios, al valor de lo donado cuyo rendimiento se atribuye a cada territorio, se aplicará el tipo medio que, según sus normas, correspondería al valor de la totalidad de lo transmitido.


Ejemplo.

Don Esteban Calles con residencia habitual en Marbella otorga escritura pública donando a su hija Doña María Calles, con residencia habitual en Madrid un inmueble radicado en San Sebastián, valorado en 200.000 euros, donándole en la misma escritura 3 cuadros que tenía en dicho inmueble, valorados en 90.000 euros.

En relación con el inmueble corresponde a la Diputación Foral de Gipuzkoa la exacción del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones al radicar el inmueble en dicho territorio, mientras que en relación con los 3 cuadros la exacción corresponde a la Comunidad Autónoma de Madrid, puesto que la residencia habitual del donatario esta situada en territorio común.

La tributación sería la siguiente:

Tributación en la Diputación Foral de Gipuzkoa:










	- Inmueble
	200.000 euros



	- Cuadros
	90.000 euros



	- Total
	290.000 euros



	Hecho imponible: exento
	




	- Tipo medio
	0



	- A ingresar
	0





[Tributación en la Comunidad Autónoma de Madrid:]









	- Inmueble
	200.000 euros



	- Cuadros
	90.000 euro



	- Total
	290.000 euros



	Hecho imponible: sujeto
	




	- Tipo medio
	18,25%



	- A ingresar
	16.425 euros.





B.  Acumulación de donaciones.

Cuando proceda acumular donaciones, al valor de los bienes y derechos actualmente transmitidos se le aplicará el tipo medio que correspondería aplicar al valor de la totalidad de los acumulados.







Sección 7ª. Impuesto sobre el Valor Añadido




Normativa aplicable.


 El Impuesto sobre el Valor Añadido es un impuesto concertado de normativa autónoma que se regirá por iguales normas sustantivas y formales que las establecidas por el Estado.

No obstante, las Diputaciones Forales podrán:


	
- aprobar modelos de declaración e ingreso propios, que en el caso del IVA deberán contener, al menos, los mismos datos que los establecidos por la Administración del Estado. 

	
- señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado. 



◆ La Sentencia del Tribunal Supremo de 31 de mayo de 2016, confirmando una Resolución de la Junta Arbitral, señala en relación con la competencia para contestar consultas vinculantes en materia de IVA, que en un marco de competencias exclusivas y excluyentes solamente puede ser competente para emitir un pronunciamiento vinculante en relación con consultas formuladas, aquella administración a quien le corresponda la exacción del impuesto.








Exacción del IVA




Exacción del IVA.


 La determinación de la o las administraciones a que corresponde la exacción del IVA sigue unas reglas prácticamente iguales a las establecidas en relación con el Impuesto sobre Sociedades en el artículo 15 del Concierto (véase Ver comentario relacionado), pero su cuantificación no tiene porqué coincidir siempre por la existencia de las reglas especiales que se señalarán a continuación. En todo caso, se deberá tener en cuenta el lugar del domicilio fiscal, si la cuantía total del volumen de operaciones del año anterior excedió o no los 10 millones de euros y si se operó exclusivamente en un territorio o no.

a.  Sujetos pasivos que operan exclusivamente en un territorio.

Estos sujetos tributarán únicamente a la Administración correspondiente, salvo que se encuentren en el caso del apartado b) siguiente.

b.  Sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones no hubiere excedido 10 millones de euros.

Cuando el volumen total de operaciones en el año anterior no hubiere excedido los 10 millones de euros, se tributará a la Administración en cuyo territorio esté situado su domicilio fiscal, cualquiera que sea el lugar donde efectúe sus operaciones.

c.  Sujetos pasivos cuyo volumen de negocios hubiere superado los 10 millones de euros.

Cuando el volumen total de operaciones en el año anterior hubiere excedido los 10 millones de euros y opere en ambos territorios (territorio común y vasco), tributará a ambas administraciones en proporción al volumen de operaciones.

Hay que tener en cuenta que la cifra del volumen de operaciones de 10 millones de euros se aplica a los períodos impositivos iniciados a partir del 30 de diciembre de 2017 (DT Primera tras redacción dada por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre). En el período 2008-2017, el importe aplicable fue de 7 millones de euros.







La exacción del IVA en el Concierto Económico. Delimitación de conceptos


 Deberán tenerse en cuenta los conceptos y situaciones siguientes:

A.  Determinación del domicilio fiscal.

Para la determinación del domicilio fiscal, hay que acudir a lo previsto en el artículo 43 (ver comentario relacionado) del Concierto que considera como tal, en el caso de personas físicas, el territorio de la residencia habitual y, en el caso de personas jurídicas, el territorio en el que tengan su domicilio social, siempre que en el mismo esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios.

El Concierto de 2002 determina el domicilio fiscal de las sociedades civiles y los entes sin personalidad jurídica en el artículo 43.Cuatro.d).

En materia de cambio de domicilio fiscal, véase lo señalado en el comentario relacionado.


	
-  La Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de febrero de 2010 y de 30 de marzo de 2011, confirman la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 1/2008, de 24 de noviembre de 2008, sobre determinación del domicilio fiscal, analizando diferentes criterios que han de considerarse para la determinación del domicilio fiscal en un supuesto de gestión administrativa subcontratada.

	
- Las Sentencias del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 2010, de 16 de junio de 2010 y de 30 de marzo de 2011, confirman las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico 4/2009, de 6 de marzo de 2009, 2/2009, de 28 de enero de 2009 y 11/2009, de 19 de junio, utilizan la misma argumentación que la referida Sentencia de 4 de febrero de 2010. Efectúan una valoración probatoria de los elementos fácticos para determinar donde está ubicada la gestión administrativa y la efectiva dirección de los negocios, analizando escrituras, comunicaciones, recursos, contratos, domicilio de los miembros del Consejo de Administración y administradores y apoderados.

	
-  Las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 14 de julio de 2008 y de 3 de noviembre de 2008, señalan que el cambio de domicilio no puede utilizarse como fundamento de denegación de devoluciones 

	
- Las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico 8/2015 y 12/2015, de 19 de junio de 2015, consideran que el domicilio fiscal es único, sin que su realidad y efectividad se supedite a su comunicación formal a la administración o administraciones interesadas.

	
-  El OCTE en su informe de 7 de octubre de 2008, manifiesta que el incumplimiento de la obligación de presentar en plazo la declaración censal no acarrea la ineficacia del cambio de domicilio fiscal.



B.  Volumen de operaciones.

Hay que distinguir el volumen total de operaciones en el año anterior que se utiliza para determinar si se supera o no el importe de los 10 millones de euros, del volumen de operaciones realizadas en el año natural (art. 28 del Concierto) en cada territorio que se utiliza en el caso de tributación en varias administraciones, para determinar la proporción correspondiente a cada administración, a diferencia de lo que ocurre en el Impuesto sobre Sociedades en el que se tienen en cuenta las operaciones realizadas en el ejercicio.

Para el cálculo del volumen total de operaciones, hay que tener en cuenta:


	
- Que sólo se incluyen las contraprestaciones derivadas de operaciones realizadas en el ejercicio de actividades empresariales o profesionales habituales u ocasionales. 

	
- Que hay que excluir el IVA y el recargo de equivalencia. 

	
- Que únicamente han de considerarse las operaciones calificadas como entregas de bienes o prestaciones de servicios en la normativa del IVA. 




[Consultas.

a) La AEAT en contestación a la consulta 232/2003, de 31 de julio de 2003, manifiesta que el concepto de volumen de operaciones es el que está previsto en el Concierto Económico, sin que sea utilizable el contemplado en el artículo 121 de la Ley del IVA.

b) El OCTE en su informe de 5 de febrero de 2008, considera que la aportación de derechos a una UTE debe computarse también dentro del volumen de operaciones de la entidad por el importe del valor de mercado de los derechos aportados.]



En cuanto al concepto de contraprestación por entrega de bienes o prestaciones de servicios, para su determinación habrá que acudir a lo previsto en la normativa del IVA (art. 78). Por otro lado, la Diputación Foral de Bizkaia ha dictado la Instrucción 7/2005, de 23 de marzo , de la que se deriva que las contraprestaciones han de proceder de:


	
a. De la entrega de bienes y prestaciones de servicios, habituales u ocasionales, sujetas o no al IVA, aunque estén exentas en el IVA, debiendo computarse también las enajenaciones de elementos del inmovilizado.En éstas debe computarse el importe de la venta y no el resultado obtenido en las mismas, no computándose, en ningún caso, las adquisiciones intracomunitarias. 



	
b. Del importe de los pagos anticipados. 

	
c. De las subvenciones vinculadas al precio de las entregas de bienes y prestaciones de servicios. Por lo tanto, no se incluyen las subvenciones por creación de empleo. 

	
d. No se computarán las operaciones que, de conformidad con el Concierto, deban entenderse realizadas en el extranjero. 




	 ◆ La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 14 de diciembre de 2016, considera que hay que atender al ejercicio en que se produce la obtención por el sujeto pasivo del “importe de la contraprestación” derivada de las entregas de bienes realizadas, lo cual supone incluir en el volumen de operaciones del ejercicio la cantidad percibida anticipadamente con ocasión de la firma del contrato privado de compraventa.

	 ◆ En virtud de Auto de fecha 7 de junio de 2017 el Tribunal Supremo admitió a trámite Recurso de Casación contra Sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco considerando que la cuestión que presenta interés casacional es la de determinar si  para calcular el volumen total de operaciones realizadas durante el ejercicio, conforme a lo previsto en los artículos 14.Dos y 27.Dos del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, aprobado por Ley 12/2002, de 23 de mayo, los pagos anticipados previos a la entrega del bien transmitido se deben computar en el ejercicio de percepción o en el ejercicio de entrega del bien.

	 ◆ Los importes obtenidos en el ejercicio por el sujeto pasivo que no deriven de entregas de bienes o prestaciones de servicios no forman parte del concepto de volumen de operaciones. En caso de pagos anticipados si formarán parte del volumen de operaciones del ejercicio si derivan de entregas de bienes. Resolución de la Junta Arbitral 9/2018, de 28 de junio. 



C.  Límite de 10 millones de euros. Delimitación.

La cifra de 10 millones de euros es aplicable a los períodos impositivos iniciados desde el 30 de diciembre de 2017.

Hasta entonces era de aplicación la cifra de 7 millones de euros vigente desde 1-1-2008, que sustituyó a la vigente en el período 2002-2007 de 6 millones de euros y ésta sustituyó a la anteriormente vigente que ascendía a 500 millones de pesetas por la modificación del Concierto Económico aprobada por la Ley 38/1997, cuya entrada en vigor se produjo el 1 de septiembre de 1997.

D.  Tributación ante varias Administraciones.

En el caso de que haya que tributar ante varias Diputaciones Forales del País Vasco, existe la posibilidad de centralizar el cumplimiento de las obligaciones fiscales en una Diputación Foral (véase el comentario relacionado).

Respecto de la eficacia del pago ante distintas administraciones tributarias, véanse los comentarios al artículo 12, así como la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 6 de julio de 2009 que resalta la independencia de recaudación y gestión entre las haciendas territoriales de España.

E.  Cómputo de los 10 millones de euros e inicio de la actividad.

En el caso de que se trate del primer año de actividad, deberán tenerse en cuenta, para el cómputo de la cifra de 10 millones de euros, las reglas siguientes:


	
- El volumen de operaciones será el correspondiente al año de inicio de la actividad. 

	
- En el supuesto de que el ejercicio de inicio sea inferior a un año, las operaciones que se realicen entre la fecha de inicio y el 31 de diciembre de ese año, se elevarán al año. 

	
- Hasta que se conozca el volumen y lugar de realización de las operaciones, se tendrán en cuenta las que el sujeto pasivo prevea realizar en ese año. 



Como consecuencia de estas reglas en el supuesto de inicio de actividad, una vez finalizado el año, se deberá tributar con arreglo a las circunstancias de volumen y lugar de realización de operaciones reales de dicho año.

Junta Arbitral del Concierto Económico.

La Resolución de la Junta Arbitral 9/2009, de 3 de abril de 2009, analiza la prueba de la fecha del inicio de actividad.

Tribunal Supremo

La Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de diciembre de 2015, analiza un supuesto  sobre la determinación de la administración competente para devolver el IVA soportado antes del inicio de la actividad, con independencia del posterior traslado del domicilio fiscal a territorio foral.






Esquema de delimitación de competencias en el IVA.


 De lo expuesto resultan los cuadros siguientes:

TRIBUTACION DE LOS SUJETOS PASIVOS CON VOLUMEN DE OPERACIONES EN EL AÑO ANTERIOR IGUAL O INFERIOR A 10 MILLONES DE EUROS










	Lugar operaciones
	Domicilio Fiscal
	Normativa Aplicable
	Tributación
	Inspección




	

	Fuera País Vasco
	Territorio Común o Navarra
	Administración del Estado o Comunidad Foral de Navarra
	Inspección de los Tributos del Estado o Navarra



	IRRELEVANTE
	Alava
	Foral de Alava
	DF de Alava
	Inspección Tributos DF de Alava



	

	Bizkaia
	Foral de Bizkaia
	DF de Bizkaia
	Inspección Tributos DF de Bizkaia



	

	Gipuzkoa
	Foral de Gipuzkoa
	DF de Gipuzkoa
	Inspección Tributos DF de Gipuzkoa





TRIBUTACION DE LOS SUJETOS PASIVOS CON VOLUMEN DE OPERACIONES EN EL AÑO ANTERIOR SUPERIOR A 10 MILLONES DE EUROS










	Lugar operaciones
	Domicilio Fiscal
	Normativa Aplicable
	Tributación
	Inspección




	Opera exclusivamente en el País Vasco
	Fuera del P. Vasco
	Normativas de los Territorios donde se hayan efectuado las operaciones.
	A cada Diputación Foral en proporción al Volumen de Operaciones efectuado en su territorio.
	Inspección Tributos Diputaciones Forales



	Alava
	Inspección Tributos DF de Alava 



	Bizkaia
	Inspección Tributos DF de Bizkaia 



	Gipuzkoa
	Inspección Tributos DF de Gipuzkoa 



	Opera en el País Vasco y en Territorio Común o Navarra
	Fuera del P. Vasco
	Normativas de los Territorios donde se hayan efectuado las operaciones.
	A la Administración del Estado y a cada Diputación Foral en proporción al volumen de operaciones efectuado en cada territorio.
	Inspección Tributos del Estado o Navarra  (1) 




	Alava
	Inspección Tributos DF Alava  (2) 




	Bizkaia
	Inspección Tributos DF Bizkaia  (3) 




	Gipuzkoa
	Inspección Tributos DF Gipuzkoa  (4) 




	Opera exclusivamente en territorio Común o Navarra
	Irrelevante
	Normativa del Estado o de Navarra.
	Administración del Estado o Comunidad Foral de Navarra.
	Inspección Tributos del Estado o de Navarra










	 (1) 

	En el caso de que el sujeto pasivo realice en territorio vasco el 75 por 100 o más de sus operaciones, será competente la Inspección de las Diputaciones Forales, sin perjuicio de la colaboración con la Administración del Estado


	 Ver Texto 




	 (2) 

	En el caso de que el sujeto pasivo realice en territorio común el 75 por 100 o más de sus operaciones, será competente la Inspección de los Tributos del Estado, sin perjuicio de la colaboración de las Diputaciones Forales.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	En el caso de que el sujeto pasivo realice en territorio común el 75 por 100 o más de sus operaciones, será competente la Inspección de los Tributos del Estado, sin perjuicio de la colaboración de las Diputaciones Forales.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	En el caso de que el sujeto pasivo realice en territorio común el 75 por 100 o más de sus operaciones, será competente la Inspección de los Tributos del Estado, sin perjuicio de la colaboración de las Diputaciones Forales.


	 Ver Texto 








Exacción de las operaciones intracomunitarias.


 Las adquisiciones intracomunitarias se regulan en el Concierto dado que constituyen un hecho imponible del impuesto y es necesario imputar su exacción a una u otra administración. Sin embargo, las adquisiciones intracomunitarias no afectan para nada al porcentaje del volumen de operaciones imputable a cada territorio, puesto que el mismo se calcula, como se señalará en el artículo 28 del Concierto, en virtud de las entregas de bienes y las prestaciones de servicios realizadas en uno u otro territorio, si bien es cierto que existen reglas especiales.


	 La Resolución de la Junta Arbitral 13/2009, de 19 de junio de 2009, aborda el tema de la localización de las operaciones interiores, resaltando la carencia de trascendencia de la localización de las adquisiciones intracomunitarias.

	 Véase también la sentencia del TS de 13-04-2011, relativa al conflicto de competencias entre la Administración del Estado y la Diputación Foral de Álava para la exacción del IVA por las operaciones interiores de entrega de vehículos MG y Rover comercializados en España. Caso Rover.



En consecuencia, se puede distinguir:

a.  Regla general.

Supone que dentro de la liquidación del IVA ha de incluirse la tributación de las adquisiciones intracomunitarias y por ello:


	
i. Sujeto pasivo que tributa exclusivamente a una administración. Es esa administración la competente para la exacción del tributo por la adquisición intracomunitaria. 



	
ii. Si el sujeto pasivo tributa conjuntamente a ambas administraciones. La competencia será de ambas administraciones y en la misma proporción que resulta de aplicar las normas generales (entregas de bienes y prestaciones de servicios). 



	
iii. En los transportes intracomunitarios de bienes, los servicios accesorios y los de mediación. Si el destinatario hubiese comunicado al prestador de los servicios un número de identificación atribuido en España a efectos del IVA, tributará el prestador del transporte aplicando las dos reglas generales anteriores. En otro caso, se aplica la regla especial prevista para el transporte, tributando en el domicilio fiscal del prestador del servicio, es decir, del lugar del inicio del transporte. 


Ejemplo. 

La sociedad Sella S.A. con domicilio fiscal en Vitoria e instalaciones en Madrid, tributa conjuntamente en territorio vasco (35%) y territorio común (65%), habiendo repercutido un IVA por importe de 45.000 euros y soportado un IVA por importe de 38.000 ptas, incluido el correspondiente a las adquisiciones intracomunitarias realizadas. Esta sociedad realiza la adquisición de una prensa en Alemania por importe de 90.000 euros para situarla en su centro de trabajo de Madrid. 

La tributación deberá efectuarse de la manera siguiente: 

IVA repercutido..........................................450.000 euros 

IVA adquisición intracomunitaria................144.000 

Cuota devengada.........................................594.000 

IVA soportado a deducir..............................380.000 

Cuota a ingresar..........................................214.000 

D.F. Alava: 35%...............................74.900 

Administración del Estado: 65%.......139.100 







b.  Reglas especiales.


	
i. Será competente para la exacción del impuesto la administración correspondiente al domicilio fiscal del sujeto pasivo, en las operaciones siguientes: 
	
- Las entregas realizadas por explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras y armadores de buques de pesca de productos naturales no sometidos a procesos de transformación que procedan directamente de sus cultivos, explotaciones o capturas. 


	
- Los servicios de transporte, incluso los de mudanza, remolque y grúa. 


	
- Los arrendamientos de medios de transporte. 

	
- Las adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas al Impuesto por opción o por haberse superado el límite cuantitativo establecido, efectuadas por sujetos pasivos que realicen exclusivamente operaciones que no originan derecho a deducción total o parcial de aquél, o por personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales. 


	
- Las adquisiciones intracomunitarias de bienes en régimen simplificado, régimen especial de agricultura, ganadería y pesca y régimen de recargo de equivalencia. 
[Consulta. 

a) El OCTE en su informe de 15 de octubre de 2007, no considera como servicios de arrendamiento de medios de transporte al alquiler de maquinaria auxiliar para la construcción, señalando que para definir los medios de transporte hay que acudir a lo dispuesto en la Nomenclatura Arancelaria.]



b) La AEAT en su consulta 261/2007 y el OCTE en su informe a la consulta vinculante de 18 de octubre de 2007, consideran que, aunque la entidad esté en volumen de operaciones, si se prestan servicios de arrendamiento de medios de transporte, dichas operaciones deberán atribuirse al territorio del domicilio fiscal.

c) La AEAT en su consulta 270/2008 (referida a Navarra), considera que si determinadas actividades (almacenamiento, depósito...) se prestan de forma autónoma, sin referencia alguna a las prestación de un servicio de transporte, podrían desligarse del punto de conexión relativo al domicilio fiscal.







	
ii. Las adquisiciones intracomunitarias de medios de transporte nuevos efectuadas por particulares o por personas o entidades cuyas operaciones estén totalmente exentas o no sujetas al IVA, corresponderá a la administración del territorio en el que aquellos se matriculen definitivamente. 

	
iii. La exacción del Impuesto correspondiente al régimen especial aplicable a los servicios prestados por empresarios o profesionales establecidos en la Comunidad, pero no en el Estado miembro de consumo, a destinatarios que no tengan la condición de empresarios o profesionales actuando como tales, a las ventas a distancia intracomunitarias de bienes y a determinadas entregas interiores de bienes facilitadas a través de una interfaz digital y al régimen especial aplicable a las ventas a distancia de bienes importados de países o territorios terceros, caracterizados por la tributación en destino e instrumentalizados mediante el mecanismo de ventanilla única, cuando España sea el Estado miembro de identificación, corresponderá a la Administración del Estado o a la Diputación Foral que ostente la competencia inspectora sobre los empresarios o profesionales establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto que hayan optado por la aplicación de dichos regímenes. En caso de designación de intermediario, la exacción corresponderá a la Administración con competencia inspectora sobre el mismo.

Resolución de la Junta Arbitral de Navarra

En su Resolución de fecha 8 de octubre de 2020, conflicto: 131/2019, la Junta Arbitral de Navarra analiza la competencia para la exacción y devolución del IVA en las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas por personas o entidades no establecidas en el territorio de aplicación del impuesto.











Lugar de realización de las operaciones




Lugar de realización de las operaciones en el IVA según el Concierto Económico 


 Para determinar el volumen de operaciones realizado en uno u otro territorio hay que considerar únicamente las operaciones sujetas al IVA (excluidas las exentas sin derecho a deducción), exigencia que no se establece en relación con el Impuesto sobre Sociedades.

Además hay que distinguir este volumen de operaciones del año natural, del volumen total de operaciones en el año anterior, a que se ha hecho referencia anteriormente.

Hechas las anteriores precisiones, para determinar cuándo un sujeto pasivo opera en un territorio, han de considerarse las siguientes reglas:

A.  Entregas de bienes.

Con las matizaciones expresadas anteriormente en relación con las operaciones sujetas, la redacción referente al IVA es exactamente igual a su correlativa en el Impuesto sobre Sociedades (artículo 16.A), salvo la existencia de una regla específica para las ventas a distancia. Por ello, servirá en el IVA el mismo criterio de localización territorial de las operaciones que el utilizado en el Impuesto sobre Sociedades.

Se entienden realizadas las entregas de bienes muebles corporales en un territorio, cuando desde el mismo se realice la puesta a disposición del adquirente. Si los bienes han de ser objeto de transporte para ser puestos a disposición del adquirente, habrá que atender al lugar en que se encuentran los bienes al tiempo de iniciarse la expedición o el transporte.


Doctrina y jurisprudencia


	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2019, referida igualmente a Navarra pero también trasladable al Concierto, confirma la Resolución dictada por la Junta Arbitral del Convenio Económico de 12 de diciembre de 2017, en la que se analiza el punto de conexión aplicable a las entregas de cerdos llevadas a cabo por una entidad comercializadora.En la Resolución confirmada por el Tribunal Supremo, frente a la opinión mantenida por la AEAT de que todas las entregas debían entenderse realizadas en Navarra, por ser el territorio navarro el único territorio en el que dicha entidad cuenta con los medios personales y materiales necesarios para llevar a cabo su actividad comercializadora, se establece que:


	 -	Las entregas interiores (es decir, las ventas de cerdos adquiridos en territorio navarro y en territorio común con destino a operadores y mataderos sitos en España) deben entenderse realizadas en el lugar desde el que se realizó la puesta a disposición del adquirente, considerando como tal el lugar de ubicación del matadero, designado por el adquirente.

	 -	Las entregas intracomunitarias (es decir, las ventas de cerdos adquiridos en España con destino a operadores y mataderos sitos en otros países de la Unión Europea) deben entenderse realizadas en el lugar en el que se encontraban los cerdos al tiempo de iniciarse su transporte.





	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de febrero de 2016, en relación con una Resolución de la Junta Arbitral del Convenio Económico con Navarra, referida a la comercialización del gas, considera que la transmisión de la propiedad del gas se entiende producida en el momento en que éste tiene entrada en las instalaciones del comprador, de manera que las ventas realizadas desde las acometidas de clientes sitas en un territorio, deben considerarse como operaciones realilzadas en dicho territorio y la puesta a disposición de los consumidores se hace en el lugar en el que está sito el contador.

	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de junio de 2015, referida a Navarra aunque perfectamente trasladable al Concierto, considera que una vez asentado el régimen de libre competencia en el sector de la energía eléctrica, en la actividad de comercialización la puesta a disposición de los consumidores, se hace en el lugar donde esté sito el contador, mientras que las actividades de transporte y distribución constituyen operaciones independientes, no estando en estos casos ante entregas de bienes, sino ante prestaciones de servicios de transporte.

	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de noviembre de 2014, que confirma una Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico considera en relación con la operación de suministro de energía eléctrica por las empresas distribuidoras a los clientes de tarifa integral, que es artificioso desglosar la entrega de energía de su transporte por la red de distribución  y que es la entrega la que reviste carácter predominante desde el punto de vista del cliente. Además , señala que los ingresos derivados del suministro deben localizarse en función del territorio en que se realiza el último proceso de transformación, esto es, el del lugar donde esté situado el punto de suministro, al ser ahí donde la energía se convierte a la tensión que requiere el cliente.

	
• El Tribunal Supremo en su sentencia de 13 de abril de 2011, que anula la Resolución de la Junta Arbitral 13/2009, de 19 de junio de 2009, considera que el artículo 28 del Concierto Económico no se refiere al lugar donde se hallen los bienes en el momento de la entrega, sino el lugar desde el que se realiza la puesta a disposición. Además, considera que en el caso de bienes muebles corporales que deban ser objeto de expedición o transporte, la regla especial contenida en el Concierto ha de interpretarse que se integra en la regla general que es la puesta a disposición del adquirente.

	
• La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 7/2017, de 12 de mayo,  considera que en el caso de operaciones de emisión de tarjetas de pago de combustible se  producen entregas de bienes y no prestaciones de servicios porque al emitir dichas tarjetas no se instrumenta una operación financiera sino que las mismas constituyen un medio de pago de las entregas de bienes del carburante.

	
• La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 10/2017, de 21 de junio, analiza el supuesto de una empresa dedicada a la fabricación de equipos, componentes y repuestos de coches con factorías en Alava y Zaragoza y entienden realizadas las operaciones en territorio vasco por ser ahí donde se realiza la puesta a disposición de las mercancías a los clientes.

	
• La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 13/2017, de 15 de noviembre, analiza el lugar donde deben entenderse realizadas las operaciones consistentes en la salida de material de combustible  desde depósitos fiscales utilizando tarjetas de crédito y, apoyándose en la Sentencia 209/2017, de 31 de enero, dictada por el Tribunal Supremo, relativa a ventas de carburante utilizando servicios logísticos de un tercero, entiende que las mismas se han realizado en Bizkaia.

	
• La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 4/2018 de 9 de abril, da solución a la controversia suscitada por la calificación como primera o segunda entrega de la compraventa de viviendas y plazas de garaje a efectos de la proporción del volumen de operaciones atribuido a Gipuzkoa. Entiende la Junta que en el supuesto se está ante dos negocios jurídicos suscritos en un mismo acto: compraventa del edificio en construcción y de los terrenos sobre los que se asienta, gravada al tipo general, y una promoción delegada por la que se encomienda a la vendedora la realización de las obras pendientes para concluir la edificación. Señala así que la empresa adquirente de la edificación sin terminar es la promotora y realiza una primera entrega cuando las vende a los compradores finales, debiendo computarse en la proporción del volumen de operaciones.

	
• La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 2/2018, de 26 de marzo, analiza un supuesto en el que a diferencia de lo que ocurría con los vehículos en el caso ROVER, el lugar en el que se depositan las mercancías se considera in elemento muy relevante para su comercialización, ya que influye decisivamente en los costes de transporte y en otras variables, no siendo relevante que en dicho territorio no se disponga de centros de trabajo o de locales propios. 

	
• En Resolución 27/2022, de 26 de julio, analiza la Junta la localización de operaciones a efectos del IVA, IS e IRNR sin EP en el caso de fabricación, embotellado, distribución y comercialización de sus productos en España.

	
• La consulta aprobada por la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa del Concierto Económico 297/2010, de 2 de diciembre, matiza la respuesta de la consulta anterior, al considerar que la regla referida a los bienes que han de ser objeto de transporte, sólo resultará de aplicación en el caso de que las mercancías se expidieran directamente a los clientes desde el almacén central, pero en el caso de que primero se transporten las mercancías a un local comercial (operación logística interna de la empresa sin entrega a terceros) y desde éste se exponen, se venden y se entregan, es decir, desde el mismo se ponen a disposición del adquirente, éste último será el lugar de realización de la operación.





Cuando se trate de bienes que deban ser objeto de expedición o transporte iniciado en otro Estado miembro de la UE y se cumplan los requisitos previstos en la normativa del IVA (véase el artículo 68) para la aplicación del régimen de ventas a distancia, la entrega se entenderá realizada en el País Vasco cuando finalice el transporte en ese territorio.

Por lo demás, sirven las consideraciones efectuadas al analizar el Impuesto sobre Sociedades en relación con:


	
- los bienes transformados por quien realiza la entrega. 

	
- las entregas con instalación o montaje. 

	
- las entregas realizadas por los productores de energía eléctrica. 

	
- las entregas de bienes inmuebles. 




Doctrina y jurisprudencia

	
• La AEAT en su consulta 93/1995, de 7 de abril de 1995, analiza el supuesto de entrega de bienes inmuebles (equipos para la regulación de los sistemas de frío y calor en edificios inteligentes) con instalación de elementos industriales, según que el coste de la instalación y montaje supere o no el 15% de la contraprestación.




B.  Prestaciones de servicios.

En esta materia también hay que remitirse a lo señalado en el Impuesto sobre Sociedades, puesto que su redacción es igual, y se resume en imputar las prestaciones de servicios al territorio desde el que se realizan, existiendo reglas especiales para las prestaciones de servicios relacionadas con bienes inmuebles y las operaciones de seguros y capitalización.

La determinación del territorio a que se refiere el “desde” presenta numerosas dificultades, siendo la casuística la que impera, lo que supone, en unos casos, que el punto de conexión sea el territorio donde se presta el servicio y, en otros, el lugar donde está situada la sucursal o establecimiento o el lugar en que se formalice el contrato.


Doctrina y jurisprudencia


	
• El TSJ del País Vasco en Sentencia de 12 de mayo de 2004 determina que el servicio de cobro prestado en Alava a la Sociedad General de Autores y Editores, por un profesional independiente, ha de considerarse prestado en dicho territorio.

	
• El OJA de Alava en Resolución econ-adva. de 27 de septiembre de 2001 sobre la cesión de derechos de autor, mantiene que el lugar de realización del hecho imponible en los servicios de cesión de derechos de autor, es el establecimiento permanente desde el que se realiza la gestión de esos derechos.

	
• El OCTE en informe de 6 de abril de 2000 sobre localización de los servicios de telemarketing, considera que en aquellos casos en los que la contraprestación está fijada por llamada telefónica, ha de imputarse al territorio desde el que se efectúa la llamada.

	
• El OCTE en informe de 11 de abril de 2000 sobre localización de los servicios de una agencia de viajes, considera que la oficina de una agencia de viajes tiene la consideración de establecimiento en el que se realiza la prestación de servicios.

	
• La AEAT en consulta 220/2002, de 2 de julio de 2002 analiza el lugar de realización de las prestaciones de servicios de personal por parte de empresas de trabajo temporal y considera que dicho lugar es el de la ubicación de las oficinas en donde se encuentran dados de alta mediante el pertinente contrato laboral.

	
• La AEAT en consulta 219/2002, de 16 de enero de 2002 analiza la actividad consistente en la prestación de servicios de seguridad y distingue entre vigilancia y protección de inmuebles, en cuyo caso los servicios se entienden realizados donde esté situado el inmueble, y los servicios de vigilancia y protección de bienes no situados en inmuebles, así como la protección de personas. En éste último caso, los servicios se entenderán realizados en el territorio en que esté situado el centro o establecimiento al que esté adscrito el personal.

	
• La D.G. de Coordinación Financiera con las CCAA y con las Entidades Locales en la consulta 273/2009, de 8 de octubre de 2009, pone de manifiesto, en un supuesto de servicios consistentes en la realización de auditorías, inspecciones, análisis y certificaciones de calidad de todo tipo de mercancías sitas en distintos lugares del mundo, que lo importante es determinar, en cada caso, el lugar donde se realiza la parte principal de las tareas que necesita llevar a cabo para prestar sus servicios.





C.  Adquisiciones intracomunitarias.

Las adquisiciones intracomunitarias no tienen repercusión en el volumen de operaciones, que se calcula en virtud de las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en uno u otro territorio, sin perjuicio de las reglas especiales existentes para la exacción del impuesto, a las que nos hemos referido en el artículo anterior.

D.  Entidades que no realizan entregas de bienes o prestaciones de servicios.

Las entidades que no realicen entregas de bienes o prestaciones de servicios (por ejemplo sociedades patrimoniales) tributarán según el territorio en el que esté su domicilio fiscal.








Gestión del Impuesto sobre el Valor Añadido




Cómputo del volumen de operaciones.


 Al liquidar el impuesto el resultado de la liquidación se imputará a las diferentes administraciones tributarias de los territorios en los que se opere, de conformidad con lo señalado en el artículo 27 y 28 del Concierto (Ver comentario relacionado y Ver comentario relacionado), en proporción al volumen de las contraprestaciones, excluido el IVA, que se hayan realizado en cada uno de los territorios (Territorio común, Navarra y Territorios Forales de Alava, Bizkaia y Gipuzkoa) durante cada año natural.

Para determinar el volumen de operaciones se computarán (Instrucción de la Diputación Foral de Bizkaia 7/2005, de 23 de mayo, modificada por Instrucción 7/2008, de 24 de noviembre, de la Dirección General de Hacienda):


	
- las entregas de bienes gravadas. 

	
- las prestaciones de servicios gravadas. Consulta.

El OCTE en informe sobre una consulta de abril de 2007, considera que se debe tributar en función de las operaciones efectivamente gravadas y de las exentas con derecho a deducción, excluyéndose de ese cómputo la contraprestación de las operaciones no sujetas por localizarse fuera de su ámbito de aplicación, como ocurre con las efectuadas en las islas Canarias.



	
- las entregas de bienes y prestaciones de servicios exentas que originan derecho a deducción (entre las que se incluyen las entregas intracomunitarias y las exportaciones). [Las adquisiciones intracomunitarias no se computan a efectos del cálculo del volumen de operaciones, pero se integran con las operaciones interiores a los efectos de la liquidación del impuesto, como se ha señalado en el Ver comentario relacionado (véase especialmente el ejemplo expuesto en el apartado 4.a).]




	
- el importe de los pagos anticipados. Resolución de la Junta Arbitral

La Junta Arbitral del Concierto Económico en  Resolución 8/2018 de 28 Jun. 2018, rec. 33/2012,  analiza la discrepancia ceñida a la inclusión o no en el concepto de volumen de operaciones, a efectos del Impuesto sobre Sociedades, de los pagos anticipados.  A juicio de la Junta, la expresión "obtenido en un ejercicio", se vincula al "importe total de las contraprestaciones'', que no a la renta obtenida. Entiende así el órgano arbitral que el Concierto Económico, a los efectos del volumen de operaciones, no quiere desvincular el Impuesto sobre Sociedades del IVA. El Concierto Económico en su opinión utiliza una expresión, "obtenido en un ejercicio'', que está haciendo referencia al cuando, al tiempo. El concierto estaba pensando en las reglas del devengo. Dado que los importes obtenidos en el ejercicio por el sujeto pasivo derivan todos ellos de entregas de bienes, forman parte del concepto volumen de operaciones a efectos del Impuesto sobre Sociedades.

Tribunal Supremo

El Tribunal Supremo, en Sentencia de 9 de julio de 2019, establece que para el cálculo del volumen de operaciones hay que tener en cuenta el importe de los pagos anticipados efectuados con carácter previo a la entrega del bien transmitido.r





En los supuestos de fusión, escisión, aportaciones de activos, se producen circunstacias especiales sobre el régimen general, así: 


	
a) En los supuestos de fusión por absorción no procede aplicar el porcentaje del volumen de operaciones de la absorbente a las cantidades pendientes de compensación de la absorbida. 
[Resolución del TEAF. 

El OJA de Alava en Resolución econ.-adva. de 29 de noviembre de 2001mantiene este criterio.

Consulta

La D.G. de Coordinación Financiera con las CCAA, en consulta de 30 de mayo de 2008, considera que la entidad podrá compensar el saldo del IVA pendiente dejado por la sociedad absorbida, teniendo en cuenta los importes acreditados ante las diferentes administraciones en función del volumen de operaciones desarrollado por la sociedad extinguida, de manera que sólo podrán ser compensados con las cuotas atribuibles a cada una de ellas, pero no con las correpondientes a las restantes administraciones.]





	
b) En caso de fusión por absorción, las entidades absorbidas presentarán las declaraciones-liquidaciones que correspondan al período y en ellas deberán regularizar las proporciones definitivas de tributación a aplicar en ese año. 
[Consulta. 

El OCTE en su informe de 6 de abril de 2000 consdidera procedente esta interprestación.]





	
c) En los casos de aportación de rama de actividad a una nueva entidad procedente de otra sociedad de la que se segrega, se entiende que la nueva entidad comienza su actividad aplicándose la normativa general, no procediendo aplicar el volumen de operaciones de la sociedad de la que se segrega. 
[Consultas. 

a) El OCTE en su  considera procedente esta interpretación informe de 6 de abril de 2000considera procedente esta interpretación. 

b) La AEAT en consulta 94/1995, de 17 de abril de 1995, manifiesta que en los casos de escisión parcial, en los que tras este proceso, realiza exclusivamente operaciones en territorio foral, deberá tributar sólo en dicho territorio.]













Porcentaje de volumen de operaciones provisional y definitivo.


 Existen tres situaciones posibles en relación con el volumen de operaciones aplicable durante cada año natural:

A.  Proporción provisional.

Es aquella que se aplica durante el año natural en función de las operaciones del año precedente.

B.  Proporción provisional del primer año natural de ejercicio de actividad.

Esta proporción será fijada por el sujeto pasivo según su previsión de operaciones a realizar en cada territorio, sin perjuicio de su regularización en la última declaración del año natural.

C.  Posibilidad de aplicar una proporción provisional diferente.

Se trata de una proporción provisional diferente que podrá aplicarse previa comunicación a la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa (artículos 63 y 64 del Concierto Económico)(VFA, , ), en los supuestos de:


	
- Fusión, escisión y aportación de activos. 

	
- Inicio o cese de actividad en otro territorio que implique una variación significativa de la proporción provisional calculada de acuerdo con las reglas generales. 



A estos efectos se establece una presunción de variación significativa cuando la alteración es de 15 o más puntos porcentuales en la proporción aplicable en territorio común y foral (incluidos los 3 Territorios Históricos). Sin embargo, ello no quiere decir que en caso de que la variación sea inferior a ese 15% no pueda aplicarse una proporción provisional diferente.

A estos efectos la comunicación podrá efectuarse ante cualquiera de las administraciones tributarias implicadas que la trasladarán a la citada Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa.

D.  Proporción definitiva.

En la ultima declaración liquidación de cada año natural se procederá a calcular la proporción definitiva, practicando la regularización de todo el año en relación con cada una de las administraciones.






Declaraciones e ingreso o solicitud de devolución del IVA en el Concierto Económico. Álava


 En relación con las declaraciones que los sujetos pasivos han de presentar hay que distinguir diversos tipos de declaraciones:

A.  Declaraciones de comienzo, modificación y cese.

Estas declaraciones deberán presentarse en cada una de las Administraciones tributarias de aquellos territorios en los que el sujeto pasivo vaya a operar o esté haciéndolo.

B.  Declaraciones-liquidaciones.

Deberán presentarse en todas las Administraciones de cada uno de los territorios en que operen (Administración del Estado, Navarra y las 3 Diputaciones Forales del País Vasco), si superan los 10 millones de euros de volumen de operaciones, efectuándose el ingreso o la solicitud de devolución correspondiente, aplicando el porcentaje que resulte, de conformidad con las reglas previstas en el Concierto. En todo caso, en estas declaraciones se hará constar:


	
- La proporción provisional o definitiva aplicable. 

	
- La cuota a ingresar o las devoluciones o compensaciones que procedan en cada una de las diferentes administraciones correspondientes a los territorios en que se opere. Resolución del TEAC. 

El Tribunal Económico Administrativo Central en Resolución econ.-adva. de 22 de marzo de 2002 determina que el plazo de prescripción para solicitar la devolución de ingresos indebidos efectuados en una administración, opera únicamente con respecto a las actuaciones realizadas ante ésta.





C.  Devoluciones, saldos a compensar y cambio de administración competente.

A partir del cambio del domicilio fiscal existe una fragmentación de la competencia, de manera que el sujeto pasivo deberá incluir en las declaraciones-liquidaciones periódicas que presente en cada Administración competente, los IVAs devengados hasta el momento del cambio de domicilio, deduciendo los IVAs (que originen derecho a deducción) igualmente soportados hasta dicho momento, siendo la diferencia neta resultante el importe de exacción, respecto al que sería competente cada Administración (Sentencias del Tribunal Supremo de 10 y 16 de junio de 2010).

En los casos en que exista un saldo a compensar, hasta las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico, no ha existido un criterio administrativo claro acerca de si es la nueva administración competente la que ha de asumir el saldo pendiente o si ha de procederse a solicitar a la anterior la devolución correspondiente.

Sin embargo, las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico 18/2008, de 19 de junio de 2009  y 12/2009, de 19 de junio de 2009, han considerado que en el caso de cambio de la administración competente para la exacción del IVA en el que existen saldos pendientes de compensar, no debe producirse un traslado de saldos a compensar a otras administraciones. Este criterio ha sido refrendado por las Sentencias del Tribunal Supremo de 10 de junio de 2010, que confirma la Resolución de la Junta Arbitral 10/2009 y   de 16 de junio de 2010, que que confirma la Resolución 12/2009, de 19 de junio de 2009 de la Junta Arbitral del Concierto Económico , en relación con los saldos a compensar procedentes de otra Administración, como consecuencia de una escisión total. (Véanse los artículos de opinión de Iñaki Alonso Arce sobre la "Intransmisibilidad entre Administraciones tributarias de la obligación de devolver cuotas del Impuesto sobre el Valor Añadido" (Parte I y parte II) (Véase también el artículo de opinión de Juan Ignacio Martínez Alonso: "¿Solución final al traslado de las "mochilas de IVA" entre las diferentes Administraciones Tributarias?). 

Supuestos de fusión por absorción

Como norma general la sociedad que se subroga, con ocasión de la fusión, en los derechos y obligaciones de la sociedad absorbida, tiene derecho a ejeercitar la compensación de las cuotas de IVA resultantes de la última declaración liquidación presentada por la sociedad absorbida.

D.  Declaraciones recapitulativas de entregas y adquisiciones intracomunitarias.

En caso de que el contribuyente realice entregas o adquisiciones intracomunitarias deberá presentar dicha declaración:


	
a. Cuando los sujetos pasivos tributen exclusivamente en una administración, la declaración deberá presentarse a esa misma administración.

	
b. Cuando el domicilio fiscal se situe en territorio común y se estuviere tributando en volumen de operaciones, la declaración deberá presentarse a la Administración del Estado.

	
c. Cuando el domicilio fiscal se sitúe en territorio vasco y haya realizado en el ejercicio anterior (lo cual supone un cambio sobre el anterior Concierto) en territorio común un volumen de operaciones del 75% o más, la declaración deberá presentarse a la Administración del Estado.Consulta. 

El OCTE en su informe de 6 de abril de 2000 en un supuesto de una sociedad con domicilio fiscal en Gipuzkoa y más del 75% de las operaciones en Navarra, considera que debe tributar de acuerdo con la normativa navarra, correspondiendo también a Navarra la competencia inspectora.



	
d. Cuando el domicilio fiscal se sitúe en territorio vasco y tenga en territorio común un volumen de operaciones inferior al 75%, la declaración deberá presentarse a la Diputación Foral correspondiente.








Rentas percibidas por establecimientos permanentes.


 Las actuaciones de comprobación e investigación, sin perjuicio de la colaboración del resto de las administraciones, corresponderán a las diferentes administraciones según las reglas siguientes:

En el caso de establecimientos permanentes las reglas y los puntos de conexión de los pagos fraccionados, las retenciones y los ingresos a cuenta que se les hayan de practicar a los no residentes por las rentas que perciban coinciden con las establecidas con carácter general para los residentes sometidos al IRPF o al Impuesto sobre Sociedades.


	  Primera. Sujetos pasivos con domicilio fiscal en territorio común: la comprobación e investigación será realizada por los órganos de la Administración del Estado, que regularizarán la situación tributaria del sujeto pasivo frente a todas las Administraciones competentes, incluyendo la proporción de tributación que corresponda a las distintas Administraciones.En el caso de que el sujeto pasivo haya realizado en el ejercicio anterior en territorio vasco el 75 por ciento o más de sus operaciones, de acuerdo con los puntos de conexión establecidos, la comprobación e investigación será realizada por la Diputación Foral competente por razón del territorio, sin perjuicio de la colaboración de la Administración del Estado. Esta última previsión ha sido incorporada al texto del Concierto en virtud de la modificación operada en el mismo por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, siendo de aplicación, según establece la DT Primera, a los periodos de liquidación que se inicien a partir de la entrada en vigor de dicha Ley (30 de diciembre de 2017)



	 Segunda. Sujetos pasivos con domicilio fiscal en territorio vasco: la comprobación e investigación será realizada por los órganos competentes de la Administración Foral correspondiente al domicilio fiscal, sin perjuicio de la colaboración de la Administración del Estado, y surtirá efectos frente a todas las Administraciones competentes, incluyendo la proporción de tributación que corresponda a las mismas. En el caso de que el sujeto pasivo haya realizado en el ejercicio anterior en territorio común el 75 por ciento o más de sus operaciones, de acuerdo con los puntos de conexión establecidos, será competente la Administración del Estado sin perjuicio de la colaboración de las Diputaciones Forales.



La competencias inspectoras señaladas implican que: 


	 - La Administración que resulte competente con las reglas anteriormente señaladas, será la única competente para realizar actuaciones con efectos económicos frente al contribuyente, lo cual supone que, independientemente de que se trate de un sujeto pasivo que haya de tributar conjuntamente en varias administraciones, los resultados de dicha actuación podrán generar un ingreso o devolución que deberá efectuarse al 100% en la Administración actuante, sin perjuicio de las posteriores compensaciones internas entre las administraciones afectadas. 
	 ♦ La Sentencia del TS de 3 de mayo de 2016, considera que aunque la competencia inspectora es única y que la determinación del volumen de operaciones y la proporción de tributación a la administración está vinculada a la competencia inspectora, las administraciones sin competencia inspectora pueden realizar actuaciones consistentes en una simple toma de datos.

	 ♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 7 de julio de 2014, considera que la comprobación e inspección de los tributos será realizada por la Administración correspondiente al domicilio fiscal, ahora bien, bajo la premisa de que se trata de una de las Administraciones con competencia exaccionadora. Sin embargo, el criterio del domicilio fiscal cede cuando la totalidad del volumen de operaciones se realice en territorio histórico distinto al del domicilio fiscal.

	 ♦ Las Sentencias del Tribunal Supremo de 10 y 16 de junio de 2010, consideran que la distribución de las competencias de inspección, previstas en el artículo 29.6 del Concierto, no prevén la posibilidad de que una Administración pueda entrar a comprobar créditos fiscales generados cuando era competente otra Administración.

	 ♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 16 de marzo de 2010, considera claro el sentido del artículo 29.6 del Concierto, al determinar que si de las actuaciones inspectoras resulta una cantidad a devolver que corresponde a ambas administraciones, el cobro o pago correspondiente será efectuado por la administración actuante.

	 ♦ La Resolución de 9 de septiembre de 2013, de la Junta Arbitral del Concierto Económico, considera que la Diputación Foral puede llevar a cabo actuaciones de verificación y constatación “en su territorio” cuando tenga competencias de exacción, pero no puede recabar copia de las declaraciones presentadas por la entidad en otras administraciones tributarias, en particular, en la administración estatal, ni tampoco pedir las memorias e informes de gestión en la medida en que incluyan datos no referidos a su territorio, porque el requerimiento de esos documentos supone el ejercicio de competencias inspectoras.





	
- Las demás Administraciones, en el caso de tributación conjunta, podrán realizar actuaciones de comprobación e investigación sin efectos económicos frente a los contribuyentes. 

	
- Los porcentajes de volumen de operaciones fijados en las comprobaciones realizadas por la administración competente, serán los que surtan efectos para el contribuyente, sin perjuicio de que entre las diferentes administraciones se acuerden otros porcentajes con posterioridad a dichas comprobaciones. 
	 ♦ El TEAF de Bizkaia en su Resolución econ.-adva. de 13 de septiembre de 2000, considera procedente únicamente la regularización de la administación competente, no surtiendo efectos las actuaciones de modificación de las cuotas deducibles practicadas por otras administraciones. 

	 ♦ El TEAF de Bizkaia en su Resolución econ.-adva. de 23 de enero de 2002, considera que la modificación del volumen de operaciones ha de realizarse por la administación competente para la comprobación o investigación. 

	 ♦ El TEAF de Bizkaia en su Resolución econ.-adva. de 17 de febrero de 2009, considera ajustada a derecho la comprobación limitada  efectuada por una administración sin competencia inspectora, ya que no se trata de un procedimiento inspector.

	 ♦ La Sentencia del TSJPV de 12 de abril de 2002, otorga competencia a la administración foral para comprobar las liquidaciones que le había presentado una sociedad en volumen de operaciones y domicilio en territorio común, ya que no supone un exceso competencial que la liquidación provisional que se gire se atenga a los datos, antecedentes, signos, índices, módulos o demás elementos de que disponga la administración tributaria y que sean relevantes al efecto.







Las Administraciones Tributarias que no ostenten la competencia inspectora podrán verificar, con independencia de dónde se entendieran realizadas, todas aquellas operaciones que pudieran afectar al cálculo del volumen de operaciones atribuido por aquellas, a los solos efectos de comunicar lo actuado a la Administración tributaria con competencia inspectora, sin que ello produzca efectos económicos para el contribuyente.






Grupos de entidades.


 El régimen especial del grupo de entidades, que es un régimen voluntario que se aplica a las operaciones cuyo impuesto se devengue a partir de 1 de enero de 2008, fue creado por la Ley 36/2006, de 20 de noviembre de 2006, de medidas para la prevención del fraude fiscal.

Dicho régimen se incorporó al Concierto en su modificación de 2007 y presenta las características siguientes:

A.  Perímetro subjetivo del grupo de entidades.

Pueden existir grupos forales del País Vasco, grupos estatales y grupos forales navarros. Pero en todo caso, hay que excluir del grupo a las entidades dependientes cuya competencia inspectora corresponda a una administración, foral, común o navarra, distinta de la aplicable a la entidad dominante (véase el apartado anterior de este artículo, en relación con la competencia inspectora).

Téngase en cuenta que a los efectos del Concierto Navarra se considera territorio común, y lo mismo sucede con el País Vasco respecto  del Convenio navarro.

En consecuencia, los grupos estarán formados por la entidad dominante (sujeta a inspección de los organos del País Vasco, del Estado o de Navarra) y las entidades dependientes sometidas a la misma competencia inspectora que la entidad dominante.

Tribunal Supremo

La Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de mayo de 2016, relativa a un grupo cuya entidad dominante es de territorio común y no presenta ante la administración foral autoliquidación agregada, considera que un supuesto que no está contemplado en la normativa, no puede convertirse en impedimento y negar el derecho a la devolución del IVA, contradiciendo el principio de neutralidad.


Ejemplo.



[image: ]

[image: ]

B.  Regimen aplicable.

Los grupos de entidades a los que afecta el Concierto, han de tener en cuenta:


	
1. Han de aplicar las reglas generales del Concierto sobre la tributación del IVA, especialmente las reglas referidas a la inspección (artículo 29. seis). 

	
2. Las entidades integrantes del grupo han de presentar declaraciones individuales, de conformidad con las reglas generales del Concierto, calculando de forma individual el resultado imputable a cada administración tributaria (es posible tener que tributar ante 5 administraciones, AEAT, Navarra, Alava, Bizkaia y Gipuzkoa). A estos efectos, también se aplican las reglas generales del Concierto para el cálculo del volumen de operaciones. 

	
3. La declaración agregada del grupo de entidades contendrá los importes correspondientes a cada una de las administraciones (AEAT, Navarra, Alava, Bizkaia y Gipuzkoa) que resultará de la suma de los resultados calculados en la declaración individual de cada una de las entidades integradas en el grupo. 

	
4. La entidad dominante del grupo de entidades debedrá cumplir sus obligaciones específicas ante todas las diferentes administraciones tributarias, en cuyo territorio operen las entidades que integran el grupo. 
Ejemplo. 

Sociedad A (dominante), con domicilio fiscal en Bizkaia y volumen de operaciones superior a 7 millones de euros, que opera en Bizkaia al 60% y en territorio común al 40%. 

Sociedad B (dependiente), con domicilio fiscal en Bizkaia y volumen de operaciones inferior a 7 millones de euros, que opera en Bizkaia y en Alava. 

Sociedad C (dependiente), con domicilio fiscal en Bizkaia y volumen de operaciones superior a 7 millones de euros, que opera en Bizkaia y en Gipuzkoa, así como en territorio común (30%). 

Declaraciones a presentar: 

Declaraciones individuales: La Sociedad A en Bizkaia y en la AEAT; la sociedad B en Bizkaia y en Alava; la sociedad C en Bizkaia, en Gipuzkoa y en la AEAT. 

Declaraciones agregadas: tras agregar los saldos de las sociedades A, B y C en Bizkaia y los saldos de las sociedades A y C en la AEAT, se presentan las declaraciones agregadas en Bizkaia, AEAT, Alava y Gipuzkoa. 

Obligaciones específicas: se presentan las declaraciones específicas en Bizkaia, AEAT, Alava y Gipuzkoa. 












Gestión e inspección del IVA según el Concierto Económico. Inicio de actividades y regularización.


 Con la modificación introducida  por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, se arbitra un nuevo mecanismo de regularización aplicable en los supuestos de inicio de actividad, que deberá ser objeto de aplicación a las regularizaciones referidas exclusivamente a periodos impositivos iniciados con posterioridad a su entrada en vigor (30 de diciembre de 2017.- DT Primera del Concierto). 

Así, en virtud de dicho mecanismo, en los supuestos en los que los contribuyentes hubieran estado sometidos a la competencia exaccionadora de una Administración tributaria en los períodos de liquidación anteriores al momento en que inicien la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad y a otra diferente en los períodos de liquidación posteriores, o cuando haya variado sustancialmente la proporción en la que tributan a las distintas Administraciones, común o forales, en los mencionados períodos de liquidación, deben proceder a la regularización de cuotas devueltas.

Así, deberán regularizar las proporciones de tributación a las distintas Administraciones correspondientes a los períodos de liquidación anteriores al momento en que inicien la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad, de conformidad con los porcentajes de tributación a cada una de ellas correspondientes al primer año natural completo posterior al inicio de la mencionada realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad.

Para ello, los sujetos pasivos presentarán una declaración específica ante todas las Administraciones afectadas por la regularización en el mismo plazo en que corresponda presentar la última declaración-liquidación del primer año natural completo posterior al inicio de la mencionada realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad.

De esta forma, las Administraciones deberán asumir la devolución de las cuotas correspondientes a los períodos de liquidación anteriores al momento en que inicien la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad conforme a la proporción establecida en el párrafo segundo, lo que dará lugar a que deban compensarse entre sí las cantidades que correspondan, sin que esta regularización pueda tener efectos económicos frente a los contribuyentes.

A estos efectos, se entenderá que ha variado sustancialmente la proporción en la que tributan a las distintas Administraciones, común o forales, en los períodos de liquidación a que hace referencia el primer párrafo de este apartado, cuando la proporción correspondiente a alguna de las Administraciones haya variado en, al menos, 40 puntos porcentuales.






Regímenes especiales previstos en el artículo 27. Siete.


 Los empresarios o profesionales que se acojan a los regímenes especiales previstos en el artículo 27. Siete deben cumplir ante la Diputación Foral correspondiente las obligaciones formales y materiales que se deriven de los mismos, sin perjuicio de los flujos de información y fondos que correspondan entre Administraciones.







Sección 8ª. Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados




Normativa aplicable.


 El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados es un tributo concertado de normativa autónoma  (FFB de septiembre/2002, ref. 025.331), salvo en las materias siguientes, que se regirán por la normativa común:


	 

	
- Operaciones societarias. 

	
- Letras de cambio. 

	
- Documentos que suplan a las letras de cambio o realicen función de giro. 



En estos tres supuestos en los que se rigen por la normativa común, los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán al menos los mismos datos que en territorio común y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.







Exacción del ITP y AJD según el Concierto Económico.


 Antes de comenzar a analizar los puntos de conexión para la recaudación del impuesto, conviene hacer las precisiones siguientes:


	
- Se establece una regla especial para las transmisiones de los valores a que se refiere el artículo 314 del  Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, del Mercado de Valores, es decir, aquellos que representen partes del capital social o patrimonio de sociedades, fondos, asociaciones u otras entidades cuyo activo esté constituido al menos en su 50 por 100 por inmuebles situados en territorio nacional y se cumplan los demás requisitos, así como las transmisiones de acciones o participaciones sociales, recibidas por las aportaciones de bienes inmuebles realizadas con ocasión de la constitución de sociedades o la ampliación de su capital social. Esta regla especial establece que el impuesto corresponderá a las Diputaciones Forales cuando radiquen en territorio vasco los bienes inmuebles integrantes del activo. Lo que no aclara es qué sucede en el caso de que entre los bienes inmuebles integrantes del activo existan unos ubicados en territorio común y otros en territorio vasco. En estos supuestos habrá de efectuarse el ingreso en las administraciones de los territorios correspondientes en proporción al valor de los inmuebles que radiquen en cada territorio. No obstante, existen pronunciamientos de diferentes instancias con resultados también diversos. 

Tribunal Superior de Justicia de Cantabria. 

La Sentencia del TSJ de Cantabria de 7 de febrero de 2003, al analizar el gravamen por AJD de una escritura por la que se constituye una hipoteca sobre 4 inmuebles, uno radicado en Gipuzkoa, 2 en Alava y el último de mayor valor en Cantabria, dispone que aunque la competencia sea del Registro donde se ubique el bien de mayor valor, la Oficina Liquidadora de la Comunidad Autónoma de Cantabria debe liquidar la totalidad del tributo y transferir la parte correspondiente al Ente Público que corresponda. 



	
- Para determinar el concepto de domicilio fiscal y residencia habitual habrá que estar a lo dispuesto en el artículo 43 del Concierto (Ver comentario relacionado). 



Los puntos de conexión pueden clasificarse de la forma siguiente:







	HECHOS SUJETOS
	COMPETENCIA DE LAS DDFF



	TRANSMISIONES PATRIMONIALES


	
a) Bienes inmuebles:

1. Transmisiones onerosas y arrendamientos

2. Constitución y cesión onerosa de derechos reales de todas clases, incluso de garantía, sobre ellos.

3. Supuestos del art. 314 del  RDLeg. 4/2015, de 23 de octubre, del Mercado de Valores.


	
- Cuando radique el inmueble en el respectivo Territorio Histórico (TH)

- Cuando radiquen en territorio vasco bienes inmuebles integrantes del activo de la entidad cuyos valores se transmiten.





	b) Bienes muebles, semovientes o créditos:

	




	
1. En general:

- Transmisión onerosa.

- Constitución y cesión onerosa de derechos sobre los mismos.


	
Si el adquirente es:

- Persona física, cuando tenga la residencia habitual en el TH

- Persona jurídica, cuando tenga el domicilio fiscal en el TH.





	
2. Excepciones:

- Transmisión de acciones, derechos de suscripción, obligaciones y títulos análogos y demás valores, así como participaciones sociales.

- Constitución hipoteca mobiliaria, prenda sin desplazamiento o hipoteca sobre buques, embarcaciones o aeronaves.


	
- Cuando se formalice la operación en el TH.

- Cuando la garantía haya de ser inscrita en el TH.





	
c) Constitución de préstamos:

1. Préstamos simples, fianzas, arrendamientos no inmobiliarios y pensiones.

2. Constitución de préstamos con garantía real.

3. Constitución de préstamo garantizado con hipoteca sobre inmuebles sitos en ambos territorios o con hipoteca mobiliaria o prenda sin desplazamiento inscribible en ambos territorios.


	
Si el prestatario, arrendatario, afianzado o pensionista es:

- Persona física, cuando tenga la residencia habitual en el TH.

- Persona jurídica, cuando tenga el domicilio fiscal en el TH.

- Cuando los inmuebles hipotecados radiquen en territorio vasco o en él sean inscribibles las respectivas hipotecas mobibliarias

- En proporción a la responsabilidad y, en ausencia de especificación al respecto de la escritura, en proporción a los valores de comprobación de los bienes.





	d) Concesiones administrativas o actos y negocios que tributen por equiparación a éstas:
	




	
1. Cuando no superen el ámbito del P.V.:

- De bienes.

- De ejecución de obras o explotación de servicios.

2. Cuando superen el ámbito del P.V.:

- De bienes:

- De ejecución de obras:

- De explotación de servicios:

- Mixtas:


	
- Cuando los bienes radiquen en el TH.

- Cuando se ejecuten o presten en el TH.

- En proporción al territorio ocupado.

- En proporción al importe de las obras.

- media de los % de población y superficie.

- Los 3 criterios anteriores, en la parte correspondiente.




	OPERACIONES SOCIETARIAS


	Todo tipo de operaciones societarias:
	
- Cuando la entidad tenga su domicilio fiscal en el TH.

- Cuando a pesar de no tener su domicilio fiscal en el TH:

- Tenga su domicilio social en el TH y la sede de dirección efectiva no esté situada en un Estado miembro de la Comunidad Europea o, estándolo, dicho Estado no grave la operación societaria con un impuesto similar.

- Realice en el TH operaciones de su tráfico y, además, su sede de dirección efectiva y su domicilio social no estén en un Estado miembro de la Comunidad Europea o, estándolo, dicho Estado no grave la operación societaria con un impuesto similar.




	ACTOS JURIDICOS DOCUMENTADOS


	
a) Escrituras, actas y testimonios notariales:

- En general:

- Excepción: Supuestos sujetos a la cuota gradual del gravamen de AJD.


	
- Cuando se autoricen u otorguen en el TH.

- Cuando radique en el TH el Registro donde deba procederse a la inscripción o anotación de los bienes o actos.





	b) Anotaciones preventivas:
	Cuando se practiquen en Registros Públicos situados en el TH.



	c) Letras de cambio y documentos que las suplan o realicen función de giro, así como pagarés, bonos obligaciones y títulos análogos.
	
- Cuando su libramiento tenga lugar en el TH.

- Cuando, habiéndose librado en el extranjero, su primer tenedor tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el TH.













Sección 9ª. Impuesto sobre las Primas de Seguro

Normativa aplicable y exacción del Impuesto




Competencia normativa.


 Se trata de un impuesto creado en 1997, cuya incorporación al Concierto Económico se produjo en virtud de su modificación por la Ley 38/1997 (FFA de partida, ref. 2)(FFB de septiembre/1997, ref. 97.154)(FFG de septiembre/1997, ref. 97.186), que entró en vigor el 1 de septiembre de 1997.

El Impuesto sobre las Primas de Seguros es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que en el Estado.

No obstante, los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán al menos los mismos datos que en territorio común y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.







Competencia de exacción.


 La exacción de este impuesto en las operaciones de seguro y capitalización corresponderá a una u otra administración en función de la localización del riesgo o del compromiso en uno u otro territorio.






Localización del riesgo.


 Las reglas de la localización del riesgo, que tienen su base en la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, sirven como punto de conexión de este impuesto, además de considerarse punto de conexión de las operaciones de seguro y capitalización del Impuesto sobre Sociedades, de conformidad con lo previsto en el artículo 16.B.3º del Concierto Económico (VFA, , ).

Las citadas reglas de localización del riesgo son las siguientes:







	LUGAR DE LOCALIZACION DEL RIESGO
	ADMINISTRACION COMPETENTE PARA LA EXACCION




	1. De inmuebles.
	1. La del lugar de situación del inmueble (1)  .



	2. De vehículos.
	2. La del lugar de residencia habitual o domicilio fiscal del la persona o entidad a cuyo nombre se matricule.



	3. De seguros de viaje o fuera de la residencia habitual del tomador, de duración ≤ a 4 meses.
	3. La del lugar de firma del contrato por el tomador  (2) .



	4. Otros casos diferentes de los anteriores.
	4. La del lugar de residencia habitual del tomador del seguro, si es persona física, y domicilio social o sucursal, si es persona jurídica.



	5. Seguros sobre la vida.
	5. La del lugar de residencia habitual del contratante del seguro, si es persona física, y del domicilio social o sucursal, si es persona jurídica.



	6. En defecto de normas específicas de localización.
	6. La del lugar donde radique la sede de su actividad económica o tenga un establecimiento permanente el empresario o profesional contratante en el ejercicio de su actividad. En su defecto, el lugar de su domicilio fiscal.






[Consultas.

La Diputación Foral de Alava en contestación de 14 de abril de 2000 a una consulta considera que para el cálculo del volumen de operaciones se aplican los puntos de conexión establecidos en el artículo 31 del Concierto, con independencia de que su objeto social se realice a través de un establecimiento permanente o de un agente mercantil.

b) La DG de Coordinación Financiera con las CCAA en consulta de 1 de abril de 2008, considera que en el caso de un seguro de viaje en el que el tomador del seguro es una persona jurídica distinta del viajero asegurado, corresponde la exacción del Impuesto sobre primas de Seguro a la Diputación Foral, cuando el tomador tenga su domicilio social en el referido Territorio Histórico.]








	 (1) 

	
Esta regla se aplicará si el seguro se refiere a inmuebles y a su contenido, si éste último está cubierto por la misma póliza. También se aplicará la regla de localización del inmueble, si el seguro se refiere exclusivamente a bienes muebles que se encuentran en un inmueble, con la excepción de los bienes en tránsito comercial.

Cuando en un mismo seguro se cubra el riesgo de inmuebles situados en territorio común y vasco, el riesgo se localizará en cada uno de los territorio en función del valor de los inmuebles radicados en uno u otro territorio.



	 Ver Texto 




	 (2) 

	El informe del OCTE de 5 de febrero de 2008, señala que esta regla se aplica únicamente a los supuestos en que el tomador del seguro es el propio asegurado, persona física, que se encuentra de viaje o fuera de su residencia habitual y no a los casos en los que el tomador es una persona jurídica distinta del viajero asegurado, con el que éste mantiene una relación comercial.


	 Ver Texto 









Sección 10ª. Impuestos Especiales

Normativa aplicable y exacción de los Impuestos Especiales




Competencia normativa en relación con los Impuestos Especiales. Álava.


 Los Impuestos Especiales tienen el carácter de un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que en el Estado.

No obstante, los Territorios Históricos podrán: 


	
a. Establecer los tipos de gravamen de los Impuestos Especiales, dentro de los límites y en las condiciones vigentes en territorio común.

	
b. Aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán al menos los mismos datos que en territorio común.

	
c. Señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.









Exacción de los Impuestos Especiales de Fabricación. Concierto Económico


 A.  Punto de conexión.

El punto de conexión que sirve para determinar la administración competente para la exacción de los Impuestos Especiales de Fabricación es el del territorio en el que se produzca el devengo del Impuesto, que se produce en el momento de salida de la fábrica o depósito fiscal o en el momento de su autoconsumo.


[Respecto de las conexiones con el Convenio de Navarra.

Consulta.

El OCTE con fecha 8 de abril de 2001, informa sobre la tributación de las ventas de tabaco al por menor en un país de la Unión Europea.]



B.  En materia de devoluciones se establecen las siguientes reglas.


	
a. Las devoluciones se efectuarán por la Administración en la que se ingresaron las cuotas cuya devolución se solicita.

	
b. En caso de que no pueda determinarse en qué administración se ingresaron las cuotas, la devolución corresponderá a la Administración donde se genere el derecho a la misma, que normalmente es fácil de determinar debido a la estrecha unión que existe entre territorio y operación que genere derecho a devolución.Ahora bien, las reglas anteriormente señaladas plantean algunos problemas para determinar la Administración en la que se realizó el ingreso, por lo que la práctica administrativa en materia de devoluciones se basa en que, con carácter general, las devoluciones se realizan por la Administración del lugar señalado en las normas reglamentarias del Impuesto, aprobadas por la Administración del Estado. No obstante, si se comprueba que la Administración del lugar donde está situado el establecimiento fue la que efectuó el ingreso, le corresponderá a la misma efectuar la devolución. 








Doctrina y jurisprudencia


	
•  La Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de mayo de 2010, analiza el punto de conexión de los Impuestos Especiales en relación con la exención de los biocarburantes.

	
• La Sentencia del TSJPV 381/2019, de 30 diciembre, analiza la procedencia de devolución del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos por parte de la Diputación Foral de Bizkaia en relación con el tramo autonómico creado por diferentes CCAA y gestionado por la Administración del Estado, concluyendo su falta de competencia , partiendo de que sus facultades en este ámbito sólo se conciben como propias de la colaboración en la gestión y recaudación que otras muchas entidades, desempeñan por convenio o disposición normativa prestando un básico servicio de "caja”.

	
• La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia 352/2020 de 19 Nov.2020, Rec. 768/2019 analiza asimismo la procedencia de devolución del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos  en este caso por parte de la Diputación Foral de Alava, resolviendo que una  Administración no puede devolver el tributo ingresado por el sujeto pasivo y reclamado, en su caso, por la entidad repercutida, considerando inconsistente que deba devolver un tributo una Administración que ni lo tiene establecido ni lo gestiona, y que no puede revisar sobre él. (Forum fiscal nº 278, agosto-septiembre 2021. Ref. 222461/2020)










Exacción del Impuesto Especial sobre determinados Medios de Transporte según el Concierto Económico.


 A.  Competencia normativa.

El Impuesto Especial sobre determinados Medios de Transporte es un impuesto en el que se aplicarán las mismas normas sustantivas y formales que las establecidas por el Estado, sin perjuicio de la competencia de las Diputaciones Forales para aprobar los modelos de declaración e ingreso y señalar los plazos de ingreso, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por el Estado.

Sin embargo, existe capacidad normativa para que las Juntas Generales de los Territorios Históricos puedan incrementar hasta un máximo del 15% de los tipos de gravamen establecidos por el Estado.

B.  Exacción.

El punto de conexión para la exacción es el domicilio fiscal de la persona física o jurídica que realice el hecho imponible.






Impuesto Especial sobre el carbón.


 La modificación del Concierto de 2007 ha incorporado a la concertación el recientemente creado Impuesto Especial sobre el carbón, que será exigible por las Diputaciones Forales cuando su devengo se produzca en el País Vasco, teniendo en cuenta las especialidades siguientes:


	
a) El devengo se produce en el momento de la puesta a consumo o autoconsumo. 

	
b) Se entiende producida la puesta a consumo en el momento de la primera venta o entrega, tras la producción, extracción, importación o adquisición intracomunitaria o aquellas ventas o entregas subsiguientes que realicen los empresarios que destinen el carbón a su reventa, cuando les haya sido aplicable la exención por destino a reventa. 

	
c) Se considera autoconsumo el realizado por los productores o extractores, importadores o adquirentes intracomunitarios. 








Exacción del Impuesto Especial sobre la electricidad según el Concierto Económico


 La exacción del Impuesto Especial sobre la Electricidad corresponderá a la Diputación Foral competente por razón del territorio en los siguientes casos:


	
a) En el caso de suministro de energía eléctrica, cuando esté ubicado en el País Vasco el punto de suministro de la persona o entidad que adquiera la electricidad para su propio consumo. 

	
b) En el caso del consumo por los productores de energía eléctrica de aquella electricidad generada por ellos mismos, cuando se produzca en el País Vasco dicho consumo.









Sección 11ª. Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero

Normativa aplicable y exacción del Impuesto




Normativa aplicable y exacción del Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero en el Concierto Económico.


 1.  Competencia normativa.

El Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero tiene el carácter de un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que en el Estado.

No obstante, los Territorios Históricos tendrán capacidad para aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán al menos los mismos datos que en territorio común y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.

2.  Exacción del impuesto y devoluciones.

La exacción del impuesto corresponde a las Diputaciones Forales: 


	
a.  Cuando los consumidores finales, de conformidad con la normativa estatal, utilicen los productos objeto del Impuesto en instalaciones, equipos o aparatos radicados en territorio vasco.

	
b.  Cuando los gases fluorados de efecto invernadero sean objeto de autoconsumo en territorio vasco.

	
c. En los supuestos no contemplados en los 2 apartados anteriores, cuando radique en territorio vasco el establecimiento del contribuyente en el que se produzca el hecho imponible.



La devolución del impuesto, se efectuará por la administración en la que haya sido ingresada la cuota, con el límite de dicho importe.








Sección 11ª bis. Impuesto sobre las Transacciones Financieras

Normativa aplicable y exacción del Impuesto




Competencia normativa en el Impuesto sobre las Transacciones Financieras


 El Impuesto sobre Impuesto sobre las Transacciones Financieras tiene el carácter de un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que en el Estado.

No obstante, los Territorios Históricos tendrán capacidad para aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán al menos los mismos datos que en territorio común y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.







Exacción del impuesto sobre Transmisiones Financieras


 Los sujetos pasivos tributarán, cualquiera que sea el lugar en que tengan su domicilio fiscal, a las Diputaciones Forales, a la Administración del Estado o a ambas Administraciones en proporción al volumen de operaciones realizado en cada territorio durante el período de liquidación.

La proporción del volumen de operaciones realizada en cada territorio se determinará en función del porcentaje que representa la base imponible del Impuesto correspondiente a operaciones relativas a acciones de sociedades con domicilio social en territorio común o foral respecto a la base imponible total de cada sujeto pasivo. Esta proporción se expresará en porcentaje redondeado en dos decimales.






Inspección del impuesto sobre Transmisiones Financieras


 La inspección del Impuesto se llevará a cabo por la Administración en la que el sujeto pasivo tenga su domicilio fiscal en el País Vasco, sin perjuicio de la colaboración del resto de Administraciones tributarias concernidas.

Si como consecuencia de dichas actuaciones resultase una deuda a ingresar o una cantidad a devolver que corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago correspondiente se efectuará por la Administración actuante, sin perjuicio de las compensaciones que entre aquéllas procedan.

En el comentario doctrinal “La modificación del Concierto Económico incorporada al ordenamiento jurídico por medio de la Ley 1/2022, de 8 de febrero”, Iñaki Alonso Arce analiza la reforma introducida en el Concierto por dicho texto legal (Forum Fiscal febrero 2022)







Sección 11ª ter. Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales

Normativa aplicable, exacción e inspección del Impuesto




Competencia normativa en el Impuesto sobre Servicios Digitales


 El Impuesto sobre Impuesto sobre sobre Determinados Servicios Digitales tiene el carácter de un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que en el Estado.

No obstante, los Territorios Históricos tendrán capacidad para aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán al menos los mismos datos que en territorio común y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.







Exacción del impuesto sobre Determinados Servicios Digitales


 Los sujetos pasivos tributarán, cualquiera que sea el lugar en que tengan su domicilio fiscal, a las Diputaciones Forales, a la Administración del Estado o a ambas Administraciones en proporción al volumen de prestaciones de servicios digitales realizado en cada territorio.

Esta proporción se determinará en función del porcentaje que representen los ingresos obtenidos por las prestaciones de servicios sujetas realizadas en el territorio de cada Administración respecto a los ingresos totales obtenidos en territorio español. A estos efectos, del importe de los ingresos se excluirá el Impuesto sobre el Valor Añadido u otros impuestos equivalentes.

Las prestaciones de servicios digitales se entenderán realizadas en territorio común o foral, según el lugar en el que estén situados los usuarios.






Inspección del Impuesto sobre Determinados Servicios Financieros


 La inspección del Impuesto se llevará a cabo por la Administración en la que el sujeto pasivo tenga su domicilio fiscal en el País Vasco, sin perjuicio de la colaboración del resto de Administraciones tributarias concernidas,

Si como consecuencia de dichas actuaciones resultase una deuda a ingresar o una cantidad a devolver que corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago correspondiente se efectuará por la Administración actuante, sin perjuicio de las compensaciones que entre aquéllas procedan.

En el comentario doctrinal “La modificación del Concierto Económico incorporada al ordenamiento jurídico por medio de la Ley 1/2022, de 8 de febrero”, Iñaki Alonso Arce analiza la reforma introducida en el Concierto por dicho texto legal (Forum Fiscal febrero 2022).







Sección 12ª. Otros Impuestos Indirectos




Otros Impuestos Indirectos en el Concierto Económico.


 Aunque se trata de un artículo vacio de contenido en la medida en que no existen otros impuestos indirectos que los que ya están explícitamente concertados, éste artículo podría tener cierta repercusión en el caso de que se crease algún impuesto indirecto nuevo, a pesar de que sería necesario concertarlo en virtud de lo previsto en la Disposición adicional segunda Dos del Concierto.

En cualquier caso, el Concierto establece que los demás Impuestos Indirectos se regirán por los mismos principios básicos, normas sustantivas, hechos imponibles, exenciones, devengos, bases, tipos, tarifas y deducciones que los establecidos por el Estado.








Sección 13ª. Tributos sobre el Juego




El Impuesto sobre Actividades de Juego según el Concierto Económico


 1.  Competencia normativa.

La modificación del Concierto Económico aprobado por la Ley 7/2014, incorpora como tributo concertado la nueva regulación sobre el Juego aprobada por la Ley 13/2011. Este nuevo impuesto no afecta a las tasas vigentes sobre el juego, siendo compatible con las mismas.

El Impuesto sobre Actividades de Juego es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que se establezcan por el Estado.

Los sujetos pasivos al presentar las declaraciones ante cada una de las administraciones implicadas, deberán incluir la totalidad de la información de las actividades gravadas.

No obstante lo anterior, los Territorios Históricos podrán aprobar:


	
-  Elevar los tipos del impuesto, hasta un máximo del 20 por 100 de los tipos establecidos en cada momento por el Estado, cuando las actividades sean ejercidas por operadores, organizadores o quienes desarrollen la actividad gravada por este impuesto, con residencia fiscal en el País Vasco.Este incremento se aplicará, exclusivamente, sobre la parte proporcional de la base imponible correspondiente a la participación en el juego de los residentes fiscales en el País Vasco.



	
-  Los modelos de declaración e ingreso que han de contener al menos los mismos datos que en territorio común.

	
-  Los plazos de ingreso, que no diferirán sustancialmente de los establecidos en el Estado.



2.  Exacción del Impuesto.

Los sujetos pasivos tributarán en una u otra Administración en proporción al volumen de operaciones realizado en el territorio durante el ejercicio.

El cálculo de la proporción del volumen de operaciones, que se expresará en porcentaje redondeado en dos decimales, se realizará:


	
a.  En función de las cantidades jugadas a cada modalidad de juego por residentes en uno u otro territorio.

	
b.  En caso de que el jugador sea no residente, se aplicará la proporción señaladas en el apartado a).

	
c.  Las cuotas liquidadas derivadas de las modalidades de juego en las que no sea exigible la identificación de la residencia del jugador se imputarán de forma exclusiva a la respectiva Diputación Foral o a la Administración del Estado correspondiente al domicilio fiscal del sujeto pasivo, sin perjuicio de las compensaciones que corresponda realizar posteriormente entre las Administraciones.

	
d.  En las apuestas mutuas deportivo-benéficas y en las apuestas mutuas hípicas estatales en las que no se identifique la residencia del jugador, el punto de conexión será el del punto de venta donde se realice la apuesta.



3.  Declaraciones y devoluciones del Impuesto.

Los sujetos pasivos al presentar sus declaraciones-liquidaciones ante la Administración competente, deberán hacer constar la proporción aplicable y las cuotas de cada una de las Administraciones.

Las devoluciones que procedan se efectuarán por cada Administración, en la cuantía que le corresponda.

4.  Inspección

La inspección se llevará a cabo por la Administración que resulte competente, de acuerdo con los criterios siguientes:








	CANTIDADES JUGADAS EN EL EJERCICIO ANTERIOR
	ADMINISTRACIÓN COMPETENTE PARA LA INSPECCIÓN




	Con carácter general
	Administración del domicilio fiscal del sujeto pasivo/representante.



	Superior a 10 millones de euros.
	Cuando el domicilio fiscal está situado en territorio común, pero realiza el 100% de sus operaciones en el País Vasco.
	Diputación Foral.



	Cuando el domicilio fiscal está en el País Vasco y realiza en territorio común el 75% o más de las cantidades jugadas.
	Administración del Estado.





Las inspecciones realizadas tendrán las consecuencias siguientes:


	
a.  Las actuaciones inspectoras surtirán efecto frente a todas las Administraciones competentes.

	
b.  Podrán incluir la proporción de tributación que corresponda a las diferentes administraciones.

	
c.  Si de las mismas resulta una cantidad a ingresar o devolver a varias administraciones, el cobro o pago lo realizará la administración competente para inspeccionar.

	
d.  No obstante lo previsto en el apartado c), las administraciones en el ámbito de sus territorios, podrán desarrollar sus facultades de comprobación e investigación, sin efectos económicos frente a los contribuyentes.

	
e.  Las actuaciones surtirán efectos frente al sujeto pasivo, sin perjuicio de las compensaciones y acuerdos que se adopten entre las administraciones competentes.









Exacción de los tributos sobre el Juego en el Concierto Económico. Bizkaia.


 Tras la modificación del Concierto Económico introducida por la Ley 7/2014, el resto de los tributos sobre el juego, excluido el Impuesto sobre Actividades de Juego regulado en el artículo 36 del Concierto, se consideran como tributos concertados de normativa autónoma, cuando su autorización deba realizarse en el País Vasco, excepto en lo que se refiere al hecho imponible y sujeto pasivo, materias en las que se aplicará la normativa estatal.

El punto de conexión relativo a la exacción distingue según la tasa de que se trate, así:


	
a) Tasa sobre los Juegos de Suerte, Envite o Azar: corresponde la exacción a la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando el hecho imponible se realice en el País Vasco, es decir, cuando su autorización, celebración u organización se realice en el País Vasco. 

	
b) Tasa Fiscal sobre Rifas, Tómbolas, Apuestas y Combinaciones Aleatorias: corresponde la exacción a la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando su autorización deba realizarse en el País Vasco. 









Sección 14ª. Tasas




Competencia para la exacción de las tasas.


 La exacción de las Tasas corresponde a las Diputaciones Forales por:


	
a) La utilización o aprovechamiento especial de su dominio público. 

	
b) La prestación de servicios o realización de actividades en régimen de derecho público efectuadas por las Diputaciones Forales. 










Sección 15ª. Haciendas Locales




Impuesto sobre Bienes Inmuebles.


 El Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo concertado de normativa autónoma, que se regula mediante Norma Foral de cada uno de los Territorios Históricos del País Vasco, que grava los bienes urbanos y rústicos situados en los respectivos Territorios Históricos.







Impuesto sobre Actividades Económicas.


 El Impuesto sobre Actividades Económicas es un tributo concertado de normativa autónoma, que se regula mediante Norma Foral de las Juntas Generales de los correspondientes Territorios Históricos, cuya exacción les corresponde por las actividades ejercidas en su territorio.

Para determinar cuándo corresponde su exacción a una u otra Administración, existen las normas siguientes:


	
a) Cuotas mínimas municipales o incrementadas. Corresponden a cada uno de los Territorios del País Vasco las cuotas devengadas a favor de los municipios de dichos Territorios. 



	
b) Cuotas provinciales. Corresponden a cada uno de los Territorios Históricos cuando la actividad se ejerza en dicho Territorio. 



	
c) Cuotas que faculten para ejercer en más de una provincia. Este tipo de cuotas se atribuirá al Territorio correspondiente cuando el sujeto pasivo tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en dicho Territorio, y su pago le facultará para ejercer su actividad en todo el Estado. 





Consulta.

El OCTE en informe a una consulta de abril de 2007, considera que si las actividades incluidas en el epígrafe 965.4 de las Tarifas del IAE se realizan desde un establecimiento concreto, en particular desde una oficina o local desde donde se efectúa la contratación de los servicios necesarios y la gestión de las operaciones de promoción y organización, dichas actividades se entienden ejercidas en el citado establecimiento y el lugar de realización de las mismas, a efectos del IAE, es únicamente el término municipal en el que esté situado el referido establecimiento, por lo que no existe obligación de darse de alta en todos los términos municipales en los que se representen las obras cuyos derechos de distribución se explotan (FFB de noviembre/2008, ref. 085.383 y FFG de noviembre/2008, ref. 086.472).






Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.


 El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica es un tributo concertado de normativa autónoma, cuya regulación corresponde a las Juntas Generales de cada uno de los Territorios Históricos del País Vasco cuando el domicilio que conste en el permiso de circulación corresponda a un municipio del País Vasco.






Otros tributos locales en el Concierto Económico.


 Corresponde a las Juntas Generales de cada uno de los Territorios Históricos el mantener, establecer y regular el régimen tributario de otros tributos propios locales no contemplados en los artículos anteriores (IBI, IAE e Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica). En relación con dicha competencia la Comisión Arbitral del País Vasco, en su Decisión 1/2011, de 13 de mayo de 2011 (BOPV 20-6-2011) aborda la cuestión de la titularidad de los Territorios Históricos para la regulación de los tributos locales e, incluso, para el establecimiento de otros tributos locales.

	
Tribunal Constitucional

	 La Sentencia del TC de 11 de abril de 2013 (FJ 5), determina la competencia de los Territorios Históricos para la regulación de los tributos locales distintos del IBI, IAE y Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.





Ahora bien, en dicha regulación deberán seguirse los criterios siguientes:


	
a) Atención a la estructura general establecida para el sistema tributario local. 

	
b) Respeto a las normas de armonización previstas en el artículo 3 que sean aplicables en esta materia, es decir, adecuándose a la Ley General Tributaria en cuanto a terminología y conceptos, y no produciendo menoscabo de las posibilidades de competencia empresarial, ya que el resto de las normas armonizadoras dificilmente pueden referirse a estos ingresos locales. 

	
c) No establecimiento de figuras impositivas de naturaleza indirecta distintas a las de régimen común, que puedan trasladarse o repercutirse fuera del País Vasco. 
[Tribunal Supremo. 

El TS en Sentencia de 5 de octubre de 2002 relativa al Impuesto Municipal sobre el Incremento del Valor de los Terrenos, posibilita la diversidad foral de una Ordenanza Municipal por la que se aprueban unas tablas de índices de valor.]













Sección 16ª. Normas de gestión y procedimiento

Residencia habitual y domicilio fiscal




La residencia habitual de las personas físicas como punto de conexión de diferentes impuestos.


 La residencia habitual constituye un punto de conexión determinante de la normativa aplicable y de la exacción de los diferentes impuestos. Sin embargo, la residencia habitual del contribuyente no es el elemento determinante de la competencia de los Tribunales Económico Administrativos forales.

Junta Arbitral

En su Resolución 10/2022 La Junta Arbitral ya ha señalado que una Administración no puede realizar una actuación liquidatoria atribuyéndose la competencia de exacción en contra del domicilio declarado por el obligado por entender que es erróneo, sino que primero debe adquirir la competencia a través de la tramitación del procedimiento de cambio de domicilio y, solo entonces, con posterioridad, realizar la actuación liquidatoria que estime oportuna. FF de octubre de 2022. Ref. 63751/2022). 

A.  Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Para los residentes en España sirve para determinar la normativa aplicable y la administración a la que corresponde la exigibilidad del impuesto. Mientras que en el caso de presentación de liquidaciones por personas físicas en representación de no residentes, la residencia del representante se utiliza para determinar la administración competente para la gestión.

Tribunal Supremo

- La Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de abril de 2010 analiza la presunción de residencia cuando radica en uno u otro territorio su vivienda habitual. 

Resolución del TEAF.

- El OJAA de Alava en su Resolución econ.-adva. de 21 de mayo de 2001, considera que la competencia para la inspección la determina la residencia habitual del sujeto pasivo en los ejercicios de realización de los hechos imponibles investigados.

B.  Impuesto sobre el Patrimonio.

La residencia habitual se aplica en la medida en que existe una remisión a las reglas contenidas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

C.  Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

La residencia habitual es el punto de conexión para la aplicación de la normativa y la exigibilidad del impuesto por adquisiciones mortis causa y seguros sobre la vida, así como para las donaciones de bienes muebles.

D.  Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

En materia de no residentes sin establecimiento permanente, la residencia habitual del representante persona física del no residente puede ser el elemento para determinar la administración competente para la gestión del impuesto.

El informe del OCTE de 3 de enero de 2010 realiza diversas consideraciones sobre el domicilio fiscal del representante de un no residente.

E.  Impuesto sobre el Valor Añadido.

La residencia habitual constituye el punto de conexión determinante de la competencia para la exigibilidad del impuesto en el caso de sujetos pasivos personas físicas.

F.  Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

La residencia habitual constituye el punto de conexión determinante de la normativa aplicable y la competencia para la exigibilidad del impuesto en determinados supuestos de transmisión onerosa de bienes muebles y en la constitución de préstamos simples, fianzas, arrendamientos no inmobiliarios y pensiones, así como en supuestos de libramiento de letras de cambio en el extranjero.

G.  Impuesto sobre las Primas de Seguros.

Para determinar la administración a quien corresponde la recaudación del impuesto en los seguros sobre la vida se utiliza el punto de conexión de la residencia habitual.

H.  Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

El punto de conexión de este impuesto es el lugar de matriculación, estableciéndose que las personas físicas efectuarán la matriculación en la provincia en que se encuentre su residencia habitual.







Reglas para la determinación de la residencia habitual en el Concierto Económico. Álava


 Permanencia en territorio español más de 183 días

Para determinar el lugar de residencia habitual de las personas físicas que permanezcan en territorio español más de 183 días, deberán aplicarse las siguientes reglas, de forma sucesiva:


	
A.  Mayor número de días de permanencia en territorio común o foral.

	
B.  Principal centro de intereses.Tribunal Supremo

	 La Sentencia del TS de 26 de abril de 2013, analiza las diferentes reglas establecidas en el Concierto para determiner la residencia habitual.




	
C.  Última residencia declarada a efectos de IRPF.



	
	 Respecto de los diversos supuestos conflictivos con el Convenio de Navarra en materia de residencia en varios territorios y del cambio de domicilio.

	 - El TEAF de Gipuzkoa en su Resolución econ.-adva. de 30 de mayo de 2001, determina que el criterio para establecer la residencia habitual en el País Vasco, se aplica sólo a quienes sean residentes en España. Las ausencias temporales han de considerarse según las circunstancias.

	 - La AEAT en consulta vinculante de 17 de abril de 2012, analiza los diferentes criterios y señala el hecho de que el ser transferido un funcionario a otro lugar, no afecta a la determinación de su residencia habitual.

	 - La AEAT en consulta vinculante de 4 de febrero de 2020 analiza el supuesto de un contribuyente que teniendo su residencia fiscal en Bizkaia desde el 1 de enero de 2018 hasta el 28 de mayo de 2018 permanece en Inglaterra, volviendo posteriormente a Bizkaia donde permanece hasta el 1 de septiembre de 2018, fecha en la que traslada su residencia a Madrid donde permanece hasta el 31 de diciembre de 2018. Considera la AEAT que la estancia en Inglaterra debe considerarse ausencia temporal que debe computar como tiempo de permanencia en el País Vasco que es donde tenía su residencia y a donde regresa el contribuyente antes de trasladarse a Madrid. 

	 - La Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa del Concierto Económico con el País Vasco en consulta 371/2019, de 23 de mayo, analiza las reglas de aplicación sucesiva en relación con la determinación de la residencia habitual de las personas físicas. Señala así que el contribuyente deberá ser considerado residente habitual en aquel territorio en el que permanezca un mayor número de días del período impositivo, teniendo en cuenta que, a efectos de determinar este período de permanencia, se computan las ausencias temporales. Aunque se establece la presunción de permanencia allí donde radique su vivienda habitual, esta presunción quedará sin efecto como consecuencia de la permanencia del contribuyente en un territorio distinto. Sólo si por aplicación del criterio de permanencia no es posible determinar la residencia, deberá acudirse al de ubicación del principal centro de intereses. Si tampoco a través de este segundo criterio es posible fijar la residencia del contribuyente, éste deberá presentar su declaración del impuesto atendiendo a la última residencia por él declarada a efectos del IRPF. (Forum Fiscal 277 julio 2021). . 





A. Cuando permanezcan en territorio común o foral mayor número de días.

No obstante el período impositivo a considerar varía en función del impuesto de que se trate, así:

a) En el IRPF:

Se entiende que tienen la residencia habitual en un territorio cuando permanecen en el mismo un mayor número de días del período impositivo.

Junta Arbitral del Concierto Económico

La Resolución de la Junta Arbitral 4/2008, de 22 de diciembre de 2008 y la 6/2009, de 3 de abril de 2009, abordan la prueba de la residencia habitual.

b)  En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y el Impuesto sobre determinados Medios de Transporte.

Se entiende que tienen la residencia habitual en un territorio cuando se permanezca en dicho territorio un mayor número de días del año inmediato anterior, contado de fecha a fecha, que finalice el día anterior al de devengo.

c)  Resto de impuestos.

Se entiende que tienen la residencia habitual en un territorio cuando, a la fecha de devengo del impuesto que corresponda, en el mismo radica su residencia habitual a los efectos del IRPF.

La omisión de una referencia explícita en el Concierto a la residencia habitual a los efectos del IVA, supone que la residencia habitual de las personas físicas sujetos pasivos del IVA será la establecida a los efectos del IRPF en la fecha de devengo del IVA, es decir, cuando se efectúe la puesta a disposición de los bienes en las entregas de bienes y cuando se presten los servicios.

Por ello, el mero cambio de residencia no implicará un cambio de la administración competente para la exacción del IVA, sino que habrá que examinar donde está la residencia habitual a efectos del IRPF, aplicando las normas previstas en el Concierto Económico para la exacción del IVA.

Para determinar el período de permanencia se computarán las ausencias temporales, salvo que se demuestre la residencia fiscal en otro país y la permanencia fuera del territorio español más de 183 días.

Salvo prueba en contrario, se considerará que una persona física permanece en uno u otro territorio cuando radique en el mismo su vivienda habitual.


Resolución del TEAF.

El TEAF de Gipuzkoa en su Resolución de 23 de junio de 2004, determina que la consideración de un inmueble como habitual a efectos del IRPF no implica que en el mismo se tenga la residencia habitual a los efectos del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.




Ejemplo.

1. Don Juan Garay, trabajador por cuenta ajena, ha residido durante el ejercicio, que coincide con el año natural en el IRPF, en Madrid 165 días, 120 días en San Sebastián y 80 días en Bilbao.

La residencia habitual de Don Juan Garay será el País Vasco, en la medida en que ha residido 200 días en el País Vasco y 165 en territorio común. Ahora bien, una vez determinado ese extremo (residencia en el País Vasco), es preciso especificar en que Territorio Histórico del País Vasco se sitúa la residencia habitual, para lo que ha de acudirse al "intraconcierto" (véase el apartado 4 siguiente), conforme al cual se entiende que la residencia habitual está situada en San Sebastián, puesto que en dicho territorio ha residido más días (de los 200 que ha residido en el País Vasco).

2. Don Antonio Sansa es un profesional que trabaja por cuenta propia y reside en Burgos desde el 1 de enero hasta el 30 de septiembre de 2000. En ésta última fecha traslada su despacho profesional y su residencia a Vitoria.

Don Antonio Sansa deberá presentar su declaración por el IRPF en la Agencia Estatal de la administración tributaria ya que ha permanecido en Burgos un mayor número de días del período impositivo de 2000 y en esa misma Agencia Estatal deberá presentar las declaraciones liquidaciones de IVA del año 2000, ya que en ese período impositivo ha tenido su residencia habitual a los efectos del IRPF en Burgos.



B.  Cuando en un territorio tenga su principal centro de intereses.

Se considerará que se produce tal circunstancia cuando en dicho territorio obtenga la mayor parte de la base imponible del IRPF, la cual deberá computarse excluyendo:


	
- Las rentas y ganancias patrimoniales derivadas del capital mobiliario. 

	
- Las bases imputadas en régimen de transparencia fiscal, con la excepción de la transparencia profesional. 	
- El informe del OCTE en la consulta 21-11-2011, considera que el hecho de que el sujeto pasivo ejerza una actividad económica en territorio foral, no obsta para que su residencia habitual pueda radicar en territorio común. 






C.  Cuando radique en uno u otro territorio la última residencia declarada a efectos del IRPF.

Sin embargo, a las personas físicas que residan en territorio español sin permanecer en el mismo más de 183 días, se les considerará residentes en el territorio común o foral, según radique en uno u otro territorio el núcleo principal o la base de sus actividades empresariales o profesionales o de sus intereses económicos.

Permanencia en territorio español menos de 183 días

Cuando el núcleo principal o la base de sus actividades empresariales o profesionales o de sus intereses económicos radique en el País Vasco.






Reglas para la determinación del domicilio fiscal en el País Vasco en el Concierto Económico. Álava


 A los efectos del Concierto para la determinación del domicilio fiscal se establecen las reglas siguientes:

A.  Personas Físicas.

Cuando tienen su residencia habitual en el País Vasco.

Doctrina y jurisprudencia:


	 • La Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de abril de 2010, confirma la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico, estableciendo la presunción de la residencia habitual al no poderse determinar el número de días que el contribuyente ha permanecido en uno u otro territorio.

	 • La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 12 de mayo de 2017, rec. 21/2012, analiza el supuesto de existencia de indicios contradictorios respecto a la residencia habitual del obligado tributario. Propiedad de sendas viviendas en Madrid y en Bizkaia, habiéndose declarado ambas como domicilio habitual en las cuentas de cotización ante la Seguridad Social, sin que la documentación bancaria examinada aclare tal situación. Tampoco es posible fijar el domicilio atendiendo al lugar donde tuviera el centro de intereses, pues no es posible determinar atendiendo a la declaración del IRPF, el lugar donde ha obtenido la mayor base imponible del Impuesto. Así pues, la residencia se fija en el territorio de la última que ha sido declarada por el obligado, ya fallecido, que en este caso es Bizkaia.)

	 • La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 28 de junio de 2017, rec. 496/2016, considera compatible que atendiendo a que la gestión administrativa y la gestión de los negocios del contribuyente está en Madrid, lo esté también el domicilio social-fiscal de sus sociedades y que su propio domicilio fiscal, esté en San Sebastián por tener en esta ciudad su vivienda habitual, o por realizar en la misma de forma habitual sus actividades laborales o profesionales relacionadas con el objeto de sus sociedades.

	 • La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 22 de diciembre  de 2017, rec. 23/2012 analiza un  conflicto planteado por la AEAT frente a la DF de Bizkaia, para resolver la discrepancia sobre el domicilio fiscal del obligado tributario. A juico de la Junta, la confesión del propio contribuyente ante la AEAT recogida en diligencia incoada por agente de la AEAT y el hecho de que haya tenido hasta cuatro empleados de alta en el régimen de trabajadores del hogar en Madrid y ninguno en Bizkaia, junto a la circunstancia de que su esposa tuviera declarado su domicilio fiscal en Madrid, sin que conste en el expediente ningún motivo que pudiera hacer quebrar la presunción de convivencia de los cónyuges, inclina a declarar que el domicilio fiscal, en el período controvertido, estaba en Madrid.

	 • La Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de febrero de 2019, Rec 512/2017 resuelve un conflicto entre las Administraciones del Estado y la Diputación Foral de Bizkaia, efectuando una nueva valoración conjunta de la prueba realizda por la Junta Arbitral que, aunque indiciaria, entiende que está basada en hechos que no acreditan directamente la residencia pero si permiten que, a través de un juicio de inferencia se alcance una conclusión razonable sobre el lugar en que pudo residir por más tiempo el contribuyente. En base a ello, el Tribunal Supremo anula la Resolución de la Junta Arbitral del País Vasco objeto de impugnación y declara que el domicilio fiscal del sujeto pasivo estaba situado en Madrid.

	 • El Auto del Tribunal Supremo de 4 de febrero de 2021 admite a trámite por presentar interés casacional recurso de casación interpuesto al objeto de analizar si el tiempo que una persona ha permanecido en un determinado territorio por razón de sus estudios puede considerarse ausencia temporal cuando la residencia de sus padres se encuentra en otro territorio financiando sus padres sus estudios.



Comentarios doctrinales


	 Determinación de la residencia fiscal en época de confinamiento. Isaac Merino Jara Catedrático de Derecho Financiero y Tributario.FF enero 2021.

	 Desplazamiento al extranjero para desempeñar un trabajo por cuenta ajena. Determinación del lugar de residencia fiscal y posibilidad de aplicación de exención en el IRPF.Idoia Zapirain Torrecilla. Técnico del Departamento de Hacienda y Finanzas de la DF Gipuzkoa. FF noviembre 2020.



B.  Personas Jurídicas y demás entidades sometidas al Impuesto sobre Sociedades.

Aunque hemos de remitirnos a lo señalado en elcomentario relacionado en relación con el Impuesto sobre Sociedades, hay que tener en cuenta que el concepto contenido en este artículo tiene validez en relación con todas las referencias que se efectúan al domicilio fiscal en el Concierto Económico.

El domicilio fiscal de las personas jurídicas se conceptúa como el de "su domicilio social siempre que en el mismo esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso, se atenderá al lugar en que se realice dicha gestión o dirección".

La expresión “centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios” es una expresión compleja que no viene definida ni delimitada legalmente, por lo que ha de resolverse caso por caso, teniendo en cuenta las circunstancias de cada supuesto de la actividad a que se dedique la entidad.

Sentencias

♦ La Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de febrero de 2010, confirma la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 1/2008, de 24 de noviembre de 2008, sobre determinación del domicilio fiscal, analizando diferentes criterios que han de considerarse para la determinación del domicilio fiscal en un supuesto de gestión administrativa subcontratada.

Las Sentencias del Tribunal Supremo de 22 de abril de 2010 y de  16 de junio de 2010, confirman las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico 2/2008, de 22 de diciembre de 2008 y de 2/2009, de 28 de enero de 2009, y utilizan la misma argumentación que la referida Sentencia de 4 de febrero de 2010.

♦ La Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 2010, confirma la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 4/2009, de 6 de marzo de 2009, sobre determinación del domicilio fiscal, y efectúa una valoración probatoria de los elementos fácticos para determinar donde está ubicada la gestión administrativa y la efectiva dirección de los negocios, analizando escrituras, comunicaciones, recursos, contratos, domicilio de los miembros del Consejo de Administración y administradores y apoderados.

♦ La Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de octubre de 2013, que anula la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 28 de septiembre de 2012, analiza la expresión “centralizada la gestión administrativa y la dirección de sus negocios” y señala que se trata de una expresión compleja que ha de conformarse caso por caso, teniendo en cuenta no sólo las circunstancias concretas objetivas del supuesto, sino también de la actividad a que se dedica la actividad.

♦ La Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de junio de 2015, al confirmar la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 14/2013, de 24 de julio de 2013, considera que a la Junta Arbitral le corresponde la valoración del material probatorio y al recurrente le corresponde llevar al convencimiento de la errónea apreciación de la prueba.

Resoluciones

♦ La Resolución de la Junta Arbitral 7/2014, de 19 de diciembre de 2014, en relación a un grupo empresarial, considera que es relevante el hecho de la pertenencia de las sociedades a un grupo y estima que la gestión administrativa y la dirección de los negocios no son criterios separables y en caso de discrepancia entre una y otra, debe tener preferencia la segunda.

♦ Las Resoluciones de la Junta Arbitral 8/2015 y 12/2015, de 19 de junio de 2015, consideran que el domicilio fiscal es único, sin que su realidad y efectividad se supedite a su comunicación formal a la administración o administraciones interesadas.

♦ Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 20 de junio de 2016: Para determinar el domicilio fiscal de las personas jurídicas se ha de estar al lugar donde esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. Cuando la entidad desarrolle actividades que no precisan de local ni de empleados, ni de estructuras administrativas distintas del mero órgano de administración de la entidad, se ha de atender al domicilio fiscal de los administradores de la entidad. 

♦ Las Resoluciones de la Junta Arbitral 18/2016, de 4 de noviembre y 2/2017 y 3/2017, de 6 de febrero, consideran que para determinar el domicilio fiscal de una Sociedad de Inversión de Capital Variable hay que distinguir la gestión del patrimonio social , es decir, de sus activos, de la dirección efectiva de los negocios. Cuando la gestión de los activos esté encomendada a una sociedad gestora, la dirección efectiva de los negocios no precisa forzosamente ni de local ni de empleados por lo que el domicilio fiscal ha de localizarse en el lugar en el que los administradores y órganos de gobierno de la entidad realicen las funciones de dirección.

♦ La Resolución de la Junta Arbitral 16/2017, de 21 de diciembre de 2017, recoge y aplica la  doctrina del Tribunal Supremo, señalando que a la hora de determinar el domicilio fiscal de las personas jurídicas lo que importa no es su domicilio social, siendo el criterio realmente decisorio dónde esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de los negocios,  hecho que habrá que acreditar probando que tales circunstancias concurren en un determinado lugar. En el conflicto analizado la Junta Arbitral considera relevantes al efecto los argumentos relativos a los administradores y apoderados, a la comprobación presencial del domicilio fiscal declarado y a la documentación bancaria. 

♦ La Resolución de la Junta Arbitral 17/2017, de 21 de diciembre, señala que a efectos de determinación del lugar de domicilio fiscal las declaraciones censales gozan de presunción de veracidad, debiendo quien discrepa aportar pruebas suficientes para destruir la presunción. 

♦ La Resolución de la Junta Arbitral 10/2018, de 27 de julio, señala que la localización del domicilio fiscal será un hecho que habrá que acreditar probando las circunstancias que determinan donde está centralizada la gestión administrativa y la dirección de los negocios, prueba que no está tasada, sin que a nivel legal se establezcan pautas ni siquiera a nivel indicativo.

Consultas.

♦ La Diputación Foral de Bizkaia en contestación de 29 de marzo de 2001 a una consulta, considera que la ubicación del domicilio fiscal de una sociedad de servicios portuarios está en el lugar donde esté contralizada la gestión administrativa y la dirección de los negocios.

♦ El informe del OCTE de 19 de enero de 2007, al examinar un supuesto con dificultades para determinar el lugar donde se realiza la gestión administrativa y la dirección de los negocios, señala que el funcionamiento descentralizado de las sucursales no impide que pueda determinarse la existencia de una dirección soberana resresentada por el administrador único de la compañía.

Cuando con la aplicación de los criterios anteriormente señalados no pueda establecerse el lugar del domicilio, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

♦ El OCTE en su informe de 7 de octubre de 2008, manifiesta que el incumplimiento de la obligación de presentar en plazo la declaración censal no acarrea la ineficacia del cambio de domicilio fiscal.

Resoluciones de los TEAF.

♦ El OJA de Alava en su Resolución de 14 de febrero de 2003, concluye que la propiedad y explotación de unos terrenos no es prueba definitiva del domicilio fiscal y ante las dudas acude al criterio del lugar donde radica el mayor valor del inmovilizado.

♦ El TEAF de Gipuzkoa en su Resolución de 30 de enero de 2004, señala que el domicilio social no es el único elemento a tener en cuenta para concretar el domicilio fiscal.

Junta Arbitral del Concierto Económico.

♦Las Resoluciones de la Junta Arbitral 1/2008, de 24 de noviembre de 2008, la 2/2008, de 22 de diciembre de 2008, la 2/2009, de 28 de enero de 2009 y la 2/2012, de 31 de enero, analizan diversos supuestos de prueba del domicilio fiscal.

C.  Establecimientos permanentes.

Cuando su gestión administrativa o la dirección de los negocios se efectúe en el País Vasco. En el caso de que no pudiera establecerse el lugar del domicilio con el criterio anterior, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

En cuanto a la distinción entre los conceptos de domicilio fiscal y establecimiento, véase la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de noviembre de 1999.

D.  Sociedades civiles y entes sin personalidad jurídica.

Cuando su gestión administrativa o la dirección de los negocios se efectúe en el País Vasco.En el caso de que no pudiera establecerse el lugar del domicilio con el criterio anterior, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.






Residencia habitual y domicilio fiscal en el "intraconcierto".


 Dado que en el Concierto se determinan, en algunos supuestos, los puntos de conexión entre el Estado y el País Vasco, sucede que en el mismo no se explicita si corresponde aplicar la normativa fiscal de uno u otro Territorio Histórico y en cual de los territorios forales ha de efectuarse el ingreso. En estos casos, es preciso acudir a las Normas Forales de cada Impuesto, que serán las que especifiquen qué normativa foral ha de aplicarse y en qué Diputación Foral ha de efectuarse el ingreso.

Así, en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se establece:


	
a) Cuando una persona física permanezca más días del período impositivo en el País Vasco y haya residido en varios Territorios Históricos, se entenderá que ha residido en el que haya permanecido mayor número de días del período impositivo. 

	
b) Cuando haya de aplicarse la regla del principal centro de intereses para la determinación de la residencia y hallándose éste situado en el País Vasco, obtenga rentas en varios Territorios Históricos, se entenderá que ha residido en el Territorio donde obtenga la mayor parte de la base imponible. 



En el Impuesto sobre Sociedades, el que el domicilio fiscal esté situado en uno u otro Territorio Histórico tiene trascendencia desde el punto de vista de la determinación de la normativa foral aplicable y del correspondiente ingreso según las normas generales del Impuesto.






Presunciones en materia de residencia.


 En materia de residencia hay dos tipos de presunciones:

A.  Presunción de misma residencia que el cónyuge no separado legalmente.

Existe la presunción de residir en España (en territorio común o foral), por tener la residencia en dicho territorio el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad de aquél, admitiéndose la prueba en contrario.

B.  Presunción de no cambio de residencia.

La presunción de no cambio de residencia (en relación al IRPF y al Impuesto sobre el Patrimonio) opera si la nueva residencia no se prolonga durante tres o más años, cuando se produzca cualquiera de las circunstancias siguientes:


	
a) Que en el año en que se produce el cambio de residencia o en el siguiente, la base imponible del IRPF sea superior en, al menos, un 50% a la del año anterior al cambio. En caso de tributación conjunta la base se determinará de acuerdo con las normas de individualización del impuesto. 

	
b) Que en el año en que se produzca el cambio, la tributación efectiva por el IRPF sea inferior a la que hubiere correspondido de acuerdo con la normativa aplicable anterior al cambio. 

	
c) Que vuelva a tener la residencia en el lugar anterior, al año siguiente de producirse la situación contemplada en el apartado a) anterior. 








Discrepancias en materia de domiciliación de los contribuyentes. Concierto Económico.


 Las discrepancias que se pudieran plantear entre las Administraciones en materia de domiciliación de los contribuyentes, es decir, en relación con la residencia habitual y el domicilio fiscal, serán resueltas, previa audiencia de los contribuyentes afectados, por la Junta Arbitral cuya composición, funciones y acuerdos están regulados en el Concierto Económico.






Cambios de residencia habitual o domicilio fiscal y obligaciones tributarias según el Concierto Económico. Álava


 A.  Comunicación de los cambios.

Cuando se produzcan cambios de residencia habitual o domicilio fiscal que supongan modificaciones en relación con la competencia para exigir el Impuesto sobre Sociedades y el Impuesto sobre la Renta de los no Residentes, los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y los establecimientos permanentes de entidades no residentes tienen obligación de comunicarlos a ambas Administraciones, si bien la omisión de comunicar la variación del domicilio fiscal no tiene trascendencia sobre el régimen sustantivo del tributo.

	 • Las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 14 de julio de 2008 y de 3 de noviembre de 2008, señalan que el cambio de domicilio no puede utilizarse como fundamento de denegación de dvoluciones.· La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 6 de julio de 2012, analiza un supuesto de cambio de domicilio en el que sólo se realiza la comunicación del cambio a una administración 

· El Tribunal Económico Administrativo Foral de Gipuzkoa, en su Resolución de 29 de marzo de 2007, manifiesta que, habiéndose comunicado debidamente el cambio de domicilio fiscal, la Administración no puede rechazar dicho domicilio sin efectuar comprobación alguna al efecto.

· El OCTE en su informe de 7 de octubre de 2008, manifiesta que el incumplimiento de la obligación de presentar en plazo la declaración censal no acarrea la ineficacia del cambio de domicilio fiscal.




En el IRPF la comunicación del cambio de domicilio se entenderá producida por la presentación de la declaración del impuesto en la administración del territorio correspondiente a la nueva residencia habitual. Ahora bien, la comunicación de dicho cambio es obligatoria no en virtud del Concierto, sino por las normas generales tributarias.

B.  Efectos del cambio.

No obstante, no tendrán efecto los cambios de residencia habitual que tengan por objeto lograr una menor tributación efectiva, a cuyo efecto deberá aplicarse la presunción a que nos hemos referido anteriormente. En estos casos, al entenderse que no se ha producido un cambio de residencia, deberán efectuarse las declaraciones complementarias correspondientes, con inclusión de los intereses de demora.


	
a) Impuesto sobre Sociedades. En los cambios de domicilio fiscal que supongan una modificación de la normativa aplicable del Impuesto sobre Sociedades, véase lo señalado en el comentario correspondiente. 


	 La Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de marzo de 2011, considera que una interpretación lógica y sistemática del Concierto Económico nos inclina a defender que el régimen fiscal previsto para las personas físicas en los supuestos del cambio de domicilio fiscal es el que debe aplicarse en los casos en que, en iguales circunstancias de cambio de domicilio, el obligado tributario sea una persona jurídica. Las consecuencias del cambio de domicilio de la entidad se producen, pues, a partir del momento del cambio, por aplicación analógica de lo dispuesto para las personas físicas en el art. 43.7 del Concierto. Hasta ese momento la competencia debe pertenecer a la Administración que la ostentaba con anterioridad a dicho cambio.

	 El Tribunal Económico Administrativo Regional del País Vasco en su Resolución de 31 de enero de 2012, determina la procedencia de la devolución de los pagos a cuenta de una sociedad que traslada su domicilio fiscal y considera aplicable al caso la Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de junio de 2010, relativa al cambio de domicilio en el IVA.





	
b) IVA. A partir del cambio del domicilio fiscal existe una fragmentación de la competencia, de manera que el sujeto pasivo deberá incluir en las declaraciones-liquidaciones periódicas que presente en cada Administración competente, los IVAs devengados hasta el momento del cambio de domicilio (Véase el artículo de opinión de Olatz Ereño "Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico con el País Vasco"; FFB de enero/2012), deduciendo los IVAs (que originen derecho a deducción) igualmente soportados hasta dicho momento, siendo la diferencia neta resultante el importe de exacción, respecto al que sería competente cada Administración (Sentencias del Tribunal Supremo de 10 y 16 de junio de 2010).

En los casos en que exista un saldo a compensar, hasta las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico, no ha existido un criterio administrativo claro acerca de si es la nueva administración competente la que ha de asumir el saldo pendiente o si ha de procederse a solicitar a la anterior la devolución correspondiente.

Sin embargo, las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico 11/2009, de 19 de junio de 2009 y 12/2009, de 19 de junio de 2009, han considerado que en el caso de cambio de la administración competente para la exacción del IVA en el que existen saldos pendientes de compensar, no debe producirse un traslado de saldos a compensar a otras administraciones. Este criterio ha sido refrendado por las Sentencias del Tribunal Supremo, de 10 de junio de 2010, que confirma la Resolución de la Junta Arbitral 10/2009 y de 16 de junio de 2010,que que confirma la Resolución 12/2009, de 19 de junio de 2009 de la Junta Arbitral del Concierto Económico, en relación con los saldos a compensar procedentes de otra Administración, como consecuencia de una escisión total.

Sin embargo, las Resoluciones de la Junta Arbitral del Concierto Económico 18/2008, de 19 de junio de 2009 y 12/2009, de 19 de junio de 2009, han considerado que en el caso de cambio de la administración competente para la exacción del IVA en el que existen saldos pendientes de compensar, no debe producirse un traslado de saldos a compensar a otras administraciones. Este criterio ha sido refrendado por la Sentencia del Tribunal Supremo, de 16 de junio de 2010, que que confirma la Resolución 12/2009, de 19 de junio de 2009 de la Junta Arbitral del Concierto Económico, en relación con los saldos a compensar procedentes de otra Administración, como consecuencia de una escisión total.  (Véanse los artículos de opinión de Iñaki Alonso Arce sobre la "Intransmisibilidad entre Administraciones tributarias de la obligación de devolver cuotas del Impuesto sobre el Valor Añadido" (Parte I y parte II)) (Véase también el artículo de opinión de Juan Ignacio Martínez Alonso: "¿Solución final al traslado de las "mochilas de IVA" entre las diferentes Administraciones Tributarias? (FFG de junio/2011)).

	
♦ El Tribunal Económico Administrativo Foral de Bizkaia, en su Resolución de 24 de febrero de 2011, en un supuesto de traslado de domicilio de Navarra a Bizkaia, manifiesta que las cantidades pendientes de compensación en el IVA de períodos  anteriores no podrán compensarse en Administración diferente a aquella en que se generó el derecho.


En cuanto a la competencia inspectora, será competente la que resulte de las normas del Concierto a la fecha de devengo del impuesto correspondiente, a pesar de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja de 27 de diciembre de 2000 se manifieste en sentido contrario. 

♦El informe del OCTE de 21 de julio de 2000, se inclina por separar las operaciones realizadas antes y después del cambio de domicilio y presentar a las diferentes administraciones las declaraciones correspondientes, aunque no coincidan los períodos de declaración mensual o trimestral.










Presunción para los cambios de domicilio de personas jurídicas inactivas. Concierto económico. Álava


 Se presume, salvo prueba en contrario, que no existe cambio de domicilio fiscal siempre que en el año anterior o siguiente al cambio de domicilio, devengan inactivas o cesen en su actividad.


	
- Las Sentencias del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 2013 y 22 de mayo de 2013, analizan la presunción iuris tantum y para desvirtuarla se requiere acreditar que la sociedad se mantuvo activa desde el cambio del domicilio fiscal, durante al menos un año. Asimismo, respecto del cese de actividad, se señala que si las personas jurídicas se extinguen, no es posible la continuidad en la actividad que desempeñaban, lo cual sucede en el supuesto de absorción, ya que la misma actividad llevada a cabo bajo titularidad de otro sujeto es una actividad distinta de la anterior.

	
- Las Resoluciones de la Junta Arbitral 5/2012, de 30 de marzo de 2012 y 6/2012, de 11 de mayo de 2012, establecen que se trata de poner coto a los cambios de domicilio que no respondan a un verdadero motivo económico, sino a una menor tributación, si bien se trata de una presunción iuris tantum y que en los supuestos en que una entidad sucede a otra, bien por una reestructuración o cualquier otra causa, no puede afirmarse que la entidad transmitente cese en su actividad.








Cambios de domicilio promovidos por la Administración. Concierto Económico


 Además de los cambios de domicilio fiscal promovidos por los sujetos pasivos, las Administraciones pueden promover el cambio del domicilio fiscal de los contribuyentes de los diferentes impuestos.

Con carácter previo  a la remisión de una propuesta de cambio de domicilio, la Administración interesada podrá llevar a cabo actuaciones de verificación censal del domicilio fiscal, en colaboración con la otra Administración.

El procedimiento previsto para el cambio de domicilio (de acuerdo con la redacción del Concierto aprobada por la Ley 7/2014), será el siguiente: 


	
a) La administración que promueve el cambio de un domicilio fiscal traslada su propuesta a la otra administración con los antecedentes necesarios. 

	
b) La administración receptora de la propuesta deberá pronunciarse en el plazo de cuatro meses sobre el cambio de domicilio y la fecha a la que se retrotraen los efectos. 

	
c) Si se pronuncia confirmando la propuesta, la administración que resulte competente lo comunica al contribuyente. 

	
d) Si no hubiere conformidad con la propuesta, las discrepancias se resolverán por la Junta Arbitral, conforme a lo previsto en los artículos 65 a 67 del Concierto. Cuando el cambio de domicilio se haya producido de oficio, previo acuerdo de ambas Administraciones, o por resolución de la Junta Arbitral, se presumirá que el domicilio se mantiene durante los tres años siguientes a la fecha de la resolución, salvo prueba en contrario.

Tribunal Supremo. 

La Sentencia del Tribunal Supremo 447/2020, de 18 de mayo, reiterando lo ya referido en su sentencia de 15 de diciembre de 2015 (recurso núm. 156/2015 relativa al conflicto ACERALIA entre DFG y AEAT,  dilucida la eficacia de la actuación de un tercero en la prescripción de los créditos interadministrativos derivados de cambios de domicilio, afirmando al respecto que carecen de eficacia interruptiva de la prescripción de los créditos interadministrativos de derecho público no tributarios las actuaciones del contribuyente "con cada una de las dos Administraciones, dado que actuaban separadamente y con desconocimiento cada una de lo actuado por la otra".

Resultaría ilógico según señala el Alto Tribunal que dicha prescripción pueda ser interrumpida en  beneficio del acreedor (la Agencia Estatal de la Administración Tributaria) por la actuación de un tercero con el deudor (la Hacienda Tributaria Navarra), pues solo interrumpen la prescripción los actos del deudor que impliquen reconocimiento de su deuda con el acreedor.

Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. 

La Sentencia del TSJPV de 15 de enero de 2007 determina que el domicilio fiscal ha de estar ubicado en el lugar donde esté efectivamente centralizada la gestión y dirección de la empresa, siendo competente la Administración del Estado para llevar a cabo el cambio de domicilio, habiendo contado para ello con la colaboración de la Administración foral del lugar donde radicaba el domicilio fiscal declarado por la sociedad.

La Sentencia del TSJPV de 20 de junio de 2013, además de hacer una valoración de las pruebas aportadas, considera imprescindible que la administración siga el procedimiento previsto en el Concierto para realizar el cambio de domicilio.











Delito fiscal




El delito fiscal en el Concierto Económico.


 Desde que fue introducida la figura del delito fiscal se han realizado una serie de modificaciones tanto en el tipo como en relación con la coordinación entre el ordenamiento penal y el tributario.

El Concierto se ha ido adaptando a dichas modificaciones, regulando en la actualidad los siguientes aspectos:


	 - Con carácter general señala el Concierto que cuando una administración tributaria estime que las infracciones pudieran ser constitutivas de delitos contra la Hacienda Pública regulados en el Código Penal, a cuyo efecto habrá que tener presente el plazo de prescripción vigente, deberá pasar el tanto de culpa a la jurisdicción competente. 

	 - Se refiere a continuación el Concierto a los casos en los que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305.5 del Código Penal, sea posible continuar las actuaciones para la determinación y cobro de la deuda tributaria, atribuyendo competencia al efecto a la Administración con competencia inspectora, que deberá aplicar la normativa tributaria que corresponda según lo dispuesto en el mismo. 

	 - Fija por último el Concierto el punto de conexión aplicable en el caso de que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305.7 del Código Penal, resulte procedente que el Juez o Tribunal recabe el auxilio de los servicios de la Administración Tributaria para la exacción de la responsabilidad civil derivada del delito y de la multa, señalando que dicho auxilio será prestado por la Administración tributaria competente en virtud de lo dispuesto en el mismo Concierto.



Y todo ello, sin perjuicio de las compensaciones que procedan entre las distintas Administraciones.








Colaboración de las entidades financieras en la gestión de los tributos y actuaciones de la inspección de los tributos




Colaboración de las entidades financieras en la gestión de los tributos y actuaciones de la inspección de los tributos.


 1.  Colaboración de las entidades financieras en la gestión de los tributos.

Corresponde a las Diputaciones Forales la investigación tributaria que haya de practicarse en el territorio vasco para la exacción de los tributos de su competencia, en relación con las cuentas y operaciones, activas y pasivas, de las entidades financieras y cuantas personas se dediquen al tráfico bancario o crediticio.

	
◆  La Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de junio de 2016, analiza el mecanismo de auxilio a utilizar cuando se pretende exigir el cumplimiento de un requerimiento de información tributaria, más allá del ámbito territorial sometido al poder financiero del ente requirente.


2.  Actuaciones de la inspección de los tributos.

Las actuaciones de comprobación e investigación que deban efectuar las Diputaciones Forales fuera del País Vasco se realizarán por los órganos competentes del Estado o de las Comunidades Autónomas a requerimiento del órgano competente de las Diputaciones Forales. Prevé al respecto el Concierto que en relación con las citadas actuaciones, la Administración del Estado y las Diputaciones Forales arbitrarán los oportunos convenios de colaboración y asistencia mutua para la coordinación de las actuaciones de acuerdo con lo dispuesto en su artículo 4.

3.  Actuaciones de obtención de información.

 Las actuaciones de obtención de información en orden a la exacción de los tributos cuya competencia corresponda a las Diputaciones Forales, serán efectuadas por los órganos competentes de dichas Diputaciones Forales, sin perjuicio de los oportunos convenios de colaboración y asistencia mutua que para la coordinación de las citadas actuaciones puedan formalizarse de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 del Concierto Económico.

Además de lo previsto con carácter general en el artículo 4 del Concierto en materia de colaboración entre Administraciones, se establece una obligación específica para los órganos competentes de ambas Administraciones por la que intercambiarán información acerca de hechos, con trascendencia tributaria para la otra Administración, que conocieren con ocasión de sus actuaciones comprobadoras e investigadoras y de obtención de información en orden a la exacción de los tributos.


	
◆ Las Sentencias del Tribunal Supremo de 30 de junio y de 15 de septiembre de 2011 abordan la cuestión del auxilio extraterritorial de la Inspección del Estado y destacan que esa colaboración no cabe confundirla con la competencia para ser el titular de las actuaciones inspectoras.

	
◆  La Sentencia de la Audiencia Nacional de 28 de enero de 2003 aborda la cuestión de la competencia territorial de la inspección.










Obligaciones de información




Obligaciones de información en relación con las retenciones e ingresos a cuenta en el Concierto Económico. 


 Los resúmenes de de las retenciones e ingresos a cuenta deben efectuarse en las administraciones ante las que se hubiera estado obligado para su exacción, aplicando la normativa relativa a las obligaciones de información de ese territorio.

En consecuencia, los resúmenes de retenciones e ingresos a cuenta, deberán presentarse, según los casos, en las administraciones que a continuación se indica:








	SUPUESTO DE RETENCION
	SUJETO OBLIGADO
	LUGAR DE PRESENTACIÓN




	- Con carácter general.
	- La entidad retenedora.
	- Administración competente para exacción.



	- Sobre retribuciones de administradores, miembros del Consejo de Administración y Juntas que hagan sus veces y otros órganos representativos (art. 7.Uno c).
	- La entidad retenedora, sujeto pasivo del I. sobre Sociedades en la Administración del Estado y las Diputaciones Forales.
	- En cada una de las Administraciones competentes para la exacción.



	- Sobre rendimientos por participación en fondos propios, intereses y contraprestaciones de obligaciones y títulos similares (art. 9.Uno.Primera.a).
	- La entidad retenedora, sujeto pasivo del I. sobre Sociedades en la Administración del Estado y las Diputaciones Forales.
	- En cada una de las Administraciones competentes para la exacción.



	- Sobre rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente (art. 23.Dos).
	- La entidad retenedora, sujeto pasivo del I. sobre Sociedades en la Adminis-tración del Estado y las Diputaciones Forales.
	- En cada una de las Administraciones competentes para la exacción.



	- Caso de entidades depositarias o gestión cobro rentas valores.
	- La entidad depositaria.
	- Administración competente para comprobación e investigación de la Entidad.





En las declaraciones de retenciones e ingresos a cuenta presentadas a las diferentes Administraciones, se deberá incluir el total de los rendimientos y de las retenciones correspondientes a los mismos.







Obligaciones de información en el Concierto Económico: suministro general de información.


 Las distintas obligaciones de suministro general de información previstas en la normativa tributaria, deberán cumplimentarse aplicando la correspondiente normativa, según los criterios siguientes:


	
a) Cuando el obligado a suministrar la información desarrolla actividades económicas, es decir, desarrolla actividades empresariales o profesionales, deberá presentarla ante la administración a la que corresponde la comprobación e investigación. A estos efectos, para determinar la existencia de actividades empresariales o profesionales deberá acudirse a la normativa del IVA. 

Audiencia Nacional.

	
♦ La Sentencia de la Audiencia Nacional de 15 de septiembre de 2011, considera que de los preceptos del Concierto Económico no se desprende que la Oficina de Investigación contra el Fraude, no tenga competencia para emitir requerimientos individualizados de información a sociedades con domicilio fiscal en el País Vasco.




	
b) Cuando el obligado a suministrar la información no desarrolla actividades económicas, deberá presentarla ante la administración del territorio donde esté situado su domicilio fiscal. 
Ejemplo. 

1. La asociación "Gure", con domicilio en Bilbao y centros en Donostia-San Sebastián, Pamplona, Valencia, Barcelona, Malaga y Madrid, presta servicios de asesoramiento y atención a los enfermos del cancer, obtiene entre sus ingresos 20.500 euros de cuotas de sus asociados, subvenciones de las Comunidades Autónomas del País Vasco, de Cataluña y de Madrid, por importe de 220.000 euros y 25 donativos de un importe superior a los 6.000 euros. La Administración competente para comprobar sus declaraciones por I. sobre Sociedades e IVA es la Hacienda Foral de Bizkaia, por aplicación de los principios generales del Concierto Económico. 

Sin perjuicio de las declaraciones que deban efectuar las demás personas o entidades, la citada asociación deberá presentar en la Diputación Foral de Bizkaia (administración a la que corresponde la comprobación e investigación) las declaraciones informativas siguientes: 

- Declaración anual de operaciones con terceras personas (347). 

- Declaración informativa de donaciones que dan derecho a deducción por el IRPF (182). 

2. Don A. Molina tiene su residencia habitual en Donostia-San Sebastián, y entre sus ingresos cuenta con rendimientos del capital derivados del arrendamiento de un local de negocio situado en Madrid por el que percibe 18.000 euros. 

Sin perjuicio de la declaración que deba efectuar el arrendatario, Don A. Molina deberá presentar en la Diputación Foral de Gipuzkoa (administración a la que corresponde la comprobación e investigación) la declaración anual de operaciones con terceras personas (347). 







En cualquiera de los dos casos anteriores, si se trata de herencias yacentes, comunidades de bienes  u otras entidades carentes de personalidad jurídica, las declaraciones deberán también presentarse ante la Administración en la que estén domiciliados fiscalmente sus miembros o participes.






Declaraciones censales.


 Las declaraciones censales deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la administración de su domicilio fiscal y además ante la administración en la que deba presentar alguna de las declaraciones siguientes:


	
- Declaración de retenciones e ingresos a cuenta. 

	
- Declaración-liquidación por el Impuesto sobre Sociedades. 

	
- Declaración-liquidación por el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

	
- Declaración-liquidación por el Impuesto sobre Actividades Económicas. 
Ejemplo. 

La entidad SITASA con domicilio fiscal en Valladolid, tiene sucursales en San Sebastián y Pamplona y factura 15 millones de euros, teniendo empleados en todas sus instalaciones. 

SITASA deberá presentar declaraciones censales en la Agencia Estatal (Valladolid), así como en la Hacienda Foral de Gipuzkoa y en la Hacienda Foral de Navarra. 












Fusiones y escisiones de empresas. Obligaciones de información en el Concierto Económico.


 Desde la modificación de la normativa tributaria relativa a fusiones y escisiones de empresas para su adaptación a las normas comunitarias, no es preciso el reconocimiento de los beneficios fiscales por parte de la Administración tributaria, sino que basta con comunicar la opción por aplicar el régimen de fusiones, escisiones, aportación de activos y canje de valores.

El Concierto de 2002 mantiene, sin embargo, la exigencia de reconocimiento de los beneficios tributarios cuando la fusión o escisión afecte a empresas sometidas a la normativa común y foral, coincidiendo así con el texto del artículo 38 del anterior Concierto, cuyo texto considerabamos desfasado.

No puede entenderse el sentido de mantener esta previsión, salvo que se trate de excluir a estos procesos de fusión o escisión del régimen de comunicación, interpretación que no considero ajustada a derecho siempre que en dichos procesos se respeten las normas comunitarias aplicables al efecto.

Por ello, las previsiones de este artículo no afectan a la normativa existente sobre comunicación de la opción por aplicar este régimen de fusiones.

Cuestión distinta es que en las operaciones de fusiones y escisiones que afecten a empresas sometidas a la normativa común y foral:


	
a) Las Diputaciones Forales deberán aplicar una normativa idéntica a la existente en territorio común. 

	
b) Se tramitarán expedientes administrativos ante cada una de las Administraciones implicadas. [En esta materia véanse las consideraciones realizadas en el artículo 29.]












Asignación y revocación del número de identificación fiscal




Asignación y revocación del número de identificación fiscal en el Concierto Económico.


 Con la modificación introducida en el Concierto por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, se introducen en el mismo puntos de conexión en relación con la asignación y revocación del NIF.

Así, en lo que a la asignación se refiere,  se señala  en el mismo que: 


	 -	Las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica deberán solicitar la asignación de número de identificación fiscal ante la administración correspondiente a su domicilio fiscal.


	 -	Las entidades no residentes sin establecimiento permanente deberán solicitar la asignación del número de identificación fiscal a la administración del territorio en el que vayan a realizar actos u operaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria, salvo que con anterioridad se les haya asignado un número de identificación fiscal por otra Administración tributaria.



Y, por lo que afecta a la revocación se indica que:


	 -	La revocación del número de identificación fiscal corresponderá a la Administración de su domicilio fiscal, salvo que la competencia para comprobación e investigación esté atribuida a otra Administración, en cuyo caso, corresponderá a esta. En el caso de las entidades no residentes sin establecimiento permanente será competente para la revocación la administración que lo asignó.

	 -	En ambos casos se garantizará la adecuada coordinación y el intercambio de información entre ambas Administraciones.










Coordinación de competencias exaccionadoras e inspectoras




Coordinación de competencias exaccionadoras e inspectoras en el Concierto Económico.


 Con la modificación introducida en el Concierto por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, dedica el mismo un nuevo artículo a la regulación de la coordinación que debe existir en determinados casos en los que las competencias de exacción o inspección corresponda a distintas  administraciones, que según prevé la DT Primera del Concierto resultará de aplicación a las regularizaciones referidas exclusivamente a periodos impositivos iniciados con posterioridad a la fecha de entrada en vigor de dicha Ley (30 de diciembre de 2017). 

En concreto, señala el Concierto que la coordinación de competencias será procedente en relación con los siguientes supuestos:


	
a) Regularización de operaciones realizadas entre personas o entidades vinculadas. 

	
b) Calificación de operaciones de manera diferente a como las haya declarado el contribuyente cuando ello implique una modificación de las cuotas soportadas o repercutidas en los impuestos indirectos en los que se haya establecido el mecanismo de la repercusión.



Y al objeto de llevar a efecto la oportuna coordinación, el Concierto  fija el siguiente procedimiento a seguir:


	 - La Administración que esté ejercitando sus competencias deberá comunicar, con anterioridad a formular propuesta de resolución al contribuyente o de formalizar la correspondiente acta de inspección, a las otras Administraciones afectadas los elementos de hecho y fundamentos de derecho de la regularización que entienda procedente.

	 -	En el caso de que en el plazo de dos meses no se hubieran formulado observaciones sobre la propuesta de resolución por parte de las otras Administraciones concernidas, ésta se entenderá aprobada y todas ellas quedarán vinculadas frente a los contribuyentes, a quienes deberán aplicar esos criterios.

	 -	De existir observaciones, se dará traslado de las mismas a la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa donde podrá llegarse a un acuerdo sobre las observaciones planteadas.

	 -	En todo caso, transcurridos dos meses desde que dichas observaciones hayan sido formuladas sin llegar a un acuerdo sobre las mismas, la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa así como cualquiera de las Administraciones concernidas podrá proceder a trasladar el desacuerdo a la Junta Arbitral en el plazo de un mes, quien deberá resolver la controversia, previa audiencia del contribuyente, por medio del procedimiento abreviado previsto en el artículo 68.

	 -	Una vez resuelta la controversia o en su defecto trascurridos los plazos previstos en el apartado dos del artículo 68 sin pronunciamiento de la Junta Arbitral, la Administración actuante podrá continuar las actuaciones y dictar los actos administrativos correspondientes, cuyos efectos entre administraciones se suspenderán hasta la resolución de la Junta Arbitral.




	
Doctrina y jurisprudencia Las Sentencias del Tribunal Supremo nº 1194/2020 de 22 de septiembre de 2020; nº 1430/2020, de 29 de octubre de 2020  y  nº 1182/2020, de 17 de septiembre de 2020 vienen a señalar, en coherencia con lo regulado en el artículo 47 ter del Concierto Económico para dar solución a supuestos como los analizados en las mismas, que cuando se realiza una comprobación tributaria a un sujeto pasivo para que abone el Impuesto sobre Sociedades en territorio común y el sujeto pasivo debe tributar conforme a la normativa foral vasca, la Agencia Estatal de la Administración Tributaria tiene la obligación de notificar, conforme a la normativa vigente en territorio común, la realización de ajustes de valoración en materia de precios de transferencia a la entidad que tributa conforme a la normativa de los Territorios Históricos Vascos.





	
Comentario doctrinal Operaciones vinculadas y ajustes de valoración. Supuestos de contribuyentes residentes en diferentes territorios. Koldo Caminos García (Asociado principal de Garrigues) y Patxi Arrasate Roldán (Socio de Garrigues). FF enero 2021.











Capítulo III. De las Comisiones y Junta Arbitral del Concierto Económico

Sección 1ª. Comisión Mixta del Concierto Económico




Composición y acuerdos. Concierto económico. Álava


 La Comisión Mixta del Concierto Económico sustituye a la Comisión Mixta de Cupo prevista en el Concierto Económico anterior y es el órgano de máxima representación política de los previstos en el Concierto.

Está compuesta por 12 miembros, 1 representante de cada Diputación Foral, 3 del Gobierno Vasco y 6 de la Administración del Estado.

Los acuerdos deberán adoptarse por unanimidad de todos sus miembros (Véase el artículo de opinión de José Rubí Cassinello: "Los órganos del Concierto Económico") (FFB de enero/2003).







Funciones. Concierto Económico. Álava


 La Comisión Mixta del Concierto Económico tiene atribuidas las funciones siguientes:


	
a) Acordar las modificaciones del Concierto, las cuales deberán efectuarse por el mismo procedimiento seguido para su aprobación, conforme a la Disposición adicional segunda del Concierto Económico. 

	
b) Acordar los compromisos de colaboración y coordinación en materia de estabilidad presupuestaria. La Comisión Mixta del Concierto Económico es el órgano que tiene encomendada la función prevista en el artículo 48 del Concierto que establece que las relaciones financieras entre el Estado y el País Vasco se regirán por la coordinación y colaboración en materia de estabilidad presupuestaria. 



	
c) Acordar la metodología para el señalamiento del cupo de cada quinquenio. La metodología para el señalamiento del cupo para el quinquenio 2002-2006 fue aprobada por la Ley 13/2002, de 23 de mayo (FFA de julio/2002)(FFB de julio/2002)(FFG de julio/2002). 



	
d) Acordar el nombramiento y régimen de los componentes de la Junta Arbitral prevista en los artículos 65 a 67 del Concierto Ver comentario relacionado, así como lo referente a su funcionamiento, convocatoria, reuniones y régimen de adopción de acuerdos. 

	
e) Todos los acuerdos que en materia tributaria y financiera resulten necesarios para la aplicación y desarrollo del Concierto. 









Sección 2ª. Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa




Composición. Concierto Económico Álava


 La Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa se crea en el Concierto de 2002 y viene a sustituir a dos Comisiones anteriormente existentes, la Comisión Coordinadora, prevista en el artículo 40 del anterior Concierto, y la Comisión de Evaluación Normativa, creada por Acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de 14 de julio de 1999, con objeto de tratar de evitar conflictos entre Administraciones (Véase el artículo de opinión de José Rubí Cassinello: “Los órganos del Concierto Económico”) (FFB de enero/2003)) .

La composición es la siguiente:


	
a) 4 representantes de la Administración del Estado. 

	
b) 4 representantes de la Comunidad Autónoma del País Vasco, designados por el Gobierno Vasco, de los que 3 serán a propuesta de cada una de las Diputaciones Forales. 









Funciones de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa.


 La Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa tiene las funciones siguientes:


	
1. Evaluar la adecuación de la normativa al Concierto Económico, con carácter previo a su publicación. A estos efectos se establece un sistema de intercambio de proyectos de disposiciones, basado en el siguiente procedimiento: 


	
a) Comunicación entre ambas Administraciones de los proyectos de disposiciones normativas en materia tributaria, con la debida antelación a su entrada en vigor. 

	
b) Observaciones en relación con las propuestas contenidas en los citados proyectos. 

	
c) Posibilidad de cualquiera de las Administraciones representas de solicitar, por escrito y motivadamente, la convocatoria de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa. 

	
d) Reunión de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa en el plazo máximo de 15 días desde la solicitud de la convocatoria, para analizar la adecuación de la normativa al Concierto, intentando alcanzar un acuerdo sobre las posibles discrepancias existentes entre las diferentes Administraciones, con anterioridad a la publicación de las correspondientes normas. 





	
2. Resolver consultas sobre la aplicación de los puntos de conexión contenidos en el Concierto. Los contribuyentes pueden formular consultas sobre la aplicación de los puntos de conexión previstos en el Concierto Económico ante cualquiera de las Administraciones implicadas. En estos supuestos, el procedimiento será el siguiente: 


	
a) La consulta junto con una propuesta de resolución se traslada al resto de Administraciones en el plazo de 2 meses desde su recepción. 

	
b) Si en el plazo de 2 meses no existen observaciones a la propuesta, se entiende aprobada. 

	
c) Si se han formulado observaciones y no se han admitido, podrá llegarse a un acuerdo en la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa. 

	
d)  Transcurridos 2 meses desde la formulación de observaciones sin que haya acuerdo, cualquiera de las Administraciones concernidas y la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa, podrán trasladar en el plazo de un mes, el desacuerdo a la Junta Arbitral. 



	 ◆ El Tribunal Supremo en Sentencia de 21 de febrero de 2011, en una consulta que afectaba a la aplicación de los puntos de conexión establecidos en el Concierto, señala que no se puede obviar el procedimiento establecido en el artículo 64 del Concierto, de manera que la Administración debió formular su propuesta de resolución y trasladarla a las demás Administraciones implicadas.




	
3. Resolver sobre las observaciones que se planteen relativas a las cuestiones del artículo 47 ter, relativas a la coordinación de competencias exaccionadoras e inspectoras en los casos de regularización de operaciones entre partes vinculadas y calificación de operaciones que implique  modificación de cuotas en los supuestos objeto de repercusión. 

	
4. Realizar estudios para una adecuada articulación estructural y funcional del régimen autonómico con el marco fiscal estatal.


	
5. Facilitar a las Administraciones la coordinación y colaboración. A estos efectos se facilitarán: 


	
- Criterios de actuación uniforme. 

	
- Planes y programas de informática. 

	
- Instrumentos, medios, procedimientos o métodos para la materialización del principio de colaboración e intercambio de información. 





	
6. Analizar los cuestiones en materia de inspección entre el Estado y las Diputaciones Forales y en relación a los problemas de valoración a efectos tributarios. 

	
7. Emitir informes a solicitud del Ministerio de Hacienda, de los Departamentos de Hacienda del Gobierno Vasco y de las Diputaciones Forales, así como de la Junta Arbitral del Concierto. 

	
8. Cualquier otra función relacionada con la aplicación y ejecución del Concierto. 









Sección 3ª. Junta Arbitral




Composición de la Junta Arbitral.


 La Junta Arbitral prevista en el Concierto de 2002 introdujo cambios sustanciales en relación con la Junta Arbitral existente ya en el Concierto del año 1981, respecto de la cual no se llegó a designar a sus miembros, por lo que la misma no ejerció las funciones previstas por la normativa en ese período de tiempo.


	
1. Miembros de la Junta Arbitral. Los árbitros serán designados entre expertos de reconocido prestigio, con más de 15 años de ejercicio profesional en materia tributaria o hacendística. 



	
2. Nombramiento. La nueva Junta Arbitral está integrada por 3 miembros, cuyo nombramiento se formalizará por el Ministro de Hacienda y el Consejero de Hacienda y Administración Pública del Gobierno Vasco, aunque previamente la Comisión Mixta del Concierto ha de acordar su nombramiento, conforme a lo previsto en el apartado d) del artículo 62 del Concierto. 

El nombramiento de los 3 árbitros será para un período de 6 años.  



	
3. Vacantes. En caso de producirse vacantes serán cubiertas, siguiendo el mismo procedimiento de nombramiento anteriormente señalado, por el período de mandato que le restaba al árbitro al que sustituye. 












Funciones




Funciones de la Junta Arbitral.


 La Junta Arbitral está configurada como un órgano de resolución de discrepancias o conflictos entre Administraciones, por lo tanto los contribuyentes no podrán recurrir a esta Junta Arbitral para resolver las dudas o las diferencias interpretativas que pudieran tener con las Administraciones en materia de interpretación y aplicación del Concierto, sino que para ello deberán plantear la consulta oportuna ante la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa.

	 El Tribunal Supremo en Sentencia de 3 de febrero de 2011, considera que hasta que alguna de las administraciones legitimadas plantee el conflicto, la Junta Arbitral no puede tenerlo por planteado. Una vez que se haya suscitado el conflicto de competencias será cuando el contribuyente tendrá la condición de interesado.


La Junta Arbitral tiene las siguientes funciones:


	
a) Resolver los conflictos que se planteen entre el Estado y las Diputaciones Forales o entre éstas y otras Comunidades Autónomas en materia de puntos de conexión de tributos concertados, la determinación de la proporción de cada Administración en los casos de tributación conjunta en el IVA o en el Impuestos sobre Sociedades. 	 ♦El Tribunal Supremo en Sentencia de 12 de mayo de 2010, analiza un supuesto de punto de conexión cuyo análisis considera dentro del ámbito de competencia de la Junta Arbitral del Concierto Económico.


En cuanto a la posibilidad de que la Junta Arbitral del Concierto Económico conozca de conflictos entre las Comunidad Foral de Navarra y las Diputaciones Forales del País Vasco, la Junta Arbitral en su acuerdo de 2 de mayo de 2011, considera que ningún precepto del Concierto excluye la competencia de la Junta para conocer los conflictos entre dichas instituciones. No obstante, se trata de un tema que no es pacífico (Véase el artículo de opinión de Iñaki Alonso “La inexistencia de vía arbitral para los conflictos entre un Territorio Histórico y la Comunidad Foral de Navarra” FFB, abril/2013).

	 ♦ El Tribunal Supremo en Sentencia de 17 de octubre de 2013, señala que en las relaciones entre los Territorios Históricos y la Comunidad Foral de Navarra, ésta debe considerarse territorio de régimen común.




	
b) Resolver los conflictos que surjan entre las Administraciones interesadas en relación con la interpretación y aplicación del Concierto a casos concretos concernientes a relaciones tributarias individuales. 	 ♦El TSJ del País Vasco en Sentencia de 8 de febrero de 2010, señala que el cauce idóneo para resolver el conflicto de competencias entre la administración foral y estatal, es la Junta Arbitral.




	
c) Resolver las discrepancias respecto de la domiciliación de contribuyentes, en concordancia con lo previsto en los apartados seis y nueve del artículo 43 del Concierto. 	 ♦El TSJ del País Vasco en Sentencia de 11 de febrero de 2008, señala que en los casos de conflictos entre los tribunales económico administrativos del Estado y los tribunales económico administrativos forales, debe acudirse a la Junta Arbitral.♦El TEAC en su Resolución de 5 de diciembre de 2007, considera que las discrepancias entre Administraciones sobre el domicilio fiscal de un contribuyente han de resolverse por el procedimiento establecido en el artículo 43 del Concierto Económico, por lo tanto es nula la resolución de cambio de domicilio dictada unilateralmente por una administración sin acudir a la Junta Arbitral.

♦El TEAC en su Resolución de 9 de julio de 2009, considera que las discrepancias entre Administraciones sobre el domicilio fiscal de un contribuyente han de resolverse por el procedimiento establecido en el artículo 43 del Concierto Económico, por lo tanto supone prescindir total y absolutamente del procedimiento establecido y es nulo el acuerdo adoptado unilateralmente por una administración sin acudir a la Junta Arbitral.








La Resolución 4/2018 de 9 abril, de la Junta Arbitral aborda dos importantes cuestiones atinentes al propio ámbito competencial de la Junta Arbitral o, lo que es lo mismo, a la extensión de sus facultades en aplicación de lo previsto en la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco: en primer lugar, se enfrenta la Junta Arbitral a la determinación de si su competencia se extiende o no a poder entrar a la calificación jurídica que merece una determinada operación a la luz de la normativa del IVA, entendiéndose competente al efecto y, en segundo lugar, aborda la Junta Arbitral la determinación de su competencia para llevar a cabo una interpretación de los puntos de conexión previstos en el Concierto Económico, atendiendo a un "principio de reparto equitativo de los recursos fiscales en que se funda el mismo”, competencia que igualmente se atribuye. 







Procedimiento para resolver controversias en la Junta Arbitral del Concierto Económico


 Una vez suscitado un conflicto las Administraciones lo notificarán a los interesados y se abstendrán de realizar cualquier actuación ulterior, salvo la de interrupción de la prescripción.

  Hasta que se resuelva un conflicto de competencia la administración que viniera gravando a los contribuyentes continuará sometiéndoles a su competencia sin perjuicio de las rectificaciones y compensaciones que deban efectuarse entre administraciones, que se retrotraerán a la fecha en que proceda ejercer la nueva competencia, de conformidad con el acuerdo de la Junta Arbitral. 

El funcionamiento, convocatoria, reuniones y el régimen de adopción de acuerdos fue aprobado por la Comisión Mixta del Concierto (mediante Acuerdo de la Comisión Mixta de Concierto de 30 de julio de 2007), regulándose en el Reglamento aprobado por el Real Decreto 1760/2007, de 28 de diciembre, vigente desde el día 17 de enero de 2008 y recientemente modificado por el Real Decreto 392/2022, de 24 de mayo.

Asimismo en la Diputación Foral de Bizkaia, la Instrucción de la Dirección General de Hacienda 1/2012, de 20 de enero , regula las actuaciones a realizar en los expedientes que se sometan a la Junta Arbitral.

En cualquier caso, dentro del procedimiento para resolver las discrepancias entre Administraciones, se deberá dar audiencia a los interesados, los cuales dispondrán de un plazo de un mes para realizar cuantas alegaciones tengan por conveniente (artículo 16.4 del Reglamento), debiendo ser notificada, asimismo, a los afectados la Resolución de la Junta Arbitral (artículo 18 del Reglamento).

La notificación a los interesados determinará la interrupción de la prescripción y las administraciones afectadas se abstendrán de actuaciones ulteriores.

Tribunal Superior de Justicia del PV.


	
a)  La Sentencia del TSJ del País Vasco de 22 de febrero de 2006, concluye que las actuaciones realizadas por la Administración del Estado con posterioridad al planteamiento del conflicto de competencias ante la Junta Arbitral resultan nulas por incumplir el deber establecido en el Concierto Económico de abstenerse y paralizar sus actuaciones desde tal fecha.

	
b)  La Sentencia del TSJ del País Vasco de 9 de marzo de 2007 señala que a partir del requerimiento de inhibición se anuda al mismo un efecto suspensivo inmediato y la atribución de la competencia a la Junta Arbitral.



Tribunal Supremo.


	
a) Las Sentencias del Tribunal Supremo de 10 de julio de 2008  y de 10 de marzo de 2011, que anula la Sentencia del TSJPV de 22-02-06, considera que la obligación de paralización de actuaciones está unida a la viabilidad de la via especial de la Junta Arbitral.

	
b) La Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de julio de 2019 confirma la Resolución de la Junta Arbitral de de 27 de julio de 2018, rec 42/2012, considerando que la comunicación por parte de la AEAT al contribuyente de existencia de conflicto sobre domicilio fiscal, junto con el inicio de actuaciones de comprobación e investigación es un mero acto de trámite no cualificado que no implica invasión de competencias.

	
c) La Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de octubre de 2019 confirma la Resolución de la Junta  Arbitral de 27 de julio de 2018, rec 2/2013 referente a la localización del domicilio fiscal  de un contribuyente. señalando que, habiendo planteado la Administración del Estado un conflicto de domicilio de una empresa ante la junta arbitral del concierto con el País Vasco, ha de interrumpir las actuaciones con el obligado tributario hasta la resolución del mismo.



Tribunal Constitucional.

	
a) La Sentencia del Tribunal Constitucional de 11 de febrero de 2008, declara la nulidad de una Sentencia del TSJPV porque vulnera el derecho de tutela judicial efectiva. Señalando que la falta de constitución formal de la Junta Arbitral no puede conducir a privar de toda posibilidad de tutela jurisdiccional a los intereses legítimos afectados, sino que ha de llevar a la aplicación de la normativa general, que permite que puedan dirimirse las controversias competenciales en el orden contencioso administrativo.


Junta Arbitral del Concierto Económico.


	
a)  La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 27 de julio de 2018, rec. 42/2012 dilucida si las actuaciones que realizó la AEAT ante el obligado tributario, referentes al Impuesto sobre Sociedades, en un momento en el que todavía estaba pendiente de resolución un conflicto planteado ante esta Junta Arbitral sobre el lugar donde radicaba su domicilio fiscal, constituyeron o no una invasión de la competencia de inspección. Concluye el órgano arbitral que la comunicación de la AEAT al obligado tributario, en la medida en que no fue seguida de actuaciones de comprobación e investigación, no implicó una invasión de las competencias de la DFB, y no puede calificarse de actuación incompetente, ni se puede pretender que no causara los efectos de interrupción de la prescripción. 

	
b)  La resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 27 de julio de 2018, rec. 2/2013 resuelve conflicto de competencias referente a la localización de domicilio fiscal de un contribuyente. A juicio de la Junta la AEAT carecía de competencias para iniciar las actuaciones de comprobación e investigación controvertidas (tres citaciones de comparecencia y a la imposición de una sanción por no atenderlas) invadiendo las competencias que en tal materia correspondían en aquel momento de forma exclusiva a la Diputación Foral de Bizkaia, sin que frente a ello pueda admitirse la alegación de la AEAT de que en los casos donde existe una controversia entre Administraciones acerca del 'domicilio fiscal del contribuyente se podría poner en peligro la realización de actuaciones de comprobación inspectora en momentos cercanos a la prescripción., ni  la excusa de que cuando inició las actuaciones de comprobación e investigación ya había puesto en conocimiento de la HFB sus reservas respecto de la correcta localización del domicilio fiscal.








Resoluciones de la Junta arbitral del Concierto Económico que abordan determinadas cuestiones procedimentales.


 1. Conflictos sobre cuestiones ya resueltas o pendientes de resolución por los Tribunales de Justicia.

No se pueden plantear conflictos sobre las cuestiones ya resueltas o pendientes de resolución por los Tribunales (Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de junio de 2010),  no considerando como tales Tribunales a los Tribunales económico administrativos, conforme al artículo 9 del Reglamento (Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de abril de 2010). 

En este sentido, las Resoluciones 4/2008, 2/2009, 4/2009 y  11/2009.

2. Declaración de incompetencia por ambas administraciones.

En los casos en que ninguna administración se considere competente, si en el plazo de un mes ninguna de las dos Administraciones hubiera planteado un conflicto ante la Junta Arbitral, basta con que el obligado tributario, dentro del mes siguiente, lo comunique a la Junta Arbitral para que el conflicto se entienda planteado automáticamente. Sin embargo, el conflicto no se tramitará si en el plazo de 4 meses siguientes a la comunicación del obligado tributario una de las dos administraciones acepta la competencia.

	 ◆ La Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de junio de 2012, señala que el artículo 13 del Reglamento de la Junta Arbitral, no ofrece un cauce para el planteamiento de conflictos negativos ante la Junta Arbitral, cuando no lo haga ninguna de las administraciones que rehusen su competencia. De esta forma, confirma la Resolución de la Junta Arbitral 8/2011, de 28 de marzo, que consideró que en el caso de que con posterioridad a la presentación del conflicto, una Administración declare que, en ese momento, no existe conflicto, ello equivale al desistimiento.◆ La Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de abril de 2013, señala que el artículo 13.1 del Reglamento de la Junta Arbitral establece como requisito para la admisión del conflicto que antes de su planteamiento, la administración que se considere competente haya requerido la inhibición de la administración a la que se estima incompetente y que ésta última haya rechazado el requerimiento.

◆ La Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de abril de 2013, analiza el supuesto en el que ninguna de las dos administraciones ha hecho declaración formal de incompetencia a favor de la otra y existe la presentación de un escrito por un particular requiriendo la resolución del conflicto.El Tribunal se pronuncia a favor de admiitir como planteado el conflicto.




3. Extemporaneidad del planteamiento del conflicto.

El plantemiento del conflicto ha de efectuarse en el plazo de un mes, previsto en el artículo 13.3 del Reglamento, pero no existe extemporaneidad en aquellos casos en los que existía una controversia con anterioridad a que la Junta arbitral tuviera la posibilidad real de entrar a conocer sobre la misma. Las Resoluciones 1/2008, 2/2008 y 2/2009 reiteran este planteamiento.


Doctrina y jurisprudencia:


	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de abril de 2011, concluye que la extemporaneidad no puede prosperar en relación a aquellos conflictos que se encontraban pendientes de solución al tiempo de su constitución, al tratarse de conflictos surgidos con anterioridad y no de nuevos conflictos. Asimismo, no cabe hablar de prescripción porque nos encontramos ante un conflicto entre Administraciones respecto de la tributación de una entidad.

	
• La Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 2020 analiza los requisitos de admisión del conflicto en lo que afecta al plazo de ejercicio del requerimiento previo de inhibición entre Administraciones.

	
• La Resolución 1/2017, de 6 de febrero, de la Junta Arbitral del Concierto Económico, determina que el plazo de 2 meses para formular el requerimiento de inhibición previsto en el Reglamento de la Junta Arbitral comienza a contar desde que una Administración tiene efectivo conocimiento de que de que la otra Administración está ejerciendo una competencia de aplicación de los tributos que no le corresponde. En el caso analizado, desde que tiene conocimiento de que la entidad respecto de la que ostenta competencia inspectora está siendo o.bjeto de un procedimiento de comprobación limitada que excede del alcance de una simple toma de datos para solicitar un informe de comprobación de volumen de operaciones. 

	
• La Resolución 5/2017, de 6 de febrero, de la Junta Arbitral del Concierto Económico, señala que en las discrepancias sobre domiciliación de los contribuyentes, en caso de que la Administración receptora de la propuesta de cambio de domicilio manifieste de forma expresa su negativa al respecto, el conflicto debe plantearse en el plazo de un mes, plazo de caducidad de carácter preclusivo. 

	
• La Resolución de la Junta Arbitral de 18 de enero de 2018, rec. 19/2014, analiza un supuesto de discrepancia respecto del domicilio fiscal de la obligada tributaria. En concreto, en el supuesto analizado,  la DFG remitió el 6 de julio de 2011 a la AEAT propuesta de cambio de domicilio de IM, S.L. con retroacción a la fecha de su constitución (12 de febrero de 2008). La Administración del Estado, mediante escrito firmado el 20 de enero de 2012, rechazó la referida propuesta por entender que no procedía la retroacción. A juicio de la Junta en las discrepancias sobre domiciliación de los contribuyentes, en caso de que la Administración receptora de la propuesta de cambio de domicilio manifieste de forma expresa su negativa al respecto, el conflicto debe plantearse en el plazo de un mes, plazo de caducidad de carácter preclusivo. Dicho plazo empieza a correr a partir de la constitución de la Junta Arbitral, por lo que, al haber transcurrido más de un mes desde entonces hasta el planteamiento del conflicto, se considera el mismo extemporáneo. 





4. Inadmisibilidad de conflictos planteados

En su Resolución 20/2017, de 22 de diciembre, la Junta Arbitral inadmite el conflicto planteado por el contribuyente al no tratarse de un conflicto negativo. 

En su Resolución 21/2017, de 22 de diciembre, la Junta Arbitral inadmite el conflicto planteado por el contribuyente al entender satisfecha su pretensión dado que en el supuesto analizado una de las Administraciones, como resultado del ejercicio de su competencia inspectora,  ha asumido la competencia de exacción de todas y  ha practicado la devolución del IVA correspondiente a las mismas.






Procedimientos especiales de la Junta Arbitral del Concierto Económico.


 Tras la modificación operada en virtud de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, se prevén en el Concierto varios procedimientos especiales en relación con la Junta Arbitral. En concreto, los siguientes:

1. El procedimiento abreviado.

Se aplicará en los supuestos a que hace referencia la letra b) del artículo 64 y el apartado Tres del artículo 47.ter del  Concierto Económico.

En tales casos, la Junta Arbitral deberá admitir a trámite los conflictos correspondientes en el plazo de un mes desde su interposición, deberá otorgar un plazo común de diez días a todas las partes concernidas para que realicen sus alegaciones y resolver en el plazo de un mes desde la conclusión del mismo.

2. Extensión de efectos.

Quien hubiera interpuesto un conflicto ante la Junta Arbitral respecto a una cuestión que guarde identidad de razón con otra que ya hubiera sido resuelta por medio de Resolución firme de la Junta Arbitral, podrá solicitar que el conflicto se sustancie mediante la extensión de efectos de la resolución firme.

La Junta Arbitral deberá trasladar el escrito de solicitud de extensión de efectos a las demás partes concernidas para que en el plazo común de diez días realicen las alegaciones que correspondan sobre la identidad de razón entre los supuestos, y resolver decidiendo la extensión de efectos de la Resolución firme o la continuación del procedimiento arbitral conforme a las reglas generales en el plazo de un mes.

La modificación del Concierto Económico, llevada a cabo por la Ley 1/2022, de 8 de febrero, suprime el plazo existente hasta la reforma para pedir la referida extensión de efectos, que se fijaba en un mes desde el conocimiento de la firmeza de la Resolución, con el objeto de hacer más operativo el procedimiento.

Junta Arbitral


	
• Con anterioridad a la modificación del Concierto Económico llevada a cabo por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, en lo que afecta a las retenciones sobre rendimientos de trabajo de los tripulantes de buques también debía considerarse competente para su exacción a la Administración correspondiente al territorio en el que se ubique su puerto base. (Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 6/2018, de 28 de junio. Ref. 144674/2018. Forum Fiscal 248 Diciembre 2018)

	
• La Junta Arbitral del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco en sus Resoluciones 11/2021, de 20 de diciembre (Ref. 303059/2021), 13/2021, de 20 de diciembre (Ref. 303061/2021) y 11/2022, de 25 Marzo, acuerda declarar que son extensivos los efectos de la Resolución firme R6/2018, al conflicto analizado, y consecuentemente concluir que la exacción de las retenciones a cuenta del IRPF por rendimientos del trabajo prestado a bordo de un buque, corresponden a la Administración del territorio en el que radique el puerto base al que esté adscrito el buque, porque constituyen retenciones derivadas de servicios prestados en un centro de trabajo ubicado en el ámbito territorial de tal Administración.



3. Incidente de ejecución

En su virtud, quien hubiera sido parte en un procedimiento ante la Junta Arbitral podrá solicitar la adopción de medidas de ejecución de la resolución adoptada cuando la Administración concernida no hubiera ejecutado la misma en sus propios términos.

A las decisiones de la Junta Arbitral sobre los incidentes de ejecución les resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 67, esto es, serán únicamente susceptibles de recurso en vía contencioso-administrativa ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo.

Sale al paso de este modo el Concierto a la falta de previsión existente al efecto en el Reglamento de la Junta Arbitral, lo que había determinado que la misma hubiera inadmitido dicha posibilidad de planteamiento de incidentes de ejecución (Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 1/2015, de 19 de junio)

Junta Arbitral

	
• Con anterioridad a la modificación del Concierto Económico llevada a cabo por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, en lo que afecta a las retenciones sobre rendimientos de trabajo de los tripulantes de buques también debía considerarse competente para su exacción a la Administración correspondiente al territorio en el que se ubique su puerto base. (Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico 6/2018, de 28 de junio. Ref. 144674/2018. Forum Fiscal 248 Diciembre 2018)







Acuerdos de la Junta Arbitral.


 La Junta Arbitral adoptará sus acuerdos de conformidad con el régimen previsto en el Reglamento de la Junta Arbitral, que deberá responder a los principios siguientes:


	
- Resolución conforme a derecho todas las cuestiones que ofrezca el expediente hayan sido o no planteadas por las partes. 

	
- Aplicará los principios de economía, celeridad y eficacia. 

	
- Establecerá las formulas de ejecución. 



Los acuerdos, que serán ejecutivos, serán únicamente susceptibles de recurso en vía contencioso-administrativa ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo.

Junta Arbitral

Según se indica en Resolución 9/2022, en los conflictos que se tramitan ante la Junta Arbitral se concede trámite de audiencia al obligado, por lo que la resolución es ejecutiva no solo entre las partes sino frente al mismo. Sin embargo, el allanamiento de una de las partes en conflicto provoca que la resolución de la Junta Arbitral no evite a la otra parte tener que articular el procedimiento de cambio de domicilio frente al obligado previsto con el trámite regulado en 149.4 del Real Decreto 1065/2007.(FF de Agosto-septiembre de 2022. 63675/2022)

Comentarios doctrinales 

Los acuerdos, que serán ejecutivos, serán únicamente susceptibles de recurso en vía contencioso-administrativa ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo. Puede consultarse en relación con este tema el artículo de opinión de Iñaki Alonso Arce: "El Tribunal Supremo se pronuncia por primera vez sobre una Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico." (FFB de mayo/2010).







Disposiciones adicionales




Supletoriedad de la normativa estatal.


 Con objeto de evitar vacíos normativos se declara el carácter supletorio de la normativa estatal, señalándose expresamente que hasta que no se aprueben por parte de las Instituciones competentes de los Territorios Histórico las disposiciones correspondientes para la aplicación del Concierto Económico, se aplicarán las normas vigentes en territorio común, que en todo caso tendrán carácter de derecho supletorio.

	 • El Tribunal Supremo en Sentencia de 12 de marzo de 2013, analiza el carácter supletorio de las normas tributarias de régimen común, bien por falta de promulgación o por haber sido declaradas nulas, admitiendo incluso la aplicación conjunta de ambos ordenamientos (común y foral), en los supuestos en que el ordenamiento foral sea incompleto por alguna circunstancia.








Modificación del Concierto. Concierto Económico. Álava


 El carácter pactado del Concierto Económico, como se ha puesto de manifiesto en los comentarios de la Introducción, implica que para introducir cualquier modificación deba seguirse el mismo procedimiento utilizado para su aprobación, es decir, el acuerdo entre la representación del País Vasco y de la Administración del Estado, adoptado en el seno de la Comisión Mixta del Concierto, para su posterior tramitación como proyecto de Ley en lectura única.

En cualquier caso, se prevé que se procederá por ambas Administraciones, de común acuerdo, a la adaptación del Concierto, en caso de producirse una reforma en el ordenamiento jurídico tributario del Estado que afectase o supusiere:


	
- la concertación de los tributos. 

	
- la distribución de competencias normativas en el ámbito de la imposición indirecta. 

	
- la creación de nuevas figuras tributarias o pagos a cuenta. 



El Decreto Foral Normativo 2/2013, de 26 de febrero (BOB 05-03-13), determina la aplicación en el Territorio Histórico de Bizkaia de los nuevos impuestos sobre actividades de juego, sobre depósitos en las entidades de crédito, así como los impuestos de carácter energético sobre el valor de la producción de energía eléctrica, sobre producción de combustible nuclear gastado y residuos radioactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica y sobre el almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos en instalaciones centralizadas.

Esto ya sucedió con el nuevo Impuesto sobre la Electricidad, creado con posterioridad a la modificación del Concierto de 1997 que, al configurarse como un Impuesto Especial de Fabricación, se consideró concertado, al amparo de lo previsto en el artículo 32 del entonces vigente Concierto Económico en relación con los Impuestos Especiales de Fabricación.


Comentarios doctrinales:

	
• En el comentario doctrinal “La concertación de los nuevos impuestos digitales y financieros” Iñaki Alonso Arce analiza  el Acuerdo adoptado el 29 de julio de 2021 por  la Comisión Mixta del Concierto Económico para aprobar una modificación del Concierto Económico que debe incorporar los puntos de conexión aplicables a los nuevos impuestos creados en 2020 por la Cortes Generales, es decir, el Impuesto sobre Transacciones Financieras yel Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales, así como los relativos a los regímenes de ventanilla única intracomunitaria en relación con Impuesto sobre el Valor Añadido. (Forum Fiscal nº 278,  agosto-septiembre 2021).









Facultades de las Administraciones Forales.


 Las Diputaciones Forales ostentan las mismas facultades y prerrogativas de la Hacienda Pública del Estado en la gestión, inspección, revisión y recaudación de los tributos concertados.






Actualización de la cifra del volumen de operaciones en el I. sobre Sociedades y en el IVA.


 En esta disposición se contempla que cada 5 años, es decir, para el año 2007 y sucesivos quinquenios, la cifra del volumen de operaciones en el Impuesto sobre Sociedades y del IVA, fijada en 6 millones de euros, será actualizada.







Disposiciones transitorias




Régimen transitorio del volumen de operaciones en el Concierto Económico.


 La nueva cifra de volumen de operaciones de 10 millones de euros, establecida para el Impuesto sobre Sociedades e IVA es aplicable a los períodos impositivos o de liquidación, según el impuesto de que se trate, que se inicien a partir de 30 de diciembre de 2017.

Por su parte la cifra de volumen de operaciones de 7 millones de euros vigente con anterioridad resultó aplicable a los períodos impositivos o de liquidación, según el impuesto de que se trate, iniciados a partir de 1 de enero de 2008.

Esto que no tiene trascendencia singular en el IVA al coincidir el ejercicio con el año natural, si la tiene en el Impuesto sobre Sociedades en el caso de aquellas sociedades con ejercicio partido.







Conocimiento por las Comisiones y Junta Arbitral del Concierto Económico de los procedimientos pendientes.


 Como excepción a la previsión realizada en la Disposición transitoria segunda respecto de los procedimientos no finalizados, se establece el conocimiento de los organos del presente Concierto, es decir, Comisión Mixta de Concierto Económico, Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa y Junta Arbitral, con arreglo a los procedimientos y competencias que se les atribuyen, de todos los asuntos pendientes de resolución el 25 de mayo de 2002.






Agrupaciones de interés económico y uniones temporales de empresas en el Concierto Económico. Régimen transitorio.


 En virtud de la modificaciones introducidas en el Concierto Económico de 2002 en el régimen tributario de las Agrupaciones de Interés Económico y Uniones Temporales de Empresas, a que se ha hecho referencia al tratar el artículo 20 del presente Concierto, era conveniente contemplar un régimen transitorio en relación con las referidas entidades constituidas con anterioridad.

Por ello, para las Agrupaciones de Interés Económico y Uniones Temporales de Empresas constituidas antes del 25 de mayo de 2002, se aplicará el régimen foral siempre que no superen el ámbito territorial del País Vasco (artículo 25.1 del anterior Concierto Económico), en vez de aplicar las normas generales previstas en el actual Concierto.






Grupos fiscales en el Concierto Económico. Régimen transitorio


 En virtud de la modificaciones introducidas en el Concierto Económico de 2002 en el régimen tributario de los Grupos Fiscales que estuvieran tributando en régimen de consolidación fiscal, a que se ha hecho referencia al tratar el artículo 20 del presente Concierto, era conveniente comtemplar un régimen transitorio en relación con los referidas grupos constituidos con anterioridad.

Por ello, los grupos fiscales que antes de 1 de enero de 2002 estuvieran tributario, con normativa común o foral, en régimen de consolidación fiscal podrán mantener dicho régimen hasta el 31 de diciembre de 2006, siempre que cumplan los requisitos previstos en la normativa vigente a 31 de diciembre de 2001, sobre consolidación fiscal.


[Consulta.

El informe del OCTE de 2004 considera la posibilidad de seguir tributando con la normativa de régimen común, aunque se produzcan variaciones en la composición del grupo, siempre que la entidad no pierda tal condición.]








Devoluciones parciales en el Impuesto sobre Hidrocarburos.


 En virtud de la modificaciones introducidas en 2007 en el Concierto Económico de 2002, se establece como punto de conexión para efectuar las devoluciones parciales en el Impuesto sobre Hidrocarburos, derivadas del establecimiento de un tipo reducido especial del gasóleo profesional, el de la administración del domicilio fiscal del beneficiario de las devoluciones.






Devoluciones extraordinarios en el Impuesto sobre Hidrocarburos para agricultores y ganaderos.


 En virtud de la modificaciones introducidas en 2007 en el Concierto Económico de 2002, se establece como punto de conexión para efectuar las devoluciones extraordinarias en el Impuesto sobre Hidrocarburos para agricultores y ganaderos, dirigidas a paliar el incremento de costes de los insumos en la producción sufridos en el sector agrario.

En consecuencia, las devoluciones corresponderán a la administración del domicilio fiscal del beneficiario de las devoluciones.






Retenciones pro rendimientos de trabajo de determinadas Agencias Estatales.


 Extiende la regla general prevista en el artículo 7.1 del Concierto Económico respecto de las retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos de trabajo, a los supuestos en los que Organismos Autónomos y Entidades Públicas empresariales hayan sido transformadas en Agencias Estatales, al amparo de lo previsto en la Disposición Adicional quinta de la Ley 28/2006, de 18 de julio.






Régimen Transitorio de los tributos concertados por la Ley 7/2014, desde 1 de enero de 2013. 


 La entrada en vigor el 23 de abril de 2014, de las modificaciones del Concierto Económico, introducidas por la Ley 7/2014, hizo necesario contemplar un régimen transitorio de los tributos concertados con efectos desde el 1 de enero de 2013:


	
- Impuesto sobre Actividades de Juego. 

	
- Impuesto sobre el Valor de Producción de la Energía Eléctrica.

	
- Impuesto sobre la Producción de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radioactivos Resultantes de la Generación de Energía Nucleoeléctrica.

	
- Impuesto sobre el Almacenamiento de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radiactivos en Instalaciones Centralizadas.

	
- Impuesto sobre Depósitos en Entidades de Crédito

	
- Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero

	
- Retenciones del Gravamen Especial sobre Premios de Loterías



Las reglas del régimen transitorio son las siguientes:


	
1. Los Territorios Históricos se subrogan en los derechos y obligaciones de la Hacienda Pública Estatal.

	
2. Las cantidades liquidadas y contraídas antes del 1-1-2013, que se ingresen con posterioridad, por situaciones que hubieran estado sujetas al País Vasco, de haber estado concertados estos tributos, corresponden a las Diputaciones Forales. 

	
3. Cuando por actuaciones inspectoras posteriores a 1-1-2013, se liquiden cantidades devengadas con anterioridad a esa fecha, éstas corresponderán a una u otra administración, de acuerdo con los criterios y puntos de conexión previstos en esta disposición.

	
4. Las devoluciones que procedan de liquidaciones, practicadas o que hubieran debido practicarse, anteriores a 1-1-2013, se realizarán por una u otra administración, de acuerdo con los criterios y puntos de conexión previstos en esta disposición. 

	
5. Los actos administrativos dictados por una u otra administración, serán reclamables en la vía económico administrativa de la correspondiente administración, sin perjuicio de atribuirse el ingreso aquella administración que resulte acreedora, de acuerdo con las reglas previstas en esta disposición. 

	
6. Los antecedentes que obren en la Hacienda Estatal con anterioridad a la entrada en vigor de la concertación de los tributos (1-1-2013), tendrán plena validez para la calificación de las infracciones tributarias y para las sanciones. 

	
7. La entrada en vigor de la concertación de estos tributos no perjudicará derechos adquiridos de los contribuyentes, con arreglo a la legislación anteriormente vigente.








Exacción del Impuesto sobre Actividades de Juego que grava las apuestas mutuas deportivo-benéficas y las apuestas mutuas hípicas.


 En virtud de las modificaciones introducidas en 2014 en relación con el Concierto Económico de 2002, se establece que la exacción del Impuesto sobre Actividades de Juego que grava las apuestas mutuas deportivo-benéficas y las apuestas mutuas hípicas, corresponderá a la Administración del Estado, en tanto su comercialización se realice por la Sociedad Estatal de Loterías y Apuestas del Estado.

No obstante, la citada Sociedad Estatal deberá presentar las declaraciones informativas anuales de las cantidades jugadas imputables al País Vasco, conforme al artículo 36.Dos del Concierto, relativo a la tributación del Impuesto sobre Actividades de Juego en proporción al volumen de operaciones.

Todo ello, sin perjuicio de la correspondiente compensación financiera del Estado al País Vasco.






Vigencia del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.


 En virtud de la modificaciones introducidas en 2014 en el Concierto Económico de 2002 y tras la supresión de este Impuesto, se declara vigente el artículo 34 del Concierto Económico, en su redacción aprobada por la Ley 12/2002, respecto de los ejercicios no prescritos del Impuesto sobre Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.











Disposición final única




Disposición Final Única.


 La Disposición Derogatoria Unica de la Ley 12/2002 por la que se aprueba el Concierto Económico dispone que a partir de su entrada en vigor (25-5-2002) quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o menor rango se opongan al contenido de la misma.

Por otra parte, la Disposición Final Unica del texto del Concierto Económico establece que la derogación o las modificaciones de las normas del Concierto, se entenderán sin perjuicio del derecho de las administraciones respectivas a exigir las deudas devengadas con anterioridad, con arreglo a los puntos de conexión entonces vigentes.
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NFGT

Título I. DISPOSICIONES GENERALES DEL ORDENAMIENTO TRIBUTARIO

Capítulo I. Principios Generales

Objeto y ámbito de aplicación




Objeto y ámbito de aplicación de la NFGT de Álava


 1.  Objeto.

El objeto de la Norma Foral General Tributaria es el establecimiento de los principios y las normas jurídicas generales que constituyen el sistema tributario del Territorio Histórico.

Es claro antecedente de este precepto el artículo 1 de la NFGT anterior en el que se establecía que "La presente Norma Foral establece los principios básicos y las normas fundamentales que constituyen el régimen jurídico del sistema tributario del Territorio Histórico...".

En definitiva, la NFGT se constituye como un código tributario en el que se recogen los principios y las normas sustantivas y procedimentales básicas, que van a informar todo el sistema tributario.

2.  Ámbito de aplicación.

A.  Administración Tributaria Foral.

El contenido de la Norma Foral es aplicable de manera integra a la Administración tributaria foral, lo que podríamos denominar la administración tributaria general de los Territorios Históricos.

B.  Entidades locales.

La Norma Foral establece su aplicación a las Entidades Locales. La referida aplicación ya se contiene de forma expresa en la Norma Foral de Haciendas Locales. Así, el artículo 7 del Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales de Alava, establece con carácter general la aplicación de la NFGT en el ámbito de la exacción, gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales, sin perjuicio de las especialidades que se establezcan en las Normas Forales reguladoras de los tributos locales. Los artículos 11 y 14 por su parte, insisten en la aplicación de la NFGT, refiriéndose al régimen de infracciones y sanciones y a los procedimientos especiales de revisión.

Por otro lado, es preciso tener en cuenta que las Entidades Locales, de acuerdo con lo establecido en el articulo 3 de la NFGT no pueden establecer tributos, función reservada a las Juntas Generales, pudiendo únicamente desarrollar su aplicación por medio de Ordenanzas fiscales.

3.  Asistencia mutua.

El apartado 2 del artículo 1 de la NFGT introduce una referencia expresa al hecho de que en la NFGT se incluyen los principios generales que sobre la asistencia mutua deben ser tenidos en cuenta por la Administración tributaria, en aplicación de las disposiciones de derecho internacional.

Atendiendo al texto del citado apartado 2, la NFGT establece los principios y las normas jurídicas generales que regulan las actuaciones de la Administración tributaria por aplicación de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.

En definitiva, mediante las normas que sobre asistencia mutua se incluyen en el articulado de la NFGT, se traspone a nuestro ordenamiento la Directiva 2010/24/UE del Consejo, de 16 de marzo de 2010, sobre la asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes a determinados impuestos, derechos y otras medidas, recogiendo expresamente todas las particularidades que en el procedimiento tributario se derivan de las mismas y dando cumplimiento, por tanto, a los compromisos internacionales que deben tener su correspondiente reflejo en la normativa tributaria.

El concepto de asistencia mutua.

La NFGT incluye una suerte de concepto tributario de lo que es la asistencia mutua. Así, se establece que a los efectos de la NFGT se entenderá por asistencia mutua el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.

Además se establece que la asistencia mutua podrá comprender la realización de actuaciones ante obligados tributarios.








Principios de la ordenación y aplicación del sistema tributario




Principios relativos a la ordenación de los tributos.


 El apartado 1 del artículo 2 de la NFGT contiene los principios básicos del sistema tributario. El referido apartado dice textualmente:

["La ordenación del sistema tributario se basa en la capacidad económica de las personas llamadas a satisfacer los tributos y en los principios de justicia, generalidad, igualdad, progresividad, equitativa distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad".]


Los principios básicos del sistema tributario se recogen en el artículo 31 de la Constitución. El artículo 2.1 de la NFGT se limita a reproducir principios contitucionales.

El artículo 31.1 CE recoge los principios de generalidad, capacidad económica, igualdad, progresividad y no confiscatoriedad.

Por otro lado, el artículo 9.3 CE recoge los principios de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos y el principio de seguridad jurídica.

A.  Principio de capacidad económica.

[" Todos deben contribuir al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica" (art. 31 CE).]


El principio de capacidad económica a efectos de contribuir a los gastos públicos es una exigencia lógica que obliga a buscar la riqueza allí donde la riqueza se encuentra (STC 27/81, de 20-07-81).

El mandato constitucional de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos según la capacidad económica de cada contribuyente vincula tanto a los poderes públicos como a los ciudadanos, e incide en la naturaleza misma de la relación tributaria.

Sin embargo, esto no significa que la capacidad contributiva pueda erigirse en criterio exclusivo de justicia tributaria, en la única medida de la justicia de los tributos. Es constitucionalmente admisible que el legislador establezca impuestos que, sin desconocer o contradecir el principio de capacidad económica, estén orientados al cumplimiento de fines o a la satisfacción de intereses públicos que la Constitución preconiza o garantiza (STC 221/92, de 11-12-92).

El principio de capacidad económica opera como un límite al poder legislativo en materia tributaria. El legislador tiene libertad para configurar los tributos siempre que respete el principio constitucional de capacidad económica, de modo que basta que dicha capacidad exista, como riqueza o renta real o potencial en la generalidad de los impuestos contemplados por el legislador al crear el impuesto, para que aquel principio constitucional quede a salvo. Sin embargo, el principio quebraría en aquellos supuestos en los que la capacidad económica gravada por el tributo sea ya no potencial, sino inexistente o ficticia (STC 221/92, de 11-12-92).

B.  Principio de justicia.

El principio de justicia, recogido en el artículo 31 de la Constitución española cuando se refiere a un sistema tributario justo, es una consecuencia de los demás principios, de modo que el sistema tributario será justo cuando se respeten los principios de generalidad, igualdad, progresividad, equitativa distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad.

C.  Principio de generalidad.

La obligación de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos se extiende a "todos" los españoles, sin excepciones.

Sin embargo, ello no significa que cada tributo haya de afectar por igual a todos los ciudadanos. La generalidad es compatible con regulaciones específicas para sectores o grupos de ciudadanos determinados.

Las notas características de la generalidad, son la abstracción y la impersonalidad; son notas opuestas las acepciones a personas concretas y determinadas y la regulación en función de la persona del destinatario.

La generalidad, por tanto, enlaza con el principio de igualdad y se opone a cualquier discriminación.

D.  Principio de igualdad.

El principio de igualdad podría enunciarse diciendo que todos los ciudadanos son iguales a la hora de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. Es, por tanto, un principio íntimamente ligado al de generalidad, de modo que uno sin otro carece de sentido pleno.

La igualdad del artículo 31 de la Constitución no es, sin embargo, la misma igualdad que recoge el artículo 14 del mismo texto legal. Mientras la igualdad del artículo 14 es una igualdad absoluta en derechos y obligaciones en cuanto ciudadanos, la igualdad en el sostenimiento de los gastos públicos, regulada en el artículo 31, no es una igualdad absoluta, sino relativa. No todos los ciudadanos deben contribuir por igual, en valor absoluto, al sostenimiento de los gastos públicos, lo que conduciría a un sistema tremendamente injusto, sino que deben contribuir por igual los que tienen igual capacidad económica, mientras que deben contribuir desigualmente los que tienen distinta capacidad económica (STC 19/87, de 17-02-87).

La igualdad tributaria necesita así, de un elemento que permita conocer cuándo dos personas deben contribuir por igual, y ese elemento de medida es la capacidad económica, que junto con los principios de igualdad y generalidad configura un sistema de principios de general aceptación que informa los modernos sistemas tributarios.

E.  Principio de progresividad.

Se suele aceptar que en un Estado social y democrático de derecho el sistema tributario debe tener como uno de sus fines la redistribución de las rentas. Para ello, el mecanismo generalmente utilizado es la progresividad del sistema, de modo que pague más quien más capacidad económica tenga, pero no sólo en la porción que corresponde a un tipo proporcional donde, al aumentar la base, aumenta en igual proporción la cuota, sino mediante un plus de tributación que se configura técnicamente mediante tipos progresivos, de modo que a una mayor base le corresponde un mayor tipo de gravamen.

La progresividad se predica del sistema tributario en su conjunto, pero eso no significa que todos y cada uno de los tributos deban ser progresivos. Es perfectamente aceptable que algunos tributos tengan tipos proporcionales, siempre que el sistema en su conjunto sea progresivo.

Un sistema tributario justo no puede separarse, de acuerdo con el criterio de justicia de las modernas sociedades democráticas del principio de igualdad ni del principio de progresividad. Es necesaria una cierta desigualdad cualitativa que se lleva a cabo mediante la progresividad global del sistema tributario cuyo objeto es conseguir una cierta redistribución de la renta.

F.  Principio de equitativa distribución de la carga tributaria.

Este principio no aparece recogido en el artículo 31.1 de la Constitución, donde se regulan los principios básicos del sistema tributario, sino en el artículo 31.2 donde se regula la equitativa asignación de los recursos públicos que debe realizar el gasto público.

Referido a la carga tributaria, hay que entender que el sistema tributario realiza una equitativa distribución de dicha carga entre todos los ciudadanos cuando el sistema tributario cumple los principios de capacidad económica, progresividad y no confiscatoriedad.

G.  Principio de no confiscatoriedad.

El principio de no confiscatoriedad pone en relación el sistema tributario con el derecho a la propiedad, reconocido en el artículo 33 de la Constitución. El efecto confiscatorio se produce cuando el pago del tributo exige la liquidación total o parcial del patrimonio, pero no debido a las circunstancias personales del sujeto obligado al pago, sino como una exigencia de la configuración técnica del tributo, que afectaría con carácter general a todos los sujetos.

La prohibición de confiscatoriedad obliga a no agotar la riqueza disponible so pretexto del deber de contribuir; de ahí que el límite máximo de la imposición venga cifrado constitucionalmente en la prohibición de su alcance confiscatorio. Y dado que lo que se prohibe es que la imposición tenga alcance confiscatorio, es evidente que tal prohibición debe aplicarse al sistema en su conjunto y no solo a cada una de sus figuras, de modo que el sistema tendría dicho alcance si, no siendo confiscatoria cada una de las figuras tributarias en particular, la aplicación conjunta de todas ellas llegará a privar al sujeto pasivo de sus rentas o propiedades (STC 150/90, de 04-10-90).







Principios relativos a la aplicación de los tributos. NFGT de Álava


 Estos principios se recogen el apartado 2 del artículo 2 de la NFGT, en el que se establece que:

"La aplicación del sistema tributario se basará en los principios de proporcionalidad, eficacia y limitación de costes indirectos derivados del cumplimiento de obligaciones formales y asegurará el respeto de los derechos y garantías de los obligados tributarios"

A.  Principio de proporcionalidad.

Aunque este principio ha sido aplicado por los tribunales a determinadas actuaciones de la Administración tributaria, es indudable que su formulación en la NFGT con carácter general ha de tener una gran trascendencia, puesto que proscribe cualquier actuación que sea desproporcionada a la finalidad que persigue.

La determinación de lo que se considera en cada caso proporcionado o desproporcionado no se define en la NFGT ni en ninguna otra norma, por lo que habrán de ser los tribunales de justicia los que irán marcando los límites de la actuación administrativa, mas allá de los cuales la actuación se considera desproporcionada.

En diferentes artículos de la NFGT se hace referencia a este principio.

Así, en el artículo 78 de la NFGT, al regular las medidas cautelares, se establece que éstas habrán de ser proporcionadas al daño que se pretenda evitar.

En el artículo 173,  al regular la practica de embargos de bienes y derechos dentro del procedimiento ejecutivo, se establece que la misma se llevará a cabo siempre con respeto al principio de proporcionalidad.

Y el artículo 183 de la NFGT establece la proporcionalidad como uno de los principios aplicables en el ejercicio de la potestad sancionadora administrativa.

	 Algunos ejemplos servirán para mostrar la gran trascendencia de este principio:¿Es desproporcionado solicitar a un contribuyente el movimiento de todas sus cuentas bancarias cuando se realiza una inspección parcial?

¿Es desproporcionado embargar un inmueble de gran valor para cobrar una deuda de pequeña cuantía?

¿Es desproporcionado precintar los equipos informáticos necesarios para la actividad diaria de una empresa porque se pretende evitar que desaparezcan pruebas relativas a operaciones ocultadas de pequeña cuantía?




B.  Principio de eficacia.

Se recoge este principio en el artículo 103 de la Constitución española y también en el artículo 3 de la LRJ-PAC referido a la actuación de la Administración Pública en general.

Se trata de un principio que afecta directamente a los órganos administrativos que aplican los tributos, órganos que deben ajustar su actuación al principio de eficacia, es decir, deben realizar las actuaciones necesarias para que se alcancen los fines de la aplicación de los tributos.

C.  Principio de limitación de costes indirectos derivados del cumplimiento de obligaciones formales

Este principio es conocido también como limitación de la presión fiscal indirecta, y constituye una obligación para la administración tributaria de minimizar los costes indirectos.

Supone que las actuacionesde la Administración tributaria que requieran la intervención de los contribuyentes deberán llevarse a cabo de la forma que resulte menos gravosa para éstos, siempre que ello no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

D.  Respeto de los derechos y garantías del contribuyente.

Por último el artículo 2.2 de la NFGT exige que las Administraciones tributarias aseguren en sus actuaciones el respeto a los derechos y garantías del obligado tributario reconocidos en el ordenamiento jurídico-tributario.






Principio de seguridad jurídica.


 El principio de seguridad jurídica, recogido con carácter general para todo el ordenamiento jurídico en el artículo 9.3 de la Constitución, resulta especialmente relevante en el ámbito tributario, como consecuencia de la obligación general de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos.

El principio de seguridad jurídica supone que las normas tributarias sean claras, sencillas y coherentes, de modo que, en la medida de lo posible, los contribuyentes puedan prever razonablemente las consecuencias fiscales de sus actos.

Sin embargo, el principio de seguridad jurídica no puede erigirse en valor absoluto, por cuanto daría lugar a la congelación del ordenamiento jurídico existente, siendo así que éste, al regular relaciones de convivencia humana, debe responder a la realidad social de cada momento como instrumento de perfeccionamiento y de progreso. El principio de seguridad jurídica, consagrado en el artículo 9.3 de la Constitución no puede entenderse como un derecho de los ciudadanos al mantenimiento de un determinado régimen fiscal (STC 126/87, de 16-07-87).







Potestad tributaria




Potestad tributaria de los Territorios Históricos.


 El fundamento normativo de la potestad tributaria de los Territorios Históricos del País Vasco dimana de la Disposición Adicional Primera de la Constitución, en la que se amparan y respetan los derechos históricos de los territorios forales, estableciendo que la actualización general del régimen foral se llevará a cabo en su caso, en el marco de la Constitución y del Estatuto de Autonomía.

En ejercicio del mencionado fundamento constitucional, el artículo 41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco, aprobado por Ley Organica 3/1979, de 18 de diciembre, restaura el sistema de conciertos económicos, como uno de los derechos históricos de los territorios forales, al establecer que las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco vendrán regulados mediante el sistema foral tradicional de Concierto Económico o Convenios.

Siguiendo a Cazorla Prieto podemos definir el poder tributario como "la facultad propia de determinados órganos representativos de los entes públicos, en virtud de la cual pueden, a través de los cauces normativos oportunos, establecer tributos como medio de nutrir el gasto preciso para financiar sus actividades."

Partiendo de esta definición, puede establecerse que el poder tributario se relaciona de forma directa con el poder legislativo que se confiere a los diferentes órganos representativos de los poderes públicos de naturaleza territorial que es utilizado para regular los tributos, lo que determina que en materia tributaria rija el principio de legalidad. En el caso de los Territorios Históricos dicho poder legislativo esta conferido a las Juntas Generales y se manifiesta en su instrumento legislativo, las Normas Forales (sobre la naturaleza de las Normas Forales ver el comentario relacionado).

Concierto Económico.

El Concierto Económico entre el Estado y el País Vasco, actualmente en vigor, fue aprobado por Ley 12/2002, de 23 de mayo, en la que se ratificó el texto acordado por la Comisión Mixta de Cupo en su reunión de 6 de marzo de ese año, integrada por representantes de la Administración del Estado y de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

El Concierto Económico aprobado el año 2002, con un periodo de vigencia indefinido, sustituye al aprobado el año 1981, que tenía una vigencia de veinte años.

En virtud del Concierto Económico, los Territorios Históricos ostentan una potestad tributaria que se concreta en la posibilidad de mantener, establecer y regular dentro de su territorio el régimen tributario (art. 1.Uno de la Ley 12/2002, de 23 de mayo).

El Estado únicamente se reserva como competencias exclusivas, la regulación, gestión, inspección, revisión y recaudación de los derechos de importación y de los gravámenes a la importación en los Impuestos Especiales y en el Impuesto sobre el Valor Añadido (art. 5.Primera del Concierto económico).







Principios Generales del Sistema Tributario de los Territorios Históricos.


 Los límites a la potestad tributaria de los Territorios Históricos se establecen en el artículo 41.2 del Estatuto de Autonomía y en el artículo 2 del Concierto Económico.

De acuerdo con el contenido de los referidos artículos se configuran los que hemos denominado principios generales del Sistema Tributario de los Territorios Históricos.

Véase el artículo de opinión “El espacio fiscal de los Territorios Históricos” de Jaime Fernández Orte en Revista Fórum Fiscal).

A.  Solidaridad.

Tanto el Estatuto de Autonomía como el Concierto Económico, al referirse al principio de solidaridad, lo hacen remitiéndose para su concreción a los términos en la que esta se plasma en el texto constitucional.

Los artículos 138 y 156 de la Constitución recogen el principio de solidaridad entre Comunidades Autónomas, erigiéndose, como ha señalado parte de la doctrina en la otra cara del principio de autonomía, siendo plenamente aplicable en esta materia el principio de igualdad.

Ahora bien, la igualdad en el contenido de la autonomía de las nacionalidades no debe ser obstáculo para la diversidad de su plasmación, en cuya virtud, las Comunidades Autónomas podrán, dentro de los límites constitucionales, adaptar su estructura y funcionamiento a sus propias exigencias.

(Ver artículo de opinión “El espacio fiscal de los Territorios Históricos” de Jaime Fernández Orte en Revista Fórum Fiscal).

B.  Atención a la estructura general impositiva del Estado.

Este principio supone la existencia de una estructura tributaria similar, pero no idéntica a la establecida por el Estado.

Su aplicación, no supone que los Territorios Históricos estén obligados a mantener la misma definición de los hechos imponibles, bases, cuotas, etc, que concuerden con las establecidas en el Estado, puesto que ello implicaría convertir al legislador foral en mero copista, haciendo desaparecer, de facto, las competencias asignadas al mismo en el ámbito tributario (STS de 19-07-91).

Por otro lado, la observancia de este principio no puede impedir que los Territorios Históricos estén facultados para el establecimiento de una nueva figura tributaria, siempre que sean respetados el resto de principios inspiradores del sistema.

C.  Coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado.

Este principio se desarrolla en los  artículos 3y 4 del Concierto Económico, y se concreta con el siguiente contenido.

a.  Adecuación de la Ley General Tributaria.

Los Territorios Históricos en la elaboración de su normativa tributaria deberán adecuarse a la Ley General Tributaria en cuanto a terminología y conceptos, aunque esta adecuación no impida la existencia de particularidades, siempre que se encuentren recogidas en el propio Concierto Económico.

El Tribunal Superior de Justicia del País Vasco ha establecido en diversas Sentencias (21-10-93; 7-2-94) y 18-05-94) que la citada norma armonizadora no supone la obligación de las Haciendas Forales de regular la gestión y la recaudación de los tributos de forma idéntica a la prevista en la Ley General Tributaria.

b.  Mantenimiento de presión fiscal efectiva global equivalente al resto del Estado.

Los Territorios Históricos en la elaboración de su normativa tributaria, mantendrán una presión fiscal efectiva global equivalente a la existente en el resto del Estado.

Este principio general se recoge en el artículo 3.b) del Concierto Económico.

Este es probablemente el principio general que ha sido objeto de una mayor controversia en el ámbito doctrinal. Como consecuencia de su falta de concreción ha sido utilizado, tanto para fundamentar la falta de competencia de los Territorios Históricos para dictar determinas disposiciones tributarias, porque su resultado suponía una "presión fiscal efectiva global inferior" a la existente en el Estado, como para basar la legalidad de aquellas.

La jurisprudencia ha aportado un rayo de luz en la interpretación de este principio, señalando que la presión fiscal a tener en cuenta es la producida por todo un sistema tributario, no por uno solo o por varios tributos, de forma que no conculca este principio la aprobación en la normativa de los Territorios Históricos de determinados beneficios tributarios, mayores que los concedidos por la legislación del Estado para los mismos impuestos y las mismas situaciones (STS de 19-07-91).

En una línea muy similar a la anterior, la Sentencia del TSJPV de 17-05-99 señala que "...el parámetro de igualdad entre sistemas o subsistemas que establece el principio de presión fiscal global equivalente no es trasladable a términos de comparación de carga tributaria entre individuos o sujetos aislados en relación con un solo tributo de los que integran el sistema...".

(Ver artículo de opinión “El espacio fiscal de los Territorios Históricos” de Jaime Fernández Orte en Revista Fórum Fiscal).

c.  Respeto a la libertad de circulación de personas y capitales.

Los Territorios Históricos en la elaboración de su normativa tributaria, respetarán y garantizarán la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes, capitales y servicios en todo el territorio español.

El principio de unidad de mercado aunque no aparece expresamente mencionado como tal en el texto constitucional constituye, como ha venido subrayando reiteradamente el Tribunal Constitucional, una exigencia que se deriva del propio principio de unidad política consagrado en su artículo 2, así como de aquellas normas que ordenan que los principios básicos del orden económico sean los mismos en todo el ámbito nacional.

Ahora bien, no puede considerarse obstáculo para la libre circulación de bienes en todo el territorio el efecto que se sigue de la aplicación de una norma que resulta, por su objeto y por su contenido, de indiscutible competencia autonómica, llevando la argumentación contraria, mas bien, a una inadmisible constricción de las potestades autonómicas en aras de un entendimiento del principio de unidad de mercado que no se comparece con la forma compleja de nuestro Estado (STC de 02-07-91).

d.  Clasificación de actividades.

Los Territorios Históricos en la elaboración de su normativa, utilizarán la misma clasificación de actividades ganaderas, mineras, industriales, comerciales, de servicios, profesionales, y artísticas que en territorio común.

e.  Colaboración e intercambio de información tributaria.

En el artículo 4 del Concierto Económico, se recogen diferentes medidas en orden a la concreción del principio de colaboración entre las administraciones tributarias del Estado y de los Territorios Históricos, cuyas principales manifestaciones son, la mutua comunicación de los proyectos de disposiciones normativas en materia tributaria, y la aportación mutua de información para la gestión, inspección y recaudación de los tributos.

D.  Coordinación, armonización fiscal y colaboración entre las Instituciones de los Territorios Históricos.

Tiene su desarrollo normativo en la Ley del Parlamento Vasco 3/1989, de 30 de mayo, de Armonización, Coordinación y Colaboración Fiscal, modificada parcialmente por Ley 4/1998, de 6 de marzo.

a.  Armonización.

Se establecen principios armonizadores entre las normativas tributarias de los Territorios Históricos de un contenido muy similar a los establecidos en el Concierto Económico para la armonización con el Estado. Así, los Territorios Históricos deben regular, entre si, de modo uniforme los elementos sustanciales de los distintos impuestos, permitiéndose la existencia de disposiciones normativas diferentes siempre que se garantice una presión fiscal global similar en toda la Comunidad Autónoma.

b.  Coordinación.

Se concreta en la elaboración de planes de inspección conjunta por las Diputaciones Forales, y en la unificación de los criterios que para la aplicación de los tributos son utilizados por las administraciones tributarias forales.

El artículo 16 de la Ley 3/1989, de 30 de mayo, regula el Órgano de Coordinación Tributaria, constituido por una representación paritaria del Gobierno Vasco y de cada una de las Diputaciones Forales, y encargado de impulsar las acciones de coordinación y colaboración tributaria entre las Diputaciones Forales.

c.  Colaboración.

Se concreta en la mutua aportación de información tributaria.

E.  Sometimiento a los Tratados o Convenios Internacionales firmados y ratificados por el Estado español.

Constituye una aplicación específica a este ámbito de la competencia exclusiva del Estado en las relaciones internacionales.

Sobre la recepción de los Tratados en el ordenamiento interno, el artículo 95 de la Constitución dispone que los tratados internacionales, válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte de su ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho Internacional.

En el mismo sentido, el apartado 5 del artículo 1 del Código Civil dispone que las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte de su ordenamiento interno mediante su publicación íntegra en el BOE.

Se regula así en nuestro ordenamiento el sistema de "recepción automática" de los tratados internacionales, que sólo exige su publicación en el BOE para ser aplicable en el ámbito interno, frente al sistema de "recepción especial" que exige una disposición que convierta el tratado en parte del ordenamiento jurídico interno.

El párrafo segundo del Principio Quinto, regulado en el artículo 2 del Concierto Económico, establece que los Territorios Históricos deberán atenerse, en particular, a lo dispuesto en los Convenios Internacionales suscritos por España para evitar la doble imposición y en las normas de armonización fiscal de la Unión Europea, debiendo asumir las devoluciones que proceda practicar como consecuencia de la aplicación de tales Convenios y normas.






Potestad tributaria de las Entidades Locales.


 Las Entidades Locales pueden establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución y las leyes. Puesto que estas entidades carecen de potestad legislativa deben ejercer sus competencias en el marco de las Normas Forales sobre la materia aprobadas por las Juntas Generales, en ejercicio de las competencias que para la regulación de los tributos locales se establecen en la Sección 15ª del Capítulo I de la ley 12/2002, de 23 de mayo, de Concierto Económico.

La Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales en el Territorio Histórico de Álava es el Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Norma Foral Reguladora de las Haciendas Locales.

En el marco de estas normas, las Entidades Locales ejercen su potestad reglamentaria en materia tributaria a través de las Ordenanzas fiscales reguladoras de sus tributos propios y de las Ordenanzas generales de gestión, recaudación e inspección.






Potestad tributaria de las demás entidades de derecho público.


 Las demás entidades de derecho público no pueden establecer tributos, pero podrán exigirlos cuando una norma foral así lo determine.

Esto significa que la potestad para establecer tributos queda limitada a las entidades públicas de carácter territorial, esto es, Territorios Históricos y Entidades Locales, mientras que la potestad para exigir tributos se amplía, además de a estas entidades públicas, a otras cuando una norma foral específica así lo establezca (por ejemplo, las Cámaras Oficiales de Comercio pueden exigir el recurso cameral, que ha sido calificado por la jurisprudencia como un ingreso de naturaleza tributaria).







Potestad reglamentaria




La potestad reglamentaria en materia tributaria.


 Se entiende por Reglamento toda disposición jurídica de carácter general dictada por la Administración. La potestad reglamentaria es pues el poder otorgado por la ley a determinados órganos de la Administración de dictar reglamentos.

El artículo 4 de la NFGT en su apartado 1 asigna a la Diputación Foral la potestad reglamentaria en materia tributaria, lo que por otro lado no constituye más una concreción en este ámbito de la potestad reglamentaria que con carácter general tiene atribuida la Diputación Foral por las normas que regulan el régimen jurídico de los Territorios Históricos.

A.  Ámbito de la potestad reglamentaria.

El ámbito de la potestad reglamentaria viene delimitado por el principio de "reserva de Norma Foral" (Ver comentario relacionado), principio que constituye dentro de la normativa foral, dado su peculiar sistema de fuentes (Ver comentario relacionado), la imagen del principio de "reserva de Ley" aplicable en el sistema de derecho común. Como consecuencia de la mencionada delimitación, el reglamento no puede entrar a regular aquellas materias cuya regulación está reservada constitucional o legalmente a una ley formal. El Tribunal Constitucional ha descartado la existencia de una reserva absoluta de ley en materia tributaria y ha precisado que la Constitución establece una reserva relativa de ley en la materia, lo cual significa que es constitucionalmente admisible la regulación por norma reglamentaria de determinados elementos de los tributos, dentro del marco fijado por la ley. En este sentido, el reglamento no puede ir más allá de las previsiones de la ley, ni introducir novedades que la ley no recoge, pues ello implicaría que el reglamento invade materias reservadas a la ley.

Sin embargo, el principio de reserva de norma foral o reserva de ley no excluye la posibilidad de que las leyes contengan remisiones a normas reglamentarias para regular cuestiones concretas en el marco determinado por la ley. La jurisprudencia ha acuñado el concepto de "complemento indispensable", según el cual, un reglamento en materia tributaria sólo puede ser dictado cuando es el complemento indispensable de un texto legal.

Por ello, resulta inadmisible en materia tributaria la existencia de reglamentos independientes, en todas aquellas materias sometidas a reserva de ley por la Constitución, o reservadas a Norma por la NFGT u otras Normas Forales o Leyes, incluso cuando tales reglamentos se dictan en ejecución de una habilitación legal que no regula la materia con el grado de concreción necesario.

B.  Atribución de la potestad reglamentaria.

a. Potestad reglamentaria de las Diputaciones Forales.

Las Diputaciones Forales tienen asignada con carácter genérico la potestad reglamentaria. El artículo 8.1.b) de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre del Parlamento Vasco, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Organos Forales de sus Territorios Históricos, atribuye a los Territorios Históricos la potestad reglamentaria con carácter genérico.

En cada una de las Normas Forales que regulan el régimen jurídico de los Territorios Históricos se concreta la asignación de la potestad reglamentaria en las Diputaciones Forales, mediante la aprobación de Decretos Forales.

- Alava: Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre (artículo 3.2).

Por su parte, el artículo 4 de la NFGT, atribuye la potestad reglamentaria en materia tributaria a la Diputación Foral.

b. Potestad reglamentaria de las Entidades Locales.

La NFGT reconoce en el apartado 1 de su artículo 4 la potestad reglamentaria en materia tributaria de las Entidades Locales. Dicha potestad se ejerce mediante las ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos locales.

Por su parte, el artículo 18 del del texto refundido de la Norma Foral de Haciendas Locales de Alava, establece que la potestad reglamentaria de los Ayuntamientos en materia tributaria se ejerce a través de Ordenanzas Fiscales, para el establecimiento, regulación y mantenimiento de sus propios tributos.

La Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales en Alava es el Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de setiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Norma Foral Reguladora de las Haciendas Locales.







La potestad reglamentaria del Diputado Foral de Hacienda.


 La NFGT atribuye al Diputado Foral de Hacienda la potestad reglamentaria en materia tributaria cuando así lo disponga expresamente una Norma Foral o un reglamento.

En ejercicio de la mencionada competencia de ejecución, los Diputados Forales dictan disposiciones denominadas Ordenes Forales. Estas disposiciones son, de acuerdo con lo establecido en las normas forales que regulan el régimen jurídico de las Instituciones Forales anteriormente mencionadas, disposiciones administrativas de carácter general, por lo que puede afirmarse que los Diputados Forales tienen una potestad reglamentaria limitada a las materias propias de su Departamento.


[En este sentido, y respecto de la atribución de potestad reglamentaria al Ministro de Hacienda el TS mantuvo inicialmente, tras la aprobación de la Constitución, que los Ministros carecían de potestad reglamentaria. Posteriormente el TS ha aceptado que los Ministros tienen una potestad reglamentaria limitada a la facultad de dictar disposiciones administrativas de carácter general en el ámbito de sus competencias, además, naturalmente, de la potestad reglamentaria del Ministro en el ámbito puramente organizativo. En este sentido se pronuncia la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y funcionamiento de la Administración General del Estado, cuyo artículo 12 permite a los Ministros ejercer la potestad reglamentaria en los términos previstos en la legislación especifica.

Asimismo, el Tribunal Constitucional en su Sentencia 185/1995, de 14 de diciembre, ya estableció que "la atribución genérica de la potestad reglamentaria convierte al Gobierno en titular originario de la misma, pero no prohíbe que una ley pueda otorgar a los Ministros el ejercicio de esta potestad con carácter derivado o les habilite para dictar disposiciones reglamentarias concretas, acotando y ordenando su ejercicio."]









La Administración tributaria




La Administración tributaria. NFGT de Álava


 Según dispone el artículo 5.1 de la NFGT:

"1. A los efectos de esta Norma Foral, la Administración tributaria estará integrada por los órganos que desarrollen las funciones reguladas en sus Títulos III, IV, V, VI y VII."

La NFGT regula por primera vez el concepto de Administración tributaria. Para ello opta por una definición funcional, según la cual, la Administración tributaria está integrada por el conjunto de órganos que desarrollen las funciones reguladas en los títulos III, IV, V, VI y VII de la NFGT, es decir, que aplican los tributos (título III), que ejercen la potestad sancionadora en materia tributaria (título IV) y que revisan en vía administrativa los actos de aplicación de los tributos y los de imposición de sanciones tributarias (título V), que aplican los tributos en los supuestos de delito contra la Hacienda Pública (título VI), y que desarrollan los procedimientos para la recuperación de ayudas de estado cuando afectan al ámbito tributario (título VII).

La definición tiene un cierto carácter circular porque, de una parte, las competencias de los títulos III, IV y V corresponden a la Administración tributaria pero, de otra, cualquier órgano que las ejerza se convierte por ello en Administración tributaria.

La conclusión que puede alcanzarse es que la administración -foral o local- tiene la mas amplia libertad para configurar su administración tributaria.

Sobre esta cuestión dispone el artículo 5.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de RJSP que:

"Corresponde a cada Administración Pública delimitar en su propio ámbito competencial las unidades administrativas que configuran los órganos administrativos propios de las especialidades derivadas de su organización."

Las respectivas Normas Forales de organización institucional de los territorios históricos también recogen esta idea, en este caso en relación a las Diputaciones Forales, de la capacidad de autoorganización y asignación competencial dentro de los órganos en los que se estructuran.

	
- En Alava, el artículo 8.2 de la Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico, establece que, corresponde al Consejo de Diputados de la Diputación Foral, aprobar la estructura orgánica de los Departamentos y de los Organismos de ellos dependientes. 


Las competencias de los órganos tanto de aplicación de los tributos y de ejercicio de la potestad sancionadora, como de resolución de recursos, integrados en los Departamentos Forales de Hacienda de las respectivas Diputaciones Forales, se atribuyen en los Decretos Forales por los que se aprueba la estructura orgánica y funcional de los mencionados Departamentos.

El apartado segundo del artículo 5 de la NFGT recoge de forma expresa esta estructura organizativa al establecer que en el ámbito de competencias de la Diputación Foral, la aplicación de los tributos y el ejercicio de la potestad sancionadora corresponde al Departamento de Hacienda y Finanzas.

A continuación se expone la estructura organizativa básica del Departamento de Hacienda de la Diputación Foral de Álava.

   Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos de la Diputación Foral de Alava.

El Decreto Foral 12/2016, de 9 de febrero, aprueba la estructura orgánica y funcional del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, estableciendo que, bajo la superior dirección del Diputado Foral del Departamento, este se estructura en las siguientes unidades orgánicas:


	
a) La Dirección de Hacienda. 

	
b) La Dirección de Finanzas y Presupuestos. 



Además, el apartado 2 del artículo 2 del citado Decreto Foral establece que depende directamente del Diputado o Diputada Foral titular del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos el Organismo Jurídico Administrativo de Álava.

De las mencionadas unidades orgánicas dependen los siguientes Servicios:

a.  Dirección de Hacienda


	
i. Relación con los Contribuyentes.

	
ii. Inspección de Tributos.

	
iii. Normativa Tributaria

	
iv. Gestión de Ingresos Fiscales.

	
v. Tributos Directos.

	
vi. Tributos Indirectos.

	
vii. Tributos Locales y Catastro.

	
viii. Servicio de Recaudación.



b.  Dirección de Finanzas y Presupuestos.


	
i. Intervención y Control.


	
ii. Contabilidad.


	
iii. Presupuestos y Compromisos Institucionales.


	
iv. Gestión Financiera.


	
v. Patrimonio.


	
vi. Secretaría Técnica de Hacienda, Finanzas y Presupuestos.


	
vii. Asuntos Europeos.










Competencia territorial de las Diputaciones Forales.


 En el apartado 3 del artículo 5 de la NFGT se establece que:

["La Diputación Foral ejercerá sus competencias en materia de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones en todo el territorio del Estado en los términos establecidos en el Concierto Económico."]


Esto supone que los órganos de la Diputación Foral encargados de la gestión, inspección, recaudación e imposición de sanciones tiene competencia territorial en todo el ámbito del estado, por lo que podrán actuar en cualquiera de estos ordenes fuera del Territorio Histórico respectivo.

Ahora bien, dicha competencia territorial debe sujetarse a lo dispuesto en el Concierto Económico, de forma que las actuaciones fuera del Territorio Histórico quedan limitadas a aquellos supuestos en los que las competencias de gestión, inspección y/o exacción correspondan a la Diputación Foral, de acuerdo con los puntos de conexión regulados en el citado Concierto Económico.

En este sentido, además de los artículos del texto del Concierto Económico que regulan los puntos de conexión para cada uno de los tributos, tiene especial relevancia lo establecido en el apartado tres del artículo 1 del referido texto legal, en el que se establece que:

["Para la gestión, inspección, revisión y recaudación de los tributos concertados, las instituciones competentes de los Territorios Históricos ostentarán las mismas facultades y prerrogativas que tiene reconocida la Hacienda Pública del Estado."]


En relación con las actuaciones inspectoras el artículo 45 Dos del Concierto Económico establece que las actuaciones comprobadoras e investigadoras que, en el ámbito de las competencias atribuidas por el presente Concierto Económico a las Diputaciones Forales deban efectuarse fuera de su territorio, serán practicadas por los órganos competentes del Estado o la de las Comunidades Autónomas competentes por razón del territorio cuando se trate de tributos cedidos a las mismas, a requerimiento del órgano competente de dichas Diputaciones Forales. En relación con las citadas actuaciones, la Administración del Estado y las Diputaciones Forales arbitrarán los oportunos convenios de colaboración y asistencia mutua para la coordinación de las actuaciones de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 del Concierto Económico.

Competencia en materia de asistencia mutua

El párrafo segundo del apartado 3 del artículo 5 de la NFGT se refiere a la competencia de la Diputación Foral en el ámbito de la asistencia mutua.

El referido párrafo establece que en relación con los obligados tributarios sometidos a las competencias de aplicación de los tributos de la Diputación Foral en virtud de lo dispuesto en el Concierto Económico, corresponde a ésta el ejercicio de las competencias en materia de aplicación de los tributos derivadas o atribuidas por la normativa sobre asistencia mutua.

La asistencia mutua se define en el artículo 1.2 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.






La administración tributaria de las Entidades Locales.


 El apartado 4 del artículo 5 de la NFGT establece que las Entidades Locales ejercerán las competencias relativas a la aplicación de los tributos y a la potestad sancionadora en los términos previstos en su normativa aplicable, esto es, de acuerdo con lo dispuesto en las respectivas Normas Forales reguladoras de las Haciendas Locales.

Asimismo, corresponde a las Entidades Locales determinar la organización de sus Administración tributaria, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley reguladora de las Bases de Régimen Local y en las mencionadas normas forales de Haciendas Locales.

La Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales en Álava es el Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de setiembre.






Acuerdos de colaboración.


 El apartado 5 del artículo 5 de la NFGT establece que:

["5. La Diputación Foral colaborará con el resto de las Administraciones tributarias para la aplicación de los tributos en los términos establecidos en el ordenamiento jurídico. Así mismo, podrán establecerse fórmulas de colaboración para la aplicación de los tributos entre las Entidades Locales, así como entre éstas y la Diputación Foral. "]


Estas formas de colaboración pueden extenderse a procedimientos concretos, en cuyo caso no es necesario la firma de ningún acuerdo, o tener un alcance mas general, en cuyo caso es necesario que las Administraciones suscriban el correspondiente acuerdo.

Por otra parte, las fórmulas de colaboración pueden extenderse a cualquiera de las actuaciones de aplicación de los tributos: gestión, inspección o recaudación.







Capítulo II. Normas tributarias

Sección primera. Fuentes normativas

Fuentes del ordenamiento tributario




Sistema tributario de los Territorios Históricos del País Vasco.


 Después de la Constitución Española de 1978, puede afirmarse que coexisten en nuestro país hasta seis sistemas normativos diferentes en materia tributaria, cada uno de ellos con sus propias fuentes autónomas: el sistema tributario de la Unión Europea, el sistema tributario del Estado, el sistema tributario de los Territorios Históricos del País Vasco, el sistema tributario de la Comunidad Foral Navarra, el sistema tributario de las Comunidades Autónomas de derecho común y el sistema tributario de las Corporaciones Locales.

Los conflictos entre normas de distintos sistemas tributarios deben resolverse aplicando el principio de competencia, según el cual, deberá aplicarse con preferencia la norma emanada del órgano que tenga competencia material o territorial en la materia. Los conflictos entre normas del mismo sistema tributario deben resolverse aplicando el principio de jerarquía, según el cual prevalece la norma de mayor rango.

El sistema de fuentes normativas del ordenamiento tributario de los Territorios Históricos se regula en el artículo 6 de la NFGT, en el que, básicamente se mantiene la relación contenida en la anterior NFGT.

A.  Regulación.

El sistema tributario de los Territorios Históricos del País Vasco se rige por las siguientes normas:


	
a. La Constitución.

	
b. El Estatuto de Autonomía para el País Vasco.

	
c. El Concierto Económico entre el Estado y el País Vasco.

	
d. Las normas que dicte el Parlamento Vasco para la coordinación, armonización fiscal y colaboración mutua entre las Instituciones de los Territorios Históricos.En este sentido puede citarse la Ley 3/1989, de 30 de mayo, de Armonización, Coordinación y Colaboración fiscal, dictada por el Parlamento Vasco. 



	
e. La Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero. 

	
f. Las Normas Forales reguladoras de cada tributo.

	
g. Las Normas Forales que contengan disposiciones en materia tributaria.

	
h. Las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de las anteriores y, específicamente en el ámbito tributario local, por las correspondientes ordenanzas fiscales.



B.  La Norma Foral General Tributaria.

La regulación de las fuentes del ordenamiento tributario pone en el mismo orden de prelación la NFGT, las normas forales reguladoras de cada tributo y las demás normas forales que contengan disposiciones en materia tributaria, con lo que se pretende cerrar la polémica acerca de la posición privilegiada de la NFGT respecto de las demás normas forales tributarias.

C.  Las disposiciones reglamentarias.

La regulación de las fuentes del ordenamiento tributario se refiere también a las disposiciones reglamentarias. El artículo 4 de la NFGT asigna a la Diputación Foral la potestad reglamentaria en el ámbito tributario.

La NFGT no hace referencia a la potestad reglamentaria del Diputado Foral de Hacienda, al que se le reconoce en el artículo 4.2 sólo la potestad de dictar disposiciones de desarrollo en materia tributaria, cuando así lo disponga expresamente una norma foral o un reglamento.

Se entiende por Reglamento toda disposición jurídica de carácter general dictada por la Administración. La potestad reglamentaria es pues el poder otorgado por la norma foral o por la ley a determinados órganos de la Administración de dictar reglamentos.

D.  Los Tratados y Convenios Internacionales.

La nueva regulación de las fuentes del ordenamiento tributario recoge expresamente a los tratados o convenios internacionales como fuente del derecho tributario.

La Constitución Española dedica el Capítulo III del Título III a la regulación de los Tratados internacionales.

Sobre la recepción de los Tratados en nuestro ordenamiento, el artículo 95 de la Constitución dispone que los tratados internacionales, válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte de su ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho Internacional.

En el mismo sentido, el apartado 5 del artículo 1 del Código Civil dispone que las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte de su ordenamiento interno mediante su publicación íntegra en el BOE.

Se regula así en nuestro ordenamiento el sistema de "recepción automática" de los tratados internacionales, que sólo exige su publicación en el BOE para ser aplicable en el ámbito interno, frente al sistema de "recepción especial" que exige una disposición que convierta el tratado en parte del ordenamiento jurídico interno.

Así, los tratados y convenios internacionales válidamente celebrados y publicados oficialmente en España son fuente de derecho tributario.

En este sentido, la NFGT no hace sino recoger el principio establecido en el número Quinto del artículo 2 del Concierto Económico, según el cual, el sistema tributario de los Territorios Históricos debe someterse a los Tratados o Convenios Internacionales firmados o ratificados por el estado español.

E.  Las normas de la Unión Europea.

La nueva regulación de las fuentes del ordenamiento tributario recoge expresamente las normas que dicte la Unión Europea y otros organismos internacionales o supranacionales a los que se atribuya el ejercicio de competencias en materia tributaria.

En este sentido, la NFGT no hace sino recoger el principio establecido en el número Quinto del artículo 2 del Concierto Económico, según el cual, el sistema tributario de los Territorios Históricos debe someterse a los Tratados o Convenios Internacionales firmados o ratificados por el estado español, y en particular, a las normas de armonización fiscal de la Unión Europea.







Sistema tributario de la Unión Europea.


 Después de la Constitución Española de 1978, puede afirmarse que coexisten en nuestro país hasta seis sistemas normativos diferentes en materia tributaria, cada uno de ellos con sus propias fuentes autónomas: el sistema tributario de la Unión Europea, el sistema tributario del Estado, el sistema tributario de los Territorios Históricos del País Vasco, el sistema tributario de la Comunidad Foral Navarra, el sistema tributario de las Comunidades Autónomas de derecho común y el sistema tributario de las Corporaciones Locales.

Los conflictos entre normas de distintos sistemas tributarios deben resolverse aplicando el principio de competencia, según el cual, deberá aplicarse con preferencia la norma emanada del órgano que tenga competencia material o territorial en la materia. Los conflictos entre normas del mismo sistema tributario deben resolverse aplicando el principio de jerarquía, según el cual prevalece la norma de mayor rango.

El ordenamiento jurídico comunitario forma un sistema jurídico diferente del Derecho de los Estados Miembros e independiente de éstos. En caso de conflicto, sus normas se aplican con primacía sobre las normas de derecho interno, en virtud de una atribución de un ámbito competencial propio de las Comunidades Europeas.

En materia tributaria son de aplicación a los Estados miembros las normas que regulan la Unión Aduanera, las disposiciones fiscales previstas en los 28 a 37 del Tratado sobre el Funcionamiento de la Unión Europea cuya finalidad es garantizar la libre circulación de mercancías, al tiempo que prohiben cualquier discriminación impositiva entre productos importados y nacionales, y las normas que armonizan los impuestos indirectos en materia de IVA, impuestos especiales, franquicias en el tráfico internacional de viajeros, transporte, aportaciones de capital y asistencia mutua entre las autoridades competentes en el ámbito de los impuestos.






Sistema tributario del Estado.


 Después de la Constitución Española de 1978, puede afirmarse que coexisten en nuestro país hasta seis sistemas normativos diferentes en materia tributaria, cada uno de ellos con sus propias fuentes autónomas: el sistema tributario de la Unión Europea, el sistema tributario del Estado, el sistema tributario de los Territorios Históricos del País Vasco, el sistema tributario de la Comunidad Foral Navarra, el sistema tributario de las Comunidades Autónomas de derecho común y el sistema tributario de las Corporaciones Locales.

Los conflictos entre normas de distintos sistemas tributarios deben resolverse aplicando el principio de competencia, según el cual, deberá aplicarse con preferencia la norma emanada del órgano que tenga competencia material o territorial en la materia. Los conflictos entre normas del mismo sistema tributario deben resolverse aplicando el principio de jerarquía, según el cual prevalece la norma de mayor rango.

El sistema tributario del Estado se rige por las siguientes normas:


	
a. La Constitución Española.

	
b. La LGT, las leyes reguladoras de cada tributo y las demás leyes que contengan disposiciones en materia tributaria.

	
c. Las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de las disposiciones anteriores.








Sistema tributario de la Comunidad Foral Navarra.


 Después de la Constitución Española de 1978, puede afirmarse que coexisten en nuestro país hasta seis sistemas normativos diferentes en materia tributaria, cada uno de ellos con sus propias fuentes autónomas: el sistema tributario de la Unión Europea, el sistema tributario del Estado, el sistema tributario de los Territorios Históricos del País Vasco, el sistema tributario de la Comunidad Foral Navarra, el sistema tributario de las Comunidades Autónomas de derecho común y el sistema tributario de las Corporaciones Locales.

Los conflictos entre normas de distintos sistemas tributarios deben resolverse aplicando el principio de competencia, según el cual, deberá aplicarse con preferencia la norma emanada del órgano que tenga competencia material o territorial en la materia. Los conflictos entre normas del mismo sistema tributario deben resolverse aplicando el principio de jerarquía, según el cual prevalece la norma de mayor rango.

El sistema tributario de la Comunidad Foral Navarra se rige por las siguientes normas:


	
a. La Constitución Española.

	
b. La Ley de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

	
c. El Convenio Económico del Estado y la Comunidad Foral de Navarra.

	
d. Las leyes forales en materia tributaria.

	
e. Los reglamentos forales en materia tributaria.








Sistema tributario de las Comunidades Autónomas de Régimen Común.


 Después de la Constitución Española de 1978, puede afirmarse que coexisten en nuestro país hasta seis sistemas normativos diferentes en materia tributaria, cada uno de ellos con sus propias fuentes autónomas: el sistema tributario de la Unión Europea, el sistema tributario del Estado, el sistema tributario de los Territorios Históricos del País Vasco, el sistema tributario de la Comunidad Foral Navarra, el sistema tributario de las Comunidades Autónomas de derecho común y el sistema tributario de las Corporaciones Locales.

Los conflictos entre normas de distintos sistemas tributarios deben resolverse aplicando el principio de competencia, según el cual, deberá aplicarse con preferencia la norma emanada del órgano que tenga competencia material o territorial en la materia. Los conflictos entre normas del mismo sistema tributario deben resolverse aplicando el principio de jerarquía, según el cual prevalece la norma de mayor rango.

El sistema tributario de las Comunidades Autónomas de régimen común se rige por las siguientes normas:


	
a. La Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

	
b. El Estatuto de Autonomía de cada Comunidad.

	
c. La leyes de los tributos propios de cada Comunidad.

	
d. La Ley de cesión de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas.

	
e. La leyes de cesión de tributos del Estado a cada una de las Comunidades Autónomas.

	
f. Los reglamentos aprobados por cada Comunidad Autónoma en materia tributaria.

	
g. Los reglamentos de los impuesto cedidos por el Estado a las Comunidades Autónomas.



Las Comunidades Autónomas de Canarias, Ceuta y Melilla gozan de un régimen tributario especial.






Normas de Derecho Administrativo y de Derecho Común.


 Tienen carácter supletorio en el ámbito tributario las disposiciones generales de Derecho Administrativo y los preceptos del Derecho Común.

	 • El TS en Sentencia de 12-03-13 en relación con la normativa aplicable como consecuencia de la anulación por sentencia de determinados artículos reguladores del Impuesto sobre Sociedades, entiende que conforme al contenido de la Disposición Adicional Primera del Concierto Económico y al artículo 9.2 NF 1/1985 (actual artículo 6.4 de la NFGT) las normas tributarias de régimen  común tendrán el carácter de supletorio de las forales; a falta de éstas (como en el  caso de haber sido declaradas nulas) el vacío legal producido se llena con la regulación del IS en territorio estatal.


A.  Disposiciones generales del Derecho Administrativo.

Respecto de la aplicación en materia tributaria de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, Del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas cabe distinguir los siguientes ámbitos:


	
a. Los procedimientos de la aplicación de los tributos y los procedimientos sancionadores en materia tributaria se rigen por la NFGT, por las Normas Forales propias de los tributos y las demás normas dictadas en su desarrollo y aplicación. En defecto de norma tributaria aplicable, regirán supletoriamente por las disposiciones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. El apartado 2 de la Disposición Adicional Primera de la citada Ley establece lo siguiente: “2. Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley:


	 a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa.

	 b)...

	 c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería.”





	
b. La revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria se ajustará a los dispuesto en el Titulo V de la NFGT y disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la misma (Disposición Adicional 1ª.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre)

	
c. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos establecidos por su legislación específica (artículo 112.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas), esto es, a lo regulado en el Capítulo IV del Título V de la NFGT.



B.  Preceptos del Derecho Común. El precedente administrativo.

Las disposiciones del Código Civil se aplican como supletorias en las materias regidas por otras leyes (art. 4.3 del Código Civil) y, en particular, en materia tributaria.

El artículo 1.3 del Código Civil incluye a la costumbre y los usos jurídicos como fuentes del Derecho.

En Derecho Tributario se niega generalmente que la costumbre sea una fuente de Derecho, basándose en el principio de legalidad y en el carácter de obligación legal que tiene la obligación tributaria. Tampoco constituye fuente de Derecho el precedente ni la práctica administrativa, que no pueden prevalecer en ningún caso frente a la ley.

No obstante, el Tribunal Constitucional reconoce cierto valor al precedente al exigir que cuando una resolución aplique efectos diferentes a casos idénticos, la diferencia de trato no debe ser arbitraria, sino que ha de fundarse en un cambio de criterio justificado, de acuerdo con los principios constitucionales de igualdad, seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad.







Reserva de Norma Foral tributaria




El principio constitucional de reserva de ley. La reserva de norma foral.


 Según establece el artículo 31.3 de la Constitución, sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Por su parte, el artículo 133.1 de la Constitución establece que la potestad originaria para establecer tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley, y el mismo artículo en su apartado 3 establece que todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado deberá establecerse en virtud de ley.

A.  Rango de las Normas Forales.

Llegados a este punto se plantea el problema del rango de las disposiciones por las que se regula el sistema tributario de los Territorios Históricos, esto es, las Normas Forales emanadas de las Juntas Generales (artículo 7 de la NFGT), disposiciones éstas que en virtud de lo dispuesto en el artículo 6.2 de la Ley del Parlamento Vasco 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Organos Forales de sus Territorios Históricos, no tienen rango de Ley, sino meramente reglamentario.

En definitiva la cuestión planteada es la posibilidad constitucional de que los Territorios Históricos aborden válidamente el establecimiento y regulación de los tributos mediante unas disposiciones que carecen del rango formal de Ley.

Como se afirma por una buena parte de la doctrina, en el ordenamiento jurídico creado en el Estado español a partir de la Constitución de 1978, el principio de jerarquía normativa ha perdido el carácter de principio de referencia general válido en un Estado centralista. La vertebración del nuevo ordenamiento jurídico, supuesta la multiplicación de los sujetos titulares de poderes normativos, no se realiza ya de modo exclusivo a través del principio de jerarquía que, en rigor, ha pasado a un segundo plano, puesto que dicho principio solo puede operar a partir de una previa distribución de los campos de normación entre esa multiplicidad de sujetos, a cada uno de los cuales la Constitución les asigna una ámbito específico de competencias.

Por lo tanto, asignada a los Territorios Históricos la competencia exclusiva para establecer y regular el sistema tributario dentro de su ámbito, las Normas Forales que los órganos competentes de los citados territorios emanan en dicho ámbito, serán en todo caso, pese a su rango, invulnerables a la ley, estatal o autonómica, que de incidir sobre ellos, incurrirá, pese a su rango superior, en nulidad de pleno derecho por manifiesta incompetencia. Estamos ante lo que se ha denominado reglamentos autónomos, engarzados directamente con el Estatuto y con la Constitución, sin intermediación de ley alguna.

Puede afirmarse que la Disposición Adicional Primera de la Constitución al respetar y amparar los derechos históricos, y entre ellos los que se restablecen en el Concierto Económico, está aceptando y amparando la posibilidad de que en los territorios forales las normas reglamentarias, Normas Forales, que son los únicos medios que tienen a su disposición las instituciones forales, sustituyan a las leyes en el ámbito tributario. Como consecuencia, en el sistema tributario de los Territorios Históricos el principio de reserva de Norma Foral en materia tributaria, sustituye al principio de reserva de Ley aplicable en territorio de régimen común.

En este sentido se pronuncia la  Sentencia del TS de 03-05-2001:

["..., si bien dichas Normas Forales tienen una naturaleza reglamentaria (pues las Leyes de la Comunidad Autónoma Vasca emanan sólo de su Parlamento), su posición en el ordenamiento general es singular, pues se ordenan directamente al Estatuto de 1979 y a la Constitución sin intermediario de Ley alguna, ni estatal ni autonómica (dentro del respeto al régimen de Concierto con el Estado), que son insusceptibles de invadir el marco reservado con exclusividad a los ordenamientos forales por la DA Primera de la Constitución y por el Estatuto de 1979, de modo que vienen a configurar unos "reglamentos autónomos en sentido propio". La sentencia de esta Sala de 28 de octubre de 1995, reiterando lo acabado de exponer, ha dejado sentado que la competencia tributaria ejercida en los indicados términos aparece configurada en la doctrina constitucional (STC 76/1988, de 26 de abril), como un "núcleo intangible por prescripción estatutaria, del contenido del régimen foral, y resulta ser, por tanto, el mínimo sin el que desaparecería la misma imagen de la foralidad", y, aunque tal regulación debe atenerse a la estructura general impositiva del Estado, respetando los principios generales y las normas de armonización de los artículos 3 y 4 del Estatuto de 1979, supone que las Juntas Generales disfrutan, a través de las Normas Forales, de la plena capacidad para realizar lo mismo que la Ley tributaria estatal, y, en tal sentido, al ser equiparable dicha capacidad normativa del Territorio Histórico, en el ámbito de sus competencias, a la del legislador estatal, el artículo 10.b) de la Norma Foral General Tributaria tiene el mismo tenor que el artículo 10.b) de la LGT, si bien con la puntualización de que la reserva de Ley en el ámbito estatal se convierte en reserva de Norma Foral en el ámbito del Territorio Histórico" (Fundamento de Derecho Undécimo).]


Además, es preciso tener en cuenta que de acuerdo con lo establecido en la Disposición Adicional Quinta de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, introducida en el texto por Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, los recursos contra las Normas Forales dictadas por las Juntas Generales en materia tributaria serán conocidos de forma exclusiva por el Tribunal Constitucional. Esta atribución competencial al Tribunal Constitucional trasluce la peculiaridad de las Normas Forales tributarias que exceden claramente el contenido de una disposición reglamentaria, e iguala el tratamiento de las Normas Forales tributarias de los Territorios Históricos vascos a efectos de su impugnación judicial con el de las Leyes estatales o autonómicas.

	 ◆ La Sentencia del Tribunal Constitucional 118/2016 desestimó los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por los parlamentos y los gobiernos de las CC.AA. de La Rioja y de Castilla y León contra la Ley Orgánica 1/2010, considerando que la misma es perfectamente constitucional, interpretada en los términos establecidos en los fundamentos jurídicos de la citada Sentencia.


B.  Alcance del principio de reserva de ley.

El Tribunal Constitucional ha precisado en diversas sentencias el contenido y alcance del principio de reserva de ley en materia tributaria recogido en los artículos 31.3 y 133.1 de la Constitución (STC 6/83, de 04-02-83; STC 19/87, de 17-02-87; STC 221/92, de 11-12-92).

La Constitución se ha pronunciado en esta materia de una manera flexible descartando el establecimiento de una reserva absoluta que obligaría a regular por ley todos los elementos del tributo, y ha optado por incorporar una reserva relativa, que obliga a regular por ley determinados elementos del tributo, dejando para el reglamento la regulación de otros.

La reserva de ley comprende la creación ex novo de un tributo y la determinación de los elementos esenciales o configuradores del mismo, que pertenecen siempre al plano o nivel de ley y no pueden dejarse nunca a la legislación delegada y menos todavía a la potestad reglamentaria (STC 6/83, de 04-02-83, STC 19/87, de 17-02-87).

La reserva de ley no afecta por igual a todos los elementos integrantes del tributo. El grado de concreción exigible a la ley es máximo cuando regula el hecho imponible. Asimismo está reservado a la ley el establecimiento de beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado [artículo 133.3 de la Constitución [STC 6/83, de 04-02-83].

La concreción requerida a la ley es menor cuando se trata de regular otros elementos.

Respecto del tipo de gravamen el Tribunal Constitucional ha considerado que se trata de un elemento esencial en la definición del tributo cuya determinación corresponde necesariamente a la ley; sin embargo, en los tributos de carácter local puede el legislador hacer una regulación parcial de los tipos, estableciendo criterios o límites para que posteriormente, la Corporación Local fije exactamente el tipo que ha de ser aplicado (STC 221/92, de 11-12-92).

La base imponible, en cuanto elemento necesario para la determinación del importe de la cuota tributaria, es un elemento esencial del tributo y, en consecuencia, debe ser regulado por ley. No obstante, en supuestos de especial complejidad técnica, es admisible que el legislador remita a normas reglamentarias la concreta determinación de algunos de los elementos configuradores de la base. El análisis de los elementos cuya determinación puede dejarse al reglamento debe llevarse a cabo en función de las circunstancias de cada caso concreto y a partir de la naturaleza y objeto del tributo de que se trata (STC 221/92, de 11-12-92).







El artículo 7 de la NFGT.


 Este artículo dispone que:

"Se regularán en todo caso por Norma Foral:

a) La delimitación del hecho imponible, del devengo, de la base imponible y liquidable, la fijación del tipo de gravamen y de los demás elementos directamente determinantes de la cuantía de la deuda tributaria, con excepción del importe de los pagos a cuenta, así como el establecimiento de presunciones que no admitan prueba en contrario.

b) Los supuestos que dan lugar al nacimiento de las obligaciones tributarias de realizar pagos a cuenta.

c) La determinación de los obligados tributarios previstos en el apartado 2 del artículo 34 de la presente Norma Foral y de los responsables.

d) El establecimiento, modificación, supresión y prórroga de las exenciones, reducciones, bonificaciones, deducciones y demás beneficios o incentivos fiscales.

e) El establecimiento y modificación de los recargos y de la obligación de abonar intereses de demora.

f) El establecimiento y modificación de los plazos de prescripción y caducidad, así como de las causas de interrupción del cómputo de los plazos de prescripción y las de suspensión de los de caducidad.

g) El establecimiento y modificación de las infracciones y sanciones tributarias.

h) La obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones referidas al cumplimiento de la obligación tributaria principal y la de pagos a cuenta.

i) Las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones tributarias respecto de la eficacia de los actos o negocios jurídicos.

j) Las obligaciones entre particulares resultantes de los tributos.

k) La condonación de deudas y sanciones tributarias y la concesión con carácter general de moratorias y quitas.

l) La determinación de los actos susceptibles de reclamación en vía económico-administrativa.

m) Los supuestos en que proceda el establecimiento de las intervenciones tributarias de carácter permanente."

Conviene precisar algunas cuestiones que se derivan de la lectura del artículo 10 NFGT:


	
a. El contenido del apartado a) debe entenderse de acuerdo con la doctrina constitucional anteriormente citada en cuanto al alcance del principio de reserva de norma foral en relación con cada uno de los elementos del tributo.Además, en este apartado se introduce con relación a la redacción anterior, la reserva de norma foral para el establecimiento de presunciones que no admitan prueba en contrario, es decir, las llamadas presunciones iuris et de iure. 



	
b. El apartado b) recoge la reserva de norma foral para los supuestos que dan lugar al nacimiento de las obligaciones tributarias de realizar pagos a cuenta.Quedan cubiertas así las obligaciones de retener y efectuar ingresos a cuenta de retribuciones en especie y la obligación de efectuar pagos fraccionados o pagos a cuenta que no estaban recogidas en la anterior NFGT, aunque la doctrina ya había advertido que no cabe duda de que todas ellas deben ser establecidas por norma foral, tal como dispone el artículo 31.3 de la Constitución, de modo que son las normas forales propias de los tributos respectivos, IRPF, IS, IVA, IIEE, las que establecen, cuándo procede, cada una de estas obligaciones. 

En relación con los pagos a cuenta es de resaltar que lo sometido a reserva de norma foral son los supuestos que dan lugar a pagos a cuenta, pero no su importe, como se recoge expresamente en el texto del apartado a) de este mismo artículo. 



	
c. El apartado c) establece el principio de reserva de norma foral para la determinación de los obligados tributarios previstos en el apartado 2 del artículo 35 de esta norma foral y de los responsables. Si observamos este precepto, veremos que en él no se encuentran recogidos los obligados a cumplir obligaciones formales exclusivamente, por lo que, en principio, las obligaciones formales no está sujetas al principio de reserva de norma foral. No obstante, la NFGT  incluye en su artículo 29 una extensa relación de obligaciones tributarias formales.

	
d. El apartado e) establece el principio de reserva de norma foral para el establecimiento de los recargos y de la obligación de abonar intereses de demora.Los recargos y el interés de demora son obligaciones accesorias, que en cualquier caso forman parte de la deuda tributaria de acuerdo con lo establecido en el artículo 57 de la NFGT, por lo que su mención independiente en la inclusión de reserva de norma foral es innecesaria dado que se encontrarían incluidos en el apartado a) de este mismo artículo cuando se refiere a "los demás elementos directamente determinantes de la cuantía de la deuda tributaria." 



	
e. El apartado f) establece por vez primera la reserva de norma foral para el establecimiento de las causas de interrupción del cómputo de los plazos de prescripción.

	
f. El apartado j) establece por vez primera la reserva de norma foral para las obligaciones entre particulares resultantes de los tributos. Quedan recogidas aquí, entre otras, la obligación de repercutir la deuda tributaria y de soportar la repercusión y las retenciones efectuadas de acuerdo con las normas forales.

	
g. El apartado k) establece que tanto la condonación de deudas tributarias como de sanciones debe acordarse por Norma Foral.

	
h. El apartado l) establece por vez primera la reserva de norma foral para la determinación de los actos susceptibles de reclamación en vía económico-administrativa.








La Norma Foral de Presupuestos Generales del Territorio Histórico.


 El artículo 134.7 de la Constitución establece que la Ley de Presupuestos no podrá crear tributos, aunque si modificarlos cuando una ley tributaria sustantiva así lo prevea. Esta limitación de la Ley Presupuestaria es trasladable en idénticos términos a la Norma Foral de Presupuestos.

Las limitaciones de la Ley de Presupuestos y por tanto de la Norma Foral de Presupuestos, para regular la materia tributaria han sido establecidas por el Tribunal Constitucional en diversas sentencias.

En su primera sentencia, el Tribunal declaró que la Ley de Presupuestos es una verdadera ley, capaz por tanto de regular, en principio, cualquier materia reservada a la ley. Sin embargo tiene una peculiaridad, consistente en que el ejercicio del poder legislativo por las Cortes está condicionado por el artículo 134 de la Constitución y por las restricciones impuestas a su tramitación por los Reglamentos de las Cámaras, de lo que deriva la existencia de límites materiales al contenido de estas leyes (STC 76/92, de 14-05-92).

El objeto de las leyes de Presupuestos, a diferencia de lo que sucede con las demás leyes, no puede ser libremente fijado por el legislador, sino que viene determinado por la Constitución.

Las leyes de Presupuestos tienen un contenido mínimo, necesario e indisponible, recogido en el artículo 134.2 de la Constitución, consistente en la previsión anual de la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y la consignación del importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado (STC 76/92, de 14-05-92).

Tienen también un contenido eventual o posible, limitado estrictamente a aquellas materias o cuestiones que guarden relación directa con las previsiones de ingreso y las habilitaciones de gasto de los Presupuestos o con los criterios de política económica general en que se sustenten y que, además sean complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del Presupuesto y, en general, de la política económica del Gobierno, excluyendo, en todo caso, las normas típicas del derecho codificado (STC 76/92, de 14-05-92).

En síntesis, para que la inclusión en una ley de Presupuestos o en una norma foral de Presupuestos, de una norma tributaria sea constitucionalmente legítima es necesario que tenga relación directa con los gastos e ingresos y que, además, su inclusión en dicha ley esté justificada.







Decretos Forales Normativos en materia tributaria




Límites de la delegación normativa. NFGT de Álava


 Para comprender esta materia, hemos de poner en relación el artículo 8 de la NFGT, con la Norma Foral que regula el régimen jurídico de las Instituciones Forales, y concretamente los artículos que regulan con carácter general la delegación normativa. En Álava son los artículos 62 a 66 de la Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico.

1.  Límites de la delegación normativa.

Las Juntas Generales pueden delegar en la Diputación Foral la potestad de dictar disposiciones normativas con rango de norma foral, excepto en las siguientes materias:


	
-  Las que afecten al Ordenamiento básico de la Diputación Foral o al Régimen Jurídico de la Administración del Territorio Histórico.

	
-  Las relativas a la organización y división político-administrativa del Territorio Histórico.

	
-  Las que afecten al régimen electoral del Territorio Histórico.

	
-  Las que por su carácter institucional requieran un procedimiento especial para su aprobación.



2.  Tipos de delegación.

Las disposiciones de la Diputación Foral que contienen delegación normativa reciben el título de Decretos Forales Normativos. Existen dos tipos de delegación normativa, los textos articulados y los textos refundidos:

A.  Textos articulados.

Cuando el objeto de la delegación normativa es formar un texto articulado, dicha delegación deberá otorgarse mediante una norma foral de bases.

Las normas forales de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación normativa y los principios y criterios que ha de seguir la Diputación Foral en la formación del texto articulado.

B.  Textos refundidos.

La delegación normativa debe otorgarse mediante una norma foral ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.

La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo al que se refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la autorización a la Diputación Foral para regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

3.  El exceso en el uso de la delegación.

Si un Decreto Foral Normativo contiene normas que van más allá de los límites marcados por la Norma Foral de delegación, tales normas carecen de fuerza de Norma Foral, pero eso no las convierte en nulas, sino que ocupan el lugar que les corresponde como normas emanadas de la Diputación Foral. Así, los preceptos de un Decreto Foral Normativo tendrán la fuerza y eficacia de meras disposiciones administrativas en cuanto excedan de los límites de la autorización o delegación o ésta hubiera caducado por transcurso del plazo o hubiera sido revocada.

4.  La delegación normativa en materia tributaria.

A.  Con carácter general.

La única limitación a la delegación normativa es que no puede afectar a las materias a que se ha hecho referencia en el número 1 anterior.

Puesto que la normativa tributaria no está incluida entre las mencionadas materias, hay que concluir que la delegación normativa es admisible en materia tributaria, sin limitación alguna.

El uso de la delegación legislativa es frecuente en el ámbito tributario, tanto para formar textos articulados como para formar textos refundidos.

A continuación examinaremos la regulación de la delegación normativa en materia tributaria en cada territorio histórico.

B.  Por razones de urgencia o para establecer o adaptar normas tributarias.

En la NFGT de Alava se regula la posibilidad de que sean dictadas por el órgano ejecutivo del Territorio Histórico, la Diputación Foral, en todo caso a propuesta del Diputado de Hacienda, disposiciones tributarias con rango de Norma Foral, por razones de urgencia, y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias.

En el caso de Álava también pueden ser dictadas por el Diputado General.

Esta posibilidad de dictar disposiciones normativas por razones de urgencia y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias, es un supuesto más de delegación normativa conferida por las Juntas Generales en el caso específico de la normativa tributaria. Es preciso tener en cuenta que en virtud de esta posibilidad las Diputaciones Forales aprueban disposiciones cuyo contenido está reservado en principio a Norma Foral de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 de la NFGT.

El artículo 8 establece que:


"1. Por razones de urgencia y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias, el Diputado General o la Diputación Foral, a propuesta del Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, podrá dictar disposiciones generales con rango de Norma Foral.

2. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el apartado anterior se denominarán Decretos Normativos de Urgencia Fiscal y serán sometidas a las Juntas Generales para su convalidación o revocación de conformidad con lo establecido en la normativa vigente."



Las disposiciones dictadas por la Diputación Foral en virtud de esta delegación normativa se denominan Decretos Normativos de Urgencia Fiscal.

Los supuestos en los que puede ejercerse la presente delegación normativa son dos:


	
i.  cuando la misma se fundamenta en razones de urgencia.

	
ii.  cuando la delegación es utilizada porque convenga establecer o adaptar normas tributarias.



Esta delegación normativa en materia tributaria se recoge también de forma expresa en el artículo 7.1 de la Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico del Territorio Histórico de Álava en la que se establece que en el ejercicio de la potestad normativa y de desarrollo normativo corresponde al Consejo de Diputados, entre otras funciones, aprobar, en materias relacionadas con el Concierto Económico, Decretos Normativos de Urgencia Fiscal según el régimen previsto en la presente Norma Foral, en la NFGT y en el Reglamento de Funcionamiento de Juntas Generales. En el mismo sentido el artículo 67 de la citada Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, dentro del capítulo IV que lleva por título "Delegación Normativa", regula la posibilidad de que el Consejo de Diputados o el Diputado General dicten disposiciones en materia tributaria cuando se den los casos previstos en la NFGT.

De las resoluciones adoptadas por razones de urgencia y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias, en virtud de lo dispuesto en el citado artículo de la NFGT, se dará cuenta a las Juntas Generales, que deben convalidar los textos aprobados por la Diputación Foral.

En la práctica, los Decretos Normativos de Urgencia Fiscal vienen utilizándose tanto para adaptar normativa tributaria del Estado en los impuestos en los que el territorio histórico no tiene posibilidad de modificar la normativa de régimen común, como para dictar normativa propia.







Tipos de delegación normativa.


 Las disposiciones de la Diputación Foral que contienen delegación normativa reciben el título de Decretos Forales Normativos. Existen dos tipos de delegación normativa, los textos articulados y los textos refundidos:

A.  Textos articulados.

Cuando el objeto de la delegación normativa es formar un texto articulado, dicha delegación deberá otorgarse mediante una norma foral de bases.

Las normas forales de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación normativa y los principios y criterios que ha de seguir la Diputación Foral en la formación del texto articulado.

B.  Textos refundidos.

La delegación normativa debe otorgarse mediante una norma foral ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.

La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo al que se refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la autorización a la Diputación Foral para regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

Tanto en el supuesto de textos articulados como en el de textos refundidos, la delegación normativa ha de otorgarse a la Diputación Foral de forma expresa, para materia concreta y con fijación de plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga la Diputación Foral mediante la publicación del correspondiente Decreto Foral Normativo. La delegación no podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. No obstante, la aprobación de un Decreto Foral Normativo dentro del plazo habilitado por la Norma Foral de delegación y la publicación del mismo transcurrido dicho plazo, no infringe el requisito temporal de la delegación (Sentencias del TSJPV de 07-02-97 y 18-04-97).






El exceso en el uso de la delegación.


 Si un Decreto Foral Normativo contiene normas que van más allá de los límites marcados por la Norma Foral de delegación, tales normas carecen de fuerza de Norma Foral, pero eso no las convierte en nulas, sino que ocupan el lugar que les corresponde como normas emanadas de la Diputación Foral. Así, los preceptos de un Decreto Foral Normativo tendrán la fuerza y eficacia de meras disposiciones administrativas en cuanto excedan de los límites de la autorización o delegación o ésta hubiera caducado por transcurso del plazo o hubiera sido revocada.






La delegación normativa en materia tributaria. NFGT. Álava.


 A.  Con carácter general.

La única limitación a la delegación normativa es que no puede afectar a las materias a que se ha hecho referencia en el comentario relativo a los límites de la delegación normativa.

Puesto que la normativa tributaria no está incluida entre las mencionadas materias, hay que concluir que la delegación normativa es admisible en materia tributaria, sin limitación alguna.

El uso de la delegación legislativa es frecuente en el ámbito tributario, tanto para formar textos articulados como para formar textos refundidos.

B.  Por razones de urgencia o para establecer o adaptar normas tributarias.

La NFGT regula la posibilidad de que sean dictadas por el órgano ejecutivo del Territorio Histórico, la Diputación Foral, en todo caso a propuesta del Diputado de Hacienda, disposiciones tributarias con rango de Norma Foral, por razones de urgencia, y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias.

En el caso de Alava también pueden ser dictadas por el Diputado General.

Esta posibilidad de dictar disposiciones normativas por razones de urgencia y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias, es un supuesto más de delegación normativa conferida por las Juntas Generales en el caso específico de la normativa tributaria. Es preciso tener en cuenta que en virtud de esta posibilidad las Diputaciones Forales aprueban disposiciones cuyo contenido esta reservado en principio a Norma Foral de acuerdo con lo establecido en el  artículo 7 de la NFGT (Ver comentario relacionado).

El artículo 8 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que:

"1. Por razones de urgencia y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias, el Diputado General o la Diputación Foral, a propuesta del Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, podrá dictar disposiciones generales con rango de Norma Foral.

2. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el apartado anterior se denominarán Decretos Normativos de Urgencia Fiscal y serán sometidas a las Juntas Generales para su convalidación o revocación de conformidad con lo establecido en la normativa vigente."

Las disposiciones dictadas por la Diputación Foral en virtud de esta delegación normativa se denominan Decretos Normativos de Urgencia Fiscal.

Los supuestos en los que puede ejercerse la presente delegación normativa son dos:


	
i. cuando la misma se fundamenta en razones de urgencia.

	
ii. cuando la delegación es utilizada porque convenga establecer o adaptar normas tributarias.



Esta delegación normativa en materia tributaria se recoge también de forma expresa en el artículo 7.1 de la Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico del Territorio Histórico de Alava en la que se establece que en el ejercicio de la potestad normativa y de desarrollo normativo corresponde al Consejo de Diputados, entre otras funciones, aprobar, en materias relacionadas con el Concierto Económico, Decretos Normativos de Urgencia Fiscal según el régimen previsto en la presente Norma Foral, en la NFGT y en el Reglamento de Funcionamiento de Juntas Generales. En el mismo sentido el artículo 67 de la citada Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, dentro del capítulo IV que lleva por título "Delegación Normativa", regula la posibilidad de que el Consejo de Diputados o el Diputado General  dicten disposiciones en materia tributaria cuando se den los casos previstos en la NFGT.

De las resoluciones adoptadas por razones de urgencia y siempre que convenga establecer o adaptar normas tributarias, en virtud de lo dispuesto en el citado artículo de la NFGT, se dará cuenta a las Juntas Generales, que deben convalidar los textos aprobados por la Diputación Foral.

En la practica los Decretos Normativos de Urgencia Fiscal vienen utilizándose tanto para adaptar normativa tributaria del Estado en los impuestos en los que el territorio histórico no tiene posibilidad de modificar la normativa de régimen común, como para dictar normativa propia.







Sección segunda. Aplicación de las normas tributarias

Ámbito temporal de las normas tributarias




Entrada en vigor de las normas tributarias.


 El artículo 9 de la NFGT establece que las normas tributarias entrarán en vigor a los 20 días naturales de su completa publicación en el Boletín oficial correspondiente, si en ellas no se dispone otra cosa.

Con esta redacción la NFGT no hace sino seguir la regulación general establecida en el artículo 2.1 del Código Civil a efectos de determinar la entrada en vigor de las leyes.

En materia tributaria no suele respetarse el plazo de 20 días de vacatio legis, por cuanto, habitualmente, las normas tributarias fijan el día de su entrada en vigor, que generalmente es el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.







Vigencia de las normas tributarias.


 De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 in fine del artículo 9 de la NFGT, las normas tributarias se aplicarán por plazo indefinido salvo que se establezca de forma expresa un plazo determinado.

A.  Normas con plazo determinado.

Algunas normas tributarias establecen para su vigencia un plazo determinado, previsto en la respectiva norma (muchas de las normas aprobadas en la Norma Foral de Presupuestos Generales del Territorio Histórico de cada año establecen su aplicación limitada al año correspondiente).

La vigencia de estas normas cesa por el simple transcurso del plazo establecido, sin que precisen ser derogadas por una norma posterior. Esto puede plantear un problema en relación con las normas derogadas por la norma temporal, ya que, como dispone el artículo 2.2. del Código Civil, por la simple derogación de una Ley no recobran vigencia las que ésta hubiere derogado. Por eso, habrá que estar en cada caso a lo dispuesto en las disposiciones derogatorias de la ley temporal para saber si, transcurrido el plazo de su vigencia, se aplica, o no, la norma anteriormente vigente.

B.  Normas sin plazo determinado.

Las normas tributarias sin plazo determinado (la mayoría de ellas) se aplican indefinidamente hasta que una norma posterior las deroga.

La derogación puede ser expresa o tácita. Aunque desde el punto de vista de una correcta técnica legislativa lo lógico seria que las normas establecieran en una disposición derogatoria, de forma expresa, las disposiciones (normas y reglamentos) afectados por aquellas, lo cierto es que la mayoría de las normas tributarais utilizan disposiciones derogatorias genéricas (por ejemplo: "quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo previsto en la presente norma foral"), incluso aunque se contenga en la norma una cláusula derogatoria expresa. En estos supuestos resultan de aplicación los criterios interpretativos tradicionales "ley posterior deroga a la ley anterior" y "ley posterior general no deroga a la ley anterior especial".






Revalidación de las normas tributarias.


 Las normas tributarias, una vez han entrado en vigor y mientras no son derogadas por otras normas, no precisan ser revalidadas por la Norma Foral de Presupuestos Generales del Territorio Histórico ni por cualquier otra.

En el momento actual, la Norma Foral de Presupuestos ha perdido su fuerza vinculante respecto de los ingresos tributarios cuyas normas reguladoras no precisan ser revalidadas, aunque la mantiene respecto de los gastos; de modo que el poder legislativo aprueba cada año una estimación del presupuesto de ingresos y un presupuesto de gastos que tiene carácter limitativo y vinculante.






Aplicación retroactiva de las normas tributarias.


 A.  Regulación legal.

El artículo 2.3 del Código Civil dispone que las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario, de donde se deduce que pueden tener efecto retroactivo si lo disponen expresamente.

En este sentido, la NFGT en el primer párrafo del apartado 2 del artículo 9 establece que:

["2. Salvo que se disponga lo contrario, las normas tributarias no tendrán efecto retroactivo y se aplicarán a los tributos sin período impositivo devengados a partir de su entrada en vigor y a los demás tributos cuyo período impositivo se inicie desde ese momento."]


El referido artículo prohibe tanto la retroactividad propia como la impropia, siguiendo de esta manera la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional, salvo que la ley disponga lo contrario. Para ello toma como momento temporal el devengo del impuesto, no la realización del hecho imponible, y distingue entre tributos instantáneos y tributos periódicos:


	
a. En los tributos instantáneos (sin periodo impositivo) -ITP y AJD, ISD- la nueva ley se aplica a los tributos devengados a partir de la entrada en vigor de la norma.

	
b. En los tributos periódicos (con periodo impositivo)-IRPF, Patrimonio, IS- la nueva ley se aplica a los periodos impositivos que se inicien a partir de la entrada en vigor de la norma.



La NFGT no se refiere expresamente a los tributos instantáneos de declaración periódica -IVA- por lo que tendrá que ser la doctrina y la jurisprudencia la que aclare el criterio a aplicar en este caso.

[Por ejemplo, supongamos que se modifica el tipo de IVA el día 1 de febrero. La cuestión a aclarar sería si el nuevo tipo de aplica a partir del 1 de febrero, por ser el IVA un impuesto instantáneo o se aplica a partir del 1 de abril por ser el IVA un impuesto de declaración periódica trimestral.]


B.  Doctrina del Tribunal Constitucional.

El artículo 2.3 del Código Civil, anteriormente citado, debe ponerse en relación con lo dispuesto en el artículo 9.3 de la Constitución, según el cual la Constitución garantiza la irretroactividad de las disposiciones sancionadores no favorables o restrictivas de derechos individuales y con lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Constitución, según el cual nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

El TC, en su Sentencia 126/87, de 16-07-87, ha recogido su doctrina sobre la aplicación retroactiva de las normas tributarias, que se asienta sobre las siguientes consideraciones:

a.  No existe una prohibición constitucional de la legislación tributaria retroactiva.

La prohibición que el 9.3 CE establece tan sólo para las disposiciones sancionadoras no favorables y para las restrictivas de derechos individuales se extendía también a las fiscales en el Anteproyecto de la Constitución, y la inclusión de las mismas se mantuvo en el Informe de la Ponencia pero desapareció en el Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales por estimarse que la causa de la prohibición ha de buscarse en todo caso en el carácter sancionador o restrictivo de las leyes, no en el objeto específico de las normas, y que la irretroactividad absoluta de las leyes fiscales podría hacer totalmente inviable una verdadera reforma fiscal.

Por otra parte, no cabe considerar, con carácter general, subsumidas las normas fiscales en aquellas a las que expresamente se refiere el artículo 9.3 de la Constitución, por cuanto tales normas tienen un fundamento autónomo en la medida en que son consecuencia obligada del deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, impuesto a todos los ciudadanos por el artículo 31.1 de la Norma fundamental.

b.  Afirmar la admisibilidad de la retroactividad de las normas fiscales no supone mantener, siempre y en cualquier circunstancia, su legitimidad constitucional, que puede ser cuestionada cuando su eficacia retroactiva entre en colisión con otros principios consagrados en la Constitución.

Esta postura, es mantenida por la jurisprudencia constitucional de otros países, en los que la presunta inconstitucionalidad de la norma controvertida se fundamenta en la vulneración de los principios de capacidad económica, seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad por referencia a la jurisprudencia italiana, alemana y norteamericana.

Basándose en un precepto constitucional análogo al español, artículo 53, una parte de la doctrina italiana y la Corte Constitucional en diversas Sentencias han mantenido que una norma tributaria retroactiva resulta constitucionalmente ilegítima si vulnera el principio de capacidad contributiva. Y que tal vulneración puede producirse si la ley establece como presupuesto un hecho o una situación pasada que no persiste en el momento de su entrada en vigor, o modifica, extendiendo sus efectos hacia el pasado, los elementos esenciales de un tributo existente en dicho momento, pues dicha capacidad ha de referirse no a la actual del contribuyente, sino a la que está ínsita en el presupuesto del tributo y, si ésta hubiera desaparecido o se hallase disminuida en el momento de entrar en vigor la norma en cuestión, se quebraría la relación constitucionalmente exigida entre imposición y capacidad contributiva (Sentencias 45/1964, 44/1966, 75/1969 y 54/1980).

En cuanto al principio de seguridad jurídica ha venido ciertamente configurándose, a partir de la Sentencia número 26 del Tribunal Constitucional Federal alemán, de 19 de diciembre de 1961, una línea argumental que, partiendo de la idea del Estado de Derecho y de los principios que lo informan, considera que las normas tributarias retroactivas pueden estimarse constitucionalmente ilegítimas cuando atentan a tal principio y a la confianza de los ciudadanos.

Ahora bien, el principio de seguridad jurídica no puede erigirse en valor absoluto por cuanto daría lugar a la congelación del ordenamiento jurídico existente, siendo así que éste, al regular relaciones de convivencia humana, debe responder a la realidad social de cada momento como instrumento de perfeccionamiento y de progreso. La interdicción absoluta de cualquier tipo de retroactividad entrañaría consecuencias contrarias a la concepción que fluye del artículo 9.2 de la Constitución, como ha puesto de manifiesto el Tribunal Constitucional entre otras, en sus SSTC 27/81 y 6/83. Por ello, el principio de seguridad jurídica, consagrado en el artículo 9.3 de la Norma fundamental, no puede entenderse como un derecho de los ciudadanos al mantenimiento de un determinado régimen fiscal.

c.  En este contexto, el grado de retroactividad de la norma cuestionada, así como las circunstancias específicas que concurran en todo caso, se convierten en elemento clave en el enjuiciamiento de su presunta inconstitucionalidad.

Y a estos efectos resulta relevante la distinción entre aquellas disposiciones legales que con posterioridad pretende reanudar efectos a situaciones de hecho producidas o desarrolladas con anterioridad a la propia ley y las que pretenden incidir sobre situaciones o relaciones jurídicas actuales aún no concluidas.

En el primer supuesto  retroactividad auténtica, la prohibición de la retroactividad operaría plenamente y sólo exigencias cualificadas del bien común podrían imponerse excepcionalmente a tal principio.

En el segundo retroactividad impropia, la licitud o ilicitud de la disposición resultaría de una ponderación de bienes llevada a cabo caso por caso tendiendo en cuenta, de una parte la seguridad jurídica y, de otra, los diversos imperativos que pueden conducir a una modificación del ordenamiento jurídico-tributario así como las circunstancias concretas que concurren en el caso.

Es de destacar que esta ponderación ha llevado al Tribunal alemán, desde su Sentencia número 27, de 19 de diciembre de 1961, a considerar, en principio, constitucionalmente legítimas las normas fiscales retroactivas cuando la ley pretende tener aplicación en el período impositivo dentro del cual entra en vigor y que, por su parte, el Tribunal Supremo norteamericano ha declarado también la constitucionalidad de medidas fiscales retroactivas cuando la retroactividad alcanza a períodos cercanos al de la tramitación de la ley en cuestión, como es el caso de leyes fiscales cuyo objeto es gravar rentas o beneficios obtenidos durante el año en que se aprobó la ley o incluso durante el año de la sesión legislativa anterior a la de su aprobación (Decisiones de 11 de enero de 1937, 21 de noviembre de 1938, y 12 de enero de 1981 en los casos U.S. v. Hudson, Welch v. Henry, y U.S. v. Darusmont). Bien es cierto que tanto uno como otro Tribunal tienen además en cuenta otras circunstancias específicas, como la importancia de las modificaciones introducidas, o el conocimiento por parte del contribuyente de la posibilidad de que se efectúen cambios en la legislación.

El TC, en su Sentencia ha precisado su doctrina sobre la aplicación retroactiva de las normas tributarias al establecer en su FJ 11 que, en el supuesto de retroactividad de grado medio o impropia, que se produce cuando la ley incide sobre situaciones jurídicas actuales aun no concluidas, la licitud o ilicitud de la disposición resultaría de una ponderación de bienes llevada a cabo caso por caso tendiendo en cuenta, de una parte la seguridad jurídica y, de otra, los diversos imperativos que pueden conducir a una modificación del ordenamiento jurídico-tributario, así como las circunstancias concretas que concurren en el caso, es decir, la finalidad de la medida y las circunstancias relativas a su grado de previsibilidad, su importancia cuantitativa y otros factores similares.

[La aplicación de estos criterios lleva al Tribunal a declarar ajustada a la Constitución la Ley 28/1992, resultado de haber tramitado como proyecto de ley el Decreto-Ley 5/1992 que aumentó las tarifas del IRPF con efectos retroactivos de 01-01-92, por cuanto el aumento de tarifas del IRPF realizado por esta ley supone una retroactividad de grado medio que no vulnera el principio de seguridad jurídica garantizado en el artículo 9.3 de la Constitución.]







Aplicación retroactiva de las normas sancionadoras y de los recargos.


 El artículo 9.3 de la Constitución garantiza la irretroactividad de las disposiciones sancionadores no favorables o restrictivas de derechos individuales.

A partir de este principio de la  irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, se ha ido extendiendo en nuestro ordenamiento el reconocimiento del principio de aplicación retroactiva de la norma sancionadora más favorable, principio relacionado con el anterior pero que no deriva necesariamente de éste. Así, la normativa penal (artículo 2.2 de la LO 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal) reconoce el efecto retroactivo de aquellas leyes penales que favorezcan al reo y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, recoge ambos principios en su artículo 26 encuadrado en el Capítulo III “Principios de la Potestad Sancionadora” del Título Preliminar de la Ley. 

◆ Este principio de aplicación retroactiva de la norma sancionadora más favorable no será de aplicación a la prescripción de la acción para imponer sanciones, ya que la prescripción no pertenece al régimen de infracciones y sanciones (Resolución del TEAC de 25-04-00).

A.  Irretroactividad de las normas sancionadoras tributarias.

Aunque no se recoge expresamente este principio, no cabe duda sobre su aplicación, ya que, por una parte, está reconocido expresamente, como se ha expuesto anteriormente, por el artículo 9.3 de la Constitución y, por otra parte, el texto del apartado 2 del artículo 9 de la NFGT establece como principio general el de la irretroactividad de las normas tributarias.

B.  Aplicación retroactiva de la norma sancionadora más favorable.

El párrafo segundo del apartado 2 del artículo 9 establece que:

No obstante, las normas que regulen el régimen de infracciones y sanciones tributarias y el de los recargos tendrán efectos retroactivos respecto de los actos que no sean firmes cuando su aplicación resulte más favorable para el interesado.

Para la aplicación de este precepto hay que comparar para cada infracción el régimen sancionador antiguo y el nuevo, en su conjunto, y escoger el mas favorable. No es aceptable el escoger de cada uno de los regímenes sancionadores las partes mas favorables y aplicarlas conjuntamente, porque eso supone crear un nuevo régimen sancionador distinto a los regulados por la norma. Por ejemplo, no se pueden escoger para el cálculo de la sanción mas favorable las circunstancias agravantes de un régimen y las reducciones por conformidad del otro.

Por último, la NFGT aclara que la retroactividad de la sanción mas favorable se aplica solo a los actos que no sean firmes.

C.  Aplicación retroactiva de la norma sobre recargos más favorable.

La NFGT establece en su artículo 9 que las normas que regulen el régimen... de los recargos tendrán efectos retroactivos respecto de los actos que no sean firmes cuando su aplicación resulte más favorable para el interesado.

Respecto de la aplicación del precepto a los distintos recargos, hay que tener en cuenta que la NFGT distingue tres tipos de recargos:


	
- El recargo por declaración extemporánea. 

	
- Los recargos del período ejecutivo. 

	
- Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o cuotas. 



El principio de aplicación retroactiva de la norma sobre recargos más favorable, equiparándolos, en este sentido a las sanciones, añade nuevos argumentos a la doctrina que defiende la naturaleza cuasi-sancionadora de los recargos.

a.  El recargo por declaración extemporánea.

No suscita dudas la aplicación del precepto a los recargos por declaración extemporánea previstos en la NFGT, especialmente si se toma en consideración el debate doctrinal existente sobre la naturaleza sancionadora de estos recargos. De hecho parece que el legislador estaba pensando exclusivamente en ellos al aprobar el precepto, olvidando que la normativa tributaria conoce otros tipos de recargos.

b.  Los recargos del período ejecutivo.

Respecto de los recargos del periodo ejecutivo regulados en la NFGT, antiguo recargo de apremio, hay que señalar que su naturaleza resarcitoria del coste del procedimiento de apremio no parece encajar de forma adecuada con la aplicación retroactiva de la norma más favorable, institución propia de normas sancionadoras o penalizadoras.

c.  Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o cuotas.

La aplicación del precepto carece de sentido en relación con los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, ya sean a favor del Tesoro o de otros entes públicos, dado que estos recargos operan como tributos superpuestos a aquel sobre el que se aplica, constituyen un medio ordinario de financiación de entes públicos y no se aprecie en ellos carácter sancionador ni penalizador de ningún tipo que pueda justificar su aplicación retroactiva. Además su aplicación retroactiva supondría tanto como aplicar retroactivamente un tipo impositivo mas reducido.






Los efectos de la anulación de disposiciones generales. NFGT de Álava.


 El texto de la NFGT de Álava incluye en el apartado 3 del artículo 9 una disposición con el siguiente contenido:

["La anulación de disposiciones generales y la aplicación de las que, en su caso, se aprueben como consecuencia de dicha anulación, que afecten a hechos imponibles ya devengados, no conllevará efectos desfavorables para los obligados tributarios cuando resulten afectados principios constitucionales. "]


El presente precepto viene a realizar una "interpretación legal" de los efectos de la anulación de disposiciones generales. Estos efectos se regulan, para las disposiciones tributarias emanadas de las Instituciones Forales, por los artículos 72 y 73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Sin entrar en el aspecto formal de la disposición comentada, esto es, la posibilidad de que la NFGT realice una interpretación del contenido del articulado de la ley jurisdiccional, debe señalarse que la presente disposición parte de la aceptación de la teoría tradicional sobre los efectos de las sentencias anulatorias de disposiciones generales según la cual, si bien se mantienen los actos firmes dictados al amparo de la disposición anulada, no podrá dictarse, a partir de que surta efectos la sentencia anulatoria, ningún acto administrativo basado en la disposición anulada. Esta eficacia retroactiva de las sentencias anulatorias puede tener una especial relevancia en el ámbito tributario en tanto que podemos encontrarnos con situaciones devengadas con anterioridad a la fecha de la sentencia, que aún no han sido declaradas por el obligado tributario o, en su caso, liquidadas por la Administración, y que, en aplicación de esta doctrina no podrán ser liquidadas aplicando la disposición anulada, aunque esta hubiera estado en vigor al tiempo del devengo.

Pero el artículo que es objeto de comentario, partiendo de la eficacia retroactiva de las sentencias anulatorias de disposiciones generales, establece una importante excepción cuando dicha eficacia retroactiva conlleve efectos desfavorables para los obligados tributarios resultando así afectados principios constitucionales. Para estos supuestos, y hay que entender que solo cuando concurran las circunstancias referidas, el artículo adopta la llamada doctrina prospectiva de la eficacia de las sentencias anulatorias de disposiciones generales, frente a la tradicional doctrina que asigna efectos retroactivos a dichas sentencias anulatorias.

En virtud de la doctrina prospectiva la norma anulada se da por valida hasta la publicación de la sentencia, limitándose ésta a definir los efectos de la misma a partir de dicha fecha. El artículo comentado recoge esta interpretación al establecer que las disposiciones generales que sustituyan a las anuladas no conllevarán efectos desfavorables para los obligados tributarios cuando afecten a hechos imponibles ya devengados. En definitiva se están limitando los efectos retroactivos de la anulación, dando a las sentencias anulatorias efectos prospectivos, aunque únicamente cuando de las mismas puedan derivarse efectos desfavorables.

La interpretación contenida en el presente artículo se fundamenta de forma expresa en principios constitucionales en cuanto que se admite para evitar que "resulten afectados principios constitucionales". En este sentido debe entenderse que los principios constitucionales que son objeto de amparo son el de seguridad jurídica y el de capacidad contributiva.







Criterios de sujeción a las normas tributarias




Puntos de conexión. Criterios de sujeción las normas tributarias. 


 El artículo 10 de la NFGT contiene unos criterios generales sobre los puntos de conexión aplicables a las normas tributarias.

Para establecer el vínculo o punto de conexión entre los tributos y el territorio, el artículo 10 de la NFGT distingue entre tributos de naturaleza personal y tributos de naturaleza real.

A.  Tributos de naturaleza personal.

Son tributos de naturaleza personal aquellos cuyo hecho imponible no puede ser pensado sino en relación con determinadas personas. En el sistema impositivo foral tienen naturaleza personal el IRPF, el IRNR, el IS, y el I. Sucesiones y Donaciones.

En los tributos de naturaleza personal las normas tributarias se aplican cuando el sujeto pasivo tenga su residencia en el territorio de aplicación de la norma.

B.  Tributos de naturaleza real.

Son tributos de naturaleza real aquellos que no tienen carácter personal, es decir, aquellos cuyo hecho imponible se establece sin relación alguna con las personas que lo realizan. En el sistema impositivo foral tienen naturaleza real el ITP y AJD, el IVA y los IIEE.

En los tributos de naturaleza real, las normas tributarias se aplican conforme al criterio de territorialidad que resulte mas adecuado a la naturaleza del objeto gravado. Así, por ejemplo, normalmente, la fiscalidad de los inmuebles se liga al territorio donde está situado el inmueble, la fiscalidad de los servicios profesionales se liga al territorio donde está el domicilio del prestador o el domicilio del receptor del servicio, y la fiscalidad del transporte se liga al punto de partida, al punto de llegada o proporcionalmente a lo largo de los territorios por donde va pasando.







Carácter subsidiario de la NFGT.


 Los puntos de conexión establecidos en el artículo 10 de la NFGT sólo resultan de aplicación en ausencia de regulación específica en las normas forales propias de cada tributo.

En este sentido es preciso tener en cuenta que el Concierto Económico establece los puntos de conexión aplicables en cada uno de los tributos que integran el sistema tributario de los Territorios Históricos, tanto para su regulación como para la exacción. Estos puntos de conexión se trasladan, como no podía ser de otra forma, al articulado de las normas forales reguladoras de cada uno de dichos tributos, de forma que lo dispuesto en el artículo 10 de la NFGT no resulta de aplicación directa en ningún impuesto.

Sin embargo, de ahí no se puede deducir que el artículo 10 sea superfluo, dado que establece unos criterios que las normas propias de cada tributo han respetado generalmente, aunque añadan algunos matices o excepciones.







Sección tercera. Interpretación, calificación e integración

Interpretación de las normas tributarias




Interpretación de las normas tributarias.


 El apartado 1 del artículo 11 de la NFGT establece que las normas tributarias se interpretarán de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3.1 del Código Civil.

	 Véase el artículo de opinión de José Luis e Inés María Burlada Echeveste: "La interpretación de las normas tributarias" (I y II) (FFA de marzo/2006 y FFA de abril/2006).


Según dispone el artículo 3.1 del Código Civil las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas.

El reconocimiento legal de que las normas tributarias son normas jurídicas que carecen de cualquier especialidad y que, por tanto, deben interpretarse aplicando los mismos criterios que las demás normas jurídicas supuso un notable avance en el año 1963, momento de promulgación de la Ley General Tributaria, cuyo artículo 23 tenía una redacción idéntica al correlativo de la anterior NFGT. Asimismo, supuso el abandono definitivo de algunas teorías interpretativas que habían sido sostenidas en épocas anteriores, tales como:

A.  La interpretación restrictiva.

Basándose en el carácter odioso o excepcional de las normas tributarias como normas restrictivas de los derechos de los ciudadanos, particularmente del derecho a la propiedad privada, se sostuvo en el pasado que la interpretación de las normas tributarias debía ser restrictiva, al igual que lo es la interpretación de las normas penales. De este modo, así como en el ámbito penal se sostiene que "in dubio pro reo", en el ámbito tributario se sostuvo que "in dubio contra Fiscum".

No obstante, conviene tener en cuenta que la especial incidencia del principio de reserva de norma foral o de ley en algunos aspectos de la relación jurídico tributaria, particularmente en la creación de nuevos tributos y en la definición del hecho imponible limitan considerablemente las posibilidades del intérprete para extender el ámbito del hecho imponible más allá de sus términos estrictos. Sobre esta cuestión, resulta también relevante la limitación de la analogía que se estable en el artículo 13 (ver comentario relacionado).

B.  La interpretación económica.

La interpretación económica encuentra su fundamento en la consideración de que las normas tributarias en cuanto tienen como última finalidad la exacción de la deuda tributaria, son de naturaleza sustancialmente económica, por lo que, en su aplicación, habrá que estar al contenido económico de los actos, hechos o negocios que constituyen el hecho imponible y no a las formas jurídicas que revisten.

En el derecho comparado positivo la interpretación económica se sustentó en el parágrafo 4 de la Ordenanza Tributaria Alemana de 1919, según el cual al interpretar las normas tributarias hay que tener en cuenta su finalidad, su significado económico y la evolución de las circunstancias, parágrafo suprimido en la Ordenanza Tributaria de 1977.

Desechada la interpretación económica de las normas tributarias, conviene distinguir claramente entre esta teoría interpretativa y las normas sobre calificación del hecho imponible que se contienen en muchos ordenamientos tributarios y también en el foral (ver comentario relacionado).

C.  La interpretación restrictiva de los beneficios tributarios.

La especial incidencia del principio de reserva de norma foral o de ley en el establecimiento de beneficios tributarios, (según el artículo 133.3 de la CE todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado deberá establecerse en virtud de ley) y la prohibición de la analogía en materia de exenciones o bonificaciones regulada en el artículo 23.3 de la anterior NFGT dio lugar a una abundante jurisprudencia según la cual las normas que establecen beneficios tributarios deben interpretarse restrictivamente.

Esta doctrina ha sido superada por el TS, que en su sentencia de 12-12-85 establece que no puede aceptarse la ya superada tesis de que las normas que conceden beneficios tributarios han de ser aplicadas restrictivamente, por cuanto, según reiterada doctrina del TS, no procede acudir a la interpretación de las normas con criterios predeterminados, sino procurando que siempre se cumpla finalidad que la norma persigue.







El sentido de los términos empleados por las normas tributarias.


 Como se ha dicho anteriormente, uno de los criterios interpretativos de las normas tributarias, según establece el artículo 3.1 del Código Civil, es el de interpretarlas según el "sentido propio de sus palabras".

El problema se plantea cuando una misma palabra o término tiene distintos significados (p.e., el término "renta" tiene un significado común en el lenguaje vulgar, un significado técnico en las ciencias económicas y un significado jurídico en la Norma Foral del IRPF).

Para estos supuestos, el apartado 2 del artículo 11  de la NFGT dispone que, en tanto no se definan por la normativa tributaria, los términos empleados en sus normas se entenderán conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda.

La inclusión del último inciso "según proceda" priva al precepto de contenido normativo, pues viene a decir que, en cada caso, se utilice el sentido que proceda. Ni siquiera sirve el precepto para establecer una prelación entre los tres sentidos enumerados, jurídico, técnico o usual, de modo que uno se aplique con preferencia a otros, de donde cabe concluir que el precepto tiene un contenido exclusivamente didáctico, al poner de manifiesto un problema que no resuelve.

La jurisprudencia ha precisado (STS de 15-07-96) que, los términos empleados en el ordenamiento tributario habrán de ser entendidos, en primer lugar, en el sentido en que hayan sido definidos por dicho ordenamiento y sólo en defecto de esta definición será posible atender a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda.






Disposiciones interpretativas. Las Instrucciones.


 El apartado 3 del artículo 11 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), establece que en el ámbito de las competencias de la Diputación Foral, la facultad de dictar disposiciones interpretativas o aclaratorias de las disposiciones tributarias corresponde de forma exclusiva al Diputado Foral de Hacienda.

Estas disposiciones serán publicadas en el Boletín Oficial correspondiente y serán de obligado cumplimiento para todos los órganos de la Administración Tributaria.

A.  Naturaleza y efectos de las ordenes interpretativas.

a.  Naturaleza.

Para determinar la naturaleza de las ordenes interpretativas hemos de acudir al contenido de las potestades conferidas a los Diputados Forales, y en su caso a los Ministros, órganos con los que es posible una equiparación en este ámbito.

El Tribunal Supremo ha aceptado que los Ministros tienen una potestad reglamentaria limitada en el ámbito de su competencia. Además, los Ministros, como órganos superiores de la Administración, tienen la facultad de dirigir la actividad de sus subordinados mediante instrucciones y circulares con arreglo al principio de jerarquía.

De ahí que haya sido objeto de debate la naturaleza jurídica de las Órdenes dictadas en aplicación del artículo que es objeto del presente comentario. Para unos, estas órdenes derivan de la potestad reglamentaria de la autoridad que las dicta y son de obligado acatamiento para los órganos administrativos y jurisdiccionales; para otros, no son sino meras circulares o instrucciones que se dictan atendiendo al principio de jerarquía, por lo que solo son de obligado cumplimiento para los órganos subordinados.

El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 13-07-85 establece que la facultad interpretativa, regulada en el artículo 11 de la NFGT, no está en contradicción con la potestad reglamentaria atribuida a los órganos de gobierno por el artículo 97 de la Constitución, pues la mera interpretación se limita a aclarar una norma legal o reglamentaria preexistente. El problema surge ante los efectos.

b.  Efectos.

El apartado 3 del artículo 11 de la NFGT establece que las disposiciones interpretativas dictadas por el Diputado Foral de Hacienda serán de obligado acatamiento para todos los órganos de la Administración tributaria.

En la medida en que tales disposiciones no contienen normas reglamentarias, sólo resultan vinculantes para los órganos de la Administración que dependen jerárquicamente del Diputado Foral que dicta la disposición, sin que obliguen a los Tribunales de Justicia ni a los particulares.

Entendemos que podrían suscitarse dudas sobre la aplicación de estas disposiciones interpretativas en el ámbito de los tribunales económico-administrativos.

En este sentido es preciso tener en cuenta que el presente artículo establece su aplicación "para todos los órganos de la administración tributaria." Y que el artículo 5 de la NFGT, al regular la Administración tributaria dice que la misma estará integrada por los órganos que desarrollen las funciones reguladas en los títulos III, IV y V, de suerte que el Título V regula los procedimientos de revisión administrativa, entre ellos, las reclamaciones económico-administrativas. En definitiva, entendemos que las referidas ordenes interpretativas también serán aplicables a los tribunales económico-administrativos.

B.  Naturaleza y efectos de las Instrucciones.

Los órganos administrativos pueden dirigir las actividades de sus órganos jerárquicamente dependientes mediante instrucciones y órdenes de servicio (artículo 6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de RJSP).

Estas disposiciones están sujetas a la jerarquía normativa del órgano que las dicta por lo que no pueden vulnerar preceptos de ninguna disposición administrativa de orden superior.

Para el TS (Sentencia de 30-05-85) las Circulares son normas dirigidas a las diferentes Dependencias internas, sin fuerza obligatoria para los administrados. De esa naturaleza puramente interna de la norma y del hecho de no vincular a los administrados deriva su carácter de acto o disposición no impugnable, sin perjuicio de que si la aplicación por los órganos de la Administración de tales instrucciones determinara cualquier infracción del ordenamiento jurídico, el acto aplicativo podría ser recurrido.

En el texto de la NFGT de Alava se establece que las disposiciones interpretativas o aclaratorias dictadas por el Director de Hacienda tendrán efectos para los órganos y entidades de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos y del ejercicio de la potestad sancionadora.







Calificación




La calificación en la doctrina.


 La calificación está configurada por la ciencia jurídica como una de las fases de aplicación de las normas. El proceso de aplicación de las normas jurídicas puede esquematizarse en las siguientes fases (Larenz):


	
a. Fijar los hechos concretos sobre los que recae la operación jurídica y subsumirlos en las categorías generales contemplados por las normas.

	
b. Seleccionar la norma o normas aplicables según el orden establecido por las fuentes del derecho.

	
c. Fijar el sentido normativo y establecer un significado.

	
d. Aplicar la norma al supuesto concreto.



En este proceso, las operaciones realizadas en la primera etapa son las que la doctrina denomina "calificación" del presupuesto de hecho, esto es, subsumir el presupuesto de hecho concreto en una categoría jurídica general para poder aplicarle la norma correspondiente.







La calificación en la NFGT.


 La NFGT regula la calificación en su artículo 12, en el establece que:

"Las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hayan dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez."

Hay que tener en cuenta que en este artículo de la NFGT no se limita la calificación al hecho imponible, sino que habla en general de las obligaciones tributarias, lo que significa que la calificación puede extenderse, no solo al hecho imponible, sino también a cualquier hecho del que derive una obligación tributaria material o formal, aunque no sea el hecho imponible.

El precepto incorpora dos mandatos, el primero consistente en calificar con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado y el segundo consistente en prescindir de los defectos que pudieran afectar a su validez.

A.  La calificación.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de la NFGT , las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hayan dado.

[El precepto recoge el conocido aforismo "las cosas son lo que son y no lo que las partes dicen que son", según el cual, la forma y denominación que las partes dan al presupuesto de hecho no resulta determinante para su calificación.]


La norma permite que la Administración tributaria, como órgano que aplica las normas tributarias, califique el hecho, acto o negocio con arreglo a su verdadera naturaleza, prescindiendo de la forma y denominación que las partes le hayan dado. Es importante señalar la distinción entre la norma de calificación recogida en el artículo 12 de la NFGT y la de simulación recogida en el artículo 15 del mismo texto legal. En la simulación (ver comentario relacionado) se da una falsedad en el negocio simulado o aparente, de modo que las partes no desean realizar ese negocio, sino otro que permanece oculto (negocio disimulado). Por el contrario, en los supuestos de calificación, las partes quieren realizar realmente el negocio que se califica, aunque le dan a ese negocio una forma o una denominación que no se corresponde con su verdadera naturaleza, es decir, quieren hacer lo que pactan, pero lo denominan incorrectamente.

La calificación tributaria de los hechos tiene carácter autónomo, es decir, sus efectos se limitan exclusivamente al ámbito tributario. No obstante, cuando un Tribunal de Justicia formula en un Auto o Sentencia una calificación determinada de un hecho imponible, la Administración Tributaria viene obligada a acatar esa calificación judicial. Es decir, la autonomía en materia de calificación tributaria sólo juega frente a la calificación hecha por los particulares y a la calificación hecha por otros órganos de la Administración distintos de la tributaria.

B.  Los defectos que pudieran afectar a su validez.

El precepto que es objeto del presente comentario ordena a la Administración que prescinda de los defectos que pudieran afectar a la validez del acto que se califica y constituye una manifestación de la potestad del ordenamiento tributario, en este caso para formular calificaciones autónomas.

Para entender su contenido conviene partir del reconocimiento de que los órganos de la Administración tributaria carecen de competencia para determinar la validez o eficacia de actos o negocios jurídicos celebrados por los particulares. Esta competencia corresponde exclusivamente a los órganos correspondientes del Poder Judicial (normalmente a la jurisdicción civil, a instancia de parte).

Por ello, la norma permite que los órganos de la Administración tributaria practiquen las liquidaciones que procedan según el hecho imponible realizado, prescindiendo de los defectos que, en el ámbito civil o mercantil, puedan afectar a la validez de dicho acto o negocio.


Ejemplo.

Supongamos que un padre y su hijo suscriben un contrato de préstamo en el que pactan que el padre presta al hijo una determinada cantidad de dinero que el hijo se obliga a devolver. Sin embargo, incorporan una cláusula especial donde establecen que el préstamo no devenga intereses, que no existe plazo para su devolución y que a la muerte del hijo sus herederos podrán seguir disfrutando indefinidamente del dinero prestado en idénticas condiciones. Calificado por las partes como préstamo, presentan en la Administración tributaria una autoliquidación por ITP y AJD, concepto transmisiones patrimoniales onerosas, donde declaran que el préstamo está exento de tributación. La Administración tributaria, en aplicación del artículo 12 de la NFGT puede calificar el negocio como donación, habida cuenta de la cláusula especial citada que desnaturaliza el préstamo (no hay intereses ni obligación de devolver), y practicar la liquidación correspondiente por el IS y D.

Si suponemos ahora que el padre tiene varios hijos y que la cantidad prestada a uno de ellos supone más de lo que le correspondería por herencia, el negocio realizado sería ineficaz como donación en el exceso pues, según dispone el artículo 636 del CC, ninguno podrá dar ni recibir, por vía de donación, más de lo que pueda dar o recibir por testamento.

No obstante lo dispuesto en el Código Civil, la Administración tributaria girará la liquidación por el total de la donación, prescindiendo de este defecto que puede afectar a su validez, salvo que, a instancia de parte (normalmente otro hijo), el juez declare nula la donación en el exceso, en cuyo caso, la Administración deberá acatar lo dispuesto por el juez. 



C.  La calificación en otras normas tributarias.

Además del precepto general sobre calificación contenido en el artículo 12 de la NFGT, las normas forales propias de los tributos contienen una pluralidad de normas sobre calificación, dirigidas todas ellas a precisar la aplicación de la norma tributaria correspondiente, e incrementar con ello la seguridad jurídica.

[Basta citar a título de ejemplo, las normas que califican determinados rendimientos como rendimientos del trabajo o del capital a efectos del IRPF, las que califican como actividades empresariales determinadas actividades a efectos del IVA, las que califican como bebidas alcohólicas determinadas bebidas a efectos de los IIEE de fabricación, etc....]








Prohibición de la analogía




La integración analógica de las normas.


 La técnica jurídica utiliza la analogía como un instrumento que permite colmar las lagunas del ordenamiento mediante la aplicación a supuestos de hecho no previstos por el legislador (bien por omisión o bien por tratarse de supuestos inexistentes cuando se dictó la norma) de consecuencias jurídicas previstas para un supuesto análogo o semejante. El presupuesto de aplicación de la analogía es pues la falta de una norma que regule un supuesto de hecho concreto y la existencia de una norma que regule otro semejante.

El artículo 4 del Código Civil regula la analogía al establecer:


["Procederá la aplicación analógica de las normas cuando éstas no contemplen un supuesto específico, pero regulen otro semejante entre los que se aprecie identidad de razón.

Las leyes penales, las excepcionales y las de ámbito temporal no se aplicarán a supuestos ni en momentos distintos de los comprendidos expresamente en ellas."]



Las leyes tributarias no se encuentran comprendidas entre las excepciones recogidas en el apartado 2 del artículo 4 del Código Civil por lo que, en principio, la analogía puede utilizarse para la integración de las normas tributarias, con excepción de las normas tributarias de carácter penal (régimen de infracciones y sanciones tributarias), de las normas tributarias de carácter excepcional (por ejemplo, las que conceden rebajas o moratorias fiscales como consecuencia de catástrofes naturales), y de las normas tributarias de carácter temporal.







La analogía en la NFGT.


 En materia tributaria, además, el artículo 13 de la NFGT introduce una limitación adicional, al disponer que no se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible, de las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales.

La doctrina tributaria ha entendido que la limitación impuesta por el artículo 13 de la NFGT supone excluir del ámbito de aplicación de la analogía en materia tributaria al derecho tributario material donde resulta de aplicación el principio de reserva de norma foral o de ley, de modo que la analogía sólo podrá aplicarse al derecho tributario formal, es decir a las normas procedimentales. También se ha sostenido que la limitación impuesta por el referido artículo se fundamenta en el principio de seguridad jurídica, puesto que la posibilidad de que una norma sea aplicada por analogía a supuestos distintos de los expresamente previstos en ella incide sobre la seguridad con que los ciudadanos pueden prever las consecuencias de sus actos.

Ambas posiciones confluyen en el mismo punto, ya que es precisamente la necesidad de asegurar el cumplimiento del principio de seguridad jurídica la que hace que determinados ámbitos del derecho tributario hayan sido reservados por la Constitución y por el legislador ordinario a la ley formal en el sistema tributario de régimen común, y a la norma foral en el sistema tributario de los Territorios Históricos. De ahí deriva la coincidencia entre los ámbitos donde el grado de concreción exigible a la ley y a la norma foral es máximo (el hecho imponible y los beneficios fiscales, Ver comentario relacionado),y aquellos donde el artículo 13 de la NFGT no admite la analogía.

En consecuencia, una pauta segura para conocer dónde puede usarse la analogía en materia tributaria es seguir la doctrina del Tribunal Constitucional en materia de reserva de ley (STC 221/92, de 11-12-92). Así, no es posible utilizar la analogía en relación con el hecho imponible, con los beneficios fiscales, con el tipo de gravamen ni con la determinación de la base imponible (STS de 10-05-82). Nada se opone, por el contrario, al empleo de la analogía en materia adjetiva o procedimental (STS de 08-05-79).

	 Véase el artículo de opinión de José Luis Burlada Echeveste: "La analogía en el Derecho Tributario".








Cláusula antielusión




Las medidas generales antiabuso.


 Los contribuyentes tratan de reducir su carga tributaria utilizando para ello diferentes instrumentos. En algunos casos, incumplen directamente las normas tributarias mediante conductas que la doctrina conoce como "evasión fiscal", conductas que, comúnmente, están tipificadas como infracciones tributarias. En otros casos, por el contrario, los contribuyentes tratan de disminuir su deuda tributaria utilizando medios legales, al menos en apariencia, de modo que la conducta, conocida por la doctrina como "elusión fiscal", no constituya una transgresión directa y abierta de las normas tributarias.

Estas conductas de elusión fiscal se sirven, a menudo, de lo que la doctrina civil conoce como negocios anómalos (esto es, negocios en los que "la anomalía, que lleva a que se les destaque como algo especial y distinto, es la de una deformación de una figura negocial, querida por quienes lo crean y hecha para escapar de la regulación normal de los negocios, de la prevista y ordenada por las leyes, cuyo reiterado y uniforme uso ha originado una cierta tipificación al hablar de negocios simulados, fiduciarios, indirectos y en fraude de ley").

Frente a estas conductas de elusión fiscal, colindantes con la legítima economía de opción, opina el profesor Sainz de Bujanda que el camino más adecuado para combatirlas sería el de formular los hechos imponibles de tal forma que se cerrara la posibilidad de utilización de leyes de cobertura, esto es, perfeccionar las normas legales, particularmente en la definición del hecho imponible.

Sin embargo, como ya puso de manifiesto el profesor De Castro "frente a los artificios siempre nuevos imaginados por los expertos, resultan insuficientes las disposiciones legales". En el mismo sentido, el profesor Palao opina que "... por muy tupida que sea la red de las previsiones legislativas, la imaginación de los particulares encuentra siempre nuevos sistemas para eludir el impuesto".

Por ello, muchos países han incluido en su normativa tributaria, junto a medidas específicas para combatir conductas concretas de elusión fiscal, medidas generales que aseguren el cumplimiento de las obligaciones que las normas tributarias establecen cuando ya no queda ningún otro remedio, medidas también conocidas como "cláusulas generales antiabuso", en la medida en que las conductas elusivas que tratan de combatir son consideradas como abusivas.

En la NFGT se regulan dos medidas generales antiabuso, la cláusula antielusión, contenida en el artículo que es objeto del presente comentario y la simulación contenida en el artículo siguiente.

La llamada cláusula antielusión contiene un supuesto de hecho que se aproxima bastante al supuesto tipico del fraude de ley, y por otro lado, debe contemplarse la posibilidad de aplicar con carácter subsidiario la figura del fraude de ley del Código Civil en el ámbito tributario por el carácter supletorio del derecho común. Ambas circunstancias aconsejan estudiar todo lo relativo al fraude de ley tributario, estudio que se realiza en el presente epígrafe, previamente al estudio de la cláusula antielusión.







El fraude de ley tributaria.


 A.  ¿Existe el fraude de ley en materia tributaria?.

El concepto de fraude de ley nace en el derecho romano como figura independiente junto al dolo y el acto contra la Ley. Para imponer el cumplimiento de la ley se amplía, de la letra a su significado, el deber de respetarla. Actúa en fraude a la ley quien, salvando las palabras de la ley, esquiva su sentido.

Declarar que un acto se ha producido en fraude de ley implica negar eficacia a un acto acogido a la protección de una norma jurídica. Las cuestiones básicas que plantea el concepto de fraude de ley son, como decía el profesor de Castro, las siguientes:


[Por una parte, quienes atacan su existencia preguntan "¿Cómo se nos niega poder elegir la ley que mejor nos convenga y someternos a ella?" y añaden "el fraude de ley es una nueva fórmula tendenciosa para multiplicar las restricciones a la libertad de los individuos".

Por otra parte, quienes la defienden observan: "¿Cómo asistir impasibles a la violación de las leyes, a que baste tener dinero para viajar y un hábil consejero legal para romper todos los vínculos legales?".]



Las cuestiones anteriores cobran relevancia en aquellos ámbitos del ordenamiento jurídico en los que se aplica con especial intensidad el concepto de tipicidad y la reserva de ley. Así, es doctrina unánime que la figura del fraude de ley no tiene cabida en el ámbito penal, donde el principio de tipicidad se aplica estrictamente, de modo que sólo son delitos o faltas las acciones u omisiones tipificadas como tales por la norma penal.

	 Véase el artículo de opinión de Jesús Manuel Villegas Fernández: ¿Es delito el fraude a la Ley tributaria?.


No es unánime, por el contrario la opinión de la doctrina sobre el fraude de ley en materia tributaria. Aunque desde un punto de vista teórico la mayoría de los autores sostienen que en el ámbito tributario es aplicable la figura del fraude de ley, lo cierto es que, al mismo tiempo, se defiende un concepto tan amplio de economía de opción que, prácticamente, cualquier conducta que no vulnere claramente una norma tributaria se considera economía de opción legítima.

En la actual regulación de la NFGT no se contiene en su artículado la figura del fraude de ley, habiendose sustituido por la llamada cláusula antielusión. No obstante, esto no impediría la aplicación, en su caso, de la institución del fraude de ley regulada en el Código Civil, como figura de general aplicación a todo el ordenamiento jurídico.

B.  Regulación específica del fraude de ley en materia tributaria o remisión a la regulación civil.

Para resolver la cuestión hay que partir de que el concepto de fraude de ley civil no es directamente aplicable al ámbito tributario, por cuanto lo que el Código Civil define como fraude de ley, esto es, "los actos realizados al amparo del texto de una norma que persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico, o contrario a él" presenta, en el ámbito tributario diversos inconvenientes.


	
- En primer lugar no se puede hablar en el ámbito tributario de resultados prohibidos o contrarios al ordenamiento tributario, como no sea que lo realmente prohibido o contrario a dicho ordenamiento es no pagar en todo o en parte la deuda tributaria. 

	
- En segundo lugar, en el ámbito tributario, con mayor intensidad que en el ámbito civil "frente a la norma eludida no se encuentra una especial y concreta norma de cobertura, sino que la cobertura viene dada por las normas generales que consagran la autonomía privada e incluso, fuera de ella, por la simple libertad de la persona". Esta circunstancia, como dice el profesor Albaladejo, de quien son las palabras anteriores, no impide, siquiera, en el ámbito civil la declaración de fraude de ley, pero aconseja que en el ámbito tributario no se haga referencia a la necesidad de una norma de cobertura. 

	
- En tercer lugar, frente a la generalidad de la conceptuación del fraude en el ámbito civil, en el ámbito tributario el fraude de ley se manifiesta generalmente, como dice el profesor Palao Taboada, alcanzando un determinado resultado económico, cuya consecución por los medios jurídicos normales acarrearía el nacimiento de la deuda tributaria, por otros medios jurídicos, que natural y primariamente tienden al logro de fines diversos, y que o no están gravados o lo están en medida más reducida que aquellos medios usuales. 



Por último, la normativa civil no aborda cuestiones transcendentales del fraude de ley en materia tributaria, tales como el procedimiento para su declaración o la aplicación de sanciones por lo que, aunque pudiera entenderse que el concepto de fraude de ley en materia tributaria debe ser idéntico al civil, la normativa tributaria debería, al menos, regular esas otras cuestiones.






La cláusula antielusión.


 Como se ha dicho, los contribuyentes tratan de reducir su carga tributaria utilizando para ello diferentes instrumentos. En algunos casos, incumplir directamente las normas tributarias mediante conductas que la doctrina conoce como "evasión fiscal", conductas que, comúnmente, están tipificadas como infracciones tributarias. En otros casos, por el contrario, los contribuyentes tratan de disminuir su deuda tributaria utilizando medios legales, al menos en apariencia, de modo que la conducta, conocida por la doctrina como "elusión fiscal", no constituya una transgresión directa y abierta de las normas tributarias.

La historia de la lucha de la Hacienda Pública contra estas prácticas elusivas se podría resumir en dos ideas:


	
- De una parte sigue viva la polémica entre los defensores de calificar estas conductas como legítima economía de opción y los defensores de atajar algunas de estas prácticas consideradas como abusivas. 

	
- De otra, la Hacienda pública siempre ha utilizado la herramienta más sencilla a su alcance para atajar estas prácticas. Así, con la regulación contenida en la anterior NFGT utilizó la calificación económica, en una fase inicial, y posteriormente tanto la simulación como el procedimiento de la calificación. 



A.  Definición de la cláusula antielusión.

El artículo 14 de la NFGT establece que:

"Será aplicable la cláusula antielusión regulada en el presente artículo cuando se evite total o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria mediante actos o negocios en los que concurran las siguientes circunstancias:

a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido.

b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios."

La definición de la cláusula antielusión se hace pivotar en torno a dos elementos, una conducta determinada y un efecto de esa conducta:


	
- La conducta consiste en realizar actos o negocios en los que concurran las dos circunstancias que la norma establece. En este sentido hay que señalar que del texto del artículo que es objeto de comentario se deduce que las dos conductas deben concurrir simultaneamente 

	
- El efecto consiste en que con ello se evite total o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria. 



a.  Conducta que constituye el supuesto de hecho para la aplicación de la cláusula antielusión.

La conducta que puede dar lugar a la aplicación de la cláusula antielusión es la realización de actos o negocios en los que concurran simultáneamente las siguientes circunstancias:


	
a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido. 

	
b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios. 



La extirpe doctrinal de esta dos notas es, respectivamente, el abuso de las posibilidades de configuración jurídica regulado en la Ordenanza Tributaria alemana y los "motivos económicos válidos" o business purpose test de la jurisprudencia norteamericana. Ambas notas por separado, y más aún conjuntamente, son adecuadas, si se las interpreta y aplica correctamente, para delimitar el presupuesto de elusión.

i.  Actos notoriamente artificiosos o impropios.

La libertad de pactos propia del derecho civil y mercantil permite que las partes contratantes pacten lo que satisfaga sus intereses siempre que no sea contrario a las normas imperativas de orden público. Esa libertad de pactos permite que los contribuyentes configuren sus negocios de forma que consiguiendo el resultado económico deseado, se minimice la carga tributaria.

Naturalmente, en algunos casos, la Hacienda Pública entiende que se ha abusado de esa posibilidad de configuración jurídica, produciendo un perjuicio a la Hacienda Pública. En esos casos se establece que la conducta señalada no produce efectos fiscales.

Así, la NFGT considera que se ha abusado de las posibilidades de configuración jurídica cuando se realizan actos notoriamente artificiosos o impropios para conseguir un resultado económico determinado. Observese que para valorar si el acto realizado es notoriamente artificioso o impropio hay que atender a cada acto en particular o al conjunto de actos encadenados que se dirigen a obtener un resultado determinado. De este modo puede ser que cada acto individual no sea artificioso, pero si lo sea su encadenamiento.

Por ejemplo, se puede entender que constituir una sociedad y disolverla inmediatamente es notoriamente artificioso o impropio para trasladar el dominio de un bien. En este caso cada operación separada no es artificiosa, pero si lo es su encadenamiento, porque no concuerda con el contrato de sociedad que, inmediatamente después de constituirla, se disuelva.

La regulación de la NFGT, como ha sido apuntado anteriormente, es conceptualmente la misma que la contenida en el parágrafo 42 de la Ordenanza tributaria alemana, según el cual:

"La ley tributaria no podrá ser eludida mediante el abuso de las posibilidades de configuración jurídica que ofrece el derecho. En caso de abuso nacerá el crédito tributario tal como hubiera nacido con arreglo a la cofiguración jurídica adecuada a los hechos económicos." 

ii.  Actos sin justificación económica propia.

La segunda de las conductas consiste en la realización de actos o negocios de los que no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios.

Es decir, la NFGT está declarando abusivos los actos carentes de justificación económica propia, distinta de las obtención de beneficios fiscales. Se aplica aquí el criterio anglosajón del "bussiness purpose", según el cual los actos que se realizan solo o principalmente para obtener beneficios fiscales no son aceptables, si de ellos no se deriva ningún otro efecto económico relevante.

Como ejemplo de un acto de este tipo podríamos citar la compra de empresas con pérdidas para compensarlas, o el lavado de cupón, operaciones que carecen de justificación económica distinta de la obtención de beneficios fiscales.

b.  Efectos que deben concurrir en el supuesto de hecho para la aplicación de la cláusula antielusión.

Para que sea aplicable la cláusula antielusión es necesario que de la conducta señalada en el punto anterior se derive uno de estos efectos:


	
i. Que se evite total o parcialmente la realización del hecho imponible. 

	
ii. Que se minore la base imponible. 

	
iii. Que se minore la deuda tributaria. En resumen, que de la conducta realizada se derive un perjuicio para la Hacienda Pública. 





B.  Procedimiento especial para la aplicación de la cláusula antielusión.

El artículo 14.2 de la NFGT establece que para la aplicación de la cláusula antielusión, la Administración tributaria deberá aplicar el procedimiento regulado en el artículo 163 de la propia NFGT (Ver comentario relacionado).

El Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre ha desarrollado, entre otros, el procedimiento para la aplicación de la cláusula antielusión

Para la aplicación de la cláusula antielusión será necesario el previo informe favorable de un órgano, cuya composición se remite a desarrollo reglamentario.

En Alava el citado Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre establece en su artículo 13 que el órgano competente para la emisión del dictamen para la declaración de elusión en la conducta del obligado tributario será el Director de Hacienda de la Diputación Foral de Alava.

C.  Consecuencias de la aplicación de la cláusula antielusión.

El apartado 3 del artículo 14 de la NFGT establece que:

"En las liquidaciones que se realicen como resultado de lo dispuesto en este artículo se exigirá el tributo aplicando la norma que hubiera correspondido a los actos o negocios usuales o propios o eliminando las ventajas fiscales obtenidas, y se liquidarán intereses de demora, sin que proceda la imposición de sanciones."

a.  Cuota.

En las liquidaciones que se realicen como resultado de lo dispuesto en este artículo se exigirá el tributo aplicando la norma que hubiera correspondido a los actos o negocios usuales o propios o eliminando las ventajas fiscales obtenidas.

La NFGT mantiene en este caso el efecto típico de la declaración de fraude de ley, esto es, se aplica la norma tributaria que se había pretendido eludir y no la norma que el contribuyente con su conducta había elegido.

Si la conducta consiste en la realización de actos o negocios que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido, se aplica la norma tributaria que hubiera correspondido a los actos o negocios usuales o propios. Si la conducta consiste en la realización de actos o negocios de los que no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios, se eliminan las ventajas fiscales obtenidas.

b.  Intereses de demora.

En las liquidaciones que se realicen como resultado de la aplicación de la cláusula antielusión, se liquidarán intereses de demora.

La NFGT no entra en el debate doctrinal acerca de si se trata de un supuesto de aplicación analógica de la ley, en cuyo caso no procedería liquidar intereses, toda vez que la nueva deuda nacería al aplicar la nueva norma, o si se trata de un supuesto de elusión, en cuyo caso procedería aplicar intereses, toda vez que la deuda ya ha nacido al realizar el hecho imponible, aunque con una forma artificiosa que aparentemente es distinta.

Sin pronunciarse expresamente sobre esta cuestión, la NFGT exige que se liquiden intereses de demora.

c.  Sanciones.

En las liquidaciones que se realicen como resultado de la de la aplicación de la cláusula antielusión,  podrán liquidarse sanciones cuando concurran las circunstancias establecidas en el artículo 211 bis de la NFGT.

Por lo tanto, cuando la Administración tributaria declare, mediante el procedimiento establecido en cada caso, la existencia de un negocio jurídico al que le sea aplicable la cláusula antielusión, podrán liquidarse sanciones cuando concurra alguna de las situaciones que se enumeran en el artículo 211 bis de la NFGT, y además se trate de supuestos en los que exista un criterio administrativo previo debidamente publicado. En definitiva, el supuesto de aplicación de la cláusula antielusión será sancionable cuando quede demostrada, por concurrir las circunstancias contenidas en el artículo 211 bis de la NFGT, la concurrencia de ánimo defraudatorio en la actuación del obligado tributario.







Simulación




La simulación en la NFGT.


 El apartado 1 del artículo 15 de la NFGT establece que:

["1. En los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho imponible gravado será el efectivamente realizado por las partes."]


Es fácil observar la similitud conceptual entre el artículo transcrito y el vigente parágrafo 41.2 de la Ordenanza Tributaria Alemana de 1977, según el cual:

["Los negocios simulados y las actuaciones ficticias son irrelevantes a efectos tributarios. Cuando mediante un negocio simulado se encubra otro negocio jurídico, será el negocio encubierto el decisivo a efectos tributarios".]


Parece evidente que el legislador ha tomado en consideración la regulación alemana para regular la simulación.

En el derecho español, la simulación ha sido escasamente tratada por la doctrina tributaria por lo que hay que acudir a la doctrina civil para conocer sus elementos sustanciales.

Así, para el profesor De Castro existe simulación cuando se oculta bajo la apariencia de un negocio jurídico normal otro propósito negocial; ya sea éste contrario a la existencia misma del negocio (simulación absoluta) ya sea el propio de otro tipo de negocio (simulación relativa). La simulación no se ha regulado bajo este nombre en el Código Civil, que regula las reglas generales respecto al significado de la simulación al tratar de la causa falsa (art. 1.276 del CC), recogiendo la doctrina tradicional del Tribunal Supremo.







Simulación absoluta y relativa. NFGT. Álava.


 El elemento sustancial del negocio simulado, que permite discriminarlo de los otros negocios anómalos, es la existencia de una falsedad en el negocio aparente (negocio simulado) de modo que ese negocio no es realmente querido por las partes. La falsedad o simulación debe ser real y afectar a alguno de los elementos sustantivos del negocio (tipo de negocio, precio, personas...). No existe negocio simulado, sino negocio indirecto, cuando las partes quieren realizar realmente el negocio aparente pero no por las razones que indican sino por otras razones que permanecen ocultas. Es decir, no hay negocio simulado cuando la falsedad afecta a los motivos por los que se realiza el negocio, sino sólo cuando afecta a elementos sustantivos del negocio.

La doctrina civil distingue entre simulación absoluta, cuando no existe negocio disimulado, es decir, cuando detrás del negocio simulado no hay nada, y simulación relativa, cuando detrás del negocio simulado o aparente existe un negocio disimulado oculto.


	 Un ejemplo de simulación relativa se produce cuando se pretende realizar la donación de un bien inmueble, pero se simula una venta, para que la transmisión tribute por el ITP y AJD al tipo del 6% y no por el IS y D, cuyo tipo marginal varía del 7,60% hasta el 42%. En este ejemplo, la falsedad se da en el pago del precio, pues, aunque los intervinientes declaran, respectivamente, haber recibido y pagado un precio, tal declaración es falsa, al no haberse producido realmente ningún pago. Obviamente, si se ha pagado realmente el precio declarado no existe simulación.

	
♦ El TSJ del País Vasco en Sentencia de 18-02-08 aprecia en el caso enjuiciado la existencia de un negocio jurídico simulado absolutamente. Determina el Tribunal que el interesado no pretendía transmitir la titularidad de las acciones sino que se trataba de evitar el pago de los tributos derivados del régimen de transparencia fiscal. Suceden una serie de actuaciones carentes de explicación, de justificación razonable jurídica y económica que sólo encuentra sentido en la citada elusión tributaria por parte de las personas físicas que no imputan en su declaración las bases de una mera apariencia de negocios jurídicos para dotar de cobertura dicha elusión. Así, se altera la fecha de cierre del ejercicio de la sociedad transparente y sin solución relevante de continuidad se suceden las ventas y recompras de acciones, de modo que al cierre del ejercicio aquellas personas físicas no eran ya titulares de acciones y las vuelven a recuperar tras dicho cierre siendo así que las sociedades que adquieren fiduciariamente los títulos cuentan entre sus gestores con aquellos que a su vez asesoran tributariamente a las personas físicas.

	
♦ El TS en Sentencia de 29-03-10 considera que en el caso enjuiciado la concurrencia de simulación se revela tanto en los defectos formales de los contratos y derechos utilizados para la simulación, como son la falta de formalización en escritura pública y de inscripción registral del contrato de concesión del derecho de superficie, como en la finalidad de elusión del pago del IVA, mediante la deducción y recuperación del IVA devengado por las obras de construcción, que, si hubiesen sido ejecutadas directamente para la Universidad, no hubiera sido posible. De otra parte, el precio convenido entre las partes contratantes ha de guardar equivalencia con la entidad del disfrute que depara el bien entregado, lo que no sucede en el presente caso. El conjunto de operaciones realizadas por las entidades involucradas llevan a la conclusión de la existencia de simulación, con la consiguiente aplicación de la normativa correspondiente al negocio real subyacente.








Negocio simulado y en fraude de ley.


 Existe un empeño inadecuado, y causante de peligrosas confusiones, de enfrentar disyuntivamente los distintos negocios anómalos. Como ya puso de manifiesto el profesor de Castro las distintas anomalías (negocio simulado, indirecto, fiduciario y en fraude de ley) pueden recaer conjuntamente sobre un mismo negocio jurídico, el que por tanto merecerá la correspondiente plural calificación. En este sentido, también había observado el TEAC que siendo negocios conceptualmente distintos, puede un negocio indirecto, al igual que un negocio típico, ser realizado en fraude de ley.

La calificación de un mismo negocio como simulado y en fraude de ley plantea inevitablemente la cuestión de la prelación en la aplicación de dichas figuras.

No es ésta, sin embargo, una cuestión que pueda resolverse apelando a las preferencias de uno u otro, sino a la esencia de ambas figuras. En este sentido, es unánime la doctrina al señalar que, cuando existe simulación, bajo la apariencia de un negocio simulado existe algunas veces un negocio disimulado (simulación relativa) y otras veces nada (simulación absoluta). En ambos supuestos de simulación la respuesta del ordenamiento tributario es la irrelevancia del negocio simulado. Además, en el supuesto de simulación relativa, cuando el negocio disimulado constituya un hecho imponible deberá ser éste el hecho imponible efectivamente gravado. Y todo ello sin necesidad de un procedimiento especial, aunque el acto en cuestión, además de simulado haya sido realizado en fraude de ley, y sin perjuicio de imponer las sanciones que procedan. De ello se concluye, como tiene declarado el TEAC, que la figura del fraude de ley es un remedio último, cuando ya no queda ningún otro, para reponer el ordenamiento tributario.






Negocio simulado y cláusula antielusión.


 El mismo problema que se planteaba sobre la prelación entre el negocio simulado y el negocio en fraude de ley se plantea ahora entre el negocio simulado regulado en el artículo 15 y la cláusula antielusión regulada en el artículo 14 de la NFGT. Tal vez, el problema se plantee ahora con menos virulencia dado que el procedimiento para acordar la aplicación de la cláusula antielusión no es un procedimiento especial, aunque la necesidad de solicitar un informe, que no es necesario para declarar la existencia de simulación, seguirá inclinando probablemente las preferencias de la Administración por el negocio simulado.

Sin embargo, la solución al problema sigue siendo la misma. Se trata de dos negocios distintos que no pueden fácilmente coexistir, por lo que, normalmente estaremos en uno u otro caso. Así, siempre que exista simulación en los elementos objetivos del negocio, es decir, siempre que alguno de estos elementos sea falso, aplicaremos el artículo 15 relativo a la simulación, dejando la aplicación del artículo 14 relativo a la cláusula antielusión para los casos en los que el negocio realizado sea verdadero, pero notoriamente artificioso o impropio para la consecución del resultado obtenido.






Prueba de la simulación.


 Una cuestión importante es la relativa a la prueba de la simulación. La carga de la prueba de la existencia de simulación recae sobre la Administración, por la simple aplicación de las normas generales en materiaprueba, sin que, a falta de previsión legal al respecto, pueda presumirse nunca la existencia de simulación.

En esta materia, ya había puesto de manifiesto la doctrina civil como el aspecto más llamativo el de la dificultad de la prueba de la simulación y así, como decía la STS de 20-01-66, "la simulación rara vez presentará prueba directa de su existencia dado el deseo de las partes en ocultarla y, por el contrario, habrá de basarse en presunciones que lleven a la convicción del Juzgador la existencia del contrato impugnado".

No parece que haya ningún problema en aplicar esta teoría en el ámbito tributario, toda vez que la prueba indiciaria está expresamente recogida en el artículo 104 de la NFGT.






Procedimiento para declarar la simulación.


 El apartado 2 del artículo 15 de la NFGT establece que:

["2. La existencia de simulación será declarada por la Administración tributaria en el correspondiente acto de liquidación, sin que dicha calificación produzca otros efectos que los exclusivamente tributarios."]


En consecuencia, la norma no regula un procedimiento especial ni ningún trámite específico para la declaración de la simulación, de modo que ésta será declarado en el propio procedimiento de comprobación en el acto de liquidación que se notifique al contribuyente, sin perjuicio de las actuaciones probatorias que han debido documentarse para poder realizar tal declaración de simulación.

En esta declaración deberá precisarse si estamos ante una simulación absoluta o ante una simulación relativa y, en este último caso, declarar cual es el negocio realmente realizado (negocio disimulado).

Por último, la declaración de simulación realizada por la Administración tributaria solo produce efectos tributarios. Por el contrario, la declaración de simulación realizada por los Tribunales de justicia competentes por razón de materia producen efectos tributarios y también efectos sustantivos sobre el negocio realizado.






Efectos tributarios de la declaración de simulación.


 De acuerdo con lo establecido en la NFGT, en los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho imponible gravado será el efectivamente realizado por las partes. En la regularización que proceda como consecuencia de la existencia de simulación se exigirán los intereses de demora y, en su caso, la sanción pertinente.

a.  Cuota tributaria.

El negocio simulado no produce efectos tributarios, siendo el negocio disimulado el que se somete a tributación. La declaración de simulación implicará la práctica por la Administración de las liquidaciones correspondientes al negocio disimulado y la anulación de los efectos tributarios del negocio simulado.

b.  Intereses de demora.

En la regularización que proceda como consecuencia de la existencia de simulación se exigirán los intereses de demora.

A diferencia del fraude de ley, en el caso de simulación no ha habido ninguna duda doctrinal acerca del momento en el que se ha realizado el hecho imponible, toda vez que la simulación no es sino una falsedad externa que deja a salvo el verdadero pacto realizado y conocido por las partes. Por eso, la NFGT recoge la doctrina tradicional al establecer que en los casos de simulación deben liquidarse intereses de demora.

c.  Sanciones.

En la regularización que proceda como consecuencia de la existencia de simulación se exigirá..., en su caso, la sanción pertinente.

La aplicación de sanciones en el caso de simulación viene condicionada a que en la conducta del sujeto pasivo concurra el grado necesario de culpabilidad, concurrencia que normalmente se dará por cuanto las conductas constitutivas de simulación requieren un grado tal de conocimiento de lo que se hace y un grado de voluntad de conseguir sus efectos que difícilmente puede imaginarse la realización de estas conductas sin que concurra dolo o, al menos negligencia.







Título II. LOS TRIBUTOS

Capítulo I. Disposiciones generales

Sección primera. Concepto, fines y clases de los tributos

Concepto, fines y clases de los tributos




Los tributos.


 La doctrina ha caracterizado a los tributos como prestaciones patrimoniales de carácter coactivo establecidas por la ley para sostener los gastos públicos.

Los tributos son prestaciones patrimoniales consistentes, generalmente, en el pago de una cantidad de dinero (prestaciones pecuniarias).

El carácter coactivo deriva de su establecimiento por norma foral o por ley, de modo que es la norma foral dictada en uso de la potestad tributaria la que determina el nacimiento de la obligación tributaria, sin requerir para ello el concurso de la voluntad de las partes.

La finalidad de los tributos es allegar fondos para sostener los gastos públicos o, como dice el artículo 16 de la NFGT, ser medios para obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos (finalidad contributiva o fiscal). Esta finalidad sustancialmente contributiva permite diferenciar a los tributos de otras prestaciones pecuniarias coactivas (por ejemplo de las multas y sanciones, que son también prestaciones pecuniarias coactivas cuya finalidad es resarcir el daño producido y prevenir la comisión de nuevas infracciones). Sin perjuicio de su carácter sustancialmente contributivo (finalidad fiscal) los tributos pueden servir para otros propósitos, tales como ser instrumentos de la política económica o social (fines extrafiscales).

A.  Concepto de tributo en la NFGT.

La NFGT introduce el concepto legal de tributo en el apartado 1 del artículo 16, con la siguiente redacción:

["1. Los tributos son ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración pública como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la Norma Foral vincula el deber de contribuir, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos."]


En esta definición se contienen los tres elementos señalados por la doctrina como característicos:


	
a. Los tributos son prestaciones pecuniarias.

	
b. El deber de contribuir nace de la realización de un supuesto de hecho definido por la Norma Foral.

	
c. La finalidad primordial de los tributos es obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos.



La definición de tributo contenida en la norma foral permite delimitar su ámbito objetivo de aplicación, de modo que lo previsto en ella se aplicará a los ingresos de naturaleza tributaria, pero no a otros ingresos públicos o privados de diferente naturaleza. Esta regla general tiene una excepción recogida en la Disposición Adicional Primera de la propia NFGT, las exacciones parafiscales a las que se le aplica la NFGT, pese a no ser formalmente tributos.

B.  Clases de tributos.

El apartado 2 del artículo 16 de la NFGT establece la clasificación de los tributos, que por otro lado, es la clasificación tradicional ya contenida en la anterior NFGT, esto es:


	
a. Impuestos.


	
b. Tasas.


	
c. Contribuciones especiales.



C.  Fines de los tributos.

Los tributos no tienen como única finalidad la obtención de ingresos para sostener los gastos públicos.

La función extrafiscal de los tributos no aparece explícitamente recogida en el artículo 31 de la Constitución, pero puede derivarse directamente de aquellos otros preceptos constitucionales en los que se establecen los principios rectores de la política social y económica (STC 33/87, de 26-03-87). Según esta doctrina constitucional, es constitucionalmente admisible que el legislador establezca impuestos que, sin desconocer o contradecir el principio de capacidad económica, estén orientados al cumplimiento de fines o a la satisfacción de intereses públicos que la Constitución preconiza o garantiza (STC 221/92, de 11-12-92).

El segundo párrafo del apartado 1 del artículo 16 de la NFGT establece que los tributos, además de ser medios para obtener los recursos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos, podrán servir como instrumentos de la política económica general para procurar la estabilidad y el progreso sociales y la mejor distribución de la renta.







Los impuestos.


 A.  Concepto.

La letra c) del apartado 2 del artículo 16 de la NFGT establece un concepto legal de impuesto con el siguiente contenido:

["c). Impuestos son los tributos exigidos sin contraprestación cuyo hecho imponible esta constituido por negocios, actos o hechos que ponen de manifiesto la capacidad económica del contribuyente."]


La doctrina (Neumark) ha definido el impuesto como transmisión de valores económicos del sujeto pasivo al sujeto activo (Estado u otro Ente Público) con carácter coactivo, sin relación con beneficios obtenidos por el sujeto pasivo, por la realización de un hecho que pone de manifiesto su capacidad contributiva.

Los impuestos, además de por su carácter de prestación patrimonial coactiva, común a todos los tributos, se caracterizan por las siguientes notas:

a. Los impuestos se exigen sin contraprestación.

Es decir, en la definición del hecho imponible no se hace referencia a ninguna actividad de la Administración a otro Ente Público relacionada con el sujeto pasivo. A sensu contrario, el pago de impuestos no legitima al sujeto pasivo para exigir de la Administración la realización de ninguna actividad en particular.

b. El impuesto se exige por la realización de un hecho que pone de manifiesto capacidad contributiva.

Aunque la Constitución establece el principio de capacidad contributiva en relación a todos los tributos, lo peculiar de los impuestos es que gravan manifestaciones directas o indirectas de capacidad contributiva; frente a las otras clases de tributos, cuya relación con la capacidad contributiva es más difusa. Así, por ejemplo, en la norma foral de Tasas y Precios Públicos de Álava (Norma Foral 9/2018, de 27 de junio), se establece que en la fijación de las tasas se tendrá en cuenta, cuando lo permitan las características del tributo, la capacidad económica de las personas que deben satisfacerlas, de donde resulta que, cuando no lo permitan sus características, las tasas se fijan sin relación con la capacidad contributiva.

B. Clases de impuestos.

La NFGT no establece ninguna clasificación de los impuestos. Las normas forales de Presupuestos Generales del Territorio Histórico clasifican los impuestos en directos e indirectos. Además, las normas forales propias de cada impuesto se refieren a la naturaleza personal o real y objetiva o subjetiva de los impuestos.

a. Impuestos directos e indirectos.

Son impuestos directos aquellos que gravan una manifestación directa de capacidad contributiva, como la obtención de una renta o la tenencia de un patrimonio.

En el sistema impositivo foral, son impuestos directos el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto sobre el Patrimonio, el Impuesto sobre la Renta de No Residentes, el Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y el Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito.

Son impuestos indirectos aquellos que gravan una manifestación indirecta de capacidad contributiva con ocasión de la circulación o el consumo de bienes.

En el sistema impositivo foral, son impuestos indirectos el Impuesto sobre el Valor Añadido, el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, los Impuestos Especiales, el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos, el Impuesto sobre Primas de Seguros, el Impuesto sobre determinados Servicios Digitales y el Impuesto sobre las Transacciones Financieras.

b. Impuestos personales y reales.

Son impuestos personales aquellos cuyo hecho imponible no puede ser pensado sino en relación con determinadas personas. En el sistema impositivo foral, son impuestos personales el IRPF, el IP, el IRNR, el IS y el I. Sucesiones y Donaciones.

Son impuestos reales aquellos que no tienen naturaleza personal.

[En el sistema impositivo foral, son impuestos reales el ITP y AJD, el IVA, los IIEE, el Tributo sobre el Juego y el Impto. sobre las Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos.]


c. Impuestos subjetivos y objetivos.

Son impuestos subjetivos aquellos cuya regulación toma en consideración las circunstancias personales del sujeto pasivo para determinar la cuota tributaria.

[En el sistema impositivo foral son impuestos subjetivos los impuestos personales que recaen sobre las personas físicas, es decir, el IRPF, el IP, el IRNR y el IS y D.]


Son impuestos objetivos aquellos cuya regulación no toma en consideración las circunstancias personales del sujeto pasivo para determinar la cuota tributaria.

[En el sistema impositivo foral son impuestos objetivos el IS y todos los impuestos reales (ITP y AJD, IVA, los IIEE, y el Tributo sobre el Juego).]


d. Impuestos instantáneos, periódicos y de declaración periódica.

Son impuestos instantáneos aquellos cuyo devengo se produce instantáneamente, cada vez que se realiza el hecho imponible.

[En el sistema impositivo foral son impuestos instantáneos el IS y D, el IVA, el ITP y AJD, los IIEE, y el Tributo sobre el Juego.]


Son impuestos periódicos aquellos cuyo devengo se produce periódicamente, aunque en dicho período se haya producido una pluralidad de hechos imponibles.


[En el sistema impositivo foral son impuestos periódicos el IRPF, el IP  y el IS.

Normalmente, los impuestos instantáneos exigen una declaración y liquidación por cada hecho imponible realizado, mientras que los impuestos periódicos exigen una declaración y liquidación periódica, comprensiva de todos los hechos imponibles realizados en el periodo. La excepción a esta regla general es el IVA, que siendo un impuesto instantáneo exige declaración periódica.]








Las tasas.


 La letra a) del apartado 2 del artículo 16 de la NFGT establece un concepto legal de tasa con el siguiente contenido:

["a. Tasas son los tributos cuyo hecho imponible consiste en la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público, la prestación de servicios o la realización de actividades en régimen de derecho público que se refieran, afecten o beneficien de modo particular al obligado tributario, cuando los servicios o actividades no sean de solicitud o recepción voluntaria para los obligados tributarios o no se presten o realicen por el sector privado.]


La definición anterior recoge la doctrina establecida por el Tribunal Constitucional en su STC 185/95, en la que califica como tasa toda contraprestación por uso de bienes públicos o por la prestación de servicios que la administración pública presta en régimen de monopolio de hecho o de derecho.

Los elementos que caracterizan a la tasa, son fundamentalmente dos: por un lado, la relación existente entre el hecho imponible y la actividad realizada por la Administración o la utlilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público, y por otro, la individualización de esta actividad, utilización o aprovechamiento, que debe referirse, afectar o beneficiar al sujeto pasivo.

De acuerdo con lo anterior, tenemos dos diferentes presupuestos de hecho que constituyen hecho imponible de una tasa.

A.  Tasas por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público.

La utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público, previa la concesión o autorización pertinente, es el primer supuesto de hecho que puede constituir el hecho imponible de una tasa. En ambos casos se está gravando la utilidad especial y privada que el contribuyente obtiene del uso del dominio público, (por ejemplo, extracción de áridos del lecho de un río, uso de la vía pública para instalar una terraza, explotación de una cantera pública, etc...) bien entendido que cuando ese aprovechamiento no es privativo ni especial, sino general, no procede la exigencia de ninguna tasa (por ejemplo, por el uso de las carreteras).

B.  Tasas por prestación de servicios o la realización de actividades en régimen de derecho público.

Los elementos que caracterizan este tipo de tasas son, por un lado, la relación existente entre el hecho imponible y la actividad realizada por la Administración, y por otro, la individualización de esta actividad que debe referirse, afectar o beneficiar al sujeto pasivo.

a. La actividad realizada por la Administración.

El hecho imponible de la tasa está constituido por la realización por parte de la Administración o de otro Ente Público de una actividad consistente en la prestación de un servicio o en la realización de cualquier otra actividad en régimen de Derecho público, siempre que concurran las dos circunstancias siguientes:

 Que los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria para los administrados.

A estos efectos no se considerará voluntaria la solicitud por parte de los administrados:


	
- Cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias. 

	
- Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida privada o social del solicitante. 



 Que dicha actividad no se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a favor del sector público conforme a la normativa vigente.

Cuando concurren cualquiera de los dos requisitos, la contraprestación tiene la naturaleza de tasa.

Cuando no concurre ninguno de los dos estaremos en presencia de un precio publico o de otro tipo de prestación patrimonial.

b. Individualización de la actividad administrativa.

El servicio prestado o la actividad realizada por la Administración debe referirse, afectar o beneficiar particular e individualizadamente al sujeto pasivo.

Según la concepción tradicional, la tasa se fundamenta en el principio del beneficio (en la concepción legal basta con que la actuación administrativa se refiera o afecte al sujeto pasivo aunque no le "beneficie") y es la contraprestación pagada por el sujeto pasivo por una actividad de la Administración que le afecta o beneficia. Aunque la doctrina moderna insiste en que no puede hablarse con precisión de "contraprestación", ya que la tasa, como el resto de tributos, es una prestación patrimonial coactiva que tiene su fuente en la ley, lo cierto es que la idea de contraprestación aparece una y otra vez ligada al concepto de tasa. Sólo así se entiende el principio de equivalencia regulado en la NF de Tasas y Precios Públicos, según el cual las tasas tenderán a cubrir el coste del servicio o de la actividad que constituya su hecho imponible.

Obsérvese que, de acuerdo con este principio, se equiparan prestaciones (actividad o servicio publico) y contraprestación (tasa) y ello con independencia de que la tasa no exija el concurso de la voluntad del sujeto pasivo ni en la configuración del hecho imponible ni en la cuantía de la contraprestación.






Las contribuciones especiales.


 La letra b) del apartado 2 del artículo 16 de la NFGT establece que las contribuciones especiales son aquellos tributos cuyo hecho imponible consiste en la obtención por el obligado tributario de un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes, como consecuencia de la realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación de servicios públicos.

Las contribuciones especiales, al igual que las tasas, están basadas en el fundamentalmente principio del beneficio, a diferencia de los impuestos que descansan básicamente en el principio de capacidad contributiva. Todo ello, naturalmente sin perjuicio de que el principio de capacidad contributiva debe impregnar, por imperativo constitucional, todo el sistema tributario.

En la contribución especial se aprecia con mayor claridad el principio de beneficio, al exigir el texto legal que de la actuación administrativa se derive para el sujeto pasivo un beneficio o un aumento del valor de sus bienes.

Los elementos que caracterizan a las contribuciones especiales son fundamentalmente tres: la realización por la Administración de una actividad, la obtención por el particular de un beneficio especial y el destino de las cantidades recaudadas.

A.  Actividad realizada por la Administración.

La actividad realizada por la Administración debe consistir en la realización de una obra pública o en el establecimiento o ampliación de un servicio público. En ambos casos se trata de una actividad inversora de la Administración, a diferencia de la actividad que constituye el hecho imponible de las tasas, que es una actividad de funcionamiento corriente.

La norma foral reguladora de las Haciendas Locales, establece la compatibilidad entre las tasas y las contribuciones especiales al disponer que las tasas por la prestación de servicios no excluyen la exacción de contribuciones especiales por el establecimiento o ampliación de los mismos.

B.  Obtención por el particular de un beneficio especial o de un aumento del valor de sus bienes.

La actividad inversora de la Administración debe producir al particular un beneficio especial o un aumento del valor de sus bienes.

El beneficio particular, localizado en el sujeto pasivo de la contribución especial, debe ser determinado, evaluable económicamente y distinto del beneficio común o general que produce siempre toda actividad inversora de la Administración Pública u otro Ente Público. Por eso las contribuciones especiales se han convertido en un tributo característico de las Corporaciones locales, ya que solo en las obras pequeñas de carácter local (asfaltado de una calle, instalación de alumbrado...) es posible determinar y evaluar el beneficio particular, mientras que en las grandes obras públicas características del Estado y de las CCAA, es dificil individualizar dicho beneficio, aunque se sepa que existe (por ejemplo, revalorización de inmuebles en una ciudad como consecuencia del trazado de una línea férrea de alta velocidad).

Sin embargo, la base imponible de la contribución especial no se relaciona con el aumento del valor de los bienes del particular (manifestación del principio de capacidad económica), sino con el coste que la Administración Pública ha soportado (manifestación del principio del beneficio). Así, el artículo 32 de la Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales, dispone que la base imponible de las contribuciones especiales estará constituida, como máximo, por el 90 por 100 del coste que la Entidad local soporte por la realización de las obras o por el establecimiento o ampliación de los servicios.

C.  Destino de las cantidades recaudadas por contribuciones especiales.

Con carácter general el rendimiento de los tributos se destina a cubrir los gastos generales de la Administración que los recauda (Estado, Territorio Histórico, Comunidad Autónoma o Corporación Local).

La excepción a esta regla general se encuentra en las contribuciones especiales exigidas por las Corporaciones Locales, ya que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 30.3 de la Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales, las cantidades recaudadas por contribuciones especiales sólo podrán destinarse a sufragar los gastos de la obra o del servicio por cuya razón se hubiesen exigido.






Los precios públicos.


 Los precios públicos constituyen una categoría de ingresos públicos creada por las normas forales de tasas y precios públicos. Aunque no son tributos, su carácter fronterizo con las tasas aconseja que se mencionen en este capítulo.

El artículo 23 de la Norma Foral 9/2018, de 27 de junio, de Tasas y Precios Públicos del Territorio Histórico de Alava establece que tendrán esta consideración las contraprestaciones pecuniarias que se satisfagan por la prestación de servicios o la realización de actividades administrativas efectuadas en régimen de derecho público cuando, prestándose también tales servicios o actividades por el sector privado, sean de solicitud voluntaria por parte de los administrados.

En esta definición, que se adapta a los pronunciamientos de la Sentencia del TC 185/95, de 14-22-95, la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público, dejan de ser supuestos que dan lugar a la exacción de un precio público.

La lectura del artículo citado pone de manifiesto el carácter fronterizo entre las tasas y los precios públicos.

Al carecer los precios públicos de naturaleza tributaria o de prestación patrimonial de carácter público su fijación se realiza por Decreto Foral de la Diputación.

En la Norma Foral reguladora de las Tasas y Precios Públicos de Álava se contiene de forma expresa que, el establecimiento o modificación de la cuantía de los precios públicos se hará por Decreto Foral.

Las contraprestaciones que con arreglo a la Sentencia TC 185/95, de 14-12-95, anteriormente citada y, en base a los preceptos referidos, no son precios públicos, pero que tampoco están incluidas en la definición de tasas, son denominados prestaciones patrimoniales de carácter público.






Las prestaciones patrimoniales de carácter público.


 La CE en su artículo 31.3 dispone que sólo podrán establecerse prestaciones patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley, pero no define lo que son prestaciones patrimoniales de carácter público.

La doctrina ha establecido que tanto los tributos como las cotizaciones a la Seguridad Social constituyen prestaciones patrimoniales de carácter público, aunque no agotan el concepto, es decir que pueden existir prestaciones patrimoniales de carácter público distintas de las anteriores.

El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 185/95 ha precisado que una prestación patrimonial resulta coactivamente impuesta cuando:


	
a. El supuesto de hecho que da lugar a la obligación no ha sido realizado de forma libre y espontánea por el sujeto obligado.


	
b. La libertad o la espontaneidad exigida en la realización del hecho imponible y en la decisión de obligarse no ha sido real y efectiva.


	
c. La prestación pecuniaria deriva de la utilización de bienes, servicios o actividades prestadas o realizadas por los entes públicos en posición de monopolio de hecho de o de derecho.




Con arreglo a estos criterios, el TC ha configurado como prestaciones patrimoniales de carácter público que deben establecerse por ley:


	
a. Las que se derivan de la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público.

	
b. Las que derivan de servicios prestados por los servicios públicos postales.

	
c. Las que derivan de servicios prestados por el sector público en posición de monopolio de hecho o de derecho.



En la normativa tributaria se hace una referencia expresa a las prestaciones patrimoniales de carácter público.

La Disposición Adicional Primera de la NFGT establece que son prestaciones patrimoniales de carácter público aquellas a las que se refiere el artículo 31.3 de la Constitución que se exigen con carácter coactivo, matizando que podrán tener carácter tributario o no tributario.

Tendrán la consideración de tributarias las prestaciones patrimoniales de carácter público que tengan la consideración de tasas, contribuciones especiales e impuestos a las que se refiere el artículo 16 de la NFGT.

Serán prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario las demás prestaciones que exigidas coactivamente respondan a fines de interés general.

En particular, se considerarán prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias aquellas que teniendo tal consideración se exijan por prestación de un servicio gestionado de forma directa mediante personificación privada o mediante gestión indirecta.

En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de obras o la prestación de servicios, en régimen de concesión o sociedades de economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades de capital íntegramente público y demás fórmulas de derecho privado.

Asimismo, en la normativa tributaria reguladora de las haciendas locales, se hace referencia a las prestaciones patrimoniales de carácter público (artículo 23.7 del texto refundido de la Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales de Alava, aprobado por Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de setiembre):

	 "Las contraprestaciones económicas establecidas coactivamente que se perciban por la prestación de los servicios públicos a que se refiere el apartado 4 de este artículo, realizada de forma directa mediante personificación privada o mediante gestión indirecta, tendrán la condición de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario conforme a lo previsto en el artículo 31.3 de la Constitución.En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de obras o la prestación de servicios, en régimen de concesión, sociedades de economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades de capital íntegramente público y demás fórmulas de Derecho privado.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Contratos del Sector Público, las contraprestaciones económicas a que se refiere este apartado se regularán mediante ordenanza. Durante el procedimiento de aprobación de dicha ordenanza las entidades locales solicitarán informe preceptivo de aquellas Administraciones Públicas a las que el ordenamiento jurídico les atribuyera alguna facultad de intervención sobre las mismas."









Principio de no afectación de los tributos.


 Se dice que un ingreso está afectado a un fin determinado cuando el producto de su recaudación se dedica exclusivamente a financiar ese fin (por ejemplo, las cotizaciones a la Seguridad Social constituyen un ingreso afectado a los gastos en sanidad, pensiones y otros de la Seguridad Social).

En el ámbito tributario foral rige el principio de no afectación, según el cual el rendimiento de los tributos exaccionados por la Diputación Foral se destinará a cubrir sus gastos generales y al cumplimiento de las obligaciones que se deriven del Concierto Económico y del Estatuto de Autonomía, a menos que, a título excepcional y mediante una norma foral, se establezca una afectación concreta.

El principio de no afectación se complementa con el principio de unidad de caja pues la integración de toda la recaudación tributaria en una caja única es el medio que permite destinar esos recursos, sin discriminación por razón de su origen, al sostenimiento de los gastos públicos.

El principio de no afectación de los tributos resulta también de aplicación a las Comunidades Autónomas de régimen común y a las Corporaciones locales.

La excepción a dicho principio, en el ámbito local, está constituida por las contribuciones especiales, ya que en las respectivas normas forales reguladoras de las haciendas locales, se establece que, las cantidades recaudadas por contribuciones especiales sólo podrán destinarse a sufragar los gastos de la obra o del servicio por cuya razón se hubiesen exigido.

Esta excepción al principio general está recogida en el art. 33.3 del texto refundido de Haciendas Locales, aprobado por Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de setiembre.

El principio de no afectación puede excepcionarse, de modo que la norma foral reguladora de algún tributo concreto puede establecer que los rendimientos correspondientes se destinen a un fin concreto.







Sección segunda. La relación jurídico-tributaria

La relación jurídico-tributaria




La relación jurídico-tributaria y la función tributaria.


 La relación jurídico-tributaria se ha concebido por la doctrina como un conjunto de vínculos y relaciones de contenido tributario que nacen entre la Administración y los particulares cuando se cumple el presupuesto de hecho fijado por la norma tributaria (hecho imponible). Dicho en otras palabras, la realización del hecho imponible hace nacer por mandato de la ley, para el sujeto pasivo, un conjunto de vínculos y obligaciones (también alguna para la Administración) cuyo núcleo esencial es la obligación de pagar una cantidad de dinero (deuda tributaria) y la obligación de cumplir determinadas obligaciones formales relacionadas con aquella.

La unificación del fenómeno tributario en torno a la relación jurídico-tributaria ha permitido distinguir entre Derecho Tributario material, conjunto de normas sustantivas que regulan la relación jurídico tributaria y, en particular, las obligaciones tributarias, y Derecho tributario formal o procedimental, conjunto de normas que regulan los procedimientos establecidos para el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

El aumento de la complejidad de los vínculos y relaciones de contenido tributario y la aparición de obligaciones tributarias no relacionadas directamente con el hecho imponible (obligación de retener, obligación de suministrar información sobre terceros) ha hecho nacer una concepción doctrinal que trata de explicar el fenómeno tributario mediante categorías o conceptos propios o específicos del Derecho Público, como son los de función o procedimiento.

Según este planteamiento (Pérez Royo) las normas tributarias tienen por objeto la regulación de un ámbito de la actividad administrativa encaminada a servir un interés general (art. 103 de la CE) consistente en asegurar la efectiva contribución de todos los ciudadanos al sostenimiento de los gastos públicos (art. 31 CE). A este ámbito de actividad administrativa se le denomina función tributaria. En su desarrollo surgirán, de acuerdo con la norma, situaciones jurídicas diversas que determinarán derechos y obligaciones tanto para la Administración como para los ciudadanos. El ejercicio de estos derechos y el cumplimiento de las obligaciones se realizará en el seno de correspondientes procedimientos tributarios, de modo que la Administración y los ciudadanos se relacionan entre si, no como sujetos activo y pasivo de una relación jurídica, sino como sujetos de un procedimiento.







La relación jurídico-tributaria en la NFGT.


 El apartado 1 del artículo 17 de la NFGT establece que:

["1. Se entiende por relación jurídico-tributaria el conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades originados por la aplicación de los tributos."]


La NFGT ha recogido el concepto clásico de relación jurídico-tributaria al configurarla como un conjunto de vínculos y relaciones de contenido tributario que nacen entre la Administración y los particulares cuando se cumple el presupuesto de hecho fijado por la norma tributaria (hecho imponible).

Así, la realización del hecho imponible hace nacer por mandato de la norma, para el sujeto pasivo, un conjunto de obligaciones de contenido pecuniario y deberes (de contenido no pecuniario, y para la Administración un conjunto de derechos (correlativos a las obligaciones) y de potestades, poderes conferidos por la norma para la consecución del interés público.






La relación jurídico-tributaria. Obligaciones materiales y obligaciones formales. NFGT. Álava.


 Según dispone el apartado 2 del artículo 17 de la NFGT, de la relación jurídico-tributaria pueden derivarse obligaciones materiales y formales para el obligado tributario y para la Administración, así como la imposición de sanciones tributarias en caso de su incumplimiento.

a.  Obligaciones materiales.

Las obligaciones materiales tienen un carácter pecuniario.

De acuerdo con lo establecido en la NFGT son obligaciones tributarias materiales las siguientes:


	
i. Las de carácter principal: la cuota.

	
ii. Las de realizar pagos a cuenta: pagos fraccionados, retenciones e ingresos a cuenta.

	
iii. Las establecidas entre particulares resultantes del tributo: repercusión y obligaciones de soportar la repercusión, la retención y el ingreso a cuenta.

	
iv. Las accesorias: intereses, recargos por declaración extemporánea y del período ejecutivo.



B.  Obligaciones formales.

Las obligaciones formales son aquellas que no tienen un carácter pecuniario.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 17 de la la NFGT son obligaciones tributarias formales las que, sin tener carácter pecuniario, son impuestas por la normativa tributaria a los obligados tributarios, deudores o no del tributo, y cuyo cumplimiento está relacionado con el desarrollo de actuaciones o procedimientos tributarios.

Los elementos básicos de las obligaciones tributarias formales son los siguientes:

a.  Carácter no pecuniario.

La NFGT recoge expresamente en la redacción del artículo que es objeto del presente comentario, que estas obligaciones no pueden tener en ningún caso carácter pecuniario.

b.  Impuestas por la normativa tributaria.

Estas obligaciones deben venir impuestas por la normativa tributaria, sin que la Administración tributaria las pueda exigir en otro caso.

Las obligaciones de presentar declaraciones y autoliquidaciones deben venir impuestas por Norma Foral por tratarse de supuestos de reserva de norma, de acuerdo con lo establecido en la letra h) del artículo 7 de la NFGT. Sobre el resto no se pronuncia la NFGT, que solo se refiere a las obligaciones que pueden establecerse legalmente.

c.  Carácter autónomo de las obligaciones formales.

De acuerdo con el principio aplicable durante la vigencia de la anterior NFGT, las obligaciones formales, en tanto se relacionarán con las obligaciones tributarias de pago del propio obligado a formalizar aquellas, se configuraban con el carácter de accesorias de la obligación principal o de pago, de forma que no podían exigirse una vez expirado el plazo de prescripción de la acción administrativa para hacer efectiva la obligación principal.

La actual NFGT ya no se refiere al carácter accesorio de las obligaciones formales, sino que se limita a señalar que su cumplimiento está relacionado con el desarrollo de actuaciones o procedimientos tributarios o aduaneros.

En consecuencia, para la NFGT las obligaciones formales tienen carácter autónomo de la obligación principal.

Efectos de la prescripción en relación con las obligaciones formales.

El precepto debe ponerse en relación con la regulación de los efectos de la prescripción sobre las obligaciones formales contenida en el artículo 69 de la NFGT 6/2005 de Álava.

En este sentido, el referido artículo establece que:


	
i. Las obligaciones formales vinculadas a otras obligaciones tributarias del propio obligado sólo podrán exigirse mientras no haya expirado el plazo de prescripción del ejercicio de la potestad para determinar estas últimas. 

	
ii. A efectos del cumplimiento de las obligaciones tributarias de otras personas o entidades, las obligaciones de conservación y suministro de información deberán cumplirse en el plazo previsto en la normativa mercantil o en el plazo de exigencia de sus propias obligaciones formales al que se refiere el apartado anterior, si este último fuese superior. El artículo 30 del Código de Comercio establece como plazo obligatorio el de 6 años, de conservación de la documentación comercial o mercantil. 





C.  Obligaciones formales en la NFGT de Alava.

El El artículo 29 de la NFGT 6/2005 de Álava contiene una relación, no cerrada, de las obligaciones tributarias formales que deben cumplimentar los obligados tributarios.

Las obligaciones formales reguladas en las NFGT de Alava resultan de aplicación a todos los tributos, sin perjuicio de las obligaciones particulares que establezcan otras normas tributarias.

En consecuencia, además de las restantes que puedan legalmente establecerse, los obligados tributarios, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29 citado, deberán cumplir las siguientes obligaciones:

a.  Obligaciones de índole censal.

Consiste en la obligación de cualquier persona o entidad que desarrolle o vaya a desarrollar actividades empresariales o profesionales, o satisfaga rendimientos sujetos a retención, de comunicar a la Administración tributaria, a través de las correspondientes declaraciones censales, el comienzo, las modificaciones y el cese en el desarrollo de tales actividades.

Actualmente, la obligación de presentar declaraciones censales se regula en la DisposiciónAdicional Tercera de la NFGT 6/2005 de Alava. La referida Disposición Adicional regula además el contenido mínimo de la declaración censal de alta.

	 - En el Territorio Histórico de Alava, es estableció inicialmente la obligación en el artículo 24 del Decreto Foral Normativo 17/1989, de 17 de enero, por el que se aprueban diversas medidas para adaptar al régimen fiscal alaves las modificaciones introducidas en el sistema tributario por la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1989.Estas obligaciones se desarrollan en el Decreto Foral 3/2011, de 25 de enero, que regula el Censo de los Contribuyentes y obligaciones censales 




b.  Obligación de utilizar y comunicar el número de identificación fiscal (NIF).

La NFGT 6/2005 de Álava ha incluido esta obligación entre su articulado, estableciendo la obligación de solicitar y utilizar el número de identificación fiscal para los obligados tributarios en sus relaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria.

Actualmente, la obligación de utilizar un número de identificación fiscal se regula en la Disposición Adicional Cuarta de la NFGT 6/2005 de Álava . La referida Disposición Adicional regula además el contenido mínimo de la declaración censal de alta.

	 - En el Territorio Histórico de Alava, se estableció inicialmente la obligación en la Disposición Adicional Cuarta del Decreto Foral Normativo de Urgencia Fiscal 2/1997, de 21 de enero, por el que se adapta la fiscalidad del Territorio Histórico a la Ley 12/1996, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1997.Se desarrolla en el Decreto Foral 71/2008, de 8 de julio, que regula las obligaciones relativas al número de identificación fiscal y su composición.




c.  Obligación de presentar declaraciones.

La NFGT 6/2005 de Alava establece la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones.

Las declaraciones a que se refiere este precepto están reguladas en la normativa propia de cada tributo, generalmente manifestaciones o reconocimientos ante la Administración tributaria de que se han dado o producido las circunstancias o elementos integrantes de un hecho imponible, así como las valoraciones de estos elementos que permitan determinar la base imponible.

La obligación de autoliquidar e ingresar la deuda resultante debe ser establecida por norma foral, y se contiene en las normas propias de cada tributo.

d.  Obligaciones de índole contable y registral.

La NFGT de Alava establece la obligación de llevar y conservar libros de contabilidad y registros, así como los programas, ficheros y archivos informáticos que les sirvan de soporte y los sistemas de codificación utilizados que permitan la interpretación de los datos cuando la obligación se cumpla con utilización de sistemas informáticos.

Se deberá facilitar la conversión de dichos datos a formato legible cuando la lectura o interpretación de los mismos no fuera posible por estar encriptados o codificados.

En todo caso, los obligados tributarios que deban presentar autoliquidaciones o declaraciones por medios telemáticos deberán conservar copia de los programas, ficheros y archivos generados que contengan los datos originarios de los que deriven los estados contables y las autoliquidaciones o declaraciones presentadas.

La citada NFGT no establece ninguna obligación específica de índole contable o registral aplicable a todos los obligados tributarios, sino que se remite para ello a otras normas tributarias.

Son las normas forales de los tributos (IRPF, IS, IVA) las que en algunos supuestos, establecen la obligación de los sujetos pasivos de llevar contabilidad mercantil ajustada al Código de Comercio o determinados libros registro que la propia normativa define.

Respecto a la contabilidad mercantil, hay que precisar que sólo constituye una obligación específicamente tributaria cuando una norma tributaria la establece como tal. Quiere ello decir que no basta con que el Código de Comercio regule la obligación de todo comerciante de llevar contabilidad mercantil, pues tal obligación no tiene, por sí misma, carácter tributario.

e.  Obligaciones de facturación.

La NFGT de Alava establece como obligación formal la obligación de expedir y entregar facturas o documentos sustitutivos y conservar las facturas, documentos y justificantes que tengan relación con sus obligaciones tributarias.

Al igual que sucede con las obligaciones de índole contable y registral, la NFGT no establece ninguna obligación específica de facturación aplicable a todos los obligados tributarios, sino que se remite para ello a otras normas tributarias.

Son las normas forales de los tributos (IVA) las que en algunos supuestos, establecen la obligación de los sujetos pasivos de expedir y entregar factura por las operaciones que realicen.

	  En el Territorio Histórico de Alava, esta obligación se desarrolla normativamente en el Reglamento por el que se aprueban las obligaciones de facturación, aprobado por el Decreto Foral 18/2013, de 28 de mayo.




f.  Obligación de proporcionar información.

La NFGT de Alava establece la obligación de aportar a la Administración tributaria libros, registros, documentos o información que el obligado tributario deba conservar en relación con el cumplimiento de las obligaciones tributarias propias o de terceros, así como cualquier dato, informe, antecedente y justificante con trascendencia tributaria, a requerimiento de la Administración o en declaraciones periódicas. Cuando la información exigida se conserve en soporte informático deberá suministrarse en dicho soporte cuando así fuese requerido.

Los sujetos pasivos están obligados a proporcionar a la Administración tributaria los datos, informes, antecedentes y justificantes que tengan relación con el hecho imponible. E incluso, en el caso de los obligados a presentar declaraciones o declaraciones-liquidaciones por vía telemática, tienen la obligación de conservar copia de aquellos programas y ficheros que contengan los datos originarios.

Esta obligación de información es complementaria de la obligación de presentar declaraciones, mencionada en la letra anterior, ya que la información proporcionada servirá, normalmente, para comprobar que las declaraciones presentadas son veraces y completas.

En la anterior NFGT se regulaban por separado las obligaciones de información sobre datos del propio obligado tributario, por un lado, y de terceros, por otro.

La nueva NFGT regula ambas obligaciones en el mismo precepto al establecer la obligación de aportar a la Administración tributaria libros, registros, documentos o información que el obligado tributario deba conservar en relación con el cumplimiento de las obligaciones tributarias propias o de terceros. No obstante, el contenido de la obligación de suministrar información relevante para determinar las obligaciones tributarias de terceras personas se regula por separado en el  artículo 29 de la NFGT 6/2005 de Álava.

g.  Obligación de colaborar con la Administración tributaria.

La NFGT de Alava establece la obligación de facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones administrativas.

Aunque la citada NFGT no lo dice expresamente, se deduce del contexto que esas inspecciones y comprobaciones deben estar relacionadas con la situación tributaria del sujeto inspeccionado. No existe en la NFGT ningún precepto que imponga la obligación específica de facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones relacionadas con la situación tributaria de terceras personas, mas allá de facilitar información.

h.  Obligación de entregar certificado de retenciones.

La NFGT de Alava establece la obligación de entregar un certificado de las retenciones o ingresos a cuenta practicados a los obligados tributarios perceptores de las rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta.

i. Obligación de facturación de acuerdo con determinados medios.

En la NFGT de Alava se añade un último supuesto de obligación formal, la obligación de facturación de acuerdo con determinados dispositivos o medios y la remisión de esta facturación a la Administración dentro del plazo que se establezca reglamentariamente.

D.  Sanciones.

La NFGT considera que la sanción no es una obligación de carácter material, aunque pueda consistir en una multa y tener, por tanto, carácter pecuniario.

Al hacerlo así, se separa de la concepción de la anterior NFGT, que integraba la sanción como una parte de la deuda tributaria, y ha venido a recoger la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del resto de los tribunales, que no consideran el pago de la sanción tributaria como una contribución al sostenimiento de los gastos públicos, en el sentido del artículo 31 de la CE, sino como la consecuencia jurídica de una acción tipificada como infracción administrativa que se rige por los principios del derecho sancionador distintos de los del derecho tributario.

En definitiva, la NFGT ha plasmado a nivel normativo la diferencia conceptual entre las cantidades exigidas a titulo de tributo, incluidas las accesorias (de carácter indemnizatorio), y las cantidades exigidas en base a normas de naturaleza represiva o punitiva, como son las sanciones. Esta diferenciación no solo tiene trascendencia conceptual. La diferente naturaleza de ambas prestaciones supone que la actuación de la Administración tributaria será distinta en el ámbito del procedimiento sancionador y en el resto de procedimientos tributarios. En aquel, sus facultades de autotutela, tanto declarativa como ejecutiva se verán sustancialmente moduladas. En este sentido basta recordar la aplicación, con matices, de los principios propios del derecho sancionador, tipicidad, antijurididad y culpabilidad, o la no ejecución de las sanciones en tanto no sean firmes en vía administrativa.






Indisponibilidad de las obligaciones tributarias.


 El apartado 5 del artículo 17 de la NFGT establece que:

["5. Los elementos de la obligación tributaria no podrán ser alterados por actos o convenios de los particulares, qu.e no producirán efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias jurídico-privadas."]


La jurisprudencia del Tribunal Supremo, en relación con este precepto, ha establecido (Sentencia de 13-03-87) que nuestro ordenamiento financiero no excluye nunca y en ocasiones contempla explícitamente (como en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, artículo 5.2 de la Norma Foral reguladora del Impuesto) la traslación voluntaria de la deuda impositiva por vía convencional, que significa una subrogación con eficacia entre los contratantes, pero no supone la novación subjetiva ni la equiparación de esta situación a la del sustituto, cuyo origen es legal y nunca obligacional. Tales pactos entre los obligados al pago del impuesto y cualesquiera otras personas al margen de la relación jurídica tributaria, pactos lícitos dentro del ámbito de la autonomía de la voluntad y, por ello válidos, carecen sin embargo de eficacia para alterar la posición jurídica configurada por la NFGT, que lo prohibe en su artículo 17. Nunca perderá su condición de sujeto pasivo pues, quien legalmente deba soportar la carga tributaria, aunque realice su traslación a otros obligados tributarios (art. 36.1 NFGT) porque se trata de una típica cuestión de orden público, no abandonada al criterio subjetivo o a la conveniencia de los particulares o de la misma Administración, sujeta en su actuación al principio de legalidad (arts. 9 y 103 CE).

En conclusión, puede afirmarse que los pactos entre particulares, con independencia de que se documenten en documento público o privado, en los que se altera la posición del sujeto pasivo y los demás elementos de la obligación tributaria (por ejemplo: un tercero se compromete a pagar la deuda tributaria, se cede onerosamente el derecho a una devolución tributaria, se exime de responsabilidad a un responsable, se asume la responsabilidad por quien según la ley no lo es, etc....) son irrelevantes para la Administración tributaria, que seguirá dirigiéndose a quien, según la norma, ocupa esa posición determinada (contribuyente, sujeto pasivo, responsable...). Eso no significa que tales pactos sean nulos o ineficaces, sino solamente que carecen de relevancia en el ámbito tributario, por lo que el sujeto interesado podrá exigir el cumplimiento del pacto o convenio en el ámbito jurídico-privado, pero no a la Administración tributaria.

Como excepción a este principio general de la indisponibilidad de la obligación tributaria, hay que señalar lo dispuesto en el artículo  61.6 de la NFGT, en el que se establece que:


["6. En los supuestos en los que la Norma Foral de cada tributo lo establezca, el ingreso de la deuda de un obligado tributario podrá suspenderse total o parcialmente, sin aportación de garantía y a solicitud de éste, si el mismo u otro obligado presenta una declaración o autoliquidación de la que resulte una cantidad a devolver, con indicación de que el importe de la devolución que pueda ser reconocido se destine a la cancelación de la deuda cuya suspensión se pretende.

El importe de la deuda suspendida no podrá ser superior a la devolución solicitada. La deuda suspendida quedará total o parcialmente extinguida en el importe que proceda de la devolución reconocida, sin que sean exigibles intereses de demora sobre la deuda cancelada con cargo a la devolución."]



En este supuesto, cuando se trata de devolución de un tercero, puede hablarse de la admisión de un acuerdo entre particulares (cesión del crédito tributario), que aún de forma parcial, alteraría la posición juridica de los respectivos sujetos pasivos.






Obligaciones tributarias en el marco de la asistencia mutua. NFGT de Álava


 El artículo 29 bis de la NFGT de Álava regula la posibilidad de que se establezcan obligaciones tributarias cuya especificidad vendrá determinada porque se encuadren en el ámbito de la asistencia mutua.

El referido apartado establece que en el marco de la asistencia mutua podrán establecerse obligaciones tributarias a los obligados tributarios, cualquiera que sea su objeto.

En realidad se trata de algún tipo de obligación tributaria de las contempladas en el número 3 del presente comentario, con la peculiaridad de que se establece dentro del ámbito de la asistencia mutua. La asistencia mutua se define en el artículo 1 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.

En el caso de incumplimiento de estas obligaciones por los obligados tributarios, podrán imponerse las sanciones tributarias establecidas en la normativa aplicable.







Indisponibilidad del crédito tributario




Indisponibilidad del crédito tributario e indisponibilidad de las obligaciones tributarias.


 El artículo 18 de la NFGT regula la indisponibilidad del crédito tributario, mientras que el artículo 17.5 regula la indisponibilidad de las obligaciones tributarias.

El núcleo de ambas regulaciones es el mismo, las obligaciones tributarias materiales y formales derivan directamente de la norma foral que determina su nacimiento, su cuantía y los obligados al pago y al cumplimiento de las obligaciones formales. Por ello las obligaciones tributarias no se ven afectadas por la voluntad de las partes sea esta la Administración tributaria (sujeto activo) o los sujetos pasivos, de modo que los pactos entre las partes no afectan ni a la cuantía de las obligaciones tributarias materiales, ni a las obligaciones formales, ni a las personas obligadas a cumplirlas.

En esta contexto la regulación de los artículos 17 y 18 de la NFGT se refiere a cuestiones relacionadas pero distintas.

El artículo 18 regula la indisponibilidad del crédito tributario, es decir la cuantía de la deuda tributaria, que no puede ser modificada mediante pactos entre la Administración y los contribuyentes. En este sentido, y tomando como concepto de la deuda tributaria el contenido en el artículo 57 de la NFGT, puede afirmarse que el crédito tributario es el derecho de crédito del que es titular un ente público y que le autoriza a exigir del obligado tributario el importe económico al que asciende la cuota de la obligación tributaria, sea o no principal, así como las obligaciones pecuniarias accesorias.

Por su parte, el artículo 17.5 de la NFGT regula la indisponibilidad de las obligaciones tributarias, de modo que los obligados a cumplirlas no pueden pactar con terceras personas su cumplimiento.







La indisponibilidad del crédito tributario.


 El artículo 18 de la NFGT establece que:

["El crédito tributario es indisponible salvo que por Norma Foral se establezca otra cosa."]


Como se ha dicho, el artículo transcrito establece que, naciendo el crédito tributario directamente de la norma foral, no es posible que la Administración tributaria disponga de este crédito como si se tratara de un crédito ordinario, del cual puede disponer el acreedor para, por ejemplo, enajenarlo, condonarlo en todo o en parte, aplazarlo, etc.

La indisponibilidad del crédito tributario se regula de forma idéntica a la contenida en este artículo en las normas forales reguladoras del régimen presupuestario del Territorio Histórico.

La indisponibilidad del crédito tributario limita las posibilidades de arbitrar fórmulas en las que la Administración tributaria actué discrecionalmente afectando a la cuantía del propio crédito tributario. En la medida en que estas fórmulas se han demostrado útiles para, entre otros efectos, reducir la litigiosidad o asegurar la viabilidad de empresas, la propia NFGT establece la posibilidad de que las normas forales excepcionen este principio de indisponibilidad de crédito tributario. Así sucede, por ejemplo, en los siguientes supuestos:

A.  Procedimientos concursales.

El apartado 4 del artículo 168 de la NFGT regula la posibilidad de que la Hacienda Pública acepte la transacción sobre créditos tributarios, siempre dentro de un procedimiento concursal. En este sentido se establece que la Hacienda Pública podrá suscribir en el curso de estos procesos concursales los acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal, así como acordar, de conformidad con el deudor y con las garantías que se estimen oportunas, unas condiciones singulares de pago, que no pueden ser más favorables para el deudor que las recogidas en el convenio o acuerdo que ponga fin al proceso judicial.

En definitiva, la suscripción de estos convenios dentro de los procedimientos concursales puede suponer la transacción, tanto sobre sobre la cuantía de la deuda como sobre la exibilidad de la misma (acuerdos de quita y acuerdos de espera).

B.  Acuerdos previos de valoración.

El artículo 86 de la NFGT regula los acuerdos previos de valoración. En la medida en que, como sucede en otros paises, la Administración "acuerde" con el contribuyente el valor que debe darse a efectos fiscales a rentas, productos, bienes, gastos y demás elementos de la base imponible, está afectando a la cuantía de la deuda tributaria.

C.  Propuestas previas de tributación.

Los artículos 87 y 88 de la NFGT regulan las propuestas previas de valoración. Al igual que en los acuerdos previos de valoración, en las propuestas previas de tributación se llega a un "acuerdo" con el obligado tributario que evidentemente va a afectar a la cuantía del crédito tributario.

En estos casos el acuerdo tiene un contenido más amplio en tanto que afecta a todas las obligaciones tributarias derivadas de operaciones de especial trascendencia o complejidad.







Sección tercera. Las obligaciones tributarias materiales

SubSección 1ª. La obligación tributaria principal

Obligación tributaria principal




Obligación tributaria principal.


 El artículo 19 de la NFGT establece que:

["La obligación tributaria principal tiene por objeto el pago de la cuota tributaria."]


Por su parte, el artículo 16.1 de la NFGT dispone que:

["Los tributos son ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración pública como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la Norma Foral vincula el deber de contribuir, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos."]


Si la finalidad principal de los tributos es allegar recursos para financiar el gasto público, parece lógico que la obligación tributaria principal sea la de pagar la cuota o cantidad económica en que se traduce esa contribución a los gastos públicos.

Pagar la couta tributaria en que se traduce la obligación principal es el deber más importante, pero no es el unico. El deudor tributario tiene que cumplir esta obligación principal pero no puede hacerlo de cualquier manera sino que, como cualquier otro deudor, debe cumplir en tiempo y debe hacerlo en forma.

Además de esta obligación principal, el deudor tributario puede estar sujeto a otras obligaciones como son las obligaciones a cuenta y entre particulares (artículos 23 y 24 NFGT), las accesorias (artículo 25 NFGT) y las formales.

El sujeto obligado a cumplir esta obligación principal se denomina "sujeto pasivo", condición que puede ostentar a título de contribuyente o de sustituto de esté, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 36 NFGT.

El concepto y componentes de la cuota tributaria se regula en el artículo 55 de la NFGT (ver comentario relacionado).








Hecho imponible




El hecho imponible.


 A.  Concepto.

El apartado 1 del artículo 20 de la NFGT da una definición legal del hecho imponible al disponer que el hecho imponible es el presupuesto fijado por la Norma Foral para configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria principal.

La doctrina (F. Sainz de Bujanda) había definido el hecho imponible como aquel hecho, hipotéticamente previsto en la norma, que se genera al realizarse la obligación tributaria.

B.  Naturaleza del hecho imponible.

La NFGT no hece referencia a la naturaleza del hecho imponible.

La doctrina científica ha determinado que el hecho imponible, en tanto es definido por la norma tributaria como elemento configurador de un tributo, tiene siempre naturaleza jurídica. En este sentido se puede hablar de la naturaleza jurídica o económica del presupuesto de hecho (perfección de un contrato de compraventa u obtención de una renta), pero solo de la naturaleza jurídica de hecho imponible.

La consecuencia inmediata de la afirmación anterior se concreta en que para la interpretación del hecho imponible deben utilizarse los criterios generalmente admitidos en derecho (artículo 11 NFGT) y no los criterios propios del ámbito jurídico o económico correspondientes al presupuesto de hecho realizado.

C.  Elementos del hecho imponible.

La doctrina ha distinguido entre un elemento objetivo, un elemento subjetivo, un elemento espacial y un elemento temporal.

a. Elemento objetivo.

En la configuración de cada tributo hay que distinguir entre el objeto del tributo, elemento material o riqueza gravada, y el elemento objetivo, hecho, acto o situación tomado en consideración por el legislador para el establecimiento del tributo

El objeto del tributo constituye el soporte material del hecho imponible y supone de ordinario una manifestación de riqueza que se pretende gravar (ejemplo, en el IBI el objeto del tributo son los bienes inmuebles). En algunos impuestos, sin embargo, el objeto del tributo o riqueza gravada no deriva directamente de la definición del hecho imponible sino del conjunto de la normativa del tributo (así en el Impuesto sobre Hidrocarburos constituye el hecho imponible su fabricación o importación, pero la manifestación de riqueza gravada es su consumo).

Definido o elegido el objeto del tributo, el legislador selecciona uno o varios actos, hechos o situaciones relacionados con dicho objeto y los configura como hecho imponible. En este sentido, interesa destacar como una misma manifestación de riqueza puede ser el soporte material de distintos tributos.

[Por ejemplo, sobre los bienes inmuebles, manifestación de riqueza, se definen distintos hechos imponibles, tales como, su dominio (IBI e IP) o su transmisión (ITP e IVA).]


El TC, en su Sentencia 37/1987, de 26 de marzo, ha establecido que por materia imponible u objeto del tributo debe entenderse toda fuente de riqueza, renta o cualquier otro elemento de la actividad económica que el legislador decide someter a imposición. Por el contrario, el hecho imponible es un concepto estrictamente jurídico que, en atención a determinadas circunstancias, la ley fija en cada caso para configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria. De ahí que, en relación con una misma materia impositiva, el legislador pueda seleccionar distintas circunstancias que den lugar a otros tantos hechos imponibles, determinantes a su vez de figuras tributarias diferentes.

b. Elemento subjetivo.

Este elemento se refiere a la concreta relación en que debe encontrarse la persona obligada al pago del tributo con el elemento objetivo. La relación o vínculo viene definida por la Norma Foral, y puede tener distinta naturaleza en distintos tributos.

[Por ejemplo, "obtención" de una renta, "atribución" de un rendimiento, "titularidad" de un bien o derecho, "disfrute" de un bien...]


c. Elemento espacial.

El hecho imponible tiene una dimensión espacial que delimita el ámbito geográfico donde se produce y consecuentemente su conexión con un territorio sometido a determinada soberanía tributaria.

Así, se puede distinguir entre hechos imponibles que se realizan en el ámbito territorial de una soberanía (nacional o regional) y hechos imponibles que se producen en territorios sometidos a distintas soberanías y que pueden dar lugar a problemas de doble imposición.

[En el sistema tributario de los Territorios Históricos, un claro ejemplo de hechos imponibles que se producen en territorios sometidos a distintas soberanías tributarias, lo constituyen los supuestos de entidades que operan en territorio vasco y en territorio de régimen común, a efectos del IS y del IVA. La concreción del elemento espacial del hecho imponible se realiza mediante la aplicación de los puntos de conexión establecidos en el Concierto Económico, a efectos de determinar la normativa aplicable.]


d. Elemento temporal.

El elemento temporal pone de manifiesto que el hecho imponible ocupa, por naturaleza, un espacio de tiempo más o menos dilatado.

La norma debe tomar en consideración el elemento temporal del hecho imponible para determinar el momento en el que nace la obligación tributaria, para conocer la ley aplicable y para fijar el momento a partir del cual la Administración tributaria puede exigir el cumplimiento de las obligaciones.







Los supuestos de no sujeción.


 La NFGT no define lo que son supuestos de no sujeción, sino que se limita a señalar en el apartado 2 del artículo 20 que por Norma Foral se podrá completar la delimitación del hecho imponible mediante la mención de supuestos de no sujeción.

La doctrina ha entendido que las normas que regulan los supuestos de no sujeción tienen carácter declarativo, no constitutivo, y sirven para delimitar con mayor precisión el ámbito del hecho imponible, señalando situaciones que, sin estar dentro del ámbito del hecho imponible, podrían suscitar dudas.

De acuerdo con esta opinión, si las normas que declaran la no sujeción no existieran, el resultado habría de ser el mismo, siempre que se interpretaran correctamente las normas que definen el hecho imponible.

	 Así, por ejemplo, cuando el artículo 7 de la Norma Foral del IVA declara que no están sujetas al IVA las entregas gratuitas de muestras de mercancías sin valor comercial estimable, está reconociendo que estas entregas, aún cuando se realizan por empresarios y profesionales, no constituyen auténticas entregas de bienes, en el sentido que da a éstas el artículo 4 de la Norma Foral.


Esta teoría explica satisfactoriamente la mayoría de los supuestos de no sujeción. Sin embargo, existen casos en los que los supuestos de no sujeción constituyen una auténtica delimitación negativa del hecho imponible, con carácter constitutivo, no declarativo, de modo que sin esos supuestos el hecho imponible tendría un ámbito de aplicación superior.

	 Sucede así, por ejemplo, con el artículo 8 de la Norma Foral reguladora del IRPF que declara no sujetas al impuesto las rentas sujetas al IS y D, ni las cantidades percibidas de los padres en concepto de anualidades por alimentos en virtud de decisión judicial, y con el artículo 23 de la Norma Foral del ITP y AJD, que declara no sujetas al concepto transmisiones patrimoniales onerosas las operaciones sujetas a IVA.


Los supuestos de no sujeción quedan fuera del ámbito de aplicación del tributo, por lo que de su realización no puede derivar ninguna obligación material o formal relacionada con el tributo en cuestión.







Exenciones




Concepto de exención. Distinción de los supuestos de no sujeción.


 La doctrina y la jurisprudencia han distinguido entre supuestos de no sujeción y exención, aunque ambas instituciones tengan como consecuencia la inexistencia de una obligación material o de pago.

Así, el TS en su Sentencia de 23-12-86 ha establecido que la exclusión del impuesto constituye un supuesto de no sujeción, como delimitación negativa o reverso del hecho imponible, con efectos jurídicos diferenciados de la exención.

La NFGT se refiere a las exenciones en su artículo 21, estableciendo que son supuestos de exención aquellos en los que, a pesar de realizarse el hecho imponible, por Norma Foral se exime del cumplimiento total o parcial de la obligación tributaria principal.

La doctrina ha caracterizado a las exenciones como el resultado de la aplicación de dos normas. Una de ellas, la que define el hecho imponible, dispone el nacimiento de la obligación tributaria cuando se cumple el presupuesto de hecho correspondiente. La otra, la que define la exención, dispone que, a pesar de haberse realizado el hecho imponible, no nazca la obligación tributaria.







Naturaleza de la exención.


 El TC ha establecido en su STC 76/1983, de 4 de febrero, que las normas que establecen exenciones o reducciones tributarias crean situaciones jurídicas individualizadas en favor de los beneficiarios.

Aunque puede discutirse doctrinalmente cuál es la naturaleza del poder jurídico que se atribuye a los sujetos, a los que la norma previene que les sea aplicada la exención o bonificación, no cabe duda de que, en definitiva, tal poder consiste en no satisfacer un determinado tributo o en satisfacerlo en una cuantía menor que la prevista con carácter general.

Algún sector doctrinal ha sostenido que en la exención de carácter general existe un derecho subjetivo al disfrute de la misma, que no puede ser suprimido, ni suspendido durante su tiempo de vigencia, de manera tal que la derogación de las normas en las que la exención hubiera sido concedida no puede acarrear la pérdida de ese derecho, ni puede este tampoco verse afectado por otras normas posteriores que supriman explícitamente las exenciones, porque en tal caso estaríamos en un supuesto de violación de derechos tributarios adquiridos.

Sin embargo, a juicio del Tribunal Constitucional, es más correcto entender que el llamado derecho a la exención o a la bonificación tributaria es simplemente un elemento de la relación jurídica obligacional que liga a la Administración y al contribuyente, no integrado en el patrimonio del sujeto pasivo, por lo que no puede hablarse en puridad de un auténtico derecho subjetivo a la exención tributaria o al mantenimiento del régimen jurídico-tributario de exención.






Régimen de las exenciones.


 La NFGT no regula el régimen general de las exenciones, sino que se limita a regular su creación y la prohibición de la analogía.

En relación con su creación, el artículo 133.3 de la CE y el artículo 7.d) de la NFGT establecen la necesidad de que las exenciones sean creadas por ley o por norma foral. Asimismo, la jurisprudencia del TC ha establecido que el grado de concreción exigible a la ley es máximo cuando regula el hecho imponible y los beneficios fiscales, entre los que se encuentran las exenciones (STC 221/92, de 11-12-92).

Respecto de la analogía, el artículo 13 de la NFGT (ver comentario relacionado) prohibe expresamente la analogía en el ámbito de las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales.

Por último, hay que tener en cuenta que la exención supone una excepción al principio de generalidad regulado en el artículo 31 de la CE, por lo que solo serán admisibles desde el punto de vista constitucional aquellas que resulten necesarias para cumplir otros principios o derechos constitucionalmente protegidos.






Clases de exenciones.


 Las normas de los tributos y la doctrina distinguen, entre otras clasificaciones, entre exenciones objetivas o subjetivas, exenciones totales o parciales, y exenciones técnicas o discrecionales.

A.  Exenciones objetivas o subjetivas.

Son exenciones objetivas aquellas que afectan al ámbito de aplicación del hecho imponible sin relación alguna con la persona que lo realiza. Las exenciones objetivas responden generalmente a necesidades técnicas en la definición del hecho imponible o a la necesidad de atender con el tributo fines extrafiscales.

Son exenciones subjetivas las que modifican el ámbito de las personas obligadas al pago del tributo.

[Por ejemplo, el artículo 12 de la Norma Foral del IS, declara exentas del impuesto a las Administraciones Públicas territoriales.]


Las exenciones subjetivas no pueden suponer en ningún caso privilegios injustificados para personas determinadas, por cuanto, en tal supuesto, se estaría vulnerando el principio de generalidad reconocido en el artículo 31 de la CE (Ver comentario relacionado).

B.  Exenciones totales o parciales.

Son exenciones totales aquellas que permiten no satisfacer un determinado tributo.

Son exenciones parciales aquellas que permiten satisfacer un determinado tributo en cuantía menor que la prevista con carácter general.

Respecto de la extensión de la exención, no cabe duda de que la exención afecta a la obligación material o de pago (total o parcial), pero cabe la duda acerca de si la exención total exime también de las obligaciones formales. La cuestión no tiene solución general, por lo que habrá que estar a lo que dispongan las normas de cada tributo.

Por otra parte, la existencia de exenciones parciales plantea la posible distinción entre éstas y otros beneficios tributarios que también tienen el efecto de disminuir la cuantía de la deuda. No existe una distinción conceptual clara entre exención parcial y otros beneficios fiscales que afectan a la cuantía de la deuda, como las bonificaciones, los mínimos exentos o la aplicación de tipos reducidos, por cuanto todos estos supuestos siguen el régimen de las exenciones en cuanto a la necesidad de su establecimiento por norma foral y la prohibición de la analogía. En este sentido, conviene precisar como el artículo 305 del Código Penal al regular el delito contra la Hacienda Pública engloba a todos ellos bajo la denominación "beneficios fiscales".

C.  Exenciones técnicas o discrecionales.

Son exenciones técnicas aquellas que responden a necesidades de este carácter en la definición del hecho imponible.

Por el contrario son exenciones discrecionales aquellas que el legislador puede o no establecer, bien entendido que cuando las establece no es por un capricho sino para atender con el tributo fines extrafiscales.







Devengo y exigibilidad




Concepto de devengo.


 El apartado 1 del artículo 22 de la NFGT define el devengo como el momento en el que se entiende realizado el hecho imponible y en el que se produce el nacimiento de la obligación tributaria principal.

La jurisprudencia del TS (Sentencia de 16-12-83) ha establecido que la realización del hecho imponible origina el nacimiento de las obligaciones tributarias, pero es a partir del devengo cuando nace la obligación tributaria material o el derecho de crédito a favor del sujeto activo.

La doctrina entiende que el devengo es el momento fijado por la norma foral en el que se perfecciona el hecho imponible.







Efectos del devengo.


 La importancia del devengo deriva de que es precisamente la fecha del devengo la que hay que tomar en consideración para determinar la normativa aplicable.

En este sentido, el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 22 de la NFGT establece que la fecha del devengo determina las circunstancias relevantes para la configuración de la obligación tributaria, salvo que la Norma Foral de cada tributo disponga otra cosa.

En este sentido, se suele distinguir entre impuestos de devengo instantáneo e impuestos de devengo periódico. En los impuestos de devengo instantáneo el momento del devengo coincide con el de realización del hecho imponible y no presenta problemas en cuanto a la determinación de la normativa aplicable. En los impuestos de devengo periódico, el hecho imponible se realiza a lo largo de un período (el año natural en el IRPF, el ejercicio social en el IS) y el devengo es fijado por la norma foral, generalmente en el último día de ese período. En estos impuestos pueden presentarse problemas de retroactividad en relación con las normas aprobadas durante el periodo impositivo antes del devengo.

En algunos casos, (IIEE de fabricación) la norma disocia por motivos técnicos los momentos en los que se realiza el hecho imponible (fabricación) y el devengo (salida a consumo). En estos supuestos se plantea el problema específico de determinar si la normativa aplicable es la vigente en el momento de la realización del hecho imponible o la vigente en el momento del devengo.






Exigibilidad de la cuota.


 Normalmente, la cuota tributaria es exigible a partir del momento en que se produce el devengo, dentro de los plazos de declaración y pago que la normativa propia de cada tributo establezca.

No obstante, como señala el apartado 2 del artículo 22 de la NFGT, la normativa de cada tributo podrá establecer la exigibilidad de la cuota o cantidad a ingresar, o de parte de la misma, en un momento distinto al del devengo del tributo.

[Sucede así, por ejemplo, con los pagos anticipados en el IVA, o con el régimen suspensivo en los IIEE de fabricación.]








SubSección 2ª. La obligación tributaria de realizar pagos a cuenta

Obligación tributaria de realizar pagos a cuenta




Carácter y contenido de la obligación de realizar pagos a cuenta.


 La obligación tributaria de realizar pagos a cuenta de la obligación tributaria principal consiste en satisfacer un importe a la Administración tributaria por el obligado a realizar pagos fraccionados, por el retenedor o por el obligado a realizar ingresos a cuenta de retribuciones en especie.

La obligación tributaria de realizar pagos a cuenta de la obligación tributaria principal es una obligación de carácter material, sin perjuicio de que, además, se establezcan para estos obligados tributarios determinadas obligaciones formales.

Los obligados a realizar pagos a cuenta se regulan en el artículo 37 de la NFGT (ver comentario relacionado).

La determinación de los supuestos de obligaciones de realizar pagos a cuenta debe regularse por Norma Foral, en virtud de la reserva contenida en la letra b) del artículo 7 de la NFGT. Ahora bien, el importe de dichos pagos a cuenta puede ser objeto de regulación reglamentaria.

La letra a) del referido artículo 7, al regular los elementos directamente determinantes de la cuantía de la deuda tributaria como elementos sometidos, todos ellos, a la reserva de Norma Foral, excluye de forma expresa el importe de los pagos a cuenta.







Supuestos de obligaciones de realizar pagos a cuenta.


 La NFGT regula 3 tipos de pagos a cuenta: los pagos fraccionados, las retenciones y los ingresos a cuenta de retribuciones en especie.

La obligación de realizar pagos fraccionados se impone al mismo sujeto pasivo sometido a la obligación principal.

La obligación de retener y la de realizar ingresos a cuenta de retribuciones en especie se imponen a un tercero distinto del sujeto pasivo.

A.  Pagos fraccionados.

Los pagos fraccionados se regulan en la normativa del IRPF y del IS y afectan a las rentas derivadas de actividades económicas.

Su objeto es ir adecuando temporalmente el pago del impuesto personal a la obtención de beneficios. Normalmente tienen periodicidad trimestral, aunque para grandes empresas pueden establecerse pagos mensuales.

B.  Retenciones.

La retención en la fuente se ha convertido en la técnica más importante desde el punto de vista recaudatorio y de control de rentas. La técnica, conocida en el ámbito anglosajón como PAYE (pay as you earn), permite recaudar al tiempo que se percibe la renta, con notable adelanto sobre el momento en que se realiza la declaración del impuesto (junio o julio del año siguiente según sea IRPF o IS), permite asimismo distribuir la carga tributaria al ritmo que se percibe la renta, evitando su acumulación en el momento de la declaración (piénsese en la cantidad de problemas que derivarían para el obligado al pago de la acumulación de la cuota líquida del IRPF en el momento de su declaración) y permite, por último, controlar las rentas percibidas por los sujetos pasivos mediante la declaración presentada por los retenedores.

En la normativa tributaria de régimen común, la Ley General Tributaria no reguló en su redacción original la figura del retenedor, ya que los supuestos de retención entonces conocidos se incluían en el seno de la sustitución. Posteriormente, las Leyes 44/1978, del IRPF, y 61/1978, del IS, regularon la obligación de determinadas personas (empresarios, personas jurídicas...) de retener un porcentaje fijado por la norma con ocasión de los pagos que realizaban a terceros en concepto de rendimientos de trabajo, del capital mobiliario o de actividades profesionales. Nació así la figura del retenedor.

Retención o sustitución.

En una primera etapa, la doctrina debatió si la figura del retenedor regulada en los impuestos personales sobre la renta era una modalidad de sustitución.

La doctrina primero y la jurisprudencia después, determinaron que la retención regulada en el IRPF y en IS no constituían una modalidad de sustitución.

En apoyo de la diferencia entre sustitución y retención, se sostiene que las obligaciones tributarias materiales y formales del retenedor no pueden confundirse con las que corresponden al sujeto pasivo, derivadas del hecho imponible, que son las que corresponden satisfacer al sustituto por ostentar dicha condición.

Además, la norma impone al retenedor la obligación de retener e ingresar en el Tesoro las cantidades retenidas, como una obligación propia, distinta de la obligación que impone al sujeto pasivo de declarar e ingresar en el Tesoro la cuota tributaria correspondiente. La única relación existente entre ambas obligaciones se concreta en que el ingreso realizado por el retenedor se imputa al retenido como un pago a cuenta por el impuesto correspondiente, de modo que éste podrá deducir de su cuota tributaria las cantidades retenidas.

C.  Ingresos a cuenta de retribuciones en especie.

El deseo de algunos contribuyentes de escapar del ámbito de la retención hizo proliferar el pago de retribuciones en especie, que por su propia naturaleza de pago no dinerario, no podían estar sometidos a retención.

Las disposiciones reguladoras de Activos Financieros primero (en Álava en 1985), y la Norma Foral del IRPF después, generalizaron la obligación de realizar ingresos a cuenta para quienes retribuyeran en especie rendimientos del trabajo, del capital o de actividades profesionales.

La figura del ingreso a cuenta de retribuciones en especie tiene idéntica naturaleza que la de la retención e idéntico régimen jurídico, por lo que nos remitimos a lo dicho en el apartado anterior sobre éstas.

Sin embargo, plantea un problema propio, no planteado en los supuestos de retención, esto es, saber si el obligado a realizar ingresos a cuenta puede repercutir sobre el sujeto pasivo, con ocasión de futuros pagos, el importe del ingreso a cuenta realizado. Las Normas Forales reguladoras del IRPF, aprobadas en el año 1998, vinieron a resolver fiscalmente esta cuestión al señalar que el contribuyente incluirá en la base imponible la valoración de la retribución en especie y el ingreso a cuenta, salvo que le hubiera sido repercutido.

La actual NFGT deja claro el régimen aplicable al establecer la deducibilidad por el sujeto pasivo de los pagos a cuenta.






Carácter autónomo de la obligación de realizar pagos a cuenta.


 La evolución de la institución de la retención ha profundizado en la independencia entre la obligación del retenedor y la obligación del sujeto pasivo, llegando en el momento presente a una práctica independencia. Así, por imperativo de la norma, aunque la retención no se haya practicado o se hubiera practicado por importe inferior al debido, el retenido puede deducirse de la cuota la cantidad que debió ser retenida, salvo retribuciones legalmente establecidas, y, a la inversa, la Administración puede exigir al retenedor el ingreso de las retenciones no practicadas aunque el retenido no se haya deducido de ellas.

La separación ha llegado al límite con la reforma del Código Penal, cuyo artículo 305 tipifica como delito la defraudación la elusión del pago de cantidades retenidas o que se hubieran debido retener, con independencia de que el sujeto pasivo se haya deducido, o no, esas cantidades.

La doctrina ha criticado esta progresiva independización de la retención, por un lado, por su desvinculación de la existencia de capacidad economía, y por otro, porque la regulación efectiva de la retención no se contiene en la ley, sino en el reglamento, por lo que se incumple la Constitución en la medida en que la retención se configura como una prestación patrimonial coactiva independiente del impuesto no relacionada con la capacidad económica del retenedor y en la medida en que su regulación reglamentaria pudiera incumplir el principio de reserva de norma foral o de ley.

La actual NFGT ha cerrado la discusión al establecer de forma expresa en el parráfo segundo del apartado 1 del artículo 23 el carácter autónomo de los pagos a cuenta respecto de la obligación tributaria principal.

Esta autonomía ya venía siendo predicada por la doctrina para las obligaciones de realizar pagos a cuenta por un tercero distinto del sujeto pasivo, retenedor y obligado a realizar ingresos a cuenta de retribuciones en especie, pero no para la obligación de realizar pagos fraccionados a cargo del mismo sujeto pasivo.

La regulación de la NFGT supone que la obligación de realizar pagos fraccionados no puede subsumirse dentro de la obligación principal una vez realizada la declaración-liquidación del ejercicio, por lo que su incumplimiento podrá ser sancionado por separado, salvo que se haya regularizado sin requerimiento previo.






Deducibilidad de los pagos a cuenta.


 El apartado 2 del artículo 23 de la NFGT establece que:

["2. El contribuyente podrá deducir de la obligación tributaria principal el importe de los pagos a cuenta soportados, salvo que la Norma Foral de cada tributo establezca la posibilidad de deducir una cantidad distinta a dicho importe."]


Como se ha dicho anteriormente, la normativa propia del IRPF y la del IS permiten la deducción de las retenciones no practicadas que debían haberse practicado.

No parece que esta norma pueda hacerse extensiva a los pagos fraccionados, de modo que el sujeto pasivo solo podrá deducirse de los pagos fraccionados realmente realizados.

Por último, las normas forales propias de cada tributo pueden establecer la posibilidad de deducir una cantidad distinta al importe realmente ingresado, como sucede, por ejemplo con las retenciones a cuenta de rendimientos del capital derivados de títulos representativos del capital (dividendos de acciones) y con la posibilidad de elevar las retenciones a la cantidad procedente cuando el retenedor las ha practicado inferiores.







SubSección 3ª. Las obligaciones entre particulares resultantes del tributo

Obligaciones entre particulares resultantes del tributo




Concepto y carácter de las obligaciones entre particulares resultantes del tributo.


 El apartado 1 del artículo 24 de la NFGT establece que:

["1. Son obligaciones entre particulares resultantes del tributo las que tienen por objeto una prestación de naturaleza tributaria exigible entre obligados tributarios."]


Tradicionalmente se había considerado que las obligaciones tributarias solo podían darse cuando el sujeto activo es la Administración tributaria u otro ente público autorizado por ley para exigir tributos, pero no entre particulares. De este modo las obligaciones entre particulares derivadas de los tributos (por ejemplo la obligación de soportar la retención del IVA que hace un empresario, o la de soportar la retención a cuenta del IRPF que practica el empleador) quedaban fuera del ámbito tributario dejando sin medios de defensa tributarios al particular que entiende que se le está repercutiendo un IVA indebidamente o se le está practicando una retención excesiva.

El ordenamiento tributario resolvió, en primera instancia esta situación permitiendo el acceso de estos conflictos tributarios entre particulares a la vía económico-administrativa, y posteriormente, a partir del año 1990, introdujo en el procedimiento para la devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria una vía para la solicitud de devolución de las cantidades retenidas o repercutidas en exceso.

En la actual NFGT se recoge claramente que estas obligaciones entre particulares resultan de la normativa tributaria y se mantiene la posibilidad de que las controversias entre los particulares derivadas de su aplicación sean reclamables en vía económico-administrativa (artículo 233.4 NFGT).

En efecto, la NFGT califica estas obligaciones como tributarias de carácter material (artículo 17.3 NFGT), y los sometidos a las mismas son un tipo de obligados tributarios (artículo 35.2 NFGT).

Dicho lo anterior, debe señalarse que se trata de unas obligaciones tributarias muy especiales en tanto que su exigibilidad se enmarca dentro de una relación que es de carácter jurídico-privado (cliente-proveedor).

La propia redacción del artículo que es objeto del presente comentario puede inducir a error al referirse a "obligaciones entre particulares...". Evidentemente, la NFGT no se esta refiriendo a obligaciones derivadas de pactos entre particulares sobre el tributo. Se trata de una relación de naturaleza tributaria y entre obligados tributarios. La única peculiaridad radica en que en esta relación no esta presente la Administración tributaria.

Por otro lado, estas obligaciones constituyen un instrumento técnico muy importante para facilitar a la Administración tributaria la gestión de los tributos.







Supuestos de obligaciones entre particulares resultantes del tributo.


 Entre otras, son obligaciones de este tipo las que se generan como consecuencia de actos de repercusión, de retención o de ingreso a cuenta previstos legalmente.

La relación recogida en el apartado 2 del artículo 24 que es objeto del presente comentario es meramente ejemplificativa. Incluye, entre otras, las siguientes obligaciones:


	
a) Las relativas a las obligaciones de repercutir. 

	
b) Las relativas a las obligaciones de soportar la repercusión prevista legalmente. 

	
c) Las relativas a las obligaciones de soportar la retención prevista legalmente. 

	
d) Las relativas a las obligaciones de soportar los ingresos a cuenta previstos legalmente. 









SubSección 4ª. Las obligaciones tributarias accesorias

Obligaciones tributarias accesorias




Concepto y carácter de las obligaciones tributarias accesorias.


 Son obligaciones tributarias accesorias aquellas distintas de la obligación tributaria principal y de la obligación tributaria de realizar pagos a cuenta que consisten en prestaciones pecuniarias que se deben satisfacer a la Administración tributaria y cuya exigencia se impone en relación con otra obligación tributaria.

La NFGT recoge con esta definición, contenida en el artículo 25.1, el concepto de obligación accesoria procedente de la teoría general del derecho, caracterizada por ser una obligación, la accesoria, cuya exigencia depende de otra obligación, la principal.

Los elementos definitorios de estas obligaciones accesorias son los siguientes:

a.  Son prestaciones pecuniarias.

Las obligaciones tributarias accesorias se configuran por la propia NFGT como obligaciones de carácter material (artículo 17.3), por lo que dichas obligaciones accesorias consisten en prestaciones pecuniarias que se deben satisfacer a la Administración tributaria.

b.  Debidas a la Administración tributaria.

El pago de la obligación tributaria accesoria debe hacerse a la Administración tributaria, o al ente público autorizado por la norma para percibir tributos. Los pagos entre particulares no tienen este carácter, aunque deriven de una obligación tributaria

c.  Establecidas por Norma Foral.

Las obligaciones tributarias accesorias deben establecerse por la Norma Foral. La letra e) del artículo 7 de la NFGT regula la reserva de Norma Foral para este tipo de obligaciones tributarias.

d.  Impuestas en relación con otra obligación tributaria.

La exigencia de las obligaciones tributarias accesorias se impone en relación con otra obligación tributaria que tiene frente a ellas el carácter de principal.

Esto determina que el régimen de las obligaciones tributarias accesorias depende de la principal. Sin obligación principal no puede haber accesorias, de modo que anulada o modificada en su cuantía la principal quedan anuladas o modificadas automáticamente las accesorias.

Sin embargo tienen la peculiaridad de que son exigibles aun cuando la obligación principal se haya extinguido, por pago o por cualquier otro medio de extinción, salvo la prescripción.

Las sanciones no son obligaciones tributarias accesorias

El apartado 2 del artículo 25 establece que las sanciones tributarias no tienen la consideración de obligaciones accesorias.

Con este precepto, la NFGT abandona definitivamente la línea de anteriores textos en los que se configuraba a las sanciones como una parte de la deuda tributaria, y recoge la jurisprudencia de los tribunales que proclama el carácter diferenciado de las sanciones administrativas y penales respecto de la deuda tributaria, por responder a principios constitucionales distintos (ver comentario relacionado).







Supuestos de obligaciones tributarias accesorias.


 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25.1 de la NFGT, tienen la naturaleza de obligaciones tributarias accesorias las obligaciones de satisfacer:


	
- el interés de demora, regulado en el artículo 26 de la NFGT. 

	
- los recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo, regulados en el artículo el artículo 27 de la NFGT. 

	
- los recargos del período ejecutivo, regulados en el artículo 28 de la NFGT. 

	
- aquellas otras que impongan por Norma Foral. 









Interés de demora




Exigibilidad.


 A.  Principio general.

El apartado 1 del artículo 26 de la NFGT recoge el principio general de exigibilidad de intereses de demora al establecer que el interés de demora es una prestación accesoria que se exigirá a los obligados tributarios y a los sujetos infractores como consecuencia de la falta de realización de un pago dentro de los plazos establecidos en la normativa tributaria, del cobro de una devolución improcedente o en el resto de casos previstos en la normativa tributaria.

También se añade una referencia al cobro de interés de demora cuando la Administración tributaria actúe en el ámbito de la asistencia mutua; así, se establece que el interés de demora también se exigirá a los obligados tributarios cuando se reciba una petición de cobro de deudas de titularidad de otros Estados o de entidades internacionales o supranacionales conforme a la normativa sobre asistencia mutua, salvo que dicha normativa establezca otra cosa. La asistencia mutua se define en el artículo 1.2 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.

La NFGT formula un principio general de devengo de intereses de demora cuando la deuda tributaria se pague después del vencimiento del plazo de pago voluntario, cualquiera que sea la causa de dicho retraso en el pago, cuando se presente una autoliquidación o declaración fuera de plazo o cuando se cobre una devolución improcedente. Con ello, en definitiva, se acoge la doctrina constitucional que establece la naturaleza puramente indemnizatoria del retraso en el pago que tienen los intereses de demora (STC 76/1990, de 26-04-90).

B.  Supuesto específico. NFGT de Alava.

Además del principio general de devengo de intereses de demora, en la NFGT de Álava , se contiene una especificación de supuestos en los que se exigirá intereses de demora. Esta relación no tiene el carácter de cerrada puesto que el propio texto de la NFGT se refiere a estos supuestos "entre otros". Los supuestos contenidos en las citadas Normas Forales son los siguientes:

a.  Falta de pago.

Cuando finalice el plazo establecido para el pago en período voluntario de una deuda resultante de una liquidación practicada por la Administración o del importe de una sanción, sin que el ingreso se hubiera efectuado.

b.  Falta de presentación.

Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración sin que hubiera sido presentada o hubiera sido presentada incorrectamente, salvo lo dispuesto en la propia NFGT para la presentación de declaraciones extemporáneas sin requerimiento previo.

c.  Regularización.

Cuando se practique una liquidación que regularice la situación tributaria, por el tiempo transcurrido entre la finalización del plazo voluntario de pago y el día en que se practique dicha liquidación.

d.  Suspensión.

Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el supuesto de recursos y reclamaciones contra sanciones, durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.


[En la Sentencia de la AN de 25-01-07 el reclamante alega la improcedencia de la liquidación de intereses suspensivos en tanto no se resuelva el recurso de casación interpuesto. La Audiencia Nacional confirma la liquidación de intereses impugnada, señalando que la confirmación de la liquidación que ha estado suspendida en vía económico-administrativa, conlleva la exigibilidad de liquidar intereses de demora suspensivos. La interposición del recurso de casación no supone, como se pretende, la suspensión de la deuda tributaria, en tanto que no se aportó garantía alguna para que procediera tal suspensión.

En relación al "dies ad quem" del cómputo del periodo de liquidación de los intereses suspensivos, el Tribunal indica que ha de ser la fecha en que se dicta la resolución que pone término a la suspensión.]



e.  Inicio del período ejecutivo.

Cuando se inicie el período ejecutivo, salvo lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 28 de la NFGT  respecto a los intereses de demora cuando sea exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido.

El Reglamento de Recaudación de Álava aprobado por Decreto Foral 48/1994, de 10 de mayo de 1994, del Consejo de Diputados de Alava, desarrolla en su artículo 139 la aplicación del interés de demora dentro del procedimiento de apremio estableciendo lo siguiente:


	
i. Las cantidades adeudadas devengarán interés de demora desde el inicio del periodo ejecutivo hasta la fecha de su ingreso. Cuando sin mediar suspensión, aplazamiento o fraccionamiento una deuda se satisfaga totalmente antes de que concluya el plazo establecido en el artículo 138 del propio Reglamento para el pago de las deudas apremiadas, no se exigirán los intereses de demora devengados desde el inicio del periodo ejecutivo. 



	
ii. La base sobre la que se aplicará el tipo de interés no incluirá el recargo de apremio. 

	
iii. El tipo de interés se fijará de acuerdo con lo establecido en la normativa tributaria o presupuestaria, según se trate de deudas y sanciones tributarias o no tributarias respectivamente. 



f.  Devolución improcedente.

Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente.







Naturaleza de los intereses de demora. NFGT. Álava


 Los intereses de demora no tienen naturaleza sancionadora, sino exclusivamente compensatoria o reparadora del perjuicio causado por el retraso en el pago de la deuda tributaria.

Más que una penalización en sentido estricto, son una especie de compensación específica, con arreglo a un módulo objetivo, del coste financiero que para la Administración tributaria supone dejar de disponer a tiempo cantidades dinerarias que le son legalmente debidas (STC 76/90, de 26-04-90).

De acuerdo con la naturaleza puramente indemnizatoria de los intereses de demora, su exigibilidad deriva exclusivamente del hecho de que el pago se realiza con retraso con el consiguiente perjuicio financiero para la Administración tributaria acreedora, perjuicio que trata de indemnizar la ley con la exigencia de intereses de demora.

Además del citado elemento básico en la configuración de los intereses de demora tributarios, la NFGT hace referencia a otros dos aspectos que complementan la citada configuración:


	
a. La exigencia del interés de demora tributario no requiere la previa intimación de la Administración. Se excepciona así en el ámbito tributario el principio general del derecho común, según el cual, salvo que se pacte lo contrario, el devengo de intereses de demora requiere la intimación del acreedor al deudor para que pague la deuda. 

	
b. La exigencia del interés de demora tributario no requiere la concurrencia de un retraso culpable en el obligado. De este modo, los intereses de demora se devengan cualquiera que sea la razón del retraso y el culpable del mismo, aun en el caso de culpa de un tercero o de fuerza mayor. 
[♦La Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 22-11-06 establece que el carácter indemnizatorio y no sancionador del interés de demora conlleva que la falta de ingreso de la deuda en plazo sea suficiente para la exigibilidad del mismo, aunque no se haya actuado negligentemente.

♦ En el mismo sentido que la anterior y del mismo Tribunal la Resolución de 28-01-10 en la que se examinan unos intereses derivados de la actuación comprobadora de la declaración-liquidación por el IRPF, confeccionada mediante la modalidad mecanizada. La Resolución del TEAF entiende que la determinación de a quién se imputa el error padecido a la hora de confeccionar la autoliquidación presentada resulta del todo irrelevante, puesto que no se está ante sanciones, sino intereses de demora, los cuales tienen un carácter indemnizatorio y nunca sancionador. En el caso, al haberse calculado e ingresado inicialmente una cantidad inferior a la debida, la diferencia entre las cantidades permaneció en poder del contribuyente cuando debió haber permanecido en el de la Administración, lo que supone el devengo de intereses de demora a favor de esta última, por lo que se considera plenamente ajustada a derecho la liquidación analizada. ]












Cuantía del interés de demora. NFGT. Álava


 A.  Base de cálculo.

El importe de la base de cálculo sobre el que será aplicado el interés de demora se regula en el apartado 3 del artículo 26 en la NFGT de Álava.

La NFGT de Alava establece que "El interés de demora se calculará sobre el importe no ingresado en plazo o sobre la cuantía de la devolución cobrada improcedentemente".

B.  Tipo aplicable.

De acuerdo con lo dispuesto en el  apartado 6 del artículo 26 de la NFGTA, el interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del período en que aquél resulte exigible, incrementado en un 25%, salvo que se establezca otro diferente.

Tanto el tipo del interés legal del dinero como el tipo del interés de demora tributario se establecen por las leyes de Presupuestos Generales del Estado.

[El Tribunal Constitucional en Sentencia 81/2003, de 28-04, establece que la discordancia entre la normativa estatal y la autonómica en cuanto a la determinación de la cuantía de los intereses de demora es inconstitucional.]


Desde el año 1993 los tipos de interés vigentes han sido los siguientes:









	

	TIPO DE INTERÉS



	AÑO
	LEGAL
	DEMORA





	2023
	3,25%
	4,0625%



	2022
	3%
	3,75%



	2021
	3%
	3,75%



	2020
	3%
	3,75%



	2019
	3%
	3,75%



	2018
	3%
	3,75%



	2017
	3%
	3,75%



	2016
	3%
	3,75%



	2015
	3,50%
	4,375%



	2014
	4%
	5%



	2013
	4%
	5%



	2012
	4%
	5%



	2011
	4%
	5%



	2010
	4%
	5%



	Desde 01-04-09 hasta 31-12-09
	4%
	5%



	Desde 01-01-09 hasta 31-03-09
	5,5%
	7%



	2008
	5,5%
	7%



	2007
	5%
	6,25%



	2006
	4%
	5%



	2005
	4%
	5%



	2004
	3,75%
	4,75%



	2003
	4,25%
	5,5%



	2002
	4,25%
	5,5%



	2001
	5,5%
	6,5%



	2000
	4,25%
	5,5%



	1999
	4,25%
	5,5%



	1998
	5,5%
	7,5%



	1997
	7,5%
	9,5%



	1996
	9%
	11%



	1995
	9%
	11%



	1994
	9%
	11%



	1993
	10%
	12%





Sobre la circunstancia de que el tipo del interés de demora tributario se establezca legalmente con un incremento del 25% sobre el interés legal del dinero, el Tribunal Constitucional en su Sentencia 76/1990, de 26-04-90, declaró expresamente la constitucionalidad de esta disposición (artículo 58.2.c) de la Ley General Tributaria en la redacción aprobada en el año 1985). Dice el Tribunal Constitucional que la clave de la diferenciación normativa- el incremento del 25% sobre el interés legal en los intereses de demora- se halla en evitar el grave perjuicio que para la Hacienda supondría que grupos enteros de contribuyentes dejaran en masa de pagar tempestivamente sus cuotas tributarias porque el coste del retraso les supusiera, de todos modos, un ahorro respecto del interés de mercado del dinero.

En la NFGT de Álava se establece como excepción al principio general de aplicación del interés de demora tributario que en los supuestos de aplazamiento, fraccionamiento o suspensión de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca, mediante certificado de seguro de caución o mediante cualquier tipo de garantía considerada suficiente por la Administración, el interés de demora exigible será el interés legal.






Período de devengo.


 A.  Principio general.

De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 26 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, como regla general, el interés de demora resultará exigible durante el tiempo al que se extienda el retraso en el pago del obligado.


[En la Resolución del OJA de Alava de 19-01-07 se plantea la cuestión de determinar las fechas inicial y final para calcular los intereses de demora sobre las cuotas del ITP por una compraventa documentada en unos contratos privados del año 1995, que se elevan a escritura pública el 31 de diciembre de 2004, cuando el impuesto ha sido objeto de autoliquidación e ingreso el 3 de febrero de 2005. El OJAA determina que esta cuestión del cómputo de intereses se encuentra íntimamente ligada con el devengo y la prescripción del impuesto en el caso de documentos privados, por la contradicción que pudiera suponer que la Administración utilice, por una parte, la fecha del documento privado para determinar los elementos de la deuda tributaria y, por otra, una fecha distinta para el cómputo de la prescripción.

En este sentido, el Organismo determina que los mismos constituyen una obligación accesoria a la deuda principal y su exigencia ha de quedar limitada por el plazo de prescripción del derecho de la Administración a determinarla, que es de cuatro años. Como la primera actuación tributaria posterior a la compraventa tuvo lugar el 3 de febrero de 2005, con la autoliquidación e ingreso del Impuesto, y no existen actos interruptivos de la prescripción ni del sujeto pasivo ni de la Hacienda Foral, sólo son exigibles los intereses de demora correspondientes a los cuatro años inmediatos anteriores ]



B.  Incumplimiento de plazos por la Administración.

En el artículo que es objeto del presente comentario se introduce una importante salvedad al principio general sobre período de devengo de intereses al establecer que no se exigirán intereses de demora durante el tiempo en el que la administración tributaria exceda los plazos que están legalmente establecidos para la resolución de los diferentes procedimientos.

La referida salvedad se regula en el apartado 4 del artículo 26 de la NFGT, mencionando, aunque no con carácter exhaustivo, diversos supuestos en los que no se exigirán intereses de demora como consecuencia del vencimiento del plazo máximo establecido, excluyendo únicamente el plazo para la resolución de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de pago:

"4. No se exigirán intereses de demora desde el momento en que la Administración tributaria incumpla por causa imputable a la misma alguno de los plazos fijados en esta Norma Foral para resolver, hasta que se dicte dicha resolución o se interponga recurso contra la resolución presunta. Entre otros supuestos, no se exigirán intereses de demora a partir del momento en que se incumplan los plazos máximos para notificar la resolución de las solicitudes de compensación, el acto de liquidación o la resolución de los recursos administrativos, siempre que, en este ultimo caso, se haya acordado la suspensión del acto recurrido.

Lo dispuesto en este apartado no se aplicará al incumplimiento del plazo para resolver las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento del pago."

C.  Anulación de una liquidación y práctica de otra nueva.

La sentencia del Tribunal Supremo de 28-11-97, fijó doctrina legal en esta materia según la cual, en los supuestos en que haya de practicarse una segunda liquidación por anulación de la primera, el cálculo de los intereses de demora se extiende desde el momento en que finalice el plazo de ingreso voluntario, hasta la fecha en que se practique la nueva liquidación.

El apartado 5 del artículo 26 de la NFGT ha recogido este criterio:


["En los casos en que resulte necesaria la practica de una nueva liquidación como consecuencia de haber sido anulada otra liquidación por una resolución administrativa o judicial, se conservarán íntegramente los actos y trámites no afectados por la causa de anulación, con mantenimiento íntegro de su contenido, y exigencia del interés de demora sobre el importe de la nueva liquidación.

En estos casos, la fecha de inicio del cómputo del interés de demora será la misma que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 2 de este artículo, hubiera correspondido a la liquidación anulada y el interés se devengará hasta el momento en que se haya dictado la nueva liquidación, sin que el final del cómputo pueda ser posterior al plazo máximo para ejecutar la resolución, siendo de aplicación lo dispuesto en el apartado 4 anterior.

En el caso de desestimación íntegra de recursos y reclamaciones se exigirán los intereses de demora hasta la fecha del correspondiente acuerdo desestimatorio."]



Así, con la nueva liquidación se exigirán intereses de demora desde el día en que finalizó el plazo de presentación o pago en voluntaria de la primera liquidación hasta el día en que se dicte la segunda liquidación, siempre que esta segunda liquidación se dicte dentro del plazo establecido para ello.


[La Sentencia del TSJPV de 29-01-07 establece que impugnada una liquidación provisional si los recursos fueren estimados en su totalidad o en parte, procederá anular la liquidación impugnada no siendo exigibles intereses de demora por la suspensión, pero al practicar la nueva liquidación, se exigirán los correspondientes intereses de demora desde el día siguiente al vencimiento del plazo de presentación de la autoliquidación hasta la fecha en que se practica la nueva liquidación.

La Sentencia del TSJPV de 12-03-14 en un supuesto en el que había sido girada nueva liquidación y el recurrente solicita que el cómputo de intereses de demora no incluya el período transcurrido entre la fecha en que fue girada la primera liquidación (anulada por improcedente) y la fecha de la nueva liquidación, apoyando su pretensión en jurisprudencia del TS, la Sala desestima el recurso por considerar que la doctrina legal citada por la recurrente (sentencias del Tribunal Supremo de 14 de junio de 2012 que entroncan con el criterio anterior de ese órgano jurisdiccional) ni contempla el supuesto planteado en este procedimiento, ni hay razón entre este y el contemplado en dichas sentencias, No es que esa doctrina legal no sea aplicable a  las liquidaciones practicadas en los procedimientos  iniciados mediante auto-liquidación, sino que se sustenta en la consideración de que el retraso producido en la determinación de la deuda a causa de la anulación de la liquidación y de su sustitución por otra no puede imputarse al deudor haciéndole correr con los intereses correspondientes al período que medie entra ambos actos, sino a la administración. Pero este no es el caso, porque la liquidación aprobada el 25-11-2009 no fue anulada por vicios inherentes a ese acto que la hicieren indebida o excesiva sino por improcedente, esto es, por haberse aprobado en un procedimiento inadecuado.

La Sala concluye analizando el concepto de mora, entendiendo que este no es puramente objetivo sino que implica un juicio subjetivo cuando no de culpabilidad (artículo 1.101 del Código Civil), y es que no puede imputarse al deudor o al acreedor por el simple transcurso del tiempo. Y es por esa razón que la doctrina legal ha admitido excepciones, aun con anterioridad a la vigente LGT, a la regla aparentemente taxativa del devengo de los intereses de demora (v. g. el artículo 26-5 de la NFGT)]









Recargo por declaración extemporánea sin requerimiento previo




Recargo por declaración extemporánea sin requerimiento previo. Fundamento de la regulación. 


 El sistema tributario foral se gestiona hoy en su mayor parte por el sistema de autoliquidación.

En este sistema resulta de capital importancia la colaboración del sujeto pasivo y el cumplimiento voluntario por éste de sus obligaciones tributarias. Por ello, la normativa tributaria se ha planteado desde 1985 qué tratamiento debe darse al contribuyente que, habiendo incumplido en un primer momento su obligación de declarar, autoliquidar e ingresar la deuda tributaria, decide posteriormente cumplir de forma voluntaria la obligación incumplida.

La normativa tributaria ha optado por favorecer estas conductas, que satisfacen el interés fiscal de la Hacienda Pública y evitan litigios, dando un tratamiento más favorable al cumplimiento voluntario tardío de las obligaciones tributarias que a la regularización de dichas obligación por la Administración Tributaria. Se pretende con ello fomentar el cumplimiento voluntario de las obligaciones, aunque sea fuera de plazo, en el convencimiento de que el sistema tributario se fortalece cuando las obligaciones tributarias se cumplen voluntariamente.







Recargo por declaración extemporánea sin requerimiento previo: evolución normativa.


 El tratamiento de las declaraciones-liquidaciones o autoliquidaciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo ha sufrido diversas modificaciones en los últimos años. A continuación se examina dicha evolución en cada uno de los Territorios Históricos, partiendo de la regulación contenida en las respectivas NFGTs anteriores a la NFGT de 2005.

A. Hasta 1985.

La NFGT entonces en vigor no daba un tratamiento especial a las autoliquidaciones voluntarias extemporáneas, dado que el sistema de gestión que la propia NFGT regula es el de declaración y liquidación administrativa y no el de autoliquidación. La presentación fuera de plazo de las declaraciones constituían simples infracciones si no hubiera mediado requerimiento de la Administración. Mediando requerimiento constituían infracciones tributarias de omisión o de defraudación.

B. Desde el 1 de julio de 1985 hasta el 28 de diciembre de 1987.

Estuvo en vigor la redacción dada al artículo 59.2 de la NFGT por el Decreto Foral 2.431/1985, de 19 de junio, según la cual:

["Los ingresos realizados fuera de plazo comportarán abono de interés de demora, sin perjuicio de las sanciones que pudieran ser exigibles por las infracciones cometidas."]


En desarrollo de la NFGT fue aprobado, mediante Decreto Foral 319/1987, de 17 de marzo, el Reglamento para la aplicación del recargo de prórroga y del interés de demora. En el mencionado Reglamento se establecía que, a las autoliquidaciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento, se les aplicaría un recargo de prórroga del 5%, además de los intereses de demora y las sanciones que pudieran ser exigibles. En los casos en los que fuera exigible conjuntamente el recargo de prórroga y los intereses, solamente seria exigible el concepto de mayor importe.

C. Desde el 29 de diciembre de 1987 hasta el 31 de julio de 1996.

Estuvo vigente la redacción dada al artículo 59.2 de la NFGT por el Decreto Normativo 1639/1987, de 29 de diciembre, segun la cual:


["Los ingresos realizados fuera de plazo comportarán el abono del recargo por aplazamiento o prorroga o de intereses de demora, según corresponda, sin perjuicio de las sanciones que pudieran ser exigibles por las infracciones cometidas.

Cuando dichos ingresos se realicen sin mediar requerimiento previo, no se aplicarán las sanciones que pudieran corresponder a las infracciones cometidas."]



Se mantiene en vigor el contenido del Reglamento de 1987, para la aplicación del recargo de prórroga y del interés de demora.

D. Desde el 1 de agosto de 1996 hasta el 30 de junio de 2005.

Se incluyó un nuevo apartado 3 en la redacción dada al artículo 59 de la NFGT por la Norma Foral 23/1996, de 5 de julio, según la cual:


["3. Los ingresos correspondientes a declaraciones-liquidaciones o autoliquidaciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo, así como las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo, sufrirán un recargo del 10% con exclusión de las sanciones que, en otro caso, hubieran podido exigirse, pero no de los intereses de demora. No obstante, si el ingreso o la presentación de la declaración se efectúa:

a) Dentro de los tres meses siguientes al termino del plazo voluntario de presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 5%, con exclusión del interés de demora y de las sanciones que, en otro caso, hubieran podido exigirse.

b) Dentro del periodo comprendido entre el cuarto y el decimosegundo mes siguientes al termino del plazo voluntario de presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 5%, con exclusión de las sanciones que, en otro caso, hubieran podido exigirles, pero no de los intereses de demora.

Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso al tiempo de la presentación de la declaración-liquidación o autoliquidacion extemporánea, dicho recargo será compatible con el recargo de apremio previsto en el artículo 123 de esta Norma Foral".]



E. Desde el 1 de julio de 2005.

Se encuentra en vigor la redacción contenida en el artículo 27 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria del Territorio Histórico de Alava, que será examinada con detalle en los siguientes apartados.






Recargo por declaración extemporánea sin requerimiento previo: exclusión de sanciones.


 La falta de ingreso de las deudas autoliquidadas constituye infracción tributaria. Asimismo constituye infracción tributaria la falta de presentación de las declaraciones necesarias para que la Administración pueda liquidar la deuda tributaria.

El elemento más importante en el tratamiento de la presentación voluntaria extemporánea de declaraciones, declaraciones-liquidaciones o autoliquidaciones es la exclusión de las sanciones que, en otro caso, hubieran podido exigirse.

En este aspecto de la exclusión de sanciones es preciso tener en cuenta que la exclusión de sanciones es total.

Hecha la anterior salvedad, examinaremos cual es el fundamento técnico-jurídico de esa exclusión de las sanciones. Las posiciones doctrinales al respecto se han dividido entre los que consideran que la referida exclusión de sanciones constituye una verdadera excusa absolutoria, y los que entienden que en realidad no existe sanción por lo que difícilmente puede deducirse una sanción de estas actuaciones.

A.  Excusa absolutoria.

La NFGT contiene una "excusa absolutoria" o "causa de no punibilidad", es decir, una circunstancia que impide aplicar la sanción pese a que se ha cometido una infracción y concurre la culpabilidad necesaria.

Entendía D. Francisco Silvela, de quien procede el nombre de "excusa absolutoria", que, en estos casos, considera el legislador más útil tolerar el delito que castigarlo, aún reconociendo que existe delito y que hay persona que de él pudiera responder.

La doctrina de la excusa absolutoria explica de un modo sencillo y coherente la exclusión de las sanciones con arreglo a las siguientes consideraciones:


	
i. La infracción tributaria se comete cuando transcurre el plazo reglamentario sin haber realizado el ingreso o presentado la declaración. El tipo de la infracción queda perfeccionado en ese momento.

	
ii. Pese a ello, el legislador prefiere no imponer la sanción si el infractor regulariza voluntariamente. Como decía Silvela, el legislador considera más útil fomentar el pago voluntario que sancionar la infracción cometida.


	
iii. La consideración del pago voluntario extemporáneo como una excusa absolutoria es coherente con la regulación penal del delito fiscal (art. 305 del Código Penal), donde se establece la exención de responsabilidad penal para quien regularice su situación tributaria sin requerimiento administrativo o judicial previo.[El TC recoge esta doctrina de la excusa absolutoria en su Sentencia 164/95, de 13-11-95 en cuyo FJ 4.º dice que el art. 61.2, puesto en relación con el art. 79 a) de la LGT, constituye técnicamente una especie de excusa absolutoria.]






B.  Inexistencia de infracción.

En los supuestos de regularización voluntaria, la exclusión de las sanciones deriva de que, en realidad, no se ha cometido ninguna infracción.

Para este sector, en la regulación de la NFGT sobre los ingresos extemporaneos sin requerimiento, se aporta un elemento del tipo de la infracción tributaria relacionado con el momento en el que se considera cometida la infracción, de modo que el transcurso del plazo reglamentario sin realizar el pago o presentar la declaración no constituye infracción porque el sujeto pasivo siempre puede regularizar. La infracción se perfeccionará cuando la Administración formule un requerimiento que impida la regularización, aunque no se entiende cometida en ese momento, sino al finalizar el plazo voluntario.

La tesis de la inexistencia de infracción hasta que la Administración formula el requerimiento resulta menos sencilla y directa que la de la excusa absolutoria, e incoherente con el tratamiento penal del delito fiscal. Pese a ello, encuentra cierto sustento en la redacción literal del artículo 195 de la NFGT, en el que se establece que:

["Constituye infracción tributaria dejar de ingresar dentro del plazo establecido en la normativa de cada tributo la totalidad o parte de la deuda tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo, salvo que se regularice con arreglo a lo dispuesto en el artículo 27 o proceda la aplicación de la letra b) del apartado 1 del artículo 165 sin que haya mediado requerimiento previo, ambos de esta Norma Foral sin requerimiento previo de la Administración tributaria."]







El recargo por declaración extemporánea sin requerimiento previo. NFGT Álava


 A.  Regulación en la NFGT de Alava.

En el texto de la NFGT de Alava se mantiene la regulación tradicional de estos recargos por declaraciones extemporáneas sin requerimiento. Esto es, los recargos se aplican a la presentación tanto de declaraciones como de auto liquidaciones fuera de plazo sin requerimiento previo, estableciéndose unos recargos que van del 5% al 10% dependiendo del tiempo transcurrido desde la finalización del plazo voluntario de presentación e ingreso.

B.  Cuantía de los recargos.











	RÉGIMEN DE DECLARACIÓN EXTEMPORANEA DE AUTOLIQUIDACIONES SIN REQUERIMIENTO PREVIO



	Presentación
	REC. DEC. EXT.
	INT. DEMORA



	Antes de los 6 meses
	5%
	NO



	Entre los 6 meses y los 12 meses
	5%
	SI (desde el 6º mes)



	Después de los 12 meses
	10%
	SI (desde el 12º mes)



	Sanciones
	Excluidas





C.  Liquidaciones administrativas. NFGT de Alava.

En el último párrafo del apartado 2 del artículo 27 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), se regula expresamente el régimen de recargo por declaración extemporánea sin requerimiento para el supuesto de liquidaciones administrativas, estableciéndose que en las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo no se exigirán intereses de demora por el tiempo transcurrido desde la presentación de la declaración hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario correspondiente a la liquidación que se practique, sin perjuicio de los recargos e intereses que corresponda exigir por la presentación extemporánea.

Con este nuevo precepto se equiparan a efectos de los intereses de demora las liquidaciones administrativas derivadas de declaraciones presentadas en plazo y las derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo. En ambos casos no se exigen intereses de demora por el tiempo que la Administración tarda en practicar la liquidación administrativa derivada de la declaración presentada.

Por otro lado, se establece de forma expresa la aplicación de los recargos del 5% o 10% a las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento.

D.  Compatibilidad con los recargos del período ejecutivo.

En el texto de la NFGT de Alava se regula de forma expresa la compatibilidad de los recargos por presentación extemporánea con los recargos del período ejecutivo. Así el apartado 3 del artículo 27 de dicho texto establece que cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso ni presenten solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación al tiempo de la presentación de la autoliquidación extemporánea, la liquidación administrativa que proceda por recargos e intereses de demora derivada de la presentación extemporánea no impedirá la exigencia de los recargos e intereses del período ejecutivo que correspondan sobre el importe de la autoliquidación.

E.  Presupuestos de aplicación de los recargos.

Puede señalarse como presupuestos para la aplicación del recargo los siguientes.

a.  Presentación de una declaración, declaración-liquidación o autoliquidación fuera de plazo.

La regularización voluntaria, solo opera en relación con los incumplimientos de la obligación material o de pago que son o podrían ser constitutivos de una infracción tributaria.

	 La Resolución económico-administrativa del TEAF de Gipuzkoa de 27-02-02, entiende que la presentación fuera de plazo sin requerimiento de una declaración tributaria con resultado "a devolver" es una conducta que constituye una infracción simple de las recogidas en el artículo 78.1 de la NFGT de Gipuzkoa de 1985.


La conducta que regulariza la situación tributaria es el ingreso fuera de plazo de la deuda autoliquidada o la presentación fuera de plazo de la declaración necesaria para que la Administración liquide el impuesto. A estas declaraciones presentadas fuera de plazo en las que se reconoce una deuda superior a la autoliquidada anteriormente se les llama en el ámbito administrativo "declaraciones complementarias".

	 La NFGT no fija como presupuesto de aplicación de los recargos que se haya cometido una infracción tributaria, ni exige que en la conducta del sujeto pasivo que presenta fuera de plazo una "declaración complementaria" haya concurrido la culpabilidad necesaria para que esa infracción sea sancionable. Pese a ello, resulta dudoso que los recargos puedan aplicarse en los supuestos en los que no hay infracción tributaria y que en caso de actuación administrativa darían lugar a "actas de rectificación" sin sanción (Ver comentario relacionado).Resulta contradictorio con la finalidad que el legislador quiere dar al régimen de las declaraciones extemporáneas -ser un incentivo al cumplimiento voluntario- que en los supuestos de ausencia de culpabilidad resulte más gravosa la presentación de la "declaración complementaria" que esperar a que la Administración levante un acta de rectificación sin sanción. Sin embargo, tampoco es satisfactoria la solución que exige para la aplicación de los recargos la concurrencia de la culpabilidad necesaria para que el retraso sea sancionable porque la norma no establece este requisito que acercaría los recargos a sanciones atenuadas.




En todo caso, se puede concluir que los mencionados artículos de las respectivas NFGT no exigen para la imposición de los recargos que la Administración constate la concurrencia de culpabilidad, ni que lo haga en un procedimiento especial similar al sancionador. Basta, en principio, con que se presente "declaración complementaria" para que se liquiden los recargos, aunque su devengo será dudoso cuando el sujeto pasivo pruebe que no concurrió en su conducta culpabilidad alguna.

b.  Que no haya habido un "requerimiento previo".

La notificación al sujeto pasivo de un requerimiento de la Administración para que regularice su situación tributaria o para comunicarle el inicio de actuaciones de comprobación impide la regulación posterior.

La NFGT regula el concepto de requerimiento previo en el artículo  27.1, estableciendo que:

	 "A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo cualquier actuación administrativa realizada con conocimiento formal del obligado tributario conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de la deuda tributaria. En concreto también tendrá la consideración de requerimiento previo la publicación de la citación al obligado tributario o a su representante para ser notificado por comparecencia, por una sola vez para cada interesado, por alguno de los medios previstos en el apartado 1 del artículo 108 de esta Norma Foral."


Pueden requerir los órganos de inspección y los de gestión. El requerimiento debe referirse específicamente a la deuda que se regulariza (tributo y período) y debe notificarse reglamentariamente al sujeto pasivo para que impida la posterior regularización. Las comunicaciones remitidas a los sujetos pasivos por correo ordinario no tienen el efecto de impedir la posterior regularización, al no quedar constancia de la notificación ni de su fecha.

Si el sujeto pasivo efectuase ingresos con posterioridad a la notificación del inicio de actuaciones de gestión, comprobación o investigación, éstos tendrán el carácter de a cuenta de la liquidación que, en su caso, se le practique y no impedirán la aplicación de las correspondientes sanciones sobre la diferencia entre la deuda tributaria resultante de la liquidación y las cantidades ingresadas con anterioridad a la notificación aludida.

c.  Que se identifique expresamente la declaración complementaria.

En el texto de laNFGT de Alava se añade un requisito más a los anteriores.

El apartado 4 del artículo 27 de la referida NFGT establece que:

	 "4. Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en este artículo, las autoliquidaciones extemporáneas deberán identificar expresamente el período impositivo de liquidación al que se refieren y deberán contener únicamente los datos relativos a dicho período"


Es decir, las declaraciones complementarias deben identificar claramente que son complementarias (impuesto y periodo) y contener únicamente los datos de ese período. Con este precepto la NFGT ha querido poner coto a las regularizaciones encubiertas, muy comunes en algunos impuestos como el IVA.

La falta de cumplimiento de este requisito formal impide que la regularización tenga efectos exculpatorios.

No obstante, se ha querido dar mejor trato al que regulariza aunque sea de forma encubierta que al que no regulariza. Así la regularización encubierta no impide la imposición de sanciones, pero la conducta se sanciona con el porcentaje mínimo de sanción, según dispone el apartado 5 del artículo 195 de la citada NFGT.

G.  Naturaleza y constitucionalidad de los recargos.

El artículo 57.2.b)  considera al recargo por declaración extemporánea sin requerimiento como un componente de la deuda tributaria distinto de los intereses de demora y por supuesto de las sanciones que ni siquiera son deuda tributaria.

La doctrina y la jurisprudencia se han planteado desde 1986 con la redacción de la anterior NFGT cuál es la naturaleza jurídica de estos recargos.

Naturaleza jurídica.

Para una parte de la doctrina todo incremento en la deuda tributaria solo puede tener carácter indemnizatorio o carácter sancionador, de donde concluyen que los recargos del 5% y 10% tienen la misma naturaleza que las sanciones tributarias en cuanto exceden de la cuantía de los intereses de demora dado que, hasta esa cuantía, sustituyen a los intereses y su naturaleza es puramente indemnizatoria, y que el recargo del 20% tiene carácter sancionador.

La jurisprudencia y otra parte de la doctrina no aceptan que todo incremento de la deuda tributaria deba tener, necesariamente, carácter indemnizatorio o sancionador sino que pueden existir recargos que tengan una naturaleza distinta de los intereses de demora y de las sanciones, de donde concluyen que los recargos por ingreso fuera de plazo sin requerimiento no tienen carácter sancionador porque la NFGT no los equipara en ningún momento a las sanciones.

En la Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 29-10-09 en la que se recurre un recargo por declaración extemporanea, siendo la causa de este recargo, según el recurrente, la existencia de un error en el programa informático para la confección de las declaraciones, el TEAF señala que dicho recargo es correcto en tanto que la imposición del recargo no presupone la existencia de una actuación culpable ni va en contra de la presunción de buena fe en la actuación de los contribuyentes, sino que viene dado por la presentación extemporánea y espontánea de la declaración-liquidación, simultaneada, en este caso, con el ingreso de la cuota tributaria resultante.

Constitucionalidad.

La cuestión tiene no sólo interés teórico, sino también un importante efecto práctico. Si los recargos participaran de la naturaleza de las sanciones, la imposición de los recargos se asimilaría a una sanción "objetiva" o impuesta "de plano", es decir, a una sanción impuesta sin que concurra la culpabilidad necesaria, y eso no es posible en nuestro sistema constitucional, según ha declarado el TC en las Sentencias 76/1990, de 26-04-90  y 93/2001, de 02-04-2001).

El TC se ha pronunciado sobre la cuestión en su Sentencia 164/1995, de 13-11-95, que se refiere a la regulación vigente en territorio de régimen común desde el 1 de enero de 1986 hasta el 31 de diciembre de 1991 (redacción dada al artículo 61.2 de la Ley General Tributaria por la Ley 46/1985, de 17 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1986), según la cual, la presentación de declaraciones complementarias comporta el devengo de intereses de demora, con un mínimo del 10%, y la exclusión de sanciones. El Tribunal se ha pronunciado sobre la naturaleza del exceso del 10% sobre los intereses de demora corridos con arreglo a las siguientes consideraciones:


	
i. El exceso del 10% sobre el interés de demora parece tener una función claramente disuasoria del impago dentro de plazo.

	
ii. El artículo 31 de la Constitución habilita al legislador para proteger el especial interés de la Hacienda Pública en el pago puntual de las deudas tributarias con medidas eficaces cuya finalidad no sea solo la de "compensar o resarcir" al erario público por el perjuicio producido, sino también la de "salir preventivamente" al paso de una posible actitud dilatoria en el pago de sus deudas tributarias por los contribuyentes.


	
iii. No puede aceptarse el reduccionismo que invita a pensar que lo que no es sanción se transforma automáticamente en indemnización, o, a la inversa, que lo que no es indemnización ha de ser necesariamente una sanción, y que excluye la posibilidad de que entre la indemnización y la sanción propiamente dicha pueda haber otro tipo de figuras con finalidades características que, aunque en parte coincidentes, no lo sean por entero con las propias de aquellos dos tipos.

	
iv. El recargo no tiene un verdadero sentido sancionatorio porque carece de la finalidad represiva, retributiva o de castigo específica de las sanciones.

	
v. Si pese al "nomen iuris" utilizado por el legislador la cuantía del recargo alcanzase o se aproximase al importe de las sanciones, podría concluirse que se trataba de una sanción.

	
vi. El hecho de que el recargo pueda tener una finalidad disuasoria del pago impuntual de las deudas tributarias no lo convierte en una sanción. Una cosa es que las sanciones tengan, entre otras, una finalidad disuasoria y otra bien distinta que toda medida con una finalidad disuasoria de determinados comportamientos sea una sanción.

	
vii. El recargo tiene una función coercitiva, disuasoria o de estímulo, pero su función no es represiva, siempre y cuando, cuantitativamente no alcance el valor de las sanciones.



En base a estas consideraciones el Tribunal Constitucional desestimó las cuestiones de inconstitucionalidad planteadas sobre el artículo 61.2 de la Ley General Tributaria en su redacción dada por la Ley 46/1985. (BOE de 28-12-85).

Posteriormente el TC se ha vuelto a pronunciar sobre el tema en su Sentencia 276/2000, de 16-11-00. En ella, se cuestiona la constitucionalidad del recargo del 50%  sobre los ingresos extemporáneos, en la redacción que el citado artículo 61.2 de la Ley General Tributaria tuvo del 01-01-92 hasta el 22-07-95 (redacción introducida por la Ley 18/1991, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas). Trata de delimitar el Tribunal en esta Sentencia el carácter sancionador de este recargo, es decir, si además de servir como estímulo para el cumpli-miento de la obligación tributaria (lo cual es constitucional, tal y como se ha expuesto anteriormente), existe una cierta finalidad retributiva o de castigo. Y dada la cuantía del recargo, concluye afirmando que nos hallamos ante una verdadera sanción "encubierta" bajo el nombre de recargo, y que la función perseguida es resarcitoria, por cuanto que la cuantía del recargo supera la del interés de demora tributario.

Este recargo atenta contra la Constitución por cuanto que, constituyendo una autentica sanción, no se le ofrece al administrado las garantías previstas en el procedimiento sancionador, ya que, al quedar definido como recargo, se le remite a las normas que rigen la liquidación de los tributos.

A la redacción actualmente en vigor que de los recargos tiene nuestra NFGT, le resulta de aplicación todas las consideraciones anteriores y, además, la referencia expresa que le dedica el Tribunal en el FJ 8.º de la Sentencia, donde parece valorar positivamente la cuantificación creciente del recargo en atención a la duración del retraso en el pago.







Recargos del período ejecutivo




Devengo de los recargos del período ejecutivo.


 De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 28 de la NFGT, los recargos del período ejecutivo se devengan con el inicio de dicho período, de acuerdo con lo establecido en el artículo 165 de la propia NFGT.







Tipos de recargos del período ejecutivo.


 De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 28 de la NFGT los recargos del período ejecutivo son de tres tipos:


	
a.  Recargo ejecutivo: este recargo será del 5%, se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario antes de la notificación de la providencia de apremio. 

	
b. Recargo de apremio reducido: este recargo será del 10% y, se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario y el propio recargo antes de la finalización del plazo previsto en el apartado 5 del artículo 61 de la NFGT para el ingreso de las deudas apremiadas. 

	
c.  Recargo de apremio ordinario: este recargo será del 20% y, se aplicará cuando se satisfaga la la deuda una vez transcurrido el plazo de ingreso al que nos hemos referido en la letra b anterior. 



Los recargos del período ejecutivo son incompatibles entre sí.

Además, los recargos del período ejecutivo se calculan sobre la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario, de forma que, es posible la aplicación de estos recargos sobre intereses de demora que por cualquier circunstancia se encuentren incluidos en la deuda en voluntaria. En relación con la compatibilidad de estos recargos con el recargo por declaración extemporánea nos remitimos a lo dicho en el comentario relacionado.

Compatibilidad con los intereses de demora.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 5 del artículo 28 de la NFGT , el recargo de apremio ordinario es compatible con los intereses de demora.

Cuando resulte exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido no se exigirán los intereses de demora devengados desde el inicio del período ejecutivo hasta el momento del pago.

Tabla comparativa.

En la presente tabla se recogen los recargos e intereses aplicables en cada fase del período ejecutivo de acuerdo con la normativa aplicable en cada uno de los Territorios Históricos.












	RECARGOS DEL PERÍODO EJECUTIVO


	

	BIZKAIA
	ALAVA
	GIPUZKOA





	

	Recargo
	Int. demora
	Recargo
	Int. demora
	Recargo
	Int. demora



	Desde fin período voluntario hasta la emisión de la providencia de apremio.
	Ejecutivo 5%
	SI
	Ejecutivo 5%
	NO
	Ejecutivo 5%
	NO



	Durante 1 mes desde la notificación de providencia de apremio.
	Ejecutivo 5%
	
NO

Durante el mes para pago Providen Apremio


	Apremio reducido 10%
	NO
	Apremio reducido 5%
	NO



	Después de 1 mes desde la notificación de la providencia de apremio
	Apremio 20%
	
SI

Desde fin período voluntario


	Apremio ordinario 20%
	SI
	Apremio ordinario 20%
	SI










Recargos del periodo ejecutivo en el marco de la asistencia mutua.


 El apartado 6 del artículo 28 de la NFGT hace una referencia específica a la aplicación de los recargos del período ejecutivo cuando la Administración tributaria esté actuando en el marco de la asistencia mutua.

El referido apartado establece que no se devengarán los recargos del periodo ejecutivo en el caso de deudas de titularidad de otros Estados o de entidades internacionales o supranacionales cuya actuación recaudatoria se realice en el marco de la asistencia mutua, salvo que la normativa sobre dicha asistencia establezca otra cosa.

La asistencia mutua se define en el artículo 1.2 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.







Sección cuarta. Las obligaciones y deberes de la Administración tributaria

Obligaciones y deberes de la Administración tributaria




Obligaciones de contenido económico de la Administración tributaria.


 1.  Obligaciones de contenido económico.

La Administración tributaria está sujeta al cumplimiento de las obligaciones de contenido económico establecidas en la NFGT.

Son obligaciones de la Administración tributaria de contenido económico las siguientes:


	
a. La obligación de realizar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo (artículo 31 NFGTA 2005) (Ver comentario relacionado) 

	
b. La obligación de devolución de ingresos indebidos (artículo 32 NFGTA 2005) (Ver comentario relacionado).  

	
c. La obligación de reembolso de los costes de las garantías (artículo 33 NFGTA 2005) (Ver comentario relacionado) 

	
d. La obligación de satisfacer intereses de demora. 



2.  Otras obligaciones.

La Administración tributaria está sujeta, además, a los deberes establecidos en la NFGT en relación con el desarrollo de los procedimientos tributarios y en el resto del ordenamiento jurídico.








Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo




Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo


 1.  Obligación de devolver.

La NFGT de 2005 regula por primera vez esta obligación que hasta ahora estaba regulada en las normas propias de algunos tributos (IRPF, IS e IVA).

De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 31 de la NFGT, la Administración tributaria devolverá las cantidades que procedan de acuerdo con lo previsto en la normativa de cada tributo.

Son devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo las correspondientes a cantidades ingresadas o soportadas debidamente como consecuencia de la aplicación del tributo.

2.  Plazo de devolución e intereses de demora.

La NFGT establece que las devoluciones de las cantidades que procedan de acuerdo con lo previsto en la normativa de cada tributo deberán hacerse en el plazo fijado en las normas reguladoras de cada tributo y, en todo caso, el plazo de seis meses.

El plazo de seis meses fijado por la NFGT es máximo, aunque permite que las normas forales de cada tributo fijen uno inferior. Transcurrido ese plazo sin que se hubiera realizado el pago de la devolución por causa imputable a la Administración tributaria, se devengan intereses de demora.

El devengo de intereses se produce cuando el pago de la devolución no se haya ordenado en el citado plazo (actuación de los órganos de fiscalización).

Transcurrido el plazo citado, la Administración tributaria abonará el interés de demora, sin necesidad de que el obligado lo solicite. A estos efectos, el interés de demora se devengará desde la finalización de dicho plazo hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución.

3.  Regulación en las normas de cada tributo.

La obligación de la Administración tributaria de abonar intereses de demora en las devoluciones de oficio, una vez superado el plazo de seis meses y sin necesidad de solicitud por el contribuyente, se incluye además en las Normas Forales reguladoras del IRPF, IS e IVA..


	
i.  En el IRPF se regula en el artículo 112.4 de la NF 33/2013, de 27 de noviembre.


	
ii.  En el Impuesto sobre Sociedades, se contiene en el artículo 129.3 de la NF 37/2013, de 13 de diciembre.

	
iii.  En el IVA se regula en el artículo 115.3 del DFN 12/1993, de 19 de enero.










Devolución de ingresos indebidos




Devolución de ingresos indebidos: obligación de devolver.


 El artículo 32 de la NFGT establece que la Administración tributaria devolverá a los obligados tributarios, a los sujetos infractores o a los sucesores de unos y otros, los ingresos que indebidamente se hubieran realizado en la Hacienda Pública con ocasión del cumplimiento de sus obligaciones tributarias o del pago de sanciones.

A.  Legitimación para solicitar la devolución.

La NFGT al referirse a los obligados tributarios en general como legitimados para solicitar la devolución de ingresos indebidos establece un ámbito de legitimación muy amplio que incluye, por ejemplo, a los obligados a soportar retenciones o repercusiones.

B.  Legitimación para obtener la devolución.

La NFGT al referirse a los ingresos que indebidamente "se hubieran realizado" en la Hacienda Pública y no a los ingresos que indebidamente "hubiera realizado" el solicitante, permite considerar como legitimados para recibir la devolución de ingresos indebidos a otros obligados tributarios que no son los que han realizado el ingreso, pero si los que han soportado la carga tributaria (p.e. retenidos o repercutidos).







Intereses de demora en la devolución de ingresos indebidos.


 Con la devolución de ingresos indebidos la Administración tributaria abonará intereses de demora, sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite.

El interés de demora se devengará desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución. 

En cualquier caso, las dilaciones en el procedimiento por causa imputable al interesado no se tendrán en cuenta a efectos del cómputo del período a que se refieren los párrafos anteriores.






Devolución de ingresos indebidos: ingreso en varios plazos.


 Cuando se proceda a la devolución de un ingreso indebido derivado de una autoliquidación ingresada en varios plazos, se entenderá que la cantidad devuelta se ingresó en el último plazo y, de no resultar cantidad suficiente, la diferencia se considerará satisfecha en los plazos inmediatamente anteriores.

El precepto resulta particularmente de aplicación a las devoluciones de IRPF ingresados en dos plazos o a la devolución de deudas tributarias fraccionadas.






Procedimiento para la devolución de ingresos indebidos.


 El procedimiento para la devolución de ingresos indebidos se encuentra regulado en el Titulo V de la NFGT (Revisión en vía administrativa), concretamente en su artículo 228) (ver comentario relacionado).







Reembolso de los costes de las garantías




Antecedentes del reembolso de los costes de las garantías.


 El derecho de los contribuyentes a no pagar cuantías superiores a las que se deducen de la correcta aplicación de la normativa tributaria exige, en primera instancia, que se reconozca el derecho a la devolución de las cantidades ingresadas en exceso, con sus correspondientes intereses.

Sin embargo, este derecho no es suficiente para asegurar, por si solo, que el contribuyente no sufre otras pérdidas patrimoniales con ocasión del pago de los tributos. En efecto, el carácter ejecutivo de los actos de liquidación de la Administración tributaria supone que la simple interposición de un recurso o reclamación no suspende el acto impugnado. Para suspenderlo, la normativa vigente exige, con carácter general, que se aporte garantía bastante, lo que tiene un coste para el contribuyente que la presta. Por ello, se ha planteado con reiteración la cuestión relativa al coste de las garantías aportadas cuando el contribuyente finalmente ve satisfecha su pretensión y la deuda tributaria impugnada es declarada improcedente total o parcialmente.

En un principio, la Administración tributaria sostuvo que la decisión de solicitar la suspensión con garantía era adoptada libremente por el contribuyente, quien siempre puede pagar la deuda y solicitar después la devolución de ingresos indebidos con los correspondientes intereses de demora, o solicitar la suspensión sin garantía si de la ejecución de la deuda se deriva un perjuicio de difícil o imposible reparación, por lo que, tratándose de una decisión del contribuyente (la de solicitar suspensión y aportar una garantía determinada) que no guarda la necesaria relación de causalidad con la liquidación girada, no cabe indemnización por los costes en los que incurre el contribuyente al impugnar la resolución administrativa y aportar la garantía correspondiente.

Posteriormente, los Tribunales de Justicia fueron reconociendo en sucesivas sentencias el deber de la Administración tributaria de indemnizar a los contribuyentes por los gastos soportados en defensa de su derecho, ya sea reconociendo dicho derecho de indemnización en la propia sentencia, ya sea dando lugar a la tramitación de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la Administración en base al principio de indemnidad.

Ya en el texto de la anterior NFGT se incluyó en parte, a partir del año 1996, esta doctrina jurisprudencial, admitiéndose el reembolso de los costes de los avales aportados en garantía, en la parte correspondiente a las sanciones.

Posteriormente, se amplió el contenido del derecho al reembolso de los costes, a los incurridos para garantizar la totalidad de la deuda declarada improcedente y, a todo tipo de garantías (artículo 33) de la NFGT.







Reembolso de los costes de las garantías: regulación en la NFGT y disposiciones de desarrollo. 


 El artículo 33 regula el derecho de reembolso de los costes de las garantías aportadas para suspender la ejecución de los actos objeto de impugnación. En el referido artículo se establece que:

"1. La Administración tributaria reembolsará, previa acreditación de su importe, el coste de las garantías aportadas para suspender la ejecución de un acto o para aplazar o fraccionar el pago de una deuda si dicho acto o deuda es declarado improcedente por sentencia o resolución administrativa firme. Cuando el acto o la deuda se declare parcialmente improcedente, el reembolso alcanzará a la parte correspondiente del coste de las garantías."

La presente regulación amplía el ámbito del derecho al reembolso en relación con la regulación anterior, en tanto que incluye no solo a las deudas tributarias, sino también actos de la Administración tributaria en relación con deudas no tributarias. Asimismo se incluyen las garantías aportadas para aplazar o fraccionar una deuda.

Además, la NFGT establece que siempre que sea posible, de acuerdo con la información contenida en la Administración, la devolución se practicará de oficio y la Administración tributaria abonará el interés de demora vigente a lo largo del período en el que se devengue sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite. Este abono de intereses también constituye una novedad con respecto a la regulación anterior en la que no se contemplaba dicho pago de intereses.

El referido interés de demora se devengará desde la fecha debidamente acreditada, en que se hubiesen incurrido en los costes que son objeto de reembolso, hasta la fecha del ordenamiento de su pago.

Disposiciones de desarrollo.

En Álava el Decreto Foral 65/2008, de 1 de julio, por el que se aprueba el Reglamento regulador de los procedimientos especiales de revisión, del recurso de reposición y reembolso del coste de garantías, desarrolla el derecho al reembolso de estos costes, estableciendo el procedimiento para formalizar dicho reembolso. 






Procedimiento de reembolso de los costes de las garantías en las disposiciones de desarrollo.


 A. Ámbito de aplicación.

Artículo 46 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio:La Administración tributaria reembolsará, previa acreditación de su importe, el coste de las garantías aportadas para suspender la ejecución de una deuda, en cuanto ésta sea declarada improcedente por sentencia o resolución administrativa y dicha declaración adquiera firmeza.

Costes reembolsables

El reembolso de los costes de las garantías aportadas para obtener la suspensión de la ejecución de las deudas alcanzará a los costes necesarios para su formalización, mantenimiento y cancelación.

Reembolso parcial

Cuando la deuda sea declarada parcialmente improcedente por sentencia o resolución administrativa y dicha declaración adquiera firmeza, el reembolso alcanzará a los costes proporcionalmente de acuerdo con dicha declaración de improcedencia.

Reembolso de otros costes

El procedimiento previsto en los respectivos reglamentos se limitará al reembolso de los costes anteriormente indicados, si bien, el obligado tributario que lo estime procedente podrá instar, en relación a otros costes o conceptos distintos, el procedimiento de responsabilidad patrimonial previsto en el Título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Pública, cuando se den las circunstancias previstas para ello.

B. Garantías objeto de reembolso.

Artículo 47 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio:El derecho al reembolso contemplado en los referidos reglamentos alcanza a las garantías que, prestadas de conformidad con la normativa vigente, hayan sido aceptadas para la suspensión de la ejecución de deudas tributarias y que, a continuación, se mencionan:


	
a) Avales prestados por entidades de crédito y sociedades de garantía recíproca. 

	
b) Certificados de seguro de caución. 

	
c) Hipotecas mobiliarias e inmobiliarias. 

	
d) Prendas, con o sin desplazamiento. 

	
e) Cualesquiera otras que hubiera aceptado la Administración o los Tribunales. 



C.  Determinación del coste de las garantías prestadas.

Artículo 48 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio: A efectos de proceder a su reembolso, el coste de las garantías antes mencionadas se determinará en la siguiente forma:

a.  Avales y seguros de caución.

En los avales y seguros de caución, los costes que serán objeto de reembolso vendrán determinados por las cantidades efectivamente satisfechas a la entidad de crédito, sociedad de garantía recíproca o entidad aseguradora, en concepto de primas, comisiones y gastos por formalización, mantenimiento y cancelación del aval, fianza o certificado.

Para determinar el periodo de tiempo durante el que se devengan los costes de formalización del aval, que serán objeto de reembolso, el reglamento de revisión establece que serán reembolsados los gastos devengados hasta la fecha en que se produzca la devolución de la garantía.

b.  Hipotecas y Prendas.

En las hipotecas y prendas, el coste de las mismas incluirá las cantidades satisfechas por los siguientes conceptos:


	
- Gastos derivados de la intervención de fedatario público. 

	
- Gastos registrales. 

	
- Impuestos derivados directamente de constitución de la garantía y, en su caso, de la cancelación. 

	
- Gastos derivados de la tasación o valoración de los bienes ofrecidos en garantía. 



c.  Depósitos en dinero efectivo.

	
  Se establece que en los depósitos en dinero efectivo constituidos de acuerdo con la normativa aplicable, se abonará el interés de demora vigente hasta el día en que se adopte el acuerdo en el que se reconozca el derecho a percibir el reembolso. 


d.  Garantías distintas de las anteriores.

Cuando se hubieran aceptado por la Administración tributaria o los tribunales garantías distintas de las anteriores, se admitirá el reembolso de las mismas, limitado, exclusivamente, a los costes acreditados en que se hubiera incurrido de manera directa para su formalización, mantenimiento y cancelación.

D.  Requisitos para el reembolso.

La NFGT  supedita el reembolso a que la deuda sea declarada improcedente y que dicha declaración adquiera firmeza.

Ambos requisitos deben acreditarse mediante copia de la resolución, administrativa o judicial, por la que se declare improcedente total o parcialmente el acto administrativo cuya ejecución se suspendió, con mención de su firmeza.

El TSJ del País Vasco en Sentencia de 20-01-04 señala que la circunstancia de que la improcedencia de la deuda tributaria haya sido declarada por un acuerdo o resolución que no resuelve un recurso o reclamación económico-administrativa, en tanto que la deuda fue dada de baja por prescripción ganada durante la tramitación de la reclamación económico-administrativa, y por lo tanto, no constituya una "resolución o sentencia firme" sobre la liquidación en cuestión, como exige el artículo 169 de la NF 3/1986, General Tributaria, no exceptúa el deber de reembolsar el importe de las garantías aportadas. Añade que, es incuestionable que cuando la Administración reconoce la prescripción del derecho al cobro de la deuda tributaria declara a la vez la improcedencia de la deuda tributaria y es éste el requisito indispensable para que proceda el derecho al reembolso.

E.  Procedimiento.

Artículos 49 a 53 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio 

a.  Órganos competentes.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio, en el ámbito de las competencias de la Diputación Foral de Álava será competente para tramitar y acordar el reembolso del coste de las garantías el Servicio de Recaudación. 



b.  Tramitación del expediente de reembolso.

El procedimiento se iniciará a instancia del interesado mediante escrito que éste deberá dirigir al órgano competente para su resolución.

Aunque la regla general sea el inicio del procedimiento a instancia del interesado, en el último párrafo del artículo 33.1 de la NFGT se establece la posibilidad de que el procedimiento pueda iniciarse de oficio siempre que la Administración tributaria cuente con la información necesaria para dicha tramitación.

i.  Solicitud.

Se establece que a la solicitud de reembolso se acompañarán los siguientes datos o documentos: 


	
a) Copia de la resolución administrativa o judicial, por la que se declare improcedente total o parcialmente el acto administrativo cuya ejecución se suspendió, con mención de su firmeza. 

	
b) Acreditación del importe al que ascendió el coste de las garantías cuyo reembolso se solicita. 

	
c) En su caso, una solicitud de compensación, en los términos establecidos en el Reglamento de Recaudación. 



En el supuesto de avales o seguros de caución, deberá aportarse certificado expedido por la entidad de crédito, sociedad de garantía recíproca o entidad aseguradora, haciendo constar las cantidades satisfechas a la misma por la concesión, mantenimiento y cancelación del aval o seguro de caución, con expresión de la cantidad avalada.

En relación con el resto de garantías, deberá acreditarse el pago efectivo de los gastos en que se hubiera incurrido en relación con las hipotecas, prendas u otras garantías constituidas, de acuerdo con lo establecido en el propio reglamento.

ii.  Instrucción.

Artículo 51.1 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio: El órgano que instruya el procedimiento podrá llevar a cabo cuantas actuaciones resulten necesarias para comprobar la procedencia del reembolso que se solicita.

iii.  Subsanación.

Artículo 51.2 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio: Si el escrito de solicitud no reuniera los datos precisos o no adjuntara la documentación prevista, todo ello de acuerdo con lo establecido en el propio reglamento (ver apartados anteriores), los órganos competentes requerirán al interesado para que, en un plazo de quince días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, archivándose la misma.

El plazo concedido para la subsanación podrá ser ampliado a petición del interesado cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales debidamente acreditadas.

iv.  Audiencia al interesado.

 Artículo 51.4 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio

Finalizadas las actuaciones, el órgano instructor, antes de redactar la propuesta de resolución, dará audiencia al interesado para que pueda alegar lo que considere conveniente a su derecho. Se establece un plazo de quince días para realizar dichas alegaciones y puesta de manifiesto del expediente.

No obstante lo anterior, podrá prescindirse del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento, ni sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado.

v.  Resolución.

Artículo 52 del Reglamento de revisión, aprobado por DF 65/2008, de 1 de julio: Plazo para dictar la resolución: 6 meses.

El órgano competente dictará resolución y la notificará en un plazo máximo de 6 meses a contar desde la fecha en que el escrito de solicitud del interesado haya tenido entrada en la Administración tributaria.

Acuerdo de reembolso.

Cuando en virtud de los actos de instrucción desarrollados resulte procedente el reembolso del coste de la garantía aportada, se acordará el reembolso de las cantidades contempladas en el reglamento (ver apartado C anterior), en cuanto hayan quedado debidamente acreditadas y correspondan a la suspensión de la deuda declarada total o parcialmente improcedente.

En caso de estimación parcial, el reembolso alcanzará sólo al importe del coste que corresponda a la parte de la deuda que sea declarada improcedente.

Silencio administrativo.

Transcurrido el plazo para dictar resolución sin que ésta se haya dictado, se podrá entender desestimada la solicitud, a efectos de interponer contra la resolución presunta el correspondiente recurso o reclama-ción.

Recursos.

La resolución que ponga fin este procedimiento será reclamable en vía económico-administrativa, previo el recurso de reposición si el interesado decidiera interponerlo.

vi.  Ejecución.

Se establece que dictada la resolución por la que se reconoce el derecho al reembolso del coste de la garantía aportada, se expedirá el oportuno mandamiento de pago en favor de la persona o entidad acreedora. 

c.  Prescripción de la acción de reembolso.

La NFGT regula la prescripción tanto del derecho a solicitar el reembolso de los costes de las garantías como del derecho a obtener dicho reembolso una vez reconocido.

La referida regulación se contiene en las letras c) y d) de apartado 1 del artículo 65 de la NFGT, estableciendose un plazo de prescripción de cinco años.







Sección quinta. Los derechos y garantías de los obligados tributarios

Derechos y garantías de los obligados tributarios




Derechos y garantías de los obligados tributarios: regulación en la NFGT de Álava.


 El artículo 34 de la NFGT, se refiere a los derechos y garantías que asisten al obligado tributario en sus relaciones con la Administración tributaria.

Este artículo 34 realiza una pormenorizada relación, aunque no de carácter cerrado, de los derechos y garantías que asisten a los obligados tributarios. Se trata de una mera relación de derechos que se regulan en diferentes artículos de la propia NFGT o de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

En el comentario relacionado analizamos el contenido de los referidos derechos y garantías.







Derechos de los obligados tributarios.


 A. Derecho a ser informado y asistido.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a ser informados y asistidos por la Administración tributaria sobre el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

El deber de la Administración tributaria de dar información y asistencia a los obligados tributarios se regula en el artículo 81 de la NFGT.

B. Derecho a obtener devoluciones de ingresos indebidos y devoluciones de oficio.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a obtener, en los términos previstos en la propia NFGT, las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo y las devoluciones de ingresos indebidos que procedan, con abono del interés de demora, sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto.

El deber de la Administración tributaria de realizar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, y las devoluciones de ingresos indebidos se regula en los artículos 31 y 32 de la NFGT.

C. Derecho a ser reembolsados del coste de los avales y otras garantías.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a ser reembolsado, en la forma fijada en la propia NFGT, del coste de los avales y otras garantías aportados para suspender la ejecución de un acto o para aplazar o fraccionar el pago de una deuda, si dicho acto o deuda es declarado total o parcialmente improcedente por sentencia o resolución administrativa firme, con abono del interés de demora sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto, así como a la reducción proporcional de la garantía aportada en los supuestos de estimación parcial del recurso o de la reclamación interpuesta.

El deber de la Administración tributaria de reembolsar el coste de las garantías a los obligados tributarios se regula en el artículo 33 de la NFGT.

D. Derecho a utilizar lenguas oficiales.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a utilizar el euskera o el castellano en las relaciones con la Administración tributaria, de acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurídico.

El referido derecho se regula en el artículo 15 de la LPAC.

E. Derecho a conocer el estado de tramitación de los procedimientos.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a conocer el estado de tramitación de los procedimientos en los que sea parte.

El referido derecho se regula en el artículo 53.1.a) de la LPAC.

F. Derecho a conocer la identidad de las autoridades y personas al servicio de la Administración.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a conocer la identidad de las autoridades y personal al servicio de la Administración tributaria bajo cuya responsabilidad se tramitan las actuaciones y procedimientos tributarios en los que tenga la condición de interesado.

El referido derecho se regula en el artículo 53.1.b) de la LPAC.

G. Derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones por él presentadas, así como derecho a obtener copia sellada de los documentos presentados ante la Administración, siempre que la aporten junto a los originales para su cotejo, y derecho a la devolución de los originales de dichos documentos, en el caso de que no deban obrar en el expediente.

Los referidos derechos se desarrollan en el artículo 95 de la NFGT.

H. Derecho a no aportar los documentos ya presentados.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a no aportar aquellos documentos ya presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder de la Administración actuante, siempre que el obligado tributario indique el día y procedimiento en el que los presentó.

El referido derecho se desarrolla en el artículo 95 de la NFGT.

I. Derecho al carácter reservado de los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho, en los términos legalmente previstos, al carácter reservado de los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria, que sólo podrán ser utilizados para la aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de sanciones, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo en los supuestos previstos en la normativa.

El carácter reservado de los datos tributarios se regula en el artículo 92 de la NFGT.

J. Derecho a ser atendido y tratado con el debido respeto y consideración.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a ser atendidos y tratados con el debido respeto y consideración por el personal al servicio de la Administración tributaria, así como al trato personal e individualizado.

El referido derecho se regula en el artículo 13.e) de la LPAC.

K. Derecho a que las actuaciones de la Administración tributaria se lleven a cabo en la forma menos gravosa.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a que las actuaciones de la Administración tributaria que requieran su intervención se lleven a cabo en la forma que le resulte menos gravosa, siempre que ello no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

L. Derecho a formular alegaciones y a aportar documentos.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a formular alegaciones y a aportar documentos que serán tenidos en cuenta por los órganos competentes al redactar la correspondiente propuesta de resolución.

El referido derecho se desarrolla en el artículo 95 de la NFGT.

M. Derecho a ser oído en el trámite de audiencia.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a ser oídos en el trámite de audiencia, en los términos previstos en la NFGT.

El referido derecho se desarrolla en el artículo 95 de la NFGT.

N. Derecho a ser informado de los valores de los bienes inmuebles.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a ser informados de los valores de los bienes inmuebles que vayan a ser objeto de adquisición o transmisión, en los términos previstos en la normativa tributaria.

El referido derecho se desarrolla en el artículo 85 de la NFGT.

Ñ.  Derecho a ser informado al inicio de las actuaciones de comprobación e investigación y a que se desarrollen en los plazos previstos.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a ser informado, al inicio de las actuaciones de comprobación o inspección sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones y a que las mismas se desarrollen en los plazos previstos en la NFGT.

Los referidos derechos se desarrollan en los artículos 144, 145 y 147 de la NFGT.

O. Derecho al reconocimiento de los beneficios fiscales.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho al reconocimiento de los beneficios o regímenes fiscales que resulten aplicables.

P. Derecho a formular quejas y sugerencias.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a formular quejas y sugerencias en relación con el funcionamiento de la Administración tributaria.

Q. Derecho a que las manifestaciones se recojan en diligencias.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a que las manifestaciones con relevancia tributaria de los obligados se recojan en las diligencias extendidas en los procedimientos tributarios.

El referido derecho se desarrolla en el artículo 95 de la NFGT.

R. Derecho a presentar ante la Administración tributaria la documentación que estimen conveniente.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a presentar ante la Administración tributaria la documentación que estimen conveniente y que pueda ser relevante para la resolución del procedimiento tributario que se esté desarrollando.

S.  Derecho a obtener copia a su costa de los documentos que integren el expediente administrativo.

La NFGT establece que los obligados tributarios tienen el derecho a obtener copia a su costa de los documentos que integren el expediente administrativo en los términos previstos en la NFGT.

El referido derecho se desarrolla en el artículo 95 de la NFGT.

T. Derecho a la presunción de buena fe.

El principio de buena fe en el ejercico de los derechos es un principio general del Derecho (artículo 7 del Código Civil) y, como tal, informador de todo el ordenamiento jurídico. Es así que, en rigor, ha de ser tomado en consideración y respetado en el seno de las relaciones jurídicas sean estas de derecho privado o de derecho público sin perjuicio del cumplimiento de la ley y totalmente compatible con ésta, ya que la sujeción de los ciudadanos y de los poderes públicos abarca la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico (artículo 9.1 CE), y en términos del artículo 103 de la CE la Administración se haya sometida plenamente a la ley y al Derecho.

U. Derecho a conocer el destino del rendimiento de los tributos.

La NFGT incluye el derecho de los obligados tributarios a conocer el destino del rendimiento de los tributos recaudados, en los términos que establezca la normativa.

V. Derecho a que la Administración actúe con objetividad.

La NFGT incluye el derecho de los obligados tributarios a que la Administración tributaria actué con objetividad.







Capítulo II. Obligados tributarios

Sección primera. Clases de obligados tributarios

Obligados tributarios




Concepto de obligado tributario en la NFGT.


 La NFGT regula los obligados tributarios en su artículo 35, cuyo apartado 1 establece el concepto legal de obligado tributario. Según dispone dicho precepto:

["1. Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias, bien sean éstas materiales o formales".]


El concepto de obligado tributario se configura como un concepto genérico, que abarca a todo tipo de sujetos sometidos a una relación jurídico-tributaria con la Administración. En definitiva incluye a todo sujeto pasivo en una relación jurídica de sujeción con la Administración tributaria.

La realización del hecho imponible hace nacer una relación jurídico-tributaria entre el sujeto activo, la Hacienda Pública, y el sujeto pasivo, la persona llamada a cumplir las obligaciones materiales y formales.

Las normas tributarias han regulado otros supuestos de hecho cuya realización hace nacer vínculos y relaciones de contenido tributario distintos a la obligación principal. Aparecen así en el ámbito tributario los responsables, los retenedores y otros obligados a realizar pagos a cuenta, y los obligados a dar información sobre terceras personas.

Además se añade una consideración específica para los supuestos en los que la Administración tributaria actúe en el ámbito de la asistencia mutua al establecer que también tendrán la consideración de obligados tributarios aquellos a los que se pueda imponer obligaciones tributarias conforme a la normativa sobre asistencia mutua.

La asistencia mutua se define en el artículo 1.2 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.







Tipos de obligados tributarios.


 Incluyendo a los obligados a prestar obligaciones formales, que también constituyen un tipo de obligados tributarios, la NFGT menciona hasta trece supuestos de obligados tributarios.

El apartado 2 del artículo que es objeto del presente comentario hace una relación de obligados tributarios, aunque no es una relación cerrada dejando abierta la posibilidad de que las normas tributarias regulen nuevos supuestos de obligados tributarios. No obstante, a la vista de la normativa tributaria en vigor puede afirmarse que la relación del apartado 2 del artículo 35 recoge todos los supuestos de relaciones pasivas en las obligaciones jurídico-tributarias que actualmente se regulan en las disposiciones tributarias.

En los artículos posteriores de la NFGT se definen y regulan cada una de las figuras de obligados tributarios recogidas en el presente apartado.

Los tipos de obligados tributarios recogidos en la NFGT son los siguientes:


	
a. Los sujetos pasivos.Dentro de los sujetos pasivos se incluyen: 


	
i. Los contribuyentes. 

	
ii. Los sustitutos. 





	
b. Los obligados a realizar pagos a cuenta.Dentro de estos obligados se incluyen: 


	
i. Los obligados a realizar pagos fraccionados. 

	
ii. Los retenedores. 

	
iii. Los obligados a practicar ingresos a cuenta. 





	
c. Los obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo.Dentro de estos obligados se incluyen: 


	
i. Los obligados a repercutir. 

	
ii. Los obligados a soportar la repercusión. 

	
iii. Los obligados a soportar la retención. 

	
iv. Los obligados a soportar los ingresos a cuenta. 





	
d. Los sucesores.


	
e. Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tributarias, cuando no tengan la condición de sujetos pasivos.

	
f. Los responsables.Como ya ha quedado apuntado, también tendrán el carácter de obligados tributarios aquellos a quienes la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias formales. 

El siguiente cuadro esquematiza la posición de los diferentes obligados tributarios en relación con la Hacienda Pública: 





[image: ]

NOTAS


	
a. El sujeto pasivo está obligado a cumplir las obligaciones materiales y formales derivadas del hecho imponible. Constituyen diferentes supuestos de sujeto pasivo, el contribuyente y el sustituto. 

	
b. El responsable responde del pago de la deuda del obligado principal una vez derivada la acción administrativa. 

	
c. El retenedor está obligado a retener e ingresar (obligación material) con ocasión de determinados pagos y a cumplir las obligaciones formales correspondientes. Las cantidades retenidas se imputan al sujeto pasivo. 

	
d. Todos están obligados a proporcionar a la Administración Tributaria información con trascendencia tributaria deducida de sus relaciones económicas con terceros. 








Entidades carentes de personalidad jurídica: obligados tributarios en la NFGT.


 El apartado 3 del artículo 35 dispone que tendrán la consideración de obligados tributarios en las Normas Forales en que así se establezca las herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyen una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles de imposición.

El precepto es relevante porque permite que entidades sin personalidad jurídica puedan ser sujetos de derechos y obligaciones en el ámbito tributario.

Esta circunstancia hace que este precepto pueda plantear dudas desde la perspectiva de la subjetividad tributaria, esto es, desde la perspectiva de la capacidad jurídico tributaria en cuanto aptitud para ser sujeto de los derechos y las obligaciones que integran el tributo.

Diversos intentos teóricos se han realizado en el campo dogmático con la finalidad de obtener respuesta a esta cuestión; de esta manera consideramos reseñables, entre otras, las tesis sostenidas por CORTÉS DOMÍNGUEZ y TEJERICO LÓPEZ, estimando que si la noción de sujeto pasivo tributario no se centra tanto en su condición de obligado ante la Administración como en la nota de realizador del hecho imponible, no hay obstáculos para admitir que dicha realización puede llevarse a cabo por entes que no tienen personalidad jurídica. No obstante y, como ha apuntado correctamente SAINZ DE BUJANDA, tienen que ser reconocidos previamente como sujetos de derecho por el ordenamiento general, siendo preciso una apariencia unitaria, de modo que se genere una sola relación jurídica y no varias, como ocurriría si se tratara de supuestos de mera solidaridad entre sujetos. AMATUCCI, matizando las anteriores conclusiones, sostiene que no se reconocen por el ordenamiento jurídico como sujetos de derecho que no son personas jurídicas, atribuyéndoles una capacidad jurídica limitada, pero no una capacidad específica para una rama determinada, sino en relación con los intereses que el ordenamiento ha considerado relevantes para cualquiera de las ramas del derecho.

A la hora de establecer qué entes sin personalidad jurídica son aptos para imponerles esta sujeción conjunta, la NFGT podía haber optado por una enumeración exhaustiva y tasada o por sentar criterios delimitadores que cuando concurran en un ente determinado le hagan susceptible de este tratamiento.

La NFGT ha optado por esta segunda alternativa. En este sentido, no parece que el primer criterio delimitador contenido en el artículo que es objeto del presente comentario, ser unidad económica, sirva para deslindar sujetos subsumibles en la hipótesis del artículo 34.3. Más efectivo puede ser, en cambio, el exigir que se trate de un patrimonio separado susceptible de imposición (segundo criterio delimitador), lo que induce a entenderlo como una masa patrimonial diferenciada de la de los miembros que la integran, pero también con una cierta organización unitaria dirigida a un fin común, con base en el cual el propio Derecho privado le reconoce determinados mecanismos de formación y exteriorización de la voluntad colectiva. Por un lado se considera al ente realizador del hecho imponible de modo unitario y, por el otro, queda vinculado a cumplir las prestaciones tributarias. Lo significativo es que se trata de una sola relación jurídica tributaria entre el ente y la Administración tributaria, y más concretamente, de una sola obligación y por consiguiente de un solo obligado.

Sujeción en los diferentes tributos.

La NFGT no establece que estas entidades sean consideradas como obligados tributarios en todos los impuestos, sino que se remite para ello a las Normas Forales que así lo establezcan (en nuestro sistema tributario se establece así en el IVA y en algunos tributos locales).

En relación con la tributación de la renta, las entidades citadas en el presente artículo no son sujetos pasivos, sino que tributan en el IRPF en "régimen de atribución de rentas" de modo que las rentas obtenidas por la entidad se atribuyen a sus partícipes o comuneros. Sin embargo, en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades se sujetan a este impuesto entidades carentes de personalidad jurídica distintas de las citadas en el presente artículo de la NFGT, tales como los Fondos de Inversión, las Uniones Temporales de Empresas, los grupos de sociedades que tributan en régimen consolidado, etc.

Herencia pendiente del ejercicio de poder testatorio

En el apartado 6 del artículo 35 de la NFGT de Álava se incluye expresamente como un tipo de obligado tributario a las herencias que se encuentren pendientes del ejercicio de un poder testatorio o del ejercicio del usufructo poderoso.

La existencia de herencias pendientes del ejercicio del poder testatorio se deriva directamente de la sucesión por comisario como una de las formas de sucesión testada regulada en los artículos 30 a 46 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco.

Además, la herencia pendiente del ejercicio de un poder testatorio como sujeto pasivo tributario se regula de forma expresa en la Norma Foral 18/2017, de 20 de setiembre, de adaptación del Sistema Tributario de Alava al Derecho Civil Vasco, donde se considera a este tipo de herencia como posible contribuyente tanto en el IRPF como en el Impuesto sobre el Patrimonio, por lo que es evidente que en todos los casos este tipo de herencia debe ser considerada como un tipo de obligado tributario.

Por otro lado, en el último inciso del mencionado apartado 6 se establece que en el caso de herencias que se encuentren pendientes del ejercicio de un poder testatorio o del ejercicio del usufructo poderoso, el cumplimiento de las obligaciones tributarias materiales y formales corresponderá, respectivamente, al administrador de la misma o al usufructuario poderoso.






Concurrencia de obligados tributarios.


 La concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto de una obligación determinará que queden solidariamente obligados frente a la Administración tributaria al cumplimiento de todas las prestaciones, salvo que por Norma Foral se disponga expresamente otra cosa. Las Normas Forales podrán establecer otros supuestos de solidaridad distintos

El precepto regula la concurrencia de diversos titulares en el presupuesto de la obligación tributaria por lo que resulta de aplicación a la concurrencia de distintos obligados tributarios sean estos contribuyentes (posición aceptada por toda la doctrina) o sustitutos (posición no aceptada por toda la doctrina), responsables... Incluso puede plantearse que el precepto ampara la responsabilidad solidaria de distintos obligados tributarios (por ejemplo contribuyente y sustituto).

El régimen de solidaridad establecido para la concurrencia de sujetos pasivos supone que la Diputación Foral puede exigir a cada uno de ellos el pago íntegro de la deuda. La obligación solidaria alcanza a la totalidad de la deuda por todos los componentes de la misma mencionados en el artículo 57 de la NFGT.

El precepto no resulta de aplicación a los cotitulares de las entidades sin personalidad jurídica del artículo 35.3 de la NFGT, que tienen su propia regulación en el artículo 42.1.b) de la NFGT (véase el comentario relacionado).

	 · La Resolución del TEAF de Bizkaia de 04-07-02, basándose en jurisprudencia del Tribunal Supremo, viene a establecer, independientemente del régimen económico matrimonial por el que se rijan los cónyuges (por lo tanto, incluso en el de separación de bienes), cuando éstos opten por la modalidad de tributación conjunta, ambos responderán solidariamente de la totalidad de la deuda tributaria que derive de la declaración, y ello porque de acuerdo con el art. 34 de la NFGT, "la concurrencia de dos o más titulares en el hecho imponible determinará que queden solidariamente obligados frente a la Diputación Foral, salvo que la Norma Foral propia de cada tributo dispusiera lo contrario", supuesto éste que no concurre en el caso de la Norma Foral del IRPF.• Confirma esta doctrina la Sentencia del TSJ del País Vasco de 26-02-04 al establecer que cuando se haya optado por la modalidad de tributación conjunta en el IRPF es correcta la derivación de deudas del cónyuge, sin necesidad de dictar un acto declarativo de dicha responsabilidad y con independencia del régimen económico matrimonial.










Sujetos pasivos: contribuyente y sustituto del contribuyente




El sujeto pasivo en la NFGT.


 La doctrina tradicional configura al sujeto pasivo como aquella persona que realiza el hecho imponible y, consecuentemente, queda obligada al cumplimiento de las obligaciones materiales y formales. Junto al sujeto pasivo, la norma sitúa en algunos casos a una persona que le sustituye en todas sus obligaciones, el sustituto.

La NFGT ha alterado este esquema. Llama contribuyente a la persona que realiza el hecho imponible, sin embargo, la norma puede o no aceptar que el contribuyente sea, o no, el sujeto de la relación jurídica que se establece al producirse el hecho imponible. Razones de técnica tributaria, puesta al servicio de los principios de comodidad de pago, de economía de la percepción y especialmente de la generalidad, pueden aconsejar que, en ocasiones, la persona obligada no sea quien realiza el hecho imponible. Para la norma, esta persona, y sólo ella, es el sujeto pasivo. Ante la necesidad de distinguir los dos supuestos extremos (sujeto pasivo no contribuyente y contribuyente no sujeto pasivo) se pronuncia la norma llamando contribuyente a quien realiza el hecho imponible, y sujeto pasivo a quien debe cumplir la obligación tributaria principal y las obligaciones formales.

Así, la NFGT define en el apartado 1 del artículo 36 la figura del sujeto pasivo de la siguiente forma:

["1. Es sujeto pasivo el obligado tributario que debe cumplir la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma, sea como contribuyente o como sustituto del mismo."]


Las normas forales propias de los tributos, no han seguido la distinción entre sujeto pasivo y contribuyente, sino que utilizan el concepto clásico de sujeto pasivo, de modo que, en todos ellos, excepto en los Impuestos Especiales de Fabricación y en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras se define al sujeto pasivo del impuesto como la persona que realiza el hecho imponible, dejando sin uso el concepto de contribuyente.







La traslación de la carga tributaria.


 El último inciso del apartado 1 del artículo 36 de la NFGT establece que no perderá la condición de sujeto pasivo quien deba repercutir la cuota tributaria a otros obligados, salvo que la Norma Foral de cada tributo establezca otra cosa.

La doctrina de la Hacienda Pública conoce con el término "percusión" el efecto económico que produce la exacción del tributo sobre la persona que lo soporta. Cuando esta persona puede, de acuerdo con la norma, trasladar el efecto económico del tributo a un tercero, se dice que "repercute" el tributo.

El mecanismo técnico por el que se realiza esta "traslación" es el de "repercusión". Aunque originalmente el concepto de repercusión tiene carácter económico, en el ámbito tributario sólo se conoce como repercusión la obligación regulada por norma en algunos impuestos (IVA, IIEE, e Impto. sobre Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos), que tiene el sujeto pasivo de repercutir el impuesto, y la correlativa obligación que tiene el sujeto repercutido de soportar la repercusión. No se considera, por tanto, repercusión en sentido técnico-tributario la traslación de la carga tributaria por vía distinta a la establecida en la norma.


[Por ejemplo, no es repercusión la traslación de la carga del IS que pueden realizar los empresarios vía precios.

La posibilidad de que el sujeto pasivo del I.B.I. repercuta el impuesto conforme a las normas de derecho común, que se establece de forma expresa en el artículo 5.2 de la Norma Foral reguladora de dicho Impuesto, no constituye técnicamente un supuesto de repercusión tributaria. Este artículo únicamente esta reconociendo la posibilidad, evidente por otra parte, de que el sujeto pasivo negocie mediante pactos privados la traslación a terceros de la carga tributaria.]








El contribuyente en la NFGT.


 El apartado 2 del artículo 36 de la NFGT define al contribuyente como el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible.

En la concepción de la NFGT el contribuyente es la persona que realiza el hecho imponible o que se encuentra en la situación descrita por el mismo y que, en consecuencia es llamado a soportar el tributo por ser titular de la respectiva capacidad económica.

La titularidad de la capacidad económica gravada y su relación con el hecho imponible aparecen como las notas características del contribuyente aunque, en ocasiones, el contribuyente no tenga el carácter de sujeto pasivo, es decir, no sea la persona que según la norma resulta obligada al cumplimiento de las obligaciones tributarias. Sin embargo, esta distinción teórica entre sujeto pasivo y contribuyente que la NFGT recoge carece de aplicación práctica en nuestro sistema impositivo, ya que las normas forales propias de los impuestos se refieren exclusivamente al sujeto pasivo, al que definen con las notas que la NFGT da al contribuyente.

La relación entre el contribuyente (el sujeto pasivo en las normas forales de los tributos) y la capacidad económica gravada permite a la norma foral de cada impuesto elegir al contribuyente cuando la capacidad económica gravada se manifiesta en varias personas. Sucede así en los negocios bilaterales, en los que se manifiesta capacidad económica en el transmitente y en el adquirente. En estos supuestos, las normas tributarias eligen uno u otro como sujeto pasivo por razones técnicas. Así, en las entregas de bienes sujetas a IVA es el transmitente (empresario o profesional que entrega el bien o presta el servicio) el sujeto pasivo, mientras que en las transmisiones patrimoniales onerosas sujetas a ITP y AJD el sujeto pasivo es el adquirente.






El sustituto del contribuyente en la NFGT.


 El apartado 3 del artículo 36 de la NFGT establece que es sustituto del contribuyente el sujeto pasivo que, por imposición establecida por Norma Foral, y en lugar de aquél, está obligado a cumplir la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma.

Diferencia con la figura de contribuyente y de retenedor.

A pesar de su carácter de sujeto pasivo, la posición del sustituto se diferencia claramente de la del contribuyente. Por una parte, el sustituto, a diferencia del contribuyente, no está relacionado directamente con el hecho imponible, sino con el supuesto de hecho fijado por la norma que determina la sustitución. Por otra, la única capacidad económica gravada es la del contribuyente, de modo que la sustitución se fundamenta en requerimientos de técnica tributaria (por ejemplo facilidad de control o de recaudación) y no en una manifestación de capacidad económica.

El sustituto está obligado por la norma a cumplir las prestaciones materiales y formales de la obligación tributaria en lugar del contribuyente, por lo que, tradicionalmente se le diferencia de otras figuras como el retenedor que está obligado a cumplir obligaciones materiales y formales específicas y distintas de las que la ley impone al sujeto pasivo.

El cumplimiento de la obligación material en lugar del contribuyente pone al sustituto en posición acreedora frente al contribuyente y hace nacer para éste un derecho al resarcimiento.

La NFGT reconoce expresamente este derecho al disponer que el sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfechas, salvo que por Norma Foral se establezca otra cosa.

Las vías usuales de resarcimiento son dos: la retención y la repercusión.

a.  Sustitución con retención.

En la sustitución con retención, el sustituto viene obligado por la norma a detraer, con ocasión de los pagos que realicen a los contribuyentes, el gravamen tributario correspondiente, asumiendo la obligación de efectuar su ingreso en el Tesoro.

b.  Sustitución con repercusión. 

En la sustitución con repercusión el sustituto viene obligado a repercutir sobre el contribuyente el gravamen tributario.

[La figura del sustituto ha conocido un notable retroceso después de la reforma fiscal de 1978, hasta el punto de que hoy en día casi ha desaparecido del sistema impositivo (solo se regula la figura del sustituto en el ámbito de los Impuestos Especiales de Fabricación, y dentro del sistema tributario local, en el Impuesto de Construcciones, Instalaciones y Obras).]


En nuestro sistema tributario actual se conocen supuestos de gran relevancia de retención (IRPF e IS) y de repercusión (IVA), pero en instituciones distintas de la sustitución, en tanto que ni el retenedor ni el repercutidor son sustitutos.







Obligados a realizar pagos a cuenta




El obligado a realizar pagos fraccionados.


 El apartado 1 del artículo 37 de la NFGT define al obligado a realizar pagos fraccionados como el contribuyente a quien la Norma Foral de cada tributo impone la obligación de ingresar cantidades a cuenta de la obligación tributaria principal, con anterioridad a que ésta resulte exigible.

La obligación de realizar pagos fraccionados suele establecerse en los impuestos personales sobre los rendimientos (IRPF e Impuesto sobre Sociedades) a los perceptores de rentas procedentes del ejercicio de actividades económicas. En estos impuestos está obligado a realizar pagos fraccionados el propio contribuyente.

La obligación de realizar pagos fraccionados permite periodificar la cuota derivada de estas rentas, de un modo similar a como la obligación de retener permite periodificar la cuota derivada de las rentas sujetas a retención.

La obligación de realizar pagos fraccionados se regula en el artículo 23 de la NFGT (véase el comentario relacionado).







El retenedor.


 El apartado 2 del artículo 37 de la NFGT define al retenedor como la persona o entidad a quien la Norma Foral de cada tributo impone la obligación de detraer e ingresar en la Administración tributaria, con ocasión de los pagos que deba realizar a otros obligados tributarios, una parte de su importe a cuenta del tributo que corresponda a éstos.

Las Normas Forales reguladoras del IRPF y del Impuesto sobre Sociedades aprobadas a principios de los años ochenta, regularon la obligación de determinadas personas (empresarios, personas jurídicas...) de retener un porcentaje fijado por la norma con ocasión de los pagos que realizaban a terceros en concepto de rendimientos de trabajo, del capital mobiliario o de actividades profesionales. Nació así la figura del retenedor.

En una primera etapa, la doctrina debatió si la figura del retenedor regulada en los impuestos personales sobre la renta era una modalidad de sustitución.

La doctrina primero y la jurisprudencia después, determinaron que la retención regulada en el IRPF y en IS no constituían una modalidad de sustitución.

En la regulación actual queda absolutamente clara la diferencia del retenedor con el sustituto y la independencia de la obligación de retención en relación con la obligación principal.

La obligación de retener se regula en el artículo 23 de la NFGT (véase el comentario relacionado).






El obligado a realizar ingresos a cuenta.


 El apartado 3 del artículo 37 de la NFGT define al obligado a practicar ingresos a cuenta como la persona o entidad que satisface rentas en especie o dinerarias y a quien por Norma Foral se impone la obligación de realizar ingresos a cuenta de cualquier tributo.

La obligación de retener se regula en el artículo 23 de la NFGT (véase el comentario relacionado).







Obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo




Obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo: una nueva categoría de obligados tributarios.


 La NFGT de 2005 incluye como nuevo supuesto de obligados tributarios aquellos que surgen de las obligaciones entre particulares resultantes del tributo.

Las normas tributarias imponen, a veces, obligaciones que deben cumplir unos obligados tributarios y que afectan a otros obligados (por ejemplo la obligación de retener, que afecta a dos obligados tributarios el retenedor y el retenido).

Tradicionalmente, las normas tributarias solo regulaban las relaciones entre la Administración tributaria y los obligados tributarios, pero no la relación de estos entre sí, de modo que los conflictos entre ellos se consideraban fuera del ámbito tributario y debían plantearse como conflictos entre particulares ante la jurisdicción civil.

La NFGT en vigor ha optado por incluir esta nueva categoría de obligados tributarios en el artículo 38 de la NFGT y la posibilidad de impugnar sus actos en vía económico-administrativa en el artículo 233.4 de la NFGT.

No obstante, es preciso tener en cuenta el carácter especial de este tipo de obligados tributarios en tanto que nos estamos moviendo en el ámbito de relaciones privadas, aún cuando la obligación de soportar el tributo tenga una evidente base en la normativa de derecho público.

La NFGT regula 4 categorías de obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo, pero se trata de una relación abierta.

Las obligaciones entre particulares resultantes del tributo se regulan en el artículo 24 de la NFGT (véase el comentario relacionado).







El obligado a repercutir: obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo.


 El apartado 1 del artículo 38 de la NFGT establece que es obligado a repercutir la persona o entidad que, conforme a lo previsto por Norma Foral, debe repercutir la cuota tributaria a otras personas o entidades y que, salvo que la Norma Foral disponga otra cosa, coincidirá con aquel que realiza las operaciones gravadas.

La obligación de repercutir se impone en la imposición indirecta sobre el consumo cuando el contribuyente no es el consumidor final, con objeto de que la carga tributaria sea soportada en última instancia por éste, con independencia de quien sea el obligado a ingresar en la Hacienda Pública (p.e. esto ocurre en el IVA).






El obligado a soportar la repercusión.


 El apartado 2 del artículo 38 de la NFGT establece que es obligado a soportar la repercusión la persona o entidad a quien, según lo previsto por Norma Foral, se deba repercutir la cuota tributaria, y que, salvo que la Norma Foral disponga otra cosa, coincidirá con el destinatario de las operaciones gravadas. El repercutido no está obligado al pago frente a la Administración tributaria pero debe satisfacer al sujeto pasivo el importe de la cuota repercutida.

El sujeto repercutido, aunque determinado por la norma foral, es ajeno a la relación tributaria. Como dice el Tribunal Supremo en Sentencia de 13 de mayo de 1988, el sujeto repercutido, que es el que en definitiva ha de soportar como final el pago del impuesto, es ajeno a la relación tributaria derivada del hecho imponible, y, por ello, debe ser también ajeno a cualquier modificación en alguno de los elementos de la precitada relación.

Sin embargo, el ordenamiento tributario concede al sujeto repercutido algunas posibilidades de acción. Así, se le concede la posibilidad de interponer reclamación económico-administrativa contra el acto de repercusión (artículo 233.4 de la NFGT).






El obligado a soportar la retención: obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo.


 El apartado 3 del artículo 38 de la NFGT establece que es obligado a soportar la retención, la persona o entidad perceptora de las cantidades sobre las que, según lo previsto por Norma Foral, el retenedor debe practicar retenciones tributarias.






El obligado a soportar los ingresos a cuenta: obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo. 


 El apartado 4 del artículo 38 de la NFGT establece que por Norma Foral se podrá imponer a las personas o entidades la obligación de soportar los ingresos a cuenta de cualquier tributo practicados con ocasión de las rentas en especie o dinerarias que perciban y, en su caso, la repercusión de su importe por el pagador de dichas rentas.







Sección segunda. Sucesores

Sucesores de las personas físicas




Transmisión de las obligaciones tributarias pendientes a la muerte del obligado tributario.


 A.  Régimen general.

Se regula en este precepto la sucesión en la deuda tributaria a la muerte del deudor persona física. La sucesión no es un supuesto de responsabilidad de los regulados en la NFGT por cuanto lo único que se regula es la transmisión al heredero o legatario de las obligaciones tributarias pendientes con arreglo a lo dispuesto en la normativa civil sobre adquisición de la herencia.

El artículo 39 de la NFGT establece que, a la muerte de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los herederos, sin perjuicio de lo que establece la legislación civil en cuanto a la adquisición de la herencia.

El mencionado artículo viene a incluir en la normativa tributaria la regulación civil sobre la sucesión "mortis causa" como, por otra parte, no podía ser de otra forma. La sucesión de las personas físicas se regula en Título III del Libro Tercero del Código Civil (artículos 657 a 1087), siendo importante a efectos de la sucesión en las deudas del causante tener en cuenta algunas instituciones reguladas en el mencionado Código, como la aceptación de herencia (en tanto no se acepte la herencia no hay herederos por lo que no será posible la exigencia a estos de las deudas del fallecido), o la aceptación a beneficio de inventario.

En este sentido es importante señalar que el artículo 21.2 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, establece que el heredero responde de las obligaciones del causante, hasta el valor de los bienes heredados. Esto supone que existe una importante divergencia en este aspecto entre la regulación establecida en el Código Civil y la del Derecho Civil Vasco. En la regulación del Código Civil el heredero responde de las deudas del causante con todos sus bienes (artículo 1084 CC) a no ser que acepte la herencia a beneficio de inventario, mientras que, como hemos expuesto, en el Derecho Civil Vasco el heredero solo responde de las deudas del causante, entre ellas evidentemente las tributarias, hasta el valor de los bienes heredados. La citada Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, es aplicable, desde el punto de vista territorial a todo el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco, y desde el punto de vista personal a todas aquellas personas con vecindad civil vasca.

Las obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los legatarios en las mismas condiciones que las establecidas para los herederos cuando la herencia se distribuya a través de legados y en los supuestos en que se instituyan legados de parte alícuota. En este sentido, la NFGT esta equiparando a determinado tipo de legatarios con los herederos, a efectos de suceder en las deudas tributarias del fallecido.

La NFGT realiza la mencionada equiparación en los siguientes supuestos:


	
a. Legado de parte alícuota: se da por atribución al legatario no de cosa cierta y determinada sino de una parte alícuota de la herencia. 

	
b. Herencia distribuida totalmente en legados: en este caso, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 891 del Código Civil, se prorratean las deudas y gravaménes de la herencia entre los legatarios en proporción a sus respectivas cuotas, a no ser que el testador hubiera dispuesto otra cosa. 



B. Sucesión de deudas en el Derecho Civil Vasco

El artículo 21.2 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, establece que el heredero responde de las obligaciones del causante, hasta el valor de los bienes heredados. Esto supone que existe una importante divergencia en este aspecto entre la regulación establecida en el Código Civil y la del Derecho Civil Vasco. En la regulación del Código Civil el heredero responde de las deudas del causante con todos sus bienes (artículo 1084 CC) a no ser que acepte la herencia a beneficio de inventario, mientras que, como hemos expuesto, en el Derecho Civil Vasco el heredero solo responde de las deudas del causante, entre ellas evidentemente las tributarias, hasta el valor de los bienes heredados. La citada Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, es aplicable, desde el punto de vista territorial a todo el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco, y desde el punto de vista personal a todas aquellas personas con vecindad civil vasca.

Esta especialidad del derecho civil vasco en cuanto a la responsabilidad del heredero por deudas de su causante se recoge en el artículo 39.1 de la NFGT, con el siguiente texto: 

“A la muerte de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los herederos sin perjuicio de lo que establece la legislación civil en cuanto a la adquisición de la herencia y, en particular, la limitación de responsabilidad a que se refiere el artículo 21 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco.”

C.  Excepciones.

En términos generales, se transmiten a herederos y legatarios todas las obligaciones pendientes salvo las personalísimas, como las sanciones y aquellas otras que así se establezca por ley.

a.  Las sanciones.

De acuerdo con lo establecido en el artículo que es objeto del presente comentario, en ningún caso se transmitirán las sanciones. Esta intransmisibilidad es un reflejo del principio propio del derecho sancionador de personalidad de la pena.

La regla mencionada no tiene excepciones.

El Reglamento Sancionador de Bizkaia aprobado por Decreto Foral 100/2005, de 21 de junio establece en su artículo 4 que la muerte del sujeto infractor determina en todo caso la extinción de la sanción, y la finalización del procedimiento para la recaudación de las sanciones que les hubieren sido impuestas, que se declararán extinguidas cuando se tenga constancia del fallecimiento, con efectos desde la fecha de éste o desde la de firmeza de la declaración de fallecimiento, en su caso.

b.  Las obligaciones en concepto de responsable.

Tampoco se transmitirá la obligación del causante adquirida en concepto de responsable, salvo que se hubiera notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del fallecimiento.

La NFGT ha excepcionado también la transmisión de la obligación del responsable, que no se transmitirá a sus herederos o legatarios a su muerte, salvo que se hubiera notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del fallecimiento del responsable. Con este precepto se aumenta la seguridad jurídica del sucesor del responsable en tanto que éste puede que no conozca la derivación de responsabilidad al aceptar la herencia.







Deudas devengadas y no liquidadas: sucesores de las personas físicas.


 No impedirá la transmisión a los sucesores de las obligaciones tributarias devengadas el hecho de que a la fecha de la muerte del causante la deuda tributaria no estuviera liquidada, en cuyo caso las actuaciones se entenderán con cualquiera de ellos.

Se añade que se debe notificar la liquidación que resulte de dichas actuaciones a todos los interesados que consten en el expediente.






Herencias yacentes.


 Mientras la herencia se encuentre yacente, el cumplimiento de las obligaciones tributarias del causante corresponderá al representante de la herencia yacente.

Las actuaciones administrativas que tengan por objeto la cuantificación, determinación y liquidación de las obligaciones tributarias del causante deberán realizarse o continuarse con el representante de la herencia yacente.

En determinados casos puede ser problemática la determinación del representante de la herencia yacente. No debe haber duda cuando expresamente se nombre un administrador o cuando haya un albacea testamentario. Pero sí la hay en el resto de casos. El artículo 999 del Código Civil establece que el llamado a la herencia podrá realizar los actos de mera conservación o de administración provisional sin que impliquen aceptación. Por tanto, en los supuestos en los que no sea posible la determinación de representante será el heredero o la comunidad de herederos quienes sean representantes.

Si al término del procedimiento no se conocieran los herederos, las liquidaciones se realizarán a nombre de la herencia yacente.






Procedimiento de recaudación frente a los sucesores.


 El apartado 1 del artículo 182 de la NFGT regula el procedimiento de recaudación frente a los sucesores.

Fallecido el obligado al pago de una deuda tributaria, el procedimiento de recaudación continuará con sus herederos y, en su caso, legatarios sin más requisitos que la notificación al sucesor requiriéndole para el pago de la deuda tributaria.

En este sentido es preciso hacer constar que, en virtud de la subrogación del heredero en la posición jurídica del causante, la deuda exigida será la misma que era debida por el fallecido, esto es, incluidos en su caso, intereses y recargos de todo tipo.

Cuando el heredero alegue haber hecho uso del derecho a deliberar, se suspenderá el procedimiento de recaudación hasta que transcurra el plazo concedido para ello, durante el cual podrá solicitar de la Administración tributaria la relación de las deudas tributarias pendientes del causante, con efectos meramente informativos.

En el supuesto de la existencia de coherederos, la responsabilidad de los mismos en relación con la deuda pendiente del causante lo será con el carácter de solidaridad entre todos ellos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 35.5 de la NFGT. Esta solidaridad entre coherederos también se desprende de la regulación civil, pues el artículo 1084 del Código Civil establece que hecha la partición, los acreedores podrán exigir el pago de sus deudas por entero de cualquiera de los herederos que no hubiere aceptado la herencia a beneficio de inventario, o hasta donde alcance su porción hereditaria, en el caso de haberla admitido con dicho beneficio.

◆La Sentencia del TS de 24 de junio de 2015 en un supuesto de varios sucesores con el carácter de solidarios, en el que uno de dichos sucesores aporta garantía para la suspensión de la deuda, entiende que dicha garantía aprovecha al resto de sucesores. Considera el Tribunal que desde el punto de vista de la solidaridad, regulada en el Código Civil, no se puede decidir de modo diferente el núcleo de la solidaridad según se contempla a acreedor u obligados solidarios, pues si la solidaridad es una garantía del acreedor, es evidente que cuando uno de los obligados paga la deuda ésta se extingue para todos los obligados, creándose un nuevo vínculo entre ellos distinto e independiente al que les unía con el acreedor. Del mismo modo, si se presta la garantía ésta ha de aprovechar a todos los obligados, pues la garantía lo es de la "deuda" objetivamente considerada, pasando frente al acreedor a segundo plano las relaciones personales entre los obligados. Esto justifica que la "deuda" que es "una" por esencia, no puede ser exigida a todos los obligados, pues una cosa es que todos los obligados respondan del cumplimiento de la "única" deuda, y otra, bien diferente, y esto es lo que se pretende, es que la "única" deuda, o la garantía de su cumplimiento, pueda ser exigida íntegramente a "todos" los obligados.

Mientras se halle la herencia yacente, el procedimiento de recaudación de las deudas tributarias pendientes puede continuar dirigiéndose contra los bienes y derechos de la herencia y entendiéndose con quien ostenta la administración o representación de ésta.

	
♦ La Resolución del OJA de Alava de 14-01-11 en un supuesto de requerimiento de pago dirigido a los herederos, de parte de la deuda apremiada derivada de la liquidación realizada por el Instituto Foral de Bienestar Social por estancia en residencia, considera que no es necesaria actuación alguna de derivación de responsabilidad a los herederos, puesto que tal requisito no se exige cuando se trata de una sucesión en el pago de la deuda por fallecimiento del deudor principal. Además el Organismo Jurídico afirma que los recargos e intereses de demora, que no tienen carácter sancionatorio sino indemnizatorio por el retraso en el pago, se transmiten a los herederos, los cuales se subrogan en la posición del fallecido y con quienes se ha de continuar la gestión recaudatoria.








Sucesores de personas jurídicas y de entidades sin personalidad




Sucesores de personas jurídicas y entidades con personalidad jurídica disueltas y liquidadas: obligados tributarios.


 En este supuesto no se produce una sucesión en el sentido jurídico del término, en tanto que no existe una mera modificación del sujeto pasivo de la relación jurídica (sucesor en el lugar de sucedido), ni se mantienen inalterables el resto de elementos de la misma (como ocurre en la sucesión “mortis causa”), respondiendo los supuestos contenidos en el artículo objeto de comentario, más bien a las reglas generales de la transmisión.

En consecuencia, estos supuestos de sucesión suelen denominarse por la doctrina sucesión impropia.

El supuesto implica que la sociedad o entidad ha sido disuelta y liquidada y el activo remanente adjudicado a los socios sin haberse cumplido íntegramente las obligaciones tributarias pendientes de la sociedad. Por ello, además de la transmisión de las obligaciones pendientes a los socios, cabe exigir a los liquidadores la responsabilidad subsidiaria a que se refiere el artículo 43.1.c) de la NFGT. (Ver comentario relacionado).

En estos supuestos, la Administración tributaria deberá intentar el cobro de la deuda pendiente de la entidad en primer lugar ante los socios o participes en virtud de la transmisión de deudas regulada en el presente artículo y solo una vez declarado el fallido de dichos socios o participes podrá dirigirse contra el liquidador responsable subsidiario. Esto es así en tanto que el artículo 41 de la NFGT  establece que el responsable lo es de un deudor principal de los regulados en el apartado 2 del artículo 35 de la NFGT, y el sucesor es uno de los obligados incluidos en dicho apartado 2.

A.  Entidades que limitan la responsabilidad patrimonial de los socios o participes.

Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad jurídica disueltas y liquidadas en las que la ley limita la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que les corresponda.

Pero la responsabilidad de los socios no está limitada a la cuota de liquidación que les hubiera correspondido sino que incluye también las demás percepciones patrimoniales recibidas por los socios en los cuatro años anteriores a la fecha de disolución que minoren el patrimonio social que debiera responder de las obligaciones tributarias.

Además, la NFGT especifica que si la sociedad estuviera en concurso la responsabilidad de los socios lo será por las cantidades percibidas pero no en los cuatro años anteriores a la fecha de la liquidación (regla general), sino en los cuatro años anteriores a la fecha de la declaración del concurso, siempre que esta fuera anterior a aquella.

La NFGT se esta refiriendo a las llamadas sociedades capitalistas. Tipicamente a las anónimas, a las de responsabilidad limitada, a la comanditaria en cuanto a los socios comanditarios (artículo 148 del Código de Comercio), y a la comanditaria por acciones.

Se establece un tipo de responsabilidad solidaria entre los socios (acorde con la regulación mercantil), de forma que la administración tributaria podrá exigir a cualquiera de los socios el pago integro de la deuda tributaria, con independencia de la acción de regreso que el socio que ha pagado la deuda tributaria pueda ejercitar con relación al resto de socios.

La NFGT se refiere a la cuota de liquidación que les corresponda en vez de a la cuota de liquidación que se les hubiese adjudicado, puesto que ambas pueden no coincidir.

◆La Sentencia del TS de 24 de junio de 2015, en un supuesto de varios sucesores con el carácter de solidarios, en el que uno de dichos sucesores aporta garantía para la suspensión de la deuda, entiende que dicha garantía aprovecha al resto de sucesores. Considera el Tribunal que desde el punto de vista de la solidaridad, regulada en el Código Civil, no se puede decidir de modo diferente el núcleo de la solidaridad según se contempla a acreedor u obligados solidarios, pues si la solidaridad es una garantía del acreedor, es evidente que cuando uno de los obligados paga la deuda ésta se extingue para todos los obligados, creándose un nuevo vínculo entre ellos distinto e independiente al que les unía con el acreedor. Del mismo modo, si se presta la garantía ésta ha de aprovechar a todos los obligados, pues la garantía lo es de la "deuda" objetivamente considerada, pasando frente al acreedor a segundo plano las relaciones personales entre los obligados. Esto justifica que la "deuda" que es "una" por esencia, no puede ser exigida a todos los obligados, pues una cosa es que todos los obligados respondan del cumplimiento de la "única" deuda, y otra, bien diferente, y esto es lo que se pretende, es que la "única" deuda, o la garantía de su cumplimiento, pueda ser exigida íntegramente a "todos" los obligados.

B.  Entidades que no limitan la responsabilidad patrimonial de los socios o participes.

Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad jurídica disueltas y liquidadas en las que la ley no limita la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, se transmitirán íntegramente a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su cumplimiento.

La NFGT se esta refiriendo a las llamadas sociedades personalistas, en las que todos los socios (en las sociedades colectivas y en las sociedades civiles) o parte de ellos (en las sociedades comanditarias) responden de manera personal e ilimitada de las deudas sociales.

Se establece un tipo de responsabilidad solidaria entre los socios, de forma que la administración tributaria podrá exigir a cualquiera de los socios el pago integro de la deuda tributaria, con independencia de la acción de regreso que el socio que ha pagado la deuda tributaria pueda ejercitar con relación al resto de socios.

Aunque la NFGT no lo dice expresamente, se entiende que esta obligación solidaria no tiene límite, es decir, que los socios quedan obligados con todo su patrimonio, puesto que, en otro caso, la Hacienda Pública quedaría en peor condición que los demás acreedores mercantiles, para los que no hay límite.







Extinción o disolución sin liquidación de sociedades mercantiles: sucesores de personas jurídicas y de entidades sin personalidad.


 El presente supuesto es el único, junto con el de disolución de fundaciones, de los regulados en el artículo que es objeto del presente comentario, en el que existe una sucesión en sentido estricto, ya que no se produce liquidación, y la entidad absorbente ya existente o la nueva, continúan con las relaciones y el patrimonio de la disuelta. En definitiva hay un cambio subjetivo, pero manteniéndose los elementos esenciales de la relación jurídica anterior.

En los supuestos de extinción o disolución sin liquidación de sociedades mercantiles y entidades con personalidad jurídica, las obligaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a las personas o entidades que sucedan o que sean beneficiarias de la correspondiente operación.

Los supuestos contenidos en este apartado se regulan esencialmente en la normativa mercantil. Entendemos que dentro de los casos de sociedades disueltas y no liquidadas se comprenden:


	
a. Fusión de sociedades, que es el caso más claro contenido en este supuesto.

	
b. Escisión total, que supone una sucesión universal entre personas jurídicas, con extinción de la sociedad escindida y subrogación en sus relaciones jurídicas.


	
c. Cesión global del activo y pasivo.




En el caso de escisión parcial no parece aplicable el presente supuesto en tanto que la sociedad matriz no se extingue.






Disolución de Fundaciones: sucesores de personas jurídicas y de entidades sin personalidad.


 En caso de disolución de fundaciones, las obligaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a los destinatarios de los bienes y derechos.

En este supuesto puede entenderse que existe una sucesión en sentido estricto, ya que no se produce liquidación, y la entidad destinataria de los bienes o derechos, continúan con las relaciones y el patrimonio de la disuelta.

La responsabilidad se limita al importe del valor de los bienes o derechos adquiridos por las entidades sucesoras.






Disolución de entidades sin personalidad jurídica: sucesores de personas jurídicas y de entidades sin personalidad.


 En caso de disolución de entidades sin personalidad jurídica a las que se refiere el apartado 3 del artículo 35 de la NFGT, las obligaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a los partícipes o cotitulares de dichas entidades.

La NFGT no específica la forma en que responderán los participes. En este sentido puede establecerse:


	
a.  En el supuesto de Comunidades de Bienes, entendemos que, aplicando lo establecido en el artículo 393 del Código Civil en el que se regula el concurso de los participes en la comunidad de bienes tanto en los beneficios como en las cargas en proporción a sus cuotas, debe entenderse que los participes o cotitulares responderán de las deudas tributarias de forma mancomunada y en proporción a sus cuotas. 

	
b.  En otros supuestos de entidades sin personalidad (p.e. Sociedades Irregulares, herencias yacentes), entendemos que, en aplicación de lo establecido en el artículo 35.5 de la NFGT, los socios o participes responderán de forma solidaria del total de la deuda pendiente. 



Por otro lado, tanto en el caso de comunidades de bienes como en el caso de herencias yacentes es discutible que puedan aplicarse los institutos jurídicos de la disolución y consiguiente sucesión.

En el caso de las comunidades de bienes, su disolución supone la desaparición por división de su patrimonio, lo que jurídicamente ni siquiera supone transmisión sino especificación de derechos.

En el caso de la herencia yacente, que es un estado de indeterminación del titular, la cesación será por aceptación de la herencia, en cuyo caso, los efectos se retrotraen a la fecha de fallecimiento.






Deudas tributarias devengadas y no liquidadas: sucesores de personas jurídicas y de entidades sin personalidad.


 El hecho de que la deuda tributaria no estuviera liquidada en el momento de producirse la disolución o extinción de la personalidad jurídica de la sociedad o entidad no impedirá la transmisión de las obligaciones tributarias devengadas a los sucesores, pudiéndose entender las actuaciones con cualquiera de ellos.






Alcance de la transmisión de las deudas. Transmisión de las sanciones.


 La transmisión a los socios de las deudas tributarias pendientes incluye todos los componentes de éstas, incluso recargos, intereses y costas, por cuanto se trata únicamente de que los socios devuelvan aquella parte de la cuota de liquidación que se les hubiese adjudicado indebidamente, por tratarse de un patrimonio de la sociedad afecto al cumplimiento de una obligación pendiente. Por esta razón, en los supuestos de entidades que limitan responsabilidad, la transmisión a los socios de las obligaciones pendientes tiene como límite, para cada uno de ellos, el valor de la cuota de liquidación que se le hubiese adjudicado sumándose a dicha cantidad las percepciones patrimoniales recibidas por los socios en los dos años anteriores a la fecha de disolución.

En el caso de disolución de personas jurídicas, a diferencia de lo que se establece para la sucesión de personas físicas, además, son transmisibles las sanciones. En este sentido, el artículo que es objeto del presente comentario ha establecido que las sanciones que pudieran proceder por las infracciones cometidas por las sociedades y entidades serán exigibles a los sucesores de las mismas, en los términos establecidos en los apartados anteriores, hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que les corresponda o del de los bienes transmitidos. En este caso el límite se aplica tanto a sociedades personalistas como a no personalistas.






Procedimiento de recaudación frente a los sucesores.


 El apartado 2 del artículo 182 de la NFGT regula el procedimiento de recaudación frente a los sucesores.

Disuelta y liquidada una sociedad o entidad, el procedimiento de recaudación continuará con sus socios, partícipes o cotitulares, una vez constatada la extinción de la personalidad jurídica. Disuelta y liquidada una fundación, el procedimiento de recaudación continuará con los destinatarios de sus bienes y derechos.

En este sentido es preciso hacer constar que, en virtud de la subrogación del sucesor en la posición jurídica del sucedido, la deuda exigida será la misma que era debida por aquel, esto es, incluidos en su caso, intereses y recargos de todo tipo.

La Administración tributaria podrá dirigirse contra cualquiera de los socios, partícipes, cotitulares o destinatarios, o contra todos ellos simultánea o sucesivamente, para requerirles el pago de las cantidades adeudadas. En este sentido, es preciso hacer mención que, como se ha expuesto anteriormente, la responsabilidad en el caso de comunidades de bienes será en proporción a las cuotas que cada comunero ostente en la comunidad.







Sección tercera. Responsables tributarios

Responsabilidad tributaria




Concepto y naturaleza de la responsabilidad tributaria.


 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 de la NFGT, por Norma Foral se podrá configurar como responsables solidarios o subsidiarios de la deuda tributaria, junto a los deudores principales, a otras personas o entidades.

A estos efectos, se considerarán deudores principales los obligados tributarios del apartado 2 del artículo 35 de la NFGT. Esto es, los responsables podrán serlo de:


	
a) Los sujetos pasivos. 

	
b) Los obligados a realizar pagos a cuenta. 

	
c) Los obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo. 

	
d) Los sucesores. 

	
e) Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tributarias, cuando no tengan la condición de sujetos pasivos. 



No obstante, es difícil imaginar la posibilidad de que en la practica existan responsables junto a determinados tipos de obligados principales como por ejemplo, los obligados a realizar pagos a cuenta o los obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo.

El responsable es un sujeto obligado al pago de la deuda tributaria, si el deudor principal no lo hace, porque así lo establece la norma.

Las notas que caracterizan a la institución de la responsabilidad son las siguientes:

A.  El responsable no es un sujeto pasivo.

El responsable tributario, no es un contribuyente porque no ha realizado el hecho imponible ni ha manifestado capacidad económica sujeta a gravamen. Tampoco es un sustituto porque no desplaza al contribuyente en sus obligaciones materiales y formales, aunque venga obligado a pagar la deuda si aquél no lo hace.

B.  La responsabilidad de la deuda tributaria sólo puede ser declarada por Norma Foral.

La obligación del responsable de pagar la deuda tributaria por imperativo de la norma constituye una prestación patrimonial de carácter público sometida al principio de reserva de norma foral o de ley, tal como establece en el artículo 31.3 de la Constitución Española.

En este sentido hay que entender la referencia a Norma Foral, que se contiene en el artículo 41.1 de la NFGT, y así lo ha reconocido el TS en su Sentencia de 22-11-93.

Al igual que las restantes obligaciones tributarias la responsabilidad de la deuda tributaria es una obligación "ex lege" ajena tanto a la voluntad del responsable como a la voluntad del sujeto pasivo.

La posición del responsable no puede ser alterada por pactos o convenios de los particulares (ver comentario relacionado).

C.  Para que nazca la responsabilidad es necesario que concurran dos supuestos de hecho.

a.  La realización del hecho imponible o la comision de una infracción tributaria.

Se producen en primer lugar en el tiempo, y deben realizarse por el sujeto pasivo, haciendo nacer la obligación de pagar la deuda tributaria.

b.  El presupuesto de hecho de la responsabilidad.

El segundo, denominado presupuesto de hecho de la responsabilidad, es el fijado por la norma para declarar responsable de la deuda tributaria a quien lo realice o se encuentre en la situación jurídica descrita por la norma foral.

D.  El responsable responde de la deuda tributaria con todo su patrimonio presente y futuro.

La responsabilidad cumple fundamentalmente una función de garantía, esto es, asegurar el cobro de la deuda tributaria sujetando al pago de dicha deuda tanto el patrimonio del sujeto pasivo como el patrimonio del responsable.

[Como decía el profesor Giannini los motivos que inducen al legislador a extender la obligación tributaria a personas que, por no encontrarse con el presupuesto del tributo en la relación preestablecida, no revisten la figura de sujetos pasivos del impuesto son de carácter meramente fiscal y responden a la necesidad de hacer más fácil y más segura la recaudación del tributo.]


Esta función de garantía no impide que algunos supuestos de responsabilidad tengan también otros fines extrafiscales, e incluso, que estos últimos puedan llegar a tener una importancia primordial. Sucede así, por ejemplo, con la responsabilidad por actos ilícitos que une a su función de garantía una función penalizadora.

E.  Obligación de pago de carácter accesorio.

El responsable es deudor en nombre propio, no en nombre del sujeto pasivo, pero su obligación de pago tiene carácter accesorio respecto de la obligación de pago del sujeto pasivo, de modo que no puede existir sin una deuda tributaria válida, ni puede ser exigida una vez que se ha extinguido la obligación principal.

El carácter de obligación accesoria de garantía que tiene la responsabilidad ha determinado que la doctrina establezca un cierto paralelismo entre la responsabilidad tributaria y la fianza civil, útil para completar el régimen jurídico de la responsabilidad tributaria, cuya regulación presenta diversas lagunas, con los preceptos del Código Civil que resulten aplicables, tomando siempre en consideración el carácter de obligación "ex lege" que tiene la responsabilidad y la indisponibilidad de las obligaciones tributarias.

F.  Diferenciación de la figura de la sucesión en la deuda tributaria.

Es preciso diferenciar claramente los supuestos de responsabilidad de aquellos en los que se produce una sucesión o transmisión de las deudas tributarias.

El principal elemento diferenciador entre ambas figuras es el siguiente: mientras que en los supuestos de responsabilidad coexisten, como sujetos a los que les es exigible la deuda tributaria, el obligado principal y el responsable, en los supuestos de sucesión se produce una novación subjetiva en la relación jurídico-tributaria, desapareciendo el primitivo sujeto pasivo de la obligación y colocándose en su lugar el sucesor, existiendo una verdadera transmisión de la deuda tributaria.







Clases de responsabilidad tributaria en la NFGT. Álava


 La NFGT establece en su artículo 41.1 que la responsabilidad puede ser solidaria o subsidiaria y en su artículo 41.2 que salvo precepto legal expreso en contrario, la responsabilidad será siempre subsidiaria.

La doctrina, tras analizar los supuestos de responsabilidad regulados en la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), ha clasificado los supuestos de responsabilidad entre aquellos cuyo presupuesto de hecho es un acto ilícito o, al menos, merecedor de cierto reproche y aquellos otros cuyo presupuesto de hecho es un acto lícito.

A.  Responsabilidad subsidiaria y solidaria.

a.  Responsabilidad subsidiaria.

Salvo precepto legal expreso en contrario, la responsabilidad será siempre subsidiaria.

El beneficio de excusión.

La responsabilidad subsidiaria se caracteriza por disfrutar del "beneficio de excusión", en virtud del cual, el responsable subsidiario no puede ser compelido a pagar sin hacerse antes excusión de todos los bienes del sujeto pasivo y de los demás responsables solidarios.

Así, según dispone el artículo 41.5 de la NFGT:

"La derivación de la acción administrativa a los responsables subsidiarios requerirá la previa de declaración de fallido del deudor principal y de los responsables solidarios."

El responsable subsidiario, a diferencia del fiador civil, no puede renunciar a la exclusión de los bienes del deudor principal.

Pluralidad de responsables subsidiarios.

Cuando sean dos o más los responsables subsidiarios de una misma deuda, ésta podrá exigirse íntegramente de cualquiera de ellos, esto es, los responsables subsidiarios no gozan entre sí del "beneficio de división" que les permitiría dividirse la deuda entre ellos, ni tampoco del de excusión, de modo que existe régimen de solidaridad entre los responsables subsidiarios, pero no entre responsables solidarios y subsidiarios por cuanto, para derivar la acción de responsabilidad a los responsables subsidiarios hay que declarar previamente fallidos a los responsables solidarios.

i.  En la NFGT se regulan los siguientes supuestos de responsabilidad subsidiaria.


	
- Responsabilidad de los administradores de personas jurídicas. 

	
- Responsabilidad de los integrantes de la administración concursal y de los liquidadores. 

	
- Responsabilidad de los adquirentes de bienes afectos por Norma Foral al pago de la deuda tributaria. 

	
- Responsabilidad de contratistas y subcontratistas. 

	
- - Responsabilidad de administradores por presentación reiterada de autoliquidaciones sin ingreso.



ii.  En las normas forales de los tributos se regulan también supuestos de responsabilidad subsidiaria. Sin ánimo de ser exhaustivos, se recogen los siguientes:


	
- Responsabilidad subsidiaria de los intermediarios financieros, las compañías aseguradoras, y los mediadores en la transmisión de títulos valores, en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: Art. 12 de la Norma Foral reguladora del IS y D.



	
- Responsabilidad subsidiaria del prestamista y del arrendador en transmisiones onerosas:  Art. 27 de la Norma Foral de ITP y AJD.



	
- Responsabilidad subsidiaria en el ámbito de operaciones societarias: Art. 49 de la Norma Foral de ITP y AJD.



	
- Responsabilidad subsidiaria en las cuotas por I.V.A., de los destinatarios de las operaciones gravadas: Regulado en el apartado Cinco del artículo 87 de la Norma Foral reguladora del Impuesto sobre el Valor Añadido.



	
- Responsabilidad subsidiaria en las cuotas por el I.R.P.F.y por el I.P. del administrador de la comunidad hereditaria pendiente del ejercicio del poder testatorio:En la normativa tributaria de Alava se regula en el artículo 43.1.f) de la NFGT una responsabilidad subsidiaria genérica por deudas tributarias del administrador o del usufructuario poderoso en los supuestos de herencias deferidas mediante poder testatorio o usufructo poderoso.

Además, el número 2 del apartado Tercero de la DA 30ª de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, del IRPF, establece expresamente que será subsidiariamente responsable del pago del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre el Patrimonio, el administrador de la herencia que se halle pendiente del ejercicio de un poder testatorio y el usufructuario poderoso de la herencia que se halle pendiente del ejercicio del usufructo poderoso.



	
- Responsabilidad subsidiaria en los tributos locales, del administrador de la comunidad hereditaria pendiente del ejercicio del poder testatorio:En la normativa tributaria de Álava se regula en el artículo 43.1.f) de la NFGT una responsabilidad subsidiaria genérica por deudas tributarias del administrador o del usufructuario poderoso en los supuestos de herencias deferidas mediante poder testatorio o usufructo poderoso. 

Además, el artículo 13 del texto refundido de la  la Norma Foral de las Haciendas Locales, aprobado por Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de setiembre, se refiere expresamente a la responsabilidad subsidiaria de los referidos sujetos por deudas de tributos locales.





b.  Responsabilidad solidaria.

La responsabilidad solidaria se caracteriza por no gozar del "beneficio de excusión".

La Administración tributaria puede exigir el pago de la deuda tributaria al responsable solidario sin hacer excusión de los bienes del sujeto pasivo, es decir, sin necesidad de declararle previamente fallido.

Principio de preferencia del sujeto pasivo.

Sin embargo, esto no coloca al responsable solidario en una posición equivalente a la del deudor principal, sino detrás de él. De acuerdo con el "principio de preferencia del sujeto pasivo", la reclamación del pago de la deuda a los responsables solidarios deberá hacerse una vez transcurrido el período de pago voluntario sin que el deudor principal lo haya efectuado.

Conviene diferenciar la responsabilidad solidaria de la solidaridad entre obligados tributarios que se regula en el artículo 35.5 de la NFGT. Esta solidaridad entre sujetos pasivos no constituye un supuesto de responsabilidad solidaria.

Cuando sean dos o más los responsables solidarios de una misma deuda, ésta podrá exigirse íntegramente a cualquiera de ellos, es decir, existe régimen de solidaridad entre los responsables solidarios, pero no entre responsables solidarios y subsidiarios.

i.  En la NFGT se regulan los siguientes supuestos de responsabilidad solidaria:


	
- Responsabilidad de las personas que sean causantes o colaboren en la comisión de una infracción tributaria. 

	
- Responsabilidad de los copartícipes o cotitulares de las entidades sin personalidad jurídica a que se refiere el artículo 35.3 de la NFGT. 

	
- Responsabilidad del sucesor en la titularidad de explotaciones y actividades económicas.

	
- Responsabilidad de administradores por cantidades retenidas y no ingresadas por la sociedad y deducidas por aquellos.

	
- Responsabilidad por ejercicio del control sobre personas o entidades creadas para eludir la responsabilidad patrimonial frente a la Hacienda Pública.

	
- Responsabilidad de quienes con su conducta impiden o dificultan las actuaciones recaudatorias. 



ii.  En las normas forales de los tributos se regulan también supuestos de responsabilidad solidaria. Sin ánimo de ser exhaustivos, se recogen los siguientes:


	
- Responsabilidad de los miembros de la unidad familiar que tributan conjuntamente en el IRPF. Art. 99.5 de la NF del IRPF.



	
- Responsabilidad del pagador de rendimientos a no residentes sin mediación de establecimiento permanente. Art. 8 de la NFIRNR 7/1999 de Álava.



	
- Responsabilidad de los representantes de establecimientos permanentes de contribuyentes no residentes y de las entidades en régimen de atribución de rentas. Art. 8 de la NFIRNR 7/1999 de Álava.



	
- Responsabilidad de las personas o entidades que intervengan en la negociación o cobro de documentos mercantiles en actos jurídicos documentados sujetos al ITP y AJD. Art. 59 de la Norma Foral del ITP y AJD.



	
- Responsabilidad solidaria en el ámbito del IVA. Art. 87 de la Norma Foral reguladora del IVA.



	
- Responsabilidad solidaria en el ámbito de los IIEE. Art. 8 del DNUF 1/1999, de 16 de febrero, que regula los Impuestos Especiales.



	
- Responsabilidad solidaria de las empresas miembros de Uniones Temporales.  Art. 75 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.



	
- Responsabilidad de las sociedades que tributan en el régimen de consolidación fiscal. Art. 84 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.



	
- Responsabilidad solidaria de los administradores de las Agrupaciones de Interés Económico Españolas y Europeas, sobre las obligaciones tributarias de los socios no residentes. 



B.  Responsabilidad por actos lícitos o ilícitos.

Algunos supuestos de responsabilidad regulados por la NFGT o por las normas tributarias tienen como presupuesto de hecho fijado por la ley un acto lícito (por ejemplo, ser partícipe de una entidad sin personalidad jurídica), mientras que otros derivan de la realización de un acto ilícito (por ejemplo. colaborar en la comisión de una infracción tributaria) o, al menos, reprochable (por ejemplo, dejar inactiva una sociedad con deudas tributarias pendientes sin liquidarla).

Esta clasificación cobra sentido al determinar si la responsabilidad alcanza, o no, a las sanciones impuestas al deudor principal. La responsabilidad no alcanzará nunca a las sanciones cuando el presupuesto de hecho del que deriva la responsabilidad sea un acto lícito. Por el contrario, cuando sea un acto ilícito o reprochable, es decir, cuando concurra en el responsable la culpabilidad necesaria, dolo o negligencia, la responsabilidad podrá extenderse a las sanciones.

Sin perjuicio de lo anterior, la NFGT determina en cada caso si la responsabilidad alcanza, o no, a las sanciones.






Alcance de la responsabilidad.


 A.  Deuda tributaria.

La NFGT dispone con carácter general en su artículo 41.3, que la responsabilidad alcanzará la totalidad de la deuda tributaria exigida en periodo voluntario.

La responsabilidad alcanzará exclusivamente a la cuota y a los recargos exigibles legalmente sobre las bases o la cuota, pero no a los intereses de demora devengados tras el período de pago en voluntaria ni a los recargos del periodo ejecutivo.

Respecto de los recargos por presentación voluntaria extemporánea de declaraciones la NFGT no se pronuncia, aunque parece razonable sostener que no serán exigibles al responsable puesto que en el periodo voluntario de declaración y pago estos recargos no se han devengado aún. Además, estos recargos tienen el carácter de obligaciones tributarias accesorias derivadas no del hecho imponible sino de la conducta del obligado tributario o deudor principal y su exigencia al responsable sería incoherente una vez que no se exigen a éste ni siquiera los intereses de demora.

Los recargos e intereses de demora del periodo ejecutivo sólo serán exigibles al responsable si transcurre el período voluntario que se le concede para el ingreso sin que pague la deuda. En este supuesto, no se devenga un nuevo recargo de apremio por el impago del responsable, sino que se extiende la responsabilidad al recargo de apremio devengado por el impago del deudor principal.

Así, dispone la NFGT que cuando haya transcurrido el plazo voluntario de pago que se conceda al responsable sin realizar el ingreso, se iniciará el período ejecutivo y se exigirán los recargos e intereses que procedan.

B.  Sanciones.

La responsabilidad no alcanzará a las sanciones, salvo las excepciones que en la NFGT u otra norma foral se establezcan.

Lo cierto es que una vez establecida como regla general la no responsabilidad por sanciones, la propia NFGT al regular los supuestos concretos de responsabilidad (en especial los supuestos de responsabilidad solidaria) atribuye en casi todos ellos la responsabilidad por las deudas de sanciones que pudieran recaer sobre el obligado principal, de forma que en la practica, la excepción se convierte en regla general.

En la NFGT de Álava se especifica la forma de aplicación de la reducción de sanciones a los responsables. Así, se establece que en los supuestos en que la responsabilidad alcance a las sanciones, cuando el deudor principal hubiera tenido derecho a la reducción prevista en el artículo 192.1 de la NFGT, la deuda derivada será el importe que proceda sin aplicar la reducción correspondiente, en su caso, al deudor principal y se dará trámite de conformidad al responsable en la propuesta de declaración de responsabilidad. La reducción por conformidad será la prevista en el artículo 192.1 de la NFGT. La reducción obtenida por el responsable se le exigirá sin más trámite en el caso de que presente cualquier recurso o reclamación frente al acuerdo de declaración de responsabilidad, fundado en la procedencia de la derivación o en las liquidaciones derivadas. Además se añade que la reducción por conformidad no será aplicable a los supuestos de responsabilidad por el pago de deudas del artículo 42.4 de la NFGT (responsabilidad por perjudicar las actuaciones de recaudación).






Derivación de la acción administrativa a los responsables tributarios.


 A.  Acto de derivación.

Tanto en el caso de responsabilidad solidaria como en el de responsabilidad subsidiaria, la derivación de la acción administrativa para exigir el pago de la deuda tributaria a los responsables requiere un acto administrativo en el que, previa audiencia al interesado, se declare la responsabilidad y se determine su alcance.

Dicho acto será notificado al responsable con expresión de los elementos esenciales de la liquidación, la cantidad a que alcanza la responsabilidad, los medios de impugnación que pueden ser ejercidos por los responsables, tanto contra la liquidación practicada como contra la extensión y fundamento de su responsabilidad, y el lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda.

La NFGT exige que se conceda al responsable, solidario o subsidiario, un período para el pago voluntario de la deuda notificada. Transcurrido este periodo sin que el responsable haya realizado el pago, se extenderá la responsabilidad al recargo de apremio y la deuda le será exigida en vía de apremio.

El acto de derivación de responsabilidad es reclamable en reposición o en vía económico-administrativa.

Los tramites del procedimiento de derivación de responsabilidad se regulan en los artículos 178 a 181 de la NFGT tanto para los responsables subsidiarios como para los solidarios.

a.   Responsables subsidiarios.

La derivación de la acción administrativa al responsable subsidiario requiere, inexcusablemente, la previa declaración de fallido del deudor principal y de los demás responsables solidarios, sin perjuicio de las medidas cautelares que antes de esta declaración puedan adoptarse.

Esto significa que el responsable subsidiario no puede concurrir en el pago con el deudor principal ni con otros responsables solidarios.

	 • La Resolución del OJA de Alava de 15-12-05 establece que la derivación de responsabilidad subsidiaria exige la declaración de fallido y el acto formal de derivación de responsabilidad, dictado previa audiencia del interesado. La declaración de fallido ha de ser previa a la indagación de la existencia de responsables subsidiarios y, en consecuencia, previa a la apertura del expediente de derivación de responsabilidad a los mismos. Sin embargo, en el caso existe una declaración de fallido previo al acto de declaración de responsabilidad pero que resulta posterior a la iniciación del expediente de derivación de responsabilidad, por lo que el OJAA determina la nulidad del procedimiento de derivación de responsabilidad.


El plazo de prescripción para el ejercicio de la potestad para exigir la obligación de pago a los responsables subsidiarios, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 66.2 de la NFGT, comenzará a computarse desde la notificación de la última actuación recaudatoria practicada al deudor principal o a cualquiera de los responsables solidarios.

El procedimiento con el responsable subsidiario es distinto, específico y posterior al procedimiento con el deudor principal, por lo que el responsable subsidiario no tiene participación en el procedimiento de gestión llevado con el sujeto pasivo o con el responsable solidario.

Según establece el artículo 179.1 de la NFGT, la responsabilidad podrá ser declarada en cualquier momento posterior a la práctica de la liquidación o a la presentación de la autoliquidación, salvo que por Norma Foral se disponga otra cosa. Esto supone que la responsabilidad podrá ser declarada tanto por los organos de gestión como por los de inspección o, lo que será más frecuente, por los organos de recaudación.

Respecto de la legitimación del responsable para impugnar la liquidación, el artículo 179.5 de la NFGT establece que en el recurso o reclamación contra el acuerdo de declaración de responsabilidad podrá impugnarse el presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, sin que como consecuencia de la resolución de estos recursos o reclamaciones puedan revisarse las liquidaciones que hubieran adquirido firmeza sino únicamente el importe de la obligación del responsable.

Esto supone que el resultado de las impugnaciones formalizadas por el responsables contra la liquidación afectan a la deuda del obligado principal si el correspondiente acto administrativo notificado a este no es firme, pero no le afectarán cuando hubieran adquirido firmeza. La consecuencia puede ser que la deuda exigida al responsable sea distinta que la exigida al deudor principal.

b.   Responsables solidarios.

La derivación de la acción administrativa al responsable solidario no exige hacer excusión previamente de los bienes del sujeto pasivo. Eso no significa que pueda derivarse la acción administrativa al responsable solidario en cualquier momento puesto que el principio de preferencia del sujeto pasivo exige que para cobrar la deuda al responsable solidario haya transcurrido el plazo de pago en voluntaria si la deuda ha sido liquidada por la Administración, o que haya transcurrido el plazo de declaración y pago si la deuda es autoliquidada.

El plazo de prescripción para el ejercicio de la potestad para exigir la obligación de pago a los responsables solidarios, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 66.2 de la NFGT, comenzará a contarse desde el día siguiente a la finalización del plazo de pago en período voluntario del deudor principal.

Según establece el artículo 179.1 de la NFGT, la responsabilidad podrá ser declarada en cualquier momento posterior a la práctica de la liquidación o a la presentación de la autoliquidación, salvo que por Norma Foral se disponga otra cosa. Esto supone que la responsabilidad podrá ser declarada tanto por los organos de gestión como por los de inspección o, lo que será más frecuente, por los organos de recaudación.

Lo mismo que se expuso anteriormente en relación con los responsables subsidiarios, la legitimación del responsable solidario para impugnar la liquidación se regula en el artículo 179.5 de la NFGT, en el que se establece que en el recurso o reclamación contra el acuerdo de declaración de responsabilidad podrá impugnarse el presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, sin que como consecuencia de la resolución de estos recursos o reclamaciones puedan revisarse las liquidaciones que hubieran adquirido firmeza sino únicamente el importe de la obligación del responsable.

Esto supone que el resultado de las impugnaciones formalizadas por el responsables contra la liquidación, afectan a la deuda del obligado principal si el correspondiente acto administrativo notificado a este no es firme, pero no le afectarán cuando hubieran adquirido firmeza. La consecuencia puede ser que la deuda exigida al responsable sea distinta que la exigida al deudor principal.

B.  Medidas cautelares.

Con anterioridad a la declaración de responsabilidad, la Administración podrá adoptar medidas cautelares del artículo 78 de la NFGT .

Esta posibilidad de adoptar medidas cautelares afecta tanto a los supuestos de responsabilidad solidaria como subsidiaria.






Acción de reembolso por el responsable tributario.


 El responsable que paga la deuda tributaria por el sujeto pasivo debe ser indemnizado por éste.

El ordenamiento tributario foral no regula la acción para exigir la indemnización, conocida como "acción de reembolso" o "acción de regreso", por lo que hay que ir al artículo 1838 del Código Civil para ello. El fundamento de esta acción hay que encontrarlo en el enriquecimiento sin causa que afecta al sujeto pasivo.

La acción de reembolso comprende, en principio, la totalidad de la deuda pagada, aunque se ha puesto en duda que pueda comprender las sanciones, cuando la responsabilidad deriva de un acto ilícito, o el recargo de apremio, cuando el responsable no ha pagado en período voluntario.

La NFGT establece que los responsables tienen derecho de reembolso frente al deudor principal en los términos previstos en la legislación civil.

La acción de reembolso no tiene carácter tributario por lo que el responsable deberá acudir a la jurisdicción civil para ejercitarla.






Procedimiento frente a responsables tributarios.


 El procedimiento de derivación de la deuda tributaria a los responsables, tanto solidarios como subsidiarios, se regula en el Capitulo V (Actuaciones y procedimiento de recaudación) del Titulo III de la NFGT, concretamente en los artículos 178 a 181.







Responsables solidarios




Responsabilidad solidaria de aquellos que causen o colaboren activamente en la comisión de infracciones tributarias.


 La letra a) del apartado 1 del artículo 42de la NFGT, establece que serán responsables solidarios de la totalidad de la deuda tributaria y, en su caso, de las sanciones las personas o entidades que sean causantes o colaboren activamente en la realización de una infracción tributaria.

A.  El presupuesto de hecho.

El presupuesto de hecho de este supuesto de responsabilidad es la colaboración activa en la realización de una infracción tributaria.

Supone la traslación al derecho tributario de los supuestos de participación en la comisión de un delito o falta que se regulan en el Código Penal.

Sin embargo, a diferencia de lo establecido en el Código Penal que impone sanciones propias a quienes participan junto al autor en la comisión de un delito o falta, en el ámbito tributario la participación en la comisión de una infracción tributaria no tiene sanción propia, sino que es "penalizada" con el supuesto de responsabilidad solidaria regulado en este precepto.

El TC, en la Sentencia 76/1990, de 26 de abril, en relación con la regulación de esta responsabilidad en la anterior NFGT (artículo 38.1), estableció que dicha responsabilidad se encontraba en una muy directa conexión con el artículo 77.1 (donde se regulaban las infracciones tributarias en la antigua NFGT), de modo que sólo podía ser correctamente entendido mediante una interpretación conjunta con este último. El artículo 38.1 no consagraba una responsabilidad objetiva sino que la responsabilidad solidaria allí prevista se movía en el marco establecido con carácter general para los ilícitos tributarios por el artículo 77.1, que giraba en torno al principio de culpabilidad. Una interpretación sistemática de ambos preceptos permitía concluir que también en los casos de responsabilidad solidaria se requería la concurrencia de dolo o culpa aunque fuera leve.

El texto de la actual NFGT al regular este supuesto ha añadido, con relación al texto anteriormente en vigor, el requisito de que la participación del responsable en la comisión de la infracción sea activa.

La inclusión de necesidad de participación activa supone que en la actuación del responsable debe concurrir dolo o culpa. De esta manera se contribuye a diferenciar este supuesto de el regulado en el artículo siguiente, responsabilidad subsidiaria de administradores de personas jurídicas, en el que es suficiente la concurrencia de simple negligencia.

♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 01-07-11 estima un recurso interpuesto contra la derivación de responsabilidad declarada a un administrador de hecho por causar o colaborar activamente en la realización de una infracción tributaria, por entender que en el caso lo que se evidencia a lo sumo es que el interesado desarrollaba, -sin desplazar en todo al Administrador único y, según parece, al igual que otras personas de similar vinculación-, puntuales actuaciones de gestión que resultan asimilables a las de un apoderado de hecho o factor empresarial. No obstante, entiende el Tribunal que no se acredita la participación activa del interesado en la gestión administrativa y tributaria de la mercantil, que aparece como plenamente remota y que no descansa en hipótesis que se desarrolle mínimamente.

B.  Alcance de la responsabilidad.

En el presente supuesto, la responsabilidad alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria, y además teniendo en cuenta que se trata de un supuesto de responsabilidad por una actuación ilícita del responsable, también alcanza a las sanciones. 

Cuando la infracción se refiera a una obligación formal, la responsabilidad alcanzará exclusivamente a la sanción impuesta.







Responsabilidad solidaria de los cotitulares o coparticipes de las entidades sin personalidad jurídica.


 La  letra b) del apartado 1 del artículo 42 de la NFGT , establece que serán responsables solidarios de la totalidad de la deuda tributaria y, en su caso, de las sanciones los partícipes o cotitulares de las entidades a que se refiere el apartado 3 del artículo 35 de la NFGT, en proporción a sus respectivas participaciones.

A.  El presupuesto de hecho.

El presupuesto de hecho de este supuesto de responsabilidad está constituido por la simple condición de ser cotitular o copartícipe de una entidad de este tipo por lo que constituye un supuesto de responsabilidad por acto lícito.

Una parte de la doctrina considera que más que un supuesto de responsabilidad en sentido estricto, nos encontramos ante una forma de especificación de deudas, teniendo en cuenta la especial naturaleza de este tipo de entidades que carecen de personalidad jurídica.

B.  Alcance de la responsabilidad.

La responsabilidad por este supuesto alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria, y según se establece expresamente en la NFGT, también alcanzará a las sanciones.

La responsabilidad tiene carácter solidario entre cada uno de los copartícipes o cotitulares y la entidad, y carácter mancomunado entre los diversos copartícipes o cotitulares entre sí, de modo que a cada copartícipe o cotitular sólo se le puede exigir el pago de la parte de deuda tributaria que le corresponde en proporción a su respectiva participación.

Esta responsabilidad por cuotas sigue la regulación civil en el caso de las comunidades de bienes.






Responsabilidad del adquirente de explotaciones o actividades económicas.


 El apartado 2 del artículo 42 de la NFGT de Álava, establece que serán responsables solidarios las personas o entidades que sucedan por cualquier concepto en la titularidad o ejercicio de explotaciones o actividades económicas, por las obligaciones tributarias y sanciones contraídas del anterior titular y derivadas de su ejercicio.

A.  El presupuesto de hecho.

El presupuesto de hecho determinante de la responsabilidad es la sucesión por cualquier concepto en la titularidad o ejercicio de una explotación o actividad económica.

El supuesto no será aplicable a los adquirentes de explotaciones o actividades económicas pertenecientes a un deudor concursado cuando la adquisición tenga lugar en un procedimiento concursal.

Con este nuevo apartado se excluye de responsabilidad a los adquirentes de establecimientos, explotaciones y cualesquiera otras unidades productivas de bienes o de servicios pertenecientes a un deudor concursado.

La adquisición deberá haberse producido como consecuencia de la ejecución de un convenio entre deudor y acreedores y, además, deberá haberse aprobado por el juez o haber sido consecuencia de la liquidación de la masa activa, es decir, la adquisición deberá tener lugar en el seno de un procedimiento concursal.

a.  Antecedentes.

La anterior NFGT regulaba la responsabilidad por adquisición de explotaciones en el artículo 72, dentro de la sección dedicada a las garantías del crédito tributario.

Partiendo de la referida normativa, se establecieron diferentes posiciones doctrinales, e incluso resoluciones jurisdiccionales sobre la naturaleza jurídica del supuesto regulado en el artículo 72 de la anterior NFGT.

Así, se estableció una doctrina administrativa que consideraba que nos encontramos ante un caso de sucesión o transmisión de deudas, que nada tiene que ver con los supuestos de responsabilidad. En este sentido, en diversas resoluciones del TEAC (Resoluciones de 25-10-95; 08-05-96; 24-04-97 y 12-05-00), se desarrollaban líneas arguméntales prácticamente idénticas en el sentido de considerar este supuesto como de sucesión de deudas. Se trata de una asunción de deudas establecida "ex lege", que determina una responsabilidad de carácter objetivo.

La AN (Sentencia de 07-12-94), en relación con el artículo 72 de la anterior Ley General Tributaria, de idéntica redacción al artículo 72 de la NFGT, entendió que, no nos encontramos ante un responsable de los tributos, sino ante un sucesor que garantiza subsidiariamente los derechos del Tesoro Público.

No obstante lo anterior, el Tribunal Supremo fijo la cuestión de la naturaleza jurídica de la sucesión regulada en el antiguo artículo 72 de la NFGT, con una doctrina, contenida entre otras, en las Sentencias de 24-9-1999 y 15-7-2000, en la que se establecía que en dicho artículo se contiene un supuesto de responsabilidad subsidiaria.

En concreto, la citadaSentencia de 15-7-2000, consideró que la responsabilidad del sucesor en la explotación económica, pese a estar encuadrado dentro del capítulo dedicado a las garantías del crédito tributario, constituye una figura "sui generis" del responsable tributario, a la cual será de aplicación la regla general establecida en el artículo 37 de la NFGT: la responsabilidad será subsidiaria salvo que se indique lo contrario.

Como consecuencia de lo anterior, y para dejar absolutamente clara la imposibilidad de calificar la sucesión del artículo 72 como un supuesto de responsabilidad solidaria, el Tribunal Supremo en la sentencia mencionada, declaro la nulidad del inciso del artículo 13.5 del Reglamento General de Recaudación aprobado por el RD 1.684/1990, de 20 de diciembre, en el se establecía que "Ambos solidariamente, responden de éste", referido a la forma de responder entre la empresa transmitente y la adquirente.

Las posteriores resoluciones económico-administrativas asumieron la mencionada doctrina del TS (Resoluciones del TEAC de 30-11-00 y 8-02-01. También el TEAF de Bizkaia en Resolución de 2-7-01 aplicó la jurisprudencia del TS al considerar que el supuesto del artículo 72 de la anterior NFGT era un caso de responsabilidad subsidiaria, por lo que se precisa, con carácter previo a la derivación de responsabilidad, la declaración de fallido del deudor principal.

El debate sobre la naturaleza jurídica del supuesto contenido en el artículo 72 de la anterior NFGT tenía una clara importancia, en tanto que, en los supuestos de responsabilidad no es posible derivar al responsable el pago de las sanciones, salvo que la ley expresamente lo prevea, ni el recargo de apremio, mientras que en los supuestos de sucesión de personas jurídicas no existe esta limitación.

[La Sentencia del T.S. de 19-04-03, ha considerado aplicable la doctrina jurisprudencial del levantamiento del velo societario al ámbito tributario en la sucesión de explotaciones jurídicas mediante sociedades ficticias. Ahora bien, la aplicación de dicha doctrina jurisprudencial supone ir más allá de la aplicación del art. 72 de la NFGT, porque este precepto contempla la efectiva sucesión en una explotación económica de una persona física, sociedad o entidad jurídica a otra distinta, en tanto que, la aplicación de la doctrina del "levantamiento del velo societario", con carácter absoluto y sin límite alguno, en materia de recaudación tributaria, significa superar la distinción que hace la NFGT y el Reglamento de Recaudación, entre "deudores principales de las deudas tributarias" (contribuyentes, sustitutos, y retenedores) y "responsables solidarios y subsidiarios", puesto que lo único que transcendería sería el "substratum" de las sociedades, es decir, la persona física que se ha amparado en la personificación jurídica societaria que pasaría a ser el sujeto pasivo y respondería con todos sus bienes presentes y futuros de las deudas tributarias liquidadas o pendientes de liquidación de la sociedad, con su propio patrimonio y, con el de la sociedad, que es el mismo, sin que sea necesario un acto formal de derivación de responsabilidad, puesto que sustancialmente sólo existiría un sujeto pasivo, la persona física, actuando bajo el ropaje jurídico societario, cuya personalidad jurídica se supera a los efectos del cumplimiento de las deudas tributarias.]


b.  Regulación en la actual NFGT.

La regulación de este supuesto de responsabilidad en la actual NFGT ha zanjado gran parte de la pólemica anterior al establecer en disposición del más alto rango, Norma Foral, que se trata de un supuesto de responsabilidad solidaria.

Como ya ha quedado expuesto, el presupuesto de hecho determinante de la responsabilidad es la sucesión por cualquier concepto en la titularidad o ejercicio de una explotación o actividad económica.

Por explotación o actividad económica debemos entender una empresa, esto es, un conjunto de medios de producción y de recursos humanos organizados para intervenir en la producción y distribución de bienes y servicios. No basta con la adquisición de la empresa, sin que efectivamente haya una sucesión en el ejercicio de la actividad.

c.  Tipos de conductas determinantes de la sucesión.

La NFGT se refiere a la sucesión por cualquier concepto en la titularidad o ejercicio.


	
- Por sucesión en la titularidad hay que entender la sucesión jurídica. 

	
- Por sucesión en el ejercicio hay que entender la sucesión económica o de hecho. 



Para delimitar cuándo se da sucesión en el ejercicio, la misma NFGT precisa que no será aplicable a los adquirentes de elementos aislados, salvo que dichas adquisiciones, realizadas por una o varias personas o entidades, permitan la continuación de la explotación o actividad.

La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha determinado que el elemento esencial es la continuidad en el ejercicio de la actividad. Si hay continuidad en el ejercicio hay responsabilidad del adquirente. Si se rompe la continuidad en el ejercicio no es exigible la responsabilidad.

Por lo tanto, el supuesto de sucesión de deudas contenido en el artículo de la NFGT que es objeto del presente comentario puede nacer como consecuencia de los siguientes presupuestos de hecho genéricos:


	
i. La transmisión pura y simple de la titularidad de la empresa.

	
ii. La sucesión "de facto", con el nacimiento de una nueva empresa, con una parte de los elementos personales y patrimoniales de la anterior.

	
iii. La adquisición de elementos aislados que permitan proseguir la actividad empresarial.




[La Sentencia del TS de 19-09-06 establece que aunque no exista un título jurídico específico de sucesión, el arrendatario financiero que prosigue de facto con la actividad de la empresa sucedida responde por las deudas de está.

La Sentencia del TSJ del País Vasco de 30-11-06 establece que el cambio del titular de la actividad no es suficiente para apreciar la sucesión en la actividad, cuando no se mantiene una mínima infraestructura de aquella actividad que permita considerar que se trata de la misma. En este caso, aunque el objeto social coincide parcialmente, el traspaso de los trabajadores así como la coincidencia de gran parte de lo clientes, sin que se haya producido un cambio de titularidad de los activos materiales de la empresa, no determina que exista la sucesión de la actividad.

En la Consulta de la HF de Bizkaia de 18-12-06 el consultante plantea el supuesto de tres personas físicas que causaron baja en una entidad como consecuencia de la crísis económica de ésta y que plantean constituir una Sociedad Limitada Laboral, de la que serían socios trabajadores. El objeto social de la nueva sociedad coincidiría con la de la anterior sociedad, y la ubicación podría ser la misma, manteniéndose asimismo el cliente principal. Se pregunta si cabe la derivación de responsabilidad por sucesión de empresa.

La Hacienda Foral de Bizkaia recuerda que la determinación de la existencia de sucesión de empresa es una cuestión de hecho que requiere una valoración concreta del conjunto de datos concurrentes en cada caso concreto. Tras enumerar los elementos de hecho que se toman como referencia a efectos de apreciar la sucesión empresarial, señala que la importancia de algunos de estos criterios ha sido rebajada en aquellos supuestos en los que los trabajadores de la empresa originaria, afectados por el cese de ésta y sin otra relación con la propiedad de la misma que la estríctamente laboral que les unía a ella, optan coordinadamente emprender un nuevo proyecto empresarial, utilizando para ello los contactos con los clientes y proveedores de la empresa cesante. En consecuencia, puede llegar a estimarse la inexistencia de sucesión empresarial cuando los empleados de la antigua empresa, sin relación de propiedad con ésta, se agrupan en sociedad laboral (o figura análoga), aprovechando el vacio que deja la otra para desarrollar la misma actividad con una estructura propia y distinta.

La Sentencia del TSJ del País Vasco de 26-03-07 estima la pretensión de la demandante que negaba la responsabilidad por sucesión empresarial.

En primer lugar, el Tribunal establece como criterio determinante para que se produzca el supuesto legal de sucesión, que exista una transferencia de la organización empresarial. No será preciso que el sucesor titularice patrimonialmente todos o los más relevantes elementos que integran el todo organizado a un fin que es la Empresa, ni decisivo que la adquisición se haya producido a titulo singular o universal, sino que de hecho sustituya y continúe ejercitando en nombre propio la actividad o explotación económica.

Y en relación con el supuesto objeto de enjuiciamiento, el Tribunal considera que se está fuera de los supuestos de transmisión formal y explícita de la totalidad empresarial o de elementos de la misma, y lo que la Administración tributaria realmente viene a sugerir es la presencia de una sucesión empresarial encubierta y defraudatoria de los intereses de la Hacienda Pública, concluyendo que "Puestas las cosas en esa perspectiva, la tesis de la Administración tributaria se asienta en indicios discutibles y de total ambivalencia, que no consiguen demostrar con mínima solidez que la empresa, siempre concebible como organización estable en el tiempo y presidida por un cierto animus manendi, subsista bajo otra titularidad social."

La Resolución del TEAF de Bizkaia de 23-04-07 determina que el acuerdo de derivación de responsabilidad subsidiaria por sucesión de empresa impugnado no es ajustado a derecho. Recuerda el Tribunal que la determinación de la existencia o inexistencia de sucesión es una cuestión de hecho que requiere una individualización concreta en cada caso. En el supuesto analizado, a pesar de la coincidencia de elementos objetivos, tales como la identidad de la actividad desarrollada por ambas mercantiles, y la concatenación en el tiempo de las actividades de las mismas, o la coincidencia de parte de la plantilla, así como la coincidencia parcial entre los clientes y proveedores de ambas sociedades, no se aprecia la concurrencia del elemento anímico o volitivo de suceder la mercantil de nueva creación a la ya existente y más tarde extinguida. No existe una real sucesión en la actividad de la deudora por parte de la derivada sino que ésta se creó como competidora de aquélla, aprovechándose el administrador de los contactos comerciales establecidos mientras era consejero de la empresa deudora a fin de iniciar la actividad de la nueva mercantil.]



La Sentencia del TSJ del País Vasco de 12-05-08 confirma el acuerdo de derivación de responsabilidad subsidiaria impugnado, al apreciar la existencia, en el caso, de una sucesión empresarial de facto. En concreto,a través del hilo conductor de dos personas unidas por vínculos familiares de primer grado, se ha sucedido una organización económica y empresarial por otra, con tanta fidelidad y estabilidad que, salvo la desaparición de los anteriores socios, los otros empleados siguen siendo los mismos. Por otra parte, una relación comparada de proveedores y clientes de ambas sociedades conducen con toda certeza a la apreciación de una actividad empresarial continuista y que ocupa el mismo lugar en el mercado de distribución a que se dedica.

En sentido contrario a la anterior, la Sentencia del TSJ del País Vasco de 09-02-09 entiende que en el caso enjuiciado no existe sucesión en tanto que los elementos que la Administración ha empleado para proceder a la derivación de responsabilidad son elementos aislados carentes de vínculo estructural, no representan la estructura organizativa propia de una empresa de modo que pueda lógicamente estimarse que se continúa desarrollando la actividad originaria.

En el mismo sentido que la anterior y también del TSJ del País Vasco la Sentencia de 01-07-09 considera que no se produce sucesión empresarial existiendo solamente unas relaciones variadas entre tres firmas sociales, carentes de la conexión sucesoria que acredite la continuidad de una solo de ellas respecto de otra. Existen simples indicios, discutibles y de notable ambivalencia, que no consiguen demostrar con solidez que la empresa, siempre concebible como organización estable en el tiempo y presidida por un cierto animus manendi, subsista bajo otra titularidad social

d.  Delimitación del concepto "actividades y explotaciones económicas".

La doctrina administrativa (Resolución del TEAC de 05-10-93), diferencia dentro del concepto de "explotación o actividad económica", una dimensión estática (el titulo jurídico de la transmisión), cuya concurrencia no es imprescindible, con carácter general, para que sea aplicable este supuesto de responsabilidad, y una dimensión dinámica (el ejercicio de la explotación como tal).


	
i. Elemento estático.Transmisión jurídica de la totalidad de la empresa. No es necesario que concurra siempre para que se dé un supuesto de sucesión. 



	
ii. Elemento dinámico.Adquisición de bienes empresariales con los que sea posible continuar el ejercicio de la actividad empresarial, esto es, siempre que exista una unidad funcional en los bienes transmitidos que permita continuar la actividad (domicilio social, instalaciones, plantilla, tipo de actividad económica, marca comercial, cartera de clientes, etc). 






[El TSJ del País Vasco (Sentencia de 30-10-95), entiende que no procede la aplicación del artículo 72 de la NFGT en los supuestos de continuación de la actividad empresarial por los trabajadores constituidos en una SAL al cesar la anterior actividad.

También el citado TSJ del País Vasco en su Sentencia de 06-03-06, considera que no existe sucesión empresarial cuando se prosigue con una sola de las actividades del deudor principal, continuando éste con el resto de actividades, porque para la sucesión de empresa se exige que se transmita también una parte importante del patrimonio empresarial.]



B.  Alcance de la responsabilidad.

a.  Deuda derivada del ejercicio de la actividad económica.

La responsabilidad alcanza a la totalidad de la deuda tributaria exigida en periodo voluntario por las obligaciones tributarias contraídas del anterior titular y derivadas de su ejercicio. Es decir, se extiende a las deudas derivadas del ejercicio de la explotación o actividad económica en la que se suceda.

En este sentido son exigibles al adquirente las deudas por impuestos empresariales, como el IVA o el IAE.

La NFGT ha establecido expresamente que la responsabilidad también se extenderá a las obligaciones derivadas de la falta de ingreso de las retenciones e ingresos a cuenta practicadas o que se hubieran debido practicar.

b.  Sanciones.

En principio, la NFGT establece que la responsabilidad también alcanzará a las sanciones contraídas por el anterior titular y derivadas del ejercicio de la actividad.

No obstante, cuando el adquirente haya solicitado el certificado regulado en el artículo 180.2 de la NFGT de Álava, únicamente responderá de las sanciones contenidas en dicho certificado.

c.  Certificado de deudas y responsabilidades tributarias.

El apartado 2 del artículo 180 de la NFGT de Álava establece que:


["2. El que pretenda adquirir la titularidad de explotaciones y actividades económicas y al objeto de limitar la responsabilidad solidaria contemplada en el apartado 2 del artículo 41 de esta Norma Foral, tendrá derecho, previa la conformidad del titular actual, a solicitar de la Administración certificación detallada de las deudas, sanciones y responsabilidades tributarias derivadas de su ejercicio.

La Administración tributaria deberá expedir dicha certificación en el plazo de tres meses desde la solicitud. En tal caso quedará la responsabilidad del adquirente limitada a las deudas, sanciones y responsabilidades contenidas en la misma. Si la certificación se expidiera sin mencionar deudas, sanciones o responsabilidades o no se facilitara en el plazo señalado, el solicitante quedará exento de la responsabilidad a la que se refiere dicho artículo."]








Responsabilidad de los Administradores sobre las cantidades retenidas y no ingresadas por la sociedad y deducidas por aquellos. NFGT de Álava


 El apartado 3 del artículo 42 de la NFGT establece que:


"También serán responsables solidarios los administradores de hecho o de derecho, socios con una participación directa o indirecta de al menos el 20 por 100 en el capital, comuneros o partícipes, los cónyuges, parejas de hecho constituidas conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2003, de 7 de mayo, reguladora de las parejas de hecho, ascendientes y descendientes de ambos hasta el segundo grado, de las entidades que hubieran practicado retenciones que estuvieran pendientes de ingreso, por los importes que de dichas retenciones se hubieran deducido en sus autoliquidaciones del Impuesto sobre la Renta de la Personas Físicas. En el caso de haberse realizado ingresos parciales de estas cantidades retenidas, se entenderá que la deuda pendiente de pago corresponde proporcionalmente a cada uno de los retenidos."

Estamos ante un supuesto de responsabilidad solidaria regulado únicamente en las normativas forales, no existiendo en la normativa tributaria de régimen común un supuesto de responsabilidad parangonable. En base a esta circunstancia unos obligados tributarios que fueron objeto de la aplicación de este supuesto de derivación de responsabilidad interpusieron recurso contencioso-administrativo solicitando del Tribunal la anulación de dicha derivación, entre otros motivos, por la inclusión en la normativa foral de un supuesto no existente en la de régimen común. La alegación de la recurrente fue desestimada por el Tribunal en los siguientes términos:

“A juicio de la recurrente, la capacidad normativa reconocida a los Territorios Históricos queda limitada a la regulación de los tributos concertados de normativa autonómica, y en su caso, a los procedimientos de gestión, de lo que colige que no son competentes las Juntas Generales para establecer un supuesto de responsabilidad no contemplado en la Ley General Tributaria, incurriendo en vulneración del principio de igualdad de todos los españoles.

No se compadece, sin embargo, esa posición con las previsiones de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, que al determinar en su artículo 1 las competencias de las Instituciones de los Territorios Históricos, dispone que "podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario"; y aun cuando el sistema tributario que establezcan ha de seguir el principio de armonización fiscal (art.2), en la elaboración de la normativa tributaria se han de adecuar a la Ley General Tributaria"en cuanto a terminología y conceptos, sin perjuicio de las peculiaridades establecidas en el presente Concierto Económico" (art. 3.a); no excluye, por tanto, el Concierto Económico, la competencia de los Territorios Históricos para configurar el régimen de la responsabilidad solidaria. "(Sentencia del TSJPV 22-11-16).



A.  El presupuesto de hecho.

El presente supuesto de responsabilidad requiere de tres elementos que configuran su presupuesto de hecho:


	
a.  Que se trate de los administradores de hecho o de derecho de la sociedad deudora, de socios con una participación directa o indirecta de al menos el 20 por 100 en el capital, de comuneros o partícipes, o de los cónyuges, parejas de hecho, o ascendientes y descendientes de ambos hasta el segundo grado.

	
b.  Que la sociedad haya practicado retenciones en las retribuciones realizadas a alguna de las personas anteriormente referidas, sin realizar el ingreso de dichas retenciones.

	
c.  Que las personas referidas se hubieran deducido en sus autoliquidaciones por el IRPF las mencionadas retenciones.



Con este supuesto de responsabilidad pretende evitarse que las personas que tienen el control de una sociedad, bien sea en condición de administradores o de socios, y sus parientes directamente relacionados, puedan deducirse en sus declaraciones personales las retenciones previamente practicadas y no ingresadas por la sociedad, teniendo en cuenta que en dicha falta de ingreso de las retenciones han tenido una participación directa los propios responsables.

B.  Alcance de la responsabilidad.

En este supuesto la responsabilidad alcanza a los importes de las retenciones practicadas y no ingresadas por la sociedad que los responsables se hubieran deducido en sus autoliquidaciones del Impuesto sobre la Renta de la Personas Físicas.

En el caso de que la sociedad hubiera realizado ingresos parciales de estas cantidades retenidas, se entenderá que la deuda pendiente de pago corresponde proporcionalmente a cada uno de los retenidos.






Responsabilidad por ejercicio del control sobre personas o entidades creadas para eludir la responsabilidad patrimonial frente a la Hacienda Pública. NFGT de Álava


 El apartado 3 del artículo 42 de la NFGT establece que serán responsables solidarios:


"Las personas o entidades que tengan el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto, de las personas jurídicas o en las que concurra una voluntad rectora común con éstas, o las personas o entidades de las que los obligados tributarios tengan el control efectivo, total o parcial, o en las que concurra una voluntad rectora común con dichos obligados tributarios, serán responsables solidarios por las deudas tributarias y sanciones de unos y otros.

Para aplicar lo previsto en este apartado será necesario que resulte acreditado que tales personas o entidades han sido creadas o utilizadas de forma abusiva o fraudulenta como medio de elusión de la responsabilidad patrimonial universal frente a la Hacienda Pública."



A.  El presupuesto de hecho.

El presente supuesto de responsabilidad constituye una plasmación a nivel normativo de lo que ha venido en llamarse responsabilidad tributaria por levantamiento del velo.

El levantamiento del velo es una doctrina jurisprudencial procedente del derecho anglosajón y acogida en nuestro país inicialmente en los años ochenta por los tribunales civiles y laborales (es significativa en este sentido la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 28 de mayo de 1984).

El levantamiento del velo es el acto por el cual se traspasa la forma externa de la persona jurídica, para investigar la realidad que existe en su interior, con el solo fin de evitar el fraude y la utilización de la personalidad para obtener resultados antijurídicos en perjuicio de intereses públicos o privados.

En el presente caso de responsabilidad se contienen en realidad dos supuestos distintos, con presupuestos de hecho diferentes, aunque complementarios y podría decirse que inversos:


	
a.  El de las personas o entidades que tengan el control efectivo de una persona jurídica deudora.Son responsables solidarias las personas o entidades que tengan el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto, de las personas jurídicas o en las que concurra una voluntad rectora común con éstas por las deudas tributarias y sanciones de las mismas.

Para que concurra el supuesto de responsabilidad deben concurrir las siguientes circunstancias:


	
i.  Que las personas o entidades tengan el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto, de la persona jurídica deudora, o

	
ii.  Que concurra una voluntad rectora común con la persona jurídica deudora.

	
iii.  Que resulte acreditado que tales personas o entidades han sido creadas o utilizadas de forma abusiva o fraudulenta como medio de elusión de la responsabilidad patrimonial universal frente a la Hacienda Pública.





	
b.  El de las personas o entidades que sean controladas por el obligado tributario.




Son responsables solidarias las personas o entidades de las que los obligados tributarios tengan el control efectivo, total o parcial, o en las que concurra una voluntad rectora común con dichos obligados tributarios, por las deudas tributarias y sanciones de los mismos.

Para que concurra el supuesto de responsabilidad deben concurrir las siguientes circunstancias:


	
i.  Que las personas o entidades sean controladas de forma efectiva, total o parcial, directa o indirectamente por el deudor, o

	
ii.  Que concurra una voluntad rectora común con el deudor.

	
iii.  Que resulte acreditado que tales personas o entidades han sido creadas o utilizadas de forma abusiva o fraudulenta como medio de elusión de la responsabilidad patrimonial universal frente a la Hacienda Pública.



B.  Alcance de la responsabilidad.

La responsabilidad por este supuesto alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria, tanto cuota como intereses y recargos, en su caso, y también a las sanciones.






Responsabilidad solidaria de quienes perjudiquen las actuaciones recaudatorias.


 El apartado 4 del artículo 42 de la NFGT establece un supuesto de responsabilidad que, en realidad, se divide en cuatro supuestos diferentes, todos ellos relacionados con actuaciones que van dirigidas a impedir o dificultar las actuaciones recaudatorias de la Administración tributaria.

A.  El presupuesto de hecho.

Como se ha dicho anteriormente, la norma diferencia dentro de este supuesto de responsabilidad cuatro tipos de actuaciones diferentes.

a.  Ocultación de bienes y derechos.

Serán responsables solidarios del pago de la deuda tributaria pendiente, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embargar o enajenar por la Administración tributaria, las personas o entidades que sean causantes o colaboren en la ocultación o transmisión de bienes o derechos del obligado al pago con la finalidad de impedir la actuación de la Administración tributaria.

b.  Incumplimiento de órdenes de embargo.

Serán responsables solidarios del pago de la deuda tributaria pendiente, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embargar o enajenar por la Administración tributaria, las personas o entidades que, por culpa o negligencia, incumplan las órdenes de embargo.

c.  Levantamiento de bienes.

Serán responsables solidarios del pago de la deuda tributaria pendiente, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embargar o enajenar por la Administración tributaria, las personas o entidades que, con conocimiento del embargo, la medida cautelar o la constitución de la garantía, colaboren o consientan en el levantamiento de los bienes o derechos embargados o de aquellos bienes o derechos sobre los que se hubiera constituido la medida cautelar o la garantía.

d.  Depositarios.

Serán responsables solidarios del pago de la deuda tributaria pendiente, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embargar o enajenar por la Administración tributaria, las personas o entidades depositarias de los bienes del deudor que, una vez recibida la notificación del embargo, colaboren o consientan en el levantamiento de aquéllos.

B.  Alcance de la responsabilidad.

Todas las actuaciones incluidas en este supuesto de responsabilidad tienen como limite común, en relación con el alcance de las deudas por las que se responde, el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embargar o enajenar por la Administración tributaria.







Responsables subsidiarios




Responsabilidad de los Administradores de personas jurídicas.


 Las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 43 de la NFGT de Álava, establecen que:

"1. Serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguientes personas o entidades:

a) Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra a) del apartado 1 del artículo 42 de esta Norma Foral, los administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, habiendo éstas cometido infracciones tributarias, no hubiesen realizado los actos necesarios que sean de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios, hubiesen consentido el incumplimiento por quienes de ellos dependan o hubiesen adoptado acuerdos que posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad también se extenderá a las sanciones.

b) Los administradores de hecho o de derecho de aquellas personas jurídicas que hayan cesado en sus actividades, por las obligaciones tributarias devengadas de estas que se encuentren pendientes en el momento del cese, siempre que no hubieran hecho lo necesario para su pago o hubieren adoptado acuerdos o tomado medidas causantes del impago."

A.  Responsabilidad derivada de la comisión de una infracción por una persona jurídica.


	
a. El presupuesto de hecho.En el presupuesto de hecho que se contiene en el supuesto estudiado deben concurrir los siguientes requisitos: 


	
i. Comisión de una infracción tributaria por la sociedad administrada.♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 08-10-12 entiende que no es conforme a derecho el acuerdo de declaración de responsabilidad subsidiaria del único socio y Administrador societario con respecto a deudas tributarias de la mercantil. Considera el Tribunal que es insuficiente la prueba documental aportada por la Administración que acredite la omisión de ingresos de sumas repercutidas por IVA. Además establece que es necesario que las actuaciones de gestión liquidatoria provenientes del Servicio de Tributos Indirectos identifiquen documentalmente y con certeza el supuesto de hecho de un aumento de la base imponible y, luego, de la comisión de una infracción tributaria.



	
ii. Condición de administrador de hecho o de derecho del responsable, al tiempo de cometerse la infracción.


	
iii. Una conducta del administrador que se relacione con el propio presupuesto de la infracción, en los términos del  artículo 43.1.a) de la NFGT de Álava, reveladora de no haber puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de la obligación tributaria.La conducta del Administrador contenida en el supuesto de hecho debe consistir en alguna de las siguientes: 


	
i. No realizar los actos necesarios que fuesen de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones tributarias infringidas.


	
ii. Consentir el incumplimiento por quienes de ellos dependan.


	
iii. Adoptar acuerdos que hagan posibles tales infracciones.Tratándose de un supuesto de responsabilidad derivada de un acto ilícito, debe concurrir en la realización del supuesto de hecho la culpabilidad necesaria. 

Basta a estos efectos que concurra culpa leve en la conducta del administrador, tal como se deduce de la doctrina constitucional sobre el grado de culpa necesario en la comisión de infracciones tributarias. 

Por otro lado, el propio contenido de las conductas descritas anteriormente, y su interpretación conjunta con la regulación mercantil de la diligencia media que es exigida a un Administrador (artículo 225 de la Ley de Sociedades de Capital), hacen que la concurrencia de alguna de las referidas conductas se produzca de manera casí automática como consecuencia de la comisión de la infracción por la sociedad. En definitiva, puede afirmarse que la imputación de una infracción tributaria a la sociedad supone, de forma casi automática, que el administrador no ha actuado con la diligencia de un ordenado empresario y de un representante leal (LSC), y que por lo tanto dicho actuar es subsumible en las conductas reguladas en este supuesto como determinantes de la responsabilidad. 

Estamos ante un supuesto de responsabilidad en el que basta que concurra en la actuación del Administrador la simple negligencia o la falta de diligencia necesaria. 

En los supuestos de administración colegiada (Consejo de Administración) la responsabilidad puede ser exigida a todos los miembros del Consejo, salvo a los ausentes y los que salvaron expresamente su voto, por ser imputable a todos la decisión adoptada.





♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 29-09-15 entiende que se produce un supuesto de responsabilidad subsidiaria del administrador en tanto que concurre una dejación de la obligación propia de todo administrador de velar por el cumplimiento de las obligaciones fiscales de la sociedad, que justifica su responsabilidad sin necesidad de que concurra mala fe o intencionalidad en su conducta.







	
b. Concepto de Administrador.La NFGT considera que el presente supuesto de responsabilidad alcanza tanto al Administrador de derecho como al Administrador de hecho. 


	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 06-07-09 excluye la responsabilidad en un supuesto en el que existía cese del Administrador aunque no inscrito en el Registro Mercantil. Se admite la prueba del cese por otro medios. Consta documento público por el que el interesado renuncia al cargo de secretario del consejo de administración de la compañía mercantil antes de la cesación de actividad de la sociedad. 

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 20-09-10 entiende que se dan los requisitos necesarios para la derivación de responsabilidad, pues el momento determinante no es el del levantamiento del Acta de Infracción, sino el de la obligación de atender las obligaciones tributarías, esto es, el de realización de los actos necesarios que fuesen de su incumbencia para el cumplimiento de las mismas; resultando probado que la autoliquidación relativa al Impuesto fue presentada por el declarado responsable (junto a otro) omitiéndose la venta del inmueble.



Sobre el concepto de administrador, la jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS de 29-06-85) ha precisado que la condición de administrador no viene dada por la denominación, sino por el contenido y alcance de las funciones a desempeñar, de manera que será administrador la persona que efectivamente ejerza la gestión y lleve la dirección económica de la sociedad, sea cual fuere la terminología utilizada. 

También ha precisado la doctrina administrativa que la acción de responsabilidad no debe dirigirse contra el administrador que lo sea en el momento de la firma del acta ni al dictarse el apremio, sino contra el que consistió o colaboró en la infracción, aunque hubiera cesado en su cargo. 

Sobre el concepto de Administrador de hecho habrá que estar en cada caso a la persona que actuando con amplios poderes, ejerce de facto la gestión de la persona jurídica. 



	
c. Alcance de la responsabilidad.La responsabilidad del Administrador alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria y a las sanciones. 



	
d. Concurrencia con otros supuestos de responsabilidad.Las conductas recogidas en el presente artículo de la NFGT pueden dar lugar a responsabilidad con arreglo a lo dispuesto en otras normas. Para estos supuestos dispone el primer párrafo del apartado 1.a) del artículo 43 de la NFGT de Álava que la responsabilidad subsidiaria de los administradores se declara sin perjuicio de lo dispuesto en la letra a) del apartado 1 del artículo 42 de esta Norma Foral, donde se regula la responsabilidad solidaria de quienes sean causantes o colaboren activamente en la comisión de una infracción tributaria. 

De forma que, cuando en la conducta del Administrador concurra dolo o culpa grave podrá incurrir en el supuesto de responsabilidad solidaria del artículo 42.1.a) de la NFGT de Álava, mientras que, cuando en su conducta concurra simple negligencia podrá incurrir en el supuesto de responsabilidad subsidiaria que es objeto del presente comentario. 





B.  Responsabilidad en los supuestos de personas jurídicas que han cesado en sus actividades.


	
a. El presupuesto de hecho.Consiste en la mera condición de administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica que tiene obligaciones tributarias pendientes y ha cesado en su actividad. 

Se trata de un supuesto de responsabilidad por acto lícito, pues nada hay de ilícito en las conductas descritas. 

No obstante, se ha entendido por algunos autores (Delgado Pacheco) que existe un cierto grado de reprochabilidad, no de ilicitud, en la conducta del administrador que deja inactiva una entidad con deudas pendientes, sin proceder formalmente a su disolución, liquidación y extinción. 

Una parte de la doctrina considera que, los administradores de la sociedad han actuado cuanto menos negligentemente, por no realizar las actuaciones que son de su incumbencia según el derecho mercantil y que se traducen, globalmente, en dar los pasos necesarios para llevar a la sociedad a su extinción, utilizando los mecanismos previstos en derecho. 

No se exige, por tanto, en estos casos una actuación negligente ni mala fe por parte del administrador, lo que no significa que su responsabilidad sea objetiva, ya que la existencia de esas deudas derivan de su actuación, al no haber actuado con la diligencia que le es exigible de acuerdo con la normativa mercantil (Sentencia del TSJ Aragón 18-02-00). 


	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 29-09-06, establece que no es preciso que el acuerdo de derivación de responsabilidad al administrador por el cese de la sociedad indique la fecha exacta del cese, siendo suficiente que se constate dicho cese, sea en una fecha determinada o en un período definido, y que en ese momento el responsable sea administrador. 

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 21-01-08, confirma el acuerdo de derivación de responsabilidad subsidiaria del administrador por las deudas pendientes de la sociedad, que ha cesado en la actividad. Aclara el Tribunal que la norma no exige la existencia de una infracción tributaria, ni por tanto mala fe o negligencia grave en los administradores, para que la derivación sea posible. En el caso, la responsabilidad del administrador no deriva sólo de la existencia de unas deudas tributarias, sino que tiene fundamento en la conducta al menos negligente que, en perjuicio de sus acreedores, y entre éstos la Hacienda Pública, omite la diligencia que le es exigible en cumplimiento de las obligaciones que le imputa la legislación mercantil, de promover los acuerdos sociales necesarios para la disolución y liquidación de la sociedad que ha cesado en su actividad.

	
♦ En la Sentencia del TS de 22-09-08 se interpreta el párrafo 2.º, del artículo 40.1 LGT 1963, que declara la responsabilidad subsidiaria de las obligaciones tributarias pendientes, «en todo caso», de los administradores de las personas jurídicas que hayan cesado en sus actividades. La LGT 2003, prevé que para exigir la responsabilidad del administrador en esos casos, es precisa una concreta conducta obstativa para el pago de las deudas tributarias, interpretación que debe mantenerse durante la vigencia de la LGT 1963. Dicha responsabilidad, no puede entenderse en supuestos de cese en la actividad de la entidad de forma objetiva, ya que no puede derivar sólo de la existencia de deudas tributarias, sino que tiene su fundamento en la conducta negligente al menos del administrador, que omite la diligencia precisa para poner a la sociedad en condición de cumplir las obligaciones tributarias pendientes, y, en su caso, llevar a efecto la disolución y liquidación de la sociedad, haciéndose partícipe con ésta del incumplimiento de la obligación tributaria, debiendo predicarse la negligencia, no respecto del cumplimiento de las obligaciones en el momento en que éstas surgen, sino respecto de la conducta posterior.

	
♦ El TSJ del País Vasco en Sentencia de 06-10-08 confirma el acuerdo de derivación de responsabilidad al administrador de la sociedad, en tanto que, concurre el cese de hecho en la actividad, en un momento en el que el interesado forma parte del órgano de administración, sin que se desarrollara actuación alguna que la ley impone para disolver, liquidar y extinguir regularmente la compañía. En primer lugar, aclara el Tribunal que la existencia de un consejo de administración y consejeros delegados no exonera de responsabilidad a ninguno de los titulares del órgano de administración, sino que basta con formar parte de órgano de administración, aun cuando esta integración sea meramente formal, para responder. Además, la responsabilidad en las infracciones cometidas por la sociedad puede imputarse subsidiariamente a los administradores por omitir estos las funciones que les son sustanciales. Por último, y aun admitiendo el carácter no constitutivo de la inscripción en el Registro Mercantil del cese o dimisión del administrador, en el caso falta toda prueba veraz respecto tal dimisión.

	
♦ El TSJ del País Vasco en Sentencia de 09-02-09 y a efectos de ostentar la condición de Administrador de la sociedad en el momento del cese de la actividad, entiende que el cese de hecho, no inscrito en el Registro Mercantil es eficaz siempre que se acredite suficientemente dicha circunstancia. Se admite como prueba el acuerdo de cese adoptado la junta de accionistas respecto a uno de los administradores, si bien el resto se declara responsable subsidiario por falta de acreditación de dicha circunstancia





	
b. Concepto de Administrador.Como en el supuesto anterior, la NFGT considera que el presente supuesto de responsabilidad alcanza tanto al Administrador de derecho como al Administrador de hecho, por lo que nos remitimos sobre este particular a lo dicho en el parágrafo b) anterior. 

A diferencia del supuesto anterior, la acción de responsabilidad debe dirigirse contra el administrador de la sociedad inactiva, aunque no lo fuera cuando se devengó la deuda tributaria de la persona jurídica, sin perjuicio de que, cuando la deuda derive de la comisión por la persona jurídica de una infracción tributaria, pueda dirigirse otra acción de responsabilidad, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 43.1.a) de la NFGT de Álava, contra el administrador que lo fuera al cometerse la infracción. 


	
♦ En la Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 20-12-06 se solicita la nulidad del acuerdo de derivación de responsabilidad subsidiaria, alegando que no se ostentaba la condición de administrador de la sociedad al tiempo del cese en la actividad de la misma. Alega el reclamante que aunque el cese del cargo de administrador no fue inscrito en el Registro Mercantil, dicho cese es oponible a la Administración, al menos desde que tuvo conocimiento del mismo. El TEAF establece que las inscripciones registrales de los acuerdos de cese de los administradores de sociedades no tienen carácter constitutivo para la efectividad de los mismos, sino que son exigibles para la oponibilidad del acto inscrito a terceros de buena fe. La Administración era conocedora del cese, aunque no se hubiera inscrito, por lo que no podía derivar la responsabilidad a quien sólo formalmente figuraba como administrador de la sociedad en el Registro Mercantil. La Administración no se considera tercero que se hallara en condiciones de invocar la buena fe a efectos de la protección registral. 



	
♦ En similares términos a la Resolución anterior se pronuncia la Sentencia del TSJ del País Vasco de 09-02-09 en relación con la condición de Administrador al tiempo del cese. Así, se plantea la condición de Administrador de aquel que aporta su cese constando en escritura pública y certificación del acuerdo social, pero que no ha sido inscrito en el Registro Mercantil. La Sala acude a la doctrina del Tribunal Supremo que admite la eficacia del cese en el cargo de administrador, sin necesidad de inscripción en el Registro Mercantil, siempre que se acredite suficientemente dicha circunstancia, recogiendo en este sentido la Sentencia del TS de 14 de junio de 2007.

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 06-07-09 excluye la responsabilidad en un supuesto en el que existía cese del Administrador aunque no inscrito en el Registro Mercantil. Se admite la prueba del cese por otro medios. Consta documento público por el que el interesado renuncia al cargo de secretario del consejo de administración de la compañía mercantil antes de la cesación de actividad de la sociedad.





	
c. Alcance de la responsabilidad.La responsabilidad del Administrador alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria pero no a las sanciones. 











Responsabilidad de los Administradores concursales y de los liquidadores.


 La letra c) del apartado 1 del artículo 43 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), establece que:

"1. Serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguientes personas o entidades:

c) Los integrantes de la administración concursal y los liquidadores de sociedades y entidades en general que no hubiesen realizado las gestiones necesarias para el íntegro cumplimiento de las obligaciones tributarias devengadas con anterioridad a dichas situaciones e imputables a los respectivos obligados tributarios. En relación con las obligaciones tributarias y sanciones posteriores a la declaración de concurso los administradores concursales responderán como administradores cuando tengan atribuidas funciones de administración.También serán responsables de las mencionadas obligaciones tributarias cuando se hubiesen satisfecho créditos de terceros que no fueran preferentes a los tributarios, con el límite de los importes incorrectamente abonados.”

A.  El presupuesto de hecho.

Está constituido por una omisión de los Administradores concursales o Liquidadores consistente en no realizar las gestiones necesarias para el íntegro cumplimiento de las obligaciones tributarias devengadas con anterioridad a la declaración de concurso o a la liquidación de la sociedad o entidad.

La responsabilidad, al igual que el supuesto regulado en la letra a) del apartado 1 de este artículo, deriva de una actuación meramente negligente o poco diligente del administrador concursal o del liquidador, por lo que no será necesaria la existencia de dolo o culpa grave en su actuación para que pueda aplicarse el presente supuesto de responsabilidad.

	 ♦La Resolución económico-administrativa del TEAF de Bizkaia de 19-04-05 entiende que es correcto el acuerdo de derivación de responsabilidad al liquidador de una sociedad por las deudas de la misma. El liquidador alega la falta de notificación de la liquidación que comprende el acuerdo, así como la falta de culpabilidad en su actuación. Una vez constatado que la notificación mediante el BOB es correcta al haberse efectuado tras el doble intento de notificación en el domicilio fiscal de la sociedad fallida, el TEAF de Bizkaia analiza la conducta del liquidador. Al no realizar las gestiones correspondientes al cargo, y no promover, como exige la legislación aplicable, la declaración de concurso necesario dada la situación de insolvencia de la sociedad, el Tribunal concluye que la negligencia del liquidador es manifiesta por lo que confirma el acuerdo impugnado .♦La Resolución económico-administrativa del TEAF de Bizkaia de 16-04-08 concluye, dada la escasa diligencia del liquidador en el cumplimiento de las obligaciones que le impone la normativa legal y las escasas garantías que ofrece el procedimiento extra concursal seguido por el liquidador, no constando inventario y balance de disolución, ni estado de cuentas e informes de los ejercicios en que se liquida, la existencia de ingresos declarados por la actora que omite los ingresos del ejercicio 2001, realización de quitas a los créditos tributarios sin que medie ningún acuerdo, que no se han considerado los derechos privilegiados de los créditos tributarios frente a los de otros acreedores, la no presentación de procedimiento concursal en una situación de insolvencia reconocida por la actora y la ausencia de las garantías que el ordenamiento jurídico reconoce a los acreedores, que la derivación de responsabilidad es procedente y se ajusta a derecho. 

La ♦Sentencia del TSJ del País Vasco de 29-12-08 considera ajustada a derecho la derivación de responsabilidad aplicada al liquidador en tanto que no se llevaron a cabo las gestiones encomendadas propias del cargo para el que fue elegido y en especial se dejó de promover la declaración de quiebra necesaria, vista la situación de insolvencia de la sociedad. Además, declara la sentencia, concurre tanto la declaración de fallido del deudor principal como la notificación del acto de declaración de la responsabilidad subsidiaria. 

♦El TSJ del País Vasco en Sentencia de 29-06-09 confirma el acuerdo por el que se declara responsable tributario de las deudas pendientes de la sociedad al liquidador de la misma en tanto que observa cierta negligencia al no haber aportado cuanto se le reclamaba, concretamente para aclarar la situación patrimonial al momento de la disolución y los pagos que se reconocía haber hecho cuando se estaba, también reconocidamente, en una situación que imponía un procedimiento concursal.

♦ La Resolución económico-administrativa del TEAF de Bizkaia de 22-01-10 entiende que es conforme al ordenamiento jurídico la derivación de responsabilidad al liquidador que no liquidó ordenadamente la sociedad, abonando a unos acreedores sociales en detrimento de otros, y que no promovió el procedimiento concursal ante la insolvencia de la sociedad. La notifi cación por comparecencia a la deudora principal, tanto en periodo voluntario como en ejecutivo, se ha llevado a cabo tras ser declarada la mercantil desconocida en su domicilio fi scal. La práctica de la notificación se ha realizado correctamente 




Este supuesto de responsabilidad implica que la sociedad o entidad ha sido disuelta y liquidada y además bien puede ocurrir que el activo remanente haya sido adjudicado a los socios o participes sin haberse cumplido íntegramente las obligaciones tributarias pendientes de la sociedad. Por ello, además de la responsabilidad subsidiaria exigible a los liquidadores, la Administración tributaria puede dirigirse a los socios o participes por la transmisión a los mismos de las obligaciones pendientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 40.1 de la NFGT (Ver comentario relacionado).

En estos supuestos, la Administración tributaria deberá intentar el cobro de la deuda pendiente de la entidad en primer lugar ante los socios o participes en virtud de la transmisión de deudas regulada en el artículo 40.1 de la NFGT y solo una vez declarado el fallido de dichos socios o partícipes podrá dirigirse contra el liquidador responsable subsidiario. Esto es así en tanto que el artículo 41 de la NFGT establece que el responsable lo es de un deudor principal de los regulados en el apartado 2 del artículo 35 de la NFGT, y el sucesor es uno de los obligados incluidos en dicho apartado 2.

B.  Alcance de la responsabilidad.

La responsabilidad subsidiaria alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria exigida en periodo voluntario, es decir, con excepción de los intereses de demora y de los recargos.

La responsabilidad no alcanzará a las sanciones porque la norma foral no lo señala expresamente.

La responsabilidad se extiende a todas las deudas tributarias devengadas antes de que se produzcan las situaciones anteriores, hayan sido o no liquidadas, pero no a las deudas devengadas durante el concurso o el propio proceso de liquidación. A estas deudas les resultará de aplicación, en su caso, lo previsto en la letra a) del apartado 1 de este artículo sobre la responsabilidad de los administradores.

Esto significa que de las obligaciones tributarias y sanciones posteriores a dichas situaciones responderán como administradores cuando tengan atribuidas funciones de administración.

Además, la NFGT establece la responsabilidad de los Administradores concursales en el caso del pago de créditos de terceros que no fuesen preferentes a los tributarios. Aunque el texto no aclara si nos encontramos ante el supuesto de pago de créditos concursales o postconcursales o ambos, la forma del pago de los créditos concursales en el procedimiento concursal, con previa autorización judicial y dentro de los límites perfectamente establecidos por la Ley Concursal, nos llevan a considerar que este supuesto de responsabilidad es aplicable únicamente al pago de créditos postconcursales no preferentes a los tributarios. En este caso la NFGT limita la responsabilidad de los Administradores Concursales a los importes incorrectamente abonados.






Responsabilidad subsidiaria de los adquirentes de bienes afectos. 


 A.  El presupuesto de hecho.

La NFGT establece la responsabilidad subsidiaria de los adquirentes de bienes afectos por Norma Foral al pago de la deuda tributaria, en los términos del artículo 77 de la NFGT.

Las normas tributarias establecen en algunos casos la afección de bienes determinados al pago de la deuda tributaria. Así, establecen afecciones, entre otros, los siguientes preceptos:


	
a. Afección de los bienes y derechos transmitidos, por los tributos que graven tales transmisiones, adquisiciones o importaciones (art. 77 NFGT; ver comentario relacionado).

	
b. Afección como consecuencia de la concesión de un beneficio fiscal cuya definitiva efectividad dependa del ulterior cumplimiento por el obligado tributario de determinados requisitos (art. 77 de la NFGT; ver comentario relacionado).

	
c. Afección de bienes o derechos transmitidos en el ámbito del ITP y AJD.- Art. 5 de la Norma Foral de ITP y AJD.



	
d. Afección de bienes inmuebles en el ámbito del IBI (art. 17 de la Norma Foral del IBI).

	
e. Afección de los bienes y derechos que formen parte de la herencia que se halle pendiente del ejercicio de un poder testatorio, por las cuotas del I.R.P.F. y del Impuesto sobre el Patrimonio exigibles a la comunidad hereditaria.Regulada en el  úmero 3 del apartado Tercero de la disposición adicional Trigésima de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, disposición adicional que contiene el régimen tributario aplicable a las herencias que se hallen pendientes del ejercicio de un poder testatorio o del ejercicio de un usufructo poderoso.





B. Carácter y alcance de la responsabilidad.

Los adquirentes de estos bienes responden con ellos del pago de la deuda tributaria.

El supuesto ha sido caracterizado por alguna doctrina como un supuesto de responsabilidad objetiva y real para diferenciarlo de los supuestos de responsabilidad subjetiva.

Tribunal Supremo en sentencia de 09-04-03, dictada en recurso de casación en interés de la Ley, fija como doctrina legal la de que la afección de bienes constituye un supuesto de responsabilidad en la deuda tributaria, no debiendo ser interpretado en el plano de la reipersecutoriedad.

La responsabilidad alcanza al pago de la deuda excluidos el recargo de apremio, los intereses de demora, las costas y las sanciones, hasta el límite previsto por la norma al señalar la afección de los bienes.

Es importante señalar que el adquirente de bienes afectos no responde de la deuda con todo su patrimonio sino sólo con el bien afecto, a diferencia de los otros supuestos de responsabilidad en los que el responsable responde de la deuda con todo su patrimonio presente y futuro.






Responsabilidad subsidiaria de contratistas o subcontratistas de obras o servicios.


 La letra e) del apartado 1 del artículo 43 de la NFGT, establece que:

"1. Serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguientes personas o entidades:

e) Las personas o entidades que contraten o subcontraten la ejecución de obras o la prestación de servicios correspondientes a su actividad económica principal, por las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse o cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte que corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación.

La responsabilidad prevista en el párrafo anterior no será exigible cuando el contratista o subcontratista haya aportado al pagador un certificado especifico de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias emitido a estos efectos por la Administración tributaria durante los doce meses anteriores al pago de cada factura correspondiente a la contratación o subcontratación.

La responsabilidad quedará limitada al importe de los pagos que se realicen sin haber aportado el contratista o subcontratista al pagador el certificado de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias, o habiendo transcurrido el periodo de doce meses desde el anterior certificado sin haber sido renovado.

La Administración tributaria emitirá el certificado a que se refiere esta letra e), o lo denegará, en el plazo de tres días desde su solicitud por el contratista o subcontratista, debiendo facilitar las copias del certificado que le sean solicitadas."

A. El presupuesto de hecho.

El presupuesto de hecho está constituido por la contratación o subcontratación de la ejecución de obras o la prestación de servicios correspondientes a su actividad económica principal.

Con este supuesto de responsabilidad subsidiaria se pretende, tomando como precedente la normativa social y laboral, desincentivar la contratación, en cualquier punto de la cadena de producción, con deudores de la Hacienda Pública.

La responsabilidad deriva de un acto lícito, por lo que no es necesario que concurra mala fe (dolo) o negligencia (culpa) en la conducta de las personas o entidades que contraten o subcontraten.

Un aspecto esencial de este supuesto de responsabilidad será el de determinar cuando la contratación o subcontratación se refiere a la actividad principal del responsable. En este sentido, el concepto de "actividad económica principal", es una circunstancia que deberá ser analizada de manera singular, para lo cual se tendrá en cuenta el objeto social, como definidor "a priori", de dicha actividad. La actividad económica principal estará constituida por la actividad propia e indispensable, sin que puedan excluirse a priori, las de carácter complementario que integran el ciclo productivo.

	 La Consulta de la Hacienda Foral de Alava de 16-09-05 explica que el supuesto de responsabilidad subsidiaria del art. 43.1.e) de la NF 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, resulta de aplicación cuando concurran los siguientes requisitos:-Que se convenga la ejecución de obras o la prestación de servicios.

-Que la ejecución de obra o prestación de servicios contratados o subcontratados constituyan la actividad económica principal del pagador o contratante.

-En cuanto al alcance de la responsabilidad, ésta queda limitada a las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse o cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte que corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación.

-El contratante queda exonerado de esta responsabilidad cuando el contratista o subcontratista le haya aportado un certificado de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias, emitido a estos efectos por la HF de Álava durante los doce meses anteriores al pago de cada factura correspondiente a la contratación o subcontratación.




B.  Alcance de la responsabilidad.

La responsabilidad subsidiaria alcanzará a las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse (por ejemplo el IVA) o cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte que corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación.

La responsabilidad no alcanzará a las sanciones.

En cualquier caso, las operaciones que devenguen dichos impuestos, deben ir referidas a una subcontrata a través de la cual el contratista haya delegado la realización de actividades que formen parte de su actividad económica principal.

La responsabilidad prevista en este artículo no será exigible cuando el contratista o subcontratista haya aportado al pagador un certificado específico de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias emitido a estos efectos por la Administración tributaria durante los 12 meses anteriores al pago de cada factura correspondiente a la contratación o subcontratación.

La responsabilidad quedará limitada al importe de los pagos que se realicen sin haber aportado el contratista o subcontratista al pagador el certificado de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias, o habiendo transcurrido el período de doce meses desde el anterior certificado sin haber sido renovado.






Responsabilidad de los administradores por presentación reiterada de autoliquidaciones sin ingreso. NFGT de Álava


 En el apartado 2 del artículo 43 de la NFGT se establece un supuesto de responsabilidad subsidiaria que afecta a los Administradores que presentan de forma reiterada sin ingreso autoliquidaciones correspondientes a cantidades repercutidas o retenidas.

NFGT de Álava:


"Serán responsables subsidiarios de las deudas tributarias derivadas de tributos que deban satisfacerse, repercutirse o cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, los administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas obligadas a efectuar la declaración e ingreso de tales deudas cuando, existiendo continuidad en el ejercicio de la actividad, la presentación de autoliquidaciones sin ingreso por tales conceptos tributarios sea reiterativa y pueda acreditarse que dicha presentación no obedece a una intención real de cumplir la obligación tributaria objeto de autoliquidación.

Se entenderá que existe reiteración en la presentación de auto-liquidaciones cuando en un mismo año natural, de forma sucesiva o discontinua, se hayan presentado sin ingreso la mitad o más de las que corresponderían, con independencia de que se hubiese presentado solicitud de aplazamiento o fraccionamiento y de que la presentación haya sido realizada en plazo o de forma extemporánea.

A estos efectos no se computarán aquellas autoliquidaciones en las que, habiendo existido solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, se hubiese dictado resolución de concesión, salvo incumplimiento posterior de los mismos y con independencia del momento de dicho incumplimiento, no computándose, en ningún caso, aquéllos que hubiesen sido concedidos con garantía debidamente formalizada.

Se considerará, a efectos de esta responsabilidad, que la presentación de las autoliquidaciones se ha realizado sin ingreso cuando, aun existiendo ingresos parciales en relación con todas o algunas de las autoliquidaciones presentados, el importe total resultante de tales ingresos durante el año natural señalado en el segundo párrafo de este apartado no supere el 50 por ciento del sumatorio de las cuotas a ingresar autoliquidadas.

Se presumirá que no existe intención real de cumplimiento de las obligaciones mencionadas en el párrafo primero de este apartado, cuando se hubiesen satisfecho créditos de titularidad de terceros de vencimiento posterior a la fecha en que las obligaciones tributarias a las que se extiende la responsabilidad establecida en este apartado se devengaron o resultaron exigibles y no preferentes a los créditos tributarios derivados de estas últimas."



A.  El presupuesto de hecho.

El presente supuesto de responsabilidad requiere de tres elementos que configuran su presupuesto de hecho:


	
a.  Que los declarados responsables tengan la condición de administradores de hecho o de derecho de la persona jurídica que es el obligado principal.

	
b.  Que se presenten de forma reiterada autoliquidaciones sin ingreso correspondientes a los tributos que deban satisfacerse o repercutirse por la persona jurídica o de cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios.A efectos de la concurrencia de este elemento la NFGT considera que la presentación de las autoliquidaciones se ha realizado sin ingreso cuando, aun existiendo ingresos parciales en relación con todas o algunas de las autoliquidaciones presentadas, el importe total resultante de tales ingresos no supere el 50 por ciento del sumatorio de las cuotas a ingresar autoliquidadas por cada concepto tributario durante el año natural.

Además no se computan a efectos de considerar la reiteración de autoliquidaciones sin ingreso aquellas sobre las que exista resolución de concesión de aplazamiento de pago.



	
c.  Que no exista una intención real de cumplimiento de las obligaciones tributarias objeto de autoliquidación.



Por lo tanto, solo podrá atribuirse este supuesto de responsabilidad cuando exista un ánimo defraudatorio en el administrador de la persona jurídica, en definitiva cuando quede probado que no hay una voluntad real de pagar las deudas tributarias autoliquidadas.

En este sentido la NFGT establece la presunción de que no existe intención real de cumplimiento, cuando se hubiesen satisfecho créditos de titularidad de terceros que no sean preferentes y sean de vencimiento posterior a la fecha en la que las obligaciones tributarias de la persona jurídica se devengaron o resultaron exigibles.

B.  Alcance de la responsabilidad.

En este supuesto la responsabilidad alcanza al importe de las deudas tributarias derivadas de los tributos que deban satisfacerse por la persona jurídica, repercutirse o de cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios,






Responsabilidad de los administradores y usufructuarios en la sucesión por comisario


 A. El presupuesto de hecho.

El presente supuesto de responsabilidad parte de la existencia de una sucesión por comisario. La sucesión por comisario se regula como una de las formas de sucesión testada en los artículos 30 a 46 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco.

El artículo 30 de la citada Ley establece que el testador puede encomendar a uno o varios comisarios la designación de sucesor, la distribución de los bienes y cuantas facultades le correspondan en orden a la transmisión sucesoria de los mismos. Establecido así un poder testatorio a favor del nombrado comisario para designar herederos, dicho poder testatorio puede ejercitarse en un plazo más o menos dilatado desde el fallecimiento del testador. En este sentido el artículo 41 de la Ley de Derecho Civil Vasco establece que el testador podrá señalar plazo para el ejercicio del poder testatorio. Cuando se designe comisario al cónyuge o miembro de la pareja de hecho, el plazo podrá serle conferido por tiempo indefinido o por los años que viviere y a falta de señalamiento de plazo, éste será de un año a partir de la muerte del testador o desde la declaración judicial de su fallecimiento si todos los sucesores fueren mayores de edad; en otro caso, desde que alcanzaren la mayoría de edad todos ellos, sin que sea suficiente, a estos efectos, la emancipación.

En base a la regulación referida, durante el tiempo que medie entre el fallecimiento del testador y el ejercicio del poder testatorio por parte del comisario, la herencia se hallará en situación de pendencia (herencia yacente). Son las deudas que se devenguen por esta herencia pendiente del ejercicio del poder testatorio las que son objeto de este supuesto de derivación de responsabilidad.

El artículo 43.1.f) de la NFGT de Álava establece que en las herencias que se defieran por poder testatorio o por usufructo poderoso, el administrador en el primer caso o el usufructuario poderoso en el segundo responderá subsidiariamente de las deudas tributarias que correspondan a la herencia pendiente del ejercicio del poder testatorio o del ejercicio del usufructo poderoso. 

Hay que señalar que el artículo 37 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco establece que mientras no se defiera la sucesión y la herencia sea aceptada, será representante y administrador del caudal la persona que el testador hubiere designado en su testamento, con las facultades que le atribuya y las garantías que le imponga y que a falta de dicha designación, representará y administrará la herencia el cónyuge viudo o miembro superviviente de la pareja de hecho, y en defecto de éste, el propio comisario.

B.  Alcance de la responsabilidad.

La responsabilidad subsidiaria alcanzará a las deudas tributarias que correspondan a la herencia pendiente del ejercicio del poder testatorio o del ejercicio del usufructo poderoso. 

De acuerdo con la regulación tributaria de la sucesión por comisario, contenida en lo que hace al Territorio Histórico de Alava en la Norma Foral 18/2017, de 20 de setiembre, de adaptación del sistema tributario de Alava al Derecho Civil Vasco, puede decirse que los tributos susceptibles de gravar de forma directa una herencia pendiente del ejercicio de poder testatorio son el IRPF, el Impuesto sobre el Patrimonio y los tributos locales.

En este sentido, en la normativa tributaria de Alava el número 2 del apartado Tercero de la disposición adicional trigésima de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, del IRPF, establece expresamente que será subsidiariamente responsable del pago del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre el Patrimonio, el administrador de la herencia que se halle pendiente del ejercicio de un poder testatorio y el usufructuario poderoso de la herencia que se halle pendiente del ejercicio del usufructo poderoso. Mientras que artículo 13 del texto refundido de la Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de setiembre, regula expresamente a la responsabilidad subsidiaria de los referidos sujetos por deudas de tributos locales.







Sección cuarta. La capacidad de obrar en el orden tributario

Capacidad de obrar




Capacidad de obrar en el orden tributario.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 44 de la NFGT, tendrán capacidad de obrar en el orden tributario además de las personas que la tengan conforme a Derecho, los menores de edad y los incapacitados en las relaciones tributarias derivadas de las actividades cuyo ejercicio les esté permitido por el ordenamiento jurídico sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela, curatela o defensa judicial. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos e intereses de que se trate.

En el derecho privado la plena capacidad de obrar se adquiere con la mayor edad (art. 322 del CC). Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años (art. 12 CE).

Los menores emancipados están habilitados para regir su persona y bienes como si fueran mayores, con las limitaciones a la capacidad de obrar patrimonial que recogen los artículos 323 y 324 del CC. La emancipación tiene lugar, además de por la mayoría de edad, por el matrimonio del menor, por concesión de los que ejerzan la patria potestad o por concesión judicial.

Los mayores de edad pierden su capacidad de obrar al ser declarados incapaces. Nadie puede ser declarado incapaz sino por sentencia judicial en virtud de las causas establecidas en la ley (art. 199 del CC). Son causas de incapacitación las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impidan a la persona gobernarse por sí misma (art. 200 del CC).

El artículo 3 de la Ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo Común, regula la capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, incluida la tributaria, al disponer que tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:


	
- Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.

	
- Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.

	
- Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.










Representación legal




La representación legal en la NFGT de Álava 


 1.  Incapaces.

El apartado 1 del artículo 45 de la NFGT de Álava establece que:

“1. Por las personas que carezcan de capacidad de obrar actuarán sus representantes legales.”


Son representantes legales de los sujetos que carecen de capacidad de obrar quienes ostenten la patria potestad, la tutela o la curatela.

En los supuestos de infracción tributaria cometida por quien carece de capacidad de obrar el artículo 186.1.g) de la NFGT considera sujeto infractor al representante legal.

2.  Personas jurídicas.

El apartado 2 del artículo 45 de la NFGT establece que:

“2. Por las personas jurídicas actuarán las personas que ostenten, en el momento en que se produzcan las actuaciones tributarias correspondientes, la titularidad de los órganos a quienes corresponda su representación, por disposición legal o por acuerdo válidamente adoptado.”


Así, en las sociedades mercantiles típicas (sociedades anónimas y limitadas), la representación la ostentarán los administradores, debiendo estarse al acuerdo estatutario de configuración del órgano de administración (consejo, administradores solidarios, administradores mancomunados o administrador único).

En los supuestos de infracción tributaria cometida las personas jurídicas, el artículo 186.1.a) de la NFGT considera sujeto infractor a la persona jurídica.

3.  Entes sin personalidad jurídica.

El apartado 3 del artículo 45 de la NFGT establece que por los entes sin personalidad jurídica a los que se refiere el artículo 35.3 de la NFGT actuará en su representación el que la ostente, siempre que resulte acreditada en forma fehaciente y, de no haberse designado representante, se considerará como tal el que aparentemente ejerza la gestión o dirección y, en su defecto, cualquiera de sus miembros o partícipes.

La NFGT establece tres criterios sucesivos para determinar quién ostenta la representación de estas entidades, uno primero que debe ser acreditado fehacientemente y dos presunciones legales cuando no exista tal acreditación. Estos criterios son los siguientes:


	
a. Quien ostente tal representación según los pactos que resulten aplicables (por ejemplo, en la constitución de la asociación o comunidad). La representación debe ser acreditada por cualquier medio válido en derecho que haga fe. 

	
b. No existiendo representación conferida, la norma presume que se considerará representante al que aparentemente ejerza la gestión o dirección. 

	
c. No existiendo representación conferida ni ejercicio aparente de la gestión, la norma permite considerar como representante a cualquiera de los miembros o participes de la entidad. 



En los supuestos de infracción tributaria cometida los entes sin personalidad, el artículo 186.1.a) de la NFGT considera sujeto infractor al ente.

4. Herencias pendientes del ejercicio de poder testatorio

El apartado 4 del artículo 45 de la NFGT de Álava recoge la regulación del representante legal en el ámbito tributario para los supuestos de herencias que se encuentren pendientes del ejercicio de un poder testatorio o del ejercicio de un usufructo poderoso, estableciendo que actuará en su representación el administrador o usufructuario poderoso, respectivamente.

La existencia de herencias pendientes del ejercicio del poder testatorio se deriva directamente de la sucesión por comisario como una de las formas de sucesión testada, regulada en los artículos 30 a 46 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco,

Cabe señalar que la regulación del representante legal de la herencia que se encuentre pendiente del ejercicio de un poder testatorio que se hace en la NFGT de Álava difiere parcialmente de la regulación contenida en la legislación civil. En este sentido, el artículo 37 de la mencionada Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco establece que mientras no se defiera la sucesión y la herencia sea aceptada, será representante y administrador del caudal la persona que el testador hubiere designado en su testamento, con las facultades que le atribuya y las garantías que le imponga y que a falta de dicha designación, representará y administrará la herencia el cónyuge viudo o miembro superviviente de la pareja de hecho, y en defecto de éste, el propio comisario








Representación voluntaria




La representación tributaria. Representación voluntaria. NFGT. Álava.


 El apartado 1 del artículo 46 de la NFGT establece que los obligados tributarios con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, salvo que se haga manifestación expresa en contrario.

Cualquier persona con capacidad de obrar podrá actuar en representación de otra ante las Administraciones Públicas (artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre).







Acreditación de la representación.


 La Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), al igual que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, distingue a efectos de la representación entre actuaciones que requieran una acreditación formal de la representación (interponer recursos o reclamaciones, desistir de ellos, renunciar a derechos, asumir o reconocer obligaciones en nombre del sujeto pasivo y solicitar devoluciones o reembolsos) y actuaciones de mero trámite para las cuales la representación se presume concedida a quien acude a realizar el acto en nombre de otro (por ejemplo, entregar un documento solicitado).

A.  Actos que requieren acreditar la representación.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del artículo 46 de la NFGT, para interponer recursos o reclamaciones, desistir de ellos, renunciar a derechos, asumir o reconocer obligaciones en nombre del obligado tributario, solicitar devoluciones de ingresos indebidos o reembolsos y en los restantes supuestos en los que sea necesaria la firma del obligado tributario en los procedimientos de gestión, inspección, recaudación, sancionador y de revisión, deberá acreditarse la representación por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fideligna o mediante declaración de comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo competente. La NFGT recoge una redacción genérica, admitiendo la acreditación de la representación por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.

Por lo tanto, la representación debe acreditarse para la realización de los siguientes actos:


	
a. Para interponer recursos o reclamaciones y para desistir de ellos. 

	
b. Para renunciar a derechos. 

	
c. Para asumir o reconocer obligaciones en nombre del obligado tributario. 

	
d. Para solicitar devoluciones de ingresos indebidos o reembolsos. 

	
e. En los restantes supuestos en que sea necesaria la firma del obligado tributario en los procedimientos regulados en los títulos III, IV, V, VI y VII de la NFGT. 



La Sentencia del TS de 10-06-05 declara la nulidad de un acta de conformidad suscrita por persona que carece de poder expreso para tal acto. Argumenta el Tribunal que una vez firmada de conformidad el acta el sujeto pasivo no puede impugnar los hechos a los que dió su conformidad, salvo prueba de haber incurrido en error de hecho, de lo que se deduce la necesidad de poder o de autorización especial o suficiente para firmar el acta, pues no se trata de un acto de mero trámite, sino de una renuncia de derechos.

La Resolución económico-administrativa del TEAF de Gipuzkoa de 27-04-06 establece que para la interposición de una reclamación económico-administrativa en representación de un tercero es necesaria la acreditación de tal representación por cualquier medio admitido en derecho. La condición de gestor administrativo, si bien puede conferir una capacidad genérica para actuar en el ámbito administrativo no sirve, como se pretende, para acreditar la representación concreta para la interposición de una reclamación económico-administrativa, siendo preceptiva la aportación de la acreditación de la representación.

La Resolución del OJA de Alava de 16-06-06 inadmite la reclamación interpuesta, por falta de acreditación de la representación, señalando que la aportación de la copia simple de la escritura en la que el interesado figura como presidente del consejo de administración de la entidad reclamante no es suficiente a estos efectos. Explica el Tribunal que este documento es insuficiente para tener por acreditada la representación, cuando falte la primera copia de la mátriz o texto básico con la que cotejarla, ya que resulta imposible comprobar la certeza y exactitud de la copia reprográfica.

La NFGT, al igual que la LPAC en su artículo 5.4, recoge una redacción genérica, admitiendo la acreditación de la representación por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.

Entre otros, serán medios validos para creditar la representación:


	
- el documento público, 

	
- el documento privado con firma legitimada notarialmente, 

	
- la comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo competente (representación "apud acta"). 



En Alava el Decreto Foral 15/2010, de 13 de abril, que regula la representación voluntaria otorgada para la realización de determinados trámites y actuaciones en materia tributaria ante la Hacienda Foral de Álava y crea el Registro de Representantes Voluntarios, establece en su artículo 4.1 que los representantes voluntarios que actúen ante la Hacienda Foral de Álava en nombre y representación de un obligado tributario podrán acreditar la representación con la que actúan por los siguientes medios:


	
a. Por hallarse inscritos en el Registro de Representantes Voluntarios.El artículo 5 del citado Decreto Foral 15/2010, de 13 de abril crea el Registro de Representantes Voluntarios, adscrito a la Dirección de Hacienda de la Diputación Foral de Álava, en el que se inscribirán los niveles de representación válidamente otorgados por los obligados tributarios a sus representantes. En el artículo 3 de dicho Decreto Foral se regulan los diferentes niveles de representación.



	
b. Mediante cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.

	
c. Mediante comparecencia personal del obligado tributario y su representante ante la Hacienda Foral de Álava a los efectos de que se reconozca la comparecencia y la representación otorgada.



B.  Actos de mero trámite.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 3 del artículo 46 de la NFGT, para los actos de mero trámite se presumirá concedida la representación.

Los actos de mero trámite para los que el poder se presume son los "carentes de sustantividad en materia decisoria transcendental, como simples eslabones del procedimiento, sin individualidad propia al ser absorbidos por la unidad del mismo." (Sentencia del TS de 23-04-92).

La jurisprudencia (STS de 07-05-94 y 14-02-00), entiende que la realización de la declaración tributaria efectuada dentro del plazo voluntario por un tercero carente de mandato, es un caso específico y peculiar de acto de mero trámite.

En este mismo sentido, y precisamente con cita de las sentencias del Tribunal Supremo anteriormente referidas, la Sentencia del TSJ del País Vasco de 10-01-03. se pronuncia sobre la posibilidad de anulación de liquidaciones por ISD presentadas por una sociedad que carecía de poder representativo alguno de los herederos. El Tribunal señala que sólo es necesario que actúe el interesado o su representante cuando se trate de actuaciones de reclamación, desistimiento o renuncia de derechos y en los que puedan afectar a éstos de forma transcendente, por lo que en el caso concreto, en el que por tratarse de descendientes del causante y por tanto proceder la exención en el ISD para éstos, no cabe proceder a la anulación de las liquidaciones presentadas por la sociedad.

La Resolución económico-administrativa del Organismo Jurídico Administrativo de Alava de 13-03-03, considera que para entablar cualquier recurso o reclamación en nombre de otra persona, deberá acreditarse esta representación. La afirmación de que se actúa como representante no es suficiente y determina que se tenga por desistida a la recurrente, como consecuencia de la falta de subsanación en plazo de la deficiencia de falta de representación.

C.  Documentos normalizados.

El párrafo segundo del artículo 46.2 de la NFGT establece que, a efectos de acreditar la representación, serán válidos los documentos normalizados que apruebe la Administración tributaria.

Este artículo está posibilitando que la Administración tributaria apruebe modelos que sirvan para acreditar la representación en los procedimientos de gestión tributaria.

Se establece una previsión que deberá complementarse con la correspondiente disposición normativa en la que la Administración tributaria apruebe los modelos de documento normalizado y determine los procedimientos en los que será admisible su utilización.






Representación para la presentación de documentos por medios telemáticos.


 El  apartado 4 del artículo 46 de la NFGT, establece que, cuando en el marco de la colaboración social en la gestión tributaria o en los supuestos que se prevean reglamentariamente, se presente por medios telemáticos cualquier documento ante la Administración tributaria, el presentador actuará con la representación que sea necesaria en cada caso, pudiendo la Administración tributaria, en cualquier momento, requerir la acreditación de dicha representación.

La utilización de medios telemáticos para la presentación de documentos implica una falta de contacto presencial y físico entre el presentador de documentos y la Administración tributaria, de donde deriva la posibilidad de que cualquier persona remita documentos a la Administración por estos medios, sin que se compruebe el poder de representación que ostenta.

Los referidos preceptos se limitan a señalar que la utilización de medios telemáticos para la remisión de documentos no modifica las reglas de representación fijadas anteriormente, por lo que, el presentador, aunque no necesite acreditarse para remitir el documento, debe estar en posesión del título de representación necesario.

Asimismo, los preceptos citados recuerdan que la Administración puede instar en cualquier momento la acreditación de la representación, lo que normalmente no podrá hacerse por medios telemáticos.

El Decreto Foral 15/2010, de 13 de abril, regula la representación voluntaria otorgada para la realización de determinados trámites y actuaciones en materia tributaria ante la Hacienda Foral de Alava y crea el Registro de Representantes Voluntarios. El artículo 5 del citado Decreto Foral 15/2010, de 13 de abril crea el Registro de Representantes Voluntarios, adscrito a la Dirección de Hacienda de la Diputación Foral de Álava, en el que se inscribirán los niveles de representación válidamente otorgados por los obligados tributarios a sus representantes. En el artículo 3 de dicho Decreto Foral se regulan los diferentes niveles de representación.).

Por otro lado, el Decreto Foral 32/2020, de 6 de octubre, regula las condiciones y requisitos generales para la presentación de declaraciones y autoliquidaciones por vía telemática ante la Hacienda Foral de Álava. En el artículo 7 del citado Decreto Foral se establece el procedimiento para la presentación de declaraciones por vía telemática a través de profesional.






Falta o insuficiencia de poder. Representación voluntaria en la NFGT


 La falta o insuficiencia del poder no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se acompañe aquél o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo competente.

La LPAC, en su artículo 5.6 permite que el plazo para subsanar el defecto sea superior a 10 días cuando las circunstancias del caso así lo requieran.






El asesor fiscal. Representación voluntaria en la NFGT.


 La NFGT no hace ninguna referencia al "asesor fiscal".

El asesor fiscal no es un representante, aunque puede actuar asimismo como representante de sus clientes si éstos le otorgan el correspondiente poder. El TS, en su sentencia de 22-01-93 ha precisado que asesor es tan solo quien aconseja, quien ilustra el parecer o, si se quiere, quien con sus conocimientos especializados completa la formación del recto criterio ajeno, sin el mas mínimo atributo de suplencia en la manifestación de voluntad del asesorado, de manera que sus opiniones solo se dirigen a éste.

Por otro lado, la normativa no regula el estatuto del asesor fiscal ni las relaciones entre asesor fiscal y cliente.

La responsabilidad de las actuaciones tributarias realizadas corresponde al obligado tributario, quedando el asesor fuera de la relación tributaria. El obligado tributario, deberá acudir a la jurisdicción civil para exigir al asesor la responsabilidad que proceda, si entiende que de su actuación se ha derivado para él algún perjuicio.







Representación de personas o entidades no residentes




Representación de personas o entidades no residentes. Regulación en la NFGT.


 El artículo 47 de la NFGT regula la representación de las personas o entidades no residentes teniendo en cuenta la pertenencia de España a la Unión Europea, de forma que se establece una redacción respetuosa con el Derecho de la Unión Europea, regulando la representación de no residentes con una importante flexibilidad.

Se establece que, a los efectos de sus relaciones con la Administración tributaria, los obligados tributarios que no residan en territorio español, deberán designar un representante con domicilio en el Territorio Histórico correspondiente, cuando lo establezca expresamente la normativa tributaria.

En cualquier caso, la designación del referido representante deberá comunicarse a la Administración tributaria.







Regulación en la NF del Impuesto sobre la Renta de no residentes.


 La obligación de designar representante de las personas físicas y entidades no residentes en territorio español que obtengan rentas en los Territorios Históricos, se plasma normativamente en el artículo 10 de la Norma Foral 21/2014, de 18 de junio, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

La referida regulación es sustancialmente igual que la regulación contenida en la NFGT.

De acuerdo con esta regulación, estarán obligados a nombrar una persona física o jurídica con residencia en el territorio histórico, para que les represente ante la Administración tributaria, en relación con sus obligaciones por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes:


	
a. Los contribuyentes que no sean residentes en otro Estado miembro de la Unión Europea, cuando operen por medio de establecimiento permanente, o cuando, debido a la cuantía y características de la renta obtenida o a la posesión de un bien inmueble en el correspondiente Territorio Histórico, así lo requiera la Administración tributaria.En el caso de Estados que formen parte del Espacio Económico Europeo que no sean Estado miembro de la Unión Europea, lo anterior no será de aplicación cuando exista normativa sobre asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria y de recaudación en los términos previstos en la NFGT.

Esta obligación será, asimismo, exigible a las personas o entidades residentes en países o territorios con los que no exista un efectivo intercambio de información tributaria, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional decimoquinta de la NFGT, que sean titulares de bienes situados o de derechos que se cumplan o ejerciten en territorio español, excluidos los valores negociados en mercados secundarios oficiales.



	
b. Cuando se trate de personas residentes o entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en otro Estado miembro de la Unión Europea, actuarán ante la Administración Tributaria por medio de las personas que ostenten su representación de acuerdo con las normas de representación legal y voluntaria establecidas en la NFGT.En el caso de Estados que formen parte del Espacio Económico Europeo que no sean Estado miembro de la Unión Europea, lo anterior será de aplicación cuando exista normativa sobre asistencia mutua en materias de intercambio de información tributaria y recaudación en los términos previstos en la NFGT.



	
c. En caso de incumplimiento de la referida obligación de nombramiento de representante, la Administración tributaria podrá considerar representante del establecimiento permanente o del contribuyente, a quien figure como tal en el Registro Mercantil. Si no hubiere representante nombrado o inscrito, o fuera persona distinta de quien esté facultado para contratar en nombre de aquéllos, la Administración tributaria podrá considerar como tal a este último.En el caso de incumplimiento de la obligación de nombramiento de representante exigible a las personas o entidades residentes en países o territorios con los que no exista un efectivo intercambio de información tributaria, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional decimoquinta de la NFGT, la Administración tributaria podrá considerar que su representante es el depositario o gestor de los bienes o derechos de los contribuyentes.





La designación se comunicará a la Administración tributaria, acompañando a la indicada comunicación la expresa aceptación del representante.

El incumplimiento de la obligación de nombrar representante se considerará una infracción tributaria, sancionable con multa pecuniaria fija de 2.000 €. 

Cuando se trate de contribuyentes residentes en países o territorios con los que no exista un efectivo intercambio de información tributaria de acuerdo con lo dispuesto en la DA 15ª en la NFGTA 2005, dicha multa ascenderá a 6.000 €. 







Sección quinta. El domicilio fiscal

El domicilio fiscal




El domicilio.


 El domicilio es el elemento material que vincula a una persona física o jurídica con un punto determinado del territorio sobre el que ejerce su soberanía un Estado u otra instancia territorial con soberanía tributaria. La localización de la persona en un punto determinado del territorio (en su domicilio) resulta imprescindible para una correcta aplicación de las normas. El domicilio es el lugar donde se recogen las notificaciones (lugar de comunicación con la Administración), determina la competencia de los órganos administrativos y jurisdiccionales, y en él se pueden realizar las actuaciones de inspección.

El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito (art. 18.2 CE).

El derecho común regula el domicilio de las personas físicas y jurídicas. Sin embargo, las normas tributarias no adoptan el domicilio civil, sino que definen un domicilio específico, a efectos tributarios, al que la NFGT denomina "domicilio fiscal".







El domicilio fiscal.


 El apartado 1 del artículo 48 de la NFGT, contiene una definición de domicilio fiscal, estableciendo que es el lugar de localización del obligado tributario en sus relaciones con la Administración tributaria.

De esta forma, la NFGT fija un domicilio específico, el fiscal, que puede ser distinto del domicilio civil o del lugar donde un ciudadano está censado (a efectos de ejercer sus derechos civiles o políticos) o empadronado (a efectos de sus relaciones con la Administración Local).

El domicilio fiscal sólo surtirá efectos en relación con la Administración tributaria.






Domicilio fiscal de las personas físicas.


 La noción civil de domicilio tiende a ligarse íntimamente con la de residencia. Según dispone el artículo 40 del Código Civil, para el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones civiles, el domicilio de las personas naturales es el lugar de su residencia habitual y, en su caso, el que determine la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A efectos tributarios, el domicilio de las personas físicas será el de su residencia habitual (art. 48.2.a) de la NFGT). La NFGT no define el concepto de residencia habitual.

Residencia habitual en el País Vasco.

En el artículo 43 de la Ley 12/2002, de Concierto Económico, aunque no se incluye ninguna definición del domicilio, sí precisa cuándo se entiende que las personas físicas tienen su residencia habitual en el País Vasco.

Se establecen las siguientes reglas que se aplican sucesivamente:


	
- Los días de permanencia en el territorio del País Vasco del periodo impositivo en el IRPF, y del año inmediato anterior, contado de fecha a fecha, que finalice el día anterior al del devengo, en el IS y D, en el ITP y AJD, y en el IIEE sobre Determinados Medios de Transporte. 

	
- Cuando tengan en el País Vasco su principal centro de intereses. 

	
- Cuando sea el País Vasco el territorio de su última residencia declarada a efectos del IRPF. [En las normas forales propias de cada tributo se recogen estas reglas como fórmula de determinación de la residencia habitual de las personas físicas, adaptándolas para los respectivos ámbitos territoriales.]


Modelo OCDE. 

Por otro lado, el artículo 4.º del modelo de Convenio de la OCDE. para evitar la doble imposición sobre la Renta y el Patrimonio, a efectos de resolver los posibles conflictos de residencia, recoge los conceptos de "vivienda permanente" y "centro de intereses vitales" (lugar donde se desarrollan las relaciones personales y económicas más estrechas), conceptos todos ellos que pueden relacionarse con el de "residencia habitual" y "domicilio". 










Domicilio fiscal de las personas jurídicas.


 El artículo 41 del Código Civil establece que el domicilio de las personas jurídicas será el fijado en la ley que las haya creado o reconocido, o en los estatutos o reglas de su fundación. En otro caso, se entenderá que lo tienen en el lugar en que se halle establecida su representación legal, o donde ejerzan las principales funciones de su instituto.

El  artículo 48.2.b) de la NFGT dispone que el domicilio fiscal de las personas jurídicas y demás entidades sometidas al Impuesto sobre Sociedades será el de su domicilio social, siempre que en él esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso se atenderá al lugar en que radiquen dicha gestión o dirección.

La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 28-01-09, considera a efectos de establecer el domicilio fiscal de una persona jurídica que el hecho de recurrir a una asesoría no supone trasladar a ésta la dirección del negocio, sino simplemente requerir una prestación de servicios que se llevarán a cabo según las órdenes de la persona que los contrata, y por el contrario, se sitúan en las ofi cinas de Bilbao todas las actividades de gestión administrativa y documentación fiscal, por lo que concluye que el domicilio fiscal de la actora está situado en Bizkaia

La Sentencia del Tribunal Supremo de 4-02-10 en resolución de un recurso contra resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico estima la tesis mantenida por esta en relación con la determinación del domicilio fiscal de las personas jurídicas considerando que, a estos efectos, deben tenerse en cuenta las actividades de gestión administrativa y dirección de los negocios realizadas por otras entidades del grupo. En definitiva, el Tribunal declara como domicilio fiscal el del Territorio Histórico de Bizkaia. La gestión administrativa y la dirección de los negocios estaba centralizada en el País Vasco. La contratación se realizaba desde Bizkaia, llevándose en ella la contabilidad y emitiéndose desde allí también las facturas para su contabilización, archivo y custodia. El hecho de que las sociedades que pertenecen al mismo grupo empresarial tengan su propia individualidad, es compatible con que, en caso de subcontratación general de gestión administrativa y gerencial, el domicilio se localice donde se efectúen las actividades

En el mismo sentido que la anterior se pronuncia la Sentencia del Tribunal Supremo de 08-02-10 también en un recurso contra una Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico y también como en la anterior sentencia referenciada estima las tesis mantenidas por la referida Junta Arbitral. En el supuesto enjuiciado una entidad con domicilio social y fiscal en Bizkaia adquiere en el ejercicio 2001 cinco centros comerciales sitos en territorio de régimen común (Tarrasa, Algeciras, San Cugat, Murcia y Cartagena. Al estar ubicados los centros comerciales en territorio común, hay motivo, en principio, para pensar que la sede de la dirección efectiva de la entidad dejó de radicar en el Territorio Histórico de Vizcaya para desplazarse al territorio de régimen común, en la medida en que la entidad dejase de contar en el Territorio Histórico de Vizcaya con una estructura suficiente para poder seguir llevando la dirección efectiva de la entidad desde su domicilio social en Elorrio. No obstante, y en base a las pruebas obrantes en el expediente, el Tribunal concluye que todas las circunstancias propias de la gestión administrativa y dirección de los negocios a que hacía referencia el art. 36 del Concierto, concurrían en el domicilio fiscal declarado, Bª San Agustín s/n, Elorrio (Vizcaya), lugar donde está centralizada la gestión administrativa y la dirección de los negocios de la entidad.

En el último párrafo del apartado 2 citado se establece que cuando no pueda establecerse el lugar del domicilio de acuerdo con los criterios mencionados, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

La NFGT al regular los criterios de determinación del domicilio fiscal de las personas jurídicas reproduce, como no podía ser de otra manera, los contenidos tanto en el referido artículo de la NFGT como en el artículo 43. Cuatro b) del Concierto Económico.

La Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 02-05-11, considera en un conflicto de competencias planteado entre la Administración del Estado y la Diputación Foral de Bizkaia, en relación al domicilio fiscal de varias entidades, que la gestión administrativa y la dirección de los negocios de las entidades sobre las que versan los conflictos no se realizaban en Bilbao sino en Zaragoza, por lo que no es necesario acudir al criterio subsidiario del lugar donde radique el mayor valor del inmovilizado, para determinar el domicilio fiscal.


[La Norma Foral reguladora del IS recoge estas reglas para la determinación del domicilio fiscal de las personas jurídicas:

- Alava: art. 4 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre.]








Domicilio fiscal de las personas o entidades no residentes.


 El artículo 48.2.c) de la NFGT dispone que el domicilio fiscal de las personas o entidades no residentes en territorio español será el que se establezca en la normativa reguladora de cada tributo.

Puesto que las obligaciones fiscales de los no residentes se fijan en la normativa de cada impuesto, la NFGT se remite, a efectos de domicilio, a lo que se disponga en las normas forales de los tributos donde se establezcan obligaciones para no residentes.

En defecto de regulación, la NFGT fija como domicilio del no residente el de su representante, regulado en el artículo 47 de la NFGT.

En el último párrafo del apartado 2 citado se establece que cuando no pueda establecerse el lugar del domicilio de acuerdo con los criterios mencionados, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

Establecimientos permanentes

La NFGT recoge como criterio para la determinación del domicilio fiscal de los establecimientos permanentes, uno muy similar al establecido para las personas jurídicas.

Así, se considerará como domicilio a efectos tributarios de los establecimientos permanentes, el lugar donde se efectúe la gestión administrativa o la dirección de sus negocios. En los supuestos en que no pueda establecerse el lugar del domicilio de acuerdo con el anterior criterio, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

La presente regla reproduce el contenido del artículo 43.Cuatro.c) de la Ley 12/2002, de Concierto Económico.


[Las respectivas Normas Forales reguladoras del IR de No Residentes recogen estas reglas para la determinación del domicilio fiscal de los establecimientos permanentes:

- Alava: art. 11 de la Norma Foral 21/2014, de 18 de junio.]








Domicilio fiscal de las sociedades civiles y los entes sin personalidad jurídica.


 Se establece un criterio muy similar al anterior.

Se considerará como domicilio a efectos tributarios de las sociedades civiles y los entes sin personalidad jurídica, el lugar donde se efectúe su gestión y dirección (art. 48.2.d) de la NFGT).

La presente regla reproduce el contenido del artículo 43. Cuatro.d) de la Ley 12/2002, de Concierto Económico.

En el último párrafo del apartado 2 citado se regula que cuando no pueda establecerse el lugar del domicilio de acuerdo con los criterios mencionados, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.






Declaración del domicilio.


 El apartado 3 del artículo 48 de la NFGT establece que los obligados tributarios estarán obligados a declarar su domicilio a la Administración tributaria, y que, cuando se produzca un cambio de domicilio, deberá ponerlo en conocimiento de la Administración tributaria mediante comunicación expresa a tal efecto, sin que el cambio de domicilio produzca efectos frente a la administración hasta tanto se presente la citada declaración tributaria.

Esta disposición debe ser completada (al menos en lo que se refiere a cambios de domicilio que afectan a una Administración tributaria foral y a la Administración tributaria del estado), con lo que sobre la declaración del domicilio fiscal se establece en el apartado Cinco del artículo 43 de la Ley 12/2002, de Concierto Económico. En el referido artículo se dispone que:


	
- Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades así como los establecimientos permanentes de entidades no residentes, vendrán obligados a comunicar tanto a la administración tributaria del Estado como a las de los Territorios Históricos correspondientes, los cambios de domicilio fiscal que originen modificaciones en la competencia para exigir este impuesto. 

	
- En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas la comunicación se entenderá producida por la presentación de la declaración del Impuesto. 



La declaración de domicilio por el obligado tributario constituye el modo habitual de determinación del domicilio, dado que dicha declaración tiene efectos vinculantes para la Administración, salvo que ésta lo rectifique tras la comprobación pertinente.

	
-  Alava: el Decreto Normativo de Urgencia Fiscal 3/1995, de 21 de marzo, regulador de la forma en que se debe dar de alta en el censo a las agrupaciones de personas para realizar actividades empresariales o profesionales, regula en su artículo 7 la obligación de declaración inicial del domicilio fiscal y la de sus modificaciones.


El cambio de domicilio no surte efectos frente a la Administración tributaria hasta que se comunica dicho cambio. La jurisprudencia ha determinado que no es válida la notificación efectuada en el antiguo domicilio cuando el obligado tributario ha notificado el cambio de domicilio y, viceversa, que es válida la notificación en el antiguo domicilio si no se declaró expresamente el nuevo.

El Tribunal Supremo en Sentencia de 09-10-01, ha fijado la siguiente doctrina legal en relación con la comunicación de cambio de domicilio:

["El cambio de domicilio declarado a otros efectos administrativos (sea el padrón de habitantes u otro registro administrativo) no sustituye la declaración tributaria expresa de cambio de domicilio fiscal".]


En idéntico sentido la Sentencia del TS de 28-05-01 y la Sentencia del TSJ País Vasco de  30-09-04, que determina que la incorporación al Padrón del nuevo domicilio no exime de la obligación de realizar una declaración tributaria expresa de cambio de domicilio fiscal, por lo que resultan válidos los intentos de notificación efectuados en el domicilio anterior.

El propio TSJ del País Vasco en Sentencia de 30-11-04 flexibiliza la obligación del obligado tributario de comunicar mediante una actuación expresa el cambio de domicilio fiscal. En la referida sentencia, el Tribunal determina que la declaración censal presentada ante la Administración Estatal mediante la que se comunica el cambio de domicilio fiscal carece de efectos ante la Administración Foral, dado que aquella Administración no tiene la obligación de poner en conocimiento de tal circunstancia a la Administración Foral. Sin embargo, recuerda que la normativa foral regula de modo flexible la obligación de notificar el cambio de domicilio, permitiendo que se notifique válidamente al administrado a pesar de no haberse comunicado formal y expresamente el cambio de domicilio, en el último consignado en cualquier documento tributario. Concluye el Tribunal que la Administración Foral podía conocer el nuevo domicilio con una mínima y ordinaria diligencia, dado que en el escrito de interposición y resolución de un recurso, anterior al intento de notificación personal y la notificación edictal, se indicaba tal domicilio. La Administración debía intentar la notificación personal antes de acudir a la edictal, dado que le bastaba con examinar sus propios archivos para encontrar el domicilio de notificaciones, por tanto, se anula la diligencia de embargo declarando prescrito el derecho de la Administración a ejecutar las deudas tributarias.

	 El TSJ del País Vasco en Sentencia de 05-10-07 enjuicia un supuesto en el que con motivo de la declaración anual del IRPF el contribuyente puso en conocimiento de la Administración el cambio de su domicilio, sin que la misma procediera a notificar correctamente la providencia de apremio en el nuevo domicilio. Pues bien, el TSJ del País considera que la notificación efectuada en el antiguo domicilio del contribuyente debe reputarse defectuosa por lo que no puede entenderse correctamente iniciado el procedimiento de apremio.El OJAA de Alava en Resolución de 14-10-02, considera que la inexistencia de comunicación a la Administración del nuevo domicilio impide alegar falta de notificación reglamentaria de la liquidación al recurrir contra el apremio y el embargo de la cuota impagada.

La Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 24-10-02, recuerda que cuando el sujeto pasivo cambie de domicilio, debe ponerlo en conocimiento de la Administración Tributaria, mediante declaración expresa a tal efecto atendiendo a la NFGT. De tal forma, que cuando el sujeto pasivo no haya comunicado a la Administración tributaria el cambio de su domicilio fiscal, se estimará subsistente a todos los efectos, incluso al de notificaciones, el último declarado o el consignado por el mismo en cualquier documento de naturaleza tributaria. En el caso que es objeto de la Resolución, la liquidación se intentó notificar tres veces en el domicilio que constaba a la Administración y luego en el BOG. Sin embargo, el sujeto pasivo alega que, tras un cambio de domicilio, el nuevo ya figuraba en su declaración de la renta del año 1999, y que se le debió notificar en él. El TEAF, por su parte, desestima la reclamación interpuesta dado que la comunicación del cambio de domicilio se efectuó con posterioridad a los intentos de notificación y que, por tanto, la Administración actuó debidamente.

El mismo TEAF de Gipuzkoa en Resolución de fecha 26-08-03, matiza la doctrina anterior al considerar que la comunicación a la Administración tributaria del cambio de domicilio puede llevarse a cabo bien mediante declaración especifica y singularizada al efecto, bien mediante declaración-liquidación o autoliquidación realizada con motivo de un tributo. El TEAF entiende que a pesar de no existir declaración expresa de cambio de domicilio, sí que existen declaraciones del sujeto pasivo relativas al IRPF en las que hace constar un domicilio fiscal y que en consecuencia, la notificación de la liquidación practicada debía haberse realizado en este último domicilio, careciendo de validez las notificaciones intentadas en un domicilio diferente.

La Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 19-10-06, en un supuesto en el que el cambio de domicilio afecta a dos Administraciones tributarias distintas entiende cumplida la obligación de comunicar el cambio de domicilio fiscal cuando dicha circunstancia es notificada a la Administración ante la que se presentan las declaraciones tributarias en el momento del cambio, sin que sea necesaria la comunicación expresa a todas las administraciones implicadas.

Además, en el apartado 3 del artículo 48 de la NFGT se añade una presunción para determinar el domicilio de un obligado tributario cuando no exista declaración. Así, se establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 43 del Concierto Económico, en defecto de declaración, la Administración tributaria podrá entender que el domicilio del obligado tributario es el que consta en la base padronal o el de situación de cualquier inmueble o explotación económica del que figure como titular.




Infracción tributaria.

El 202.4 de la NFGT tipifica como infracción tributaria el incumplimiento de la obligación de comunicar el domicilio fiscal o el cambio del mismo.






Supuestos de falta de declaración del domicilio.


 A.  Falta de declaración del cambio de domicilio.

En el apartado 4 del artículo 48 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, se establecen los criterios para poder determinar el domicilio fiscal del obligado tributario, cuando dicho domicilio ha sido modificado y no se ha producido la preceptiva comunicación a la administración tributaria.

Así, se establece que cuando el obligado tributario no haya comunicado a la Administración tributaria el cambio de su domicilio fiscal, se estimará subsistente a efectos de notificaciones, el último declarado o el consignado por el mismo en cualquier documento de naturaleza tributaria.

Por medio de este artículo se pretende que la administración tributaria siempre pueda tener un domicilio fiscal del obligado tributario a efectos de la gestión tributaria.

Ámbito de aplicación.

La disposición contenida en el artículo que es objeto del presente comentario, tendrá efectividad exclusivamente a efectos de notificaciones, puesto que, a otros efectos (normativa tributaria aplicable, administración tributaria competente para la exacción del tributo o para realizar actuaciones de inspección), serán aplicables las reglas contenidas en los artículos referentes a la residencia habitual y domicilio fiscal, establecidas en el artículo 43 del Concierto Económico y en las diferentes normas reguladoras de los tributos (ver referencias en el comentario relacionado, comentario relacionado y comentario relacionado).

Infracción tributaria.

El artículo 202.4 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava tipifica como infracción tributaria el incumplimiento de la obligación de comunicar el domicilio fiscal o el cambio del mismo.

B.  Falta de declaración del domicilio.

En el segundo párrafo del apartado 4 del artículo 48 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava se establecen presunciones a efectos de determinar el domicilio fiscal cuando no se producido la declaración del cambio del mismo por parte del obligado tributario. 

Así, se establece que cuando el obligado tributario no haya comunicado a la Administración tributaria el cambio de su domicilio fiscal, se podrá considerar como tal, entre tanto, el que consta en la base padronal.

Infracción tributaria.

El artículo 202.4 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava tipifica como infracción tributaria el incumplimiento de la obligación de comunicar el domicilio fiscal o el cambio del mismo.






Rectificación del domicilio. Rectificación del domicilio fiscal. NFGT. Álava


 El apartado 5 del artículo 48 de la NFGT de Álava,establece que la Administración podrá rectificar el domicilio fiscal de los obligados tributarios mediante la comprobación pertinente.



Los acuerdos o resoluciones que pongan fin al expediente de cambio de domicilio fiscal son reclamables en vía económico-administrativa, previo el recurso de reposición si el interesado decidiera interponerlo.


	 ♦El TSJ del País Vasco en Sentencia de 18-06-04 considera que para la rectificación de oficio del domicilio fiscal es necesaria la comprobación pertinente y la declaración específica de alcance general, sin que la rectificación efectuada mediante una diligencia de constancia de hechos pueda fundamentar la denegación de la devolución del IVA.

	 ♦El TSJ del País Vasco en Sentencia de 03-11-08 considera que el cambio de domicilio fiscal de los aforados en el País Vasco no puede producirse en vía unilateral de gestión y al filo, y como fundamento, de la denegación de devoluciones de tributos. Es nulo el acuerdo denegatorio de la solicitud de devolución, sin perjuicio de que en el caso se hayan iniciado actuaciones por parte de distintas administraciones para determinar el domicilio fiscal de la sociedad.



Además, a efectos del cambio de domicilio de las personas jurídicas, la NFGT establece la presunción iuris tantum de que no se ha producido el cambio del domicilio fiscal, cuando en el año anterior o siguiente a dicho cambio devengan inactivas o cesen en su actividad. La presente disposición viene a reproducir lo establecido en el apartado Ocho del artículo 43 del Concierto Económico.

♦ El TS en Sentencia de 18-05-13 y en relación con una sociedad que tras trasladar su domicilio de Castro Urdiales a Bilbao y antes de transcurrir un año del cambio se disuelve y liquida, con cesión global de activo y pasivo al socio único, aplica la presunción de inexistencia de cambio de domicilio fiscal de las personas jurídicas, cuando en el año anterior o siguiente a dicho cambio devengan inactivas o cesen en su actividad, presunción prevista en el art. 43.8 del Concierto Económico. Con independencia de que la sociedad beneficiaria o adquirente continúe desarrollando la misma actividad de la sociedad transmitente, es indudable que ésta se extingue y que, por tanto, como ente con personalidad jurídica propia, cesa en su actividad, no acreditándose que se mantuviese activa durante al menos un año desde la fecha del cambio de domicilio fiscal y tuviese la dirección de dicha actividad en Bizkaia.

Regulación en el Concierto Económico.

Por otro lado, el apartado Nueve del artículo 43 del Concierto Económico regula el procedimiento de rectificación del domicilio cuando el cambio afecta a la Administración tributaria de territorio común y a una de un Territorio Histórico.

Dicho artículo establece que, cuando el cambio de domicilio afecte a varias Administraciones, éste se podrá promover por cualquiera de las implicadas. Dicha Administración dará traslado de su propuesta, con los antecedentes necesarios, a la otra para que se pronuncie en el plazo de cuatro meses sobre el cambio de domicilio y la fecha a que se retrotraen los efectos. Si ésta responde confirmando la propuesta, la Administración que resulte competente lo comunicará al contribuyente.

Con carácter previo a la remisión de una propuesta de cambio de domicilio, la Administración interesada podrá llevar a cabo, en colaboración con la otra Administración, actuaciones de verificación censal del domicilio fiscal.

Cuando se produzca un cambio de oficio de domicilio, previo acuerdo de ambas Administraciones, o como consecuencia de una resolución de la Junta Arbitral, se presumirá, salvo prueba en contrario, que el nuevo domicilio fiscal así determinado se mantendrá durante los tres años siguientes a la fecha de resolución.

♦En este sentido la Resolución del TEAC de 09-07-09 establece en un supuesto en el que produce una diferencia de criterio sobre la procedencia de aplicar el artículo 43.8 de la Ley de Concierto Económico, que las discrepancias entre Administraciones que puedan producirse respecto a la domiciliación de los contribuyentes serán resueltas, previa audiencia de éstos, por la Junta Arbitral, excluyendo en esta materia las resoluciones unilaterales. La actuación de la Administración estatal, que resolvió declarando la invalidez del cambio de domicilio fi scal de la entidad sin acudir a la Junta, supone prescindir total y absolutamente del procedimiento previsto, y por ende, la nulidad de pleno derecho del Acuerdo adoptado unilateralmente.

En el mismo sentido la Resolución del TEAC de 01-06-10.






Momento de consideración del domicilio a efectos de la Administración tributaria competente.


 El apartado 6 del artículo 48 de la NFGT, establece que a efectos de determinar la Administración tributaria competente para la realización de las actuaciones derivadas de los procedimientos de aplicación de los tributos y del procedimiento sancionador se tendrá en cuenta el domicilio fiscal en el momento de realización del hecho imponible o de comisión de la infracción.

Con este precepto se pretende delimitar de forma clara cual es la Administración tributaria competente para actuar en el procedimiento de que se trate, en el supuesto de un obligado tributario que, en el momento de llevar a cabo su actuación la Administración tiene un domicilio diferente de aquel que ostentaba cuando se realizó el hecho imponible o la infracción que son la causa del procedimiento.







Capítulo III. Elementos de cuantificación de la obligación tributaria principal y de la obligación de realizar pagos a cuenta

Base imponible: concepto y métodos de estimación




Concepto de base imponible.


 El apartado 1 del artículo 49 de la NFGT, contiene un concepto legal de base imponible:

["1. La base imponible es la magnitud dineraria o de otra naturaleza que resulta de la medición o valoración del hecho imponible."]


La doctrina ha caracterizado la base imponible con los siguientes elementos:


	
a. La base imponible consiste en una cantidad de dinero o en un bien valorable monetariamente. 

	
b. La base imponible es la cuantificación del hecho imponible. 

	
c. La base imponible mide el elemento material del hecho imponible que se considera indicativo de la capacidad económica del sujeto pasivo sometida a gravamen. 



Puede afirmarse que la distinta intensidad del hecho imponible es, o puede ser, un indicativo de la diferente capacidad económica por lo que resulta conveniente proceder a su medición. La medida de esta intensidad es la base imponible. Esta medición puede realizarse directamente en unidades económica o de otra forma, con otras unidades de medida. La NFGT lo expresa al definir la base imponible como la magnitud "dineraria o de otra naturaleza" que resulta de la medición del hecho imponible.

De acuerdo con lo dispuesto en la letra a) del artículo 7 de la NFGT, la delimitación de la base imponible es una materia reservada a regulación por Norma Foral.







Determinación de la base imponible.


 El apartado 2 del artículo 49 de la NFGT establece que:


["2. La base imponible podrá determinarse por los siguientes métodos:

a) Estimación directa.

b) Estimación objetiva.

c) Estimación indirecta." ]



A.  Concreción en las normas forales de los tributos.

De la redacción del artículo que es objeto del presente comentario se desprende que las normas forales de los tributos deberán concretar en cada caso el método aplicable para determinación de la base imponible. La doctrina ha distinguido entre la "base imponible normativa", es decir, la medición abstracta del hecho imponible legal y la "base imponible fáctica o real", es decir, la medición concreta del hecho imponible real, mediante la aplicación de los medios y métodos abstractos fijados por el legislador.

B.  Precisiones terminológicas.

a.  Por "medios para determinar la base imponible".

Hay que entender los instrumentos, mecanismos, elementos materiales configuradores, o datos establecidos por las normas para determinar la base imponible.

[Por ejemplo: ingresos y gastos probados documentalmente, valoraciones legales, signos índices o módulos, presunciones...]


b.  Por "métodos para determinar la base imponible".

Hay que entender la utilización ordenada de los medios establecidos a tal efecto. La doctrina ha distinguido entre métodos objetivos, métodos indiciarios, métodos de estimación de valores y métodos de determinación a partir de una declaración.

c.  Por "régimen de determinación de base imponible".

Hay que entender el conjunto de normas jurídicas materiales que regulan dicha determinación.

d.  Por "procedimiento de determinación de la base imponible".

Hay que entender el conjunto de normas jurídicas formales que regulan dicha determinación.

C.  Métodos de determinación de la base imponible.

La NFGT regula tres métodos de determinación de la base imponible, el método de estimación directa, el método de estimación objetiva y el método de estimación indirecta.

De los tres métodos, las normas forales propias de los tributos deben escoger entre el método de estimación directa y el método de estimación objetiva.

De estos dos, y de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo el método de estimación directa tiene el carácter de método general.

El método de estimación directa permite una mejor realización práctica de los fines del tributo y de los principios de justicia (STS de 05-03-72).

El método de estimación objetiva tiene, en todo caso, carácter voluntario para los obligados tributarios. Así, lo establece el último inciso del apartado 3 del artículo 49 de la NFGT.

El método de estimación indirecta tiene carácter subsidiario respecto de los otros dos. Así, el apartado 4 del artículo 49 de la NFGT, establece que:

["4. La estimación indirecta tendrá carácter subsidiario respecto de los demás métodos de determinación y se aplicará cuando se produzca alguna de las circunstancias previstas en el artículo 52 de esta Norma Foral." ]







Enervamiento de las bases determinadas.


 Aunque la NFGT se refiere a los tres métodos de "estimación", lo cierto es que sólo uno de ellos, el "método de estimación indirecta" es un régimen en el que, ante la imposibilidad de conocer los datos para determinar la base imponible, la Administración "estima" dicha base por los medios fijados en la norma (Ver comentario relacionado).

Los otros dos métodos de "estimación" son realmente métodos de "determinación" de la base imponible.


	
- En el método de estimación directa, la base se determina según las normas propias de cada tributo sirviéndose de las declaraciones o documentos presentados, de los datos consignados en libros o registros, o de la información contenida en cualquier elemento de prueba en poder de la Administración que resulte relevante al efecto. 

	
- En el método de estimación objetiva, la base, o una parte de ella, se determina a partir de valores fijados por la norma con carácter previo, que se aplican en función de determinados signos, índices, módulos o coeficientes relacionados con el hecho imponible. 



El método de determinación de la base imponible en cada uno de los regímenes condiciona la posibilidad de su enervamiento.

A.  En el método de estimación directa.

Como se ha dicho, en el método de estimación directa la base se determina sirviéndose de declaraciones, documentos, datos consignados en libros y registros o elementos de prueba en poder de la Administración.

La base imponible determinada en este método podrá enervarse siempre mediante la prueba correspondiente que destruya o modifique la declaración documento o dato que ha servido para dicha determinación.

B.  En el método de estimación objetiva.

En el método de estimación objetiva, la base, o una parte de ella, se determina aplicando valores previamente fijados por la norma a signos, índices, módulos o coeficientes relacionados con el hecho imponible.

La medición o cuantificación de esos signos, índices, módulos o coeficientes (p.e., número de mesas de una cafetería) puede ser enervada mediante la prueba correspondiente, pero la cuantificación de la base imponible que la norma atribuye a cada signo, índice o módulo (por ejemplo, 325 euros por mesa de rendimiento neto) no puede enervarse mediante la prueba correspondiente (por ejemplo demostrando que en una cafetería concreta el rendimiento neto anual de una mesa no es de 325 euros sino de 390 euros), ni tampoco puede enervarse la base determinada con este método mediante la prueba de que la base real, determinada en estimación directa, da un resultado diferente. En este caso prevalece la presunción legal (estimación objetiva) frente a la prueba real (determinación directa).


[ La Sentencia del TSJ País Vasco de 31-05-02 establece que la determinación del rendimiento neto de la actividad llevado a cabo por la Administración mediante el régimen de Estimación Objetiva por signos, índices o módulos en la liquidación provisional practicada, no puede ser combatida mediante prueba en contrario tal y como el demandante había intentado en vía administrativa. Y es que, según este Tribunal, en estos casos no puede entrar en juego el régimen normal de atribución de carga de la prueba puesto que estamos ante reglas objetivas de determinación de la base que el sujeto no puede despojar de veracidad presunta por medio de prueba en contrario, ya que son inasequibles a los principios probatorios, aunque lleven aparejada una importante dosis de "ficción" tributaria.

Contiene también la doctrina anterior, la Sentencia del TSJ País Vasco de 18-10-02.

En el régimen de estimación objetiva por coeficientes, tampoco puede enervarse el coeficiente de gastos que la norma establece demostrando que los gastos reales han sido otros.]



C.  En el método de estimación indirecta.

En el método de estimación indirecta, la Administración estima la base con los medios previstos en la norma, ante la imposibilidad, por falta de pruebas, de conocer los datos precisos para determinarla por alguno de los métodos anteriores. Por ello, la aportación de las pruebas correspondientes pueden enervar la base determinada por este método.







Método de estimación directa




Carácter general y preferente del método de estimación directa.


 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49.3 de la NFGT, el método de estimación directa tiene el carácter de método general.

Además, el método de estimación directa tiene carácter preferente porque permite una mejor realización práctica de los fines del tributo y de los principios de justicia (STS de 05-03-72).

Es el método general de determinación de la base imponible y se aplica en todos los impuestos, aunque en alguno de ellos se aplique también el método de estimación objetiva. Tiene carácter preferente respecto del método de estimación indirecta que tiene carácter supletorio (STS de 22-01-93), de modo que siempre que puedan probarse los elementos del hecho imponible por cualquier medio de prueba admitido por el ordenamiento tributario deberá aplicarse el método de estimación directa.







Determinación directa en el método de estimación directa.


 El artículo 50 de la NFGT establece que el método de estimación directa podrá utilizarse por el contribuyente y por la Administración tributaria de acuerdo con lo dispuesto en la normativa de cada tributo.

La base tributaria puede ser determinada provisionalmente en régimen de estimación directa por el propio contribuyente en todos aquellos impuestos que se gestionaran por el procedimiento de autoliquidación.

Asimismo, la determinación de la base por el método directo puede también realizarse por la Administración tributaria sirviéndose de declaraciones, documentos, libros, registros u otros elementos de prueba "comprobados" administrativamente.

En el método de estimación directa la base imponible se determina según las normas propias de cada tributo sirviéndose de los datos aportados por el sujeto pasivo en declaraciones u otros documentos, consignados en libros o registros, o en poder de la Administración por haber sido aportados por terceros. Por ello, se entiende que el método de estimación directa determina realmente la base tributaria como cuantificación del hecho imponible.






Medios de prueba en el método de estimación directa.


 La base tributaria en el método de estimación directa se determina sirviéndose de las declaraciones o documentos presentados, los datos consignados en libros y registros comprobados administrativamente y los demás documentos, justificantes y datos que tengan relación con los elementos de la obligación tributaria.

Todo dato utilizado para la determinación de la base en este método debe ser probado adecuadamente, salvo aquellos que la norma fija sin admitir prueba en contrario.

	 • La sentencia de la AN de 14-04-05, considera correcta la aplicación del método de estimación directa cuando, aún apreciando incumplimientos relacionados con la llevanza de la contabilidad mercantil, la Administración haya podido tener conocimiento cabal de la situación económica del sujeto pasivo mediante la documentación aportada por éste. Señala la Sentencia que el método de estimación indirecta es subsidiario y de aplicación restrictiva, procediendo sólo ante la imposibilidad de determinar la base imponible de un modo directo.


La prueba es, por tanto, de importancia capital en este método, hasta el punto de que el Código Penal, en su artículo 310, tipifica como delito el incumplimiento cualificado de la obligación impuesta por las leyes tributarias de llevanza de contabilidad mercantil, libros o registros fiscales.







Método de estimación objetiva




Método de estimación objetiva


 1.  Determinación objetiva.

El artículo 51 de la NFGT establece que:

"El método de estimación objetiva podrá utilizarse para la determinación de la base imponible mediante la aplicación de las magnitudes, índices, módulos o datos previstos en la normativa propia de cada tributo."

En el método de estimación objetiva la base imponible se determina, en todo o en parte, aplicando valores fijados por la norma a signos, índices, módulos o coeficientes relacionados con el hecho imponible.

2.  Remisión a la Norma Foral propia de cada tributo.

La NFGT no determina la aplicación general del método de estimación objetiva ni su aplicación concreta a algún impuesto, sino que se remite para ello a la normativa propia de cada tributo.

En el sistema tributario foral el método de estimación objetiva es de aplicación únicamente en el IVA, para la determinación de la cuota de determinados empresarios (régimen simplificado).

Desde el 1 de enero de 2014 dejó de aplicarse en los territorios históricos el método de estimación objetiva en el ámbito del IRPF.

El apartado 3 del artículo 49 de la NFGT aplica el principio de reserva de Norma Foral para el establecimiento del método de estimación objetiva de modo que sólo la norma foral propia de cada tributo podrá disponer su aplicación y el alcance de ésta.

Sin embargo, una vez establecido por Norma Foral, el artículo que es objeto del presente comentario se remite a la normativa propia de cada tributo para la regulación de las magnitudes, índices, módulos o datos aplicables, por lo que estas magnitudes, índices, módulos o datos podrán fijarse por normas reglamentarias si así lo dispone la Norma Foral del tributo.

3.  Carácter voluntario.

El apartado 3 del artículo 49 de la NFGT establece que la aplicación del método de estimación objetiva tendrá, en todo caso, carácter voluntario para los obligados tributarios.

La voluntariedad del método de estimación objetiva permite al obligado tributario optar entre este método y el de estimación directa, opción que, en algunos supuestos, tiene carácter negativo, es decir, que se aplica el método de estimación objetiva salvo que el sujeto pasivo renuncie a él y, en otros, por el contrario es el sujeto pasivo el que debe acogerse mediante una actuación expresa a dicho método de estimación objetiva.

De acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora del IVA, los signos, índices y módulos del régimen simplificado, serán aplicables con carácter general en los supuestos establecidos en la norma, siendo precisa la renuncia formal (declaración voluntaria negativa) del sujeto pasivo para la aplicación del régimen de estimación directa. (Art. 120.4 del DFN 12/1993, de 19 de enero)

4.  Rentas fiscales.

La determinación de la base imponible en el régimen de estimación objetiva dará normalmente un resultado distinto al que se hubiera obtenido aplicando el régimen de estimación directa.

La diferencia positiva entre las bases determinadas con el método de estimación directa y las determinadas con el método de estimación objetiva reciben el nombre de "rentas fiscales".

El gravamen de las "rentas fiscales" cuando su existencia ha sido comprobada por la Administración tributaria es una cuestión debatida doctrinalmente. Tradicionalmente, estas rentas han estado sujetas a gravamen. Esto cambió con la reforma del IRPF llevada a cabo en el año 1991 y que estuvo en vigor hasta el 31-12-98, donde se establecía que la aplicación de los regímenes de estimación objetiva nunca podía dar lugar al gravamen de los incrementos de patrimonio que, en su caso, pudieran producirse por las diferencias entre los rendimientos reales de la actividad y los derivados de la correcta aplicación de estos regímenes. Posteriormente la normativa reguladora del IRPF se decantó por el gravamen de las llamadas rentas fiscales estableciendo que la aplicación de la modalidad de estimación objetiva por signos, índices o módulos nunca podría dejar sin sometimiento a gravamen los rendimientos reales de la actividad económica. En el supuesto de producirse diferencia entre el rendimiento real de la actividad y el derivado de la correcta aplicación de ésta modalidad de determinación del rendimiento neto, se debía proceder al ingreso o devolución de la cuota resultante. A partir del año 2014 dejó de aplicarse en los territorios históricos el régimen de estimación objetiva para la determinación del rendimiento de determinadas actividades en el IRPF.

5.  Obligaciones formales.

El método de estimación objetiva se aplica en el ámbito del IVA con la denominación de régimen simplificado.

Así, en el ámbito del IVA el régimen simplificado se aplica para la determinación objetiva de la cuota a pagar por pequeñas y medianas empresas.

La determinación objetiva de las bases permite limitar las obligaciones contables y regístrales de los sujetos pasivos sujetos a este régimen, de modo que la obligaciones exigibles son menos estrictas que en el régimen de estimación directa.








Método de estimación indirecta




Presupuestos de aplicación.


 Los métodos de estimación directa y de estimación objetiva constituyen los regímenes ordinarios de determinación de la base. Su aplicación requiere determinada colaboración del sujeto pasivo, presentando las declaraciones o documentos y aportando los libros y registros que sean necesarios en el régimen de estimación directa, y dando a conocer a la Administración los signos, índices o módulos correspondientes en el régimen de estimación objetiva.

La falta de colaboración del sujeto pasivo puede determinar que la Administración no conozca los datos necesarios para la determinación de la base imponible. Para estos supuestos la norma regula un régimen subsidiario, el método de estimación indirecta, cuya aplicación permite a la Administración tributaria estimar la base imponible que no puede determinar por los otros métodos.

El método de estimación indirecta es un régimen subsidiario que se aplica cuando la Administración no puede conocer los datos necesarios para la determinación completa de la base imponible por alguna de las causas tasadas que se regulan en el artículo 52 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT).

Los elementos característicos de este método son los siguientes:

A.  Imposibilidad de determinar la base imponible.

La imposibilidad de determinar de forma completa la base imponible es un requisito necesario para la aplicación del método de estimación indirecta.

Así lo ha establecido el TS en su Sentencia de 22-01-93. en cuyo fundamento de derecho vigesimooctavo se dice que aunque por fuerza mayor hubieran desaparecido los medios de comprobación o justificación, subsistiendo en cuanto al resto la obligación tributaria, es lo cierto que ésta podrá acreditarse por cualquier medio de prueba admitido en derecho y no, necesaria y exclusivamente a través de la estimación indirecta de las bases, pues hacerlo así significa cercenar unas posibilidades de prueba de los hechos imponibles que la ley concede al sujeto pasivo que, en todo caso, han de tener consideración preferente a la aplicación de procedimientos supletorios para su determinación.

	 La Sentencia del TS de 10-02-03 declara que que es correcta la aplicación del régimen de estimación indirecta de bases subsidiaria a la estimación directa, por haberse acreditado, mediante justificación por parte de la Administración resultante del informe preceptivo, la imposibilidad de la Inspección de obtener los datos necesarios para el cálculo de las bases, por la no aportación de libros auxiliares en que constara el detalle de los resúmenes anotados ni la conservación de facturas o documentos similares.La Resolución del OJA de Alava de 18-12-08 considera que no concurre en el caso objeto de reclamación la circunstancia de que las irregularidades imposibiliten la fijación de la base imponible, porque no existe ninguna solicitud de información, documentación o aclaración de los apuntes contables. Las diferencias entre las ventas estimadas y las declaradas no determinan que la contabilidad sea irregular 




La NFGT recoge de forma expresa este requisito en el apartado 1 del artículo 52  al establecer que:

"1. El método de estimación indirecta se aplicará cuando la Administración tributaria no pueda disponer de los datos necesarios para la determinación completa de la base imponible..."

B.  Causas de la imposibilidad de determinar la base imponible.

La NFGT establece en el artículo 52.1 una lista cerrada de circunstancias que, cuando son causa de la imposibilidad de determinar la base imponible, permiten la aplicación del método de estimación indirecta. Dichas circunstancias son las siguientes:


	
a. Falta de presentación de declaraciones o presentación de declaraciones imcompletas o inexactas.

	
b. Resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación inspectora.En el artículo 43.2 del Reglamento de Inspección de Alava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio se establece que se entenderá que existe resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación inspectora cuando concurra alguna de las conductas contempladas en el artículo 208 de la NFGT (en este artículo se regula la infracción por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria). 



	
c. Incumplimiento substancial de las obligaciones contables y registrales.En el Reglamento de Inspección de Alava  (aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio), se desarrolla este concepto, entendiendo, en particular, que ha habido incumplimiento sustancial de las obligaciones contables: (artículo 43 del Reglamento de Alava)  


	
i. Cuando el interesado incumpla la obligación de llevanza de la contabilidad o de los registros establecidos por las disposiciones fiscales. Se presumirá la omisión de los libros y registros contables cuando no se exhiban a requerimiento de los actuarios.


	
ii. Cuando la contabilidad no recoja fielmente la titularidad de las actividades, bienes o derechos.

	
iii. Cuando los registros y documentos contables contengan omisiones, alteraciones o inexactitudes que oculten o dificulten gravemente la exacta constatación de las operaciones realizadas.

	
iv. Cuando aplicando las técnicas o criterios generalmente aceptados a la documentación facilitada por el interesado no pueda verificarse la declaración o determinar con exactitud las bases o reeditemos objeto de comprobación.

	
v. Cuando la incongruencia probada entre las operaciones contabilizadas y las que debieran resultar del conjunto de adquisiciones, gastos u otros aspectos de la actividad permita presumir que la contabilidad es incorrecta.	 La Sentencia de la AN de 14-04-05, considera correcta la aplicación del método de estimación directa cuando, aún apreciando incumplimientos relacionados con la llevanza de la contabilidad mercantil, la Administración haya podido tener conocimiento cabal de la situación económica del sujeto pasivo mediante la documentación aportada por éste. Señala la Sentencia que el método de estimación indirecta es subsidiario y de aplicación restrictiva, procediendo sólo ante la imposibilidad de determinar la base imponible de un modo directo. La Resolución económico-administrativa del TEAF de Gipuzkoa de 22-06-05, entiende que no procede la aplicación del método de estimación indirecta cuando el incumplimiento de las obligaciones formales que lo fundamentan se deriva no de los datos contables objetivos del sujeto pasivo sino del estudio económico realizado por la administración en el correspondiente sector de actividad. 

La Resolución económico-administrativa del TEAF de Gipuzkoa de 25-07-07, determina que, el hecho de que en los informes correspondientes a la estimación indirecta no se mencione el ánimo defraudatorio no afecta la cuestión analizada, dado que lo determinante para la aplicación de la estimación indirecta es la falta de presentación de declaraciones y la existencia de anomalías sustanciales en la contabilidad, sin que requiera la concurrencia de culpabilidad en la actuación u omisión que, por el contrario, sí debe apreciarse en la imposición de sanciones. 

Por otro lado, la existencia de anomalías sustanciales en la contabilidad que no permitan conocer los datos necesarios para la estimación completa de la base imponible determina la aplicación de la estimación indirecta, pero no implica, sin más, la aplicación, ni de sanción, ni del criterio de graduación de medios fraudulentos. Y ello, porque en la imposición de sanciones se exige, no sólo la constatación de la comisión de la infracción tipificada como tal, el elemento objetivo, en este caso dejar de ingresar la totalidad de la deuda tributaria, sino que debe concurrir también el elemento subjetivo o culpabilidad, el cual concurre en este caso. En consecuencia, este Tribunal confirma las sanciones impuestas.

La Sentencia del TSJ del País Vasco de 20-09-10 en relación con la aplicación del método de estimación indirecta analiza que en el supuesto enjuiciado los Libros de Contabilidad y Registros fiscales obligatorios adolecen de anomalías sustanciales y las irregularidades en el registro y contabilidad de múltiples operaciones llevan a la nula fi abilidad del contenido de aquéllos. En la cuenta de la sociedad, y en las cuentas de titularidad de los socios de la entidad, figuran determinados ingresos que no responden al cobro de las facturas emitidas declaradas; del estudio de los pagos por salarios realizados se deduce que existen ingresos de la actividad en efectivo no declarados, a añadir a los detectados en las cuentas bancarias. Todo esto, unido a la falta de información concreta relativa a la actividad ofrecida por el interesado, no permite a la Inspección conocer los datos necesarios para la estimación directa completa de los ingresos totales de la actividad.










	
d. Desaparición o destrucción, aun por causa de fuerza mayor, de los libros y registros contables o de los justificantes de las operaciones anotadas en los mismos.En el Reglamento de Inspección de Alava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio se acentúa la nota de subsidiariedad antes referida al establecer en su artículo 43.3 que la apreciación de alguna de las circunstancias mencionadas en los apartados anteriores, no determinará por sí sola la aplicación del método de estimación indirecta si, de acuerdo con los datos y antecedentes obtenidos a lo largo del desarrollo de las actuaciones inspectoras, pudiera determinarse la base o la cuota mediante el método de estimación directa u objetiva. 











Medios de determinación de la base imponible.


 Las bases o rendimientos se determinarán por la Administración tributaria por el método de estimación indirecta aplicando para ello cualquiera de los siguientes medios o varios de ellos conjuntamente.


	
a. Aplicando los datos y antecedentes disponibles que sean relevantes al efecto.

	
b. Utilizando aquellos elementos que indirectamente acrediten la existencia de los bienes y de las rentas, así como de los ingresos, ventas, costes y rendimientos que sean normales en el respectivo sector económico, atendidas las dimensiones de las unidades productivas o familiares que deban compararse en términos tributarios.

	
c. Valorando las magnitudes, índices, módulos o datos que concurran en los respectivos obligados tributarios, según los datos o antecedentes que se posean en supuestos similares o equivalentes.



En el Reglamento de Inspección de Alava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio:


	
i. Tratándose de actividades económicas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se tendrán en cuenta, preferentemente, los signos, índices o módulos establecidos para la estimación objetiva cuando se trate de contribuyentes que hayan renunciado a este último método de determinación de la base imponible, sin perjuicio de que, acreditada la existencia de rendimientos procedentes de actividades económicas por un importe superior al que deriva de la aplicación de los citados signos, índices o módulos, el rendimiento a integrar en la base imponible sea el realmente comprobado. 

	
ii. Tratándose del Impuesto sobre el Valor Añadido, se tendrán en cuenta, preferentemente, los índices, módulos y demás parámetros establecidos para el régimen simplificado cuando se trate de sujetos pasivos que hayan renunciado a este último régimen, sin perjuicio de que, demostrada la existencia de operaciones sujetas y no exentas que determinen cuotas devengadas por importe superior al que deriva de la aplicación de los citados signos, índices o módulos, las cuotas a integrar serán realmente las que deriven de las operaciones comprobadas. La Administración tributaria puede elegir en cada caso el medio o medios idóneos o más adecuados para la estimación de la base, pero debe justificar su elección. También puede utilizar, además de estos medios, la contabilidad y registros del obligado tributario en aquella parte que se considere veraz. 










Procedimiento para la aplicación del método de estimación indirecta.


 Segun establece el apartado 3 del artículo 52 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), la aplicación del método de estimación indirecta debe llevarse a cabo por el procedimiento previsto en el artículo 153 de la NFGT.

A.  Competencia.

Son competentes para aplicar el método de estimación indirecta los órganos de Inspección.

[La Resolución económico-administrativa del OJA de Alava de 09-03-07 establece que las liquidaciones de IVA impugnadas no son conformes a derecho, al haberse aplicado el método de estimación indirecta prescindiendo del procedimiento previsto por la normativa vigente, minorándose así las posibilidad de defensa del contribuyente, ya que se le privó de su derecho a formular alegaciones tanto con carácter previo a la firma del acta, como nuevamente antes de la práctica de las liquidaciones. Además, el OJA advierte de que, a diferencia de lo que sucedía con la NFGT de 1981, con la nueva NFGT los órganos gestores no están habilitados para determinar la base imponible por dicho método, sin que medie actuación inspectora.]


B.  Acto administrativo previo.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 153.2 de la NFGT , la aplicación del método de estimación indirecta no requerirá acto administrativo previo que lo declare, pero en los recursos y reclamaciones que procedan contra los actos y liquidaciones resultantes podrá plantearse la procedencia de la aplicación de dicho método.

C.  Procedimiento a seguir por la Inspección de los Tributos.

De acuerdo con lo establecido en elartículo 153.1 de la NFGT, cuando resulte aplicable el método de estimación indirecta de las bases tributarias la Inspección de los Tributos acompañará a las actas incoadas para regularizar la situación tributaria de los obligados tributarios un informe razonado sobre:


	
a. Las causas determinantes de la aplicación del régimen de estimación indirecta.

	
b. Situación de la contabilidad de registros obligatorios del obligado tributario.

	
c. Justificación de los medios elegidos para la determinación de las bases, rendimientos o cuotas.

	
d. Cálculos y estimaciones efectuados en virtud de los medios elegidos.



En el Reglamento de Inspección, aprobado por el Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio , se desarrolla el procedimiento a seguir en estos casos (artículo 43.5 del Reglamento), estableciendo que en los supuestos en que deba realizarse la estimación indirecta de bases, cuotas o rendimientos, para regularizar la situación tributaria de los obligados tributarios, los actuarios procederán a la formalización de un acta en la que se cifrarán las bases, cuotas o rendimientos que resulten por aplicación de este régimen, y a la misma se acompañará, en todo caso informe razonado que contenga las menciones referidas anteriormente.

D.  La prueba en el método de estimación indirecta.

La determinación de la base imponible en el método de estimación indirecta se basa en la prueba indiciaria regulada en el artículo 104 de la NFGT.

La Administración tributaria debe probar las causas determinantes de la aplicación del método y justificar los medios elegidos.

El obligado tributario puede probar la improcedencia de aplicar el método o intentar destruir las presunciones utilizadas por la Administración para la estimación de la base.

Aportación extemporánea de documentos, datos, libros de contabilidad y registros

No obstante, para evitar que el contribuyente aporte al final del plazo de inspección o en vía de recurso o reclamación los datos y antecedentes que no quiso aportar durante el procedimiento de inspección, la NFGT limita la posibilidad de que esos nuevos datos aportados sean tenidos en cuenta en la regularización o en la resolución de recursos y reclamaciones.

Así, el apartado 3 del artículo 153 de la NFGT establece que:


[3. Los datos, documentos o pruebas relacionados con las circunstancias que motivaron la aplicación del del método de estimación indirecta únicamente podrán ser tenidos en cuenta en la regularización o en la resolución de los recursos o reclamaciones que se interpongan contra la misma en los siguientes supuestos:

a) Cuando se aporten con anterioridad a la propuesta de regularización. En este caso, el período transcurrido desde la apreciación de dichas circunstancias hasta la aportación de los datos, documentos o pruebas no se incluirá en el cómputo del plazo al que se refiere el artículo 147 de esta Norma Foral.

b) Cuando el obligado tributario demuestre que los datos, documentos o pruebas presentados con posterioridad a la propuesta de regularización fueron de imposible aportación en el procedimiento. En este caso, se ordenará la retroacción de las actuaciones al momento en que se apreciaron las mencionadas circunstancias, con aplicación de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 147 de esta Norma Foral."]



De acuerdo con este precepto, los documentos o pruebas que permitirían determinar la base imponible por el método de estimación directa (por ejemplo libros de contabilidad, libros registro, facturas...) y que no fueron aportados en su momento sólo pueden ser tenidos en cuenta en la regularización o en la resolución de recursos o reclamaciones en los siguientes supuestos:


	
a. Cuando se aporten con anterioridad a la propuesta de regularización. En este caso, el período transcurrido desde la apreciación de dichas circunstancias hasta la aportación de los datos, documentos o pruebas no se incluirá en el cómputo del plazo máximo de duración del procedimiento de comprobación. 

	
b. Cuando el obligado tributario demuestre que los datos, documentos o pruebas presentados con posterioridad a la propuesta de regularización fueron de imposible aportación en el procedimiento. En este caso, se ordenará la retroacción de las actuaciones al momento en que se apreciaron las mencionadas circunstancias. 









Base liquidable




Base liquidable.


 El concepto legal de base liquidable se contiene en el artículo 53 de la NFGT.

Se entiende por base liquidable el resultado de practicar, en su caso, en la base imponible las reducciones establecidas por la norma foral propia de cada tributo.

El concepto de base liquidable no se usa en todos los impuestos, sino sólo en aquellos que permiten reducciones en la base imponible, bien de carácter técnico o para establecer determinados beneficios fiscales. Existiendo base liquidable será sobre esta sobre la que se aplique el tipo de gravamen para calcular la cuota tributaria.

En el sistema tributario foral, utilizan el concepto de base liquidable, el IRPF, el IP y el IS y D, es decir, los impuestos directos que gravan a la personas físicas.

La regulación de la base liquidable es objeto de reserva de Norma Foral, de acuerdo con lo dispuesto en la letra a) del artículo 7 de la NFGT.








Tipo de gravamen




Concepto de tipo de gravamen.


 En los tributos de cuota variable (ver comentario relacionado) el tipo de gravamen es el factor que multiplica a la base imponible, o liquidable en su caso, para obtener la cuota tributaria.

Así como la base imponible es el indicador de la capacidad económica del obligado tributario, se dice que el tipo de gravamen acota la parte de esa capacidad que la Hacienda Pública considera necesario detraer para atender a las necesidades y gastos públicos.

El concepto legal del tipo de gravamen se contiene en el artículo 54.1 de la NFGT, en el que se establece que:

["1. El tipo de gravamen es la cifra, coeficiente o porcentaje que se aplica a la base liquidable para obtener como resultado la cuota íntegra."]


La regulación del tipo de gravamen es objeto de reserva de Norma Foral, de acuerdo con lo dispuesto en la letra a) del artículo 7 de la NFGT.







Clases de tipos de gravamen.


 El apartado 2 del artículo 54 de la NFGT establece que:

"2. Los tipos de gravamen pueden ser específicos o porcentuales, y deberán aplicarse según disponga la Norma Foral de cada tributo a cada unidad, conjunto de unidades o tramo de la base liquidable.

El conjunto de tipos de gravamen aplicables a las distintas unidades o tramos de base liquidable en un tributo se denominará tarifa."

Las normas forales de los tributos distinguen entre "tipos específicos" y "tipos ad valorem" o porcentuales.

A.  Tipos específicos.

Son "tipos específicos" los consistentes en una cantidad de dinero que se aplica a la base cuando ésta se mide en una magnitud física distinta del dinero.

Por ejemplo, en el Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco se aplica un tipo específico de 3,01 euros por cada mil cigarrillos.

B.  Tipos "ad valorem" o porcentuales.

Son tipos "ad valorem" o porcentuales, en la denominación de la NFGT, los que se aplican a la base imponible, o liquidable en su caso, expresada en dinero. La doctrina denomina también a estos tipos "alícuotas" ya que consisten en un coeficiente cuyo valor está comprendido entre 0 y 1 que se aplica a la base.

La alícuotas pueden ser proporcionales, progresivas o regresivas.

a.  Son alícuotas proporcionales o constantes.

Aquellas cuyo valor es el mismo cualquiera que sea la cuantía de la base.

Son ejemplos de alícuotas proporcionales el tipo de gravamen del Impuesto sobre Sociedades (28%) y los tipos de gravamen del IVA (21%, 10% y 4%).

b.  Son alícuotas progresivas.

Aquellas cuyo valor aumenta al aumentar la base. Las alícuotas progresivas se ordenan en "tablas de gravamen".

En el sistema tributario foral tienen carácter progresivo las tablas de gravamen del IRPF, del IP y del IS y D, es decir, de los impuestos personales sobre las personas físicas.

c.  Son alícuotas regresivas.

Aquellas cuyo valor disminuye al aumentar la base.

En nuestro sistema tributario no hay ningún ejemplo de alícuota regresiva dado que el artículo 31 de la Constitución Española recoge el principio de progresividad y, en consecuencia, podría resultar inconstitucional una alícuota de este tipo.

C.  Las tarifas. Tipo medio y tipo marginal.

Las tarifas que son alícuotas progresivas, pueden adoptar dos modalidades, la progresión continua o la progresión por escalones:

a.  Las tarifas de progresión contínua.

Crecen al aumentar la base y se aplican a toda ésta. Producen "errores de salto" (Ver comentario relacionado) por lo que sólo se utilizan en los casos en que la deuda tributaria deba pagarse por medio de efectos timbrados.

Un ejemplo de alícuota de progresión continua se encuentra en el art. 36 de la Norma Foral reguladora del ITP y AJD, dónde se regula la cuota tributaria aplicable a las letras de cambio por el concepto Actos Jurídicos Documentados.

b.  Las tarifas de progresión por escalones.

En los impuestos progresivos del sistema tributario foral el tipo de gravamen adopta la forma de alícuotas de progresión por escalones.

En estos casos la base imponible se divide en tramos, a cada uno de los cuales se le aplica una alícuota mayor que la aplicada al tramo anterior. La ordenación de los distintos tramos constituye la escala de gravamen. En una escala de gravamen se distinguen dos tipos:

i.  Tipo medio.

Es el resultado de dividir la cuota íntegra obtenida al aplicar la escala por la base liquidable.

ii.  Tipo marginal.

Es el tipo aplicable a la porción superior de cada tramo de la escala, es decir, el tipo de gravamen aplicado a la última peseta ganada, y también el que se aplicará a cada peseta adicional.


Ejemplo.

Supongamos un sujeto pasivo de IRPF cuya base liquidable general es de 20.000 euros.



La escala del impuesto para 2014 es la siguiente (sólo de incluyen el tramo aplicable y los dos adyacentes):









	Base liquidable hasta
	Cuota íntegra
	Resto base liquidable
	Tipo aplicable




	0
	0
	15.550,00
	23,00



	15.550,00
	3.576,50,00
	15.550,00
	28,00



	31.100,00
	7.930,50
	15.550,00
	35,00





Aplicando el tramo correspondiente resulta:










	BASE
	20.000,00
	

	CUOTA



	HASTA
	15.550,00
	

	4.450,00



	RESTO
	4.450,00
	al 28,00%
	1.260,00



	

	

	CUOTA
	3.576,50





Tipo medio: 24,18%  (4.836,50/20.000)

Tipo marginal: 28,00%







Cuota tributaria




Tributos de cuota fija y de cuota variable.


 El artículo 55.1 de la NFGT establece que:


["1. La cuota íntegra se determinará:

a) Aplicando el tipo de gravamen a la base liquidable.

b) Según cantidad fija señalada al efecto."]



La NFGT esta regulando las diferentes formas de calculo de la cuota íntegra, teniendo en cuenta que pueden existir tributos en los que dicha cuota viene determinada directamente en la norma foral reguladora del tributo, por lo que, en estos casos, no existe tipo de gravamen. En este sentido puede hablarse de tributos de cuota fija de cuota variable.

a.  Tributos de cuota fija.

Son tributos de cuota fija aquellos en los que la norma foral fija directamente la cuota, según cantidad fija señalada al efecto.

En estos tributos no existe el concepto de base imponible ni de tipo de gravamen. Realizado el hecho imponible, la norma determina directamente la cuota.

[Por ejemplo, en el Impuesto Municipal sobre Vehículos de Tracción Mecánica, la cuota correspondiente a un turismo de menos de 8 caballos fiscales es de 12,62 euros.]


b.  Tributos de cuota variable.

Son tributos de cuota variable aquellos en los que es necesario cuantificar el hecho imponible determinando la base imponible o, en algunos casos, la base liquidable, y aplicar posteriormente a esa cantidad el tipo de gravamen correspondiente para determinar la cuota tributaria.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 55.2 de la NFT, para el cálculo de la cuota íntegra podrán utilizarse los métodos de determinación de la base imponible previstos en la propia NFGT. Es decir, cuando así lo prevea la norma foral de cada impuesto la cuota integra podrá calcularse por los siguientes métodos:


	
i. método de estimación directa.

	
ii. método de estimación objetiva.

	
iii. método de estimación indirecta.









Reducción de la cuota por error de salto.


 El artículo 55.3  de la NFGT regula la obligación de la Administración tributaria de actuar de oficio para corregir los errores de salto que puedan producirse en la cuota tributaria como consecuencia de la aplicación de alicuotas de progresión continua. El referido artículo establece:


["3. La cuota íntegra deberá reducirse de oficio cuando de la aplicación de los tipos de gravamen resulte que a un incremento de la base corresponde una porción de cuota superior a dicho incremento. La reducción deberá comprender al menos dicho exceso.

Se exceptúan de esta regla los casos en que la deuda tributaria deba pagarse por medio de efectos timbrados."]



A.  Error de salto.

En las alícuotas de progresión continua, al pasar de un tramo a otro es posible que se produzca un salto en la cuota, de modo que a un incremento de base corresponda un incremento de cuota superior al incremento de base. A este efecto se le denomina técnicamente "error de salto".

Ejemplo.

Supongamos una tarifa de progresión continua con la siguiente estructura.







	BASE
	TIPO




	0 a 3.000,00
	5%



	3.001,00 a 6.000,00
	6%



	6.001,00 a 9.000,00
	7%






[Con esta tarifa, una base de 6.000,00 euros estará gravada al 6%, resultando una cuota de 360,00 euros.

Si aumentamos en 1,00 euro la base, la base resultante será 6.001,00 euros gravada al 7%, con lo que la nueva cuota será 420,07 euros.

El resultado es a que un incremento de 1 euro de base le corresponde un incremento de 60,07 euros de cuota (420,07 - 360,00). Este efecto es el conocido como "error de salto" y pone de manifiesto una deficiente construcción técnica de la tarifa.]



B.  Correción del error de salto.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo antes referido, deberá reducirse de oficio la cuota íntegra cuando de la aplicación de los tipos de gravamen resulte que a un incremento de la base corresponde una porción de cuota superior a dicho incremento.

Ejemplo.

En el ejemplo anterior, la aplicación de este artículo determina la reducción de la cuota calculada en el exceso de gravamen:

Incremento de base: 1,00 euro (6.001,00 - 6.000,00)

Incremento de cuota: 60,07 euros (420,07 - 360,00)

Exceso de gravamen: 59,07 euros (60,07 - 1,00)

Reducción de la cuota: 59,07 euros

Cuota reducida: 361,00 euros (420,07 -59,07)

En nuestro sistema tributario, la correcta construcción de las tarifas progresivas en el IRPF, el IP y el IS y D evita el error de salto, por lo que la norma del artículo mencionado carece de aplicación.

Como se ha dicho, se exceptúan de la regla de la corrección del error de salto los casos en que la deuda tributaria deba pagarse por medio de efectos timbrados.


[En la Normas Foral de ITP y AJD existen diversas escalas de gravamen que producen errores de salto pero que no se corrigen porque la deuda debe pagarse por medio de efectos timbrados:

- Alava: Art. 61, relativo a la escala aplicable a las letras de cambio.]








Modificaciones sobre la cuota. Tipos de cuota.


 A.  Modificación de la cuota íntegra.

Segun establece el artículo 55.4 de la NFGT, el importe de la cuota íntegra podrá modificarse mediante la aplicación de las reducciones o límites que la Norma Foral de cada tributo establezca en cada caso.

B.  Cuota íntegra, cuota líquida y cuota diferencial.

De acuerdo con la regulación establecida en la NFGT puede hablarse de los siguientes tipos de cuota:

a.  Cuota íntegra.

Se entiende por cuota íntegra el resultado de aplicar el tipo de gravamen a la base liquidable. La NFGT denomina cuota tributaria a esta cantidad.

b.  Cuota líquida.

Se entiende por cuota líquida el resultado de aplicar a la cuota íntegra las deducciones, bonificaciones, adiciones o coeficientes previstos, en cada caso, en la Norma Foral de cada tributo.

c.  Cuota diferencial.

Se entiende por cuota diferencial el resultado de minorar la cuota líquida en el importe de las deducciones, pagos fraccionados, retenciones, ingresos a cuenta y cuotas, conforme a la normativa de cada tributo.







Comprobación de valores




El concepto de valor en el ámbito tributario.


 Las rentas, productos, bienes y demás elementos del hecho imponible deben ser valorados para la determinación de la base imponible. Sin embargo, el valor no es una cualidad intrínseca de productos y bienes sino una característica añadida cuando esos productos y bienes entran en el tráfico económico. Por eso no puede decirse que cada producto o bien tiene un único valor, sino que tendrá tantos valores como criterios de valoración se establezcan.

Las normas tributarias conocen, al menos, tres criterios de valoración distintos, aplicables a distintos impuestos según sus propias peculiaridades:

A.  Precio o contraprestación.

Es el método de valoración de los bienes transmitidos onerosamente, siempre que se cumplan determinados requisitos, tales como que la operación se produzca entre partes independientes o que tenga carácter empresarial o profesional.

[Se utiliza, por ejemplo para valorar las operaciones sujetas a IVA.]


B.  Valor de mercado o valor real.

Es un método de valoración ideal que independiza el valor de los bienes o productos del precio o contraprestación pagado por el adquirente. Se utiliza cuando existe vinculación entre las partes o cuando la operación no tiene carácter empresarial o profesional.

[Así sucede en el ámbito del IS y D y en el ámbito del ITP y AJD, modalidad transmisiones patrimoniales.]


C.  Valor fiscal: valor catastral.

En algunos casos, las normas fiscales atribuyen un valor a determinados bienes con objeto de dar seguridad jurídica a su valoración. Este valor, determinado con carácter previo, no tiene por qué coincidir ni conel valor de mercado ni con el precio o contraprestación. El supuesto más relevante de valor fiscal es el valor catastral de los bienes inmuebles.







La comprobación de valores.


 A.  Distinción entre comprobación y comprobación de valores.

La NFGT utiliza el término "comprobación" en dos contextos distintos. Por un lado, en este precepto, regula la "comprobación de valores" y, por otro, en el artículo 129 y siguientes se regula el "procedimiento de comprobación limitada" dentro de los procedimientos de gestión y en el artículo 134 y siguientes se regulan las "actuaciones de investigación y comprobación" dentro del procedimiento de inspección.

Se ha entendido que la comprobación de valores es una especie del género comprobación, que se individualiza por su objeto. El objeto de la comprobación (en el contexto de comprobación e investigación) son los hechos, actos situaciones, actividades, explotaciones y demás circunstancias que integran o condicionan el hecho imponible, mientras que el objeto de la comprobación de valores son los valores de rentas, productos bienes y demás elementos del hecho imponible.

B.  Valores susceptibles de comprobación.

La NFGT regula la comprobación de valores con carácter general, por lo que resulta de aplicación en cualquier impuesto, allí donde se utilice un valor susceptible de comprobación.

Sin embargo, existen valores que no son susceptibles de comprobación en sentido estricto:


	
a) En primer lugar los valores fiscales fijados por la norma  sólo son susceptibles de comprobación respecto de la exactitud de su transcripción a la declaración, pero no en cuanto a su fijación, a la que no puede aplicarse la tasación pericial contradictoria.

	
b) Tampoco es susceptible de comprobación de valor en sentido estricto el precio o contraprestación realmente pagado. Dicho precio deberá probarse por las partes, pero no puede comprobarse mas allá de la veracidad de su declaración ni determinarse mediante la tasación pericial contradictoria.



De donde resulta que la comprobación de valor en sentido propio solo resulta de aplicación allí donde la norma establece la utilización del valor real o del valor de mercado.

C. Medios de comprobación.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 56 de la NFGT la Administración tributaria puede comprobar el valor de las rentas, productos, bienes y demás elementos determinantes de la obligación tributaria con arreglo a los siguientes medios:


	
a. Capitalización o imputación de rendimientos al porcentaje que la normativa de cada tributo señale. 

	
b. Estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal. Dicha estimación por referencia podrá consistir en la aplicación de los coeficientes multiplicadores que se determinen y publiquen por la Administración tributaria a los valores que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que se tome como referencia a efectos de la valoración de cada tipo de bienes. 



	
c. Precios medios en el mercado. 

	
d. Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros. 

	
e. Dictamen de peritos de la Administración. 

	
f. Disposiciones generales aprobadas por la Diputación Foral de Álava.

	
g. Valor asignado a los bienes en las pólizas de contratos de seguros. 

	
h. Valor asignado para la tasación de las fincas hipotecadas en cumplimiento de lo previsto en la legislación hipotecaria. 

	
i. Precio o valor declarado correspondiente a otras transmisiones del mismo bien, teniendo en cuenta las circunstancias de éstas, realizadas dentro del plazo que reglamentariamente se establezca. 

	
j. Cualquier otro medio que se determine en la Norma Foral de cada tributo.



La NFGT no establece una prelación en la aplicación de los medios de comprobación regulados en el artículo que es objeto del presente comentario. 

Según ha reconocido una abundante jurisprudencia la Administración goza de amplia discrecionalidad para aplicar aquel o aquellos medios ordinarios que considera mas pertinentes, sin más limitación que asegurar que dichos medios sean adecuados a la índole o naturaleza del bien transmitido. 

Cuando se utilice como medio de comprobación el dictamen de peritos de la Administración el perito ha de tener los conocimientos científicos y técnicos necesarios en función del bien a valorar, y el oportuno título cuando se trate de una profesión reglamentada. 

El Decreto Foral 16/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de marzo, aprueba las normas de valoración de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana sitos en el Territorio Histórico de Álava.

D.  Motivación.

Si el valor determinado por la Administración tributaria es distinto al declarado por el obligado tributario, la Administración debe motivar adecuadamente tanto el medio de comprobación elegido como los criterios empleados para obtener el resultado obtenido (artículo 128.2 NFGT). La falta de motivación impide la fiscalización del acto de valoración y produce indefensión por lo que es anulable toda valoración que no este debidamente motivada.

La jurisprudencia y la doctrina administrativa han establecido que los peritos tienen que hacer explícito no solo el guarismo que refleje el resultado obtenido sino el proceso lógico que conduce a la cifra final (STS de 07-11-88). En este sentido, no es suficiente plasmar la valoración en un documento impreso y estandarizado lleno de apartados escuetos.

	 • La  Resolución del OJA de Alava de 11-10-06anula la comprobación de valor de un inmueble realizada por perito de la Administración a efectos del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, por falta de motivación. En el caso, la gran diferencia entre el valor catastral y el valor pericial debía venir exhaustivamente explicada para que los afectados pudieran conocer las razones y los elementos tenidos en cuenta por la técnico, pues en caso contrario, se les coloca en situación de indefensión. La peritación realizada sólo formalmente cumple las especificaciones que son necesarias para transmitir la información y que son exigidas por la jurisprudencia, y en consecuencia, impide concluir si la valoración es, en términos generales, acertada o no, para así promover, o no, la tasación pericial contradictoria. Añade el OJA de Álava que la anulación no conlleva la confirmación del valor declarado por los interesados.


E.  El valor comprobado. El principio de estanqueidad tributaria.

Se denomina "valor comprobado" al valor determinado por la Administración tributaria previa comprobación de valor. El "valor comprobado" surte efectos en el impuesto correspondiente y también en aquellos impuestos como el Impuesto sobre el Patrimonio en los que su normativa especifica recoge expresamente como criterio de valoración el valor comprobado por la Administración a efectos de otros tributos.

Principio de estanqueidad tributaria.

Tradicionalmente ha estado vigente en nuestro derecho el denominado "principio de estanqueidad tributaria", según el cual, el valor comprobado a efectos de un tributo no surte efectos en otro tributo distinto salvo que la norma propia de éste así lo establezca expresamente.

Esta doctrina ha sido modificada por el Tribunal Supremo después de la aprobación de la Constitución Española. Así, se dice en la STS de 23-04-85 que si bien la Ley General Tributaria dio lugar a una interpretación que permitía dividir la actuación administrativa cuando ésta se produjese en diferentes tributos, la ulterior evolución del ordenamiento jurídico, especialmente desde la Constitución Española de 1978, ha puesto de relieve la primacía de los principios relativos a los derechos fundamentales que proclama entre ellos el de tutela efectiva judicial de su artículo 24.1. Por otra parte, la personalidad jurídica única de la Administración denota claramente que dicha personalidad le obliga a actuar conforme al principio general que le impide ir contra sus propios actos, pues la Administración para variar su actuación ha de seguir la vía legal impugnatoria por lesividad de sus propios actos y mientras no lo haga ha de atenerse a lo ya actuado como debe reconocerse en un Estado de Derecho, por lo que aplicando estos principios al caso presente, si en relación con los mismo bienes había aceptado una valoración en el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales, no puede desconocerla y pretender practicar otra distinta a efectos del Impuesto de Sociedades con ocasión de la misma enajenación de dichos bienes.

La doctrina del TS acerca del principio de estanqueidad resulta de aplicación cuando se trata de distintos tributos gestionados por la misma Administración Tributaria pero no cuando se trate de tributos gestionados por distintas Administraciones, de modo que es posible que distintas Administraciones determinen distintos valores comprobados para un mismo bien, a efectos de distintos impuestos gestionados por cada una de ellas.

F.  Normas específicas de comprobación de valores.

a.  Normas especificas en determinados impuestos.

El artículo 56 de la NFGT regula la comprobación de valores con carácter general. Además, las normas propias de algunos impuestos incluyen normas específicas sobre la comprobación de valores:


	
i. ITP y AJD.- Artículos 71 a 73 de la Norma Foral 11/2003, de 31 de marzo. 



	
ii. IS y D.- Artículo 21 de la Norma Foral 11/2005, de 16 de mayo. 





b. Normas de valoración para determinados impuestos.

En el Territorio Histórico de Alava, el Decreto Foral 16/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de marzo, aprueba las normas de valoración de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana sitos en el Territorio Histórico de Álava.

G.  Procedimiento.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 56.3 de la NFGT, la comprobación de valores deberá ser realizada por la Administración tributaria a través del procedimiento previsto en los artículos 128 y 129 de la NFGT, cuando dicha comprobación sea el único objeto del procedimiento, o cuando se sustancie en el curso de otro procedimiento de los regulados en el Título III, como una actuación concreta del mismo, y en todo caso será aplicable lo dispuesto en dichos artículos.






La tasación pericial contradictoria.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 56.2 de la NFGT, la tasación pericial contradictoria podrá utilizarse para confirmar o corregir en cada caso las valoraciones resultantes de la aplicación de los medios de comprobación regulados en el referido artículo.

La tasación pericial contradictoria deberá ser realizada por la Administración tributaria a través del procedimiento previsto en el artículo 129 de la NFGT, cuando dicha comprobación sea el único objeto del procedimiento, o cuando se sustancie en el curso de otro procedimiento de los regulados en el Título III, como una actuación concreta del mismo.

	 • La Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 23-06-06, aclara que en los casos de disconformidad con el valor comprobado, en lugar de acudir a la vía económico-administrativa, se debe utilizar la tasación pericial contradictoria, en el plazo de la primera reclamación que proceda contra la liquidación efectuada sobre la base de valores comprobados administrativamente, o contra el acto de comprobación de valores debidamente notificado.








Capítulo IV. La deuda tributaria

Sección primera. Disposiciones generales

Deuda tributaria




La cuota y las obligaciones de realizar pagos a cuenta.


 El apartado 1 del artículo 57 de la NFGT establece que:

["1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta."]


De acuerdo con el referido artículo la deuda tributaria estará configurada, en todo caso, por la cuota que resulte de:

i. La obligación tributaria principal regulada en el artículo 19 de la NFGT, o

ii. La obligación de realizar pagos a cuenta de la obligación tributaria principal, regulados en el artículo 23 de la NFGT.

Por lo tanto, la configuración necesaria de la deuda tributaria es la cuota tributaria "sticto sensu", esto es, la cuantificación de la obligación tributaria material nacida con la realización del hecho imponible.

Además, las normas tributarias establecen algunas veces otras obligaciones tributarias de carácter material que tienen carácter previo o anticipado a la obligación de pagar la cuota tributaria por lo que se conceptúan como pagos a cuenta de la obligación tributaria principal. Sucede así en los impuestos sobre la renta (IRPF e IS) en los que se establecen las siguientes obligaciones materiales.


	
a. Obligación del retenedor de retener e ingresar en la Hacienda Foral las cantidades retenidas.

	
b. Obligación del pagador de rendimientos en especie de realizar ingresos a cuenta.


	
c. Obligación de los sujetos pasivos del IRPF que ejerzan actividades empresariales o profesionales de realizar pagos fraccionados a cuenta del IRPF.La regulación sobre los pagos fraccionados se contiene en el art. 110 de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, del IRPF.



	
d. Obligación de los sujetos pasivos del IS de realizar pagos fraccionados.La regulación sobre los pagos fraccionados se contiene en el art. 130.1 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Estas obligaciones materiales tienen carácter autónomo respecto de la obligación tributaria principal de acuerdo con lo establecido en el artículo 23.1 de la NFGT , aunque la autonomía de la obligación de pagar pagos fraccionados solo es temporal, dado que dicha obligación se subsume en la obligación de pagar la cuota tributaria una vez que ésta es exigible, de modo que, una vez transcurrido el período de declaración y pago de la cuota no puede exigirse el ingreso de los pagos fraccionados no pagados. 











Otros componentes de la deuda tributaria.


 Además de la obligación tributaria principal (la cuota) y de los pagos a cuenta de dicha obligación, la deuda tributaria puede estar conformada por otro tipo de obligaciones tributarias materiales, todas ellas con el carácter de accesorias de acuerdo con lo establecido en el artículo 25 de la NFGT, a saber:


	
a. El interés de demora.

	
b. El recargo por declaración extemporánea.

	
c. Los recargos del período ejecutivo.

	
d. Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o cuotas, a favor de la Hacienda Foral o de otros entes públicos.



A.  El interés de demora.

Su contenido se desarrolla en el comentario relacionado.

B.  El recargo por declaración extemporánea.

Su contenido se desarrolla en el comentario relacionado.

C.  El recargo del período ejecutivo.

Su contenido se desarrolla en el comentario relacionado.

D.  Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o cuotas.

La NFGT no establece ningún recargo sobre las bases o sobre las cuotas, sino que se limita a reconocer la posibilidad de que las normas forales propias de algunos tributos los establezcan.

Los recargos constituyen una técnica particular de crear nuevos tributos o modificar los existentes. Consisten en incrementar la base o la cuota (normalmente la cuota) de un tributo ya existente en un determinado porcentaje, que se exige conjuntamente con la cuota.

Cuando el recargo se exige en favor del mismo titular del tributo se integra en la cuota y se confunde con ella, constituyendo una misma obligación. En este caso el establecimiento de un recargo resulta equivalente a incrementar el tipo de gravamen en la misma cuantía.

El recargo cobra sentido cuando se establece en favor de una Administración territorial o de un Ente público distinto del titular del tributo base. En este caso, el recargo constituye una obligación independiente y autónoma del tributo base, que se integra en la cuota para formar la deuda tributaria. No obstante, esta independencia no es completa, pues la base de aplicación del recargo está constituida por la cuota tributaria del tributo base, por lo que el recargo se verá afectado por todos los beneficios fiscales del tributo base (supuestos de no sujeción, exenciones, reducciones de la base, tipos reducidos, bonificaciones, deducciones de la cuota...).

a.  Recargos sobre bases o cuotas en el sistema tributario foral.

Los recargos sobre bases o cuotas tienen una escasa aplicación. Unicamente se regula en el ámbito del IAE el llamado Recargo Foral, establecido en favor de las respectivas Diputaciones Forales.

El Recargo Foral se encuentra recogido en el art. 13 de la Norma Foral 43/1989, de 19 de junio, reguladora del IAE.

b.  Recargos sobre bases o cuotas en el sistema tributario de régimen común.

El recargo está concebido como una fuente de financiación de las Administraciones territoriales distintas del Estado.


	
i. El recargo como fuente de financiación de las CCAA.La Constitución, en su artículo 157.1 recoge los recargos sobre impuestos estatales como uno de los recursos de las CCAA. 

La LOFCA, en desarrollo del precepto constitucional citado, incluye en su artículo 4.1.d) los recargos que pudieran establecerse sobre los tributos del Estado como uno de los recursos de las CCAA. De acuerdo con el artículo 12 de la LOFCA: 


["1. Las Comunidades Autónomas podrán establecer recargos sobre los impuestos estatales cedidos, excepto en el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos. En el Impuesto sobre el Valor Añadido e Impuestos Especiales, únicamente podrán establecer recargos cuando tengan competencias normativas en materia de tipos de gravamen. 

2. Los recargos previstos en el apartado anterior no podrán configurarse de forma que puedan suponer una minoración de los ingresos del Estado por dichos impuestos, ni desvirtuar la naturaleza o estructura de los mismos." ]





	
ii. El recargo como fuente de financiación de las Corporaciones Locales.Respecto de las Corporaciones Locales el artículo 38 de la Ley 39/1988, reguladora de las Haciendas Locales, dispone que las Entidades locales podrán establecer recargos sobre los impuestos propios de la respectiva Comunidad Autónoma y de otras Entidades locales en los casos expresamente previstos en las leyes de la Comunidad Autónoma. 

Aunque la ley reguladora de las Haciendas Locales no lo recoge expresamente, el TC, en su Sentencia 179/1985, de 19-12-85, ha reconocido la posibilidad de que el Estado establezca recargos sobre tributos estatales en favor de las Corporaciones Locales, o habilite a éstas para establecerlos, siempre que acote suficientemente el tipo de gravamen y la base sobre la que haya de aplicarse de acuerdo con las exigencias del principio de reserva de ley. 

[Pese a las previsiones legales, el recargo tiene hoy una utilización muy escasa como fuente de financiación de las Administraciones Territoriales distintas del Estado.]











Las sanciones tributarias.


 El apartado 3 del artículo 57 de la NFGT establece de forma expresa que las sanciones tributarias no forman parte de la deuda tributaria.

Esta exclusión de las sanciones como componente de la deuda tributaria venia siendo defendida por la jurisprudencia y algunos sectores doctrinales. Basan su opinión en que las deudas tributarias encuentran su soporte constitucional en el artículo 31 de la Constitución, donde se regula el deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, mientras que las sanciones tributarias, como el resto de las sanciones administrativas, se fundamentan en la potestad sancionadora de la Administración reconocida en el artículo 25 de la Constitución.

Con este precepto, la NFGT abandona definitivamente la línea de anteriores textos en los que se configuraba a las sanciones como una parte de la deuda tributaria, y recoge la jurisprudencia de los tribunales que proclama el carácter diferenciado de las sanciones administrativas y penales respecto de la deuda tributaria, por responder a principios constitucionales distintos.

En definitiva, la NFGT ha plasmado a nivel normativo la diferencia conceptual entre las cantidades exigidas a titulo de tributo, incluidas las accesorias (de carácter indemnizatorio), y las cantidades exigidas en base a normas de naturaleza represiva o punitiva, como son las sanciones. Esta diferenciación no solo tiene trascendencia conceptual. La diferente naturaleza de ambas prestaciones supone que la actuación de la Administración tributaria será distinta en el ámbito del procedimiento sancionador y en el resto de procedimientos tributarios. En aquel, sus facultades de autotutela, tanto declarativa como ejecutiva se verán sustancialmente moduladas. En este sentido basta recordar la aplicación, con matices, de los principios propios del derecho sancionador, tipicidad, antijurididad y culpabilidad, o la no ejecución de las sanciones en tanto no sean firmes en vía administrativa.

El artículo 17.2 de la NFGT  considera que la sanción no es una obligación de carácter material, ni siquiera accesoria (artículo 25.2), aunque pueda consistir en una multa y tener, por tanto, carácter pecuniario.

No obstante, de acuerdo con lo establecido en el artículo 194.2 de la NFGT, tanto la extinción como el procedimiento de recaudación de las sanciones será el regulado en la NFGT para las deudas tributarias.







Extinción de la deuda tributaria




Extinción de obligaciones.


 La teoría general de las obligaciones regula no sólo los efectos de las obligaciones, sino también su extinción. Quiere con ello decirse que todas las obligaciones, sea cual sea su naturaleza, y por supuesto también las tributarias, están sujetas a unas causas de extinción.

El artículo 58 de la NFGT no regula el procedimiento ni las causas de extinción de las obligaciones tributarias, sino tan sólo de las obligaciones pecuniarias. Enumera dicho precepto modos de extinción de la deuda tributaria, aunque sin carácter exhaustivo.

[En el artículo 69 de la NFGT se regula la extinción por prescripción de las obligaciones formales.]


Los efectos de la extinción de las deudas juridico-tributarias serán los generales del derecho común, esto es, satisfacción del acreedor (Administración tributaria) y liberación del deudor (obligado tributario).







Modos de extinción de la deuda tributaria.


 El artículo 58.1 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), establece que:

["1. Las deudas tributarias podrán extinguirse por pago, prescripción, compensación o condonación y por los demás medios previstos en las disposiciones legales."]


A.  El pago.

El pago, en su sentido estricto de entrega de una cantidad dineraria, sería la forma normal de cumplimiento de la obligación jurídico-tributaria pecuniaria, sin perjuicio de la aplicación de medios subrogados o sustitutivos del pago, solutorios o satisfactorios, así, la consignación, la compensación, la condonación y las cesiones solutorias: dación en pago y para pago por cesión de bienes.

El pago se estudia en: ver comentario relacionado a ver comentario relacionado.

B.  La prescripción.

La prescripción se estudia en: ver comentario relacionado a ver comentario relacionado.

C.  La compensación.

La compensación se estudia en: ver comentario relacionadoa ver comentario relacionado.

D.  La condonación.

La condonación se estudia en Ver comentario relacionado.

El artículo 194.3 de la NFGT regula la extinción de sanciones tributarias, que no son deuda tributaria, por condonación.






Efecto liberatorio. Extinción de la deuda tributaria.


 El artículo 58.2 de la NFGT establece que el pago, la compensación, o la condonación de la deuda tributaria tiene efectos liberatorios exclusivamente por el importe pagado, compensado o condonado.

Con este precepto la NFGT ha querido aclarar los efectos liberatorios de los distintos modos de extinción de la deuda tributaria. Así:


	
- La prescripción y la caducidad, en su caso, tienen efectos liberatorios sobre la totalidad de la deuda tributaria prescrita o caducada. 

	
- El pago parcial, la compensación parcial o la condonación parcial de la deuda tributaria tiene efectos liberatorios exclusivamente por el importe pagado, compensado o condonado, pudiendo exigirse el pago del resto de la deuda mientras esta no haya prescrito. 









Sección segunda. El pago

Formas de pago




Medios de pago.


 El artículo 59 de la NFGT establece que el pago de la deuda tributaria podrá efectuarse por alguno de los siguientes medios:

i. Pago en efectivo, constituye el modo general y preferente de pago de la deuda tributaria.

ii. Pago mediante efectos timbrados.

iii. Pago en especie, se configura como un modo excepcional de pago de la deuda tributaria.

A.  Pago en efectivo.

El pago en efectivo es el medio general de pago. A falta de disposición expresa, el pago habrá de realizarse en efectivo.

Los Reglamentos de recaudación desarrollan los medios de pago en efectivo.

El Reglamento de Recaudación, aprobado por Decreto Foral 48/1994, de 10 de mayo, establece en su artículo 25 que el pago de las deudas tributarias que deba realizarse en efectivo se hará por alguno de los siguientes medios:


	
a. Dinero de curso legal.

	
b. Cheque.

	
c. Cualesquiera otros que se autoricen por el Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos.



Cuando el ingreso se realiza a través de Entidades colaboradoras en la recaudación los ingresos se efectuarán en dinero de curso legal u otras medios habituales en el tráfico bancario. La admisión de cualquier otro medio de pago queda a discreción y riesgo de la Entidad.

El ingreso a través de entidades colaboradoras en la recaudación se desarrolla en los artículos 113 a 115 del Reglamento de Recaudación, aprobado por Decreto Foral 48/1994, de 10 de mayo.

B.  Pago mediante efectos timbrados.

El pago mediante efectos timbrados solo es aceptable cuando así lo establecen las normas reguladoras de los tributos.

La enumeración de los documentos que tienen la consideración de efectos timbrados se establece en el Reglamento de Recaudación.

- Alava.

El artículo 29 del RR de Alava establece que tienen la condición de efectos timbrados, el papel timbrado de la Diputación Foral, los documentos timbrados especiales, los timbres móviles, y el papel de pagos especial para tasas.

En el sistema impositivo foral sólo se admite el pago mediante efectos timbrados en algunos supuestos incluidos en el ámbito del ITP y AJD.

C.  Pago en especie.

El apartado 2 del artículo 59 de la NFGT regula como un medio de pago de deudas tributarias la entrega de bienes o derechos.

a.  NFGT de Alava.

El apartado 2 del artículo 59 de la NFGT de Alava establece que, en casos excepcionales la Administración tributaria puede admitir el pago en especie de la deuda tributaria, en período voluntario o ejecutivo, mediante la entrega de cualquier bien o derecho. El pago mediante la entrega de bienes o derechos, aunque tiene carácter excepcional, su admisión en principio, es posible en relación con todo tipo de deudas, y siendo válido para el pago cualquier bien o derecho.

Supuestos especiales. Álava



El Decreto Normativo de Urgencia Fiscal 1/2012, de 31 de enero establece en su Disposición Adicional Segunda que la Diputación Foral podrá admitir el pago de la deuda mediante la entrega de cualquier bien o derecho a las empresas que se encuentren en dificultades. A estos efectos la Diputación Foral podrá solicitar, con carácter previo, los informes que estime oportunos. No se integrarán en la base imponible del Impuesto personal del obligado tributario las rentas que se pongan de manifiesto con ocasión de la referida dación en pago.

Por su parte, el Decreto Normativo de Urgencia Fiscal 3/2012, de 21 de febrero establece en el apartado 3 de su artículo único que en los supuestos en que los obligados al pago de deudas acrediten problemas transitorios de tesorería y pueda resultar comprometida la viabilidad de la actividad económica o los puestos de trabajo de los empleados, la Diputación Foral podrá admitir el pago de las deudas tributarias mediante pago en especie, siendo en estos casos de aplicación las consecuencias fiscales asociadas a dicha forma de pago.







Pago de la deuda tributaria por medios electrónicos, informáticos o telemáticos. 


 El artículo 59 de la NFGT establece que la normativa tributaria regulará los requisitos y condiciones para que el pago pueda realizarse utilizando técnicas y medios electrónicos, informáticos o telemáticos.






Legitimación para efectuar el pago.


 La regulación sobre esta materia se encuentra recogida en los respectivos Reglamentos de Recaudación:

- Alava: art. 10 del Decreto Foral 48/1994, de 10 de mayo.

Están legitimados para efectuar el pago las siguientes personas:


	
a. Como deudores principales.
	
i. Los sujetos pasivos de los tributos, lo sean como contribuyentes o como sustitutos.


	
ii. Los retenedores y quienes deban efectuar ingresos a cuenta de cualquier tributo.


	
iii. Los sujetos infractores.





	
b. A falta de pago de las deudas tributarias por los deudores principales están asimismo obligados al pago de las mismas.
	
i. Los responsables solidarios.

	
ii. Los responsables subsidiarios, previa declaración de fallidos de los deudores principales.






	
c. En el caso de Sociedades o Entidades disueltas y liquidadas.Están obligados al pago de sus deudas tributarias pendientes sus socios o partícipes en el capital, que responderán de ellas de acuerdo con lo establecido en el artículo 40 NFGT. 



	
d. Los sucesores mortis causa de los obligados al pago de las deudas tributarias enumerados en los apartados anteriores responderán de ellas de acuerdo con lo establecido en el artículo 39 NFGT se subrogarán en la posición del obligado a quien suceden. 

	
e. Además de los obligados al pago, enumerados en los apartados anteriores, puede efectuar el pago cualquier persona, tenga o no interés en el cumplimiento de la obligación, ya lo conozca y lo apruebe, ya lo ignore el obligado al pago.En ningún caso el tercero que pague la deuda está legitimado para ejercitar ante la Administración los derechos que correspondan al obligado al pago, salvo los derechos que deriven a su favor exclusivamente del acto del pago. 


[La jurisprudencia admite la legitimación estrictamente procesal del tercero que ha pagado la deuda, para solicitar la devolución de lo indebidamente ingresado.

En Alava, el Decreto Foral 43/2011, de 31 de mayo, regula en su Capítulo II un procedimiento para la cesión de créditos tributarios por parte de un obligado tributario con la finalidad de cancelar las deudas tributarias de otro obligado tributario. En realidad esta regulación contiene una forma de pago por tercero de una deuda tributaria.]












Legitimación para recibir el pago en efectivo de la deuda tributaria. NFGT. Álava


 El pago ha de realizarse en la Tesorería Foral, en las Oficinas Liquidadoras de Partido, respecto de las deudas liquidadas por estas, o en las Entidades debidamente autorizadas al efecto.

Son órganos competentes para admitir el pago de las deudas tributarias aquellos que dentro de los respectivos Departamentos de Hacienda de las Diputaciones Forales, tienen encomendada la función recaudatoria. Normalmente, el pago no se realiza directamente en los órganos de recaudación de la administración, sino que se realiza bien en las Entidades de Crédito que prestan el servicio de caja, o bien en las Entidades de Depósito que actúan como entidades colaboradoras en la recaudación previa autorización del Diputado Foral del Departamento de Hacienda.

♦ La Sentencia de la AN de 21-01-10 en relación con la imposición por parte de la Administración tributaria de un recargo por declaración extemporánea entiende que hubo un error por parte de la entidad colaboradora, consistente en ingresar una cantidad inferior a la debida y ordenada por el sujeto pasivo, constatándose la existencia de fondos en la cuenta bancaria del contribuyente, no puede derivar en la imposición de un recargo para éste último. Y es que la conducta del obligado tributario fue en todo momento diligente y el supuesto error debe imputarse exclusivamente a la entidad bancaria, por lo que aplicando los criterios de esta Sala, no cabe girar el recargo, cuando el obligado tributario procedió a actuar correctamente ingresando el importe debido a través de una entidad colaboradora con la Hacienda Pública

Los pagos realizados a órganos no competentes para recibir pagos o a personas no autorizadas para ello no liberan al deudor de su obligación de pago (artículo 19 del RR de Alava).






Justificantes de pago de la deuda tributaria.


 El que paga una deuda tributaria tiene derecho a que se le entregue un justificante del pago realizado.

Son justificantes del pago en efectivo los recibos, las cartas de pago suscritas o validadas por el órgano competente o por las Entidades autorizadas para recibir el pago, las certificaciones acreditativas del ingreso efectuado y cualquier otro documento al que se le otorgue expresamente el carácter de justificante de pago por el correspondiente Departamento de Hacienda.

Los justificantes de pago en efectivo deberán indicar, al menos, las siguientes circunstancias:


	
a. Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal y domicilio de la persona obligada al pago. 

	
b. Concepto, importe de la deuda y periodo a que se refiere. 

	
c. Fecha de pago. 

	
d. Organo, persona o entidad que lo expide. 



Cuando se emplean efectos timbrados, los propios efectos, debidamente inutilizados, constituyen el justificante de pago.







Momento del pago




Pago en efectivo: momento del pago de la deuda tributaria.


 El artículo 60.1 de la NFGT establece que:

["1. Se entiende pagada en efectivo una deuda tributaria cuando se haya realizado el ingreso de su importe en las cajas de los órganos competentes o entidades autorizadas para su admisión."]


Cuando el pago en efectivo se realice a través de Entidades colaboradoras u otras personas autorizadas la entrega al deudor del justificante de ingreso liberará a éste desde la fecha que se consigne en el justificante y por el importe figurado, quedando desde ese momento obligada ante la Hacienda Foral la Entidad o intermediario.

Las ordenes de pago dadas por el deudor a la Entidad colaboradora no surten por sí solas efectos ante la Hacienda Foral. En caso de incumplimiento por la Entidad de la orden de pago recibida, el deudor no queda liberado, sin perjuicio de las acciones que le correspondan frente a la Entidad por su incumplimiento.

	 • La Resolución del OJA de Alava de 05-05-06, establece que la orden de pago dada a la entidad de depósito no tiene efectos liberatorios frente a la Hacienda Foral, siendo la fecha del efectivo ingreso en la entidad colaboradora en la recaudación la que se tendrá en cuenta a efectos de determinar el recargo de apremio procedente.








go mediante efectos timbrados: momento de pago de la deuda tributaria.


 El artículo 60.2 de la NFGT establece que:

["2. En caso de empleo de efectos timbrados se entenderá pagada la deuda tributaria cuando aquellos se utilicen en la forma que reglamentariamente se determine."]


Cuando el pago de las deudas tributarias se realiza y acredita mediante efectos timbrados el empleo, forma, estampación, visado, inutilización, condiciones de canje y demás características de los efectos timbrados se rigen por las normas que regulan los tributos que admiten este medio de pago y por disposiciones reglamentarias.

- Alava: Artículo 29 del Reglamento de Recaudación.

[En el sistema impositivo foral solo se admite el pago mediante efectos timbrados en algunos supuestos incluidos en el ámbito del ITP y AJD.]







Pago en especie: momento de pago de la deuda tributaria. 


 El artículo 60.3 de la NFGT establece que:

["3. El pago en especie extinguirá la deuda tributaria en el momento señalado en la normativa que lo regule."]


Véase el comentario relacionado.







Plazos para el pago




Plazos para el pago de deudas en período voluntario.


 La NFGT al regular los plazos para el pago de las deudas tributarias mantiene la tradicional separación entre el período voluntario y el período ejecutivo como las dos fases del procedimiento para la recaudación de las deudas tributarias con sus correspondientes plazos.

A.  Deudas tributarias autoliquidadas.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 61 de la NFGT, las deudas tributarias resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en los plazos que establezca la normativa de cada tributo.

Por lo tanto, en las deudas autoliquidadas la NFGT no regula un plazo concreto de pago sino que se remite a la regulación que se establezca en la normativa de cada tributo.

B.  Deudas tributarias liquidadas.

El apartado 2 del artículo 61 de la NFGT establece que en el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la Administración, el pago en periodo voluntario deberá efectuarse dentro del plazo señalado por la Administración tributaria que, en ningún caso, podrá ser inferior a un mes posterior al día siguiente al de la recepción de la notificación de la liquidación.

En el presente artículo se establece un peculiar plazo de pago, cuya determinación concreta queda en manos de la administración tributaria, pero que en ningún caso puede ser inferior a un mes.

Dando por supuesto que la determinación del plazo concreto no podrá ser discrecional para la Administración para cada caso, entendemos que deberá establecerse por medio de disposición reglamentaria.

C. Deudas cuya actuación recaudatoria se realice en el marco de la asistencia mutua.

La NFGT incluye en la letra c) del apartado 6 del artículo 61 una mención al plazo para el pago de las deudas tributarias en período voluntario cuando se trate de actuaciones recaudatorias realizadas por la Diputación Foral en el marco de la asistencia mutua.

En la NFGT de Alava se establece que el pago de las deudas de titularidad de otros Estados o entidades internacionales o supranacionales cuya actuación recaudatoria se realice en el marco de la asistencia mutua será requerido al obligado tributario, que deberá efectuarlo en los siguientes plazos:


	
a. Si la notificación del instrumento de ejecución se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente. 

	
b. Si la notificación del instrumento de ejecución se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 5 del mes siguiente o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente. 



No obstante lo anterior, cuando la norma reguladora de la asistencia mutua lo permita, la Administración tributaria podrá desarrollar actuaciones recaudatorias desde la recepción de la solicitud de cobro del Estado o entidad internacional o supranacional requirente, sin necesidad de que haya concluido el plazo de un mes anteriormente referido.

D.  Deudas de notificación colectiva y periódica (tributos de cobro periódico por recibo).

El apartado 3 del artículo 61 establece que el pago en periodo voluntario de las deudas de notificación colectiva y periódica que no tengan establecido otro plazo en su normativa reguladora, deberá efectuarse en el periodo comprendido entre el día 1 de septiembre y el 20 de noviembre o, si este último no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

La Administración tributaria competente podrá modificar el plazo señalado en el párrafo anterior siempre que dicho plazo no sea inferior a dos meses.

El plazo de pago en período voluntario de las deudas correspondientes a tributos de cobro periódico por recibo (deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva en la terminología del Rgto.Recaudación) es el establecido en sus normas reguladoras.

Cuando en dichas normas no se establezca ningún plazo específico, el plazo de pago abarcará desde el día 1 de septiembre al 20 de noviembre o inmediato hábil posterior.

E.  Deudas abonadas mediante efectos timbrados.

La letra d) del apartado 4 del artículo 61 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava establece que las deudas que deban abonarse mediante efectos timbrados se pagarán en el momento de la realización del hecho imponible, si no se dispone otro plazo en su normativa especifica.

Normalmente, el uso de efectos timbrados implica que dicho efecto se usa o inutiliza cuando se realiza el hecho imponible momento que coincide con el pago, toda vez que ese efecto timbrado ya no se puede volver a utilizar.







Plazo para el pago de deudas en período ejecutivo.


 El apartado 5 del artículo 61 establece que:

	 "5. Una vez iniciado el período ejecutivo y notificada la providencia de apremio, el pago de la deuda tributaria deberá efectuarse dentro del plazo señalado por la Administración tributaria que, en ningún caso, podrá ser inferior a un mes posterior al día siguiente al de la recepción de la notificación de la providencia de apremio.


De acuerdo con lo establecido en el artículo transcrito, los plazos de pago de las deudas providenciadas de apremio dependen de la fecha en que la providencia de apremio se notifique al deudor. Se regula un plazo para el pago de forma prácticamente idéntica a la regulación del plazo de pago de las liquidaciones en período voluntario (artículo 61.2 de la NFGT).

En definitiva, se establece que en el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la Administración, el pago en periodo ejecutivo deberá efectuarse dentro del plazo señalado por la Administración tributaria que, en ningún caso, podrá ser inferior a un mes posterior al día siguiente al de la recepción de la notificación de la providencia de apremio.

En el presente artículo se establece un peculiar plazo de pago, cuya determinación concreta queda en manos de la administración tributaria, pero que en ningún caso puede ser inferior a un mes.

Durante este plazo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28.5 de la NFGT, no se exigirán intereses de demora.






Supuestos especiales de suspensión del ingreso de la deuda tributaria.


 Los supuestos especiales de suspensión del ingreso de la deuda tributaria, que en la NFGT se regula en los apartados 6, 7 y 8 del artículo 61, se examinan en el comentario relacionado.







Imputación de pagos




Autonomía de las deudas tributarias.


 El artículo 62.1 de la NFGT establece que las deudas tributarias son autónomas.

La referida autonomía de las deudas tributarias supone que desde su nacimiento hasta su extinción cada deuda tributaria discurre independientemente de otras deudas del mismo obligado tributario.

El elemento determinante para establecer la autonomía es el devengo. Son autónomas las deudas tributarias que se devengan independientemente, con arreglo a los siguientes criterios.

a.  Deudas de devengo instantáneo (ITP y AJD, IS y D).

Cada deuda devengada es autónoma, incluso a efectos penales.

b.  Deudas de devengo periódico (IRPF, IP, IS).

Cada deuda devengada en un período determinado es autónoma a efectos tributarios. Sin embargo a efectos penales, si el periodo impositivo es inferior a doce meses se acumulan las deudas devengadas en un año natural.

c.  Deudas de devengo instantáneo (IVA).

Aunque cada IVA repercutido se devenga instantáneamente, la obligación de pago de la deuda tributaria (IVA repercutido-IVA soportado) nace periódicamente con arreglo a los plazos de declaración e ingreso, por lo que la autonomía solo puede predicarse de la deuda determinada periódicamente. Sin embargo a efectos penales, se acumulan todas las deudas correspondientes al año natural.







Imputación de los pagos.


 La autonomía de las deudas tributarias supone que éstas permanecen individualizadas desde su nacimiento hasta su extinción. Por ello, cuando un mismo obligado tributario es deudor de deudas tributarias distintas (por ejemplo, un profesional persona física puede ser deudor simultáneamente de IRPF, IVA y retenciones) y realiza un pago se plantea la cuestión de determinar a cuál de las deudas pendientes se imputa el pago realizado.

Se llama imputación de pagos a la designación que hace el deudor de la deuda a la que ha de aplicarse el pago cuando tiene varias obligaciones para con un mismo acreedor.

La NFGT regula la imputación de pago de deudas tributarias en el artículo 62 de la NFGT, estableciendo un régimen diferente cuando se refiere a deudas en período voluntario de pago y a deudas en período ejecutivo.

A.  Pago voluntario.

Cuando la deuda está pendiente de pago en período voluntario, como estas son autónomas, se autoriza al deudor al tiempo de hacer el pago a imputarlo a aquellas que libremente determine ( artículo 62.1 de la NFGT).

Señala el apartado 2 de los artículos citados que el cobro de un débito de vencimiento posterior no extingue el derecho de la Administración tributaria a percibir los anteriores que no hayan sido cobrados.

B.  Ejecución forzosa.

El artículo 62.3 de la NFGT establece que en los casos de ejecución forzosa, así como en los de compensación de oficio, en que se hubieran acumulado varias deudas tributarias del mismo obligado tributario y no pudieran extinguirse totalmente, la Administración tributaría aplicará el pago de acuerdo con el criterio que proporcione mayor protección a los intereses de la Hacienda Pública.

Además, en la aplicación del criterio anteriormente señalado deberán tenerse en cuenta las normas sobre prelación y garantías de los créditos tributarios.






Imputación de pagos a distintas entidades públicas.


 El artículo 62.4 de la NFGT establece que:

["4. Cuando se hubieran acumulado varias deudas tributarias a favor de una Administración y de otras entidades de derecho público dependientes de la misma, tendrán preferencia para su cobro las primeras, teniendo en consideración lo dispuesto en la sección 5.ª de este capítulo."]


El precepto, solo se aplica a las deudas tributarias y siempre que se trate de créditos entre una Administración y sus entes de derecho público, pero no a los créditos a favor de distintas Administraciones, sean estas la estatal, las forales, las autonómicas o las locales.






Cobro de una deuda de vencimiento posterior.


 El artículo 62.2 de la NFGT establece que el cobro de un débito de vencimiento posterior no extingue el derecho de la Administración tributaria a percibir los anteriores que no hayan sido cobrados.

La norma tributaria se separa en este aspecto de la norma civil recogida en el art. 1110 del CC, según el cual el recibo del último plazo de un débito extinguirá la obligación en cuanto a los plazos anteriores salvo que el acreedor haga reserva respecto a ello.

Del mismo modo que el cobro de una deuda posterior no extingue el derecho de la Diputación Foral a cobrar las anteriores, las actuaciones inspectoras dirigidas a regularizar una determinada situación tributaria no extingue el derecho de la Hacienda Foral a determinar y exigir otras deudas anteriores no prescritas mediante ulteriores actuaciones.







Consignación para el pago




Consignación para el pago.


 El artículo 63 de la NFGT establece que los obligados tributarios podrán consignar el importe de la deuda tributaria y, en su caso, de las costas reglamentariamente devengadas en la Hacienda Pública, con los efectos liberatorios o suspensivos que las disposiciones reglamentarias determinen.

En el Reglamento de Recaudación se precisa que la consignación puede realizarla cualquier obligado al pago en los siguientes supuestos:

a.  Cuando se interpongan las reclamaciones o recursos procedentes.

En este caso la consignación tendrá efectos suspensivos de la ejecutoriedad del acto impugnado desde la fecha en que haya sido efectuada, cuando se realice de acuerdo con las normas que regulan los recursos y reclamaciones.

b.  Cuando el órgano de recaudación competente o Entidad autorizada para recibir el pago no lo haya admitido indebidamente, o no pueda admitirlo por causa de fuerza mayor.

En este caso la consignación tendrá efectos liberatorios del pago desde la fecha en la que haya sido efectuada y por el importe consignado.








Aplazamiento y fraccionamiento de pago




Requisitos del aplazamiento y fraccionamiento en la NFGT.


 El  artículo 64de la NFGT establece las deudas tributarias que se encuentren en período voluntario o ejecutivo podrán aplazarse o fraccionarse en los términos que se fijen reglamentariamente y previa solicitud del obligado tributario, cuando su situación económico-financiera le impida, de forma transitoria, efectuar el pago en los plazos establecidos.

El requisito básico que permite la concesión del aplazamiento o fraccionamiento de pago es que "su situación económico-financiera (del deudor) le impida, de forma transitoria, efectuar el pago en los plazos establecidos".

Potestad discrecional de la Administración.

En el desarrollo reglamentario que de los aplazamientos y fraccionamientos de pago se ha efectuado en Bizkaia, se añade que la administración apreciará discrecionalmente la situación económico-financiera o de tesorería del deudor (artículo 21.1 RR) de forma que, de una interpretación literal del Reglamento de Recaudación podría deducirse la existencia de una potestad discrecional de la administración para conceder o no el aplazamiento solicitado. En este sentido, debe afirmarse que la mencionada discrecionalidad no puede impedir que el acto dictado por la Administración quede sometido al control de los tribunales.

En Sentencias de la Audiencia Nacional (18 de enero y 7 de octubre de 1996), se rechaza que la facultad de conceder aplazamientos tenga carácter discrecional, considerando que el termino "dificultades transitorias de tesorería", es un concepto jurídico indeterminado, lo que supone que la capacidad de decisión con la que puede actuar la administración en la concesión o denegación de los aplazamientos se limita a determinar si concurren o no los presupuestos justificativos de la misma.


[El TS en Sentencia de 21-05-02, establece que la Administración tributaria realizó una actuación totalmente arbitraria al denegar un aplazamiento de pago en período voluntario y concederlo en período ejecutivo sin haberse producido una modificación sustancial de las condiciones financieras del contribuyente y sin motivación suficiente de los nuevos elementos que hayan dado lugar a la modificación del criterio administrativo.

El TEAF de Gipuzkoa en Resolución de 20-12-01 establece que la concesión o no del aplazamiento es una actividad reglada de la Administración, en cuanto existen regulaciones concretas sobre garantías, causas de rechazo, etc., motivo por el cual la Administración no puede denegar el aplazamiento, si se cumplen todos los condicionantes establecidos por la normativa. No obstante lo anterior, la normativa dispone que para la adopción de la correspondiente resolución la Administración tiene cierta cota de discrecionalidad a la hora de apreciar determinadas cuestiones, y entre ellas la situación de tesorería. El margen de discrecionalidad que tiene la Administración consiste en apreciar si las dificultades de tesorería son transitorias o endémicas, siendo la conclusión a la que se llegue la determinante en la concesión o denegación del aplazamiento solicitado. Y ha de tenerse presente que ese margen de discrecionalidad permite a la Administración adoptar la solución que estime conveniente, aunque la misma deberá estar debidamente fundamentada en datos o hechos que corroboren tal decisión, de manera que no pueda apreciarse desviación de poder por apreciación arbitraria de los hechos concurrentes.]



En el desarrollo reglamentario de los aplazamientos y fraccionamientos de pago realizado en Alava, no se hace ninguna referencia a potestades discrecionales de la administración en esta materia, sin embargo, en los artículos 75 y 84 del RR se dice que, contra la resolución por la que se conceda o deniegue un aplazamiento o fraccionamiento no se admitirá recurso o reclamación alguna. Entendemos que, a la vista de la jurisprudencia anteriormente citada, es de dudosa efectividad el contenido de los mencionados artículos.

En todo caso, conviene insistir en que ni la NFGT ni los respectivos RR reconocen un derecho al aplazamiento o fraccionamiento de pago a todo deudor cuya situación económico-financiera le impida, transitoriamente hacer frente al pago de la deuda tributaria.

Supuestos especiales. Alava

El Decreto Normativo de Urgencia Fiscal 1/2012, de 31 de enero establece en su Disposición Adicional Primera que la Diputación Foral podrá conceder a las empresas en dificultades derivadas de una reclamación administrativa o judicial en curso, condiciones especiales de fraccionamiento y aplazamiento de sus deudas. Estas condiciones especiales podrán referirse a los elementos del fraccionamiento o aplazamiento, tales como plazo o plazos, sistemas de amortización y garantías.

Por su parte, el Decreto Normativo de Urgencia Fiscal 3/2012, de 21 de febrero establece en su artículo único que en los supuestos en que los obligados al pago de deudas acrediten problemas transitorios de tesorería y pueda resultar comprometida la viabilidad de la actividad económica o los puestos de trabajo de los empleados, la Diputación Foral podrá autorizar el fraccionamiento o aplazamiento de las deudas en las condiciones que en cada caso decida. Dichas condiciones podrán referirse a cualquier elemento del aplazamiento o fraccionamiento, tales como la prestación accesoria, garantías o plazos. 







Deudas aplazables.


 A.  Con carácter general.

Con carácter general la NFGT establece que podrán aplazarse o fraccionarse todas las deudas tributarias tanto en período voluntario como en período ejecutivo.

El apartado 6 del artículo 64 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), contempla específicamente los aplazamientos-fraccionamientos de deudas que sean objeto de recaudación por parte de la Diputación Foral en una actuación realizada en el ámbito de la asistencia mutua. En dicho apartado se establece que el procedimiento de aplazamientos-fraccionamientos de pago será también de aplicación a los créditos de titularidad de otros Estados o entidades internacionales o supranacionales respecto de los cuales se haya recibido una petición de cobro, salvo que la normativa sobre asistencia mutua establezca otra cosa.

Deudas no aplazables.

El apartado 2 del artículo 64 de la NFGT  establece que no podrán ser objeto de aplazamiento o fraccionamiento las siguientes deudas tributarias:


	
i. Deudas cuya exacción se realice por medio de efectos timbrados.

	
ii. Deudas derivadas de los tributos sobre el juego.

	
iii. Deudas que tengan la consideración de créditos contra la masa, en los supuestos en los que el obligado tributario se encuentre en situación de concurso.



Por otra parte, en el art. 49.4 del Reglamento de Recaudación de Álava se establece la imposibilidad de conceder aplazamientos de pago sobre las deudas que formen parte de la masa pasiva del concurso. 

B.  Supuestos regulados en las normas de los tributos.

Además de la regulación general de aplazamientos y fraccionamientos contenida en la NFGT y en el Reglamento de Recaudación, las normas reguladoras de los tributos contienen en algunos casos supuestos especiales de aplazamiento y fraccionamiento del pago de la deuda tributaria exigida por dichos tributos.

El artículo 45 de la Norma Foral 11/2005, de 16 de mayo, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones recoge dos supuestos de aplazamiento de pago:


	
i. En el apartado 1, se autoriza el aplazamiento por término de hasta un año de pago de las liquidaciones consecuentes a las transmisiones mortis causa cuando no exista inventariado efectivo o bienes de fácil realización suficientes para el abono de las cuotas liquidadas, siempre que el aplazamiento se solicite antes de expirar el plazo reglamentario de pago. 

	
ii. En el mismo apartado 1, se autoriza el aplazamiento de pago de las cuotas liquidadas por herencia o legado en nuda propiedad hasta la consolidación del dominio, siempre el interesado declare carecer de bienes bastantespara satisfacerlas y sea posible garantizar el pago mediante hipoteca legal, especial sobre otros bienes o fianza bancaria de carácter solidario. El artículo 46 de la mencionada Norma Foral reguladora del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones contiene otros tres supuestos especiales de aplazamiento y fraccionamiento: 



	
iii. En el apartado 1 se autoriza el aplazamiento por un plazo de cinco años, sin devengo de intereses de demora, pero con obligación de constituir garantía suficiente, en los supuestos de transmisión por herencia, legado o donación de una empresa individual que ejerza una actividad industrial, comercial, artesanal, agraria o profesional o de participaciones en entidades a las que sea de aplicación la exención regulada en el número 2 del apartado Diez del artículo 4 de la Norma Foral reguladora del Impuesto sobre el Patrimonio. 

	
iv. En el apartado 3 se autoriza el aplazamiento por un plazo de cinco años, sin devengo de intereses de demora, pero con obligación de constituir garantía suficiente, en los supuestos de liquidaciones consecuencia de la transmisión hereditaria de la vivienda habitual, siempre que el causahabiente sea pariente colateral mayor de sesenta y cinco años, y que hubiese convivido con el causante durante los dos años anteriores al fallecimiento. 

	
v. En el apartado 4, se regula un aplazamiento-fraccionamiento de pago sin constitución de garantía ni devengo de intereses, para los supuestos de seguros sobre la vida en los que el causante sea a su vez el contratante o el asegurado en el seguro colectivo y cuyo importe se perciba en forma de renta. El fraccionamiento será por el número de años en los que se perciba la pensión, si la renta fuera temporal, o en un número máximo de quince años si fuera vitalicia, mientras no se ejercite el derecho de rescate. 








Deudas no aplazables. NFGT de Álava


 El apartado 2 del artículo 64 de la NFGT establece que no podrán ser objeto de aplazamiento o fraccionamiento las siguientes deudas tributarias:


	
i.  Deudas cuya exacción se realice por medio de efectos timbrados.

	
ii.  Deudas derivadas de los tributos sobre el juego.

	
iii.  Deudas que tengan la consideración de créditos contra la masa, en los supuestos en los que el obligado tributario se encuentre en situación de concurso.Por otra parte, el art. 49.4 del Reglamento de Recaudación de Álava establece la imposibilidad de conceder aplazamientos de pago sobre las deudas que formen parte de la masa pasiva del concurso.



	
iv.  Deudas resultantes de la ejecución de decisiones de recuperación de ayudas de Estado.








Garantías exigibles en los aplazamientos y fraccionamientos de deuda tributaria. NFGT. Álava


  Normativa de Alava.

a.  Regimén general.

El  apartado 3 del artículo 64 de la NFGTA establece que las deudas aplazadas o fraccionadas deberán garantizarse en los términos previstos en el artículo 79 de la propia NFGTA y en la normativa recaudatoría.

Las garantías reguladas con carácter general en el artículo 79 de la NFGT son las siguientes:

i.  Aval.

Para garantizar los aplazamientos o fraccionamientos de la deuda tributaria, la Administración tributaria podrá exigir que se constituya a su favor aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución.

En elartículo 26.6 de la NFGT de Alava se establece como excepción al principio general de aplicación del interés de demora tributario que en los supuestos de aplazamiento o fraccionamiento de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca, mediante certificado de seguro de caución o mediante cualquier tipo de garantía considerada suficiente por la Administración, el interés de demora exigible será el interés legal.

En el artículo 60.3 del RR de Alava se establece que la garantía debe cubrir el importe de la deuda, recargos e intereses de demora.

La Sentencia del TS de 14-06-05 establece que el avalista no puede pretender la revisión del procedimiento seguido contra el obligado principal, porque su obligación es autónoma y no se deriva de una previsión legal sino de un acuerdo de voluntades, siendo exigible desde que se cumple el presupuesto de hecho establecido en dicho acuerdo.

ii.  Otras garantías.

Cuando se justifique que no es posible obtener dicho aval o certificado o que su aportación compromete gravemente la viabilidad de la actividad económica, la Administración tributaria podrá admitir garantías que consistan en hipoteca, prenda, fianza personal y solidaria u otra que se estime suficiente, en la forma que se determine reglamentariamente.

iii.  Medidas cautelares.

En los términos que se establezcan reglamentariamente, el obligado tributario podrá solicitar de la Administración tributaria que adopte medidas cautelares en sustitución de las garantías previstas.

b.  Supuestos en los que no es necesario aportar garantías.

La  letra a) del apartado 2 del artículo 79 de la NFGTA establece que podrá dispensarse total o parcialmente al obligado tributario de la constitución de garantías cuando las deudas tributarias sean de cuantía inferior a la que se fije reglamentariamente. Esta excepción podrá limitarse a solicitudes formuladas en determinadas fases del procedimiento de recaudación.

El Reglamento de Recaudación regula las siguientes excepciones:

- Reglamento de Recaudación de Alava:

De acuerdo con lo dispuesto en el RR de Alava, no se exigirán garantías en los siguientes supuestos:


	
i. Deudas que se encuentren en período voluntario, cuya cuantía sea igual o inferior a 10.000 euros por cada concepto tributario (artículo 52 RR). El plazo máximo de concesión de estos aplazamientos o fraccionamientos será:

- Fraccionamientos: 11 plazos mensuales con vencimientos en los distintos meses del año, pudiendo quedar excluido el mes de agosto. 

- Aplazamientos: 6 meses, pudiendo quedar excluido el mes de agosto.



	
ii. Deudas en período voluntario, cualquiera que sea su cuantía, de obligados tributarios que se encuentren habitualmente al corriente de sus obligaciones tributarias (artículo 66 RR). El plazo máximo de concesión de estos aplazamientos o fraccionamientos será:

- Fraccionamientos: 3 plazos mensuales con vencimientos en los distintos meses del año, pudiendo quedar excluido el mes de agosto.

- Aplazamientos: 1 mes, pudiendo quedar excluido el mes de agosto.



	
iii. Solicitudes de aplazamiento por deudas de IRPF, cuya base liquidable total no exceda de 20.000 euros en declaración individual y de 30.000 euros en declaración conjunta (artículo 77 RR).El plazo máximo de concesión de estos aplazamientos o fraccionamientos será:

- Fraccionamiento: 6 meses.

- Aplazamiento: 5 meses.





c.  Dispensa de garantías.

La  letra b) del apartado 2 del artículo 79 de la NFGTA establece quepodrá dispensarse total o parcialmente al obligado tributario de la constitución de garantías cuando el obligado al pago carezca de bienes suficientes para garantizar la deuda y la ejecución de su patrimonio pudiera afectar sustancialmente al mantenimiento de la capacidad productiva y del nivel de empleo de la actividad económica respectiva, o pudiera producir graves quebrantos para los intereses de la Hacienda Pública, en la forma prevista reglamentariamente.

Además la letra c) del apartado 2 del citado artículo establece que podrá dispensarse total o parcialmente al obligado tributario de la constitución de garantías en los demás casos que establezca la normativa tributaria.

Los artículos 63 a 65 del RR de Alava desarrollan las condiciones de la concesión de aplazamientos sin aportación de garantía.

En los referidos artículos se establece que en las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento en las que no se ofrezca ninguna garantía, el obligado tributario deberá presentar la siguiente documentación:


	
- Saldos medios de todas sus cuentas bancarias, del tipo o modalidad que sean. Estos saldos medios, que se especificarán por cada cuenta de ahorro, irán referidos al trimestre anterior a la fecha de solicitud.

	
- Autorización incondicional para que la Diputación Foral de Álava, a través de los Servicios de la Dirección de Hacienda, pueda conocer los saldos y el movimiento de todas sus cuentas bancarias, del tipo o modalidad que sean, durante el período de tiempo que dure el fraccionamiento o aplazamiento solicitado.

	
- Relación de bienes y derechos de contenido económico de que sea titular.

	
- Memoria explicativa que justifique la imposibilidad de efectuar el pago en el plazo establecido, especificando las causas que motivan la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, así como las previsiones de tesorería referidas al tiempo para el que se solicita dicho aplazamiento o fraccionamiento.



El plazo máximo de concesión de estos aplazamientos o fraccionamientos será:


	
- Fraccionamientos: 11 plazos mensuales con vencimientos en los distintos meses del año, pudiendo quedar excluido el mes de agosto. 

	
- Aplazamientos: 6 meses, pudiendo quedar excluido el mes de agosto.



Excepcionalmente, el Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos podrá conceder aplazamientos o fraccionamientos por períodos de tiempo superiores a los señalados, siempre que concurran circunstancias excepcionales o razones de interés público.






Intereses de demora.


 Como regla general, los aplazamientos o fraccionamientos de pago devengan intereses de demora sobre las cantidades aplazadas o fraccionadas.

En el artículo 26.6 de la NFGT  se establece como excepción al principio general de aplicación del interés de demora tributario que en los supuestos de aplazamiento o fraccionamiento de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca, mediante certificado de seguro de caución o mediante cualquier tipo de garantía considerada suficiente por la Administración, se establece como excepción al principio general de aplicación del interés de demora tributario que en los supuestos de aplazamiento o fraccionamiento de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o mediante certificado de seguro de caución, el interés exigible será el interés legal y no el interés de demora tributario.






Efectos de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.


 A.  En período voluntario.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 64.4 de la NFGT la presentación de una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento en período voluntario impedirá el inicio del periodo ejecutivo, pero no el devengo del interés de demora.

B.  En período ejecutivo.

Las solicitudes en período ejecutivo podrán presentarse hasta el momento en que se notifique al obligado el acuerdo de enajenación de los bienes embargados.

La Administración tributaria podrá iniciar o, en su caso, continuar el procedimiento de apremio durante la tramitación del aplazamiento o fraccionamiento. No obstante, deberán suspenderse las actuaciones de enajenación de los bienes embargados hasta la notificación de la resolución denegatoria del aplazamiento o fraccionamiento.






Procedimiento para el aplazamiento o fraccionamiento de la deuda tributaria.


 A. Solicitud

El aplazamiento o fraccionamiento de pago debe solicitarse a los órganos competentes. Los órganos competentes para la concesión de aplazamientos y fraccionamientos se establecen en el Reglamento de Recaudación.

Si la deuda se encuentra en periodo voluntario, la solicitud debe presentarse dentro del plazo fijado para el pago voluntario. Si la deuda se encuentra en periodo ejecutivo, la solicitud puede presentarse en cualquier momento anterior al acuerdo de enajenación de los bienes embargados.

A la solicitud debe acompañarse la garantía que se aporta y los demás extremos regulados en los arts. 53, 57 y 63 del Reglamento de Recaudación.

Previos los actos de trámite necesarios, el órgano competente resolverá conceder o denegar el aplazamiento o fraccionamiento solicitado, así como los plazos y condiciones.

B. Inadmisión de solicitudes

Por su parte, en la normativa tributaria de Alava no se habla de inadmisiones, el artículo 49 del Reglamento de Recaudación habla de solicitudes improcedentes, que podría considerarse como un término similar. Así, en dicho artículo se establece que:


	
i. No se concederá el aplazamiento o fraccionamiento de deudas a los obligados tributarios en los que, en el momento de efectuar la petición, concurra alguna de las siguientes circunstancias:
	
- Que no hayan presentado las autoliquidaciones o declaraciones, incluidas las formales, a que vengan obligados o que incumplan alguna petición o solicitud de información o colaboración de contenido tributario formulada por la Diputación Foral de Álava.

	
- Que tengan deudas tributarias pendientes de pago en período ejecutivo, salvo que las mismas se encuentren garantizadas, aplazadas o fraccionadas.





	
ii. Tampoco se concederá aplazamiento o fraccionamiento de deudas previamente aplazadas o fraccionadas excepto en aquellos supuestos en los que, contrastadamente, se acredite su necesidad y viabilidad de cumplimiento.

	
iii. No se concederá aplazamiento o fraccionamiento de pago de las deudas procedentes del Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte y del concepto transmisiones patrimoniales onerosas, vehículos de tracción mecánica del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

	
iv. En el supuesto de existencia de procedimiento concursal quedan exceptuadas de aplazamiento o fraccionamiento las deudas que se consideren que formen parte de la masa pasiva, por lo que su tratamiento quedará supeditado a lo que resulte en aplicación de la normativa correspondiente. En este sentido, cualquier solicitud de aplazamiento o fraccionamiento de deuda que se formule con posterioridad a la iniciación de procedimiento judicial de concurso del deudor se considerará improcedente. Las solicitudes formuladas con anterioridad a dicha iniciación, se considerarán que han sido desistidas en la fecha de iniciación del procedimiento judicial.



C. Plazo de resolución

En la normativa de Alava no se regula un plazo de máximo de resolución específico para las solicitudes de aplazamiento de pago de deudas, por lo que habrá que acudir al plazo genérico contenido en el artículo 100.1 de la NFGT, en el que se establece que el plazo máximo en que debe notificarse la resolución será el fijado por la normativa reguladora del correspondiente procedimiento, pero cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen plazo máximo, como es el caso presente, éste será de seis meses. Este plazo se contará, en los procedimientos iniciados a instancia del interesado, desde la fecha en que el documento haya tenido entrada en el registro de la Administración competente para su tramitación.






Falta de pago de las deudas aplazadas o fraccionadas.


 El artículo 76 del Reglamento de Recaudación, aprobado por Decreto Foral 48/1994, de 10 de mayo, contiene una regla general para el caso de impago tanto de aplazamientos como de fraccionamientos, estableciendo que si llegado el vencimiento del plazo concedido no se efectúa el correspondiente ingreso, se considerarán también vencidos en el mismo día los plazos posteriores que se hubieran concedido, correspondientes a la deuda que resulte afectada por la falta de ingreso.

A lo anterior se añade que, en el caso de que el aplazamiento o fraccionamiento se encuentren garantizados, con aval o con otra garantía, el Servicio de Recaudación iniciará los trámites necesarios para su ejecución.

En el caso de aplazamientos o fraccionamientos sin garantizar, se procederá a expedir providencia de apremio por el principal e intereses de demora devengados por el plazo impagado y por los principales de los plazos posteriores que se hubiesen concedido. Si la deuda ya se encontraba en período ejecutivo, se continuará el procedimiento administrativo en esta vía.

Establecidas las anteriores normas para el caso de impago, el Reglamento de Recaudación dispone que, no obstante, se admitirá el pago por el saldo debido efectuado con posterioridad al vencimiento, con aplicación del recargo e intereses correspondientes, si se efectúa antes de que materialmente se haya procedido a ejecutar la garantía, a notificar la providencia de apremio o a notificar la continuación del procedimiento en la vía de apremio, en cuyo caso el fraccionamiento concedido seguirá vigente.







Sección tercera. Prescripción

Plazo de prescripción




Prescripción del ejercicio de potestades y derechos en materia tributaria.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 65 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), el plazo de prescripción para el ejercicio de las diferentes potestades de la administración tributaria y de los derechos del obligado tributario en materia tributaria es de cinco años.

El plazo de prescripción de cinco años entró en vigor el 21 de marzo de 2013 (anteriormente era de 4 años).

A continuación se relacionan las potestades y derechos que son objeto de prescripción.

A.  Potestad de la Administración para determinar la deuda.

Prescribe a los 5 años el ejercicio de la potestad de la Administración tributaria para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación. Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a los hechos imponibles devengados a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio del derecho de la Administración tributaria para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación.

El mencionado plazo de prescripción es de aplicación general en todos los tributos.

La prescripción del derecho a liquidar opera con independencia para cada deuda tributaria autónoma, sin perjuicio de que determinadas actuaciones administrativas puedan tener efecto sobre diversas deudas.

La prescripción del derecho a liquidar la deuda tributaria determina la imposibilidad de exigir las obligaciones formales accesorias de aquélla. Así, una vez que ha prescrito la obligación principal (pagar la deuda tributaria), no se pueden exigir declaraciones ni comunicaciones relativas a aquélla y cesa la obligación de conservar libros, registros, documentos y justificantes relativos a la misma. También cesa la obligación de facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones, así como la de facilitar a la Administración datos, informes, antecedentes o justificantes relativos a la deuda prescrita.

La prescripción del derecho a liquidar implica también la prescripción del derecho a comprobar los valores declarados por el contribuyente, que se convierten en firmes y definitivos, sin que puedan ser objeto de ulterior comprobación (STS 25-03-91), aunque tengan efectos en impuestos no prescritos.

	 Por ejemplo, el valor de compra de un bien, declarado y no comprobado en un impuesto prescrito, ITP, y AJD puede tener efectos en años posteriores en impuestos no prescritos, como el Impuesto sobre el Patrimonio o el IRPF cuando dicho bien se venda.


B.  Potestad de la Administración para exigir el pago de las deudas.

Prescribe a los 5 años el ejercicio de la potestad de la Administración tributaria para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliquidadas.  Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a las deudas tributarias o cantidades liquidadas o autoliquidadas a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio del derecho de la Administración tributaria para exigir el pago de las mismas.

En el supuesto de deudas tributarias autoliquidadas y no ingresadas se computan por separado el plazo de prescripción del derecho de la Administración para comprobarlas y practicar la correspondiente liquidación, y el del derecho a exigir el pago en la cuantía autoliquidada.

C.  Derecho a solicitar devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

Prescribe a los 5 años el ejercicio del derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo. Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a las solicitudes que se presenten a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio de los derechos de los obligados tributarios a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo y siempre que el mencionado derecho no se encuentre prescrito en la referida fecha con arreglo a la normativa anteriormente vigente.

Esta regulación es nueva en la NFGT, dado que hasta ahora este derecho se regulaba en la normativa propia de cada tributo donde existen este tipo de devoluciones (IRPF, I. Sociedades, IVA).

D.  Derecho a solicitar devoluciones de ingresos indebidos.

Prescribe a los 5 años el ejercicio del derecho a solicitar las devoluciones de ingresos indebidos. Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a las solicitudes que se presenten a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio de los derechos de los obligados tributarios a solicitar las devoluciones de ingresos indebidos tributo y siempre que el mencionado derecho no se encuentre prescrito en la referida fecha con arreglo a la normativa anteriormente vigente.

El derecho a la devolución puede ser ejercitado por los sujetos pasivos o responsables y sus herederos o causahabientes por los ingresos que indebidamente hubieran realizado en la Hacienda Foral con ocasión del pago de las deudas tributarias.

E.  Derecho a solicitar el reembolso del coste de garantías.

Prescribe a los 5 años el ejercicio del derecho a solicitar el reembolso del coste de las garantías aportadas para suspender la ejecución de una deuda tributaria en cuanto ésta sea declarada improcedente por sentencia o resolución administrativa, y dicha declaración adquiera firmeza. Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a las solicitudes que se presenten a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio de los derechos de los obligados tributarios a solicitar el reembolso del coste de las garantías, y siempre que el mencionado derecho no se encuentre prescrito en la referida fecha con arreglo a la normativa anteriormente vigente.

F.  Derecho a obtener devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

Prescribe a los 5 años el ejercicio del derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo. Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a los derechos que se reconozcan a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio de los derechos de los obligados tributarios a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo y siempre que el mencionado derecho no se encuentre prescrito en la referida fecha con arreglo a la normativa anteriormente vigente.

Esta regulación es nueva en la NFGT, dado que hasta ahora este derecho se regulaba en la normativa propia de cada tributo donde existen este tipo de devoluciones (IRPF, I. Sociedades, IVA).

G.  Derecho a obtener devoluciones de ingresos indebidos.

Prescribe a los 5 años el ejercicio del derecho a obtener las devoluciones de ingresos indebidos. Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a los derechos que se reconozcan a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio de los derechos de los obligados tributarios a obtener las devoluciones de ingresos indebidos y siempre que el mencionado derecho no se encuentre prescrito en la referida fecha con arreglo a la normativa anteriormente vigente.

El procedimiento para la devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria, se regula en el Decreto Foral 178/1991, de 5 de marzo.

H.  Derecho a obtener el reembolso del coste de garantías.

Prescribe a los 5 años el ejercicio del derecho a obtener el reembolso del coste de las garantías aportadas para suspender la ejecución de una deuda tributaria en cuanto ésta sea declarada improcedente por sentencia o resolución administrativa, y dicha declaración adquiera firmeza. Este nuevo plazo de prescripción será aplicable a los derechos que se reconozcan a partir de 21 de marzo de 2013, en lo que se refiere al ejercicio de los derechos de los obligados tributarios a obtener el reembolso del coste de las garantías, y siempre que el mencionado derecho no se encuentre prescrito en la referida fecha con arreglo a la normativa anteriormente vigente.

I.  Potestad de la Administración para imponer sanciones.

Otra potestad administrativa cuyo ejercicio puede ser objeto de extinción por prescripción es la de imponer sanciones tributarias.

Ahora bien, la referida extinción por prescripción y su plazo no se regulan en el Titulo II de la NFGT sino que se contienen, como consecuencia de la plena separación de toda la regulación referente al procedimiento sancionador, en el Titulo IV.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 193.2 de la NFGT, prescribe a los 5 años el ejercicio de la potestad de la Administración tributaria para imponer sanciones tributarias. Este plazo de prescripción que vino a modificar el anterior de 4 años entró en vigor el 21 de marzo de 2013, estableciéndose que este nuevo plazo de prescripción será aplicable a las infracciones cometidas a partir de dicha fecha.

Este plazo de prescripción se aplica para imponer las sanciones tributarias. Una vez impuestas las correspondientes sanciones se aplica para su cobro el plazo de prescripción de 5 años para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas, a que se refiere la letra B anterior.

La prescripción de la acción penal para sancionar los delitos contra la Hacienda Pública se regula en el Código Penal y es independiente de la prescripción para imponer sanciones tributarias.

No resultan de aplicación al ámbito tributario los plazos de prescripción más breves aplicables a las infracciones administrativas en general, que se regulan en la Ley de Procedimiento Administrativo Común.







Prescripción de los delitos contra la Hacienda Pública.


 El plazo de prescripción del derecho de la Administración para imponer sanciones tributarias no afecta a los delitos contra la Hacienda pública regulados en el Título XIV del Código Penal, aprobado por LO 10/1995, de 23 de abril, cuyo plazo de prescripción es de 5 años, según dispone el artículo 131 del Código Penal.

Anteriormente, la diferencia en cuanto a los plazos de prescripción en el procedimiento administrativo sancionador (4 años) y en el procedimiento penal (5 años), suponía un desajuste con el plazo de prescripción de la acción penal, que continua siendo de cinco años, planteándose si era posible o no ejercer la acción penal en el quinto año, ya que la deuda tributaria, base del delito de defraudación tributaria, había prescrito.

	 • La Sentencia del TS de 10-10-01 afirma (apartado 5 del fundamento segundo) que "la liquidación provisional es un presupuesto de procedibilidad, en el sentido técnico que le da la doctrina, es decir, como circunstancias de las que depende la admisión del proceso en su totalidad o ciertas partes del mismo". En definitiva, debe entenderse que esta Sentencia considera necesaria la existencia de una liquidación en sentido material, es decir, una concreción o determinación de la cuantía del impuesto de cuya elusión se acusa, lo que no implica que sea necesario un acto administrativo de liquidación, que precisamente cuando hay indicios de delito fiscal no puede producirse, en virtud de la prejudicialidad penal. La consecuencia de lo anterior en relación con la prescripción penal es que "la caducidad de las facultades de la Administración de practicar la liquidación tributaria... tiene efectos sobre la posibilidad de iniciación del procedimiento penal por un delito fiscal correspondiente a un ejercicio del que ha prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria". En Consecuencia, prosigue la sentencia, "si la Administración ha practicado la determinación del impuesto eludido dentro de los cuatro años que prevé el artículo 64 de la LGT, mientras no hayan transcurrido los cinco que establece el artículo 131 del Código Penal, cabe la iniciación del proceso penal por delito fiscal que se podría haber cometido. Por el contrario, si no han transcurrido los cinco años para la prescripción del delito, pero han transcurrido los cuatro años de los que la Administración estaba facultada para determinar la deuda, no será posible la iniciación del procedimiento, pues no se contará con un presupuesto del mismo".· La interpretación mantenida en la Resolución anteriormente citada se matiza de una forma sustancial en la Sentencia del mismo Tribunal Supremo de 30-10-01. En principio se establece que "nada obsta a que el delito se someta legalmente a plazos de prescripción más largos que la infracción administrativa, en razón de su mayor gravedad", por lo que la Sentencia sostiene la independencia del plazo de prescripción previsto en la normativa penal del establecido en la normativa tributaria. Esta Sentencia se refiere expresamente a la interpretación contenida en la de 10-10-01 sobre la necesidad de liquidación administrativa previa, matizando que dicha interpretación "se refiere sólo a las ocasiones en que la Agencia Tributaria tenía en su poder los elementos para determinar el Impuesto evadido y en los que el Fiscal solo se ha valido de las liquidaciones provisionales que le proporciono la Agencia Tributaria", pero no es trasladable a los supuestos "en que los datos de donde se deduce la infracción criminal aparecen como consecuencia de la instrucción procesal, investigación judicial que permite al juez, una vez que tiene conocimiento de la notitia criminis, a tráves de los diversos modos que puede ingresar en el procedimiento penal, con una determinación indiciaria, al menos, respecto del ilícito investigado,...pues en este caso no puede decirse que sea necesaria la liquidación administrativa previa, por no contar con tales datos la Administración tributaria, y estar sin embargo el delito en condiciones de ser perseguido, por no haber transcurrido aún el plazo de prescripción a que hace referencia el artículo 131 del CP.".

· En la misma línea de la resolución anterior, la Sentencia del Tribunal Supremo de 15-07-02, deja claro que la modificación del plazo de prescripción en el ámbito tributario no afecta al plazo de prescripción penal, de forma que, como consecuencia del vencimiento del plazo de prescripción regulado en la normativa tributaria "...lo que se extingue por imperativo del precepto citado, pasados cuatro años, es la iniciativa de uno de los sujetos estatales --ciertamente, el principal por razón de especialidad, pero no el único-- con capacidad legal para reaccionar frente al impago de los impuestos. Lo que hace que, subsistente la acción penal por ese motivo, ésta pueda perfectamente ser ejercitada, por ejemplo, por el Fiscal que disponga de la correspondiente notitia criminis. Añadiendo, en relación con los posibles efectos perturbadores de la existencia de una dualidad en los plazos de prescripción que, "...la prescripción de los delitos es materia que regula el CP, que no fue modificado al aprobarse la L 1/1998; y que la obviedad de la divergencia que introducía en el tratamiento de las dos dimensiones --fiscal y penal-- del asunto impide pensar en un posible descuido del legislador. A esto debe añadirse que la convivencia de ambas regulaciones no plantea ninguna antinomia de orden legal y tampoco una contradicción en el plano de los principios, que, de darse, serían intolerables desde el punto de vista de la necesaria coherencia del ordenamiento.

En segundo término, es preciso afirmar que existe una perfecta compatibilidad, desde la perspectiva del bien jurídico, entre la opción representada por la renuncia estatal a investigar y perseguir los incumplimientos de índole tributaria una vez transcurridos cuatro años, y la decisión de mantener operativa la respuesta penal más allá de ese plazo."

· En la misma línea de negar eficacia penal al plazo de prescripción tributaria, las Sentencias del Tribunal Supremo de 5-12-02  y 03-04-03. 




En relación con el plazo de prescripción penal de 5 años y su interrupción, la Sentencia del Tribunal Constitucional 63/2005, de 14 de marzo establece, con carácter general, que resulta arbitrario e irrazonable entender interrumpida la prescripción penal por la mera interposición de una denuncia o querella (como había entendido en reiteradas ocasiones la Sala Segunda del Tribunal Supremo), no pudiendo considerarse que la acción se dirige frente al culpable hasta que media un pronunciamiento del órgano jurisdiccional.

	 · La sentencia del TC nº 63/2005, de 14 de marzo de 2005, se aleja de la doctrina mayoritaria del Tribunal Supremo, declarando la necesariedad de que medie una interposición judicial, dirigida a la admisión a trámite de la denuncia o querella, para apreciar la interrupción del plazo prescriptivo del delito fiscal. Como fundamento de su decisión declara que el instituto de la prescripción no persigue finalidades estríctamente procesales, de establecer límites temporales de ejercicio de la acción penal por parte de los denunciantes o querellantes, sino de naturaleza material de limitar temporalmente el ejercicio del "ius puniendi".· En la misma línea la sentencia de 19 de mayo de 2005 del Tribunal Supremo  se aleja de la doctrina jurisprudencial hasta ahora mantenida al considerar que la interrupción del plazo prescriptivo se produce con el Auto de incoación de diligencias previas. Se podría pensar, sin embargo, que si en el caso el plazo de prescripción finalizase antes del Auto de incoación de diligencias previas, el Tribunal hubiera mantenido el criterio fijado hasta el momento, pero en cuanto no finalizaba hasta un momento posterior, ha podido optar por un nuevo criterio, acercándose así al último pronunciamiento del TC sobre la materia.

· Cabe destacar que la sentencia del TC de 14 de marzo de 2005, ha sido criticada por el acuerdo de la Sala General del Tribunal Supremo de 12 de mayo de 2005 al decretar que el TC "insiste en la extensión de la jurisdicción constitucional basándose en una interpretación de la tutela judicial efectiva que vacía de contenido el art. 123 de la CE que establece que el Tribunal Supremo es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales, por lo que, ..., le incumbe la interpretación en última instancia de las normas penales".









Prescripción de otros créditos de la Hacienda Foral.


 El plazo de prescripción de los créditos o derechos de naturaleza pública distintos de los tributarios, de la Hacienda Foral de Alava se establece en el artículo 21 de la Norma Foral 53/1992, de 18 de diciembre, de Régimen Económico y Presupuestario del Territorio Histórico de Alava.

En el mencionado artículo se establece que, salvo lo dispuesto por las normas forales reguladoras de los distintos recursos, prescribirá a los cinco años el derecho de la Hacienda Foral:


	
a) Reconocer o liquidar créditos de naturaleza pública a su favor, contándose dicho plazo desde el día en que el derecho pudo ejercitarse.

	
b) Cobrar los créditos de naturaleza pública reconocidos o liquidados, a contar desde la fecha de su notificación o, si ésta no fuera preceptiva, desde su vencimiento.








La comprobación administrativa en períodos impositivos prescritos


 La posibilidad de comprobar periodos impositivos prescritos que tengan efectos tributarios sobre periodos no prescritos se regula en el artículo 65 bis con el siguiente texto: 

“1. La prescripción de derechos establecida en el artículo 65 de esta Norma Foral no afectara al derecho de la Administración para realizar comprobaciones e investigaciones conforme al artículo 111 de esta Norma Foral salvo lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. El derecho de la Administración para iniciar el procedimiento de comprobación de las bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación o de deducciones aplicadas o pendientes de aplicación, prescribirá a los treinta y cinco años a contar desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario establecido para presentar la declaración o autoliquidación correspondiente al ejercicio o periodo impositivo en que se generó el derecho a compensar dichas bases o cuotas o a aplicar dichas deducciones.

En los procedimientos de inspección de alcance general a que se refiere el artículo 145 de esta Norma Foral, respecto de obligaciones tributarias y periodos cuyo derecho a liquidar no se encuentre prescrito, se entenderá incluida, en todo caso, la comprobación de la totalidad de las bases o cuotas pendientes de compensación o de las deducciones pendientes de aplicación, cuyo derecho a comprobar no haya prescrito de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo anterior. En otro caso, deberá hacerse expresa mención a la inclusión, en el objeto del procedimiento, de la comprobación a que se refiere este apartado, con indicación de los ejercicios o periodos impositivos en que se generó el derecho a compensar las bases o cuotas o a aplicar las deducciones que van a ser objeto de comprobación. 

La comprobación a que se refiere este apartado y, en su caso, la corrección o regularización de bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación o deducciones aplicadas o pendientes de aplicación respecto de las que no se hubiese producido la prescripción establecida en el párrafo primero, sólo podrá realizarse en el curso de procedimientos de comprobación relativos a obligaciones tributarias y períodos cuyo derecho a liquidar no se encuentre prescrito.

3. Salvo que la normativa propia de cada tributo establezca otra cosa, la limitación del derecho a comprobar a que se refiere el apartado anterior no afectará a la obligación de aportación de las liquidaciones o autoliquidaciones en que se incluyeron las bases, cuotas o deducciones y la contabilidad con ocasión de procedimientos de comprobación e investigación de ejercicios no prescritos en los que se produjeron las compensaciones o aplicaciones señaladas en dicho apartado.”

En el texto transcrito, la NFGT está facultando a la Administración tributaria para comprobar la realidad, procedencia y cuantía de los créditos fiscales cualquiera que sea el ejercicio en el que se originaron, aunque el mismo se encuentre prescrito, pero que afecten a ejercicios no prescritos. 

Se establece de forma expresa que las referidas actuaciones no pueden dar lugar a liquidaciones respecto de los ejercicios de que procedan, esto es, de los que estén prescritos.

Debido a la duración del plazo para aplicar créditos fiscales en determinados impuestos (por ejemplo la compensación de bases imponibles negativas en el Impuesto sobre Sociedades en cuya normativa se establece un plazo de 30 años para poder compensar bases imponibles negativas de ejercicios anteriores, artículo 55 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, y a la duración del plazo de prescripción (5 años) establecido en la NFGT, en muchos casos se producirá la circunstancia de que ha prescrito la potestad de la Administración tributaria para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación respecto del ejercicio en el que se originó el crédito fiscal, en el momento en el que la Administración tributaria procede a liquidar el ejercicio en el que aquellos créditos fiscales van a surtir efecto.

Ahora bien, queda claro en el texto de la NFGT que lo que el legislador está permitiendo a la Administración tributaria es comprobar la realidad y cuantía del crédito fiscal que debe surtir efectos en el ejercicio no prescrito, pero nunca liquidar por el ejercicio prescrito en el que se produjeron los créditos fiscales.

La posibilidad de comprobar bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación o de deducciones aplicadas o pendientes de aplicación, prescribe a los treinta y cinco a contar desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario establecido para presentar la declaración o autoliquidación correspondiente al ejercicio o periodo impositivo en que se generó el derecho a compensar dichas bases o cuotas o a aplicar dichas deducciones.

Hay que tener en cuenta que en la NFGT de Bizkaia se especifica que también podrán comprobarse los hechos, actos, actividades, explotaciones y negocios, cualquiera que sea el ejercicio en el que se realizaron, aunque este se encuentre prescrito o caducado, siempre que tengan efectos fiscales en ejercicios o periodos en los que dicha prescripción o caducidad no se hubiese producido. Y aunque en Álava no se realiza esta concreción, bien es cierto que podría considerarse que estas posibilidades de comprobación se encuentran ya incluidas de manera implícita en las facultades de comprobación que en dichos textos se confieren a la Administración tributaria.

Plazo de conservación de los justificantes del crédito fiscal

Esta regulación se completa con el contenido del apartado 3 del artículo 69 en el que se regula el tiempo que el obligado tributario debe conservar los justificantes del crédito fiscal, estableciendo que la obligación de justificar la procedencia de los datos que tengan su origen en operaciones realizadas en períodos impositivos prescritos se mantendrá durante el plazo de prescripción del derecho para determinar las deudas tributarias afectadas por la operación correspondiente.







Cómputo de los plazos de prescripción




Del ejercicio de la potestad para determinar la deuda tributaria.


 De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 66 de la NFGT, el plazo de prescripción comenzará a contarse, en el caso del ejercicio de la potestad para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación, desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario para presentar la correspondiente declaración o autoliquidación.

La presentación de una declaración complementaria fuera de plazo interrumpe el plazo de prescripción, que se computa de nuevo desde la fecha de presentación de la declaración complementaria.

En este apartado se añade una regla especial para determinar el inicio del cómputo del plazo de prescripción cuando se trata de tributos de cobro periódico por recibo (IBI; IAE). Para estos casos la NFGT establece que en los tributos de cobro periódico por recibo, cuando para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación no sea necesaria la presentación de declaración o autoliquidación, el plazo de prescripción comenzará el día de devengo del tributo. En los tributos de cobro periódico por recibo, con posterioridad al alta en el respectivo registro, padrón o matrícula, no se precisa de la presentación de declaración ni autoliquidación, por lo que el comienzo del cómputo del plazo de prescripción se sitúa en el momento del devengo, ya que es a partir de ese momento cuando la Administración tributaria puede realizar las actuaciones dirigidas a la liquidación del tributo. 







Cómputo de los plazos de prescripción. Del ejercicio de la potestad para exigir el pago de las deudas tributarias. 


 A.  Deudores principales.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 66.1 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), el plazo de prescripción comenzará a contarse, en el caso del ejercicio de la potestad para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliquidadas, desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo de pago en período voluntario.

B.  Responsables.

En el mismo artículo anteriormente citado se regula el "dies a quo" aplicable en el caso de los responsables, distinguiendo los supuestos de responsabilidad solidaria de los de responsabilidad subsidiaria.

a.  Responsables solidarios.

El plazo de prescripción para el ejercicio de la potestad para exigir la obligación de pago a los responsables solidarios comenzará a contarse desde el día siguiente a la finalización del plazo de pago en período volntario del deudor principal.

Establecida así la regla general para determinar el “dies a quo” para el cómputo del plazo de prescripción de los responsables solidarios, la NFGT regula excepciones a dicha regla general para los casos en los que el hecho habilitante para apreciar la responsabilidad concurra con posterioridad al día siguiente a la finalización del periodo voluntario de pago del deudor principal

En el artículo 66.2 de la NFGT de Alava se establece una excepción general para el caso de que los hechos que constituyan el presupuesto de la responsabilidad se produzcan con posterioridad al día siguiente a la finalización del periodo voluntario de pago del deudor principal. En estos casos el plazo de prescripción se iniciará a partir del momento en que tales hechos hubieran tenido lugar.

b.  Responsables subsidiarios.

El plazo de prescripción para el ejercicio de la potestad para exigir la obligación de pago a los responsables subsidiarios comenzará a computarse desde la notificación de la última actuación recaudatoria practicada al deudor principal o a cualquiera de los responsables solidarios.

En estos supuestos habrá que determinar cual es la última actuación recaudatoria notificada al deudor principal o al responsables solidario. De acuerdo con lo establecido en el artículo 177 de la NFGT entendemos que esta actuación debe ser la declaración de fallido de los referidos deudores.

• La Sentencia del TSJ del País Vasco de 15-03-10 entiende que no se ha producido la prescripción de la potestad para el cobro de la deuda por existir actuaciones interruptivas de la misma consistentes en los requerimientos de información a los socios y a los administradores de la sociedad deudora, para conocer el estado de la sociedad a efectos de una posible derivación de responsabilidad, sin que en ningún momento se oponga que el sujeto pasivo, la sociedad, estaba activa con domicilio efectivo para continuar contra ella la reclamación de la deuda, lo que supone un impulso en la actuación recaudatoria tendente al cobro de la deuda que ostenta carácter interruptivo.

• La Sentencia del TSJ del País Vasco de 20-12-10 en un supuesto de responsabilidad subsidiaria de un administrador social entiende que no se ha producido la prescripción de la acción para el cobro de la deuda tributaria liquidada al obligado principal, ni de la acción para reclamar al responsable subsidiario el pago de la deuda, puesto que el plazo de prescripción respecto de la obligación del responsable ha de empezarse a contar desde que se pueda ejercitar la acción contra él, en aplicación del principio de la "actio nata", y no desde la fecha en la que se devenga originariamente la liquidación en la que se fija la obligación del sujeto pasivo.






Cómputo de los plazos de prescripción.Del derecho a solicitar devoluciones y reembolsos. NFGT. Álava


 A.  Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 1.c) del artículo 66 de la NFGT 6/2005 de Álava, el plazo de prescripción del derecho de los sujetos pasivos o responsables y sus herederos o causahabientes a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo comienza a contarse desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para solicitar la correspondiente devolución derivada de la normativa de cada tributo o, en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel en que dicha devolución pudo solicitarse.

B.  Devoluciones de ingresos indebidos.

El plazo de prescripción del derecho de los sujetos pasivos o responsables y sus herederos o causahabientes a solicitar las devoluciones de ingresos indebidos comienza a contarse desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la finalización del plazo para presentar la autoliquidación si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho plazo.


[La Sentencia del TS de 18-01-05 establece que cuando se declara inconstitucional la norma en virtud de la cual se realizó un ingreso, la fecha para solicitar la devolución de ingresos indebidos empieza a computarse desde la fecha del ingreso y no desde la declaración de inconstitucionalidad.

La Resolución del O.J.A. de Alava de 29-01-10 siguiendo el criterio establecido por el TEAC en sus Resoluciones de 22-03-02 y 12-03-08, entiende que el plazo de prescripción para solicitar la devolución de ingresos indebidos ante una Administración tributaria, en este caso la Diputación Foral de Alava, no se interrumpe por las actuaciones realizadas por el obligado tributario ante otra Administración tributaria, en el caso objeto de resolución ante la AEAT. La cuestión planteada por el reclamante se circunscribe a determinar si los actos realizados ante la AEAT interrumpen o no el plazo de prescripción del derecho a solicitar la devolución de ingresos indebidos correspondiente a cuotas del recargo de equivalencia repercutidas por sujetos pasivos con domicilio fiscal en Álava. El O.J.A. entiende que la solicitud realizada en 2004 a la Delegación de Burgos de la AEAT, y las sucesivas actuaciones del interesado y de la Administración, no han producido ningún efecto ante la Hacienda Foral hasta que ésta tuvo conocimiento de la primera en junio de 2009, cuando, según se desprende de la documentación referida en el Antecedente de Hecho Cuarto, ya había prescrito el derecho a solicitar la devolución de los ingresos indebidos realizados en los años 1998 a 2002.]



C.  Reembolso del coste de garantías.

El plazo de prescripción del derecho a solicitar el reembolso del coste de las garantías, comienza a contarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente el acto impugnado.

D.  Tributos incompatibles.

En el supuesto de tributos que graven una misma operación y que sean incompatibles entre sí, añadiéndose en el texto de Gipuzkoa así como en el supuesto de divergencia sobre su imputación temporal, el plazo de prescripción para solicitar la devolución del ingreso indebido del tributo improcedente comenzará a contarse desde la resolución del órgano específicamente previsto para dirimir cuál es el tributo procedente.

Es importante resaltar que la norma especial se aplica exclusivamente al plazo de prescripción para solicitar los ingresos que resulten indebidos del tributo improcedente, pero no al plazo de prescripción para liquidar la deuda tributaria del tributo procedente, por lo que puede resultar que ésta haya prescrito, pero no el derecho a la devolución, de donde resultaría una ausencia de tributación.

Por otro lado, la previsión de este artículo se refiere a tributos que graven una misma operación y que sean incompatibles entre sí, como por ejemplo la liquidación presentada por ITP y por IVA en las adquisiciones inmobiliarias, o en los casos de concurrencia de diferentes administraciones (ver comentario relacionado).






Del derecho a obtener devoluciones y reembolsos.


 A.  Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

   

De acuerdo con lo establecido en el artículo 66.1 de la NFGT, el plazo de prescripción del derecho de los sujetos pasivos o responsables y sus herederos o causahabientes a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo comienza a contarse desde el día siguiente a aquel en que finalicen los plazos establecidos para efectuar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

B.  Devoluciones de ingresos indebidos.

El plazo de prescripción del derecho de los sujetos pasivos o responsables y sus herederos o causahabientes a obtener las devoluciones de ingresos indebidos comienza a contarse desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo donde se reconozca el derecho a percibir la devolución del ingreso indebido.

♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 21-09-12 en relación con una solicitud de devolución del ICIO ingresado tras la concesión a la actora de la licencia de actividad y obras, las cuales no llegaron nunca a iniciarse, entiende que el plazo de cuatro años para solicitar la devolución, se computa desde el momento en que la Administración declara la caducidad de la licencia tras comprobar la no realización o comienzo de las obras, que es el acto de la Administración en el que se reconoce la existencia del ingreso indebido.

C.  Reembolso del coste de garantías.

El plazo de prescripción del derecho a obtener el reembolso del coste de las garantías, comienza a contarse desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo donde se reconozca el derecho a percibir el reembolso del coste de las garantías.






Ejercicio de la potestad para imponer sanciones: cómputo del plazo de prescripción.


 Otra potestad administrativa cuyo ejercicio puede ser objeto de extinción por prescripción es la de imponer sanciones tributarias.

Ahora bien, la referida extinción por prescripción y el cómputo del plazo no se regulan en el Titulo II de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT) sino que se contienen, como consecuencia de la plena separación de toda la regulación referente al procedimiento sancionador, en el Titulo IV.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 193.2 de la NFGT, el plazo de prescripción comenzará a contarse, en el caso del ejercicio de la potestad de la Administración tributaria para imponer sanciones, desde el momento en que se cometieron las correspondientes infracciones.







Interrupción de los plazos de prescripción




Interrupción de los plazos de prescripción. Introducción.


 La interrupción de los plazos de prescripción es un elemento característico, que permite diferenciar los plazos de prescripción de los de caducidad, puesto que éstos últimos, en principio, no admiten interrupción del plazo sino a lo sumo suspensión del mismo.

El efecto de la interrupción de los plazos de prescripción es iniciar de nuevo el cómputo de dichos plazos, con independencia del tiempo de prescripción transcurrido hasta el momento de su interrupción.

El artículo 67.5 de la NFGT de Alava se refiere a la interrupción de los plazos de prescripción cuando la Diputación Foral esté desarrollando actuaciones en el ámbito de la asistencia mutua. En este sentido se establece que las actuaciones que dan lugar a la interrupción de la prescripción y que se exponen en los apartados siguientes y las de naturaleza análoga producirán los efectos interruptivos de la prescripción cuando se realicen en otro Estado en el marco de la asistencia mutua, aun cuando dichos actos no produzcan efectos interruptivos semejantes en el Estado en el que materialmente se realicen.







Del ejercicio de la potestad para determinar la deuda tributaria. NFGT Álava


 De acuerdo con lo establecido en el  apartado 1 del artículo 67 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), el plazo de prescripción del ejercicio de la potestad para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación se interrumpe por las siguientes causas.

a.  Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de todos o parte de los elementos de la obligación tributaria.

Los elementos que caracterizan la acción interruptiva son los siguientes:


	
i. La acción de la Administración debe ir dirigida a una obligación tributaria concreta, aunque pueda referirse también a otras obligaciones tributarias.A este respecto en el texto de la NFGT se hace una importante puntualización al establecer que también se producirá el efecto interruptivo aunque la acción de la Administración tributaria se dirija inicialmente a una obligación tributaria distinta como consecuencia de la incorrecta autoliquidación del obligado tributario.

Con la referida puntualización se posibilita que en aquellos casos en los que, conforme a una declaración presentada, se inicien actuaciones de comprobación por un determinado tributo y se compruebe que realmente procedía uno distinto, la iniciación de las actuaciones originales interrumpan la prescripción del tributo que finalmente sea el procedente.



	
ii. La acción administrativa solo tiene efectos interruptivos cuando se realiza con conocimiento formal del sujeto pasivo.En este sentido, los actos puramente internos de la Administración, incluso con conocimiento formal de otros órganos de la Administración, no tienen efectos interruptivos. 

Para que exista conocimiento formal del sujeto pasivo la acción administrativa deberá ser efectivamente notificada. 

	 La Sentencia del TSJ del País Vasco de 01-07-05 considera que la notificación por fax no es válida a efectos de interrumpir la prescripción cuando no se haya señalado de forma expresa la preferencia de este medio de comunicación o consentido expresamente su utilización.




	
iii. La acción administrativa debe estar dirigida realmente a las finalidades indicadas anteriormente: reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación.Las actuaciones ficticias, realizadas exclusivamente con la finalidad de interrumpir la prescripción no tienen ese efecto interruptivo (STS de 25-06-87). 

	 Los avisos de futuras actuaciones inspectoras no interrumpen el plazo de prescripción, ya que para que la "acción administrativa" pueda interrumpir los plazos de prescripción, la LGT --art. 66.1.a)-- exige que se trate de una acción, no solo realizada con conocimiento formal del sujeto pasivo, sino que, además, sea "conducente al reconocimiento, regulación, inspección, aseguramiento, comprobación, liquidación y recaudación del Impuesto devengado por cada hecho imponible", es decir, que integre un mínimo contenido que pueda calificarse de "acción" de la Administración dirigida a alguna de las finalidades acabadas de apuntar. Meros "avisos" de una futura actuación, no pueden tenerse por "acciones" de la Administración dirigidas a las finalidades aludida. (Sentencia del TS de 11-02-02). En este mismo sentido la  Sentencia del Tribunal Supremo de 16-04-03establece que no cualquier acto tiene eficacia interruptiva sino sólo los dirigidos a iniciar o proseguir los respectivos procedimientos administrativos o aquellos que contribuyan efectivamente a la liquidación, recaudación o imposición de sanción en el marco del Impuesto controvertido. En el supuesto enjuiciado, el acto al que se pretende otorgar virtualidad interruptiva es un requerimiento de documentación, que en opinión del Alto Tribunal, ya obraba en el expediente de gestión, y para el que, además, no se había formalizado la apertura de periodo probatorio o de petición de pruebas de oficio. En consecuencia, este Tribunal determina que se trata de un requerimiento de documentación superflua e innecesaria, y al que, por tanto, no puede atribuírsele eficacia interruptiva alguna puesto que su único objeto era interrumpir el plazo de prescripción que se cumplía un mes después. 

La Sentencia del TSJ del País Vasco de 03-03-08 considera que se ha producido la prescripción del plazo por ausencia de justificación del requerimiento efectuado el último día del plazo de prescripción. En el supuesto objeto de enjuiciamiento la mercantil actora señala que entre la fecha de presentación de alegaciones en la vía económico - administrativa, 1 de marzo de 2.002, y la notificación de la resolución del TEAF, el 20 de Junio de 2.005, transcurrió con exceso el plazo de prescripción de tres años, entonces vigente. El referido plazo únicamente fue interrumpido por el requerimiento efectuado el 1 de marzo de 2.005, por el que se plantea una nueva cuestión dando plazo para alegaciones. Analizado el requerimiento a través de la actuación ordenada a proseguir las actuaciones del procedimiento se considera que el TEAF pudo resolver lo mismo con la documentación obrante desde por lo menos 3 años antes, que la cuestión ya fue tenida en cuenta por la Inspectora de hacienda y que tampoco contribuye a la práctica de la liquidación. 

Concluye el Tribunal que el requerimiento administrativo efectuado el mismo día del vencimiento del plazo de prescripción carece de efectos interruptivos, dada su ausencia de justificación, ya que su única finalidad fue interrumpir la prescripción. 

El Tribunal Supremo en Sentencia de 17-03-08 señala que, sólo interrumpe el plazo de prescripción la actividad administrativa en la que concurran las siguientes notas: a) actividad real dirigida a la finalidad de la liquidación o recaudación de la deuda tributaria; b) que sea jurídicamente válida; c) notificada al sujeto pasivo, y d) precisa en relación con el concepto impositivo de que se trata. 

Pues bien, en el caso analizado en la sentencia (inspección tributaria a una empresa por varios impuestos), las diligencias realizadas no tienen efecto interruptivo de la prescripción ya que adolecen de inconsistencia objetiva. Es decir, ninguna de ellas documenta actuaciones necesarias "conducentes al reconocimiento, regularización, inspección, aseguramiento, comprobación, liquidación y recaudación del concepto impositivo de que se trata", que es lo que exige la normativa. Debe, por lo tanto, prescindirse de aquellas actuaciones que resultan puramente dilatorias, como las que, en el caso, se limitan a dar constancia de un hecho evidente, a anunciar la práctica de actuaciones futuras, a recoger la documentación presentada sin efectuar valoración alguna o reiterar la solicitud de una documentación que ya obra en el expediente. 

En consecuencia, el Alto Tribunal considera que, la sentencia de instancia debió apreciar de oficio la prescripción del derecho a liquidar la deuda tributaria, al haber transcurrido el plazo de 5 años para liquidar el ejercicio cuestionado.  

La Sentencia del TS de 17-05-12 entiende que no tiene eficacia interruptiva de la prescripción un requerimiento efectuado por el TEAF en el seno del procedimiento económico-administrativo iniciado para la comprobación de la liquidación el mismo día que finaliza el plazo de prescripción, notificando una cuestión nueva, no alegada por la interesada que ni siquiera fue elemento esencial en la resolución que el TEAF adoptó. El Alto Tribunal entiende que el trámite debe ser calificado como diligencia argucia por su innecesaridad, irrelevancia jurídica e incongruencia. 




En algunos supuestos, la norma priva de efectos interruptivos a actuaciones que en un momento inicial tuvieron tal efecto. En estos supuestos, la prescripción inicialmente interrumpida se tiene por no interrumpida y continua su cómputo. 

Sucede así en los supuestos de interrupción injustificada de actuaciones inspectoras, producida por causas no imputables al obligado tributario, interrupción que tiene lugar cuando las actuaciones se suspenden por más de seis meses (art. 147.2 NFGT). A estos efectos, la jurisprudencia ha entendido que las actuaciones inspectoras se extienden desde su inicio hasta la notificación del acto de liquidación (STS  28-02-96 y 28-10-97), en contra del criterio administrativo que entendía que las actuaciones inspectoras solo se extienden hasta la firma de las actas. 

Otro supuesto de ineficacia interruptiva de las actuaciones de la administración tributaria, se produce, de acuerdo con lo establecido en los mismos artículos anteriormente citados, cuando no se cumple el plazo fijado por la norma (12 meses) para concluir las actuaciones de comprobación e investigación llevadas a cabo por la Inspección de los Tributos. No se considerará interrumpida la prescripción como consecuencia de las actuaciones realizadas. 



	
iv. La acción administrativa puede referirse a todos los elementos de la obligación tributaria o solo a una parte de ellos. En cualquier caso, la prescripción se interrumpe para toda la obligación tributaria.La STS de 22-03-99 ha establecido que la liquidación provisional por la Administración de una parte del hecho imponible tras una comprobación parcial de determinados elementos (por ejemplo, sólo algunas deducciones de la cuota) rompe la prescripción de la totalidad del hecho imponible, lo que permite la posterior liquidación de nuevas bases imponibles descubiertas. 

	 La Sentencia del Tribunal Supremo de 19-04-06 fija como doctrina legal que la anulación de una liquidación tributaria por causa de anulabilidad no deja sin efecto la interrupción del plazo de prescripción producida anteriormente como consecuencia de las actuaciones realizadas ante los Tribunales Económico-Administrativos, manteniéndose dicha interrupción con plenitud de efectos. La Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 26-08-03, considera, siguiendo la doctrina jurisprudencial establecida por el Tribunal Supremo, que los actos administrativos mantienen su eficacia interruptiva de la prescripción aunque posteriormente resulten anulados, con la única excepción de los declarados nulos de pleno derecho. 

En el mismo sentido que la anterior, la Resolución del TEAF de Bizkaia de 13-12-04, desestima la pretendida prescripción del derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria, confirmando los efectos interruptivos de una primera liquidación que posteriormente es anulada. Explica el Tribunal que la liquidación tributaria realizada con conocimiento formal del sujeto pasivo produce la interrupción de la prescripción, con independencia de que posteriormente sea declarada improcedente y sustituida por otra. 

La Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 24-11-05, considera que el requerimiento efectuado por la Administración tributaria para que se presente la declaración en plazo ostenta el carácter de actuación dirigida a la liquidación del impuesto, por lo que tiene efectos interruptivos del plazo de prescripción para determinar la deuda tributaria.








b.  Por la interposición de reclamaciones y recursos.

De acuerdo con lo establecido en la NFGT, el plazo de prescripción del ejercicio de la potestad para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación se interrumpe por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por el planteamiento de un conflicto ante la Junta Arbitral prevista en el Concierto Económico, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así como por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.

Esta causa de interrupción incluye tanto los supuestos de presentación de recursos por el obligado tributario o por la Administración, como los supuestos en los que el procedimiento deja de tramitarse bajo la competencia de los órganos administrativos por diversas circunstancias.


	
i. Por la interposición de recursos o reclamaciones de cualquier clase o por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el curso de dichas reclamaciones o recursos.Los recursos y reclamaciones que interrumpen la prescripción son los presentados por el obligado tributario o por la Administración. 

Se da así la situación paradójica de que actuaciones que tienden a oponerse a la obligación tributaria (presentación de recursos y reclamaciones) tienen como efecto interrumpir el plazo de prescripción en contra de quien presenta el recurso.

Interrumpen la prescripción: el recurso de reposición, las reclamaciones económico-administrativas y los recursos contencioso-administrativos, y también la incoación de los procedimientos especiales de revisión tanto si el procedimiento se incoa de oficio como a instancia de parte. 

Interpuesto el recurso o reclamación comienza a correr de nuevo el plazo de prescripción, de modo que cuando por causas ajenas al reclamante transcurren más de 4 años, sin que el Tribunal Económico-Administrativo resuelva o realice un acto interruptivo de la prescripción, se consuma la prescripción (STS 23-10-90). 

	 El TS en su Sentencia de fecha 26-01-2001, establece que no se puede entender producida la prescripción del derecho de la administración cuando ha transcurrido un plazo de más de cinco años desde la interposición de la reclamación económico-administrativa hasta su resolución, siempre que se pueda acreditar que durante ese período se han producido las actuaciones precisas para poder resolver el asunto controvertido, con lo que las actuaciones de tramitación de la reclamación realizadas con conocimiento formal del sujeto pasivo también tiene eficacia interruptiva de la prescripción. La Sentencia del TS de 14-04-03, sostiene que, así como la formulación de alegaciones al Acta, en el curso de una inspección tributaria, no interrumpe plazo alguno, el escrito de alegaciones, tras la puesta de manifiesto del expediente, en la tramitación de una reclamación económico administrativa, si produce dicho efecto interruptivo del plazo de prescripción, al integrar la pretensión del recurrente en dicha vía impugnatoria, por tratarse de un acto principal e indispensable de desarrollo de la "interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase" a que se refiere el apartado b) del art. 66. 1 de la Ley General Tributaria, aun cuando literalmente no vaya nominado entre las causas interruptivas que tal precepto establece, como se declara -entre otras muchas- en la Sentencia de 6 de mayo de 2002. 

La Sentencia del TSJ del País Vasco de 17-01-07, establece que la interposición por el sujeto pasivo de los recursos judiciales interrumpió la prescripción, pero no impedía a la Hacienda Foral determinar de nuevo la deuda tras la anulación de las liquidaciones por el acuerdo del TEAF, dictando nuevas liquidaciones subsanando los defectos apreciados por el acuerdo del TEAF. Dado que los recursos interpuestos no podían condicionar la actuación administrativa tendente a determinar la deuda tributaria, no está justificada la inactividad administrativa entre la fecha de notificación del acuerdo que anuló las liquidaciones por insuficiente justificación de los elementos esenciales del tributo sin perjuicio del derecho de la Administración a liquidar, y el reinicio de las actuaciones inspectoras. Concluye el Tribunal que la interposición de dichos recursos jurisdiccionales no justifica la parálisis del procedimiento de inspección, y por tanto ha prescrito el derecho a liquidar. 

La Sentencia del TSJ del País Vasco de 03-03-08 considera que se ha producido la prescripción del plazo por ausencia de justificación del requerimiento efectuado el último día del plazo de prescripción. En el supuesto objeto de enjuiciamiento la mercantil actora señala que entre la fecha de presentación de alegaciones en la vía económico - administrativa, 1 de marzo de 2.002, y la notificación de la resolución del TEAF, el 20 de Junio de 2.005, transcurrió con exceso el plazo de prescripción de tres años, entonces vigente. El referido plazo únicamente fue interrumpido por el requerimiento del TEAF efectuado el 1 de marzo de 2.005, por el que se plantea una nueva cuestión dando plazo para alegaciones. Analizado el requerimiento a través de la actuación ordenada a proseguir las actuaciones del procedimiento se considera que el TEAF pudo resolver lo mismo con la documentación obrante desde por lo menos 3 años antes, que la cuestión ya fue tenida en cuenta por la Inspectora de hacienda y que tampoco contribuye a la práctica de la liquidación. 

Concluye el Tribunal que el requerimiento administrativo efectuado el mismo día del vencimiento del plazo de prescripción carece de efectos interruptivos, dada su ausencia de justificación, ya que su única finalidad fue interrumpir la prescripción.  




Sin embargo la prescripción no se consuma cuando el plazo de 4 años, transcurre en el seno de un recurso contencioso-administrativo. No juega en el ámbito tributario la doctrina civil que considera todo el tiempo de duración del recurso o reclamación como un período indivisible no computable a efectos de la prescripción. 

	 La Sentencia del TSJPV de 08-02-02, establece, con aplicación de doctrina jurisprudencial reiterada del Tribunal Supremo, que, si bien en la vía económico-administrativa la paralización de la reclamación por plazo superior al de prescripción sin ser imputable al contribuyente supone la consumación de la misma, en vía jurisdiccional no puede llegarse a la misma conclusión, ya que no es la falta de actuación de la Administración tributaria la que provoca la paralización del recurso en este supuesto. Hay que tener presente además que no solamente la interposición del recurso supone la interrupción de la prescripción, sino también todos los actos procesales de ambas partes.


No afecta a los plazos de prescripción la suspensión del acto impugnado, de modo que ni la solicitud de suspensión ni la resolución concediéndola o denegándola interrumpen la prescripción del acto impugnado cuya ejecución se pretende suspender (18-03-92). 

Suspensión del plazo de prescipción. 

Hay que tener en cuenta que el párrafo tercero del apartado 1 del artículo 245 de la NFGT establece de manera excepcional la suspensión del cómputo del plazo de prescripción cuando interpuesta una reclamación económico-administrativa, se diera la circunstancia de que en otras jurisdicciones diferentes de la administrativa se estén trámitando procedimientos cuya resolución pudiera afectar al acto impugnado en vía económico-administrativa. 

El párrafo citado establece textualmente que si el Tribunal Económico-administrativo (OJA en el caso de Alava) estimase que los actos impugnados pudieran verse afectados por resoluciones pendientes de ser dictadas en procedimientos seguidos en otros ámbitos o jurisdicciones, podrá acordar, de forma motivada y previa audiencia al interesado, la paralización de sus actuaciones, con suspensión del cómputo del plazo de resolución así como del período de prescripción, hasta la finalización de aquéllos (véase el comentario relacionado). 



	
ii. Por el planteamiento de un conflicto ante la Junta Arbitral. La Sección 3ª del Capitulo III del Concierto Económico (arts. 65 a 67) (VFA, Concierto económico) regula la Junta Arbitral como órgano llamado a resolver los conflictos que se planteen entre la Administración del Estado y las Diputaciones Forales o entre éstas y la Administración de cualquier otra Comunidad Autónoma en relación con la aplicación del Concierto Económico. El planteamiento del conflicto se realiza por cualquiera de las Administraciones tributarias implicadas. 



	
iii. Por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal.En relación con los actos de la Administración con efectos externos a la propia Administración, la NFGT dispone que la remisión del expediente a la jurisdicción competente (la penal) interrumpirá los plazos de prescripción para la práctica de las liquidaciones administrativas. 

	 ♦El TEAF de Gipuzkoa en Resolución de 18-12-07  concluye que cuando se practica la liquidación que es objeto de impugnación el derecho de la Administración a determinar la deuda del Impuesto y periodo de referencia no estaba prescrito. Y es que este Tribunal considera que, aunque finalmente la autoridad judicial no apreciara la existencia de delito, lo cierto es que el periodo de inactividad al que se refieren los reclamantes como fundamento de la prescripción es debido a la remisión del expediente a la autoridad judicial. Y puesto que, la normativa aplicable ordena que en estos casos la Administración se abstenga de seguir el procedimiento mientras la autoridad judicial no resuelva al respecto, resulta que el periodo en cuestión no puede ser tenido en cuenta como de inactividad de la Administración a efectos del cómputo del plazo de prescripción.♦El TSJ del País Vasco en Sentencia de 06-04-11 analiza el cómputo de la prescripción y la interrupción del mismo en los supuestos en que se remita el expediente a la jurisdicción penal por presunto delito contra la Hacienda Pública. Considera el Tribunal que la suspensión del procedimiento de inspección se produce en el momento en que el actuario emite su informe atribuyendo relevancia penal a los hechos, y en este momento se inicia el periodo de suspensión justificada a efectos de interrumpir el cómputo del plazo máximo para concluir el procedimiento de inspección. Por lo que se refiere al momento en que debe retomarse el cómputo de dicho plazo, por entender finalizado el período de suspensión justificada del procedimiento de inspección, señala el Tribunal que lo relevante a estos efectos no es la notificación de la sentencia de la Audiencia Provincial al representante procesal de la Diputación Foral, sino que lo relevante es la fecha en la que el Servicio de Inspección tiene conocimiento de la fi rmeza de la sentencia penal .






	
iv. Por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.La NFGT recoge aquí un supuesto de interrupción de la prescripción según el cual la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso interrumpe la prescripción cuyo plazo comenzará a contarse nuevo desde ese momento. 





c.  Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o autoliquidación de la deuda.

Entre estas actuaciones se incluyen la presentación de declaraciones, autoliquidaciones, declaraciones complementarias e incluso la solicitud a la Administración para que liquide, acompañada o no de los documentos donde se contenga el hecho imponible.

También interrumpe la prescripción la presentación de escritos o alegaciones de cualquier tipo tanto ante los órganos de gestión como ante los órganos administrativos o jurisdiccionales competentes para la resolución de recursos y reclamaciones.

	 La Resolución económico-administrativa del TEAF de Bizkaia de 08-05-03 establece que la presentación de la declaración-resumen anual del IVA, en tanto que no tiene por objeto el pago de la deuda tributaria dirigiéndose únicamente a facilitar la gestión del impuesto, no tiene efectos interruptivos del plazo de prescripción del derecho de la Administración a determinar la deuda tributaria.La Sentencia del Tribunal Supremo de 25-11-09, en relación con eficacia interruptiva de la declaración resumen anual establece que, aunque dicha declaración no tiene en sí misma un contenido liquidatorio, implica y comporta una ratificación de las distintas liquidaciones efectuadas durante el año. Este elemento de la declaración-resumen anual, de ratificación de las liquidaciones efectuadas durante el año, permite imputar a tales declaraciones un contenido interruptivo de la prescripción, por efecto de su contenido liquidatorio y al que la NFGT confiere carácter interruptivo.




Todas las actuaciones deben ser fehacientes. En otro caso no tienen efectos interruptivos.






Interrupción de los plazos de prescripción. Del ejercicio de la potestad para exigir el pago de las deudas tributarias. NFGT. Álava.


 De acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del artículo 69 de la NFGTA, el plazo de prescripción del ejercicio de la potestad para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas o autoliquidadas se interrumpe por las siguientes causas.


	
a. Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, dirigida de forma efectiva a la recaudación de la deuda tributaria.♦La Sentencia del TSJ del País Vasco de 15-03-10 entiende que no se ha producido la prescripción de la potestad para el cobro de la deuda por existir actuaciones interruptivas de la misma consistentes en los requerimientos de información a los socios y a los administradores de la sociedad deudora, para conocer el estado de la sociedad a efectos de una posible derivación de responsabilidad, sin que en ningún momento se oponga que el sujeto pasivo, la sociedad, estaba activa con domicilio efectivo para continuar contra ella la reclamación de la deuda, lo que supone un impulso en la actuación recaudatoria tendente al cobro de la deuda que ostenta carácter interruptivo.

♦La Sentencia del TSJ del País Vasco de 12-07-10 entiende que la actuación dirigida a solicitar al deudor una nueva relación de bienes y derechos, aunque reiterativa, no era reglamentariamente caprichosa ni arbitraria en el seno de una ejecución ampliada a nuevos conceptos y tributos, por exigir la normativa la obtención de nueva información sobre bienes embargables. No puede atribuirse a una diligencia el califi cativo de irrelevante y no interruptiva de la prescripción por el solo hecho de que la Administración actuante tenga presente el riesgo de la futura prescripción cuando la dicta, si, como ocurre, no consta la superficialidad de la actuación ni el agotamiento del plazo.



	
b. Por la interposición de reclamaciones y recursos.Esta causa de interrupción incluye tanto los supuestos de presentación de recursos por el obligado tributario, como los supuestos en los que el procedimiento deja de tramitarse bajo la competencia de los órganos administrativos por diversas circunstancias. 


	
i. Por la interposición de recursos o reclamaciones de cualquier clase o por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el curso de dichas reclamaciones o recursos.
[♦La Sentencia del TS de 18-06-04 establece que la interposición de reclamaciones en vía económico-administrativa contra el acto de liquidación no interrumpe el plazo de prescripción de la acción de cobro de la deuda, puesto que el citado Tribunal considera que la prescripción del derecho a liquidar y la del derecho a recaudar son modalidades prescriptivas independientes, aunque están interrelacionadas. No obstante, los actos interruptivos de una modalidad prescriptiva no extienden sus efectos a otra modalidad prescriptiva distinta. 

♦En idéntico sentido la Sentencia de la AN de 16-11-06 aclara que la interposición de reclamaciones o recursos económico-administrativos o jurisdiccionales contra el acto que sustituye la liquidación anulada por otra nueva, interrumpe la prescripción del derecho de la Administración a liquidar, pero no afecta al derecho de cobro de la deuda tributaria. Si no se solicita la suspensión de la nueva liquidación, ésta será ejecutiva, aunque no sea firme como consecuencia de la interposición de recursos.  ]





	
ii. Por el planteamiento de un conflicto ante la Junta Arbitral.

	
iii. Por la declaración del concurso del deudor, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal .

	
iv. Por el ejercicio de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda.

	
v. Por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.





	
c. Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario o de un tercero por cuenta y con conocimiento de éste conducente al reconocimiento, pago o extinción de la deuda tributaria.Son aplicables en este caso a cada uno de los actos que interrumpen la prescripción las mismas consideraciones recogidas en el apartado 1 anterior. 










Derecho a solicitar devoluciones y reembolsos: interrupción del plazo de prescripción.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 67.3 de la NFGT, el plazo de prescripción del derecho de los obligados tributarios a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías se interrumpe por las siguientes causas.


	
a. Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la devolución, el reembolso o la rectificación de su autoliquidación.

	
b. Por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida al reconocimiento del derecho, la devolución o el reembolso

	
c. Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase.



Son aplicables en este caso a cada uno de los actos que interrumpen la prescripción las mismas consideraciones recogidas en el apartado 1 anterior.






Del derecho a obtener devoluciones y reembolsos.


 De acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 67 de la NFGT 6/2005 de Álava, el plazo de prescripción del derecho de los obligados tributarios a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías se interrumpe por las siguientes causas.


	
a. Por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida a efectuar la devolución o el reembolso.

	
b. Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que se exija el pago de la devolución o el reembolsoLa Resolución del O.J.A. de Alava de 29-01-10 siguiendo el criterio establecido por el TEAC en sus Resoluciones de 22-03-02 y 12-03-08, entiende que el plazo de prescripción para solicitar la devolución de ingresos indebidos ante una Administración tributaria, en este caso la Diputación Foral de Alava, no se interrumpe por las actuaciones realizadas por el obligado tributario ante otra Administración tributaria, en el caso objeto de resolución ante la AEAT. La cuestión planteada por el reclamante se circunscribe a determinar si los actos realizados ante la AEAT interrumpen o no el plazo de prescripción del derecho a solicitar la devolución de ingresos indebidos correspondiente a cuotas del recargo de equivalencia repercutidas por sujetos pasivos con domicilio fiscal en Álava. El O.J.A. entiende que la solicitud realizada en 2004 a la Delegación de Burgos de la AEAT, y las sucesivas actuaciones del interesado y de la Administración, no han producido ningún efecto ante la Hacienda Foral hasta que ésta tuvo conocimiento de la primera en junio de 2009, cuando, según se desprende de la documentación referida en el Antecedente de Hecho Cuarto, ya había prescrito el derecho a solicitar la devolución de los ingresos indebidos realizados en los años 1998 a 2002.



	
c. Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase, o por el planteamiento de un conflicto ante la Junta Arbitral prevista en el Concierto Económico.



Son aplicables en este caso a cada uno de los actos que interrumpen la prescripción las mismas consideraciones recogidas en el apartado 1 anterior.






Ejercicio de la potestad para imponer sanciones: interrupción del plazo de prescripción.


 Otra potestad administrativa cuyo ejercicio puede ser objeto de extinción por prescripción es la de imponer sanciones.

Ahora bien, la referida extinción por prescripción y las causas de interrupción del plazo no se regulan en el Titulo II de la NFGT sino que se contienen, como consecuencia de la plena separación de toda la regulación referente al procedimiento sancionador, en el Titulo IV.

Concretamente el artículo 193.3 de la NFGT establece las siguientes causas de interrupción de la prescripción del ejercicio de la potestad administrativa para imponer sanciones.

a.  Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del interesado, conducente a la imposición de la sanción tributaria.

Además, la NFGT puntualiza que las acciones administrativas conducentes a la regularización de la situación tributaria del obligado interrumpirán el plazo de prescripción del ejercicio de la potestad administrativa para imponer las sanciones tributarias que puedan derivarse de dicha regularización.

b.  Por la interposición de reclamaciones y recursos.

De acuerdo con lo establecido en la NFGT, el plazo de prescripción del ejercicio de la potestad administrativa para imponer sanciones se interrumpe por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por el planteamiento de un conflicto ante la Junta Arbitral prevista en el Concierto Económico, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así como por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado en el curso de dichos procedimientos.

Esta causa de interrupción incluye tanto los supuestos de presentación de recursos por el obligado tributario o por la Administración, como los supuestos en los que el procedimiento deja de tramitarse bajo la competencia de los órganos administrativos por diversas circunstancias.

 Por la interposición de recursos o reclamaciones de cualquier clase.

Los recursos y reclamaciones que interrumpen la prescripción son los presentados por el obligado tributario o por la Administración.

[Se da así la situación paradójica de que actuaciones que tienden a oponerse a la obligación tributaria (presentación de recursos y reclamaciones) tienen como efecto interrumpir el plazo de prescripción en contra de quien presenta el recurso.]


Interrumpen la prescripción: el recurso de reposición, las reclamaciones económico-administrativas y los recursos contencioso-administrativos, y también la incoación de los procedimientos especiales de revisión tanto si el procedimiento se incoa de oficio como a instancia de parte.

 Por el planteamiento de un conflicto ante la Junta Arbitral.

La Sección 3ª del Capitulo III del Concierto Económico regula la Junta Arbitral como órgano llamado a resolver los conflictos que se planteen entre la Administración del Estado y las Diputaciones Forales o entre éstas y la Administración de cualquier otra Comunidad Autónoma en relación con la aplicación del Concierto Económico. El planteamiento del conflicto se realiza por cualquiera de las Administraciones tributarias implicadas.

 Por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal.

En relación con los actos de la Administración con efectos externos a la propia Administración, la NFGT dispone que la remisión del expediente a la jurisdicción competente (la penal) interrumpirá los plazos de prescripción para la práctica de las liquidaciones administrativas.

 Por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado en el curso de los procedimientos mencionados en los números anteriores.

Son aplicables en este caso a cada uno de los actos que interrumpen la prescripción las mismas consideraciones recogidas en el apartado 1 anterior.






Efectos de la interrupción sobre los plazos de prescripción.


 Los apartados 5, 6 y 7 del artículo 67 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), regulan el efecto general sobre el plazo de prescripción como consecuencia de la concurrencia de alguna de las causas de interrupción del mismo, pero a su vez especifica el momento de reinicio del plazo de prescripción en determinados supuestos.

A.  Efecto general.

La NFGT establece que una vez producida la interrupción del plazo de prescripción, se iniciará de nuevo el cómputo del plazo de prescripción.

Esto supone que ante la interrupción del plazo de prescripción, sea cual sea el momento de su cómputo en el que dicha interrupción se ha producido, se reinicia a partir de la fecha de la interrupción un nuevo plazo completo de 4 años.

Por lo tanto, el efecto de la interrupción de los plazos de prescripción es iniciar de nuevo el cómputo de dichos plazos, con independencia del tiempo de prescripción transcurrido hasta el momento de su interrupción.

Esta es la característica fundamental de la prescripción, que la diferencia sustancialmente de la caducidad. En la caducidad, la suspensión del cómputo del plazo, cuando existe, nunca reinicia el plazo inicial.

B.  Fecha de reinicio del cómputo. Supuestos especiales.

La regla general referida anteriormente se modifica cuando el procedimiento deja de tramitarse por órganos dependientes de la Administración pasando su tramitación a órganos jurisdiccionales. En tanto que el tiempo de tramitación no depende de la administración tributaria sino de órganos ajenos a la misma, dicho tiempo de tramitación no se computa a efectos de los plazos de prescripción que se reinician una vez que la tramitación del expediente vuelve a ser de competencia administrativa.

a.  Acciones judiciales.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67.6 de la NFGT, cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido:


	
i. Por la interposición del recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa.	 En este supuesto la NFGT aclara que la fecha específica para el reinicio del plazo de prescripción regulada en éste párrafo no será aplicable al plazo de prescripción del ejercicio de la potestad de la Administración tributaria para exigir el pago cuando no se hubiera acordado la suspensión en vía contencioso-administrativa.




	
ii. Por el ejercicio de acciones civiles o penales.

	
iii. Por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción competente o la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal.	 •El TEAF de Gipuzkoa  concluye que cuando se practica la liquidación que es objeto de impugnación el derecho de la Administración a determinar la deuda del Impuesto y periodo de referencia no estaba prescrito. Y es que este Tribunal considera que, aunque finalmente la autoridad judicial no apreciara la existencia de delito, lo cierto es que el periodo de inactividad al que se refieren los reclamantes como fundamento de la prescripción es debido a la remisión del expediente a la autoridad judicial. Y puesto que, la normativa aplicable ordena que en estos casos la Administración se abstenga de seguir el procedimiento mientras la autoridad judicial no resuelva al respecto, resulta que el periodo en cuestión no puede ser tenido en cuenta como de inactividad de la Administración a efectos del cómputo del plazo de prescripción (Resolución de 18-12-07).




	
iv. Por la recepción de una comunicación judicial de paralización del procedimiento.El cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo cuando la Administración tributaria reciba la notificación de la resolución firme que ponga fin al proceso judicial o que levante la paralización, o cuando se reciba la notificación del Ministerio Fiscal devolviendo el expediente. 





b.  Procedimientos concursales.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67.6 de la NFGT, cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la declaración del concurso del deudor los momentos de reinicio del cómputo del plazo de prescripción serán:


	
i. Cuando adquiera firmeza la resolución judicial de conclusión del concurso.

	
ii.En el supuesto de que se hubiera aprobado un Convenio dentro del procedimiento concursal, deberán distinguirse diferentes cómputos:
	 - Para las deudas tributarias no sometidas al convenio, el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo en el momento de aprobación del convenio concursal.

	 - Para las deudas tributarias sometidas al convenio concursal, el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo cuando aquellas resulten exigibles al deudor.







c.  Planteamiento de conflicto ante la Junta Arbitral.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67.7 de la NFGT, cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por el planteamiento de un conflicto ante la Junta Arbitral prevista en el Concierto Económico el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo en el momento en que se reciba la notificación del acuerdo adoptado por la misma.






Efectos de la interrupción en el supuesto de pluralidad de obligados.


 El artículo 67.9 de la NFGT regula los efectos de la interrupción de los plazos de prescripción cuando existan pluralidad de obligados sobre una misma obligación y, cuando un mismo obligado sea titular de una pluralidad de deudas.

a.  Pluralidad de obligados sobre una única deuda.

En este supuesto, la NFGT establece que interrumpido el plazo de prescripción para un obligado tributario dicho efecto se extiende a todos los demás obligados, incluidos los responsables.

Se trata de una regla recíproca a la contemplada en el artículo 68.1 de la NFGT, en cuanto que la prescripción ganada por uno de los obligados aprovecha a todos los demás.

No obstante, si la obligación es mancomunada y sólo se reclama a uno de los obligados tributarios la parte que le corresponde, el plazo no se interrumpe para los demás.

La Resolución del TEAF de Gipuzkoa de 19-12-02, citando diversa jurisprudencia relativa al caso señala, que la interrupción del plazo de prescripción para el sujeto pasivo, anterior titular de los bienes, no puede entenderse que interrumpe la prescripción también a los efectos de la afección de bienes, de forma que, al adquirente sólo pueden derivarse las deudas liquidadas dentro del plazo de prescripción anterior al momento en que se le notifique la derivación de responsabilidad, o cualquier otra actuación conducente a tal fin.

b.  Un único obligado sobre una pluralidad de deudas.

En este supuesto, la NFGT establece que si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un mismo obligado al pago, la interrupción de la prescripción sólo afectará a la deuda a la que se refiera la actuación administrativa de que se trate.

La regla que se establece en el presente artículo es lógica teniendo en cuenta que la prescripción tiene carácter objetivo no refiriéndose a la persona del deudor sino a una deuda concreta.

En el texto de la NFGT se añade un párrafo para especificar que la suspensión del inicio del cómputo del plazo de prescripción para el ejercicio de la potestad para exigir el pago de las deudas tributarias, respecto del deudor principal o de alguno de los responsables, causa el mismo efecto en relación con el resto de los sujetos solidariamente obligados al pago, sin perjuicio de que puedan continuar frente a ellos las acciones de cobro que procedan.

Con este texto se pretende dejar claro que la suspensión del plazo de prescripción del derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias, por la interposición de un recurso, la existencia de un concurso de acreedores u otra causa legalmente establecida, respecto del deudor principal o de alguno de los responsables, se extiende a todos los sujetos solidariamente obligados al pago, ya sean responsables o el deudor principal.






Inexistencia de interrupción de plazos por la estimación de recursos o reclamaciones.


 El artículo 67.9 de la NFGT incluye una disposición en la que se asume, aunque sea parcialmente, la corriente doctrinal que considera una circunstancia paradójica que actuaciones que tienden a oponerse a la obligación tributaria presentando recursos y reclamaciones, tengan como efecto interrumpir el plazo de prescripción en contra de quien presenta el recurso.

La NFGT pretende mitigar esta situación perjudicial que para el obligado tributario supone la presentación del recurso, en tanto causa interruptiva de la prescripción, estableciendo que, cuando dicho recurso sea estimado en su integridad, esta presentación no constituirá una causa de interrupción de la prescripción en relación con el acto administrativo recurrido.

En el referido artículo se establece que no se considerará interrumpido el plazo de prescripción del ejercicio de las potestades para determinar la deuda tributaria y para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas, en los supuestos en que la interrupción se hubiera producido por la presentación de recursos o reclamaciones de cualquier clase, cuando los citados recursos o reclamaciones presentados por el obligado tributario hubieran sido estimados en su integridad con anulación del acto administrativo frente al que los mismos se hubieran interpuesto.

El requisito para que sea aplicable la no interrupción del plazo de prescripción es que el recurso sea estimado en su integridad con la anulación del acto administrativo.

Ahora bien, puede ocurrir que el recurso o reclamación se fundamente de forma exclusiva en aspectos formales (defectuosa notificación; falta de motivación) de escasa relevancia en relación con el contenido global del acto impugnado, pero que, evidentemente van a afectar al fondo del acto administrativo recurrido. En estos casos la estimación del recurso o reclamación sería íntegra en tanto que el mismo solo se refería al aspecto formal, anulando el acto administrativo sin entrar a considerar el aspecto de fondo.

La NFGT únicamente establece que los recursos o reclamaciones sean estimados en su integridad con anulación del acto administrativo.






Interrupción de plazos para las obligaciones tributarias conexas. NFGT de Álava


 El apartado 11 del artículo 67 de la NFGT regula los efectos que tiene en determinados supuestos la interrupción de los plazos de prescripción sobre las llamadas obligaciones tributarias conexas. 

En este apartado se establece que en los supuestos en que se produzca una interrupción del plazo de prescripción del ejercicio de la potestad de la Administración tributaria para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación relativa a una obligación tributaria determinará, asimismo, la interrupción del plazo de prescripción del ejercicio de la misma potestad de la Administración tributaria y del ejercicio por el obligado tributario del derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías relativos a las obligaciones tributarias conexas del propio obligado tributario cuando en éstas se produzca o haya de producirse una tributación distinta como consecuencia de la aplicación, ya sea por la Administración tributaria o por los obligados tributarios, de los criterios o elementos en los que se fundamente la regularización de la obligación con la que estén relacionadas las obligaciones tributarias conexas.

En el propio texto de la NFGT se definen las obligaciones tributarias conexas como aquellas en las que alguno de sus elementos resulten afectados o se determinen en función de los correspondientes a otra obligación o período distinto.

La referida regulación supone que en el momento en el que la Administración Tributaria realice una comprobación de una obligación en particular, la interrupción de la prescripción se aplicará automáticamente en cuanto a las potestades referidas (posibilidad de liquidar y derecho a solicitar devoluciones), a todas las obligaciones que estén relacionadas (que sean conexas) con dicha obligación, aun cuando no se haya iniciado un procedimiento de comprobación formal por las mismas. De forma que el efecto interruptivo de la prescripción derivado de las actuaciones de liquidación por la Administración, se expande, produciendo ope legis un efecto interruptivo simétrico en relación con las obligaciones tributarias conexas en los distintos ejercicios.

De acuerdo con la regulación que se contiene en este apartado del concepto de obligaciones tributarias conexas, podemos establecer dos aspectos que limitan negativamente su alcance:


	
-  La regulación presupone que se trata de obligaciones no prescritas, porque claro es que no cabe interrumpir, ni de modo efectivo ni por simetría, la prescripción en obligaciones prescritas.

	
-  Las obligaciones conexas lo son del mismo obligado tributario. A las obligaciones tributarias de dos obligados tributarios distintos que guarden relación entre ellas no son aplicables las reglas sobre obligaciones conexas.









Extensión y efectos de la prescripción




Efectos de la prescripción sobre los obligados al pago de la deuda.


 En el artículo 68.1 de la NFGT se establece que la prescripción ganada aprovecha por igual a todos los obligados al pago de la deuda tributaria.

	 • La Sentencia del TSJ del País Vasco de 20-12-10 en un supuesto de responsabilidad subsidiaria de un administrador social entiende que no se ha producido la prescripción de la acción para el cobro de la deuda tributaria liquidada al obligado principal, ni de la acción para reclamar al responsable subsidiario el pago de la deuda, puesto que el plazo de prescripción respecto de la obligación del responsable ha de empezarse a contar desde que se pueda ejercitar la acción contra él, en aplicación del principio de la "actio nata", y no desde la fecha en la que se devenga originariamente la liquidación en la que se fija la obligación del sujeto pasivo.


Ahora bien, en los mismos artículos citados se establece una excepción a la aplicación de la prescripción o la caducidad ganadas a todos los obligados en una determinada obligación jurídico-tributaria, cuando los obligados al pago son mancomunados, en cuyo caso sólo gana la prescripción cada uno de los deudores sobre la parte que le corresponde, de forma que la prescripción ganada por cada uno de los obligados al pago no aprovecha a los demás.







Efectos extintivos de la prescripción.


 En el artículo 68.3 de la NFGT se establece que la prescripción extingue la deuda tributaria.

Técnicamente por efecto de la prescripción y de la caducidad se producirá la imposibilidad del acreedor de ejercitar su acción contra el deudor. El efecto es, por lo tanto, la extinción de la obligación del deudor, por aplicación del principio de seguridad jurídica en las relaciones obligatorias.

En consecuencia, las actuaciones administrativas de comprobación realizadas sobre ejercicios prescritos o caducados son nulas por ser la prescripción de las deudas tributarias una institución de orden público.






Aplicación de oficio de la prescripción.


 En el artículo 68.2 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT) se establece que la prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya pagado la deuda tributaria, sin necesidad de que la invoque o excepcione el obligado tributario.

La norma tributaria se separa en este aspecto del derecho común en el que la prescripción necesita ser invocada o excepcionada por el sujeto a quien beneficia, que puede renunciar a ella.

La aplicación de oficio de la prescripción plantea la cuestión relativa a la renuncia a la prescripción ganada.


	
a. Tradicionalmente se ha aplicado en derecho tributario la norma civil que permite renunciar a la prescripción ganada, expresa o tácitamente (art. 1.935 CC).En tal sentido se entendía que renunciaba a la prescripción ganada quien pagaba la deuda tributaria prescrita o quien interponía un recurso transcurridos más de 4 años desde la última actuación en la instancia anterior. 



	
b. El apartado 3 del artículo 68 de la NFGT establece de forma expresa que la prescripción ganada extingue la deuda tributaria, no siendo admisible la renuncia a la misma. De este modo, el pago de una deuda prescrita es un ingreso indebido, que da al obligado tributario el derecho a solicitar su devolución.

	
c. La letra c) del artículo 228.1 de la NFGT en el que se regula el procedimiento para la devolución de ingresos indebidos, da el carácter de ingreso indebido y reconoce el derecho del obligado tributario a la devolución de las cantidades ingresadas después de prescribir la posibilidad de ejercicio de las correspondientes potestades administrativas.	 • La Sentencia del TSJ del País Vasco de 08-03-02, en un supuesto de una liquidación derivada de Acta de la Inspección, estima que al tiempo de practicarse la liquidación recurrida había ya prescsito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria. El órgano jurisdiccional sostiene que el Acta extendida por la Inspección de los Tributos, no dio lugar a la interrupción de la prescripción porque en dicha fecha ya se había producido la citada prescripción. La Administración tributaria estimó que la firma de conformidad al Acta por parte del sujeto pasivo supone una renuncia tácita a la prescripción ganada. De ninguna manera acepta el TSJ lo alegado por la Administración puesto que dicha renuncia no es admisible en nuestro Derecho, como ha declarado el Tribunal Supremo en numerosas sentencias, en las que se niega la posibilidad de renuncia del contribuyente a la prescripción ganada, que, además, ha de aplicarse de oficio, sin necesidad de que se invoque o excepcione por el sujeto pasivo.











La comprobación administrativa en períodos impositivos prescritos.


   Aunque en el texto de la NFGT de Alava no se regula de forma expresa la posibilidad de que la Administración compruebe los datos de créditos fiscales producidos en ejercicios prescritos pero que deban surtir efectos en ejercicios no prescritos, esta posibilidad debe deducirse de la redacción del apartado 3 del artículo 69 de la NFGT de Alava,  en el que, con ocasión de la regulación de los efectos de la prescripción en relación con las obligaciones formales se establece que la obligación de justificar la procedencia de los datos que tengan su origen en operaciones realizadas en períodos impositivos prescritos se mantendrá durante el plazo de prescripción del derecho para determinar las deudas tributarias afectadas por la operación correspondiente.







Efectos de la prescripción y de la caducidad en relación con las obligaciones formales




Efectos de la prescripción sobre obligaciones formales vinculadas a otras del propio obligado tributario.


 El artículo 65 de la NFGT sólo regula la prescripción de las obligaciones materiales o de pago, pero no la prescripción de las obligaciones formales.

Para estas obligaciones, la NFGT no ha previsto un régimen de prescripción, sino de inexigibilidad. Lo cual no quiere decir que estas obligaciones sean imprescriptibles, dado que en el derecho español, con arreglo al Código Civil, prescriben todas las obligaciones y acciones. Significa solo que para el derecho tributario es suficiente declarar que las obligaciones formales son inexigibles a partir de un determinado momento, aunque no hayan prescrito.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 69.1 de la NFGT, las obligaciones formales vinculadas a otras obligaciones tributarias del propio obligado sólo podrán exigirse mientras no haya expirado el plazo de prescripción o de caducidad del ejercicio de la potestad para determinar estas últimas.

La prescripción del derecho a liquidar la deuda tributaria determina la imposibilidad de exigir las obligaciones formales accesorias de aquélla.

Parece lógico considerar a las obligaciones formales como obligaciones accesorias (artículo 29.1 de la NFGT) de la que constituye la obligación principal de la relación jurídico-tributaria, esto es, pagar la cuota (artículo 19 NFGT).

Así, una vez que ha prescrito las obligación principal (pagar la deuda tributaria), no se pueden exigir declaraciones ni comunicaciones relativas a aquélla y cesa la obligación de conservar libros, registros, documentos y justificantes relativos a la misma. También cesa la obligación de facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones, así como la de facilitar a la Administración datos, informes, antecedentes o justificantes relativos a la deuda prescrita. En este sentido debe citarse la excepción contenida en el segundo párrafo del artículo 69.3 de la NFGT.







Efectos de la prescripción sobre obligaciones formales vinculadas a obligaciones de terceros.


 La obligación de proporcionar información de terceros regulada en el  artículo 90 de la NFGT, no puede considerarse como una obligación de carácter accesorio sino autónoma, por lo que no ha de verse afectada por los plazos de prescripción o de caducidad que afectan a la relación jurídico-tributaria sobre la que se requiere información.

A.  Plazos de exigibilidad.

El artículo 69.2 de la NFGT regula los plazos de exigibilidad de las obligaciones formales vinculadas al cumplimiento de obligaciones tributarias de otras personas o entidades.

En el artículo citado se establece que dichas obligaciones formales deberán cumplimentarse:


	
a. En el plazo previsto en la normativa mercantil. El artículo 30 del Código de Comercio establece que lo documentación impuesta por la normativa mercantil debe conservarse durante 6 años.

	
b. En el plazo de exigencia de las obligaciones formales propias del obligado que debe cumplimentarlas, si este último fuese superior al previsto en la letra a anterior.Por lo tanto, puede afirmarse que las obligaciones formales no vinculadas a otras obligaciones tributarias del propio obligado pueden exigirse en cualquier momento, siempre que el obligado a suministrar información esté obligado a conservarla. 





B.  Obligaciones de conservación y suministro a las que afecta.

Las obligaciones formales vinculadas al cumplimiento de obligaciones tributarias de otras personas o entidades se concretan en la obligación de conservación y suministro de la siguiente información:


	
a. La obligación de llevar y conservar libros de contabilidad y registros, así como los programas, ficheros y archivos informáticos que les sirvan de soporte y los sistemas de codificación utilizados que permitan la interpretación de los datos cuando la obligación se cumpla con utilización de sistemas informáticos, incluyendo los medios para la conversión de dichos datos a formato legible cuando la lectura o interpretación de los mismos no fuera posible por estar encriptados o codificados. 

	
b. La obligación de conservar copia de los programas, ficheros y archivos generados que contengan los datos originarios de los que deriven los estados contables y las autoliquidaciones o declaraciones presentadas, en los casos en que los obligados tributarios deban presentar autoliquidaciones o declaraciones por medios telemáticos. 

	
c. La obligación de expedir y entregar facturas o documentos sustitutivos y conservar las facturas, documentos y justificantes que tengan relación con sus obligaciones tributarias. 

	
d. La obligación de aportar a la Administración tributaria libros, registros, documentos o información que el obligado tributario deba conservar en relación con el cumplimiento de las obligaciones tributarias propias o de terceros, así como cualquier dato, informe, antecedente y justificante con trascendencia tributaria, a requerimiento de la Administración o en declaraciones periódicas. 









Sección cuarta. Otras formas de extinción de la deuda tributaria




Otras formas de extinción de la deuda tributaria. Introducción.


  Además del pago o cumplimiento y de la prescripción, la NFGT regula como formas de extinción de la obligación tributaria la compensación, la condonación y la insolvencia del deudor.

No recoge la NFGT otras formas de extinción de las obligaciones que se regulan en el art. 1.156 del Código Civil, tales como:


	
- La pérdida de la cosa debida.No es un modo de extinción de la obligación tributaria material pues en ésta la cosa debida es dinero, que por su carácter fungible no puede perderse o destruirse como cosa determinada.

No obstante esta causa de extinción puede ser aplicable a las obligaciones formales cuando la obligación de hacer resulte materialmente imposible (art. 1184 CC) (por ejemplo, cuando no se puede cumplir la obligación de mostrar los libros porque éstos se han perdido fortuitamente o cuando no se pueden presentar las facturas u otros justificantes porque ha transcurrido el plazo establecido para guardarlos y ya no se conservan)



	
- La confusión de los derechos de acreedor o deudor.Tampoco es un medio de extinción de las obligaciones tributarias debido a la indisponibilidad del crédito tributario.

En aquellos supuestos en los que la propia Administración es la obligada a realizar determinados pagos tributarios (por ejemplo retenciones) el principio de presupuesto íntegro regulado en el art. 134 de la Constitución impide la confusión de los derechos y obligaciones de la Administración como acreedor y deudor respectivamente.



	
- La novación.El principio de indisponibilidad del crédito tributario impide su modificación por acuerdo entre acreedor y deudor, por lo que la novación tampoco es un modo de extinción de las obligaciones tributarias.

No obstante, la NFGT permite la Hacienda Foral suscribir acuerdos o convenios concertados en el curso de procesos concursales lo que implica una disponibilidad limitada del crédito tributario.












Compensación




Deudas y créditos compensables: otras formas de extinción de la deuda tributaria.


 Tiene lugar la compensación cuando dos personas por derecho propio son recíprocamente acreedoras y deudoras la una de la otra (art. 1.195 CC). El efecto de la compensación es extinguir una y otra deuda en la cantidad concurrente (art. 1.202 CC).

De acuerdo con lo establecido en el artículo 70.1 de la NFGT, las deudas tributarias de un obligado tributario podrán extinguirse total o parcialmente por compensación con créditos reconocidos por acto administrativo a favor del mismo obligado.

En definitiva, la NFGT no esta haciendo otra cosa más que traer a la normativa tributaria el instituto civil de la compensación.

Como requisito del crédito compensable, la NFGT establece que el mismo este reconocido por un acto administrativo.

	 · La Sentencia del  TS de 17-10-06 establece que el certificado de reconocimiento del crédito emitido por la Administración es suficiente a efectos de la compensación, sin que sea exigible la previa anotación contable de dicho crédito.• La Resolución del TEAF de Bizkaia de 09-05-05 establece que no procede la compensación de deudas porque el crédito por la devolución de IVA no estaba reconocido por acto administrativo firme, pues aunque hubiera transcurrido el plazo establecido para la devolución no se aportó la garantía exigida a estos efectos por la Administración.




El Reglamento de Recaudación (art. 102 del DF 48/1994, de 10 de enero), amplía el ámbito subjetivo de la compensación cuando el deudor sea una entidad de derecho público, estableciendo que, las deudas a favor de la Hacienda Foral, cuando el deudor sea un Ente territorial, Organismo Autónomo, Seguridad Social o Entidad de derecho público, cuya actividad no se rija por el ordenamiento privado, serán compensables de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en período voluntario.







Modalidades de compensación: otras formas de extinción de la deuda tributaria.


 La NFGT regula las siguientes modalidades de compensación:


	
a. La compensación a instancia del obligado tributario cuya regulación se desarrolla en el artículo 71 de la NFGT (ver comentario relacionado).

	
b. La compensación de oficio cuya regulación se desarrolla en el artículo 72 de la NFGT (ver comentario relacionado).



Además, la NFGT regula una forma especial de extinción de deudas de las entidades locales y demás entidades de derecho público mediante deducciones sobre las cantidades que la Hacienda Foral deba transferirles.






La cuenta corriente fiscal. 


 La NFGT regula en el artículo 70.3  la posibilidad de establecer un sistema de cuenta corriente en el que los obligados tributarios puedan solicitar la compensación de los créditos y las deudas tributarias de las que sean titulares.

Se está regulando un sistema especial de compensación de deudas y créditos, ambos de carácter tributario.

La aplicación de la cuenta corriente tributaria encuentra su fundamento en la compensación, forma de extinción de las obligaciones aplicable al derecho tributario de acuerdo con lo establecido en la NFGT, que permite, en este sistema, la extinción de los créditos y deudas tributarias que un mismo obligado tributario tenga con la Hacienda Pública, con la finalidad de evitar pagos y cobros continuos y de facilitarle el cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

Ahora bien, la NFGT delega en una disposición reglamentaria la regulación de este sistema de cuenta corriente fiscal.

En Alava, el sistema de cuenta corriente tributaria se desarrolla en el Capítulo I del Decreto Foral 43/2011, de 31 de mayo.

a.  Ámbito de aplicación.

El sistema de cuenta corriente tributaria tiene por objeto la extinción mediante compensación de deudas y créditos de naturaleza tributaria de un mismo obligado tributario.

La aplicación del sistema de cuenta corriente tributaria será incompatible, en relación con las deudas y créditos acogidos al mismo, con los procedimientos de compensación a instancia del obligado tributario, de aplazamiento y fraccionamiento del pago, de cuenta aplazamiento y de condonación.

i.  Obligados tributarios que pueden acogerse.

La cuenta corriente tributaria podrá ser utilizada por aquellos obligados tributarios que reúnan los siguientes requisitos:


	
-  Encontrarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

	
-  No estar incursos en un procedimiento concursal.



ii.  Créditos y deudas que pueden ser objeto de compensación.

Las deudas y créditos tributarios que podrán ser objeto de compensación a través de la cuenta corriente tributaria deberán ser del mismo obligado tributario y deberán tener la siguiente procedencia:


	
-  Los créditos tributarios deben proceder de autoliquidaciones o liquidaciones correspondientes al Impuesto sobre el Valor Añadido y al Impuesto sobre Sociedades.

	
-  Las deudas tributarias deben proceder de autoliquidaciones o liquidaciones correspondientes al Impuesto sobre el Valor Añadido, al Impuesto sobre Sociedades, al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, a las retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el Impuesto sobre Sociedades sobre rendimientos del trabajo y actividades empresariales y profesionales, a las retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos del capital mobiliario, a las retenciones e ingresos a cuenta sobre arrendamientos y subarrendamientos de inmuebles, a las retenciones sobre ganancias patrimoniales y a las retenciones e ingresos a cuenta sobre premios.



iii.  Créditos y deudas que no pueden ser objeto de compensación.

No podrán ser objeto de compensación mediante el sistema de cuenta corriente tributaria, los créditos y las deudas siguientes:


	
-  Las deudas que se deriven de autoliquidaciones presentadas fuera del plazo establecido en la normativa para la presentación dentro del plazo voluntario.

	
-  Las deudas o créditos que se deriven de liquidaciones que procedan de acta de Inspección o sean consecuencia de un procedimiento sancionador.

	
-  Los créditos correspondientes a devoluciones que hayan sido reconocidas por la Administración tributaria.

	
-  Los créditos o deudas tributarias incursas en procedimientos especiales de revisión o de resolución de recurso de reposición, reclamación económico-administrativa o recurso contencioso-administrativo, mientras duren los respectivos procedimientos.

	
-  Las deudas o créditos que se hayan incluido en otra solicitud tanto de compensación como de cesión, como de cualquier otro procedimiento de recaudación tributaria.



b.  Solicitud de compensación.

i.  Presentación de autoliquidación a devolver.

Para acogerse al sistema de cuenta corriente tributaria será necesario que el obligado tributario haya presentado, con anterioridad a la solicitud de aplicación de dicho sistema, una autoliquidación con resultado a devolver o disponer de un crédito procedente de una liquidación con resultado a devolver.

ii.  Presentación de solicitud de compensación.

A continuación, el obligado tributario deberá presentar una solicitud, ajustada al modelo establecido por la Administración tributaria, en la que deberá identificar el crédito y, a continuación, las deudas para las que solicita la aplicación del sistema de cuenta corriente tributaria. Esta solicitud deberá presentarse por vía telemática con posterioridad a la presentación de la autoliquidación con resultado a ingresar cuya deuda se pretende compensar y como máximo dentro de los cuatro días naturales siguientes a la finalización del período voluntario de presentación de la misma, y en ella se indicarán expresamente las autoliquidaciones o liquidaciones a devolver que constituyan los créditos objeto de compensación

Las deudas tributarias que el obligado tributario solicite a compensar no pueden superar el 80 por ciento del crédito tributario.

c.  Ampliación de la solicitud de compensación.

El obligado tributario, por vía telemática, podrá ampliar la solicitud de compensación solicitando la inclusión de nuevas deudas tributarias siempre que no se haya acordado la devolución del crédito.

d.  Tramitación y Resolución.

Las solicitudes de compensación a través del sistema de cuenta corriente tributaria serán tramitadas por el Servicio de Recaudación y, si reúnen los requisitos señalados en el mismo, serán resueltas favorablemente por la persona que ostente la jefatura del Servicio de Recaudación

e.  Efectos sobre los créditos y las deudas.

Las solicitudes de compensación mediante el sistema de cuenta corriente tributaria suspenderán el inicio del período ejecutivo de las deudas tributarias para las que el obligado tributario haya solicitado la aplicación de dicho sistema.

Las deudas y créditos tributarios objeto de este sistema de cuenta corriente tributaria se extinguirán por compensación en el momento en que se produzca el reconocimiento del crédito a favor del obligado tributario.







Compensación a instancia del obligado tributario




Solicitud de compensación.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 71 de la NFGT, el obligado tributario podrá solicitar la compensación de deudas tributarias con créditos reconocidos a su favor.

Las deudas tributarias cuya compensación puede solicitarse son tanto las que se encuentren en período voluntario de pago como en período ejecutivo.

Conforme establece el artículo 104 del Reglamento de Recaudación, el deudor que inste la compensación debe dirigir al órgano competente de la Hacienda Foral (Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos) solicitud con los siguientes requisitos:


	
i.  Identificación fiscal del obligado al pago.

	
ii.  Identificación de la deuda cuya compensación se solicita, indicando, al menos, su importe, concepto y fecha de vencimiento del plazo de ingreso voluntario.

	
iii.  Identificación del crédito reconocido por la Hacienda Foral a favor del solicitante cuya compensación se ofrece, indicando, al menos, su importe, concepto y órgano gestor del crédito.

	
iv.  Declaración expresa de que el crédito no ha sido transmitido o cedido.

	
v.  Lugar, fecha y firma del solicitante.









Efectos de la solicitud de compensación.


 a.  Solicitud presentada en período voluntario.

La presentación de una solicitud de compensación en período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo de la deuda concurrente con el crédito reconocido durante la tramitación de la misma.

Intereses de demora.

Entendemos que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 26 de la NFGT la suspensión del inicio del período ejecutivo como consecuencia de solicitud de compensación no impedirá el devengo de intereses de demora desde el vencimiento del plazo de pago de la deuda tributaria cuya compensación se solicita hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario abierto por la notificación de la resolución (artículo 26. 2.d).

Además, es preciso tener en cuenta que en la NFGT se establece que no se exigirán intereses de demora cuando la Administración tributaria incumpla por causa imputable a la misma los plazos establecidos para resolver, exigiéndose el interés exclusivamente hasta la fecha final de dichos plazos (artículo 26).

Por lo tanto, cuando la Administración tributaria incumpla el plazo de resolución de la solicitud de compensación, los intereses de demora no se devengarán más allá de dicho plazo.

b.  Solicitud presentada en período ejecutivo.

Cuando la solicitud se presente en periodo ejecutivo no se suspenderá el procedimiento de apremio, puesto que la solicitud de compensación no se encuentra entre los supuestos de suspensión del procedimiento regulados en artículo 169 de la NFGT.

Ahora bien, entendemos que la Administración tributaria podrá suspender las actuaciones de enajenación de bienes embargados hasta la resolución de la solicitud.






Resolución de la solicitud de compensación.


 Los plazos de resolución de la solicitud, así como, los efectos de las resoluciones denegatorias se regulan en el art. 104 del Reglamento de Recaudación.

El órgano competente acordará la compensación cuando concurran los requisitos establecidos en la normativa tributaria y civil (arts. 1.195 a 1.202 del CC), o en la legislación específica aplicable.

El apartado 6 del artículo 104 del Reglamento de Recaudación establece que la resolución deberá adoptarse en el plazo de seis meses contados desde el día en que la solicitud tuvo entrada en los registros del órgano administrativo competente para su tramitación. Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución se podrá entender desestimada la solicitud en la forma y con los efectos previstos en los artículos 24 y 25 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del PAC. No obstante, si la resolución fuese susceptible de ser recurrida en vía administrativa, una vez transcurrido dicho plazo, los interesados podrán considerar desestimada la solicitud para deducir frente a la denegación presunta el correspondiente recurso o esperar la resolución expresa.

Por lo que se refiere a los efectos de la resolución denegatoria, si se deniega la compensación y ésta se solicitó en periodo voluntario, deberá pagarse la deuda junto con los intereses devengados, en el plazo de 15 días hábiles siguientes al de la notificación de dicha resolución. Si se solicitó en periodo ejecutivo, continuará el procedimiento del apremio (art. 104.4 del Reglamento de Recaudación).






Efectos de la compensación.


 La extinción de la deuda tributaria se producirá en el momento de la presentación de la solicitud o cuando se cumplan los requisitos exigidos para las deudas y los créditos, si este momento fuera posterior a dicha presentación.

La compensación se produce automáticamente en el momento de la presentación de la solicitud si en ese momento ya concurren los requisitos exigidos para la deuda y el crédito.

Cuando a la presentación de la solicitud no concurren dichos requisitos (por ejemplo, aun no está reconocido el crédito) la compensación se producirá cuando concurran dichos requisitos.

El acuerdo de compensación declarará dicha extinción, de modo que acordada la compensación se declaran extinguidas las deudas y créditos en la cantidad concurrente.

Si el crédito es inferior a la deuda, por la parte de deuda que exceda del crédito se continuará el procedimiento de gestión recaudatoria, voluntaria o ejecutiva según proceda.

Si el crédito es superior a la deuda, se abonará la diferencia al interesado.







Compensación de oficio




La compensación de deudas en período ejecutivo. NFGT de Álava


 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 72.1 de la NFGT, la Administración tributaria compensará de oficio las deudas tributarias que se encuentren en periodo ejecutivo.

En virtud del artículo que es objeto del presente comentario, la Administración tributaria podrá compensar de oficio deudas tributarias, con la condición de que las mismas se encuentren en período ejecutivo de pago. Sólo el obligado tributario puede interesar la compensación de las deudas en período voluntario de pago.

La justificación de la presente facultad concedida a la Administración tributaria se encuentra en la propia existencia del período ejecutivo, encontrándose la deuda en ejecutiva parece lógico que pueda compensarse la misma de oficio.

Además en el texto de la NFGT de Alava se añade que la Administración tributaria podrá compensar de oficio las deudas aplazadas o fraccionadas con créditos reconocidos por acto administrativo a favor del mismo obligado tributario. Esta redacción, en la que no se especifica si las deudas deben estar en período voluntario o ejecutivo, debe interpretarse en el sentido de que, en todo caso podrá llevarse a cabo la compensación, aunque las deudas no se encuentren en período ejecutivo.

La compensación de oficio de deudas en ejecutiva se desarrolla en el art. 103 del Reglamento de Recaudación, aprobado por Decreto Foral 48/1994, de 10 de enero.

Cuando un deudor a la Hacienda Foral sea, a la vez, acreedor a la misma por un crédito reconocido, transcurrido el período voluntario sin que haya satisfecho la deuda se compensará de oficio la deuda más el recargo de apremio, con el crédito.







La compensación de deudas en período voluntario. NFGT de Álava


 La regla general de que únicamente pueden compensarse de oficio las deudas que se encuentran en período ejecutivo tiene tres excepciones: las cantidades a ingresar y a devolver que resulten de un mismo procedimiento de gestión o inspección y las que resulten de la practica de una nueva liquidación por haber sido anulada otra anterior de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 26 de la NFGT y las que se deriven de la ejecución de una resolución estimatoria de un recurso de reposición o de una reclamación económico-administrativa contra la liquidación de una obligación tributaria conexa a otra.

En la NFGT de Alava se regula un supuesto en el que la Administración tributaria podrá compensar de oficio deudas aunque no se encuentren en período ejecutivo. El párrafo segundo del apartado 1 del artículo 72  establece que la administración podrá compensar las deudas aplazadas o fraccionadas con créditos reconocidos por acto administrativo a favor del mismo obligado tributario.

A.  En procedimientos de gestión o inspección.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 72 de la NFGT, se compensarán de oficio durante el plazo de ingreso en periodo voluntario las cantidades a ingresar y a devolver que resulten de un mismo procedimiento de gestión o inspección.

Este supuesto de compensación de oficio en voluntaria en relación con los procedimientos de inspección se desarrolla en los respectivos Reglamentos de Recaudación:

- Alava: Art. 104 del RR, aprobado por Decreto Foral 48/1994, de 10 de enero.

Cuando de las actas que documenten los resultados de una misma actuación de comprobación e investigación resulten liquidaciones de distinto signo relativas a un mismo sujeto pasivo o retenedor, una vez firmes, el órgano competente de la Hacienda Foral, de oficio o a instancia del interesado, acordará la compensación de las deudas y créditos hasta donde alcancen aquéllos. La compensación acordada no perjudica la concesión de aplazamientos o fraccionamientos de la deuda restante.

B.  Como consecuencia de la práctica de nuevas liquidaciones.

El segundo supuesto en el que es posible la compensación de oficio de deudas en voluntaria se da cuando resulte necesaria la práctica de una nueva liquidación por haber sido anulada otra anterior por una resolución administrativa o judicial.

En este caso la compensación de oficio se producirá entre la deuda resultante de la nueva liquidación y el crédito derivado por el ingreso indebido realizado por medio de la liquidación anulada.

Esta posibilidad de compensar de oficio deudas en voluntaria ha sido, en general, bastante criticada por la doctrina por considerarla una situación completamente anómala y contraria a la evolución que viene atribuyéndose por las normas tributarias a las garantías de los obligados tributarios. En este sentido, se ha considerado injustificable que la Administración trate de sacar partido de la anulación de un acto administrativo, y en lugar de devolver inmediatamente al obligado que ingresó, y en su caso practicar nueva liquidación, y proceder a su exacción por los cauces generales, acuda al "atajo" que supone no devolver con celeridad y practicar una nueva liquidación, procediendo a la compensación de oficio.

C.  Como consecuencia de la ejecución de resoluciones que afecten a obligaciones tributarias conexas.

En el último párrafo del artículo 72.1 de la NFGT, se establece que también se compensarán de oficio durante el plazo de ingreso en período las cantidades a ingresar y a devolver que resulten de la ejecución de la resolución a la que se refieren los artículos 231.3 y 244.7 de la NFGT.

La NFGT se refiere en este apartado a la posibilidad de compensar cantidades derivadas de la ejecución de un recurso de reposición o de una reclamación económico-administrativa en la que la resolución sea estimatoria (total o parcial), y se dé la circunstancia de que la liquidación recurrida tenga una relación de conexión con otra obligación tributaria.

Los artículos referidos establecen la posibilidad de que la Administración tributaria, con ocasión de la ejecución de la resolución (recurso de reposición o reclamación económico-administrativa), regularice la obligación conexa distinta de la recurrida en la que la Administración hubiese aplicado los criterios o elementos en que se fundamentó la liquidación de la obligación tributaria objeto de la reclamación. Si como consecuencia de dicha regularización tanto de la obligación recurrida como de la conexa se producen simultáneamente cantidades a ingresar ya a devolver, es cuando se aplicará la compensación.






Compensación de oficio de deudas de entidades locales y otras entidades de derecho público.


 El artículo 102 del Reglamento de Recaudación, establece que las deudas a favor de la Hacienda Foral, cuando el deudor sea un Ente territorial, Organismo Autónomo, Seguridad Social o Entidad de derecho público, cuya actividad no se rija por el ordenamiento privado, serán compensables de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en período voluntario.






Efectos de la compensación de oficio.


 La extinción de la deuda tributaria se producirá en el momento de inicio del período ejecutivo o cuando se cumplan los requisitos exigidos para las deudas y los créditos, si este momento fuera posterior. El acuerdo de compensación declarará dicha extinción.

En los supuestos de compensación de oficio en voluntaria de las cantidades a ingresar y a devolver que resulten de un mismo procedimiento de gestión o inspección y las que resulten de la practica de una nueva liquidación por haber sido anulada otra anterior, la extinción se producirá en el momento de concurrencia de las deudas y los créditos, en los términos establecidos reglamentariamente.

Acordada la compensación se declaran extinguidas las deudas y créditos en la cantidad concurrente.

Si el crédito es inferior a la deuda, por la parte de deuda que exceda del crédito se continuará el procedimiento de gestión recaudatoria, voluntaria o ejecutiva según proceda.

Si el crédito es superior a la deuda, se abonará la diferencia al interesado.







Condonación




Condonación: otras formas de extinción de la deuda tributaria.


 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 73 de la NFGT, las deudas tributarias sólo podrán condonarse en virtud de Norma Foral, en la cuantía y con los requisitos que en la misma se determinen.

Las sanciones tributarias (que no son deuda tributaria) sólo podrán condonarse en virtud de Norma Foral, de acuerdo con lo establecido en el artículo 194.3 (ver comentario relacionado).








Baja provisional por insolvencia




Baja provisional por insolvencia: otras formas de extinción de la deuda tributaria.


 El artículo 74.1 de la NFGT establece que las deudas tributarias que no hayan podido hacerse efectivas en los respectivos procedimientos de recaudación por insolvencia probada de todos los obligados tributarios, se declararán créditos incobrables, en tanto no se rehabiliten dentro del plazo de prescripción.

La declaración de un crédito incobrable es una de las formas de terminación del procedimiento de apremio, de acuerdo con lo establecido en el artículo 177.1 de la NFGT.

En los casos en que se haya declarado el crédito incobrable, el procedimiento de apremio se reanudará, dentro del plazo de prescripción, cuando se tenga conocimiento de la solvencia de algún obligado al pago.

Si estos créditos incobrables se mantienen en esta situación, esto es, sin ser rehabilitados, hasta el vencimiento de su plazo de prescripción, se extinguirán.

Como puede apreciarse, la insolvencia probada del deudor es solo una forma de extinción provisional de las deudas tributarias, ya que su extinción definitiva se produce por prescripción.

El artículo 107 del Reglamento de Recaudación desarrolla la declaración de insolvencia y sus consecuencias.








Sección quinta. Garantías del crédito tributario




Garantías del crédito tributario: introducción.


 Para asegurar el pago de la deuda tributaria la ley establece una serie de garantías que se pueden clasificar del siguiente modo.

Garantías generales y garantías específicas.

La obligación de pago de la deuda tributaria goza de las garantías generales establecidas en el Código Civil, cuyo artículo 1.911 dispone que:

"Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes presentes y futuros."

Además de las garantías generales los créditos de la Hacienda Foral gozan de las garantías específicas que se determinan en la NFGT, en las demás normas aplicables y en los respectivos Reglamentos de Recaudación.

Garantías personales y garantías reales.

1. Garantías personales.

Constituyen garantías personales del crédito tributario todos los supuestos en los que, por imperativo de la norma, se extiende a terceras personas la responsabilidad del pago de la deuda tributaria.

Pueden considerarse garantías personales del crédito tributario:

Todos los supuestos de responsabilidad regulados en los artículos 42 y 43 de la NFGT (ver comentario relacionado y ver comentario relacionado).

Los supuestos de responsabilidad regulados en las leyes propias de los tributos (ver comentario relacionado).

Los supuestos de sucesión en la deuda tributaria regulados en los artículos 39 y 40 de la NFGT (ver comentario relacionado y ver comentario relacionado).

2. Garantías reales.

Constituyen garantías reales del crédito tributario todos los supuestos en los que la norma afecta bienes determinados al pago de la deuda tributaria.

Pueden considerarse garantías reales las siguientes:

El derecho de prelación que se regula en el artículo 75 de la NFGT (ver comentario relacionado).

La hipoteca legal tácita que se regula en el artículo 76 de la NFGT (ver comentario relacionado).

La afección de bienes que se regula en el artículo 77 de la NFGT (ver comentario relacionado).

Las medidas cautelares consistentes en retención del pago de devoluciones tributarias o de otros pagos que deba realizar la Hacienda Foral y el embargo preventivo de bienes o derechos que se regulan en el artículo 78 de la NFGT (ver comentario relacionado).

El derecho de retención de mercancías regulado en el artículo 78.6 de la NFGT (ver comentario relacionado)

Las garantías voluntariamente constituidas a que se refieren el artículo 79 de la NFGT (ver comentario relacionado).








Derecho de prelación




Prelación general de los créditos tributarios.


 El artículo 75 de la NFGT establece que la Hacienda Pública tendrá prelación para el cobro de los créditos tributarios vencidos y no satisfechos en cuanto concurra con otros acreedores, excepto que se trate de acreedores de dominio, prenda, hipoteca u otro derecho real debidamente inscrito en el registro correspondiente con anterioridad a la fecha en que se haga constar en el mismo el derecho de la Hacienda Pública.

La prelación general de los créditos tributarios regulada en el artículo que es objeto del presente comentario, requiere distinguir la concurrencia de dichos créditos con derechos reales y con otros derechos de crédito.

A. En concurrencia con derechos reales.

En relación con los denominados acreedores de dominio o derecho real, es decir, los titulares de un derecho de dominio, de hipoteca, prenda u otro derecho real, inscritos con anterioridad a la fecha en que se haga constar registralmente el derecho de la Hacienda Pública, no opera la prelación general del crédito tributario como consecuencia de los principios registrales de publicidad y de protección al tercero de buena fe.

Además, los adquirentes con titulo no inscrito, pero de fecha anterior a la constancia del crédito tributario, podrán hacer uso de la correspondiente tercería contra la Administración, dado que el carácter no constitutivo de la inscripción, excepto en el caso de hipotecas, permite la existencia y validez de dicho titulo sin la inscripción.

Aun existiendo un crédito garantizado con derecho real inscrito con anterioridad, el crédito tributario puede ostentar preferencia sobre los mismos cuando aquel este garantizado con la hipoteca legal tácita a que se refiere el artículo 76 de la NFGT (ver comentario relacionado) o con el derecho de afección a que se refiere el artículo 77 de la NFGT (ver comentario relacionado).

B. En concurrencia con otros derechos de crédito.

La prelación del crédito tributario lo antepone a los restantes derechos de crédito, sin necesidad de anotación preventiva a favor de la Hacienda Pública y aun cuando tales derechos de crédito se encuentren anotados.

Por lo tanto, la prelación del crédito tributario supone su preferencia con independencia de la existencia de anotación a favor del crédito no tributario, que en su caso, exigirá de la Administración el ejercicio de tercería de mejor derecho para hacer efectiva dicha preferencia.

El hecho de que la preferencia del crédito tributario no se ve afectada por el hecho de que existe o no la anotación de embargo se recalca en el artículo 175.2 de la NFGT que al regular la anotación preventiva de embargo establece que la anotación preventiva no alterará la prelación que para el cobro de los créditos tributarios establece esta Norma Foral, siempre que se ejercite la tercería de mejor derecho. En caso contrario, prevalecerá el orden registral de las anotaciones de embargo.







Preferencia de créditos salariales.


 La prelación general de los créditos tributarios se ve afectada por los privilegios regulados en el Estatuto de los Trabajadores a favor de los créditos salariales.

El Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, ha establecido en su artículo 32 los derechos de prelación de determinados créditos salariales. La doctrina administrativa y la jurisprudencia han entendido que determinados créditos salariales, como créditos "singularmente privilegiados" tienen preferencia para el cobro respecto a los restantes créditos públicos, incluidos los créditos tributarios.

	 En relación con la preferencia de los créditos salariales regulada en el artículo 32.3 del Estatuto de los Trabajadores, a tenor del cual, "Los créditos salariales no protegidos en los números anteriores (créditos de treinta últimos días de salario y créditos refaccionarios) tendrán la consideración de singularmente privilegiados y gozarán de preferencia sobre cualquier otro crédito, excepto los créditos con derecho real", la Sentencia del TSJ del País Vasco de 19-02-03, aún admitiendo que se trata de una cuestión "doctrinalmente no pacifica", reconoce que el criterio mayoritario seguido, tanto por la jurisprudencia del Tribunal Supremo como por la de la Dirección General de los Registros y del Notario, es considerar que la anotación preventiva de embargo no constituye un derecho subjetivo de naturaleza real, cualidad fundamental que debe reunir el crédito preferente al de los salarios. El Tribunal establece, en este sentido, que es doctrina reiterada que, tal anotación no otorga al crédito ningún derecho real, ni cambia su naturaleza personal, sino que es una medida asegurativa de su efectividad. Como consecuencia de todo ello, el TSJPV estima que los créditos salariales gozan de preferencia sobre el importe de los créditos tributarios garantizados por una anotación preventiva de embargo de la Hacienda Pública.







Procedimientos concursales.


 La  Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, redujo las preferencias crediticias en el ámbito del concurso de acreedores, en razón del principio general de igualdad de trato a dichos acreedores. El artículo 89 LC tiende a un sistema cerrado o de "numerus clausus" de privilegios, al no admitir en el concurso ningún privilegio no reconocido en la Ley Concursal.

En relación con los créditos tributarios, a parte de aquellos que estén garantizados con derecho real (créditos con privilegio especial), el artículo 91 de la LC considera créditos con privilegio general, entre otros, las cantidades correspondientes a retenciones tributarias y, el 50% de los demás créditos tributarios que no gocen de privilegio especial. El resto del crédito tributario será crédito ordinario dentro del procedimiento concursal.

En observancia de la mencionada regulación concursal el artículo 75.2 de la NFGT  de Alava se refiere a la misma para someter la prelación del crédito tributario a las prescripciones establecidas en la LC.

Por su parte, en la NFGT de Alava se establece que en caso de convenio concursal, los créditos tributarios a los que afecte el convenio, incluidos los derivados de la obligación de realizar pagos a cuenta, quedarán sometidos a lo establecido en la legislación concursal.

Entntendemos que, de acuerdo con lo establecido por reiterada jurisprudencia dictada en el ámbito concursal, la declaración de un procedimiento concursal supone en relación con la deuda tributaria, la aplicación en todo caso de lo establecido en la Ley Concursal a efectos de determinación de las preferencias crediticias, y esto por encima de lo regulado en la normativa tributaria. Por lo tanto, siempre que exista un procedimiento concursal la deuda tributaria quedará sometida a lo establecido en la Ley Concursal.






Derecho de prelación. Créditos de titularidad de otros Estados.


 El artículo 77 bis de la NFGT se refiere a la aplicación de la preferencia crediticia establecida en este artículo en relación con los créditos de otros Estados cuando la Diputación Foral actúa en el ámbito de la asistencia mutua, estableciendo que dicha preferencia, con carácter general no es aplicable a los créditos de otros Estados cuando concurran con otros créditos de derecho público.

En el referido apartado se establece que los créditos de titularidad de otros Estados o entidades internacionales o supranacionales no gozarán de prelación alguna cuando concurran con otros créditos de derecho público, ni tampoco gozarán del resto de las garantías establecidas para el crédito tributario en la NFGT, salvo que la normativa sobre asistencia mutua establezca otra cosa y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 78 de la NFGT sobre la adopción de medidas cautelares.

En relación con la naturaleza de los créditos titularidad de otros estados es relevante señalar que la Disposición Adicional 21ª de la NFGT de Álava que lleva por título “Naturaleza jurídica de los créditos gestionados en el ámbito de la asistencia mutua” establece que a efectos de la asistencia mutua a la que se refiere el artículo 1.2 de la NFGT y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77 bis antes referido, tendrán la consideración de derechos de la Hacienda Pública de naturaleza pública todo crédito de otro Estado o entidad supranacional o internacional respecto del que se ejerzan las acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la administración tributaria preste en ejercicio de dicha asistencia mutua.

La Disposición Adicional mencionada añade que a los efectos del ejercicio de dichas acciones de asistencia mutua tales derechos conservarán su naturaleza jurídica originaria conforme a la normativa del Territorio Histórico de Álava y les será de aplicación el régimen jurídico regulado en la Norma Foral General Presupuestaria, y en la NFGT.







Hipoteca legal tácita




Concepto de hipoteca legal tácita.


 El artículo 76 de la NFGT establece que en los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos inscribibles en un registro público o sus productos directos, ciertos o presuntos, la Hacienda Pública tendrá preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque éstos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas devengadas y no satisfechas correspondientes al año natural en que se exija el pago y al inmediato anterior.

El nombre de "hipoteca legal tácita" está recogido en el artículo 35 del Reglamento de Recaudación, y se justifica por ser una garantía real, establecida por imperio de la ley, para cuya existencia no es necesario que se inscriba en un registro, a diferencia de lo que sucede con las hipotecas ordinarias que son voluntarias y  cuya existencia exige su inscripción en el registro correspondiente. No obstante su carácter tácito, esta garantía real podrá hacerse constar en los Registros públicos mediante anotación preventiva (art. 35.3).

Se trata de un hipoteca legal, como la califica el artículo 194 de la Ley Hipotecaria, y tacita, porque opera sin necesidad de inscripción. Se proyecta directamente sobre bienes concretos, por ello no deja de responder al principio de especialidad hipotecaria, que ciñe su carga al bien específicamente gravado por el crédito tributario garantizado.

La hipoteca legal tácita confiere las siguientes potestades:


	
a. Una preferencia de cobro frente a los acreedores del titular de los bienes y adquirentes de éstos, de carácter prácticamente absoluto porque se antepone a todos los titulares registrales, sean ecreedores hipotecarios o terceros adquirentes.

	
b. Un derecho de persecución del bien frente a todos, para proceder a la realización forzosa de éste y cobrar con ella el crédito tributario.









Ámbito de aplicación de la hipoteca legal tácita.


 El ámbito de aplicación de la hipoteca legal tácita tiene dos requerimientos:


	
a. Que los tributos garantizados sean periódicos, no instantáneos, y que tengan por objeto los bienes o derechos inscribibles en un registro público o sus productos directos, ciertos o presuntos. Esto refiere la garantía a tributos de capital o renta, que graven la riqueza de estos bienes, y que habrán de ser de carácter real. En la actualidad resulta de aplicación al Impuesto Municipal sobre Bienes Inmuebles, considerando además la jurisprudencia que es aplicable al gravamen especial sobre bienes inmuebles de no residentes, incluido actualmente en Impuesto sobre la Renta de no Residentes, e incluso al Impuesto municipal sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 



	
b. La hipoteca legal tácita alcanza a las deudas devengadas y no satisfechas correspondientes al año natural en que se exija el pago y al inmediato anterior. A estos efectos se entiende que se ejercita la acción administrativa de cobro cuando se inicia el procedimiento de recaudación en período voluntario de las deudas correspondientes al ejercicio económico en que se haya inscrito en el Registro el derecho o efectuado la transmisión de los bienes y derechos de que se trata (art. 35.2 del Reglamento de Recaudación).



Por lo tanto, el alcance de la garantía viene determinado por los referidos límites temporales, fuera de los cuales no puede actuar, sin perjuicio de que puedan operar otras garantías.







Afección de bienes




Responsabilidad subsidiaria de los adquirentes de bienes afectos.


 El artículo 77.1 de la NFGT establece que los adquirentes de bienes afectos por disposición legal al pago de la deuda tributaria responderán subsidiariamente con ellos, por derivación de la acción tributaria, si la deuda no se paga.

En este artículo la NFGT esta regulando con carácter general la institución de la afección de bienes, configurándola como un supuesto de responsabilidad subsidiaria.

La responsabilidad subsidiaria del adquirente de bienes afectos se desarrolla en el comentario relacionado.

En las normas forales de los tributos y en los siguientes apartados del artículo que es objeto del presente comentario se regulan los supuestos concretos en los será de aplicación la afección de bienes.

El Tribunal Supremo en sentencia de 09-04-03, dictada en recurso de casación en interés de la Ley, fija como doctrina legal la de que la afección de bienes constituye un supuesto de responsabilidad en la deuda tributaria, no debiendo ser interpretado en el plano de la reipersecutoriedad .







Afección de bienes: garantías del crédito tributario.


 A.  Régimen legal.

El artículo 77.2 de la NFGT establece que los bienes y derechos transmitidos quedarán afectos a la responsabilidad del pago de las cantidades, liquidadas o no, correspondientes a los tributos que graven tales transmisiones, adquisiciones o importaciones, cualquiera que sea su poseedor, salvo que éste resulte ser un tercero protegido por la fe pública registral o se justifique la adquisición de los bienes con buena fe y justo título, en establecimiento mercantil o industrial, en el caso de bienes muebles no inscribibles.

Entre los tributos que gravan las transmisiones, adquisiciones o importaciones se incluyen el IVA, el ITP y AJD, el IS y D y la Renta de Aduanas.

Además, el artículo 17 del Decreto Foral Normativo 2/2021, de 29 de setiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Norma Foral del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, incluye un supuesto de afección de los bienes inmuebles al pago del IBI.

B.  Poseedores frente a los que no opera la garantía.


	
a. Cuando el poseedor es un tercero protegido por la fe pública registral.El artículo 34 de la Ley Hipotecaria dispone que es tercero protegido aquél que haya adquirido de persona que aparezca en el Registro con facultad para transmitir, que haya adquirido de buena fe, que la transmisión se haya hecho a título oneroso y que haya inscrito su derecho. 



	
b. Cuando el poseedor haya adquirido los bienes con buena fe y justo título o en establecimiento mercantil o industrial en el caso de bienes muebles no inscribibles.



C.  Alcance de la afección.

Si la deuda no se paga en período voluntario ni en vía de apremio, y una vez declarados fallidos el deudor principal y, en su caso, los responsables solidarios, la Administración tributaria dictará acto de declaración de responsabilidad requiriendo al poseedor del bien afecto para que pague la deuda.

Si el poseedor no paga la deuda en el plazo voluntario que se le conceda, se ejecutará el bien para satisfacer la deuda inicial, recargo de apremio, intereses y costas.

El adquirente de bienes afectos responde de la deuda exclusivamente con el bien afecto, y no con todo su patrimonio, hasta el límite previsto por la Norma al señalar la afección de los bienes.






Liquidación cautelar: garantías del crédito tributario.


 El artículo 77.3 de la NFGT establece que siempre que por Norma Foral se conceda un beneficio fiscal cuya definitiva efectividad dependa del ulterior cumplimiento por el obligado tributario de cualquier requisito por aquélla exigido, la Administración tributaria podrá hacer figurar el importe total de la liquidación que hubiera debido girarse de no mediar el beneficio fiscal, lo que los titulares de los registros públicos correspondientes harán constar por nota marginal de afección.

Además se establece que en el caso de que con posterioridad y como consecuencia de las actuaciones de comprobación administrativa resulte un importe superior de la eventual liquidación a que se refiere el párrafo anterior, la Administración tributaria procederá a comunicarlo al registrador competente a los efectos de que se haga constar dicho mayor importe en la nota marginal de afección.

El presupuesto de aplicación de la liquidación cautelar es la existencia de un beneficio fiscal cuya definitiva efectividad dependa del ulterior cumplimiento por el contribuyente de cualquier requisito exigido por la Norma. Es decir, primero se concede el beneficio fiscal y luego se cumple el requisito que justifica ese beneficio fiscal.

[Por ejemplo, la exención en el ITP y AJD de la transmisión de viviendas de Protección Oficial está condicionada a la obtención de la calificación definitiva de VPO.]


La garantía regulada en este precepto consiste en que la Administración practica una liquidación cautelar como si no hubiera beneficio fiscal (es decir, por el importe total de la liquidación) y anota en el Registro en nota marginal la afección del bien al pago de dicha liquidación si en su momento no se cumple la condición necesaria para hacer efectivo el beneficio fiscal.







Medidas cautelares




Medidas cautelares. Principio general.


 De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 78 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, para asegurar el cobro de la deuda tributaria la Administración podrá adoptar medidas cautelares de carácter provisional cuando existan indicios racionales de que, en otro caso, dicho cobro se vería frustrado o gravemente dificultado.

El precepto que es objeto del presente comentario regula las medidas cautelares que podrán ser adoptadas por la Administración tributaria. Los requisitos esenciales que hacen posible la adopción de medidas cautelares son los siguientes:


	
a. Las medidas se adoptan para asegurar el cobro de la deuda tributaria frente a posibles actuaciones del deudor que tiendan a poner su patrimonio fuera del alcance de la Hacienda Foral.[© La Sentencia del TSJPV de 31-05-12 considera improcedentes las medidas cautelares en forma de embargo de bienes y derechos adoptadas sobre una sociedad que no es deudora principal. La Sala entiende que al margen de que se aluda a la intervención de la entidad recurrente en la operación de venta de acciones a través de la cual se produciría la dilución de los medios dinerarios disponibles para el ingreso del IVA en autoliquidación, creándose, como contraprestación, la por hipótesis devaluada garantía de cartera que iba a ser ofrecida a la Hacienda Pública, el peligro en la demora que justifica el embargo preventivo no recae ni le toma como sujeto destinatario a ella, sino que afecta exclusivamente a la mercantil deudora. Ademas, y en relación con la responsabilidad solidaria de la recurrente, esta se encuentra pendiente su declaración en otro proceso judicial. Siendo que la normativa foral no ofrece una explicita viabilidad de tales embargos preventivos frente a hipotéticos futuros responsables; y que la base procedimental en que la medida se asienta es un mero informe interno formulado sin conocimiento formal del afectado y que no comportaba ni siquiera la iniciación del procedimiento que habría de conducir a aquella declaración se concluye en la falta de sustento de la medida preventiva acordada en relación con la entidad recurrente.]




	
b. Las medidas pueden adoptarse cuando existan "indicios racionales" de que, en otro caso, el cobro de la deuda se verá frustrado o gravemente dificultado. No es necesario que se den efectivamente las conductas que tiendan a frustrar o dificultar el cobro, sino que basta con que existan indicios de que puede ser así.



Notificación.

La medida cautelar deberá ser notificada al afectado con expresa mención de los motivos que justifican su adopción.

Aunque existe obligación de notificar todo acto de la Administración tributaria que afecte a los obligados tributarios, la NFGT ha querido remarcar esta obligación estableciéndolo expresamente, e indicando que en la notificación debe hacerse expresa mención a los motivos que justifican su adopción.

En el texto de la NFGT se incluye un párrafo en el apartado 1 del artículo 78 en el que se hace referencia a la adopción de medidas cautelares cuando la Administración tributaria esté actuando en el ámbito de la asistencia mutua. En dicho párrafo se establece que cuando se solicite a la Administración tributaria la adopción de medidas cautelares en el marco de la asistencia mutua, el documento procedente del Estado o entidad internacional o supranacional que las solicite que permita la adopción de medidas cautelares no estará sujeto a acto alguno de reconocimiento, adición o sustitución. La asistencia mutua se define en el artículo 1.2 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.







Proporcionalidad de las medidas cautelares en garantía del crédito tributario.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 78.2 de la NFGT, las medidas habrán de ser proporcionadas al daño que se pretenda evitar y en la cuantía estrictamente necesaria para asegurar el cobro de la deuda. En ningún caso se adoptarán aquéllas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

El principio de proporcionalidad exige que exista una correlación cuantitativa entre el daño que se pretende evitar, medido en la cuantía de la deuda tributaria cuyo cobro de asegura, y la medida cautelar que se adopta. No es necesario que ambas sean de la misma cuantía, lo que algunas veces será imposible (por ejemplo cuando se embarga preventivamente un bien determinado), pero sí que la medida cautelar adoptada no sea desproporcionada y que se realice en la cuantía estrictamente necesaria para asegurar el cobro de la deuda.

Además, la norma prohibe que se adopten medidas cautelares que puedan producir un "perjuicio de imposible o difícil reparación", concepto acuñado en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa que ha sido recogido por la normativa tributaria en este precepto y también, en relación con la suspensión de la ejecución de los actos administrativos.

La NFGT añade que el obligado tributario responderá del importe de las costas en que pudiera incurrirse por la adopción de las mismas en el caso de que no hiciera efectiva su deuda en periodo voluntario de pago.






Garantías del crédito tributario.Tipos de medidas cautelares. NFGT. Álava


 El  apartado 3 del artículo 78 de la NFGT contempla los siguientes tipos de medidas cautelares que pueden ser adoptadas por la Administración tributaria.

A.  Retención de pagos.

La Administración tributaria puede retener el pago de devoluciones tributarias como medida cautelar para asegurar el cobro de una deuda tributaria. La medida afecta tanto a las devoluciones de oficio reguladas en la normativa específica del IRPF, del Impuesto sobre Sociedades y del IVA, como a las devoluciones de ingresos indebidos.

La Administración tributaria puede también retener otros pagos que deba realizar la Hacienda Foral, aunque no tengan carácter tributario, cualquiera que sea la causa de la que deriva la obligación de pago (p.e de un contrato de obra o de suministro).

La retención del pago de devoluciones tributarias o de otros pagos debe realizarse en la cuantía estrictamente necesaria para asegurar el cobro de la deuda.

B.  Embargo preventivo.

La Administración tributaria puede embargar preventivamente bienes o derechos como medida cautelar para asegurar el cobro de una deuda tributaria.

El embargo preventivo se asegurará mediante su anotación en los registros públicos correspondientes o mediante el depósito de los bienes muebles embargados.

C.  Prohibición de enajenar, gravar o disponer.

La Administración tributaria podrá, como medida cautelar, prohibir al deudor la enajenación, gravamen o disposición por cualquier negocio jurídico, sobre determinados bienes o derechos.

D.  Otras legalmente previstas.

La NFGT establece como disposición de cierre que podrá adoptarse cualquier otra medida cautelar legalmente prevista. La propia NFGT, en el  apartado 7 de este mismo artículo 78 contiene dos medidas cautelares aplicables para supuestos muy concretos.

a.  Embargo preventivo de dinero y mercancías.

La NFGT establece que se podrá acordar el embargo preventivo de dinero y mercancías en cuantía suficiente para asegurar el pago de la deuda tributaria que proceda exigir por actividades lucrativas ejercidas sin establecimiento y que no hubieran sido declaradas.

El artículo 42.1 del RR de Alava, establece que, el Director General de Hacienda podrá acordar el embargo preventivo de mercancías en cuantía suficiente para asegurar el pago de las deudas tributarias que corresponda exigir por actividades lucrativas ejercidas sin establecimiento y que no hubieran sido declaradas a la Administración tributaria, disponiendo su depósito y manteniendo estas medidas hasta tanto queden solventados o garantizados debidamente los derechos de la Hacienda Foral.

b.  Intervención de ingresos de espectáculos públicos.

La NFGT establece que se podrá acordar el embargo preventivo de los ingresos de los espectáculos públicos que no hayan sido previamente declarados a la Administración tributaria.

El  artículo 42.2 del RR de Alava, establece que, el Director General de Hacienda podrá, asimismo, intervenir y embargar, preventivamente, los ingresos derivados de la celebración de espectáculos públicos que no hayan sido previamente comunicados o declarados a la Administración tributaria.

E.  Retención de un porcentaje de los pagos realizados a contratistas o subcontratistas. NFGTs de Alava y Gipuzkoa.

En la NFGT de Alava  se contiene una medida cautelar que está directamente relacionada con el supuesto de responsabilidad subsidiaria que recae sobre contratistas y subcontratistas regulado en el artículo 43.1.e) de la NFGT.

En la letra d) del apartado 3 del artículo 78 de la NFGT de Alava se establece que podrá adoptarse como medida cautelar la retención de un porcentaje de los pagos que las empresas que contraten o subcontraten la ejecución de obras o prestación de servicios correspondientes a su actividad principal realicen a los contratistas o subcontratistas, en garantía de las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse o cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte que corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación.






Momento en el que podrán adoptarse medidas cautelares.


 En la anterior redacción de la NFGT se exigía con carácter general para la adopción de medidas cautelares, que la deuda que se pretendía garantizar estuviera liquidada.

Este requisito limitaba sustancialmente las posibilidades de adoptar medidas cautelares en supuestos en que son imprescindibles, como sucede por ejemplo cuando, en el curso de unas actuaciones de comprobación e investigación llevadas a cabo por la Inspección de los Tributos, se descubren actividades o patrimonios ocultos y se sospecha que, si no se adoptan medidas cautelares hasta la liquidación de la deuda, normalmente en disconformidad, el deudor dispondrá, gravará u ocultará los bienes descubiertos.

En la actual redacción de la NFGT ha sido eliminadas dichas limitaciones, en tanto que el artículo 78.4 de la NFGT, permite que las medidas cautelares se hagan efectivas en cualquier momento de un procedimiento de gestión, inspección o recaudación.

Por lo tanto, la medida cautelar podrá ser adoptada aunque la deuda no esté liquidada, aunque parece evidente, aunque nada diga al respecto la NFGT, que la deuda debe haberse devengado y haber transcurrido el plazo establecido para la declaración y pago del tributo.






Medidas cautelares en supuestos de suspensión de la ejecutividad de la deuda


 En los textos de las NFGTs se incluye un supuesto de adopción de medidas cautelares en los casos en los que se hubiera producido la suspensión del procedimiento de ejecución de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 169 de la NFGT.

El apartado 5 del artículo 78 de la NFGT de Alava, establece que cuando en la tramitación de una solicitud de suspensión con otras garantías distintas de las necesarias para obtener la suspensión automática, o con dispensa total o parcial de garantías, o basada en la existencia de error aritmético, material o de hecho, se observe que existen indicios racionales de que el cobro de las deudas cuya ejecutividad pretende suspenderse pueda verse frustrado o gravemente dificultado, se podrán adoptar medidas cautelares que aseguren el cobro de las mismas, pudiendo, asimismo, ampliarse el plazo de vigencia de medidas cautelares previamente adoptadas.






Plazo de efectividad de las medidas cautelares.


 En principio el plazo de efectividad de las medidas cautelares es de seis meses desde la fecha de su adopción, por lo que transcurrido dicho plazo deben ser levantadas. Es posible la ampliación del plazo de seis meses, siempre mediante acuerdo motivado y sin que la ampliación pueda exceder de otros seis meses.

En este sentido, es preciso tener en cuenta que las medidas cautelares tienen carácter provisional por lo que, en el curso del procedimiento en el que se adopten, deben levantarse, o convertirse en definitivas.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 5 del artículo 78 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), transcurridos los mencionados seis meses las medidas cautelares deberán ser levantadas, salvo en los siguientes supuestos.


	
a. Que las medidas cautelares se conviertan en embargos en el procedimiento de apremio, cuando se adopten medidas cautelares en un procedimiento de supuesto delito contra la Hacienda Pública en el que no se hubiera dictado liquidación, o cuando las medidas cautelares se conviertan en medidas cautelares judiciales, que tendrán efectos desde la fecha de adopción de la medida cautelar.

	
b. Que desaparezcan las circunstancias que motivaron su adopción. 

	
c. Que, a solicitud del interesado, se acordase su sustitución por otra garantía que se estime suficiente. En todo caso, las medidas cautelares deberán ser levantadas si el obligado tributario presenta aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución que garantice el cobro de la cuantía de la medida cautelar. Se añade que, en estos casos, si el obligado procede al pago en periodo voluntario de la obligación tributaria cuyo cumplimiento aseguraba la medida cautelar, sin mediar suspensión del ingreso, la Administración tributaria deberá abonar los gastos del aval aportado. 



	
d. Que se amplíe el plazo de seis meses mediante acuerdo motivado, sin que la ampliación pueda exceder de seis meses. 

	
e. Que la medida cautelar se adopte durante la tramitación del procedimiento descrito en el artículo 251 de la NFGT (supuesto de presunto delito contra la Hacienda Pública en los que la Administración tributaria dicte la liquidación), o tras su conclusión. En estos casos sus efectos cesarán en el plazo de veinticuatro meses desde su adopción.Si las medidas cautelares se hubieran adoptado antes del inicio de la tramitación descrita en el citado artículo 251, una vez dictada la liquidación a que se refiere el artículo 248.2 de la NFGT, podrá ampliarse el plazo mediante acuerdo motivado, sin que la ampliación total de las medidas adoptadas pueda exceder de 18 meses. Estas medidas cautelares podrán convertirse en embargos del procedimiento de apremio iniciado para el cobro de la liquidación practicada.

Si con posterioridad a su adopción, se solicitara al órgano judicial penal competente la suspensión contemplada en el artículo 305.5 del Código Penal, las medidas adoptadas se notificarán al Ministerio Fiscal y al citado órgano judicial y se mantendrán hasta que este último adopte la decisión procedente sobre su conservación o levantamiento.










Medidas cautelares en expedientes de presuntos delitos contra la Hacienda Pública en los que la Administración tributaria no hubiera dictado liquidación.


 El apartado 9 del artículo 78 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), regula en  la posibilidad de adoptar medidas cautelares específicamente en los supuestos en los que se haya iniciado un procedimiento por presunto delito contra la Hacienda Pública pero la Administración tributaria no haya dictado liquidación por concurrir alguno de los supuestos que se recogen en el artículo 249 de la NFGT y que impiden la emisión de dicha liquidación tributaria.

La especificidad de estas medidas consiste en que se permite a la Administración tributaria adoptar medidas cautelares en un procedimiento que ya no se tramita por sus órganos puesto que el expediente se encuentra bajo la competencia de los órganos de la jurisdicción penal.

Además la NFGT añade que las medidas cautelares podrán adoptarse en relación con cualquiera de los sujetos identificados en la denuncia o querella como posibles responsables, directos o subsidiarios, del pago de las cuantías a las que se refiere el artículo 126 del Código Penal.

Los elementos que caracterizan esta medida cautelar son los siguientes.


	
a. Presupuesto de hecho. El presupuesto de hecho que permite adoptar esta medida cautelar es que se haya presentado denuncia o querella por delito contra la Hacienda Pública o se dirija un proceso judicial por dicho delito y que se trate de un supuesto en el que la Administración tributaria no hubiera dictado la liquidación a que se refiere el artículo 248.2 de la NFGT. 



	
b. Medidas cautelares. En este caso se pueden adoptar las siguientes medidas cautelares: 


	
i. La retención del pago de devoluciones tributarias o de otros pagos que deba realizar la Administración tributaria. 

	
ii. El embargo preventivo de bienes y derechos, del que se practicará, en su caso, anotación preventiva. 

	
iii. La prohibición de enajenar, gravar o disponer de bienes o derechos.

	
iv. La retención de un porcentaje de los pagos que las empresas que contraten o subcontraten la ejecución de obras o prestación de servicios correspondientes a su actividad principal realicen a los contratistas o subcontratistas, en garantía de las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse o cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte que corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación

	
v. Cualquier otra legalmente prevista. 





	
c. Notificación. La medida cautelar deberá ser notificada al interesado, al Ministerio Fiscal y al órgano judicial competente, y se mantendrá hasta que este ultimo adopte la decisión procedente. 

Como consecuencia de que son los órganos de la jurisdicción penal los que tramitan el procedimiento, es lógico que la Administración tributaria deba notificar a dichos órganos la adopción de la medida y que sean estos los competentes para decidir en última instancia sobre la medida cautelar. 










Investigación patrimonial de los órganos de la Adminitración tributaria en procedimientos de presuntos delitos contra la Hacienda Pública.


 En la DA 20ª de la NFGT se contiene una habilitación para que los órganos de la Administración tributaria puedan realizar actuaciones de investigación, y en su caso la adopción de medidas cautelares, en relación con el patrimonio de las personas que pudieran ser responsables del pago de las cuantías pecuniarias asociadas al delito, cuando se estuviera tramitando por los órganos jurisdiccionales el correspondiente procedimiento penal.

El citado apartado establece que en los procesos por delito contra la Hacienda pública, la Administración tributaria mantendrá la competencia para investigar, bajo la supervisión de la autoridad judicial, el patrimonio que pueda resultar afecto al pago de las cuantías pecuniarias asociadas al delito.


	
A. Facultades de la Administración tributariaEn la actuación de la Administración tributaria para investigar la situación patrimonial de las personas afectadas por el procedimiento penal, aquella mantendrá las facultades y potestades que le son propias en su actuar ordinario. 

En concreto, podrá ejercer las facultades previstas en los artículos 92, 93 y 166 de la NFGT, realizar informes sobre la situación patrimonial de las personas relacionadas con el delito y adoptar las medidas cautelares previstas en el artículo 81 de la NFGT.



	
B. Comunicación a la autoridad judicial.De acuerdo con lo establecido en la NFGT, de las actuaciones realizadas por la Administración tributaria, sus incidencias y resultados se dará cuenta inmediata al juez penal, que resolverá sobre la confirmación, modificación o levantamiento de las medidas adoptadas.











Título III. La aplicación de los tributos




La aplicación de los tributos. Introducción 


 Dedica la NFGT su Título III a la regulación del derecho tributario formal o procedimental, es decir, a los procedimientos tributarios, a diferencia del derecho tributario sustantivo o material al que la NFGT dedica su Título Segundo. El procedimiento sancionador se regula en el Capítulo IV del Título Cuarto, dentro de las disposiciones relativas a la potestad sancionadora, atendiendo a la total separación observada en la NFGT entre las disposiciones reguladoras de los tributos y aquellas que afectan al ámbito sancionador.

De acuerdo con esta distinción, procedente de la doctrina alemana, corresponde al derecho tributario material la regulación de la obligación tributaria, es decir, de la relación jurídica de carácter público (relación jurídico tributaria) que nace por mandato de la norma cuando se cumple el presupuesto de hecho fijado por la misma, y corresponde al derecho tributario formal la regulación de los procedimientos establecidos para el cumplimiento de las obligaciones tributarias materiales y formales.

Normativa aplicable a los procedimientos tributarios.

La Ley del Procedimiento Administrativo Común las Administraciones Públicas (LPAC)

La Constitución recoge en su Título IV los principios que inspiran la actuación administrativa y garantizan el sometimiento pleno de su actividad a la Ley y al Derecho. La necesidad de adecuar a la Constitución el procedimiento administrativo aplicable en las Administraciones Públicas es el objetivo fundamental de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Según se dice en su Exposición de Motivos:

“La Constitución recoge en su título IV, bajo la rúbrica «Del Gobierno y la Administración», los rasgos propios que diferencian al Gobierno de la Nación de la Administración, definiendo al primero como un órgano eminentemente político al que se reserva la función de gobernar, el ejercicio de la potestad reglamentaria y la dirección de la Administración y estableciendo la subordinación de ésta a la dirección de aquel.

En el mencionado título constitucional el artículo 103 establece los principios que deben regir la actuación de las Administraciones Públicas, entre los que destacan el de eficacia y el de legalidad, al imponer el sometimiento pleno de la actividad administrativa a la Ley y al Derecho. La materialización de estos principios se produce en el procedimiento, constituido por una serie de cauces formales que han de garantizar el adecuado equilibrio entre la eficacia de la actuación administrativa y la imprescindible salvaguarda de los derechos de los ciudadanos y las empresas, que deben ejercerse en condiciones básicas de igualdad en cualquier parte del territorio, con independencia de la Administración con la que se relacionen sus titulares.

Estas actuaciones «ad extra» de las Administraciones cuentan con mención expresa en el artículo 105 del texto constitucional, que establece que la Ley regulará la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la Ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten, así como el procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia a los interesados.

A ello cabe añadir que el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española atribuye al Estado, entre otros aspectos, la competencia para regular el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas, así como el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas.

De acuerdo con el marco constitucional descrito, la presente Ley regula los derechos y garantías mínimas que corresponden a todos los ciudadanos respecto de la actividad administrativa, tanto en su vertiente del ejercicio de la potestad de autotutela, como de la potestad reglamentaria e iniciativa legislativa.

Por lo que se refiere al procedimiento administrativo, entendido como el conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente realizadas, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad de la Administración, con esta nueva regulación no se agotan las competencias estatales y autonómicas para establecer especialidades «ratione materiae» o para concretar ciertos extremos, como el órgano competente para resolver, sino que su carácter de común resulta de su aplicación a todas las Administraciones Públicas y respecto a todas sus actuaciones. Así lo ha venido reconociendo el Tribunal Constitucional en su jurisprudencia, al considerar que la regulación del procedimiento administrativo común por el Estado no obsta a que las Comunidades Autónomas dicten las normas de procedimiento necesarias para la aplicación de su Derecho sustantivo, siempre que se respeten las reglas que, por ser competencia exclusiva del Estado, integran el concepto de Procedimiento Administrativo Común con carácter básico.”

En la Disposición Adicional primera de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de PAC, se establece lo siguiente:

2. Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley: 

a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa.

b)...

c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería.

d)... "

Por su parte el artículo 112.4 de la referida Ley dispone que:

"4. Las reclamaciones económico administrativas se ajustarán a los procedimientos establecidos por su legislación específica."

En base a lo anterior puede concluirse que los procedimientos tributarios se rigen por lo dispuesto en la NFGT, en sus normas de desarrollo y en las demás normas tributarias, y, solo subsidiariamente, por lo dispuesto en la LPAC.

Las normas de desarrollo de la NFGT en materia procedimental.

El Título III de la NFGT ha sido desarrollado por las diferentes disposiciones reglamentarias:

- El DF 41/2006, de 6 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Inspección de los Tributos.

- El Decreto Foral  80/2005, de 28 de diciembre, que aprueba las normas de procedimiento aplicables a las consultas tributarias escritas, a las propuestas previas de tributación y a la declaración de cláusula anti-elusión.

- El Decreto Foral 48/1994, de 10 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación del Territorio Histórico de Alava (en tanto no se produzca un desarrollo reglamentario de la NF 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria, este DF mantiene su vigencia en lo que no se oponga a la citada NF).

- El Decreto Foral 2/2007, de 30 de enero, que aprueba el Reglamento regulador del procedimiento de las reclamaciones y recursos en vía económico-administrativa.

- El Decreto Foral 65/2008, de 1 de julio, que aprueba el Reglamento regulador de los procedimientos especiales de revisión, del recurso de reposición y reembolso del coste de garantías.

- El Decreto Foral 21/2009, de 3 de marzo, que regula la obligación de suministrar información sobre las operaciones con terceras personas 








Capítulo I. Principios generales

Sección primera. Procedimientos tributarios

Ámbito de la aplicación de los tributos




La aplicación de los tributos.


 La NFGT incluye en su texto el concepto "Aplicación de los tributos" como comprensivo de todas aquellas actuaciones realizadas tanto por la Administración tributaria como por los obligados tributarios dentro del ámbito de los procedimientos de gestión, inspección y recaudación.

De esta forma, la NFGT supera la utilización realizada en el anterior texto del término "gestión tributaria". En dicho texto se distinguía entre un concepto amplio de gestión tributaria, que venía a identificarse con toda actuación administrativa tendente a la exacción del tributo, excluidas las reclamaciones económico-administrativas, y el concepto estricto limitado a aquellas actuaciones administrativas diferentes de las inspectoras, que concluyen con una liquidación tributaria.

La NFGT actual consagra sistemáticamente el concepto de gestión tributaria en su sentido estricto, dedicando el Capítulo III del Título III a las "Actuaciones y procedimientos de gestión tributaria", desarrollando en este marco distintos procedimientos.

Por otra parte desaparece el concepto de gestión tributaria en sentido amplio, que es sustituido por el nuevo concepto de aplicación de los tributos, pero con un contenido más amplio que el asignado por la anterior NFGT a aquel. La aplicación de los tributos no solo abarca las actuaciones de la administración tributaria, sino que también incluye las de los obligados tributarios con transcendencia tributaria.

Así, de acuerdo con lo establecido en el artículo 80.1 de la NFGT, la aplicación de los tributos comprende las siguientes actuaciones:


	
a. Actuaciones de la Administración tributaria:
	
i. Información y asistencia a los obligados tributarios.

	
ii. La gestión tributaria (en sentido estricto).

	
iii. La inspección de los tributos.

	
iv. La recaudación de los tributos.





	
b. Actuaciones de los obligados tributarios con transcendencia tributaria. En este sentido pueden citarse como principales actuaciones de los obligados tributarios: la presentación de autoliquidaciones, la realización de retención, repercusión e ingresos a cuenta, el suministro de información y la emisión de facturas.









La aplicación de los tributos en el marco de la asistencia mutua. NFGT de Álava.


 El texto de la NFGT de Álava se refiere en el apartado 2 del artículo 80 a la actuación de la Administración tributaria cuando esta se desarrolla en el ámbito de la asistencia mutua.

El referido apartado establece que también se considera aplicación de los tributos el ejercicio de las actividades administrativas y de las actuaciones de los obligados referidas anteriormente, que se realicen en el marco de la asistencia mutua.

La asistencia mutua se define en el artículo 1.2 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.

a.  Actuaciones de asistencia mutua.

La NFGT hace una referencia genérica al tipo de actuaciones que pueden desarrollarse en el ámbito de la asistencia mutua, y que como ha quedado señalado se consideran actuaciones de aplicación de los tributos. En este sentido la NFGT establece que la Administración tributaria podrá requerir a través de la Autoridad competente y prestará asistencia mutua tendente al intercambio de información, a la recaudación de créditos o a otros fines previstos en la normativa reguladora de dicha asistencia y podrá participar, junto con las autoridades competentes de otros Estados, en controles simultáneos, en los términos establecidos en la normativa sobre asistencia mutua con el objeto de intercambiar la información obtenida en relación con personas o entidades que sean de interés común o complementario para los Estados intervinientes.

En el desarrollo de las actuaciones de asistencia a otros Estados, previo acuerdo con la autoridad requirente podrán estar presentes funcionarios designados por la misma. Asimismo, los funcionarios designados por la Administración tributaria podrán desplazarse a otros Estados en el marco de peticiones de asistencia o como consecuencia de controles simultáneos.

b.  Comunicaciones en el ámbito de la asistencia mutua.

Las comunicaciones que la Administración tributaria entable, a través de la Autoridad competente, con otros Estados o con entidades internacionales o supranacionales en virtud de la normativa sobre asistencia mutua, se llevarán a cabo a través de los medios establecidos en la normativa que regule la asistencia en cada caso. En defecto de regulación específica, para las comunicaciones se utilizarán preferentemente medios electrónicos, informáticos y telemáticos.






Separación de las actuaciones de resolución de las reclamaciones económico-administrativas.


 El artículo 80.2 de la NFGT, establece que las funciones de la aplicación de los tributos se ejercerán de forma separada a la de resolución de las reclamaciones económico- administrativas que se interpongan contra los actos dictados por la Administración tributaria.

De esta forma, la NFGT establece de forma expresa la exclusión de las actuaciones de resolución de reclamaciones económico-administrativas del ámbito de la aplicación de los tributos.

La NFGT proclama no solo la separación funcional de las actuaciones de resolución de reclamaciones económico-administrativas sino que también establece una separación orgánica de las oficinas administrativas encargadas de las referidas actuaciones. El artículo 234 de la NFGT establece que el conocimiento de las reclamaciones tributarias en vía económico- administrativa corresponderá en única instancia al Tribunal Económico-Administrativo Foral.

La actual NFGT, siguiendo la pauta de la anterior, considerando necesaria la diversificación funcional y que esta, a su vez, reclama una traducción orgánica para que el sistema de justicia tributaria en vía administrativa resulte efectivo, establece el principio de separación entre los órganos cuyo cometido es la aplicación de los tributos y aquellos destinados a la resolución de las reclamaciones económico-administrativas.

Por otra parte, la NFGT incide en la referida independencia funcional en el texto de su artículo 234, al establecer que el Tribunal Económico-administrativo Foral actuará con independencia funcional en el ejercicio de sus competencias.






Actuación ante Administración tributaria incompetente.


 De acuerdo con lo que se establece en el artículo 80.4 de la NFGT, sin perjuicio de lo establecido en el Concierto Económico y en la propia NFGT, la actuación de los obligados tributarios ante una Administración tributaria distinta de la competente no producirá efecto.

Se recoge el criterio de la inexistencia de efectos de las actuaciones realizadas ante Administración tributaria incompetente, de forma que, claramente se establece la inexistencia total de eficacia de dichas actuaciones.

Aunque dicha ineficacia puede tener efectos muy diversos sobre la relación jurídico-tributaria, el más evidente parece que será el referido a la inexistencia de efecto liberatorio de las actuaciones realizadas ante una Administración tributaria incompetente.

	 El T.S. en Sentencia de 21-3-1998, en un supuesto de una sociedad que debiendo tributar por el Impuesto sobre Sociedades a la Administración del Estado y a la Diputación Foral de Alava por encontrarse en cifra relativa de negocios, realiza el ingreso de toda la cuota tributaria en la Administración del Estado, considera que dicho pago no tiene eficacia liberatoria de la deuda tributaria con la Diputación Foral.El TEAF de Bizkaia en resolución de 20-02-01, y en un supuesto de un contribuyente que debía tributar a la Administración del Estado y a la Diputación Foral de Bizkaia por un hecho imponible del I.T.P., considera que, de acuerdo con lo establecido en la NFGT, el ingreso realizado íntegramente en la Administración del Estado no tiene efecto liberatorio en relación con la liquidación practicada por los órganos de la Hacienda Foral.




Por otro lado, en la NFGT se realiza una referencia expresa tanto al Concierto Económico como a la propia NFGT, con el objeto de salvar la expresada ineficacia de las actuaciones ante Administración distinta de la competente, en los supuestos en los que el texto del Concierto Económico o de la NFGT dispongan otra cosa. En este sentido es preciso hacer mención a los supuestos regulados en el Concierto Económico en los que se da eficacia en la tributación del retenido, a los pagos a cuenta realizados en Administración no competente (ver comentario relacionado).

Asimismo, la NFGT establece la suspensión del ingreso de la deuda tributaria cuando este se hubiera realizado en otra Administración, en dos supuestos regulados en los apartados 7 y 8 del artículo 61 de la NFGT.

En el primer supuesto (apartado 7 citado) se establece que el ingreso de la deuda de un obligado tributario se suspenderá total o parcialmente, sin aportación de garantías, cuando se compruebe que por la misma operación se ha satisfecho a la misma u otra Administración una deuda tributaria o se ha soportado la repercusión de otro impuesto, siempre que el pago realizado o la repercusión soportada fuera incompatible con la deuda exigida y, además, en este último caso, el sujeto pasivo no tenga derecho a la completa deducción del importe soportado indebidamente.

En el segundo supuesto (apartado 8 citado) se establece que se suspenderá el ingreso de la deuda total o parcialmente durante un plazo de doce meses, y sin aportación de garantías cuando se haya satisfecho la deuda tributaria indebidamente en otra Administración.

La referencia a lo establecido en el Concierto Económico y a la NFGT es tan genérica que es difícil establecer su alcance, fuera de lo referido anteriormente. Lo cierto es que el criterio general de ineficacia de las actuaciones realizadas ante Administración incompetente puede plantear diversos problemas, no resueltos por el Concierto Económico, como por ejemplo la ineficacia para interrumpir los plazos de prescripción en una Administración tributaria de las actuaciones realizadas por el mismo tributo y periodo en una Administración incompetente.

A.  Eficacia de los pagos a cuenta.

El Concierto Económico regula en sus artículos 12, 17 y 23, la eficacia de los pagos a cuenta para el perceptor de los rendimientos que son objeto de retención.

Así, en relación con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el artículo 12 citado establece que:

["A efectos de la liquidación del Impuesto sobre la Renta del perceptor, tendrán validez los pagos a cuenta que se hayan realizado en uno y otro territorio, sin que ello implique, caso de que dichos pagos se hubieran ingresado en Administración no competente, la renuncia de la otra a percibir la cantidad a que tuviera derecho, pudiendo reclamarla a la Administración en la que se hubiera ingresado."]


En idéntico sentido se regula la eficacia de las retenciones en el Impuesto sobre Sociedades (artículo 17), y en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes (artículo 23).

Por lo tanto, y según hemos expuesto anteriormente, aunque al retenedor que ingresa en una Administración tributaria no competente, dicho ingreso no le libera de realizar el pago en la Administración competente, dichas retenciones si tienen plena eficacia para el retenido.

B.  Centralización del cumplimiento de obligaciones fiscales.

La normativa tributaria foral regula unos supuestos en los que es eficaz el ingreso realizado en una Administración tributaria foral, de cuotas que corresponden a otras Haciendas Forales de la CC.AA del País Vasco.

Este procedimiento de centralización de obligaciones tributarias a realizar en las Haciendas Forales tiene su regulación básica en el Capitulo II de la Ley del Parlamento Vasco 3/1989, de 30 de mayo, de Armonización, Coordinación y Colaboración Fiscal, desarrollada por la Diputación Foral en el Decreto Foral 1.919/1989, de 19 de diciembre.

a.  Ámbito de aplicación.

i.  Ámbito subjetivo.

Podrán optar por centralizar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre el Valor Añadido, así como los retenedores a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre Sociedades que estén obligados a presentar declaraciones en más de un Territorio Histórico.

Los sujetos pasivos que opten por centralizar las referidas obligaciones tributarias deberán inscribirse en un registro especial que se llevará en el Organo de Coordinación Tributaria de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 3/1989, de 30 de mayo, de Armonización, Coordinación y Colaboración Fiscal.

ii.  Ámbito objetivo.

Los conceptos impositivos que pueden ser objeto de centralización son el Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre el Valor Añadido y las Retenciones a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre Sociedades.

La centralización del cumplimiento de tales obligaciones incluye los pagos de las deudas tributarias resultantes de las autoliquidaciones pero no se extiende al ingreso de las deudas tributarias resultantes de las liquidaciones provisionales o definitivas efectuadas por las Diputaciones Forales correspondientes.

b.  Lugar de centralización.

La centralización del cumplimiento de obligaciones fiscales se efectuará en la Diputación Foral del Territorio Histórico donde los sujetos pasivos o retenedores tengan su domicilio fiscal.

En defecto de domicilio fiscal en alguno de los Territorios Históricos, los sujetos pasivos o retenedores podrán centralizar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales en la Diputación Foral correspondiente al Territorio Histórico donde se encuentre su principal instalación dentro del País Vasco.

	 La Consulta del Organo de Coordinación Tributaria de 22-10-01, sobre el alcance del mecanismo de centralización en cuanto a los resúmenes anuales y las declaraciones informativas, establece que "la utilización del mecanismo de la centralización en cuanto a los resúmenes anuales de retenciones e ingresos a cuenta, y declaraciones informativas sí pueden realizarse en una única Diputación Foral - en este caso la de Gipuzkoa - pero respetando los plazos y utilizando los modelos aprobados por cada Diputación Foral y ajustándose a los términos contenidos en el DF 60/1989, de 12 de diciembre, por el que se desarrollan las Normas que sobre centralización del cumplimiento de obligaciones fiscales se contienen en la Ley 3/1989, de 30 de mayo, de armonización, coordinación y colaboración fiscal (BOG de 19-12-89) y en la OF 780/1989, de 22 de diciembre, con aprobación de modelos y obligaciones formales relativos a la centralización del cumplimiento de las obligaciones fiscales.








Sección segunda. Información y asistencia a los obligados tributarios

Deber de información y asistencia a los obligados tributarios




Deber de información y asistencia a los obligados tributarios.


 El principio de seguridad jurídica recogido en el artículo 9.3 de la Constitución exige que los obligados tributarios puedan prever razonablemente las consecuencias fiscales de sus actos antes de realizarlos. Para ello es necesario que conozcan la normativa tributaria, al menos en aquellos aspectos que les afectan directamente.

Esta necesidad no queda suficientemente cubierta con la publicidad en el Boletín Oficial correspondiente de las normas tributarias, requisito imprescindible para su entrada en vigor, ya que no se puede exigir a todos los obligados tributarios (prácticamente todos los ciudadanos) que estudien el Boletín Oficial y extraigan de él sus derechos y obligaciones, en materia tributaria. Tampoco es aceptable imponer a un número considerable de contribuyentes, normalmente aquellos que tienen un menor nivel de conocimientos, la carga de tener relación profesional permanente con un experto en asesoría fiscal para poder cumplir con sus obligaciones.

Si en un ámbito jurídico tan complejo como el del derecho tributario se hace recaer sobre el obligado tributario no sólo la obligación de declarar el hecho imponible, sino también la de atribuirle la calificación jurídica correcta, aplicar el régimen tributario pertinente y finalmente ingresar la cuota tributaria resultante, es imprescindible que el obligado tributario, que no tiene por qué ser un experto fiscalista, cuente con la ayuda adecuada de la Administración tributaria, que como es evidente, también está interesada en que las actuaciones de los obligados tributarios se ajusten a lo dispuesto por la normativa.

Por ello, es exigible a toda Administración tributaria moderna que preste a los obligados tributarios la necesaria información y asistencia acerca de sus derechos y de sus obligaciones. En nuestro ordenamiento, la cuestión cobra especial relevancia si tomamos en consideración el carácter masivo de algunas obligaciones tributarias y la generalización de la autoliquidación en el procedimiento de gestión tributaria.

En este sentido, el artículo 81 de la NFGT establece que la Administración deberá prestar a los obligados tributarios la necesaria información y asistencia acerca de sus derechos y obligaciones.







Actuaciones de información y asistencia.


 En el apartado 2 del artículo 81 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), se recogen una serie de actividades a desarrollar por la Administración tributaria por medio de las cuales se han de instrumentar las actuaciones de información y asistencia a los obligados tributarios.

Estas actuaciones podrán realizarse mediante el empleo de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos, cuyo acceso será en todo caso de carácter gratuito para el obligado tributario.

A. Divulgación de textos actualizados de la normativa tributaria.

La actividad legislativa en materia tributaria se ha caracterizado en los últimos años por el gran número de disposiciones legales y reglamentarias que aprueban o modifican normas tributarias y por el uso de técnicas legislativas que pueden menoscabar el principio de seguridad jurídica, tales como la inclusión de modificaciones relativas a distintos impuestos en normas "ómnibus" como la llamada ley de acompañamiento o la incorporación de disposiciones tributarias a normas cuyo contenido básico y sustancial no tiene carácter tributario, ya sea como complemento de las mismas, ya sea por motivos de oportunidad legislativa.

El resultado ha sido una creciente dificultad para conocer en cada momento la normativa vigente que, unida a la complejidad propia de todo sistema tributario moderno, puede incidir en el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias e incrementar la presión fiscal indirecta a que se ve sometido el obligado tributario, especialmente si consideramos que la mayoría de los tributos se gestionan en régimen de autoliquidación.

Con el objeto de facilitar el conocimiento de los textos normativo-tributarios vigentes en cada momento la NFGT establece que la Administración tributaria debe proporcionar los textos de las Normas Forales y de los Reglamentos en materia tributaria vigentes, así como una relación de todas las disposiciones tributarias que se hayan aprobado en cada año.

Por lo tanto, las actuaciones de información a realizar por la Administración tributaria en esta ámbito son de dos tipos:

a. Publicación de textos actualizados.

Se trata de unas publicaciones en las que se recogen, sin carácter normativo, los textos vigentes de las Normas Forales y de los Reglamentos en materia tributaria en los que se hayan producido modificaciones.

Sin embargo, eso no priva de valor jurídico a estos textos actualizados convirtiéndolos en una mera publicación sin más. Antes al contrario, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 184.2.d).b') de la NFGT, quedarán exentos de responsabilidad aquellos que pongan la diligencia necesaria en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, considerándose, entre otros supuestos, que el contribuyente ha puesto dicha diligencia cuando haya actuado de conformidad con los criterios manifestados por la Administración tributaria competente en estas publicaciones.

b. Relación de disposiciones aprobadas.

La administración debe divulgar una relación de las disposiciones tributarias que se hayan aprobado en cada año, es decir, que se hayan publicado en el correspondiente Boletín Oficial de dicho periodo.

En cuanto al alcance de la obligación, parece deducirse del texto que la "relación de todas las disposiciones tributarias" tiene un contenido más amplio que el de los textos actualizados, limitado a normas forales y reglamentos. Así, en estas relaciones habrán de incluirse también las Ordenes Forales. Más dudas suscrita la inclusión de dicha relación de las resoluciones, circulares e instrucciones de los órganos directivos integrados en el Departamento de Hacienda y Finanzas. Posiblemente, el principio de seguridad jurídica aconseje que se recojan en la relación todas las "disposiciones tributarias" que hayan sido publicadas en el respectivo boletín oficial.

B. Divulgación de la doctrina administrativa.

La Administración tributaria también debe divulgar la doctrina administrativa de mayor trascendencia, y en concreto, el contenido de las resoluciones económico-administrativas que se consideren de mayor trascendencia y repercusión.

Se conoce con el nombre de "doctrina administrativa" al conjunto de criterios que aplica la Administración en el uso de sus competencias. En materia tributaria, los obligados tributarios tienen un interés evidente en conocer los criterios que aplica la Administración tributaria, para poder prever con un grado razonable de certeza las consecuencias fiscales de sus actos. De ahí deriva la solicitud reiterada a la Administración tributaria para que haga públicos sus criterios, manifestados principalmente en las contestaciones a consultas y en las resoluciones económico-administrativas. Por otra parte, la difusión de los criterios administrativos favorece en gran medida su conocimiento por los interesados y propicia el correcto cumplimiento voluntario por éstos de sus obligaciones tributarias.

El conocimiento y aplicación por los obligados tributarios de los criterios manifestados por la Administración tributaria competente en las resoluciones económico-administrativa puede determinar la exención de responsabilidad por infracción tributaria para los contribuyentes que adecuen su actuación a dichos criterios, según dispone el artículo 184.2.d) de la NFGT.

En este sentido, conviene señalar que en las resoluciones económico-administrativas, la Administración Tributaria resuelve supuestos de hecho concretos y determinados y aplica los criterios allí contenidos dependiendo de las circunstancias de hecho, por lo que su aplicación a supuestos de hecho distintos requiere un análisis cuidadoso de las circunstancias concurrentes para asegurar que son sustancialmente idénticas a las que determinaron el pronunciamiento administrativo.

C. Comunicaciones y actuaciones de información.

La letra b) del apartado 2 del artículo 81 de la NFGT establece que la Administración tributaria informará a los contribuyentes de los criterios administrativos existentes para la aplicación de la normativa tributaria y facilitará la consulta a las bases informatizadas donde se contienen dichos criterios.

En todos los supuestos de comunicaciones y actuaciones de información, con el único requisito a nuestro entender que dicha actuación tenga el carácter escrito por evidentes razones de constancia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 184.2.d).b') de la NFGT, quedarán exentos de responsabilidad aquellos que pongan la diligencia necesaria en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, considerándose, entre otros supuestos, que el contribuyente ha puesto dicha diligencia cuando haya actuado de conformidad con los criterios manifestados por la Administración en las referidas comunicaciones y actuaciones de información.

a. Servicio de información de las oficinas abiertas al público.

En los respectivos Departamentos de Hacienda existen unos servicios de información y asistencia al contribuyente que atienden la demanda de información de éstos sobre cuestiones de carácter general de los distintos tributos, que afecten a su situación particular.

La información general se presta principalmente por los órganos de gestión tributaria, sin perjuicio de la información que debe prestar la inspección con ocasión de sus actuaciones de comprobación. Esta información general se concreta en campañas publicitarias recordando los plazos de las principales obligaciones, la difusión del calendario del contribuyente, la edición de libros y folletos explicativos y la atención al contribuyente que se realiza por el Servicio de Relación con los Contribuyentes, adscrito a la Dirección de Hacienda.

En los Servicios mencionados se facilita fundamentalmente información de carácter oral.

Los funcionarios que contestan a las preguntas formuladas por los obligados tributarios dan a éstos información oral sobre las cuestiones planteadas.

b. Consulta a las bases informatizadas donde se contienen los criterios de la Administración Tributaria.

Sobre esta modalidad de actuación administrativa puede afirmarse que, más que una actividad de comunicación, implica la puesta a disposición de los obligados tributarios de las bases informatizadas para su utilización.

c. Comunicaciones informativas.

Estas actuaciones administrativas se producirán fundamentalmente a instancia del contribuyente.

En el texto normativo no se establece el procedimiento para solicitar la información que da lugar a la comunicación informativa por lo que, debe entenderse que la misma podrá realizarse de forma oral o escrita.

D. Procedimientos de vinculación administrativa previa.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 82 de la NFGT los obligados tributarios podrán solicitar que, con anterioridad a la realización del hecho imponible o a la conclusión del período voluntario de declaración, la Administración tributaria se pronuncie de manera vinculante respecto a las consecuencias tributarias que para los citados obligados se deriven de la realización de determinados hechos, actos o negocios jurídicos o de la realización de determinadas operaciones. Las referidas actuaciones de vinculación previa se concretan en las consultas tributarias escritas, la información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles, los acuerdos previos de valoración y las propuestas previas de tributación.

Todos estos procedimientos se incluyen entre las actuaciones de información y asistencia a los obligados tributarios (estos procedimientos son objeto de examen en los parágrafos Ver comentario relacionadoa Ver comentario relacionado).

E. Asistencia a los obligados en la realización de autoliquidaciones y declaraciones.

La asistencia en la elaboración de autoliquidaciones, particularmente en el ámbito del IRPF, adquiere en la actualidad una relevancia muy grande como consecuencia de las masivas actuaciones de las Administraciones tributarias en orden a prestar dicha asistencia.

En estos supuestos, el problema radica en determinar, en los casos en los que la asistencia prestada fuera errónea, si además de la correspondiente liquidación complementaria, cabría la imposición de sanciones.

Parece evidente que cuando el obligado tributario proporcionó a la administración una información completa y veraz para la confección de su autoliquidación, habiéndose cometido el error por parte de los órganos de la administración, debe excluirse cualquier consecuencia sancionadora.






Empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos. 


 Los apartados 3 y 4 del artículo 81 de la NFGT de Álava establecen que las actuaciones de información y asistencia a que se refiere el parágrafo 2 anterior se podrán efectuar mediante el empleo y aplicación de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos. El acceso, en su caso, a través de Internet a las actuaciones de información y asistencia será gratuito.

Además, en la NFGT de Alava se contiene el artículo 92 quater dedicado íntegramente a la regulación de la utilización de tecnologías informáticas y telemáticas.

En desarrollo de la referida previsión las Diputaciones Forales han aprobado la normativa que permite la realización de actuaciones tributarias a través de medios electrónicos, informáticos y telemáticos.

Álava.

La NFGT de Alava contiene un artículo 92 quater en el que se regula la utilización de tecnologías informáticas y telemáticas en los procedimientos de aplicación de los tributos. De acuerdo con el contenido de este artículo, la Administración tributaria promoverá la utilización de las técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos necesarios para el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus competencias, con las limitaciones establecidas en la legislación que resulte de aplicación. 

Cuando sea compatible con los medios técnicos de que disponga la Administración tributaria, los ciudadanos podrán relacionarse con ella para ejercer sus derechos y cumplir con sus obligaciones a través de técnicas y medios electrónicos, informáticos o telemáticos con las garantías y requisitos previstos en cada procedimiento.

Además, se establece que los procedimientos y actuaciones en los que se utilicen técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos garantizarán la identificación de la Administración tributaria actuante y el ejercicio de su competencia.

Los documentos emitidos, cualquiera que sea su soporte, por medios electrónicos, informáticos o telemáticos por la Administración tributaria, o los que ésta emita como copias de originales almacenados por estos mismos medios, así como las imágenes electrónicas de los documentos originales o sus copias, tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales, siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y conservación y, en su caso, la recepción por el interesado.

Por otra parte, el Decreto Foral 59/2009, 21 julio, regula la utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en las actuaciones, procedimientos y transmisión de datos tributarios, de la obligación de información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles, de la emisión de certificados tributarios y del principio de colaboración social en la aplicación de los tributos.

En concreto en el Capítulo II del citado Decreto Foral se regula la utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en las actuaciones y procedimientos tributarios así como las reglas para la identificación de la Administración foral tributaria, en general y en la actuación automatizada en particular.

Por último, el Decreto Foral 32/2020, de 6 de octubre, regula las condiciones y requisitos generales para la presentación de declaraciones y autoliquidaciones por vía telemática. En el artículo 7 del citado Decreto Foral se establece el procedimiento para la presentación de declaraciones por vía telemática a través de “profesional”. En el artículo 8 se regula el procedimiento para la presentación de declaraciones por vía telemática por el obligado tributario o su representante voluntario. En este sentido, el Decreto Foral 15/2010, de 13 de abril, regula la representación voluntaria otorgada para la realización de determinados trámites y actuaciones en materia tributaria ante la Hacienda Foral de Álava y crea el Registro de Representantes Voluntarios.

Finalmente, la Orden Foral 603/2020, de 20 de noviembre, especifica las declaraciones tributarias y las solicitudes para las que se ha considerado conveniente hacer obligatoria la utilización de la vía telemática por Internet, así como, las personas y entidades a quienes se les impone la referida obligación.







Procedimientos de vinculación administrativa previa




Procedimientos de vinculación administrativa previa: actuación de información y asistencia.


 Los tipos de actuaciones o de procedimientos que se recogen en el artículo que es objeto del presente comentario constituyen una modalidad de las actividades que la administración tributaria debe llevar a cabo a efectos de prestar a los obligados tributarios información y asistencia.

Estos procedimientos se engloban bajo la denominación genérica de procedimientos de vinculación administrativa previa.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 82.1 de la NFGT, los obligados tributarios podrán solicitar que, con anterioridad a la realización del hecho imponible o a la conclusión del período voluntario de declaración, la Administración tributaria se pronuncie de manera vinculante respecto a las consecuencias tributarias que para los citados obligados se deriven de la realización de determinados hechos, actos o negocios jurídicos o de la realización de determinadas operaciones.

El elemento común y determinante de todos estos procedimientos es que el pronunciamiento de la Administración tiene carácter vinculante para el obligado tributario que inicia dicho procedimiento, siempre que se cumplan los requisitos y condiciones que se establecen en la normativa.







Tipos de procedimientos de vinculación administrativa previa.


 El artículo 82.2 de la NFGT enumera los tipos de procedimientos administrativos que se incluyen en los denominados procedimientos de vinculación administrativa previa. Estos son los siguientes:


	
i.  Consultas tributarias escritas.Este procedimiento se desarrolla en los artículos 83 y 84 de la NFGT.



	
ii.  Información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles.Este procedimiento se desarrolla en el artículo 85 de la NFGT.



	
iii.  Acuerdos previos de valoración.Este procedimiento se desarrolla en el artículo 86 de la NFGT.



	
iv.  Propuestas previas de tributación.Este procedimiento se desarrolla en los artículos 87 y 88 de la NFGT.











Consultas tributarias escritas




Fundamento de las consultas tributarias escritas.


 El cumplimiento voluntario de sus obligaciones tributarias por parte de los obligados tributarios es un pieza clave en el funcionamiento de la Administración tributaria en la que el régimen de declaración-liquidación o autoliquidación se ha generalizado en la gestión de la mayoría de los impuestos del sistema tributario.

Por otra parte, el principio de seguridad jurídica, recogido en el artículo 9 de nuestra Constitución, exige que los contribuyentes puedan prever de un modo razonable las consecuencias fiscales de sus actos con relevancia tributaria.

En este marco se inserta el deber de la Administración tributaria de prestar a los obligados tributarios la necesaria asistencia e información acerca de sus derechos y obligaciones, recogido en el artículo 81 de la NFGT.

La consulta tributaria constituye un instrumento especialmente cualificado para prestar información y asistencia a los obligados tributarios, por cuanto permite a éstos obtener de la Administración tributaria respuestas concretas respecto del régimen, clasificación o calificación tributaria que en cada caso les corresponda.







Objeto de las consultas.


 La consulta tributaria tiene por objeto conocer el régimen, la clasificación o la calificación que corresponda a un hecho, acto o negocio jurídico concreto.

No constituye el objeto de la consulta conocer la opinión de la Administración sobre supuestos genéricos o abstractos.

En Alava el Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, es el que ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a consultas tributarias escritas, estableciendo en su artículo 1 un ámbito de aplicación más genérico que en Bizkaia y Gipuzkoa, al establecer que se podrán presentar ante las Administraciones tributarias del Territorio Histórico de Alava consultas tributarias escritas siempre que se tenga la condición de obligado tributario.

◆La Sentencia del TS de 31 de mayo de 2016 corrobora el criterio normativo a efectos de la competencia para la emisión de consultas tributarias escritas. En la referida Sentencia el TS en un conflicto suscitado con la Administración tributaria estatal, se deja claro que la competencia para la resolución de procedimientos de vinculación administrativa previa en relación con todos los impuestos que forman parte del sistema tributario de los Territorios Históricos vascos, corresponde a las respectivas Diputaciones Forales cuando su normativa es la aplicable o cuando ejerzan las normativas de aplicación de los tributos.






Legitimación para formular consultas tributarias escritas.


 Estan legitimados para formular consultas:


	
a. Los obligados tributarios respecto al régimen, la clasificación o la calificación tributaria que en cada caso les corresponda.

	
b. Los organismos o entidades, que se determinen reglamentariamente, cuando se refieran a cuestiones que afecten a la generalidad de sus miembros o asociados.



El Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a consultas tributarias escritas, estableciendo en su artículo 2, a los efectos de la legitimación para formular las mismas, lo siguiente:


	
i. Están legitimados para formular consultas tributarias escritas los obligados tributarios, respecto de los supuestos que les afecten directamente en su situación tributaria particular o de aquellos actos o negocios jurídicos en los que tomen parte sin que ello conlleve el nacimiento de una obligación tributaria para los mismos. De acuerdo con lo establecido en el párrafo segundo del artículo 6.1 del citado Decreto Foral, las contestaciones a consultas formuladas por los obligados tributarios respecto de aquellos actos o negocios jurídicos en los que tomen parte sin que ello conlleve el nacimiento de una obligación tributaria para los mismos tendrán efectos exclusivamente informativos. 



	
ii. Asímismo están legitimados los organismos o entidades que cumplan los requisitos siguientes: 
	
- Que se trate de corporaciones o asociaciones que tengan por objeto la defensa o representación de determinados intereses colectivos o de sus miembros o asociados, cuando se refieran a cuestiones que afecten directamente a la generalidad de sus miembros o asociados. 

	
- Que no tengan forma jurídica de sociedad mercantil. 

	
- En particular, estarán legitimados para formular consultas tributarias la Cámara de Comercio, Industria y Navegación, el Ilustre Colegio de Abogados, el Colegio Vasco de Economistas, las asociaciones de asesores fiscales, los colegios profesionales, los sindicatos, las asociaciones de empresarios, así como otras organizaciones o entidades que sean reconocidas como legitimadas mediante petición dirigida a la Dirección General de Hacienda, a la que se acompañe justificación del cumplimiento de los requisitos anteriores. 





	
iii. Los legitimados para formular consultas tributarias pueden hacerlo por sí mismos o mediante representante, en cuyo caso será preciso que en el momento de presentación de la correspondiente consulta se acredite la representación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46.2 de la NFGT. 








Formulación de la consulta tributaria escrita. 


 A.  Plazo de presentación.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del artículo 83 de la NFGT, las consultas tributarias se formularán antes de la finalización del plazo establecido para el ejercicio de los derechos, la presentación de declaraciones o autoliquidaciones o el cumplimiento de otras obligaciones tributarias.

B.  Contenido del escrito de consulta.

En sentido estricto el único requisito formal exigido por la NFGT para realizar consultas es que estas se formulen en forma escrita. Ahora bien, la NFGT establece un contenido mínimo que debe tener la consulta.

En este sentido, se establece que las consultas se formularán mediante escrito dirigido a la Administración tributaria para su contestación, con el siguiente contenido mínimo:


	
a) Identificación del consultante. 

	
b) Antecedentes y circunstancias determinantes del caso. 

	
c) Formulación clara, precisa e inequívoca del contenido de la consulta. 



El Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre ha desarrollado, en sus artículos 3 y 4, entre otros, el procedimiento relativo a consultas tributarias escritas, el contenido del escrito de presentación de la consulta y su tramitación.

a.  Presentación del escrito de consulta.


	
i. Las consultas se presentarán mediante escrito dirigido genéricamente a la Administración tributaria, en el que, con relación a la cuestión planteada, se expresarán con claridad y con la extensión necesaria: 
	
a) Los antecedentes y las circunstancias del caso. 

	
b) El objeto de la consulta, indicando la disposición tributaria concreta cuya aplicación suscita dudas al consultante y, en su caso, la interpretación que estime procedente de la misma. 

	
c) Los demás datos, elementos y documentos que puedan contribuir a la formación de juicio por parte de la Administración tributaria. 

	
d) En el caso de que la consulta o la contestación de la misma deba ser objeto de intercambio de información con otros Estados o entidades internacionales o supranacionales en virtud de un instrumento de asistencia mutua, se declarará dicha circunstancia con carácter expreso, sin perjuicio de la apreciación de oficio por parte de la Administración tributaria competente para la contestación de la consulta, y se consignarán, además, los siguientes datos: 
	
1.- Identificación del grupo mercantil o fiscal al que pertenece, en su caso, el consultante, incluyendo los números de identificación fiscal o códigos equivalentes, en su caso, de todas las entidades no residentes afectadas.

	
2.- Descripción de la actividad empresarial o las transacciones o series de transacciones desarrolladas o a desarrollar. En cualquier caso, dicha descripción se realizará con pleno respeto a la regulación del secreto comercial, industrial o profesional y al interés público.

	
3.- Estados que pudieran verse afectados por la transacción u operación objeto de consulta.

	
4.- Personas residentes en otros Estados que pudieran verse afectadas por la contestación a la consulta.

	
5.- Otros datos que fueran exigibles por la normativa de asistencia mutua aplicable.









	
ii. En dicho escrito se hará constar, además, el nombre, apellidos, denominación o razón social, domicilio fiscal, número de identificación fiscal del consultante y, en su caso, de la persona que le represente, así como el lugar, fecha y firma de la persona física que formule la consulta en nombre propio o en representación del obligado tributario. 

	
iii. En caso de que la consulta se formule por medio de representante se acompañará al escrito de consulta copia de la justificación de la representación. 

	
iv. Si el escrito de consulta no reuniera los requisitos señalados en los apartados i y ii anteriores, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, su escrito podrá ser archivado sin más trámite. 



[ El artículo 12 y siguientes del Decreto Foral 55/2009, de 30 de junio, regula el procedimiento para la presentación telemática de las consultas tributarias escritas.]


b.  Tramitación de la consulta.

i.  Requerimiento de información y solicitud de informes.

Recibido el escrito de consulta por la Administración tributaria, está requerirá, en su caso, al interesado la documentación que se estime necesaria para evacuar la contestación correspondiente y podrá solicitar los informes de otros órganos de la Administración tributaria o de cualesquiera otros organismos que estime pertinentes para la formación del criterio aplicable al caso planteado.

ii.  Remisión preceptiva a otros órganos.

En los supuestos en los que, de conformidad con lo dispuesto en el Concierto Económico o en la normativa autonómica sobre armonización, coordinación y colaboración fiscal, deba remitirse la consulta a otros órganos, la Administración tributaria procederá a la realización de los trámites correspondientes, comunicando al consultante dicha remisión, que producirá la suspensión del procedimiento durante la tramitación de aquéllos. Este período de suspensión no se computará a efectos del plazo máximo (de tres meses en Alava) establecido para la resolución de la consulta.

Este tramite se refiere a la preceptiva remisión que deberá realizarse segun los casos a:


	
- Organo de Coordinación Tributaria. El artículo 14 de la Ley 3/1989, de 30 de mayo, de Armonización, Coordinación y Colaboración fiscal, establece que a efectos de conseguir la coordinación de los criterios que se sustenten por las administraciones tributarias de los Territorios Históricos, las consultas vinculantes se evacuarán previo informe del Organo de Coordinación Tributaria. 



	
- Comisión de coordinación y evaluación Normativa. 



El artículo 64.b) del Concierto Económico atribuye a la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa la función de resolver las consultas que se planteen sobre la aplicación de los puntos de conexión contenidos en el Concierto. Estas consultas se trasladarán para su análisis, junto con la propuesta de resolución, en el plazo de dos meses desde su recepción, al resto de Administraciones tributarias concernidas. A falta de observaciones sobre la propuesta en el plazo de dos meses, ésta se entenderá aprobada. En caso de existir observaciones se procederá a constituir la referida Comisión, quien, de no llegar a un acuerdo, la trasladará a la Junta Arbitral.

C.  Archivo de consultas no tramitadas.

De acuerdo con lo establecido en la NFGT la Administración tributaria podrá archivar, con notificación al interesado, las consultas que no reúnan los requisitos sobre plazo de presentación y contenido mínimo del escrito de formulación y no sean subsanados a requerimiento de la Administración.

El Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a consultas tributarias escritas, de conformidad con la habilitación reglamentaria establecida en el artículo 83 de la NFGT, especificandoen su artículo 7 los supuestos en los que se procederá al archivo de las consultas:


	
i. Las que se formulen por personas no legitimadas para ello. 

	
ii. Las que planteen dudas genéricas sobre aplicación o interpretación de la normativa tributaria.

	
iii. Aquéllas en las que no se subsanen sus defectos después de haberse realizado el correspondiente requerimiento. 



La decisión de archivo se adoptará por la Administración tributaria y se notificará al consultante. Contra la decisión no podrá interponerse recurso o reclamación de ningún tipo.






Contestación a la consulta tributaria escrita.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 83.5 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), la Administración tributaria tiene un plazo de 3 meses para contestar por escrito la consulta formulada. Dicho plazo se computa desde la fecha de presentación de la consulta.

Falta de contestación en plazo.

La falta de contestación en dicho plazo no implicará la aceptación de los criterios expresados en el escrito de la consulta.

El transcurso del plazo establecido sin que la Administración conteste no produce efectos estimatorios o desestimatorios por cuanto, tal como indica el Consejo de Estado, la propia naturaleza de la consulta tributaria no permite atribuir a la falta de contestación en plazo unos concretos efectos de aceptación o rechazo de los planteamientos expuestos en el escrito de consulta.

El Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a consultas tributarias escritas, concretando en su artículo 5 los siguientes aspectos en relación con la contestación a la consulta.


	
i. La falta de contestación en el plazo de 3 meses no implica la aceptación de los criterios expresados por el consultante en el escrito de consulta ni determina efectos vinculantes para la Administración tributaria. 

	
ii. Transcurrido dicho plazo sin haberse producido la contestación, la Administración tributaria no estará eximida de resolver expresamente la consulta formulada, lo que deberá hacer en cualquier caso. 

	
iii. Una vez transcurrido el referido plazo, y hasta el momento en que se notifique la contestación, si el obligado tributario aplica los criterios establecidos en el escrito de consulta no incurrirá en responsabilidad por la comisión de infracciones tributarias que pudieran derivarse de la aplicación de los mencionados criterios. La introducción de esta regla en el desarrollo reglamentario de la NFGT en materia de consultas tributarias escritas, supone un avance más en la línea de precisar los supuestos en los que se entiende que el contribuyente realiza una interpretación razonable de la norma, y por tanto, no incurre en responsabilidad por la comisión de infracciones tributarias (artículo 184.2.d) de la NFGT), teniendo presente que se ha dado a conocer a la Administración tributaria el criterio que se pensaba aplicar y que, ésta, ha dejado transcurrir más de seis meses sin contestar a la consulta. 



	
v. El órgano competente estará obligado a contestar aplicando los criterios manifestados en contestaciones a aquellas consultas evacuadas con anterioridad en las que exista identidad entre sus hechos y circunstancias y los de la consulta objeto de contestación, salvo que de forma motivada justifique la modificación de la doctrina administrativa aplicable. El Decreto Foral ha trasladado a este ámbito lo dispuesto en el artículo 35.1 de la LPAC, en el que se establece que serán motivados, entre otros, los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes. En ausencia de publicación, el precepto es de aplicación casi exclusiva a aquellos cambios de criterio que afectan a un mismo obligado tributario, el cual puede alegar en su descargo la existencia de un precedente administrativo. 

Sin embargo, la publicación por la Administración de sus propios criterios propicia que los obligados tributarios aleguen la existencia de precedentes no referidos a sí mismo, sino a otros obligados, y determinará una mayor uniformidad y estabilidad en los criterios administrativos. 











Efectos de las contestaciones a las consultas tributarias escritas




Efectos de la contestación a la consulta tributaria escrita para el obligado tributario que la formula.


 A.  Efectos vinculantes.

Con carácter general, la contestación a las consultas tributarias escritas tiene efectos vinculantes para la Administración tributaria.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 84.1 de la NFGT, la contestación a las consultas escritas que cumplan los requisitos referidos en el parágrafo anterior (en especial apartados 3 y 4), tendrán efectos vinculantes para los órganos de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos, esto es, los órganos de gestión, inspección y recaudación. Estos órganos están obligados a aplicar al consultante los criterios expresados en la contestación a la consulta, siempre que no se hubieran alterado las circunstancias, antecedentes y demás datos recogidos en el escrito de presentación de la consulta.

Modificación de la normativa o la jurisprudencia.

El carácter vinculante de la contestación a una consulta tributaria en relación con el obligado tributario tiene una importante limitación. En el supuesto de que se modifique la normativa o la jurisprudencia aplicable al caso no se aplicarán al obligado tributario los criterios expresados en la contestación.

Parece evidente que las referidas modificaciones deberán producirse después de emitida la consulta y antes del cumplimientos de las obligaciones tributarias a que se refiere la consulta.

B.  No interrupción de plazos.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 84.3 de la NFGT, la presentación y contestación de las consultas no interrumpirá los plazos establecidos en las normas tributarias para el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

C.  No recurribles.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 84.4 de la NFGT, contra la contestación a las consultas tributarias el obligado tributario no podrá entablar recurso alguno. Sin embargo podrá hacerlo contra el acto o actos administrativos que se dicten posteriormente en aplicación de los criterios manifestados en la contestación.

El Tribunal Supremo, en sentencia de 10-02-01, analiza los diferentes motivos por los que las consultas, incluso las de carácter vinculante, no son actos ni disposiciones administrativas, y en consecuencia, tampoco impugnables en vía contencioso-administrativa.

	 La Resolución del Organismo Jurídico Administrativo de Alava de 30-05-03, establece de forma contundente, que la consulta tributaria no tiene la conceptuación de acto administrativo, por lo que no es susceptible de impugnación en vía económico-administrativa.








Efectos de las contestaciones a las consultas tributarias escritas para otros obligados tributarios.


 En principio, la consulta vinculante debe ser considerada como un supuesto de calificación anticipada del hecho imponible, con eficacia exclusiva para el supuesto concreto sometido a consulta, y no como un supuesto de interpretación de las normas, que tendría eficacia general para supuestos similares.

No obstante, la NFGT establece que los criterios contenidos en la contestación a las consultas pueden tener importantes efectos para otros obligados tributarios.

A.  Aplicación de los mismos criterios por la administración tributaria.

El último párrafo del artículo 84.1 de la NFGT, establece que los órganos de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos, esto es, tanto los órganos de gestión como de inspección y de recaudación, deberán aplicar los criterios contenidos en las consultas tributarias escritas a cualquier obligado tributario:


	
i.  Si existe identidad entre los hechos y circunstancias del mismo y los que se incluyan en la contestación a la consulta tributaria. 

	
ii. Siempre que no haya sido modificada de forma motivada y por el mismo órgano competente para la contestación, la doctrina administrativa aplicable. 



B.  Exoneración de responsabilidad.

El apartado 2 del artículo 184 de la NFGT establece que las acciones u omisiones tipificadas en las Normas Forales o en las leyes no darán lugar a responsabilidad por infracción tributaria, entre otros supuestos, en el caso de que el obligado tributario ponga la diligencia necesaria en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, considerándose que el obligado tributario ha puesto dicha diligencia cuando haya actuado de conformidad con los criterios manifestados por la Administración tributaria en las contestaciones a consultas tributarias que hubieran sido formuladas a iniciativa de otro obligado, siempre que entre las circunstancias de aquél y las que concurrieran en el supuesto en el que la Administración tributaria se hubiera manifestado exista una igualdad sustancial que permita entender aplicables dichos criterios y éstos no hayan sido modificados.

En este sentido, conviene señalar que en las contestaciones a consultas, la Administración Tributaria resuelve supuestos de hecho concretos y determinados y aplica los criterios allí contenidos dependiendo de las circunstancias de hecho, por lo que su aplicación a supuestos de hecho distintos requiere un análisis cuidadoso de las circunstancias concurrentes para asegurar que son sustancialmente idénticas a las que determinaron el pronunciamiento administrativo.






Contestaciones a las consultas tributarias escritas con efectos exclusivamente informativos.


 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 84 de la NFGT, tendrán efectos meramente informativos las contestaciones a consultas tributarias, en los siguientes supuestos:


	
i. Aquellas que correspondan a consultas que no cumplan los requisitos establecidos en el artículo 83 de la NFGT. 

	
ii. Aquellas que correspondan a consultas que planteen cuestiones relacionadas con el objeto o tramitación de un procedimiento, recurso o reclamación iniciado con anterioridad. 



El artículo 6 del Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a consultas tributarias escritas, estableciendo otro supuesto en el que las contestaciones tendrán un carácter meramente informativo:

	
- Las contestaciones a consultas formuladas por los obligados tributarios respecto de aquellos actos o negocios jurídicos en los que tomen parte sin que ello conlleve el nacimiento de una obligación tributaria para los mismos. 







Suministro de las consultas tributarias escritas.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 84.5 de la NFGT, la Administración tributaria deberá suministrar, a petición de los interesados, el texto íntegro de consultas concretas, suprimiendo toda referencia a los datos que permitan la identificación de las personas a las que afecten.

Según indica el precepto mencionado, la solicitud del interesado debe referirse a una consulta concreta, lo que presupone que el interesado conoce previamente la existencia de esa consulta.

Aunque parece que el texto de la norma no ampara la petición del texto íntegro de consultas no identificadas o identificadas por razón de la materia sobre la que versan (p.e. se solicita las últimas consultas emitidas en materia de aplicación del régimen de consolidación fiscal), este tipo de peticiones, de gran utilidad para el obligado tributario, entiendo que quedan dentro del espíritu del precepto, cuya finalidad es dar a conocer a los contribuyentes los criterios administrativos, por lo que, la Administración tributaria, en la medida de sus posibilidades, debería atenderlos.







Información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles




Alcance de la información previa a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles.


 La obligación de la Administración tributaria de informar a los obligados tributarios sobre el valor fiscal de los bienes inmuebles constituye una manifestación del deber de la Administración tributaria de prestar a los obligados tributarios la necesaria asistencia e información acerca de sus derechos y obligaciones, recogido en el  artículo 81 de la NFGT.

El artículo 85 de la NFGT establece que la Administración tributaria informará sobre el valor a efectos fiscales de los bienes inmuebles incluidos en el catastro inmobiliario que vayan a ser objeto de adquisición o transmisión.

Este tipo de información previa sobre el valor fiscal de inmuebles se regula utilizando el esquema de la regulación realizada para las consultas tributarias escritas, con las evidentes particularidades propias del caso.

Esta similar regulación tiene lógica en tanto que en ambos casos se trata de conocer previamente el criterio de la Administración para que el obligado tributario pueda actuar de conformidad con el mismo. Mientras que en la consulta la cuestión objeto de la misma la constituyen los elementos jurídicos de la relación jurídico-tributaria, en la información previa sobre el valor fiscal de los bienes el objeto lo constituyen los elementos fácticos de dicha relación jurídica.

Sobre el alcance de este tipo de información previa es preciso señalar que la NFGT se remite a estos efectos a la normativa reguladora de cada tributo.

En Alava la forma de facilitar información por parte de la Administración tributaria con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes se desarrolla en el Decreto Foral 59/2009, 21 julio, por el que se regula la utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en las actuaciones, procedimientos y transmisión de datos tributarios, de la obligación de información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles, de la emisión de certificados tributarios y del principio de colaboración social en la aplicación de los tributos. Concretamente en el Capítulo IV de dicho Decreto Foral se desarrolla el deber de información de la Administración tributaria foral al obligado tributario con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana ubicados en el Territorio Histórico de Álava.







Efectos de las contestaciones previas a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles.


 La regulación de la información previa sobre el valor fiscal de los bienes inmuebles se hace a imagen de la regulación realizada para las consultas tributarias escritas. En este sentido se establecen, de forma similar a lo que ocurre en las consultas, los siguientes efectos en relación con las contestaciones sobre el valor fiscal de los bienes:


	
a. El interesado no podrá entablar recurso alguno contra la valoración comunicada. Podrá hacerlo contra el acto o actos administrativos que se dicten posteriormente en relación con dicha información. 

	
b. La falta de contestación no implicará la aceptación del valor que, en su caso, se hubiera incluido en la solicitud del interesado. 









Acuerdos previos de valoración




Los acuerdos previos previos de valoración en la NFGT.


 Los acuerdos previos de valoración constituyen una manifestación del deber de la Administración tributaria de prestar a los obligados tributarios la necesaria asistencia e información acerca de sus derechos y obligaciones, recogido en el artículo 81 de la NFGT.

El artículo 86 de la NFGT establece que los obligados tributarios podrán solicitar a la Administración tributaria que determine con carácter previo y vinculante la valoración a efectos fiscales de rentas, productos, bienes, gastos y demás elementos determinantes de la deuda tributaria.

A.  Concepto.

La seguridad jurídica y la certeza en la aplicación de los tributos es esencial para los obligados tributarios. El mejor camino para conseguir seguridad jurídica es la existencia de una normativa fiscal simple y clara, pero la normativa no siempre se adecúa en tiempo útil a los nuevos negocios y a las prácticas cambiantes de los contribuyentes y, a veces, es la propia complejidad de la sociedad y de la economía la que determinan que la normativa fiscal sea también compleja.

En este contexto, un sistema de acuerdos previos entre la Administración y los obligados tributarios ("rulings" en su denominación inglesa) les da seguridad jurídica en materias en las que la normativa no es todo lo clara que sería deseable.

Pese a su nombre, los "acuerdos" no son siempre el resultado de una concertación de voluntades entre la Administración y el obligado tributario.


[En el derecho comparado encontramos todas las posibilidades:

- En algunos paises (EE.UU.) son acuerdos formales entre el contribuyente y la Administración tributaria.

- En otros (Australia) la Administración da su conformidad a una propuesta del contribuyente y,

- En otros casos (como los aquí examinados) se trata de una resolución de la Administración tributaria de carácter vinculante, que no puede ser recurrida por el contribuyente.]



Lo peculiar de estos "acuerdos" es que la Administración determina con carácter previo algún elemento de la obligación tributaria (p.e. el valor de un bien, la calificación de un hecho, la interpretación de una norma...) de un obligado tributario concreto o de un conjunto innominado de obligados tributarios y notifica o publica su "acuerdo" para que los obligados tributarios tengan mayor seguridad jurídica en la previsión de las consecuencias fiscales de sus actos.

Objeto de los acuerdos.

En cuanto a su objeto, el "acuerdo" cobra sentido en aquellos aspectos de la obligación tributaria donde la aplicación de la norma tributaria suscita dudas, entre los que se pueden citar:


	
- el régimen, la clasificación o la calificación tributaria que en cada caso corresponda. 

	
- el valor de rentas, productos, bienes y demás elementos del hecho imponible. 

	
- la interpretación de una norma determinada. 



Tanto los acuerdos previos de tributación regulados en el artículo que es objeto del presente comentario, como las propuestas previas de tributación reguladas en el artículo 87 de la NFGT tienen el común fundamento de ser instituciones que persiguen dar seguridad jurídica y certeza en la aplicación de los tributos por medio de acuerdos de un contenido vinculante para la Administración tributaria. La diferencia entre ambos tipos de acuerdos la constituye el objeto sobre el que los mismos se pronuncian. Los acuerdos previos de valoración tienen por objeto la valoración a efectos fiscales de rentas, productos, bienes, gastos y demás elementos determinantes de la deuda tributaria, mientras que las propuestas previas de tributación tienen por objeto la determinación de la deuda tributaria que corresponde a determinadas operaciones de especial trascedencia o complejidad.

[En el contexto internacional, la aplicación de estos "acuerdos" es común en las administraciones tributarias de los países más desarrollados (USA, Suecia, Holanda, Canadá, Alemania, Australia, Japón, Reino Unido).]


B.  Clases.

Tales "acuerdos" o "rulings" suelen clasificarse en dos grandes grupos:

a.  Acuerdos privados.

Sobre el tratamiento fiscal de una transacción particular antes de que dicha transacción tenga lugar. Dentro de los "acuerdos privados" constituyen un grupo específico los denominados "acuerdos de valoración o de precios" (Advance Pricing Agreements -APA's- en su denominación inglesa) en los que la Administración determina con carácter previo y vinculante, a efectos fiscales, la valoración o el precio de determinados elementos del hecho imponible (en el contexto internacional, los APA's quedan limitados a la valoración de operaciones entre personas o entidades vinculadas).

Asimismo, constituyen un grupo específico de los "acuerdos privados" los relativos al régimen, la clasificación o la calificación tributaria que, en cada caso, corresponde.

[Este tipo de acuerdos constituyen las "consultas tributarias escritas" reguladas en los artículos 83 y 84  de la NFGT.]


b.  Acuerdos públicos.

Donde la Administración tributaria manifiesta sus criterios interpretativos, no ligados a un conjunto específico de hechos.







Directrices de la OCDE sobre los acuerdos previos de valoración. 


 A.  Directrices.

El Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE aprobó en 1995 unas "Directrices aplicables en materia de precios de transferencia para empresas multinacionales y Administraciones tributarias", cuyo apartado F del Capítulo IV está dedicado a los "Acuerdos previos sobre precios (APP)". En dicho apartado se incluyen, entre otras, las siguientes directrices:


	
a. Un APP es un acuerdo que determina, con carácter previo a las operaciones entre empresas asociadas, un conjunto apropiado de criterios para la determinación de los precios de transferencia aplicados a estas operaciones, a lo largo de un cierto periodo. 

	
b. La fiabilidad de una previsión utilizada en un APP es función a la vez de la naturaleza de esta predicción y de las hipótesis de base sobre las que se basa la predicción. Debe prestarse gran atención a la fiabilidad de las previsiones y a las hipótesis de base.

	
c. Un APP unilateral puede tener incidencia sobre la responsabilidad tributaria de empresas asociadas situadas en otra Administración tributaria. Debido a los problemas de doble imposición la mayor parte de los paises prefieren los APP bilaterales o multilaterales.

	
d. La cooperación de las empresas asociadas es vital para el exito de las negociaciones que desembocarán en el APP. En general las empresas asociadas están autorizadas para participar en el procedimiento de obtención de un APP, presentando la solicitud, aportando documentación y buscando el acuerdo en materia de precios de transferencia.

	
e. Concluido el procedimiento, la Administración tributaria debe confirmar a las empresas de su jurisdicción que no se efectuará ningún ajuste de precio de transferencia en tanto éstos se determinen según establece el APP.

	
f. El APP debe contener para años futuros una cláusula de revisión o de anulación en caso de modificación importante de las operaciones de la empresa o de circunstancias económicas imprevisibles.

	
g. Como mecanismo de control se puede exigir al contribuyente un informe anual sobre la aplicación del APP. También se puede examinar la situación del contribuyente en el seno de las comprobaciones regulares sin revaluar la validez del método fijado en el APP.



B.  Ventajas de los acuerdos previos sobre precios.


	
a. El APP es útil para el contribuyente porque elimina la incertidumbre y hace previsible el régimen de las operaciones internacionales.

	
b. Los APP permiten la cooperación y el conocimiento mutuo entre Administración y contribuyente.

	
c. El APP evita las comprobaciones y los litigios largos y costosos a que pueden dar lugar los precios de transferencia.

	
d. Los APP bilaterales o multilaterales reducen sustancialmente o eliminan la posibilidad de doble imposición, jurídica o económica. No sucede así con los APP unilaterales.

	
e. Las obligaciones de información anejas a los APP permiten a la Administración conocer mejor ciertas operaciones internacionales complejas a que se dedican las empresas multinacionales.



C.  Desventajas de los acuerdos previos sobre precios.


	
a. Los APP unilaterales presentan serios problemas tanto para la Administración tributaria como para los contribuyentes. Para otras Administraciones distintas de la que suscribe el APP puede plantear problemas de ajuste, si no está de acuerdo con él. Para el contribuyente puede no reducir la incertidumbre ni la doble imposición jurídica o económica del grupo multinacional.

	
b. El APP puede presentar inconvenientes si se basa en previsiones poco fiables o no contiene las hipótesis necesarias.

	
c. El APP supone inicialmente un gran esfuerzo para la Administración tributaria. Un programa APP requiere personal muy experimentado y, a menudo, especializado.

	
d. Normalmente el APP interesa a las empresas muy grandes que son objeto de comprobaciones periódicas y cuyos precios de transferencia son examinados en cualquier caso. Hay un riesgo al desviar hacia esos contribuyentes recursos que seria preferible destinar al control de contribuyentes menos escrupulosos.

	
e. La conclusión de un APP no implica que el contribuyente quede eximido de las comprobaciones ordinarias sobre sus precios de transferencia.

	
f. Pueden plantearse problemas si las Administraciones tributarias hacen un uso abusivo en sus prácticas de comprobación de las informaciones obtenidas en un APP. Además, una demanda infructuosa de APP por parte de un contribuyente no debe incitar a la Administración tributaria a comenzar actuaciones de comprobación.

	
g. Las Administraciones deben preservar la confidencialidad de los secretos mercantiles y de otras informaciones sensibles suministrados durante el procedimiento de APP.

	
h. Un procedimiento de APP no podrá ser utilizado por todos los contribuyentes porque puede ser largo y costoso y los pequeños contribuyentes no dispondrán generalmente de los recursos necesarios.

	
i. Un dispositivo de APP que exija medios importantes por parte de la Administración tributaria no podrá probablemente satisfacer más que una parte de las solicitudes. La Administración debe prever el ámbito de aplicación del APP en función de sus medios disponibles para ello.








Los acuerdos previos de valoración en la NFGT.


 Con la finalidad de fortalecer la seguridad jurídica del obligado tributario, el artículo 86 de la NFGT regula el marco básico de los denominados "acuerdos previos de valoración".

A.  Marco general de aplicación.

a.  Cuando las normas o reglamentos propios de los tributos así lo prevean.

La NFGT define el marco general de aplicación de los "acuerdos previos de valoración", y permite la generalización del esquema planteado para la valoración de algunas operaciones efectuadas entre personas o entidades vinculadas por el artículo 45 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, a otros impuestos y a otros elementos del hecho imponible.

Sin embargo, la NFGT no lleva a cabo esa generalización de los acuerdos previos de valoración, sino que deja a la normativa propia de cada tributo la definición de los supuestos concretos a los que puede aplicarse la figura.

[La razón de este proceder se encuentra en la prudencia del legislador. Los acuerdos de valoración se utilizan en la actualidad por un número limitado de países desarrollados que aplican la figura para valorar precios de transferencia entre personas vinculadas en el marco del Impuesto sobre Sociedades. Incluso en estos países, el número de acuerdos aprobados es muy limitado.]


En este contexto es impensable que el legislador apruebe un sistema de "acuerdos previos de valoración" aplicable a todos los impuestos y, en cada uno de ellos, a todos los elementos del hecho imponible susceptibles de ser valorados. Sencillamente, no hay en el mundo Administración tributaria capaz de gestionar y aplicar un sistema de "acuerdos previos de valoración" de estas características, por cuanto los "acuerdos previos de valoración" constituyen una herramienta útil para valorar, en relación con impuestos concretos, determinados elementos del hecho imponible (determinados gastos o ingresos o determinados bienes).

[Es decir, los "acuerdos previos de valoración", por su propia naturaleza y por las dificultades que conlleva su aprobación, solo pueden aplicarse a algunos impuestos concretos y, dentro de estos, no a todos los valores que se integran en la base imponible, sino solo a alguno de ellos.]


Por eso, el legislador se ha limitado a establecer el marco general de los "acuerdos previos de valoración" dejando que sean las normas propias de cada tributo las que determinen, en su caso, la aplicación de la figura en supuestos concretos.

b.  Valoración a efectos fiscales.

El objeto del acuerdo previo es determinar la valoración a efectos fiscales de rentas, productos bienes, gastos y demás elementos determinantes de la deuda tributaria.

Por "valoración" no hay que entender solo el valor concreto de esos elementos del hecho imponible, pues dentro del concepto tiene cabida también la determinación de un intervalo, de valores e, incluso, la fijación de un método que permita calcular en cada momento ulterior el valor correspondiente.

Sobre esta cuestión, la OCDE desaconseja llegar a determinar valores concretos, siempre dependientes de hipótesis económicas futuras, y aconseja que el acuerdo se limite a establecer el método que deberá utilizarse para el cálculo del valor.

B.  Procedimiento.

El marco normativo sobre el procedimiento es muy escueto para permitir que las normas de cada tributo que apliquen los acuerdos previos de valoración puedan fijar el procedimiento más adecuado en cada caso. En este sentido, los artículo 86.2 y 3 de la NFGT se limitan a señalar:


	
- que la solicitud debe presentarse por escrito. 

	
- que debe ser previa a la realización del hecho imponible, salvo que la normativa de cada tributo establezca otros plazos. 

	
- que debe acompañarse de una propuesta de valoración formulada por el obligado tributario. 

	
- que la Administración puede comprobar los elementos de hecho y las circunstancias declaradas por el obligado tributario. 



C.  Resolución.

Instruido el procedimiento y cumplido, si procede, el trámite de puesta de manifiesto, la Administración dictará la resolución que pondrá fin al procedimiento.

a.  Contenido de la resolución.

En virtud de lo establecido en el artículo 86.4 de la NFGT, el acuerdo que debe formalizarse por escrito indicará, al menos:


	
- La valoración o el método para determinarla. 

	
- El supuesto de hecho al que se refiere. 

	
- El impuesto al que se aplica. 

	
- Su carácter vinculante. 



b.  Plazos.

La NFGT no fija ningún plazo para el procedimiento, sino que se remite a la normativa de cada tributo que prevea la aplicación de los acuerdos previos de valoración para que fije el procedimiento por el que debe emitirse el acuerdo así como el plazo para ello.

[La experiencia internacional respecto de los APA's muestra que el plazo necesario para aprobar un acuerdo de valoración es con frecuencia de 1 año o superior. Solo algunos paises, como Australia, consiguen cerrar acuerdos en plazos cercanos a los 6 meses, mientras que otros, como Japón, invierten para ello alrededor de 3 años.]


c.  Falta de contestación en plazo.

La falta de contestación de la Administración tributaria en los plazos indicados implicará la aceptación de los valores propuestos por el obligado tributario.

[La norma carece de precedente en derecho comparado donde la falta de contestación en plazo no supone en ningún caso la aceptación de los valores propuestos por los contribuyentes, y se compadece mal con la complejidad de un acuerdo previo de valoración y la necesidad de realizar una valoración cuidadosa de la propuesta formulada por el contribuyente que implica, normalmente, operaciones de tráfico internacional.]


En nuestro derecho interno tampoco, por el momento, va a tener aplicación esta norma, ya que el artículo 45 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, dispone al efecto que las propuestas para la valoración de operaciones efectuadas entre personas o entidades vinculadas podrán entender desestimadas una vez transcurrido el plazo de resolución.

D.  Efectos vinculantes.

a.  Carácter vinculante.

La vinculación de la Administración a los valores expresados en el acuerdo y la obligación de aplicarlos durante su plazo de vigencia es un elemento sustancial del acuerdo que dota del mayor grado de seguridad jurídica a esta figura.

En el régimen de los acuerdos previos de valoración regulados en la NFGT, en los que no existe concertación de voluntades sino un acto unilateral de la Administración, el acuerdo vincula solo a ésta y no al obligado tributario que puede aplicar, o no, los valores resultantes del acuerdo, bien entendido que, si aplica valores distintos, la Administración podrá corregirlos en uso de sus facultades de comprobación.

[La falta de vinculación para el contribuyente se aprecia con mayor nitidez en el régimen de recursos que permite al obligado tributario interponer recursos contra los actos administrativos que dicte la Administración en aplicación del acuerdo. Si se tratara de un verdadero acuerdo vinculante para ambas partes, el obligado tributario no podría interponer recursos contra la correcta aplicación del acuerdo, porque eso supondría ir contra sus propios actos.]


b.  Excepciones al carácter vinculante.

El acuerdo previo de valoración se fundamenta en una legislación determinada y en unas circunstancias económicas o hipótesis fundamentales. Consecuentemente, la obligación de la Administración de aplicar la valoración resultante del acuerdo cesa cuando:


	
- Se modifica la normativa aplicable. 

	
- Varían significativamente las circunstancias económicas que fundamentaron la valoración. 



c.  Efectos.

La existencia de alguna de las circunstancias anteriores ponen en cuestión el acuerdo previo de valoración alcanzado y pueden determinar el cese de su efecto vinculante y la necesidad de aprobar un nuevo acuerdo.

La NFGT se limita a señalar que, cuando concurran las circunstancias anteriormente señaladas, la Administración no está obligada a aplicar los valores expresados en el acuerdo, pero no exige la adopción de un nuevo acuerdo.

Con carácter general, la concurrencia de alguna de las circunstancias señaladas habilitan tanto a la Administración como al obligado tributario para:


	
- solicitar la revocación del acuerdo, o 

	
- solicitar la modificación del acuerdo, o 

	
- solicitar la confirmación del acuerdo. 



E.  Vigencia.

a.  Plazo de vigencia.

La necesidad de fijar un plazo de vigencia para los acuerdos previos de valoración deriva de la variabilidad de las relaciones económicas y comerciales en un contexto de globalización de la economía.

Sometidas las relaciones económicas y comerciales a fuertes variaciones en plazos cortos de tiempo resultaría improcedente dar a los acuerdos previos de valoración un carácter indefinido o desmesuradamente largo en relación con los ciclos actuales de la economía.

Por ello, en todos los países donde se aplican acuerdos previos de valoración se establece la necesidad de que en el acuerdo se fije su plazo de vigencia.

La NFGT deja abierta esa posibilidad, pero limita a 3 años la vigencia máxima de los acuerdos, salvo que en la normativa que lo establezca se fije un plazo distinto.

b.  Aplicación retroactiva.

Aunque la NFGT no trata esta cuestión, en algunos supuestos es posible y conveniente dar al acuerdo un efecto retroactivo limitado, y así se hace en algunos países, en los que se contempla la aplicación retroactiva como una cuestión más que debe fijar el acuerdo.

La retroactividad puede tener, al menos, dos alcances diferentes:


	
- En algunos casos el acuerdo se aplica retroactivamente a las operaciones realizadas en periodos impositivos concluidos con posterioridad a la presentación de la propuesta, es decir, al periodo comprendido entre la presentación de la propuesta y la aprobación del acuerdo. 

	
- En otros casos, el acuerdo se puede aplicar retroactivamente a los ejercicios anteriores pendientes de comprobación. 



En cualquier caso, la aplicación retroactiva del acuerdo solo puede llevarse a cabo cuando así lo solicite el obligado tributario y lo acepte la Administración, dado que no se puede obligar ni al obligado tributario ni a la Administración a aplicar la valoración acordada en periodos anteriores a la aprobación del acuerdo.

F.  Recursos.

a.  Interposición de recursos.

La previsión del precepto deriva de la naturaleza del acuerdo previo de valoración. En la medida en que el acuerdo simplemente anticipa, aun con carácter vinculante, el criterio de valoración que sostendrá la Administración y puede ser seguido, o no, por el obligado tributario en sus autoliquidaciones, se entiende que el acuerdo solo afecta, de un modo directo e inmediato, a los derechos e intereses del obligado tributario cuando se plasma en una liquidación administrativa.

Por eso, el precepto dispone que los obligados tributarios no podrán interponer recurso alguno contra los acuerdos previos de valoración.

La regulación del recurso es un argumento adicional que corrobora la naturaleza del acuerdo como acto que emana de la voluntad de la Administración y no como acto que emana de un concierto de voluntades, pues, como se ha dicho, si fuera un auténtico acuerdo de voluntades, el obligado tributario no podría impugnar su aplicación sin ir contra sus propios actos.

b.  Otras formas de resolución de conflictos.

Como se ha dicho, los acuerdos de valoración tienen en otros países naturaleza de convenio entre la Administración y el contribuyente.

En estos países, es posible fijar en el propio acuerdo el mecanismo de resolución de los conflictos que puedan surgir en su aplicación, mecanismos que, en algunos casos tiene carácter arbitral o convencional.

No puede descartarse que las leyes de los tributos que establezcan la aplicación de los acuerdos previos de valoración prevean, al amparo del artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, procedimientos distintos al recurso o reclamación para la resolución de los conflictos que surjan en la aplicación de los acuerdos previos de valoración.






Los acuerdos previos de valoración en el Impuesto sobre Sociedades.


 El marco general de acuerdos previos de valoración regulado en el artículo 86 de la NFGT, tiene una única concreción en el artículo 45 de la norma foral del Impuesto sobre Sociedades.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 45 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, los contribuyentes podrán solicitar a la Administración tributaria que determine la valoración de las operaciones efectuadas entre personas o entidades vinculadas con carácter previo a la realización de éstas.

El acuerdo de valoración surtirá efectos respecto de las operaciones realizadas con posterioridad a la fecha en que se apruebe, y tendrá validez durante los períodos impositivos que se concreten en el propio acuerdo.

Asimismo, podrá determinarse que sus efectos alcancen a las operaciones del período impositivo en curso así como a las operaciones realizadas en el período impositivo anterior, siempre que no hubiera finalizado el plazo voluntario de presentación de la declaración por el impuesto correspondiente.

En el supuesto de variación significativa de las circunstancias económicas existentes en el momento de la aprobación del acuerdo de la Administración tributaria, éste podrá ser modificado para adecuarlo a las nuevas circunstancias económicas.

Las propuestas de valoración podrán entenderse desestimadas una vez transcurrido el plazo de seis meses desde la presentación de la propuesta o desde la subsanación de la misma si hubiera sido requerido para ello por la Administración tributaria. 

En este punto, el artículo 45.4 de la NF del Impuesto sobre Sociedades se aparta de lo establecido en el apartado 4 del artículo 86 de la NFGT, en el que se dice que la falta de contestación de la Administración tributaria en los plazos establecidos implicará la aceptación de los valores propuestos por el obligado tributario.

Los acuerdos previos de tributación también podrán referirse a las prestaciones de servicios y a los acuerdos de reparto de costes regulados efectuados entre personas o entidades vinculadas (artículo 45.5).






Otros supuestos de acuerdos previos de valoración.


 El artículo 15.2 de la Norma Foral 21/2014, de 18 de junio, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, regula los acuerdos previos de valoración para la determinación de los gastos de dirección y generales de administración imputables al establecimiento permanente.







Concepto y procedimiento de las propuestas previas de tributación




Concepto de propuestas previas de valoración.


 Las propuestas previas de tributación constituyen una manifestación del deber de la Administración tributaria de prestar a los obligados tributarios la necesaria asistencia e información acerca de sus derechos y obligaciones, recogido en el artículo 81 de la NFGT.

El aartículo 87 de la NFGT establece que los obligados tributarios podrán someter al conocimiento de la Administración tributaria propuestas previas de la tributación correspondiente a determinadas operaciones de especial trascendencia o complejidad.

La seguridad jurídica y la certeza en la aplicación de los tributos es esencial para los obligados tributarios. El mejor camino para conseguir seguridad jurídica es la existencia de una normativa fiscal simple y clara, pero la normativa no siempre se adecúa en tiempo útil a los nuevos negocios y a las prácticas cambiantes de los contribuyentes y, a veces, es la propia complejidad de la sociedad y de la economía la que determinan que la normativa fiscal sea también compleja.

En este contexto, un sistema de acuerdos previos entre la Administración y los obligados tributarios ("rulings" en su denominación inglesa) les da seguridad jurídica en materias en las que la normativa no es todo lo clara que sería deseable.

Pese a su nombre, los "acuerdos" no son siempre el resultado de una concertación de voluntades entre la Administración y el obligado tributario.

[En el derecho comparado encontramos todas las posibilidades:]


	
- [En otros casos (como los aquí examinados) se trata de una resolución de la Administración tributaria de carácter vinculante, que no puede ser recurrida por el contribuyente.]





El antecedente más cercano a las propuestas previas de tributación reguladas en la NFGT podemos encontrarlo en figuras similares existentes en otras jurisdicciones tributarias europeas, como los rulings establecidos en las normativas de los Países Bajos o de la Confederación Helvética.

Por medio de las propuestas previas de tributación se pretende aportar seguridad jurídica a la actuación de los obligados tributarios de forma que, en las operaciones de mayor complejidad o trascendencia que puedan desarrollar, conozcan hasta las últimas consecuencias la tributación que les vaya a ser aplicable, incluso hasta el importe de la deuda tributaria resultante de las mencionadas operaciones, y ello, con efectos vinculantes para la Administración tributaria.

Las propuestas previas de tributación suponen un paso más allá de lo que ofrecen las consultas tributarias escritas, que solamente, por su propia naturaleza, pueden llegar a explicitar el criterio administrativo aplicable a una determinada operación, pero sin llegar a exponer cómo se aplican esos criterios en el caso concreto a la hora de la cuantificación de la deuda tributaria resultante de la misma.







Objeto de las propuestas previas de tributación.


 Constituyen el objeto de las propuestas previas de tributación determinadas operaciones de especial trascendencia o complejidad.

La NFGT remite al desarrollo reglamentario la concreción de los supuestos en los que se considera que concurren los referidos elementos.

En principio puede afirmarse que el planteamiento de propuestas previas de tributación esta limitado en cuanto a su objeto en tanto que se circunscribe a las operaciones de mayor trascendencia o complejidad, en consonancia con el valor añadido que ofrece a los contribuyentes y con los costes de planteamiento y de resolución que implica tanto para la Administración tributaria como para el obligado tributario.

El Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a las propuestas previas de tributación.

En su artículo 8, se precisan los supuestos que se consideran como operaciones de especial trascendencia o complejidad, permitiendo, en todo caso, la presentación de propuestas previas de tributación en los siguientes supuestos:


	
i. Operaciones de reestructuración empresarial, entendiendo por tales las definidas a efectos del régimen especial de fusiones, escisiones, aportaciones de activos y canje de valores del Impuesto sobre Sociedades, o similares, así como la configuración de grupos fiscales. 

	
ii. Operaciones de reorganización de patrimonios de personas físicas. 

	
iii. Operaciones en las que se encuentren implicadas otras Administraciones tributarias o que tengan una dimensión internacional. 

	
iv. Proyectos de inversión correspondientes a personas físicas que desarrollen actividades empresariales o profesionales. 

	
v. Operaciones que generen derecho a la aplicación de deducciones o bonificaciones en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto sobre Sociedades o el Impuesto sobre la Renta de No Residentes. 

	
vi. Operaciones o negocios jurídicos en general. 



No obstante, el reglamento no pretende limitar la aplicación de esta figura a un catálogo cerrado de supuestos, difícil por otra parte de concretar para la Administración tributaria, y por ello, se establece que también podrán presentarse propuestas previas de tributación en supuestos distintos a los anteriores, cuando lo autorice expresamente la Administración tributaria a instancia del obligado tributario, mediante escrito en el que haga constar la descripción de la operación a realizar y las razones por las que se trata de una operación de especial trascendencia o complejidad. 






Procedimiento de las propuestas previas de tributación.


 A.  Legitimación para presentar propuestas.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 87 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, podrán someter al conocimiento de la Administración tributaria propuestas previas de la tributación correspondiente a determinadas operaciones de especial trascendencia o complejidad los obligados tributarios.

En Alava el Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a las propuestas previas de tributación, concretando en su artículo 8 a efectos de la legitimación, que el obligado tributario facultado para presentar una propuesta previa de tributación debe quedar afectado directamente en su situación tributaria particular como consecuencia de la propuesta planteada.

Además los referidos reglamentos establecen que los legitimados para presentar propuestas previas de tributación pueden hacerlo por sí mismos o mediante representante, en cuyo caso será preciso que en el momento de presentación de la correspondiente solicitud se acredite la representación de conformidad con lo dispuesto en la NFGT.

B.  Formulación de la propuesta.

a.  Plazo de presentación.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 3 del artículo 87 de la NFGT, las propuestas previas de tributación deberán presentarse ante la Administración tributaria con anterioridad a la realización del hecho imponible, y en el caso de los tributos con período impositivo, antes de la finalización de aquel en que deba ser de aplicación el contenido de la propuesta.

En Alava el Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, es el que ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a las propuestas previas de tributación, estableciendo en su artículo 9.1 que las propuestas previas de tributación se formularán antes de la realización del hecho imponible y, en el caso de los tributos con período impositivo, antes de la finalización del período impositivo en que deba ser de aplicación el contenido de las propuestas.

b.  Contenido.

La NFGT establece un contenido de la propuesta en el que se describa pormenorizadamente la operación en cuestión. Esta exigencia esta relacionada con la necesidad que tiene la Administración tributaria de conocer hasta los últimos extremos las operaciones de que se trate a los efectos de poder hacerse una idea clara de la situación a la que se está aplicando la normativa tributaria y cuantificando el contenido de la obligación misma.

El apartado 2 del artículo 87 de la NFGT establece que las propuestas deberán tener el siguiente contenido:


	
i. Una descripción exhaustiva de todos los elementos que puedan influir en la determinación de la deuda tributaria correspondiente a las operaciones o a la combinación de operaciones para las que se proponga este procedimiento de vinculación administrativa previa. 

	
ii. El cálculo de la incidencia en la cuantificación de la deuda tributaria correspondiente realizado por el obligado tributario, con explicación de los criterios utilizados al efecto. 



En Alava el Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a las propuestas previas de tributación, concretando en su artículo 9.2 los documentos que deben acompañarse a la formulación de una propuesta previa de tributación:


	
i. Los antecedentes y las circunstancias del caso, que permitan comprender las razones por las que se realiza la operación y las consecuencias y resultado de la misma. 

	
ii. La cuantificación concreta de la incidencia en la deuda tributaria de la operación de que se trate o, cuando no consten suficientemente en el momento de presentación de la propuesta, los criterios que permitan establecer dicha incidencia. 

	
iii. Los conceptos tributarios y períodos impositivos afectados por la operación respecto a la que se presenta la propuesta previa de tributación, así como la incidencia que en cada uno de ellos tenga la misma. 

	
iv. Los demás datos, elementos y documentos que puedan contribuir a la formación de juicio por parte de la Administración tributaria. Además los referidos reglamentos añaden que en el escrito de presentación se hará constar, el nombre, apellidos, denominación o razón social, domicilio fiscal, número de identificación fiscal del obligado tributario y, en su caso, de la persona que le represente, así como el lugar, fecha y firma de la persona física que presente la propuesta en nombre propio o en representación del obligado tributario. En caso de que la propuesta se presente por medio de representante se acompañará al escrito justificación de la representación. 



	
v. En el caso de que la propuesta previa de tributación o la resolución sobre la misma deba ser objeto de intercambio de información con otros Estados o entidades internacionales o supranacionales en virtud de un instrumento de asistencia mutua, se declarará dicha circunstancia con carácter expreso, sin perjuicio de la apreciación de oficio por parte de la Administración tributaria competente para la resolución del procedimiento, y se consignarán, además, los siguientes datos:
	
1.- Identificación del grupo mercantil o fiscal al que pertenece, en su caso, la entidad que presenta la propuesta previa de tributación, incluyendo los números de identificación fiscal o códigos equivalentes, en su caso, de todas las entidades no residentes afectadas.

	
2.- Descripción de la actividad empresarial o las transacciones o series de transacciones desarrolladas o a desarrollar. En cualquier caso, dicha descripción se realizará con pleno respeto a la regulación del secreto comercial, industrial o profesional y al interés público.

	
3.- Estados que pudieran verse afectados por la transacción u operación objeto de la propuesta.

	
4.- Personas residentes en otros Estados que pudieran verse afectadas por la resolución del procedimiento.

	
5.- Otros datos que fueran exigibles por la normativa de asistencia mutua aplicable.







C.  Archivo de propuestas no tramitadas.

De acuerdo con lo dispuesto en párrafo segundo del apartado 3 del artículo 87 de la NFGT la Administración tributaria archivará las propuestas presentadas fuera del plazo al que nos hemos referido en la a) anterior.

En Alava el Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a las propuestas previas de tributación, desarrollando en su artículo 12 los supuestos en los que procederá el archivo de la formulación de una propuesta previa de tributación:


	
i. Las formuladas respecto a hechos imponibles u obligaciones tributarias en las que no resulte de aplicación la normativa del Territorio Histórico o no sean competentes sus órganos de inspección. 

	
ii. Las que se formulen por personas no legitimadas para ello. 

	
iii. Aquéllas en las que no se subsanen sus defectos apreciados en el escrito de formulación, después de haberse realizado el correspondiente requerimiento. 

	
iv. Las que no se presenten con anterioridad a la realización del hecho imponible y, en el caso de los tributos con período impositivo, antes de la finalización de aquél en que deba ser de aplicación el contenido de la propuesta. 



D.  Tramitación.

El procedimiento para la tramitación de las propuestas previas de tributación se regula de forma dispar en cada uno de los reglamentos de las Diputaciones Forales, aunque bien es cierto que estas diferencias no son sustanciales.

En Alava el Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, es el que ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a las propuestas previas de tributación, estableciendo en su artículo 10 en relación con la tramitación de las mismas, que recibido el escrito de la propuesta previa de tributación por la Administración tributaria, ésta requerirá, en su caso, al interesado la documentación que se estime necesaria para adoptar la resolución correspondiente, incluyendo los informes técnicos o económicos que se consideren precisos, pudiendo solicitar los informes de otros órganos de la Administración tributaria o de cualesquiera otros orga¬nismos que estime pertinentes para la formación del criterio aplicable al caso planteado.

En la Disposición Adicional del citado Decreto Foral se regula una tramitación especial para las denominadas propuestas previas de tributación cualificadas entendiendo por tales aquellas que se refieren a los supuestos previstos en el apartado 5 del artículo 53 (reserva especial para el fomento del emprendimiento y el reforzamiento de la actividad productiva) y el apartado 2 del artículo 61 (deducción por inversiones en activos no corrientes nuevos), ambos de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

E.  Plazo de resolución.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 87 de la NFGT, la Administración tributaria tiene un plazo de 3 meses para resolver las propuestas formuladas.

Falta de contestación en plazo.

La falta de contestación en dicho plazo no implicará la aceptación de los criterios ni de la cuantificación expresados en la propuesta.

El transcurso del plazo establecido sin que la Administración resuelva no produce efectos estimatorios o desestimatorios por cuanto la propia naturaleza de la propuesta no permite atribuir a la falta de contestación en plazo unos concretos efectos de aceptación o rechazo de los planteamientos expuestos en el escrito de formulación.

En Alava el Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, ha desarrollado, entre otros, el procedimiento relativo a las propuestas previas de tributación, estableciendo en su artículo 11 en relación con la resolución de las mismas que:


	
i. La Administración tributaria emitirá la correspondiente resolución (en el caso de Gipuzkoa el reglamento precisa que el competente para dictar la resolución es el Director General de Hacienda), que podrá acordar, de manera motivada, la aprobación o el rechazo de la propuesta presentada por el obligado tributario. 

	
ii. La resolución adoptada se notificará al obligado tributario sin que la falta de contestación en el plazo de 3 meses implique la aceptación de los criterios y de la cuantificación expresados por el obligado tributario en su propuesta ni determine efectos vinculantes para la Administración tributaria. 

	
iii. Transcurrido dicho plazo sin haberse producido la notificación de la resolución, la Administración tributaria no estará eximida de resolver expresamente sobre la propuesta formulada, lo que deberá hacer en cualquier caso. 

	
iv. No obstante, y hasta el momento en que se notifique la resolución, si el obligado tributario aplica los criterios establecidos en el escrito de propuesta previa de tributación no incurrirá en responsabilidad por la comisión de infracciones tributarias que pudieran derivarse de la aplicación de los mencionados criterios. 









Efectos de la aprobación de las propuestas previas de tributación




Efectos vinculantes de la aprobación de las propuestas previas de tributación.


 Con carácter general, la contestación a las propuestas previas de tributación tiene efectos vinculantes para la Administración tributaria.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 88.1 de la NFGT, la aprobación por parte de la Administración tributaria de una propuesta previa de tributación vinculará a ésta, de forma que los órganos de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos, esto es, los órganos de gestión, inspección y recaudación, deberán aplicar el contenido de la misma. Estos órganos están obligados a aplicar al obligado tributario el contenido de la resolución de la propuesta, salvo que se acredite que las circunstancias expuestas en la propuesta no se ajustan a la realidad.

Modificación de la normativa aplicable.

El carácter vinculante de la aprobación de una propuesta previa de tributación tiene una importante limitación. En el supuesto de que se modifique la normativa aplicable al caso no se aplicara el contenido de la resolución.

Parece evidente que las referidas modificaciones deberán producirse después de emitida la resolución y antes del cumplimientos de las obligaciones tributarias a que se refiere la propuesta previa de tributación.

En relación con los efectos de las resoluciones aprobadas sobre propuestas previas de tributación es preciso tener en cuenta que estas incluyen la cuantificación de la obligación tributaria resultante de la realización de las operaciones, de forma que tienen unos efectos vinculantes para la Administración tributaria muy superiores a los que están vinculados a las consultas tributarias escritas. En definitiva, la vinculación se extiende incluso a la cantidad monetaria resultante de la propuesta en cuanto expresión de la deuda tributaria correspondiente.







Recursos y propuestas previas de tributación.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 88.1 de la NFGT, la resolución de una propuesta previa de tributación no podrá ser objeto de recurso o reclamación de ningún tipo, sin perjuicio de los que procedan contra el acto o actos administrativos que se dicten posteriormente en aplicación de la misma.

Adaptando a las propuestas previas de tributación la doctrina jurisprudencia sobre el carácter de las consultas tributarias escritas, puede afirmarse que las resoluciones dictadas por la Administración tributaria ante una propuesta no son actos ni disposiciones administrativas, y en consecuencia, tampoco impugnables en vía contencioso-administrativa.







Sección tercera. Colaboración social en la aplicación de los tributos

Colaboración social




La colaboración social.


 El apartado 1 del artículo 89 de la NFGT establece que los interesados podrán colaborar en la aplicación de los tributos en los términos y condiciones que reglamentariamente se determinen. Dicha colaboración podrá instrumentarse a través de acuerdos de la Administración tributaria con otras Administraciones públicas, con entidades privadas o con instituciones u organizaciones representativas de sectores o intereses sociales, laborales, empresariales o profesionales, y, específicamente, con el objeto de facilitar el desarrollo de su labor en aras de potenciar el cumplimiento cooperativo de las obligaciones tributarias, con los colegios y asociaciones de profesionales de la asesoría fiscal.

Se especifica que la referida colaboración podrá instrumentarse con los colegios y asociaciones profesionales de la asesoría fiscal con el objeto de facilitar el desarrollo de su labor en aras de potenciar el cumplimiento cooperativo de las obligaciones tributarias.

El referido precepto tiene un carácter indicativo de la voluntad del legislador de fomentar la participación de los ciudadanos en la gestión de los tributos para mejorar con ello el cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias. Este artículo, en definitiva, da soporte a mecanismos voluntarios de colaboración de instituciones, públicas o privadas para la aplicación de los tributos.

Frente a la inevitable complejidad de los modernos sistemas tributarios, se ha criticado la necesidad de los obligados tributarios de acudir a los profesionales de asesoramiento fiscal. Por ello, la Administración tributaria viene mostrando un empeño constante en facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales. La colaboración social en la aplicación de los tributos se establece como cauce para facilitar a los obligados tributarios las múltiples y, en ocasiones, complicadas cargas que suponen el correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales.

La NFGT dispone un posterior desarrollo reglamentario para determinar los términos y las condiciones en las que llevará a cabo la colaboración social en la aplicación de los tributos.







Utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos.


 El apartado 2 del artículo 89 de la NFGT establece la colaboración social en la aplicación de los tributos podrá realizarse mediante la utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos.

Es precisamente la presentación telemática de declaraciones tributarias, la forma de colaboración social que ha sido objeto de un desarrollo más importante (ver comentario relacionado).

Eel Decreto Foral 59/2009, 21 julio, regula la utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en las actuaciones, procedimientos y transmisión de datos tributarios, de la obligación de información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles, de la emisión de certificados tributarios y del principio de colaboración social en la aplicación de los tributos.

En concreto el Capítulo VI del citado Decreto Foral regula los sujetos, el objeto de la colaboración social en la aplicación de los tributos, así como la utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en la colaboración social.

Presentación en nombre de terceros. Representación.

Cuando en el marco de la colaboración social en la gestión tributaria se presente por medios telemáticos cualquier documento ante la Administración tributaria, el presentador actuará con la representación que sea necesaria en cada caso, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la NFGT (ver comentario relacionado).







Obligaciones de información




Obligación general de proporcionar información.


 De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 90 de la NFGTA, las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades sin personalidad jurídica, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas.

A.  Fundamento constitucional.

El TC, en su Sentencia 110/84, de 26-11-84, ha recogido el fundamento constitucional de la obligación de suministrar a la Administración tributaria información relativa a la situación económica de un contribuyente en los siguientes términos:

"El problema surge en el presente caso en relación a la Administración y se puede resumir más concretamente así: ¿en qué medida la Administración puede exigir los datos relativos a la situación económica de un contribuyente? No hay duda de que en principio puede hacerlo. La simple existencia del sistema tributario y de la actividad inspectora y comprobatoria que requiere su efectividad lo demuestra. Es claro también que este derecho tiene un firme apoyo constitucional en el artículo 31.1 de la Norma fundamental, según el cual «todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que en ningún caso tendrá carácter confiscatorio». Y parece inútil recordar que en el mundo actual la amplitud y la complejidad de las funciones que asume el Estado hace que los gastos públicos sean tan cuantiosos que el deber de una aportación equitativa para su sostenimiento resulta especialmente apremiante. De otra forma se produciría una distribución injusta en la carga fiscal, ya que lo que unos no paguen debiendo pagar, lo tendrán que pagar otros con más espíritu cívico o con menos posibilidades de defraudar. De ahí la necesidad de una actividad inspectora especialmente vigilante y eficaz aunque pueda resultar a veces incómoda y molesta. De ahí también la imposición del deber jurídico de colaborar con la Administración en este aspecto fundamental del bien público, deber que recae no sólo sobre los contribuyentes directamente afectados, sino que también puede extenderse, como hace la Ley de Reforma Fiscal, a quienes puedan prestar una ayuda relevante en esa tarea de alcanzar la equidad fiscal, como son los Bancos y demás Entidades de crédito (FJ 3.º)."

B.  Límites constitucionales.

Desde la perspectiva constitucional, el deber de suministrar información a la Administración tributaria está limitado por el derecho a la intimidad reconocido por el artículo 18 de la Constitución Española. Sobre la relación entre el derecho a la intimidad y el deber de suministrar información a la Administración tributaria se pronunció el TC en su Sentencia 110/84, en los siguientes términos:

"No existen, pues, esas facultades ilimitadas de la Administración en materia fiscal que denuncia el recurrente ni puede decirse que el contenido esencial del derecho a la intimidad quede anulado o afectado por la Ley de Reforma Fiscal. Es posible que la actuación inspectora pueda en alguna ocasión, a través de la investigación de documentos o antecedentes relativos a los movimientos de las cuentas bancarias, interferirse en aspectos concretos del derecho a la intimidad. Pero, como ya se ha advertido, este derecho, al igual que los demás, tiene sus límites, que en este caso vienen marcados por el deber de todos de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo, como dispone el ya citado artículo 31.1 de la Constitución, deber para cuyo efectivo cumplimiento es evidentemente necesaria la inspección fiscal. La injerencia que para exigir el cumplimiento de ese deber pudiera producirse en el derecho a la intimidad no podría calificarse de «arbitraria». Y el artículo 18.1 de la Constitución hay que entender que impide las injerencias en la intimidad «arbitrarias o ilegales», como dice claramente el artículo 17.1 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos (Pacto de Nueva York), ratificado por España y con arreglo al cual, de acuerdo con el artículo 10.2 de la Constitución, hay que interpretar las normas relativas a los derechos fundamentales que la Constitución reconoce, y entre ellos el derecho a la intimidad personal y familiar. Es de señalar que con arreglo a estos criterios la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, que no se refiere expresamente a las cuestiones planteadas en el presente recurso, establece que no se considerarán con carácter general intromisiones ilegítimas las actuaciones autorizadas o acordadas por la autoridad competente de acuerdo con la Ley (artículo 8.1). Entiéndase que la Ley sólo puede autorizar esas intromisiones por «imperativos de interés público», circunstancia que se da en los supuestos aquí contemplados (FJ 8.º)."

La relación entre el derecho a la intimidad y el deber de contribuir es analizada por el Tribunal Constitucional en su Auto 212/03, de 30 de junio:

En este sentido, la colisión entre el derecho fundamental a la intimidad personal y familiar (art. 18.1 CE) y el deber constitucional de contribuir a los gastos públicos (art. 31.1 CE) implica la inexistencia, frente a la Administración tributaria u otros poderes públicos, de un pretendido derecho absoluto e incondicionado a la reserva de los datos económicos del contribuyente con trascendencia tributaria o relevancia fiscal que haga inoperante el deber tributario que el art. 31.1 de la Constitución consagra, pues ello impediría una distribución equitativa del sostenimiento de los gastos públicos en cuanto bien constitucionalmente protegido (SSTC 110/1984, de 26 de noviembre, FJ 3; 76/1990, de 26 de abril, FJ 10; y 57/1994, de 28 de febrero, FJ 5), que es un objetivo claramente legítimo desde la perspectiva constitucional [STC 143/1994, de 9 de mayo, FJ 6.b)]. En consecuencia, aunque la información que recogen y archivan las Administraciones públicas ha de ser necesaria para el ejercicio de las potestades que les atribuye la Ley y adecuada a las legítimas finalidades previstas por ella (STC 254/1993, de 20 de julio, FJ 7), resulta cuestionable -en abstracto- que la transmisión de información de naturaleza tributaria pueda vulnerar el derecho a la intimidad de los contribuyentes, sobre todo cuando se trata de actividades que tienden a desarrollarse en el ámbito de relación con terceros y que están sometidas a fórmulas específicas de publicidad e información (STC 143/1994, de 9 de mayo, FJ 6). El deber de comunicación de datos con relevancia tributaria se convierte, entonces, en un instrumento necesario no sólo para una contribución justa a los gastos generales (art. 31.1 CE) sino también para una gestión tributaria eficaz, modulando el contenido del derecho fundamental a la intimidad personal y familiar del art. 18.1 CE (STC 292/2000, de 30 de diciembre, FJ 9).

La Sentencia del TSJ del País Vasco de 11-05-09 en el ámbito de un procedimiento jurisdiccional encaminado a enjuiciar la adecuación a derecho de una medida cautelar de la inspección, en el caso concreto el precinto de una copia del disco duro de un ordenador, considera que se ha producido la vulneración del derecho a la intimidad en su faceta de derecho a al inviolabilidad domiciliaria. El Tribunal entiende que si la cautela, si el acceso a los elementos de prueba se ha originado lesionando Derechos Fundamentales no podrá autorizarse la retirada del precinto y así ha sido, se producirá la nulidad de las actuaciones posteriores fundadas en el resultado de tal medio de prueba. El acceso al contenido del ordenador o dispositivo externo implica la entrada en el ámbito domiciliario de la sociedad en tanto en cuanto que supone el acceso a los elementos físicos incluidos en el reducto de privacidad de aquella. Se produce en la actuación de la cautela, una clara intromisión en el ámbito domiciliario de la sociedad, sin la presencia del obligado tributario, sin su autorización, y con una importante oposición de la empleada. La Inspección debió, ante tal oposición, recabar la correspondiente autorización judicial

C.  Límite temporal.

Siendo la obligación de proporcionar información de terceros una obligación autónoma y no accesoria de otra principal, no ha de verse afectada por los plazos de prescripción o de caducidad de la relación jurídico-tributaria sobre la que se requiere información.

El apartado 2 del artículo 69 de la NFGTA regula los plazos de exigibilidad de las obligaciones formales vinculadas al cumplimiento de obligaciones tributarias de otras personas o entidades.

En el artículo citado se establece que dichas obligaciones formales deberán cumplimentarse:


	
a. En el plazo previsto en la normativa mercantil. El artículo 30 del Código de Comercio establece que lo documentación impuesta por la normativa mercantil debe conservarse durante 6 años.

	
b. En el plazo de exigencia de las obligaciones formales propias del obligado que debe cumplimentarlas, si este último fuese superior al previsto en la letra a anterior.



Por lo tanto, puede afirmarse que las obligaciones formales no vinculadas a otras obligaciones tributarias del propio obligado pueden exigirse en cualquier momento, siempre que el obligado a suministrar información esté obligado a conservarla.

D.  Extensión personal.

La obligación de suministro de información establecida en el artículo de las respectivas NFGTs que aquí es objeto de estudio, es una obligación que se impone a toda persona física o jurídica, pública o privada, con carácter general y con independencia de que se trate o no de un sujeto pasivo de uno o de ningún impuesto del sistema tributario, pues a tal obligación está sujeta toda persona sometida a la soberanía del Estado español sin discriminación alguna (Resolución econ.-adva. del TEAC de 13-05-92).

Cuando la Administración formula un requerimiento de información no está llevando a cabo una actuación de inspección de la persona a quien se requiere información, sino una actuación de captación de información con trascendencia tributaria. La obligación de suministro de información resulta independiente de las actuaciones que la Administración tributaria pueda emprender tras el conocimiento de dicha información y de las obligaciones tributarias que puedan desprenderse, para las personas a quienes la información se refiera, de la información suministrada.

E.  Trascendencia tributaria.

El deber de suministrar información a la Administración tributaria queda limitado a aquella información que tenga trascendencia tributaria.

a.  Concepto.

La trascendencia tributaria ha de ser interpretada como la cualidad de aquellos hechos o actos que puedan ser útiles a la Administración para, con respeto a los derechos humanos, averiguar si ciertas personas cumplen o no con la obligación establecida en el artículo 31.1 de la Constitución Española de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica, y poder, en caso contrario, obrar en consecuencia, de acuerdo con la Ley (Sentencia de la AN de 16-05-90).

En la jurisprudencia del Tribunal Supremo se ha establecido una doctrina en la que se delimita el concepto jurídico indeterminado "transcendencia tributaria", según la cual, la información puede solicitarse en cuanto sirva o tenga eficacia en la aplicación de los tributos, obviamente tomando la frase en términos generales, pues la norma no se refiere a la comprobación e investigación de una determinada relación tributaria, sino que busca habilitar para recabar información, tanto de particulares como de organismos, para cuando conduzca a la aplicación de los tributos. Por todo ello y siempre que la información solicitada se encamine a la aplicación efectiva de los tributos, la utilidad de la misma para la Hacienda Pública, puede ser potencial, indirecta o hipotética (Sentencias del TS de 29-7-2000 y de 3-2-2001).

b.  Tipología.

La trascendencia tributaria puede ser:

i.  Directa.

Cuando la información solicitada se refiere a hechos imponibles, es decir, a actividades, titularidades, actos y hechos a los que la norma anuda el gravamen.

ii.  Indirecta.

Cuando la información solicitada se refiere solo a datos colaterales, que puedan servir de indicio a la Administración para buscar después hechos imponibles presuntamente no declarados o, sencillamente para guiar después la labor inspectora -que, no se olvide, no puede alcanzar a absolutamente todos los sujetos pasivos, por ser ello materialmente imposible- hacia ciertas y determinadas personas (Sentencia de la AN de16-05-90).

Tienen trascendencia tributaria, entre otras, las siguientes informaciones:

- titulares de tarjetas de crédito,

- titulares de seguros de carácter diferido con prima única,

- relación de agraciados con determinados premios,

- datos relativos a alquileres de pisos cuyo importe supere una determinada cantidad, etc...

c.  Límites.

La jurisprudencia y la doctrina administrativa han establecido que la información solicitada está sometida a los siguientes límites:


	
i. Su carácter instrumental, es decir, ser susceptibles de tener consecuencias jurídicas directas o indirectas en la aplicación de los tributos, respecto de un procedimiento tributario que no se precisa esté ya iniciado.

	
ii. Una adecuada proporcionalidad entre lo solicitado por la Administración y las consecuencias reales que en el campo fiscal puedan producirse.




	 • La Sentencia del TS de 12-11-03 establece que la ausencia de trascendencia tributaria en los datos, informes y antecedentes objeto del requerimiento de información dirigido a una operadora de telefonía, así como su carácter indiscriminado y no selectivo, eximen de su cumplimiento.










Modos de proporcionar información.


 De acuerdo con lo que se dispone en el apartado 2 del artículo 90 de la NFGTA la obligación de proporcionar información de terceros deberá cumplirse con carácter general en la forma y plazos que reglamentariamente se determinen, o mediante requerimiento individualizado de la Administración tributaria, que podrá efectuarse en cualquier momento.

Por otro lado, en relación con la forma de suministrar la información, el apartado 6 del artículo 90 de la NFGT, establece que en los términos que se establezcan reglamentariamente, la Administración tributaria podrá señalar los requisitos y condiciones para que la información a suministrar se realice mediante la utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos.

A.  Con carácter general (suministro).

Tiene lugar el suministro de información a la Administración con carácter general cuando se realiza de acuerdo con lo dispuesto en normas legales o reglamentarias que precisan la información que debe suministrarse, las personas obligadas a ello, el plazo de cumplimiento voluntario y la forma (impreso) de suministrarla, sin necesidad de que la Administración lo requiera individualizadamente.

En Álava en el Decreto Foral 68/1999, de 18 de mayo, que desarrolla reglamentariamente las obligaciones de información establecidas en distintas disposiciones en relación con sectores específicos, se regulan algunas obligaciones de suministro de información. A su vez, el Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, concreta determinadas obligaciones de información sobre cuentas, operaciones y activos financieros.

Las principales obligaciones de suministro de información con carácter general son las siguientes:

Modelo 180.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos procedentes del arrendamiento de inmuebles urbanos.

Modelo 181.- Declaración informativa de préstamos y créditos, y operaciones financieras relacionadas con bienes inmuebles.

Modelo 182.- Declaración informativa de donativos, aportaciones y disposiciones que den derecho a deducción.

Modelo 184.- Declaración informativa anual a presentar por las entidades en régimen de atribución de rentas.

Modelo 187.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta en relación con las rentas o ganancias patrimoniales obtenidas como consecuencia de las transmisiones o reembolsos de acciones y participaciones representativas del capital o patrimonio de las Instituciones de Inversión Colectiva.

Modelo 188.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre rentas o rendimientos del capital mobiliario procedentes de operaciones de capitalización y contratos de seguro de vida o invalidez.

Modelo 190.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta de rendimientos del trabajo, de actividades económicas y premios.

Modelo 191.- Declaración anual de personas autorizadas en cuentas bancarias.

Modelo 192.- Declaración anual de operaciones con Letras del Tesoro.

Modelo 193.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre determinados rendimientos del capital mobiliario.

Modelo 194.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos del capital mobiliario y rentas derivadas de la transmisión, amortización, reembolso, canje o conversión de cualquier clase de activos representativos de la captación y utilización de capitales ajenos.

Modelo 196.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos del capital mobiliario y rentas obtenidas por la contraprestación derivada de cuentas en toda clase de instituciones financieras, incluyendo las basadas en operaciones sobre activos financieros.

Modelo 198.- Declaración anual de operaciones con activos financieros y otros valores mobiliarios.

Modelo 199.- Declaración anual de identificación de las operaciones con cheques de las entidades de crédito.

Modelo 291.- Declaración informativa de rendimientos de cuentas de no residentes obtenidos por contribuyentes, sin mediación de establecimiento permanente.

Modelo 296.- Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre determinadas rentas obtenidas sin establecimiento permanente.

Modelo 345.- Declaración anual de socios o partícipes y de contribuciones o aportaciones, que deben presentar las Entidades de Previsión Social Voluntaria, Planes, Fondos de Pensiones, sistemas alternativos y Mutualidades de Previsión Social.

Modelo 346.- Resumen anual de subvenciones e indemnizaciones a agricultores o ganaderos.

Modelo 347.- Declaración anual de operaciones con terceras personas.

Modelo 349.- Resumen recapitulativo de operaciones con sujetos pasivos de la UE.

Modelo 720.- Declaración informativa. Declaración sobre bienes y derechos situados en el extranjero.

Modelo 781.- Declaración informativa anual de cuentas vivienda a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

B.  Requerimiento individualizado (captación).

Supone una actuación singularizada de la Administración que exige a una persona concreta que le proporcione unos datos determinados, de forma que, de no exigirse, no se proporcionarían. Es un procedimiento compatible, por complementario, con cualquier otra obtención de información a través de declaraciones que han de formular las personas físicas o jurídicas en cumplimiento de normas de carácter general y sin necesidad de que la Administración los requiera, por lo que la utilización de un sistema no excluye la del otro si fuera preciso.

a.  Procedimiento.

Corresponden tanto a la inspección de los tributos  (artículo 162.1 NFGTA) como a los órganos de la recaudación tributaria (artículo 164 NFGT) las actuaciones de obtención de información que deban llevarse a efecto cerca de los particulares o de otros Organismos, y que directa o indirectamente conduzcan a la aplicación de los tributos.

El procedimiento de obtención de información se analiza en el apartado correspondiente a la obtención de información en el procedimiento de inspección y del procedimiento de recaudación.

b.  Impugnación de los requerimientos de información.

Hay que distinguir dos formas o tipos de actos de requerimiento:


	
i. Los requerimientos formulados directamente al sujeto pasivo para que suministre información sobre su propia situación tributaria al amparo de lo dispuesto en el  artículo 36.1 de la NFGTA.No constituyen acto reclamable ni en la vía económico-administrativa ni ante la jurisdicción contencioso-administrativa, puesto que dichos requerimientos son actos de trámite que no resuelven el fondo de la cuestión, directa ni indirectamente, no implican la existencia formal de un acto administrativo que termine el procedimiento de gestión tributaria y no impiden su continuación por los trámites normales hasta llegar a la resolución susceptible de reclamación, y, además, no están comprendidos entre los actos declarados impugnables por dispo-sición tributaria alguna. 



	
ii. Los requerimientos formulados a cualquier persona o entidad para que suministre información con trascendencia tributaria no de sí misma, sino de terceras personas relacionadas con ella, al amparo de lo dispuesto en el  artículo 90 de la NFGTA.



Constituyen acto reclamable en la vía económico-administrativa y ante la jurisdicción contencioso-administrativa puesto que implican la existencia formal de un acto administrativo que termina el procedimiento de aplicación de los tributos imponiendo obligaciones de hacer.

c.  Suspensión de los requerimientos de información.

La obligación de proporcionar los datos requeridos por la Hacienda Pública subsiste aunque haya sido impugnado el requerimiento que la origina, en virtud del principio de ejecutoriedad de los actos administrativos recogido en el artículo 38 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del PAC, que dispone que los actos de las Administraciones Públicas sujetos al derecho administrativo serán ejecutivos, y del principio de no suspensión de los actos impugnados recogido en el artículo 111 de la referida ley.

En este sentido, la doctrina de los tribunales económico-administrativos sostuvo inicialmente que el procedimiento de suspensión con caución regulado en la normativa tributaria era tan solo aplicable para el caso de que se tratarse de actos reclamables en esta vía que incorporan la exigencia de deuda tributaria en favor del Tesoro, pero que no era válido para aquellos actos reclamables que no contenían una obligación de dar, sino de hacer. Para estos casos se entendió que la simple interposición del recurso determinaba la suspensión cautelar hasta que el Tribunal decidiera, sin necesidad de caución.

El Tribunal Supremo rechazó la interpretación anterior y determinó que solo cabría la suspensión cuando el interesado probara que de la ejecución del acto podrían derivarse perjuicios de imposible reparación (Auto del TS de 06-04-93).






Obligaciones particulares de proporcionar información y sus límites.


 En el Territorio Histórico de Alava, el DF 68/1999, de 18 de mayo, desarrolla reglamentariamente las obligaciones de información en relación con sectores específicos.

A.  Retenedores.

De acuerdo con lo que establece la letra a) del apartado 1 del artículo 90de la NFGT , los retenedores y los obligados a realizar ingresos a cuenta deberán presentar relaciones de los pagos dinerarios o en especie realizados a otras personas o entidades.

B.  Entidades que cobran por cuenta de terceros.

De acuerdo con lo que establece la letra  b) del apartado 1 del artículo 90de la NFGT , las sociedades, asociaciones, colegios profesionales u otras entidades que, entre sus funciones realicen la de cobro de honorarios profesionales o de derechos derivados de la propiedad intelectual, industrial, de autor u otros por cuenta de sus socios, asociados o colegiados, deberán comunicar estos datos a la Administración tributaria.

A la misma obligación quedarán sujetas aquellas personas o entidades, incluidas las bancarias, crediticias o de mediación financiera en general que, legal, estatutaria o habitualmente, realicen la gestión o intervención en el cobro de honorarios profesionales o en el de comisiones, por las actividades de captación, colocación, cesión o mediación en el mercado de capitales.

C.  Entidades de depósito.

De acuerdo con lo que establece la letra c) del apartado 1 del artículo 90 de la NFGT , las personas o entidades depositarias de dinero en efectivo o en cuentas, valores u otros bienes de deudores a la Administración tributaria en período ejecutivo estarán obligadas a informar a los órganos de recaudación y a cumplir los requerimientos efectuados por los mismos en el ejercicio de sus funciones.

Sobre el embargo de fondos, valores, títulos u otros bienes entregados o confiados a una determinada oficina de una entidad de crédito u otra persona o entidad depositaria, véase el artículo 175 de la NFGT  (Ver comentario relacionado).

Sobre las facultades de los órganos de la recaudación tributaria, véase el artículo 166 de la NFGT (Ver comentario relacionado).

D. Intervinientes en operaciones con transcendencia tributaria.

En la letra d) del apartado 1 del artículo 90 de la NFGT de Álava se establece que las personas o entidades que intervengan en operaciones con trascendencia tributaria estarán obligadas a facilitar a la administración tributaria la información que ésta requiera en relación a los movimientos financieros que aquella relación origina, sean o no objeto de actuaciones de comprobación o investigación en un procedimiento de inspección tributaria.

E. Información sobre beneficiarios últimos de las acciones.

El artículo 90.1.e) de la NFGT incluye un supuesto de obligación de información en el que se establece que las personas y entidades que, por aplicación de la normativa vigente, conocieran o estuvieran en disposición de conocer la identificación de los beneficiarios últimos de las acciones deberán cumplir ante la Administración tributaria con los requerimientos u obligaciones de información que reglamentariamente se establezcan respecto a dicha identificación.

Esta obligación de información es el reflejo en el ámbito tributario de la modificación introducida en la Ley de Sociedades de Capital por la Ley 5/2021, de 12 de abril, para el fomento de la implicación a largo plazo de los accionistas en las sociedades cotizadas.

F.  Información sobre movimientos de cuentas y depósitos.

De acuerdo con lo que establece el apartado 3 del artículo 90 de la NFGT, el incumplimiento de las referidas obligaciones de proporcionar información, no podrá ampararse en el secreto bancario.

Autorización del órgano competente.

Los requerimientos individualizados relativos a los movimientos de cuentas corrientes, depósitos de ahorro y a plazo, cuentas de préstamos y créditos y demás operaciones activas y pasivas, incluidas las que se reflejen en cuentas transitorias o se materialicen en la emisión de cheques u otras órdenes de pago, de los bancos, cajas de ahorro, cooperativas de crédito y cuantas entidades se dediquen al tráfico bancario o crediticio, podrán efectuarse en el ejercicio de las funciones de inspección o recaudación, previa autorización del órgano de la Administración tributaria que reglamentariamente se determine.

	
-  En Alava, de acuerdo con lo establecido en el artículo 50.3 del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado porDecreto Foral 41/2006, de 6 de junio , el órgano que debe autorizar los referidos requerimientos individualizados es el Director de Hacienda. A estos efectos, el actuario acompañará a la solicitud de la preceptiva autorización un informe ampliatorio que comprenda los motivos que justifiquen la actuación de obtención de información respecto de la persona o entidad que se dedique al tráfico bancario o crediticio, que deberá contar con el visto bueno del Jefe del Servicio de Inspección. El Director de Hacienda resolverá en el plazo de quince días a partir del siguiente a aquél en que recibiere la solicitud. 


Los requerimientos individualizados deberán precisar los datos identificativos del cheque u orden de pago de que se trate, o bien las operaciones objeto de investigación, los obligados tributarios afectados, titulares o autorizados, y el período de tiempo al que se refieren.

La investigación podrá afectar al origen y destino de los movimientos o de los cheques u otras órdenes de pago, si bien en estos casos no podrá exceder de la identificación de las personas y de las cuentas en las que se encuentre dicho origen y destino.

[De acuerdo con la Sentencia de la AN de 13-01-00, esta obligación de información de las entidades bancarias abarca también a las cuentas abiertas por sujetos no residentes. No se puede justificar la negativa a facilitar dicha información en la irreparabilidad del perjuicio generado, ni en la confidencialidad, ya que España no es un paraíso fiscal.]


a.  Secreto bancario.

i.  Evolución normativa.

No existe en nuestro ordenamiento un reconocimiento expreso del secreto bancario aunque el artículo 23 del Estatuto del Banco de España, aprobado por Decreto de 24-07-47, establece la prohibición del Banco de facilitar noticia alguna de los fondos que tenga en cuentas corrientes, de depósito o cualquier otro concepto pertenecientes a persona determinada a no ser al propio interesado, a su representante legal o en virtud de providencia judicial.

Hasta la publicación de la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, sobre medidas urgentes de reforma fiscal, el secreto bancario frente al Fisco se amparaba en el artículo 62 de la Ley de 16 de diciembre de 1940, según el cual, quedan exentas de cualquier especie de investigación administrativa las cuentas corrientes acreedoras a la vista, de los clientes, que se lleven por Bancos, Banqueros y Cajas de Ahorro.

La Ley 50/1977 estableció la sujeción de las entidades bancarias y crediticias al deber de colaborar y proporcionar información a la Hacienda Pública.

En la  NFGT de Álava este deber de colaboración fue introducido en el año 1985.

ii.  Colisión con la obligación de información.

Acerca de la posible colisión del secreto bancario, en cuanto se entiende comprendido en el derecho constitucional a la intimidad, con la obligación de información establecida en este precepto, ha señalado el Tribunal Constitucional lo siguiente (STC 110/84, de 26-11-84, FJ 4, 5 y 6):


["4. Hecha esa indicación previa, procede examinar la cuestión concreta planteada por el recurrente, que en realidad se desdoble en dos: una, en qué medida el conocimiento de las cuentas bancarias por la Administración a efectos fiscales debe entenderse comprendido en la zona de la intimidad constitucionalmente protegida, y otra cuestión, consistente en determinar en qué medida, y aunque aquel conocimiento no esté protegido por el derecho a la intimidad, se puede a través de la investigación fiscal conocer hechos pertenecientes a la esfera de la estricta vida personal y familiar.

5. Respecto a la primera cuestión, la respuesta ha de ser negativa, pues aun admitiendo como hipótesis que el movimiento de las cuentas bancarias esté cubierto por el derecho a la intimidad, nos encontraríamos que ante el Fisco operaría un límite justificado de ese derecho. Conviene recordar, en efecto, que, como ya ha declarado este Tribunal Constitucional, no existen derechos ilimitados. Todo derecho tiene sus límites que en relación a los derechos fundamentales establece la Constitución por sí misma en algunas ocasiones, mientras en otras el límite deriva de una manera mediata o indirecta de tal norma, en cuanto ha de justificarse por la necesidad de proteger o preservar no sólo otros derechos constitucionales, sino también otros bienes constitucionalmente protegidos (Sentencia 11/1981, de 8 de abril, fundamento jurídico 7, y Sentencia 2/1982, de 29 de enero, fundamento jurídico 5). Ahora bien, el conocimiento de las cuentas corrientes puede ser necesario para proteger el bien constitucionalmente protegido, que es la distribución equitativa del sostenimiento de los gastos públicos, pues para una verificación de los ingresos del contribuyente y de su situación patrimonial puede no ser suficiente en ocasiones la exhibición de los saldos medios anuales y de los saldos a 31 de diciembre. Es importante señalar que las certificaciones pedidas al recurrente o las que se exigirían a las Entidades bancarias caso de que aquél no las entregase voluntariamente son los extractos de las cuentas, en que figuran, como es notorio, sólo la causa genérica de cada partida (talón bancario, transferencia, efectos domiciliados, entrega en efectivo, etc.), pero no su causa concreta. Ahora bien, estos datos en sí no tienen relevancia para la intimidad personal y familiar del contribuyente, como no la tiene la declaración sobre la renta o sobre el patrimonio. El recurrente parece insistir especialmente en la gravedad de que la investigación de las cuentas comprenda las operaciones pasivas, pues a nadie le importa en qué gasta cada cual su dinero. Pero el conocimiento de una cuenta corriente no puede darse si no se contempla en su integridad. Las operaciones pasivas pueden ser también reveladoras de una anómala conducta fiscal, como ocurriría, entre otros supuestos que podrían citarse, con la retirada de una masa importante de dinero sin que se explique el destino de la misma, que ha podido trasladarse de una situación de transparencia fiscal a otra menos o nada transparente.

6. En realidad, el recurrente insiste más bien en la segunda cuestión: la posibilidad de que a través de la investigación de las cuentas se penetre en la zona más estricta de la vida privada, ya que en nuestra sociedad una cuenta corriente puede constituir «la biografía personal en números» del contribuyente, como en frase gráfica dice el mismo recurrente. No se rechaza tanto la simple exhibición de las certificaciones como la posible petición de justificación de las operaciones de la cuenta. Una primera observación es que desde este punto de vista el recurso no se plantea tanto frente a una presunta vulneración actual del derecho a la intimidad como en previsión de vulneraciones futuras y eventuales. Pero el recurso de amparo no tiene carácter cautelar, y este Tribunal no puede pronunciarse sobre lesiones de un derecho fundamental que aún no se ha producido. Sin embargo, y dada la índole de las alegaciones que hace el recurrente sobre el contenido de la LRF y el derecho a la intimidad, no resulta superfluo formular algunas observaciones sobre esta cuestión. El argumento central del recurrente es que la LRF y la resolución que se basa en ella permite una inspección ilimitada y total de las cuentas corrientes y de sus antecedentes, lo que autorizaría a la Inspección a entrar sin limitación alguna en la vida privada del contribuyente, en forma tal que no es ya que afecte en modo más o menos directo a su derecho a la intimidad, sino que en realidad invade su contenido esencial, pues lo hace prácticamente desaparecer. Según el recurrente, una norma que confiriese tan extraordinarias facultades a la Administración sería inconstitucional aunque se encontrase en una Ley Orgánica, pues estaría en contradicción con la dispuesto en el artículo 53.1 de la Constitución. Estos argumentos no son convincentes. Es cierto que la LRF permite investigar los saldos y movimientos de las cuentas, así como los documentos y demás antecedentes relativos a los mismos y la Orden ministerial de 14 de enero de 1978 dice que en los casos que se proceda a la investigación «podrá la Inspección exigir al obligado a colaborar la aportación de todos los datos, antecedentes y circunstancias que, referentes al sujeto investigado, existan en cualquiera de sus oficinas en el plazo total máximo de quince días desde que así se le pidiere» [regla 5.ª, C) de la citada Orden ministerial)]. Pero no es exacto afirmar que la Ley y la Orden ministerial citadas otorgan unas facultades ilimitadas a la Inspección. La Ley prevé para la investigación de las cuentas bancarias un conjunto de requisitos, como son:

a) La autorización ha de proceder de ciertos órganos que se enumeran taxativamente.

b) En la autorización deben precisarse una serie de extremos, tales como las cuentas y operaciones que han de ser investigados, los sujetos pasivos interesados, la fecha en que la actuación debe practicarse y el alcance de la investigación (ibidem).

c) La investigación se llevará a cabo según procedimientos específicos y, en su caso, con citación del interesado y en presencia del director de la Entidad bancaria de que se trate."]



b.  Procedimiento.

El procedimiento para obtener información cerca de personas o entidades dedicadas al tráfico bancario o crediticio se desarrolla en el  artículo 50 Reglamento de Inspección de Alava.

i.  Los requerimientos de información deben ser individualizados, es decir, referidos a cuentas y depósitos concretos, y a personas determinadas.

[La norma no permite los requerimientos genéricos sobre movimientos de cuentas y depòsitos. En este sentido precisa la NFGT, que los requerimientos individualizados deberán precisar los datos identificativos del cheque u orden de pago de que se trate, o bien las operaciones objeto de investigación, los obligados tributarios afectados, titulares o autorizados, y el período de tiempo al que se refieren.]


ii.  Precisa autorización del órgano competente.

De acuerdo con lo dispuesto en los respectivos Reglamentos de Inspección, los requerimientos exigen la previa autorización del Director General de Hacienda.


[El Tribunal Supremo en Sentencia de 8-10-01, establece que la autorización de investigación de operaciones bancarias, aunque se trata de un acto de tramite, puede ser objeto de recurso si se alega infracción de un derecho fundamental, resolución del asunto de forma directa o indirecta o indefensión.

El Tribunal Supremo en Sentencia de 01-07-03 considera que en los requerimientos individualizados en los que se insta la identificación de los instrumentos de pago utilizados con cargo a unas determinas cuentas, es necesaria la autorización del órgano competente dado que la citada identificación implica una indagación de movimientos protegidos de cuentas corrientes.]



c.  Origen y destino de los movimientos o de los cheques u otras órdenes de pago.

Según dispone el último párrafo del apartado 3 del artículo 90de la NFGT:

["La investigación realizada según lo dispuesto en este apartado podrá afectar al origen y destino de los movimientos o de los cheques u otras órdenes de pago, si bien en estos casos no podrá exceder de la identificación de las personas y de las cuentas en las que se encuentre dicho origen y destino."]


Así, en el ejercicio de funciones de inspección o de recaudación, los órganos de la Administración tributaria podrán investigar sobre el origen y destino de los movimientos o de los cheques u otras órdenes de pago.

La NFGT precisa que, en estos casos, la información solicitada no podrá exceder de la identificación de las personas o de las cuentas en las que se encuentra dicho origen y destino. Esta precisión pretende evitar que la investigación no se limite a la causa genérica de cada partida, extendiendose también a la causa concreta, pudiendo afectar al derecho a la intimidad de personas distintas a la que estaba siendo comprobada (los titulares de las cuentas en las que tienen su origen o destino los fondos).

Por último, el procedimiento para realizar esta investigación es el mismo que para obtener información cerca de entidades de crédito.


[El T.S en Sentencia de 10-10-01 entiende que con las garantías establecidas en el procedimiento especial regulado en el artículo que es objeto del presente comentario, en relación con los requerimientos de información por parte de la Administración, se busca proteger aquellos datos que los sujetos pasivos no tienen obligación de incluir en sus declaraciones por afectar a su intimidad; y se trata esencialmente de los movimientos de las cuentas activas y pasivas, ya que reflejan el día a día de lo que una persona hace. A diferencia de las otras obligaciones de información reguladas en la propia NFGT, la contemplada en este apartado 3 es una obligación de información a posteriori, es decir, cuando una vez iniciadas las actuaciones inspectoras se deduce la necesidad de conocer esos movimientos, de los que la Administración tiene derecho a conocer la causa inmediata o genérica de los abonos o cargos en las cuentas bancarias, pero nunca su causa remota o específica.

El TC en su Sentencia 233/2005, de 26 de septiembre, establece que los requerimientos de información por parte de la Inspección tributaria relativos al origen y destino de cheques no requieren autorización judicial previa, siendo suficiente la autorización de la Administración tributaria.]



G.  Funcionarios públicos y profesiones oficiales.

Según dispone el último párrafo del apartado 4 del artículo 90 de la NFGT , los funcionarios públicos, incluidos los profesionales oficiales, estarán obligados a colaborar con la Administración Tributaria suministrando toda clase de información con trascendencia tributaria de la que dispongan, salvo que sea aplicable:


	
i.  El secreto del contenido de la correspondencia. 

	
ii.  El secreto de los datos que se hayan suministrado a la Administración para una finalidad exclusivamente estadística. 



	
iii.  El secreto del protocolo notarial, que abarcará los instrumentos públicos a los que se refieren los artículos 34 y 35 de la Ley del Notariado, y los relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al régimen económico de la sociedad conyugal. La STC 76/1990, de 26-04-90, ha declarado que estos funcionarios y profesionales oficiales tienen un específico y singular deber de colaboración  con la Administración tributaria por razón de las funciones públicas que ejercen. El incumplimiento de este deber tiene una sanción no pecuniaria específica regulada en el apartado 3 del artículo 190de la NFGTA. 

El secreto estadístico se regula en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública. 

El secreto del protocolo notarial abarca al libro reservado de testamentos y codicilos (art. 34 de la Ley del Notariado), al protocolo reservado de escrituras de reconocimiento de hijos naturales (art. 35 de la Ley del Notariado) y los instrumentos públicos relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al régimen económico de la sociedad conyugal. 





H.  Profesiones liberales.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 5 del artículo 9 de la NFGT, la obligación de los demás profesionales de facilitar información con trascendencia tributaria a la Administración tributaria no alcanzará a los datos privados no patrimoniales que conozcan por razóndel ejercicio de su actividad cuya revelación atente contra el honor o la intimidad personal y familiar.

Tampoco alcanzará a aquellos datos confidenciales de sus clientes de los que tengan conocimiento como consecuencia de la prestación de servicios profesionales, de asesoramiento o defensa.

Los profesionales no podrán invocar el secreto profesional para impedir la comprobación de su propia situación tributaria.

a.  Posición ante la Hacienda Pública.

Los profesionales ocupan ante la Administración tributaria una doble posición:

i.  Por una parte están sometidos a las mismas obligaciones fiscales que los demás ciudadanos, sea como sujeto pasivo, como retenedor, como responsable o de cualquier otro modo.

En esta posición, los profesionales no pueden invocar el secreto profesional a efectos de impedir la comprobación de su propia situación tributaria.

ii.  Por otra parte los profesionales tienen relaciones con terceras personas, sus clientes, y, están sometidos al deber de suministrar información a la Administración tributaria derivada de esta relaciones.

Frente a estos requerimientos de información, pueden oponer el secreto profesional.

Sin embargo, la situación no es tan clara como pudiera desprenderse de las afirmaciones anteriores. Como dice el TS en su sentencia de 24-09-85 el problema está en verificar de qué modo ambas situaciones se entrecruzan e influyen. La mera invocación del secreto profesional no puede servir de exoneración global del deber de informar a la Hacienda como sujeto pasivo del tributo, pero tampoco cabe entender el contenido del artículo de la NFGT que es objeto de comentario, como la supresión radical de efectos del secreto profesional sobre la investigación que la Administración tributaria realice en los impuestos en que sean sujetos pasivos. El secreto profesional no cubre todo, pero sigue existiendo.

b.  Secreto profesional.

Si bien en la redacción original de la NFGT de Alava, se excluía del deber de colaboración con la Administración tributaria a los profesionales respecto de los asuntos amparados por el secreto profesional, ya en el año 1985 fueron modificadas sus redacciones, regulando la obligación de los profesionales de facilitar información con trascendencia tributaria en los términos vigentes.

El TC en su Sentencia 110/84, de 26-11-84, efectúa las siguientes consideraciones en relación con el secreto profesional:

["El secreto profesional, es decir, el deber de secreto que se impone a determinadas personas, entre ellas los Abogados, de lo que conocieren por razón de su profesión, viene reconocido expresamente por la Constitución, que en su artículo 24.2 dice que la ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se está obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. Evidentemente, y a fortiori, tampoco existe el deber de declarar a la Administración sobre esos hechos. La Constitución consagra aquí lo que es no un derecho, sino un deber de ciertos profesionales que tienen una larga tradición legislativa. Es evidente que si el secreto es obligado e incluso su violación es castigada penalmente (artículo 360 del Código Penal), la Inspección Fiscal no puede pretender que se viole. Pero también en este punto son aplicables algunas de las consideraciones anteriores. La exigencia de exigir las certificaciones del movimiento de las cuentas no viola en sí el secreto profesional, puesto que, como se ha advertido, en ellas sólo aparece la causa genérica de cada operación bancaria y no el contenido concreto de la relación subyacente. Tampoco vulneraría el secreto profesional el simple conocimiento del nombre del cliente y de las cantidades pagadas por él en concepto de honorarios, ya que esos datos deben figurar en el libro de ingresos profesionales, de obligada llevanza y exhibición a la Inspección. La cuestión podría suscitarse si la Inspección, al pedir los antecedentes y datos de determinadas operaciones, penetrase en el ámbito de las relaciones profesionales concretas entre el cliente y, en este caso, el Abogado. Sólo entonces podría y debería negarse el contribuyente a facilitar datos que supusiesen la violación del secreto profesional. Es posible también que no existiese acuerdo sobre cuál es la zona específica de relaciones cubiertas por el secreto profesional cuya delimitación puede ofrecer dificultades en ciertos casos. Pero para eso están los Tribunales de Justicia. La cuestión, en último término, no puede resolverse de forma abstracta, sino sobre cada caso concreto."]


Además de estas consideraciones generales del Tribunal Constitucional existen pronunciamientos concretos sobre algunos profesionales determinados:

i.  Secreto médico.

El secreto médico es una modalidad del secreto profesional. No se trata de en sí mismo de un derecho fundamental, sino de una medida consecuente con la prohibición de interferir de forma ilegítima en el ámbito del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. No atenta a la intimidad personal pretender conocer la identidad de los clientes y los datos relativos a los honorarios satisfechos por ellos como consecuencia de los servicios recibidos (STS de 02-07-91).

ii.  Secreto del auditor.

El deber de secreto a cargo del auditor (art. 31 de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas) no puede alegarse como excepción a la regla general de información prevista en el artículo de la NFGT que es objeto del presente comentario, pues dicho secreto solo afecta a los datos conocidos por el profesional que no incorpore a su informe, toda vez que los informes de auditoría carecen de carácter confidencial porque la ley les dota de una esencial vocación de publicidad, mas evidente cuando se trata de informes obligatorios, dado que en este caso es preceptivo su depósito en el Registro Mercantil (Sentencia de la Audiencia Nacional de 14-01-00).


[El Tribunal Supremo en Sentencia de 07-06-03, establece que los auditores de cuentas deberán atender los requerimientos que tengan por objeto aportar los estados financieros de una entidad, debido a su transcendencia tributaria. El Tribunal considera que la información podrá solicitarse en cuanto sirva o tenga eficacia en la aplicación de los tributos, aunque su utilidad pueda ser potencial, indirecta o hipotética.

En cuanto al asunto del secreto profesional, el Alto Tribunal estima que, en el presente caso, éste resulta inoponible al considerar que el ensamblaje entre la existencia del secreto profesional, reconocido y garantizado por la ley, y el deber de colaboración tributaria aparece perfectamente delimitado. Y es que el Reglamento que desarrolla la Ley de Auditoría de Cuentas establece tal inoponibilidad frente a los que "estén autorizados por ley", habilitando con este supuesto a la Inspección de Hacienda.]








Incumplimiento de la obligación de proporcionar información.


 El incumplimiento de la obligación de suministro de información a que se refiere el artículo de la NFGT que es objeto del presente comentario constituye infracción tributaria, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 203 de la NFGT.







Autoridades sometidas al deber de informar y colaborar




Autoridades sometidas al deber de informar y colaborar. Introducción.


 El artículo 91 de la NFGT complementa lo dispuesto en el artículo anterior, donde se regula el régimen general de la obligación de suministrar información sobre terceros a la Administración tributaria. En el artículo que es objeto del presente comentario, se precisa que la obligación de suministrar información se extiende también a autoridades, entidades públicas, personas que ejerzan funciones públicas, juzgados y tribunales.







Autoridades, entes públicos y quienes ejerzan funciones públicas en el ámbito del estado, sometidas al deber de informar y colaborar.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 91.1 de la NFGT, las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de los órganos del Estado, los organismos autónomos y las entidades públicas empresariales; las cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las mutualidades de previsión social; las demás entidades públicas, incluidas las gestoras de la Seguridad Social y quienes, en general, ejerzan funciones públicas, estarán obligados a suministrar a la Administración tributaria cuantos datos, informes y antecedentes con trascendencia tributaria recabe ésta mediante disposiciones de carácter general o a través de requerimientos concretos, y a prestarle, a ella y a sus agentes, apoyo, concurso, auxilio y protección para el ejercicio de sus funciones.

Así mismo, participarán en la gestión o exacción de los tributos mediante las advertencias, repercusiones y retenciones, documentales o pecuniarias, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente.

El precepto impone a las referidas entidades públicas tres obligaciones diferentes: suministrar información, prestar apoyo y auxilio, y participar en la gestión o exacción de los tributos.

A. Suministro de información.

Todas las autoridades y demás personas que, en general, ejercen funciones públicas en el ámbito del Estado están obligadas a suministrar a la Administración tributaria cuantos datos recabe ésta mediante disposiciones de carácter general o a través de requerimientos concretos.

En el cumplimiento de esta obligación resulta de aplicación lo dispuesto con carácter general en el artículo 90 de la NFGT (ver comentario relacionado).

La STC 76/1990, de 26-04-90 ha declarado que estas autoridades tienen un específico y singular deber de colaboración con la Hacienda Pública por razón de las funciones públicas que ejercen, además de sus obligaciones generales como obligados tributarios. El incumplimiento de este deber tiene una sanción no pecuniaria específica regulada en el apartado 3 del artículo 190 de la NFGT.

B. Apoyo y auxilio.

Todas las autoridades y demás personas que, en general, ejercen funciones públicas en el ámbito del Estado están obligadas a prestar a la Administración tributaria y a sus agentes apoyo, concurso, auxilio y protección para el ejercicio de sus funciones.

a. En el ámbito de la Inspección de los Tributos.

Según dispone el artículo 136.4 de la NFGT, las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios para el ejercicio de la función inspectora.

b. En el ámbito de la recaudación.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 166.1 de la NFGT, en relación con el 135 del mismo texto, las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios para el ejercicio de la función recaudatoria.

C. Participación en la gestión o exacción de los tributos.

Todas las autoridades y demás personas que, en general, ejercen funciones públicas en el ámbito del Estado participarán en la gestión o exacción de los tributos mediante las advertencias, repercusiones y retenciones, documentales o pecuniarias, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente.

En el momento actual dicha participación se limita, generalmente, a practicar las retenciones y repercusiones de tributos que procedan con arreglo a la normativa vigente, en el mismo régimen general que los demás obligados a practicar retenciones o repercusiones.






Autoridades, entes públicos y quienes ejerzan funciones públicas en otras Administraciones territoriales sometidas al deber de informar y colaborar.


 El artículo 91 de la NFGT extiende las tres obligaciones anteriormente analizadas a todas las autoridades y demás personas que, en general, ejercen funciones públicas en el ámbito de los demás entes públicos territoriales.

Así, se establece que las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de los órganos de las Comunidades Autónomas, de los Territorios Históricos y de las entidades locales, estarán obligados a suministrar a la Administración tributaria cuantos datos, informes y antecedentes con trascendencia tributaria recabe ésta mediante disposiciones de carácter general o a través de requerimientos concretos, y a prestarle, a ella y a sus agentes, apoyo, concurso, auxilio y protección para el ejercicio de sus funciones.

La obligación se enmarca en el deber de cooperación entre Administraciones, esencial para el funciona¬miento del modelo de organización territorial del Estado español. Sobre esta cuestión la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, establece en su artículo 140.1 lo siguiente:

“Las diferentes Administraciones Públicas actúan y se relacionan con otras Administraciones y entidades u organismos vinculados o dependientes de éstas de acuerdo con los siguientes principios:

a) Lealtad institucional.

 b) Adecuación al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución y en los Estatutos de Autonomía y en la normativa del régimen local. 

 c) Colaboración, entendido como el deber de actuar con el resto de Administraciones Públicas para el logro de fines comunes.

 d) Cooperación, cuando dos o más Administraciones Publicas, de manera voluntaria y en ejercicio de sus competencias, asumen compromisos específicos en aras de una acción común.”

Para facilitar el intercambio de información, especialmente entre administraciones tributarias, el artículo 92 de la NFGT (ver comentario relacionado) permite la cesión de datos obtenidos por la Administración tributaria cuando dicha cesión tenga por objeto la colaboración con otras Administraciones tributarias a efectos del cumplimiento de obligaciones fiscales en el ámbito de sus competencias.






Intercambio de información entre los estados miembros de la Unión Europea.


 La asistencia mutua y el intercambio de información entre los Estados miembros de la Unión Europea se regula en la Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad, mientras que la asistencia mutua en materia de recaudación se contiene en la Directiva 2010/24/UE del Consejo, de 16 de marzo de 2010. 

Por la Administración Central fue aprobado el Real Decreto 1558/2012, de 15 de noviembre, por el que se adaptan las normas de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, a la normativa comunitaria e internacional en materia de asistencia mutua.

En la normativa tributaria foral se introdujeron en el año 2013 sendas modificaciones en las respectivas NFGTs para adaptar las Directivas citadas, incorporándose así al ordenamiento jurídico-tributario foral las normas sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea.

En el marco de la citada normativa se prevé el intercambio de información entre los Estados miembros de la UE para la correcta liquidación del IRPF, Impuesto sobre el Patrimonio, Impuesto sobre Sociedades, IVA e Impuestos Especiales y la recaudación de las deudas tributarias. El intercambio puede produ¬cirse de forma espontánea, en ciertos supuestos, o previa solicitud del Estado correspondiente.






Intercambio de información entre el Estado y los Territorios Históricos.


 El apartado Tres del artículo 4 del Concierto Económico, establece que el Estado y los Territorios Históricos, en el ejercicio de las funciones que les competen en orden a la gestión, inspección y recaudación de sus tributos, se facilitarán mutuamente, en tiempo y forma adecuados, cuantos datos y antecedentes estimen precisos para su mejor exacción.

En particular, ambas Administraciones:


	
- Se facilitarán, a través de sus centros de proceso de datos, toda la información que precisen. A tal efecto, se establecerá la intercomunicación técnica necesaria. Anualmente se elaborará un plan conjunto y coordinado de informática fiscal. 

	
- Los servicios de inspección prepararán planes conjuntos de inspección sobre objetivos, sectores y procedimientos selectivos coordinados, así como sobre contribuyentes que hayan cambiado de domicilio, entidades en régimen de transparencia fiscal y sociedades sujetas a tributación en proporción al volumen de operaciones en el Impuesto sobre Sociedades. 








Partidos políticos, sindicatos y asociaciones empresariales: deber de informar y colaborar.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 91.2 de la NFGT, los partidos políticos, reconocidos en el artículo 6 de la Constitución Española, y los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales, reconocidos en el artículo 7 de la Constitución, están sometidos a las mismas obligaciones de suministrar a la Administración tributaria información con trascendencia tributaria, prestarle a ella y a sus agentes apoyo, concurso, auxilio y protección para el ejercicio de sus funciones, y participar en la gestión o exacción de los tributos mediante las advertencias, repercusiones y retenciones, documentales o pecuniarias, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente.






Juzgados y tribunales: autoridades sometidas al deber de informar y colaborar.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 91.3 de la NFGT, los juzgados y tribunales deberán facilitar a la Administración tributaria, de oficio o a requerimiento de la misma, cuantos datos con trascendencia tributaria se desprendan de las actuaciones judiciales de las que conozcan, respetando, en su caso, el secreto de las diligencias sumariales.

El referido artículo restringe el deber de colaboración de los juzgados y tribunales al de facilitar a la Administración tributaria datos con trascendencia tributaria. No alcanzan a los juzgados y tribunales los otros dos deberes establecidos en los apartados 1 y 2 de los mismos artículos citados, que se imponen a las autoridades y cuantas personas ejerzan funciones públicas.

A.  Función constitucional de juzgados y tribunales.

La Constitución Española limita las funciones de los juzgados y tribunales al disponer en su artículo 117.4 que no ejercerán mas funciones que las de ejercer la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, y las que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

El TC, en su Sentencia de 12-07-88 declara que, aunque el artículo 117.4 de la CE establece que los juzgados y tribunales no ejercerán mas funciones que las señaladas, esta exclusividad no impide que, en virtud del deber de colaboración entre todos los poderes del Estado, puedan imponerse al juez obligaciones encaminadas al logro de otras finalidades públicas, entre las cuales puede figurar la de comunicar la existencia de un documento respecto del cual no se ha hecho efectivo el pago de un tributo.

B.  Procedimiento.

Desde el Servicio de Inspección de Tributos, y con la autorización del Director de Hacienda, se podrán solicitar de los Juzgados y Tribunales cuantos datos con transcendencia tributaria se desprendan de las actuaciones judiciales de que conozcan, respetando, en todo caso, el secreto de las diligencias sumariales (art. 49.2 del Reglamento de Inspección).






Comisiones de prevención del blanqueo de capitales y de vigilancia de actividades de financiación del terrorismo.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 91.2 de la NFGT, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, así como la Secretaría de ambas comisiones, facilitarán a la Administración tributaria cuantos datos con trascendencia tributaria obtengan en el ejercicio de sus funciones, de oficio, con carácter general o mediante requerimiento individualizado, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

A.  Servicio ejecutivo de la Comisión de prevención del blanqueo de capitales e infracciones monetarias.

La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, regula las las obligaciones, las actuaciones y los procedimientos para prevenir e impedir la utilización del sistema financiero, así como de otros sectores de actividad económica, para el blanqueo de capitales procedentes de cualquier tipo de participación delictiva en la comisión de un delito castigado con pena de prisión superior a tres años.

En la referida Ley se regula la Comisión de prevención del blanqueo de capitales e infracciones monetarias, dependiente de la Secretaría de Estado de Economía, así como su Servicio Ejecutivo y su Secretaría, como órganos encargados de controlar el cumplimiento de los objetivos establecidos en la Ley.

La NFGT establece que tanto el Servicio Ejecutivo como la Secretaría facilitarán a la Administración tributaria cuantos datos con trascendencia tributaria obtengan en el ejercicio de sus funciones.

B.  Comisión de vigilancia de actividades de financiación del terrorismo.

La Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo adscrita al Ministerio del Interior y, con las funciones de desarrollar la dirección e impulso de las actividades de prevención de utilización del sistema financiero para la comisión de delitos, y concretamente, de acciones terroristas, así como a servir de cauce de colaboración en esta materia entre las Administraciones públicas y las entidades financieras.

La NFGT establece que tanto la Comisión de vigilancia de actividades de financiación del terrorismo facilitará a la Administración tributaria cuantos datos con trascendencia tributaria obtengan en el ejercicio de sus funciones.






La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales


 A.  La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

a.  Fundamento.

El uso de la informática y otras técnicas de tratamiento automatizado de datos puede convertirse en un peligro para la intimidad de las personas, al permitir acumular infinidad de datos sobre ellas que, aunque individualmente considerados carezcan de relevancia, en su conjunto ofrecen una imagen precisa de cada persona.

Para atajar este problema España ratificó en 1985 el Convenio del Consejo de Europa de 28 de enero de 1981, sobre protección de datos personales, y promulgó en 1992 la LO 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal, en desarrollo del artículo 18.4 de la Constitución Española, según el cual, la ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

La referida Ley fue posteriormente derogada por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de carácter Personal, a fin de trasponer a nuestro derecho a la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.

El último hito en esta evolución tuvo lugar con la adopción del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos).

La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, que deroga la anterior ley de 1999, tiene como objeto, adaptar el ordenamiento jurídico español al citado Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016.

b.  Ámbito de aplicación.

El artículo 1.1 del Reglamento General de Protección de Datos proclama como su objeto el de establecer las normas relativas a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los datos personales y las normas relativas a la libre circulación de tales datos.

Por su parte, la ley orgánica extiende su ámbito de aplicación a cualquier tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.

Por lo tanto, en ambos textos legales se protegen los datos de carácter personal que afectan a las personas físicas.

c.  El tratamiento de datos.

El apartado 1 del artículo 6 del Reglamento establece que el tratamiento de datos solo será lícito si se cumplen, entre otras, alguna las siguientes condiciones: que el interesado de su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios fines específicos, o que el tratamiento sea necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del tratamiento.

En este sentido, el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, establece que el tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal.

En el ámbito tributario la posibilidad de llevar a cabo el tratamiento de datos personales se regula con rango legal, cumpliendo así la exigencia establecida en el artículo antes citado.

El apartado 5 del artículo 93 de la NFGT establece que la cesión de datos de carácter personal que se deba efectuar a la Administración tributaria conforme a lo dispuesto en la NFGT o en otra norma de rango legal, no requerirá el consentimiento del afectado (es preciso tener en cuenta que el artículo 4 del Reglamento define el tratamiento de datos como cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales, entre otras, la recogida, registro y organización de los mismos).

B.  Excepciones a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

De conformidad con la disposición adicional decimocuarta de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, la normativa relativa a las excepciones y limitaciones en el ejercicio de los derechos que hubiese entrado en vigor con anterioridad a la fecha de aplicación del reglamento europeo y en particular los artículos 23 y 24 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, seguirá vigente en tanto no sea expresamente modificada, sustituida o derogada.

La pervivencia de esta normativa supone la continuidad de las excepciones y limitaciones que en ella se contienen hasta que se produzca su reforma o abrogación, si bien referida a los derechos tal y como se regulan en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la propia ley orgánica. Así, por ejemplo, en virtud de la referida disposición adicional, las Administraciones tributarias responsables de los ficheros de datos con trascendencia tributaria a que se refiere el artículo 94 de la NFGT, podrán, en relación con dichos datos, denegar el ejercicio de los derechos a que se refieren los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679 (derechos de acceso; rectificación y supresión, y de oposición), cuando los mismos obstaculicen las actuaciones administrativas tendentes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en todo caso, cuando el afectado esté siendo objeto de actuaciones inspectoras.







Carácter reservado de los datos con trascendencia tributaria




Carácter reservado de la información obtenida por la Administración tributaria.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 92.1 de la NFGT los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria en el desempeño de sus funciones tienen carácter reservado.

El carácter reservado se aplica a todos los datos obtenidos por la Administración tributaria en el desempeño de sus funciones, tanto a los que hayan sido aportados por el propio contribuyente en cumplimiento de la obligación de formular cuantas declaraciones y comunicaciones se exijan para cada tributo y de proporcionar a la Administración tributaria los datos, informes, antecedentes y justificantes que tengan relación con el hecho imponible, como a los aportados por terceras personas en cumplimiento de la obligación de proporcionar a la Administración tributaria información con trascendencia tributaria deducida de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con terceras personas, impuesta a toda persona física o jurídica, pública o privada, por el artículo 90 de la NFGT.

Dicho carácter reservado supone que se aplica a la información obtenida por la Administración Tributaria las previsiones relativas a la prohibición de ceder o comunicar dichos datos y al deber de sigilo al que quedan obligados cuantas personas los conocen por razón de su cargo.







Limitación de uso de los datos con trascendencia tributaria.


 La STC 110/1984 al analizar la relación entre el derecho a la intimidad y la obligación de suministrar información a la Administración tributaria fundamentó que dicha obligación no vulnera el derecho a la intimidad en que:

["... este derecho, al igual que los demás, tiene sus límites, que en este caso vienen marcados por el deber de todos de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo, como dispone el ya citado artículo 31.1 de la Constitución, deber para cuyo efectivo cumplimiento es evidentemente necesaria la inspección fiscal. La injerencia que para exigir el cumplimiento de ese deber pudiera producirse en el derecho a la intimidad no podría calificarse de «arbitraria». Y el artículo 18.1 de la Constitución hay que entender que impide las injerencias en la intimidad«arbitrarias o ilegales»...."]


La relación que existe entre la obligación de todos los ciudadanos de suministrar información a la Administración tributaria y tolerar las injerencias de dicha Administración en su ámbito privado, y la utilización de dicha información para asegurar el deber constitucional de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas quedaría desvirtuada si la Administración pudiera utilizar los datos así obtenidos para una finalidad distinta.

El legislador, atento a esta relación ha impuesto una limitación de uso a los datos en poder de la administración tributaria. A tal efecto dispone el artículo de la NFGT que es objeto del presente comentario, que los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria en el desempeño de sus funciones sólo podrán ser utilizados para la efectiva aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de las sanciones que procedan.

En este sentido se pronuncia de forma explícita la Sentencia del la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 344/2021, de 11 de marzo, mencionando la normativa de régimen común (artículo 95 de la Ley General Tributaria), de idéntica redacción al texto objeto del presente comentario:

“En consecuencia y a los efectos del artículo 93.1 de la LJCA, se concluye que si una Administración, para el ejercicio de las funciones que le son propias, solicita de la AEAT la cesión de datos tributarios, tal cesión será con fines tributarios; ahora bien, si es para el ejercicio de otras potestades ajenas a las tributarias y no hay una norma legal que lo prevea, deberá contar con la previa autorización del interesado. Por tanto el acto dictado con base en unos datos tributarios cedidos será conforme a Derecho si la cesión respeta las reglas del artículo 95.1 de la LGT.”

Añadiendo la Sentencia, con objeto de desvirtuar las alegaciones planteadas por la Administración que utilizó de manera incorrecta los datos tributarios cedidos, lo siguiente:

“En su oposición, el Ayuntamiento parece sostener que como está personado en unas diligencias penales -de cuyo contenido y alcance, repetimos, nada consta- puede hacer uso de los datos que la AEAT haya cedido al Juzgado ex artículo 95.1.a), luego entiende que por ser parte en ese procedimiento penal está autorizado judicialmente para emplearlos para el ejercicio de sus competencias sobre el régimen de las licencias de taxi. Esto es rechazable porque no hay autorización alguna -al menos no consta como tal- y porque tal razonamiento podría ser coherente con lo resuelto en la sentencia a la que se remite la ahora impugnada.

Por tanto, no empleó esos datos para un fin tributario sino para aplicar la normativa reguladora del taxi. Además tal cesión se hizo sin consentimiento del interesado y con base en una solicitud equívoca pues del oficio remitido a la AEAT se deduce que interesaba los datos para actuar respecto a los titulares de licencias que indebidamente las hubieran cedido a floteros no de otra forma cabe entender la cita que se hace en ese oficio del artículo 104.4 de la  Ley canaria 13/2007.”






Supuestos en los que es posible la cesión de información. NFGT Álava


 A.  Regla general.

Como complemento a la referida limitación de uso de la información tributaria, el mismo artículo de la NFGT impone a la Administración tributaria como regla general la prohibición de ceder o comunicar a terceros los datos, informes o antecedentes obtenidos por ella.

No obstante, en el artículo de la NFGT que es objeto del presente comentario se establecen una serie de supuestos en los que se excepciona la prohibición de ceder a terceros información de carácter tributario. Estos supuestos hay que entender que son sólo los expresamente previstos, de forma que constituyen un "numerus clausus" limitado a los casos contemplados en la NFGT.

Los supuestos en los que el art. 92.1 de  la NFGT permite ceder información son los siguientes:

B.  Delitos públicos.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con los órganos jurisdiccionales y el Ministerio Fiscal en la investigación o persecución de delitos que no sean perseguibles únicamente a instancia de persona agraviada.

La NFGT se está refiriendo a los llamados delitos públicos, no incluyendo por tanto la posibilidad de cesión de datos cuando se trate de la investigación o persecución de delitos privados o semiprivados (aquellos para cuya persecución se exige denuncia del ofendido).

	
♦ La Sentencia del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción de 25-6-96, ante una negativa del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos de la Diputación Foral de Alava de cumplimentar una diligencia dictada por un organo jurisdiccional del orden civil, en la que se solicitaba determinada información tributaria, entiende que el artículo 113 de la Ley General Tributaria (la referencia puede entenderse hecha al actual artículo 94 de la NFGT, no confiere a la administración tributaria la competencia para resolver acerca de la entrega o no de la información tributaria solicitada, al menos en relación con los órganos jurisdiccionales, debiendo solventarse la discrepancia de criterio entre la administración tributaria y los jueces o tribunales, por la vía de los recursos judiciales que procedan, no siendo procedente el planteamiento del conflicto de jurisdicción como forma de oponerse a la entrega de la información.


C.  Colaboración con otras Administraciones tributarias.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con otras Administraciones tributarias a efectos del cumplimiento de obligaciones fiscales en el ámbito de sus competencias.

Sobre la colaboración entre Administraciones ver el artículo 91 de la NFGT de Álava.

El citado procedimiento de colaboración ha sido desarrollado mediante el Decreto Foral 42/2002, de 16 de julio.

En él se establecen las normas sobre suministro de información tributaria a las Administraciones Públicas para el desarrollo de sus funciones, así como los supuestos de cesión de datos a terceros, tanto en el caso de informaciones puntuales como en los de celebración de convenios de colaboración.

D.  Colaboración con la Seguridad Social.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y con las Entidades gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social en la lucha contra el fraude en la cotización y recaudación de las cuotas del sistema de Seguridad Social, así como en la obtención y disfrute de prestaciones a cargo del mismo sistema.

En los textos de Alava y de Bizkaia en el año 2012 fue añadido a esta letra un párrafo que, de acuerdo con la exposición de motivos de las disposiciones que incluyeron esta modificación de la NFGT, se realiza con el objeto de que se contemple en la misma la cesión de los datos que reflejan el nivel de renta de las personas contribuyentes de Bizkaia al Instituto Nacional de la Seguridad Social para una correcta determinación del nivel de aportación de cada usuario en las prestaciones del Sistema Nacional de Salud (copago sanitario).

Se admite la cesión de datos para la determinación del nivel de aportación de cada usuario en las prestaciones del Sistema Nacional de Salud.

Posteriormente, un nuevo añadido en este apartado en los textos de las tres NFGTs, hace posible la cesión de datos tributarios a las entidades gestoras de la Seguridad Social para la regularización de cotizaciones de los trabajadores autónomos de acuerdo con sus rendimientos anuales, con el siguiente texto: "la colaboración con las entidades gestoras de la Seguridad Social para la práctica de la regularización de cotizaciones de las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas a que se refiere el artículo 308 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social."

E.  Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con las Administraciones públicas para la persecución de los delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social regulados en los artículos 305  y 307, respectivamente, del Código Penal.

También esta prevista la cesión de datos tributarios cuando la misma tenga por objeto la lucha contra el fraude en la obtención o percepción de ayudas o subvenciones a cargo de fondos públicos o de la Unión Europea.

F.  Colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación.

En la NFGT de Álava se permite la cesión de datos cuando la misma tenga por objeto la colaboración con las comisiones de investigación constituidas en las Juntas Generales, así como con cualesquiera otras comisiones parlamentarias de investigación en el marco fijado en el artículo 92 de la propia NFGT.

En el citado artículo 92, que fue introducido en el texto de la NFGT en Álava por la Norma Foral 6/2011, de 21 de febrero, se especifica cual es el contenido preciso de la cesión

El artículo 92 bis de la NFGT regula los elementos configuradores de la cesión de información en estos supuestos.

a.  Requisitos para la cesión de información.

La Diputación Foral como administración tributaria deberá proporcionar, en el plazo máximo de cinco días hábiles, cuantos datos, informes, antecedentes o documentos les sean requeridos por las comisiones de investigación constituidas en las Juntas Generales o cualesquiera otras comisiones parlamentarias de investigación, siempre que concurran las condiciones siguientes:


	 i. Personas o entidades de las se cederán datos. - Personas físicas que desempeñen o hubieren desempeñado, por elección o nombramiento, su actividad como altos cargos o equivalentes en todas las Administraciones Públicas, sus organismos autónomos, entidades de Derecho Público y Presidentes y Directores ejecutivos o equivalentes de los organismos y empresas de ellas dependientes y de las sociedades mercantiles en las que sea mayoritaria la participación directa o indirecta de las Administraciones Públicas o de las restantes entidades de Derecho Público o estén vinculadas a las mismas por constituir con ellas una unidad de decisión. 

- Personas físicas que con relación a las descritas en el párrafo anterior ostenten, o hayan ostentado en el momento temporal a que se refiere el objeto de la investigación, la condición de cónyuge, pareja de hecho, cuando se trate de parejas de hecho constituidas conforme a lo dispuesto en la Ley del Parlamento Vasco 2/2003, de 7 de mayo, personas que convivan en análoga relación de afectividad, hijo dependientes o personas tuteladas, y familiares dentro del segundo grado, por vínculos de consaguinidad o afinidad. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior respecto de los cónyuges, parejas de hecho o personas que convivan en análoga relación de afectividad se aplicará con independencia del régimen económico o patrimonial que les corresponda. 

- Entidades y Personas Jurídicas en que las personas relacionadas en los párrafos anteriores tuvieran, tanto de forma directa como indirecta tanto de forma individual como de forma conjunta, una participación societaria superior al 10 por ciento o en cuya dirección, asesoramiento o administración hubieran tenido alguna participación. 

- Cualesquiera otras entidades o personas jurídicas que mantengan o hayan mantenido conciertos o contratos de cualquier naturaleza, con el sector público estatal, autonómico o local, o sean subcontratistas de dichas empresas o que reciban subvenciones provenientes de cualesquiera administración pública, o que guarden relación con el objeto de la comisión de investigación. 



	 ii. Relación con el desempeño de cargos públicos. Que el objeto de la investigación tenga relación con el desempeño del cargo público por parte de las personas de las que se ceden los datos. 



	 iii. Carácter esencial de los datos para la investigación. Que las comisiones de investigación que solicitan los datos entendieran que sin tales datos, informes, antecedentes o documentos no sería posible cumplir la función para la que fueron creadas. 





b.  Ámbito de aplicación.

Las cesiones reguladas en este artículo serán de aplicación a las comisiones de investigación constituidas en las Juntas Generales de Álava y a las comisiones parlamentarias de investigación del Parlamento Vasco, salvo que respecto a éstas últimas sea aplicable una legislación específica, en cuyo caso se aplicará esta última siempre que no rebase el contenido del presente artículo.

A las comisiones de investigación constituidas en las Juntas Generales de Bizkaia y Gipuzkoa se les aplicará la legislación vigente en su territorio histórico siempre que no rebase el contenido del presente artículo. 

A las comisiones parlamentarias de investigación se aplicará la legislación que les corresponda y, en su defecto, la legislación tributaria de régimen común siempre que no rebase el contenido del presente artículo. 

c.  Secreto de los datos cedidos.

Los datos, informes, antecedentes o documentos remitidos por la Administración tributaria a las comisiones de investigación constituidas en las Juntas Generales o a las comisiones parlamentarias de investigación sólo podrán tener publicidad si forman parte de las conclusiones de investigación, estando sometidos a secreto el resto de los datos facilitados.

G.  Protección de los derechos de los menores e incapacitados.

Cuando la cesión tenga por objeto la protección de los derechos e intereses de los menores e incapacitados por los órganos jurisdiccionales o el Ministerio Fiscal.

Entre los datos que pueden ser objeto de cesión en virtud de la presente disposición tienen una especial relevancia las declaraciones de IRPF, demandadas por los juzgados de lo civil para fijar las pensiones que procedan en los juicios de separación y divorcio en tanto que la protección de los menores constituye el principal criterio de decisión judicial en los supuestos de separación y divorcio de parejas con hijos.

H.  Colaboración con el Tribunal Vasco de Cuentas.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con el Tribunal Vasco de Cuentas en el ejercicio de sus funciones de fiscalización.

La creación y regulación de la composición y funcionamiento del Tribunal Vasco de Cuentas Públicas se contiene el la Ley del Parlamento Vasco 1/1988, de 5 de febrero. El artículo 5 de la referida Ley establece que el Tribunal, en el ejercicio de sus funciones está facultado, entre otros aspectos, para acceder a todos los expedientes y documentos, datos, antecedentes e informes relativos a la gestión del Sector Público Vasco, así como exigir la entrega de cuantos escritos, informes o aclaraciones considere necesarios.

I.  Colaboración con Jueces y Tribunales.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con Jueces y Tribunales para la ejecución de resoluciones judiciales firmes. La solicitud judicial de información exigirá resolución expresa, en la que previa ponderación de los intereses públicos y privados afectados en el asunto de que se trate y por haberse agotado los demás medios o fuentes de conocimiento de la información solicitada, se motive la necesidad de recabar datos de la Administración tributaria.

La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, establece en su artículo 17.1 que todas las personas y entidades públicas y privadas están obligadas a prestar, en la forma que la ley establezca, la colaboración requerida por los Jueces y Tribunales en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto, con las excepciones que establezcan la Constitución y las leyes.

Esta obligación tan genérica debe modularse en el caso de la cesión de información tributaria en el sentido establecido por la NFGT, esto es, la cesión solo puede admitirse en el caso de ejecución de sentencias firmes y justificada con la motivación a que se refiere la NFGT.

El precepto no se aplica a los juzgados y tribunales de la jurisdicción penal, en tanto que este supuesto se encuentra específicamente contemplado en la letra B anterior.

J.  Colaboración con la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y con la Secretaría de dicha Comisión, en el ejercicio de sus funciones.

La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, regula las las obligaciones y los procedimientos para prevenir e impedir la utilización del sistema financiero, así como de otros sectores de actividad económica, para el blanqueo de capitales procedentes de cualquier tipo de participación delictiva en la comisión de un delito castigado con pena de prisión superior a tres años.

En la referida Ley se crea la Comisión de prevención del blanqueo de capitales e infracciones monetarias, dependiente de la Secretaría de Estado de Economía, así como su Servicio Ejecutivo y su Secretaría, como órganos encargados de controlar el cumplimiento de los objetivos establecidos en la Ley.

K.  Colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo y con la Secretaría de dicha Comisión, en el ejercicio de sus funciones.

La Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo adscrita al Ministerio del Interior y, con las funciones de desarrollar la dirección e impulso de las actividades de prevención de utilización del sistema financiero para la comisión de delitos, y concretamente, de acciones terroristas, así como a servir de cauce de colaboración en esta materia entre las Administraciones públicas y las entidades financieras.

El artículo 4 de la citada Ley establece que las Administraciones públicas, están obligadas a colaborar con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo y, en particular, deberán, entre otras obligaciones, facilitar a la citada comisión la información que ésta requiera para el ejercicio de sus competencias.

L.  Colaboración con órganos o entidades de derecho público.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con órganos o entidades de derecho público encargados de la recaudación de recursos públicos no tributarios para la correcta identificación de los obligados al pago.

La presente habilitación para ceder información tributaria afecta a órganos o entidades de derecho público diferentes de las Administraciones tributarias y de las entidades gestoras de la Seguridad Social, que tienen su regulación específica en este artículo de la NFGT, y siempre que se trate de la recaudación de recursos públicos no tributarios.

M.  Utilización con fines estadísticos.

Cuando la cesión tenga por objeto la utilización de datos con fines estadísticos por parte de las Administraciones públicas competentes en materia estadística para el cumplimiento de las funciones que les atribuye la Ley 4/1986, de 23 de abril, de Estadística de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

La solicitud de información deberá justificar las finalidades concretas del trabajo estadístico para el que se requiere la cesión de los datos tributarios. Estos datos serán utilizados, en todo caso, para la elaboración de informes de datos agregados y no podrán ser almacenados de forma individualizada.

La cesión que se regula en este apartado tiene las siguientes limitaciones:


	
a. La cesión puede efectuarse a los órganos de las Administraciones publicas que tengan asignada la competencia en materia estadística. Ahora bien, la NFGT hace una referencia expresa a la Ley 4/1986, de 23 de abril, de Estadística de la Comunidad Autónoma de Euskadi, por lo que debe entenderse que se autoriza la cesión de datos tributarios solo a las Administraciones públicas de esta CC.AA, y siempre que se trate de trabajos incluidos en el Plan Vasco de Estadística a que se refiere el artículo 6 de la mencionada Ley.

	
b. En la solicitud de los datos debe justificarse la finalidad del trabajo estadístico que pretende realizarse. Puede entenderse que si la Administración tributaria requerida considera que la mencionada finalidad no justifica suficientemente la necesidad de conocer los datos tributarios requeridos, podrá denegar dicha cesión.

	
c. Los trabajos estadísticos incluirán exclusivamente datos agregados, esto es, con exclusión de datos de carácter personal.

	
d. Los datos tributarios objeto de cesión únicamente podrán ser almacenados por el cesionario una vez realizado el correspondiente procedimiento de disociación, de forma que la información no pueda asociarse a persona identificada o identificable.



N.  Cesión de información con previa autorización de los interesados.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con las Administraciones públicas para el desarrollo de sus funciones, previa autorización de los obligados tributarios a que se refieran los datos suministrados.

La previsión que se contempla en en esta letra del artículo 92.1 de la NFGT  se refiere a los procedimientos de cesión de datos tributarios cuando dicha cesión requiere la previa autorización de los interesados, por lo que debe entenderse que se trata de información cuya cesión no es obligatoria, de acuerdo con lo establecido en las letras anteriores.

En realidad, la previsión regulada en este apartado no constituye más que una especificación del principio general de que es necesario el consentimiento del interesado para cualquier tratamiento de datos de carácter personal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.1.a) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos. 

El citado procedimiento de colaboración ha sido desarrollado mediante el Decreto Foral 42/2002, de 16 de julio.

En él se establecen las normas sobre suministro de información tributaria a las Administraciones Públicas para el desarrollo de sus funciones, así como los supuestos de cesión de datos a terceros, tanto en el caso de informaciones puntuales como en los de celebración de convenios de colaboración.

Ñ.  Colaboración con Administraciones Públicas Territoriales de la CC.AA. del País Vasco.

Cuando la cesión tenga por objeto la colaboración con las Administraciones públicas territoriales de la Comunidad Autónoma del País Vasco para la recaudación de los ingresos de Derecho Público de su competencia.

El presente supuesto de cesión de información no supone más que una especificación en favor de las Administraciones públicas territoriales de la Comunidad Autónoma del País Vasco de los supuestos generales de cesión contemplados en las letras b) -colaboración con otras Administraciones tributarias a efectos del cumplimiento de obligaciones fiscales en el ámbito de sus competencias- y j) -colaboración con órganos o entidades de derecho público encargados de la recaudación de recursos públicos no tributarios- , del artículo que es objeto del presente comentario.

O. Colaboración con la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación.

Cuando la cesión por objeto la colaboración con las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria , Servicios y Navegación a los efectos de confeccionar los censos previstos en el artículo 8 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

P.  Intercambio de información en el marco de la normativa sobre asistencia mutua.

En el texto de la NFGT de Álava se incluye un supuesto de cesión de datos en relación con actuaciones desarrolladas en el ámbito de la asistencia mutua.

En este sentido se establece que la Administración tributaria podrá facilitar a otros Estados o a entidades internacionales o supranacionales los datos, informes o antecedentes obtenidos en el desempeño de sus funciones, siempre que la cesión tenga por objeto la aplicación de tributos de titularidad de otros Estados o de entidades internacionales o supranacionales, en los términos y con los límites establecidos en la normativa sobre asistencia mutua, sin perjuicio de que el Estado o entidad receptora de la información pueda utilizarla para otros fines cuando así se establezca en dicha normativa.

A fin de proporcionar la citada información, la Administración tributaria realizará las actuaciones que se precisen para obtenerla, incluso cuando la información solicitada no sea precisa para la determinación de sus tributos internos. A tal efecto, la Administración podrá utilizar cualquiera de los mecanismos de obtención de información regulados en esta Norma Foral.

La Administración tributaria podrá oponerse o deberá autorizar expresamente, en los términos establecidos en la normativa sobre asistencia mutua, que la información facilitada conforme al apartado anterior sea transmitida a un tercer Estado o entidad internacional o supranacional.

Q.  Cesiones previstas en la normativa comunitaria y en tratados internacionales.

También se incluye (artículo 92.1.p) un supuesto de cesión de datos cuando ésta se encuentre prevista en el derecho comunitario o en tratados internacionales.

Así, se establece que la Administración tributaria podrá facilitar datos tributarios cuando dicha cesión este prevista en el Derecho de la Unión Europea y en los tratados y acuerdos internacionales que formen parte del ordenamiento jurídico.

R.  Colaboración con las entidades encargadas de la gestión del ingreso mínimo vital. 

En el texto de la NFGT de Álava (artículo 94.1.o) se incluye un supuesto de cesión de datos en relación con el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

En este sentido se establece que la Administración tributaria podrá facilitar datos tributarios cuando dicha cesión tenga por objeto la colaboración con el Consejo General de la Abogacía y con los Colegios de Abogados para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, previa autorización de los obligados tributarios a que se refieran los datos suministrados.

Es importante resaltar que esta cesión de datos requiere de la previa autorización de los obligados tributarios a que se refieran los datos suministrados.

S. Colaboración con el Consejo General de la Abogacía y con los Colegios de Abogados.

En el texto de las NFGT de Álava (artículo 92.1.) se incluye un supuesto de cesión de datos en relación con el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

En este sentido se establece que la Administración tributaria podrá facilitar datos tributarios cuando dicha cesión tenga por objeto la colaboración con el Consejo General de la Abogacía y con los Colegios de Abogados para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, previa autorización de los obligados tributarios a que se refieran los datos suministrados.

Es importante resaltar que esta cesión de datos requiere de la previa autorización de los obligados tributarios a que se refieran los datos suministrados.

T.  Colaboración con la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.

La NFGT regula la colaboración con la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos mediante la cesión de los datos, informes o antecedentes necesarios para la localización de los bienes embargados o decomisados en un proceso penal, previa acreditación de esta circunstancia.  

El artículo 367 septies de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, añadido al texto de la misma en el año 2010, regula la existencia de una llamada Oficina de Recuperación de Activos. Dicha oficina fue regulada por el Real Decreto 948/2015, de 23 de octubre. En esta disposición se configura la citada Oficina como un órgano de la Administración General del Estado y auxiliar de la Administración de Justicia, al que corresponden las competencias de localización, recuperación, conservación, administración y realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades delictivas cometidas en el marco de una organización criminal y de cualesquiera otras que se le atribuyan.






Cesión de datos con trascendencia tributaria mediante la utilización de medios informáticos o telemáticos.


 La NFGT siguiendo su decidida apuesta por incorporar las técnicas informáticas a los diferentes ámbitos de actuación de la Administración tributaria, establece en el artículo 92.2 de la NFGT, establece que en los casos de cesión previstos en la propia NFGT, y que han sido objeto de desarrollo en el número anterior, la información de carácter tributario deberá ser suministrada preferentemente mediante la utilización de medios informáticos o telemáticos.

Además, como una concreción de lo establecido con carácter general en el artículo 53.1.d) de la LPAC, en el que se dispone que los ciudadanos en sus relaciones con la Administración Pública tienen derecho a no presentar los documentos que ya se encuentren en poder de la administración actuante, este artículo de la NFGT establece que cuando las Administraciones públicas puedan disponer de la información por los referidos medios informáticos o telemáticos, no podrán exigir a los interesados la aportación de certificados de la Administración tributaria en relación con dicha información.






Cesión de datos tributarios obtenidos en el marco de la asistencia mutua


 El apartado 6 del artículo 92 de la NFGT se refiere expresamente a la posibilidad de ceder a terceros datos que han sido obtenidos por la Administración tributaria en su actuación en el marco de la asistencia mutua.

El referido apartado establece que la cesión a terceros de la información suministrada a la Administración tributaria por otros Estados o por entidades internacionales o supranacionales en virtud de normas sobre asistencia mutua será posible solo si la normativa del Estado o entidad que ha facilitado la información permite su utilización para fines similares, salvo que la normativa sobre asistencia establezca otra cosa.

En su caso, la referida información podrá ser remitida a otros Estados o a otras entidades internacionales o supranacionales si así lo permite la normativa sobre asistencia mutua, y en las condiciones establecidas en la misma.






Confidencialidad y deber de sigilo.


 A.  Garantía de confidencialidad.

Como consecuencia del carácter reservado que se confiere a la información obtenida por la Administración tributaria en el desempeño de sus funciones, el apartado 3 del artículo 92 de la NFGT establece que la Administración tributaria adoptará las medidas necesarias para garantizar la confidencialidad de la información tributaria y su uso adecuado.

B.  Deber de sigilo.

El carácter reservado de los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria se complementa con la obligación de guardar sigilo respecto de ellos, que la norma impone a cualquier autoridad, funcionario u otro personal al servicio de la Administración tributaria.

Sobre esta cuestión, dispone la NFGT que cuantas autoridades, funcionarios u otro personal al servicio de la Administración tributaria tengan conocimiento de estos datos, informes o antecedentes estarán obligados al más estricto y completo sigilo respecto de ellos, salvo en los casos en los que la NFGT regula la posibilidad de cesión.

C.  Posible existencia de un delito público.

La amplitud con que se regula el deber de sigilo podría suscitar dudas acerca de la conducta que deben seguir los funcionarios y agentes de la Administración tributaria cuando, en uso de sus competencias conocen información de la que puede deducirse la posible comisión de un delito público, especialmente si se toma en consideración el deber de todo funcionario público de denunciar cualquier delito o falta que conozca en uso de sus competencias.

Sobre esta cuestión, la NFGT establece que cuando se aprecie la posible existencia de un delito no perseguible únicamente a instancia de persona agraviada, la Administración tributaria deducirá el tanto de culpa o remitirá al Ministerio Fiscal relación circunstanciada de los hechos que se estimen constitutivos de delito. También podrá iniciarse directamente el oportuno procedimiento mediante querella a través del órgano competente.

Este artículo obliga a la Administración tributaria a pasar el tanto de culpa al fiscal o a remitirle una relación de los hechos que se estimen constitutivos de delitos para que el fiscal actúe como considere procedente. Además, la Administración tributaria puede interponer la correspondiente querella. En ninguno de los dos casos obliga el precepto a suspender las actuaciones administrativas en curso.

En el texto de la NFGT de Alava se añade un párrafo en el que se especifica el deber de comunicación del presunto delito en el caso de sobornos. Así, se establece que cualquier autoridad, funcionario u otro personal al servicio de la Administración tributaria que tenga conocimiento de hechos que pudieran constituir soborno deberá ponerlo en conocimiento de las autoridades competentes.






Deber de sigilo de los retenedores y obligados a realizar ingresos a cuenta. NFGT de Álava


 La NFGT dedica un apartado especifico de este artículo a regular el carácter y utilización de los datos que conozcan los retenedores y los obligados a realizar ingresos a cuenta con ocasión del cumplimiento de sus obligaciones de realizar pagos a cuenta.

Así, el apartado 5 del artículo 92 de la NFGT establece que los retenedores y obligados a realizar ingresos a cuenta sólo podrán utilizar los datos, informes o antecedentes relativos a otros obligados tributarios para el correcto cumplimiento y efectiva aplicación de la obligación de realizar pagos a cuenta. Dichos datos deberán ser comunicados a la Administración tributaria en los casos previstos en la normativa propia de cada tributo.

Establecido el ámbito de utilización de los referidos datos, a continuación la NFGT aclara en relación a estos supuestos, que los datos, informes o antecedentes relativos a los obligados tributarios tienen, como en el caso de los datos tributarios recabados por la Administración, carácter reservado, de forma que solo pueden ser comunicados a la Administración tributaria en los casos en que así se prevea en la normativa propia de cada tributo.

La consecuencia del referido carácter reservado es que los retenedores y obligados a realizar ingresos a cuenta quedan sujetos al más estricto y completo sigilo respecto de dichos datos, informes o antecedentes.






Publicidad establecida en normas de la Unión Europea.


 El apartado 4 del artículo 92 de la NFGTA 2005 incluye una cláusula genérica en virtud de la cual el carácter reservado de los datos tributarios que se regula en el artículo que es objeto del presente comentario, no impide la publicación de dichos datos tributarios ésta se derive de la normativa de la Unión Europea.

Lo cierto es que nos encontramos ante una cláusula muy general en la que se establece que decae el régimen de confidencialidad de los datos tributarios cuando la normativa de la UE (cualquier normativa puesto que nada se concreta en el texto de la NFGT) regule la publicación de dichos datos.






Publicidad de situaciones de incumplimiento relevante de las obligaciones tributarias.


 En el art. 92 ter de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria (en adelante NFGT) se establece una suerte de excepción del principio general regulado en el artículo 92 de la propia NFGT de que los datos en poder de la Administración tributaria son reservados.

Esta regulación en la que se dispone la publicación de datos de los contribuyentes en determinados supuestos, se enmarca dentro de las medidas adoptadas por las instituciones en la lucha contra el fraude fiscal, así la exposición de motivos de la Norma Foral por la que se introduce este artículo en el texto de la NFGT dice que "La medida consistente en la publicación de listados de deudores, …, hay que enmarcarla en la orientación de la lucha contra el fraude fiscal a través del fomento de instrumentos preventivos y educativos que coadyuven al cumplimiento voluntario de los deberes tributarios."

A.  Circunstancias que determinan la publicación de datos.

De acuerdo con el contenido del artículo 92 ter de la NFGT, la Diputación Foral acordará la publicación periódica de listados comprensivos de deudores a la Diputación Foral por deudas y sanciones tributarias cuando concurran las siguientes circunstancias:


	
i.  Que el importe total de las deudas y sanciones tributarias pendientes de ingreso supere el importe de 1.000.000 €. A estos efectos se tendrán en cuenta exclusivamente los tributos de titularidad de la Diputación Foral para los que la aplicación de los tributos, el ejercicio de la potestad sancionadora y las facultades de revisión estén atribuidas en exclusiva a los órganos de la Diputación Foral.

	
ii.  Que dichas deudas y sanciones tributarias no hubiesen sido pagadas transcurrido el plazo de ingreso en periodo voluntario. En el supuesto de deudas incluidas en acuerdos de declaración de responsabilidad será necesario que haya transcurrido el plazo de pago previsto en el artículo 61.2 de la NFGT, tras la notificación del acuerdo de declaración de responsabilidad y, en su caso, del acuerdo de exigencia de pago.



A efectos del cálculo del importe total de las deudas y sanciones pendientes de ingreso no se tendrán en cuenta las deudas y sanciones tributarias que se encuentren aplazadas, fraccionadas o suspendidas, así como aquellas cuyo plazo de ingreso en período voluntario no haya concluido a 31 de diciembre del año anterior al del acuerdo de publicación de la lista de deudores a la Diputación Foral. Tampoco se tendrán en cuenta las deudas y sanciones tributarias que no hayan sido notificadas al obligado tributario a 31 de diciembre del año anterior.

B.  Información objeto de publicación.

En los listados de deudores en los que concurran las circunstancias referidas anteriormente se incluirá la siguiente información:


	
i.  La identificación de los deudores conforme al siguiente detalle:
	
-  Personas físicas: nombre, apellidos y Número de Identificación Fiscal.

	
-  Personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica: razón o denominación social completa y Número de Identificación Fiscal.





	
ii.  El importe conjunto de las deudas y sanciones pendientes de pago tenidas en cuenta a efectos de la publicación.



C.  Procedimiento.

Se establece en la NFGT que la determinación de la concurrencia de los requisitos exigidos para la inclusión en el listado de deudores a la Diputación Foral tomará como fecha de referencia el 31 de diciembre del año anterior al del acuerdo de publicación, cualquiera que sea la cantidad pendiente de ingreso tanto en la fecha de dicho acuerdo, como en la fecha de publicación del referido listado.

a.  Propuesta de acuerdo y alegaciones.

Con anterioridad a la publicación del listado de deudores la Diputación Foral elaborará una propuesta de inclusión en el listado de deudores a la Diputación Foral que será comunicada al deudor afectado, que podrá formular alegaciones en el plazo de 10 días contados a partir del día siguiente al de recepción de la comunicación. A estos efectos será suficiente para entender realizada dicha comunicación la acreditación, por parte de la Administración Tributaria, de haber realizado un intento de notificación de la misma, que contenga el texto íntegro de su contenido, en el domicilio fiscal del interesado.

Las alegaciones del interesado habrán de referirse exclusivamente a la existencia de errores materiales, de hecho o aritméticos, así como al cumplimiento de los requisitos establecidos legalmente para ser incluido en el listado de deudores.

Como consecuencia del trámite de alegaciones, la Administración Tributaria podrá acordar las rectificaciones oportunas una vez que se acredite fehacientemente que no concurren los requisitos legalmente establecidos para la inclusión en el listado de deudores. En cualquier caso, la rectificación también podrá ser acordada de oficio por la propia Administración Tributaria.

En el texto de la NFGT se añade que, si antes de la finalización del plazo para formular alegaciones se produce el pago de un importe de la cantidad adeudada de forma que, tras el pago, el total de las deudas y sanciones tributarias pendientes de ingreso, referenciadas al 31 de diciembre del año anterior, no supere el importe de 600.000 euros, los deudores o deudoras no se incluirán en los listados comprensivos de deudores a la Hacienda Pública por deudas o sanciones tributarias. Esta previsión solo será de aplicación cuando el pago no sea inferior al 25% del importe de la cantidad adeudada a la fecha de referencia

b.  Acuerdo de publicación.

Una vez realizadas, en su caso, las rectificaciones oportunas, se dictará, por parte de la Diputación Foral el acuerdo de publicación del listado de deudores a la Diputación Foral. La notificación al interesado del acuerdo se entenderá producida con su publicación y la del listado de deudores a la Diputación Foral.

El acuerdo de publicación será adoptado por la Diputación Foral y mediante Orden Foral del diputado foral de Hacienda y Finanzas se establecerán la fecha de publicación de dicho acuerdo, que deberá producirse en todo caso durante el primer semestre de cada año, y los correspondientes ficheros y registros.

La publicación se efectuará en todo caso por medios electrónicos, debiendo adoptarse las medidas necesarias para impedir la indexación de su contenido a través de motores de búsqueda en Internet y los listados dejarán de ser accesibles una vez transcurridos tres meses desde la fecha de publicación.

Además, se establece que el tratamiento de datos necesarios para la publicación se sujetará a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos), y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, así como por su normativa de desarrollo.

La NFGT establece que el acuerdo de publicación del listado pondrá fin a la vía administrativa.

D.  Efectos de la publicación.

La NFGT establece de forma expresa que la publicación del listado de deudores en ningún caso afectará al régimen de impugnación establecido en la propia NFGT en relación con las actuaciones y procedimientos de los que se deriven las deudas y sanciones tributarias objeto de publicación, ni tampoco a las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos iniciados o que se pudieran iniciar con posterioridad en relación con las mismas.

Además, se establece que las actuaciones desarrolladas a efectos de la publicación del listado de deudores no constituyen causa de interrupción de los plazos de prescripción.







Capítulo IV. Actuaciones y procedimientos de inspección

Sección primera. Disposiciones generales

SubSección 1ª. Funciones y facultades

La inspección tributaria




La Inspección tributaria.NFGT. Álava. 


 Constituyen la Inspección tributaria los Órganos de la Administración de la Hacienda Pública que tienen encomendada la función de comprobar la situación tributaria de los distintos sujetos pasivos o demás obligados tributarios con el fin de verificar el exacto cumplimiento de sus obligaciones y deberes para con la Hacienda Foral, procediendo, en su caso, a la regularización correspondiente.

Pero además de la función típica de la Inspección tributaria de comprobación de la situación tributaria, también tiene atribuidas determinadas actuaciones de comprobación formal y de comprobación de valores.

Además de los artículos contenidos en el Capíitulo IV del Título III de la NFGT 6/2005 de Álava, las actuaciones y procedimientos de la Inspección tributaria se regulan en el Reglamento de Inspección que sirve de desarrollo normativo de los anteriormente citados.

El referido desarrollos reglamentario se contiene en el Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, que aprueba el Reglamento de Inspección de los Tributos.







Funciones de la Inspección tributaria. NFGT. Álava 


 El artículo 135 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGT de Álava) establece las funciones que puede desarrollar el personal integrado en la Inspección tributaria.


	
a. La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración. Las potestades de investigación y de comprobación se regulan con carácter genérico en el artículo 111 de la NFGT 6/2005 de Álava en el que se establece que la Administración tributaria podrá comprobar e investigar los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones, valores y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria para verificar el correcto cumplimiento de las normas aplicables al efecto. Se establece expresamente que en el desarrollo de las funciones de comprobación o investigación, la Administración tributaria calificará los hechos, actos o negocios realizados por el obligado tributario con independencia de la previa calificación que éste hubiera dado a los mismos. Al referirse a la Administración Tributaria se está otorgando también esta potestad de calificación a los órganos de gestión tributaria. 



	
b. La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones y autoliquidaciones presentadas por los obligados tributarios. 

	
c. La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas con la aplicación de los tributos, de acuerdo con lo establecido en los artículos 90 y 91 de la NFGT de Álava. 

	
d. La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, bienes, patrimonios, empresas y demás elementos, cuando sea necesaria para la determinación de las obligaciones tributarias, siendo de aplicación lo dispuesto en los artículos 128 y 129 de la NFGT de Álava. Las actuaciones de valoración realizadas por la Inspección tributaria tienen su desarrollo reglamentario en los artículos 51 y 52 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 

Véase comentario relativo a las clases de procedimientos y actuaciones que pueden llevar a cabo los órganos de la inspeción tributaria. 



	
e. La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de beneficios o incentivos fiscales y devoluciones tributarias, así como de la concurrencia de las condiciones precisas para la aplicación de regímenes tributarios especiales. 

	
f. La información a los obligados tributarios con motivo de las actuaciones inspectoras sobre sus derechos y obligaciones tributarias y la forma en que deben cumplir estas últimas. 

	
g. La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus procedimientos de comprobación e investigación y de regularización sin presencia del obligado tributario. 

	
h. El asesoramiento e informe a otros órganos de la Administración pública. La misma competencia para la emisión de este informe para aplicar la cláusula antielusión se asigna a la Inspección tributaria en Álava, en virtud de lo establecido en los apartados 1 y 2 del artículo 163 de la NFGT. 



	
i. La realización de las intervenciones tributarias de carácter permanente o no permanente, que se regirán por lo dispuesto en su normativa específica, añadiéndose que, en defecto de regulación expresa, se regirán por las normas de el Capítulo IV del Título III de la NFGT con exclusión del artículo 146. 

	
j. Las demás que se establezcan en otras disposiciones o se le encomienden por las autoridades competentes. 

	
k. En la NFGT de Álava se añade como una de las funciones de la inspección tributaria la realización de actuaciones de comprobación limitada. 








Atribución de funciones inspectoras.NFGT. Álava. 


 A.  Sistema tributario de los Territorios Históricos.

El artículo 1 del Reglamento de Inspección de Álava establece que la Diputación Foral ejercerá sus competencias en materia de inspección tributaria en todo el territorio del Estado. No obstante, solicitará la colaboración de los órganos inspectores de la Administración correspondiente cuando deba realizar fuera del Territorio Histórico de Alava actuaciones de comprobación e investigación.

Los Reglamentos de Inspección no están haciendo en este caso más que reproducir lo establecido en el primer párrafo del artículo 45.Dos del Concierto Económico:

"Dos. Las actuaciones comprobadoras e investigadoras que, en el ámbito de las competencias atribuidas por el presente Concierto Económico a las Diputaciones Forales deban efectuarse fuera de su territorio, serán practicadas por la Inspección de los Tributos del Estado o la de las Comunidades Autónomas competentes por razón del territorio cuando se trate de tributos cedidos a las mismas, a requerimiento del órgano competente de dichas Diputaciones Forales.”

	 • La Sentencia del TS de 30-06-11 a efectos de determinar la competencia inspectora (Administración del estado-Administración foral) en un supuesto en el que la Inspección de la que dimanan las liquidaciones discutidas corresponde a ejercicios del Impuesto de Sociedades anteriores al cambio de domicilio fiscal y es una vez producido éste cuando se da inicio a la inspección de la que dimana la liquidación impugnada. El Alto Tribunal entiende que no es admisible que la única y verdadera actividad inspectora fuera la realizada por los órganos dependientes de la Administración del Estado y a que a ellos deba completa tramitación, en demérito de la facultad de la Inspección foral. Esa Inspección del Estado actuó por mera comisión para prestar auxilio extraterritorial, pero ni su actuación, basada y documentada en diligencias y luego plasmada en un informe razonado articulado en aspectos fácticos y de fundamentación jurídica, era, ni podía ser, el núcleo principal de la actividad inspectora, ni desplazaba a los órganos forales competentes. Simplemente se trataba de materializar y documentar los actos de obtención de datos y de contraste y valoración de los mismos, que la Administración competente, solo por razones de lugar, no estaba facultada a obtener ni exigir por sí misma, pero no niega, restringe, ni desplaza facultades de quien finalmente, y con atribuciones propias, culminó la regularización tributaria haciendo suyas las aportaciones, informaciones y datos recabados de aquella otra Administración cooperante. La Hacienda Foral inicia el procedimiento solicitando con arreglo al Concierto Económico la intervención de la Agencia Tributaria en orden a realizar actuaciones fuera del País Vasco y termina el procedimiento en base a sus propias actuaciones y las realizadas con la colaboración de la Inspección Estatal, siendo firmadas las Actas por el actuario que dirige el procedimiento, el único procedimiento, que es el iniciado por la Inspección vizcaína.


B.  Entidades Locales de los Territorios Históricos.

De acuerdo con lo establecido en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 1 del Reglamento de Inspección de los Tributos aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, dicho Reglamento será de aplicación a las Entidades Locales de Álava en los términos establecidos en la NFGT y en la normativa reguladora de las Haciendas Locales de este Territorio Histórico.

En este sentido hay que tener en cuenta que el artículo 1 de la citada NFGT establece su aplicación a las Entidades Locales.

Por otro lado, el artículo 7 del texto refundido de la Norma Foral reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de setiembre, establece que corresponde a los Municipios del Territorio Histórico de Álava, en el marco de lo establecido en la propia Norma Foral, la gestión, liquidación, inspección y recaudación de sus tributos que se realizarán, sin perjuicio de las especialidades que se establezcan en las Normas Forales reguladoras de los Impuestos Municipales y demás disposiciones dictadas para su desarrollo, de conformidad con lo prevenido en la Norma Foral General Tributaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo. Además se establece que, a través de sus ordenanzas fiscales, los Municipios del Territorio Histórico de Álava podrán adoptar la normativa anteriormente referida al régimen de organización y funcionamiento interno propio de cada uno de ellos, sin que tal adaptación pueda contravenir el contenido material de dicha normativa.






La inspección tributaria.Personal inspector.NFGT. Álava 


 Examinaremos a continuación la regulación que se establece en el Reglamento de Inspección de los tributos de Álava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio en relación con los funcionarios que tienen la consideración de personal inspector.

El artículo 2 del Reglamento de Inspección establece que en el ámbito de la Diputación Foral de Álava tienen consideración de personal inspector los funcionarios que, destinados en el Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, ocupen los puestos de:


	
— Inspectoras o inspectores de Tributos. 

	
— Inspectoras o inspectores Auxiliares de Tributos. 

	
— Agentes Tributarios. 



También tendrán la consideración de personal inspector las personas funcionarias adscritas al Servicio de Inspección de Tributos en puestos de técnicas informáticas o técnicos informáticos, así como las técnicas y los técnicos superiores, medios, informáticos e informáticas y otras personas funcionarias que participen en las distintas actuaciones y procedimientos de inspección para los que hayan sido designadas, pudiendo desempeñar tareas auxiliares, complementarias y, en general, de captación y tratamiento de la información.

Además, se establece que las actuaciones meramente preparatorias o de comprobación o toma de datos o prueba de hechos o circunstancias con trascendencia tributaria, podrán encomendarse a personas que no ostenten la condición de funcionarios.

A los efectos de lo dispuesto en el Reglamento se entenderá por actuario el funcionario o empleado de la Administración tributaria que, teniendo la condición de personal inspector, esté encargado de la actuación o tramitación del procedimiento o participe en el mismo.







Facultades de la inspección de los tributos




Examen de la documentación del interesado en las actuaciones inspectoras. NFGT. Álava


 a.  Examen de documentos.

El apartado 1 del artículo 136 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con trascendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias.

b.  Medios utilizados.

El artículo 5.1 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 establece que para el desarrollo de los procedimientos y actuaciones de inspección, los actuarios podrán utilizar los medios que consideren convenientes, entre los que podrán figurar los siguientes:


	
1. Declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos o solicitudes presentadas por los obligados tributarios relativas a cualquier tributo. 

	
2. Contabilidad del obligado tributario comprendiendo tanto los registros y soportes contables como los justificantes de las anotaciones realizadas y las hojas previas o accesorias de dichas anotaciones, así como los contratos y documentos con transcendencia tributaria. Los estados contables deberán ir acompañados de los desgloses y comentarios precisos para la adecuada comprensión de la información financiera. 

	
3. Datos o antecedentes obtenidos directa o indirectamente de otras personas o entidades y que afecten al obligado tributario. 

	
4. Datos o informes obtenidos como consecuencia del deber de colaboración y de las denuncias públicas, atendiendo, en este último caso, a lo dispuesto en el artículo 100 de la NFGT 6/2005 de Álava. 

	
5. Información obtenida de otros órganos u organismos administrativos. 

	
6. Cuantos, datos informes y antecedentes puedan procurarse legalmente. 



c.  Datos archivados en soportes informáticos.

El artículo 5.2 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 establece que los actuarios podrán analizar directamente la documentación y los demás elementos objeto de examen, solicitando en su caso, la visualización en pantalla o la impresión en los correspondientes listados de datos archivados en soportes informáticos. 

Asimismo, podrán tomar nota de los apuntes contables y demás datos que se estimen precisos y obtener copias a su cargo, en cualquier soporte a elección de los actuarios, incluso en soportes informáticos, de cualquiera de los datos o documentos a que se refiere este artículo.

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 11-05-09 en el ámbito de un procedimiento jurisdiccional encaminado a enjuiciar la adecuación a derecho de una medida cautelar de la inspección, en el caso concreto el precinto de una copia del disco duro de un ordenador, considera que se ha producido la vulneración del derecho a la intimidad en su faceta de derecho a al inviolabilidad domiciliaria. El Tribunal entiende que si la cautela, si el acceso a los elementos de prueba se ha originado lesionando Derechos Fundamentales no podrá autorizarse la retirada del precinto y así ha sido, se producirá la nulidad de las actuaciones posteriores fundadas en el resultado de tal medio de prueba. El acceso al contenido del ordenador o dispositivo externo implica la entrada en el ámbito domiciliario de la sociedad en tanto en cuanto que supone el acceso a los elementos físicos incluidos en el reducto de privacidad de aquella. Se produce en la actuación de la cautela, una clara intromisión en el ámbito domiciliario de la sociedad, sin la presencia del obligado tributario, sin su autorización, y con una importante oposición de la empleada. La Inspección debió, ante tal oposición, recabar la correspondiente autorización judicial.


d.  Aportación de otros datos.

El artículo 5.3 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 establece que cuando el actuario requiera al obligado tributario para que aporte datos, informes u otros antecedentes que no resulten de la documentación que ha de hallarse a disposición de la Administración tributaria ni de los justificantes o de los hechos o circunstancias consignadas en sus declaraciones, se le concederá un plazo no inferior a diez días para cumplir con su deber de colaboración, excepto que ya haya sido requerido anteriormente dentro del mismo procedimiento de inspección para la aportación de los mismos, en cuyo caso se podrá exigir el cumplimiento en un plazo inferior.







Entrada y reconocimiento de fincas en el procedimiento de inspección.NFGT. Álava. 


 A.  Fincas en las que se desarrollen actividades sometidas a gravamen.

a.  Regla general.

El apartado 2 del artículo 136 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que desarrollen funciones de inspección de los tributos podrán entrar, en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Esta disposición es objeto de desarrollo en el apartado 1 del artículo 6 del Reglamento de Inspección de Álava (aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio) en el que se establece que los actuarios podrán entrar en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación o bien se produzcan hechos imponibles o exista alguna prueba de los mismos, siempre que lo juzguen conveniente para la práctica de cualesquiera actuaciones, y en particular, para reconocer los bienes, despachos, instalaciones o explotaciones del interesado, practicando cuantas actuaciones probatorias conexas sean necesarias.

b.  Entradas que necesitan autorización de otros órganos.

No obstante lo anterior y, aún tratándose de fincas en las que no se desarrollen actividades de naturaleza empresarial o profesional, si la persona bajo cuya custodia se encontraren los locales se opusiera a la entrada de los funcionarios de la inspección de los tributos, se precisará la autorización escrita del Director de Hacienda.

Así se establece en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 136 de la NFGT 6/2005 de Álava y en el art. 6.3 del Reglamento, aprobado por DF 41/2006, de 6 de junio.

El apartado 2 del artículo 6 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 establece que se considerará que el interesado o el encargado de la custodia de las fincas prestan su conformidad a la entrada o reconocimiento cuando ejecuten los actos normalmente necesarios que de ellos dependan para que aquellas operaciones puedan llevarse a cabo.

En definitiva el Reglamento está refiriéndose a una autorización tácita para la entrada en los locales del obligado tributario, que se produce en tanto no exista una oposición expresa a la entrada y se desarrollen los actos normales y necesarios para que pueda accederse a los locales.

Ahora bien, en el Reglamento de Alava se excluye de forma expresa esta autorización tácita cuando se trata de entrada en el domicilio constitucionalmente protegido, así se dice en el segundo párrafo del apartado 5 del artículo 6 que cuando la entrada y reconocimiento se refieran a un domicilio constitucionalmente protegido, se solicitará al obligado tributario el consentimiento expreso para el acceso, advirtiéndole de sus derechos, de lo que se dejará constancia en diligencia.

Por otro lado, el apartado 2 del artículo 6 del Reglamentos de Inspección de Álava de 2006 establece que los interesados deberán permitir el acceso de los actuarios a sus oficinas donde hayan de tener a disposición de la Administración tributaria su contabilidad y demás documentos y justificantes concernientes a su negocio durante la jornada laboral aprobada para cada empresa.

c.  Medidas cautelares.

En el apartado 2 del artículo 6 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 se establece que cuando el interesado se opusiese a la entrada de los actuarios en los locales, estos podrán, en todo caso, adoptar las medidas cautelares que procedan. 

El artículo 143 de la NFGT 6/2005 de Álava al regular las medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación establece que se podrán adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición. Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la información de que se trate.

Véase en este sentido el comentario relativo a las Medidas cautelares en el procedimiento de comporbación e investigación.

B.  Fincas en las que no se desarrollen actividades sometidas a gravamen.

En el apartado 2 del artículo 6 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 se establece que se precisará autorización del Director General de Hacienda, cuando la entrada y reconocimiento se intenten respecto de fincas o lugares donde no se desarrollen actividades de naturaleza empresarial o profesional.

Además, hay que tener en cuenta que en el apartado 2 del artículo 6 del Reglamento de Inspección de Álava se establece que cuando el interesado se opusiese a la entrada de los actuarios en los locales, éstos podrán, en todo caso, adoptar las medidas cautelares que procedan. 

El artículo 143 de la NFGT 6/2005 de Álava al regular las medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación establece que se podrán adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición. Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la información de que se trate.

Véase en este sentido el comentario relativo a las Medidas cautelares en el procedimiento de comporbación e investigación.

C.  Domicilio constitucionalmente protegido.

El artículo 6.4 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 establece que cuando la entrada y reconocimiento de locales se refieran al domicilio constitucionalmente protegido de un obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 109 de la NFGT 6/2005 de Álava.

En el artículo 136 de la NFGT, también se hace referencia a la entrada en un domicilio constitucionalmente protegido. El párrafo tercero del artículo 136.2, establece que cuando para el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 109 de la NFGT. La solicitud de autorización judicial requerirá incorporar el acuerdo de entrada a que se refiere el mencionado artículo, suscrito por la autoridad administrativa que reglamentariamente se determine.

En este sentido, el citado artículo 109 establece que cuando en los procedimientos de aplicación de los tributos sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido de un obligado tributario o efectuar registros en el mismo, la Administración tributaria deberá obtener el consentimiento de aquél o la oportuna autorización judicial.

A tal efecto, se cursará la petición del mandamiento a la Autoridad Judicial correspondiente por parte del Director General de Hacienda, al que se remitirá informe motivado por parte de los actuarios con el visto bueno del Inspector-Jefe.

Además, el citado artículo 109 incluye otros dos párrafos en los que se establecen las condiciones en las que debe producirse la autorización judicial de entrada al domicilio, que, sin afectar al contenido del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio ni a las garantías de control judicial, clarifican el régimen de autorización judicial de entrada en el domicilio del obligado tributario que haya sido solicitada por la Administración Tributaria en el marco de una actuación o procedimiento de aplicación de los tributos, adaptando dichas actuaciones a la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo.

Así, el párrafo segundo del artículo 109 de la NFGT establece que la solicitud de autorización judicial para la ejecución del acuerdo de entrada en el mencionado domicilio deberá estar debidamente justificada y motivar la finalidad, necesidad y proporcionalidad de dicha entrada. Y el párrafo tercero del citado artículo establece que tanto la solicitud como la concesión de la autorización judicial podrán practicarse, aun con carácter previo al inicio formal del correspondiente procedimiento, siempre que el acuerdo de entrada contenga la identificación del obligado tributario, los conceptos y períodos que van a ser objeto de comprobación y se aporten al órgano judicial.

Para los supuestos en los que exista consentimiento del afectado para la entrada en el domicilio constitucionalmente protegido, en el apartado 5 del artículo 6 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 se establece que si se produce la revocación del consentimiento del obligado tributario para la permanencia en los lugares en los que se estén desarrollando las actuaciones, los actuarios, antes de la finalización de éstas, podrán adoptar las medidas cautelares reguladas en el artículo 143 de la NFGT 6/2005 de Álava.

El artículo 143 de la NFGT de Álava al regular las medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación establece que se podrán adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición. Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la información de que se trate.

Véase en este sentido el comentario relativo a los tipos de medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación

a.  Domicilio de personas físicas.

La inviolabilidad del domicilio de personas físicas no plantea mayor problema, considerado este como el ámbito de privacidad en el que se desarrolla una parte de la vida personal.

Ya la Sentencia del Tribunal Constitucional 22/1984, de 17 de febrero establecía el concepto constitucional de domicilio en los siguientes términos:

	“La inviolabilidad del domicilio, que constituye un auténtico derecho fundamental de la persona, establecido, según hemos dicho, para garantizar el ámbito de privacidad de ésta, dentro del espacio limitado que la propia persona elige y que tiene que caracterizarse precisamente por quedar exento o inmune a las invasiones o agresiones exteriores, de otras personas o de la autoridad pública. Como se ha dicho acertadamente, el domicilio inviolable es un espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima. Por ello, a través de este derecho no sólo es objeto de protección el espacio físico en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de emanación de la persona y de esfera privada de ella. Interpretada en este sentido, la regla de la inviolabilidad del domicilio es de contenido amplio e impone una extensa serie de garantías y de facultades, en las que se comprenden las de vedar toda clase de invasiones incluidas las que puedan realizarse sin penetración directa por medio de aparatos mecánicos, electrónicos u otros análogos.”




b.  Domicilio de personas jurídicas.

Sobre la aplicación a las personas jurídicas del derecho constitucional a la inviolabilidad del domicilio lo primero que es necesario aclarar es el distinto carácter y contenido del derecho a la inviolabilidad de domicilio, en el caso de las personas físicas y jurídicas.

La titularidad de las personas jurídicas de un derecho a la inviolabilidad del domicilio fue reconocida en la Sentencia del TC 137/1985, de 17 de octubre en la que se establece que la CE no “lo circunscribe a las personas físicas, siendo pues extensivo o predicable igualmente en cuanto a las personas jurídicas, del mismo modo que este Tribunal ha tenido ya ocasión de pronunciarse respecto de otros derechos fundamentales, como pueden ser los fijados en el artículo 24 CE”.

Posteriormente, la Sentencia del TC 69/1999, de 26 de abril vino a matizar este reconocimiento al establecer limites al derecho de las personas jurídicas a la inviolabilidad del domicilio estableciendo lo siguiente:

	“...la protección constitucional del domicilio de las personas jurídicas y, en lo que aquí importa, de las sociedades mercantiles, sólo se extiende a los espacios físicos que son indispensables para que puedan desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su establecimiento que quedan reservados al conocimiento de terceros. “




De esta forma, el TC adopta respecto a la titularidad de las personas jurídicas de un derecho a la inviolabilidad del domicilio una posición matizada, que tiene que ver con la tesis de los derechos fundamentales debilitados, que permite reconocer la protección del domicilio de las personas jurídicas, pero marcando las diferencias con la protección de las personas físicas. En este sentido la STC 69/1999 antes citada establece que:

	“...ciertamente, la exigencia constitucional de protección no será la misma para un registro en un domicilio personal y familiar cuyo objeto sea la búsqueda de sustancias de tráfico ilícito, que la simple entrada en local al menos parcialmente abierto al público para proceder al precinto de equipos radioelectrónicos perfectamente identificados. Ni la intensidad de la medida aflictiva ni la radicalidad del derecho a proteger pueden, pues, ser ajenos a la resolución del presente supuesto.”




Esta línea de protección parcial del derecho de las personas jurídicas a la inviolabilidad del domicilio se resume claramente en el Auto del Tribunal Supremo de 15 de marzo de 2007 en que se establece lo siguiente:

	
“Respecto de los establecimientos abiertos al público, ha señalado la doctrina de esta Sala: "el concepto constitucional del domicilio no coincide con el que se utiliza en materia de derecho privado (artículo 40 CC) o jurídico-administrativo. Añadiéndose, en una delimitación negativa del mismo, que "ni el carácter cerrado del espacio ni el poder de disposición que sobre el mismo tenga su titular determinan que estemos ante el domicilio constitucionalmente protegido. Y, en sentido inverso, que tampoco la falta de habitualidad en el uso o disfrute impide en todo caso la calificación del espacio como domicilio", habiéndose declarado por el Tribunal Constitucional que "la garantía constitucional de su inviolabilidad, no es extensible a "aquellos lugares cerrados que, por su afectación -como ocurre con los almacenes, las fábricas, las oficinas y los locales comerciales- tengan un destino o sirvan a cometidos incompatibles con la idea de privacidad". En concreto, el Tribunal Constitucional no ha considerado domicilio los locales destinados a almacenes de mercancías (STC. 228/97), un bar y un almacén (STC. 283/00), unas oficinas de una empresa (ATC 171/1989) o los locales abiertos al público o de negocios (ATC. 58/92), entre otros..." (STS de 16 de abril de 2004).

Conforme a lo anterior, no era precisa la habilitación judicial mediante auto, al tratarse de un establecimiento público, en el que el acusado no tenía su vivienda ni existían razones que avalaran la idea de privacidad.”





De lo anterior se deduce que será preciso determinar en cada caso cuando nos encontramos ante locales de la persona jurídica que constituyan el centro de dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o que sirvan a la custodia de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad, en cuyo caso serán objeto de la protección que otorga el 5, o si estamos ante locales abiertos al público que no tendrán dicha protección.

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 11-05-09 en el ámbito de un procedimiento jurisdiccional encaminado a enjuiciar la adecuación a derecho de una medida cautelar de la inspección, en el caso concreto el precinto de una copia del disco duro de un ordenador, considera que se ha producido la vulneración del derecho a la intimidad en su faceta de derecho a al inviolabilidad domiciliaria. El Tribunal entiende que si la cautela, si el acceso a los elementos de prueba se ha originado lesionando Derechos Fundamentales no podrá autorizarse la retirada del precinto y así ha sido, se producirá la nulidad de las actuaciones posteriores fundadas en el resultado de tal medio de prueba. El acceso al contenido del ordenador o dispositivo externo implica la entrada en el ámbito domiciliario de la sociedad en tanto en cuanto que supone el acceso a los elementos físicos incluidos en el reducto de privacidad de aquella. Se produce en la actuación de la cautela, una clara intromisión en el ámbito domiciliario de la sociedad, sin la presencia del obligado tributario, sin su autorización, y con una importante oposición de la empleada. La Inspección debió, ante tal oposición, recabar la correspondiente autorización judicial.







Facultades de la Inspección diferentes a las del examen de la documentación y entrada y reconocimiento de fincas. NFGT. Álava


 a.  Entrada en puertos, estaciones, aeropuertos, mercados, lonjas, ...

En los puertos, estaciones de ferrocarril y de transportes terrestres y en los aeropuertos, en los mercados centrales, mataderos, lonjas y lugares de naturaleza análoga, se permitirá libremente la entrada de los actuarios a sus estaciones, muelles y oficinas para la toma de datos de facturaciones, entradas y salidas.

Los actuarios podrán requerir a los empleados para que certifiquen la exactitud de los datos y antecedentes tomados. Así se establece en el artículo artículo 7.1 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

b.  Otras facultades

Los actuarios están asimismo facultados para:


	
1. Realizar mediciones o tomar muestras. Podrán realizar mediciones o tomar muestras, así como obtener fotografías, croquis o planos. Estas operaciones podrán ser realizadas por el propio actuario o por persona o personas designadas por la Administración tributaria. 



	
2. Recabar el dictamen de Peritos. Podrán recabar el dictamen de peritos, pudiendo prestar sus servicios a estos efectos los actuarios que tengan titulación suficiente y adecuada al objeto de la pericia. 



	
3. Exigir la exhibición de objetos. Podrán exigir la exhibición de objetos determinantes de la exacción de un tributo. 



	
4. Verificar los sistemas de control interno de la Empresa. Podrán verificar los sistemas de control interno de la Empresa en cuanto pueda facilitar la comprobación de la situación tributaria del interesado. 



	
5. Recabar información de los trabajadores. Podrán recabar información de los trabajadores o empleados del obligado tributario sobre cuestiones relativas a las actividades laborales que desempeñen para el mismo. 



	
6. Verificar los sistemas informáticos. Podrán verificar y analizar los sistemas y equipos informáticos mediante los que se lleve a cabo, total o parcialmente, la gestión de la actividad económica. 



	
7. Requerir al interesado la traducción de documentos. Podrán requerir al interesado la traducción de cualesquiera documentos con trascendencia probatoria a efectos tributarios redactados en una lengua no oficial en el Territorio Histórico. 

Asimismo, podrán requerir cuanta información sea necesaria para decodificar los datos de interés inspector registrados en sus sistemas informáticos y las claves de acceso a los sistemas o archivos informáticos especialmente protegidos con clave o cifrados. Así se establece en el artículo 7.2 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio. 










Consideración del personal inspector. NFGT. Álava. 


 De acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 136 de la NFGT 6/2005 de Álava los funcionarios que desempeñen funciones de inspección serán considerados agentes de la autoridad y deberán acreditar su condición, si son requeridos para ello. Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios para el ejercicio de las funciones de inspección.

Por otro lado, el artículo 3 del Reglamentos de Inspección de Álava de 2006 establece que se proveerá al personal inspector de un carnet u otra identificación que les acredite para el desempeño de su propia función. 

Cuando el personal inspector actúe fuera de las oficinas públicas deberá acreditar su condición, si es requerido para ello.

El personal inspector no estará obligado a declarar como testigo en los procedimientos civiles ni en los penales, por delitos que sean perseguibles únicamente a instancia de la persona agraviada, cuando no pudiera hacerlo sin violar los deberes de secreto o sigilo que esté obligado a guardar.






Intervención de los obligados en el procedimiento de inspección. NFGT. Álava 


 A.  Obligación de atender a la Inspección tributaria

a.  Regla general

De acuerdo con lo establecido en el apartado 3 del artículo 136 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGT de Alava)  el obligado tributario que hubiera sido requerido por la inspección deberá personarse, por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de la inspección la documentación y demás elementos solicitados.

El Reglamento de Inspección de Alava 2006 (artículo 8.3) establece que cuando el personal inspector se persone sin previa comunicación en el lugar donde deban practicarse las actuaciones, el obligado tributario o su representante deberán atenderles si estuviesen presentes. En su defecto, deberá colaborar en las actuaciones cualquiera de las personas encargadas o responsables de tales lugares, sin perjuicio de que en el mismo momento y lugar se pueda requerir la continuación de las actuaciones en el plazo que se señale y adoptar las medidas cautelares que resulten procedentes.

b.  Comparecencia personal del obligado tributario

El párrafo segundo del apartado 3 del artículo 136 de la NFGT de Alava establece que excepcionalmente, y de forma motivada, la inspección podrá requerir la comparecencia personal del obligado tributario cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así lo exija.

El apartado 2 del artículo 8 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 desarrolla este aspecto estableciendo que se podrá requerir, de forma excepcional y motivada, la comparecencia personal del obligado tributario cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así lo exija. Entre otros supuestos, se entenderá que concurre esta circunstancia:


	
— Cuando la comparecencia personal sea necesaria para confirmar la veracidad o la autenticidad de documentos suscritos o emitidos por el obligado tributario. 

	
— Cuando se precise para constatar la existencia y las circunstancias en que se realizaron operaciones concretas con trascendencia tributaria relevante, en las que hubiera participado personalmente o de las que tuviera un conocimiento directo. 

	
— Cuando la actuación del representante pudiera dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones inspectoras. 

	
— Cuando las manifestaciones del representante pongan de manifiesto que desconoce las actividades del obligado tributario o que ya no le representa. 

	
— Cuando sea necesario para la comprobación del domicilio fiscal declarado por el obligado tributario.



C. Imposibilidad de comparecer

En el Reglamento de Inspección de Alava se establece que cuando el obligado tributario llamado a comparecer ante la Administración tributaria pueda alegar justa causa que le impida comparecer en el lugar, día y hora señalados por los actuarios, deberá manifestarlo así por escrito dentro de los tres días siguientes a la recepción de la notificación correspondiente o, en su caso, inmediatamente que desaparezcan las circunstancias que imposibilitaron realizar dicha manifestación en plazo, siempre antes de la fecha señalada. 

Suspendida, en su caso, la práctica de las actuaciones, se señalará nueva fecha para la comparecencia.

B.  Actuación por medio de representante

El artículo 44 de la NFGT de Alava establece que tendrán capacidad de obrar en el orden tributario además de las personas que la tengan conforme a Derecho, los menores de edad y los incapacitados en las relaciones tributarias derivadas de las actividades cuyo ejercicio les esté permitido por el ordenamiento jurídico sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela, curatela o defensa judicial. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos e intereses de que se trate.

Por las personas que carezcan de capacidad de obrar actuarán sus representantes legales.

Además de las normas generales de representación contenidas en los artículos 44 y 45 de la NFGT (Véanse comentario relativo a la representación legal:incapaces, personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica y comentario relativo la representación voluntaria), el Reglamento de Inspección contiene normas especiales sobre la representación aplicables al procedimiento inspector.

a.  Representación legal

El artículo 9 del Reglamento de Inspección de Alava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio establece como regla general que por las personas que carezcan de capacidad de obrar suficiente para actuar en los procedimientos de inspección, deberán actuar sus representantes legales.

Además, se concreta la representación legal ante la Inspección tributaria en diferentes supuestos:


	
1. Representación de las personas jurídicas. Quienes hubieren ocupado los órganos a quienes corresponda la representación de las personas jurídicas cuando se devengaron o debieron haberse cumplido las correspondientes obligaciones o deberes, y no lo hicieran en el momento de realizarse las actuaciones inspectoras, deberán atender los requerimientos de los actuarios, actuando en su propio nombre, sin vincular a la entidad, si fuese conveniente para facilitar el desarrollo de las mismas. 



	
2. Representación de las sociedades disueltas y liquidadas. Disuelta y liquidada una sociedad o entidad, incumbe a los liquidadores comparecer ante la Administración tributaria si son requeridos para ello en cuanto representantes que fueron de la entidad y encargados de la custodia, en su caso, de los libros y la documentación de la misma. 

Si los libros y la documentación se hallasen depositados en un registro público, los actuarios podrán examinarlos en dicho registro, exigiendo si fuera precisa la presencia de los liquidadores. 





b.  Representación voluntaria

El artículo 46.1 de la NFGT de Alava establece que los obligados tributarios con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, salvo que se haga manifestación expresa en contrario. 

La NFGT al igual que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las administraciones Públicas, distingue a efectos de la representación entre actuaciones que requieran una acreditación formal de la representación (interponer recursos o reclamaciones, desistir de ellos, renunciar a derechos, asumir o reconocer obligaciones en nombre del sujeto pasivo y solicitar devoluciones o reembolsos) y actuaciones de mero trámite para las cuales la representación se presume concedida a quien acude a realizar el acto en nombre de otro (por ejemplo, entregar un documento solicitado).

En este sentido habrá que considerar que la actuación del obligado tributario en un procedimiento de inspección por medio de representante será una de las actuaciones que requieren una acreditación formal de la representación.

El artículo 10 del Reglamento de Inspección de Alava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, establece en cuanto a la representación en un procedimiento de inspección las siguientes especialidades:


	
1. Constancia de la actuación por representante. Cuando actúe en los procedimientos de inspección persona distinta del obligado tributario o su representante legal, se hará constar expresamente esta circunstancia en cuantas diligencias o actas se extiendan, uniéndose al expediente, en su caso, el documento acreditativo del poder otorgado. 

Si la representación se hubiese otorgado mediante documento público bastará la referencia al mismo, uniéndose el expediente copia simple o fotocopia con diligencia de cotejo realizada por el actuario. 



	
2. Momento de la acreditación de la representación. Actuando el obligado tributario en un procedimiento de inspección por medio de representante, si fuese preciso deberá éste acreditar su representación desde el primer momento. 

Si no lo hiciere así, los actuarios le requerirán para que acompañe el documento correspondiente en la siguiente comparecencia de inspección o, en todo caso, dentro del plazo de diez días. 

Si el representante no acreditare entonces su representación, los actuarios podrán suspender las actuaciones haciéndolo constar en diligencia, en el caso de que carezca de valor la práctica de las mismas con aquél. En tal caso, se tendrá al obligado tributario por no personado a cuantos efectos procedan. 

	
♦ En la Resolución del OJA de Alava de 27-02-09 se establece la ineficacia de unas actuaciones desarrolladas con quien no ha acreditado su facultad para representar a la empresa. Ni cuando concluyeron las actuaciones inspectoras, ni cuando se notificaron las liquidaciones se había subsanado el defecto invalidante. De la citación para inicio de actuaciones se pasó directamente al acta de disconformidad. Indefensión de la empresa inspeccionada. Privación para alegar y justificar sus derechos e intereses. 




	
3. Efectos de la representación. Las manifestaciones hechas por personas que hayan comparecido sin poder suficiente tendrán el valor probatorio que proceda con arreglo a Derecho. 

Acreditada o presumida la representación, corresponde al representado probar la inexistencia o revocación de poder suficiente otorgado por su parte, sin que pueda alegar como fundamento de la nulidad de lo actuado aquellos vicios o defectos que hubiera causado. 



	
4. Subsanación de la falta de poder. Se entenderán subsanadas inmediatamente la falta o insuficiencia del poder del representante con el que se hubiesen practicado las actuaciones precedentes si el obligado tributario impugna los actos derivados de las diligencias, informes o actas de inspección sin invocar tales circunstancias o ingresa el importe de la deuda tributaria liquidada. 



	
5. Exigencia de acreditación a los representantes. Los actuarios podrán exigir la acreditación de la identidad, carácter y facultades de la persona o personas con cuyo concurso y asistencia se vayan a realizar las actuaciones. 

Si compareciera persona sin facultades suficientes para intervenir en las actuaciones, el actuario lo hará constar y considerará al obligado tributario como no personado, pudiendo no obstante entregar al compareciente requerimiento al efecto o exigir inmediatamente, si procediere, la presencia de persona adecuada. 











SubSección 2ª. Documentación de las actuaciones de la inspección

Documentación de las actuaciones de la inspección




Normas generales de la documentación de las actuaciones de inspección. NFGT. Álava


 En el apartado 1 del artículo 137 de la NFGT de 6/2005 Álava se establece que las actuaciones de la inspección de los tributos se documentarán en:


	
1. Comunicaciones 

	
2. Diligencias 

	
3. Informes y 

	
4. Actas. 



Si tenemos en cuenta que el artículo 95.8 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actuaciones de la Administración tributaria en los procedimientos de aplicación de los tributos se documentarán en comunicaciones, diligencias, informes y otros documentos previstos en la normativa específica de cada procedimiento, solo las actas son documentos específicos del procedimiento de Inspección, puesto que las comunicaciones, diligencias e informes son documentos comunes a todos los procedimientos tributarios.

Las actas, como documentos específicos emitidos por la inspección tributaria son los únicos documentos que exige la normativa que estén redactados en los modelos oficiales aprobados por Orden Foral del Diputado de Hacienda y Finanzas. El resto de la documentación inspectora (informes, diligencias, comunicaciones) no tiene modelo oficialmente aprobado.

En relación con las normas desarrollo, el artículo 11 del Reglamento de Inspección de Álava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio establece que los referidos documentos serán de obligada formalización por la Administración tributaria en los términos que se establecen en el propio Reglamento.







Documentación de las actuaciones de inspección. Comunicaciones.NFGT. Álava. 


 En el apartado 8 del artículo 95 de la NFGT 6/2005 de Álava se contiene el concepto general de las comunicaciones en relación con cualquiera de los procedimientos de aplicación de los tributos que pueda llevar a cabo la Administración tributaria, estableciendo que las comunicaciones son los documentos a través de los cuales la Administración notifica al obligado tributario el inicio del procedimiento u otros hechos o circunstancias relativos al mismo o efectúa los requerimientos que sean necesarios a cualquier persona o entidad. Las comunicaciones podrán incorporarse al contenido de las diligencias que se extiendan.

En el Reglamento de Inspección se especifican los elementos de las comunicaciones que son peculiares en los procedimientos inspectores y que son objeto de enumeración en el artículo 12 del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 

a.  Contenido.

En las comunicaciones que se extiendan en los procedimientos y actuaciones de inspección, se harán constar los siguientes extremos:


	
1. El lugar y la fecha de su expedición. 

	
2. La identidad de la persona o entidad y el lugar a las que se dirigen. 

	
3. La identificación y la firma de los actuarios que las remitan. 

	
4. Los hechos o circunstancias que se comunican o el contenido del requerimiento que a través de la comunicación se efectúa. 



b.  Notificación de inicio de procedimiento.

Cuando la comunicación sirva para notificar al interesado el inicio de un procedimiento o de actuaciones de inspección, se hará constar en ella la interrupción del cómputo del plazo de prescripción que su notificación, en su caso, suponga, así como la especificación del tipo de procedimiento o actuación de que se trate. 

c.  Extensión por duplicado.

Las comunicaciones se extenderán por duplicado, conservando la Administración tributaria un ejemplar, que se incorporará al expediente administrativo. 

d.  Notificación.

Las comunicaciones, una vez firmadas por los actuarios, se notificarán a los interesados.






Documentación de las actuaciones de inspección. Diligencias.NFGT. Álava 


 En el párrafo tercero del apartado 8 del artículo 95 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) se contiene el concepto general de las diligencias en relación con cualquiera de los procedimientos de aplicación de los tributos que pueda llevar a cabo la Administración tributaria, estableciendo que las diligencias son los documentos públicos que se extienden para hacer constar hechos, así como las manifestaciones del obligado tributario o persona con la que se entiendan las actuaciones. Las diligencias no podrán contener propuestas de liquidaciones tributarias.

Valor probatorio de las diligencias.

El artículo 103 de la NFGTA y dentro de la regulación de los medios de prueba establece que las diligencias extendidas en el curso de las actuaciones y los procedimientos tributarios tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario. Los hechos contenidos en las diligencias y aceptados por el obligado tributario objeto del procedimiento, así como sus manifestaciones, se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse por éstos mediante prueba de que incurrieron en error de hecho.

Las diligencias no pueden ser objeto de recurso independiente ya que constituyen un acto de trámite. Al no decidir directa ni indirectamente en el fondo del asunto, ni poner fin a la vía de gestión, la diligencia de constancia de hechos no es susceptible de impugnación, con independencia de que su contenido pueda ser objeto de controversia como consecuencia de la interposición de recurso contra el acto administrativo que ponga fin al procedimiento del que aquella forma parte.

En los artículos 13 y 14 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, se especifican los elementos de las diligencias que son peculiares en los procedimientos inspectores y que son objeto de enumeración a continuación:


	
a. Concepto. Las diligencias, sin perjuicio de lo dispuesto en la NFGTA podrán ser documentos preparatorios de las actas o informes que pongan fin al procedimiento, o bien servir para constancia de aquellos hechos o circunstancias determinantes de la iniciación de un procedimiento diferente, incorporándose en documento independiente la propuesta de los actuarios con este fin. 



	
b. Extensión por duplicado. Las diligencias se extenderán por duplicado, entregándose siempre un ejemplar de las mismas a la persona con la que se entiendan las actuaciones. 

Cuando dicha persona se negase a recibir la diligencia o a firmarla, o no pudiese o supiese hacerlo, se hará constar así en la misma, sin perjuicio de la entrega del ejemplar correspondiente. Cuando se niegue a firmar la diligencia o a recibirla se considerará rechazada a efectos de lo dispuesto en el artículo 107.2 de la NFGT 6/2005 de Álava. 

Cuando la naturaleza de las actuaciones o procedimientos de inspección, cuyo resultado se refleje en una diligencia, no requiera la presencia de la persona con la que se entiendan tales actuaciones, la diligencia será firmada únicamente por los actuarios y se remitirá un ejemplar de la misma al interesado. 

En el texto del Reglamento (artículo 8.1) se añade que las diligencias podrán suscribirse mediante firma manuscrita o mediante firma electrónica. En el caso de diligencias que se suscriban mediante firma electrónica, la entrega del ejemplar se podrá sustituir por la entrega de los datos necesarios para su acceso por medios electrónicos adecuados.

Además se establece que para el supuesto en el que la naturaleza de las actuaciones o procedimientos de inspección cuyo resultado se refleje en una diligencia no requiera la presencia de la persona con la que se entiendan tales actuaciones, la diligencia será firmada únicamente por las actuarias y los actuarios y de la misma se remitirá un ejemplar a la o al obligado tributario o se le pondrá de manifiesto en el correspondiente trámite de audiencia o alegaciones. 



	
c. Contenido. En las diligencias de inspección se hará constar: 


	
— El lugar y la fecha de su expedición. 

	
— La identificación de los actuarios que la suscriban. 

	
— El nombre y apellidos, número de identificación fiscal y la firma, en su caso, de la persona con la que se entiendan las actuaciones, así como el carácter o representación con que interviene. 

	
— El nombre y apellidos o la razón y denominación social completa, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario a quien se refieran las actuaciones. 

	
— Los hechos o circunstancias que constituyen el contenido propio de la diligencia. 

	
— Las alegaciones o manifestaciones con relevancia tributaria realizadas, en su caso, por el obligado tributario. 

	
— Procedimiento o actuación en cuyo curso se expide. Las diligencias contendrán los elementos de los hechos imponibles o de su valoración y los demás que determinen la cuantía de las deudas tributarias que, no debiendo generar liquidación tributaria alguna en el curso de las correspondientes actuaciones o procedimientos, sea conveniente documentar para su incorporación para el respectivo expediente administrativo. 

Las diligencias recogerán, asimismo, los resultados de las actuaciones de obtención de información. 







	
d. Actuaciones a reflejar en diligencias. En particular, se harán constar en diligencia para permitir la incoación del correspondiente procedimiento administrativo: 


	
1. Las acciones u omisiones constitutivas de infracciones tributarias, cuando los actuarios no sean competentes para la instrucción del correspondiente procedimiento sancionador. 

	
2. Los hechos que conozca la Administración tributaria, a través de cualesquiera de sus órganos, y sean de transcendencia para otras Administraciones Públicas. 

	
3. Los hechos y circunstancias que permitan la incoación del procedimiento de revisión a que se refiere el artículo 226 de la NFGT 6/2005 de Álava. 

	
4. Los hechos determinantes de la incoación de un expediente de comprobación de domicilio fiscal. 

	
5. Las acciones u omisiones que pudieran ser constitutivas de delitos no perseguibles únicamente a instancia de la persona agraviada. 

	
6. La adopción de medidas cautelares en el curso de un procedimiento de inspección, así como la descripción de éstas. 

	
7. La identificación de quienes puedan ser responsables solidarios o subsidiarios de la deuda así como las circunstancias y antecedentes que pudieran ser determinantes de la responsabilidad. 

	
8. El resultado de las actuaciones de comprobación realizadas con entidades dependientes integradas en un grupo que tribute en régimen de consolidación fiscal en el Impuesto sobre Sociedades o en el régimen de grupo de entidades en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 












Documentación de las actuaciones de inspección. Informes.NFGT. Álava 


 En el párrafo cuarto del apartado 8 del artículo 95 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGT) se contiene el planteamiento general de cuando los órganos de la Administración tributaria emitirán informes en relación con cualquiera de los procedimientos de aplicación de los tributos que pueda llevar a cabo la Administración tributaria, estableciendo que los órganos de la Administración tributaria emitirán, de oficio o a petición de terceros, los informes que sean preceptivos conforme al ordenamiento jurídico, los que soliciten otros órganos y servicios de las Administraciones públicas o los poderes legislativo y judicial, en los términos previstos por la legislación vigente, y los que resulten necesarios para la aplicación de los tributos.

Por su parte, el apartado 3 del artículo 137 de la NFGT, refiriéndose concretamente al procedimiento inspector establece que las conclusiones alcanzadas en el transcurso de los correspondientes procedimientos de inspección cuando éstos no concluyan con la formalización de un acta se documentarán en informes de inspección.

En el artículo 15 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio se especifican los supuestos concretos en los que se emitirán informes en la tramitación de los procedimientos inspectores y que son objeto de enumeración a continuación.

Sin perjuicio de lo dispuesto con carácter general en el artículo 95.8 de la NFGT anteriormente citado, los órganos con funciones de inspección deberán emitir informe:


	
a. Conclusiones en un procedimiento de comprobación restringida. Se deberá emitir informe para documentar las conclusiones de un procedimiento de comprobación restringida, según dispone el artículo 46 del propio Reglamento de Inspección de Álava de 2006. 



	
b. Conclusiones en un procedimiento de regularización sin presencia del obligado. Se deberá emitir informe para documentar las conclusiones de un procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario, según dispone el artículo 47 del propio Reglamento de Inspección de Álava de 2006. 



	
c. Para completar las actas de disconformidad. Se deberá emitir informe para completar las actas de disconformidad que se formalicen recogiendo especialmente el conjunto de hechos y los fundamentos de derecho que sustenten la propuesta de regularización contenida en ellas. 

	
♦ La Sentencia del Tribunal Supremo de 27-10-01 establece que en las actas de disconformidad, se han de reflejar en el acta los elementos esenciales del hecho imponible, de la base imponible y de las circunstancias que determinan la sujeción, con cita de los preceptos legales y reglamentarios aplicables. El informe ampliatorio debe reflejar, esencialmente, la exposición amplia de su completa fundamentación jurídica, con la cita obligada de la doctrina administrativa y de la jurisprudencial, si la hubiere. 




	
d. Régimen de estimación indirecta. Se deberá emitir informe cuando resulte aplicable el régimen de estimación indirecta de bases o cuotas tributarias o proceda la utilización de métodos indiciarios. 


	
— Las causas determinantes de la aplicación del método de estimación indirecta. 

	
— La situación de la contabilidad y registros obligatorios del obligado tributario. 

	
— La justificación de los medios elegidos para la determinación de las bases, rendimientos o cuotas. 

	
— Los cálculos y estimaciones efectuados en virtud de los medios elegidos. 





	
e. Cláusula antielusión. Se deberá emitir informe para recoger los hechos, circunstancias y elementos necesarios para iniciar el procedimiento para la aplicación de la cláusula antielusión, cuando dicho procedimiento se inicie como consecuencia de actuaciones o procedimientos de inspección o en el curso de los mismos. 



	
f. Supuestos de responsabilidad. Se deberá emitir informe para poner en conocimiento de los órganos competentes la identidad de quienes sean responsables solidarios o puedan serlo subsidiariamente de la deuda tributaria, así como las circunstancias y antecedentes determinantes de tal responsabilidad. 



	
g. Regularizaciones. Se deberá emitir informe para recoger los resultados de la comprobación de las regularizaciones o actualizaciones de balances efectuadas por los obligados tributarios. 



	
h. Actuaciones de obtención de información. Se deberá emitir informe cuando se solicite autorización para iniciar actuaciones de obtención de información cerca de personas o entidades que desarrollen actividades bancarias o crediticias y que afecten a movimientos de cuentas u operaciones. 



	
i. Actuaciones de inspección fuera de las horas de trabajo. Se deberá emitir informe cuando sea preciso solicitar autorización para desarrollar las actuaciones de inspección en días y horas diferentes a los establecidos en el artículo 141 de la NFGT de Alava. 



	
j. Incompetencia de los actuarios. Se deberá emitir informe para completar aquellas diligencias que recojan hechos que pudieran ser constitutivos de infracción tributaria, detallando las circunstancias que concurran en la misma, a efectos de aplicación de las sanciones procedentes, cuando los actuarios no sean competentes para la instrucción del correspondiente procedimiento sancionador. 



	
k. Imposición de sanciones no pecuniarias. Se deberá emitir informe para completar las diligencias que recojan hechos y circunstancias que determinasen, a juicio de los actuarios, la imposición de sanciones no pecuniarias. 



	
l. Delitos contra la Hacienda Pública. Se deberá emitir informe cuando se aprecien indicios de la comisión de delitos contra la Hacienda Pública. 



	
m. Para documentar las actuaciones de Auditoria Informática en los supuestos de colaboración y asistencia técnica previstos en el Reglamento de Inspección. 



Por otro lado, en el Reglamento de Inspección se regulan supuestos en los que, dentro de un procedimiento inspector puede emitirse informe, así se establece que:

Siempre que el actuario lo estime necesario para la aplicación de los tributos podrá emitir informe, justificando la conveniencia de hacerlo.

Asimismo, el Inspector-Jefe y el órgano competente para dictar los actos administrativos derivados del procedimiento, cuando lo juzguen conveniente para completar actuaciones inspectoras, podrán disponer que se emita informe por los actuarios o emitirlo ellos mismos a la vista del expediente.

Además, los actuarios podrán emitir informe para describir la situación de los bienes o derechos del obligado tributario al objeto de facilitar la gestión recaudatoria del cobro de las deudas tributarias.






Documentación de las actuaciones de inspección en Álava. Actas. 


 Las actas son documentos específicos del procedimiento de Inspección que se emiten por los actuarios para documentar sus actuaciones de comprobación e investigación realizadas en relación con un obligado tributario.

El apartado 2 del artículo 137 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actas son los documentos públicos que extiende la inspección de los tributos con el fin de recoger el resultado de las actuaciones inspectoras del procedimiento de comprobación e investigación, proponiendo la regularización que estime procedente de la situación tributaria del obligado tributario o declarando correcta la misma.

A.  Contenido de las actas.

Ver Comentario Relacionado.

B.  Clases de actas.

Puede hacerse la siguiente clasificación de las actas incoadas por la Inspección de los tributos:


	
a. Según su tramitación: 
	
1) Actas de conformidad. 

	
2) Actas de disconformidad. 





	
b. Según su carácter: 
	
1) Actas previas. 

	
2) Actas definitivas. 







C.  Modelos de actas

La Inspección de los Tributos extenderá sus actas en los modelos oficiales aprobados al efecto por Orden Foral del Diputado de Hacienda y Finanzas.







Valor probatorio de las actas




Naturaleza y valor probatorio de las actas de inspección.NFGT. Álava


 El apartado 1 del artículo 138 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actas extendidas por la inspección de los tributos tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

Por lo tanto, las actas en cuanto documentos públicos hacen prueba de los hechos que motivan su formalización, siempre que tales hechos resulten de la constancia personal del actuario.

El artículo 1.216 del Código Civil establece que son documentos públicos, entre otros, los autorizados por un empleado público con las solemnidades requeridas por la Ley. El artículo 1.218 del mismo Código al regular los efectos probatorios de los documentos públicos establece que los documentos públicos hacen prueba, aun contra tercero, del hecho que motiva su otorgamiento y de la fecha de éste.

Por otro lado, en relación con la normativa procesal, el artículo 317 de la Ley de Enjuiciamiento Civil conceptúa como documentos públicos, entre otros, los expedidos por funcionarios públicos legalmente facultados para dar fe en lo que se refiere al ejercicio de sus funciones.

De los artículos referidos se desprende que el carácter de documento público de las actas de la inspección se desprende, más allá de la regulación contenida en el presente artículo, de la normativa civil y procesal.

El Tribunal Constitucional en Sentencia 76/1990, de 26 de abril ha señalado en relación con el precepto existente en la NFGT anterior, de idéntica redacción al texto que es objeto del presente comentario, lo siguiente:

	“El precepto... constituye un primer medio de prueba sobre los hechos que constan en las actas y diligencias de la Inspección tributaria, cuyo valor o eficacia ha de medirse a la luz del principio de libre apreciación de la prueba. A ello debe añadirse que ese valor probatorio solo puede referirse a los hechos comprobados directamente por el funcionario, quedando fuera de su alcance las calificaciones jurídicas, los juicios de valor o las simples opiniones que los inspectores consignen en las actas y diligencias.”




No existe, por tanto, ninguna presunción de veracidad de los hechos contenidos en las actas que no hayan sido aceptados por los interesados ni consten por otros medios distintos del propio documento.

En relación con el valor de las actas de la inspección dentro del procedimiento penal, la jurisprudencia ha establecido de forma clara que en la fase de investigación sumarial, el expediente administrativo en su conjunto actúa como notitia criminis suficiente para la apertura de un proceso penal, mientras que en la fase de juicio oral, las actas tendrán el valor probatorio como prueba documental que el juez penal libremente aprecie. Así se establece, entre otras, en la Sentencia del TS de 23-12-1991 en los siguientes términos:

En el orden penal, en atención a la presunción constitucional de inocencia, a la luz de la doctrina constitucional sobre este derecho, «no es admisible que el proceso penal pueda resultar condicionado por una presunción previa derivada del procedimiento administrativo de inspección y comprobación de la situación tributaria del contribuyente, pues ello significaría que la documentación de la Inspección tendría a efectos penales un valor de certeza de los hechos que en la misma se hacen constar, viniendo obligado el pretendido infractor a destruir aquella certeza mediante la prueba en contrario de su inocencia. Tal interpretación del artículo 145.3 de la LGT (actual artículo 137 de la NFGT) sería inconstitucional,... Mas no es ésta la única exégesis posible del citado precepto, ya que el acta de la Inspección contiene la constatación de unos hechos de los cuales se infiere una notitia criminis suficiente para la apertura de un proceso penal, dentro del cual y en la fase del juicio oral tendrá el valor probatorio como prueba documental que el juez penal libremente aprecie, con respeto a todos los derechos reconocidos por el artículo 24 de la Constitución Española.

En el mismo sentido pude citarse la Sentencia del TS de 26-04-1993:

	
“En el acta de Inspección de Hacienda y en el expediente que le ha precedido, que obran unidos a las diligencias y que han sido ratificados en el acto del juicio oral, aparecen explicadas las razones que han sido tomadas en consideración para determinar las cuotas tributarias, que exceden de los cinco millones a que se alude en el motivo y que han sido tenidos en cuenta por el Tribunal sentenciador, como lo reflexiona en el segundo de los fundamentos jurídicos y lo refleja al reseñar los medios probatorios que le han permitido alcanzar las conclusiones fácticas.

La Sentencia del Tribunal Constitucional 76/1990, de 26 abril declara que «el acta de la Inspección contiene la constatación de unos hechos de los cuales se infiere una "noticia criminis" suficiente para la apertura de un proceso penal, dentro del cual y en la fase del juicio oral tendrá el valor probatorio como prueba documental que el Juez penal libremente aprecie». Y eso es lo que ha hecho el Tribunal sentenciador, en uso de la facultad que le confiere el art. 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.”





Por lo tanto, puede afirmase a la vista de la jurisprudencia señalada, que en el procedimiento penal, las actas de la inspección no tiene el valor probatorio de los hechos que se le confiere en el procedimiento administrativo.







Presunción de certeza de los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de inspección.NFGT. Álava


 El apartado 2 del artículo 138 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de inspección se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante prueba de haber incurrido en error de hecho.

Respecto a los hechos consignados en las actas, en el artículo que es objeto del presente comentario se deja claro que no se presumen ciertos, sino sólo en la medida en que hayan sido aceptados por el obligado tributario.

No existe, por tanto, ninguna presunción de veracidad de los hechos contenidos en las actas que no hayan sido aceptados por los interesados ni consten por otros medios distintos del propio documento.

Se trata de una presunción de certeza no del acta en sí misma, sino de las manifestaciones del particular recogidas en ella, con el mismo alcance que la presunción de certeza de los datos declarados a que se refiere el artículo 104.4 de la NFGT 6/2005 de Álava.

La referida presunción engloba claramente a las actas de conformidad, que suponen en realidad una confesión sobre los hechos aceptados, pero que también implican la aceptación de los elementos determinantes de la deuda, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 151 de la NFGT 6/2005 de Álava.

En la Sentencia del TS de 22-01-1993 se establece sobre este aspecto los siguiente:

	
“... ya la Sentencia de esta Sala de 3 de diciembre de 1987 había abordado el problema en el sentido de entender que la declaración de conocimiento del inspector que contiene goza de la presunción de veracidad configurada en el artículo 1.218 del Código Civil y hace prueba del hecho al cual se refieren y a su fecha, por tratarse de un documento emanado de “un empleado público competente” en el ejercicio de su función y con las solemnidades requeridas legalmente (art. 1216). De ello han de extraerse dos conclusiones:

Primera, que en lo concerniente a los “hechos” recogidos en un acta de conformidad el contribuyente no puede rechazarlos (porque hacerlo sería atentar contra el principio de que nadie puede ir contra los actos propios) a no ser que pruebe que incurrió en notorio error al aceptar tales hechos; y segunda, por el contrario el “acta de conformidad” es atacable por el contribuyente en todo lo relativo a la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, porque para nada se extienden a ello las presunciones antes dichas y es ésta una materia que en virtud del derecho constitucional a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) corresponde en última instancia decidir a los Tribunales de Justicia...”.











Sección segunda. Procedimientos de inspección

Clases de procedimientos y actuaciones de inspección




Tipos de procedimientos de inspección.NFGT. Álava. 


 El apartado 1 del artículo 139 de la NFGT 6/2005 de Álava contiene la relación de procedimientos y actuaciones que pueden llevar a cabo los órganos de la inspección tributaria. Los tipos de procedimientos y actuaciones que se enumeran son los siguientes:

a.  El procedimiento de comprobación e investigación.

El procedimiento de comprobación e investigación tiene por objeto comprobar e investigar el adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias mediante el examen de los actos, elementos y valoraciones consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones o autoliquidaciones, descubriendo, en su caso, la existencia de hechos con relevancia tributaria no declarados o declarados incorrectamente por los obligados tributarios.

Este procedimiento se regula en los artículos 142 a 153 de la NFGT 6/2005 de Álava.

b.  El procedimiento de comprobación restringida.

El procedimiento de comprobación restringida tiene por objeto comprobar, a petición de otros órganos de la Administración tributaria, la adecuación a lo dispuesto en la normativa tributaria de algún elemento de las declaraciones presentadas por un obligado tributario, o bien la comprobación de la procedencia de una devolución solicitada, de un determinado incentivo fiscal acreditado o de la aplicación de un régimen especial solicitada por el obligado tributario.

Este procedimiento se regula en los artículos 154 a 158 de la NFGT 6/2005 de Álava.

c.  El procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario.

El procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario tiene por objeto proponer la regularización tributaria pertinente en los supuestos en los que exista prueba preconstituida del hecho imponible.

Este procedimiento se aplicará cuando la inspección de los tributos no precise de la realización de ninguna actuación de investigación, comprobación u obtención de información para determinar la regularización procedente de la situación del obligado tributario.

Este procedimiento se regula en los artículos 159 a 161 de la NFGT 6/2005 de Álava.

d.  Las actuaciones de obtención de información.

Las actuaciones de obtención de información se producen cuando la inspección de los tributos deba proceder a realizar las actuaciones de obtención de información previstas en los artículos 90 y 91 de la NFGT de Álava y para ello sea preciso la actuación de la misma fuera de sus oficinas.

Estas actuaciones se sustentan en la obligación de proporcionar a la Administración tributaria información con trascendencia tributaria para terceros que la NFGT impone a toda persona física o jurídica, pública o privada (Ver comentarios relacionados: Obligaciones de información - Autoridades sometidas al deber de informar y colaborar-).

Este tipo de actuaciones se regulan en el artículo 162 de la NFGT 6/2005 de Álava.

e.  Las actuaciones de valoración.

La relación del artículo 138 de la NFGT 6/2005 de Álava no es una relación cerrada hasta el punto de que el apartado 2 de dicho artículo establece que reglamentariamente se podrán regular otros procedimientos de inspección a los que serán de aplicación, en todo caso, las normas establecidas en el Capítulo II del Título III de la propia NFGT de Álava, así como, en lo que resulten compatibles, las demás disposiciones del Capítulo IV del mismo Título de la NFGT de Álava referido a las actuaciones y procedimientos de inspección.

Así, el Reglamento de Inspección de Álava regula como un tipo de actuaciones de los órganos de inspección las actuaciones de valoración. Dichas actuaciones se regulan en los artículos 51 y 52 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

i.  Objeto de las actuaciones de valoración.

Las actuaciones de valoración de bienes, rentas, productos, derechos y patrimonios en general, de personas y entidades, públicas o privadas, tendrán por objeto la tasación o comprobación del valor declarado de aquéllos por cualquiera de los medios admitidos por el ordenamiento jurídico vigente y, en particular, por lo dispuesto en el artículo 56 de la NFGT 6/2005 de Álava.

No se reputarán actuaciones de valoración aquéllas en las cuales el valor de los bienes, rentas, productos, derechos y patrimonios en general resulte directamente de la aplicación de reglas establecidas en Normas Forales o sus disposiciones reglamentarias de desarrollo.

ii.  Procedimiento a seguir.

Las actuaciones de valoración realizadas en el desarrollo de un procedimiento que no sea de inspección se documentarán a través de un informe, extendiéndose también las diligencias que procedan.

Si en el curso de las actuaciones de un procedimiento de comprobación e investigación o de uno de comprobación restringida han de efectuarse otras de valoración, éstas se documentarán de acuerdo con lo dispuesto anteriormente, procediéndose a informar al obligado tributario del expediente de valoración instruido por parte del actuario correspondiente, y a incorporar los resultados a las actas o informes que procedan por las primeras actuaciones, sin perjuicio del derecho del obligado tributario a manifestar su disconformidad respecto de la propuesta de regularización formulada en el acta o en el informe, así como a impugnar los actos administrativos resultantes alegando cuanto convenga a su derecho y, en particular, la improcedencia de las valoraciones realizadas.

f.  El procedimiento de comprobación limitada.

La NFGT de Álava incluye como uno de los procedimientos a desarrollar por la inspección tributaria el procedimiento de comprobación limitada.

Este procedimiento se regula en los artículos 130 a 134 de la NFGT 6/2005 de Álava como uno de los que se desarrollan también en el ámbito de la gestión. De hecho este artículo establece que al procedimiento de comprobación limitada desarrollado por la inspección tributaria le serán de aplicación las disposiciones contenidas en la Subsección 6ª de la Sección 2ª del Capítulo III del Título III de la NFGT 6/2005 de Álava, con excepción de lo establecido en el apartado 4 del artículo 130 de la misma.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 130 de la NFGT 6/2005 de Álava, en el procedimiento de comprobación limitada la Administración tributaria podrá comprobar los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria, pero pudiendo realizar únicamente las siguientes actuaciones:


	
i. Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones o autoliquidaciones y de los justificantes presentados o que se requieran al efecto. 

	
ii. Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración tributaria que pongan de manifiesto la realización del hecho imponible o del presupuesto de una obligación tributaria, o la existencia de elementos determinantes de la misma no declarados o distintos a los declarados por el obligado tributario, así como la existencia de ganancias patrimoniales no justificadas que deban ser objeto de regularización. 

	
iii. Examen de los registros y demás documentos exigidos por la normativa tributaria y de cualquier otro libro, registro o documento de carácter oficial, incluida copia de la contabilidad mercantil, así como el examen de las facturas o documentos que sirvan de justificante de las operaciones incluidas en dichos libros, registros o documentos. 

	
iv. Requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren obligados a suministrar en cumplimiento de lo establecido en los artículos 90 y 91 de la NFGT de Álava o para que la ratifiquen mediante la presentación de los correspondientes justificantes. Además de serle de aplicación al procedimiento de comprobación limitada desarrollado por la Inspección en los artículos 130 a 134 de la NFGT 6/2005 de Álava, este procedimiento tiene su desarrollo reglamentario en el Capítulo VII del Título II (artículos 54 y 55) del Reglamento de Inspección de los tributos de Álava de 2006, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio. 











Medidas cautelares en los procedimientos de inspección.NFGT. Álava


 El apartado 3 del artículo 139 de la NFGT 6/2005 de Álava viene a establecer un principio general de aplicación en todos los procedimientos de inspección de las medidas cautelares reguladas en el artículo 78 de la NFGTA.

No obstante lo anterior, hay que tener en cuenta que en el procedimiento de comprobación e investigación se regulan un tipo de medidas cautelares especificas que pueden ser aplicadas por la inspección en la tramitación del referido procedimiento. Véase en este sentido el comentario relativo a las medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación.







Lugar de las actuaciones correspondientes a los procedimientos de inspección




Lugar de las actuaciones inspectoras. Normas generales.NFGT. Álava


 El apartado 1 del artículo 140 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actuaciones inspectoras podrán desarrollarse indistintamente, según determine la inspección:


	
a. Lugar del domicilio fiscal. En el lugar donde el obligado tributario tenga su domicilio fiscal, o en aquél donde su representante tenga su domicilio, despacho u oficina. 



	
b. Lugar de realización de actividades. En el lugar donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas. 



	
c. Lugar donde exista alguna prueba. En el lugar donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible o del presupuesto de hecho de la obligación tributaria. 



	
d. En las oficinas de la Administración tributaria. En las oficinas de la Administración tributaria, cuando los elementos sobre los que hayan de realizarse las actuaciones puedan ser examinados en ellas. 



	
e. A través de sistemas digitales. En los lugares señalados en las letras anteriores o en otro lugar, cuando dichas actuaciones se realicen a través de los sistemas digitales previstos en el apartado 10 del artículo 95 de la NFGT 6/2005 de Álava. La utilización de dichos sistemas requerirá la conformidad del obligado tributario.

El apartado 10 del citado artículo 95 de la NFGT, establece que las actuaciones de la Administración y de los obligados tributarios en los procedimientos de aplicación de los tributos podrán realizarse a través de sistemas digitales que, mediante la videoconferencia u otro sistema similar, permitan la comunicación bidireccional y simultánea de imagen y sonido, la interacción visual, auditiva y verbal entre los obligados tributarios y el órgano actuante, y garanticen la transmisión y recepción seguras de los documentos que, en su caso, recojan el resultado de las actuaciones realizadas, asegurando su autoría, autenticidad e integridad.











Criterios para establecer el lugar de determinadas actuaciones de inspección tributaria. NFGT. Álava. 


 A.  Examen de documentación contable y otros.

El apartado 3 del artículo 140 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGT) establece como regla general que los libros y demás documentación a la que se refiere el artículo 135.1 de la NFGT (contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con trascendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades económicas) deberán ser examinados en el domicilio, local, despacho u oficina del obligado tributario, en presencia del mismo o de la persona que designe.

El referido criterio general tiene su excepción cuando el obligado tributario o su representante consienta su examen en las oficinas públicas.

Con independencia de lo anterior, hay que tener en cuenta que la inspección podrá analizar en sus oficinas las copias en cualquier soporte de los mencionados libros y documentos.

B.  Registros y documentos establecidos por normas de carácter tributario.

El apartado 4 del artículo 140 de la NFGT establece que tratándose de los registros y documentos establecidos por normas de carácter tributario o de los justificantes exigidos por éstas a los que se refiere la letra c) del apartado 2 del artículo 130 de la NFGT, podrá requerirse su presentación en las oficinas de la Administración tributaria para su examen.

Hay que tener en cuenta que los justificantes exigidos por la normativa tributaria a que se refiere el artículo 129.2.c) anteriormente citado son los registros y demás documentos regulados en la normativa tributaria y cualquier otro libro, registro o documento de carácter oficial incluida copia de la contabilidad mercantil, así como las facturas o documentos que sirvan de justificante de las operaciones incluidas en dichos libros, registros o documentos.

C.  Obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas.

ElReglamento de Inspección establece que cuando las actuaciones de inspección se realicen respecto de obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas, los actuarios podrán examinar en las oficinas públicas correspondientes los documentos y justificantes necesarios para la debida comprobación de la situación tributaria de aquéllos, tratándose de documentos establecidos por normas de carácter tributario o de justificantes exigidos por éstas o que deban servir precisamente para probar hechos o circunstancias consignados en declaraciones tributarias. Así se establece en el artículo 19.2 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

D.  Domicilio fiscal del interesado y lugar de desarrollo de la actividad.

El Reglamento de Inspección establece que:

Cuando el domicilio fiscal del interesado radique en Álava, la Administración tributaria podrá examinar en él cuantos libros, documentos o justificantes deban serle aportados, aunque se refieran a bienes, derechos o actividades que radiquen, aparezcan o desarrollen en un ámbito territorial distinto.

Cuando el domicilio fiscal del interesado no radique en Álava, la Administración tributaria podrá, no obstante, desarrollar en cualquiera de los demás lugares a que se refiere el artículo de la NFGTA que es objeto del presente comentario (el lugar donde el representante del interesado tenga su domicilio, despacho u oficina; donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas; donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible o del presupuesto de hecho de la obligación tributaria; en las oficinas de la Administración tributaria), las actuaciones que procedan en relación con aquél, sin perjuicio de las reglas de competencia de la Diputación Foral en materia de inspección tributaria. El artículo 1.2 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 establece que la Diputación Foral ejercerá sus competencias en materia de inspección tributaria en todo el territorio del Estado. No obstante, solicitará la colaboración de los órganos inspectores de la Administración correspondiente cuando deba realizar fuera del Territorio Histórico de Álava:


	
— Actuaciones de comprobación e investigación. 

	
— Actuaciones de obtención de información respecto a cuentas y operaciones, activas y pasivas, de las entidades financieras y cuantas personas físicas y jurídicas se dediquen al tráfico bancario o crediticio: Artículo 19.3 y 4 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio. 









Tiempo de las actuaciones correspondientes a los procedimientos de inspección




Tiempo de las actuaciones inspectoras en las oficinas públicas.NFGT. Álava. 


 Las horas y días en los que deben desarrollarse las actuaciones inspectoras se regulan en el artículo 141 de la NFGT 6/2005 de Álava. El artículo referido tiene su desarrollo en el artículo 20 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 

El apartado 1 del artículo 141 de la NFGTA establece que las actuaciones que se desarrollen en oficinas públicas se realizarán dentro de la jornada de trabajo.

La referida norma constituye la regla general en cuanto al tiempo de las actuaciones, no obstante, el apartado 3 del mismo artículo de la NFGTA viene a excepcionar esta norma al establecer que cuando las circunstancias de las actuaciones lo exijan, se podrá actuar fuera de los días y horas que configuran la jornada de trabajo.

Esta excepción se desarrolla en elReglamento de Inspección en los que se establece que cuando circunstancias excepcionales lo justifiquen, los actuarios podrán desarrollar sus funciones fuera de los días y horas que comprende la jornada de trabajo.

Ahora bien, en los casos en los se considere que concurren circunstancias excepcionales justificativas de actuaciones fuera de la jornada laboral, será preceptivo obtener la previa autorización del Director General de Hacienda, al que se remitirá el correspondiente informe con el visto bueno del Inspector-Jefe.







Tiempo de las actuaciones inspectoras en los locales del interesado.NFGT. Álava. 


 En el apartado 2 del artículo 141 de la NFGT 6/2005 de Álava se establece que si las actuaciones se desarrollan en los locales del interesado se respetará la jornada laboral de oficina o de la actividad que se realice en los mismos, con la posibilidad de que pueda actuarse de común acuerdo en otros días u horas.

También en este caso la norma de actuación dentro de la jornada laboral de oficina constituye la regla general en cuanto al tiempo de las actuaciones, y de la misma forma que en el caso de actuaciones en las oficinas públicas, cuando se actúa en los locales del interesado, el apartado 3 del mismo artículo de la NFGT viene a excepcionar esta norma al establecer que cuando las circunstancias de las actuaciones lo exijan, se podrá actuar fuera de los días y horas que configuran la jornada laboral de oficina.

Esta excepción se desarrolla en el Reglamento de Inspección en el que se establece que cuando circunstancias excepcionales lo justifiquen, los actuarios podrán desarrollar sus funciones fuera de los días y horas que comprende la jornada de trabajo.

En los casos en los se considere que concurren circunstancias excepcionales justificativas de actuaciones fuera de la jornada laboral, será preceptivo obtener la previa autorización del Director General de Hacienda, al que se remitirá el correspondiente informe con el visto bueno del Inspector-Jefe.







Sección tercera. Procedimiento de comprobación e investigación

SubSección 1ª. Normas generales

Objeto del procedimiento de comprobación e investigación




Objeto del procedimiento de comprobación e investigación. NFGT. Álava 


 El artículo 142 de la NFGT 6/2005 de Álava establece el ámbito objetivo de las actuaciones de la inspección cuando estas se refieren a un procedimiento de comprobación e investigación.

Es este un artículo de contenido más didáctico que normativo, en el que se recoge la diferenciación entre las actuaciones de comprobación y las de investigación.

Hay que recordar que el artículo 138 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que la inspección podrá desarrollar, entre otros: el procedimiento de comprobación e investigación, el procedimiento de comprobación restringida, el procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario y las actuaciones de obtención de información. 

El procedimiento de comprobación e investigación tiene por objeto comprobar e investigar el adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias y en el mismo se procederá, en su caso, a la regularización de la situación tributaria del obligado mediante la práctica de una o varias liquidaciones.

La NFGT distingue entre el objeto concreto de las actuaciones de comprobación y las de investigación.


	
a. Objeto de las actuaciones de comprobación. La comprobación tendrá por objeto los actos, elementos y valoraciones consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones o autoliquidaciones. 



	
b. Objeto de las actuaciones de investigación. La investigación tendrá por objeto descubrir la existencia, en su caso, de hechos con relevancia tributaria no declarados o declarados incorrectamente por los obligados tributarios. 











Planes de inspección. NFGT. Álava


 El apartado 4 del artículo 142 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que los procedimientos de comprobación e investigación que se lleven a efecto se desarrollarán en virtud de los planes de inspección.

El contenido, carácter y procedimiento de elaboración de los planes de inspección se desarrolla en los artículos 21 a 24 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

En el referido reglamento se establece que los planes de inspección determinarán aquellos obligados tributarios que vayan a ser objeto de un procedimiento de comprobación e investigación.

La aprobación, modificación, en su caso, de los planes de inspección y la inclusión o exclusión de los obligados tributarios en los mismos corresponderá al Director General de Hacienda quien, para adoptar los correspondientes acuerdos, se regirá por los principios de legalidad, oportunidad, igualdad, eficacia y eficiencia en el empleo de los recursos públicos.

A.  Clases de planes de inspección.

Los planes de inspección pueden ser generales o específicos.

a.  Generales.

Son específicos los planes de inspección en los que se incluya a uno o a varios obligados tributarios para la comprobación e investigación de hechos imponibles u operaciones concretas, en relación con determinados conceptos tributarios y períodos impositivos. 

b.  Específicos.

Los demás planes de inspección tienen el carácter de generales, y en ellos no será preciso hacer constar los conceptos tributarios y períodos impositivos objeto del procedimiento. 

B.  Elaboración de los planes de inspección.

Las propuestas de planes de inspección serán elaboradas por el Inspector Jefe.

Las propuestas de inclusión de obligados tributarios en los planes de inspección serán tramitadas a través del Servicio de Inspección en el texto de Álava, para su elevación al Director General de Hacienda (art. 23 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio).

	
- La Sentencia del TSJ del País Vasco de 07-03-12 entiende que no es preceptiva la constancia en el expediente de los motivos del acuerdo de inclusión de la sociedad inspeccionada en el plan de inspección. En el caso concreto, la inclusión de la mercantil recurrente en el plan de inspección lo fue a resultas de denuncia presentada por socio único y de otras sociedades a la vista de la discrepancia entre los datos declarados y los imputados en el modelo 347.


C.  Carácter de los planes de inspección.

Los planes de inspección tendrán carácter reservado y no podrán ser objeto de publicidad.

El carácter reservado se limita a los planes de los órganos que han de desarrollar las actuaciones inspectoras, y se justifica para evitar actuaciones de los inspeccionados que pudieran poner en peligro el buen fin de aquellas.

Una cosa son los planes de inspección que pueden ser reservados en la medida que no contengan datos de carácter personal de las personas físicas y otra los ficheros automatizados de datos de carácter personal de aquéllas, que controle la Hacienda Pública (STS de 22-01-93).

En definitiva, puede afirmarse que los planes de inspección tienen carácter reservado y que la inclusión de un contribuyente en un plan de inspección es un acto de tramite, reservado y confidencial, que per se no afecta a los derechos subjetivos del contribuyente, no siendo un acto recurrible en vía económico-administrativa, ni tampoco jurisdiccional. Sobre este particular, la Sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo de 4 de octubre de 2004 (recurso 8778/1999) establece lo siguiente: "La Sala reitera que la inclusión de un contribuyente en un Plan de Inspección es un acto de trámite, reservado y confidencial, que "per se" no afecta a los derechos subjetivos del contribuyente y que no es recurrible en vía económico-administrativa, ni tampoco jurisdiccional."

Los motivos por los que se acuerda la inclusión o exclusión de los obligados tributarios de los planes de inspección o la modificación de los mismos no formará parte del expediente administrativo correspondiente a los procedimientos de comprobación e investigación que resulten de los mismos. 


	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 30-09-10 establece que la no existencia en el expediente administrativo del motivo de la inclusión en el Plan de Inspección no produce la nulidad del procedimiento dado el carácter reservado de los referidos planes.

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 30-03-11 en relación con la impugnación de una Orden Foral por la que se acuerda aprobar la inclusión de la mercantil recurrente en un Plan de inspección de diferentes personas físicas y jurídicas, el Tribunal entiende que dicha impugnación es inadmisible. Un Plan de Inspección es un acto de trámite, reservado y confi dencial que per se no afecta a derechos subjetivos del contribuyente; no es recurrible en vía económico-administrativa, ni tampoco jurisdiccional; tampoco es suceptible de ser recurrido en reposición precisamente por no ser recurrible en vía económico-administrativa.



La regulación en el Territorio Histórico de Álava se encuentra en el artículo 24 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio

D.  Planes de inspección conjunta.

a.  Entre las Diputaciones Forales.

El artículo 13 de la Ley del Parlamento Vasco 3/1989, de 30 de mayo, de Armonización, Coordinación y Colaboración Fiscal, establece que, las Diputaciones Forales ejecutarán planes de inspección conjunta sobre sectores, colectivos y empresas, especialmente sobre aquéllos que operen en más de un territorio histórico.

La elaboración de los planes de inspección así como su seguimiento, se efectuará en el seno del Órgano de Coordinación Tributaria.

b.  Con la Administración Tributaria del Estado.

El artículo 4.Tres.b) del Concierto Económico, establece que los servicios de inspección de las Administraciones tributarias del Estado y de los Territorios Históricos prepararán planes conjuntos de inspección sobre objetivos, sectores y procedimientos selectivos coordinados, así como sobre contribuyentes que hayan cambiado de domicilio, entidades en régimen de transparencia fiscal y sociedades sujetas a tributación en proporción al volumen de operaciones en el Impuesto sobre Sociedades.







Medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación




Finalidad de la adopción de medidas cautelares  el procedimiento de comprobación e investigación.NFGT. Álava. 


 Las medidas cautelares específicas que pueden adoptarse dentro del procedimiento de comprobación e investigación se regulan en el artículo 143 de la NFGT 6/2005 de Álava. Este artículo tiene su desarrollo en el artículo 30 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

Hay que tener en cuenta que las medidas cautelares contenidas en el artículo que es objeto del presente comentario son las que pueden adoptarse en el ámbito de un procedimiento de comprobación con el objetivo de que no desaparezcan o se destruyan pruebas importantes para determinar la deuda tributaria, y que son diferentes de las medidas cautelares que pueden ser adoptadas con el objeto de asegurar el cobro de la deuda tributaria y que se regulan en el artículo 78 de la NFGT 6/2005 de Álava. Véase en este setido el comentario sobre las Medidas cautelares.

El artículo 143.1 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que en el procedimiento de comprobación e investigación se podrán adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición.







Inspección tributaria. Tipos de medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación. NFGT. Álava. 


 El artículo 143.1 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la información de que se trate.

Hay que tener en cuenta que la relación del artículo 143.1 no es una lista cerrada, sino que se podrán adoptar otras diferentes a las citadas, cuando las circunstancias de las actuaciones así lo aconsejen.

Examinaremos a continuación la forma de adopción de cada una de las referidas medidas cautelares, de acuerdo con el desarrollo contenido en el Reglamento de Inspección de Álava.

a.  El precinto.

El precinto se realizará mediante la ligadura sellada o por cualquier otro medio que permita el cierre o atado de libros, registros, equipos y dispositivos electrónicos que almacenen datos o programas, sobres, paquetes, cajones, puertas de estancias o locales u otros elementos de prueba, a fin de que no se abran sin la autorización y control de los órganos de inspección.

b.  El depósito.

El depósito consistirá en poner los elementos de prueba bajo la custodia o guarda de la persona física o jurídica que se determine por el personal inspector.

Los documentos u objetos depositados podrán, en su caso, ser previamente precintados.

c.  La incautación.

La incautación consistirá en la toma de posesión de elementos de prueba de carácter mueble y se deberán adoptar las medidas que fueran precisas para su adecuada conservación. 

Los documentos u objetos incautados podrán, en su caso, ser previamente precintados.

La apertura de precintos se efectuará en presencia del obligado tributario, salvo que concurra causa debidamente justificada.

Para la adopción de las medidas cautelares, se podrá recabar el auxilio y colaboración que se consideren precisos de las autoridades competentes y sus agentes, que deberán prestarlo en los términos del artículo 136.4 de la NFGT 6/2005 de Álava.






Requisitos y procedimiento para la adopción de medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación. NFGT. Álava 


 A.  Requisitos.

El artículo 143.2 de la NFGT 6/2005 de Álava, establece que las medidas cautelares serán proporcionadas y limitadas temporalmente a los fines perseguidos por la adopción de las medidas sin que puedan adoptarse aquéllas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

El principio de proporcionalidad exige que exista una correlación entre el daño que se pretende evitar, medido en la importancia de las pruebas para la determinación de las obligaciones tributarias, y la medida cautelar que se adopta.

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 11-05-09 en el ámbito de un procedimiento jurisdiccional encaminado a enjuiciar la adecuación a derecho de una medida cautelar de la inspección, en el caso concreto el precinto de una copia del disco duro de un ordenador, considera que se ha producido la vulneración del derecho a la intimidad en su faceta de derecho a al inviolabilidad domiciliaria. El Tribunal entiende que si la cautela, si el acceso a los elementos de prueba se ha originado lesionando Derechos Fundamentales no podrá autorizarse la retirada del precinto y así ha sido, se producirá la nulidad de las actuaciones posteriores fundadas en el resultado de tal medio de prueba. El acceso al contenido del ordenador o dispositivo externo implica la entrada en el ámbito domiciliario de la sociedad en tanto en cuanto que supone el acceso a los elementos físicos incluidos en el reducto de privacidad de aquella. Se produce en la actuación de la cautela, una clara intromisión en el ámbito domiciliario de la sociedad, sin la presencia del obligado tributario, sin su autorización, y con una importante oposición de la empleada. La Inspección debió, ante tal oposición, recabar la correspondiente autorización judicial.


Además, la norma prohíbe que se adopten medidas cautelares que puedan producir un "perjuicio de imposible o difícil reparación", concepto acuñado en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa que ha sido recogido por la normativa tributaria en este precepto y también, en relación con la suspensión de la ejecución de los actos administrativos. 

B.  Procedimiento.

El procedimiento para la adopción de medidas cautelares se desarrolla en los artículos 30.1, 4, 5 y 6 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio. 

a.  Diligencia de adopción de la medida cautelar.

La adopción de las medidas cautelares deberá documentarse mediante diligencia en la que junto a la medida adoptada y el inventario de los bienes afectados se harán constar sucintamente las circunstancias y la finalidad que determinan su adopción y se informará al obligado tributario de su derecho a formular alegaciones.

Dicha diligencia se extenderá en el mismo momento en el que se adopte la medida cautelar, salvo que ello no sea posible por causas no imputables a la Administración, en cuyo caso se extenderá en cuanto desaparezcan las causas que lo impiden, y se remitirá inmediatamente copia al obligado tributario. 

Cuando la medida consista en el depósito se dejará constancia de la identidad del depositario, de su aceptación expresa y de que ha quedado advertido sobre el deber de conservar a disposición de los órganos de inspección en el mismo estado en que se le entregan los elementos depositados y sobre las responsabilidades civiles o penales en las que pudiera incurrir en caso de incumplimiento.

b.  Alegaciones.

Durante el tiempo de duración de la medida cautelar, y nunca después del plazo improrrogable de cinco días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la misma, el obligado tributario podrá formular alegaciones ante el Inspector-Jefe.

En el Reglamento de Inspección de Álava se establece que las alegaciones se formularán ante el órgano competente para liquidar. En este sentido debe tenerse en cuenta lo previsto en la DA 14ª de la NFGT 6/2005 de Álava en la que se establece que en tanto no se disponga otra cosa, las liquidaciones a que se refiere el artículo 135 de la NFGT 6/2005 de Alava (las realizadas por la Inspección tributaria) y demás concordantes, se efectuarán por las Oficinas encargadas de la gestión de los tributos.

c.  Ratificación de la medida cautelar.

El órgano ante el que se hayan formulado las alegaciones deberá ratificar, modificar o levantar la medida adoptada mediante acuerdo debidamente motivado en el plazo de 15 días desde su adopción, que deberá comunicarse al obligado.

El Reglamento de Inspección de Álava de 2006 establece en su artículo 30.1 que la adopción de medidas cautelares por los actuarios se hará constar por medio de diligencia y deberán ser ratificadas por el Jefe del Servicio de Inspección de Tributos.

El acuerdo ratificación, modificación o levantamiento de la medida adoptada no podrá ser objeto de recurso o reclamación económico-administrativa, sin perjuicio de que se pueda plantear la procedencia o improcedencia de la adopción de las medidas cautelares en los recursos y reclamaciones que, en su caso puedan interponerse contra la resolución que ponga fin al procedimiento de inspección.

d.  Levantamiento de la medida cautelar.

Las medidas cautelares se levantarán si desaparecen las circunstancias que las motivaron.

Cuando las medidas cautelares adoptadas se levanten se documentará esta circunstancia en diligencia, que deberá comunicarse al obligado.

La apertura de precintos se efectuará en presencia del obligado tributario, salvo que concurra causa debidamente justificada.







SubSección 2ª. Iniciación y desarrollo

Iniciación del procedimiento de comprobación e investigación




Formas de iniciación del procedimiento de comprobación e investigación.NFGT. Álava. 


 El apartado 1 del artículo 144 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que el procedimiento de comprobación e investigación se iniciará de oficio, o a petición del obligado tributario.

A.  De oficio.

La forma más frecuente de la iniciación del procedimiento de comprobación e investigación es mediante actuación de oficio de la Administración tributaria.

En el Reglamento de Inspección se establece que no podrá iniciarse ningún procedimiento de comprobación e investigación sin la previa inclusión en los correspondientes planes de inspección del obligado tributario. Así se establece en el artículo 25 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

El contenido, carácter y procedimiento de elaboración de los Planes de inspección se regulan en el artículo 141.4 de la NFGT 6/2005 y en sus correspondientes desarrollos reglamentarios. Véase en este sentido el comentario relativo a los Planes de Inspección.


	
♦ La Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo de 02-07-09 y en relación con la iniciación de un procedimiento inspector, entiende que dado que la selección del contribuyente se ha realizado en aplicación de un Plan, la referencia al mismo sirve de motivación al acto de inicio de procedimiento.

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 30-09-10 establece que la no existencia en el expediente administrativo del motivo de la inclusión en el Plan de Inspección no produce la nulidad del procedimiento dado el carácter reservado de los referidos planes 

	 ♦La Sentencia del TSJ del País Vasco de 30-03-11 en el mismo sentido que la anterior establece que un Plan de Inspección es un acto de trámite, reservado y confidencial que per se no afecta a derechos subjetivos del contribuyente; no es recurrible en vía económico-administrativa, ni tampoco jurisdiccional; tampoco es suceptible de ser recurrido en reposición precisamente por no ser recurrible en vía económico-administrativa.

	
♦ La Sentencia del TSJ del País Vasco de 17-02-12 en relación con el inicio de actuaciones inspectoras, entiende que la  simple omisión de la documentación relativa al inicio del procedimiento inspector no comporta consecuencias invalidantes, salvo que se alegue y se pruebe que la selección de un determinado contribuyente se realizó al margen de la normativa establecida, lo cual no consta que se haya producido en el presente supuesto. 



En la Norma Foral de Álava se añade un apartado 3 al artículo 144 en el que establece la posibilidad de que la Administración tributaria realice determinadas actuaciones previas al inicio del procedimiento.

Así, se dice que con anterioridad al acuerdo de iniciación, se podrán realizar actuaciones previas de verificación y constatación, con el fin de conocer mejor las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. En este caso, las actuaciones realizadas no se considerarán requerimientos administrativos a los efectos de la presentación de declaraciones extemporáneas (artículo 27.1 NFGT 6/2005).

B.  A petición del obligado tributario.

El obligado tributario con relación al cual ya se ha iniciado un procedimiento de comprobación e investigación de carácter parcial, podrá solicitar a la Administración tributaria que las actuaciones tengan carácter general respecto al tributo y, en su caso, períodos afectados (Véase en este sentido el comentario relativo a la solicitud del obligado tributario de un procedimiento de comprobación e investigación de carácter general).







Inicio de las actuaciones inspectoras.NFGT. Álava


 El apartado 2 del artículo 144 de la NFGT 6/2005 de Álava recoge lo que podríamos denominar como derechos básicos que asisten al obligado tributario sobre el que se ha iniciado un procedimiento de comprobación.

En este sentido se establece que los obligados tributarios deben ser informados al inicio de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación sobre:


	
— la naturaleza y alcance de las actuaciones, así como 

	
— sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones. 



En el artículo 24 bis del Reglamento de Inspección de los tributos de Álava se regulan una serie de actuaciones denominadas actuaciones de verificación y constatación, previas al inicio del procedimiento de comprobación e investigación.

Por otro lado, las formas de inicio de las actuaciones inspectoras y los efectos que dicha iniciación produce son desarrolladas en el artículo 27 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

a.  Iniciación por comunicación

Las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación podrán iniciarse mediante comunicación notificada al obligado tributario para que se persone en el lugar, día y hora que se le señale, conforme a lo dispuesto en el propio Reglamento de Inspección en cuanto a la forma de llevar a cabo las comunicaciones, teniendo a disposición de la inspección o aportándole la documentación y demás elementos que se estimen necesarios. En dicha comunicación se indicará al obligado tributario el alcance de las actuaciones a desarrollar.

Cuando se requiera al interesado para que comparezca en las oficinas públicas un día determinado, entre éste y la notificación del requerimiento mediará un plazo mínimo de diez días.

b.  Iniciación por personación

Cuando lo estime conveniente para la adecuada práctica de sus actuaciones, y observando siempre lo dispuesto en el propio Reglamento de Inspección para la entrada y reconocimiento de fincas, los actuarios podrán personarse, sin previa comunicación, en las oficinas, instalaciones o almacenes del obligado tributario o donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible. En este caso las actuaciones se entenderán con el interesado, si estuviere presente, o bien con quien ostente su representación como encargado o responsable de la oficina, registro, dependencia, empresa, centro o lugar de trabajo. 

Asimismo, cuando lo consideren justificado, los actuarios podrán poner en conocimiento del obligado el inicio de las actuaciones inspectoras sin previa notificación de la oportuna comunicación. 

c.  Efectos de la iniciación de actuaciones

La comunicación, debidamente notificada, o bien la presencia de los actuarios, que hayan hecho constar y fuese conocida por el interesado, con el fin de iniciar efectivamente las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación, producirán los siguientes efectos: 


	
1. La interrupción del plazo de prescripción del ejercicio de la potestad de la Administración para determinar las deudas tributarias mediante la oportuna liquidación, y el de la potestad para imponer las sanciones correspondientes en cuanto a los conceptos tributarios a que se extienda el procedimiento de comprobación e investigación y al incumplimiento de cualesquiera obligaciones o deberes afectados por las actuaciones inspectoras. En relación con la interrupción del plazo de prescripción por los conceptos impositivos y periodos que van a ser objeto de comprobación, hay que hacer mención a los regímenes especiales de Grupos de Entidades (Consolidación fiscal) vigentes en el Impuesto sobre Sociedades y en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

En este sentido, el artículo 72.4 de la Norma Foral 24/1996 reguladora del Impuesto sobre Sociedades establece que las actuaciones administrativas de comprobación o investigación realizadas frente a la sociedad dominante o frente a cualquier entidad del grupo fiscal, con el conocimiento formal de la sociedad dominante, interrumpirán el plazo de prescripción del Impuesto sobre Sociedades que afecta al citado grupo fiscal. 

Por su parte, en la regulación normativa del Impuesto sobre el valor Añadido se establece que la entidad dominante ha de cumplir las obligaciones materiales y formales específicas de este régimen especial, por lo que ha de incluirse también en la lista de obligados tributarios que han de atender a la Inspección. Las actuaciones dirigidas a comprobar el adecuado cumplimiento de las obligaciones de las entidades que apliquen el régimen especial del grupo de entidades se entenderán con la entidad dominante, como representante del mismo. Igualmente, las actuaciones podrán entenderse con las entidades dependientes, que deberán atender a la Administración tributaria. Las actuaciones de comprobación o investigación realizadas a cualquier entidad del grupo de entidades interrumpirán el plazo de prescripción del Impuesto referente al total de entidades del grupo desde el momento en que la entidad dominante tenga conocimiento formal de las mismas. 



	
2. Si el obligado tributario efectúa el ingreso de deudas tributarias pendientes con posterioridad a la notificación de la comunicación correspondiente o al inicio de cualquier otro modo de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación, dicho ingreso tendrá meramente carácter de a cuenta sobre el importe de la liquidación derivada del acta que se incoe, sin que impida la aplicación de las correspondientes sanciones sobre la diferencia entre la deuda tributaria resultante del acta de inspección y las cantidades ingresadas con anterioridad al inicio de las actuaciones inspectoras. Los intereses de demora sobre la cantidad ingresada después del inicio de tales actuaciones se calcularán hasta al día anterior a aquél en que se realizó el correspondiente ingreso. 

	
3. Si, con posterioridad al inicio del procedimiento de comprobación e investigación, el obligado tributario presenta una declaración no estando obligado a practicar operaciones de liquidación tributaria, aquélla no servirá como forma de iniciación de un procedimiento de gestión (artículo 116. a) de la NFGT 6/2005 de Álava). 

	
4. Cuando el obligado tributario no hubiese cumplido su deber de presentar una declaración veraz y completa antes de iniciarse las actuaciones inspectoras, las declaraciones presentadas con posterioridad para subsanar dicho incumplimiento no impedirán la imposición de las sanciones que procedan en atención a las infracciones cometidas. 








Desarrollo de las actuaciones en el procedimiento de comprobación e investigación. NFGT. Álava. 


 El desarrollo de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación se regula en el artículo 28 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

a.  Desarrollo.

Iniciadas las actuaciones inspectoras del procedimiento de comprobación e investigación, deberán proseguir hasta su terminación de acuerdo con su naturaleza y carácter.

Las actuaciones inspectoras se desarrollarán durante los días que sean precisos. Cada día, los actuarios practicarán las actuaciones que estimen oportunas. 

Si el obligado tributario no estuviere conforme con la fecha señalada por el actuario para proseguir las actuaciones, podrá presentar un escrito motivado al Inspector-Jefe, que decidirá sobre el momento de continuación de las mismas.

b.  Interrupción.

Las actuaciones podrán interrumpirse por acuerdo del Inspector-Jefe, adoptado bien por iniciativa propia, o como consecuencia de orden superior, escrita y motivada, o moción razonada de los actuarios, atendiendo a las circunstancias que concurran.

La interrupción de las actuaciones deberá hacerse constar y se comunicará al sujeto pasivo u obligado tributario para su conocimiento.

Hay que tener en cuenta que el Reglamento de Inspección se refiere aquí a interrupciones justificadas. El referido Reglamento regula los supuestos en los que pueden considerarse justificadas las interrupciones en las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación en el artículo 32 del Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

c.  Sustitución de actuarios.

Las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación se llevarán a cabo, hasta su conclusión por los actuarios a los que se les hubiese encomendado su inicio.

No obstante lo establecido en el apartado anterior, podrán ser sustituidos por cese, traslado, enfermedad o porque a juicio del Inspector-Jefe concurran causas que lo justifiquen, y sin perjuicio de la facultad de cualquier superior jerárquico de asumir tales actuaciones cuando proceda.

d.  Apoyo de la Unidad de Auditoria Informática.

En el apartado 5 del artículo 28 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 se establece que el Jefe del Servicio de Inspección de Tributos podrá asignar personal cualificado debidamente autorizado para el desarrollo de labores de apoyo en las actuaciones y procedimientos de inspección, incluso para actuaciones de auditoría informática.







Alcance de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación




Actuaciones de carácter general del procedimiento de comprobación e investigación. NFGT. Álava. 


 El artículo 145 de la NFGT 6/2005 (al regular el alcance de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación establece que dichas actuaciones podrán tener carácter general o parcial.

En la normativa previgente se regulaba un concepto de actuaciones de carácter general en el Reglamento de Inspección estableciéndose que las actuaciones tendrán carácter general cuando tengan por objeto la verificación en su totalidad de la situación tributaria del sujeto pasivo u obligado tributario, en relación con cualquiera de los tributos y deberes formales o de colaboración que le afecten y le sean exigibles por la Administración tributaria que lleve a cabo las actuaciones.

En los Reglamentos de Inspección vigentes no se regula un concepto de lo que sean las actuaciones de carácter general estableciéndose únicamente que como regla general, las actuaciones inspectoras de comprobación e investigación tendrán carácter general. Así se establece en el artículo 26.1 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

La NFGT tampoco define las actuaciones de carácter general estableciendo su delimitación de forma excluyente con lo que son las actuaciones parciales que sí define.

Así, el artículo 145.2 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en todos aquellos supuestos que se señalen reglamentariamente. En otro caso (esto es, cuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria), las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación tendrán carácter general en relación con la obligación tributaria y período comprobado, y darán lugar a una liquidación definitiva salvo en los supuestos regulados en el apartado 3 de este mismo artículo 145, en los que es posible dictar una liquidación provisional.

En relación con las liquidaciones dictadas en el procedimiento de comprobación hay que tener en cuenta que el artículo 97 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que tendrán la consideración de definitivas, entre otras, las liquidaciones practicadas en un procedimiento de inspección previa comprobación e investigación de la totalidad de los elementos de la obligación tributaria.

Por otro lado, en el Reglamento de Inspección se establece que las actuaciones de comprobación e investigación de carácter general podrán limitar su objeto cuando en el curso de su desarrollo se pongan de manifiesto razones que así lo aconsejen y se acuerde por el Inspector-Jefe. 

Además, en el referido Reglamento se establece que los obligados tributarios deben ser informados al inicio de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación, entre otros aspectos, sobre el alcance de las actuaciones que se van a desarrollar.

De acuerdo con lo anterior puede afirmarse que las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general, salvo que se indique otra cosa en la comunicación de inicio del procedimiento inspector o en el acuerdo de ampliación o reducción que se pudiera dictar posteriormente, que deberá ser comunicado al obligado tributario.







Actuaciones de carácter parcial del procedimiento de comprobación e investigación. NFGT. Álava


 El apartado 2 artículo 145 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en todos aquellos supuestos que se señalen reglamentariamente.

En este sentido el Reglamento de Inspección establece que las actuaciones de comprobación e investigación podrán tener carácter parcial en los siguientes casos:


	
1) Cuando venga exigido por normas legales o reglamentarias. 

	
2) En planes de inspección específicos, cuando así se haya acordado por parte del Director General de Hacienda. 

	
3) En planes de inspección generales, cuando así se acuerde por parte del Inspector-Jefe, haciéndolo constar por el actuario al inicio de las actuaciones inspectoras mediante la correspondiente comunicación en la que se indicará de forma expresa, los tributos, deberes, ejercicios y períodos que van a ser objeto de comprobación e investigación. Así se establece en el artículo 26.2 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio. 



Por otro lado, el Reglamento de Inspección establece que se podrá ampliar el campo de aquellas actuaciones que inicialmente tuvieran carácter parcial, con el correspondiente acuerdo del Inspector-Jefe.






Liquidaciones provisionales en el procedimiento de inspección.NFGT. Álava 


 El artículo 97 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) al regular las liquidaciones tributarias establece como regla general que las liquidaciones practicadas en un procedimiento de inspección previa comprobación e investigación de la totalidad de los elementos de la obligación tributaria tienen la consideración de liquidaciones definitivas.

Ahora bien, esta regla general tiene unas excepciones contenidas en el apartado 3 del artículo 145 de la NFGTA. En este artículo se establece que podrán dictarse liquidaciones provisionales en el procedimiento de comprobación e investigación en los siguientes supuestos:


	
a. Elementos de la obligación tributaria determinados en función de otras obligaciones. La letra a) del apartado 3 del artículo 145 de la NFGTA establece que podrá dictarse una liquidación provisional cuando alguno de los elementos de la obligación tributaria se determine en función de los correspondientes a otras obligaciones en las concurran las siguientes circunstancias: 


	
1. Que no hubieran sido comprobadas. 

	
2. Que hubieran sido regularizadas mediante liquidación provisional o mediante liquidación definitiva que no fuera firme. 

	
3. Cuando existan elementos de la obligación tributaria cuya comprobación con carácter definitivo no hubiera sido posible durante el procedimiento, en los términos que se establezcan reglamentariamente. 





	
b. Distintas propuestas en relación con la misma obligación. La letra b) del apartado 3 del artículo 145 de la NFGTA establece que también podrá dictarse una liquidación provisional en el procedimiento de inspección cuando proceda formular distintas propuestas de liquidación en relación con una misma obligación tributaria. 

En este sentido, se entenderá que concurre esta circunstancia cuando el obligado tributario acepte parcialmente la propuesta de regularización de su situación tributaria, cuando se realice una comprobación de valor y no sea el objeto único de la regularización y en el resto de supuestos que se prevean reglamentariamente. 



	
c. Existencia de un posible delito contra la Hacienda Pública. La letra c) del apartado 3 del artículo 145 de la NFGTA establece que también podrá dictarse una liquidación provisional en el procedimiento de inspección cuando proceda practicar la liquidación que se regula en el artículo 248.2 de la NFGTA. 

El referido artículo 248.2 de la NFGTA.establece la posibilidad de dictar liquidación tributaria en los supuestos en los que exista un posible delito contra la Hacienda Pública. En estos casos, y a pesar de que el procedimiento se pasa al tramitar por otros órganos (por los de la jurisdicción penal o los del Ministerio Fiscal), la normativa tributaria establece la posibilidad de que la Administración tributaria dicte liquidación con los datos contenidos en el informe de presunto delito contra la Hacienda Pública.





Ahora bien, aunque en los supuestos anteriores la Administración tributaria pueda dictar una liquidación provisional, la propia NFGT establece límites a la posibilidad de que el objeto de dichas liquidaciones pueda ser objeto de nueva regularización.

El apartado 4 del artículo 145 de la NFGTA establece que cuando las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación hubieran terminado con una liquidación provisional, el objeto de las mismas no podrá regularizarse nuevamente en otro procedimiento de inspección que se inicie con posterioridad salvo que concurra alguna de las circunstancias referidas en el parágrafo a anterior (elementos de la obligación tributaria determinados en función de otras obligaciones) y exclusivamente en relación con los elementos de la obligación tributaria afectados por dichas circunstancias.







Solicitud del obligado tributario de un procedimiento de comprobación e investigación de carácter general




Actuaciones inspectoras de carácter general o parcial.NFGT. Álava. 


 Las actuaciones de los órganos de la inspección de los tributos pueden tener carácter general o parcial. El contenido de las actuaciones de carácter general se establece de forma excluyente en tanto que lo serán aquellas que no tengan carácter parcial. No obstante, en el Reglamento de Inspección se establece como regla general que las actuaciones inspectoras de comprobación e investigación tendrán carácter general.

En este sentido el Reglamento de Inspección establece que las actuaciones de comprobación e investigación podrán tener carácter parcial en los siguientes casos: cuando venga exigido por normas legales o reglamentarias; en planes de inspección específicos, cuando así se haya acordado por parte del Director General de Hacienda, y en planes de inspección generales, cuando así se acuerde por parte del Inspector-Jefe, haciéndolo constar por el actuario al inicio de las actuaciones inspectoras mediante la correspondiente comunicación en la que se indicará de forma expresa, los tributos, deberes, ejercicios y períodos que van a ser objeto de comprobación e investigación. Por otro lado, en el Reglamento de Inspección se establece que se podrá ampliar el campo de aquellas actuaciones que inicialmente tuvieran carácter parcial, con el correspondiente acuerdo del Inspector-Jefe.

Pero además, la NFGTA establece en su artículo 146 la posibilidad de que una actuación de carácter parcial pase a serlo de carácter general mediante petición del obligado tributario.







Solicitud del obligado tributario para que el procedimiento de comprobación e investigación de carácter parcial tenga carácter general. NFGT. Álava. 


 El apartado 1 del artículo 146 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que todo obligado tributario que esté siendo objeto de actuaciones en un procedimiento de comprobación e investigación de carácter parcial podrá solicitar a la Administración tributaria que las mismas tengan carácter general respecto al tributo y, en su caso, períodos afectados, sin que tal solicitud interrumpa las actuaciones en curso.

Con esta disposición se pretende reforzar la seguridad jurídica del obligado tributario.

La solicitud de ampliación podrá referirse a todos los elementos del tributo objeto de actuación parcial y a otros ejercicios de dicho tributo, pero no a tributos diferentes de aquel al que se refiere la comprobación de carácter parcial.

El obligado tributario deberá formular la solicitud en el plazo de 15 días desde la notificación del inicio de las actuaciones inspectoras de carácter parcial.

El apartado 3 del artículo 146 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que la Administración tributaria deberá ampliar el alcance de las actuaciones o iniciar el procedimiento de comprobación e investigación de carácter general en el plazo de seis meses desde la solicitud.

En consecuencia, la Administración tributaria deberá atender necesariamente la solicitud de ampliación del obligado tributario.

En el caso de que la Administración incumpliera con la solicitud de ampliación en el plazo de seis meses desde la realización de la misma, esto determinará que las actuaciones de carácter parcial no interrumpan el plazo de prescripción del ejercicio de la potestad administrativa para determinar la deuda tributaria a efectos de la comprobación e investigación del mismo tributo y período con carácter general.







Plazo máximo del procedimiento de comprobación e investigación




Plazo máximo de las actuaciones de comprobación e investigación. NFGT de Álava 


 El apartado 1 del artículo 147 de la NFGTA establece como regla general que las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación deberán concluir en el plazo de 18 meses contado desde la fecha de notificación al obligado tributario del inicio del mismo.

En este artículo se establece así un plazo general de duración máxima de las actuaciones de comprobación e investigación que, como examinaremos a continuación, puede ser objeto de ampliación por otros doce cuando concurra alguna de las circunstancias que el mismo precepto contempla: que las actuaciones revistan especial complejidad o durante su desarrollo se descubra la existencia de actividades económicas ocultas. 

Por otro lado, la norma delimita claramente la forma de cómputo de este plazo determinando de forma objetiva los momentos de inicio y fin del mismo.

A.  Cómputo del plazo.

La NFGT establece los siguientes elementos para el cómputo del plazo de 18 meses como máximo para la conclusión de las actuaciones inspectoras:


	
i. Momento inicial: la fecha de notificación al obligado tributario del inicio del procedimiento de comprobación e investigación. 

	
ii. Momento final: la fecha en que se notifique o se entienda notificado el acto administrativo resultante de las actuaciones de comprobación e investigación. A efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar el plazo de resolución será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 100 de la NFGTA, esto es, que a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución. En este sentido es importante subrayar la necesidad de que medie notificación, sin que sea suficiente por tanto a estos efectos que la resolución se dicte. 



Los mencionados criterios para establecer el cómputo del plazo de 18 meses se desarrollan en el Reglamento de Inspección mediante la inclusión de supuestos de dilaciones del procedimiento imputables al obligado tributario y de períodos de interrupciones justificadas. En este sentido se establece que a efectos del plazo máximo de duración del procedimiento de comprobación no se computarán los períodos de interrupción justificada ni las dilaciones imputables al obligado tributario, en los términos que se especifican en el propio Reglamento de Inspección.

Véase en este sentido el artículo 31 del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 

	
- El TS en Sentencia de 22-03-12 establece que la determinación del "dies ad quem" de los plazos máximos de resolución inspectora debe fijarse, no en la fecha en que se dicta la resolución, sino en la fecha de su notificación, conforme a las reglas que rigen en materia de notificaciones.


a.  Interrupciones justificadas.

En el Reglamento de Inspección se establece que el cómputo del plazo de duración de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación se considerará interrumpido justificadamente cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:


	
i. Petición de datos, informes, dictámenes, valoraciones o documentos a la Administración del Estado, Comunidades Autónomas, otras Diputaciones Forales, Entidades Locales o a otras Administraciones de Estados miembros de la Unión Europea o de terceros países, por el tiempo que transcurra entre su petición o solicitud y la recepción de los mismos, sin que la interrupción por este concepto pueda exceder, para todas las peticiones de datos o informes que pudieran efectuarse, de seis meses. Cuando se trate de solicitudes formuladas a la Administración del Estado o de otros Estados, Comunidades Autónomas, otras Diputaciones o Corporaciones locales, doce meses, y doce meses también cuando se trate de solicitudes formuladas a otros Estados. 

	
ii. Cuando concurra alguna causa de fuerza mayor que obligue a la Administración a interrumpir sus actuaciones, por el tiempo de duración de dicha causa. 

	
iii. Cuando se inicie un procedimiento de comprobación del domicilio fiscal a que se refiere el artículo 48 de la NFGTA, por el tiempo que dure su completa tramitación o hasta que concluya el plazo máximo de resolución del mismo. 

	
iv. Cuando se inicie un procedimiento para la aplicación de la cláusula antielusión a que se refiere el artículo 163 de la NFGTA, por el tiempo que dure su completa tramitación o hasta que concluya el plazo máximo de resolución del mismo. Véase en este sentido el artículo 32 del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 



	
v. Cuando de acuerdo con lo establecido en la NFGT, se remita el expediente al Ministerio Fiscal o a la jurisdicción competente, por el tiempo que transcurra desde dicha remisión hasta que, en su caso, se produzca la recepción del expediente devuelto o de la resolución judicial por el órgano competente para continuar el procedimiento. ♦El TSJ del País Vasco en Sentencia de 06-04-11 analiza el cómputo de la prescripción y la interrupción del mismo en los supuestos en que se remita el expediente a la jurisdicción penal por presunto delito contra la Hacienda Pública. Considera el Tribunal que la suspensión del procedimiento de inspección se produce en el momento en que el actuario emite su informe atribuyendo relevancia penal a los hechos, y en este momento se inicia el periodo de suspensión justificada a efectos de interrumpir el cómputo del plazo máximo para concluir el procedimiento de inspección. Por lo que se refiere al momento en que debe retomarse el cómputo de dicho plazo, por entender finalizado el período de suspensión justificada del procedimiento de inspección, señala el Tribunal que lo relevante a estos efectos no es la notificación de la sentencia de la Audiencia Provincial al representante procesal de la Diputación Foral, sino que lo relevante es la fecha en la que el Servicio de Inspección tiene conocimiento de la firmeza de la sentencia penal.



	
vi. Cuando la determinación o imputación de la obligación tributaria dependa directamente de actuaciones judiciales en el ámbito penal, por el tiempo transcurrido desde que se tenga conocimiento de la existencia de dichas actuaciones y se deje constancia de este hecho en el expediente o desde que se remita el expediente a la jurisdicción competente o al Ministerio Fiscal hasta que se conozca la resolución por el órgano competente para continuar el procedimiento. No obstante, cuando ello sea posible y resulte procedente podrán practicarse liquidaciones provisionales de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 248.2 de la NFGT. 

	
vii. Cuando se plantee el conflicto de competencias ante la Junta Arbitral prevista en el artículo 66 del Concierto Económico entre el Estado y la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

	
viii. Cuando sea necesario solicitar la ratificación de los datos relativos a terceros incluidos en las declaraciones presentadas de acuerdo con lo previsto en el artículo 104.4 de la NFGT, por el tiempo que transcurra entre la remisión de la petición o solicitud y la ratificación, sin que la interrupción por este concepto pueda exceder, para todas las solicitudes que puedan efectuarse, de seis meses.

	
ix. Cuando en el momento de entregarse la notificación se tuviera conocimiento del fallecimiento o extinción de la personalidad jurídica del obligado tributario, por el tiempo que transcurra desde dicho intento hasta la notificación que se efectúe a los sucesores del obligado tributario.



Finalmente, en el Reglamento de Inspección de Bizkaia se añade a las anteriores una última causa de interrupción injustificada relacionada con los supuestos de coordinación de competencias inspectoras entre distintas Administraciones tributarias regulados en el Concierto Económico. 

	
x. Cuando por aplicación de lo dispuesto en el artículo 47 ter del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, aprobado por la Ley 12/2012, de 23 de mayo, se deban coordinar las competencias inspectoras con otras administraciones afectadas, por el tiempo transcurrido desde la notificación de la comunicación y durante los dos meses posteriores, en el caso de que no se reciban observaciones por ninguna de las administraciones afectadas. En otro caso, la interrupción se entenderá hasta el momento en que, en virtud de lo dispuesto en el apartado cuatro del citado artículo, se puedan continuar las actuaciones y dictar los actos administrativos correspondientes. El mismo efecto tendrá a efectos del cómputo del plazo de las actuaciones cuando se proceda a coordinar las competencias inspectoras con otras Administraciones Tributarias. 



b.  Dilaciones imputables al obligado tributario.

En el Reglamento de Inspección se consideran como dilaciones imputables al propio obligado tributario, cuya duración no se computa a efectos de determinar el plazo máximo de duración de las actuaciones, las siguientes circunstancias:


	
i. El retraso por parte del obligado tributario en la cumplimentación de las solicitudes de información, requerimientos o comparecencias formuladas o solicitadas por los actuarios dentro del ámbito de sus competencias. 

	
ii. El aplazamiento o retraso de las actuaciones solicitado por el propio obligado tributario, en los casos en que el actuario lo considere procedente. Véase en este sentido el artículo 33 del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 



	
iii. La aportación por el obligado tributario de nuevos documentos y pruebas una vez realizado el trámite de audiencia o, en su caso, de alegaciones. La dilación se computará desde el día siguiente al de finalización del plazo de dicho trámite hasta la fecha en que se aporten. 

	
iv. La paralización del procedimiento iniciado a instancia del obligado tributario por la falta de cumplimentación de algún trámite indispensable para dictar resolución, por el tiempo que transcurra desde el día siguiente a aquel en que se considere incumplido el trámite hasta su cumplimentación por el obligado tributario, sin perjuicio de la posibilidad de que pueda declararse la caducidad, previa advertencia al interesado. 

	
v. El retraso en la notificación de las propuestas de resolución o de liquidación por el tiempo que transcurra desde el día siguiente a aquel en que se haya realizado un intento de notificación hasta que dicha notificación se haya producido. 

	
vi. La aportación por el obligado tributario de datos, documentos o pruebas relacionados con la aplicación del método de estimación indirecta desde que se deje constancia en el expediente, en los términos establecidos en el artículo 153.3.a) de la NFGT. 

	
vii. El tiempo transcurrido desde la fecha fijada para la firma de las actas hasta la fecha de notificación de las mismas si el obligado tributario no compareciese en el lugar y fecha señalados para su firma.



c.  Normas sobre cómputo del plazo.

Además de las concreciones anteriores sobre interrupciones justificadas y dilaciones los Reglamentos de Inspección contienen una serie de normas en relación con el cómputo del plazo máximo de duración de las actuaciones:


	
i. El obligado tributario tendrá derecho a conocer el estado de tramitación del expediente en el que sea parte y el cómputo de las circunstancias relativas tanto a interrupciones justificadas como a dilaciones imputables al obligado tributario, incluyendo las fechas de solicitud y de recepción de los informes correspondientes. 

	
ii. En los supuestos de interrupción justificada, se harán constar, sin revelar los datos identificativos de las personas o autoridades a quienes se ha solicitado información, las fechas de solicitud y recepción, en su caso, de tales informaciones. Sin perjuicio de ello, cuando el expediente se encuentre ultimado, en el trámite de audiencia correspondiente, el obligado tributario podrá conocer la identidad de tales personas u organismos. 

	
iii. La interrupción del cómputo del plazo de duración de las actuaciones inspectoras no impedirá la práctica de las que, durante dicha situación, pudieran desarrollarse. 

	
iv. A efectos del cómputo de los plazos de interrupciones justificadas y de dilaciones imputables al obligado tributario, tales plazos se contarán por días naturales. 

	
v. La reanudación de actuaciones con conocimiento formal del obligado tributario tras la interrupción injustificada o la realización de actuaciones después de transcurrido el plazo máximo de duración del procedimiento, tendrán efectos interruptivos de la prescripción respecto de la totalidad de las obligaciones tributarias y períodos a que se refiera el procedimiento.

	
vi. En los supuestos en los que se produzca la interrupción injustificada del procedimiento de comprobación e investigación, la comunicación de la continuación de las actuaciones del procedimiento supondrá el reinicio del cómputo de los plazos. Véase en este sentido el artículo 34 del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 





B.  Ampliación del plazo.

a.  Supuestos que pueden dar lugar a la ampliación.

Si bien el plazo establecido como regla general para concluir las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación es de 18 meses, la NFGT regula supuestos en los que dicho plazo puede ampliarse.

Así, en el propio artículo 147 se establece que podrá ampliarse dicho plazo, con el alcance y requisitos que reglamentariamente se determinen, por otro período que no podrá exceder de 12 meses.

La Norma Foral ha acotado el plazo de ampliación a otros doce meses, de modo que las actuaciones inspectoras, en los supuestos en que concurran las circunstancias que determinan su aplicación deberán concluir en el plazo de 30 meses.

Hay que entender que el plazo ampliado no admite una posterior ampliación.

Además, la NFGT de Álava recoge los supuestos concretos en los que puede ampliarse el plazo de conclusión del procedimiento. En las referidas Normas se establece que procederá la ampliación cuando en las actuaciones concurra alguna de las siguientes circunstancias:


	
i. Cuando las actuaciones revistan especial complejidad. Se entenderá que concurre esta circunstancia atendiendo al volumen de operaciones de la persona o entidad, la dispersión geográfica de sus actividades, su tributación en régimen de consolidación fiscal o en régimen de transparencia fiscal internacional y en aquellos otros supuestos establecidos reglamentariamente. 

El Reglamento de Inspección desarrolla este supuesto estableciendo que se entenderá que concurre esta circunstancia de especial complejidad cuando se produzca alguno de los siguientes supuestos: 


	
- Cuando el volumen de operaciones del obligado tributario sea igual o superior al requerido para la obligación de auditar sus cuentas. 

	
- Cuando el incumplimiento sustancial de las obligaciones contables o registrales del obligado tributario, la desaparición de los libros o registros contables o su falta de aportación por parte del mismo, determine una mayor dificultad en la comprobación que requiera de la ampliación del plazo. 

	
- Cuando se compruebe la actividad de un grupo de personas o entidades vinculadas y dichas actuaciones requieran la realización de comprobaciones a diversos obligados tributarios en el ámbito de la misma o de diferentes Administraciones tributarias, así como cuando las comprobaciones a realizar impliquen a un número de obligados tributarios superior a 75, siempre que sean precisas esas actuaciones de comprobación para la regularización de la situación tributaria del obligado. 

	
- Cuando el obligado tributario realice actividades fuera del Territorio Histórico correspondiente, que requieran la realización de actuaciones de comprobación e investigación fuera de dicho ámbito territorial. 

	
- Cuando el obligado tribute en más de una Administración por el Impuesto sobre Sociedades o en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

	
- Cuando el obligado tributario esté integrado en un grupo que tribute en régimen de consolidación fiscal que esté siendo objeto de comprobación inspectora. 

	
- Cuando el obligado tributario esté sujeto a tributación en régimen de transparencia fiscal internacional o partícipe en una entidad sujeta a un régimen de imputación de rentas que esté siendo objeto de comprobación inspectora. 

	
- Cuando se investigue a obligados tributarios por su posible intervención en una red o trama organizada cuya finalidad presunta sea defraudar o eludir la tributación que corresponda u obtener indebidamente devoluciones o beneficios fiscales. En especial, se incluirá en este supuesto la investigación de tramas presuntamente organizadas para la defraudación del Impuesto sobre el Valor Añadido vinculadas a las operaciones de comercio exterior o intracomunitario. 

	
- Cuando se investigue a obligados tributarios por la posible realización de operaciones simuladas, la utilización de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados o la intervención de personas físicas o jurídicas interpuestas con la finalidad de eludir la tributación que correspondería al verdadero titular de los bienes, derechos o rentas. 

	
- Cuando la comprobación se refiera a personas o entidades relacionadas económicamente entre sí que participen en la producción de un determinado bien o servicio, siempre que la actuación inspectora se dirija a la comprobación de las distintas fases del proceso de producción y distribución. 




	
- Cuando, para comprobar la procedencia de aplicar un beneficio fiscal, sea necesario verificar el cumplimiento de requisitos o regímenes tributarios previstos para otro tributo.

	
- Cuando se comprueben operaciones de reestructuración empresarial acogidas a regímenes fiscales especiales y sea necesario realizar actuaciones respecto a diversos obligados tributarios, bien en el ámbito de la misma Administración actuante, bien en el ámbito de Administraciones tributarias diferentes.

	
- Cuando en el procedimiento de comprobación e investigación se estime que pudieran concurrir las circunstancias previstas en el artículo 14.1 de la NFGT.Véase en este sentido el artículo 35.1.a) del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 







	
ii. Cuando en el transcurso de las actuaciones se descubra que el obligado tributario ha ocultado a la Administración tributaria alguna de las actividades empresariales o profesionales que realice. El Reglamento de Inspección desarrolla este supuesto estableciendo que podrá considerarse que el obligado tributario ha ocultado a la Administración tributaria alguna de las actividades económicas que realiza y por ello, procede la ampliación del plazo de duración de las actuaciones correspondientes, cuando los actuarios dispongan de datos que pongan de manifiesto la realización por el obligado tributario de cualquier actividad empresarial o profesional respecto de la que no presentó declaración, o de actividades empresariales o profesionales distintas de las declaradas por el mismo. 

A estos efectos, se considerarán como actividades distintas de las declaradas, entre otras, las siguientes: 


	
- Aquellas actividades económicas que tengan asignados grupos diferentes en la Clasificación Nacional de Actividades Económicas y no se consideren accesorias en los términos señalados en el artículo 9 de la Norma Foral reguladora del Impuesto sobre el Valor Añadido. 

	
- Cuando la actividad descubierta se desarrolle en una unidad de local no declarada a efectos del Impuesto sobre Actividades Económicas. 

	
- Cuando la actividad hubiera dado lugar a la inscripción en un Código de actividad y de establecimiento en el ámbito de los Impuestos Especiales, distinto de aquél en que se encuentre dado de alta el obligado tributario. Véase en este sentido el artículo 35.1.b) del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 









b.  Acuerdo de ampliación.

Los Reglamentos de Inspección establecen que a efectos de la ampliación del plazo de duración de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación, la apreciación de la concurrencia de alguna de las circunstancias mencionadas en el apartado anterior se realizará por el actuario correspondiente. 

La propuesta de ampliación se dirigirá por escrito al Inspector-Jefe, ponderando la importancia de las circunstancias reseñadas en orden a la necesidad de ampliar el plazo. 

Cuando el Inspector-Jefe aprecie la concurrencia de dichas circunstancias, dictará acuerdo de ampliación del plazo de duración del procedimiento.

El acuerdo del Inspector-Jefe se notificará al interesado, no siendo susceptible de recurso, sin perjuicio de que se pueda plantear la procedencia o improcedencia de la ampliación del plazo, con ocasión de los recursos y reclamaciones que, en su caso, se interpongan contra la liquidación que finalmente se dicte. 

El acuerdo del Jefe del Servicio de Inspección de Tributos no podrá dictarse en tanto no hayan transcurrido al menos seis meses desde el inicio de las actuaciones, al objeto de que, durante dicho plazo, pueda apreciarse la necesidad de ampliar su duración.

A estos efectos, no se tomarán en consideración las interrupciones justificadas ni las dilaciones imputables al interesado que concurran en el procedimiento.

- Véase en este sentido el artículo 35 apartados 2 a 5 del Reglamento de Inspección de los Tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio 

c.  Motivación del acuerdo de ampliación.

El último párrafo del apartado 1 del artículo 147 de la NFGTA establece que los acuerdos de ampliación del plazo máximo de duración de las actuaciones de comprobación serán, en todo caso, motivados, con referencia a los hechos y fundamentos de derecho y deberán ser notificados antes de la finalización del primer periodo de 18 meses.

En este sentido, la Sentencia de la Audiencia Nacional de 20-09-07 entiende que la decisión de ampliación del plazo en tanto que afecta a intereses legítimos del obligado tributario requiere de una sólida motivación. Así, la referida Sentencia considera que no basta con que la Administración invoque, e incluso demuestre, que el procedimiento inspector no puede concluirse en el plazo anual inicialmente previsto debido a la gran importancia cuantitativa del volumen de operaciones desarrollado por la entidad inspeccionada, “pues tanto es posible concebir racionalmente que el volumen de operaciones sea un elemento determinante de la complejidad de unas actuaciones determinadas de comprobación como deducir que, en otros supuestos, constituya un factor indiferente ya que, no cabe olvidar, la comprobación puede también versar, eventualmente, sobre elementos aislados de la situación tributaria del sujeto pasivo.” Además, la Sentencia añade que la Inspección tributaria debe dejar constancia expresa del nexo causal existente entre la complejidad de las actuaciones por alguna de las razones anteriormente apuntadas y la insuficiencia del plazo de doce meses para terminarlas. 

En el mismo sentido que la Sentencia anterior, el TSJ del País Vasco en Sentencia de 26-10-15 considera que la Administración tributaria solo puede ampliar el plazo máximo de duración de las actuaciones inspectoras cuando concurran determinadas circunstancias, y motivando las razones que le impulsan a hacerlo.







Interrupción injustificada del procedimiento de comprobación e investigación.


 El apartado 2 del artículo 147 de la NFGT establece que se produce la interrupción injustificada del procedimiento de comprobación e investigación por no realizar actuación alguna durante más de seis meses por causas no imputables al obligado tributario.

El Tribunal Supremo ha establecido en sus Sentencias de 28-02-96 y 28-10-97 y en la dictada en recurso para la unificación de doctrina de fecha 04-07-01, que por actuaciones inspectoras hay que entender tanto las actuaciones de comprobación e investigación como las de liquidación, por lo que, la suspensión injustificada de las actuaciones inspectoras, por causas ajenas al obligado tributario, durante más de seis meses y en cualesquiera momentos del periodo que media entre el inicio de éstas y la notificación de la liquidación resultante de las mismas, dará lugar a los efectos derivados de dicha interrupción.

A la interrupción injustificada de actuaciones la norma anuda una serie de efectos que, idénticos a los derivados del incumplimiento del plazo para concluir las actuaciones inspectoras, se examinan en el comentario siguiente relativo a los efectos del incumplimiento del plazo y de la existencia de interrupciones injustificadas.






Efectos del incumplimiento del plazo y de la existencia de interrupciones injustificadas del procedimiento de comprobación e investigación. NFGT. Álava. 


 A.  No se produce la caducidad del procedimiento.

El apartado 2 del artículo 147 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que la interrupción injustificada del procedimiento de comprobación e investigación por no realizar actuación alguna durante más de seis meses por causas no imputables al obligado tributario o el incumplimiento del plazo de duración del procedimiento no determinarán la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su terminación.

Con esta disposición la NFGTA se aparta del régimen general establecido para los procedimientos administrativos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, LPAC. El artículo 25 de la citada Ley dispone que cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio susceptibles de producir efectos desfavorables para los ciudadanos, se entenderán caducados y se procederá al archivo de las actuaciones, excepto en los casos en que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, en los que se interrumpirá el computo del plazo para resolver el procedimiento.

Entendemos que el precepto citado de la LPAC no resulta de aplicación a las actuaciones de comprobación e investigación de la Inspección de los Tributos, toda vez que el artículo 147 de la NFGT 6/2005 de Álava ha establecido un efecto distinto al de la caducidad con archivo de las actuaciones para el caso en que transcurra el plazo previsto sin que dichas actuaciones hayan concluido o cuando se produzcan interrupciones injustificadas. De ello se deriva que el transcurso del plazo o la concurrencia de interrupciones injustificadas no produce la caducidad y el archivo de lo actuado.

B.  No se produce la interrupción de la prescripción.

El apartado 2.a) del artículo 147 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que la interrupción injustificada del procedimiento de comprobación e investigación por no realizar actuación alguna durante más de seis meses por causas no imputables al obligado tributario o el incumplimiento del plazo de duración del procedimiento producirán como efecto respecto a las obligaciones tributarias pendientes de liquidar que no se considere interrumpida la prescripción como consecuencia de las actuaciones inspectoras desarrolladas hasta la interrupción injustificada o durante el plazo de duración del procedimiento de comprobación.

En estos supuestos, se entenderá interrumpida la prescripción por la reanudación de actuaciones con conocimiento formal del interesado tras la interrupción injustificada o la realización de actuaciones con posterioridad a la finalización del plazo de duración del procedimiento de comprobación.

En este contexto, el transcurso del plazo fijado por la norma para concluir las actuaciones de comprobación e investigación sin que éstas hayan concluido y la existencia de interrupciones injustificadas durante más de 6 meses, supone que no se consideren interrumpidos los plazos de prescripción como consecuencia de tales actuaciones, es decir, que los plazos de prescripción reanudan el computo que tenían antes del inicio de las actuaciones y el plazo transcurrido durante las actuaciones o la interrupción se computa también como plazo de prescripción.

En ambos supuestos, el obligado tributario tendrá derecho a ser informado sobre los conceptos y períodos a que alcanzan las actuaciones que vayan a realizarse.

C.  Efectividad de los ingresos.

El apartado 2.b) del artículo 147 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que los ingresos realizados por el obligado tributario desde el inicio del procedimiento hasta la reanudación de las actuaciones por el tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras excluirán las sanciones que hubieran podido exigirse por los mismos, sin perjuicio de los recargos e intereses que procedan.

Idéntico efecto producirán los ingresos realizados por el obligado tributario, por el tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras, desde el inicio del procedimiento hasta la primera actuación practicada con posterioridad al incumplimiento del plazo de duración del procedimiento.

D.  No exigencia de intereses de demora por incumplimiento del plazo.

El apartado 3 del artículo 147 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que el incumplimiento del plazo de duración del procedimiento de comprobación determinará que no se exijan intereses de demora desde que se produzca dicho incumplimiento hasta la finalización del procedimiento.






Efectos sobre el plazo de las actuaciones inspectoras de la remisión del expediente a la jurisdicción competente o al Ministerio Fiscal. NFGT. 


 El apartado 4 del artículo 147 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante NFGTA) establece que cuando se pase el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se remita el expediente al Ministerio Fiscal de acuerdo con lo previsto en el Título VI de la misma NFGTA dicho traslado producirá los siguientes efectos respecto al plazo de duración de las actuaciones inspectoras:


	
a. Se considerará como un supuesto de interrupción justificada del cómputo del plazo de dichas actuaciones. 

	
b. Se considerará como causa que posibilita la ampliación de plazo para la conclusión de las actuaciones de comprobación, en el supuesto de que el procedimiento administrativo debiera continuar por haberse producido alguno de los motivos a los que se refieren los art.  249.3, artículo 251.2 y la letra c) del artículo 255.2 de la NFGT. 




Doctrina y jurisprudencia

	
• El TSJ del País Vasco en Sentencia de 06-04-11 analiza el cómputo de la prescripción y la interrupción del mismo en los supuestos en que se remita el expediente a la jurisdicción penal por presunto delito contra la Hacienda Pública. Considera el Tribunal que la suspensión del procedimiento de inspección se produce en el momento en que el actuario emite su informe atribuyendo relevancia penal a los hechos, y en este momento se inicia el periodo de suspensión justificada a efectos de interrumpir el cómputo del plazo máximo para concluir el procedimiento de inspección. Por lo que se refiere al momento en que debe retomarse el cómputo de dicho plazo, por entender finalizado el período de suspensión justificada del procedimiento de inspección, señala el Tribunal que lo relevante a estos efectos no es la notificación de la sentencia de la Audiencia Provincial al representante procesal de la Diputación Foral, sino que lo relevante es la fecha en la que el Servicio de Inspección tiene conocimiento de la firmeza de la sentencia penal.









Efectos sobre el plazo de la retroacción de actuaciones inspectoras.NFGT.


 A.  Resolución judicial o económico-administrativa o acuerdo de la Junta Arbitral.

El apartado 5 del artículo 147 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria (en adelante NFGT) establece que cuando una resolución judicial o económico-administrativa o un acuerdo de la Junta Arbitral prevista en el Concierto Económico ordene la retroacción de las actuaciones inspectoras, éstas deberán finalizar en el período que reste desde el momento al que se retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo de 18 meses al que se refiere el artículo 147.1 NFGT o en seis meses, si aquel período fuera inferior. El citado plazo se computará desde la recepción del expediente por el órgano competente para ejecutar la resolución.

Deberá ponerse en conocimiento del obligado tributario, a través de la oportuna comunicación o en la primera diligencia que se suscriba en el curso del procedimiento de comprobación e investigación con posterioridad a la citada recepción, la fecha en que se produzca la recepción del expediente administrativo o de la resolución judicial.

B.  Remisión del expediente a la jurisdicción competente o al Ministerio Fiscal.

En el párrafo segundo del artículo 147.5 de la NFGT, se establece que cuando con posterioridad a la ampliación del plazo, se hubiese pasado el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se hubiera remitido el expediente al Ministerio Fiscal y debieran continuar actuaciones por haberse producido alguno de los motivos a que se refiere el artículo 248.1 de la NFGT éstas deberán finalizar en el período que reste hasta la conclusión del plazo de 18 meses al que se refiere el artículo 147.1 de la NFGT o en seis meses, si aquel período fuera inferior.

El citado plazo se computará desde la recepción de la resolución judicial o del expediente devuelto por el Ministerio Fiscal por el órgano competente que deba continuar el procedimiento.

Deberá ponerse en conocimiento del obligado tributario, a través de la oportuna comunicación o en la primera diligencia que se suscriba en el curso del procedimiento de comprobación e investigación con posterioridad a la citada recepción, la fecha en que se produzca la recepción del expediente administrativo o de la resolución judicial a que se refieren los dos párrafos anteriores.

En estos casos se exigirán intereses de demora por la nueva liquidación que ponga fin al procedimiento. La fecha de inicio del cómputo del interés de demora será la misma que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del artículo 26 de la NFGT, hubiera correspondido a la liquidación anulada y el interés se devengará hasta el momento en que se haya dictado la nueva liquidación. 









SubSección 3ª. Terminación de las actuaciones inspectoras

Terminación del procedimiento de comprobación e investigación




Terminación del procedimiento de comprobación e investigación tributaria con formalización de acta.NFGT. Álava. 


 Tradicionalmente, la Administración tributaria ha venido entendiendo que las actuaciones inspectoras concluyen cuando, a juicio de la Inspección, se han obtenido los datos y las pruebas necesarios para fundamentar los actos administrativos que proceda dictar, es decir, cuando se levanta la correspondiente acta.

Sin embargo, reiterada doctrina jurisprudencial (STS de 28-10-1997, STS 4-7-01, STS de 4-12-01 y STS de 23-02-02), entre otras, ha estimado que la separación de funciones inspectoras no puede oponerse a los sujetos pasivos porque siempre se encontrarán ante una misma organización administrativa.

Consecuentemente, el concepto de “actuaciones inspectoras” no puede ser tomado en un sentido restringido, sino que tiene un sentido más amplio, comprensivo de todas las actuaciones de la Inspección de los Tributos, incluyéndose la fase liquidadora posterior e incluso la notificación de dicha liquidación.

El apartado 1 del artículo 148 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación se darán por concluidas cuando, a juicio de la inspección de los tributos, se hayan obtenido los datos y pruebas necesarios para fundamentar los actos administrativos que proceda dictar, bien considerando correcta la situación tributaria del obligado tributario o bien proponiendo la regularización de la misma con arreglo a derecho.

Las conclusiones del procedimiento de comprobación e investigación se documentarán a través de las correspondientes actas de inspección a que se refiere el artículo 137.2 de la NFGT 6/2005 de Álava.







Terminación del procedimiento de comprobación e investigación tributaria sin formalización de acta.NFGT. Álava


 Aunque la regla general será que el procedimiento de comprobación e investigación termine con la formalización de un acta en la que se reflejen los resultados de la actuación comprobadora, la NFGTA regula los supuestos en los que dicho procedimiento terminará sin la formalización de un acta.

El apartado 2 del artículo 148 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que el procedimiento de comprobación e investigación concluirá sin la formalización de las correspondientes actas de inspección en los siguientes supuestos:

 Informe. El procedimiento de comprobación e investigación puede finalizar mediante informe motivado de la inspección de los tributos cuando no se considere procedente la regularización por constatarse:


	
i. La inconsistencia de los indicios que motivaron, en su caso, la inclusión en el plan de inspección. 

	
ii. Cuando haya sido imposible desarrollar el procedimiento. 



El artículo 36 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006 señala a este respecto que los actuarios encargados de la comprobación e investigación de un determinado obligado tributario elevarán informe al Inspector-Jefe cuando concurra alguna de las circunstancias a las que se ha hecho referencia.

El Inspector-Jefe, a la vista del informe emitido por el actuario, acordará lo que proceda.







Contenido de las actas




Contenido de las actas de inspección. NFGT. Álava. 


 El artículo 149 de la NFGT 6/2005 de Álava regula el contenido mínimo de las actas emanadas de la Inspección tributaria. En el Reglamento de Inspección se desarrollan los aspectos referentes a dicho contenido en el artículo 16 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

A.  Datos de identificación.

Las actas deberán contener los siguientes datos de identificación del obligado tributario:


	
1. El lugar y fecha de su formalización. 

	
2. El nombre y apellidos o razón social completa, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario, así como el nombre, apellidos y número de identificación fiscal de la persona con la que se entienden las actuaciones y el carácter o representación con que interviene en las mismas. Además en el Reglamento de Inspección se establece que en las actas deberá consignarse la identificación personal de los funcionarios que las suscriben. 





B.  Elementos de hecho y de derecho.

Las actas deberán contener los elementos esenciales del hecho imponible o presupuesto de hecho de la obligación tributaria y de su atribución al obligado tributario, así como los fundamentos de derecho en que se base la regularización.

Además en el Reglamento de Inspección se establece que cuando el obligado tributario sea empresario o profesional y respecto de los tributos para los que sea trascendente, deberá hacerse constar en el acta la situación de los libros o registros obligatorios del mismo, con expresión de los defectos o anomalías advertidos o, por el contrario, que del examen de los mismos cabe deducir racionalmente que no existe anomalía alguna que sea sustancial para la exacción del tributo de que se trate.

C.  Identificación del tributo y periodo.

Las actas deberán contener la identificación del tributo y periodo a que se refieren.

D.  Propuesta de liquidación.

Las actas deberán contener en su caso, la regularización de la situación tributaria del obligado y la propuesta de liquidación que proceda, incluyendo los intereses de demora correspondientes.

En el texto de la NFGT de Álava se añade que en los supuestos de actas de conformidad y en aquellos otros en que el obligado tributario haya renunciado a la tramitación separada del procedimiento sancionador, se expresarán, cuando proceda, las infracciones que se aprecien y las sanciones que se propongan, haciendo constar expresamente dicha renuncia.

Además en el Reglamento de Inspección se establece las actas deberán ir acompañadas de todos sus antecedentes, tales como comunicaciones, diligencias, informes y demás documentación relevante. Cuando proceda, se acompañará al acta la correspondiente propuesta de liquidación con expresión de los diferentes elementos configuradores de la deuda tributaria. A estos efectos, se considerará que forma parte integrante del acta el documento anexo a la misma que contenga la mencionada propuesta de liquidación.

E.  La conformidad o disconformidad.

Las actas deberán hacer referencia a la conformidad o disconformidad del obligado tributario con la regularización y con la propuesta de liquidación.








Clases de actas




Clases de actas tributarias a efectos de su tramitación.NFGT. Álava. 


 El artículo 150 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que a efectos de su tramitación, las actas de inspección pueden ser de conformidad o de disconformidad.

A.  Actas de conformidad.

Se tramitarán actas de conformidad en dos supuestos, cuando el obligado tributario o su representante manifieste su conformidad con la propuesta de regularización que formule la inspección de los tributos y cuando dicha inspección considere correcta la situación tributaria del obligado tributario y no proceda regularización alguna, estando conforme con ello el propio obligado tributario.

B.  Actas de disconformidad.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 150.2 de la NFGT de Álava se tramitarán actas de disconformidad cuando el obligado tributario o su representante no suscriba el acta o manifieste su disconformidad con la propuesta de regularización que formule la inspección de los tributos.

En el texto de la NFGT de Álava se especifica como un supuesto de acta de disconformidad cuando el obligado tributario o su representante no se persone en el lugar y fecha señalados o personado se niegue a recibir el acta.

Véase comentario sobre las actas de disconformidad (características y tramitación).







Clases de actas a efectos de su carácter. 


 La normativa tributaria, desarrollada en su respectivo Reglamento de Inspección, contiene una clasificación de las actas que atendiendo a su carácter las divide en actas previas y actas definitivas. Así se establece en el artículo 17 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

A.  Actas previas.

Tendrán el carácter de previas las actas que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 145 de la NFGTA 2005, den lugar a liquidaciones de carácter provisional, a cuenta de las definitivas que posteriormente puedan practicarse.

En el Reglamento de Inspección se especifica que, además de los supuestos regulados en el citado artículo de la NFGTA, procederá la incoación de un acta con el carácter de previa en los siguientes supuestos: 


	
1) Cuando, siendo de aplicación el régimen de tributación en función del volumen de operaciones del obligado tributario, y no habiendo sido posible la determinación del mismo con carácter definitivo, se incoe un acta por cualquier concepto impositivo cuya tributación se determine en función del mencionado volumen de operaciones. 

	
2) Cuando se formalice un acta por el Impuesto sobre el Valor Añadido antes de la fijación del porcentaje de prorrata definitivo que se establezca en función de las operaciones realizadas en el año natural. 

	
3) Cuando el hecho imponible pueda ser desagregado a efectos de las correspondientes actuaciones de comprobación e investigación o cuando por su fraccionamiento territorial deba serlo en los distintos lugares en que se materialice. 

	
4) Cuando los actuarios no hayan podido ultimar la comprobación o investigación de los hechos o bases imponibles y sea necesario suspender las actuaciones, siendo posible la liquidación provisional. 

	
5) Las actas que se formalicen por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o por el Impuesto sobre el Patrimonio en tanto no se hayan comprobado las declaraciones y liquidaciones del mismo período impositivo por ambos impuestos. 

	
6) Las actas que se formalicen en relación con los socios de una sociedad o entidad en régimen de imputación de bases imponibles o de rentas, en tanto no se ultime la comprobación de la situación tributaria de la entidad. 

	
7) Cuando exista una reclamación judicial o proceso penal que afecte a los hechos comprobados. 

	
8) Cuando no se haya podido ultimar la comprobación e investigación de los elementos de la obligación tributaria como consecuencia de no haberse obtenido los datos solicitados a terceros. 

	
9) Cuando se realicen actuaciones de comprobación e investigación por los servicios de intervención en materia de impuestos especiales. 

	
10) Cuando se haya aplicado la cláusula antielusión prevista en el artículo 14 de la NFGT de Álava y no constituya el objeto único de la regularización, siempre que sea posible la práctica de liquidación provisional por los restantes elementos de la obligación tributaria. 

	
11) Las actas que se extiendan cuando las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación tengan alcance parcial y no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el períodoobjeto de la comprobación. 

	
12) Las actas que se extiendan cuando la base del tributo objeto de comprobación se determine en función de las bases establecidas para otros, o en ella se computen rendimientos objeto de retención, y unas u otras no hayan sido comprobadas con carácter definitivo, salvo que dichos rendimientos se consideren acreditados. 

	
13) Cuando se compruebe el Impuesto sobre la Renta de No Residentes y no se haya comprobado el impuesto directo del pagador o de la pagadora de los correspondientes rendimientos. 

	
14) Cuando se compruebe la actividad de un grupo de personas o entidades vinculadas y no se haya finalizado la comprobación de todas ellas. 

	
15) Cuando se proponga una regularización que anule o modifique la deuda tributaria inicialmente autoliquidada como consecuencia de la regularización de algunos elementos de la obligación tributaria porque deba ser imputado a otra u otro obligado tributario o a un tributo o período distinto del regularizado, siempre que la liquidación resultante de esta imputación no haya adquirido firmeza. 

	
16) Cuando en un procedimiento de comprobación e investigación se realice la comprobación del valor de mercado de operaciones realizadas con personas o entidades vinculadas, de la que se derive una deuda a ingresar y se regularicen otros elementos de la obligación tributaria. En este supuesto se formalizará un acta respecto de los elementos de la obligación tributaria relacionados con la valoración y otra acta, en su caso, respecto de todos los elementos de la obligación tributaria, estén o no relacionados con la valoración. 

	
17) Cuando por un mismo concepto impositivo y periodo se hayan diferenciado elementos respecto de los que se aprecia posible delito contra la Hacienda Pública, junto con otros elementos respecto de los que no se aprecia esa situación. En estos casos, se formalizará una liquidación provisional en relación con los elementos que se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública y un acta que comprenderá la totalidad de los elementos comprobados, con independencia de que estén o no vinculados con el posible delito, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 251.3 de la NFGT. 



B.  Actas definitivas.

Tendrán el carácter de definitivas las actas que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 145 de la NFGTA den lugar a liquidaciones de carácter definitivo.






Alegaciones previas a la firma del acta en la NFGT de Álava. 


 En el texto de la NFGT de Álava existe un trámite de alegaciones previo a la firma del acta de inspección.

En el apartado 3 del artículo 150 de la NFGT 6/2005 de Álava se establece que con carácter previo a la firma del acta se concederá trámite de audiencia al interesado, salvo que éste no se haya personado en las actuaciones por sí o por medio de representante, para que a la vista del expediente y en el plazo de quince días naturales manifieste, sin perjuicio de otros que considere oportunos, los siguientes extremos:


	
— Su conformidad o disconformidad con la propuesta de acta realizada por la inspección de los tributos. 

	
— Cuando manifieste su disconformidad con la propuesta de acta, su opción por la tramitación conjunta o separada del procedimiento sancionador y del de comprobación e inspección. 



Finalizado el trámite de audiencia, se formalizará el acta correspondiente.

Eventualmente en el texto de la NFGT alavesa se regula también un trámite de alegaciones posterior a la notificación de un acta de disconformidad (artículo 38.1 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006).







Actas de conformidad




Características de las actas de conformidad derivadas de inspecciones tributarias. NFGT. Álava. 


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 151 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante NFGT), se extenderán este tipo de actas:


	
a. Cuando el obligado tributario o su representante manifieste su conformidad con la propuesta de regularización que formule la inspección de los tributos. 

	
b. Cuando la inspección de los tributos considere correcta la situación tributaria del obligado tributario y no proceda regularización alguna, estando conforme con ello el propio obligado tributario. 



Presunción de certeza.

A los hechos y elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el obligado tributario o su representante hubiera prestado su conformidad les será de aplicación la presunción de certeza establecida en el artículo 138.2 de la NFGT, de acuerdo con el cual los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de inspección se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante prueba de haber incurrido en error de hecho.

En el Reglamento de Inspección se regula una suerte de carácter expansivo de la conformidad prestada. Así, se establece que se entenderá que la conformidad del obligado tributario se extiende no solo a los hechos recogidos en el acta, sino también a todos los elementos determinantes de la liquidación a que, en su caso, dé lugar la propuesta de regularización contenida en la misma. Así se establece en el artículo 37.1 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

La formalización de un acta de conformidad supone, en los casos en los que además se proceda al ingreso de las cantidades derivadas del acta y, en su caso, de la sanción aplicable la reducción de la sanción de acuerdo con lo establecido en el artículo 192.1.a) de la NFGT.







Tramitación de las actas de conformidad derivadas de actuaciones de inspección tributaria. NFGT. Álava. 


 A.  Plazo de audiencia. Audiencia previa a la firma del acta

En el apartado 3 del artículo 150 de las NFGT 6/2005 de Álava se regula con carácter general un trámite de audiencia al obligado tributario, trámite que se materializa antes de firmar el acta de inspección.

Así, en el artículo referido se establece que con carácter previo a la firma del acta se concederá trámite de audiencia al interesado, salvo que éste no se haya personado en las actuaciones por sí o por medio de representante, para que a la vista del expediente y en el plazo de quince días naturales manifieste, entre otros aspectos, su conformidad o disconformidad con la propuesta de acta realizada por la inspección de los tributos.

Finalizado el trámite de audiencia, se formalizará el acta correspondiente.

B.  Notificación.

a.  Notificación tácita del acta.

En artículo 37.2 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio se regula un sistema de notificación tácita del acta de conformidad.

Se establece que el obligado tributario se tendrá por notificado del contenido del acta formalizada con su expresa conformidad, una vez firmada por ambas partes.

b.  Notificación de la liquidación resultante de la comprobación.

En la normativa de Álava se establece que las liquidaciones dictadas en base a las actas de conformidad deberán notificarse al obligado tributario.

C.  Actas defectuosas.

En elReglamento de Inspección de Álava se desarrollan determinados aspectos relativos a la tramitación de las actas de conformidad cuando estas contienen defectos que impiden alcanzar su finalidad. En Álava se regula en el artículo 41 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

a.  Defectos de fondo o de forma.

En el referido Reglamento se establece que cuando en un acta se apreciare defecto en la expresión de los requisitos que debe contener la misma o, en general, falta de los indispensables para alcanzar su fin, el órgano competente para dictar los actos administrativos resultantes del procedimiento dispondrá las actuaciones necesarias para corregir tales defectos o bien, acordará la anulación del acta, reponiendo, cuando proceda, las actuaciones al momento en que se incurrió en los defectos apuntados o instándose, en su caso, nuevamente el inicio del procedimiento inspector. El acuerdo de anulación, si procede, se notificará al obligado tributario.

b.  Error material o apreciación indebida de normas.

Cuando el órgano competente para dictar los actos administrativos resultantes del procedimiento apreciare en un acta error material o aplicación indebida de las normas vigentes dictará previa puesta de manifiesto del expediente al obligado tributario, el acuerdo administrativo que proceda.

Si se apreciaran errores materiales, aritméticos o de hecho, el órgano competente para dictar los actos administrativos resultantes del procedimiento dictará el acto administrativo que sea procedente, previa rectificación de los errores, y notificará al obligado tributario el acuerdo adoptado.







Actas de disconformidad




Características de las actas de disconformidad.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 152 de la NFGT 6/2005 de Álava se extenderán este tipo de actas:


	
a. Cuando el obligado tributario o su representante no se persone en el lugar y fecha señalados o personado se niegue a recibir o suscribir el acta. 

	
b. Cuando el obligado tributario o su representante manifiesten su disconformidad con la propuesta de regularización que formule la inspección de los tributos. 



La NFGT dice que en ambos casos se hará constar en el acta la circunstancia que lleva a la formalización de un acta de disconformidad.

En el Reglamento de Inspección de Álava se desarrolla el contenido de las actas de disconformidad en el artículo 38.2 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

En el referido artículo reglamentario se establece que en las actas de disconformidad se expresarán con el detalle que sea preciso los hechos y, sucintamente, los fundamentos de Derecho que, en su caso, se consideren aplicables, sin perjuicio de que posteriormente se desarrollen dichos fundamentos en el preceptivo informe ampliatorio.

También se recogerá en el cuerpo del acta de forma expresa la disconformidad manifestada por el obligado tributario o las circunstancias que le impidan prestar la conformidad, sin perjuicio de que, en su momento, pueda alegar cuanto convenga en su derecho.







Tramitación de las actas de disconformidad.


 A.  Notificación del acta.

En elReglamento de Inspección de Álava se regula un sistema de notificación tácita del acta de inspección. Así se establece en el artículo 38.1 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, al establecer que en los supuestos de actas de disconformidad al obligado tributario o a su representante se le entregará un ejemplar del acta firmado por ambas partes y a partir de entonces se le tendrá por notificado de su contenido.

B.  Plazo de audiencia.

i.  Alegaciones previas a la firma del acta.

En el texto de Álava existe con carácter general un trámite de alegaciones previo a la firma del acta de inspección.

En el apartado 3 del artículo 150 de la NFGT 6/2005 de Álava se establece que con carácter previo a la firma del acta se concederá trámite de audiencia al interesado, salvo que éste no se haya personado en las actuaciones por sí o por medio de representante, para que a la vista del expediente y en el plazo de quince días naturales manifieste, sin perjuicio de otros que considere oportunos, los siguientes extremos:


	
- Su conformidad o disconformidad con la propuesta de acta realizada por la inspección de los tributos. 

	
- Cuando manifieste su disconformidad con la propuesta de acta, su opción por la tramitación conjunta o separada del procedimiento sancionador y del de comprobación e inspección. 



Finalizado el trámite de audiencia, se formalizará el acta correspondiente.

El órgano competente, a la vista del acta y su informe y de las alegaciones formuladas, en su caso, por el interesado, dictará el acto administrativo que corresponda.

En el artículo 42.2 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006, aprobado por Decreto Foral 41/ 2006, de 6 de junio se establece cuando el obligado tributario manifieste en el trámite de alegaciones expresamente su conformidad, total o parcial, con la propuesta de regularización correspondiente al acta formalizada, en el acuerdo de imposición de sanciones que pudiera resultar como consecuencia de las infracciones apreciadas se podrá aplicar la reducción establecida en el apartado 1 del artículo 192 de la NFGT 6/2005 de Álava, cuando se cumplan los demás requisitos establecidos en el mismo.

ii.  Alegaciones con posterioridad a la firma del acta.

Además del plazo para formular alegaciones previo a la formalización del acta el artículo 38.1 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio regula con carácter general en los supuestos de actas de disconformidad un plazo de alegaciones después de formalizada el acta y antes de dictar la liquidación correspondiente.

El mencionado artículo reglamentario establece que una vez que se tenga por notificado al obligado tributario del contenido del acta de disconformidad, se le advertirá de su derecho a formular, en el plazo de los quince días siguientes a la fecha en que se haya formalizado el acta, cuantas alegaciones estime convenientes ante el Servicio de Inspección de Tributos.

Cuando el obligado tributario o su representante se niegue a suscribir el acta o a recibirla, o no se persone en el lugar y fecha señalados, el plazo para alegaciones se contará a partir de la fecha en que se haya producido la negativa a recibir o suscribir el acta o, si no se ha personado, se haya notificado el acta.

C.  Actuaciones complementarias.

En elReglamento de Inspección de Álava se desarrolla la posibilidad de llevar a cabo determinadas actuaciones complementarias a realizar con posterioridad a la formalización del acta y antes de dictar liquidación. Así se establece en el artículo 42.1 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

En los artículos referidos se establece que cuando se considere preciso aclarar determinados aspectos a resultas de las alegaciones formuladas por el obligado tributario, se podrá acordar la práctica de actuaciones complementarias o la ampliación de los informes correspondientes con anterioridad a dictar los correspondientes actos administrativos.







SubSección 4ª. Estimación indirecta

Aplicación del método de estimación indirecta




El empleo del método de estimación indirecta en la inspección tributaria. NFGT. Álava. 


 El artículo 49 de la NFGT 6/2005 de Álava define la base imponible como la magnitud dineraria o no que resulta de la medición o valoración del hecho imponible del tributo, y establece que podrá determinarse por uno de los siguientes métodos:


	
1. Estimación directa (como método de aplicación general). 

	
2. Estimación objetiva (cuando la ley lo prevea y siempre de forma voluntaria). 

	
3. Estimación indirecta (con carácter subsidiario respecto de los anteriores, cuando se produzca alguna de las circunstancias previstas en el artículo 51 de la NFGT 6/2005 de Álava). 



La estimación indirecta se configura en la NFGT como un método para cuantificar el tributo de carácter subsidiario respecto de los demás (estimación directa y objetiva), que sólo puede utilizarse como último recurso en aquellos casos en que la Administración tributaria no pueda conocer de otra forma los datos necesarios para calcular la base o la cuota tributaria.

La imposibilidad de determinar de forma completa la base imponible es un requisito necesario para la aplicación del método de estimación indirecta. 

Así lo ha establecido el Tribunal Supremo en Sentencia de 10-02-03 en la que declara que que es correcta la aplicación del régimen de estimación indirecta de bases subsidiaria a la estimación directa, por haberse acreditado, mediante justificación por parte de la Administración resultante del informe preceptivo, la imposibilidad de la Inspección de obtener los datos necesarios para el cálculo de las bases, por la no aportación de libros auxiliares en que constara el detalle de los resúmenes anotados ni la conservación de facturas o documentos similares.

Las causas que dan lugar a la imposibilidad de determinar la base imponible y, por lo tanto a la aplicación del método de estimación indirecta son, según se establece en el artículo 52 de la NFGT 6/2005 de Álava:


	
a. Falta de presentación de declaraciones o presentación de declaraciones incompletas o inexactas. 

	
b. Resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación inspectora. 

	
c. Incumplimiento sustancial de las obligaciones contables o registrales. 

	
d. Desaparición o destrucción, aun por causa de fuerza mayor, de los libros y registros contables o de los justificantes de las operaciones anotadas en los mismos. 









Informe razonado para la aplicación del método de estimación indirecta en las actuaciones inspectoras.


 El artículo 153 de la NFGT 6/2005 de Álava establece la obligación de que en los supuestos en los que se aplique el método de estimación indirecta se elabore un informe razonado sobre las circunstancias que determinan dicha aplicación.

En concreto, el texto del artículo referido establece que cuando resulte aplicable el método de estimación indirecta, la inspección de los tributos acompañará a las actas incoadas para regularizar la situación tributaria de los obligados tributarios un informe razonado sobre:


	
a. Las causas determinantes de la aplicación del método de estimación indirecta. 

	
b. La situación de la contabilidad y registros obligatorios del obligado tributario. 

	
c. La justificación de los medios elegidos para la determinación de las bases, rendimientos o cuotas. 

	
d. Los cálculos y estimaciones efectuados en virtud de los medios elegidos. 



En el artículo 43.5 del Reglamento de Inspección de Álava aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, se desarrolla el procedimiento a seguir en estos casos, estableciendo que en los supuestos en que deba realizarse la estimación indirecta de bases, cuotas o rendimientos, para regularizar la situación tributaria de los obligados tributarios, los actuarios procederán a la formalización de un acta en la que se cifrarán las bases, cuotas o rendimientos que resulten por aplicación de este régimen, y a la misma se acompañará, en todo caso informe razonado que contenga las menciones referidas anteriormente.






Inexistencia de acto administrativo previo en la aplicación del método de estimación indirecta en las actuaciones inspectoras. NFGT. Álava  


 La NFGT viene a considerar la decisión administrativa de aplicar el método de estimación indirecta como un acto de mero trámite dentro del procedimiento de comprobación, por lo que no requiere de la formalización de un acto administrativo.

El apartado 2 del artículo 153 de la NFGT 6/2005 de Álava establece la aplicación del método de estimación indirecta no requerirá acto administrativo previo que lo declare, pero en los recursos y reclamaciones que procedan contra los actos y liquidaciones resultantes podrá plantearse la procedencia de la aplicación de dicho método.

Teniendo en cuenta que la determinación de la base imponible en el método de estimación indirecta se basa en la prueba indiciaria regulada en el artículo 104 de la NFGT 6/2005 de Álava, la Administración tributaria deberá probar las causas determinantes de la aplicación del método y justificar los medios elegidos.

Por su parte el obligado tributario podrá recurrir el acto administrativo resultante del procedimiento de comprobación en el ha sido aplicado el método de estimación indirecta, probando la improcedencia de aplicar el método o intentar destruir las presunciones utilizadas por la Administración para la estimación de la base.






Fuentes de procedencia de los datos utilizados para la aplicación del método de estimación indirecta. NFGT de Álava


 El apartado 3 del artículo 153 de la NFGT delimita cuales son las fuentes que puede utilizar la Administración tributaria para obtener los datos y antecedentes a utilizar para la aplicación del método de estimación indirecta.

A.  Los signos, índices y módulos establecidos para el método de estimación objetiva.

La NFGT establece que podrá utilizares como fuente los signos, índices y módulos establecidos para el método de estimación objetiva, que se utilizarán preferentemente tratándose de obligados tributarios que hayan renunciado a dicho método.

No obstante, si la Inspección acredita la existencia de rendimientos o cuotas procedentes de la actividad económica por un importe superior, será este último el que se considere a efectos de la regularización.

B.  Los datos económicos y del proceso productivo del propio obligado tributario.

También se establecen como datos que podrán utilizarse por la inspección para la aplicación de la estimación indirecta los datos económicos y del proceso productivo obtenidos del propio obligado tributario. En este sentido, podrán utilizarse datos de ejercicios anteriores o posteriores al regularizado en los que disponga de información que se considere suficiente y fiable. En especial, podrá utilizarse información correspondiente al momento de desarrollo de la actuación inspectora, que podrá considerarse aplicable a los ejercicios anteriores, salvo que se justifique y cuantifique, por la Inspección o por el obligado tributario, que procede efectuar ajustes en dichos datos.

Cuando este método se aplique a la cuantificación de operaciones de características homogéneas del obligado tributario y este no aporte información al respecto, aporte información incorrecta o insuficiente o se descubra las existencias de incorrecciones reiteradas en una muestra de dichas operaciones, la inspección de los tributos podrá regularizarlas por muestreo. En estos casos, podrá aplicarse el promedio que resulta de la muestra a la totalidad de las operaciones del período comprobado, salvo que el obligado tributario acredite las existencias de causas específicas que justifiquen la improcedencia de dicha proporción.

C.  Los datos procedentes de estudios del sector.

La Administración tributaria también podrá utilizar los datos procedentes de estudios del sector efectuados por organismos públicos o por organizaciones privadas de acuerdo con técnicas estadísticas adecuadas, y que se refieran al periodo objeto de regularización.

En este caso se identificará la fuente de los estudios, a efectos de que el obligado tributario pueda argumentar lo que considere adecuado a su derecho en relación con los mismos.

D.  Los datos de muestreo obtenidos por los órganos de la inspección.

La NFGT regula una cuarta fuente de la que la Administración tributaria puede obtener los datos para la aplicación del método de estimación indirecta. Esta se concreta en los datos de una muestra obtenida por los órganos dela Inspección sobre empresas, actividades o productos con características relevantes que sean análogas o similares a las del obligado tributario, y se refieran al mismo año.

La Inspección deberá identificar la muestra elegida, de forma que se garantice su adecuación a las características del obligado tributario, y señalar el Registro Público o fuente de la que se obtuvieron los datos.

El Reglamento de Inspección de Alava, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, en su artículo 43.7 desarrolla la forma de aplicación del método de estimación indirecta en este caso, estableciendo que cuando los datos utilizados para la estimación indirecta a que se refiere la letra d) del artículo 153.3 de la NFGT procedan de la propia Administración tributaria, se utilizarán aquellos métodos que permitan preservar el carácter reservado de los datos tributarios de terceros sin perjudicar el derecho de defensa del obligado tributario.

En particular, se disociarán los datos de forma que no pueda relacionarse entre sí:


	
a) La identificación de los sujetos contenidos en la muestra.

	
b) Los datos contenidos en sus declaraciones tributarias que sirvan para el cálculo de los porcentajes o promedios empleados para la determinación de las bases, los cálculos y estimaciones efectuados.



La Administración indicará las características conforme a las cuales se ha seleccionado la muestra elegida. Entre otros, podrán tenerse en cuenta el ámbito espacial y temporal de la muestra, la actividad que desarrollan o el intervalo al que corresponde su volumen de operaciones.






Elementos susceptibles de determinación por el método de estimación indirecta. NFGT de Álava


 En el apartado 4 del artículo 153 de la NFGT se concretan cuáles son los elementos configuradores del tributo que van a poder determinarse por el método de estimación indirecta, distinguiendo para ello entre los supuestos de imposición directa y los de imposición sobre el consumo.

A.  En la imposición directa.

En el caso de imposición directa, se podrá determinar por el método de estimación indirecta las ventas y prestaciones, las compras y gastos o el rendimiento neto de la actividad.

La estimación indirecta puede referirse únicamente a las ventas y prestaciones, si las compras y gastos que figuran en la contabilidad o en los registros fiscales se consideran suficientemente acreditados. Asimismo, puede referirse únicamente a las compras y gastos cuando las ventas y prestaciones resulten suficientemente acreditadas.

B. En la imposición sobre el consumo.

En el caso de caso de imposición sobre el consumo, se podrá determinar por el método de estimación indirecta la base y la cuota repercutida, la cuota que se estima soportada y deducible o ambos importes.

La cuota que se estima soportada y deducible se calculará estimando las cuotas que corresponderían a los bienes y servicios que serían normalmente necesarios para la obtención de las ventas o prestaciones correspondientes, pero solo en la cuantía en la que se aprecie que se ha repercutido el impuesto y que este ha sido soportado efectivamente por el obligado tributario.

Si la Administración tributaria no dispone de información que le permita apreciar la repercusión de las cuotas, corresponderá al obligado tributario aportar la información que permita identificar a las personas o entidades que le repercutieron el impuesto y calcular su importe.

Además, la NFGT añade que en el caso de tributos con períodos de liquidación inferior al año, la cuota estimada por la Inspección de forma anual se repartirá linealmente entre los periodos de liquidación correspondientes, salvo que el obligado tributario justifique que procede un reparto temporal diferente.







Sección cuarta. Procedimiento de comprobación restringida

Objeto del procedimiento de comprobación restringida




Ámbito de aplicación del procedimiento de comprobación restringida en las actuaciones inspectoras. NFGT. Álava. 


 La Sección Cuarta del Capítulo IV del Título III de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) regula en sus artículos 154 a 158 el procedimiento de comprobación restringida, que constituye, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 139 de la NFGTA uno de los procedimientos que pueden llevar a cabo los órganos de la inspección tributaria.

El procedimiento de comprobación restringida se inicia en todos los casos a petición de otros órganos de la Administración tributaria.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 154 de la NFGTA, el procedimiento de comprobación restringida puede tener un doble objeto:


	
a. Comprobar la adecuación a lo dispuesto en la normativa tributaria de algún elemento de las declaraciones presentadas por un obligado tributario. 

	
b. Comprobar la procedencia de una devolución solicitada, de un determinado incentivo fiscal acreditado o de la aplicación de un régimen especial solicitada por el obligado tributario. 









Inspección tributaria. Formas de actuación en el procedimiento de comprobación restringida.NFGT. Álava. 


 En la tramitación del procedimiento de comprobación restringida, la Inspección de los tributos podrá desarrollar prácticamente cualquiera de las actuaciones de comprobación y de información que le son propias.

El apartado 2 del artículo 154 de la NFGT 6/2005 de Álava establece en este sentido que en el procedimiento de comprobación restringida, la inspección de los tributos podrá realizar cuantas actuaciones comprobadoras o de obtención de información sean precisas aplicándose, en lo que resulte compatible, las normas establecidas en las Secciones 3.ª y 6.ª del Capítulo IV del Título III de la NFGT 6/2005 de Álava.

Teniendo en cuenta que las Secciones referidas regulan los procedimientos de comprobación e investigación y de obtención de información respectivamente, es claro que las actuaciones a desarrollar por la inspección en este procedimiento de comprobación restringida son amplísimas.

En el Reglamentos de Inspección de Álava (aprobado por el Decreto Forales 41/2006, de 6 de junio), se especifica que, como es lógico, las normas aplicables a las mencionadas actuaciones de comprobación e investigación y de obtención de información también serán aplicables cuando se realicen actuaciones de este tipo en el ámbito de un procedimiento de comprobación restringida, en cuanto resulten compatibles con la naturaleza del mismo.







Iniciación del procedimiento de comprobación restringida




Inspección tributaria. Iniciación del procedimiento de comprobación restringida. NFGT. Álava 


 De conformidad con lo que establece el artículo 155 de la NFGT 6/2005 de Álava y el artículo 45.2 del Reglamento de Inspección, aprobado por el Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, los aspectos relevantes en la iniciación de un procedimiento de comprobación restringida son los siguientes:


	
a. Iniciación de oficio. El procedimiento de comprobación restringida se iniciará siempre de oficio, previa petición del órgano competente de la Administración tributaria, mediante acuerdo de la inspección de los tributos. 



	
b. Notificación al obligado tributario. El acuerdo de la inspección de los tributos por el que inicia el procedimiento será notificado al obligado tributario en los términos establecidos en el artículo 105 y siguientes de la NFGT 6/2005 de Álava. 



	
c. No es necesaria la inclusión en planes de inspección. Los procedimientos de comprobación restringida no precisarán de la inclusión en planes de inspección de los obligados tributarios sobre los que se realicen los mismos. 

El apartado 4 del artículo 141 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que los procedimientos de comprobación e investigación que se lleven a efecto se desarrollarán en virtud de los planes de inspección. 

Este requisito general de actuar en base al contenido de los planes de inspección no es aplicable como vemos en el caso de los procedimientos de comprobación restringida. 



	
d. No es posible simultanear con procedimiento de comprobación e investigación. Los procedimientos de comprobación restringida no podrán desarrollarse durante la tramitación de un procedimiento de comprobación e investigación sobre los mismos conceptos tributarios y períodos impositivos. 












Plazo máximo de duración del procedimiento de comprobación restringida




Inspección tributaria. Plazo máximo del procedimiento de comprobación restringida. NFGT. Álava. 


 El apartado 1 del artículo 156 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que las actuaciones del procedimiento de comprobación restringida deberán concluir en el plazo de 6 meses.

A efectos de determinar la forma de cómputo de este plazo máximo de 6 meses la NFGTA establece lo siguiente:


	
i. Momento inicial: la fecha de notificación al obligado tributario del inicio del procedimiento de comprobación restringida. 

	
ii. Momento final: la fecha en que se notifique o se entienda notificado al obligado tributario el informe de la inspección de los tributos en el que se recojan las conclusiones de las actuaciones inspectoras. A efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar el plazo de resolución será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 100 de la NFGT 6/2005 de Álava, esto es, que a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución. En este sentido es importante subrayar la necesidad de que medie notificación, sin que sea suficiente por tanto a estos efectos que la resolución se dicte. 









Inspección tributaria. Efectos del incumplimiento del plazo en el procedimiento de comprobación restringida.NFGT. Álava. 


 A.  No se produce la caducidad del procedimiento.

El apartado 2 del artículo 156 de la NFGT establece que el transcurso del plazo máximo de 6 meses para finalización del procedimiento de comprobación restringida no determinará la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su terminación.

Con esta disposición la NFGT se aparta del régimen general establecido para los procedimientos administrativos en la LRJ-PAC. El artículo 44.2 de la LRJ-PAC dispone que cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio susceptibles de producir efectos desfavorables para los ciudadanos, se entenderán caducados y se procederá al archivo de las actuaciones, excepto en los casos en que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, en los que se interrumpirá el computo del plazo para resolver el procedimiento.

Entendemos que el precepto citado de la LRJ-PAC no resulta de aplicación a las actuaciones del procedimiento de comprobación restringida, toda vez que el artículo 156 de la NFGTA ha establecido un efecto distinto al de la caducidad con archivo de las actuaciones para el caso en que transcurra el plazo previsto sin que dichas actuaciones hayan concluido. De ello se deriva que el transcurso del plazo no produce la caducidad y el archivo de lo actuado.

Por otro lado, entendemos que, en aplicación del principio de conservación de actuaciones administrativas, recogido, entre otros, en los artículos 65 y 66 de la LRJ-PAC, hay que concluir que las actuaciones realizadas conservan su validez respecto de los ejercicios no prescritos.

B.  No se produce la interrupción de la prescripción.

El incumplimiento del plazo máximo de duración del procedimiento producirá como efecto respecto a las obligaciones tributarias pendientes de liquidar que no se considere interrumpida la prescripción como consecuencia de las actuaciones inspectoras desarrolladas durante dicho plazo.

En estos supuestos, se entenderá interrumpida la prescripción por la realización de actuaciones con posterioridad a la finalización del plazo de 6 meses desde el inicio de las actuaciones.

C.  Efectividad de los ingresos.

El apartado 2.b) del artículo 156 de la NFGTA establece que los ingresos realizados por el obligado tributario desde el inicio del procedimiento hasta la reanudación de las actuaciones por el tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras excluirán las sanciones que hubieran podido exigirse por los mismos, sin perjuicio de los recargos e intereses que procedan.







Terminación del procedimiento de comprobación restringida




Inspección tributaria. Conclusión del procedimiento de comprobación restringida.NFGT. Álava. 


 El apartado 1 del artículo 157 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que el procedimiento de comprobación restringida se dará por concluido cuando, a juicio de la inspección de los tributos, se hayan obtenido los datos y pruebas necesarios para fundamentar los actos administrativos que proceda dictar.

En base a los referidos datos la Inspección de los tributos podrá concluir sus actuaciones:


	
1. Considerando correcta la declaración del obligado tributario. 

	
2. Proponiendo la regularización de la declaración del obligado tributario con arreglo a derecho. 



Hay que tener en cuenta que en el procedimiento de comprobación restringida la Inspección de los tributos no dicta directamente el acto administrativo por el que, en su caso, se regulariza la situación del obligado tributario sino que es el órgano de la Administración tributaria que requiere la actuación de la Inspección el que dicta el acto administrativo correspondiente, procediendo la Inspección únicamente a emitir un informe en el que documenta sus conclusiones que, como ha quedado expuesto pueden dirigirse a la regularización de la declaración del obligado tributario o bien a considerarla conforme a derecho.







Inspección tributaria. Procedimiento de comprobación restringida. Informe de la Inspección.NFGT. Álava 


 A.  Contenido

El artículo 157.2 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) establece que las conclusiones del procedimiento de comprobación restringida se documentarán a través del correspondiente informe de inspección.

Por su parte, el apartado 3 del artículo 137 de la NFGTA, refiriéndose concretamente al procedimiento inspector establece que las conclusiones alcanzadas en el transcurso de los correspondientes procedimientos de inspección cuando éstos no concluyan con la formalización de un acta se documentarán en informes de inspección.

En el Reglamento de Inspección de Álava (aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio), se desarrolla el contenido de los informes emitidos por la Inspección de los tributos como finalización de un procedimiento de comprobación restringida (artículo 46 del Reglamento de Inspección de Álava de 2006), estableciendo que en los referidos informes se harán constar los siguientes extremos:


	
a. El lugar y la fecha de su formalización. 

	
b. La identificación de los actuarios que lo suscriban. 

	
c. El nombre y apellidos, número de identificación fiscal y la firma, en su caso, de la persona con la que se hayan entendido las actuaciones, así como el carácter o representación con que interviene. 

	
d. El nombre y apellidos o la razón y denominación social completa, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario a quien se refieran las actuaciones. 

	
e. Los hechos o circunstancias que constituyen el contenido propio de este procedimiento, dando cumplida contestación a los extremos de la situación tributaria del obligado cuya comprobación había sido solicitada por el órgano de la Administración tributaria. 

	
f. La propuesta de regularización que estimen procedente los actuarios. 



B.  Notificación

La NFGT establece que el informe de inspección correspondiente se notificará al obligado tributario, con especificación de las actuaciones concretas realizadas.

Además, en la referida notificación se informará al obligado tributario de que se dará traslado de dicho informe al órgano de la Administración tributaria competente para dictar los actos administrativos precisos para regularizar su situación tributaria.

C.  Alegaciones

Las alegaciones que el obligado tributario pueda formular al informe emitido por la Inspección de los tributos en un procedimiento de comprobación restringida se regulan de forma diferente en las normativas de Álava y Gipuzkoa por un lado y de Bizkaia por otro.

Mientras que en las primeras se regula un trámite de alegaciones directo contra el citado informe, en la normativa vizcaína en realidad no existe tal trámite de forma individualizada..

En el apartado 3 del artículo 157 de la NFGTA se establece que al momento de notificar al obligado tributario del informe de inspección correspondiente se le otorgará un plazo de quince días para que realice las alegaciones que considere oportunas.

Las alegaciones serán formuladas ante el órgano de la Administración tributaria competente para resolver el procedimiento de gestión tributaria del que traiga causa.

D.  Recursos

De acuerdo con lo que se dispone en al apartado 4 del artículo 157 de la NFGTA el informe de inspección no será susceptible de recurso o reclamación independiente.

Ahora bien, los reparos que pueda suscitar el contenido del informe podrán plantearse en el recurso que corresponda plantear contra el acto administrativo que se derive de dicho informe.

Por lo tanto, en los recursos que se interpongan contra los actos y liquidaciones resultantes podrá plantearse la procedencia de la regularización propuesta en el informe de la Inspección tributaria.







Efectos del procedimiento de comprobación restringida




Inspección tributaria. Efectos del procedimiento de comprobación restringida. NFGT. Álava 


 El artículo 158 de la NFGT 6/2005 de Álava da a los actos administrativos dictados en base al informe de la Inspección emitido en un procedimiento de comprobación restringida unos efectos que suponen fundamentalmente la imposibilidad de que la Administración tributaria lleve a cabo una nueva regularización en relación con el objeto comprobado, a no ser que se produzca el inicio de nuevos procedimientos y en base a circunstancias muy concretas.

El referido artículo establece que una vez dictado acto administrativo como consecuencia de la regularización propuesta en un informe emitido a resultas de un procedimiento de comprobación restringida, la Administración tributaria no podrá efectuar una nueva regularización en relación con el objeto comprobado.

Esta imposibilidad de llevar a cabo una nueva regularización solo se exceptúa cuando en un procedimiento de comprobación limitada de los regulados en el artículo 129 y siguientes de la NFGTA o en otro procedimiento de inspección posterior se descubran nuevos hechos o circunstancias que resulten de actuaciones distintas de las realizadas y especificadas en el informe emitido por la Inspección de los tributos.








Sección quinta. Procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario

Objeto del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario




Inspección tributaria. Ámbito de aplicación del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario.NFGT. Álava


 La Sección Quinta del Capítulo IV del Título III de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) regula en sus artículos 159 a 161 el procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario, que constituye, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 139 de la NFGTA uno de los procedimientos que pueden llevar a cabo los órganos de la inspección tributaria.

De acuerdo con que establece el apartado 1 del artículo 159 de la NFGTA el procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario tiene por objeto proponer la regularización tributaria pertinente en los supuestos en los que exista prueba preconstituida del hecho imponible.

Se considera que existe prueba preconstituida del hecho imponible cuando éste pueda reputarse probado, según las reglas de valoración de la prueba contenidas en los artículos 101 a 104 de la NFGTA.

En este sentido la NFGT establece como criterio general que en los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre medios y valoración de prueba se contienen en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, salvo que la normativa tributaria establezca otra cosa.







 Inspección tributaria. Formas de actuación del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario. NFGT. Álava


 El apartado 2 del artículo 159 de la NFGT 6/2005 de Álava establece que el procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario se aplicará cuando la inspección de los tributos no precise de la realización de ninguna actuación de investigación, comprobación u obtención de información para determinar la regularización procedente de la situación del obligado tributario.







Desarrollo del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario




Informe de la Inspección en el procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario. NFGT. Álava


 El artículo 160 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) al regular la forma de desarrollarse el procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario establece que, como se desprende de su propia denominación, este procedimiento de regularización se llevará a efecto sin la presencia del obligado tributario ni su representante.

Por otro lado, las conclusiones del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario mismo se documentarán a través del correspondiente informe de inspección.

Por su parte, el apartado 3 del artículo 137 de la NFGTA, refiriéndose concretamente al procedimiento inspector establece que las conclusiones alcanzadas en el transcurso de los correspondientes procedimientos de inspección cuando éstos no concluyan con la formalización de un acta se documentarán en informes de inspección.

A.  Contenido

El artículo 160.1 de la NFGTA establece que las conclusiones del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario se documentarán a través del correspondiente informe de inspección.

En el artículo 47 del Reglamento de Inspección de Álava aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, se desarrolla el contenido de los informes emitidos por la Inspección de los tributos como finalización de un procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario, estableciendo que en los referidos informes se harán constar los siguientes extremos:


	
a. El lugar y la fecha de su formalización. 

	
b. La identificación de los actuarios que lo suscriban. 

	
c. El nombre y apellidos o la razón y denominación social completa, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario a quien se refieran las actuaciones. 

	
d. Los hechos o circunstancias que constituyen el contenido propio de este procedimiento, recogiendo los elementos de hecho relativos a la prueba preconstituida de la obligación tributaria y los fundamentos de derecho aplicables. 

	
e. La propuesta de regularización que estimen procedente los actuarios. 



B.  Notificación

El apartado 2 del artículo 160 de la NFGTA establece que el informe de inspección correspondiente se notificará al obligado tributario, con especificación de los elementos de prueba que acreditan la realización del hecho imponible.

Además, en la referida notificación se informará al obligado tributario de que se dará traslado de dicho informe al órgano competente para dictar los actos administrativos precisos para regularizar su situación tributaria.

C.  Alegaciones

La NFGT regula expresamente las alegaciones que el obligado tributario pueda formular al informe emitido por la Inspección de los tributos en un procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario.

En el apartado 2 del artículo 160 de la NFGTA se establece que al momento de notificar al obligado tributario del informe de inspección correspondiente se le otorgará un plazo de quince días para que realice las alegaciones que considere oportunas.

Las alegaciones serán formuladas ante el órgano competente para dictar los actos administrativos precisos para regularizar la situación del obligado tributario.

D.  Recursos

De acuerdo con lo que se dispone en al apartado 3 del artículo 160 de la NFGTA el informe de inspección no será susceptible de recurso o reclamación independiente.

Ahora bien, los reparos que pueda suscitar el contenido del informe podrán plantearse en el recurso que corresponda plantear contra el acto administrativo que se derive de dicho informe.

Por lo tanto, en los recursos que se interpongan contra los actos y liquidaciones resultantes podrá plantearse la procedencia de la regularización propuesta en el informe de la Inspección tributaria.








Efectos del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario




Inspección tributaria. Efectos del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario. NFGT. Álava


 El artículo 161 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante NFGTA) da a los actos administrativos dictados en base al informe de la Inspección emitido en un procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario unos efectos que suponen fundamentalmente la imposibilidad de que la Administración tributaria lleve a cabo una nueva regularización en relación con el objeto comprobado.

El referido artículo establece que una vez dictado acto administrativo como consecuencia de la regularización propuesta en un informe emitido a resultas de un procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario, la Administración tributaria no podrá efectuar una nueva regularización en relación con el objeto comprobado.

Esta imposibilidad de llevar a cabo una nueva regularización se exceptua cuando en un procedimiento de comprobación limitada de los regulados en el artículo 130 y siguientes de la NFGTA o en otro procedimiento de inspección posterior se descubran nuevos hechos o circunstancias que resulten de actuaciones distintas de las realizadas y especificadas en el informe emitido por la Inspección de los tributos.








Sección sexta. Actuaciones de obtención de información

Actuaciones de obtención de información




Inspección tributaria. Ámbito de aplicación de las actuaciones de obtención de información.NFGT. Álava. 


 A.  Concepto.

El artículo 162 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante NFGTA) regula las actuaciones de obtención de información desarrolladas por la Inspección de los tributos, que constituyen, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 139 de la NFGTA una de las actuaciones que pueden llevar a cabo los órganos de la inspección tributaria.

La NFGT establece que cuando la Administración tributaria deba proceder a realizar las actuaciones de obtención de información previstas en los artículos 90 y 91 de la NFGTA, y para ello sea preciso la actuación de la misma fuera de sus oficinas, tales actuaciones deberán llevarse a cabo por parte de la inspección de los tributos.

Son actuaciones de obtención de información las que tienen por objeto el conocimiento por la Inspección de los Tributos de los datos o antecedentes de cualquier naturaleza que obren en poder de una persona o Entidad y tengan trascendencia tributaria respecto de otras personas o Entidades distintas de aquéllas, sin que existiera obligación con carácter general de haberlos facilitado a la Administración Tributaria mediante las correspondientes declaraciones.

Estas actuaciones se sustentan en la obligación de proporcionar a la Administración tributaria información con trascendencia tributaria para terceros que la NFGTA impone en los artículos 90 y 91 a toda persona física o jurídica, pública o privada.

La competencia de los órganos con funciones inspectoras para llevar a cabo las mencionadas actuaciones de obtención de información no obsta a las competencias asignadas en el artículo 164 de la NFGTA a los órganos de la recaudación tributaria en cuanto a la realización de actuaciones de obtención de información en relación con las acciones encaminadas al cobro de la deuda o a la exigencia de responsabilidad administrativa, civil o penal, derivada del impago de aquélla.

B.  En procedimientos de comprobación e investigación o de comprobación restringida.

En elReglamento de Inspección se desarrolla este tipo de actuaciones de obtención de información. En concreto, se establece que este tipo de actuaciones pueden desarrollarse con ocasión de la tramitación de un procedimiento de comprobación e investigación o de comprobación restringida.

En sentido se establece que cuando órganos administrativos con funciones inspectoras desarrollen procedimientos de comprobación e investigación o de comprobación restringida obtendrán cuantos datos o antecedentes obren en poder del obligado tributario y puedan ser, a juicio de los actuarios, de especial relevancia tributaria para otras personas y entidades, sin perjuicio de la especial comprobación en todo caso del cumplimiento de la obligación de proporcionar tales datos cuando venga exigida con carácter general. Así se establece en el artículo 48.1 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

C.  Iniciativa.

Las actuaciones de obtención de información realizadas por los órganos con competencias de inspección podrán iniciarse bien por propia iniciativa de dichos órganos o a solicitud de los demás Órganos de la Administración Tributaria.

En este sentido, elReglamento de Inspección establecen que, en particular, los órganos con competencias de inspección podrán realizar, a petición de aquéllos con competencias de gestión tributaria, actuaciones de obtención de información con el objeto de recabar toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria que puedan servir a la Administración para la práctica de las liquidaciones correspondientes. Así se establece en el artículo 48.3 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.







Inspección tributaria. Requerimientos para la obtención de información. NFGT. Álava. 


 En el art. 49 del Reglamento de Inspección de Álava aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio, se desarrolla la forma en la que deben realizarse los requerimientos al obligado tributario dentro de las actuaciones de obtención de información.

a.  Inexistencia de requerimiento escrito.

Las actuaciones de obtención de información podrán iniciarse inmediatamente, incluso sin previo requerimiento escrito, cuando lo justifique la índole de los datos a obtener y los actuarios se limiten a examinar aquellos documentos, elementos o justificantes que han de estar a disposición de la Administración tributaria.

b.  Existencia de requerimiento escrito.

Cuando no se produzcan las circunstancias mencionadas anteriormente se concederá a las personas o entidades requeridas un plazo no inferior a diez días para poder aportar la información solicitada o dar las facilidades necesarias a los actuarios para que sea obtenida directamente por ellos, incurriendo en otro caso en infracción tributaria.

c.  Requerimientos a Juzgados y Tribunales.

Los órganos con funciones de inspección y con la autorización del Director General de Hacienda, podrán solicitar de los Juzgados y Tribunales que les faciliten cuantos datos con transcendencia tributaria se desprendan de las actuaciones judiciales de que conozcan, respetando, en todo caso, el secreto de las diligencias sumariales.






Inspección tributaria. Actuaciones de obtención de información respecto de personas o entidades dedicadas al tráfico bancario o crediticio. NFGT. Álava 


 En el Reglamento de Inspección se desarrollan las actuaciones de obtención de información cuando estas se realizan respecto de personas o entidades dedicadas al tráfico bancario o crediticio. Así se establece en el artículo 50 del Reglamento de Inspección de los tributos, aprobado por Decreto Foral 41/2006, de 6 de junio.

a.  Obligación de proporcionar información

Las personas o entidades que se dediquen al tráfico bancario o crediticio estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes o antecedentes con transcendencia tributaria deducidos de sus relaciones económicas o financieras con otras personas.

Esta obligación de proporcionar información establecida en el Reglamento de Inspección para las personas o entidades que se dediquen al tráfico bancario o crediticio no es más que una concreción de la obligación general de proporcionar información a la Administración tributaria establecida en el artículo 90.1 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA), en cuya virtud las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades sin personalidad jurídica, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas.

b.  Movimientos de cuentas

Dentro de la obligación de proporcionar información a la que están sometidas las personas o entidades que se dediquen al tráfico bancario o crediticio, el Reglamento de Inspección establece que en particular, tales personas o entidades estarán obligadas, a requerimiento de los órganos con funciones de inspección, a facilitar los movimientos de cuentas corrientes, de depósitos de ahorro y a plazo, cuentas de préstamo y crédito y de las demás operaciones activas y pasivas de dichas instituciones con cualquier obligado tributario.

En caso de cuentas indistintas o conjuntas a nombre de varias personas o entidades o de comunidades, sean o no voluntarias, en los depósitos de titularidad plural y supuestos análogos, la petición de información sobre uno de los cotitulares implicará la de todos los datos y movimientos de la cuenta, depósito u operación, pero la Administración tributaria no podrá utilizar la información obtenida frente a otro titular sin seguir previamente los trámites que sean precisos del correspondiente procedimiento de aplicación de los tributos.

	
♦ El Tribunal Supremo en su Sentencia de 22-01-93 ha considerado que en el estricto terreno de la acción inspectora ha de juzgarse adecuado este precepto, máxime con la cautela que contiene respecto a los otros titulares, ya que en otro caso estas cuentas podrían constituirse en un reducto inaccesible propicio a la ocultación de las bases impositivas.


c.  Autorización

Únicamente en el caso de las actuaciones de obtención de información de los órganos con funciones de inspección respecto de personas o entidades que se dediquen al tráfico bancario o crediticio que exijan el conocimiento de los movimientos de cuentas u operaciones a que se refiere el apartado 3 del artículo 90 de la NFGTA será necesaria la previa autorización del Director General de Hacienda.

A estos efectos, el actuario acompañará a la solicitud de la preceptiva autorización un informe ampliatorio que comprenda los motivos que justifiquen la actuación de obtención de información respecto de la persona o entidad que se dedique al tráfico bancario o crediticio, que deberá contar con el visto bueno del Inspector-Jefe.

El Director General de Hacienda resolverá en el plazo de quince días a partir del siguiente a aquél en que recibiere la solicitud.


	
♦ El Tribunal Supremo en Sentencia de 08-10-01, establece que la autorización de investigación de operaciones bancarias, aunque se trata de un acto de tramite, puede ser objeto de recurso si se alega infracción de un derecho fundamental, resolución del asunto de forma directa o indirecta o indefensión.

	
♦ El Tribunal Supremo en Sentencia de 01-07-03 considera que en los requerimientos individualizados en los que se insta la identificación de los instrumentos de pago utilizados con cargo a unas determinas cuentas, es necesaria la autorización del órgano competente dado que la citada identificación implica una indagación de movimientos protegidos de cuentas corrientes.



d.  Contenido de los requerimientos

El requerimiento deberá precisar las cuentas u operaciones objeto de investigación, los sujetos pasivos afectados y el alcance de la misma en cuanto al período de tiempo a que se refiere.

Los datos solicitados podrán referirse a los saldos activos o pasivos de las distintas cuentas, a la totalidad o parte de sus movimientos, durante el período de tiempo a que se refiera el requerimiento y, a las restantes operaciones que se hayan producido. Asimismo, las actuaciones podrán extenderse a los documentos y demás antecedentes relativos a los datos solicitados.

El requerimiento precisará también el modo en que vayan a practicarse las actuaciones y los datos que deban aportarse, que podrán ser solicitados en soporte informático y en los formatos lógicos de uso común en el ámbito bancario, entendiéndose por tales formatos aquellos que cumplan con las normas o cuadernos normalizados por la Asociación Española de la Banca.

En relación con estas actuaciones de obtención de información sobre movimientos de cuentas u operaciones será aplicable, como se establece expresamente en el apartado 3 de este artículo 162, lo dispuesto en el artículo artículo 90.3 de la NFGTA.

El referido artículo previene que los requerimientos de información sean individualizados, es decir, referidos a cuentas y depósitos concretos, y a personas determinadas. La norma no permite los requerimientos genéricos sobre movimientos de cuentas y depósitos.

Además, la investigación podrá afectar al origen y destino de los movimientos o de los cheques u otras órdenes de pago, si bien en estos casos no podrá exceder de la identificación de las personas y de las cuentas en las que se encuentre dicho origen y destino.

	
♦ El Tribunal Supremo en su Sentencia de 30-10-96 ha precisado que la autorización puede abarcar todas las cuentas y todas las operaciones realizadas, tanto profesionales como personales. No es preciso pedir separadamente los saldos y, después, los movimientos.


e.  Notificación

Aprobada la resolución correspondiente y autorizado por el Director General de Hacienda el requerimiento, éste se notificará a la persona o entidad requerida.

Las actuaciones podrán desarrollarse bien solicitando de la persona o entidad requerida que aporte los datos o antecedentes objeto del requerimiento mediante la certificación correspondiente, o bien personándose en la oficina, despacho o domicilio de la persona o entidad para examinar los documentos que sean necesarios. 

La persona o entidad requerida deberá aportar los datos solicitados en el plazo de quince días. Este mismo plazo habrá de transcurrir como mínimo entre la notificación de requerimiento y la iniciación de las actuaciones en las oficinas de la persona o entidad.







Sección séptima. Cláusula antielusión

Procedimiento para la aplicación de la cláusula antielusión




La cláusula antielusión.NFGT. Álava 


 La NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) regula en su artículo 14 la llamada cláusula antielusión como medida para evitar la elusión tributaria.

Los contribuyentes tratan de reducir su carga tributaria utilizando para ello diferentes instrumentos. En algunos casos, incumplen directamente las normas tributarias mediante conductas que la doctrina conoce como "evasión fiscal", conductas que, comúnmente, están tipificadas como infracciones tributarias. En otros casos, por el contrario, los contribuyentes tratan de disminuir su deuda tributaria utilizando medios legales, al menos en apariencia, de modo que la conducta, conocida por la doctrina como "elusión fiscal", no constituya una transgresión directa y abierta de las normas tributarias.

Estas conductas de elusión fiscal se sirven, a menudo, de lo que la doctrina civil conoce como negocios anómalos, esto es, negocios en los que "la anomalía, que lleva a que se les destaque como algo especial y distinto, es la de una deformación de una figura negocial, querida por quienes lo crean y hecha para escapar de la regulación normal de los negocios, de la prevista y ordenada por las leyes, cuyo reiterado y uniforme uso ha originado una cierta tipificación al hablar de negocios simulados, fiduciarios, indirectos y en fraude de ley".

En la NFGT se regulan dos medidas generales antiabuso, la cláusula antielusión, contenida en el artículo 14 y la simulación contenida en el artículo siguiente.

El artículo 14 de la NFGTA define el contenido de la cláusula antielusión haciéndola pivotar en torno a dos elementos, una conducta determinada y un efecto de esa conducta:


	
— La conducta consiste en realizar actos o negocios en los que concurran las dos circunstancias que la norma establece (que individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido, y que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios). Hay que señalar que las dos conductas deben concurrir simultaneamente. 

	
— El efecto consiste en que con ello se evite total o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria. 



El artículo 163 de la NFGTA que es objeto del presente comentario viene a regular, en sede de los procedimientos desarrollados por la Inspección de los tributos, el procedimiento para la aplicación de la referida cláusula antielusión.

Sobre la cláusula antielusión véase el comentario relativo a esta cuestión.







Informe preceptivo en la cláusula antielusión.NFGT. Álava. 


 A.  Órgano encargado de emitir el informe.

El apartado 1 del artículo 163 de la NFGT 6/2005 de Álava (en adelante, NFGTA) prevé la emisión de un informe en el que se justifiquen las circunstancias que concurren para la aplicación de la cláusula antielusión.

Ahora bien, quien sea el órgano encargado de emitir dicho informe, dependiendo que estemos en el ámbito de un procedimiento inspector o de otro procedimiento de aplicación de los tributos se regula de forma diversa en la normativa de cada uno de los Territorios Históricos.

a.  En un procedimiento de inspección.

El apartado 1 del artículo 163 de las NFGT de Álava establece que cuando en el transcurso de un procedimiento de inspección, se estime que pudieran concurrir las circunstancias determinantes de la aplicación de la cláusula antielusión, la inspección de los tributos emitirá un informe en el que se fundamente la aplicación de la misma.

b.  En un procedimiento de aplicación de los tributos diferente del de inspección.

El apartado 2 del artículo 163 de la NFGT de Álava establece que cuando sea otro órgano de la Administración tributaria en el curso de otro procedimiento de aplicación de los tributos el que estime que pudieran concurrir las circunstancias determinantes de la aplicación de la cláusula antielusión, solicitará de la inspección de los tributos la emisión de un informe en el que se fundamente la aplicación de la cláusula antielusión.

Por lo tanto, en la normativa alavesa siempre será la inspección de los tributos la que emita el informe preceptivo para la aplicación de la cláusula antielusión, aunque nos encontremos en un procedimiento diferente del inspector.

B.  Contenido del informe.

El procedimiento para la aplicación de la cláusula antielusión ha sido desarrollado reglamentariamente en Álava por medio del Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, que aprueba las normas de procedimiento aplicables a las consultas tributarias escritas, a las propuestas previas de tributación y a la declaración de cláusula antielusión.

El artículo 14 del referido reglamento establece, entre otros aspectos, el contenido básico de los informes a emitir por la Administración tributaria para la aplicación de la cláusula antielusión:


	
i. Los hechos, actos o negocios jurídicos realizados. 

	
ii. Los efectos jurídicos o económicos producidos. 

	
iii La justificación de la concurrencia en los hechos, actos o negocios realizados de las circunstancias a que se refiere el apartado 1 del artículo 14 de la NFGTA. 








Fase de alegaciones y proposición de prueba en el procedimiento de aplicación de la cláusula antielusión.NFGT. Álava


 De acuerdo con lo que establece la NFGT, del informe se dará traslado al obligado tributario por parte del órgano encargado de la tramitación del procedimiento correspondiente, dándole un plazo de quince días para formalizar ante el mismo las alegaciones que tenga por conveniente y aportar o proponer las pruebas que estime procedentes.






Resolución en el procedimiento de aplicación de la cláusula antielusión.NFGT. Álava 


 A.  Propuesta.

A la vista del informe y recibidas las alegaciones del obligado tributario, y practicadas, en su caso, las pruebas procedentes, el órgano encargado de la tramitación del procedimiento elevará el expediente completo junto con propuesta de resolución al órgano competente para la resolución del procedimiento a efectos de que dictamine sobre la procedencia de la aplicación de la cláusula antielusión.

B.  Órgano competente.

La identificación del órgano competente para resolver el procedimiento para la aplicación de la cláusula antielusión se remite en la NFGTA a desarrollo reglamentario.

El artículo 13 del Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, que aprueba las normas de procedimiento aplicables a las consultas tributarias escritas, a las propuestas previas de tributación y a la declaración de cláusula antielusión establece que en el ámbito de competencias de la Diputación Foral de Álava, el órgano competente para la emisión del dictamen para la declaración de elusión en la conducta del obligado tributario a que se refiere el apartado 4 del artículo 163 de la NFGT 6/2005, de Álava (en adelante, NFGTA)  será el Director de Hacienda de la Diputación Foral de Álava.

C.  Plazo.

a.  Plazo máximo.

La NFGT establece que el órgano competente declarará, en su caso, en el plazo máximo de tres meses, la existencia de elusión en la conducta del obligado tributario, procediéndose a continuación, por parte del órgano actuante, al dictado de los correspondientes actos administrativos de liquidación.

b.  Interrupción del cómputo del plazo de actuaciones inspectoras.

La normativa aplicable a este procedimiento establece una suspensión del cómputo del plazo máximo de duración del procedimiento de inspección establecido en el artículo 147 de la NFGTA durante el tiempo de tramitación del procedimiento para la declaración de la aplicación de la cláusula antielusión.

El artículo 14.2 del Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, que aprueba las normas de procedimiento aplicables a las consultas tributarias escritas, a las propuestas previas de tributación y a la declaración de cláusula antielusión, establece que transcurrido el plazo de tres meses a que se refiere el apartado 5 del artículo 163 de la NFGTA sin que el órgano competente haya emitido el dictamen, se reanudará, en su caso, el cómputo del plazo de duración de las actuaciones correspondientes, manteniéndose la obligación de emitir dicho dictamen, aunque se podrán continuar las actuaciones y, en su caso, dictar liquidación provisional respecto a los demás elementos de la obligación tributaria no relacionados con la aplicación de la cláusula antielusión.

D.  Carácter vinculante.

El artículo 14.3 del Decreto Foral 80/2005, de 28 de diciembre, que aprueba las normas de procedimiento aplicables a las consultas tributarias escritas, a las propuestas previas de tributación y a la declaración de cláusula antielusión de Alava, establecen que el dictamen emitido por el órgano competente vinculará a los órganos de la Administración tributaria que lo hubieran solicitado.

E.  Recursos.

El apartado 6 del artículo 163 de la NFGAa establece que el dictamen o informe sobre la existencia de elusión en la conducta del obligado tributario y los demás actos dictados en aplicación de lo dispuesto en este artículo no serán susceptibles de recurso o reclamación independiente, pero en los que se interpongan contra los actos y liquidaciones resultantes podrá plantearse la procedencia de la declaración de la aplicación de la cláusula antielusión.

Por lo tanto, en los recursos que se interpongan contra los actos administrativos y liquidaciones resultantes podrán plantearse los reparos que se consideren oportunos en relación con el contenido del dictamen o informe sobre la existencia de elusión en la conducta del obligado tributario.







Capítulo V. Actuaciones y procedimiento de recaudación

Sección primera. Disposiciones generales

La recaudación tributaria




Concepto de recaudación tributaria.


 De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 164 de la NFGT la recaudación tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas conducentes al cobro de las deudas tributarias.

Aunque el concepto contenido en la NFGT se refiere a la recaudación tributaria, y esta comprende, de forma exclusiva, la gestión recaudatoria de las deudas tributarias (impuestos, tasas y contribuciones especiales), hay que tener en cuenta que la gestión recaudatoria de la Administración pública ejercitada por los órganos competentes del Departamento de Hacienda abarca el cobro de otros conceptos diferentes de los tributarios.

En primer lugar, y aunque las sanciones no forman parte de la deuda tributaria de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57 de la NFGT, su recaudación se va a realizar por el mismo procedimiento que se establece en el presente Capítulo para la recaudación de la deuda tributaria de acuerdo con lo establecido en el artículo 194 de la NFGT, con las especialidades previstas en el Título IV de la NFGT.

Por otro lado, de acuerdo con las normas reguladoras del régimen presupuestario en cada uno de los territorios históricos también es aplicable el procedimiento de recaudación que se regula en el presente capítulo, para el cobro de otros créditos de naturaleza pública titularidad de la Hacienda Foral (art. 15 de la Norma Foral 53/1992, de 18 de diciembre, de Régimen Económico y Presupuestario del Territorio Histórico de Alava).

Por lo tanto, el ámbito de la gestión recaudatoria es mas amplio que el ámbito de la recaudación tributaria, puesto que abarca también, y además de las sanciones, la recaudación de los demás créditos de derecho público distintos de los tributarios (p.e. las multas o los precios públicos).

Este contenido de la gestión recaudatoria se recoge de forma expresa en el artículo 1 de los respectivos Reglamentos de Recaudación en los que se establece que la gestión recaudatoria de la Hacienda pública consiste en el ejercicio de la función administrativa conducente al cobro de las deudas y sanciones tributarias y demás recursos de naturaleza pública.

No puede utilizarse la vía de apremio para exigir el pago de los créditos de derecho privado. El cobro de estos créditos se llevará a cabo con sujeción a las normas y procedimientos del derecho privado.







Funciones de la recaudación tributaria.


 El artículo 164 de la NFGT, una vez establecida la función genérica de la recaudación, esto es, el cobro de las deudas tributarias, de las sanciones y de los otros créditos de naturaleza pública, hace una relación de las principales funciones que en concreto se refieren a la recaudación tributaria.

La relación de la NFGT tiene un carácter meramente enunciativo, no exhaustivo, aunque bien es cierto que se recogen las que constituyen las funciones esenciales de la recaudación tributaria.

Estas funciones son las siguientes:


	
a. Llevar a cabo las actuaciones necesarias para posibilitar y facilitar el pago de las obligaciones tributarias.

	
b. La realización de actuaciones de obtención de información en relación con las acciones encaminadas al cobro de la deuda o a la exigencia de responsabilidad administrativa, civil o penal, derivada del impago de aquélla.El artículo 166 de la NFGT confiere a los órganos que desarrollan las funciones de recaudación las mismas facultades que ostenta la inspección de los tributos a efecto de poder investigar documentación, bienes, actividades, etc, del obligado tributario. 



	
c. La realización de actuaciones contra el patrimonio del deudor, ejecución de sus bienes y derechos y la adopción de medidas cautelares, en su caso.Los artículos 173 y siguientes de la NFGT permiten a los órganos de recaudación, para el caso de impago de deudas por los obligados tributarios, la realización de actuaciones embargo sobre los bienes y derechos de estos y, en su caso, la enajenación de los bienes embargados. 

Por otro lado, el artículo 166 de la NFGT también confiere a los órganos que desarrollan las funciones de recaudación la posibilidad de adoptar medidas cautelares respecto de los bienes y derechos del obligado tributario, en los términos previstos en los artículos 78 y 143 de la NFGT. 



	
d. La información a los obligados tributarios con motivo de actuaciones relacionadas con procedimientos recaudatorios, de sus derechos y obligaciones y la forma en que deben cumplirse éstas últimas.Se refiere a la aplicación concreta en el procedimiento de recaudación de la genérica obligación de información y asistencia a los obligados tributarios que recae sobre la Administración de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la NFGT (ver comentario relacionado). 










La recaudación en el ámbito de la asistencia mutua. NFGT de Álava.


 El artículo 164.2 de la NFGT de Álava regula las actuaciones de la recaudación tributaria cuando esta se realiza en el marco de la asistencia mutua.

La asistencia mutua se define en el artículo 1.2 de la NFGT como el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la Administración tributaria preste, reciba o desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales.

En este artículo referido a la recaudación se establece que la recaudación de deudas en el ámbito de la asistencia mutua se realizará mediante el pago o cumplimiento del obligado tributario en los términos previstos en los artículos 61.6 y 64.7 de la NFGT (plazo para el pago y aplicación del procedimiento de aplazamientos-fraccionamientos de pago), así como, en su caso, a través de la aplicación de las normas sobre el procedimiento de apremio contenidas en la propia NFGT.

Los procedimientos de recaudación tramitados al amparo de la asistencia mutua podrán terminar, además de por las causas del artículo 177 de la NFGT, por la modificación o retirada de la petición de cobro original efectuada por el Estado o entidad internacional o supranacional requirente de dicha asistencia.

En relación con la naturaleza de los créditos titularidad de otros estados es relevante señalar que la Disposición Adicional 21ª de la NFGT de Álava que lleva por título "Naturaleza jurídica de los créditos gestionados en el ámbito de la asistencia mutua" establece que a efectos de la asistencia mutua a la que se refiere el artículo 1.2 de la NFGT y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 78.1 de la NFGT, tendrán la consideración de derechos de la Hacienda Pública de naturaleza pública todo crédito de otro Estado o entidad supranacional o internacional respecto del que se ejerzan las acciones de asistencia, colaboración, cooperación y otras de naturaleza análoga que la administración tributaria preste en ejercicio de dicha asistencia mutua.






Normativa aplicable en el ámbito de la recaudación.


 De acuerdo con lo establecido en el artículo 2 del Reglamento de Recaudación de Alava, la gestión recaudatoria de la Diputación Foral de Alava y de sus Organismos Autónomos Forales se rige:


	
a. Por la Norma Foral General Tributaria de Alava y por la Norma Foral 53/1992, de 18 de diciembre, de Régimen Económico y Presupuestario del Territorio Histórico de Alava, (arts. 11 a 21).

	
b. Por las normas que regulan los tributos y demás recursos objeto de la gestión recaudatoria.

	
c. Por los tratados, acuerdos, convenios y demás normas internacionales o emanadas de Entidades internacionales o supranacionales, aplicables a dicha gestión.En este sentido deben resaltarse las medidas contenidas en la Directiva 2010/24/UE del Consejo, de 16 de marzo de 2010 sobre la asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes a determinados impuestos, derechos y otras medidas.  



	
d. Por el Reglamento General de Recaudación, aprobado por DF 48/1994, de 10 de mayo, y sus normas de desarrollo.



De acuerdo con lo establecido en el apartado 2 de la DD de la NFGT, el referido reglamento continua en vigor, en tanto no se opongan a lo previsto en la NFGT, hasta la entrada en vigor de las distintas normas reglamentarias que puedan dictarse en desarrollo de la misma.






Gestión recaudatoria.


 A. Hacienda Foral.

La gestión recaudatoria de la Diputación Foral de Alava y sus Organismos Autónomos Forales corresponde a la Diputación Foral de Alava y se lleva a cabo (art. 4 RR):


	
i. En período voluntario: por los órganos de la Diputación Foral y de sus Organismos Autónomos Forales que tengan atribuida la gestión de los correspondientes recursos.

	
ii. En período ejecutivo: por el órgano de recaudación del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos cuando se trate de recursos de la Diputación Foral de Alava y de sus Organismos Autónomos Forales exigibles en vía de apremio.



La Diputación Foral podrá asumir la gestión recaudatoria de los recursos de derecho público de  otras Administraciones o entes públicos cuando dicha gestión se le encomiende en virtud de los correspondientes convenios.

B. Entidades Locales.

El Reglamento de Recaudación de Alava no contiene ninguna referencia a la gestión recaudatoria de las entidades locales, por lo que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 del texto refundido de la Norma Foral Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Decreto Foral Normativo 1/2021, de 29 de septiembre, corresponde a las Entidades Municipales del Territorio Histórico de Alava la recaudación de sus tributos, que se realizará, sin perjuicio de las especialidades que se establezcan en las Normas Forales reguladoras de los Impuestos Municipales y demás disposiciones dictadas para su desarrollo, de conformidad con lo prevenido en la Norma Foral General Tributaria de Alava.

En este sentido el artículo 10 del citado texto refundido:


	
i. Los recargos e intereses de demora se exigirán y determinarán en los mismos casos, forma y cuantía que para los tributos de la Diputación Foral. 

	
ii. Cuando las ordenanzas fiscales así lo prevean, no se exigirá interés de demora en los acuerdos de aplazamiento o fraccionamiento de pago que hubieran sido solicitados en período voluntario, en las condiciones y términos que prevea la ordenanza, siempre que se refieran a deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva y que el pago total de las mismas se produzca en el mismo ejercicio que el de su devengo. 



C. Hacienda estatal.

a. Hacienda Pública estatal y organismos autónomos estatales.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 3 del Reglamento General de Recaudación aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, la gestión recaudatoria del Estado y de sus organismos autónomos se llevará a cabo


	
i. Cuando se trate de los recursos del sistema tributario estatal y aduanero, tanto en periodo voluntario como ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria. No obstante, tratándose de tasas, la recaudación en periodo voluntario se llevará a cabo por el órgano de la Administración General del Estado u organismo autónomo que tenga atribuida su gestión. 



	
ii. Cuando se trate de los demás recursos de naturaleza pública: 
	
- En periodo voluntario, por las Delegaciones de Economía y Hacienda, salvo que la gestión de dichos recursos esté atribuida a otros órganos de la Administración General del Estado o a sus organismos autónomos. 

	
- En periodo ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria previa remisión, en su caso, de las correspondientes relaciones certificadas de deudas impagadas en periodo voluntario. 







b. Otros entes de derecho público estatales.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 3 del artículo 3 del Reglamento General de Recaudación aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, los recursos de naturaleza pública cuya gestión esté atribuida a una entidad de derecho público distinta de las anteriores serán recaudadas en periodo voluntario por los servicios de dicha entidad.

La recaudación en periodo ejecutivo corresponderá a la Agencia Estatal de Administración Tributaria cuando así lo establezca una ley o cuando así se hubiese establecido en el correspondiente convenio.

c.  Recaudación de recursos de otras Administraciones públicas nacionales, extranjeras o entidades internacionales o supranacionales (artículo 5 del Reglamento General de Recaudación aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio).

i.  Recursos de otras Administraciones públicas nacionales.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria se encargará de la recaudación de los recursos de naturaleza pública de otras Administraciones públicas nacionales distintas de Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales y sus organismos autónomos cuando dicha gestión se le encomiende en virtud de ley o convenio.

Las cantidades recaudadas por parte de la Agencia Estatal de Administración Tributaria cuando la recaudación se efectúe en virtud de una ley serán transferidas a las cuentas oficiales de dichas Administraciones, a excepción de los recargos del periodo ejecutivo y de las costas. En caso de convenio se transferirán las cantidades recaudadas minoradas en los términos establecidos en dicho convenio.

ii.  Recursos propios de la Unión Europea.

La gestión recaudatoria de los recursos propios de la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales que deba realizarse por el Estado español se llevará a cabo:


	
- En periodo voluntario, por los órganos de la Administración General del Estado, organismos autónomos o entidades de derecho público estatales que la tengan atribuida y, en su defecto, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

	
- En periodo ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 



iii.  Asistencia mutua.

La gestión recaudatoria que deba realizarse por el Estado español a favor de otros Estados o de otras entidades internacionales o supranacionales, en virtud de normas sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales, se llevará a cabo por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

iv. Actuaciones de colaboración.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria realizará las actuaciones de colaboración en la recaudación que establezcan las leyes.

D. Comunidades Autónomas de régimen común.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 7 del Reglamento General de Recaudación aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, corresponde a las comunidades autónomas la recaudación de las deudas cuya gestión tengan atribuida, y se llevará a cabo:


	
- Directamente por las comunidades autónomas y sus organismos autónomos, de acuerdo con lo establecido en sus normas de atribución de competencias. 

	
- Por otras entidades de derecho público con las que se haya formalizado el correspondiente convenio o en las que se haya delegado esta facultad. 

	
- Por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando así se acuerde mediante la suscripción de un convenio para la recaudación. 



La gestión recaudatoria de las Comunidades Autónomas está atribuida a las mismas. Cuando se trate de tributos cedidos es de aplicación directa lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación.

En la gestión recaudatoria de los tributos y otros recursos de derecho público propios de las Comunidades Autónomas, se aplica el derecho propio de la Comunidad.

En ambos supuestos, la competencia para la gestión recaudatoria corresponde a los órganos, servicios o Entidades que determinen las normas de cada Comunidad Autónoma.






Órganos recaudadores.


 A. Órganos de recaudación y entidades colaboradoras.

De acuerdo con lo que establece el artículo 5 del Reglamento de Recaudación, la gestión recaudatoria será dirigida bajo la autoridad del Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos y se realizará por los órganos que tengan atribuida la gestión de los correspondientes recursos o créditos.

i. Órganos de recaudación.

Son órganos de recaudación de la Diputación Foral (art. 6 RR):


	
- Las dependencias administrativas que tengan atribuida o se les atribuya la condición de órganos de recaudación. 

	
- En todo caso, los servicios o unidades administrativas de la Dirección de Hacienda y de la Dirección de Finanzas y Presupuestos que realicen o se les encomienden funciones de gestión recaudatoria. 



ii. Servicio de Caja.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento de Recaudación, pueden prestar el servicio de caja a los distintos órganos de recaudación, los Bancos, Cajas de Ahorro y Cooperativas de Crédito, que serán denominados entidades de depósito, con los que así se convenga.

iii. Entidades Colaboradoras.

La Diputación Foral puede autorizar a entidades de deposito para actuar como entidades colaboradoras en la recaudación que aquélla tiene encomendada, con los requisitos y con el contenido a que se refiere el artículo 113 y s del Reglamento de Recaudación.

Podrán ingresarse en entidades colaboradoras, las deudas que resulten de declaraciones-liquidaciones formuladas en los modelos reglamentariamente establecidos, las notificadas a los obligados al pago como consecuencia de liquidaciones practicadas por la Administración, en periodo voluntario, y cualesquiera otras que determine la Diputación Foral.

En ningún caso la autorización atribuye el carácter de órganos de recaudación a las entidades de depósito y demás colaboradores.

B. Competencia de los órganos de recaudación.

El apartado 3 del artículo 5 de la NFGT establece que la Diputación Foral ejercerá sus competencias en materia de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones en todo el territorio del Estado en los términos establecidos en el Concierto Económico.

En tanto que es la recaudación uno de los procedimientos para la aplicación de los tributos, debe entenderse que los órganos de recaudación de la Diputación Foral tienen competencia para actuar en todo el territorio estatal.

	 La Diputación Foral tiene competencia en todo el territorio del Estado español, sea común o foral, para proceder al embargo de bienes en los supuestos y con las condiciones establecidas en el Reglamento de Recaudación del Territorio Histórico de Bizkaia, lo mismo que la Administración del Estado puede hacerlo en los territorios forales, sin perjuicio de que podría recurrirse al auxilio de la otra Administración en su caso. Ahora bien, realizar directamente las actuaciones no está viciado de incompetencia. Resolución del TEAF de Bizkaia de 26-04-01.En el mismo sentido que la anterior, la Resolución del TEAF de Bizkaia de 13-02-08.










Periodos de recaudación




Periodos de recaudación.


 El apartado 3 del artículo 164 de la NFGT regula la clásica diferenciación de los periodos de recaudación entre voluntario y ejecutivo.

A.  Pago voluntario.

De acuerdo con lo que establece la NFGT el pago en período voluntario podrá realizarse mediante el pago o cumplimiento del obligado tributario en los plazos previstos en el artículo 61 de la propia NFGT.

El pago en voluntaria se desarrolla en el comentario relacionado.

B.  Período ejecutivo.

De acuerdo con lo que establece la NFGT el pago en período ejecutivo podrá realizarse mediante el pago o cumplimiento espontáneo del obligado tributario o, en su defecto, a través del procedimiento administrativo de apremio.







Inicio del período ejecutivo.


 El apartado 1 del artículo 165 de la NFGT establece el momento de inicio del período ejecutivo.

Hay que hacer la diferenciación, a efectos de inicio del período ejecutivo, entre procedimiento de gestión mediante declaración y procedimiento de gestión mediante autoliquidación.

En el procedimiento de declaración y liquidación administrativa, la finalización del período voluntario de pago sin que éste se haya realizado determina el inicio del periodo ejecutivo, sin solución de continuidad.

Por el contrario, en el procedimiento de autoliquidación, la finalización del período voluntario de pago sin que éste se haya realizado NO determina el inicio del periodo ejecutivo por cuanto la Administración desconoce la existencia de la deuda o, al menos, su cuantía líquida. En este supuesto, tras el plazo voluntario de pago se abre un periodo intermedio durante el cual el sujeto pasivo puede pagar voluntariamente, antes de ser requerido para ello por la Administración, con exclusión de las sanciones que, en otro caso, hubieran sido exigibles y el devengo de un recargo por pago voluntario extemporáneo, según lo dispuesto en el artículo 27 de la NFGT.

El referido sistema se concreta normativamente en el apartado 1 del artículo 165 de la NFGT en el que se establece que el período ejecutivo se inicia:


	
i. En el caso de deudas liquidadas por la Administración tributaria, el día siguiente al del vencimiento del plazo establecido para su ingreso en el artículo 61 de la NFGT. En este supuesto el inicio del periodo ejecutivo es automático, por el simple transcurso del plazo, y no requiere de ninguna actuación de la Administración ni del deudor. 



	
ii. En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin realizar el ingreso, al día siguiente de la finalización del plazo que establezca la normativa de cada tributo para dicho ingreso o, si éste ya hubiere concluido, el día siguiente a la presentación de la autoliquidación. Obsérvese que el período ejecutivo solo puede iniciarse para deudas autoliquidadas si el sujeto pasivo presenta la autoliquidación o declaración-liquidación sin realizar el ingreso simultáneamente. 

Si el sujeto pasivo presenta dentro del plazo reglamentario la autoliquidación o declaración-liquidación sin realizar el ingreso, el periodo ejecutivo se inicia al día siguiente al del vencimiento de dicho plazo, pero si el sujeto pasivo no presentó su autoliquidación en plazo y la presenta fuera de plazo sin realizar el ingreso, antes de recibir un requerimiento de la Administración para ello, el periodo ejecutivo se inicia al día en que se presenta la declaración-liquidación o autoliquidación. 





Efectos del inicio del período ejecutivo.

De conformidad con lo establecido en el apartado 4 del artículo 165 de la NFGT los efectos del inicio del período ejecutivo sobre el importe de la deuda tributaria son los siguientes:


	
i. La exigencia de intereses de demora en los términos establecidos en el artículo 26 de la NFGT. Ver comentario relacionado. 



	
ii. La exigencia de los recargos del período ejecutivo en los términos establecidos en el artículo 28 de la NFGT. Ver comentario relacionado. 



	
iii. La exigencia, en su caso, de las costas del procedimiento de apremio. Además, una vez iniciado el período ejecutivo la Administración tributaria efectuará la recaudación de las deudas liquidadas o autoliquidadas por el procedimiento de apremio sobre el patrimonio del obligado al pago. 










Suspensión del inicio del período ejecutivo.


 La NFGT contiene los supuestos especiales en los que, a pesar de haber finalizado el período de pago en voluntaria, el inicio del período ejecutivo queda suspendido. Estos supuestos están regulados en el apartado 2 del artículo 165 de la NFGT.

a. Solicitud de aplazamiento de pago.

El inicio del periodo ejecutivo se suspenderá por la presentación de una solicitud de aplazamiento-fraccionamiento de pago en período voluntario, durante la tramitación de dicho expediente.

El procedimiento para el aplazamiento-fraccionamiento de deudas se desarrolla en el comentario relacionado.

b. Solicitud de compensación.

El inicio del periodo ejecutivo se suspenderá por la presentación de una solicitud de compensación en período voluntario, durante la tramitación de dicho expediente.

El procedimiento para la compensación de deudas se desarrolla en el comentario relacionado y el comentario relacionado.

c. Solicitud de dación en pago.

El inicio del periodo ejecutivo se suspenderá por la presentación de una solicitud de dación de bienes o derechos en pago de deuda, realizada en período voluntario, durante la tramitación de dicho expediente.

El procedimiento para la dación en pago de deudas se desarrolla en el comentario relacionado.

d. Interposición de recurso contra una sanción.

El inicio del periodo ejecutivo se suspenderá por la interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una sanción hasta que la sanción sea firme en vía administrativa.

El artículo 218 de la NFGT regula los efectos de interposición en tiempo y forma de un recurso o una reclamación administrativa contra una sanción, siendo uno de estos efectos que la ejecución de la sanción quedará automáticamente suspendida en período voluntario sin necesidad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía administrativa.

Ver comentario relacionado.

e. Interposición de recurso contra otros actos.

El inicio del periodo ejecutivo se suspenderá por la interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una liquidación, siempre que se acuerde la suspensión por el órgano competente.

El artículo 222 de la NFGT regula los supuestos y condiciones para suspender la ejecución de los actos que son objeto de recurso o reclamación administrativa.

Ver comentario relacionado.






Suspensión del ingreso de la deuda.


 El artículo 61 apartados 7, 8 y 9 de la NFGT, regula unos supuestos especiales en los que el pago de la deuda tributaria queda suspendido durante un determinado plazo.

A. Por ofrecimiento de una devolución tributaria.

Regulado en el apartado 7 del artículo 61 de la NFGT.

En la NFGT se establece que en los supuestos en los que la Norma Foral de cada tributo lo establezca, el ingreso de la deuda de un obligado tributario podrá suspenderse total o parcialmente, sin aportación de garantía y a solicitud de éste, si otro obligado presenta una declaración o autoliquidación de la que resulte una cantidad a devolver, con indicación de que el importe de la devolución que pueda ser reconocido se destine a la cancelación de la deuda cuya suspensión se pretende.

El importe de la deuda suspendida no podrá ser superior a la devolución solicitada. La deuda suspendida quedará total o parcialmente extinguida en el importe que proceda de la devolución reconocida.

Es importante observar que la cuantía a compensar no es la solicitada, sino la reconocida por la administración tributaria.

La deuda no compensada deberá pagarse en los plazos que se establezcan.

Del mismo modo, si la deuda a compensar es inferior a la devolución reconocida, el exceso deberá ser devuelto por la Administración en los plazos que se establezcan.

La NFGT no recoge el derecho de crédito que nace a favor del obligado que destina parte de su devolución a pagar una deuda tributaria de otro obligado tributario. Este derecho de crédito no tiene carácter tributario y se regirá con arreglo al derecho común por los pactos entre las partes.

B. Por deudas tributarias incompatibles.

Regulado en el apartado 8 del artículo 61 de la NFGT.

El ingreso de la deuda de un obligado tributario se suspenderá total o parcialmente, sin aportación de garantías, cuando se compruebe que por la misma operación se ha satisfecho a la misma u otra Administración una deuda tributaria o se ha soportado la repercusión de otro impuesto, siempre que el pago realizado o la repercusión soportada fuera incompatible con la deuda exigida y, además, en este último caso, el sujeto pasivo no tenga derecho a la completa deducción del importe soportado indebidamente.

El elemento de partida de esta disposición se encuentra en los conflictos producidos por la normativa del IVA y la normativa de Transmisiones Patrimoniales Onerosas del ITP-AJD. En particular, la norma pretende resolver los supuestos en los que habiéndose repercutido IVA en una operación, posteriormente la misma u otra Administración tributaria entienda que la operación no estaba sujeta a IVA sino a ITP.

La NFGT pretende resolver la doble imposición que se daría si el sujeto pasivo se viera obligado a pagar los dos impuestos. Para evitar esta doble imposición la NFGT establece una regulación que tiene las siguientes características:


	
i. El ingreso de la deuda de un obligado tributario se suspenderá total o parcialmente, sin aportación de garantías. En el caso IVA-ITP, la deuda suspendida será normalmente la liquidación por ITP girada por la Administración al comprador, que ya ha soportado el IVA correspondiente. 



	
ii. Cuando se compruebe que por la misma operación se ha satisfecho a la misma u otra Administración una deuda tributaria o se ha soportado la repercusión de otro impuesto. En el caso IVA-ITP, la condición para suspender el ingreso es la constatación de que se ha soportado el IVA correspondiente, aunque la deuda suspendida deba ser ingresada en una Administración tributaria y el IVA repercutido se haya ingresado en otra. 



	
iii. Siempre que el pago realizado o la repercusión soportada fuera incompatible con la deuda exigida. La norma sólo es aplicable a los llamados tributos incompatibles, es decir, tributos que gravan alternativamente una operación pero que nunca pueden gravarla conjuntamente. Además del caso IVA-ITP, se puede dar esta situación, por ejemplo con determinadas rentas que pueden, según las circunstancias estar gravadas por IRPF o por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 



	
iv. En el caso de repercusión improcedente, que el sujeto pasivo no tenga derecho a la completa deducción del importe soportado indebidamente. Si el sujeto pasivo tiene derecho a la completa deducción del impuesto soportado indebidamente, no hay doble imposición y, en consecuencia, no se aplica lo dispuesto en este precepto. 





C. Por ingreso en Administración incompetente.

Regulado en el apartado 9 del artículo 61 de la NFGT.

Se suspenderá total o parcialmente el ingreso de la deuda de un obligado tributario durante un plazo de doce meses, y sin aportación de garantías cuando se haya satisfecho la deuda tributaria en otra Administración.

Por circunstancias excepcionales ajenas al obligado tributario, el plazo anterior podrá ser prorrogado por la Administración.






Suspensión del procedimiento de recaudación actuando en el ámbito de la asistencia mutua. NFGT de Álava.


 El artículo 165.bis de la NFGT de Álava regula los supuestos de suspensión del procedimiento de recaudación cuando la Diputación Foral desarrolla actuaciones de recaudación dentro del marco de la asistencia mutua entre estados.

A.  Por la existencia de un litigio.

Se acordará la suspensión de oficio del procedimiento de recaudación instado al amparo de las normas de asistencia mutua por la comunicación de la existencia de un litigio por el Estado o entidad internacional o supranacional requirente que pudiera afectar al crédito respecto del cual se hubiera solicitado asistencia. Dicha suspensión también tendrá lugar cuando el interesado en el procedimiento comunique y acredite fehacientemente la existencia del mismo. No obstante lo anterior, dicha suspensión no se acordará o quedará sin efecto cuando dicho Estado o entidad internacional o supranacional manifieste su voluntad a favor de la ejecución.

Cuando el litigio se refiera solo a una parte de la solicitud de asistencia, la suspensión referida en el apartado anterior se entenderá producida solo respecto de la parte afectada por la impugnación, pudiéndose continuar con la ejecución de la parte no afectada.

B.  Por el inicio de un procedimiento amistoso.

Salvo que la normativa sobre asistencia mutua establezca otra cosa, también se suspenderá el procedimiento de recaudación cuando alguno de los Estados o entidades internacionales o supranacionales intervinientes en dicha asistencia hubieran iniciado un procedimiento amistoso y el resultado de dicho procedimiento pudiera afectar al crédito respecto del cual se hubiera solicitado asistencia.

La suspensión surtirá efectos hasta que concluya dicho procedimiento, salvo que, entre otros supuestos, existan indicios racionales de que dicho cobro se verá frustrado o gravemente dificultado, en cuyo caso se continuará la ejecución. No obstante lo anterior, se podrán adoptar las medidas cautelares para garantizar el cobro del crédito conforme a lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 78 de la NFGT.







Facultades de la recaudación tributaria




Facultades de comprobación y de adopción de medidas cautelares en el procedimiento de recaudación.


 A. Facultades de comprobación e investigación.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 166 de la NFGT, para asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, los órganos que desarrollen actuaciones de recaudación tendrán las facultades que se reconocen a la inspección de los tributos en el artículo 136 de la NFGT, con los requisitos allí establecidos.

Ahora bien, es necesario resaltar que las facultades de comprobación e investigación de los órganos de recaudación tienen como finalidad asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, a diferencia de las facultades de los órganos de inspección que son para comprobar e investigar el hecho imponible, como consecuencia las competencias de los órganos de recaudación son para comprobar e investigar la existencia y situación de bienes de los obligados al pago, a diferencia de las competencias de los órganos de inspección, que son para comprobar e investigar los elementos que integran o condicionan el hecho imponible.

Entre estas facultades se encuentran las siguientes:


	
- Examen de todo tipo de documentación. 

	
- Inspección de bienes. 

	
- Entrada en fincas y locales de negocio. 

	
- Obligación de los deudores de atender a los funcionarios de recaudación. 

	
- Consideración de los funcionarios de recaudación como agentes de la autoridad. 



	 • El Tribunal Supremo, en un supuesto en el que el recurrente alegaba que el requerimiento impugnado se había dictado en un expediente iniciado por órganos de recaudación contra una persona jurídica no deudora de la Hacienda Pública, extralimitándose, por tanto, en las funciones legalmente asignadas, y vulnerando, en consecuencia, el derecho fundamental a la intimidad, determina, en primer lugar, que, ciertamente las sociedades mercantiles disfrutan de los derechos fundamentales cuya naturaleza lo permite. Ahora bien, el derecho a la intimidad no es uno de ellos, pues por su propia naturaleza sólo puede ser disfrutado por seres humanos y no por entes artificiales. No obstante, el TS precisa que aunque se mantuviera una posición distinta respecto al derecho a la intimidad de personas jurídicas, tampoco podría prosperar el recurso, pues la Ley atribuye expresamente a los órganos de recaudación entre las facultades de comprobación e investigación la relativa a requerimientos de información. Añadiendo, asimismo, que la facultad de requerir esa información en la fase de recaudación no se limita a los datos referidos a los deudores tributarios en período ejecutivo. Sentencia del TS de 28-04-03.


B. Facultades para la adopción de medidas cautelares.

De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 166 de la NFGT para asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, los órganos que desarrollen actuaciones de recaudación podrán adoptar medidas cautelares en los términos previstos en los artículos 78 y 143 de la NFGT, tanto respecto a los bienes, derechos y registros de los obligados tributarios como de terceros en cuanto tengan relación con las operaciones del obligado tributario.
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		b. Tributos de cuota variable.





		Reducción de la cuota por error de salto		A. Error de salto.

		B. Correción del error de salto.





		Modificaciones sobre la cuota. Tipos de cuota		A. Modificación de la cuota íntegra.

		B. Cuota íntegra, cuota líquida y cuota diferencial.









		Comprobación de valores		El concepto de valor en el ámbito tributario		A. Precio o contraprestación.

		B. Valor de mercado o valor real.

		C. Valor fiscal: valor catastral.





		La comprobación de valores		A. Distinción entre comprobación y comprobación de valores.

		B. Valores susceptibles de comprobación.

		C. Medios de comprobación.

		D. Motivación.

		E. El valor comprobado. El principio de estanqueidad tributaria.

		F. Normas específicas de comprobación de valores.

		G. Procedimiento.





		La tasación pericial contradictoria









		Capítulo IV. La deuda tributaria		Sección primera. Disposiciones generales		Deuda tributaria		La cuota y las obligaciones de realizar pagos a cuenta

		Otros componentes de la deuda tributaria		A. El interés de demora.

		B. El recargo por declaración extemporánea.

		C. El recargo del período ejecutivo.

		D. Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o cuotas.





		Las sanciones tributarias





		Extinción de la deuda tributaria		Extinción de obligaciones

		Modos de extinción de la deuda tributaria		A. El pago.

		B. La prescripción.

		C. La compensación.

		D. La condonación.





		Efecto liberatorio









		Sección segunda. El pago		Formas de pago		Medios de pago		A. Pago en efectivo.

		B. Pago mediante efectos timbrados.

		C. Pago en especie.





		Pago por medios electrónicos, informáticos o telemáticos

		Legitimación para efectuar el pago

		Legitimación para recibir el pago en efectivo

		Justificantes de pago





		Momento del pago		En los supuestos de pago en efectivo

		En los supuestos de pago mediante efectos timbrados

		En los supuestos de pago en especie





		Plazos para el pago		Plazos para el pago de deudas en período voluntario		A. Deudas tributarias autoliquidadas.

		B. Deudas tributarias liquidadas.

		C. Deudas cuya actuación recaudatoria se realice en el marco de la asistencia mutua.

		D. Deudas de notificación colectiva y periódica (tributos de cobro periódico por recibo).

		E. Deudas abonadas mediante efectos timbrados.





		Plazo para el pago de deudas en período ejecutivo

		Supuestos especiales de suspensión del ingreso de la deuda tributaria





		Imputación de pagos		Autonomía de las deudas tributarias		a. Deudas de devengo instantáneo (ITP y AJD, IS y D).

		b. Deudas de devengo periódico (IRPF, IP, IS).

		c. Deudas de devengo instantáneo (IVA).





		Imputación de los pagos		A. Pago voluntario.

		B. Ejecución forzosa.





		Imputación de pagos a distintas entidades públicas

		Cobro de una deuda de vencimiento posterior





		Consignación para el pago		Consignación para el pago		a. Cuando se interpongan las reclamaciones o recursos procedentes.

		b. Cuando el órgano de recaudación competente o Entidad autorizada para recibir el pago no lo haya admitido indebidamente, o no pueda admitirlo por causa de fuerza mayor.









		Aplazamiento y fraccionamiento de pago		Requisitos

		Deudas aplazables		A. Con carácter general.

		B. Supuestos regulados en las normas de los tributos.





		Deudas no aplazables

		Garantías		Normativa de Alava.





		Intereses de demora

		Efectos de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento		A. En período voluntario.

		B. En período ejecutivo.





		Procedimiento		A. Solicitud

		B. Inadmisión de solicitudes

		C. Plazo de resolución





		Falta de pago









		Sección tercera. Prescripción		Plazo de prescripción		Prescripción del ejercicio de potestades y derechos en materia tributaria		A. Potestad de la Administración para determinar la deuda.

		B. Potestad de la Administración para exigir el pago de las deudas.

		C. Derecho a solicitar devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

		D. Derecho a solicitar devoluciones de ingresos indebidos.

		E. Derecho a solicitar el reembolso del coste de garantías.

		F. Derecho a obtener devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

		G. Derecho a obtener devoluciones de ingresos indebidos.

		H. Derecho a obtener el reembolso del coste de garantías.

		I. Potestad de la Administración para imponer sanciones.





		Prescripción de los delitos contra la Hacienda Pública

		Prescripción de otros créditos de la Hacienda Foral

		La comprobación administrativa en períodos impositivos prescritos





		Cómputo de los plazos de prescripción		Del ejercicio de la potestad para determinar la deuda tributaria

		Del ejercicio de la potestad para exigir el pago de las deudas tributarias		A. Deudores principales.

		B. Responsables.





		Del derecho a solicitar devoluciones y reembolsos		A. Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

		B. Devoluciones de ingresos indebidos.

		C. Reembolso del coste de garantías.

		D. Tributos incompatibles.





		Del derecho a obtener devoluciones y reembolsos		A. Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

		B. Devoluciones de ingresos indebidos.

		C. Reembolso del coste de garantías.





		Del ejercicio de la potestad para imponer sanciones





		Interrupción de los plazos de prescripción		Introducción

		Del ejercicio de la potestad para determinar la deuda tributaria		a. Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de todos o parte de los elementos de la obligación tributaria.

		b. Por la interposición de reclamaciones y recursos.

		c. Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o autoliquidación de la deuda.





		Del ejercicio de la potestad para exigir el pago de las deudas

		Del derecho a solicitar devoluciones y reembolsos

		Del derecho a obtener devoluciones y reembolsos

		Del ejercicio de la potestad para imponer sanciones		a. Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del interesado, conducente a la imposición de la sanción tributaria.

		b. Por la interposición de reclamaciones y recursos.





		Efectos de la interrupción sobre los plazos de prescripción		A. Efecto general.

		B. Fecha de reinicio del cómputo. Supuestos especiales.





		Efectos de la interrupción en el supuesto de pluralidad de obligados		a. Pluralidad de obligados sobre una única deuda.

		b. Un único obligado sobre una pluralidad de deudas.





		Inexistencia de interrupción de plazos por la estimación de recursos o reclamaciones

		Interrupción de plazos para las obligaciones tributarias conexas





		Extensión y efectos de la prescripción		Efectos sobre los obligados al pago de la deuda

		Efectos extintivos

		Aplicación de oficio

		La comprobación administrativa en períodos impositivos prescritos





		Efectos de la prescripción y de la caducidad en relación con las obligaciones formales		Obligaciones formales vinculadas a otras del propio obligado tributario

		Obligaciones formales vinculadas a obligaciones de terceros		A. Plazos de exigibilidad.

		B. Obligaciones de conservación y suministro a las que afecta.













		Sección cuarta. Otras formas de extinción de la deuda tributaria		Introducción

		Compensación		Deudas y créditos compensables

		Modalidades de compensación

		La cuenta corriente fiscal.		a. Ámbito de aplicación.

		b. Solicitud de compensación.

		c. Ampliación de la solicitud de compensación.

		d. Tramitación y Resolución.

		e. Efectos sobre los créditos y las deudas.









		Compensación a instancia del obligado tributario		Solicitud de compensación

		Efectos de la solicitud de compensación		a. Solicitud presentada en período voluntario.

		b. Solicitud presentada en período ejecutivo.





		Resolución de la solicitud de compensación

		Efectos de la compensación





		Compensación de oficio		De deudas en período ejecutivo

		De deudas en período voluntario		A. En procedimientos de gestión o inspección.

		B. Como consecuencia de la práctica de nuevas liquidaciones.

		C. Como consecuencia de la ejecución de resoluciones que afecten a obligaciones tributarias conexas.





		De deudas de entidades locales y otras entidades de derecho público

		Efectos de la compensación





		Condonación		Condonación





		Baja provisional por insolvencia		Baja provisional por insolvencia









		Sección quinta. Garantías del crédito tributario		Introducción

		Derecho de prelación		Prelación general de los créditos tributarios		A. En concurrencia con derechos reales.

		B. En concurrencia con otros derechos de crédito.





		Preferencia de créditos salariales

		Procedimientos concursales

		Derecho de prelación. Créditos de titularidad de otros Estados. NFGT de Álava





		Hipoteca legal tácita		Concepto

		Ámbito de aplicación





		Afección de bienes		Responsabilidad subsidiaria de los adquirentes de bienes afectos

		Afección de bienes		A. Régimen legal.

		B. Poseedores frente a los que no opera la garantía.

		C. Alcance de la afección.





		Liquidación cautelar





		Medidas cautelares		Principio general

		Proporcionalidad

		Tipos de medidas cautelares		A. Retención de pagos.

		B. Embargo preventivo.

		C. Prohibición de enajenar, gravar o disponer.

		D. Otras legalmente previstas.

		E. Retención de un porcentaje de los pagos realizados a contratistas o subcontratistas. NFGTs de Alava y Gipuzkoa.





		Momento en el que podrán adoptarse medidas cautelares

		Medidas cautelares en supuestos de suspensión de la ejecutividad de la deuda

		Plazo de efectividad de las medidas cautelares

		Medidas cautelares en expedientes de presuntos delitos contra la Hacienda Pública

		Investigación patrimonial de los órganos de la Administración tributaria en procedimientos de presuntos delitos contra la Hacienda Pública

















		Título III. La aplicación de los tributos		Introducción

		Capítulo I. Principios generales		Sección primera. Procedimientos tributarios		Ámbito de la aplicación de los tributos		La aplicación de los tributos

		La aplicación de los tributos en el marco de la asistencia mutua.		a. Actuaciones de asistencia mutua.

		b. Comunicaciones en el ámbito de la asistencia mutua.





		Separación de las actuaciones de resolución de las reclamaciones económico-administrativas

		Actuación ante Administración tributaria incompetente		A. Eficacia de los pagos a cuenta.

		B. Centralización del cumplimiento de obligaciones fiscales.













		Sección segunda. Información y asistencia a los obligados tributarios		Deber de información y asistencia a los obligados tributarios		Información y asistencia

		Actuaciones de información y asistencia		A. Divulgación de textos actualizados de la normativa tributaria.

		B. Divulgación de la doctrina administrativa.

		C. Comunicaciones y actuaciones de información.

		D. Procedimientos de vinculación administrativa previa.

		E. Asistencia a los obligados en la realización de autoliquidaciones y declaraciones.





		Empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos





		Procedimientos de vinculación administrativa previa		Actuación de información y asistencia

		Tipos de procedimientos





		Consultas tributarias escritas		Fundamento

		Objeto de las consultas

		Legitimación para formular consultas

		Formulación de la consulta		A. Plazo de presentación.

		B. Contenido del escrito de consulta.

		C. Archivo de consultas no tramitadas.





		Contestación a la consulta





		Efectos de las contestaciones a las consultas tributarias escritas		Efectos para el obligado tributario que formula la consulta		A. Efectos vinculantes.

		B. No interrupción de plazos.

		C. No recurribles.





		Efectos para otros obligados tributarios		A. Aplicación de los mismos criterios por la administración tributaria.

		B. Exoneración de responsabilidad.





		Contestaciones con efectos exclusivamente informativos

		Suministro de las consultas





		Información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles		Alcance de la información

		Efectos de las contestaciones





		Acuerdos previos de valoración		Los acuerdos previos		A. Concepto.

		B. Clases.





		Directrices de la OCDE		A. Directrices.

		B. Ventajas de los acuerdos previos sobre precios.

		C. Desventajas de los acuerdos previos sobre precios.





		Los acuerdos previos de valoración en la NFGT		A. Marco general de aplicación.

		B. Procedimiento.

		C. Resolución.

		D. Efectos vinculantes.

		E. Vigencia.

		F. Recursos.





		Los acuerdos previos de valoración en el Impuesto sobre Sociedades

		Otros supuestos de acuerdos previos de valoración





		Concepto y procedimiento de las propuestas previas de tributación		Concepto

		Objeto de las propuestas previas de tributación

		Procedimiento		A. Legitimación para presentar propuestas.

		B. Formulación de la propuesta.

		C. Archivo de propuestas no tramitadas.

		D. Tramitación.

		E. Plazo de resolución.









		Efectos de la aprobación de las propuestas previas de tributación		Efectos vinculantes

		Recursos









		Sección tercera. Colaboración social en la aplicación de los tributos		Colaboración social		La colaboración social

		Utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos





		Obligaciones de información		Obligación general de proporcionar información		A. Fundamento constitucional.

		B. Límites constitucionales.

		C. Límite temporal.

		D. Extensión personal.

		E. Trascendencia tributaria.





		Modos de proporcionar información		A. Con carácter general (suministro).

		B. Requerimiento individualizado (captación).





		Obligaciones particulares de proporcionar información y sus límites		A. Retenedores.

		B. Entidades que cobran por cuenta de terceros.

		C. Entidades de depósito.

		D. Intervinientes en operaciones con transcendencia tributaria.

		E. Información sobre beneficiarios últimos de las acciones.

		F. Información sobre movimientos de cuentas y depósitos.

		G. Funcionarios públicos y profesiones oficiales.

		H. Profesiones liberales.





		Incumplimiento de la obligación de proporcionar información





		Autoridades sometidas al deber de informar y colaborar		Introducción

		Autoridades, entes públicos y quienes ejerzan funciones públicas en el ámbito del estado		A. Suministro de información.

		B. Apoyo y auxilio.

		C. Participación en la gestión o exacción de los tributos.





		Autoridades, entes públicos y quienes ejerzan funciones públicas en otras Administraciones territoriales

		Intercambio de información entre los estados miembros de la Unión Europea

		Intercambio de información entre el Estado y los Territorios Históricos

		Partidos políticos, sindicatos y asociaciones empresariales

		Juzgados y tribunales		A. Función constitucional de juzgados y tribunales.

		B. Procedimiento.





		Comisiones de prevención del blanqueo de capitales y de vigilancia de actividades de financiación del terrorismo		A. Servicio ejecutivo de la Comisión de prevención del blanqueo de capitales e infracciones monetarias.

		B. Comisión de vigilancia de actividades de financiación del terrorismo.





		Excepciones a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de datos de Carácter Personal		A. La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

		B. Excepciones a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.









		Carácter reservado de los datos con trascendencia tributaria		Carácter reservado de la información obtenida por la Administración tributaria

		Limitación de uso

		Supuestos en los que es posible la cesión de información		A. Regla general.

		B. Delitos públicos.

		C. Colaboración con otras Administraciones tributarias.

		D. Colaboración con la Seguridad Social.

		E. Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social.

		F. Colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación.

		G. Protección de los derechos de los menores e incapacitados.

		H. Colaboración con el Tribunal Vasco de Cuentas.

		I. Colaboración con Jueces y Tribunales.

		J. Colaboración con la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales.

		K. Colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.

		L. Colaboración con órganos o entidades de derecho público.

		M. Utilización con fines estadísticos.

		N. Cesión de información con previa autorización de los interesados.

		Ñ. Colaboración con Administraciones Públicas Territoriales de la CC.AA. del País Vasco.

		O. Colaboración con la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación.

		P. Intercambio de información en el marco de la normativa sobre asistencia mutua.

		Q. Cesiones previstas en la normativa comunitaria y en tratados internacionales.

		R. Colaboración con las entidades encargadas de la gestión del ingreso mínimo vital.

		S. Colaboración con el Consejo General de la Abogacía y con los Colegios de Abogados.

		T. Colaboración con la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.





		Cesión mediante la utilización de medios informáticos o telemáticos

		Cesión de datos obtenidos en el marco de la asistencia mutua

		Confidencialidad y deber de sigilo		A. Garantía de confidencialidad.

		B. Deber de sigilo.

		C. Posible existencia de un delito público.





		Deber de sigilo de los retenedores y obligados a realizar ingresos a cuenta

		Publicidad establecida en normas de la Unión Europea

		Publicidad de situaciones de incumplimiento relevante de las obligaciones tributarias		A. Circunstancias que determinan la publicación de datos.

		B. Información objeto de publicación.

		C. Procedimiento.

		D. Efectos de la publicación.

















		Capítulo IV. Actuaciones y procedimientos de inspección		Sección primera. Disposiciones generales		SubSección 1ª. Funciones y facultades		La inspección tributaria		La inspección tributaria

		Funciones de la Inspección tributaria

		Atribución de funciones inspectoras		A. Sistema tributario de los Territorios Históricos.

		B. Entidades Locales de los Territorios Históricos.





		Personal inspector





		Facultades de la inspección de los tributos		Examen de la documentación del interesado en las actuaciones inspectoras.		a. Examen de documentos.

		b. Medios utilizados.

		c. Datos archivados en soportes informáticos.

		d. Aportación de otros datos.





		Entrada y reconocimiento de fincas en el procedimiento de inspección.		A. Fincas en las que se desarrollen actividades sometidas a gravamen.

		B. Fincas en las que no se desarrollen actividades sometidas a gravamen.

		C. Domicilio constitucionalmente protegido.





		Otras facultades de la Inspección.		a. Entrada en puertos, estaciones, aeropuertos, mercados, lonjas, ...

		b. Otras facultades





		Consideración del personal inspector.

		Intervención de los obligados en el procedimiento de inspección.		A. Obligación de atender a la Inspección tributaria

		B. Actuación por medio de representante













		SubSección 2ª. Documentación de las actuaciones de la inspección		Documentación de las actuaciones de la inspección		Normas generales de la documentación de las actuaciones de inspección.

		Documentación de las actuaciones de inspección. Comunicaciones.		a. Contenido.

		b. Notificación de inicio de procedimiento.

		c. Extensión por duplicado.

		d. Notificación.





		Documentación de las actuaciones de inspección. Diligencias.

		Documentación de las actuaciones de inspección. Informes.

		Documentación de las actuaciones de inspección. Actas.		A. Contenido de las actas.

		B. Clases de actas.

		C. Modelos de actas









		Valor probatorio de las actas		Naturaleza y valor probatorio de las actas de inspección.

		Presunción de certeza de los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de inspección.













		Sección segunda. Procedimientos de inspección		Clases de procedimientos y actuaciones de inspección		Tipos de procedimientos.		a. El procedimiento de comprobación e investigación.

		b. El procedimiento de comprobación restringida.

		c. El procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario.

		d. Las actuaciones de obtención de información.

		e. Las actuaciones de valoración.

		f. El procedimiento de comprobación limitada.





		Medidas cautelares en los procedimientos de inspección.





		Lugar de las actuaciones correspondientes a los procedimientos de inspección		Lugar de las actuaciones inspectoras. Normas generales.

		Criterios para establecer el lugar de determinadas actuaciones de inspección.		A. Examen de documentación contable y otros.

		B. Registros y documentos establecidos por normas de carácter tributario.

		C. Obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas.

		D. Domicilio fiscal del interesado y lugar de desarrollo de la actividad.









		Tiempo de las actuaciones correspondientes a los procedimientos de inspección		Actuaciones inspectoras en las oficinas públicas.

		Actuaciones inspectoras en los locales del interesado.









		Sección tercera. Procedimiento de comprobación e investigación		SubSección 1ª. Normas generales		Objeto del procedimiento de comprobación e investigación		Objeto del procedimiento de comprobación e investigación

		Planes de inspección.		A. Clases de planes de inspección.

		B. Elaboración de los planes de inspección.

		C. Carácter de los planes de inspección.

		D. Planes de inspección conjunta.









		Medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación		Finalidad de la adopción de medidas cautelares el procedimiento de comprobación e investigación.

		Tipos de medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación.		a. El precinto.

		b. El depósito.

		c. La incautación.





		Requisitos y procedimiento para la adopción de medidas cautelares en el procedimiento de comprobación e investigación.		A. Requisitos.

		B. Procedimiento.

		d. Levantamiento de la medida cautelar.













		SubSección 2ª. Iniciación y desarrollo		Iniciación del procedimiento de comprobación e investigación		Formas de iniciación del procedimiento de comprobación e investigación.		A. De oficio.

		B. A petición del obligado tributario.





		Inicio de las actuaciones inspectoras.		a. Iniciación por comunicación

		b. Iniciación por personación

		c. Efectos de la iniciación de actuaciones





		Desarrollo de las actuaciones en el procedimiento de comprobación e investigación.		a. Desarrollo.

		b. Interrupción.

		c. Sustitución de actuarios.

		d. Apoyo de la Unidad de Auditoria Informática.









		Alcance de las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación		Actuaciones de carácter general del procedimiento de comprobación e investigación.

		Actuaciones de carácter parcial del procedimiento de comprobación e investigación.

		Liquidaciones provisionales en el procedimiento de inspección.





		Solicitud del obligado tributario de un procedimiento de comprobación e investigación de carácter general		Actuaciones inspectoras de carácter general o parcial.

		Solicitud del obligado tributario para que el procedimiento de carácter parcial tenga carácter general.





		Plazo máximo del procedimiento de comprobación e investigación		Plazo máximo de las actuaciones de comprobación e investigación.		A. Cómputo del plazo.

		B. Ampliación del plazo.





		Interrupción injustificada del procedimiento de comprobación e investigación.

		Efectos del incumplimiento del plazo y de la existencia de interrupciones injustificadas del procedimiento de comprobación e investigación.		A. No se produce la caducidad del procedimiento.

		B. No se produce la interrupción de la prescripción.

		C. Efectividad de los ingresos.

		D. No exigencia de intereses de demora por incumplimiento del plazo.





		Efectos sobre el plazo de las actuaciones inspectoras de la remisión del expediente a la jurisdicción competente o al Ministerio Fiscal.

		Efectos sobre el plazo de la retroacción de actuaciones.		A. Resolución judicial o económico-administrativa o acuerdo de la Junta Arbitral.

		B. Remisión del expediente a la jurisdicción competente o al Ministerio Fiscal.













		SubSección 3ª. Terminación de las actuaciones inspectoras		Terminación del procedimiento de comprobación e investigación		Terminación del procedimiento de comprobación e investigación con formalización de acta.

		Terminación del procedimiento de comprobación e investigación sin formalización de acta.





		Contenido de las actas		Contenido de las actas		A. Datos de identificación.

		B. Elementos de hecho y de derecho.

		C. Identificación del tributo y periodo.

		D. Propuesta de liquidación.

		E. La conformidad o disconformidad.









		Clases de actas		Clases de actas a efectos de su tramitación.		A. Actas de conformidad.

		B. Actas de disconformidad.





		Clases de actas a efectos de su carácter.		A. Actas previas.

		B. Actas definitivas.





		Alegaciones previas a la firma del acta.





		Actas de conformidad		Características de las actas de conformidad.

		Tramitación de las actas de conformidad.		A. Plazo de audiencia. Audiencia previa a la firma del acta

		B. Notificación.

		b. Notificación de la liquidación resultante de la comprobación.

		C. Actas defectuosas.









		Actas de disconformidad		Características de las actas de disconformidad

		Tramitación de las actas de disconformidad.		A. Notificación del acta.

		B. Plazo de audiencia.

		C. Actuaciones complementarias.













		SubSección 4ª. Estimación indirecta		Aplicación del método de estimación indirecta		El método de estimación indirecta.

		Informe razonado para la aplicación del método de estimación indirecta.

		Inexistencia de acto administrativo previo en la aplicación del método de estimación indirecta.

		Fuentes de procedencia de los datos utilizados para la aplicación del método de estimación indirecta		A. Los signos, índices y módulos establecidos para el método de estimación objetiva.

		B. Los datos económicos y del proceso productivo del propio obligado tributario.

		C. Los datos procedentes de estudios del sector.

		D. Los datos de muestreo obtenidos por los órganos de la inspección.





		Elementos susceptibles de determinación por el método de estimación indirecta.		A. En la imposición directa.

		B. En la imposición sobre el consumo.

















		Sección cuarta. Procedimiento de comprobación restringida		Objeto del procedimiento de comprobación restringida		Ámbito de aplicación del procedimiento de comprobación restringida.

		Formas de actuación en el procedimiento de comprobación restringida.





		Iniciación del procedimiento de comprobación restringida		Iniciación del procedimiento de comprobación restringida





		Plazo máximo de duración del procedimiento de comprobación restringida		Plazo máximo del procedimiento de comprobación restringida.

		Efectos del incumplimiento del plazo en el procedimiento de comprobación restringida.		A. No se produce la caducidad del procedimiento.

		B. No se produce la interrupción de la prescripción.

		C. Efectividad de los ingresos.









		Terminación del procedimiento de comprobación restringida		Conclusión del procedimiento de comprobación restringida.

		Informe de la Inspección.		A. Contenido

		B. Notificación

		C. Alegaciones

		D. Recursos









		Efectos del procedimiento de comprobación restringida		Efectos del procedimiento de comprobación restringida









		Sección quinta. Procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario		Objeto del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario		Ámbito de aplicación del procedimiento de regularización sin presencia del obli­gado tributario.

		Formas de actuación del procedimiento de regularización sin presencia del obli­gado tributario.





		Desarrollo del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario		Informe de la Inspección.		A. Contenido

		B. Notificación

		C. Alegaciones

		D. Recursos









		Efectos del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario		Efectos del procedimiento de regularización sin presencia del obligado tributario









		Sección sexta. Actuaciones de obtención de información		Actuaciones de obtención de información		Ámbito de aplicación de las actuaciones de obtención de información.		A. Concepto.

		B. En procedimientos de comprobación e investigación o de comprobación restringida.

		C. Iniciativa.





		Requerimientos para la obtención de información.		a. Inexistencia de requerimiento escrito.

		b. Existencia de requerimiento escrito.

		c. Requerimientos a Juzgados y Tribunales.





		Actuaciones de obtención de información respecto de personas o entidades dedicadas al tráfico bancario o crediticio.		a. Obligación de proporcionar información

		b. Movimientos de cuentas

		c. Autorización

		d. Contenido de los requerimientos

		e. Notificación













		Sección séptima. Cláusula antielusión		Procedimiento para la aplicación de la cláusula antielusión		La cláusula antielusión.

		Informe preceptivo en la cláusula antielusión.		A. Órgano encargado de emitir el informe.

		B. Contenido del informe.





		Fase de alegaciones y proposición de prueba en el procedimiento de aplicación de la cláusula antielusión.

		Resolución en el procedimiento de aplicación de la cláusula antielusión.		A. Propuesta.

		B. Órgano competente.

		C. Plazo.

		E. Recursos.

















		Capítulo V. Actuaciones y procedimiento de recaudación		Sección primera. Disposiciones generales		La recaudación tributaria		Concepto

		Funciones de la recaudación tributaria

		La recaudación en el ámbito de la asistencia mutua.

		Normativa aplicable

		Gestión recaudatoria		A. Hacienda Foral.

		B. Entidades Locales.

		C. Hacienda estatal.

		D. Comunidades Autónomas de régimen común.





		Órganos recaudadores		A. Órganos de recaudación y entidades colaboradoras.

		B. Competencia de los órganos de recaudación.









		Periodos de recaudación		Periodos de recaudación		A. Pago voluntario.

		B. Período ejecutivo.





		Inicio del período ejecutivo		Efectos del inicio del período ejecutivo.





		Suspensión del inicio del período ejecutivo		a. Solicitud de aplazamiento de pago.

		b. Solicitud de compensación.

		c. Solicitud de dación en pago.

		d. Interposición de recurso contra una sanción.

		e. Interposición de recurso contra otros actos.





		Suspensión del ingreso de la deuda		A. Por ofrecimiento de una devolución tributaria.

		B. Por deudas tributarias incompatibles.

		C. Por ingreso en Administración incompetente.





		Suspensión del procedimiento de recaudación actuando en el ámbito de la asistencia mutua. NFGT de Álava.		A. Por la existencia de un litigio.

		B. Por el inicio de un procedimiento amistoso.









		Facultades de la recaudación tributaria		Facultades de comprobación y de adopción de medidas cautelares		A. Facultades de comprobación e investigación.

		B. Facultades para la adopción de medidas cautelares.





		Obtención de información

		Ejecución subsidiaria









		Sección segunda. Procedimiento de apremio		SubSección 1ª. Normas generales		Carácter del procedimiento de apremio		Carácter del procedimiento de apremio		Procedimiento especial simplificado.









		Concurrencia de procedimientos		Concurrencia de procedimientos		A. Procedimientos singulares de ejecución.

		B. Procedimientos concursales o universales de ejecución.





		Procedimientos Concursales		A. Regulación.

		B. Colaboración de los órganos jurisdiccionales y administrativos.

		C. Suscripción de convenios.





		Actuaciones en procedimientos concursales y otros procedimientos de ejecución		i. Solicitud de información

		ii. Personación

		iii. Suscripción de convenios









		Suspensión del procedimiento de apremio		Suspensión		A. Con carácter general.

		B. Automática.





		Tercerías		A. Tercería de dominio.

		B. Tercería de mejor derecho.

		C. Procedimiento.









		Conservación de actuaciones		Nulidad de determinadas actuaciones del procedimiento

		Anulación de determinados componentes de la deuda o de las sanciones









		SubSección 2ª. Iniciación y desarrollo del procedimiento de apremio		Iniciación del procedimiento de apremio		Inicio del procedimiento de apremio

		La providencia de apremio		A. Naturaleza de la providencia de apremio.

		B. Contenido de la providencia de apremio.





		Motivos de oposición contra la providencia de apremio

		El instrumento de ejecución en el ámbito de la asistencia mutua. NFGT de Álava.		a. Consideración y carácter del instrumento de ejecución.

		b. Documentos anejos al instrumento de ejecución.

		c. Completitud del instrumento de ejecución.









		Ejecución de garantías		Ejecución de garantías		A. Aval, fianza, certificado de seguro de caución u otra garantía personal.

		B. Hipoteca, prenda u otra garantía de carácter real.

		C. Bienes o derechos de persona distinta de la obligada al pago.

		D. Depósito en efectivo.





		Embargo y enajenación de otros bienes con anterioridad a la ejecución de garantías





		Práctica del embargo de bienes y derechos		Cuantía del embargo

		Orden del embargo

		Bienes libres de embargo		A. Bienes exceptuados de traba con carácter general por la LEC.

		B. Bienes declarados en particular inembargables en virtud de Norma Foral o Ley.





		Concurrencia de embargos

		Responsabilidad por dificultar o impedir actuaciones de embargo





		Diligencia de embargo y anotación preventiva		Diligencia de embargo		A. Aspectos generales.

		B. Notificación.





		Anotación preventiva de embargo

		Embargo de los distintos bienes o derechos		A. Embargo de dinero en efectivo.

		B. Embargo de bienes o derechos en entidades de crédito o de deposito.

		C. Embargo de sueldos salarios y pensiones.

		D. Embargo de bienes inmuebles y derechos reales sobre los mismos.

		E. Embargo de intereses, rentas y frutos de toda especie.

		F. Embargo de establecimientos mercantiles e industriales.

		G. Embargo de los restantes bienes muebles o semovientes.

		H. Embargo de percepciones del partícipe o socio de fondos de pensiones o entidades o instituciones de previsión social.

		I. Embargo de otros créditos, efectos y derechos.





		Depósito de bienes embargados		A. El depósito de bienes.

		B. Funciones del depositario.

		C. Derechos, deberes y responsabilidad del depositario.





		Motivos de oposición contra la diligencia de embargo

		Acuerdo de prohibición de disponer sobre los bienes de una sociedad. NFGT de Álava		A. Requisitos para la adopción del acuerdo de disponer.

		B. Anotación preventiva.

		C. Recurso contra la medida.

		D. Alzamiento de la medida.









		Embargo de bienes o derechos en entidades de crédito o de depósito		Embargo de fondos, valores, Títulos u otros bienes		A. Forma del embargo.

		B. Ingreso de las cantidades retenidas.





		Cuentas a nombre de varios titulares

		Cuentas en las que habitualmente se abonan sueldos, salarios o pensiones





		Enajenación de los bienes y derechos embargados		Formas de enajenación		A. Procedimiento ordinario de adjudicación.

		B. Enajenación por concurso.

		C. Enajenación por adjudicación directa.





		Acuerdo de enajenación		A. Contenido del acuerdo de enajenación.

		B. Notificación del acuerdo de enajenación y del anuncio de subasta.

		C. Impugnación del acuerdo de enajenación.





		Procedimiento de enajenación		A. Principios de la enajenación forzosa.

		B. Actuaciones previas a la enajenación.

		C. Actuaciones de enajenación.

		D. Actuaciones posteriores a la adjudicación.





		Adjudicación de bienes a la Administración Foral

		Limitación a la enajenación de los bienes embargados		A. Objeto de la limitación.

		B. Bienes a los que se aplica.

		C. Excepciones.













		SubSección 3ª. Terminación del procedimiento de apremio		Terminación del procedimiento de apremio		Formas de terminación del procedimiento de apremio

		Declaración de fallido y deuda incobrable		A. Declaración de fallido.

		B. Créditos incobrables.

















		Sección tercera. Procedimiento frente a responsables y sucesores		SubSección 1ª. Procedimiento frente a los responsables		Carácter del procedimiento

		Declaración de responsabilidad		Momento de la declaración de responsabilidad

		Trámite de audiencia previa. Alegaciones

		Acto de declaración de responsabilidad		a. Texto íntegro del acuerdo de declaración de responsabilidad, con indicación del presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto.

		b. Medios de impugnación que pueden ser ejercitados contra dicho acto, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

		c. Lugar, plazo y forma en que deba ser satisfecho el importe exigido al responsable.





		Plazo máximo de duración del procedimiento





		Procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria		Procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria		A. Cuando haya sido declarada antes del vencimiento del período voluntario de la deuda derivada.

		B. Cuando no haya sido declarada antes del vencimiento del período voluntario de la deuda derivada.





		Certificación por adquisición de explotaciones o actividades económicas		A. Certificación de deudas.

		B. Plazo para expedir la certificación.

		C. Limitación de la responsabilidad.









		Procedimiento para exigir la responsabilidad subsidiaria		Procedimiento para exigir la responsabilidad subsidiaria		A. Procedimiento general.

		B. Supuestos de insolvencia parcial.













		SubSección 2ª. Procedimiento frente a los sucesores		Procedimiento de recaudación frente a los sucesores		Sucesores de personas físicas		A. Procedimiento general.

		B. Ejercicio del derecho a deliberar.

		C. Herencia yacente.





		Sucesores de personas jurídicas		A. Procedimiento general.

		B. Responsabilidad solidaria entre sucesores.

























		Título IV. LA POTESTAD SANCIONADORA		Capítulo I. Principios de potestad sancionadora en materia tributaria		Principios de la potestad sancionadora		Potestad sancionadora en materia tributaria

		Principios aplicables		A. Legalidad.

		B. Tipicidad.

		C. Responsabilidad.

		D. Proporcionalidad.

		E. No concurrencia.

		F. Irretroactividad.

		G. Otros principios del procedimiento sancionador.





		Normativa aplicable		A. Norma Foral General Tributaria.

		B. Reglamento sancionador.

		C. Normas Forales propias de cada tributo.

		D. Disposiciones de derecho administrativo común.









		Principio de responsabilidad en materia de infracción tributaria		Principio de responsabilidad		A. Parámetro para la imposición de sanciones.

		B. Presunción de buena fe.





		Circunstancias eximentes de responsabilidad		A. Falta de capacidad de obrar.

		B. Fuerza mayor.

		C. Decisiones colectivas para quienes hubieran salvado su voto o no hubieran asistido a la reunión.

		D. Cuando se haya puesto la diligencia necesaria.

		E. Deficiencia técnica en los programas informáticos facilitados por la Administración tributaria.





		Regularización voluntaria		A. Concepto.

		B. Efectos.









		Principio de no concurrencia de sanciones tributarias		Principio de no concurrencia de sanciones tributarias		1. Conductas susceptibles de distinta calificación.

		2. Compatibilidad entre distintas sanciones.

		3. Compatibilidad con los intereses de demora y los recargos.













		Capítulo II. Disposiciones generales sobre infracciones y sanciones tributarias		Sección primera. Sujetos responsables de las infracciones y sanciones tributarias		Sujetos infractores		Sujetos infractores		A. Los sujetos pasivos.

		B. Los obligados a realizar pagos a cuenta.

		C. Los obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo.

		D. Los obligados al cumplimiento de obligaciones tributarias formales.

		E. La entidad representante del grupo fiscal en el régimen de consolidación fiscal.

		F. Las entidades obligadas a imputar o atribuir rentas a sus socios.

		G. Representante legal de los sujetos que carezcan de capacidad de obrar.

		H. Los obligados tributaios en el ámbito de la asistencia mutua.

		I. La entidad dominante en el régimen especial del grupo de sociedades en IVA.





		Deudor principal

		Concurrencia de varios sujetos infractores





		Responsables y sucesores de las sanciones tributarias		Responsables de las sanciones tributarias		A. Responsables solidarios.

		B. Responsables subsidiarios.





		Sucesores de las sanciones tributarias		A. De personas físicas.

		B. De personas jurídicas.













		Sección segunda. Concepto y clases de infracciones y sanciones tributarias		Concepto de infracciones tributarias		Concepto de infracciones tributarias		A. Acción u omisión.

		B. Tipicidad.

		C. Antijuridicidad.

		D. Culpabilidad.

		E. Punibilidad.









		Clases de sanciones tributarias		Clases de sanciones tributarias		a. Sanciones pecuniarias.

		b. Sanciones no pecuniarias.





		Sanciones pecuniarias		a. Infracciones sancionadas con multa fija.

		b. Infracciones sancionadas con multa proporcional.

		c. Diferencias en la normativa de los territorios históricos.









		Sanciones no pecuniarias por infracciones tributarias		Sanciones no pecuniarias aplicables en general		A. Tipos de sanciones no pecuniarias.

		B. Requisitos y plazos de duración de las sanciones no pecuniarias.





		Sanciones no pecuniarias aplicables a determinadas personas		A. Infracción sancionable.

		B. Sanción aplicable.













		Sección tercera. Cuantificación de las sanciones tributarias pecuniarias		Criterios de graduación de las sanciones tributarias		Graduación de las sanciones		A. Normativa aplicable.

		B. Esquema de criterios de graduación de las sanciones.





		Comisión repetida de infracciones tributarias		A. Concepto.

		B. Incremento de la sanción.





		La ocultación de datos en las sanciones tributarias		A. Concepto.

		B. Incremento de la sanción.





		Utilización de medios fraudulentos o persona interpuesta		A. Concepto.

		B. Incremento de la sanción.





		Especial colaboración del interesado		A. Concepto.

		B. Disminución de la sanción.









		Reducción de las sanciones por conformidad del obligado tributario		Reducción por conformidad		A. Ámbito material de la conformidad.

		B. Reducción de la sanción.

		C. Exigencia de la reducción practicada.





		Reducción por conformidad con pago. NFGT de Álava		A. Ámbito material de la conformidad.

		B. Reducción de la sanción.

		C. Exigencia de la reducción practicada













		Sección cuarta. Extinción de la responsabilidad derivada de las infracciones y de las sanciones tributarias pecuniarias		Extinción de la responsabilidad derivada de las infracciones tributarias		Introducción

		Fallecimiento del sujeto infractor		A. Personas físicas.

		B. Personas jurídicas.





		Prescripción		A. Plazo de prescripción.

		B. Cómputo del plazo de prescripción.

		C. Interrupción del plazo de prescripción.

		D. Aplicación de oficio.









		Extinción de las sanciones tributarias		Introducción

		Normativa aplicable

		El pago o cumplimiento

		La prescripción

		La compensación

		La condonación

		Devolución de las sanciones ingresadas indebidamente













		Capítulo III. Infracciones y sanciones tributarias		Infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda tributaria que debiera resultar de una autoliquidación		Conductas típicas incluidas en la infracción		A. Dejar de ingresar en plazo la totalidad o parte de la deuda tributaria.

		B. Dejar de ingresar en plazo la totalidad o parte de la deuda tributaria en los supuestos de atribución de rentas.





		Sanción aplicable		a. Base de la sanción.

		b. Multa pecuniaria proporcional.





		Obtención indebida de devoluciones





		Infracción tributaria por incumplir la obligación de presentar de forma completa y correcta declaraciones o documentos necesarios para practicar liquidaciones		Conducta típica

		Sanción aplicable		a. Base de la sanción.

		b. Multa pecuniaria proporcional.









		Infracción tributaria por obtener indebidamente devoluciones		Conducta típica

		Sanción aplicable		a. Base de la sanción.

		b. Multa pecuniaria proporcional.









		Infracción tributaria por solicitar indebidamente devoluciones, beneficios o incentivos fiscales		Conductas típicas incluidas en la infracción		A. Solicitar indebidamente devoluciones.

		B. Solicitar indebidamente beneficios o incentivos fiscales.





		Sanción aplicable		a. Infracción por solicitar indebidamente devoluciones.

		b. Infracción por solicitar indebidamente beneficios o incentivos fiscales.









		Infracción tributaria por determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos tributarios aparentes		Conductas típicas incluidas en la infracción		A. Determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos tributarios.

		B. Declarar incorrectamente la renta neta, las cuotas repercutidas, las cantidades o cuotas a deducir o los incentivos fiscales.





		Sanción aplicable		A. Infracción por determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos tributarios.

		B. Infracción por declarar incorrectamente la renta neta, las cuotas repercutidas, las cantidades o cuotas a deducir o los incentivos fiscales.





		Deducción de las sanciones impuestas





		Infracción tributaria por imputar incorrectamente o no imputar bases imponibles, rentas o resultados por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas		Conducta típica

		Sanción aplicable		a. Base de la sanción.

		b. Multa pecuniaria proporcional.









		Infracción tributaria por imputar incorrectamente deducciones, bonificaciones y pagos a cuenta por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas		Conducta típica

		Sanción aplicable		a. Base de la sanción.

		b. Multa pecuniaria proporcional.









		Infracción tributaria por no presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones o por incumplir la obligación de comunicar el domicilio fiscal		Conductas típicas incluidas en la infracción		A. No presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones.

		B. Incumplimiento de la obligación de comunicar el domicilio fiscal.





		Sanciones aplicables		A. Infracción por no presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones.

		B. Infracción por incumplimiento de la obligación de comunicar el domicilio fiscal.









		Infracción tributaria por presentar incorrectamente autoliquidaciones, declaraciones o contestaciones a requerimientos individualizados de información		Conductas típicas incluidas en la infracción		A. Presentar de forma incompleta o inexacta autoliquidaciones o declaraciones.

		B. Presentar de forma incompleta o inexacta contestaciones a requerimientos individualizados de información.





		Sanciones aplicables		A. Infracción por presentar de forma incompleta o inexacta autoliquidaciones o declaraciones.

		B. Infracción por presentar de forma incompleta o inexacta contestaciones a requerimientos individualizados de información o declaraciones exigidas con carácter general.









		Infracción por incumplir la obligación de presentar autoliquidaciones o declaraciones en el modelo aprobado al efecto, en soporte directamente legible por ordenador o de forma telemática		Conductas típicas incluidas en la infracción		A. Presentación de autoliquidaciones, declaraciones u otros documentos con trascendencia tributaria en modelo distinto del aprobado al efecto.

		B. Presentación de autoliquidaciones, declaraciones u otros documentos con trascendencia tributaria en forma distinta de la establecida al efecto.





		Sanciones aplicables		A. Infracción por presentar autoliquidaciones o declaraciones en modelo distinto del aprobado al efecto.

		B. Infracción por presentar autoliquidaciones o declaraciones en forma distinta de la establecida al efecto.









		Infracción tributaria por incumplir obligaciones contables y registrales		Conducta típica

		Sanciones aplicables





		Infracción tributaria por incumplir obligaciones de facturación o documentación		Conductas típicas		A. Incumplimiento de obligaciones de facturación.

		B. Incumplimiento de la obligación de expedición de los documentos de circulación.





		Sanciones aplicables		A. Infracción por incumplimiento de obligaciones de facturación.

		B. Infracción por incumplimiento de la obligación de expedición de los documentos de circulación.









		Infracción tributaria por incumplir las obligaciones relativas a la utilización del número de identificación fiscal o de otros números o códigos		Conductas típicas incluidas en la infracción		A. Incumplimiento de obligaciones relativas a la utlización del NIF.

		B. Comunicar datos falsos en las solicitudes del NIF.





		Sanciones aplicables		A. Infracción por incumplimiento de obligaciones relativas a la utlización del NIF.

		B. Infracción por comunicar datos falsos en las solicitudes del NIF.









		Infracción tributaria por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria		Conducta típica

		Sanciones aplicables		A. Con carácter general.

		B. Por desatender a requerimientos.

		C. Cuando la infracción se produzca en relación con el ejercicio de actividades económicas.

		D. Cuando la infracción se cometa por un obligado tributario que esté siendo objeto de un procedimiento de comprobación e investigación.

		E. Por quebrantamiento de medidas cautelares.

		F. Por incumplimiento de diligencias de embargo.









		Infracción tributaria por incumplir el deber de sigilo exigido a los retenedores y a los obligados a realizar ingresos a cuenta		Infracción tributaria por incumplir el deber de sigilo exigido a los retenedores y a los obligados a realizar ingresos a cuenta		1. Conducta típica.

		2. Sanción aplicable.









		Infracción tributaria por incumplir la obligación de comunicar correctamente datos al pagador de rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta		Infracción tributaria por incumplir la obligación de comunicar correctamente datos al pagador de rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta		1. Conducta típica.

		2. Sanción aplicable.









		Infracción tributaria por incumplir la obligación de entregar el certificado de retenciones o ingresos a cuenta		Conducta típica

		Sanción aplicable





		Infracción tributaria por incumplir otras obligaciones establecidas en la normativa reguladora de cada tributo		Infracción tributaria por incumplir otras obligaciones establecidas en la normativa reguladora de cada tributo		A. Conducta típica

		B. Sanción aplicable









		Infracción en supuestos de cláusula antielusión		Conducta típica		A. Presupuesto básico.

		B. Situaciones concurrentes.

		C. Criterio administrativo previo.





		Sanción aplicable









		Capítulo IV. Procedimiento sancionador en materia tributaria		Regulación del procedimiento sancionador en materia tributaria		Normativa tributaria aplicable al procedimiento sancionador		A. Norma Foral General Tributaria.

		B. Reglamento sancionador.





		Normativa de derecho administrativo común aplicable al procedimiento sancionador tributario





		Procedimiento para la imposición de sanciones tributarias		Tramitación separada del procedimiento sancionador

		Excepciones a la tramitación separada del procedimiento sancionador		A. Actas de Conformidad.

		B. Renuncia del obligado tributario.





		Notificaciones en el procedimiento sancionador





		Iniciación del procedimiento sancionador en materia tributaria		Iniciación del procedimiento		A. Iniciación de oficio.

		B. Órgano competente.

		C. Individualización de los procedimientos.





		Plazo para el inicio del procedimiento





		Instrucción del procedimiento sancionador en materia tributaria		Instrucción del procedimiento		A. Desarrollo de las actuaciones.

		B. Incorporación de datos o pruebas.

		C. Propuesta de resolución y plazo de alegaciones.





		Procedimiento abreviado		A. Tramitación.

		B. Conformidad con la propuesta.









		Terminación del procedimiento sancionador en materia tributaria		Terminación mediante resolución		A. Plazo para dictar resolución.

		B. Ampliación de actuaciones.

		C. Rectificación de la propuesta de resolución.

		D. Contenido de la resolución.

		E. Notificación de la resolución.





		Terminación por caducidad

		Órganos competentes		a. La Diputación Foral.

		b. El Diputado Foral de Hacienda y Finanzas.

		c. El órgano competente para el reconocimiento del beneficio o incentivo fiscal.

		d. El órgano competente para liquidar.









		Recursos contra sanciones		Recurso independiente

		Efectos de la interposición de recurso		A. Suspensión de la ejecución.

		B. No exigencia de intereses de demora.

		C. Pérdida de la reducción por conformidad.





		Recursos contra sanciones en procedimientos de derivación de responsabilidad.		a. Con carácter general.

		B. Excepciones.

















		Título V. REVISIÓN EN VÍA ADMINISTRATIVA		Introducción

		Capítulo I. Normas comunes		Medios de revisión		Medios de revisión		A. Actos objeto de revisión.

		B. Medios de revisión.

		C. Revisión del instrumento de ejecución en el ámbito de la asistencia mutua





		Límites a la potestad de revisión		A. Existencia de resolución firme del órgano económico-administrativo.

		B. Existencia de sentencia judicial firme.









		Capacidad y representación, prueba, notificaciones y plazos de resolución		Capacidad y representación		A. Capacidad.

		B. Representación.





		Prueba

		Notificaciones

		Plazos de resolución





		Motivación de las resoluciones		Motivación de las resoluciones

		Motivación de otros actos en los procedimientos de revisión





		Suspensión de la ejecución del acto recurrido		Principio de ejecutividad de los actos administrativos

		Suspensión automática		A. Suspensión con aportación de garantías.

		a. Importe de las garantías.

		b. Solicitud de suspensión.

		c. Tramitación y resolución.

		d. Extensión de la suspensión.

		B. Suspensión sin aportación de garantías.

		C. Suspensión de sanciones.

		D. Otros supuestos de suspensión automática.





		Suspensión no automática		A. Con aportación de otras garantías.

		a. Importe de las garantías.

		b. Solicitud de suspensión.

		c. Subsanación de la solicitud.

		d. Tramitación y resolución.

		e. Constitución de las garantías.

		B. Con dispensa total o parcial de aportar garantías.

		- RECURSO DE REPOSICIÓN (artículos 33 y 34 del Reglamento regulador de los procedimientos especiales de revisión, del recurso de reposición y reembolso del coste de garantías, aprobado por Decreto Foral 65/2008, de 1 de julio:

		- RECLAMACIÓN ECONÓMICO-ADMINISTRATIVA: (artículos 18 a 21 del Reglamento del Procedimiento económico-administrativo de Alava, aprobado por Decreto Foral 2/2007, de 30 de enero:





		Mantenimiento de la suspensión		A. En vía administrativa.

		B. En vía contencioso-administrativa.

		C. En el caso de sanciones.





		Devengo de intereses

		Afectación de garantías en obligaciones tributarias conexas.









		Capítulo II. Procedimientos especiales de revisión		Clases de procedimientos especiales de revisión		Los procedimientos especiales de revisión

		Los procedimientos especiales en la NFGT





		Sección primera. Procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho		Declaración de nulidad de pleno derecho		Ámbito de aplicación

		Supuestos de nulidad de pleno derecho		A. Actos que lesionen derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.

		B. Actos dictados por órgano manifiestamente incompetente.

		C. Actos que tengan un contenido imposible.

		D. Actos que sean constitutivos de infracción penal.

		E. Actos dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido.

		F. Actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico.

		G. Otros supuestos de nulidad.





		Procedimiento para la declaración de nulidad de pleno derecho		A. Iniciación.

		B. Tramitación.

		C. Resolución.













		Sección segunda. Declaración de lesividad de actos anulables		Declaración de lesividad		Revisión de oficio		A. Vinculación a sus propios actos y derechos adquiridos.

		B. Declaración de lesividad en las leyes generales.





		Procedimiento de declaración de lesividad		A. Actos susceptibles de declaración de lesividad.

		B. Plazo.

		C. Iniciación.

		D. Tramitación.

		E. Resolución.





		Impugnación en vía jurisdiccional









		Sección tercera. Revocación		Revocación de actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones		La revocación en el ámbito tributario		A. Antecedentes.

		B. Actuaciones susceptibles de revocación.





		Supuestos de revocación		A. Infracción manifiesta del ordenamiento jurídico.

		B. Circunstancias sobrevenidas que pongan de manifiesto la improcedencia del acto.

		C. Indefensión.





		Límites a la aplicación de la revocación		a. No puede suponer dispensa o exención no permitida por las normas tributarias.

		b. No puede ser contraria al principio de igualdad.

		c. No puede ser contraria al interés público ni al ordenamiento jurídico.





		Procedimiento de revocación		A. Plazo.

		B. Iniciación.

		C. Tramitación.

		D. Resolución.













		Sección cuarta. Rectificación de errores		Rectificación de errores		Error de hecho y error de derecho		A. Errores materiales.

		B. Distinción entre error de hecho y error de derecho.





		La rectificación de errores en la NFGT		A. Ámbito de aplicación.

		B. Actos a los que se aplica.

		C. Procedimiento.

		D. Devolución de ingresos indebidos.

		E. La rectificación de errores de hecho en autoliquidaciones.













		Sección quinta. Devolución de ingresos indebidos		Procedimiento para la devolución de ingresos indebidos		Normativa reguladora		a. Artículo 32 de la NFGT.

		b. Artículo 228 de la NFGT.

		c. Reglamentos de Revisión.

		d. Reglamento por el que se regula el procedimiento para la devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria





		Derecho a la devolución		A. Contenido del derecho a la devolución.

		B. Reconocimiento del derecho a la devolución.

		C. Prescripción del derecho a la devolución.





		Legitimados para instar el procedimiento de devolución y beneficiarios del derecho a la devolución		A. Legitimados para instar la devolución.

		B. Beneficiarios de la devolución.





		Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución		A. Procedimiento general.

		B. Procedimiento de rectificación de autoliquidaciones.

		C. Procedimientos ordinarios de revisión o resolución judicial.

		D. Procedimientos especiales de revisión.

		E. Otros procedimientos.





		Ejecución de la devolución		i. Devolución directa.

		ii. Devolución indirecta.





		Devoluciones de ingresos de derecho público no tributarios













		Capítulo III. Recurso de Reposición		Objeto y naturaleza del recurso de reposición		Naturaleza del recurso de reposición

		Actos reclamables		a. Actos reclamables.

		b. Actos de aplicación de los tributos.

		c. Sanciones tributarias.

		d. Actos no recurribles.





		Relación entre recurso de reposición y reclamación económico-administrativa		A. Carácter potestativo.

		B. Carácter previo.

		C. Interposición simultánea.

		D. Efecto respecto de otros recursos.









		Iniciación y tramitación del recurso de reposición		Plazo de interposición e iniciación		A. Plazo para interponer el recurso de reposición.

		B. Iniciación.

		C. Puesta de manifiesto del expediente.





		Legitimados e interesados		A. Legitimados.

		B. Interesados en el procedimiento.





		Extensión de la revisión





		Resolución del recurso de reposición		Órgano competente para resolver

		Obligación de resolver

		Resolución del recurso		A. Resolución expresa.

		B. Resolución presunta.

		C. Devengo de intereses de demora.





		Ejecución de resoluciones en supuestos de obligaciones tributarias conexas.

		Recursos









		Capítulo IV. Reclamaciones económico-administrativas		Sección primera. Disposiciones generales		SubSección 1ª. Ámbito de las reclamaciones económico-administrativas		Ámbito de aplicación de las reclamaciones económico-administrativas		Naturaleza de la reclamación económico-administrativa

		La aplicación de los tributos y la imposición de sanciones

		Materias no tributarias

		Actos dictados por las entidades locales		A. Reclamación ante el Organismo Jurídico Administrativo de Alava.

		B. Reclamación ante el órgano económico-administrativo local.









		Actos susceptibles de reclamación económico-administrativa		Aspectos generales

		Actos de aplicación de los tributos		a. Las liquidaciones provisionales o definitivas.

		b. Las resoluciones expresas o presuntas derivadas de una solicitud de rectificación de una autoliquidación.

		c. Las comprobaciones de valor de rentas, productos, bienes, derechos y gastos, así como los actos de fijación de valores, rendimientos y bases, cuando la normativa tributaria lo establezca.

		d. Los actos que denieguen o reconozcan exenciones, beneficios o incentivos fiscales.

		e. Los actos que aprueben o denieguen planes especiales de amortización.

		f. Los actos que determinen el régimen tributario aplicable a un obligado tributario, en cuanto sean determinantes de futuras obligaciones, incluso formales, a su cargo, salvo lo dispuesto para los procedimientos de vinculación administrativa previa en la Sección 2ª del Capítulo I del Título III de la NFGT.

		g. Los actos dictados en las actuaciones de los órganos de recaudación.

		h. Otros actos respecto a los que la normativa tributaria así lo establezca.





		Sanciones tributarias

		Actuaciones tributarias de los particulares

		Actos no recurribles









		SubSección 2ª. Organización y competencias		Órgano económico-administrativo		El órgano económico-administrativo

		Características de su actividad		A. Independencia funcional.

		B. Irrenunciabilidad e improrrogabilidad.









		Competencia del Organismo Jurídico Administrativo		Órgano de instancia única

		Competencia en relación con actos y resoluciones administrativas		a. De las reclamaciones que se interpongan contra los actos administrativos dictados por los órganos de la Diputación Foral.

		b. De los recursos extraordinarios de revisión.

		c. De la rectificación de errores en los que incurran sus propias resoluciones.





		Competencia en relación con actuaciones de los particulares		a. En retenciones e ingresos a cuenta.

		b. En actos de repercusión.









		Funcionamiento del Organismo Jurídico Administrativo		Organización administrativa		A. Composición.

		B. Organización.





		Funcionamiento		A. Actuación en Pleno o en Salas.

		B. Actuación individual.





		Acumulación de reclamaciones		A. Supuestos de acumulación.

		B. Acuerdo de acumulación.

		C. Solicitud del interesado.

		D. Tramitación.













		SubSección 3ª. Interesados		Legitimados e interesados en las reclamaciones económico-administrativas		Legitimación para promover las reclamaciones		A. Personas legitimadas.

		B. Personas no legitimadas.





		Legitimación para comparecer en las reclamaciones		A. Derecho a comparecer.

		B. Resolución sobre el derecho a comparecer. Pieza separada.





		Representación













		Sección segunda. Procedimiento general económico-administrativo		Normas generales		Impulso de oficio y plazos

		Notificación de actos y resoluciones

		Gratuidad del procedimiento. Costas

		Normas aplicables al procedimiento económico-administrativo		A. Obtención de copias certificadas.

		B. Presentación, desglose y devolución de documentos.









		Iniciación		Plazo de interposición de la reclamación		A. Plazo.

		B. Cómputo del plazo.





		Iniciación		A. Lugar de interposición del escrito de iniciación.

		B. Contenido del escrito de iniciación.









		Tramitación		Formación del expediente administrativo		a. Reclamación del expediente.

		b. Remisión del expediente al Organismo Jurídico-Administrativo.

		c. Informe.

		d. Tramitación abreviada.





		Puesta de manifiesto del expediente. Alegaciones		A. Con carácter general.

		B. En reclamaciones contra actuaciones de los particulares.

		C. Supuestos en los que puede prescindirse del trámite de alegaciones.





		Informe del órgano que dictó el acto impugnado

		Pruebas		A. Libertad de prueba.

		B. Denegación de pruebas.

		C. Apertura del periodo de prueba.

		D. Acuerdo de oficio.

		E. Práctica de la prueba.





		Cuestiones incidentales





		Extensión de la revisión en vía económico-administrativa		Extensión de la revisión y puesta de manifiesto

		Límites

		Planteamiento de cuestiones prejudiciales ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.		A. La cuestión perjudicial.

		B. Plazo para alegaciones.

		C. Suspensión del procedimiento.









		Terminación		Renuncia y desistimiento

		Caducidad

		Satisfacción extraprocesal

		Archivo de actuaciones

		Resolución





		Resolución		Obligación de resolver

		Contenido de la resolución

		Tipos de resolución		A. Estimatoria.

		B. Desestimatoria.

		C. De inadmisibilidad.





		Efectos de la resolución

		Recurso de anulación		a. Motivos de interposición del recurso.

		b. Plazo de interposición.

		c. Plazo de resolución.





		Efectos vinculantes de la doctrina del órgano económico-administrativo

		Ejecución de resoluciones		A. Normas generales para la ejecución de resoluciones administrativas.

		B. Extensión de efectos de las resoluciones económico-administrativas.

		C. Ejecución de resoluciones en supuestos de obligaciones tributarias conexas.

		D. Recurso contra la ejecución.









		Plazo de resolución		Plazo de resolución		A. Regla general. Silencio administrativo.

		B. Suspensión del cómputo del plazo de resolución.





		Devengo de intereses de demora		A. En los supuestos de desestimación del recurso.

		B. En los supuestos en los que se supera el plazo máximo para resolver.









		Recurso extraordinario de revisión		Aspectos formales		A. Actos impugnables.

		B. Legitimados.





		Motivos del recurso		A. Aparición de documentos de valor esencial.

		B. Documentos o testimonios declarados falsos.

		C. Prevaricación, cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta.





		Procedimiento		a. Plazo de interporsición del recurso.

		b. Suspensión.

		c. Tramitación.

		d. Resolución.













		Sección tercera. Recurso contencioso-administrativo		Recurso contencioso-administrativo		Recurso contencioso-administrativo		A. Régimen general.





















		Título VI. Actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en supuestos de delito contra la Hacienda Pública		Práctica de liquidaciones en caso de existencia de indicios de delitos contra la Hacienda Pública		1. Regla general: la práctica de liquidación.

		2. Liquidación referida a elementos vinculados con el posible delito.

		3. Liquidación referida a elementos no vinculados con el posible delito.





		Excepciones a la práctica de liquidaciones en caso de existencia de indicios de delito contra la Hacienda Pública		1. Supuestos en los que la Administración tributaria no practicará liquidación.

		2. Tramitación del procedimiento.

		3. Supuestos en los que no se aprecie la existencia de delito.





		Regularización voluntaria		1. La regularización voluntaria. Características y efectos.

		2. Causas de bloqueo.

		3. Integridad en el pago.





		Tramitación del procedimiento de inspección en caso de que proceda practicar liquidación		1. Propuesta de liquidación vinculada a delito.

		2. Supuestos de inadmisión de la denuncia o querella.

		3. Supuestos en los que procede la práctica de dos liquidaciones.





		Impugnación de las liquidaciones en las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en supuestos de delito contra la Hacienda Pública		1. Inimpugnabilidad de las liquidaciones vinculadas al supuesto delito contra la Hacienda Pública.

		2. Impugnabilidad de las liquidaciones no vinculadas al supuesto delito contra la Hacienda Pública.





		Recaudación de la deuda liquidada en caso de existencia de indicios de delito contra la Hacienda Pública		1. Regla general: no paralización de las actuaciones administrativas dirigidas al cobro de la deuda.

		2. Inicio del período voluntario de pago.





		Causas de oposición frente a las actuaciones de recaudación

		Efectos de la resolución judicial sobre la liquidación tributaria en las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en supuestos de delito contra la hacienda pública		1. El principio de vinculación de la liquidación tributaria a la sentencia penal.

		2. Supuesto de que en el procedimiento penal se dicte una sentencia condenatoria.

		3. Supuesto en el que en el procedimiento penal se dicte una sentencia absolutoria.





		Responsables en las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en supuestos de delito contra la Hacienda Pública.		1. Responsabilidad tributaria de los investigados en el procedimiento penal.

		2. Otros supuestos de responsabilidad aplicables.









		Título VII. Recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario		Capítulo I. Disposiciones generales		Disposiciones generales sobre la recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario		1. La recuperación de ayudas de Estado.

		2. La recuperación de ayudas de Estado en el ámbito tributario.

		3. Aplicación de los tributos.

		4. Órgano competente.

		5. Concesión de beneficios fiscales.





		Procedimientos de ejecución de decisiones de recuperación de ayudas de Estado		1. Tipos de procedimientos de ejecución de decisiones de recuperación de ayudas de Estado.

		2. El procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión.

		3. El procedimiento de recuperación en otros supuestos.





		La prescripción de la recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario		1. Plazo de prescripción.

		2. Inicio del cómputo del plazo de prescripción.

		3. Interrupción del plazo de prescripción.

		4. Suspensión del plazo de prescripción.





		Efectos de la ejecución de la decisión de recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario		1. La modificación de resoluciones o liquidaciones.

		2. El devengo de intereses de demora.

		3. Deudas no aplazables.





		Recursos contra el acto de ejecución de la decisión de recuperación de las ayudas de estado que afecten al ámbito tributario		1. Recursos.

		2. Suspensión.









		Capítulo II. Procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		Recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario en supuestos de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		1. Contenido del procedimiento.

		2. Facultades de la Administración tributaria.





		Inicio del procedimiento de recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario en supuestos de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		1. Iniciación de oficio.

		2. Notificación.





		Tramitación del procedimiento de recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario en supuestos de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		1. Comunicaciones y diligencias.

		2. Colaboración del obligado tributario.

		3. Alegaciones.





		Terminación del procedimiento de recuperación de ayudas de estado que afecten al ámbito tributario en supuestos de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		1. Formas de terminación.

		2. Plazo de duración.

		3. Retroacción de actuaciones.









		Capítulo III. Procedimiento de recuperación en otros supuestos		Procedimiento de recuperación de ayudas de estado que afectan al ámbito tributario en otros supuestos diferentes a la regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		1. Contenido del procedimiento.

		2. Facultades de la Administración tributaria.





		Inicio del procedimiento de recuperación de ayudas de estado que afectan al ámbito tributario en otros supuestos diferentes a la regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		1. Iniciación de oficio.

		2. Notificación y alegaciones.





		Terminación del procedimiento de recuperación de ayudas de estado que afectan al ámbito tributario en otros supuestos diferentes a la regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación		1. Terminación mediante resolución expresa.

		2. Plazo de duración.

		3. Retroacción de actuaciones.

















		IRPF		Título I. Naturaleza y ámbito de aplicación del impuesto		Naturaleza		Evolución de la normativa de IRPF aplicable en los Territorios Históricos del País Vasco.		Coordinación de normativa entre los tres Territorios Históricos.





		Naturaleza		A. Impuesto directo.

		B. Impuesto personal.

		C. Impuesto subjetivo.

		D. Impuesto progresivo.





		Objeto del Impuesto





		Ámbito de aplicación subjetiva		El IRPF y la distribución de competencias normativas entre las distintas Administraciones

		El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas en territorio común		A. Aspectos generales del sistema.

		B. Aspectos particulares de la cesión.





		Delimitación del ámbito de aplicación de las Normas Forales de la CAPV		A. A título de contribuyente.

		B. A título de obligado a realizar pagos a cuenta.

		C. Entidades en en régimen de atribución de rentas.









		Residencia habitual		Criterios de determinación de la residencia habitual		A. Contribuyentes con residencia habitual en territorio español.

		B. El centro de intereses económicos del contribuyente.

		C. El centro de intereses vitales del contribuyente.





		Excepciones		A. Inexistencia de tratado al respecto.

		B. Reciprocidad internacional.

		C. Ser súbditos extranjeros, esto es, no tener la nacionalidad española.





		Cambios de residencia





		Supuestos especiales de obligación de contribuir		Supuestos especiales de obligación de contribuir

		Opción por la tributación por el IRNR. Régimen de impatriados (Régimen aplicable hasta el 31-12-2017)		Régimen especial de los trabajadores desplazados (Régimen aplicable hasta el 31-12-2017)









		Tratados y Convenios		Tratados y Convenios		A. Los Tratados constitutivos de las Comunidades Europeas y todo el derecho derivado que nace de sus previsiones.

		B. Los Convenios de doble imposición sobre la renta y sobre el patrimonio.

		C. Los Convenios de Viena de Relaciones Diplomáticas y de Relaciones Consulares













		Título II. EL HECHO IMPONIBLE		Hecho imponible		Delimitación del hecho imponible del IRPF respecto del de otros impuestos		A. Relaciones con el Impuesto sobre la Renta de No Residentes.

		B. Relaciones con el Impuesto sobre Sociedades.

		C. Relaciones con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

		D. Relaciones con el Impuesto sobre el Patrimonio.





		Clasificación de las distintas rentas que se incluyen en el hecho imponible del IRPF

		Dicotomía de rentas





		Estimación de rentas		Estimación de rentas		A. Presunción de onerosidad.

		B. Ámbito de aplicación de la presunción de onerosidad.

		C. Quién puede aplicar la norma de presunción.

		D. Efecto de la presunción en las partes.









		Rentas no sujetas		Rentas sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones		A. Adquisiciones mortis causa de bienes y derechos.

		B. Adquisiciones gratuitas inter vivos de bienes y derechos.

		C. Seguros sobre la vida.









		Rentas exentas		Fundamento de las exenciones

		Anualidades por alimentos percibidas de los progenitores

		Prestaciones públicas por actos de terrorismo		a. Indemnizaciones fijadas por sentencia.

		b. Indemnizaciones no fijadas por sentencia.





		Prestaciones por incapacidad permanente de la Seguridad Social o de las Entidades que la sustituyan		A. Prestaciones por incapacidad permanente de la Seguridad Social exentas.

		B. Prestaciones por incapacidad de las Entidades que sustituyan a la Seguridad Social.

		C. Prestaciones de Entidades de Previsión Social Voluntaria reconocidas en favor de socios cooperativistas.

		D. Prestaciones reconocidas a profesionales no integrados en el régimen especial de autónomos por las mutualidades de previsión social que actúen como alternativas al citado régimen de la Seguridad Social.





		Pensiones por inutilidad o incapacidad permanente del Régimen de Clases Pasivas

		Indemnizaciones laborales exentas		A. Supuestos generales.

		B. Reglas comunes a todos los supuestos.





		Indemnizaciones por responsabilidad civil por daños físicos, psíquicos o morales a personas

		Percepciones derivadas de contratos de seguro por daños físicos, psíquicos o morales

		Premios de determinadas loterías, apuestas y sorteos. Gravamen especial

		Premios relacionados con la defensa y promoción de los derechos humanos, literarios, artísticos o científicos		A. Requisitos del premio.

		B. Procedimiento de solicitud de exención del premio.





		Becas para cursar estudios

		Ayudas públicas por motivo de acogimiento de personas

		Pensiones extraordinarias consecuencia de la guerra civil		A. Cuerpo de caballeros mutilados de guerra por la patria.

		B. Excombatientes de la zona republicana.





		Determinadas prestaciones familiares

		Prestaciones por desempleo en la modalidad de pago único

		Ayudas a los afectados por el VIH

		Ayudas a deportistas de alto nivel

		Gratificaciones por participación en misiones de Paz o humanitarias internacionales

		Trabajos realizados efectivamente en el extranjero		A. Que dichos trabajos se realicen para/en beneficio de una empresa o entidad no residente en España o para un establecimiento permanente radicado en el extranjero

		B. Que en el territorio en el que se realicen los trabajos se aplique un impuesto de naturaleza idéntica o análoga al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, siempre que el citado territorio no haya sido calificado como un paraíso fiscal.

		C. Límite máximo de la exención

		D. Incompatibilidad de esta exención con el régimen de excesos excluidos de tributación





		Rendimientos del trabajo obtenidos por tripulantes de buques inscritos en el Registro Especial de Buques y Empresas Navieras de Canarias

		Determinadas ayudas públicas y subvenciones comunitarias		A. Ayudas de la política agraria comunitaria.

		B. Ayudas de la política pesquera comunitaria.

		C. Ayudas públicas para elementos patrimoniales.

		D. Rentas positivas de la enajenación de un buque pesquero.

		E. Ayudas al abandono de la actividad de transporte por carretera.

		F. Indemnizaciones por sacrificio de cabaña ganadera.

		G. Ayudas del FEAGA y del FEADER.





		Subvenciones de capital para fincas forestales

		Cantidades percibidas por funciones de jurado

		Indemnizaciones satisfechas por las Administraciones Públicas por daños físicos, psíquicos o morales

		Prestaciones por entierro o sepelio

		Rentas en la constitución de planes individuales de ahorro sistemático

		Dividendos

		Prestaciones percibidas por personas con discapacidad

		Prestaciones públicas vinculadas a la situación de dependencia

		Determinadas ayudas prestadas por Administraciones Públicas territoriales

		Indemnizaciones para compensar la privación de libertad y a quienes padecieron persecución o violencia

		Indemnizaciones por muerte y por lesiones incapacitantes acaecidas en defensa y reivindicación de las libertades y derechos democráticos previstas en la Ley de Memoria Histórica.

		Compensaciones económicas en el contexto de la violencia de motivación política en la CAPV entre los años 1960 y 1978

		Ayudas públicas a las mujeres víctimas de violencia de género

		Ayudas e indemnizaciones de determinadas políticas públicas

		Rentas percibidas por desempeño de funciones de monitor, árbitro, juez, delegado, responsable deportivo, director técnico federativo y entrenador en la ejecución del Programa de Deporte Escolar o de otras actividades de las federaciones deportivas territoriales.

		Ingreso Mínimo Vital

		Renta mínima de inserción para garantizar recursos económicos de subsistencia

		Otras rentas exentas del IRPF aprobadas entre las medidas excepcionales COVID-19.

		Rendimientos positivos de capital mobiliario procedentes de los seguros de vida, depósitos y contratos financieros a través de los cuales se instrumenten los Planes de Ahorro a Largo Plazo

		Otros supuestos de rentas exentas









		Título III. CONTRIBUYENTES		Contribuyentes		Contribuyentes		a. Contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

		b. Contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de No Residentes.









		Atribución de rentas		Ámbito de aplicación y aspectos destacables		Aspectos destacables de la tributación en régimen de atribución de rentas





		Supuestos conflictivos		A. Sociedades Irregulares.

		B. Montes vecinales en mano común.

		C. Atribución de los rendimientos a los herederos.





		Herencias que se hallen pendientes del ejercicio de un poder testatorio o del ejercicio de un usufructo poderoso





		Individualización de rentas		Rendimientos del trabajo

		Rendimientos de actividades económicas

		Rendimientos del capital

		Ganancias y pérdidas patrimoniales		A. Criterio general.

		B. Titularidad según régimen económico matrimonial o de la pareja de hecho.

		C. Ganancias patrimoniales no justificadas.

		D. Adquisiciones de bienes que no deriven de una transmisión previa.





		Herencias que se hallen pendientes del ejercicio de un poder testatorio o, en el Valle de Ayala (Álava), del ejercicio de un usufructo poderoso.		A. El poder testatorio y la legítima de los descendientes en la Ley 3/1992, de 1 de julio, del Derecho Civil Foral del País Vasco.

		B. El poder testatorio y la legítima de los descendientes en la Ley 5/2015, de 25 de junio de Derecho Civil Vasco.

		C. Normas de individualización de rendimientos de las herencias que se hallen pendientes del ejercicio de un poder testatorio o del ejercicio de un usufructo poderoso en el Valle de Ayala de Álava.

		D. Régimen especial de tributación de las herencias que se hallen pendientes del ejercicio de un poder testatorio en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o del ejercicio de un usufructo poderoso en el Valle de Ayala de Álava.













		Título IV. Base imponible		Capítulo I. Normas generales		La base imponible: concepto y determinación.		A. Régimen de estimación directa

		B. Régimen de estimación indirecta

		C. Procedimiento de cuantificación de rentas









		Capítulo II. Rendimientos del trabajo		Concepto de rendimientos del trabajo		Concepto de rendimientos del trabajo		A. Por naturaleza.

		B. Por expresa decisión legal.





		Distinción con los rendimientos de actividades económicas		Supuestos conflictivos (rentas del trabajo o de actividades económicas)

		A. Comisionistas o agentes comerciales.

		B. Profesores de enseñanza.

		C. Agentes, subagentes y corredores de seguros.

		D. Profesionales al servicio de empresas.









		Rendimientos del trabajo de naturaleza dineraria		Sueldos y salarios

		Prestaciones por desempleo y por cese de actividad

		Remuneraciones en concepto de gastos de representación

		Dietas y asignaciones para gastos de viaje		A. Asignaciones por gastos de locomoción.

		B. Asignaciones para gastos de manutención y estancia: Requisitos.

		C. Personal al servicio de las Administraciones Públicas destinado en el extranjero.

		D. Empleados de empresas con destino en el extranjero.

		E. Trabajadores en centros móviles o itinerantes.

		F. Relaciones laborales especiales.

		G. Administradores y miembros de los Consejos de Administración, Juntas, etc.

		H. Traslado de puesto de trabajo.

		I. Miembros de las mesas electorales.

		J. Parlamentarios.

		K. Excesos sobre las cuantías exentas por dietas.





		Premios e indemnizaciones

		Retribución a los administradores y miembros de los Consejos de Administración





		Rendimientos del trabajo en especie		Rendimientos del trabajo personal en especie		A. Contribuciones a Entidades de Previsión Social Voluntaria y Planes de Pensiones y para hacer frente a los compromisos por pensiones.

		B. Utilización de vivienda por razón del trabajo.

		C. Otros supuestos.





		Supuestos que no tienen la consideración de retribución en especie		A. Las entregas a empleados de productos a precios rebajados en cantinas o comedores de empresa o economatos de carácter social, así como las fórmulas indirectas de prestación del servicio, cuya cuantía no supere la cantidad establecida reglamentariamente.

		B. La utilización de los bienes destinados a los servicios sociales o socio-culturales del personal.

		C. Las cantidades destinadas a satisfacer la actualización, capacitación o reciclaje del personal empleado.

		D. Las cantidades destinadas a habituar al personal empleado en la utilización de las nuevas tecnologías.

		E. Primas de contratos de seguro de accidente laboral o responsabilidad civil.

		F. Las primas de seguros colectivos temporales de riesgo puro.

		G. Las derivadas de la adquisición de empresas o de acciones y participaciones por parte de personas trabajadoras, con los requisitos exigidos por los arts. 41.2.d), 89 y 89 bis de la NFIRPF.

		H. El servicio de transporte a las personas empleadas entre su lugar de residencia y el centro de trabajo

		I. Utilización de bicicletas urbanas.









		Otros rendimientos del trabajo		Prestaciones de sistemas de previsión social		A. Prestaciones de los regímenes públicos de la Seguridad Social y de Clases Pasivas

		B. Prestaciones de las mutualidades de funcionarios y de los colegios de huérfanos

		C. Prestaciones percibidas por los beneficiarios de Entidades de Previsión Social Voluntaria y de los Planes de Pensiones

		D. Prestaciones de las mutualidades de previsión social

		E. Prestaciones de planes de previsión social empresarial

		F. Prestaciones de seguros colectivos

		G. Prestaciones de los Planes de Previsión asegurados

		H. Prestaciones de los seguros de dependencia





		Retribuciones de cargos públicos

		Funcionarios españoles en organismos internacionales

		Sacerdotes

		Administradores y miembros de los consejos de administración

		Derechos especiales de contenido económico de los fundadores o promotores de sociedades

		Becas

		Colaboraciones en actividades humanitarias o de asistencia social

		Prestaciones entre familiares

		Relaciones laborales de carácter especial

		Cursos, conferencias y derechos de autor

		Otros supuestos		A. Ayudas y subsidios familiares.

		B. Salarios de tramitación y pagos del Fondo de Garantía Salarial.

		C. Otros supuestos.









		Rendimiento íntegro del trabajo		Regla general

		Porcentajes de integración de ciertos rendimientos del trabajo		Rendimientos generados en un período de tiempo superior a dos años		A. Rendimientos que se integran en un porcentaje del 60 por 100 (reducción del 40 por 100).

		B. Rendimientos que se integran en un porcentaje del 50 por 100 (reducción del 50 por 100)





		Rendimientos derivados de los sistemas de previsión social		A. Prestaciones de la Seguridad Social

		B. Prestaciones de Entidades de Previsión Social Voluntaria, de Planes de Pensiones, de planes de previsión social empresarial, de planes de previsión asegurados y de seguros de dependencia

		C. Prestaciones de mutualidades de previsión social





		Rendimientos derivados de prestaciones percibidas en forma de capital de contratos de seguros colectivos		A. Prestaciones de jubilación o invalidez derivadas de contratos de seguros colectivos como sistemas alternativos a los planes y fondos de pensiones, siempre que las primas pagadas hayan sido imputadas a los trabajadores como rendimientos del trabajo en especie

		B. Prestaciones de jubilación o invalidez derivadas de contratos de seguros colectivos como sistemas alternativos a los planes y fondos de pensiones, siempre que las primas pagadas no hayan sido imputadas a los trabajadores como rendimientos del trabajo en especie





		Reembolso de los derechos consolidados de los diferentes sistemas de previsión social en caso de procedimiento de ejecución sobre la vivienda habitual.









		Complementos salariales en expedientes de regulación de empleo		Complementos salariales percibidos de forma periódica por los trabajadores como consecuencia de expedientes de regulación de empleo





		Opciones sobre acciones		Opciones sobre acciones





		Rendimiento neto del trabajo		Rendimiento neto del trabajo





		Gastos deducibles		Cotizaciones

		Cantidades aportadas a su organización política por los cargos políticos de elección popular o de libre designación

		Otros gastos deducibles (relaciones laborales de carácter especial)





		Bonificaciones		Bonificaciones generales

		Trabajadores activos discapacitados: bonificaciones incrementadas









		Capítulo III. Rendimientos de actividades económicas		Concepto de rendimientos íntegros de actividades económicas		Concepto de actividad económica

		Distinción entre actividades empresariales y profesionales		A. Criterio general.

		B. Supuestos especiales.





		Otros supuestos de actividades económicas para las Haciendas Forales





		Reglas generales del cálculo del rendimiento neto		Métodos de cálculo del rendimiento neto de las actividades económicas

		Reglas comunes a todos los métodos de determinación del rendimiento neto de actividades económicas		A. Normas para valorar el autoconsumo.

		B. Rentas procedentes de la transmisión de bienes patrimoniales afectos.

		C. Exenciones de determinadas ayudas extraordinarias para las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas como consecuencia de la COVID-19.

		D. Régimen de las microempresas, pequeñas y medianas empresas.

		E. Rendimientos de actividades económicas con un período de generación superior a dos años.

		F. Reducción del 10 por 100 del rendimiento neto por inicio de actividad.

		G. Reducción del 10 por 100 del rendimiento neto en actividades forestales.

		H. Entidades en régimen de atribución de rentas.

		I. Gastos deducibles ante la ausencia de ingresos.

		J. Correcciones en materia de aplicación del resultado (Capítulo V del Título IV de la NFIS).









		Elementos patrimoniales afectos		Regla general

		Reglas especiales		A. Bienes inmuebles.

		B. Los destinados a servicios económicos y socio-culturales del personal.





		Uso particular de bienes afectos a actividades económicas		A. Bienes divisibles por su naturaleza.

		B. Acreditación de la afectación exclusiva.

		C. Requisitos para el uso particular de forma accesoria y notoriamente irrelevante de un bien afecto.





		Reglas de afectación y desafectación		A. Valor de adquisición de los bienes a efectos de futuras enajenaciones.

		B. Reglas especiales.









		Normas para la determinación del rendimiento neto en la modalidad normal del método de estimación directa		Ámbito de aplicación de esta modalidad

		Especialidades respecto a la deducibilidad fiscal de determinados gastos		A. Supuestos a que se refiere el artículo 31.4 de la NFIS (donaciones deducibles).

		B. Aportaciones a mutualidades de previsión social del propio empresario o profesional, sin perjuicio de que sean reducibles en la base imponible si cumplen los requisitos del artículo 70 de la NFIRPF.

		C. Gastos por relaciones públicas y regalos.

		D. Gastos relacionados con la utilización de vehículos automóviles de turismo y sus remolques, ciclomotores y motocicletas.

		E. Gastos relacionados con la utilización de embarcaciones o buques de recreo o de deportes náuticos o de aeronaves.

		F. Pagos en efectivo a/por empresas o profesionales por operaciones con un importe igual o superior a 1.000 euros (2.500 euros hasta 11/07/2021).

		G. Los sobornos.

		H. Especialidades de las microempresas, pequeñas y medianas empresas.

		I. Correcciones en materia de aplicación del resultado (Capítulo V de Título IV de la NFIS).

		J. Gastos de manutención del propio contribuyente.





		Prestaciones de servicios y de capital entre los miembros de la unidad familiar		A. Prestaciones de trabajo personal.

		B. Cesiones de bienes y/o derechos.

		C. Prestaciones de servicios profesionales o empresariales.





		Gastos deducibles por actividades de colaboración empresarial con entidades sin fin de lucro		A. Convenios de colaboración en actividades de interés general.

		B. Gastos en actividades de interés general.

		C. Adquisición de obras de arte para oferta de donación.

		D. Otras actividades de interés general.









		Normas para la determinación del rendimiento neto en la modalidad simplificada del método de estimación directa		Procedimiento de determinación del rendimiento neto

		Ámbito de aplicación

		Opción por la aplicación de la modalidad simplificada

		Entidades en régimen de atribución de rentas

		Incompatibilidades

		Especialidades en relación con la deducción de determinados gastos		A. En relación con la deducción de los gastos de vehículos automóviles de turismo y sus remolques, ciclomotores y motocicletas

		B. Régimen tributario de las prestaciones de servicios entre los miembros de la unidad familiar





		Reglas especiales aplicables a determinadas actividades		A. Actividad forestal

		B. Actividades agrícolas y ganaderas

		C. Elaboración de vinos

		D. Actividad pesquera

		E. Actividad de transporte de mercancías por carretera.

		F. Actividades económicas ubicadas en zonas o núcleos en riesgo de despoblación.













		Capítulo IV. Rendimientos del capital		Sección 1.ª. Normas generales		Definición		Definición		a. Carácter del elemento patrimonial.

		b. Transmisión de un elemento patrimonial: calificación.





		Rendimientos en especie

		Capital mobiliario o inmobiliario		A. Concepto de bien inmueble.

		B. Concepto de bien mueble.

		C. Delimitación de los rendimientos del capital.













		Sección 2.ª. Rendimientos del capital inmobiliario		Rendimientos íntegros del capital inmobiliario		Definición		a. Que el bien o derecho de naturaleza inmobiliaria, urbano o rústico, no esté afecto a una actividad económica desarrollada por el contribuyente.

		b. Que el perceptor del rendimiento sea el propietario o titular de un derecho real sobre el inmueble.





		Clasificación		A. Bienes arrendados o subarrendados.

		B. Constitución o cesión de derechos o facultades de uso o disfrute sobre bienes inmuebles o sobre derechos reales que recaigan sobre los mismos.

		C. Constitución o cesión de derechos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles.





		Coeficientes de integración para los rendimientos íntegros con un período de generación superior a dos años y para los rendimientos notoriamente irregulares		A. Rendimientos con un período de generación superior a dos o a cinco años.

		B. Rendimientos notoriamente irregulares.

		C. Rendimientos derivados de la constitución de derechos reales de uso o disfrute sobre bienes inmuebles.

		D. Rendimientos del capital inmobiliario procedentes de inmuebles distintos de las viviendas habituales, con un período de generación superior a dos o a cinco años y percibidos de forma fraccionada.









		Rendimiento neto		Rendimiento neto





		Gastos deducibles		Gastos deducibles y bonificación en los arrendamientos de vivienda		A. Bonificación de los rendimientos.

		B. Intereses de capitales ajenos invertidos en la adquisición o mejora.





		Gastos deducibles en los bienes inmuebles arrendados y en los derechos reales de uso o disfrute sobre inmuebles, con excepción de los arrendamientos de vivienda		A. Intereses de capitales ajenos invertidos en la adquisición o mejora.

		B. Tributos y recargos no estatales, tasas y recargos estatales.

		C. Cantidades devengadas por terceros en contraprestación directa o indirecta o como consecuencia de servicios personales, tales como los de administración, vigilancia, portería o similares.

		D. Los ocasionados por la formalización del contrato de arrendamiento, subarrendamiento o constitución o cesión de derechos y los de defensa de carácter jurídico relativos a los bienes, derechos o rendimientos.

		E. Los gastos de conservación y reparación.

		F. El importe de las primas de contratos de seguro de responsabilidad civil, incendio, robo, rotura de cristales u otros análogos, sobre los bienes o derechos productores de los rendimientos.

		G. Las cantidades destinadas a servicios o suministros.

		H. Amortización de inmuebles no destinados a vivienda habitual y demás muebles cedidos con los mismos.

		I. Otros gastos fiscalmente deducibles.

		J. Gastos no deducibles.













		Sección 3.ª. Rendimientos del capital mobiliario		Concepto de rendimiento del capital mobiliario		Concepto y clasificación		Concepto

		Clasificación





		Supuestos que no se consideran rendimientos del capital mobiliario		A. Contraprestación obtenida por el aplazamiento o fraccionamiento del pago de las operaciones realizadas en la actividad económica habitual del contribuyente.

		B. Otros supuestos.









		Rendimientos obtenidos por la participación en los fondos propios de cualquier tipo de entidad		Rendimientos obtenidos por la participación en los fondos propios de cualquier tipo de entidad		A. Los dividendos, primas de asistencia a juntas y participaciones en beneficios.

		B. Los rendimientos procedentes de cualquier clase de activos, excepto la entrega de acciones liberadas, que estatutariamente o por decisión de los órganos sociales, faculten para participar en los beneficios, ventas, operaciones, ingresos o conceptos análogos de una entidad por causa distinta de la remuneración del trabajo personal.

		C. Los rendimientos derivados de la constitución o cesión de derechos o facultades de uso o disfrute sobre los valores o participaciones representativos de la participación en los fondos propios de la entidad.

		D. Los rendimientos derivados de cualquier otra utilidad, distinta de las anteriores, percibida de una entidad por la condición de socio, accionista, asociado o partícipe.





		No integración en la base imponible de los dividendos y participaciones en beneficios procedentes de entidades sometidas al régimen de las sociedades patrimoniales en el Impuesto sobre Sociedades

		Tributación de los dividendos percibidos de sociedades a las que les fue de aplicación el régimen fiscal de las SOCIMI





		Rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios		Los intereses		A. Los préstamos.

		B. Los depósitos en entidades de crédito o en toda clase de instituciones financieras.





		Los rendimientos derivados de activos financieros		A. Concepto y clases de activos financieros.

		B. Requisitos fiscales para la transmisión, amortización y reembolso de activos financieros.

		C. Cálculo del rendimiento de activos financieros con rendimiento explícito.

		D. Rendimientos de activos financieros con rendimiento implícito.

		E. Rendimientos de activos financieros con rendimiento mixto.

		F. Rendimientos negativos derivados de la transmisión de activos financieros.





		Transmisiones lucrativas con ocasión de muerte del contribuyente o por actos inter-vivos: no consideración de rendimiento del capital mobiliario

		Otros supuestos de rendimientos del capital mobiliario encuadrables en la categoría de rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios		A. Las rentas derivadas de las operaciones de cesión temporal de activos financieros con pacto de recompra.

		B. Las rentas satisfechas por una entidad financiera como consecuencia de la transmisión, cesión o transferencia, total o parcial de un crédito titularidad de aquélla.

		C. Las Instituciones de Inversión Colectiva que garantizan un resultado al partícipe.

		D. Los rendimientos derivados del contrato de cuentas en participación.

		E. Cuentas afectas al desarrollo de la actividad empresarial.

		F. Transmisiones de activos financieros de rendimiento explícito con cupón corrido.

		G. Participaciones preferentes.

		H. Préstamos de valores.

		I. Valoración de los rendimientos en casos especiales.









		Rendimientos procedentes de operaciones de capitalización, de contratos de seguro de vida o invalidez y de rentas derivadas de la imposición de capitales		Operaciones de capitalización

		Contratos de seguro de vida o invalidez		A. Delimitación con los contratos de seguro generadores de rendimientos de trabajo.

		B. Disposición anticipada de los derechos consolidados en las mutualidades de previsión social que dan derecho a reducir la base imponible.

		C. Concepto de percepciones derivadas de contratos de seguro de vida y prestaciones por invalidez.





		Determinación del rendimiento íntegro		Regla general

		Capital diferido		Derecho de rescate en los contratos de seguro colectivos que instrumenten compromisos por pensiones asumidos por las empresas, en los términos previstos en la disposición adicional primera del Texto Refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

		Régimen transitorio para la compensación fiscal aplicable a los contratos individuales de vida o invalidez anteriores a 1-1-2007.





		Rentas inmediatas		A. Rentas vitalicias

		B. Rentas temporales





		Rentas diferidas		A. Cálculo de la rentabilidad diferida hasta el momento de constitución de la renta diferida.

		B. Integración de la rentabilidad diferida.

		C. Adquisición de la renta diferida a título gratuito.

		D. Prestaciones por jubilación o invalidez procedentes de determinados contratos de seguro de rentas diferidas.





		Extinción de rentas no adquiridas a Título sucesorio por ejercicio del derecho de rescate

		Constitución de rentas temporales o vitalicias a partir de un contrato de seguro





		Seguros de amortización de préstamo hipotecario

		A modo de resumen: distintos tipos de contratos de seguro		a. Seguro individual de enfermedad.

		b. Seguro individual de accidentes.

		c. Seguro de amortización de préstamos.









		Otros rendimientos del capital mobiliario		Los derivados de la propiedad intelectual cuando el contribuyente no es su autor

		Los procedentes de la propiedad industrial no afecta al desarrollo de actividades empresariales o profesionales desarrolladas por el contribuyente

		Los procedentes de la prestación de asistencia técnica, salvo que la misma tenga lugar en el ámbito de una actividad empresarial		A. La asistencia técnica.

		B. En los cánones.

		C. El contrato de "know-how".





		Los procedentes del arrendamiento de bienes muebles, negocios o minas y del subarrendamiento, siempre, al igual que los casos anteriores, que no constituya una actividad empresarial		A. Arrendamiento de negocio.

		B. Arrendamiento de bienes muebles.

		C. Arrendamiento de minas.

		D. Subarrendamiento.





		Los procedentes de la cesión del derecho a la explotación de la imagen o del consentimiento o autorización para su explotación





		Rendimientos íntegros del capital mobiliario		Rendimientos íntegros del capital mobiliario

		Rendimiento neto		Regla general

		Gastos deducibles en prestación de asistencia técnica, arrendamiento de bienes muebles, negocios o minas y subarrendamientos

		Coeficientes de integración para los rendimientos con un período de generación superior a dos años y para los rendimientos notoriamente irregulares		A. Rendimientos con un período de generación superior a dos años e inferior o igual a cinco años y no se obtenga de forma periódica o recurrente.

		B. Rendimientos notoriamente irregulares.

		C. Rendimientos con un período de generación superior a cinco años y no se obtenga de forma periódica o recurrente

		D. Rendimientos con un período de generación superior a dos o cinco años y percibidos de forma fraccionada.





















		Capítulo V. Ganancias y pérdidas patrimoniales		Concepto		Concepto y requisitos legales

		Causas de alteración patrimonial		A. Onerosas.

		B. Lucrativas.

		C. Incorporación de bienes o derechos al patrimonio del contribuyente.

		D. Ganancias de patrimonio no justificadas.





		Supuestos conflictivos: determinados contratos de seguro y otros		A. Contratos de seguro.

		B. Indemnización al arrendatario por rescisión de contrato de arrendamiento.

		C. Intereses de demora.

		D. Régimen fiscal aplicable a los rendimientos obtenidos por personas físicas derivados de aportaciones financieras subordinadas previstas en la Ley de Cooperativas de Euskadi.









		Supuestos especiales en los que no existe ganancia o pérdida patrimonial		Para evitar la doble imposición en el IRPF u otro tributo

		Supuestos en los que no se produce alteración en la composición del patrimonio		A. División de la cosa común.

		B. Disolución de la sociedad de gananciales, disolución del régimen de comunicación foral de bienes o la extinción del régimen económico matrimonial de participación en las ganancias, así como la extinción del régimen económico patrimonial en las parejas de hecho que hubieran pactado cualquiera de estos regímenes para disciplinar las relaciones económicas entre los integrantes de las mismas.

		C. Disolución de comunidades de bienes o en los casos de separación de comuneros.

		D. En la afectación y desafectación de elementos patrimoniales.

		E. Otros supuestos en los que la Dirección General de Tributos ha señalado que no se produce la alteración en la composición del patrimonio.





		Supuestos en los que se estima que no existe ganancia o pérdida patrimonial		A. En las reducciones de capital.

		B. En las transmisiones lucrativas por causa de muerte.

		C. En las transmisiones lucrativas inter vivos de empresas o de acciones o participaciones de entidades a las que se refiere el artículo 6 de la Norma Foral 9/2013, de 11 de marzo, del Impuesto sobre el Patrimonio.

		D. En las transmisiones de empresas o de acciones o participaciones en entidades a las que se refiere el artículo 6 de la Norma Foral 9/2013, de 11 de marzo, del Impuesto sobre el Patrimonio, en favor de una o varias de las personas trabajadoras de la empresa o entidades del grupo.

		E. Extinción del régimen económico matrimonial de separación de bienes o del régimen económico patrimonial acordado por la pareja de hecho.

		F. Aportaciones a patrimonios protegidos de personas con discapacidad.

		G. Otros supuestos.









		Ganancias patrimoniales exentas		Ganancias patrimoniales exentas		A. Bienes y derechos donados a las entidades públicas o sin fines de lucro.

		B. Transmisión de la vivienda habitual por determinados contribuyentes.

		C. Pago de la deuda tributaria por el IRPF mediante la entrega de determinados bienes.

		D. Supuestos de dación en pago de la vivienda habitual.

		E. Rentas obtenidas por la persona deudora en procedimientos concursales.

		F. Transmisión de elementos patrimoniales por contribuyentes mayores de 65 años.

		G. Transmisión de las acciones o participaciones en microempresas, pequeñas o medianas empresas de nueva o reciente creación o innovadoras.

		H. Régimen especial de tributación de las herencias que se hallen pendientes del ejercicio del poder testatorio en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.









		Pérdidas patrimoniales no computables		Pérdidas patrimoniales no computables		A. Pérdidas no justificadas.

		B. Consumo del contribuyente o de la unidad familiar.

		C. Transmisiones lucrativas por actos “inter vivos” o liberalidades.

		D. Pérdidas en el juego.

		E. Norma de diferimiento de las minusvalías.

		F. Transmisiones onerosas de bienes inmuebles que provienen de una adquisición previa a título lucrativo que hubiese estado exenta o que no hubiera sido objeto de tributación efectiva.









		Importe de las ganancias o pérdidas patrimoniales. Norma general		Transmisiones onerosas

		Transmisiones lucrativas

		Otros supuestos: incorporaciones o salidas de bienes o derechos del patrimonio del contribuyente

		Régimen transitorio: Ganancias patrimoniales derivadas de inversiones realizadas antes del 31-12-94		A. Evolución normativa.

		B. Régimen aplicable a las transmisiones realizadas a partir del 1 de enero de 2007.

		C. Determinación de la fecha de adquisición y transmisión.









		Transmisiones a Título oneroso		Valor de adquisición		A. Conceptos que integran el valor de adquisición.

		B. Amortizaciones.





		Aplicación de los coeficientes de corrección monetaria		A. Elementos patrimoniales a los que se aplican los coeficientes de corrección monetaria.

		B. Forma de aplicar los coeficientes de actualización para los distintos bienes.





		Valor de transmisión





		Transmisiones a Título lucrativo		Transmisiones lucrativas

		Adquisiciones lucrativas

		Adquisiciones lucrativas por Título sucesorio con eficacia de presente





		Normas específicas de valoración		Transmisión onerosa de valores representativos de la participación en los fondos propios de entidades, admitidos a negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores de los Estados miembros		Regla de control de la cartera aplicable a los valores homogéneos.

		Transmisiones de derechos de suscripción.

		Concepto de mercados secundarios oficiales de valores españoles.

		Transmisión de las participaciones en el capital de las Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI) que hayan optado por la aplicación del régimen fiscal especial en el IS. DA 13ª NFIS.

		Régimen opcional de tributación para las ganancias patrimoniales derivadas de valores admitidos a negociación. DA 20ª de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.





		Transmisión onerosa de valores representativos de la participación en los fondos propios de entidades que no están admitidos a negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de los Estados miembros		Valores o participaciones liberadas.

		Transmisión del derecho de suscripción.

		Consecuencias fiscales de la valoración para el adquirente.

		Transmisión de acciones o participaciones de clase Laboral de Sociedades Laborales.

		Tratamiento tributario alternativo para determinadas situaciones postlaborales.





		Valores o participaciones en sociedades patrimoniales

		Transmisión onerosa de acciones o participaciones representativas del capital o patrimonio de instituciones de inversión colectiva

		Aportaciones no dinerarias a sociedades		A. Regla general de valoración.

		B. Aportaciones no dinerarias especiales.





		Separación de socios, disolución de sociedades, y escisiones, fusiones o absorciones de sociedades		A. Separación de socios.

		B. Disolución de sociedades.

		C. Fusión, escisión y absorción de entidades.





		Traspaso

		Indemnización o capitales asegurados por pérdidas patrimoniales o siniestros en elementos patrimoniales		A. Indemnizaciones o capitales asegurados percibidos en metálico.

		B. Indemnizaciones o capitales asegurados en especie.





		Permuta de bienes y derechos y canjes de valores

		Extinción de rentas vitalicias o temporales

		Transmisiones de bienes o derechos a cambio de una renta temporal o vitalicia

		Extinción o transmisiones de derechos reales de goce o disfrute sobre bienes inmuebles		A. Cesión o constitución del derecho real.

		B. Transmisiones o extinciones de derechos o facultades.





		Incorporaciones de bienes o derechos por causa distinta de una transmisión

		Operaciones realizadas en los mercados oficiales de futuros y opciones

		Transmisión de bienes pertenecientes a un matrimonio o pareja de hecho en régimen de comunicación foral de bienes. Normas específicas de valoración para la determinación de ganancias y pérdidas patrimoniales en el IRPF

		Transmisión de bienes que han pertenecido a una herencia pendiente del ejercicio de un poder testatorio o (en el Valle de Ayala) del ejercicio de un usufructo poderoso

		Entregas a cuenta efectuadas al promotor de la vivienda, o al vendedor, y posterior resolución del contrato de compraventa por imposibilidad de pago del comprador





		Reinversión en los supuestos de transmisión de acciones o participaciones en Instituciones de Inversión Colectiva		Reinversión en los supuestos de transmisión de acciones o participaciones en Instituciones de Inversión Colectiva		Reinversión en Instituciones de Inversión Colectiva.

		Instituciones de Inversión Colectiva de otros Estados miembros de la Unión Europea.

		Participaciones en Fondos europeos para el impulso de la innovación, para el impulso de la financiación de la actividad económica o para el impulso de la capitalización productiva.









		Reinversión en los supuestos de transmisión de vivienda habitual		Reinversión en vivienda habitual

		Plazo para la reinversión		A. Reinversión después de la transmisión.

		B. Reinversión antes de la transmisión.

		C. Venta a plazos o con precio aplazado.





		Reinversión parcial

		Incumplimiento de condiciones

		Incompatibilidad con la deducción en cuota





		Ganancias patrimoniales no justificadas		Ganancias patrimoniales no justificadas

		Ganancias patrimoniales no justificadas y delitos contra la Hacienda Púbica









		Capítulo VI. Imputación y atribución de rentas		Sección 1.ª. Imputación de rentas		Imputación de rentas en el régimen de transparencia fiscal internacional		Fundamento

		Requisitos para la aplicación del régimen		A. Participación en la entidad no residente.

		B. Tributación de la entidad instrumental no residente.

		C. Domicilio fiscal de la entidad no residente.

		D. Rentas objeto de inclusión.

		E. Rentas que no son objeto de inclusión.





		Determinación de las rentas objeto de inclusión

		Período impositivo en el que se incluyen las rentas (imputación temporal)

		Deducciones de la cuota íntegra

		Presunciones cuando la entidad instrumental reside en un paraíso fiscal

		Obligaciones formales





		Tributación de los socios o partícipes en las instituciones de inversión colectiva constituidas en países o territorios considerados como paraísos fiscales		Tributación de los socios o partícipes en las instituciones de inversión colectiva constituidas en países o territorios considerados como paraísos fiscales









		Sección 2.ª. Atribución de rentas		Entidades en régimen de atribución de rentas

		Calificación de la renta atribuida

		Cálculo de la renta atribuible y pagos a cuenta

		Obligaciones de información de las entidades en régimen de atribución de rentas









		Capítulo VI bis. Regímenes especiales		Régímen especial para trabajadores y trabajadoras desplazadas		Régimen especial para trabajadores y trabajadoras desplazadas		Contenido del régimen especial para trabajadores y trabajadoras desplazadas

		Acreditación del derecho a aplicar el régimen.









		Régimen especial de rendimientos de trabajo obtenidos por la gestión de fondos vinculados al emprendimiento, a la innovación y al desarrollo de la actividad económica		Rendimientos de trabajo obtenidos por la gestión de fondos vinculados al emprendimiento, a la innovación y al desarrollo de la actividad económica









		Capítulo VII. Imputación temporal		Reglas generales		Rendimientos del trabajo y del capital: Principio de la exigibilidad		A. Rendimientos del trabajo.

		B. Rendimientos del capital.





		Rendimientos de actividades económicas: Principio del devengo		A. Principio de devengo

		B. Principio de registro contable





		Ganancias y pérdidas patrimoniales: alteración en la composición del patrimonio		A. Ganancias y pérdidas derivadas de una transmisión del elemento patrimonial

		B. Ganancias y pérdidas que no derivan de una transmisión del elemento patrimonial









		Reglas especiales		Aplicables a los rendimientos del trabajo, a los rendimientos del capital y a las ganancias y pérdidas patrimoniales		A. Renta pendiente de pago por ausencia de resolución judicial que confirme su cuantía o el derecho a su obtención

		B. Atrasos en los rendimientos del trabajo

		C. Prestaciones por desempleo percibidas en un único pago

		D. Operaciones a plazos o con precio aplazado

		E. Diferencias de cambio en moneda extranjera

		F. Rentas estimadas

		G. Contratos de seguro de vida en los que el tomador asume el riesgo de la inversión (unit linked)

		H. Rendimientos del capital inmobiliario

		I. Pérdidas patrimoniales derivadas de créditos vencidos y no cobrados

		J. Ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas.





		Aplicables a los rendimientos de actividades económicas		A. Criterio de cobros y pagos: criterio de caja.

		B. Anticipos a cuenta de los derechos de autor.





		Aplicables a la imputación de rentas

		Aplicables a cualquier tipo de renta		A. Traslado de residencia del contribuyente al extranjero

		B. Fallecimiento del contribuyente

		C. Ganancias patrimoniales no justificadas













		Capítulo VIII. Reglas especiales de valoración		Estimación de rentas		Rendimientos del trabajo personal

		Rendimientos del capital inmobiliario

		Rendimientos del capital mobiliario

		Rendimientos de actividades económicas		A. Regla general.

		B. Supuesto de cesión o prestación a terceros de forma gratuita, o cuando mediando contraprestación ésta sea notoriamente inferior al valor normal de mercado de los bienes, o cuando se destinen al uso o consumo propio bienes, derechos o servicios objeto de la actividad económica.









		Operaciones vinculadas		Sujeto que realiza la valoración

		Requisitos para aplicar el valor de mercado		A. Vinculación.

		B. Existencia de perjuicio económico para la Hacienda Foral.

		C. Comprobación de la valoración y ajustes bilaterales.





		Personas o entidades vinculadas		A. Operaciones entre una entidad y sus socios o partícipes.

		B. Operaciones entre una entidad y sus consejeros o administradores.

		C. Operaciones realizadas entre una entidad y los cónyuges, miembros de la pareja de hecho constituidas conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2003, de 7 de mayo, o personas unidas por relaciones de parentesco, en línea directa o colateral, por consanguinidad o afinidad o por la relación que resulte de la constitución de aquélla, hasta el tercer grado, de los socios, partícipes, consejeros o administradores.

		D. Operaciones entre una entidad y los consejeros o administradores, o sus cónyuges, miembros de la pareja de hecho constituidas conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2003, de 7 de mayo, o personas unidas por relaciones de parentesco, en línea directa o colateral, por consanguinidad o afinidad o por la relación que resulte de la constitución de aquélla, hasta el tercer grado, de otra entidad cuando ambas entidades pertenezcan a un grupo.

		E. Operaciones entre un contribuyente residente en territorio foral y sus establecimientos permanentes situados en el extranjero.





		Determinación del valor normal de mercado		A. Método del precio libre comparable.

		B. Método del coste incrementado.

		C. Método del precio de reventa.

		D. Método de la distribución del resultado.

		E. Método del margen neto del conjunto de operaciones.





		Infracciones y sanciones

		Propuesta a la Administración tributaria de valoración de operaciones vinculadas





		Rentas en especie		Regla general de valoración

		Valoración de determinadas retribuciones del trabajo en especie		Utilización de vivienda		A. Vivienda propiedad del pagador

		B. Vivienda no propiedad del pagador





		Utilización o entrega de vehículo		A. Entrega por la empresa de vehículos de su propiedad (vehículos automóviles de turismo y sus remolques, ciclomotores y motocicletas, embarcaciones o buques de recreo o de deportes náuticos y aeronaves).

		B. Uso por el empleado de vehículos propiedad de la empresa (vehículos automóviles de turismo y sus remolques, ciclomotores y motocicletas, embarcaciones o buques de recreo o de deportes náuticos y aeronaves).

		C. Uso y posterior entrega del vehículo (vehículos automóviles de turismo y sus remolques, de ciclomotores y motocicletas, de embarcaciones o buques de recreo o de deportes náuticos y de aeronaves).





		Préstamos con tipos inferiores al de mercado

		Manutención, hospedaje, viajes, primas y cantidades destinadas a gastos de manutención y estudios

		Prestación del servicio de primer ciclo de educación infantil a los hijos de trabajadores

		Previsión social complementaria

		Bonos de fundador

		Entrega de acciones o participaciones de la empresa o del grupo

		Precio ofertado





		Cálculo de los ingresos a cuenta sobre retribuciones en especie		A. Ingreso a cuenta sobre rendimientos del trabajo.

		B. Ingreso a cuenta sobre rendimientos del capital mobiliario.

		C. Ingreso a cuenta sobre rendimientos de actividades económicas.

		D. Ingreso a cuenta sobre premios satisfechos en especie.

		E. Ingreso a cuenta sobre otras rentas.





		Integración en la base imponible		A. Forma de integración.

		B. Repercusión de los ingresos a cuenta y efectos en la integración en la base imponible.













		Capítulo IX. Clases de renta		Clases de renta

		Renta general

		Renta del ahorro





		Capítulo X. Integración y compensación de rentas		Integración y compensación de rentas

		Integración y compensación de rentas en la base imponible general

		Integración y compensación de rentas en la base imponible del ahorro		Disposición adicional vigesimoquinta de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, relativa al régimen de integración y compensación de rentas negativas derivadas de aportaciones financieras subordinadas, participaciones preferentes y deuda subordinada.













		Título V. BASE LIQUIDABLE		Base liquidable general y del ahorro		Base liquidable general y del ahorro





		Compensación de bases liquidables generales negativas		Compensación de bases liquidables generales negativas





		Reducciones por pensiones compensatorias y anualidades por alimentos		Pensiones compensatorias

		Anualidades por alimentos





		Reducciones por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social		Sistemas complementarios de previsión social		CUADRO COMPARATIVO DE LOS SISTEMAS DE PREVISIÓN SOCIAL

		SEGURIDAD SOCIAL

		MUTUALIDADES PREVISIÓN SOCIAL PROFESIONALES y EMPRESARIOS

		PLANES DE PENSIONES, PLANES DE PREVISIÓN ASEGURADOS, PPSE y EPSV





		Planes de Pensiones y Entidades de Previsión Social Voluntaria		A. Jubilación o situación asimilable.

		B. Incapacidad laboral total y permanente para la profesión habitual, o absoluta y permanente para todo trabajo, y la gran invalidez.

		C. Muerte del partícipe o beneficiario, que puede generar derecho a prestaciones de viudedad, orfandad o a favor de otros herederos o personas designadas.

		D. Dependencia severa o gran dependencia del partícipe regulada en la Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.

		E. Situaciones que permiten el rescate anticipado de los derechos consolidados.

		Aportaciones a una EPSV con posterioridad a la jubilación





		Mutualidades de Previsión Social		A. Riesgos objeto de cobertura por el contrato de seguro concertado con la Mutualidad de Previsión Social

		B. Requisitos subjetivos

		C. Otros Requisitos

		D. Tributación de las prestaciones





		Planes de Previsión Asegurados

		Planes de Previsión Social Empresarial

		Seguros de dependencia severa o de gran dependencia

		Seguros colectivos

		Reducción de las aportaciones realizadas por el cónyuge o pareja de hecho





		Límites de reducción por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social		Límites de reducción por aportaciones a sistemas de previsión social		Excesos de aportaciones y contribuciones. Medidas para evitar la doble imposición

		Otros supuestos de reducciones en la base imponible.





		Aportaciones a Mutualidades de Previsión Social por trabajadores por cuenta ajena

		Aportaciones a la Mutualidad de Previsión Social de deportistas profesionales		A. Ámbito subjetivo.

		B. Aportaciones y reducción en la base imponible.

		C. Disposición de los derechos consolidados.

		D. Tributación de las prestaciones.

		E. Aportaciones con posterioridad al cese de la actividad profesional.









		Reducciones por aportaciones a sistemas de previsión social constituidos en favor de personas con discapacidad		Reducciones por aportaciones a sistemas de previsión social constituidos en favor de personas con discapacidad





		Reducción por tributación conjunta		Reducción por tributación conjunta









		Título VI. Cuota íntegra		Concepto de cuota íntegra

		Escala aplicable a la base liquidable general

		Escala aplicable a la base liquidable del ahorro

		Minoración de cuota

		Minoración extraordinaria de cuota para paliar los efectos derivados del alza de precios en el periodo impositivo 2022





		Título VII. Cuota líquida		Capítulo I. Cuota líquida		Concepto de cuota líquida





		Capítulo II. Deducciones familiares y personales		Aplicación de las deducciones familiares y personales

		Deducción por descendientes		Aplicación de la deducción

		Requisitos de los descendientes		A. Edad inferior a 30 años.

		B. Rentas anuales inferiores al SMI.

		C. No presentación de autoliquidación por el IRPF.





		Convivencia con varios ascendientes





		Deducción por abono de anualidades por alimentos a los hijos		Deducción por abono de anualidades por alimentos a los hijos





		Deducción por ascendientes		Deducción por ascendientes





		Deducción por la contratación de asistentes personales para personas con determinado grado de dependencia o discapacidad		Deducción por la contratación de asistentes personales para personas con determinado grado de dependencia o discapacidad





		Deducción por discapacidad o dependencia		Deducción por discapacidad o dependencia		Deducción por discapacidad o dependencia del contribuyente y su cónyuge o pareja de hecho

		Deducción por discapacidad o dependencia de ascendientes, descendientes y colaterales hasta el cuarto grado inclusive

		Deducción por discapacidad o dependencia de otras personas de edad igual o superior a 65 años

		Persona que se practica la deducción. Opción.

		Acreditación del grado de discapacidad o dependencia









		Deducción por edad		Deducción por edad





		Determinación de la situación personal y familiar		Determinación de la situación personal y familiar









		Capítulo III. Deducción por aportaciones realizadas al patrimonio protegido de la persona con discapacidad		Deducción por aportaciones realizadas al patrimonio protegido de la persona con discapacidad





		Capítulo IV. Deducciones por vivienda habitual		Tipos de deducciones por vivienda habitual

		Deducción por alquiler de vivienda habitual

		Deducción por adquisición de vivienda habitual		Concepto de vivienda habitual		A. Plazo de permanencia.

		B. Plazo de ocupación.





		Modalidades de deducción		A. Adquisición de vivienda habitual.

		B. Rehabilitación de la vivienda habitual.

		C. Cantidades depositadas en cuentas vivienda.





		Base de la deducción

		Cuantía de la deducción		A. La deducción de las cantidades invertidas.

		B. La deducción de los gastos de financiación.





		Límites de la deducción		A. Límite de deducción anual.

		B. Límite por contribuyente.
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		b. Que el donatario asuma de forma fehaciente la obligación de satisfacer la deuda que pretende deducirse.





		Procedimiento de devolución









		Normas especiales para seguros contratados por un cónyuge con cargo a la sociedad conyugal		Normas especiales para seguros contratados por un cónyuge con cargo a la sociedad conyugal





		Comprobación de valores		Normas generales		Obligación de declarar el valor real del bien		A. Bienes inmuebles de naturaleza urbana.
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		E. Reducción transmisiones lucrativas inter vivos en metálico por ascendientes/adoptantes a favor de descendientes/adoptados para el inicio de una nueva actividad económica





		Reducciones relativas a la vivienda habitual del causante

		Reducciones relacionadas con la agricultura		A. Adquisición de terrenos para unificar bajo una sóla linde el 50% de una explotación prioritaria.
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		B. En los seguros de vida.

		C. En las donaciones y demás adquisiciones lucrativas "inter vivos".
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		Los supuestos de responsabilidad tributaria		A. El pagador de los rendimientos devengados por sujetos pasivos no residentes sin mediación de establecimiento permanente (en el caso que no sea el retenedor).

		B. El depositario o gestor de los bienes y derechos de los sujetos pasivos no residentes sin establecimiento permanente por las rentas de los bienes y derechos cuyo depósito o gestión tenga encomendado.

		C. Los representantes de los establecimientos permanentes de contribuyentes no residentes y de las entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero.





		La exclusión de la responsabilidad solidaria: la retención o el ingreso a cuenta		A. Supuestos en que procede retención o ingreso a cuenta.

		B. El importe de la retención o ingreso a cuenta.

		C. Plazo para retener o ingresar a cuenta.





		Otros supuestos de exclusión de responsabilidad solidaria





		Representantes		Concepto y fundamento

		Rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente		A. Rentas derivadas de la prestación de servicios, asistencia técnica, obras de instalación o montaje derivados de contratos de ingeniería y, en general, de explotaciones económicas realizadas en España sin mediación de establecimiento permanente.

		B. Demás rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente.





		Rentas obtenidas mediante establecimiento permanente o mediante entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero. Personas o entidades residentes en países o territorios con los que no exista un efectivo intercambio de información tributaria





		Domicilio fiscal		Fundamento

		Contribuyentes que operan a través de establecimiento permanente

		Contribuyentes que operan sin mediación de establecimiento permanente		A. Rentas derivadas de bienes inmuebles.

		B. Demás rentas.













		Capítulo II. Sujeción al impuesto		Hecho imponible		La obtención de renta		A. La definición de renta.

		B. Las rentas en especie.

		C. El importe de la renta.

		D. El período de obtención de la renta.

		E. Renta obtenida en el País Vasco.





		Los supuestos de no sujeción		a. Tributación en obligación personal.

		b. Régimen de los No Residentes.

		c. Supuestos sujetos exclusivamente al IS y D.

		d. Supuestos dudosos.

		e. Otros supuestos de no sujeción.





		La presunción de retribución de prestaciones o cesiones de bienes, derechos y servicios





		Rentas obtenidas en el País Vasco		Introducción

		Concepto de establecimiento permanente		i. Un lugar fijo de negocios en el que la empresa desarrolla toda o parte de su actividad.

		ii. Los representantes autorizados para contratar en nombre y por cuenta del contribuyente.

		iii. Las obras de construcción, instalación y montaje de duración superior a seis meses, además de otras actividades citadas en el artículo 13.1 de la NFIRNR.





		Puntos de conexión para la exacción en EP

		Puntos de conexión para la exacción sin EP.		1. Los rendimientos del trabajo.

		2. Los rendimientos del capital inmobiliario.

		3. Los rendimientos del capital mobiliario.

		4. Los rendimientos de actividades económicas.

		5. Las ganancias patrimoniales.





		Puntos de conexión para la exacción sin EP: criterio del pago		1. Criterio de pago.

		2. Excepciones al criterio del pago.









		Rentas exentas		Introducción

		Las exenciones previstas en el art. 7 de la Ley 35/2006, del IRPF

		Rendimientos por cesión a terceros de capitales propios y ganancias de patrimonio derivadas de bienes muebles		A. Ámbito subjetivo.

		B. Ámbito objetivo.





		Los rendimientos derivados de la deuda pública		A. Ámbito subjetivo.

		B. Ámbito objetivo.





		Rentas derivadas de "bonos matador"		A. Ámbito subjetivo.

		B. Ámbito objetivo.





		Rendimientos de las cuentas de no residentes		A. Ámbito subjetivo.

		B. Ámbito objetivo.





		Rentas derivadas de contenedores, buques o aeronaves utilizados en la navegación aérea o marítima internacional		A. Fundamento.

		B. Ámbito subjetivo.

		C. Ámbito objetivo.





		Dividendos obtenidos por entidades matrices residentes en la Unión Europea o por establecimientos permanentes de éstas situados en otros Estados miembros		A. Fundamento.

		B. Ámbito subjetivo.

		C. Ámbito objetivo.

		D. Requisitos.

		E. Exclusión de la exención.





		Rentas por transmisiones de valores		A. Ámbito subjetivo.

		B. Ámbito objetivo.





		Rentas derivadas de la Navegación Marítima o Aérea

		Cánones o regalías

		Otras rentas exentas

		Procedimientos específicos para hacer efectiva la exclusión de retención





		Formas de sujeción		Rentas obtenidas a través de establecimientos permanentes		a. Independencia del lugar de obtención de la renta.

		b. Entidad con varios establecimientos permanentes.

		c. Integración de rentas positivas y negativas.

		d. Determinación de la renta.





		Rentas obtenidas sin mediación de establecimientos permanentes		a. No compensación de rentas.

		b. Devengo del impuesto.

		c. Base imponible y deuda tributaria.





		Operaciones vinculadas









		Capítulo III. Rentas obtenidas mediante establecimiento permanente		Rentas imputables a los establecimientos permanentes		Los componentes de la renta imputable a los establecimientos permanentes		A. Los rendimientos de su explotación económica.

		B. Los rendimientos derivados de la cesión de elementos patrimoniales afectos al mismo.

		C. Las ganancias o pérdidas patrimoniales derivados de los elementos patrimoniales afectos al establecimiento permanente.





		Rentas derivadas de la reexportación de bienes		A. En el caso de elementos de inmovilizado importados temporalmente.

		B. Elementos de inmovilizado adquiridos para su utilización en las actividades desarrolladas por el establecimiento permanente.

		C. Elementos que tengan la condición de existencias.









		Diversidad de establecimientos permanentes		Diversidad de establecimientos permanentes		1. Independencia de establecimientos permanentes. Requisitos.

		2. Individualización en el cumplimiento de obligaciones formales.









		Determinación de la base imponible		Introducción

		Normas generales de determinación de la base imponible		A. Rentas imputables al establecimiento permanente.

		B. Determinación de la base imponible.

		C. Normas especiales en relación con la deducción de gastos deducibles.





		Base imponible correspondiente a establecimientos permanentes que no cierran un ciclo mercantil completo		A. Método general.

		B. Método subsidiario.





		Base imponible correspondiente a establecimientos permanentes con actividad de duración limitada		A. Supuestos incluidos.

		B. Modalidades de tributación.





		Principios de tributación de establecimientos permanentes recogidos en los convenios de doble imposición en relación con la base imponible





		Deuda tributaria		Tipo de gravamen

		Cuota íntegra		a. Deducción para evitar la doble imposición internacional.

		b. Otras deducciones.





		Cuota líquida

		Cuota efectiva

		Tributación mínima

		Imposición complementaria		A. Supuesto de hecho.

		B. Determinación del impuesto adicional.

		C. Supuestos en que no procede el impuesto adicional.

		D. Irretroactividad de la imposición complementaria.





		Principios de tributación de establecimientos permanentes recogidos en los convenios de doble imposición en relación con la deuda tributaria





		Período impositivo y devengo		Introducción

		Régimen general

		Casos especiales		a. El establecimiento permanente cese en su actividad.

		b. Se realice la desafectación de la inversión en su día efectuada respecto del establecimiento permanente.

		c. Traslade su actividad al extranjero.

		d. Se produzca la transmisión del establecimiento permanente a otra entidad.

		e. La casa central traslade su residencia.









		Autoliquidación		Autoliquidación		A. Régimen general.

		B. Supuestos especiales.









		Obligaciones contables, registrales y formales		Obligaciones contables

		Obligaciones registrales y formales





		Pagos a cuenta		Retenciones

		Pagos a cuenta









		Capítulo IV. Rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente		Base imponible		Introducción

		Regla general		A. Aplicabilidad de la LIRPF.

		B. Cálculo de la base imponible.





		Reglas especiales		A. Explotaciones económicas.

		B. Operaciones de reaseguro.

		C. Ganancias patrimoniales.

		D. Imputación de rentas inmobiliarias.

		E. Rentas obtenidas por residentes en otro Estado miembro









		Cuota tributaria		Tipos de gravamen		A. Tipo de gravamen general.

		B. Pensiones y demás prestaciones similares.

		C. Rendimientos del trabajo de personas físicas no residentes, siempre que no sean contribuyentes por el IRPF, por prestación de servicios en Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares de España en el extranjero.

		D. Los rendimientos derivados de operaciones de reaseguro.

		E. Los rendimientos obtenidos por empresas de navegación marítima o aérea residentes en el extranjero cuyos buques o aeronaves toquen el País Vasco.

		F. Los rendimientos del trabajo percibidos por personas físicas no residentes en territorio español en virtud de contratos de duración determinada para trabajadores extranjeros de temporada, de acuerdo con lo establecido en la normativa laboral, se gravará al tipo del 2%.





		Retención en las transmisiones de bienes inmuebles		A. Fundamento.

		B. Obligado tributario a efectuar la retención o ingreso a cuenta.

		C. Importe y procedimiento para efectuar el ingreso de la retención o ingreso a cuenta.

		D. Supuestos en que no existe obligación de practicar retención o ingreso a cuenta.

		E. Garantías para el cumplimiento de la obligación de practicar retención.





		Afección en las transmisiones de bienes inmuebles procedentes de la transmisión de derechos o participaciones en entidades residentes en países o territorios con los que no exista un efectivo intercambio de información tributaria





		Deducciones		Deducciones		A. Deducción por donativos.

		B. Retenciones e ingresos a cuenta.









		Devengo		Devengo		A. Devengo de los rendimientos.

		B. Devengo de las ganancias patrimoniales.

		C. Devengo en las rentas inmobiliarias.

		D. Presunción de obtención de rentas.

		E. Fallecimiento del contribuyente.

		F. Resto de rentas.









		Autoliquidación		Modelos de declaración		A. Ordinaria - modelo 210 -.

		B. Simplificada -modelo 214-.

		C. Declaración de retenciones e ingresos a cuenta -modelo 216 y 211-.

		D. Modelo 117. Transmisión o reembolso de títulos de instituciones de inversión colectiva.

		E. Gravamen especial sobre bienes inmuebles de entidades no residentes. Modelo 213.

		F. Modelo 291. Declaración informativa de cuentas de no residentes.

		G. Modelo 296. Declaración resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta. No residentes sin establecimiento permanente.

		H. Modelo 299. Declaración anual de determinadas rentas obtenidas por personas físicas residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea y en otros países y territorios con los que se haya establecido un intercambio de información

		I. Modelo 289: Declaración informativa anual de cuentas financieras en el ámbito de la asistencia mutua

		J. Modelo 231. Declaración de información país por país.





		Obligados a declarar		A. Rentas sujetas exceptuadas de la obligación de retener. Modelo 210.

		B. Obligados a presentar el modelo 216 de retenciones e ingresos a cuenta.





		Procedimientos para hacer efectiva la exclusión de retención

		Plazo de declaración		A. Plazo de presentación de la declaración.

		B. Plazo de la solicitud de devolución.

		C. Declaración-documento de ingreso de retenciones e ingresos a cuenta.





		Lugar de presentación de la declaración		A. Rendimientos inmobiliarios.

		B. Ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de bienes inmuebles.

		C. En los restantes casos.

		D. El modelo 216.





		Documentación a presentar		A. Solicitud de exención o de aplicación de tipo de gravamen inferior.

		B. Declaraciones presentadas por el responsable solidario.

		C. En las declaraciones a devolver.

		D. El modelo 211.

		E. Los modelos 214 y 216.





		Solicitud de devolución





		Obligaciones formales		Régimen general

		Excepciones		A. Obtención de rentas empresariales.

		B. Retenciones practicadas.









		Pagos a cuenta		Pagos a cuenta		A. Pagos fraccionados.

		B. Las retenciones e ingresos a cuenta correspondientes a las rentas obtenidas por los contribuyentes que operen sin establecimiento permanente.









		Obligación de retener e ingresar a cuenta		Retenciones		A. Rendimientos del trabajo.

		B. Cualquier otro rendimiento sometido a retención que constituya gasto deducible para la obtención de las rentas a que se refiere el art. 24.2 de la NFIRNR.





		Obligados a practicar retención o ingreso a cuenta del IRNR		A. Con carácter general.

		B. Normas específicas.





		Rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta

		Excepciones a la obligación de practicar retención o ingreso a cuenta		A. Regla general.

		B. Reglas especiales en atención a la fuente.





		Importe de la retención o ingreso a cuenta		A. Retenciones.

		B. Ingresos a cuenta.





		Nacimiento de la obligación de practicar retención o ingreso a cuenta		A. Con carácter general.

		B. Normas especiales.





		Obligaciones del retenedor y del obligado a ingresar a cuenta

		Requisitos fiscales para la transmisión, reembolso y amortización de activos financieros		A. Supuesto de hecho.

		B. Requisitos.

		C. Otras obligaciones del fedatario público o institución financiera.









		Obligaciones de retención sobre las rentas de trabajo en caso de cambio de residencia		Obligaciones de retención sobre las rentas de trabajo en caso de cambio de residencia









		Capítulo V. Gravamen especial sobre bienes inmuebles de entidades no residentes		Gravamen Especial sobre Bienes Inmuebles de Entidades no Residentes		Introducción

		Hecho imponible

		Sujeto pasivo

		Base imponible

		Tipo de gravamen

		Devengo del impuesto

		Declaración del gravamen especial		A. Modelo declaración.

		B. Obligados a declarar.

		C. Plazo de declaración.

		D. Lugar de presentación e ingreso del modelo 213.





		Exenciones		A. Estados, instituciones públicas extranjeras y organismos internacionales.

		B. Entidades que desarrollen en España explotaciones económicas diferenciables del simple arrendamiento del inmueble.

		C. Entidades que cotizasen en mercados secundarios de valores oficialmente reconocidos.





		Supuestos especiales de fraccionamiento del gravamen especial

		Deducción del gravamen especial satisfecho









		Capítulo VI. Entidades en régimen de atribución de rentas		Entidades en régimen de atribución de rentas		Entidades en régimen de atribución de rentas





		Sección 1ª. Entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en España		Entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en España		A. Entidades que realizan actividades económicas.

		B. Entidades que no realizan actividades económicas.









		Sección 2ª. Entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero		Entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero		Entidades con presencia en territorio español		A. Base imponible.

		B. Cuota íntegra.

		C. Deducciones.

		D. Obligaciones de información.

		E. Pagos fraccionados.

		F. Solicitud de devolución.





		Entidades sin presencia en territorio español		A. Retenciones en caso de transmisión de bienes inmuebles.

		B. Otras retenciones.

		C. Obligaciones de información.

















		Capítulo VII. Otras disposiciones		Opción para contribuyentes residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea		Fundamento

		Contribuyentes beneficiados por el régimen de opción fiscal

		Supuesto de hecho para la aplicación del régimen fiscal de opción		A. Importe de renta a considerar para aplicar el régimen.

		B. Período al que debe referirse la comparación entre rentas.





		Contenido del régimen fiscal de opción		A. Cálculo de las rentas sujetas con arreglo al IRPF.

		B. Determinación del tipo de gravamen aplicable.

		C. Determinación del tipo medio de gravamen.

		D. Cuota tributaria.

		E. Ejercicio de la opción.

		F. La condición del contribuyente.





		Procedimiento		A. Quienes pueden solicitar la aplicación del régimen.

		B. Documentación que se puede requerir.

		C. Alegaciones.

		D. Resolución.

		E. Devolución.









		Liquidación provisional		Liquidación provisional





		Sucesión en la Deuda Tributaria		Sucesión en la Deuda Tributaria





		Responsabilidad patrimonial del contribuyente		Responsabilidad patrimonial del contribuyente





		Infracciones y sanciones		Infracciones y sanciones





		Orden jurisdiccional		Orden jurisdiccional





		Deducción de pagos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas		Deducción de pagos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas









		Disposiciones adicionales		Remisiones normativas		Remisiones normativas





		No sujección a retención o ingreso a cuenta de determinadas rentas		No sujección a retención o ingreso a cuenta de determinadas rentas





		Distribución de beneficios y transmisión de participaciones de sociedades patrimoniales		Distribución de beneficios y transmisión de participaciones de sociedades patrimoniales





		Procedimientos amistosos		Procedimientos amistosos





		Gravamen especial sobre los premios		Gravamen especial sobre los premios





		Exención por reinversión en vivienda habitual		Exención por reinversión en vivienda habitual





		Efectivo intercambio de información		Efectivo intercambio de información









		Disposición transitoria		Disposiciones transitorias aplicables		Disposiciones transitorias aplicables

















		I. Sociedades		Título I. Naturaleza y ámbito de aplicación del impuesto		Naturaleza		Naturaleza		A. Impuesto directo.

		B. Impuesto personal.

		C. Impuesto periódico.

		D. Impuesto sintético.

		E. Los obligados tributarios no residentes.









		Ámbito de aplicación subjetivo		Competencias de los Territorios Históricos.

		Normativa aplicable en el Impuesto sobre Sociedades de Álava. Regla general.

		Normativa aplicable en el Impuesto sobre Sociedades a las Agrupaciones de Interés Económico y a las Uniones Temporales de Empresas.

		Normativa aplicable en el Impuesto sobre Sociedades a los Grupos Fiscales.





		Exacción del impuesto		Exacción del Impuesto sobre Sociedades.		A. Regla general.

		B. Agrupaciones de Interés Económico y Uniones Temporales de Empresas.

		C. Grupos Fiscales.

		D. Esquema de la distribución de competencias.









		Domicilio fiscal		El domicilio fiscal		1. Determinación del domicilio fiscal.

		2. Obligación de comunicar los cambios de domicilio fiscal.

		3. Ineficacia de los cambios de domicilio.

		4. Discrepancias entre Administraciones.

		5. Modificación administrativa del domicilio fiscal.









		Volumen de operaciones		El volumen de operaciones a efectos del Impuesto sobre Sociedades.





		Lugar de realización de las operaciones		Lugar de realización de las entregas de bienes a efectos del Impuesto sobre Sociedades.

		Lugar de realización de las prestaciones de servicios a efectos del Impuesto sobre Sociedades.

		Lugar de realización de operaciones que no son ni entregas de bienes ni prestaciones de servicios.		Operaciones en el extranjero









		Tratados y convenios		Aplicación de los tratados y convenios internacionales a efectos del Impuesto sobre Sociedades.









		Título II. El hecho imponible		Hecho imponible		El hecho imponible.		Constituye el hecho imponible la obtención de renta por parte del sujeto pasivo.









		Estimación de rentas		Estimación de rentas en el Impuesto sobre Sociedades.		Determinación del valor de mercado.









		Atribución de rentas		Atribución de Rentas en el Impuesto sobre Sociedades.		1. Régimen de atribución de rentas.

		2. Supuestos de entidades en régimen de atribución de rentas.













		Título III. El contribuyente		Contribuyentes		Contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades con personalidad jurídica.		A. Clasificación.

		B. Contribuyentes particulares.





		Contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades sin personalidad jurídica.

		La residencia a efectos del Impuesto sobre Sociedades.		A. Residencia.

		B. Domicilio fiscal.

		C. Tributación de la renta obtenida por no residentes.









		Exenciones		Exención total		A. La exención total se configura respecto de la forma jurídica de las entidades.

		B. Características del régimen fiscal de estas entidades.





		Exención parcial.		A. La Norma Foral configura dos categorías de exención parcial.

		B. Tipología de entidades parcialmente exentas.









		Concepto de microempresa, de pequeña y de mediana empresa		Concepto de microempresa, de pequeña y de mediana empresa.

		Elementos configuradores del concepto de microempresa, pequeña y mediana empresa.		a. Que lleve a cabo una explotación económica. Quedarían excluidas por tanto las sociedades de mera tenencia de bienes.

		b. Que el volumen de operaciones tal como se define en el Concierto Económico con el País Vasco, no supere un determinado umbral cuantitativo, o bien, que su activo no rebase otro correspondiente umbral.

		c. Que su promedio de plantilla no alcance un determinado umbral.

		d. Como regla cautelar, para evitar que se constituyan empresas de pequeña dimensión dentro de un grupo empresarial, se establece que estas empresas no se hallen participadas directa o indirectamente en más de un 25% por empresas que no reúnan los requisitos b) y c) anteriores.





		La realización de una explotación económica en el supuesto de las microempresas y las pequeñas y medianas empresas.

		Volumen de operaciones de las microempresas y las PYMES.		A. Período impositivo anterior inferior a un año.

		B. Entidades de nueva creación.

		C. Grupo de sociedades.





		Resumen de las particularidades fiscales de las microempresas y las Pymes.





		Concepto de sociedades patrimoniales		Evolución histórica de las sociedades patrimoniales

		Requisito de la composición del activo para considerar a una empresa sociedad patrimonial: concepto de actividad económica

		Requisito de la composición del activo para considerar a una empresa patrimonial: concepto de afectación a la actividad económica.

		Requisito de la composición del activo para considerar a una empresa patrimonial: concepto de valores

		Requisito de la titularidad de los fondos propios para considerar a una empresa sociedad patrimonial

		Requisito de la composición de los ingresos para considerar a una empresa sociedad patrimonial

		Exclusión del régimen de sociedades patrimoniales

		Regímenes transitorios establecidos al introducirse modificaciones en el régimen de las sociedades patrimoniales.		a. Circunstancias que deben concurrir en las sociedades para poder beneficiarse de este régimen transitorio.

		b. Régimen transitorio de la disolución con liquidación.





		Obligaciones formales

		Resumen de las particularidades de las sociedades patrimoniales

		Tributación de los socios de las sociedades patrimoniales.		A. Personas Físicas residentes: contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas foral.

		B. Personas Físicas no residentes con establecimiento permanente contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de No Residentes.













		Título IV. La base imponible		Capítulo I. Normas generales		Concepto y determinación de la base imponible		Determinación de la base imponible en el régimen de estimación directa		a. Remisión a la normativa contable.

		b. Reserva de Norma Foral.





		Aplicación del régimen de estimación directa en situaciones en función de que el contribuyente cumpla o no con los principios establecidos en la normativa mercantil en materia contable.		a. El contribuyente cumple con los criterios contables.

		b. El contribuyente no cumple con los criterios contables.





		Régimen de estimación objetiva

		Determinación de la base imponible en el régimen de estimación indirecta.		A. Medios de determinación de los rendimientos.

		B. Causas de aplicación de la estimación indirecta.

		C. Concepto de incumplimiento sustancial de las obligaciones contables.





		Base imponible: Requisitos para que los gastos contables sean deducibles fiscalmente.		Gastos contables.

		Requisitos para la deducibilidad de los gastos





		Base imponible: tipología de ingresos		GASTOS CONTABLES.





		Base imponible: Requisitos para que los ingresos contables se integren en la base imponible

		Base imponible: tipología de ingresos		i. Ventas.

		ii. Variaciones de existencias.

		iii. Trabajos realizados para la empresa.

		iv. Subvenciones a la explotación.

		v. Otros ingresos de gestión.

		vi. Ingresos financieros.

		vii. Beneficios procedentes del inmovilizado e ingresos excepcionales.

		viii. Excesos y aplicaciones de correcciones de valor por deterioro.





		La base liquidable









		Capítulo II. Correcciones en materia de gastos		Amortizaciones: Normas generales		La amortización a efectos contables

		Requisitos para la deducibilidad de las amortizaciones. Inmovilizado material e inversiones inmobiliarias.

		Requisitos para la deducibilidad de las amortizaciones. Depreciación efectiva.		1. Inmovilizado material e inversiones inmobiliarias.

		2. Inmovilizado intangible.





		Base de la amortización deducible fiscalmente. Precio de adquisición y coste de producción.		i. Precio de adquisición.

		ii. Coste de producción.

		iii. Revalorizaciones y depreciaciones del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias.

		i. Terrenos.

		ii. Edificaciones.

		iii. Renovaciones, ampliaciones y mejoras.

		iv. Mejoras sobre un inmueble arrendado.

		v. Revalorizaciones contables realizadas al amparo de normas legales o reglamentarias.

		vi. Elementos adquiridos en virtud de operaciones de fusión, escisión y aportaciones de elementos patrimoniales.

		vii. Elementos actualizados al amparo de Leyes o Norma Forales de regularización o actualización.

		viii. Piezas de recambio del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias.





		Base de la amortización deducible fiscalmente. Casos particulares de elementos del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias.		CASOS PARTICULARES DE ELEMENTOS DEL INMOVILIZADO MATERIAL E INVERSIONES INMOBILIARIAS.





		Inicio de la amortización fiscalmente deducible		a. Elementos del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias.

		b. Elementos del inmovilizado intangible.

		c. Vida útil.





		Otras características de la amortización fiscalmente deducible		a. Amortización individualizada.

		b. Continuidad del método de amortización.

		c. Contabilización.









		Amortizaciones: inmovilizado material e inversiones inmobiliarias		Métodos de amortización del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias. La amortización según coeficientes y métodos establecidos en la NFIS.		AMORTIZACIÓN SIGUIENDO LOS COEFICIENTES Y MÉTODOS ESTABLECIDOS EN LA NORMA FORAL.





		Métodos de amortización del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias. Planes especiales.		AMORTIZACIÓN SEGÚN PLAN ESPECIAL.





		Métodos de amortización del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias. Justificación de la depreciación

		Limitaciones a la deducibilidad de la amortización de determinados elementos de transporte.





		Amortizaciones: contratos de arrendamiento financiero		Régimen especial de las amortizaciones en los contratos de arrendamiento financiero. Requisitos de los contratos.		A. Objeto

		B. Duración





		Régimen especial de las amortizaciones en los contratos de arrendamiento financiero. Condiciones de las cuotas de arrendamiento.

		Régimen fiscal de las amortizaciones en los contratos de arrendamiento financiero.





		Amortizaciones: otros supuestos de cesión de uso de bienes		Amortizaciones en supuestos de cesión de uso de bienes con opción de compra o renovación. Régimen fiscal de la entidad cesionaria		a. Opción de compra.

		b. Opción de renovación.





		Amortizaciones en supuestos de cesión de uso de bienes con opción de compra o renovación. Régimen fiscal de la entidad cedente		a. No existen dudas de que se ejercitará la opción de compra o de renovación.

		b. Existen dudas de que se ejercitará la opción de compra o de renovación.





		Amortizaciones en supuestos de cesión de uso de bienes con opción de compra o renovación. Libertad de amortización

		Amortizaciones en supuestos de cesión de uso de bienes con opción de compra o renovación. Cesión del bien previa transmisión del mismo a la entidad cedente

		Amortizaciones en supuestos de cesión de uso de bienes con opción de compra o renovación. Contratos de cesión de uso con opción de compra y de arrendamiento financiero





		Amortizaciones: inmovilizado intangible		Deducibilidad de la amortización del inmovilizado intangible en general.		A. Modificaciones en la regulación.

		B. Marcas.

		C. Derechos de traspaso.

		D. Otro inmovilizado intangible con fecha cierta de extinción.





		Amortización de determinados activos de naturaleza intangible de las entidades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos.

		Gastos amortizables del inmovilizado intangible.		A. Gastos a distribuir en varios ejercicios.

		B. Gastos de reestructuración de la empresa.









		Libertad de amortización, amortización acelerada y amortización conjunta		Libertad de amortización: inmovilizado de escaso valor unitario.

		Libertad de amortización: inmovilizado material nuevo de microempresas y pequeñas empresas.

		Libertad de amortización: actividades de Investigación y Desarrollo.		a. Concepto de investigación y desarrollo.

		b. Incentivos fiscales.

		c. Contribuciones a actividades de I+D desarrolladas por entidades vinculadas.

		d. Tratamiento contable.





		Libertad de amortización: actividades de reducción y corrección del impacto contaminante.

		Libertad de amortización: limpieza de suelos contaminados.

		Requisitos comunes a las inversiones con libertad de amortización.		a. Naturaleza de los elementos.

		b. Integración en la base imponible de las amortizaciones fiscales computadas sobre elementos acogidos a la libertad de amortización.





		Amortización acelerada para medianas empresas.

		Amortización conjunta para microempresas.





		Pérdida por deterioro de valor de elementos patrimoniales: Insolvencias		Introducción.

		Pérdida por deterioro de valor de elementos patrimoniales: insolvencias. Correcciones de valor por deterioro contables.		a. Corrección de valor por deterioro de elementos del inmovilizado material, intangible e inversiones inmobiliarias.

		b. Corrección de valor por deterioro de activos financieros.

		c. Corrección de valor por deterioro de créditos y partidas a cobrar.

		d. Corrección de valor por deterioro de existencias.





		Requisitos comunes para la deducibilidad de las correcciones por deterioro de valor.		A. Contabilización.

		B. Imputación temporal.





		Correcciones de valor por deterioro contables para insolvencias de tráfico.		a. Dotación global.

		b. Dotación individualizada.

		c. Desaparición del riesgo de insolvencia.





		Requisitos para la deducibilidad de las correcciones de valor por deterioro para insolvencias.		a. Deben haber transcurrido seis meses desde el vencimiento de la obligación.

		b. El deudor esté declarado en situación de concurso.

		c. Que el deudor esté procesado por el delito de alzamiento de bienes.

		d. Que las obligaciones hayan sido reclamadas judicialmente o sean objeto de un litigio judicial o procedimiento arbitral de cuya solución dependa su cobro.





		Correcciones de valor por deterioro fiscalmente no deducibles.		a. Los adeudados o afianzados por entidades de Derecho público.

		b. Los afianzados por entidades de crédito o sociedades de garantía recíproca.

		c. Los garantizados mediante derechos reales, pacto de reserva de dominio y derechos de retención, excepto en los casos de pérdida o envilecimiento de la garantía.

		d. Los garantizados mediante un contrato de seguro de crédito o caución.

		e. Los que hayan sido objeto de renovación o prórroga expresa.

		f. Excepciones a los casos anteriores.

		g. Los adeudados por personas o entidades vinculadas con el acreedor salvo en el caso de insolvencia judicialmente declarada.

		h. Las correcciones de valor por deterioro globales dotadas mediante simples estimaciones del riesgo de insolvencia de clientes y deudores.

		i. Transmisión de créditos provisionados no deducibles.





		Corrección de valor por deterioro para insolvencias en entidades financieras.

		Dotación global por insolvencias en el supuesto de microempresas y pymes.





		Pérdida por deterioro de valor de elementos patrimoniales: depreciación de valores		Concepto de valor.

		Corrección de valor por deterioro de valores: criterios contables de valoración.		1.- Préstamos y partidas a cobrar.

		2.- Inversiones mantenidas hasta el vencimiento.

		3.- Activos financieros mantenidos para negociar.

		4.- Otros activos financieros a valor razonable con cambios en la cuenta de pérdidas y ganancias.

		5.- Inversiones en el patrimonio de empresas del grupo, multigrupo y asociadas.

		6.- Activos financieros disponibles para la venta.





		Criterios fiscales de corrección del valor: valores representativos de la participación en el capital de entidades.

		Criterios fiscales de corrección del valor: valores representativos de deuda.		i. Valores admitidos a cotización en un mercado regulado.

		ii. Valores no admitidos a cotización en un mercado regulado.









		Tratamiento fiscal del fondo de comercio financiero		Tratamiento fiscal del fondo de comercio financiero.





		Tratamiento fiscal del fondo de comercio		Tratamiento del fondo de comercio explícito: fondo de comercio desde el punto de vista contable.		FONDO DE COMERCIO DESDE EL PUNTO DE VISTA CONTABLE.





		Tratamiento del fondo de comercio explícito: fondo de comercio desde el punto de vista fiscal.		FONDO DE COMERCIO DESDE UN PUNTO DE VISTA FISCAL.









		Limitación a la deducibilidad de gastos financieros		Introducción

		Directiva de medidas antielusión de 2016

		Limitación general a la deducción de gastos financieros





		Provisiones		Provisiones: marco general.		1. Retribuciones a largo plazo de aportación definida

		2. Retribuciones a largo plazo de prestación definida





		Provisiones contables.

		Provisiones fiscalmente deducibles.

		Provisiones derivadas de obligaciones implícitas o tácitas.

		Provisiones relativas a retribuciones a largo plazo al personal.

		Otras provisiones no deducibles.		A. Provisiones de costes de cumplimiento de contratos.

		B. Provisiones relativas a reestructuraciones.

		C. Riesgo de devoluciones de ventas.

		D. Determinadas retribuciones al personal.

		E. Determinados gastos financieros.

		F. Provisiones relativas a gastos no deducibles.





		Provisión para actuaciones medioambientales.		A. Contenido formal del plan solicitado.

		B. Plazo de solicitud del plan.

		C. Resolución del plan.

		D. Finalización del procedimiento.

		E. Modificación del plan.





		Provisiones técnicas de las entidades aseguradoras.

		Provisiones técnicas de las sociedades de garantía recíproca y de refianzamiento.

		Provisiones para la cobertura de garantías de reparaciones y revisiones.		A. Fundamento.

		B. Cálculo del gasto fiscalmente deducible.





		Provisión por gastos de devoluciones de ventas.





		Aportaciones a sistemas de previsión social		Aportaciones a sistemas de previsión social.





		Factor de agotamiento en actividades de minería		Introducción.

		Ámbito subjetivo

		Modalidades del factor de agotamiento

		Inversión

		Plazo de reinversión

		Plazo para aplicar el factor de agotamiento

		Obligaciones de información e incompatibilidades del factor de agotamiento

		Incumplimiento de requisitos del factor de agotamiento





		Factor de agotamiento en actividades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos		Ámbito de aplicación del factor de agotamiento en actividades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos.

		Plazo para materializar la inversión en el factor de agotamiento en actividades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos.		A. Plazo y actividades en que debe materializarse la inversión.

		B. Concepto de exploración o investigación.

		C. Concepto de explotación.





		Factor de agotamiento en actividades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos: aumento de las reservas de la entidad.

		Factor de agotamiento en actividades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos: obligaciones de información e incompatibilidades.		Incompatibilidades





		Factor de agotamiento en actividades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos: incumplimiento de requisitos.





		Obra benéfico-social de las Cajas de Ahorro		Introducción.

		Requisitos de la obra benéfico-social de las Cajas de Ahorro.

		Beneficios fiscales

		Supuestos a los que también resulta aplicable la regulación de la obra benéfico-social de las Cajas de Ahorro. I. sobre Sociedades de Álava





		Gastos no deducibles		Gastos no deducibles: retribuciones de los fondos propios.		A. Valoración de la operación.

		B. Calificación fiscal de la operación.





		Gastos no deducibles: gasto por la contabilización del Impuesto sobre Sociedades		A. Gasto por el impuesto sobre beneficios.

		B. Ingreso por el impuesto sobre beneficios.





		Gastos no deducibles: multas y sanciones.		A. Multas y sanciones penales y administrativas.

		B. Sanciones que tengan carácter contractual.

		C. Recargos por presentación fuera de plazo.

		D. Recargos del periodo ejecutivo.

		E. Intereses de demora por aplazamiento y fraccionamiento en el pago de deudas tributarias.

		F. Intereses de demora en actas de Inspección.





		Pérdidas del juego.

		Gastos no deducibles: donativos y liberalidades.

		Gastos no deducibles: fondos internos.

		Gastos no deducibles: operaciones con paraísos fiscales.

		Gastos no deducibles: gastos en que se haya incumplido la obligación de no pagar en efectivo.

		Gastos no deducibles: sobornos.

		Gastos no deducibles: gastos de actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico.

		Limitación de la deducibilidad de los gastos de relaciones públicas.

		Limitación de la deducibilidad de los regalos.

		Limitación de la deducibilidad de los gastos derivados de vehículos de turismo, ciclomotores y motocicletas.		i. Reglas generales aplicables a la deducibilidad de gastos relacionados con turismos, ciclomotores y motocicletas.

		ii. Supuestos en los que determinados vehículos destinados a finalidades específicas no cuentan con limitación de gastos deducibles.

		iii. Los vehículos empleados en funciones comerciales.





		Limitación de la deducibilidad de los gastos derivados de embarcaciones y aeronaves.

		Donaciones deducibles.		A. Federaciones deportivas y clubes deportivos.

		B. Otras donaciones deducibles en el Impuesto sobre Sociedades.





		Intereses de préstamos participativos





		Asimetrías híbridas		Introducción.

		Asimetrías de instrumentos financieros híbridos y transferencias híbridas: deducción sin inclusión. Impuesto sobre Sociedades

		Asimetrías de establecimientos permanentes híbridos.		1. Deducción sin inclusión: letras c), d) y f) del primer párrafo del artículo 2.9 de la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016.

		2. Doble deducción: letra g) del primer párrafo del artículo 2.9 de la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016.





		Asimetrías de entidades híbridas		1. Deducción sin inclusión:

		2. Doble deducción. Entidad que soporta el gasto es híbrida.





		Asimetría de doble residencia: doble deducción.

		Asimetrías importadas.

		Asimetría de establecimiento permanente no computado: doble no inclusión.

		Transferencias híbridas: deducción sin inclusión		1. 1. Deducción sin inclusión

		2. Generación de un crédito fiscal plural (doble aprovechamiento de retenciones).





		Asimetrías híbridas invertidas: doble no inclusión

		Mecanismos estructurados y partes vinculadas

		Otros aspectos





		Normas especiales en materia de gastos		Introducción

		Normas especiales en materia de gastos para las sociedades patrimoniales. Regla general de cómputo de gastos a efectos de la determinación de la base imponible.

		Normas especiales en materia de gastos para las sociedades patrimoniales. Gastos deducibles del rendimiento del capital inmobiliario procedente de viviendas.

		Normas especiales en materia de gastos para las sociedades patrimoniales. Gastos deducibles de otros rendimientos del capital inmobiliario.

		Normas especiales en materia de gastos para las sociedades patrimoniales. Minoración para la determinación del rendimiento del capital mobiliario procedente de dividendos y participaciones en beneficios.

		Normas especiales en materia de gastos para las sociedades patrimoniales. Integración y compensación de rentas en la base imponible.

		Normas especiales en materia de gastos para las sociedades patrimoniales. Activos financieros mantenidos para negociar.

		Normas especiales en materia de gastos para las sociedades patrimoniales. Amortizaciones

		Normas especiales en materia de gastos para las entidades parcialmente exentas.

		Normas especiales en materia de gastos para las microempresas.

		Utilización de la propiedad intelectual o industrial desarrollada por la empresa en su proceso productivo

		Medidas de apoyo a arrendamientos de locales dedicados al desarrollo de actividades económicas especialmente afectadas como consecuencia de la Covid-19.









		Capítulo III. Correcciones en materia de ingresos		Eliminación de la doble imposición en dividendos y participaciones en beneficios		Introducción.

		Requisitos para la aplicación de la exención por doble imposición: Grado de participación en la entidad participada.

		Requisitos para la aplicación de la exención por doble imposición: tributación por el Impuesto sobre Sociedades o por un impuesto comparable al Impuesto sobre Sociedades.

		Requisitos para la aplicación de la exención por doble imposición: Rentas procedentes de actividades empresariales.

		Eliminación de la doble imposición en dividendos y participaciones en beneficios. No integración parcial para participaciones en entidades residentes.

		Rentas que no tienen derecho a la exención para evitar la doble imposición.		A. Asimetrías híbridas.

		B. Entidades participadas con reducida tributación.

		C. Dividendos distribuidos por sociedades patrimoniales.

		D. Dividendos percibidos por sociedades patrimoniales.

		E. Contratos de préstamos de valores.





		Dividendos repartidos por entidades sometidas al régimen de inclusión en la base imponible de determinadas rentas obtenidas por entidades no residentes.

		Eliminación de la doble imposición en dividendos y participaciones en beneficios en el caso de distribución de reservas.

		Obligaciones de información.





		Eliminación de la doble imposición en rentas obtenidas por la transmisión de la participación en entidades		Requisitos para la aplicación de la eliminación de la doble imposición en rentas obtenidas por la transmisión de la participación en entidades.		a) Porcentaje de participación

		b) Sometimiento al Impuesto sobre Sociedades o a un impuesto de naturaleza idéntica o análoga.

		c) Rentas procedentes de la realización de actividades empresariales





		Eliminación de la doble imposición de rentas que procedan de liquidación de sociedades.

		Eliminación de la doble imposición de rentas que procedan de la separación de socios.

		Eliminación de la doble imposición de rentas que procedan de la adquisición de acciones o participaciones propias para su amortización.

		Eliminación de la doble imposición de rentas que procedan de operaciones de fusión, escisión total y cesión global del activo y pasivo con disolución sin liquidación de sociedades.

		Supuestos de aplicación parcial del método de exención para evitar la doble imposición.		A. El contribuyente hubiera efectuado alguna corrección de valor sobre la participación transmitida que hubiera resultado fiscalmente deducible.

		B. Cuando la participación en la entidad hubiera sido previamente transmitida por otra entidad que reúna las circunstancias a que se refiere el artículo 42 del Código de Comercio para formar parte de un mismo grupo de sociedades con el contribuyente, habiendo obtenido una renta negativa que se hubiera integrado en la base imponible del Impuesto.

		C. La participación transmitida se hubiera beneficiado del diferimiento de tributación previsto en el Capítulo VII del Título VI de la Norma Foral relativo a fusiones, escisiones, aportaciones de activos, canje de valores y cesiones globales del activo y del pasivo.





		Renta negativa en la transmisión de la participación.

		Rentas positivas en determinadas participaciones en entidades residentes.		A. Importe de la exención.

		B. Condiciones de la entidad participada.

		C. Condiciones de la participación.





		Sociedades patrimoniales.

		Obligaciones de información.

		Régimen de las participaciones a que se refiere el artículo 66 bis de la NFIS





		Rentas obtenidas por establecimientos permanentes		Rentas obtenidas por establecimientos permanentes.		Obligaciones de información









		Reinversión de beneficios extraordinarios		Elementos patrimoniales amparados en el régimen.		ELEMENTOS PATRIMONIALES AMPARADOS EN EL RÉGIMEN





		Operaciones en las que la renta obtenida puede acogerse a la exención por reinversión.		OPERACIONES EN LAS QUE LA RENTA OBTENIDA PUEDE ACOGERSE A LA EXENCIÓN POR REINVERSIÓN





		Elementos en los que debe materializarse la reinversión.		ELEMENTOS EN LOS QUE DEBE MATERIALIZARSE LA REINVERSIÓN





		Renta exenta.		a. Pérdidas por deterioro del valor computadas sobre el elemento transmitido.

		b. Deducción del activo intangible.

		c. Libertad de amortización, amortización acelerada o amortización conjunta.





		Importe de la reinversión.

		Plazo de reinversión.		a. Plazo general.

		b. Planes de reinversión.

		a. Contenido del plan especial solicitado.

		b. Plazo de solicitud.

		c. Resolución.

		d. Finalización.

		e. Incumplimiento del plan especial de reinversión aprobado por la Administración tributaria.





		Mantenimiento de los elementos objeto de la reinversión.		a. Plazo de mantenimiento.

		b. Supuestos donde no se entiende incumplido el requisito de mantenimiento.

		c. Efectos de la transmisión del elemento patrimonial.





		Incumplimiento de la reinversión.

		Obligaciones formales.

		Régimen fiscal de las transmisiones de activos realizadas en cumplimiento de disposiciones con rango de Ley y de la normativa de defensa de la competencia.





		Reducción por explotación de propiedad intelectual o industrial		Introducción.

		Contenido de la reducción por explotación de propiedad intelectual o industrial.

		Requisitos para la reducción

		Casos particulares.

		Ejercicios en los que se obtienen rentas negativas

		Régimen transitorio de la no integración de rentas derivadas de la cesión de propiedad intelectual o industrial





		Entidades parcialmente exentas		Rentas exentas.		A. Las que procedan de la realización de actividades que constituyan su objeto social o finalidad específica.

		B. Las rentas derivadas de adquisiciones y transmisiones a título lucrativo, siempre que unas y otras se obtengan o realicen en cumplimiento de su objeto o finalidad específicas.

		C. Los que se pongan de manifiesto en la transmisión onerosa de bienes afectos a la realización del objeto social o finalidad específica cuando el total de producto obtenido se destine a nuevas inversiones relacionadas con dicho objeto social o finalidad específica.





		Rentas no exentas.		A. Rendimientos derivados del ejercicio de explotaciones económicas.

		B. Rendimientos derivados del patrimonio.

		C. Rentas obtenidas en transmisiones onerosas que no estén exentas al amparo del artículo 38.1.









		Otras correcciones en materia de ingresos		Exención por la prestación de servicios públicos locales.		A. Ámbito subjetivo: entidades que pueden aplicar la bonificación.

		B. Ámbito objetivo: rentas sobre las que se aplica la exención.





		Rentas sujetas a retención.		A. Rentas devengadas de relaciones contractuales.

		B. Rentas legalmente establecidas satisfechas por el sector público.





		Determinados préstamos participativos.

		Obra benéfico-social de las Cajas de Ahorros.

		Determinadas rentas que no se integran en la base imponible.		A. Ayudas públicas.





		Provisiones no aplicadas a su finalidad.

		Partidos políticos

		Sociedades patrimoniales.

		Otras correcciones en materia de gastos. Rentabilidad por la participación en proyectos de investigación, desarrollo e innovación tecnológica. I. sobre Sociedades de Alava









		Capítulo IV. Correcciones en materia de reglas de valoración y medidas antiabuso		Reglas de valoración: Regla general y reglas especiales en los supuestos de transmisiones lucrativas y operaciones societarias		Precio de adquisición y coste de producción.		1. Coste histórico o coste

		2. Valor razonable

		3. Valor neto realizable

		4. Valor actual

		5. Valor en uso

		6. Costes de venta

		7. Coste amortizado

		8. Costes de transacción atribuibles a un activo o pasivo financiero

		9. Valor contable o en libros

		10. Valor residual

		A. Precio de adquisición.

		B. Coste de producción.

		C. Regla especial de valoración.

		D. Operaciones entre entidades vinculadas y el valor normal de mercado.





		Reglas de valoración de los activos: revalorizaciones contables.		A. Revalorizaciones contables voluntarias.

		B. Revalorizaciones voluntarias amparadas por una norma legal.





		Reglas de valoración de las transmisiones a Título lucrativo.		A. Transmisiones gratuitas.

		B. Tratamiento contable.

		C. Tratamiento fiscal.





		Reglas de valoración de las adquisiciones a Título lucrativo.		A. Tratamiento contable.

		B. Tratamiento fiscal.

		C. Subvenciones.





		Reglas de valoración de las aportaciones no dinerarias.		A. Valoración contable de la operación.

		B. Valoración fiscal de la operación.

		C. Corrección de la depreciación monetaria.

		D. Reinversión de beneficios extraordinarios.

		E. Aportaciones para compensar pérdidas.

		F. Aportaciones de ramas de actividad y aportaciones no dinerarias especiales.

		G. Depreciación de la participación percibida.





		Reglas de valoración de la disolución y liquidación de sociedades.		A. Aspectos contables.

		B. Aspectos fiscales.





		Reglas de valoración de la separación de socios		A. Sociedad.

		B. Socios.





		Reglas de valoración de la reducción de capital con devolución de aportaciones.		A. Aspectos contables.

		B. Aspectos fiscales.





		Reglas de valoración de la reducción de capital sin devolución de aportaciones.		A. Sociedad.

		B. Socios.





		Reglas de valoración del reparto de la prima de emisión		A. Aportación de la prima de emisión.

		B. Distribución de la prima de emisión.





		Reglas de valoración de la distribución de beneficios.		A. Distribución dineraria.

		B. Distribución no dineraria.

		C. Distribución de dividendos procedentes de beneficios generados antes de la fecha de adquisición de la participación.





		Reglas de valoración de la fusión, absorción y escisión total o parcial		A. Sociedad.

		B. Socios.





		Reglas de valoración de la permuta.		A. Aspectos contables.

		B. Aspectos fiscales.





		Reglas de valoración del canje o conversión.		A. Canje.

		B. Conversión.

		C. Aspectos contables.

		D. Aspectos fiscales.





		Valor normal de mercado.		A. Precio comparable de mercado.

		B. Coste de producción incrementado.

		C. Precio de reventa minorado.

		D. Distribución del resultado conjunto de la operación.

		E. Margen neto del conjunto de operaciones.





		Reglas de valoración de las transmisiones en las que no se genera renta a efectos fiscales

		Corrección de la depreciación monetaria.		A. Elementos cuyas rentas se corrigen por la inflación en su transmisión.

		B. Operaciones que generan la renta monetaria.

		C. Tipo de renta.

		D. Procedimiento de determinación de la renta monetaria.

		E. Procedimiento en el caso de que el elemento transmitido haya sido actualizable al amparo de la normativa foral de Actualización de Balances para 1996 o de la de 2012.





		Actualización de Balances de 2012.		A) Objeto y ámbito de aplicación.

		B) Principios generales.

		C) Elementos objeto de actualización.

		D) Momento y forma de contabilización de la actualización.

		E) Efectos fiscales respecto de los bienes objeto de actualización.

		F) Gravamen único de actualización.

		G) Saldo de la cuenta de reserva de actualización.





		Capitalización de créditos

		Procedimientos concursales





		Cambios de residencia y traslado de elementos patrimoniales a establecimientos permanentes situados en el extranjero		Cambio de residencia y cese de establecimiento permanente.		A. Cambio de la residencia fuera del territorio español.

		B. Traslado de elementos patrimoniales a establecimientos permanentes situados en el extranjero.





		Régimen de diferimiento para traslados a la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo





		Tratamiento de las operaciones entre personas o entidades vinculadas: Reglas generales		Introducción

		Declaración espontánea del valor de mercado

		Facultad de comprobación administrativa

		Personas o entidades vinculadas		A. Una entidad y sus socios o partícipes.

		B. Una entidad y sus consejeros o administradores, salvo en lo correspondiente a la retribución por el ejercicio de sus funciones.

		C. Una entidad y los cónyuges, parejas de hecho constituidas conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2003, de 7 mayo, o personas unidas por relaciones de parentesco, en línea directa o colateral, por consanguinidad, afinidad o por la relación que resulte de la constitución de aquélla, hasta el tercer grado de los socios o partícipes, consejeros o administradores.

		D. Entidades que pertenezcan a un grupo de sociedades.

		E. Una entidad y los consejeros o administradores de otra entidad, cuando ambas entidades pertenezcan a un grupo.

		F. Una entidad y otra entidad participada por la primera indirectamente en, al menos, el 25 por 100 del capital social o de los fondos propios.

		G. Dos entidades en las cuales los mismos socios, partícipes o sus cónyuges, parejas de hecho constituidas conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2003, de 7 mayo, o personas unidas por relaciones de parentesco, en línea directa o colateral, por consanguinidad, afinidad o por la relación que resulte de la constitución de aquélla, hasta el tercer grado, participen, directa o indirectamente en, al menos, el 25 por 100 del capital social o los fondos propios.

		H. Una entidad residente en territorio español y sus establecimientos permanentes en el extranjero.

		I. Una entidad no residente en territorio español y sus establecimientos permanentes en el mencionado territorio.

		J. Dos entidades que formen parte de un grupo que tribute en el régimen de los grupos de sociedades cooperativas.





		Métodos para determinar el valor de mercado		A. Método del precio libre comparable.

		B. Método del coste incrementado,

		C. Método del precio de reventa minorado.

		D. Método de la distribución del resultado.

		E. Método del margen neto del conjunto de operaciones.









		Tratamiento de las operaciones entre personas o entidades vinculadas: Obligaciones de documentación		Introducción

		Principios generales		A. La documentación relativa al grupo al que pertenezca el obligado tributario.

		B. La documentación del obligado tributario.





		Excepciones generales a la obligación de documentación de las operaciones vinculadas		No será exigible la documentación que estamos explicando en relación con las siguientes operaciones vinculadas:





		Excepción general por cuantía

		Excepciones para pequeñas y medianas empresas en relación con la obligación de documentación de las operaciones vinculadas		A) EXONERACIÓN GENERAL LIMITADA PARA PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS.

		B) EXONERACIÓN CONDICIONADA PARA DETERMINADAS OPERACIONES.

		C) EXONERACIÓN CONDICIONADA ROGADA PARA DETERMINADAS OPERACIONES.





		Obligación de documentación del grupo

		Obligación de documentación del obligado tributario

		Reducción de obligaciones para determinados contribuyentes

		Documentación país por país





		Tratamiento de las operaciones entre personas o entidades vinculadas: Prestaciones de servicios intra-grupo y acuerdos de reparto de costes		Prestaciones de servicios intra-grupo

		Acuerdos de reparto de costes





		Tratamiento de las operaciones entre personas o entidades vinculadas: Criterios de interpretación y normas de procedimiento		Normas de interpretación

		Acuerdos previos de valoración. Introducción.

		Acuerdos previos de valoración entre personas o entidades vinculadas		a. Actuaciones previas.

		b. Sujetos que pueden formular estas propuestas.

		c. Presentación de la propuesta. Documentación.

		d. Inadmisión de la propuesta.

		e. Examen de la propuesta.

		f. Resolución.

		g. Finalización.

		h. Aprobación de la propuesta.

		i. Recursos.





		Efectos de la aprobación de la propuesta de acuerdo de valoración

		Solicitud de valoración de operaciones vinculadas a otras Administraciones Tributarias

		Modificación de la propuesta de acuerdo previo de valoración de operaciones vinculadas		a. Modificación por iniciativa de los contribuyentes.

		b. Modificación por iniciativa de la Administración.

		c. Finalización del procedimiento.

		d. Revocación de la propuesta.

		e. Desestimación de la modificación de la propuesta.





		Información y prórroga de la aplicación de la propuesta de acuerdo previo de valoración de operaciones vinculadas

		Procedimiento para la valoración de operaciones vinculadas por otras Administraciones tributarias

		Tratamiento de la diferencia de valoración en las operaciones vinculadas

		Transferencia de rentas de la Sociedad al Socio		a. Socio persona jurídica.

		b. Socio persona física.

		c. Socio persona física o jurídica no residente en territorio español.





		Transferencia de rentas del Socio a la Sociedad		a. Socio persona jurídica.

		b. Socio persona física.

		c. Socio persona física o jurídica no residente en territorio español.





		Transferencia de renta de la Sociedad a los Administradores

		Transferencia de rentas de la Sociedad a personas vinculadas con los socios

		Transferencia de rentas entre sociedades del mismo grupo

		Inaplicación del ajuste secundario

		Operaciones entre personas o entidades vinculadas: procedimiento de comprobación administrativa

		Resolución de situaciones de doble imposición internacional





		Tratamiento de las operaciones entre personas o entidades vinculadas: régimen sancionador		Régimen de infracciones y sanciones		A. Infracciones tributarias.

		B. Sanciones tributarias

		C. Ausencia de responsabilidad tributaria

		D. Compatibilidad





		Contabilidad de las operaciones vinculadas





		Subcapitalización		Fundamento

		Condiciones para la aplicación de la norma de subcapitalización		A. Debe existir una vinculación entre la entidad prestataria con la entidad prestamista.

		B. La entidad prestataria debe estar endeudada, directa o indirectamente, con la entidad prestamista, siendo dicho endeudamiento remunerado.

		C. El importe de dicho endeudamiento debe ser superior a tres veces la cifra del patrimonio neto a efectos fiscales de la entidad prestataria.









		Inclusión en la base imponible de determinadas rentas positivas obtenidas por entidades no residentes y establecimientos permanentes situados en el extranjero		Introducción

		Participación en la entidad no residente

		Tributación de la entidad instrumental no residente o del establecimiento permanente

		Rentas objeto de inclusión

		Rentas que no son objeto de inclusión

		Determinación de las rentas objeto de inclusión

		Período impositivo en el que se incluyen las rentas

		Deducciones de la cuota íntegra		A. Los impuestos o gravámenes de naturaleza idéntica o análoga al Impuesto sobre Sociedades efectivamente satisfechos en la parte que corresponda a la renta positiva incluida en la base imponible.

		B. El impuesto o gravamen efectivamente satisfecho en el extranjero por razón de la distribución de los dividendos o participaciones en beneficios en la parte que corresponda a la renta positiva incluida con anterioridad en la base imponible.





		Presunciones

		Obligaciones formales

		Sociedades residentes en la Unión Europea o en el Espacio Económico Europeo

		Instituciones de Inversión Colectiva





		Operaciones realizadas con o por personas o entidades residentes en paraísos fiscales		Regulación normativa

		Obligaciones de documentación





		Efectos de la sustitución del valor contable por el valor normal de mercado		Valor normal de mercado		A. Operaciones vinculadas.

		B. Operaciones con paraísos fiscales.

		C. Operaciones a que se refiere el artículo 40 de la Norma Foral.





		Entidad en la que procede el ajuste, importe y signo del mismo

		Criterios de integración en la base imponible de la entidad adquirente de la diferencia entre el valor de mercado y el valor contable. Elementos del activo corriente.

		Criterios de integración en la base imponible de la entidad adquirente de la diferencia entre el valor de mercado y el valor contable. Elementos patrimoniales no amortizables integrantes del activo no corriente.

		Criterios de integración en la base imponible de la entidad adquirente de la diferencia entre el valor de mercado y el valor contable. Elementos patrimoniales amortizables integrantes del activo no corriente.

		Criterios de integración en la base imponible de la entidad adquirente de la diferencia entre el valor de mercado y el valor contable. Servicios.









		Capítulo V. Correcciones en materia de aplicación del resultado		La compensación para fomentar la capitalización empresarial

		La Reserva Especial para la Nivelación de Beneficios

		La Reserva Especial para el Fomento del Emprendimiento y el Reforzamiento de la Actividad Productiva

		Reglas comunes a las correcciones en materia de aplicación del resultado.





		Capítulo VI. Normas comunes sobre imputación temporal e inscripción contable		Imputación temporal. Inscripción contable de ingresos y gastos		Principio de devengo

		Criterio de imputación diferente al devengo.

		Procedimiento de aprobación de criterios de imputación temporal de ingresos y gastos diferentes al devengo		a. Solicitud.

		b. Plazo de solicitud.

		c. Resolución.

		d. Finalización.





		Principio de registro contable.		A. Gasto contabilizado en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas.

		B. Gasto contabilizado contra una cuenta de reservas.





		Errores contables		A. Regla general.

		B. Reglas especiales.





		Operaciones a plazos o con precio aplazado

		Fondos internos

		Reversión del deterioro del valor		A. Elemento se deprecia y el mismo no se transmite a terceros.

		B. Elemento se deprecia y se transmite posteriormente a una entidad vinculada.

		C. Elemento se transmite generándose una pérdida en la transmisión, adquiriéndose posteriormente dicho elemento por la misma sociedad o una entidad vinculada a ella.





		Adquisición de elementos a Título lucrativo

		Provisiones no aplicadas a su finalidad

		Contratos de seguro en los que se asume el riesgo de la inversión (tributación de los "Unit Linked").

		Imputación temporal: quitas y esperas

		Imputación temporal: gestoras de fondos de inversión alternativos.

		Imputación temporal: asimetrías híbridas.









		Capítulo VII. Compensación de bases imponibles negativas		Introducción

		Plazo de compensación de bases imponibles negativas.

		Regla especial para entidades de nueva creación

		Limitación a la compensación de bases imponibles negativas

		Régimen transitorio

		Compensación de bases imponibles negativas en el caso de entidades de exploración, investigación y explotación de hidrocarburos

		Compensación de bases imponibles negativas por sociedades patrimoniales. I. sobre Sociedades









		Título V. DEUDA TRIBUTARIA		Capítulo I. Tipo de gravamen, cuota íntegra, cuota efectiva y tributación mínima		Tipo de gravamen, cuota íntegra, cuota efectiva y tributación mínima		Tipos de gravamen del Impuesto sobre Sociedades		A. Tipo general.

		B. Tipos diferentes al general.





		Cuota íntegra, cuota líquida y cuota efectiva		1. Cuota íntegra.

		2. Cuota líquida.

		3. Cuota efectiva.





		Tributación mínima

		Esquema de liquidación









		Capítulo II. Deducciones de la cuota íntegra		Introducción. Deducciones de la cuota íntegra. Alava

		Deducción para evitar la doble imposición		Deducción para evitar la doble imposición jurídica internacional		A. Contribuyentes que pueden aplicar la deducción.

		B. Esquema de la deducción.

		C. Agrupación de rentas.





		Deducción para evitar la doble imposición económica interna e internacional		A. Importe de la deducción.

		B. Requisitos.

		C. Sociedades patrimoniales.





		Deducción para evitar la doble imposición: deducción alternativa para determinados dividendos de entidades no residentes

		Deducción para evitar la doble imposición jurídica internacional: deducción para las rentas incluidas en la base imponible provenientes de determinadas entidades no residentes

		Deducciones no practicadas por insuficiencia de cuota





		Otras deducciones de la cuota íntegra		Deducción por reversión de medidas temporales

		Deducción TicketBAI		Gastos e inversiones incentivados

		Base de la deducción

		Porcentaje de deducción

		Incompatibilidades

		Deducción TicketBAI incrementada

		Otros aspectos de la deducción TicketBAI













		Capítulo III. Otras deducciones		Deducción por inversiones en activos no corrientes nuevos		Características de los activos

		Contabilización de las inversiones

		Volumen de la inversión

		Base y porcentaje de la deducción

		Pérdida de la deducción

		Incompatibilidad





		Deducción por inversión en bicicletas urbanas		Deducción por inversión en bicicletas urbanas





		Deducción por inversión en puntos de recarga de vehículos eléctricos		Deducción por inversión en puntos de recarga de vehículos eléctricos





		Deducción por actividades de investigación y desarrollo		Conceptos de investigación y desarrollo		a. Investigación básica.

		b. Investigación aplicada

		c. Desarrollo experimental

		d. Software avanzado





		Base de la deducción		A. Importe de los gastos de I+D.

		B. Lugar de realización de la actividad de I+D.

		C. Actividad realizada por el propio contribuyente o por encargo a un tercero.

		D. Percepción de subvenciones por la actividad de I+D.

		E. Compatibilidad con las bonificaciones de cotizaciones a la Seguridad Social a favor del personal investigador.





		Porcentajes de deducción





		Deducción por actividades de innovación tecnológica		Concepto de innovación tecnológica

		Base de la deducción		A. Gastos en actividades de innovación tecnológica.

		B. Lugar de realización de la actividad de innovación tecnológica.

		C. Actividad realizada por el propio contribuyente o por encargo a un tercero.

		D. Percepción de subvenciones por la actividad de innovación tecnológica.





		Porcentajes de deducción





		Exclusiones al concepto de investigación y desarrollo e innovación tecnológica y reglas interpretación y aplicación de las deducciones		Exclusiones al concepto de investigación y desarrollo e innovación tecnológica		a. Las actividades que no impliquen una novedad científica o tecnológica significativa.

		b. Actividades de producción industrial y provisión de servicios, o de distribución de bienes y servicios.

		c. La prospección en materia de ciencias sociales y la exploración e investigación de minerales e hidrocarburos.





		Conceptos expresamente excluidos de la base de las deducciones reguladas en los artículos 62 y 63

		Aplicación de las deducciones de investigación y desarrollo e innovación tecnológica





		Participación en proyectos de investigación y desarrollo o innovación tecnológica		Introducción

		Régimen de transferencia de la deducción

		Condiciones		Contrato de financiación

		Otras





		Límite de cuota y tributación mínima

		Obligaciones formales

		Participación en proyectos de investigación y desarrollo o innovación tecnológica desarrollados por microempresas o pequeñas empresas. Impuesto sobre Sociedades Álava





		Deducción por inversiones y gastos vinculados a proyectos que procuren el desarrollo sostenible, la conservación y mejora del medio ambiente y el aprovechamiento más eficiente de fuentes de energía		Inversiones realizadas en los equipos incluidos en el Listado Vasco de Tecnologías Limpias		A. Definición del incentivo fiscal.

		B. Base de la deducción

		C. Incompatibilidades.

		D. Aplicación de la deducción.





		Inversiones en activos no corrientes y gastos incurridos en la limpieza de suelos contaminados		A. Definición del incentivo fiscal.

		B. Base de la deducción

		C. Incompatibilidades.

		D. Aplicación de la deducción.





		Deducción por inversiones y gastos vinculados a proyectos que procuren el desarrollo sostenible, la conservación y mejora del medio ambiente y el aprovechamiento más eficiente de fuentes de energía		A. Definición del incentivo fiscal.

		B. Base de la deducción

		C. Incompatibilidades.

		D. Aplicación de la deducción.









		Deducción por creación de empleo (desde el 01-01-18)		Deducción por creación de empleo general		A. Cuantía de la deducción.

		B. Requisitos generales de la deducción.





		Deducción por creación de empleo para colectivos con especiales dificultades de inserción en el mercado de trabajo		A. Definición de los colectivos.

		B. Incrementos de plantilla.





		Supuestos de fusión, escisión y transformación de empresas

		Entidades vinculadas

		Incumplimiento de los requisitos





		Deducción por creación de empleo (hasta el 31-12-17)		Deducción por creación de empleo general		A. Cuantía de la deducción.

		B. Requisitos generales de la deducción.





		Deducción por creación de empleo para colectivos con especiales dificultades de inserción en el mercado de trabajo		A. Definición de los colectivos.

		B. Incrementos de plantilla.





		Supuestos de fusión, escisión y transformación de empresas

		Entidades vinculadas

		Incumplimiento de los requisitos





		Deducción por inversión en microempresas, pequeñas o medianas empresas de nueva o reciente creación, innovadoras o vinculadas con la economía plateada		Introducción. Deducción por inversión en microempresas, pequeñas o medianas empresas de nueva o reciente creación, innovadoras o vinculadas con la economía plateada.

		Base de la deducción. Deducción por inversión en microempresas, pequeñas o medianas empresas de nueva o reciente creación, innovadoras o vinculadas con la economía plateada

		Porcentaje de deducción. Deducción por inversión en microempresas, pequeñas o medianas empresas de nueva o reciente creación, innovadoras o vinculadas con la economía plateada

		Requisitos de la entidad objeto de la inversión. Certificado acreditativo. Deducción por inversión en microempresas, pequeñas o medianas empresas de nueva o reciente creación, innovadoras o vinculadas con la economía plateada.

		Otros aspectos de la deducción. Deducción por inversión en microempresas, pequeñas o medianas empresas de nueva o reciente creación, innovadoras o vinculadas con la economía plateada





		Normas comunes a las deducciones previstas en este Capítulo		Límite de las deducciones

		Plazos de aplicación

		Base de las deducciones		A. Regla general

		B. Límite

		C. Bienes inmuebles

		D. Subvenciones

		E. Requisito de contabilización y reforma contable





		Devengo de las deducciones

		Requisito de mantenimiento		A. Plazo de mantenimiento de la inversión.

		B. Regularización por incumplimiento del requisito de mantenimiento de la inversión.





		Incompatibilidades

		Orden de aplicación de las deducciones

		Aplicación de las deducciones a las cuotas espontáneamente declaradas

		Sociedades patrimoniales





		Otras deducciones		Incentivos para el fomento de la cultura		I. Deducción por inversiones en producciones cinematográficas y audiovisuales.

		II. Deducción por inversiones en la edición de libros.

		III. Normas comunes.





		Deducciones por actividades de mecenazgo		I. Actividades prioritarias de mecenazgo.

		II. Programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés público.





		Deducciones extraordinarias COVID-19, en 2020 y 2021		1. Deducción extraordinaria por inversión en microempresas, pequeñas o medianas empresas

		2. Deducción por adquisición de materiales de limpieza, desinfección y otros elementos para garantizar la seguridad sanitaria en Álava.

		3. Deducción extraordinaria para el apoyo a la reanudación del desarrollo de actividades económicas especialmente afectadas como consecuencia de la COVID-19.

		4. Deducción por participación en proyectos de investigación y desarrollo o innovación tecnológica desarrollados por microempresas o pequeñas empresas.





		Deducciones derogadas









		Capítulo IV. Deducción de los pagos a cuenta		Deducción de las retenciones e ingresos a cuenta		Los pagos fraccionados

		Deducción de las retenciones, ingresos a cuenta y pagos fraccionados













		Título VI. Regímenes tributarios especiales		Capítulos I Y II. Definición y regímenes tributarios especiales en particular		Definición y listado de regímenes especiales

		Regímenes incluidos en el régimen general		a) Régimen especial de las pequeñas y medianas empresas.

		b) Sociedades patrimoniales.

		c) Régimen Fiscal de la Minería.

		d) Régimen Fiscal de la Investigación y Explotación de Hidrocarburos

		e) Transparencia Fiscal Internacional

		f) Régimen Fiscal de determinados contratos de arrendamiento financiero

		g) Régimen de las Entidades Parcialmente Exentas

		h) Régimen de las Entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas.





		Entidades de tenencia de determinados valores.		a. Objeto social

		b. Valores nominativos.

		c. Régimen rogado.

		d. Rentas obtenidas por las Entidades de Tenencia de Determinados Valores.

		e. Distribución de beneficios.

		f. Transmisión de la participación.

		g. Aportación no dineraria de valores extranjeros.

		h. Imposición mínima.

		i. Incompatibilidades.

		j. Régimen transitorio.





		Regímenes especiales derogados: SOCIMI

		Regímenes especiales derogados: Sociedades de Promoción de Empresas		RÉGIMEN TRANSITORIO TRAS LA DEROGACIÓN EN LOS TERRITORIOS HISTÓRICOS DE ÁLAVA Y DE BIZKAIA.









		Capítulo III. Agrupaciones de interés económico, españolas y europeas y Uniones Temporales de Empresas		Agrupaciones de interés económico españolas		Tributación de las Agrupaciones de interés económico españolas: socios residentes en territorio español		SOCIOS RESIDENTES EN TERRITORIO ESPAÑOL





		Tributación de las Agrupaciones de interés económico españolas: socios NO residentes en territorio español		SOCIOS NO RESIDENTES EN TERRITORIO ESPAÑOL.





		Obligaciones de información de carácter fiscal

		Obligaciones de información de carácter mercantil





		Agrupaciones europeas de interés económico		Régimen fiscal de las agrupaciones europeas de interés económico

		Régimen fiscal de los socios de las agrupaciones europeas de interés económico residentes en territorio español		a. Socios residentes en territorio español.

		b. Socios residentes en el extranjero.





		Régimen fiscal de los socios de las agrupaciones europeas de interés económico residentes en el extranjero		a. Socios residentes en territorio español.

		b. Socios no residentes en territorio español.





		Pérdida del régimen fiscal de las agrupaciones europeas de interés económico

		Agrupaciones europeas de interés económico: obligaciones contables y de información





		Uniones temporales de empresas		Requisitos de las uniones temporales de empresas.		A. Empresas miembros.

		B. Objeto de la unión temporal.

		C. Duración.

		D. Constitución.





		Régimen tributario en el Impuesto sobre Sociedades de las UTES		A. Empresas miembros residentes en territorio español.

		B. Empresas miembros no residentes en territorio español.

		C. Declaración del Impuesto sobre Sociedades.

		D. Obligaciones contables.

		E. Obligaciones de información.





		Uniones temporales de empresas que operan en el extranjero

		Empresas españolas miembros de uniones temporales extranjeras

		Pérdida del régimen especial

		Uniones temporales de empresas que no cumplen los requisitos establecidos en la Ley 18/1982, de 26 de mayo





		Criterios de imputación e identificación de socios o empresas miembros		Socios que deben soportar la imputación

		Criterio temporal de imputación a los socios de AIEs y UTEs		A. Los socios son agrupaciones de interés económico, españolas o europeas, o uniones temporales de empresas.

		B. Los socios no son agrupaciones de interés económico, españolas o europeas, o uniones temporales de empresas.





		Criterios temporales específicos de imputación a los socios en el caso de UTEs		A. Los socios son agrupaciones de interés económico, españolas o europeas, o uniones temporales de empresas.

		B. Los socios no son agrupaciones de interés económico, españolas o europeas, o uniones temporales de empresas.





		Identificación de socios o empresas miembros









		Capítulo IV. Sociedades y Fondos de Capital-riesgo		Sociedades y Fondos de Capital-riesgo		Concepto

		Régimen de las plusvalías y los dividendos obtenidos por las Entidades de Capital Riesgo.		A. Plusvalías de cartera

		B. Dividendos





		Régimen fiscal de los socios de las Entidades de capital-riesgo









		Capítulo V. Instituciones de Inversión Colectiva		Tributación de las Instituciones de Inversión Colectiva		Tributación de las Instituciones de Inversión Colectiva		A. Sociedades de inversión de capital variable (SICAV)

		B. Fondos de Inversión

		C. Sociedades y fondos de inversión inmobiliaria









		Tributación de los socios o partícipes de las instituciones de inversión colectiva		Tributación de los socios o partícipes personas jurídicas de las instituciones de inversión colectiva		A. Distribución de beneficios.

		B. Transmisión de la participación.





		Tributación de los socios o partícipes personas físicas de las instituciones de inversión colectiva		A. Distribución de dividendos.

		B. Transmisión de la participación.









		Tributación de los Fondos de inversión a largo plazo europeos		Tributación de los Fondos de inversión a largo plazo europeos en Álava		Fondos europeos para el impulso de la economía

		Procedimiento de reconocimiento









		Tributación de los socios o partícipes de las instituciones de inversión colectiva constituidas en países o territorios considerados como paraísos fiscales		Tributación de los socios o partícipes de las instituciones de inversión colectiva constituidas en países o territorios considerados como paraísos fiscales		1. Socios o partícipes personas jurídicas.

		2. Socios o partícipes personas físicas













		Capítulo VI. Régimen de Consolidación Fiscal		Definición		Definición		1. Antecedentes

		2. Diferencias con el régimen anterior a 1996.

		3. Características.









		Contribuyente		Contribuyente

		Representación del grupo

		Prescripción





		Responsabilidades tributarias derivadas de la aplicación del régimen de consolidación fiscal		Responsabilidades tributarias derivadas de la aplicación del régimen de consolidación fiscal		1. Responsabilidad por la deuda tributaria del grupo.

		2. Responsabilidad por las infracciones tributarias.









		Definición del grupo fiscal. Sociedad dominante. Sociedades dependientes		Concepto de grupo fiscal		A. Forma jurídica.

		B. Residencia.





		Concepto de sociedad dominante		A. Participación sobre las dependientes.

		B. No ser dependiente de ninguna entidad que reúna los requisitos para ser considerada como dominante.

		C. No estar sometida al régimen especial de las agrupaciones de interés económico, españolas y europeas, y de uniones temporales de empresas o no tener la condición de sociedad patrimonial.

		D. Otros supuestos de entidad dominante.





		Concepto de sociedad dependiente

		Causas de exclusión de entidades del grupo fiscal		A. Estar exenta en el Impuesto sobre Sociedades.

		B. Estar en situación de concurso al cierre del período impositivo.

		C. Estar incursa en la situación de desequilibrio patrimonial prevista en la letra d) del apartado 1 del artículo 363 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital.

		D. Tener un tipo de gravamen diferente al de la entidad representante del grupo fiscal.

		E. Ejercicio social diferente.





		Extinción del grupo fiscal		A. Supuesto general.

		B. Supuesto especial.





		Los grupos fiscales y el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco		A. Grupos fiscales sujetos al régimen de consolidación fiscal foral.

		B. Grupos fiscales sujetos al régimen de consolidación fiscal común.





		Ejercicio indirecto de la actividad financiera por Cajas de Ahorros





		Inclusión o exclusión de sociedades en el grupo fiscal		Inclusión de sociedades en los grupos fiscales		A. Acordar la aplicación del régimen de consolidación fiscal.

		B. Comunicación del acuerdo a la Administración tributaria.

		C. Supuestos especiales de inclusión.





		Exclusión de sociedades de los grupos fiscales





		Determinación del dominio indirecto		Dominio indirecto de forma exclusiva

		Dominio directo e indirecto

		Dominio recíproco, circular y complejo





		Aplicación del régimen de consolidación fiscal		Acuerdo de aplicación del régimen de consolidación fiscal		A. Órgano competente.

		B. Plazo para tomar el acuerdo.

		C. Falta de acuerdos.





		Comunicación a la Administración tributaria del acuerdo de aplicación del régimen de consolidación fiscal		A. Plazo de comunicación.

		B. Órgano administrativo al que debe realizarse la comunicación.

		C. Inclusión y exclusión de entidades en el grupo fiscal.





		Duración del régimen fiscal de consolidación





		Determinación de la base imponible del grupo fiscal		Integración de la base imponible

		Diferencias de primera consolidación		A. Diferencia positiva de consolidación.

		B. Diferencia negativa de consolidación.





		Reglas especiales temporales para las correcciones en materia de aplicación del resultado		A. Compensación para fomentar la capitalización empresarial.

		B. Reserva especial para nivelación de beneficios.

		C. Reserva especial para el fomento del emprendimiento y el reforzamiento de la actividad productiva.





		Pérdidas por transmisión de participaciones en las entidades del grupo





		Limitación de gastos financieros		Limitación a la deducibilidad de gastos financieros en el régimen de consolidación fiscal





		Eliminaciones		Fundamento

		Reglas generales de eliminación		A. Gastos e ingresos por operaciones internas.

		B. Eliminación de resultados por operaciones internas de existencias.

		C. Eliminación de resultados por operaciones internas de inmovilizado.

		D. Eliminación de resultados por operaciones internas de servicios.

		E. Eliminación de resultados por operaciones internas de activos financieros.

		F. Eliminación de resultados en la adquisición a terceros de activos financieros.

		G. Eliminación de dividendos internos.

		H. Pérdida por deterioro del valor de la participación.









		Incorporaciones		Reglas generales de incorporación		A. Operaciones internas de existencias.

		B. Operaciones internas de inmovilizado.

		C. Operaciones internas de servicios.

		D. Operaciones internas de activos financieros.

		E. Adquisición a terceros de activos financieros.

		F. Pérdidas por deterioro del valor.





		Regla especial de incorporación





		Compensación de bases imponibles negativas		Compensación de bases imponibles negativas		1. Bases imponibles negativas del grupo

		2. Bases imponibles negativas individuales pendientes de compensar en el momento de la inclusión de una entidad en el grupo

		3. Orden de prelación en la compensación de bases imponibles negativas consolidadas y bases imponibles negativas pre-consolidación

		4. Caso de que alguna entidad formando parte del grupo hubiese obtenido bases imponibles negativas y la misma quede excluida del grupo por cualquier causa, podemos encontrarnos en los dos casos siguientes:









		Reinversión de beneficios extraordinarios		Sociedad adquirente

		Sociedad que debe realizar la reinversión		A. Período impositivo en que se genera la renta el grupo no tributa en consolidación. Período impositivo en el que se realiza la reinversión el grupo tributa en consolidación.

		B. Período impositivo en que se genera la renta el grupo tributa en consolidación. Período impositivo en el que se realiza la reinversión el grupo no tributa en consolidación.

		C. Período impositivo en que se genera la renta el grupo tributa en consolidación. Período impositivo en el que se realiza la reinversión el grupo tributa en consolidación.





		Naturaleza de los elementos objeto de reinversión





		Periodo impositivo		Periodo impositivo





		Cuota íntegra del grupo fiscal		Cuota íntegra del grupo fiscal





		Deducciones de la cuota íntegra del grupo fiscal		Deducciones de la cuota íntegra del grupo fiscal		1. Deducciones generadas por el grupo.

		2. Deducciones anteriores a la aplicación del régimen de consolidación fiscal.









		Obligaciones de información		Obligaciones de información





		Causas determinantes de la pérdida del régimen de consolidación fiscal		Causas determinantes de la pérdida del régimen		1. Pérdida del régimen de consolidación.

		2. Extinción del grupo fiscal.

		3. Consecuencia de la pérdida del régimen de consolidación fiscal o de la extinción del grupo fiscal.









		Efectos de la pérdida del régimen de consolidación fiscal y de la extinción del grupo fiscal		Resultados pendientes de incorporar

		Bases imponibles consolidadas negativas o gastos financieros netos pendientes de compensar

		Deducciones pendientes de aplicar en el grupo fiscal

		Separación de sociedades del grupo

		Régimen de consolidación fiscal de los grupos formados por entidades de crédito integrantes de un sistema institucional de protección y de los grupos resultantes del ejercicio indirecto de la actividad financiera de las Cajas de Ahorros		A) Grupos formados por un SIP.

		B) Valoración de activos sometidos al régimen de neutralidad previsto en el Impuesto sobre Sociedades para la reestructuración de Cajas de Ahorros.

		C) Ejercicio indirecto de la actividad financiera.

		D) Exclusión de entidades de un grupo fiscal en el caso de los SIP.









		Declaración y autoliquidación del grupo fiscal		Declaración y autoliquidación del grupo fiscal		1. Declaración ordinaria del grupo.

		2. Declaraciones complementarias.













		Capítulo VII. Régimen especial de las fusiones, escisiones, aportaciones de activos, canje de valores, cesiones globales del activo y del pasivo y cambio de domicilio social de una Sociedad Europea o una Sociedad Cooperativa Europea de un Estado miembro a otro de la Unión Europea		Definiciones		Introducción

		Definición de fusiones		A. Definición.

		B. Características.

		C. Supuestos especiales.





		Definición de escisiones		a. Escisión total.

		b. Escisión parcial.

		c. Escisión financiera.





		Características de las escisiones

		Escisiones parciales

		Aportaciones no dinerarias de ramas de actividad		A. Definición.

		B. Concepto de rama de actividad.





		Canje de valores





		Régimen de las rentas derivadas de la transmisión		Régimen general de las rentas derivadas de la transmisión

		Supuestos regulados en la Norma Foral		A. Entidad transmitente residente en España. Elementos transmitidos situados en España.

		B. Entidad transmitente y adquirente residentes en España. Establecimiento permanente transmitido situado en el extranjero.

		C. Entidad transmitente no residente en España. Establecimiento permanente transmitido situado en España.

		D. Entidad transmitente residente en España. Establecimiento permanente transmitido situado en la Unión Europea. Entidad adquirente residente en la Unión Europea.

		E. Entidad transmitente no residente en España. Participación en entidad residente en España. Entidad adquirente residente en la Unión Europea.

		F. Entidad transmitente residente en España. Establecimiento permanente transmitido situado en la Unión Europea. Entidad adquirente residente en la Unión Europea.





		No aplicación del régimen de diferimiento de las rentas derivadas de transmisiones en el régimen de fusiones

		Renuncia al régimen de diferimiento de las rentas derivadas de transmisiones en el régimen de fusiones





		Valoración fiscal de los bienes adquiridos		Valoración fiscal de los bienes adquiridos		1. Operación amparada en el Régimen Especial.

		2. Operación no amparada en el régimen especial.









		Valoración fiscal de las acciones o participaciones recibidas en contraprestación de la aportación		Valoración fiscal de las acciones o participaciones recibidas en contraprestación de la aportación en el caso de operaciones NO amparadas en el régimen de fusiones		A. Entidad transmitente.

		B. Entidad adquirente.





		Valoración fiscal de las acciones o participaciones recibidas en contraprestación de la aportación en el caso de operaciones amparadas en el régimen de fusiones		A. Entidad adquirente.

		B. Entidad transmitente.









		Régimen fiscal del canje de valores		Régimen especial del canje de valores

		Valoración fiscal de las participaciones		A. Valoración de la participación recibida por los socios.

		B. Valoración de la participación recibida por la entidad dominante.









		Tributación de los socios en las operaciones de fusión, absorción y escisión total o parcial		Régimen especial a nivel de los socios

		Valoración fiscal de los valores recibidos en el canje





		Participaciones en el capital de la entidad transmitente y de la entidad adquirente		Régimen fiscal cuando la adquirente participa en el capital de la entidad adquirida en un porcentaje inferior al 5%, o al 3% si cotiza		a. Valoración de los elementos patrimoniales adquiridos.

		b. Régimen fiscal.





		Régimen fiscal cuando la adquirente participa en el capital de la entidad adquirida en un porcentaje igual o superior al 5%, o al 3% si cotiza		a. Precio de adquisición igual o inferior al valor teórico de la participación.

		b. Precio de adquisición superior al valor teórico de la participación.





		Régimen fiscal cuando la entidad adquirida participa en el capital de la entidad adquirente





		Limitación en la deducción de gastos financieros destinados a la adquisición de participaciones en el capital o en los fondos propios de entidades		Limitación en la deducción de gastos financieros destinados a la adquisición de participaciones en el capital o en los fondos propios de entidades





		Subrogación en los derechos y las obligaciones tributarias e imputación de rentas		Operaciones que implican una sucesión a Título universal

		Operaciones que NO implican una sucesión a Título universal

		Bases imponibles negativas pendientes de compensar en la entidad transmitente al tiempo de realizarse las operaciones de fusión, escisión, aportación o canje.		A. Adquirente no participa en el capital de la transmitente. No pertenecen al mismo grupo.

		B. Adquirente participa en el capital de la transmitente.

		C. Adquirente no participa en el capital de la transmitente. Ambas forman parte de un mismo grupo.

		D. Adquirente participa en el capital de la transmitente. Las pérdidas de esta última motivaron una pérdida por deterioro del valor de la participación de la primera en la segunda.

		E. Adquirente no participa en el capital de la transmitente. Las pérdidas de esta última motivaron una pérdida por deterioro del valor de la participación que otra sociedad del mismo grupo tiene en el capital de la transmitente.





		Regla general de imputación de rentas

		Supuestos de imputación de rentas en el régimen de fusiones		A. Balance de fusión y último balance anual coinciden.

		B. Balance de fusión y último balance anual no coinciden.









		Pérdidas de los establecimientos permanentes		Pérdidas de los establecimientos permanentes		A. La renta neta positiva cumple los requisitos del artículo 35 NFIS.

		B. La renta neta positiva no cumple los requisitos del artículo 35 NFIS.









		Obligaciones contables		Obligaciones contables		A. Ejercicio en el que la entidad transmitente adquirió los bienes transmitidos que sean susceptibles de amortización.

		B. Último balance cerrado por la entidad transmitente.

		C. Relación de bienes que se han contabilizado por la entidad adquirente por un valor diferente al que tenían en la transmitente, indicando ambos valores así como las amortizaciones y pérdidas por deterioro del valor afectadas a dichos bienes.

		D. Relación de beneficios fiscales disfrutados por la entidad transmitente que estén sujetos al cumplimiento de determinadas obligaciones.









		Aportaciones no dinerarias		Aportaciones no dinerarias realizadas por personas jurídicas

		Aportaciones no dinerarias realizadas por personas físicas		A. Aportaciones a entidades de ramas de actividad realizadas por personas físicas.

		B. Aportaciones no dinerarias especiales a entidades jurídicas que realicen las personas físicas.

		C. Aportaciones no dinerarias a entidades realizadas por personas físicas de acciones.

		D. Aportaciones no dinerarias a entidades realizadas por personas físicas de elementos patrimoniales.





		Aportaciones realizadas por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes. I. sobre Sociedades

		Regla de valoración





		Cesión Global del activo y el pasivo		Cesión Global del activo y el pasivo		1. Concepto

		2. Requisitos

		3. Valoración









		Normas para evitar la doble imposición		Adquirente contabiliza los bienes por sus valores contables		A. Entidad adquirente reside en territorio español.

		B. Entidad adquirente no reside en territorio español.





		Adquirente contabiliza los bienes por sus valores reales





		Aplicación del régimen fiscal		Alcance del régimen especial		A. Contribuyentes del IS.

		B. Otras operaciones acogidas al régimen especial.





		Aplicación del régimen de fusiones a los Sistemas Institucionales de Protección de Cajas de Ahorros

		Opción por el régimen especial		A. Ejercicio de la opción

		B. Órgano administrativo al que se debe realizar la comunicación y plazo para su comunicación.

		C. Sujetos que deben formalizar la comunicación.

		D. Contenido de la comunicación.





		Operaciones con fines de fraude o evasión fiscal

		Incompatibilidades del régimen especial de fusiones, escisiones, aportaciones de activos y canje de valores.









		Capítulo VIII. Entidades con actividad cualificada de arrendamiento de inmuebles		Ámbito de aplicación del régimen de las entidades con actividad cualificada de arrendamiento de inmuebles		Actividad cualificada de arrendamiento

		Arrendamiento de viviendas

		Obligaciones formales e incompatibilidades		Incompatibilidades









		Régimen tributario		Régimen tributario		1. Beneficios aplicables por la entidad con actividad cualificada de arrendamiento de inmuebles.

		2. Tributación del socio.

















		Título VII. Período impositivo y devengo del impuesto		Periodo impositivo		Regla general

		Supuestos en los cuales, en todo caso, concluye el período impositivo		A. Cuando la entidad se extinga.

		B. Cambio de residencia de la entidad residente en territorio español al extranjero.

		C. Transformación de la forma jurídica y posterior no sujeción al impuesto.

		D. Transformación de la forma jurídica y modificación del tipo de gravamen o aplicación de un régimen tributario especial.









		Devengo del Impuesto		Devengo del Impuesto sobre Sociedades









		Título VIII. Gestión del impuesto		Capítulo I. El índice de entidades		Índice de entidades		1. Entidades no exentas.

		2. Entidades exentas.





		Baja provisional en el índice de entidades		1. Modificaciones y bajas.

		2. Causas determinantes de la baja provisional en el índice de entidades.

		3. Efectos de la baja provisional en el índice de entidades.

		4. Renovación del alta en el índice de entidades y cancelación de la nota marginal.





		Obligación de colaboración





		Capítulo II. Obligaciones contables. Bienes y derechos no contabilizados. Revalorizaciones voluntarias		Obligaciones contables. Facultades de la Administración		Obligaciones contables. Facultades de la Administración		1. Obligaciones contables.

		2. Obligaciones contables y de información de las entidades dominantes de los grupos fiscales.





		Sistema garante de la trazabilidad e inviolabilidad de los registros que documenten entregas de bienes y prestaciones de servicios		1. Introducción

		2. Software garante TicketBai!: obligación y medios de cumplimiento

		3. Exoneraciones

		4. Remisión de la información

		5. Verificación por los ciudadanos









		Bienes y derechos no contabilizados o no declarados: Presunción de obtención de rentas		Presunción de obtención de rentas: elementos patrimoniales no contabilizados		Elementos patrimoniales no contabilizados





		Deudas contables inexistentes		Deudas contables inexistentes





		Presunción de obtención de rentas: elementos patrimoniales respecto a los que se haya incumplido la obligación de declarar bienes en el extranjero.





		Gestión del Impuesto en los supuestos de tributación a varias Administraciones tributarias		Gestión del Impuesto en los supuestos de tributación a varias Administraciones tributarias





		Revalorizaciones contables voluntarias		Revalorizaciones contables voluntarias		1. Obligación de información.

		2. Incumplimiento información.













		Capítulo III. Declaración, autoliquidación y liquidación provisional		Declaraciones		Declaraciones		Plazos especiales de autoliquidación en 2020









		Autoliquidación e ingreso de la deuda tributaria		Autoliquidación e ingreso de la deuda tributaria		1. Ingreso de la deuda tributaria mediante autoliquidación.

		2. Incumplimiento de condiciones y requisitos determinantes del disfrute de incentivos fiscales.









		Opciones que deben ejercitarse con la presentación de la autoliquidación		Opciones que deben ejercitarse con la presentación de la autoliquidación









		Capítulo IV. Devolución de oficio		Devolución de oficio		Devolución de oficio		1. Régimen aplicable.

		2. Efectos de la liquidación provisional.













		Capítulo V. Pagos a cuenta		Pagos a cuenta		Competencias de las Haciendas Forales en materia de pagos a cuenta

		Sujetos obligados a retener o a efectuar un ingreso a cuenta		A. Supuesto general.

		B. Supuestos particulares.

		C. Obligación del retenedor.

		D. Abono de renta sujeta a retención por resolución judicial o administrativa.





		Rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta		a. Rentas sujetas a retención.

		b. Rentas mixtas.

		c. Ingresos a cuenta.





		Excepciones a la obligación de retener y de ingresar a cuenta

		Base para el cálculo de la obligación de retener e ingresar a cuenta		a. Supuesto general.

		b. Supuestos particulares.





		Nacimiento de la obligación de retener y de ingresar a cuenta		a. Regla general.

		b. Reglas especiales.





		Porcentaje de retención e ingreso a cuenta		A. Porcentaje general de retención.

		B. Porcentajes especiales.





		Importe de la retención o del ingreso a cuenta

		Obligaciones del retenedor y del obligado a ingresar a cuenta.		A. Declaración de las retenciones e ingresos a cuenta practicados. Ingreso en la Diputación Foral.

		B. Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta.

		C. Expedición de certificación acreditativa de la retención.

		D. Comunicación de la retención o del ingreso a cuenta.





		Calificación de los activos financieros y requisitos fiscales para la transmisión, reembolso y amortización de activos financieros		A. Concepto de activo financiero con rendimiento implícito.

		B. Concepto de activo financiero con rendimiento explícito.

		C. Concepto de activo financiero con rendimiento mixto.

		D. Enajenación o reembolso de activos financieros.









		Pagos fraccionados		Pagos fraccionados		Plazo de realización

		Excepciones

		Base de cálculo

		Importe del pago fraccionado

		Cuestiones formales













		Capítulo VI. Facultades de comprobación		Facultades de la Administración para determinar la base imponible		Facultades de la Administración para determinar la base imponible





		Inspección del Impuesto		Competencia para la inspección

		Normas aplicables a las actuaciones inspectoras













		Título IX. Régimen sancionador		Infracciones y sanciones





		Título X. Orden jurisdiccional		Jurisdicción competente









		Tributos locales		Impuesto sobre Bienes Inmuebles (I.B.I.)		Marco legal		Introducción





		Capítulo I. Naturaleza y Hecho Imponible		Naturaleza y hecho imponible		Definición: Tributo directo de carácter real

		Modalidades del hecho imponible

		Objeto imponible

		Supuesto de un bien inmueble localizado en varios términos municipales





		Bienes inmuebles de naturaleza urbana		Conceptos generales

		Legislación urbanística

		Clasificación del suelo en la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo del País Vasco.		Artículo 10. Clasificación del suelo.

		Artículo 11. Clasificación del suelo urbano.

		Artículo 13. Clasificación del suelo no urbanizable.

		Artículo 14. Clasificación de suelo urbanizable.





		Bienes inmuebles de naturaleza urbana relacionados con las construcciones		A. Edificios.

		B. Obras de urbanización y de mejora.

		C. Otras construcciones.









		Bienes inmuebles de naturaleza rústica		Bienes inmuebles de naturaleza rústica		1. Terrenos no urbanos.

		2. Construcciones de naturaleza rústica.

		3. No tienen carácter de construcción a efectos del IBI.













		Capítulo II. Exenciones		Exenciones		Exenciones subjetivas		A. Los de la Iglesia Católica.

		B. Los de las Asociaciones confesionales no católicas legalmente reconocidas.

		C. Los de la Cruz Roja Española y a la Organización Nacional de Ciegos Españoles.

		D. Los de aquellos Organismos o Entidades a los que sea de aplicación la exención en virtud de Convenios Internacionales en vigor.





		Exenciones objetivas		A. Los montes poblados con especies de crecimiento lento de titularidad pública o privada.

		B. Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los edificios enclavados en los mismos terrenos, que estén dedicados a estaciones, almacenes o a cualquier otro servicio indispensable para la explotación de dichas líneas.

		C. Bienes declarados de interés cultural.

		D. Bienes inmuebles de escaso valor.

		E. Centros docentes privados.





		Exenciones mixtas		A. Los que sean propiedad del Estado, de las Comunidades Autónomas, del Territorio Histórico correspondiente o de las Entidades locales, y estén directamente afectos a la defensa nacional, seguridad ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios.

		B. Los que sean propiedad de las Cuadrillas, Municipios, Hermandades y Juntas Administrativas, cuyo destino sea el servicio o uso público, salvo que sobre ellos o sobre el servicio al que se hallan afectos recaiga una concesión administrativa u otra forma de gestión indirecta, así como los comunales propiedad de dichos municipios y los montes vecinales en mano común.

		C. Los de los gobiernos extranjeros destinados a su representación diplomática o consular, o a sus organismos oficiales, a condición de reciprocidad o conforme a los Convenios Internacionales en vigor.

		D. Fundaciones y Asociaciones sin ánimo de lucro.

		E. Universidades Públicas

		F. Carreteras, los caminos y las demás vías terrestres

		G. Otras exenciones













		Capítulo III. Sujeto pasivo		Sujeto pasivo





		Capítulo IV. Base imponible		Base imponible		Base imponible		1. Antecedentes.

		2. Valores de los bienes inmuebles y base imponible.

		3. Relación entre los valores catastrales y de mercado.









		Criterios de valoración catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana		Criterios de valoración catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana		1. Formación del valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana.

		2. Cálculo del valor del suelo.

		3. Cálculo del valor de las construcciones.









		Valor catastral de los bienes de naturaleza rústica		Valor catastral de los bienes de naturaleza rústica		1. Formación del valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza rústica.

		2. Valor de los terrenos de naturaleza rústica.

		3. Valor de las construcciones rústicas.









		Determinación de los valores catastrales		Determinación de los valores catastrales





		Contenido de los catastros inmobiliarios rústicos y urbanos		Contenido de los catastros inmobiliarios rústicos y urbanos





		Fijación de los valores catastrales de los bienes inmuebles de naturaleza urbana		Introducción

		Actuaciones de carácter general		A. Estudios del mercado inmobiliario urbano.

		B. Definición de áreas económicas homogéneas.

		C. Delimitación del suelo de naturaleza urbana.

		D. División en polígonos de valoración.





		Ponencias de valores		A. Configuración legal de las ponencias de valores.

		B. Configuración de las ponencias de valores según los Decretos Forales de Valoración.

		C. Publicación.





		Valores catastrales individualizados de los bienes		A. Determinación general.

		B. Valoración del suelo.

		C. Valor de las construcciones.

		D. Notificación individualizada de los valores catastrales.





		Revisión de los valores catastrales





		Modificación de los valores catastrales y de las ponencias de valores		Modificación de los valores catastrales y de las ponencias de valores		1





		Actualización por la Norma Foral de Presupuestos









		Capítulo V. Cuota, devengo y período impositivo		Cuotas y tipos de gravamen		Cálculo de la cuota íntegra y líquida

		Tipos de gravamen generales		A. Bienes de naturaleza urbana.

		B. Bienes de naturaleza rústica.

		C. Bienes inmuebles de características especiales.





		Incremento de los límites de los tipos de gravamen

		Reducciones por revisión o modificación de los valores catastrales

		Recargo para viviendas desocupadas





		Bonificaciones		Bonificación a empresas promotoras		A. Concesión.

		B. Plazo.





		Bonificaciones en el caso de viviendas de protección pública

		Bonificaciones en caso de asentamientos de población vinculados a actividades primarias

		Bonificación a familias numerosas

		Bonificación para el fomento del aprovechamiento térmico o eléctrico de la energía proveniente del sol para autoconsumo

		Bonificación en el marco del Programa Vivienda Vacía del Gobierno Vasco

		Bonificación para unidades familiares con renta inferior a 42.000 euros

		Otras bonificaciones





		Devengo, período impositivo y variaciones		Devengo, período impositivo y variaciones		1. Devengo

		2. Período impositivo.

		3. Variaciones de orden físico, económico o jurídico.





		Cambio en la titularidad de los derechos









		Capítulo VI. Gestión		Padrón del impuesto y sus modificaciones		Concepto de Padrón		A. Alcance del Padrón.

		B. Formalización del Padrón.





		Construcciones nuevas

		Transmisiones de bienes sujetos

		Alteraciones en los bienes inmuebles		a. De orden físico.

		b. De orden económico.

		c. De orden jurídico.





		Declaraciones de alta y por alteraciones de orden físico, económico y jurídico		A. Modelos y órgano competente.

		B. Plazos de declaración.

		C. Obligados a presentar la declaración.

		D. Efectos de la falta de presentación.





		Modificaciones de los catastros y el Padrón

		Notificaciones





		Facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación		Competencias en la gestión, liquidación, inspección y recaudación

		Convenios de gestión entre Ayuntamientos y Diputación

		Recursos y reclamaciones

		Confección de padrones

		Recibos













		Impuesto sobre Actividades económicas (I.A.E.)		Marco Legal		Introducción





		Capítulo I. Naturaleza y hecho imponible		Naturaleza y hecho imponible del IAE		Introducción

		Definición del IAE. Caracteres generales		A. Tributo directo de carácter real.

		B. Hecho imponible: Mero ejercicio de las actividades gravadas.

		C. Localización del hecho imponible.

		D. Actividades no especificadas en las Tarifas.





		Actividades empresariales		A. Concepto de actividad empresarial.

		B. Actividades industriales.

		C. Actividades mineras.

		D. Actividades de construcción.

		E. Actividades de comercio al por mayor.

		F. Actividades de comercio al por menor.

		G. Actividades de servicios.

		H. Actividades ganaderas de carácter independiente.





		Actividades profesionales		A. Local en las actividades profesionales.

		B. Lugar de las de realización actividades profesionales.

		C. Actuaciones fuera del término municipal en el que radique su local.





		Actividades artísticas		A. El local y los artistas.

		B. Lugar de las de realización actividades artísticas.





		Actividades no sujetas		A. Actividad agrícola.

		B. Actividad pesquera.









		Requisitos para que la actividad se considere gravada		Actividades consideradas gravadas

		Ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos		A. Dependencia laboral.

		B. Profesionales vinculados con otras entidades.

		C. Administradores de las sociedades.





		Finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios		A. Asociaciones sin ánimo de lucro.

		B. Entidades religiosas

		C. Sociedades inactivas.

		D. Actividades cuya finalidad se desconoce en el momento de su realización.









		Medios de prueba de las actividades gravadas		Medios de prueba de las actividades gravadas		1. Medios de prueba admisibles en derecho.

		2. Medios de prueba contemplados en el artículo 3 del Código de Comercio.

		3. Medios de prueba contemplados las normas de gestión del IAE.





		Actividades no gravadas









		Capítulo II. Exenciones		Exenciones y bonificaciones		Exenciones de carácter subjetivo		a. El Estado, la Comunidad Autónoma del País Vasco, la Diputación Foral de Álava y las Entidades locales, así como los Organismos autónomos del Estado y las entidades de derecho público de carácter administrativo de las citadas Administraciones territoriales.

		b. Los sujetos pasivos a los que les sea de aplicación la exención en virtud de Tratados o de Convenios internacionales.

		c. Las Entidades gestoras de la Seguridad Social y de Mutualidades y Montepíos, constituidos conforme a la legislación vigente.

		d. La Cruz Roja y otras entidades asimilables reglamentariamente.

		e. Los organismos públicos de investigación.

		f. Los sujetos pasivos que inicien el ejercicio de su actividad, durante los dos primeros períodos impositivos de este impuesto en que se desarrolle la misma.

		g. Los sujetos pasivos que tengan un volumen de operaciones inferior a 1.000.000 de euros.





		Exenciones de carácter mixto		A. Los establecimientos de enseñanza en todos sus grados.

		B. Las Asociaciones y Fundaciones de disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales, sin ánimo de lucro, por las actividades de carácter pedagógico, científico, asistencial y de empleo que para la enseñanza, educación, rehabilitación y tutela de minusválidos realicen, aunque vendan los productos de los talleres dedicados a dichos fines, siempre que el importe de dicha venta, sin utilidad para ningún particular o tercera persona, se destine exclusivamente a la adquisición de materias primas o al sostenimiento del establecimiento.

		C. Las Fundaciones y entidades sin fines lucrativos por las actividades que constituyan su objeto social o su finalidad específica.













		Capítulo III. Sujetos pasivos		Sujetos pasivos





		Capítulo IV. Cuota tributaria		Cuotas tributarias		Introducción

		Cuotas mínimas municipales

		Cuotas provinciales y nacionales

		Recargo Foral





		Tarifas, exacción y distribución del IAE		Tarifas		A. Potencia instalada.

		B. Número de obreros.

		C. Turnos de trabajo diarios.

		D. Población de derecho.

		E. Aforo de locales de espectáculos.

		F. Superficie de los locales.

		G. Normas generales de aplicación de los elementos tributarios.

		H. Determinación de la cuota cero.

		I. Límite de la cuota igual al 15% del beneficio medio presunto y superficie de los locales como elemento tributario.





		Gestión tributaria de las cuotas provinciales y especiales (o estatales)

		Exacción de las cuotas		A. General.

		B. Centrales nucleares de producción de energía eléctrica.

		C. Cuotas provinciales.

		D. Cuotas estatales.









		Modificaciones de las Tarifas y actualización de las cuotas		Modificaciones de las Tarifas y actualización de las cuotas





		Coeficiente de ponderación		Coeficiente de ponderación





		Bonificaciones		Bonificaciones potestativas de la Reforma del año 2003

		Otras Bonificaciones









		Capítulo V. Período impositivo y devengo		Período impositivo y devengo del Impuesto





		Capítulo VI. Gestión		Gestión y matrícula del Impuesto		Formación y contenido de la Matrícula

		Exposición de la Matricula

		Recursos y reclamaciones

		Declaraciones de alta

		Declaraciones de variación

		Declaraciones de baja

		Plazos y lugares de presentación de declaraciones		A. Plazos.

		B. Lugar de presentación.





		Inclusión, variación o exclusión de oficio en los censos

		Prueba del ejercicio de la actividad





		Competencias de los Ayuntamientos y de las Diputaciones		Competencias de las Ayuntamientos y Diputaciones

		Convenios de gestión entre Ayuntamientos y Diputación		Modelos de convenios.





		Recursos y reclamaciones

		La Matricula

		El cobro













		Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica		Regulación		Introducción





		Capítulo I. Naturaleza y hecho imponible		Naturaleza y Hecho Imponible		Definición del IVTM		A. Tributo directo.

		B. Objeto del impuesto: Titularidad de los vehículos de tracción mecánica.

		C. Carácter obligatorio.





		Concepto de vehículo apto para la circulación		A. Matriculación en el registro público correspondiente.

		B. Baja en el registro público.





		No sujeción de vehículos antiguos que circulen excepcionalmente









		Capítulo II. Exenciones		Exenciones		Exenciones		A. Exenciones mixtas.

		B. Exenciones subjetivas.

		C. Exenciones de carácter objetivo.





		Procedimiento para la concesión de algunas exenciones









		Capítulo III. Sujetos pasivos		Sujetos Pasivos		Carácter de este precepto

		Sujeto pasivo y transmisión del vehículo









		Capítulo IV. Cuota		Cuota		Cuadro de tarifas

		Modificaciones de la Norma Foral de Presupuestos

		Desarrollo reglamentario del concepto de las diversas clases de vehículos y las reglas para la aplicación de las tarifas		A. Concepto de las diversas clases de vehículos.

		B. Tractores.

		C. Potencia fiscal.





		Incremento de las cuotas por los Ayuntamientos

		Bonificaciones









		Capítulo V. Período impositivo y devengo		Periodo impositivo y devengo		Periodo impositivo y devengo		1. Período impositivo.

		2. Momento del devengo.

		3. Primera adquisición o baja del vehículo.













		Capítulo VI. Gestión		Competencia para las actuaciones de gestión

		Posibilidad de exigencia del impuesto en régimen de autoliquidación y acreditación del pago del impuesto

		Acreditación del pago del impuesto		Actos en los que es preceptivo la acreditación del pago del impuesto

		Actos en los que es preceptivo la acreditación del pago último recibo del impuesto presentado al cobro

		Consecuencias de la falta de acreditación previa del pago del impuesto













		Impuesto sobre Construcción, Instalaciones y Obras (I.C.I.O.)		Generalidades		Introducción





		Capítulo I. Naturaleza y hecho imponible		Naturaleza y Hecho Imponible		Características		A. No obligatoriedad.

		B. Tributo indirecto.

		C. Otras características.





		Hecho imponible		A. Novedad del Impuesto: compatibilidad con la tasa por licencias urbanísticas.

		B. Compatibilidad del ICIO con otros tributos locales y con el IVA.

		C. Requisitos.

		D. Localización del hecho imponible.





		Supuestos de no sujeción		A. Explotaciones mineras a cielo abierto.

		B. Instalaciones industriales.





		Exenciones		a. Requisito subjetivo.

		b. Requisito objetivo.













		Capítulo II. Sujetos pasivos		Sujetos Pasivos		Introducción

		Sujeto pasivo a Título de contribuyente

		Sujeto pasivo sustituto

		Acuerdos entre las partes









		Capítulo III. Base imponible, cuota y devengo		Base Imponible, Cuota y Devengo		Base imponible		A. Concepto. Polémica anterior a la reforma del 2003.

		B. Interpretación gramatical del "coste real y efectivo". Polémica anterior a la reforma del 2003.

		-Tratándose de instalaciones.

		- Tratándose de obras de construcción de edificios.

		C. Partidas integrantes. Polémica anterior a la reforma del 2003.

		D. Partidas no integrantes. Polémica anterior a la reforma del 2003.

		E. Determinación y prueba del coste real y efectivo. Polémica anterior a la reforma del 2003.





		Cuota

		Tipo de gravamen

		Devengo del impuesto		A. Inicio de la construcción.

		a. Fecha de otorgamiento de la licencia (declaración responsable o comunicación previa).

		b. Inicio de las obras posterior a la entrada en vigor del impuesto.

		c. Inicio de las obras cuando estas están amparadas en distintas licencias.













		Capítulo IV. Gestión		Gestión		Liquidación provisional

		Liquidación definitiva

		Posible deducción de la tasa por otorgamiento de licencia urbanística

		Régimen de las declaraciones

		Sistema de gestión conjunta y coordinada

		Bonificaciones













		Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos (I.I.V.T.)		Generalidades		Introducción





		Capítulo I. Naturaleza y hecho imponible		Naturaleza y Hecho Imponible		Definición del IIVTNU

		No sujeción del incremento de valor de los terrenos rústicos

		No sujeción de determinados negocios conyugales

		Operaciones de reestructuración bancaria

		Inexistencia de incremento valor de los terrenos. Cumplimiento de la Sentencia del Tribunal Constitucional 182/2021









		Capítulo II. Exenciones y bonificaciones		Exenciones		Exenciones objetivas

		Exenciones subjetivas		a. El Estado, la Comunidad Autónoma del País Vasco y las Diputaciones Forales, así como sus respectivos organismos autónomos de carácter administrativo.

		b. El Municipio de la imposición y demás Entidades locales integradas o en las que se integre dicho Municipio y sus Organismos autónomos de carácter administrativo.

		c. Las instituciones que tengan la calificación de benéficas o benéfico-docentes.

		d. Las Entidades Gestoras de la Seguridad Social y de Mutualidades y Montepíos constituidos conforme a lo previsto en la legislación vigente.

		e. Las personas o Entidades a cuyo favor se haya reconocido la exención en Tratados o Convenios Internacionales.

		f. Los titulares de concesiones administrativas revertibles respecto de los terrenos afectos a las mismas.

		g. La Cruz Roja y otras entidades asimilables que reglamentariamente se determinen.

		h. La Norma Foral de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.





		Otras exenciones o bonificaciones









		Capítulo III. Sujetos pasivos		Sujetos Pasivos		Regla general		A. Operaciones a título lucrativo.

		B. Operaciones a título oneroso.





		Sustituto del contribuyente

		Herencia pendiente del ejercicio de un poder testatorio









		Capítulo IV. Base Imponible y Cuota		Base Imponible		Concepto

		Valor del terreno al que se aplicará el porcentaje anual		A. En las transmisiones.

		B. En la constitución y transmisión de derechos reales.

		C. En la constitución o transmisión de distintos aprovechamientos urbanísticos

		D. En las expropiaciones forzosas.

		E. Modificaciones catastrales.





		Porcentaje anual

		Cuantificación del incremento de valor		A. Devengo del Impuesto en las expropiaciones.

		B. Incremento de valor de terrenos rústicos o no urbanizables.

		C. Período impositivo en caso de desafectación previa a enajenación de finca.

		D. Otros supuestos.









		Cuota		Cuota		1. Cuota íntegra.

		2. Escala de gravamen

		3. Cuota líquida.

		4. Bonificaciones.













		Capítulo V. Devengo		Devengo		Desarrollo normal de la operación		A. Transmisión de la propiedad del terreno.

		B. Constitución o transmisión de un derecho real sobre el terreno.





		Anulación judicial o administrativa de la operación

		Anulación de la operación por mutuo acuerdo

		Efectos de las condiciones contractuales en el devengo









		Capítulo VI. Gestión		Gestión		Obligación de presentar la declaración preceptiva

		Plazos de presentación de la declaración

		Obligación de presentar el documento acreditativo de la operación

		Autoliquidación por el sujeto pasivo

		Notificación individual e íntegra de la liquidación administrativa

		Obligación de los particulares de comunicar al Ayuntamiento de la realización del hecho imponible

		Obligación de los notarios de remitir al Ayuntamiento correspondiente las relaciones de documentos públicos y privados

















		IVA		Título Preliminar. Naturaleza y ámbito de aplicación		Naturaleza del Impuesto		Naturaleza

		Características básicas





		Normas aplicables		Normativa

		Concierto Económico del País Vasco

		Tratados internacionales		A. Tratados, Convenios y Directivas con CEE.

		B. Acuerdo con la Santa Sede

		C. Convenio con las Fuerzas Armadas de los EEUU.

		D. Convenio con la Agencia Espacial Europea (AEE).

		E. Convenio con la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN).

		F. Régimen fiscal aplicable a la final de la UEFA Champions League 2019 y UEFA EURO 2020.





		Exacción		A. Exacción del Impuesto.

		B. Gestión del Impuesto sobre el Valor Añadido.

		C. Cambio domicilio fiscal y devolución de las cuotas soportadas.

		D. Devoluciones a entidades no establecidas en el ámbito de aplicación del Impuesto.

		E. El IVA y la distribución de competencias entre las distintas Administraciones Tributarias del Estado.





		Domicilio fiscal





		Territorialidad		Concepto de territorio		A. "Estado miembro", "Territorio de un Estado miembro" o "interior del país".

		B. "Comunidad" y "territorio de la Comunidad".

		C. "Territorio tercero" y "país tercero".





		Concepto en el Código Aduanero Comunitario









		Título I. Delimitación del hecho imponible		Capítulo I. Entregas de bienes y prestaciones de servicios		Hecho imponible		Concepto

		Delimitación del hecho imponible		Incompatibilidad con el concepto TPO del ITP

		Compatibilidad con los conceptos OS y AJD





		Posibilidad de que una misma operación sea Hecho Imponible de varios impuestos indirectos		IVA / ITP

		IVA / IIEE / ARANCEL









		Concepto de empresario o profesional		Las personas o entidades que realicen actividades empresariales o profesionales

		Las sociedades mercantiles, salvo prueba en contrario

		Quienes realicen una o varias entregas de bienes o prestaciones de servicios que supongan la explotación de un bien corporal o incorporal con el fin de obtener ingresos continuados en el tiempo

		Quienes efectúen la urbanización de terrenos o la promoción, construcción o rehabilitación de edificaciones destinadas, en todos los casos, a su venta, adjudicación o cesión por cualquier Título, aunque sea ocasionalmente

		Quienes realicen a Título ocasional las entregas de medios de transporte nuevos exentas del Impuesto en virtud de lo dispuesto en el artículo 25, apartados uno y dos de esta Norma, por tener su destino en otro Estado miembro de la Comunidad

		Sujetos pasivos mixtos y personas jurídicas no empresarios o profesionales





		Concepto de edificaciones		Concepto general





		Operaciones no sujetas al Impuesto		Transmisión de un conjunto de elementos del patrimonio empresarial o profesional

		Operaciones a Título gratuito y con fines de promoción

		Prestaciones en régimen de dependencia y por cooperativistas		A. Los servicios prestados por personas físicas en régimen de dependencia derivado de relaciones administrativas o laborales, incluidas en estas últimas las de carácter especial.

		B. Los servicios prestados a las cooperativas de trabajo asociado por los socios de las mismas y los prestados a las demás cooperativas por sus socios de trabajo.





		Autoconsumos

		Entes Públicos		A. Actividades de los Entes Públicos no sujetas.

		B. Actividades de los Entes Públicos sujetas.





		Concesiones y autorizaciones administrativas

		Prestaciones de servicio a Título gratuito

		Comunidades de Regantes

		Entregas de dinero





		Concepto de entrega de bienes		Concepto general de entrega de bienes

		Concepto de entrega de bienes. Reglas especiales		A. Determinadas ejecuciones de obra que tengan por objeto la construcción o rehabilitación de una edificación

		B. Aportaciones no dinerarias efectuadas por los sujetos pasivos del Impuesto de elementos de su patrimonio empresarial o profesional y las adjudicaciones de esta naturaleza en caso de liquidación o disolución total o parcial de entidades

		C. Transmisiones de bienes en virtud de una norma o de una resolución administrativa o jurisdiccional, incluida la expropiación forzosa

		D. Cesiones de bienes en virtud de contratos de venta con pacto de reserva de dominio o condición suspensiva

		E. Contratos de leasing o arrendamiento financiero

		F. Transmisiones de bienes entre comitente y comisionista

		G. Suministro de productos informáticos normalizados en cualquier soporte material

		H. Las transmisiones de valores representativos de inmuebles.





		Ventas a distancia de bienes intracomunitarios o importados





		Entregas de bienes a través de interfaz digital		Entregas de bienes facilitadas a través de una interfaz digital





		Operaciones asimiladas a las entregas de bienes		El autoconsumo de bienes		A. Transferencia de bienes corporales del patrimonio empresarial o profesional al patrimonio personal o al consumo particular del sujeto pasivo

		B. Transmisión del poder de disposición sobre bienes corporales que integren el patrimonio empresarial o profesional

		C. Cambio de afectación de bienes corporales de un sector a otro diferenciado de su actividad empresarial o profesional

		D. Concepto de sectores diferenciados de la actividad empresarial o profesional.

		E. La afectación o, en su caso, el cambio de afectación de bienes producidos, construidos, extraídos, transformados, adquiridos o importados en el ejercicio de la actividad empresarial o profesional del sujeto pasivo para su utilización como bienes de inversión.

		F. Pérdida del derecho a la deducción.





		Transferencia de bienes		A. Operaciones sujetas.

		B. Operaciones no asimiladas a entregas.

		C. Acuerdo de ventas de bienes en consigna.





		Bonos canjeables. Resolución de 28 de diciembre de 2018, sobre el tratamiento de los bonos en el IVA.

		Concepto de transformación





		Concepto de prestación de servicios		Concepto de prestación de servicios

		Concepto de prestación de servicios. Reglas especiales		A. El ejercicio independiente de una profesión, arte u oficio.

		B. Los arrendamientos de bienes, industria o negocio, empresas o establecimientos mercantiles, con o sin opción de compra.

		C. Las cesiones del uso o disfrute de bienes, cualquiera que sea el título jurídico de los mismos, tanto por derecho real como personal.

		D. Las cesiones y concesiones de derechos de autor, licencias, patentes, marcas de fábrica y comerciales y demás derechos de propiedad intelectual e industrial.

		E. Las obligaciones de hacer y no hacer y las abstenciones estipuladas en contratos de agencia o venta en exclusiva o derivadas de convenios de distribución de bienes en áreas territoriales delimitadas.

		F. Las ejecuciones de obra que no tengan la consideración de entregas de bienes con arreglo a lo dispuesto en el comentario relacionado.

		G. Los traspasos de locales de negocio.

		H. Los transportes.

		I. Los servicios de hostelería, restaurante o acampamiento y las ventas de bebidas o alimentos para su consumo inmediato en el mismo lugar.

		J. Las operaciones de seguro, reaseguro y capitalización.

		K. Las prestaciones de hospitalización.

		L. Los préstamos y créditos.

		M. El derecho a utilizar instalaciones deportivas o recreativas.

		N. La explotación de ferias y exposiciones, que incluso desarrollada por entes públicos constituye siempre operación sujeta al Impuesto.

		Ñ. Las operaciones de mediación y las de agencia o comisión cuando el agente o comisionista actúe en nombre ajeno siempre se tratarán como prestaciones de servicios efectuados en favor exclusivamente de su comitente.

		O. El suministro de productos informáticos cuando no tenga la condición de entrega de bienes, considerándose accesoria a la prestación de servicios la entrega del correspondiente soporte.









		Operaciones asimiladas a las prestaciones de servicios		Concepto

		Finalidad









		Capítulo II. Adquisiciones intracomunitarias de bienes		Hecho imponible		Introducción		A. Régimen Transitorio.

		B. Diferencia entre regímenes.

		C. Influencia en España.





		Régimen transitorio de operaciones intracomunitarias: esquema de desarrollo legal

		Principios del Régimen Transitorio		A. Ideas básicas.

		B. Regímenes particulares.





		Adquisiciones intracomunitarias sujetas		A. Supuestos sujetos.

		B. Exclusiones.

		C. Adquisición de medios de transporte nuevos.









		Adquisiciones no sujetas		Supuestos de no sujeción		a. Los sujetos pasivos acogidos al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, respecto de los bienes destinados al desarrollo de la actividad sometida a dicho régimen.

		b. Los sujetos pasivos que realicen exclusivamente operaciones que no originan el derecho a la deducción total o parcial del Impuesto.

		c. Las personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales.





		Régimen aplicable

		Límite de aplicación		A. Límite.

		B. Cálculo del límite.





		Ejercicio de la opción de tributación en destino

		Ejemplos del funcionamiento del régimen

		Régimen simplificado y del recargo de equivalencia





		Concepto de adquisición intracomunitaria de bienes		Concepto de adquisición intracomunitaria de bienes





		Operaciones asimiladas a las adquisiciones intracomunitarias de bienes		Introducción

		Las Transferencias		A. Concepto.

		B. Delimitación negativa.





		La afectación realizada por las Fuerzas de un Estado parte del Tratado del Atlántico Norte en el territorio de aplicación del Impuesto, para su uso o el del elemento civil que les acompaña, de los bienes que no han sido adquiridos por dichas fuerzas o elemento civil en las condiciones normales de tributación del Impuesto en la Comunidad, cuando su importación no pudiera beneficiarse de la exención del Impuesto establecida en el artículo 62 de esta Norma

		Cualquier adquisición resultante de una operación que, si se hubiese efectuado en el interior del país por un empresario o profesional, sería calificada como entrega de bienes en virtud de lo dispuesto en el artículo 8 de esta Norma Foral









		Capítulo III. Importaciones de bienes		Hecho imponible

		Concepto de importación de bienes		Concepto		A. La entrada en el interior del país de un bien que no cumpla las condiciones previstas en los artículos 9 y 10 del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea o, si se trata de un bien comprendido en el ámbito de aplicación del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, que no esté en libre práctica.

		B. La entrada en el interior del país de un bien procedente de un territorio tercero, distinto de los bienes a que se refiere el número anterior.





		Reglas especiales		a. Áreas aduaneras exentas y regímenes aduaneros suspensivos.

		b. Régimen de depósito distinto del aduanero.









		Operaciones asimiladas a las importaciones de bienes		Operaciones asimiladas a las importaciones













		Título II. EXENCIONES		Capítulo I. Entregas de bienes y prestaciones de servicios		Exenciones en operaciones interiores		Introducción

		Entregas de bienes y prestaciones de servicios interiores exentas de IVA		Correos		A. Servicio postal

		B. Entregas de sellos y efectos timbrados

		C. Franqueo





		Asistencia sanitaria		A. Hospitalización

		B. Asistencia Sanitaria profesional

		C. Entregas de sangre, plasma sanguíneo y otros elementos del cuerpo humano para fines médicos o de investigación

		D. Operaciones realizadas por estomatólogos, odontólogos, mecánicos dentistas y protésicos dentales

		E. Seguridad Social

		F. Transporte de enfermos o heridos en ambulancias o vehículos especialmente adaptados para ello





		Agrupaciones de empresas

		Asistencia social

		Educación		A. Centros educativos

		B. Clases particulares





		Entidades religiosas, asociaciones e instituciones sin fin de lucro, actividades culturales		A. Entidades religiosas

		B. Entidades sin fines lucrativos

		C. Actividades culturales





		Actividades deportivas

		Seguros y operaciones financieras		A. Operaciones de seguro, reaseguro y capitalización

		B. Operaciones financieras





		Lotería

		Operaciones inmobiliarias		A. Terrenos rústicos y no edificables

		B. Segundas entregas de edificaciones

		C. Arrendamientos de terrenos rústicos y de viviendas





		Exenciones técnicas		A. Entregas de bienes utilizados en la realización de operaciones exentas

		B. Entregas de bienes cuya adquisición está excluida del derecho a deducir





		Derechos de autor

		Partidos políticos





		Renuncia a las exenciones inmobiliarias

		Entidades y establecimientos de carácter social		a. No lucro.

		b. Gratuidad de los cargos.

		c. Socios no destinatarios principales.

		d. Calificación.









		Exención de las entregas de bienes facilitadas a través de una interfaz digital		Exención de las entregas de bienes facilitadas a través de una interfaz digital





		Exenciones en las exportaciones de bienes		Concepto

		Clasificación		A. Exportaciones en régimen comercial.

		B. Exportación en régimen de viajeros.

		C. Otras exenciones relacionadas con operaciones de exportación.

		D. Bienes expedidos o transportados fuera de la Comunidad.









		Exenciones en las operaciones asimiladas a las exportaciones		Introducción

		COVID-19

		Buques		A. Las entregas, construcciones, transformaciones, reparaciones, mantenimiento, fletamento total o parcial y arrendamiento de los buques que se indican a continuación.

		B. Las entregas, arrendamientos, reparaciones y mantenimiento de los objetos, incluidos los equipos de pesca, que se incorporen o se encuentren a bordo de los buques a que afectan las exenciones establecidas en el apartado anterior, siempre que se realicen durante los períodos en que dichos beneficios fiscales resulten de aplicación.

		C. Las entregas de productos de avituallamiento para los buques que se indican a continuación, cuando se adquieran por los titulares de la explotación de dichos buques.





		Aeronaves		A. Las entregas, transformaciones, reparaciones, mantenimiento, fletamento total o arrendamiento de las siguientes aeronaves.

		B. Las entregas, arrendamientos, reparaciones y mantenimiento de los objetos que se incorporen o se encuentren a bordo de las aeronaves a que se refieren las exenciones establecidas en el apartado anterior.

		C. Las entregas de productos de avituallamiento para las aeronaves a que se refieren las exenciones antes citadas, cuando sean adquiridos por las Compañías o Entidades públicas titulares de la explotación de dichas aeronaves.





		Comunes a buques y aeronaves		A. En relación con los buques.

		B. En relación con el cargamento de los buques.

		C. En relación con las aeronaves.

		D. En relación con el cargamento de las aeronaves.





		Requisitos formales

		Régimen diplomático o consular y de los organismos internacionales		A. Estarán exentas del Impuesto, a condición de reciprocidad.

		B. Las exenciones de este apartado se aplicarán con sujeción a las siguientes normas.

		C. Aplicación y solicitud de la exención del IVA.

		D. Elementos específicos.

		Automoviles

		Equipajes personales.





		Oro

		Transporte internacional de pasajeros

		Transporte de bienes a Azores o Madeira

		Intermediarios





		Exenciones relativas a las zonas francas, depósitos francos y otros depósitos		Operaciones exentas		A. Las entregas de bienes que se encuentren en situación de depósito temporal, así como las prestaciones de servicios relacionadas directamente con las entregas de bienes anteriores y las realizadas mientras los bienes se mantengan en dicha situación.

		B. Las entregas de bienes que sean conducidos al mar territorial para incorporarlos a plataformas de perforación o de explotación para su construcción, reparación, mantenimiento, transformación o equipamiento o para unir dichas plataformas al continente.

		C. Las prestaciones de servicios relacionadas directamente con las entregas de bienes descritas en la letra B anterior, así como con las importaciones de bienes destinados a ser colocados en las situaciones a que se refiere este apartado.

		D. Las entregas de los bienes que se encuentren en la situación indicada en la letra B precedente, así como las prestaciones de servicios realizadas mientras los bienes se mantengan en dicha situación.





		Condiciones de la exención		a. Los transportistas sólo podrán aplicar las exenciones relacionadas con las áreas y regímenes indicados si el destinatario de los servicios les entrega una declaración, suscrita por el mismo, en la que se ponga de manifiesto el destino o situación de los bienes que justifica la correspondiente exención (arts. 11 y 12 RIVA).

		b. Los bienes a que se refieren no deben ser utilizados ni destinados a su consumo final en las áreas indicadas.

		c. Las prestaciones de servicios exentas no comprenderán las que gocen de exención de acuerdo al art. 20 LIVA;Ver comentario relacionado).









		Exenciones relativas a regímenes aduaneros y fiscales		Introducción

		Operaciones exentas		a. Las entregas de los bienes que se indican a continuación.

		b. Las prestaciones de servicios relacionadas directamente con las entregas antes descritas o con los bienes directamente o con las importaciones de los bienes siguientes.





		Análisis de los regímenes		A. El régimen fiscal de perfeccionamiento activo.

		B. El régimen fiscal de importación temporal.

		C. El régimen de depósito distinto de los aduaneros, definido en el Anexo de la Norma, tiene las siguientes modalidades:









		Exenciones en las entregas de bienes destinados a otro Estado miembro		Entregas intracomunitarias exentas		A. Requisitos.

		B. Supuestos de no exención.

		C. Calificación.

		D. Medios de prueba.





		Régimen particular aplicable a las entregas de medios de transporte nuevos		A. Sujeto pasivo.

		B. Régimen aplicable.

		C. Concepto de medios de transporte.

		D. Concepto de medio de transporte nuevo.

		E. Ejercicio del derecho a deducción.





		Transferencias de bienes exentas

		Entregas de bienes efectuadas en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en consigna









		Capítulo II. Adquisiciones intracomunitarias de bienes		Exenciones en las adquisiciones intracomunitarias de bienes		Operaciones exentas		A. Las adquisiciones intracomunitarias de bienes cuya entrega interior hubiera estado, en todo caso, no sujeta o exenta .

		B. Las adquisiciones intracomunitarias de bienes cuya importación hubiera estado, en todo caso, exenta del Impuesto.

		C. Las adquisiciones intracomunitarias de bienes respecto de las cuales se atribuya al adquirente el derecho a la devolución total del Impuesto que se hubiese devengado por las mismas, según lo previsto en los artículos 119 o 119 bis.

		D. Otras exenciones.





		Las operaciones triangulares		A. Concepto.

		B. Fundamento de la regulación.

		C. Requisitos de la exención.













		Capítulo III. Importaciones de bienes		Importaciones de bienes cuya entrega en el interior estuviese exenta del Impuesto		Introducción

		Sangre y otros elementos del cuerpo humano

		Exenciones correspondientes a las importaciones de los buques y aeronaves, de los objetos incorporados a unos y otras y de los avituallamientos de los referidos medios de transporte		A. Supuestos exentos.

		B. Requisitos de la exención.





		Importaciones exentas accesorias a operaciones de contenido financiero

		Los bienes destinados a las plataformas de perforación o de explotación

		Importaciones exentas para simplificar el tráfico intracomunitario





		Importaciones de bienes personales por traslado de residencia habitual		Requisitos

		Bienes excluidos





		Concepto de bienes personales		Concepto

		Reglas aplicables





		Importaciones de bienes personales destinados al amueblamiento de una vivienda secundaria		Importaciones de bienes personales destinados al amueblamiento de una vivienda secundaria





		Importaciones de bienes personales por razón de matrimonio		Importaciones de bienes personales por razón de matrimonio





		Importaciones de bienes personales por causa de herencia		Importaciones de bienes personales por causa de herencia





		Importaciones de bienes muebles efectuados por estudiantes		Importaciones de bienes muebles efectuados por estudiantes		a. Estudiante.

		b. Ajuar.

		c. Material de estudio.









		Importaciones de bienes de escaso valor		Importaciones de bienes de escaso valor





		Importaciones de bienes en régimen de viajeros		Delimitación del concepto. Limitaciones y requisitos

		Importaciones especiales exentas





		Importaciones de pequeños envíos		Importaciones de pequeños envíos





		Importaciones de bienes con ocasión del traslado de la sede de actividad		Importaciones de bienes con ocasión del traslado de la sede de actividad





		Importaciones de bienes obtenidos por productores agrícolas o ganaderos en tierras situadas en terceros países		Importaciones de bienes obtenidos por productores agrícolas o ganaderos en tierras situadas en terceros países





		Importaciones de semillas, abonos y productos para el tratamiento del suelo y de los vegetales		Semillas, abonos y productos para el tratamiento del suelo y de los vegetales





		Importaciones de animales de laboratorio y sustancias biológicas y químicas destinados a la investigación		Importaciones de animales de laboratorio y sustancias biológicas y químicas destinados a la investigación





		Importaciones de sustancias terapéuticas de origen humano y de reactivos para la determinación de los grupos sanguíneos y de los tejidos humanos		Importaciones de sustancias terapéuticas de origen humano y de reactivos para la determinación de los grupos sanguíneos y de los tejidos humanos





		Importaciones de sustancias de referencia para el control de calidad de los medicamentos		Importaciones de sustancias de referencia para el control de calidad de los medicamentos





		Importaciones de productos farmacéuticos utilizados con ocasión de competiciones deportivas internacionales		Importaciones de productos farmacéuticos utilizados con ocasión de competiciones deportivas internacionales





		Importaciones de bienes destinados a Organismos caritativos o filantrópicos		Importaciones de bienes destinados a Organismos caritativos o filantrópicos





		Importaciones de bienes en beneficio de personas con minusvalía		Importaciones de bienes en beneficio de personas con minusvalía





		Importaciones de bienes en beneficio de las víctimas de catástrofes		Importaciones de bienes en beneficio de las víctimas de catástrofes





		Importaciones de bienes efectuadas en el marco de ciertas relaciones internacionales		Importaciones de bienes efectuadas en el marco de ciertas relaciones internacionales





		Importaciones de bienes con fines de promoción comercial		Las muestras de mercancías sin valor comercial estimable

		Los impresos de carácter publicitario, tales como catálogos, listas de precios, instrucciones de uso o folletos comerciales que se refieran a:

		Los objetos de carácter publicitario que, careciendo de valor comercial intrínseco, se remitan gratuitamente por los proveedores a sus clientes, siempre que no tengan otra finalidad económica distinta de la publicitaria

		Los bienes que a continuación se relacionan, destinados a una exposición o manifestación similar





		Importaciones de bienes para ser objeto de exámenes, análisis o ensayos		Importaciones de bienes para ser objeto de exámenes, análisis o ensayos





		Importaciones de bienes destinados a los organismos competentes en materia de protección de la propiedad intelectual o industrial		Importaciones de bienes destinados a los organismos competentes en materia de protección de la propiedad intelectual o industrial





		Importaciones de documentos de carácter turístico		Importaciones de documentos de carácter turístico





		Importaciones de documentos diversos		Importaciones de documentos diversos





		Importaciones de material audiovisual producido por la Organización de las Naciones Unidas		Importaciones de material audiovisual producido por la Organización de las Naciones Unidas





		Importaciones de objetos de colección o de arte		Importaciones de objetos de colección o de arte





		Importaciones de materiales para el acondicionamiento y protección de mercancías		Importaciones de materiales para el acondicionamiento y protección de mercancías





		Importaciones de bienes destinados al acondicionamiento o a la alimentación en ruta de animales		Importaciones de bienes destinados al acondicionamiento o a la alimentación en ruta de animales





		Importaciones de carburantes y lubricantes		Importaciones de carburantes y lubricantes





		Importaciones de ataúdes, materiales y objetos para cementerios		Importaciones de ataúdes, materiales y objetos para cementerios





		Importaciones de productos de la pesca		Importaciones de productos de la pesca





		Importaciones de bienes en régimen diplomático o consular		Importaciones de bienes en régimen diplomático o consular





		Importaciones de bienes destinados a Organismos Internacionales		Importaciones de bienes destinados a Organismos Internacionales





		Importaciones de bienes destinados a la OTAN		Importaciones de bienes destinados a la OTAN





		Reimportaciones de bienes		Reimportaciones de bienes





		Prestaciones de servicios relacionados con las importaciones		Prestaciones de servicios relacionados con las importaciones





		Importaciones de bienes que se vinculen al régimen de depósito distinto del aduanero		Régimen





		Exenciones en las importaciones de bienes para evitar la doble imposición		Exenciones en las importaciones de bienes para evitar la doble imposición





		Normas generales aplicables a las exenciones previstas en el presente Capítulo		Normas generales aplicables a las exenciones previstas en el presente Capítulo













		Título III. LUGAR DE REALIZACIÓN DEL HECHO IMPONIBLE		Introducción

		Capítulo I. Entregas de bienes y prestaciones de servicios		Lugar de realización de las entregas de bienes		Regla general		A. Entregas de bienes que no sean objeto de expedición o transporte.

		B. Entregas de bienes muebles corporales que deban ser objeto de expedición o transporte.

		C. Las entregas de bienes inmuebles que radiquen en dicho territorio.





		Reglas especiales		1ª. Las entregas de los bienes que hayan de ser objeto de instalación o montaje antes de su puesta a disposición, cuando la instalación se ultime en el referido territorio y siempre que la instalación o montaje implique la inmovilización de los bienes entregados.

		2ª. Las entregas de bienes inmuebles que radiquen en dicho territorio

		3ª. Las entregas de bienes a pasajeros que se efectúen a bordo de un buque, de un avión o de un tren, en el curso de la parte de un transporte realizada en el interior de la Comunidad, cuyo lugar de inicio se encuentre en el ámbito espacial del Impuesto y el lugar de llegada en otro punto de la Comunidad.

		4ª. Ventas a distancia

		5ª. No se entenderán realizadas en el territorio de aplicación del impuesto las entregas de bienes cuya expedición o transporte se inicie en dicho territorio con destino a otro Estado miembro de llegada de esa expedición o transporte al cliente final, cuando se trate de ventas a distancia intracomunitarias de bienes referidas en la letra b) del apartado tres anterior, cuando no se cumpla, o desde el momento que deje de cumplirse, la condición de la letra b’) (que no se haya superado el límite previsto en el artículo 73 del DFNIVA, ni se haya ejercitado la opción de tributación en destino prevista en dicho artículo).

		6ª. Las entregas de bienes que sean objeto de impuestos especiales, efectuadas en las condiciones descritas en el apartado tres, letra a) del DFNIVA, se entenderán, en todo caso, realizadas en el territorio de aplicación del impuesto cuando el lugar de llegada de la expedición o del transporte se encuentre en el referido territorio y los destinatarios de las citadas entregas sean las personas cuyas adquisiciones intracomunitarias de bienes no estén sujetas al impuesto en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 del DFNIVA.

		7ª. Las entregas de gas a través de una red de gas natural situada en el territorio de la Comunidad o de cualquier red conectada a dicha red, las entregas de electricidad o las entregas de calor o de frío a través de las redes de calefacción o de refrigeración, se entenderán efectuadas en el territorio de aplicación del impuesto en los supuestos que se citan a continuación:





		Localización en el IVA de las ventas a distancia (hasta 01-07-2021)		A. Requisitos.

		B. Régimen.

		C. Cálculo del límite.

		D. Derecho de opción.

		E. Sujeción a la normativa española.

		F. Supuesto de no sujeción.





		Reglas especiales de localización de las entregas de bienes en el IVA: ventas a distancia de bienes objeto de impuestos especiales de fabricación (hasta 01-07-2021)





		Lugar de realización de las prestaciones de servicios. Regla general		Regla general		A. Fundamento.

		B. Regla general.





		Concepto de sede de la actividad económica y establecimiento permanente

		Concepto de servicios de radiodifusión y televisión





		Lugar de realización de las prestaciones de servicios. Reglas especiales		Introducción

		Servicios relacionados con inmuebles

		Servicios de transporte		A. Regla general.

		B. España: viajes Península-Baleares.





		Servicios culturales, deportivos, educativos, recreativos, ferias, ...

		Servicios prestados por vía electrónica

		Servicios de restauración y catering

		Servicios de mediación

		Servicios accesorios a los transportes y los trabajos realizados sobre bienes muebles corporales		a) Los servicios accesorios a los transportes tales como la carga y descarga, transbordo, manipulación y servicios similares

		b) Los trabajos y las ejecuciones de obra realizadas sobre bienes muebles corporales y los informes periciales, valoraciones y dictámenes relativos a dichos bienes





		Servicios prestados por vía electrónica, de telecomunicación, de radiodifusión y de televisión

		Servicios de arrendamiento de medios de transporte

		Norma de cierre









		Capítulo II. Operaciones intracomunitarias		Adquisiciones intracomunitarias de bienes		A. Regla general.

		B. Medio de prueba.





		Transporte intracomunitario de bienes cuyo destinatario no sea un empresario o profesional





		Capítulo III. Límite cuantitativo aplicable a determinadas ventas a distancia intracomunitarias de bienes y prestaciones de servicios		Límite cuantitativo aplicable a determinadas ventas a distancia intracomunitarias de bienes y prestaciones de servicios.









		Título IV. Devengo del impuesto		Capítulo I. Entregas de bienes y prestaciones de servicios		Devengo		A. En las entregas de bienes.

		B. En las prestaciones de servicios.

		C. En las ejecuciones de obra, con o sin aportación de materiales, cuyas destinatarias sean las Administraciones públicas.

		D. En las transmisiones de bienes entre el comitente y comisionista efectuadas en virtud de contratos de comisión de venta, cuando el último actúe en nombre propio.

		E. En las transmisiones de bienes entre comisionista y comitente efectuadas en virtud de contratos de comisión de compra, cuando el primero actúe en nombre propio.

		F. En los supuestos de autoconsumo.

		G. En los arrendamientos, en los suministros y, en general, en las operaciones de tracto sucesivo o continuado.

		H. En las entregas de bienes intracomunitarias.

		I. En las operaciones sujetas a gravamen que originen pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible.

		J. Entregas de bienes facilitadas a través de una interfaz digital.









		Capítulo II. Adquisiciones intracomunitarias de bienes		Devengo del Impuesto





		Capítulo III. Importaciones		Devengo del Impuesto		Regla general

		Supuestos especiales de devengo













		Título V. Base imponible		Capítulo I. Entregas de bienes y prestaciones de servicios		Base imponible. Regla general		Concepto general. Base imponible

		Conceptos incluidos en la Base Imponible		A. Gastos que con carácter adicional y accesorio suelen añadirse al precio de unos bienes en la factura, tales como:

		B. No inclusión de los intereses.

		C. Las subvenciones vinculadas directamente al precio de las operaciones sujetas al Impuesto.

		D. Los tributos y gravámenes de cualquier clase que recaigan sobre las mismas operaciones gravadas, excepto el propio Impuesto sobre el Valor Añadido.

		E. Las percepciones retenidas con arreglo a derecho por el obligado a efectuar la prestación en los casos de resolución de las operaciones sujetas al Impuesto.

		F. El importe de los envases y embalajes, incluso los susceptibles de devolución, cargado a los destinatarios de la operación, cualquiera que sea el concepto por el que dicho importe se perciba.

		G. El importe de las deudas asumidas por el destinatario de las operaciones sujetas como contraprestación total o parcial de las mismas.





		Conceptos no incluidos en la base imponible		A. Las cantidades percibidas por razón de indemnizaciones, distintas de las contempladas en el apartado 2 que, por su naturaleza y función, no constituyan contraprestación o compensación de las entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas al Impuesto.

		B. Los descuentos y bonificaciones que se justifiquen por cualquier medio de prueba admitido en derecho y que se concedan previa o simultáneamente al momento en que la operación se realice y en función de ella.

		C. Las sumas pagadas en nombre y por cuenta del cliente, en virtud de mandato expreso del mismo. El sujeto pasivo vendrá obligado a justificar la cuantía efectiva de tales gastos y no podrá proceder a la deducción del Impuesto que eventualmente los hubiera gravado.

		D. Las cuotas del Impuesto no repercutidas expresamente.





		El transporte por vía marítima o aérea entre la Península y Baleares





		Base imponible. Reglas especiales		Permutas

		Entrega de bienes de distinta naturaleza en una operación

		Autoconsumos y transferencia de bienes

		Autoconsumos de servicios

		Operaciones vinculadas		Se presumirá que existe vinculación:





		Comisión de venta

		Comisión de compra

		En las prestaciones de servicios realizadas por cuenta de tercero, cuando quien presta los servicios actúe en nombre propio

		En las adquisiciones de servicios realizadas por cuenta de terceros, cuando quien adquiera los servicios actúe en nombre propio

		En las entregas de bienes o prestaciones de servicios que no tengan por objeto o resultado oro de inversión y en las que se emplee oro aportado por el destinatario de la operación cuya adquisición o importación hubiese estado exenta

		En las operaciones cuya contraprestación se hubiese fijado en moneda o divisa distinta





		Modificación de la base imponible		Modificación de la base imponible de IVA		Causas de modificación de la base imponible









		Determinación de la base imponible		Determinación de la base imponible









		Capítulo II. Adquisiciones intracomunitarias de bienes		Base imponible





		Capítulo III. Importaciones		Base imponible		Regla general

		Reglas especiales		A. La base imponible de las reimportaciones de bienes exportados temporalmente fuera de la Comunidad para ser objeto de trabajos de reparación, transformación, adaptación o trabajos por encargo.

		B. La base imponible de las importaciones referidas en el artículo 19, números 1.º, 2.º y 3.º de la Norma Foral.

		C. La base imponible de los bienes que abandonen el régimen de depósito distinto del aduanero será la siguiente:

		D. La base imponible de las demás operaciones a que se refiere el artículo 19, número 5.º de la Norma Foral.

		E. En las importaciones de productos informáticos normalizados.

















		Título VI. SUJETOS PASIVOS		Capítulo I. Entregas de bienes y prestaciones de servicios		Sujetos pasivos		Introducción

		Regla general

		Regla especial. Inversión del sujeto pasivo		A. Cuando las operaciones sujetas se efectúen por personas o entidades no establecidas en el territorio de aplicación del Impuesto.

		B. Cuando se trate de entregas de oro sin elaborar o de productos semielaborados de oro, de ley igual o superior a 325 milésimas.

		C. Cuando se trate de:

		D. Prestaciones de servicios relativas a gases de efecto invernadero

		E. Cuando se trate de las siguientes entregas de bienes inmuebles.

		F. Cuando se trate de ejecuciones de obra, con o sin aportación de materiales, así como las cesiones de personal para su realización, consecuencia de contratos directamente formalizados entre el promotor y el contratista que tengan por objeto la urbanización de terrenos o la construcción o rehabilitación de edificaciones.

		G. Entregas de plata, platino y paladio, teléfonos móviles, y consolas de videojuegos, ordenadores portátiles y tabletas digitales.

		H. Requisitos reglamentarios de aplicación de las reglas de inversión del sujeto pasivo.

		I. Responsabilidad en los supuestos de inversión del sujeto pasivo.





		Personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales, pero sean destinatarias de determinadas operaciones sujetas

		Empresarios o profesionales y personas jurídicas que no actúen en su condición de empresario o profesional que sean destinatarios de gas y electricidad o las entregas de calor o frío

		Sujetos pasivos establecidos









		Capítulo II. Adquisiciones intracomunitarias de bienes		Sujetos pasivos





		Capítulo III. Importaciones		Sujetos pasivos		Regla general

		Concepto de deudor









		Capítulo IV. Responsables del impuesto		Responsables del Impuesto		Responsabilidad solidaria

		Responsabilidad subsidiaria

		Responsabilidad subsidiaria de los adquirentes de bienes y servicios con precio notoriamente anómalo









		Capítulo V. Repercusión del impuesto		Repercusión del impuesto		Regla general

		Contratos de Entes Públicos		A. Contratos pendientes de ejecución

		B. Servicios suministrados desde el extranjero





		Obligaciones formales

		Requisitos temporales





		Rectificación de las cuotas impositivas repercutidas		Rectificación de las cuotas impositivas repercutidas













		Título VII. El tipo impositivo		Introducción		1. Evolución de los tipos impositivos del IVA en España.

		2. Tipos impositivos del IVA en la UE.





		Tipo impositivo general		Tipo impositivo general. Reglas generales del tipo en el impuesto





		Tipos impositivos reducidos		Introducción

		Entregas, adquisiciones intracomunitarias o importaciones de bienes al tipo reducido		A. Alimentación

		B. Actividades agrícolas, forestales o ganaderas

		C. Sanidad humana y animal

		D. Viviendas

		E. Flores y plantas vivas, y productos de origen vegetal para su obtención.

		F. Obras de arte, antigüedades y objetos de colección.





		Prestaciones de servicios al tipo reducido		A. Transporte de viajeros y de sus equipajes

		B. Alojamiento y manutención

		C. Servicios a favor de titulares de explotaciones agrícolas, forestales o ganaderas

		D. Limpieza y tratamiento de basuras.

		E. Bibliotecas, museos y galerías de arte

		F. Asistencia social no exenta.

		G. Espectáculos deportivos.

		H. Actividad ferial.

		I. Operaciones inmobiliarias.

		J. Ejecuciones de obra

		K. Intérpretes, artistas, directores y técnicos.





		Otras operaciones sujetas al tipo reducido hasta 31-08-12		A. Espectáculos

		B. Servicios prestados a personas físicas que practiquen el deporte o la educación física

		C. Servicios funerarios.

		D. Asistencia sanitaria, dental y curas termales no exentas

		E. Servicios de peluquería.

		F. Suministro y recepción de servicios de radiodifusión digital y televisión digital.





		Entregas, adquisiciones intracomunitarias o importaciones de los bienes al tipo del 4 por ciento		A. Alimentos básicos.

		B. Libros, periódicos y revistas.

		C. Medicamentos.

		D. Bienes y servicios para minusválidos.

		E. Vivienda social y viviendas destinas al arrendamiento.

		F. Ejecuciones de obra.

		G. Higiene femenina.













		Título VIII. Deducciones y devoluciones		Capítulo I. Deducciones		Cuotas tributarias deducibles		Concepto general		Prácticas abusivas y teoría del conocimiento

		Sociedades holding





		Requisitos





		Requisitos subjetivos de la deducción		Regla general		A. Tener la condición de empresarios o profesionales.

		B. Puede también considerarse como requisito necesario que dichos empresarios o profesionales estén establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto.

		C. Haber iniciado la realización habitual de entregas de bienes o prestaciones de servicios.

		D. Deducciones anteriores a la realización habitual de entregas de bienes o prestaciones de servicios.





		Entregas intracomunitarias de medios de transporte nuevos

		Sujetos pasivos duales





		Operaciones cuya realización origina el derecho a la deducción		Operaciones cuya realización origina el derecho a la deducción		A. Operaciones sujetas y no exentas del Impuesto.

		B. Operaciones exentas relacionadas con el comercio exterior y entregas de bienes destinadas a otros Estados miembros.

		C. Determinadas operaciones no sujetas.

		D. Operaciones financieras y de seguro relacionadas con el comercio exterior.

		E. Otros límites generales.









		Limitaciones del derecho a deducir		Afectación directa y exclusiva		A. Afectación directa y exclusiva

		B. Deducción de las entidades de carácter dual.





		Afectación parcial: Vehículos y otros bienes de inversión		A. Cuando se trate de vehículos.

		B. Otros bienes de inversión.

		C. Los mismos porcentajes serán también de aplicación a las cuotas soportadas o satisfechas por la adquisición o importación de los siguientes bienes y servicios directamente relacionados con los bienes anteriores.





		Afectación parcial: Regularización y prueba





		Exclusiones y restricciones del derecho a deducir		Regla general		A. Bienes de carácter suntuario.

		B. Alimentos, bebidas, tabaco o espectáculos, y otros servicios de carácter recreativo.

		C. Bienes y servicios destinados a atención de clientes, asalariados o terceras personas.

		D. Los servicios de desplazamiento o viajes, hostelería y restauración.





		Caso especial: Regalos a impositores		A. Bienes adquiridos para destinarse a atenciones a clientes, asalariados o terceras personas,

		B. Cuando el regalo entregado por la entidad financiera lo sea como consecuencia de un sorteo.

		C. Sin embargo, también cabe concebir esta misma operación de entrega de bienes por una entidad financiera a sus impositores como una operación retribuida.









		Requisitos formales de la deducción		Regla general

		Documentos justificativos del derecho a deducción		a. La factura original expedida por quien realice la entrega o preste el servicio o, en su nombre y por su cuenta, por su cliente o por un tercero, siempre que, para cualquiera de estos casos, se cumplan los requisitos que se establezcan reglamentariamente.

		b. La factura original expedida por quien realice una entrega que dé lugar a una adquisición intracomunitaria de bienes sujeta al impuesto, siempre que dicha adquisición esté debidamente consignada en la declaración-liquidación a que se refiere el artículo 164.6º de la Norma.

		c. En el caso de las importaciones, el documento en el que conste la liquidación practicada por la Administración o, si se trata de operaciones asimiladas a las importaciones, la autoliquidación en la que se consigne el Impuesto devengado con ocasión de su realización.

		d. La factura original o el justificante contable de la operación expedido por quien realice una entrega de bienes o una prestación de servicios al destinatario, sujeto pasivo del Impuesto, en los supuestos (de inversión sujeto pasivo) a que se refiere los números 2.º, 3.º y 4.º del apartado uno del artículo 84 y el artículo 140 quinque de la Norma, siempre que dicha entrega o prestación esté debidamente consignada en la declaración-liquidación correspondiente.

		e. El recibo original firmado por el titular de la explotación agrícola, forestal, ganadera o pesquera a que se refiere el artículo 134, apartado Tres, de la Norma.





		Bienes adquiridos en común por varios sujetos pasivos





		Nacimiento del derecho a deducir		Introducción

		Adquisiciones intracomunitarias de bienes

		En las entregas de medios de transporte nuevos

		Objetos de arte, antigüedades y objetos de colección

		Agencias de Viajes





		Ejercicio del derecho a la deducción		Introducción

		Plazo para ejercitar el derecho a la deducción		A. Regla general.

		B. Ventas ocasionales de medios de transporte nuevos (art. 5.1 DFN).

		C. Cuotas efectivamente soportadas.









		Caducidad del derecho a la deducción		Caducidad del derecho a la deducción





		Régimen de deducciones en sectores diferenciados de la actividad empresarial o profesional		Régimen de deducciones en sectores diferenciados de la actividad empresarial o profesional





		Regla de prorrata		Regla de prorrata

		Clases de prorrata y criterios de aplicación





		La prorrata general		Concepto general

		Cálculo de la prorrata general		A. En el numerador.

		B. En el denominador.

		C. Resolución 2/2005, sobre la incidencia en el derecho a la deducción en el IVA de la percepción de subvenciones no vinculadas al precio de las operaciones.

		D. No se incluyen en el numerador ni en el denominador de la prorrata determinadas operaciones contempladas por distintas razones:

		E. Sociedades holding.





		Porcentaje provisional

		Supuestos de interrupción de la actividad

		Concepto de importe total de las operaciones





		Procedimiento de la prorrata general		Prorrata provisional

		Prorrata definitiva (del año)





		La prorrata especial		Concepto de prorrata especial

		Aplicación de la prorrata especial





		Regularización de deducciones por bienes de inversión		Regla general

		Plazo de regularización

		Concepto de bienes de inversión

		Procedimiento para practicar la regularización de deducciones por bienes de inversión





		Entregas de bienes de inversión durante el período de regularización		Regla general

		Supuestos especiales		A. Entregas sujetas y no exentas o con exención plena (exportaciones, entregas intracomunitarias, etc,...):

		B. Entregas exentas o no sujetas, que no originen el derecho a la deducción.









		Deducciones de las cuotas soportadas o satisfechas con anterioridad al inicio de la realización de entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a actividades empresariales o profesionales		Introducción

		Requisitos de la deducibilidad

		El inicio de la actividad

		Coordinación con regímenes especiales

		Regularización de deducciones





		Regularización de la deducción de las cuotas soportadas con anterioridad al inicio de la realización de entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a actividades empresariales o profesionales		Concepto general

		Procedimiento de regularización





		Regularización de las cuotas correspondientes a bienes de inversión, soportadas con anterioridad al inicio de la realización de entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a actividades empresariales o profesionales		Regularización de las cuotas correspondientes a bienes de inversión, soportadas con anterioridad al inicio de la realización de entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a actividades empresariales o profesionales





		Rectificación de deducciones		Concepto		A. Ejercicio de la rectificación.

		B. Plazos para rectificar.

		C. El documento rectificativo.





		Procedimiento		A. Cuando la rectificación determine un incremento del importe de las cuotas inicialmente deducidas.

		B. Cuando la rectificación determine una minoración del importe de las cuotas inicialmente deducidas.













		Capítulo II. Devoluciones		Supuestos generales de devolución		Supuestos generales de devolución

		Solicitud de devoluciones al término de cada período de liquidación





		Devoluciones a exportadores en régimen de viajeros		Devoluciones a exportadores en régimen de viajeros





		Solicitud devolución de cuotas soportadas por operaciones efectuadas en la Comunidad		Introducción y ámbito subjetivo.

		Requisitos y procedimiento.





		Garantías de las devoluciones		Garantías de las devoluciones









		Capítulo III. Devoluciones a los empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del impuesto		Régimen especial de devoluciones a empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto pero establecidos en la Comunidad, Islas Canarias, Ceuta o Melilla		Introducción y ámbito subjetivo		Ámbito subjetivo





		Requisitos

		Procedimiento





		Régimen especial de devoluciones a determinados empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto ni en la Comunidad, Islas Canarias, Ceuta o Melilla.		Introducción y ámbito subjetivo.		Ámbito subjetivo.





		Requisitos y procedimiento.

		Establecidos en los territorios del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte





		Devolución a establecidos en los territorios del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.		Devolución del IVA a establecidos en los territorios del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.













		Título IX. Regímenes especiales		Capítulo I. Normas generales		Normas generales		Concepto general		A. Disminuir en lo posible la presión fiscal indirecta que soportan los pequeños empresarios.

		B. Evitar supuestos de doble imposición.





		Clasificación		A. Son de aplicación obligatoria.

		B. Se aplicarán salvo renuncia expresa (son regímenes optativos, pero exigen que el sujeto pasivo se pronuncie expresamente a favor de la aplicación del régimen general).

		C. Son opcionales:

		D. Regulación de opciones y renuncias.









		Determinación del volumen de operaciones		Ámbito de aplicación

		Concepto

		Operaciones no incluidas









		Capítulo II. Régimen simplificado		Régimen simplificado		Introducción

		Ámbito de aplicación

		Exclusión del régimen simplificado		A. Realizar actividades no acogidas a los regímenes especiales simplificado, de la agricultura, ganadería y pesca o del recargo de equivalencia.

		B. Haber quedado excluido de la aplicación del régimen de estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

		C. Haber superado alguno de los siguientes límites:

		D. Modificación normativa del ámbito objetivo de aplicación del régimen simplificado que determine la no aplicación de dicho régimen especial a las actividades empresariales realizadas por el sujeto pasivo.









		Contenido del régimen simplificado		Contenido del régimen		A. Cuotas devengadas.

		B. Derecho a deducir por operaciones corrientes.

		C. Otras cuotas devengadas.

		D. Adquisición de activos fijos y operaciones de importación.

		E. Reducción de la cantidad a ingresar.

		F. Omisión o falseamiento de los índices o módulos.





		Procedimiento		A. Procedimiento general según el Decreto Foral correspondiente.

		B. Iniciación de la actividad con posterioridad al 1 de enero o cese antes del 31 de diciembre.

		C. Las actividades de temporada.





		Obligaciones formales

		Declaraciones-liquidaciones

		Aprobación de índices o módulos









		Capítulo III. Régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca		Introducción

		Ámbito subjetivo de aplicación		Titular de la explotación

		Supuestos de no aplicación

		Renuncia

		Concepto de explotación agrícola, forestal, ganadera o pesquera. Ámbito objetivo de aplicación





		Actividades económicas excluidas del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca		Exclusiones finalistas

		Exclusiones objetivas





		Servicios accesorios incluidos en el régimen especial		Ámbito de aplicación

		Límites

		Enumeración





		Realización de actividades económicas en sectores diferenciados de la actividad empresarial o profesional		Ámbito de aplicación

		Utilización de instalaciones agrarias para la prestación de servicios de alojamiento y restaurante

		Obligaciones contables especiales		a. Régimen simplificado- Recargo de equivalencia.

		b. Otros regímenes especiales.









		Obligaciones de los sujetos pasivos acogidos al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca		Reglas generales

		Operaciones exceptuadas





		Régimen de deducciones y compensaciones		Principio general de no deducción

		La compensación		A. Las entregas de los productos naturales obtenidos en sus explotaciones a otros empresarios o profesionales, con excepción de los que estén acogidos al régimen especial en el territorio de aplicación del Impuesto y utilicen los referidos productos en el desarrollo de las actividades correspondientes a dicho régimen especial.

		B. Las entregas intracomunitarias, exentas en virtud de lo dispuesto por el artículo 25 de la Norma, de los productos naturales obtenidos en sus explotaciones, cuando el adquirente sea una persona jurídica que no actúe como empresario o profesional y no le afecte, en el Estado miembro de destino, la no sujeción establecida según los criterios contenidos en el artículo 14 de la Norma.

		C. Las prestaciones de servicios accesorios incluidos en el régimen especial, realizadas en favor de otros empresarios o profesionales, cualquiera que sea el territorio en el que estén establecidos, siempre que no estén acogidos al régimen especial en el ámbito espacial del Impuesto.





		Importe de la compensación





		Obligados al reintegro de las compensaciones		Obligados al reintegro de las compensaciones





		Recursos		Recursos





		Devolución de compensaciones indebidas		Devolución de compensaciones indebidas





		Deducción de las compensaciones correspondientes al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca		Introducción

		Requisitos

		Obligaciones formales





		Comienzo o cese en la aplicación del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca		Régimen general al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca

		Régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca al régimen general

		Regularización de deducciones de las cuotas soportadas en bienes de inversión

		Procedimiento









		Capítulo IV. Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección		Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección		Régimen aplicable		A. Entregas de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección adquiridos por el revendedor a:

		B. Entregas de objetos de arte, antigüedades u objetos de colección que hayan sido importados por el propio sujeto pasivo revendedor.

		C. Entregas de objetos de arte adquiridos a empresarios o profesionales que sean autores o derechohabientes de los mismos.





		Bienes excluidos

		Resolución de la DGT de 29 de Marzo de 1995		A. Entregas de bienes adquiridos por el revendedor antes de 1 de enero de 1986.

		B. Entregas de bienes importados por el revendedor en el período comprendido entre el 1 de enero de 1986 y el 31 de diciembre de 1994, respecto de los cuales se ha satisfecho el Impuesto y se ha ejercitado el derecho a la deducción de las cuotas.

		C. Deducción del Impuesto soportado en la adquisición del bien cuando el sujeto pasivo revendedor opte por aplicar el régimen general a la entrega del mismo.

		D. Adquisiciones intracomunitarias de bienes efectuadas por revendedores españoles.

		e. Entregas de bienes usados adquiridos a empresarios en régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca.

		F. Identificación de los destinatarios en las facturas expedidas por los revendedores de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección.





		Vehículos. Aplicación del régimen de los bienes usados		A. Ámbito de aplicación del impuesto: territorio español.

		B. Ámbito de aplicación comunitario.

		C. Ámbito de aplicación internacional.









		Concepto de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección y de sujeto pasivo revendedor		Bienes usados		A. Los que reúnan las siguientes características:

		B. No tienen la consideración de bienes usados (Ver comentario relacionado).





		Objetos de arte

		Objetos de colección

		Antigüedades

		Revendedor de bienes





		La base imponible		Sistema de "margen de beneficio de la operación"		A. Concepto general.

		B. Cálculo.





		Sistema de "margen de beneficio global"		A. Ejercicio de la opción.

		B. Cálculo.

		C. Reglas de aplicación.









		Repercusión del Impuesto		Repercusión del Impuesto





		Deducciones		Deducción del impuesto en el régimen especial de bienes usados		A. En materia de facturación.

		B. Llevar un libro registro específico.

		C. Llevar un libro registro específico, distinto del anterior.

		D. En los supuestos de iniciación o cese, los sujetos pasivos deberán confeccionar inventarios de sus existencias, respecto de las cuales resulte aplicable la modalidad del margen de beneficio global para determinar la base imponible, con referencia al día inmediatamente anterior al de iniciación o cese en la aplicación de la misma.
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